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debido a otras responsabilidades. Con Alfredo la relación fue muy afable 

y desde el primer momento estuvimos en plena sintonía. No sólo se en-

tusiasmó con el tema —aspecto fundamental en un Director—, sino que 
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te los distintos borradores, sugirió líneas de trabajo, podó cuando hizo 

falta, recomendó bibliografía, etc. Hizo su trabajo a carta cabal; el agra-

decimiento debe ser doble, porque sé que no está “sobrado” de tiempo, 
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y seguramente quedará incompleta por defectos de mi memoria. Un 

agradecimiento especial merece Rodolfo Vigo, cuando al corregir el in-

forme correspondiente a Filosofía del Derecho, materia de la Carrera de 
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En otro orden, recibí distintas ayudas y favores de amigos: Pedro 
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INTRODUCCIÓN 

OBJETO DE ESTUDIO. El objeto de estudio de esta tesis es el análisis ju-

rídico de las relaciones de consumo transfronterizas, con el fin de esta-

blecer los fundamentos de un sistema protectorio, para luego proponer 

criterios de asignación de foros competentes en conflictos multinaciona-

les que afectan a consumidores. Elegí este último aspecto porque consi-

dero que es el que requiere ser solucionado con más urgencia, a fin de 

hacer previsible la solución de controversias sin afectar el libre comer-

cio. A lo largo del desarrollo tendré especialmente en cuenta la posición 

de debilidad relativa de un consumidor frente a un proveedor especiali-

zado, cuando la relación de consumo contenga elementos que convier-

tan el caso en multinacional2. Esta última situación se dará cuando las 

partes tengan domicilios en Estados diferentes, el lugar de entrega del 

bien o prestación del servicio está localizado en otro país, o cualquier 

otra circunstancia que aporte al caso un “elemento de extranjería”3. 

                       

2 La debilidad del consumidor es universalmente admitida por todos los ordena-
mientos, la doctrina y la jurisprudencia. Ver por todos, PERUGINI ZANETTI, Alicia M., “Dere-
cho Internacional Privado del Consumidor”, ponente en el XVIII Congreso Ordinario de la 
Asociación Argentina de Derecho Internacional. Sección Derecho Internacional Privado, 
Rosario, 2005, p. 2. Para la especial consideración de la debilidad en el contexto digital o 
comercio online, cfr. VELÁZQUEZ GARDETA, Juan Manuel, La protección al consumidor online 
en el derecho internacional privado interamericano. Análisis sistemático de la propuestas 
presentadas para CIDIP VII, CEDEP, Asunción, 2009, p. 50. Asimismo, para la general de-
bilidad de las partes de una relación jurídica en el contexto internacional, fuera de su lu-
gar de residencia, cfr. VISCHER, Frank, “General Course on Private International Law”, 
Académie de Droit International, Recueil des Cours, Vol. 232, La Haya, 1992, pp. 9-256, en 
88.  

3 GOLDSCHMIDT, Werner, Derecho Internacional Privado, 5ª edic., Depalma, Buenos 
Aires, 1985, pp. 3-6. Cfr. BOGGIANO, Antonio, Derecho Internacional Privado, 5ª Ed., T. I, 
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Como punto de partida, debe considerarse que la protección de la 

parte débil, y en general de la persona humana, es un objetivo de todo 

sistema jurídico, tanto desde los puntos de vista del derecho interno, del 

Derecho Internacional Privado y el Derecho Internacional Público4. Pero 

como los desarrollos jurídicos protectorios del consumidor en los pla-

nos interno e internacional no han sido parejos, se requiere elaborar la 

doctrina y legislación que habilite la protección internacional5. De aquí 

que la primera parte de esta tesis deba establecer si el sistema tradicio-

nal de Derecho Internacional Privado considera la debilidad de una de 

las partes, o bien deberíamos proponer un sistema específico. Como ve-

remos, se ha elegido este último camino. 

 

LA PERSPECTIVA DEL PROBLEMA DESDE EL DERECHO INTERNACIONAL 

PRIVADO. Las relaciones de consumo transfronterizas plantean los pro-

blemas con que tradicionalmente ha lidiado el Derecho Internacional 

Privado: qué jurisdicción es competente, cuál es el derecho aplicable y 

                       

Depalma, Buenos Aires, 2005, pp. 81-89. BATIFFOL, Henri, y LAGARDE, Paul, Droit Interna-
tional Privé, Librairie générale de droit et de jurisprudence, 8e édition, Paris, 1993, pp. 
11-15 

4 Cfr. POCAR, Fausto, “La protection de la partie faible en droit international privé”, 
Recueil des Cours, Vol. 188, La Haya, 1984, p. 349. 

5 Cfr. WILHELMSSON Thomas, “Internacional Lex mercatoria and Local Consumer 
Law: an Impossible Combination?” Paper delivered at the 75th Anniversary Congress of 
the International Institute for the Unification of Private Law (UNIDROIT): “Worldwide 
Harmonisation of Private Law and Regional Economic Integration”, held at Pontificia 
Universitá Urbaniana, Rome (Italy), 27-28 September 2002, p. 15. “By contrast, there is 
certainly no common consumer culture, at least not as common as that of business people 
engaged in international trade. Of course, there are convergences in consumption patterns 
even on a global scale, due to the fact that the same products are sold, similar advertising 
campaigns are used and the distribution systems become more alike all over the world. 
Still, nobody would seriously claim that the contracting culture of consumers, say, in the 
developed and the developing world had much in common. The problems related to con-
sumer contracting are obviously very different in various parts of the world”. Este autor 
pone como ejemplo de esta “homogénea heterogeneidad” los distintos enfoques de Esta-
dos Unidos y de Europa respecto de la protección del consumidor. En el primer caso, la 
tendencia es una activa intervención en la información que deben brindar los proveedo-
res, mientras que en la UE la actividad del Estado es de una creciente regulación de dis-
tintas actividades económicas. 
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cómo se ejecutará la sentencia o decisión judicial. Estos problemas están 

ligados a los dos procedimientos generales de solución de conflictos en 

el Derecho Internacional Privado. Por un lado, el método conflictualista, 

consistente en resolver el problema no de modo directo, sino mediante 

la designación del sistema normativo que será aplicable al caso. Por el 

otro, el conflicto también puede resolverse mediante la aplicación de 

normas materiales, diseñadas específicamente para ese tipo de relacio-

nes jurídicas. En cualquiera de los supuestos, no deja de estar presente 

el conflicto de jurisdicciones, esto es: qué jueces están llamados a resol-

ver un conflicto que involucra una relación de consumo transfronteriza6.  

Aún teniendo certeza respecto del derecho aplicable para resolver 

el caso, siempre habrá que tener presente las siguientes preguntas: 

“¿ante quién habrá que plantear la solución de las controversias que se 

susciten en el transcurso de dicha relación?; o bien ¿qué efectos tendrán 

dichas soluciones fuera del Estado en el cual se dicten?7” Y esto tanto 

                       

6 Cfr. BATIFFOL y LAGARDE, Droit International Privé, pp. 13 a 15. BOGGIANO, Derecho 
Internacional Privado, T. I, p. 203. En referencia especial a los conflictos con consumido-
res, cfr. LIMA MARQUES, Claudia, “O novo Direito internacional privado e a proteção pro-
cessual dos consumidores de bens e serviços estrangeiros ou no exterior”, DeCITA Nro. 
4, 2005, pp. 266. 

7 FERNÁNDEZ ARROYO, Diego, Coord. Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, Zavalía Editor, Buenos Aires, 2003, p. 41. Por este motivo es que en la futura 
CIDIP VII, donde se proyecta una Convención interamericana referida a las relaciones de 
consumo, se propone resolver conjuntamente las cuestiones de jurisdicción y derecho 
aplicable, teniendo en cuenta que la primera preocupación para un consumidor que ten-
ga razones para iniciar una demanda es contar con un juez que sea competente para en-
tender en el caso. ALL, Paula M., DREYZIN DE KLOR, Adriana, “Consideraciones Generales 
sobre el Articulo 1 de los Proyectos de Reglamentación Interamericana en Materia de 
Protección de los Consumidores presentados Por Brasil y Uruguay”, Foro de Expertos en 
materia de protección de consumidores para la preparación de la CIDIP VII (OEA), pp. 1 
y 2. Disponible en www.oea.org. En igual sentido, FERNÁNDEZ ARROYO, Diego y ALL, Paula 
M., “Apreciación general acerca de la elaboración de una reglamentación interamericana 
en materia de protección de los consumidores”, Comunicación presentada el Foro de Ex-
pertos para la preparación de la CIDIP VII, p. 2. La misma preocupación y con referencia 
al e-commerce B2C o bien “business to consumer”, cfr. DENNIS, Michael J., “Diseño de una 
agenda práctica para la protección de los consumidores en las Américas”, en FERNÁNDEZ 

ARROYO, Diego y MORENO RODRÍGUEZ, José Antonio, Coordinadores, Protección de los Con-
sumidores en América, La Ley, Asunción, 2007, pp. 219-237, en 220. 
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para los procedimientos jurisdiccionales contenciosos como los arbitra-

les. 

 

EL TRÁNSITO DEL ÁMBITO LOCAL AL INTERNATIONAL. Los principios pro-

tectorios del derecho del consumidor han sido por lo general básica-

mente territoriales, porque los hábitos y pautas de proveedores y con-

sumidores en sus relaciones cambian de país a país e incluso de ciudad a 

ciudad. Cada sistema jurídico nacional tiene su propio desarrollo histó-

rico y su particular grado de protección en un determinado momento8. 

Esto es común a todas las cuestiones reguladas por los derechos inter-

nos, incluyendo los regímenes del derecho comercial, contractual, da-

ños, etc. Adicionalmente, estos ordenamientos nacionales no suelen to-

mar en cuenta las particularidades del tráfico comercial internacional. A 

su vez, se agrega el problema de la aplicación extraterritorial de esas 

normas: el ejercicio de la autoridad más allá de las fronteras9. 

Mientras en algunos países o territorios los bienes y servicios y los 

modos de consumir son altamente sofisticados, en otras regiones los ni-

veles de pauperización apenas aseguran los mínimos consumos para la 

subsistencia. De todos modos no es objeto de esta tesis el análisis del 

consumo referido a la satisfacción de las necesidades primarias de la 

persona, ni el consumo sustentable, sino las relaciones jurídicas en el 

contexto de una economía de mercado globalizada. No son de aplicación, 

por tanto, los principios referidos a las obligaciones correspondientes a 

la atención de los llamados subconsumidores, como las enunciadas en 

las Directrices de las Naciones Unidas para la protección del consumi-

dor:  

                       

8 Cfr. LEIBLE, Stefan, “Comercio exterior y seguridad jurídica”, Revista del Derecho 
Comercial y las Obligaciones, Depalma, Buenos Aires, 1998, pp. 397-428, en 407. Respec-
to de la influencia de las “estructuras sociales” en la configuración del derecho en gene-
ral y del Derecho Internacional Privado en particular, cfr. BATIFFOL, Henri, Aspects philo-
sophiques du droit international privé, Dalloz, París, reedición, 2002, pp. 185-195.  

9 Cfr. SCHIFF BERMAN, Paul, “The Globalization of Jurisdiction”, University of Pennsyl-
vania Law Review, Vol. 151, December 2002, pp. 311-533, en 418. 
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“Principios, 5. Las políticas de fomento del consumo sostenible de-
ben tener en cuenta como objetivos la erradicación de la pobreza, la sa-
tisfacción de las necesidades básicas de todos los miembros de la socie-
dad y la reducción de la desigualdad, tanto en el plano nacional como en 
las relaciones entre los países”. 

Esto no significa que no tenga en cuenta esta realidad, la que, por 

otra parte, es objeto de atención especial en los últimos desarrollos del 

Derecho Internacional10.  

Resulta entonces lógico que en algunos regímenes la protección del 

consumidor como garantía de justicia en las relaciones entre proveedo-

res y consumidores haya sido tempranamente advertida mientras que 

en otros lugares su planteo teórico —y mucho menos la efectiva vigen-

cia— todavía no tenga ninguna significación. En sociedades en que las 

necesidades básicas como la paz, la alimentación, la salud, la educación, 

etc., son una mera expresión de deseos, la protección del consumidor es, 

incluso hoy, una utopía. La escala de los distintos desarrollos del dere-

cho del consumidor tiene un punto máximo en las culturas donde la ca-

tegoría de consumidor ha reemplazado a la del ciudadano, y un mínimo 

en aquellas que se debaten entre la vida y la muerte de sus habitantes11.  

Estas desigualdades, no deseadas aunque reales, hacen razonable 

que las regulaciones no sean uniformes y que se encuentren adaptadas 

al nivel de desarrollo alcanzado por cada una de esas sociedades. Se re-

produce a nivel internacional lo mismo que en una comunidad estatal, 

donde coexisten grupos de personas con altos niveles de consumo y de 

educación que buscan mejorar su posición relativa frente a los provee-

                       

10 Como indica un destacado autor, indicando las escandalosas diferencias Norte-
Sur: “Todo ello conduce e una situación de injusticia social a nivel mundial, pues no es 
aceptable desde el punto de vista de la solidaridad internacional que mientras los países 
ricos viven mayoritariamente en sociedades de consumo que llegan al despilfarro, las 
grandes masas de población de los países pobres sufran hambre en sentido físico, amén 
de privaciones culturales y de otro orden”. Cfr. PASTOR RIDRUEJO, José A., Curso de Derecho 
Internacional Público y Organizaciones Internacionales, Sexta Edición, Tecnos, Madrid, 
1996, p. 76. 

11 Cfr. GARCÍA CANCLINI, Néstor, Consumers and citizens: globalization and multicul-
tural conflicts, Minneapolis, MN; London: University of Minnesota Press, 2001, p. 15 y ss. 
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dores, junto con otros grupos sociales que tienen todavía prioridades 

muy básicas de las que preocuparse.  

Hay condiciones personales y culturales que se traducen en produc-

tos, servicios, técnicas de distribución, garantías de reparación, etc., que 

no son equivalentes sin más de un lugar a otro. El desarrollo económico 

suele tener su correlato en el sistema jurídico, lo que hace —por el mo-

mento— casi imposible que el derecho del consumo se pueda uniformar 

en normas y tratados internacionales de contenido material, a fin de 

salvaguardar de modo universal a los consumidores de distintos países 

o regiones en transacciones internacionales. Por otra parte no está muy 

claro que la uniformidad sea conveniente. Las alternativas disponibles, 

en sentido amplio, son la globalización, la regionalización y la estatiza-

ción, pero luego habrá que analizar si la unificación es de normas sus-

tantivas, principios, normas de jurisdicción, de conflicto, regulaciones 

administrativas, etc.12.  

¿ES POSIBLE UNIFICAR INTERNACIONALMENTE LA PROTECCIÓN DEL 

CONSUMIDOR? Los autores advierten que la unificación del Derecho Inter-

nacional Privado no se realiza sólo mediante la recopilación legislativa o 

la aprobación de tratados o convenciones internacionales. La situación 

hoy día es de profundo escepticismo13. No siempre la unificación signifi-

ca armonización, y la codificación puede ser un enemigo de una reforma 

sustantiva que mejore la calidad de la justicia. El desarrollo de la cos-

tumbre comercial internacional mediante formularios tipo provenientes 

de las prácticas de grupos de interés comunes demuestra que otros ca-

minos logran mejores resultados14. También es posible advertir que 

cuando una industria logra unidad técnica o de prácticas de ejecución en 

                       

12 Cfr. PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Consumidor”, p. 7. 
13 Así se podría juzgar la actividad de los últimos 50 años de la Conferencia de De-

recho Internacional Privado de La Haya, que habiendo aprobado decenas de instrumen-
tos, pocos de ellos tienen efectiva vigencia. Cfr. DOLINGER, Jacob, “Evolution of principles 
for resolving conflicts in the field of contracts and torts”, Académie de Droit Interna-
tional, Recueil des Cours, Vol. 283, La Haya, 2000, pp. 187-503, en 342-343. 

14 Cfr. BONELL, Michael Joachim, An International Restatement of Contract Law. The 
Unidroit Principles o International Commercial Contracts, Second enlarged Edition, 
Transnational Publishers, New York, 1997, pp. 2-3. 
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diversas regiones simultáneamente, la situación es más sencilla. Así ha 

sucedido con el transporte aéreo de pasajeros o los viajes turísticos 

combinados15. 

Esta disparidad puede incluso advertirse en la UE, donde a nivel re-

gional se ha logrado una mayor uniformidad legislativa en cuanto a pro-

tección del consumidor se refiere, mediante la aprobación de una gran 

cantidad de Directivas. Así y todo, el legislador comunitario a dejado a la 

libertad de cada Estado miembro amplios márgenes para la transposi-

ción de cada una de esas Directivas16.  

La incertidumbre de cuál es el camino a seguir se advierte también 

en América, donde desde hace algunos años la OEA ha propuesto este 

tema como prioritario para ser tratado por la Séptima Conferencia In-

teramericana de Derecho Internacional Privado (CIDIP VII). El Comité 

de Expertos tiene a la fecha delante de sí cuatro propuestas para la regu-

lación de algunos contratos internacionales de consumo. De por sí, el 

planteo parece limitado, ya que se refiere exclusivamente al ámbito con-

tractual. Además, todavía no se ha definido si se tratará de una conven-

ción de hard law o soft law, ya que entre las posibilidades se presentan 

alternativas de leyes modelo o convenciones, y dentro de estas, de unifi-

                       

15 Trataré con mayor detalle los aspectos jurisdiccionales en las relaciones de con-
sumo de estas actividades en el Capítulo VII. 

16 Se puede advertir un claro ejemplo de lo insatisfactorio que resulta la uniformi-
zación de algún aspecto del regimen protectorio en la regulación europea de la respon-
sabilidad por daños por productos defectuosos. La Directiva 85/374/CEE del Consejo, de 
25 de julio de 1985, relativa a la aproximación de las disposiciones legales, reglamenta-
rias y administrativas de los Estados Miembros en materia de responsabilidad por los 
daños causados por productos defectuosos unifica ciertas categorías jurídicas, determi-
na qué sujetos pueden ser responsables o qué defensas son oponibles por parte del fa-
bricante —entre otros aspectos. Pero no cubre todos los problemas ni la armonización 
es mundial, con lo cual los conflictos de jurisidicción o de leyes persisten, siendo depen-
dientes del sistema de Derecho Internacional Privado de cada uno de los Estados miem-
bros. Inclusive, permanece latente la amenaza de forum shopping. Cfr. FAWCETT, James.J, 
“Products liability in Private International Law: a European perspective”, Académie de 
Droit International, Recueil des Cours, Vol. 238, 1993-I, La Haya, pp. 9-246, en 48-51 y en 
56. 
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cación de normas de jurisdicción, de jurisdicción y derecho aplicable, o 

sólo derecho aplicable17. 

De modo general, las distintas alternativas existentes para la regu-

lación internacional son: a) la difusión, en cuanto transmisión de los 

rasgos culturales de una sociedad a otra, mediante la irradiación del de-

recho, como ocurrió, por ejemplo mediante las distintas adaptaciones 

del Código Napoleón; b) la unificación, mediante la cual se remansan las 

leyes nacionales por otras comunes a varios países; c) la armonización, 

que permita lograr cierta coincidencia entre las legislaciones de países 

diversos; d) el soft law, sin carácter vinculante pero como propuesta de 

modelo normativo adoptable por las partes o países18. 

La falta de uniformidad, o más bien, la dificultad práctica para uni-

formar criterios, genera una inevitable incertidumbre jurídica en las 

transacciones de consumo transfronterizo, que se manifiesta en situa-

ciones de desprotección vinculadas a: a) el efectivo ejercicio de los dere-

chos y la obtención de los resarcimientos necesarios a través de un ade-

                       

17 Cfr. LIMA MARQUES, Claudia, “Observaciones y propuestas sobre las reglas genera-
les y el campo de aplicación del Proyecto de Convención Interamericana de Derecho In-
ternacional Privado sobre la ley aplicable a algunos contratos de consumo de Brasil”, 
Documento presentado al Foro de Expertos del Comité Jurídico Interamericano, p. 5; 
disponible en http://www.oas.org/dil/esp/derecho_internacional_privado.htm. Allí 
mismo, ver también FERNÁNDEZ ARROYO, Diego y ALL, Paula M., “Apreciación general acer-
ca de la elaboración de una reglamentación interamericana en materia de protección de 
los consumidores”, Comunicación presentada el Foro de Expertos para la preparación de 
la CIDIP VII. También ALL, Paula M., DREYZIN DE KLOR, Adriana, “Consideraciones Genera-
les sobre el Articulo 1 de los Proyectos de Reglamentación Interamericana en Materia de 
Protección de los Consumidores presentados Por Brasil y Uruguay”, p. 1. Estas autoras 
se inclinan por una convención que incluya los aspectos jurisdiccionales y de normas de 
conflicto, “teniendo en cuenta que la primera preocupación para un consumidor que 
tenga razones para iniciar una demanda es contar con un juez que sea competente para 
entender en el caso”. 

18 El estado de la discusión en cuanto qué resulta más conveniente en vistas a lo-
grar un régimen común es tratado por ALTERINI, Atilio Aníbal, “Derecho Internacional de 
los Contratos”, LL 2009-A, pp. 671-700, en 672-681. Ver también FERNÁNDEZ ARROYO, Die-
go, “La redifinición de la codificación americana del Derecho Internacional Privado - 
¿Hay vida después de la CIDIP VII?, en FERNÁNDEZ ARROYO, Diego y MORENO RODRÍGUEZ, José 
Antonio, Coordinadores, Protección de los Consumidores en América, La Ley, Asunción, 
2007, pp. 73-95, especialmente 78-88. 
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cuado acceso a la justicia; b) qué derecho es aplicable y cuál es el conte-

nido de las prerrogativas establecidas a favor del consumidor; y c) la 

cooperación internacional para la efectiva vigencia de los derechos o las 

restituciones debidas, incluida la eficacia extraterritorial de la sentencia 

que busca restablecer la justicia vulnerada19. 

LA INSUFICIENCIA DEL TERRITORIALISMO PARA LA PROTECCIÓN DEL 

CONSUMO TRANSFRONTERIZO. Respecto del derecho aplicable y el distinto 

nivel de protección que brindan las normas nacionales, se presentan 

claras diferencias en el contenido sustancial de los derechos del consu-

midor, vinculados a cláusulas abusivas, montos de las reparaciones por 

daños, plazos de ejercicio de los derechos, límites temporales de las ga-

rantías, presunciones de responsabilidad, etc., amén de que estas nor-

mas no prevén —en la mayoría de los casos—, soluciones expresas para 

el consumo transfronterizo20. Las normas internas de protección del 

consumidor de cada país suelen guardar estricto silencio respecto de 

operaciones de consumo transnacionales21. Ante este silencio, y debido 

a que las normas nacionales no prevén situaciones de desprotección en 

razón de la extraterritorialidad de la relación de consumo, éstas no de-

berían ser de aplicación directa, salvo que el juez recurra a la lex fori22.  

                       

19 Cfr. LEIBLE, “Comercio exterior y seguridad jurídica”, p. 401. Cfr. LIMA MARQUES, 
Claudia, “Las teorías que se encuentran detrás de la propuesta brasilera de CIDIP”, In-
forme al Comité de Juristas, pp. 1-4, disponible en 
http://www.oas.org/dil/esp/derecho_internacional_privado.htm . 

20 Cfr. LIMA MARQUES, Claudia, A Proteção do Consumidor: Aspectos de Direito Privado 
Regional e Geral, Organización de los Estados Americanos, Comité Jurídico Interamerica-
no, Cursos de Derecho Internacional, Serie Temática, Volumen I, Parte 2, El Derecho In-
ternacional Privado en las Américas, (1974-2000), Secretaría General, Subsecretaría de 
Asuntos Jurídicos, Washington, D.C., 2002. p. 1508. Por otra parte, esta demora en plan-
tear los problemas ius-privatistas es razonable, ya que era precisa la decantación de los 
enfoques civilistas y comercialistas para luego abordar los conflictos de leyes y de com-
petencias. PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Consumidor”, p. 8. 

21 Distinto es el caso de la UE, donde en razón de tratarse de un espacio económico 
integrado existen muchas normas relativas a la protección del consumidor transfronte-
rizo. Por mencionar alguna, la Directiva 2002/65/CE del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 23 de septiembre de 2002 relativa a la comercialización a distancia de servicios 
financieros destinados a los consumidores.  

22 Cfr. SOTO, Alfredo, “El orden público y las relaciones de consumo en el Derecho 
Internacional Privado”, Revista de la Facultad de Derecho, Universidad Nacional de Rosa-
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En cuanto al régimen conflictualista específico de Derecho Interna-

cional Privado, es habitual que los puntos de conexión tradicionales 

consideren la primacía de la autonomía de la voluntad; así, resulta casi 

automático que el lugar de ejecución termine siendo el domicilio del 

proponente. En definitiva, se aplicaría siempre la ley extranjera en las 

relaciones contractuales con consumidores nacionales, ante la casi 

“obligada” existencia de cláusulas de elección del derecho aplicable a fa-

vor del predisponente23.  

Ante la realidad de que la uniformidad de las soluciones materiales 

no parece viable —a salvo los logros alcanzados en mercados regiona-

les—, los planteos conflictualistas resultan en apariencia más asequi-

bles24. Así, muchos proponen que el caso se resuelva por el derecho do-

miciliario del consumidor, el que debería reputarse por él conocido y es-

tablecido en su favor. Esto eliminaría la incertidumbre sobre el alcance 

de sus prerrogativas25. De todas maneras esta solución tampoco será 

adecuada en todos los casos si se pretende promover el libre comercio, 

ya que obligaría al proveedor a estar al tanto de todos los regímenes ju-

rídicos nacionales correspondientes a los domicilios de sus clientes. Es-

to, si bien es materialmente posible, encarecería los costos de previsión 

                       

rio, Nros. 17/18, Rosario, 2006, pp. 389-405, quien considera que debería ser excepcio-
nal la aplicación extraterritorial de las leyes internas de defensa del consumidor, debido 
a que no prevén la internacionalidad del caso. 

23 Cfr. LIMA MARQUES, A Proteção do Consumidor..., p. 1518. 
24 MATTEO SECO resume las dificultades existentes para la uniformidad del derecho 

contractual, considerando las tendencias de los sistemas jurídicos continentales-
europeos y anglosajones, así como también los de los países de influencia socialista. Esta 
uniformidad o armonización es mucho más difícil en el derecho del consumo transfron-
terizo. Cfr MATTEO SECO, Vivien, “La contratación mercantil y la añoranza del jus commu-
ne”, ElDial, Suplemento de Derecho Internacional Privado, disponible en 
www.eldial.com.ar. 

25 Cfr. BOGGIANO, Antonio, “International Standard Contracts, a Comparative Study”, 
Recueil des Cours, Vol. 170, La Haya, 1981, p. 56: “The law of the country where the con-
sumer has his habitual residence provides a minimum standard of protection which may 
not be aside. The said mandatory protective rules are the substantial limits of the parties. 
Despite their choice of a different substantive law, the parties may not interfere with those 
mandatory rules”. Cfr. también POCAR, “La Protection...”, p. 362. A similar conclusión llega 
NAJURIETA, María Susana, “Conflicto de jurisdicciones en casos que involucran a consumi-
dores”, RDCO, Vol. 141, Depalma, Buenos Aires, 1991, p. 207 y ss. 
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de conflictos y significaría, por tanto, un retroceso respecto del libre 

comercio26.  

Las normas territorialistas aplicadas a todas las operaciones que los 

ciudadanos celebren con proveedores extranjeros se convertirían en 

nuevas barreras comerciales. Este aspecto fue tratado en la reunión del 

Consejo Ministerial del MERCOSUR, donde la posición argentina sostuvo 

que un nivel de protección elevado puede significar una nueva asimetría 

del comercio internacional, al impedir que los empresarios nacionales 

puedan acceder a los mercados. De allí la reticencia en aprobar el Proto-

colo de Santa María, ya que si cada país aplicara su propio derecho im-

perativo, y dado un nivel asimétrico de protección, esto perjudicaría a 

los proveedores, constituyéndose así en una barrera paraarancelaria al 

comercio intrazona27. 

A estos temores se suele responder que frente a los problemas que 

tendrían las empresas —sobre todo las pequeñas y medianas— para 

hacer frente a reclamos presentados en cualquier lugar del mundo don-

de se domicilie un consumidor, el riesgo se puede limitar evitando de-

terminadas contrataciones, o concentrando las operaciones a determi-

nados países. En cualquier caso, el criterio de establecer imperativa-

mente la jurisdicción o aplicar el derecho domiciliario del consumidor 

no sería irrazonable ni arbitrario por definición. En última instancia, de-

be pensarse que se trata de una carga más fácil de asumir por una em-

presa proveedora que por un consumidor persona física28. 

 

LA RELACIÓN ENTRE EL SISTEMA PROTECTORIO Y LA EFECTIVA ATRIBUCIÓN 

DE JURISDICCIÓN. En lo que se refiere a la efectiva defensa de los derechos, 

                       

26 Cfr. art. 10 de las Directrices de las Naciones Unidas para la protección del con-
sumidor, Resolución 39/248, de la Asamblea General de Naciones Unidas, ampliadas en 
1999. El mismo planteo existe en la UE, aún considerando las particularidades propias 
de un espacio común integrado, en el Libro Verde sobre la revisión del acervo en materia 
de consumo. Cfr. ALTERINI, “Derecho Internacional de los Contratos”, p. 685. 

27. Cfr. SOTO, “El orden público…”, p. 396. También ALL y DREYZIN DE KLOR, “Conside-
raciones generales sobre el artículo 2…”, pp. 12-16. 

28 Cfr.FERNÁNDEZ ARROYO y ALL, “Apreciación general…”, Segunda parte, nro. V. 
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existen dificultades propias de los procesos judiciales transnacionales: 

falta de inmediatez de los tribunales, distinto idioma de la documenta-

ción, alto costo para la producción de pruebas, difícil comparecencia de 

terceras partes involucradas en la transacción, etc. En general, son los 

problemas comunes a los litigios en extraña jurisdicción, agravados en 

este caso por la menor capacidad económica e inexperiencia de uno de 

los litigantes. Si el foro más probable donde el consumidor debe plan-

tear la demanda es el del domicilio del proveedor en el extranjero, es ca-

si inevitable que la situación termine en desprotección ante incumpli-

mientos del profesional. Esto resulta especialmente relevante en los 

contratos celebrados en Internet y los de servicios turísticos29. Lo mis-

mo se puede decir de algunas situaciones donde está involucrado el or-

den público, como el fraude en el comercio transfronterizo30.  

De modo general se propicia como solución un régimen que habilite 

la protección judicial correspondiente al domicilio del consumidor, de 

tal manera que éste pueda ejercer las defensas convenientes. Esta juris-

dicción será, en principio, concurrente con la del domicilio del provee-

dor o tercero en el extranjero, atendiendo al principio de que una de las 

jurisdicciones universalmente aceptadas es el tribunal del domicilio del 

demandado, en este caso el proveedor a quién se efectúa el reclamo. Así 

es como en espacios jurídicos comunes como la Unión Europea (UE), 

donde existen Directivas uniformes para distintos aspectos del consumo 

transfronterizo, el primer punto de acuerdo arribado fueron normas de 

jurisdicción, reconociéndose que la solución de conflictos que involu-

cran relaciones de consumo requiere reglas de competencia específi-

cas31. 

                       

29 Ibidem.  
30 Cfr. “Directrices de la OCDE para la Protección de los Consumidores de Prácticas 

Comerciales Transfronterizas Fraudulentas y Engañosas”, Recomendación adoptada por 
el Consejo de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos, del 11 de 
junio de 2003, p. 9, disponible en www.oecd.org/document/ 

31 Cfr. DE MIGUEL ASENSIO, Pedro Alberto, “Pluralidad de jurisdicciones y unificación 
de las reglas de competencia: una visión transatlántica”, REDI, vol. LVIII, 2006 (1), pp. 
19-60, en 36 y ss. 
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Más allá de cuál de estas soluciones se adopte, y sin perjuicio de que 

el consumidor pueda hacer valer de modo adecuado sus derechos ante 

un tribunal que le permita el acceso a la justicia, no termina de resolver-

se la cuestión si luego la ejecución de la sentencia deviene irrealizable32. 

En caso de que hubiere obtenido una sentencia satisfactoria de las pre-

tensiones del consumidor, la efectiva aplicación de la misma puede tor-

narse ilusoria si se trata de una cuestión de escaso valor pecuniario en 

relación a los costos de ejecución en un Estado distinto al del lugar don-

de se ha dictado el fallo. Adicionalmente, es estas sentencias a ejecutarse 

en el extranjero se tornarán vacías de contenido, ya que los tribunales 

del país del vencido pueden objetar el procedimiento seguido o el modo 

de resolver la cuestión, que pueden ser contrarios a su propia concep-

ción del orden público internacional33.  

Por otra parte estas soluciones resultan insuficientes ante relacio-

nes de consumo internacionales que no implican necesariamente la ce-

lebración de un contrato, como por ejemplo las actividades promociona-

les o publicitarias con sus consecuentes deberes de información. Estas 

situaciones pueden estar vinculadas a deberes de conducta previos, los 

que se regulan a través de disposiciones administrativas territoriales, 

emanadas de agencias locales que no están autorizadas para imponer 

sanciones a oferentes y proveedores localizados fuera de su ámbito de 

soberanía.  

Conscientes de este tipo de dificultades, algunos foros de discusión 

internacionales han planteado estrategias cooperativas, a fin de evitar la 

                       

32 Por este motivo es que la realización del fin de las normas se ve facilitado me-
diante la legitimación de la jurisdicción. Cfr. CIURO CALDANI, Miguel Ángel, “Criterios inte-
grativistas para la atribución de jurisdicción en relaciones de consumo”, comunicación al 
XVIII Congreso Ordinario de la Asociación Argentina de Derecho Internacional, Sección 
Derecho Internacional Privado, nro. 13. 

33 De aquí que los aspectos jurisdiccionales hayan tomado tanta preponderancia 
frente a los tradicionales del derecho aplicable, significando un paso del Derecho Inter-
nacional Privado académico al real, en palabras de Diego Fernández Arroyo. Cfr. “Aspec-
tos esenciales de la competencia judicial internacional en vistas de su reglamentación in-
teramericana”, en Estudios de Derecho Internacional - Libro Homenaje al Profesor Santia-
go Benadava, T. II (Derecho internacional privado), Santiago, Librotecnia, 2008, pp. 117-
152, en 117. 
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clara barrera que implica la baja efectividad de las decisiones jurisdic-

cionales domésticas. La OCDE (Organización para Cooperación y Desa-

rrollo Económicos), por ejemplo, ha hecho recomendaciones tendientes 

a favorecer la notificación y comunicación entre agencias locales, a fin 

de evitar el fraude al consumidor llevado a cabo por nacionales de un 

Estado miembro34.  

 

LAS JUSTAS ATRIBUCIONES DE JURISDICCIÓN. La solución de todos estos 

tópicos resultaría excesiva en el marco de este trabajo, por lo cual me 

limitaré, en primer término, a establecer los fundamentos del sistema 

protectorio. Luego, trataré de resolver las cuestiones derivadas tanto de 

la multiplicidad de foros que pueden estar llamados a resolver los con-

flictos que se planteen, como de la ausencia de reglas de asignación de 

tribunales con el consiguiente riesgo de denegación de justicia35. No se 

trata de ignorar la existencia de los problemas relativos al derecho apli-

cable, pero su tratamiento en profundidad excede al objeto de esta tesis. 

De todos modos, adelantamos que la aplicación del derecho extranjero 

no siempre causará perjuicio a un consumidor argentino —por el con-

trario—. Sin embargo, es altamente probable que el litigio en extraña ju-

risdicción a la domiciliaria pueda ser agraviante36.  

Adicionalmente, las soluciones jurisdiccionales razonables y que 

resulten aceptables, ya sea por medio de la uniformidad normativa, la 

suscripción de compromisos internacionales o por la aplicación de prin-

cipios universales, facilita la admisión de la jurisdicción indirecta y por 

                       

34 OCDE, “OECD Governments Join Forces to Protect Consumers from Cross-Border 
Fraud”, OCDE, Digest of Electronic Commerce Policy and Regulation 26, París, 2003, pp. 
101-104. 

35 Cfr. JAYME, Erik, “Identité culturelle et intégration: le droit international privé 
postmoderne. Course général de droit international privé”, Académie de Droit Interna-
tional, Recueil des Cours, Vol. 251, La Haya, 1995, pp. 9-268, en 47-48. 

36
 Ver POCAR, “La Protection...”, pp. 374 y 377. Es posible que la ley conectada sea 

más favorable a la parte débil que una ley establecida objetivamente. Según este desta-
cado autor, no parece razonable excluir sin más la posibilidad de establecer el derecho 
aplicable contractualmente para proteger a la parte débil, al consumidor. Puede haber 
normas más favorables en el derecho elegido. 



 INTRODUCCIÓN 15 

 

ende la validez de la sentencia extranjera37. De aquí que resulte más ur-

gente, a primera vista, resolver los conflictos de competencia38. 

Hay que reconocer que la adecuada asignación del tribunal elimina 

gran parte de las incertidumbres, más aún cuando resulta coincidente 

con la predeterminación del derecho aplicable. La determinación de la 

competencia de un juez para entender en la causa establece indirecta-

mente la validez de la ley reguladora de la relación jurídica39. Si bien es 

claro que son dos temas diferentes, es razonable que así sea, ya que el 

tribunal que entienda en la causa deberá aplicar su propio sistema de 

Derecho Internacional Privado, el que incluye las normas de conflicto y 

las normas materiales a las que aquellas pueden remitir, lográndose 

más fácilmente la uniformidad en la resolución del caso. Pero también 

queda claro que la uniformidad no es por sí misma la solución debida en 

justicia, ya que una solución uniforme también puede significar el se-

cuestro del caso respecto de la relación jurídica más significante.  

El derecho unificado puede pasar por alto las necesidades efectivas 

de los actores. La unificación total mediante la sanción de normas mate-

riales no está exenta de riesgos. Entre las ventajas, se suele mencionar 

que el derecho unificado es el medio más idóneo para garantizar la se-

guridad jurídica; conduce a la igualdad jurídica; hace innecesaria la ave-

                       

37 Cfr. SANTOS BELANDRO, Rubén, “El consumidor y el acceso a la jurisdicción dentro 
del ámbito del MERCOSUR”, ElDial.com, Suplemento de Derecho Internacional Privado 
del 26 de octubre de 2007, disponible en www.eldial.com, última visualización el 10 de 
marzo de 2010. 

38 “Para que los repartos proyectados en las normas se conviertan en repartos rea-
lizados es necesario que las normas funcionen y uno de los instrumentos más importan-
tes para ese funcionamiento es la jurisdicción. El carácter descriptivo e integrador de las 
normas respecto de la realidad de los repartos exige una vinculación sólida entre toda 
norma y su funcionamiento, que a menudo ha de ser jurisdiccional. La norma se perfec-
ciona en su funcionamiento y para poder funcionar requiere con gran frecuencia un des-
pliegue jurisdiccional.” CIURO CALDANI, Miguel Ángel, Filosofía de la jurisdicción. Con espe-
cial referencia a la posible constitución de un Tribunal Judicial del MERCOSUR, Fundación 
para las Investigaciones Jurídicas, Rosario, 1998, p. 65. 

39 Cfr. STRENGER, Irineu, “Extraterritorialidade do direito processual”, en Avances del 
Derecho Internacional Privado en América Latina, Liber Amicorum Jürgen Samtleben, 
KLEINHEISTERKAMP, Jan y IDIARTE, Gonzalo Lorenzo, Coordinadores, Fundación de Cultura 
Universitaria, Montevideo, 2002, pp. 471-488, en 473. 
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riguación del derecho extranjero; aumenta la previsibilidad de los dere-

chos y obligaciones internacionales de las partes; favorece la concor-

dancia internacional de las decisiones. Y, entre las desventajas, el dere-

cho unificado es inflexible; es complicado modificar un tratado interna-

cional; la adecuación al comercio internacional se realiza con mucho 

retraso, a diferencia de la economía que reacciona rápidamente para, 

por ejemplo, modificar las cláusulas típicas de los contratos. Otro pro-

blema es la creciente aprobación de tratados internacionales que se so-

lapan, tienen vigencia parcial, dando lugar a una “colorida alfombra de 

parches”. Se complica visualizar la pretensión de validez y ámbito de 

aplicación de los diferentes tratados de unificación. Esta situación pare-

ce alejarse el ansiado objetivo de la seguridad jurídica40. 

En particular resulta de interés atender los problemas que se deri-

van de las cláusulas de elección de foro insertas en los contratos de ad-

hesión, las que por lo general prevén la jurisdicción del domicilio del 

predisponente. Las normas protectivas del consumo tradicionales son 

de orden público interno, inderogables por las partes, especialmente en 

lo referido a la forma de contratación en masa operada a través de for-

mularios de adhesión a condiciones generales. Así, cierto tipo de cláusu-

las son consideradas inválidas prima facie por ser el consumidor la par-

te débil de la relación. En algunos casos a través de listas detalladas de 

cláusulas que impiden su inclusión en condiciones generales de contra-

tación, y en otros a través de estipulaciones legales abiertas que pueden 

provocar la declaración de invalidez en el momento de la ejecución del 

contrato o en sede administrativa cuando se requiere la aprobación 

previa de los formularios41. 

Por este motivo resulta muy relevante el análisis de las cláusulas de 

elección de foro, que, en caso de ser declaradas inválidas, dejarán al 

predisponente sometido a juicio en un tribunal que no previó. De todas 

maneras, la invalidez de la cláusula no elimina sino que acrecienta los 

                       

40 Cfr. LEIBLE, “Comercio exterior y seguridad jurídica”, pp. 420-421. 
41 De este último tipo son los arts. 37, 38 y 39 LDC. Estas disposiciones en principio 

tienen efecto territorial, pero luego analizaremos su imperio sobre situaciones de con-
sumo transfronterizo. 
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conflictos de litispendencia, jurisdicciones concurrentes, foros que de-

clinan la competencia por presentarse otros más relacionados con la 

cuestión, sentencias que se declaran inejecutables, etc. 

Por otra parte, la asignación del foro previo acuerdo entre los Esta-

dos, permite luego la ejecución de las sentencias resultantes de esas ju-

risdicciones ya de por sí competentes. Resulta así altamente satisfacto-

ria la combinación de reglas de jurisdicción y de auxilio judicial interna-

cional42. Por tanto, las adecuadas conexiones resultan también muy 

importantes si se pretende el respeto del elemento extranjero, evitando 

la revisión del fondo del asunto al momento del exequátur. El pleno 

acuerdo de las normas de jurisdicción permite reafirmar la validez de la 

sentencia, y por tanto su eficacia43.  

El abordaje primordial será a través del sistema jurídico argentino 

y secundariamente de la normativa del MERCOSUR y de algunos de sus 

países miembros. Esta segunda perspectiva se justifica porque al no 

existir un criterio común ni una Convención que regule la cuestión, es 

útil proponer una solución que llene la laguna existente44. Adicional-

mente y de modo accesorio haré referencia a la normativa europea y 

norteamericana, ya que también brindan elementos para elaborar una 

solución comparativa, más aún considerando que los proveedores ex-

tranjeros —desde una perspectiva argentina— es altamente probable se 

encuentren localizados en esos países. 

 

                       

42 Cfr. VISCHER, “General Course on Private International Law”, pp. 199-200, donde 
recalca la necesaria interrelación de los próblemas y las dificultades que plantea una so-
lución conflictualista al márgen de los aspectos jurisdiccionales o que desconsidere la 
efectividad de las decisiones. Del mismo modo JAYME para quien los conflictos de juris-
dicción han tomado un papel primordial en Derecho Internacional Privado. JAYME, Erik, 
“Identité culturelle…”, p. 47. 

43 La vinculación entre normas de jurisdicción y sustantivas y la posibilidad de uni-
ficación de contactos, fue uno de los temas más discutidos en la Conferencia Internacio-
nal de La Haya de Derecho Internacional Privado. Cfr. BURBANK, Stephen, “Jurisdictional 
Equilibration, the Proposed Hague Convention and Progress in National Law”, 49 Ameri-
can Journal of Comparative Law, 2001, pp. 203-247, en 204-205. 

44 Cfr. LIMA MARQUES, A Proteção do Consumidor..., p.1508. 
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CRITERIOS UNIFORMES PARA LA ASIGNACIÓN DE JURISDICCIÓN EN UN SISTEMA 

PROTECTORIO. La propuesta final será analizar la posibilidad de estable-

cer reglas uniformes respecto de la jurisdicción competente en defensa 

del consumidor. Si logramos reducir esta incertidumbre, quedará luego 

por resolver qué normas aplicará ese juez y qué eficacia tendrá esa sen-

tencia, aunque esta ya no será nuestra tarea45. En la práctica no son 

cuestiones que se presenten aisladas, pero este abordaje implica un or-

den lógico natural. En caso de disputa debo saber ante quién planteo la 

litis, y el juez que recibe la causa deberá resolver primero, antes de ir al 

fondo del asunto, si es competente para atender la cuestión.  

La solución a los conflictos relacionados con la determinación de 

los tribunales competentes, si bien no es de por sí autosuficiente porque 

no resuelve el fondo del asunto, permite al menos plantear los litigios en 

un foro razonable y asequible para las partes, especialmente para quién 

se presupone es la parte débil de la relación. Por “razonable” hago refe-

rencia a criterios de justicia y cuando digo “asequible”, afirmo la viabili-

dad fáctica de poder ejercitar los reclamos.  

Muchas de las dificultades resultantes de la virtual aplicación de 

normas imperativas de la protección del consumidor tienen que ser re-

sueltas en el marco del sistema jurídico del tribunal designado, con lo 

cual la aplicación del derecho a la cuestión suscitada requiere establecer 

previamente la jurisdicción competente. La solución del conflicto de le-

yes depende en gran medida de la solución del conflicto de jurisdiccio-

                       

45 Como indica CIURO CALDANI, “Sin la pretensión irrealizable de determinar ‘a prio-
ri’ si deben o no coincidir en cada caso, puede afirmarse que en definitiva la escisión de 
la ley aplicable y la jurisdicción es instrumento necesario al respeto al elemento extran-
jero propio de la idea de comunidad internacional, en tanto que su coincidencia lo obsta-
culiza. Como criterio orientador general puede decirse que el fundamento para seleccio-
nar la ley aplicable puede guiar en ciertos casos —cuando no hay circunstancias sobre-
venidas relevantes— en el establecimiento de una jurisdicción internacional justa, pero 
difícilmente ha de admitirse que una conexión que sólo ha demostrado su fuerza en la 
fundamentación de una jurisdicción pueda utilizarse sin más como basamento de la apli-
cación del derecho ‘fori’”. CIURO CALDANI, Miguel Ángel, “Hacia un derecho procesal inter-
nacional privado (Derecho justicial material: la jurisdicción internacional), LL 1975-A, 
pp. 1045 a 1060, p. 1055. 
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nes46. A su vez, la eficacia de la solución (a través de una sentencia) de-

pende de que los jueces intervinientes tengan competencia en el orden 

internacional. 

Como puede observarse, el objeto de este trabajo analiza el pro-

blema en su generalidad pero se aboca a resolver sólo una parte del 

mismo. En defensa de este planteo, se puede decir que si bien la solu-

ción es parcial, facilita resolver las controversias reduciendo el costo de 

la incertidumbre, lo cual de modo indirecto incrementa el flujo de co-

mercio transfronterizo. Si el consumidor tiene una percepción de mayor 

protección o al menos la posibilidad de reclamar con algún éxito ante 

posibles incumplimientos, estará predispuesto a optar por aquellos 

productos y servicios que más lo beneficien o mejor satisfagan sus ex-

pectativas y necesidades, cualquiera sea el lugar de donde provengan. 

Siempre la incertidumbre en cuanto al tribunal competente o el derecho 

aplicable es una traba al comercio, porque las contingencias derivadas 

de una litis de resultados impredecibles implican mayores riesgos y cos-

tos para los operadores cuando su ámbito de negocios está vinculado a 

distintas jurisdicciones. La inseguridad jurídica es, sin duda, una exter-

nalidad, que en la medida que sea internalizada por los proveedores a 

través del sometimiento a foros efectivos, disminuirá —al menos en teo-

ría— el precio de los productos o permitirá un mejor o mayor acceso a 

ellos. En la medida que las partes nada hayan dicho, y la regla que colma 

la laguna sea ineficiente, ambos están expuestos a un riesgo. Siempre la 

incertidumbre en cuanto al tribunal competente o el derecho aplicable 

es una traba al comercio, porque las contingencias derivadas de una litis 

de resultados impredecibles implican mayores riesgos y costos para los 

operadores cuando su ámbito de negocios está vinculado a distintas ju-

risdicciones. La inseguridad jurídica es, sin duda, una externalidad, que 

en la medida que sea internalizada por los proveedores a través del so-

metimiento a foros efectivos, disminuirá —al menos en teoría— el pre-

cio de los productos o permitirá un mejor o mayor acceso a ellos. En la 

                       

46 Cfr. POCAR, “La Protection...”, pp. 397 y 399. 
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medida que las partes nada hayan dicho, y la regla que colma la laguna 

sea ineficiente, ambos están expuestos a un riesgo47. 

En definitiva, “se plantean problemas que originariamente son de 

derecho interno de los distintos países, pero destinados todos ellos a re-

solver cuestiones o casos internacionales. Se trata de una pluralidad de 

derechos internos que se abren para dar solución a casos internaciona-

les”48. La regulación de los casos no se realiza sólo mediante la unifica-

ción de normas, también es posible establecer procedimientos de coor-

dinación entre autoridades de aplicación, como sugiere un informe de la 

OCDE49. Algunas veces será posible adoptar tratados internacionales; 

otras, habrá que acudir a la coordinación de derechos internos. 

 

PLAN DE TRABAJO. Resumiendo lo enunciado hasta aquí, en el capítulo 

inicial intentaré sustentar el porqué de la particular situación de debili-

dad del consumidor en el ámbito transfronterizo. De allí será posible ob-

tener las razones que justifiquen un régimen que procure su protección 

internacional. Sobre esta base, que tiene en cuenta la realidad social, 

económica y antropológica, propondré luego un sistema asentado en 

principios (Capítulos II y III) de donde surjan con relativa claridad los 

derechos subjetivos del consumidor transfronterizo (Capítulo IV). 

En la segunda parte profundizaré en cómo deben configurarse obje-

tivamente estas situaciones, de tal manera que se pueda habilitar la 

aplicación del derecho del consumidor, el que de por sí es un régimen de 

excepción establecido a favor de una parte desprotegida (Capítulo V). 

Los sujetos —el consumidor y el proveedor—entonces serán, por lo ge-

neral, o bien partes o de algún tipo de contrato o de relación precontrac-

                       

47 Cfr. COOTER, Robert y ULEN, Thomas, Derecho y Economía, Fondo de Cultura Eco-
nómica, México, 1998, p. 256 y ss. Traducción castellana de Law and Economics, Adisson-
Wesley Educational Publishers Inc., 1997, a cargo de Eduardo L. SUÁREZ. 

48 BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, 4ª Ed., T. III, p. 795. 
49 Cfr. OCDE, “OECD Governments Join Forces…”, pp. 101-104. Para ver la diferen-

cia entre unificar, uniformar, armonizar y coordinar, cfr. BOGGIANO, Antonio, Derecho In-
ternacional – Derecho de la Relaciones entre los Ordenamientos Jurídicos y Derechos 
Humanos, La Ley, Buenos Aires, 2001, p. 61 y ss.  
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tual, o bien partes en relaciones extra-contractuales originadas en da-

ños. En la medida que estas situaciones sean captadas por el derecho 

como objetivamente multinacionales, serán calificadas como “relaciones 

de consumo transfronterizas” y harán posible la aplicación del sistema 

de Derecho Internacional Privado. Si el caso no pertenece al universo de 

las relaciones de consumo, no se encontrará en el ámbito de protección; 

y si es eminentemente nacional, no se aplicará un régimen internacional. 

Las soluciones jurisdiccionales específicas —a fin de resultar cohe-

rentes y sistemáticas— no deben desatender los problemas generales 

de la jurisdicción (Capítulo VI). Finalmente, estaré en condiciones de 

proponer conexiones jurisdiccionales generales ante diferentes tipolo-

gías de conflictos, a modo de consecuencia jurídica de normas de juris-

dicción. No propondré la norma en concreto, a modo de lege ferenda, pe-

ro sí quedarán claras las pautas para que estas puedan ser elaboradas. 

Así se delimita el objeto de estudio de esta tesis. Las personas que 

adquieran o utilicen bienes y servicios como parte de un proceso eco-

nómico desarrollado en un contexto transfronterizo, deben participar 

de una relación jurídica en condiciones de justicia. Analizaré las caracte-

rísticas de esas relaciones y el papel que debería desempeñar la autori-

dad (local, internacional o comunitaria) para salvaguardar la justicia de 

los intercambios, de modo particular mediante la apropiada determina-

ción de los tribunales competentes en casos de conflicto.  

 





 

PRIMERA PARTE 

 

LOS FUNDAMENTOS DEL SISTEMA PROTECTORIO  

DEL CONSUMIDOR TRANSFRONTERIZO 

 





 

CAPÍTULO I.    EL CONSUMO TRANSFRONTERIZO,  

LA PARTICULAR DEBILIDAD DEL CONSUMIDOR  

Y LOS OBJETIVOS DE JUSTICIA DEL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

Como indiqué en la Introducción, este estudio tiene por objeto ma-

terial las relaciones jurídicas que vinculan obligacionalmente a sujetos 

residentes en múltiples Estados o que tendrán efectos en distintos Esta-

dos. La primera parte del trabajo procura establecer los lineamientos 

fundamentales de un sistema protectorio. Pongamos atención ahora a 

las condiciones del consumidor en el contexto global y transfronterizo, a 

modo de “situación de hecho” que requiere una solución de justicia. 

I. A. LAS PARTICULARIDADES SOCIALES Y ECONÓMICAS DEL CONSUMO 

TRANSFRONTERIZO 

I. A. 1. Los elementos extranjeros del consumo internacional 

De todos los posibles actos de consumo, nos interesan aquellos que 

contienen elementos internacionales. La facilidad de las comunicaciones 

y traslados hace posible disociar distintos momentos claves en el con-

sumo transfronterizo, algunos de los cuales resultan más relevantes, a 

saber: a) la actividad publicitaria y promocional del proveedor interna-

cional, dirigida a consumidores extranjeros; b) la negociación de las 

condiciones y la celebración del contrato; c) la adquisición del título su-

ficiente sobre el bien o servicio objeto del consumo; d) el acto físico en 

que se dispone de ese bien o servicio por medio de su asimilación cor-

poral, apoderamiento, disfrute sensorial, o, en líneas generales, su apro-



26 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

vechamiento fuera del sistema productivo; e) el pago o la asunción de 

cualquier obligación monetaria o crediticia; f) el daño personal del con-

sumidor; g) el defecto o deterioro de la cosa o servicio objeto de las 

prestaciones del contrato. 

Estos distintos —aunque no todos necesarios— momentos del iter 

de la relación de consumo pueden llevarse a cabo en distintos territo-

rios jurídicos, lo que obliga a considerar qué es lo que determina la vin-

culación esencial de un acto de consumo transfronterizo a un régimen 

protectorio, ¿las prácticas comerciales previas, el acto jurídico de apro-

piación del bien, su aprovechamiento efectivo? Las legislaciones nacio-

nales suelen definir la relación de consumo como un acto jurídico, gene-

ralmente relacionado a la adquisición de bienes o servicios, lo que suele 

ser anterior al disfrute efectivo o consumo en sí mismo50.  

Cualquiera de estos momentos puede ser relevantes a los fines de 

localizar la relación de consumo, de acuerdo a lo que en su oportuna-

mente indicó SAVIGNY: “para cada relación jurídica se debe determinar el 

sistema jurídico al cual dicha relación pertenece o está sujeta teniendo 

en cuenta su naturaleza particular”51. Este principio, también denomi-

                       

50 El disfrute mismo es un hecho que puede no tener consecuencias jurídicas. Ade-
lanto que la calificación de los derechos nacionales no es suficiente a los fines del Dere-
cho Internacional Privado Respecto a la insuficiencia de estas calificaciones para los fi-
nes del Derecho Internacional Privado, resulta ilustrativo el debate que se originó en el 
seno de la Comisión Técnica de la Reunión de Ministros de Justicia del MERCOSUR, que 
tuvo a cargo la redacción del Protocolo de Santa María. Un racconto puede consultarse 
en la Ponencia de PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Consumidor”, pp. 
48-55. Tal como veremos más adelante en el Capítulo V, la legislación por lo general de-
fine como acto de consumo a la contratación (adquisición, prestación de servicios, etc.), 
sin importar que luego se disfrute efectivamente o no del bien o servicio. Así, entre otros, 
arts. 1 y 2 de la ley argentina de Defensa del Consumidor 24.240 (LDC).  

51 SAVIGNY, System des heutigen römischen Rechts, 1849, citado por BOGGIANO, Dere-
cho Internacional Privado, T. I, p. 39. También BATIFFOL-LAGARDE, Droit International Pri-
veé, pp. 398 y ss. Cfr. STRENGER, “Extraterritorialidade do direito processual”, p. 473. El 
autor brasileño considera que el principio de la conexión de la relación jurídica a su na-
turaleza más próxima, también se aplica a las cuestiones de jurisdicción, siendo razona-
ble que un juez deba analizar si su sentencia tiene vinculación con los bienes objeto de li-
tigio, o las personas que son parte del proceso. De lo contrario el riesgo de extraterrito-
rializar la sentencia sin esa conexión razonable más próxima puede dar lugar a 
sentencias parcialmente válidas. 
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nado “de la naturaleza intrínseca de la relación”, no se debe entender 

como un “asiento” exclusivo, sino vinculado a la relación social en cuan-

to trasfondo de la posterior relación jurídica. Las alternativas se pueden 

formular y seleccionar a partir de la ambientación social del supuesto, y 

no tanto en la naturaleza jurídica del tipo ideal. A esto se llega mediante 

una cláusula de excepción, pero también a través de normas de textura 

abierta que le permitan al intérprete un margen de movimiento sufi-

ciente para asumir las variaciones del caso52. A partir de la concurrencia 

de ordenamientos llamados a resolver la cuestión, la noción de SAVIGNY 

puede verse también como una limitación externa, en cuanto qué co-

nexiones no están vinculadas a la naturaleza particular del caso53.  

La ligazón de la relación de consumo a un territorio distinto de la 

residencia habitual del consumidor dificultará su localización unívoca, 

lo que plantea, entre otras incógnitas, la consiguiente determinación del 

foro competente más vinculado al caso. En este trabajo tendré en cuenta 

los conflictos móviles ligados al acto de consumir que involucren dife-

rentes ordenamientos o distintas jurisdicciones, o hechos jurídicos con 

efectos diseminados por distintos territorios, incluidos los desplaza-

mientos transitorios: los viajes de compras, la prestación de servicios 

turísticos, etc. El tribunal competente o el régimen jurídico aplicable al 

consumo pueden estar ligados a distintas conexiones, para las que no 

son de aplicación directa las tradicionalmente utilizadas para los contra-

tos en general.  

                       

52 Cfr. SANTOS BELANDRO, Rubén, “Las nociones de Sociedad Internacional y Estado: 
dos claves para ingresar al Derecho Internacional Privado uruguayo”, en Avances del De-
recho Internacional Privado en América Latina, Liber Amicorum Jürgen Samtleben, 
KLEINHERSTERKAMP, Jan, LORENZO IDIARTE, Gonzalo, Coordinadores, Max Planck Institut für 
ausländisches un Internationales Privatrecht, Fundación de Cultura Universitaria, Mon-
tevideo, 2002, pp. 207-252, en 228. 

53 Cfr. CARRILLO SALCEDO, Juan Antonio, Derecho Internacional Privado – Introducción 
a sus problemas fundamentales, Editorial Tecnos, Madrid, 1971, pp. 190-194. “El método 
savigniano y el principio de la naturalez intrínseca de la relación también pueden cum-
plir una función importante desde un punto de vista positivo, esto es, en la indicación de 
las conexiones que una buena política legislativa aconseja retener con el fin de lograr 
una más justa y adecuada localización de un supuesto de tráfico externo”. Idem, p. 192. 
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Incluso el mismo título jurídico por el cual un consumidor adquiere 

“a distancia” cierto bien puede estar disociado respecto del cumplimien-

to de su propia obligación, la que esencialmente consistirá en el pago del 

precio y que puede estar vinculada al sistema jurídico de otro Estado. Lo 

normal es que el consumidor transfronterizo cumpla con el pago antes 

del disfrute efectivo del bien, cuando el pago se ha acreditado en la 

cuenta del proveedor extranjero. El pago puede realizarse utilizando 

contratos de crédito conexos celebrados con entidades de un tercer país, 

lo que podría dar lugar a que si el consumidor rescinde el contrato de 

compraventa, no pueda anular el pago vinculado al contrato de crédito, 

o que la rescisión de este último —si bien posible— esté sujeta a mu-

chas dificultades54. 

Los actos de consumo transfronterizos darán lugar a casos multina-

cionales totales o parciales, siempre que incluyan un elemento extranje-

ro que haga surgir el problema de la aplicabilidad del derecho propio o 

de un derecho extranjero. Ese elemento extranjero puede ser personal, 

real o conductista55. El análisis desde un derecho local determinado dará 

por resultado que el caso será siempre mixto. En algunos supuestos la 

cuestión se resolverá por el derecho interno, lo que llevará a una solu-

                       

54 Aquí está latente el problema de la conexidad contractual, cuestión muy conflic-
tiva y que ha merecido un tratamiento especial por parte de la Directiva CE sobre ventas 
y garantías de bienes de consumo. Esta establece, en su art. 6.4, la obligación de los Esta-
dos miembros de determinar las modalidades de la rescisión del contrato de crédito 
cuando el precio haya sido total o parcialmente cubierto mediante un crédito concedido 
al consumidor por un tercero previo acuerdo celebrado entre el tercero y el proveedor. 
En todos los casos el contrato de crédito quedará resuelto sin penalización en caso de 
que el consumidor ejerza su derecho de resolución del contrato de compraventa. Anali-
zaré luego la conexidad en el Capítulo V y sus consecuencias jurisdiccionales en los Capí-
tulos VI y VII. 

55 “Elemento extranjero personal: uno de los protagonistas es extranjero, sea que 
ostente una nacionalidad extranjera, sea que no tenga ninguna; o uno de ellos posea un 
domicilio o un residencia extranjeros. Elemento extranjero real: el negocio jurídico recae 
sobre un bien sito en el extranjero. Elemento extranjero conductista: el delito, el cuaside-
lito o el negocio jurídico se llevan a cabo en el extranjero; muchas veces coincide el ele-
mento extranjero conductista con el personal, ya que normalmente la conducta efectua-
da en el extranjero supone una residencia en el extranjero, no habiendo, sin embargo, 
coincidencia si el negocio se lleva a efecto por representantes.” GOLDSCHMIDT, Derecho In-
ternacional Privado, p. 5. 
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ción territorialista. Si, por el contrario, se debe elegir entre diversos or-

denamientos, las soluciones serán extraterritorialistas. Podrá aplicarse 

de modo íntegro un derecho local, o bien un derecho privado especial 

que contemple los supuestos de multinacionalidad, o un derecho priva-

do de fuente internacional56. Estas consideraciones, si bien se refieren al 

derecho aplicable, también son válidas para los conflictos de jurisdic-

ciones. 

En definitiva, interesan todas las relaciones de consumo transfron-

terizo en las que: 

a) el consumidor y/o el proveedor ejecutan en otro o distinto 

territorio alguno de los actos generadores de la relación de 

consumo o realicen actos preparatorios o que faciliten la re-

lación de consumo; o 

b) el acto jurídico propio de la relación de consumo se desliga 

temporaria y espacialmente del acto físico de consumir, in-

volucrando dos o más territorios jurídicos, con sus respec-

tivos regímenes, los que entran en colisión; o 

c) las obligaciones de las partes, si bien están ligadas en prin-

cipio a un solo territorio jurídico —y por tanto a un solo ré-

gimen—, en alguna de sus etapas o efectos involucran un 

régimen jurídico diferente. 

Estos casos deben poseer elementos objetivos relevantes para sus-

citar un eventual conflicto de jurisdicción internacional. Si la relación de 

consumo se estableció contractualmente, interesa tanto el sinalagma 

funcional como el genético. En el primero, en la medida que el desarro-

llo de la función económica mediante el cumplimiento de las prestacio-

nes ponga en contacto dos o más mercados nacionales. Por su parte, en 

el caso del sinalagma genético, será relevante que el equilibrio de las 

promesas contractuales se relacione, mediante las negociaciones, la 

oferta y la aceptación, con diversos sistemas jurídicos nacionales. En de-

                       

56 Idem, p. 6.  
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finitiva, los supuestos enunciados determinan las conexiones relevantes 

que convierten al caso en multinacional57. 

En algún caso estas conexiones pueden tener poco peso para esta-

blecer por sí mismas de modo uniforme la jurisdicción competente, pero 

sí la pueden tener para establecer la uniformidad del derecho aplica-

ble58. Este aspecto no deja de ser relevante para este trabajo, atento a la 

importancia que tiene la relación entre forum y ius, particularmente pa-

ra no desintegrar la solución de fondo y facilitar la ejecución de la even-

tual sentencia.  

A modo de ejemplo, es ya tradicional la distinción que hacen los au-

tores y que receptó la jurisprudencia respecto del “lugar de cumplimien-

to” para fijar la jurisdicción o para determinar el derecho aplicable59. 

Ahora bien, este lugar de cumplimiento, ¿es el tradicionalmente consi-

derado en el régimen internacional de los contratos, como por ejemplo 

el lugar de entrega de la cosa? Siendo un contrato de consumo, el lugar 

de cumplimiento podría ser aquel en el que la cosa se pone a disposición 

del consumidor en condiciones de ser consumida.  

Esto no necesariamente ocurrirá en el lugar donde el proveedor se 

desprende de la cosa, por ejemplo en una compraventa por Internet al 

despacharla a través de un correo internacional que tiene a cargo la en-

trega en el domicilio del consumidor, sino la entrega a éste último en 

condiciones de que pueda ejecutar el acto de consumo en cuanto apro-

                       

57 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, pp. 2-3. De algún modo, es lo 
que prevé el Proyecto de Código de Derecho Internacional Privado, “Art. 68. – Interna-
cionalidad del contrato. Un contrato es internacional si tiene contactos objetivos con más 
de un Estado. Son contactos objetivos, entre otros, los lugares de celebración y de cum-
plimiento y los domicilios, establecimientos o residencia habitual de las partes y la situa-
ción de los bienes objeto del contrato”. 

58 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, pp. 4-5. 
59 Así, los arts. 1215 y 1216 del CC establecen como tribunal competente para en-

tender en una controversia multinacional referida a contratos, el del lugar de cumpli-
miento. Coincidentemente, el derecho aplicable será también el del lugar de cumplimien-
to (arts. 1209, 1210, 1212 a 1214), aunque se le otorgue distinto alcance. CSJN, Exporta-
dora Buenos Aires S.A. c. Holiday Inn´s Worldwide Inc., Fallos 321:2894 (1998). También 
publicado en LL 2000-A-403, con nota de IUD, Carolina Daniela, “Contrato internacional y 
juez competente”. 
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vechamiento físico del bien, siendo esta la finalidad propia de ese con-

trato: consumir. Este sería el lugar de cumplimiento propio de un con-

trato de consumo60. De esta manera, sin pretender adelantar la solución 

al problema, se puede afirmar que en una compraventa internacional de 

consumo, el derecho aplicable será el del lugar donde el consumo es 

efectivo (por lo general el domicilio del consumidor), mientras que la ju-

risdicción puede localizarse en el lugar de cumplimiento de cualquiera 

de las obligaciones61.  

I. A. 2. Un sistema protectorio para el consumo transfronterizo re-

quiere soluciones especiales 

Aunque la mayoría de las legislaciones nacionales no contemplen 

las situaciones de sujetos consumidores transeúntes ni el desplazamien-

to de los bienes a través de distintas jurisdicciones, ni tampoco actos 

preparatorios o posteriores ejecutados en otros territorios, las relacio-

nes de consumo resultantes no pueden quedar fuera del sistema, igno-

rando su contenido multinacional. Las lagunas nacionales o de los regí-

                       

60 Analizaré este tema con mayor detalle en VII. G. 3, p. 735 y ss. De modo prelimi-
nar, puede afirmarse la impropiedad de la utilización de los términos uniformes del co-
mercio internacional (INCOTERMS) para determinar las pautas de cumplimiento en una 
compraventa internacional de consumo. Por ejemplo, en una compraventa de un imple-
mento electrónico entre un consumidor argentino y un comerciante de Miami, que esta-
blezca la condición “FOB-Miami”, el hecho de que el despacho se efectúe en USA no im-
plicaría aplicar sin más el derecho norteamericano. Si el cumplimiento es permitir el 
consumo, hasta que el implemento no está en poder del consumidor argentino no hay 
propiamente cumplimiento, y no se puede considerar válida la liberación de responsabi-
lidad en el lugar de despacho. Llegado el momento del planteo de soluciones, es posible 
generar términos comerciales uniformes para el consumo transfronterizo. Así como los 
Incoterms se originaron en la búsqueda de una mayor seguridad jurídica eliminando in-
certidumbres y así facilitar el comercio internacional, lo mismo puede plantearse para el 
consumo transfronterizo.  

61 Cfr. TONIOLLO, Javier Alberto, “La protección internacional del consumidor – Re-
flexiones desde la perspectiva del Derecho Internacional Privado Argentino”, Revista de 
Derecho del MERCOSUR, Ed. La Ley, Nro. 6, Buenos Aires, 1998, pp. 94-117, en 100-101. 
El autor llega a esta conclusión luego de interpretar sistemáticamente el art. 1212 CC, en 
el sentido de que “la naturaleza de las obligaciones”, tanto por la debilidad del consumi-
dor como por la característica tipificante del “consumo final”. 
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menes internacionales no habilitan la desprotección. Por lo tanto habrá 

que adaptar las soluciones existentes a los casos no previstos e incluso 

crear soluciones específicas, lo que resulta aún más importante si se 

quiere lograr la real aplicación del principio de la uniformidad interna-

cional de la solución del caso. En palabras de BOGGIANO:  

“SAVIGNY preconizaba un Derecho Internacional Privado uniforme, 
basado en conexiones universalmente admitidas para someter los casos 
a sus Derechos propios. Pero él sabía que tal sistema aún se hallaba en 
elaboración e incompleto. A la ciencia le cabía —y le cabe— realizar la 
tarea; aunque no exclusivamente, según se verá. Se debe acentuar la ín-
dole incipiente del universalismo savignyano”62. 

Para lograr la uniformidad internacional, como paradigma de la so-

lución de justicia, ¿puede pensarse que una relación de consumo trans-

fronterizo tiene una única localización, a los fines de la aplicación de un 

sistema jurídico uniforme que incluya la determinación del tribunal 

competente?63 En términos más generales, para lograr esta pretensión 

tradicionalmente el Derecho Internacional Privado ha tratado de resol-

ver la cuestión de los límites espaciales y temporales de las reglas jurí-

dicas, a fin de establecer qué normas se aplican a una relación jurídica 

determinada64. Si bien la comunidad de civilizaciones permite establecer 

criterios uniformes a toda una categoría de relaciones jurídicas, también 

resulta equitativo que una relación jurídica in actu tenga una particular 

                       

62 BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 40. 
63 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 

MERCOSUR, p. 63. 
64 BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, Tomo I, pp. 38 y 39. El denominado 

“principio de uniformidad” es un mandato a los legisladores para resolver los conflictos 
transnacionales con criterios de armonía, de manera que las partes involucradas puedan 
conocer con certeza las expectativas jurídicas. A esto se puede llegar mediante la uni-
formidad sustantiva prevista en normas adoptadas por varios Estados simultáneamente, 
tal como la Convención de Viena sobre Compraventa Internacional de Mercaderías. Otro 
medio es lograr que las distintas normas de conflicto nacionales sean coincidentes en los 
puntos de conexión elegidos; tal sería la propuesta savignyana. Y, finalmente, mediante 
uniformidad de las reglas de conflicto adoptadas en tratados internacionales. Esta última 
se puede denominar “armonización uniforme”. Cfr. DOLINGER, “Evolution of principles…”, 
pp. 271-274. 



 CAPÍTULO I 33 

 

localización, atendiendo a los diferentes supuestos fácticos que pueden 

presentarse en el ejercicio de una relación jurídica genéricamente con-

siderada65.  

La búsqueda de soluciones uniformes, en cuanto eliminan (o cuanto 

menos disminuyen) las incertidumbres es altamente deseable, pero el 

“asiento” (leur siège o Sitz) general de una categoría puede tener en la 

práctica distintos “asientos particulares” cuando ciertas conductas se 

reiteran frecuentemente y terminan adquiriendo tipicidad social66. De 

este modo se pueden detectar supuestos específicos y brindar solucio-

nes más razonables que si se utilizaran criterios inelásticos, alejados de 

los hechos del caso. Esto no haría violencia a la naturaleza de las cosas67. 

Estamos frente a la posibilidad de aplicar el “principio de proximidad”, 

como aquel que determina la solución internacional de un caso de 

                       

65 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, pp. 45-46. De todos modos, tomamos nota de las observaciones de CARRILLO 

SALCEDO, en cuanto a las exageraciones que puede acarrear una concepción en extremo 
particularista, tan mala como un universalismo a ultranza. Cfr. CARRILLO SALCEDO, Derecho 
Internacional Privado, pp. 51-55. 

66 En este sentido parece apuntar LIMA MARQUES cuando se refiera a la flexibilidad 
del Derecho Internacional Privado posmoderno. Tanto como para establecer reglas que 
puedan optar por la solución que más favorezca la sustancialidad de los valores consti-
tucionales, como por la fragmentación territorial a través de la cual los Estados o las 
economías integradas establecen el nivel de protección que consideran adecuado para 
sus propios consumidores, o por la disquisición de temas a los que se aplicarán un grupo 
de reglas. Cfr. LIMA MARQUES, A Proteção do Consumidor…, pp. 1529-1530. 

67 Respecto de este concepto en apariencia vacuo de la “naturaleza de las cosas”, 
BATIFFOL destaca que SAVIGNY justifica las reglas de conflicto en este fundamento. Distin-
gue la naturaleza de las cosas de la naturaleza del hombre, que era por sí mismo el fun-
damento de la inmutabilidad del derecho natural. Si el derecho es la cosa o el acto justo 
en sí mismo, su contenido se puede obtener de la naturaleza de las cosas, que vendría a 
ser así una parte del orden universal. Esto no quita que sea una tarea laboriosa determi-
nar, en conflictos en el espacio y en el tiempo, o móviles, cuál es el contenido de esa na-
turaleza de las cosas. Ejemplifica que una venta será comercial por naturaleza, y no será 
una venta civil, atendiendo en profundidad a su naturaleza; la determinación de la regla 
positiva ha tenido —o debería haber— en cuenta su naturaleza. Cfr. BATIFFOL, Aspects 
philosophiques…p. 163-165. En sentido similar, GOLDSCHMIDT se refiere a la “justicia re-
glada” y la “justicia del cadí”: reglas abstractas, fijas y ‘seguras’ las primeras, flexibles, 
particulares e individuales las segundas. Ni las primeras son tan rígidas que no admitan 
excepciones, ni las segundas son caprichosas, sino que da origen a la regla individual 
luego generalizada. GOLDSCHMIDT, Werner, Justicia y Verdad, La Ley, 1978, p. 519. 
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acuerdo a la localización que se identifica con el punto de mayor gravi-

tación que presenta la relación jurídica68. 

De la aplicación de estas ideas al tema de estudio resulta que vincu-

lar la relación de consumo con el domicilio del consumidor a los fines de 

adjudicar mandatoriamente competencia a los tribunales de este último 

puede resultar un criterio muy estrecho. Tal como indiqué supra, los 

momentos del iter de la relación de consumo son bastantes más que los 

propios de la celebración y cumplimiento de un contrato de compraven-

ta. Como hipótesis, hay que verificar si para cada uno de estos hitos es 

adecuada una determinación unívoca del tribunal competente69. 

Las modernas tendencias apuntan a verificar el mayor contacto con 

el caso en la determinación del foro competente o del derecho aplicable, 

por lo que la naturaleza de la relación jurídica establecerá su pertenen-

cia a uno u otro sistema jurídico70. Tomemos como ejemplo los contra-

tos de tiempo compartido o timesharing, que se pueden definir como 

aquellos en que se comercializa una forma integral de planificación del 

                       

68 El principio de proximidad no es fijo o estable para toda una categoría, como sí 
planteaba SAVIGNY. Cfr. DOLINGER, “Evolution of Principles…”, pp. 388-389, especialmente 
nota 554. 

69 PERUGINI manifiesta que uniformar la solución designando el tribunal del domici-
lio del consumidor puede volverse en contra de éste: “(...) la jurisdicción internacional 
del Estado del consumidor a elección del actor no es una solución que beneficia a los dos 
términos, es decir a la producción y al consumo, y cuando uno de los dos pierde, pierden 
los dos”. PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Consumidor”, p. 53. Res-
pecto de la tradicional discusión entre seguridad y certeza, por una parte, y flexibilidad e 
imprevisión por la otra, cfr. DOLINGER, “Evolution of principles…”, p. 360 y ss. De modo 
más general, se debe evitar la falsa dicotomía entre el “liberalismo” de la protección de 
los propietarios o productores y la “social democracia” del resguardo de los débiles. Es 
una aparente puja que lleva a injusticias, al olvidar distintas perspectivas legítimas que 
manifiestan en su conjunto el valor humanidad. Cfr. CIURO CALDANI, Miguel Ángel, “Desde 
la protección del propietario a la protección del consumidor y el usuario (Aportes a la fi-
losofía del Derecho Privado), ED 159, pp. 1022-1029, en 1028. 

70 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, pp. 44-45. DOLINGER, “Evolution of principles…”, p. 343. Es la tendencia que 
también se aprecia en las conexiones contractuales, donde el denominado “principio de 
proximidad” o de los vínculos más estrechos marca la tendencia legislativa. Así, el Re-
glamento Roma I, art. 4 apartados 3 y 4, que lo adopta como criterio residual en defecto 
de la elección de las partes, o, en el mismo sentido, el art. 9 de Convención Interamerica-
na sobre Derecho Aplicable a los Contratos Internacionales, México, 1994 (CIDIP-V). Cfr.  
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ocio con alojamiento, instalaciones y servicios que se disfrutan de ma-

nera periódica y cíclica. Aquí puede adoptarse un modelo de negocio ba-

sado en un perfil de obligaciones personales o bien de relaciones reales, 

lo que resultará determinante a su vez de que las acciones procesales 

tengan uno u otro carácter. La calificación determinará la competencia 

en razón de la materia y el carácter exclusivo o no de ese tribunal. Si se 

elige el lugar de situación del inmueble por ser la relación más estrecha, 

sería razonable acudir a la lex rei sitae, siempre que se trate de la reivin-

dicación de la cosa o se pretenda el cese de la conducta de un tercero 

que se interpone entre el titular y la cosa. Pero si lo que está en discu-

sión es una relación jurídica contractual vinculada a la utilización y dis-

frute dentro de un esquema negocial establecido dentro de las múltiples 

posibilidades existentes, será más razonable hacer lugar a una acción 

personal71. 

Veamos otro ejemplo. No será competente el mismo foro para re-

clamar por daños personales si estos derivan de un accidente de tránsi-

to que si son el resultado del uso de un producto fabricado defectuosa-

mente. Dependiendo de la causa de la responsabilidad, pueden coexistir 

distintos puntos de contacto: loci actus, loci iniuriae (si allí reside el de-

mandante), lugar de adquisición del producto defectuoso, lugar de cum-

plimiento de la obligación de seguridad o garantía, el lugar donde deben 

ser cumplidas las obligaciones pendientes, etc.72. La determinación de 

                       

71 Cfr, DOWNES, Noemí, Los contratos internacionales de timesharing, Un enfoque in-
ternacionalprivatista de la comercialización transfronteriza de la utilización de inmuebles 
en régimen de tiempo compartido, Eurolex, Colección de Estudios Internacionales, Ma-
drid, 1998, ps. 92 a 95. La autora considera que resulta difícil sino imposible que un 
damnificado del extranjero ejerza en España acciones reales, considerando que sin duda 
será de aplicación exclusiva el forum rei sitae tratándose de un inmueble, principio in-
cuestionado en todos los sistemas jurídicos. Agrega que la dificultad para el titular de un 
derecho real a tiempo compartido radica en que ha invertido en la adquisición 1 ó 
2/51ava parte de una unidad inmobiliaria, y que tiene su residencia en Suecia, Inglaterra, 
etc., y que no habla español, que su única vinculación con España es una o dos semanas 
de vacaciones en el año, que no conoce el sistema jurídico español, etc. Difícilmente este 
consumidor inicie un proceso judicial ordinario en España ejerciendo acciones reales. 

72 BATIFFOL-LAGARDE indican que los delitos serán ventilados ante los tribunales del 
lugar donde se cometieron y, por tanto, dependerá de la calificación que se aplique a la 
responsabilidad por un accidente —contractual o extracontractual—, que el caso se re-
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que un juez argentino es competente —por caso— no implica que los 

jueces de otros territorios no lo sean, ya que es perfectamente posible la 

existencia de foros concurrentes.  

A su vez, los sistemas jurídicos pueden limitar su competencia res-

pecto de distintas relaciones jurídicas, ya sea porque así lo establecieron 

en tratados internacionales o porque sus normas internas indican cuán-

do deben o no intervenir sus propios tribunales; en muchos supuestos 

esto garantizará la efectividad de las decisiones que pueda adoptar el 

propio juez73.  

El juez competente estará vinculado a la relación jurídica por los 

contactos del caso con su jurisdicción. En palabras de BOGGIANO:  

“La jurisdicción del foro para decidir un caso multinacional se funda 
principalmente en las relaciones o contactos del caso con el foro. En pri-
mer lugar habrá que ver la relación de las partes de la controversia con el 
foro. También la relación de las circunstancias de hecho y las situaciones 
que sirvan de causa a controversia. Y la relación entre el objeto de la pre-
tensión con el foro. Además, habrá que examinar la relación entre el foro 
y el derecho aplicable74.” 

Por razones de justicia procesal, el foro será o no apropiado siem-

pre que en él sea posible hacer justicia a todas las partes. Habrá que 

considerar la actividad probatoria, los contactos sustanciales y procesa-

les y el resguardo de la garantía del debido proceso75. En algunos casos, 

el mismo juez podrá declinar su competencia en razón de que un juez 

                       

suelva ante los jueces del lugar de cumplimiento o de celebración del contrato, o bien en 
el foro donde ocurrió el suceso. Cfr. BATIFFOL-LAGARDE, Droit International Priveé, pp. 373 
y 297 nota 5. 

73 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, p. 141. 

74 BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 201. 
75 Ibidem. Cfr. también PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del 

Consumidor”, nro. 81, p. 38. No es suficiente la jurisdicción internacional accesible, ya 
que también se requiere una adecuada cooperación judicial y entre las autoridades ad-
ministrativas mediante, por ejemplo, la extensión de la asistencia jurídica gratuita y el 
beneficio de litigar sin gastos.  
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extranjero está en mejores condiciones de resolver el asunto, dando lu-

gar a las situaciones propias del forum non conviniens. 

Es claro que el juez del foro calificará la relación jurídica en la única 

categoría que le corresponde en su propio sistema de Derecho Interna-

cional Privado y determinará el derecho material aplicable a esa califi-

cación. Pero esto puede no terminar aquí, porque en caso de remisión, si 

el sistema remitido contiene una calificación distinta a la del juez del fo-

ro, se presentará un conflicto de calificaciones en materia jurisdiccional 

que si no se resuelve autárquicamente lo resuelve el juez de acuerdo a 

su derecho privado interno, es decir la lex fori76.  

Aunque parezca paradójico respecto del principio de uniformidad 

internacional del caso, creo que se puede hablar de distintas situaciones 

fácticas que se integrarán en la amplia categoría de la relación de con-

sumo, sin que esto mengüe la uniformidad sino que se debe prestar 

atención a la situación concreta en que se desarrolla esa relación parti-

cular de consumo transfronterizo, demasiado amplia en su tipicidad bá-

sica. Por ejemplo, para tipificar la relación jurídica la legislación local no 

toma en cuenta qué ha hecho el consumidor con aquello que ha adquiri-

do a cualquier título: en nuestro país sólo importa si hubo contrato. Sin 

embargo, desde la perspectiva internacionalista, el disfrute de los bienes 

puede ser relevante en algunos casos, al integrar el supuesto de hecho 

considerado por la ley para la aplicación de una sanción o cualquier otra 

consecuencia jurídica prevista en determinado tipo legal. 

Así, de acuerdo a la ratio legis del Art. 35 de la LDC, el consumidor 

que recibe un bien o servicio como parte de una oferta no solicitada y 

que genere algún cargo automático en cualquier sistema de débito, aún 

cuando destruya el envoltorio, no está obligado ni a conservar ni a resti-

tuir la cosa. Esta es una solución que se aplica a todas las relaciones de 

consumo internas y se puede reclamar sin duda alguna ante los jueces 

argentinos. Pero si la oferta es recibida del extranjero y se aplicó un dé-

bito a una cuenta que el consumidor residente en Argentina tenía abier-

                       

76 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, p. 280. 
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ta en otro país, ¿el criterio de la residencia dará lugar a la apertura del 

foro argentino? ¿Será indiferente que se trate de una cosa, de un servicio 

o de un bien inmaterial? En caso de que el juez argentino se avoque a la 

cuestión ¿resuelve esto el problema? El juez argentino, ¿aplicará el ré-

gimen argentino de defensa del consumidor? ¿Podrá solicitar el auxilio 

judicial internacional? ¿Es razonable resolver de igual manera cuando la 

oferta o el envío se realizan desde el extranjero?  

Lo que no presenta dudas es que el consumidor damnificado debe 

tener un lugar dónde plantear el caso, que considere el derecho a la ju-

risdicción y la garantía del debido proceso. El consumidor, que frecuen-

temente tiene una relación vital tensa con el proveedor, merece una 

protección debidamente equilibrada77. A continuación analizaré en pri-

mer lugar cuáles deberían ser los fundamentos de un régimen de pro-

tección universal del consumidor transfronterizo, haciendo pié en con-

ceptos de la filosofía del derecho. Luego, pondré mayor atención en la 

particular situación que plantea la internacionalidad, y finalmente deja-

ré sentada mi posición sobre la “obligatoriedad” que implica para los 

distintos agentes lograr un sistema protectorio para el consumidor 

transfronterizo. 

I. B. LOS REQUERIMIENTOS DE JUSTICIA DEL SISTEMA PROTECTORIO DE 

DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

I. B. 1. La persona como fundamento del sistema jurídico 

El fundamento último del sistema protectorio —como de todo sis-

tema jurídico—, está dado porque el consumidor internacional es per-

sona78. Así como domina su propio ser, está en condiciones de dominar 

                       

77 Cfr. CIURO CALDANI, “Criterios integrativistas...”, nro. 6.  
78 Así lo considera de modo expreso la doctrina brasileña a partir de las disposicio-

nes constitucionales. Cfr. LIMA MARQUES, Claudia, “Brésil”, en FERNÁNDEZ ARROYO, Diego 
(Ed.), Consumer Protection in International Private Relationships, CEDEP, Asunción, 2010, 
pp. 47-95, en pp. 53-54. 
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sus propios actos. El dominio de su ser implica dominio sobre lo que 

constituye su vida y cada cosa de las que necesita para su subsistencia. 

Por este motivo es que tiene a su disposición una multiplicidad de dere-

chos naturales, aún considerando los distintos niveles de reconocimien-

to que puedan darle los diferentes regímenes jurídicos involucrados. Lo 

apropiado a la persona es una extensión suya y cada cosa que posee es 

parte de su personalidad: por eso le es debida. Como todos los hombres 

somos ontológicamente iguales, todos tenemos esos mismos derechos79.  

Sin embargo, al advertir que consumir es connatural al hombre, se 

debe tener en claro que de este hecho fáctico, de simple observación fe-

nomenológica, no se puede derivar una norma obligatoria. Se nos podría 

acusar, llegados a este punto, de caer en la llamada “falacia naturalista”, 

si pretendiéramos obtener una conclusión que no estuviera contenida 

en las premisas80. Por el contrario, es claro que las proposiciones prácti-

cas no se infieren sólo de premisas teóricas. Así como en el orden del 

conocimiento teórico el hombre utiliza los primeros principios de la ra-

zón especulativa —como el principio de identidad—, en el orden del 

obrar también utiliza unos primeros principios evidentes por sí mismos, 

cuyo hábito es la sindéresis, que indican hacer el bien y evitar el mal. Y 

estos principios son auto evidentes porque el predicado está incluido en 

el contenido del sujeto, sin necesidad de discurso alguno81. De este pri-

mer principio del obrar se derivan los siguientes, pero no como princi-

pios prácticos de supuestos teóricos: no hay un inadecuado paso del 

                       

79 Cfr. HERVADA, Javier, Introducción crítica al derecho natural, Universidad de Piura, 
1ª. Ed. Peruana, 1999, p. 81. 

80 Esta es en apretada síntesis la objeción que se le aplica de modo genérico e indi-
ferenciado al iusnaturalismo, conocida como típica violación de la “Ley de Hume”, la que 
consiste básicamente en tratar de derivar un “deber ser” de un “ser”. Cfr.MASSINI CORREAS, 
Carlos Ignacio, La falacia de la falacia naturalista, Editorial Idearium, Mendoza, 1995, p. 
59. Otra objeción, que profundiza la anterior, fue formulada por George Edward MOORE, 
que en resumidas cuentas plantea que los juicios deónticos que contienen en sí mismos 
“el término ‘bueno’ y cualquier otro término descriptivo que se proponga como defini-
ción de aquel, denotan o son aplicables a las mismas realidades pero no connotan o sig-
nifican la misma cualidad”. Ese significado de bueno es un agregado por el sujeto, pero 
en sí mismo resulta indefinible. Ibid., p. 107. 

81 Cfr. MASSINI CORREAS, La falacia…, p. 67. 
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“ser” al “deber ser”. Lo que este primer principio viene a decir es: el 

bien, cualquiera que sea, deberá ser82.  

Los principios prácticos básicos muestran las formas básicas de la 

realización humana como bienes que se han de perseguir y realizar. Es-

to, junto con una serie de exigencias metodológicas básicas de la razo-

nabilidad práctica que distinguen el pensamiento práctico correcto del 

incorrecto, y que cuando todas en su conjunto se vuelven operativas 

proporcionan criterios para distinguir qué actos son razonables y cuáles 

no lo son (o qué actos son moralmente rectos o moralmente desviados), 

brindan el marco que se da en llamar los principios de la ley natural83.  

En definitiva, la razón práctica es la que justifica el obrar correcto, 

el deber ser. En el caso del consumo, lo que interesa justificar es la in-

tromisión del Estado en los intercambios privados con una legislación 

protectiva, relativamente homogénea de país a país, pese a los particula-

rismos culturales y territorialistas. Interesa no sólo por qué algo tiene 

razón de bien, de adecuado al fin, sino por qué es obligatorio actuar de 

acuerdo a lo bueno, y esto último ya es un juicio moral84.  

Los bienes humanos básicos son evidentes per se, y la inclinación 

natural hacia ellos viene como a complementar el primer principio del 

obrar. Este primer principio, hacer el bien y evitar el mal, no es operati-

vo, pero está incluido en todo juicio práctico que se formule, a modo de 

premisa mayor del razonamiento: el bien tiene naturaleza de fin hacia el 

que el hombre tiende, y el mal como aquello que evita. El descubrimien-

to de estas tendencias o naturales inclinaciones darán el contenido del 

derecho natural, como premisas menores del razonamiento que lo tor-

narán operativo.  

                       

82 Idem, ps. 69-70 
83 Cfr. FINNIS, John, Ley Natural y Derechos Naturales, traducción castellana de Cris-

tóbal Orrego Sánchez de Natural law and natural rights, 1980, Abeledo Perrot, Buenos 
Aires, 2000, p. 57. 

84 Se debe prestar atención a no incurrir en el racionalismo suareciano de que algo 
es conveniente a la naturaleza humana y por eso es bueno (o malo) moral; tampoco es 
correcto decir que es obligatorio por estar impuesto por un superior (voluntarismo). Cfr. 
FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, p. 78. La razón de correcto o incorrecto tiene 
otro justificativo que la razón de lo obligatorio.  
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Las normas del obrar humano no radican en las inclinaciones natu-

rales mismas (ya se trate del consumo como acto físico o del consumo 

como pauta socio-económica a través de intercambios), sino en la razón 

que formula las normas con fundamento en esas inclinaciones85. Ya se 

trate de una inclinación natural a consumir para completar la naturale-

za, o de la norma de convivencia social que obliga a la justicia en los tra-

tos mutuos para proveerse de bienes y servicios, estamos ante una ten-

dencia que puede ser demostrada fácilmente por mera comprobación 

fenomenológica86. 

En otra perspectiva, en ciertos casos el legislador transcribe lo que 

las cosas mismas exigen, y da forma a una materia relacional preexisten-

te, que antecede al acto de “poner” la norma. En otros casos la norma es 

puesta luego del desplegarse la actividad del hombre, cuando de modo 

voluntario el legislador elige los elementos que las indicaciones remotas 

de las cosas le dictan, de acuerdo a esas naturales inclinaciones87. En los 

primeros casos los principios del razonamiento práctico juegan un papel 

fundamental, ya que luego justificarán las elecciones voluntarias del le-

gislador, del juez o de las partes. 

Este proceso también será relevante en la interpretación de los de-

rechos fundamentales a partir de su finalidad. El razonamiento práctico 

analizará la finalidad de los derechos, no a partir del concepto formal o 

semántico, sino desde la noción teleológica, tanto histórica como actual, 

y de los bienes humanos que intentan proteger o las conductas que se 

                       

85 Habrá que estar atento a no pasar del plano descriptivo al prescriptivo. Las ne-
cesidades básicas son percibidas empíricamente, pertenecen al lenguaje de los hechos. 
Las necesidades básicas son fundamento de los derechos sociales en cuanto son reque-
ridas para la dignidad humana. Esta dignidad, en cuanto derecho a tener derechos, o de-
recho a ser un ser humano, es la que media entre la percepción de la hominidad ínsita en 
las necesidades y los derechos que la sostienen. Cfr. VICENTE GIMÉNEZ, Teresa, La exigibili-
dad de los derechos sociales, Tirant lo Blanch, Valencia, 2006, pp. 34-35. 

86 De este modo podemos fundamentar la ley natural, no como “una mera enuncia-
ción de las inclinaciones naturales, sino en una serie de proposiciones normativas des-
cubiertas por la razón humana a partir del conocimiento de aquellas inclinaciones”. 
MASSINI CORREAS, La falacia…, p. 72. 

87 Cfr. GRANERIS, Giussepe, Contribución tomista a la filosofía del derecho, EUDEBA, 
Buenos Aires, 1977, p. 35. 
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tratan de impedir88. Como indica TOLLER, tras los derechos está el hom-

bre, y por ello rezagar un derecho es postergar a una persona; todos los 

derechos humanos guardan relación con el modo de ser propio del 

hombre, ya que son el modo de efectivizar algunas exigencias que ga-

rantizan al ser humano una vida digna; los derechos, como tienen rela-

ción con la naturaleza humana, son medios que confluyen en la misma 

dirección, aquella de la realización de los fines de la persona; los fines 

del hombre, a su vez, no implican exigencias contradictorias o enfrenta-

das, ya que el ser humano es básicamente una unidad89. 

I. B. 2. El consumo como realidad antropológica y cultural 

Consumir es hacer uso, transformar o agotar ciertos bienes o servi-

cios como destinatario final de ellos90. El disfrute económico de los bie-

nes, cualquiera sea el contexto socio-económico en que se desarrolle, 

implica una actividad de consumo en la que una persona o grupo:  

a) poseen o disfrutan distintos objetos materiales o inmateria-

les; o 

b) asimilan corporalmente determinadas sustancias; o 

c) perciben sensorialmente ciertos bienes inmateriales tras-

cendiéndolos e incorporándolos a su proceso vital o cultu-

ral.  

                       

88 Cfr. TOLLER, Fernando, “Resolución de los conflictos entre derechos fundamenta-
les, una metodología de interpretación constitucional alternativa a la Jerarquización y el 
Balancing Test”, en Interpretación Constitucional, Eduardo FERRER MAC-GREGOR (Coord.), 
Editorial Porrúa, México, 2005, T. II, pp. 1199-1284, en 1253. 

89 Idem, p. 1281. 
90 De acuerdo al Diccionario de la Real Academia Española, consumir es “destruir, 

extinguir” (primera acepción), y también “utilizar comestibles u otros bienes para satis-
facer necesidades o deseos” (segunda acepción). Mientras que para el Diccionario Gene-
ral de la Lengua Española Vox significa “usar, disfrutar o servirse de cierta cosa, material 
o inmaterial, en especial algo que se gasta o por lo que se paga dinero”, como así también 
“tomar una persona comestibles y otros productos para satisfacer necesidades o gustos” 
(segunda acepción). 
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Consumidor, en definitiva, es una noción de neta raigambre econó-

mica, que se identifica con la de destinatario final: aquel que se sitúa en 

el momento final de un circuito económico, para aprovecharse de los 

bienes y servicios que se producen o distribuyen en el mercado91. 

Este último aspecto, la incorporación al proceso vital, resulta tan 

amplio, que es abarcativo de todas las dimensiones humanas, tanto en 

su corporeidad como en su espiritualidad. Muchos de los servicios o 

bienes inmateriales, en cuanto que implican el uso de los sentidos, im-

pactan luego en la interioridad, dejando una huella más o menos indele-

ble en la persona e indirectamente en la cultura del conjunto. Así, una 

película cinematográfica, que por medio de su uso produce disfrute sin 

agotarse, deja en la interioridad algo nuevo, más o menos lábil. Lo mis-

mo puede decirse de la educación, en cuanto servicio objeto de la rela-

ción de consumo. En todos los casos la corporeidad siempre está impli-

cada en razón de las dimensiones temporales y espaciales, aunque por 

lo general no se produzca o perciba un cambio físico.  

La actividad de consumir es connatural al hombre, desde el mo-

mento que ya el mismo acto de nacer, crecer, vivir, y hasta el mismo acto 

de morir no pueden llevarse a cabo sin la actividad material de consu-

mir. Esta es una consecuencia de la corporeidad del ser humano: por su 

naturaleza, incluso las actividades espirituales presuponen un consumo 

directo o indirecto. Por ejemplo, el estudio y el aprendizaje precisan de 

libros o de servicios de enseñanza.  

Desde el nacimiento hasta la muerte, e incluso luego, el hombre es 

un consumidor92. La ligazón entre la naturaleza corpórea del hombre y 

el consumo es, en fin, evidente. Pero el ser humano es algo más que sus-

tancia corpórea, debido a que por su condición de persona posee una 

                       

91 Cfr. PITA, Enrique Máximo y MOGGIA DE SAMITIER, Catalina, “Ley de Defensa del 
Consumidor”, en Código de Comercio Comentado y Anotado, Adolfo A.N. ROUILLON (Dir.) y 
Daniel F. ALONSO (Coord), Tomo V, La Ley, Buenos Aires, 2006, pp. 1095-1246, en p. 
1099. 

92 Cfr. TAMBUSSI, Carlos Eduardo, “Los Derechos del Consumidor como Derechos 
Humanos”, en Derechos Humanos, GORDILLO, Agustín, (director), Capítulo IX, Fundación 
de Derecho Administrativo, 5ª ed., Buenos Aires, 1999, p. 18. 
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naturaleza relacional que se manifiesta y a la vez engendra nuevas nece-

sidades de consumo, que en sentido amplio, pueden denominarse cultu-

rales. Los seres humanos, en efecto, no nos satisfacemos simplemente 

con la supervivencia en condiciones de subsistencia; cualquiera sea la 

respuesta que se dé a la pregunta de quién es el hombre, se deberá con-

siderar que para satisfacer con plenitud su naturaleza deberá consumir, 

en el sentido más vasto y material de esta palabra. La actividad vital de 

una persona en convivencia más o menos organizada, llegando hasta la 

globalización supranacional de hoy día, implica que se deba incorporar 

a la propia sustancia o proceso vital y social una serie de elementos o 

servicios —algunos de ellos indispensables— para continuar ese mismo 

proceso.  

La acumulación de experiencias personales y sociales junto con la 

inventiva origina a su vez nuevos descubrimientos; como resultado de 

las oportunidades se generan nuevas ofertas con sus respectivas de-

mandas, que naturalmente tienen un grado de sofisticación mayor que 

las anteriores. Así, hoy contamos con servicios financieros, seguros, 

traslados, descanso, comunicaciones, productos inmateriales, servicio 

de asistencia al viajero, tarjetas de pago y de crédito, etc. La acumula-

ción y renovación de la capacidad transformadora se extiende al consu-

mo. El hombre consume productos y servicios peculiares de la cultura 

inmanente al espacio y tiempo en que vive. Históricamente no existió un 

modo único de consumir porque no existían necesidades universales de 

consumo. 

La incidencia del tiempo, por ejemplo, influye en la resolución de 

los problemas desde una faz jurídica, afectando, entre otros, a los con-

tratos de previsión de servicios93. El tiempo también afecta el desgaste 

                       

93 Art. 19 LDC: “Modalidades de Prestación de Servicios. Quienes presten servicios 
de cualquier naturaleza están obligados a respetar los términos, plazos, condiciones, 
modalidades, reservas y demás circunstancias conforme a las cuales hayan sido ofreci-
dos, publicitados o convenidos” De allí las particularidades que presentan los contratos 
de larga duración. El tiempo también impacta en Derecho Internacional Privado. Al decir 
de GOLDSCHMIDT, refiriéndose al contrato de trabajo: “El fraccionamiento objetivo (la 
grand coupure) entre validez y efectos del contrato, es imperativo en contratos de larga 
duración”. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 408. 
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de las cosas, con el consiguiente arreglo o reposición, lo que también es 

receptado por el derecho, como indican los arts. 12 y 20 de la LDC94. 

Cada necesidad del hombre puede traducirse en algún tipo de con-

sumo, de tal manera que éste hoy día satisface un amplio espectro de 

necesidades y oportunidades vinculadas al desarrollo socio-cultural y 

tecnológico. Esto se traduce en un alto grado de especialización de pro-

ductores y distribuidores hasta que los bienes llegan al consumidor, ini-

cialmente en forma de oferta. La forma de los intercambios y las carac-

terísticas de los bienes y servicios no permanecerán invariables en un 

futuro más o menos próximo —como no lo ha sido hasta ahora— y sin 

duda aparecerán otros problemas y sus respectivas soluciones, las que 

se agregarán selectivamente al nivel de desarrollo actual. El resultado es 

una estructura social que requiere una coordinación jurídica de las rela-

ciones interpersonales generadas por el consumo.  

I. B. 3. Consumir es un “bien humano” 

La finalidad de consumir —su causa final en cuanto conduce al per-

feccionamiento—, es propia de la naturaleza humana. Pero aún así, no 

todo acto de consumo engendra de por sí consecuencias jurídicas ni es 

captado por el Derecho. Es decir, no todo consumo implica una relación 

jurídica de consumo. Si consideramos que la naturaleza puede enten-

derse como la adaptación libre de las criaturas racionales a su propio 

fin, en el caso del hombre hay una causalidad intrínseca, una propia in-

clinación de su ser íntimo, una finalidad de la propia perfección95. Es el 

                       

94 Ley 24.240 de Defensa del Consumidor (LDC), Art. 12. Servicio Técnico. Los fa-
bricantes, importadores y vendedores de las cosas mencionadas en el artículo anterior, 
deben asegurar un servicio técnico adecuado y el suministro de partes y repuestos. Art. 
20. Materiales a Utilizar en la Reparación. En los contratos de prestación de servicios cu-
yo objeto sea la reparación, mantenimiento, acondicionamiento, limpieza o cualquier 
otro similar, se entiende implícita la obligación a cargo del prestador del servicio de em-
plear materiales o productos nuevos o adecuados a la cosa de que se trate, salvo pacto 
escrito en contrario.  

95 Cfr. GRANERIS, Contribución tomista a la filosofía del derecho, pp. 85-86. 
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fin entendido como bien, pero no cualquier bien, sino el que conviene al 

hombre. No lo sería aquello que contraría el orden de la razón.  

Prestando atención a la sociedad global actual, las cosas y servicios 

más perfectos, si son provistos por procedimientos que atentan contra 

la dignidad de la persona, serían acciones éticamente reprobables. La 

obra cultural objetiva no puede atentar contra la dignidad del hombre. 

La protección del consumidor procura solucionar esta paradoja. Como 

indica CIURO CALDANI,  

“En el marco del consumo la asimetría es habitualmente grande, no 
sólo por el poder económico sino por la posición vital de los participan-
tes. El consumidor suele consumir ‘con’ su persona” y es fuertemente 
impulsado a hacerlo por fuerzas muy profundas de nuestra sociedad de 
consumo”96. 

De esta manera el derecho del consumo se ha constituido en una 

obra cultural que dota de un contexto ético a la provisión de bienes y 

servicios necesarios para el desarrollo armonioso de la personalidad97. 

Nos hacemos eco aquí de JUAN PABLO II, quién ha escrito en Centesimus 

Annus, Nro. 36: 

“No es malo el deseo de vivir mejor, pero es equivocado el estilo de 
vida que se presume como mejor, cuando está orientado a tener y no a 
ser, y que quiere tener más no para ser más, sino para consumir la exis-
tencia en un goce que se propone como fin en sí mismo. Por esto, es ne-
cesario esforzarse por implantar estilos de vida, a tenor de los cuales la 
búsqueda de la verdad, de la belleza y del bien, así como la comunión con 
los demás hombres para un crecimiento común sean los elementos que 
determinen las opciones del consumo, de los ahorros y de las inversio-
nes”. 

                       

96 CIURO CALDANI, “Criterios integrativistas...”, nro. 6.  
97 “Si los procedimientos formales violentan la naturaleza de los agentes, hay que 

denunciarlos como antiéticos, y, a la larga, como anticulturales, porque si la cultura es-
tropea a la capacidad humana, no puede continuarla: eso acaba mal. A corto plazo puede 
tener éxito, pero a medio o largo plazo se viene abajo”. POLO, Quién es el hombre…, pp. 
182-183. 
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El consumo, como todo acto verdaderamente humano, está ligado a 

la ética por cuanto tiene en sí mismo algo de finalidad. La ética implica 

norma y libertad: norma querida libremente porque el hombre tiende a 

ella98. El fin de la sociedad es el vivir bien, que no es lo mismo que bien-

estar, sino la vida cumplida, con razón de fin. Para esto hacen falta nor-

mas, ya que el contenido ético es lo que otorga consistencia a la socie-

dad. De esta manera, podemos decir que la axiología le da sentido al de-

recho del consumo para que no se quede en el simple sentido del triunfo 

en la vida, como mera consecución del acopio o disfrute bienes99. Con-

sumo humano, en definitiva, hace al fin, al propio perfeccionamiento, y 

eso puede convertirse en criterio interpretativo al momento de encon-

trar el sentido de una conducta de consumo determinada. No alcanza, 

desde la perspectiva humana, con un consumo meramente biológico ni 

aún económico, sino que debe tender al fin100. 

De este modo también el consumo se inserta en la doctrina del de-

sarrollo sustentable. Sería contrario a esta noción, la falta de acceso al 

consumo en condiciones de extrema pobreza, o su exceso consumista, 

en una visión economicista degradante de la dignidad de la persona101.  

                       

98 Idem, pp. 114-115. 
99 Para justificar el papel de la ética como fundamento de la sociedad, Cfr. FINNIS, 

Ley Natural y Derechos Naturales, p. 189, donde cita a ARISTÓTELES, Pol. III, 5: 1280ª31-
1281ª5. 

100 También aquí acude en nuestro auxilio JUAN PABLO II, como dice en Centesimus 
Annus Nro. 36: “Al descubrir nuevas necesidades para su satisfacción, es necesario de-
jarse guiar por una imagen integral del hombre, que respete todas las dimensiones de su 
ser y que subordine las materiales e instintivas a las interiores y espirituales. Por el con-
trario, al dirigirse directamente a sus instintos, prescindiendo en uno u otro modo de su 
realidad personal, consciente y libre, se pueden crear hábitos de consumo y estilos de vida 
objetivamente ilícitos y con frecuencia incluso perjudiciales para su salud física y espiri-
tual”. 

101 Tanto la extrema necesidad como el consumismo son incompatibles con el re-
quisito de sustentabilidad del sistema de desarrollo marcado por la norma del art. 41 de 
la Constitución nacional “Esto se ve aún más acentuado en las definiciones amplias de 
desarrollo sustentable, como es el caso de la contenida en nuestra norma constitucional, 
que alude al desarrollo humano como finalidad y, por ende, no sólo supone la satisfac-
ción de las necesidades básicas o se conforma con la elevación del nivel de vida, sino que 
reclama la satisfacción de las necesidades y de las “aspiraciones” del ser humano, lo que 
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I. B. 4. El consumo es un “bien instrumental” de bienes esenciales 

El consumo es un bien porque puede ser participado o realizado de 

maneras indefinidamente variadas en un número indefinido de situa-

ciones, tanto en su faz meramente física como en su dimensión socio-

económica de la relación de alteridad. Podemos decir, aplicando analó-

gicamente (y mutatis mutandi) las categorías que FINNIS aplica al cono-

cimiento, que el consumo es un valor102. El acto de consumir considera-

do en abstracto, en la medida que coadyuva al fin del hombre, es una co-

sa buena, dejando de lado en principio las circunstancias concretas o la 

finalidad práctica de éste o aquel acto de consumo. Que el consumo sea 

un valor, no indica que todo consumo es indiferente de su contenido, ni 

que todo consumo es igualmente valioso, ni que todo consumo sea 

igualmente valioso para toda persona. Ni tampoco significa que el con-

sumo sea prioritario, ni que sea la única forma de bien, ni la forma su-

prema de bien. Tampoco debemos pensar que al decir “el consumo es un 

bien” estamos enunciando una proposición moral ni una obligación.  

¿Qué queremos decir entonces con que “el consumo es un bien”? Si 

se pretendiera dar al consumo el carácter de bien intrínseco, parece cla-

ro que se debería rechazar tal proposición103. Pero sí puede afirmarse 

que en cuanto hace posibles los bienes básicos, de manera que les sirve 

                       

indefectiblemente deriva en desarrollo de la plena potencialidad del ser”. Cfr. PÉREZ 

BUSTAMANTE, Laura, Derechos del Consumidor, Astrea, Buenos Aires, 2004, p.51. 
102 «Para trazar esta distinción entre “bien”, referido a un determinado objetivo o 

meta que uno está considerando como deseable, y “bien”, referido a una forma general 
de bien que puede ser participado o realizado de maneras indefinidamente variadas en 
un número indefinido de situaciones, será útil reservar la palabra “valor”, de modo que 
(para los fines de este libro) signifique sólo el último sentido de “bien”». Cfr. FINNIS, Ley 
Natural y Derechos Naturales, p. 93. 

103 “La demanda de una existencia cualitativamente más satisfactoria y más rica es 
algo en sí legítimo; sin embargo hay que poner de relieve las nuevas responsabilidades y 
peligros anejos a esta fase histórica. En el mundo, donde surgen y se delimitan nuevas 
necesidades, se da siempre una concepción más o menos adecuada del hombre y de su 
verdadero bien. A través de las opciones producción y de consumo se pone de manifiesto 
una determinada cultura, como concepción global de la vida. De ahí nace el fenómeno del 
consumismo”. JUAN PABLO II, Centesimus Annus, Nro. 36. Cfr. También POLO, Quién es el 
hombre, p. 175. 
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de canal, se convierte en instrumental a ellos en razón de medio a fin104. 

Los objetos son deseados (apetecidos) en cuanto deseables (apeteci-

bles), y son considerados deseables (apetecibles) en cuanto permiten 

mejorar a la persona. El consumir es deseable (apetecible) porque el 

hombre busca su propia perfección, aquello a lo que tiende. De esta ma-

nera el consumo es percibido como bien o perfección105. Siendo el hom-

bre una sustancia corpórea-espiritual inacabada, que para completar su 

naturaleza requiere de distintos bienes básicos, es razonable pensar que 

el consumo puede considerarse un canal para asimilar esos bienes, en 

los casos en que así se requiera. 

Lejos de considerarlo un absoluto, el consumo como actividad en sí 

misma debe ser analizado distinguiendo las condiciones materiales ne-

cesarias para, o que afectan, la búsqueda de un valor, y el valor mismo. 

Para ello es necesario distinguir el bien o valor general y el particular, y 

los fines y los medios: los intermedios y subordinados. Decir que el con-

sumo es un valor hace inteligible la actividad de consumir, aunque no 

sea necesariamente razonable cada acto de consumo individual consi-

deradas todas las cosas106. 

De acuerdo con la propuesta de inventario de los bienes básicos 

hecha por FINNIS, ¿requieren todas las personas y siempre del consumo 

como de medio a fin? No siempre, pero en muchos casos resulta indis-

pensable el consumo como único medio. Los propósitos de la acción 

humana se auxilian con el consumo, no como único medio para todos los 

fines del hombre, pero sí en algunos casos como insustituible107.  

                       

104 Los derechos fundamentales se sustentan en las necesidades básicas. El conte-
nido de valor de la necesidad se informa a través de los derechos. Cfr. VICENTE GIMÉNEZ, La 
exigibilidad de los derechos sociales, pp. 32-33. 

105 Cfr. FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, p. 109. 
106 Idem, p. 94. 
107 El inventario de “bienes básicos” de FINNIS es: a) la vida; b) el conocimiento; c) 

el juego; d) la experiencia estética; e) la sociabilidad; f) la razonabilidad práctica; g) la re-
ligión. De acuerdo con esta lista, es claro que los valores vida, conocimiento, juego, etc. 
requieren en muchos casos del consumo como de necesidad instrumental, por lo que es 
debida su protección jurídica. Cfr. FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, p. 117 y sig. 
“De manera que los principios prácticos que le prescriben a cada uno participar en esas 
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Pero cuando el mero acto técnico de aniquilar un bien o utilizar un 

servicio incorporándolo al proceso vital se refiere a una de las formas de 

los bienes humanos básicos, podemos decir que como el derecho natu-

ral recae sobre un objeto, sin el cual estaría vacío de contenido, ese obje-

to es parte del derecho natural. Así, el bien humano básico “vida” re-

quiere de la alimentación, sin que hasta el momento se haya logrado lo-

grar sobrevivir sin recurrir al acto manducativo o sus desagradables 

sucedáneos. Con lo cual es imperioso que para concretar el derecho a la 

vida se deba tener derecho al alimento, al menos a un mínimo en calidad 

y cantidad que permita la subsistencia. Esto dará lugar a un derecho 

humano a la alimentación mínima, que podrá traducirse en una garantía 

constitucional o inclusive dará lugar a una salvaguarda internacional. Es 

decir que el Estado podrá establecer una justa distribución de tal mane-

ra de asegurar esa garantía mínima que haga posible el derecho a la vi-

da, ya que este derecho es concreto y real, no una mera entelequia abs-

tracta. Este es un derecho natural originario, procedente de la naturale-

za humana considerada en sí misma, propia de todos los hombres, en 

cualquier estadio histórico.  

Ahora bien: esto no implica que la relación de consumo por la cual 

un empresario entrega alimentos a cambio de un precio sea un derecho 

natural originario. El derecho básico al alimento y el derecho del con-

sumidor en una relación bilateral de consumo pertenecen a dos órdenes 

de razón distintos, donde la segunda podrá ser instrumental a la prime-

ra.  

Esa relación de consumo, actualizada históricamente aquí y ahora, 

es propia de una situación creada por el hombre, que se organiza eco-

nómicamente a través de unidades de producción-distribución-

consumo, y que como tal puede resultar en un derecho natural subsi-

guiente, que no dimana de la naturaleza humana considerada en sí mis-

                       

formas básicas de bien, a través de decisiones prácticamente inteligentes y de acciones 
libres que hacen de cada uno la persona que es y que ha de ser, han sido llamados en la 
tradición filosófica occidental los primeros principios de la ley natural, porque nos dic-
tan las nociones fundamentales de todo lo que uno podría razonablemente querer hacer, 
tener y ser.” Idem, p. 127.  
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ma, sino de esa situación de hecho, en este caso informada de contenido 

económico.  

I. B. 5. El sistema protectorio y la persona del consumidor 

La perspectiva del consumidor en cuanto su “ser persona”, funda-

menta un sistema protectorio. Desde un punto de vista filosófico-

antropológico, la persona tiene dominio de sí, es dueña de su propio ser, 

domina el curso de sus actos gracias a la razón, al ejercicio de sus facul-

tades intelectuales. El dominio de sus actos es un dominio ontológico, y 

por cuanto se pertenece a sí misma y no a otro, es moralmente domina-

dora. Este autodominio tiene consecuencias jurídicas, porque el ser y los 

actos de la persona, por pertenecerle, son derecho suyo frente a los de-

más108.  

La categoría jurídica de consumidor predica de la persona algo dis-

tinto de la realidad hombre. Incluye a las personas que participan de 

una realidad socioeconómica y cultural, de tal modo que la especificidad 

luego es considerada por la ley. Como ya mencioné, los modos económi-

cos de consumir tienen una base natural dada por el factum de que de-

terminadas sustancias son asimiladas corporalmente por el propio or-

ganismo, o bien que distintos objetos materiales o bienes inmateriales o 

servicios pasan a formar parte del proceso vital, generalmente sacándo-

los del circuito económico. El ordenamiento aprehende esa realidad y 

otorga al sujeto partícipe una serie de derechos vinculados a esos mo-

dos socio-económicos de proceder: ese es nuestro consumidor, sujeto 

de una relación jurídica109.  

Por tanto, la categoría jurídica de consumidor tiene algo de natural 

y algo de positivo. El núcleo fundamental es natural, perfectamente 

                       

108 Cfr. HERVADA, Introducción crítica al derecho natural, p. 135. 
109 CIURO CALDANI advierte que cada vez más, en la economía capitalista, avanzada 

de la postmodernidad, los conflictos de jurisdicciones tienen un fuerte predominio eco-
nómico. “De modo creciente, el Derecho se hace, se dice y se realiza para la economía”. 
CIURO CALDANI, Filosofía de la jurisdicción, p. 43. El dato económico lo invade todo, y, como 
en este caso, crea una categoría jurídica, modalizando el concepto de persona. 
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identificable como una modificación del contexto económico circundan-

te. La modalización que hace el ordenamiento es positiva. El hecho de 

que la persona sea consumidor “por naturaleza”, da derecho a que se le 

permita consumir en un pie de igualdad con sus semejantes, especial-

mente aquellos bienes humanos básicos que hacen a su dignidad. Es casi 

impensable realizarnos sin la electricidad, comunicaciones, sin bienes 

físicos o culturales provistos en cierta medida por un tercero. De ese 

concepto ontológico y sociológico de consumidor se desprende el con-

cepto jurídico, por lo cual el universalismo del derecho del consumo se 

asienta en un dato de la realidad. La condición ontológica incluye la sub-

jetividad jurídica, de la que es un desplegarse: es la faz jurídica del natu-

ralmente consumidor, sin que sea posible un modo de consumir “ajurí-

dico”, al menos en las economías de mercado110.  

Pero respecto al consumidor transnacional, la condición ontológica 

básica resulta superada por una realidad adicional, constituida por el 

desplazamiento de alguno de los sujetos (consumidor o proveedor) a 

otro territorio para ejecutar alguno de los actos típicos del consumo, o 

bien porque el acto jurídico de consumo se desligó temporaria y espa-

cialmente del acto físico de consumir, o bien alguno de los momentos o 

efectos del acto de consumo involucraron un régimen jurídico extranje-

ro. 

Esta realidad es distinta a la históricamente anterior y también de-

be ser aprehendida por el ordenamiento atendiendo a estas diferencias, 

modificando por lo tanto el esquema protectorio, al menos en parte. Ya 

no estamos ante el consumo como canal de acceso a algunos de los bie-

nes humanos básicos que deben ser asegurados en un pié de igualdad, al 

que poco le puede aportar el movimiento transfronterizo o el contrato 

                       

110 Desde otra perspectiva se podría considerar la condición de “consumidor” co-
mo formando parte de un estamento funcional a un rol, de un status o posición del cual 
se desprenderían los derechos y deberes propios del status que ostenta, como atributos 
del papel que desempeña. Pero más allá de esta legítima perspectiva, parecería ser que 
el hombre debe ser considerado en sí mismo y no por que desempeñe tal o cual rol. De 
cualquier manera, en el acto concreto de consumir, ese consumidor es el sujeto de una 
relación, y de nada serviría ostentar una posición si no hiciera referencia a otro, ya que la 
alteridad es connatural a toda relación de justicia. 
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internacional. Las necesidades básicas de consumo serán satisfechas 

generalmente por el mercado local, salvo alguna obligación jurídica im-

puesta a cierto Estado por el Derecho Internacional Público Humanita-

rio y con relación a la ayuda de nacionales de otros Estados, como el ca-

so de los refugiados, expatriados o deportados. 

El consumir transnacionalmente mejora y beneficia a la persona, ya 

que si no hubiera una razón de bien-para-si-mismo en ese acto, no con-

sumiría: omne agens agit propter finem. Pero esto no implica de por sí 

necesidad alguna ni se desprende de la naturaleza humana. Si tradicio-

nalmente se hacía referencia a los Estados como una de las sociedades 

perfectas en cuanto contenían en sí mismas todo lo necesario para el 

perfeccionamiento de los individuos de acuerdo a una razón dada, no 

parece necesario que nadie deba recurrir a otro Estado para conseguir 

aquello que le es imprescindible a su ser111. No deben confundirse las 

necesidades culturales, del todo históricas y circunstanciales, con las de-

rivadas de la propia naturaleza.  

De allí que el conjunto de derechos y deberes integra el contenido 

de la personalidad pero que no se confunde con el ser sujeto de derecho. 

Aplicando esta idea al consumidor transfronterizo, se puede afirmar que 

predicar la condición de hombre implica consumir, en razón de ser el 

hombre una sustancia corporal animada, pero de aquí no se desprenden 

los derechos subjetivos positivados de la protección del consumidor, y 

menos transfronterizo. Esto último no es posible porque la relación de 

consumo captada por el derecho se refiere a una situación sociocultural 

histórica determinada, que no tiene relación directa con el contenido de 

la personalidad. De la sustancia corporal se desprende que indefecti-

blemente ha de consumir; pero de aquí no se concluye necesariamente 

que el consumo deba realizarse por medio de intercambios privados in-

volucrando distintas jurisdicciones nacionales. En definitiva, la protec-

ción del consumidor no se desprende de la esencia del ser humano. 

                       

111 Cfr. FINNIS, Ley natural y derechos naturales, pp. 177-179. 
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Queda pendiente determinar qué es entonces lo que en esencia 

hace al consumidor transnacional merecedor de tutela112. Buscamos al-

gún elemento que no sea contingente o caprichoso, sino que nos otorgue 

tal fundamento de razonabilidad que dote al régimen protectorio del ca-

rácter de obligatoriedad internacional erga omnes. Ya sea que la protec-

ción se incluya o no en una carta de derechos fundamentales, o bien que 

constituya la razón que obligue a incluir estos derechos en una Carta 

Fundamental. El cuadro se completará al analizar la relación de consu-

mo que une a los sujetos involucrados.  

I. B. 6. La perspectiva económica del consumo como bien tutelable 

Sobre la perspectiva antropológica del consumo se desarrolla una 

estructura económica, que implica que el bien o servicio es utilizado 

quitándolo del mercado sin volver a incorporarlo en un nuevo proceso 

de oferta y demanda; el bien sale del ciclo productivo, aún cuando acci-

dentalmente pueda volver como un elemento de rezago o de segunda 

mano113. La teoría del consumidor individual considera que la actividad 

de consumir es un proceso de destrucción técnica de la sustancia o dis-

frute de los bienes y servicios, sin que esto implique satisfacción perma-

nente y en definitiva se requiera un nuevo acto de consumo114.  

                       

112 La preocupación por los derechos del consumidor va más allá de la necesidad 
de cubrir jurídicamente los infortunios de un sector de la población que disfruta de una 
posición económica lo suficientemente holgada para transformarse en consumista. Cap-
tar la profundidad del problema de la protección implica superar una visión meramente 
patrimonial o de perfeccionamiento de las herramientas jurídicas que facilitan el disfru-
te sin sobresaltos. El derecho del consumidor es sin duda, un vehículo social de protec-
ción general, vinculado a derechos elementales de la persona humana. Cfr. TAMBUSSI, “Los 
Derechos del Consumidor como Derechos Humanos”, p.12. 

113 Cfr. GIDE, Charles, Cours d´Economie Politique, 10º Ed., Sirey, Paris, 1911, citado 
por MOISSET DE ESPANES, Luis, y TINTI, Guillermo, “El consumo, el derecho del consumidor 
y la regla favor debitoris”, en LORENZETTI, Ricardo y SCHÖTZ, Gustavo, Coordinadores, De-
fensa del Consumidor, Ábaco, Buenos Aires, 2003, pp. 99-111, en 101 y ss.  

114 BOURGOIGNE analiza las distintas teorías socioeconómicas que dan sustento a una 
posterior categoría jurídica. Cfr. BOURGOIGNE, Thierry, Elementos para una Teoría del De-
recho de Consumo, Gobierno Vasco, Vitoria 1994, pp. 20-31.  
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Originariamente la actividad de consumir constituía básicamente el 

resultado final de la recolección, el cultivo o bien pastoreo de subsisten-

cia del grupo familiar o tribal, con lo cual los bienes de consumo eran 

aquellos mismos que se recolectaban o producían. En todo caso el aco-

pio era una anticipación de consumo futuro, pero siempre reservado al 

mismo grupo de pertenencia. Con la especialización en la producción, 

aún en niveles muy rudimentarios, aparecen los intercambios por medio 

del trueque de aquellos excedentes superavitarios al propio consumo.  

En sociedades primitivas y autosuficientes, de economía artesanal, 

los grupos familiares o tribales pueden sustentarse sin una compleja red 

de intercambios, pero lo habitual y que constituye el objeto de estudio 

de esta tesis es el consumo como parte integrante del proceso “produc-

ción-distribución-intercambio-consumo”115. En este sentido, “el consu-

mo es la etapa final del proceso económico y consiste en el uso o empleo 

de los bienes y servicios para gozar de la capacidad de satisfacer necesi-

dades humanas que tienen los bienes en general”116.  

Desde la óptica de la etapa final del ciclo económico, el acto de con-

sumir da razón de ser al resto de las actividades que lo componen y en 

definitiva esta orientación cualifica las etapas anteriores. Si hay quien 

consume es porque hay quien produce o presta servicios y un ámbito 

social e institucional de interrelación. De tal modo, la actividad de con-

sumo no se configura como un accionar aislado sino como una conducta 

social que vincula a una persona o grupo de personas con otra u otras, y, 

por tanto, como una relación que por su contenido es susceptible de una 

                       

115 Esto también es considerado por JUAN PABLO II en Centesimus Annus, nro.36: “En 
las precedentes fases de desarrollo, el hombre ha vivido siempre condicionado bajo el 
peso de la necesidad. Las cosas necesarias eran pocas, ya fijadas de alguna manera por 
las estructuras objetivas de su constitución corpórea, y la actividad económica estaba 
orientada a satisfacerlas. Está claro, sin embargo, que hoy el problema no es sólo ofrecer 
una cantidad de bienes suficientes, sino el de responder a una demanda de calidad: cali-
dad de la mercancía que se produce y se consume; calidad de los servicios que se disfru-
tan; calidad el ambiente y de la vida en general.” 

116 ZALDUENDO, Eduardo A., Economía: ciencia y realidad, Macchi, Buenos Aires, 
1980, p. 30.  
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apreciación científica desde diversas perspectivas: sociológica, econó-

mica, jurídica117. 

Los procesos de producción y de consumo tienen sus leyes específi-

cas, ya que cada uno busca maximizar sus oportunidades: la ley de 

maximización de las utilidades y la ley de la maximización de los benefi-

cios. El consumidor buscará pagar el menor precio posible y a menor 

precio consumirá más unidades. En cambio el productor a mayor precio 

producirá más unidades, hasta tanto se igualen el costo marginal con el 

ingreso marginal. El cálculo racional que efectúan la unidad de consumo 

y la unidad de producción se definen en un lugar abstracto denominado 

mercado. Este alcanza la situación de equilibrio cuando coinciden la 

cantidad de bienes o servicios que unos están dispuestos a adquirir y 

otros a vender, a un precio determinado118. 

En cuanto supuesto económico, esta destrucción o agotamiento de 

los bienes está en estrecha relación con un concepto jurídico: la finali-

dad tenida en mira por las partes al contratar. La función económica de 

la relación jurídica de consumo no es irrelevante para el derecho y se 

convierte así en uno de los elementos esenciales del contrato en cuanto 

vínculo jurídico que permite el consumo. De modo general, esta función 

económica es la causa fin querida por las partes como supuesto tenido 

en cuenta por el ordenamiento para determinar el contenido obligacio-

                       

117 Cfr. CONTE-GRAND, Julio, “Las relaciones de consumo. Perspectiva económica y 
jurídica. Necesidad de una apreciación integral”, en Defensa del Consumidor, LORENZETTI, 
Ricardo y SCHÖTZ, Gustavo, Coordinadores, Ábaco, Buenos Aires, 2003, pp. 27-62, en p. 
27. 

118 Idem, pp. 39-41. El cálculo de consumo configura el de producción y viceversa, 
aunque la relación de consumo es más determinante. Tanto la unidad de consumo como 
la unidad de producción reflejan una relación funcional, y así para el productor la canti-
dad producida es función creciente de los recursos disponibles y de una estructura de 
costos determinada. A esto se le sumará la noción de productividad, dato insoslayable de 
la economía moderna, tanto para un productor individual como para el conjunto de los 
agentes, ya se trate de un mercado interno o internacional. Los autores denominan a es-
te fenómeno “flujo circular del ingreso”. El mercado de productos indica qué producir, y 
el de factores cómo y para quién producir. Cfr. MOCHÓN MORCILLO, Francisco y BECKER, Víc-
tor Alberto, Economía, Principios y Aplicaciones, McGraw-Hill, Segunda Edición, Madrid, 
1997, p. 39. 
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nal del acuerdo de voluntades119. Ese fin está implícito en la definición 

jurídica de la relación de consumo, ya que el proveedor sabe que enfren-

te de él hay un sujeto que dará un uso directo del bien sin volcarlo de 

nuevo al circuito de distribución o producción. Por otra parte, el consu-

midor busca un disfrute directo de ese bien120. 

I. B. 7. La debilidad del consumidor como sustento del régimen 

protectorio 

La realidad social y económica del consumo tiene también una 

perspectiva negativa, que influye en la debilidad estructural del consu-

midor, afectando su grado de libertad en las economías capitalistas y 

globalizadas. La división funcional a que hiciéramos referencia más 

arriba, convierte al consumidor en el eslabón que debe “ingerir” aquello 

que se produce, de manera de mantener la dinámica del sistema. La ne-

cesidad de lucro de los productores y distribuidores no solo toma en 

cuenta que las necesidades son permanentes, sino que exacerba esta 

condición121. En algunos casos esto es así de modo natural, por requeri-

miento de la misma corporeidad y su proceso vital. Pero en otros casos 

hay que “producir” consumidores, de donde resulta el origen de sus ma-

yores debilidades122. 

                       

119 Esta es la ratio legis del art. 2164 del CC. La causa es uno de los supuestos re-
queridos para ejercer la acción redhibitoria, ya que el bien sobre el cual se efectúa el re-
clamo debe tener defectos ocultos u ostensibles “que la hagan impropia para su destino”, 
que de conocerlos el co-contratante “no la habría adquirido o habría dado menos por 
ella”. 

120 En una primera etapa la protección del consumidor estuvo ligada a un esquema 
contractualista, para adoptarse actualmente el hecho jurídico de consumir como activan-
te del sistema. Del acto jurídico bilateral se pasa al hecho jurídico. Cfr. LORENZETTI, Ricar-
do Luis, Consumidores, Rubinzal-Culzoni Editores, Santa Fe, 2003, p. 17. 

121 CIURO CALDANI, Miguel Ángel, “Reflexiones para la jusfilosofia del consumo”, In-
vetigación y Docencia Nro. , Rosario, Vol. 33, 2000, p. 86.  

122 Al decir de POLO, la cultura es el mundo humano, creado por el hombre pero 
como una continuación de la naturaleza. En la medida que los artefactos (que es la cultu-
ra objetivada) se idolatran como fines, ontologizándolos, pasan a ser algo absoluto, y del 
consumo nos trasladamos al consumismo.Cfr. POLO, Leonardo, Quién es el hombre. Un es-
píritu en el mundo. Rialp, Madrid, 1991, p. 175. No menos relevante es la reflexión de 
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Se trata de aprovechar los beneficios del desarrollo económico sin 

caer en sus desbordes. Habrá que hacer uso de todas las herramientas 

para hacerlo más justo y en definitiva más humano. Esto lleva a que los 

juristas integren las enseñanzas de la economía, la sociología, la psicolo-

gía, la antropología, etc. 123 

a) La debilidad cognoscitiva 

La debilidad del consumidor puede estudiarse desde la perspectiva 

de su menor capacidad económica frente al proveedor. Esto de por sí no 

haría necesario un régimen diferenciado, ya que del menor poder no ne-

cesariamente se deriva una desventaja negocial. Tampoco el hecho de 

que la posición jurídica de una parte sea prominente en cuanto experto 

en el tipo de negocio que se trate significará per se una situación de des-

ventaja o detrimento en los derechos del consumidor124. Pero en el mar-

co del funcionamiento del mercado, la experiencia técnica y la jurídica 

junto con las técnicas publicitarias de conquista de la capacidad adquisi-

tiva de los consumidores, crean un estado de situación que afecta la re-

lación económica, la preponderancia jurídica y la capacidad de discer-

                       

JUAN PABLO II: “La demanda de una existencia cualitativamente más satisfactoria y más ri-
ca es algo que sí legítimo; sin embargo hay que poner de relieve las nuevas responsabili-
dades y peligros anejos a esta fase histórica. En el mundo, donde surgen y se delimitan 
nuevas necesidades, se da siempre una concepción más o menos adecuada del hombre y 
de su verdadero bien. A través de las opciones producción y de consumo se pone de ma-
nifiesto una determinada cultura, como concepción global de la vida. De ahí nace el fe-
nómeno del consumismo”. JUAN PABLO II, Carta Encíclica Centesimus Annus, 1 de mayo de 
1991, Nro. 36. 

123 CIURO CALDANI, Miguel Ángel, “La debilidad del consumidor en la sociedad de 
consumo”, Investigación y Docencia, Vol. 28 (1997), Rosario, p. 33. 

124 En un plano filosófico y antropológico, la denominada “postmodernidad” ha da-
do lugar a un “sujeto disuelto en el presente”, que tiene como manifestaciones la búsque-
da inmediata del bienestar, la corrupción, la drogadicción y también el consumismo. El 
capitalismo necesita de consumidores “segmentados” y diversificados, que se sientan 
distintos y halagados. En el fondo late su instrumentalización, por lo que urge el amparo 
mediante la autoprotección, individual y colectiva, y también a través del Estado. Cfr. 
CIURO CALDANI, “Desde la protección del propietario a la protección del consumidor y el 
usuario…”, p. 1027 
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nimiento y libre elección. Esta debilidad cognitiva es la base y funda-

mento de las demás125. 

Para la mayoría de los autores la característica diferencial de la rea-

lidad económica subyacente a la relación de consumo y que motiva al-

gunos aspectos de un marco protectorio se sustenta básicamente en la 

diferencia de información disponible por esta persona frente a su con-

traparte126. Los economistas califican como “desasimetría” a esta parti-

cular característica de la información, y los costos asociados a la dispo-

sición óptima127. La información es necesaria para tomar una decisión 

razonada, ponderando los pros y contras, los beneficios y pérdidas, la 

entidad de los riesgos que se asumen. Esta información usualmente es 

brindada por el proveedor128.  

                       

125 Cfr. LIMA MARQUES, “Observaciones y propuestas…”, nros. C.1. y C.2. En este sen-
tido, es muy interesante el argumento expuesto en un voto en disidencia en una decisión 
de nuestro máximo Tribunal. Se trataba de una ley provincial que obligaba a brindar a 
los consumidores información detallada del servicio telefónico, aparentemente de modo 
más exigente y costoso que lo requerido por la legislación nacional reglamentaria del 
servicio. “El principio protectorio de los consumidores es un mandato que debe llevar a 
realizar los mayores esfuerzos hermenéuticos a los fines de obtener una igualdad nego-
cial informativa, la que a su vez es coherente con la buena fe contractual. La noción de 
igualdad constitucional exige establecer instrumentos que disminuyan las distancias 
cognoscitivas que existen entre expertos y profanos en el ámbito de las prestaciones. El 
principio de la transparencia en el mercado favorece la difusión de la información, ya 
que ésta es el antídoto del error, y por ello los incentivos de conductas que permitan su 
difusión fortalecen bienes colectivos como la competencia (art. 43 de la Constitución Na-
cional). La difusión informativa en cabeza de los expertos es también una decisión efi-
ciente en términos económicos, ya que son los prestadores quienes la pueden difundir a 
un costo notablemente inferior al que debería asumir el consumidor”. Considerando 9º 
del voto en disidencia de los Dres. Ricardo LORENZETTI y Raúl ZAFFARONI, en la causa “Tele-
fónica de Argentina S.A. s/ acción de inconstitucionalidad”, 11 de julio de 2007, Fallos 
330:3098. 

126 Entre otros, MOSSET ITURRASPE, Jorge, Defensa del Consumidor, Ley 24.240, Ru-
binzal-Culzoni Editores, 2ª Edición actualizada, Santa Fe, 2003, pp. 27-29. KEMELMAJER DE 

CARLUCCI, Aída, “Publicidad y Consumidores”, en Revista de Derecho Privado y Comunita-
rio Nro 5, pp. 64 y ss. 

127 Cfr. MOCHÓN y BECKER, Economía…, p. 235 y ss. 
128 Cfr. MAC DONALD, Andrea Fabiana, “El consumidor, la asimetría de la información 

y los precios discriminatorios”, Suplemento de Derecho del Consumidor, El Dial, 
4/2/2005, http://www.eldial.com.ar/bases/xacceso_link.asp?base=50&id=1368, último 
acceso 24/8/2010.  
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En muchas ocasiones, en el contexto socioeconómico del tráfico de 

masas, el consumidor no domina el curso de sus actos sino que hace lo 

que le indica —o al menos le incentiva— el proveedor, dando lugar a la 

paradoja de su debilidad sustancial en la relación económica de aprovi-

sionamiento. Para mantener una economía de escasez, se requiere o 

bien destruir riqueza o forzar el consumo. De aquí que la mercadotecnia 

se convierte en instrumento al servicio de esta permanente necesidad. 

Los medios de comunicación transmiten y saturan con mensajes de 

escasez, especialmente sicológica. La debilidad del consumidor no está 

en “que le provean productos defectuosos, sino que le hagan consumir 

haciendo estallar su personalidad”129. Consideremos un ejemplo. Un su-

puesto de dominio técnico y económico está dado por la posibilidad del 

empresario de desarrollar la actividad publicitaria a partir de la marca 

antes que de los atributos de los productos o servicios. El empresario 

tiene la capacidad de determinar los mensajes y por lo tanto generar 

percepciones, del modo, momentos y lugares más convenientes, influ-

yendo así en los deseos de los consumidores. El dominio técnico de los 

mensajes (y por tanto de la oferta) aplica las herramientas derivadas de 

las ciencias de la comunicación, la semiótica y la simbología, la sicología 

aplicada, la sociología, etc.130. Estas particulares circunstancias darán 

origen a mecanismos de protección específicos, como luego analizaré en 

V. E. 3, p. 527 y ss. 

                       

129 CIURO CALDANI, “Reflexiones para la iusfilosofía del consumo”, p. 87. 
130 Los economistas suelen distinguir entre las fallas del mercado producidas por 

la información imperfecta de que dispone el consumidor, de aquellas derivadas de hábi-
tos de consumo, ya sea comunes a los modos generales de comportamiento o en un mer-
cado específico. En ambos casos se pueden producir daños al consumidor, y las estrate-
gias de intervención para salvar esas desasimetrías serán diferentes en cada circunstan-
cia. Cfr. OCDE, Directorate for Science, Technology and Industry Committee on 
Consumer Policy, “Roundtable on economics for consumer policy”, Documento 
DSTI/CP(2007)1/final, 26 de julio de 2007, disponible en www.oecd.org/document/, p. 
9 y ss. 
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b) La debilidad económica 

El íter histórico de la percepción de la debilidad del consumidor 

comienza con la revolución industrial, que requería estructuralmente 

una escala de producción mayor para que el maquinismo resultara efi-

ciente. Esto llevó a una concentración productiva en las grandes empre-

sas, en contradicción con el anterior sistema productivo del artesanado. 

A mayores niveles de producción se hizo imposible sostener el creci-

miento económico manteniendo la inmediatez en el aprovisionamiento 

o la prestación del servicio, perdiéndose la relación directa entre el 

comprador y el vendedor. Entre otros efectos, la nueva situación requi-

rió necesariamente de la contratación predispuesta como instrumento 

de venta y de la publicidad como medio de acercamiento impersonal a 

los clientes-usuarios131.  

Sin duda alguna ahora estamos ante un fenómeno semejante, que se 

repite y profundiza en el marco del comercio internacional, manifestado 

en la creciente oferta de productos derivados de la aplicación de la cien-

cia a la producción, el creciente acceso de los ciudadanos a los mercados 

y la reducción de precios debido a la mayor escala derivada de la inter-

nacionalización. Los medios de comunicación globalizados nos presen-

tan los productos disponibles por igual para personas de todos los con-

tinentes. También las publicidades están omnipresentes y, por ejemplo, 

acceden a los hábitats más diversos por la universal adhesión a espectá-

culos deportivos o artísticos de impacto mundial132. 

Si para actuar se necesita conocer, la menor información respecto 

del producto o servicio y de las condiciones de acceso y disfrute llevan a 

una decisión potencialmente errónea, sin que se pueda advertir plena-

                       

131 Cfr. PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Consumidor”, p.3. 
132 El proceso económico mundial tuvo un paralelo desarrollo iusfilosófico. CIURO 

CALDANI afirma la existencia de un ciclo histórico de las perspectivas filosóficas del dere-
cho privado que va desde la idea moderna lockeana de la formación del derecho para la 
protección del propietario, luego pasa por una edad contemporánea centrada en la pro-
tección del productor, hasta la idea postmoderna actual de la protección del consumidor 
y del usuario. Cfr. CIURO CALDANI, “Desde la protección del propietario a la protección del 
consumidor y el usuario…”, p. 1022. 
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mente los pros y contras de la operación jurídica que se lleva a cabo. 

Una decisión económica siempre se hace en un contexto de incertidum-

bre, con información escasa. Pero si la escasez de información es una 

constante, la que además puede ser errónea, esto habilita un régimen 

que equipare esta disparidad. El consumidor prestará atención al precio 

como “resumen” de información, sin conocer todos los costos y benefi-

cios marginales que incluye la adquisición. Se genera así una imperfec-

ción del mercado que otorga al proveedor cierta preponderancia en la 

negociación133.  

De todos modos, también desde una perspectiva económica, la pro-

tección excesiva del consumidor podría jugar en su contra, ya que sólo 

las grandes corporaciones estarían en condiciones de atender una alta 

exigencia de resguardos legales. Las pequeñas economías empresarias, 

por su menor escala, deberían trasladar a los precios el mayor riesgo de 

atender reclamos y satisfacer las pretensiones proteccionistas, alentan-

do de ese modo la concentración económica134.  

Vemos, por tanto, como las debilidades informativa y económica 

generan la jurídica. La menor capacidad funcional para analizar y pon-

derar la información permite que la relación conmutativa potencialmen-

te afectada ab origine pueda ser compensada en su desasimetría me-

diante la intervención protectiva, propia de la justicia conmutativa135.  

                       

133 Cfr. MOCHÓN y BECKER, Economía…, p. 235. 
134 Cfr. CIURO CALDANI, Miguel Ángel, “La debilidad del consumidor...”, p. 35. En el 

mismo sentido, FERNÁNDEZ ARROYO Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, p. 63. 

135 Cfr. CONTE GRAND, “Las relaciones de consumo…” p. 46 y ss. También LIMA 

MARQUES, “Observaciones y propuestas…”, nro. C.2.: “Aquí los dos grandes principios de 
la justicia moderna (libertad e igualdad) se combinan, para permitir el límite a la liber-
tad de uno, el tratamiento desigual a favor de otro (favor debilis), compensando la fragi-
lidad/vulnerabilidad de uno con normas ‘protectivas’, controladoras de la actividad del 
otro, y resultando el reequilibrio de la situación fáctica y jurídica”. 
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c) La debilidad jurídica: justicia distributiva y conmutativa 

Atendiendo a estas consideraciones, el derecho del consumo se 

planteó originariamente como un clásico estatuto, al excluir una catego-

ría de sujetos del régimen general del Código Civil y establecer normas 

imperativas que otorgaran una protección supletoria respecto a la de los 

demás ciudadanos. De ese modo, se propuso superar la igualdad, al do-

tar de facultades imperativas a una amplia categoría de individuos por 

sobre el resto de los actores sociales136. Frente a la desigualdad en la 

conmutación, la legislación de tutela del consumidor se convirtió en el 

ejercicio preventivo de la justicia correctiva, agregándose a los remedios 

existentes en el régimen general137. 

El consumidor asume los contornos jurídicos que lo definen hacia la 

década del ’70. Si bien siempre han existido consumidores en la acep-

ción técnica-económica del término, antes de esa época no eran consi-

derados por el Derecho como merecedores de un marco normativo dife-

renciado138. El cúmulo de disposiciones específicas de la regulación de 

operaciones de consumo, con autonomía legislativa, doctrinal y juris-

prudencial, se asemeja a los “estatutos” de la antigüedad, propios de los 

artesanos o los comerciantes. Por lo general, la situación fáctica particu-

                       

136 Esta parecería ser la tendencia legislativa, al menos tal como aparece en el pro-
yecto de reforma del Código Civil. Cfr. STRATTA, Alicia Josefina, Apuntes sobre el Proyecto 
de Código Civil de la República Argentina (Comisión 685/95) — Su influencia en los con-
tratos, Biblioteca de la Academia de Derecho y Ciencias Sociales de Buenos Aires, Institu-
to de Derecho de la Empresa, Buenos Aires 2001, ps. 103 y siguientes. En el mismo sen-
tido, cfr. GELLI, María Angélica, Constitución de la Nación Argentina, Comentada y Concor-
dada, Tra. Ed. ampliada y actualizada, La Ley, Buenos Aires, 2006, p. 470. “Desde luego, 
el principio que favorece al consumidor, en caso de duda acerca del contenido del con-
trato, es una aplicación del principio de la buena fe, antiguo pilar del liberalismo. Pero 
cuando ese principio se aplica a las normas tuitivas de una categoría personal —que en 
caso de usuarios y consumidores incluye a todas las personas, pues todas en algún mo-
mento consumen o utilizan servicios— excede las fronteras de la buena fe para ingresar 
en el área de la justicia social”. 

137 Cfr. LORENZETTI, Ricardo, Las normas fundamentales de Derecho Privado, Rubin-
zal-Culzoni Editores, Santa Fe, 1995, pp. 16-17. Este autor lo denomina “microsistema de 
protección del consumidor”. Buscando restaurar el principio de la igualdad, establece 
una desigualdad lógica ab initio.  

138 Cfr. BOURGOIGNE, Elementos…, p. 20.  
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lar y original, que diferenciaba a ciertos sujetos, al menos en algunos as-

pectos, de otros grupos o individuos —ya sea por el desarrollo de una 

actividad específica o por una situación transitoria— impulsaron la 

adopción de marcos jurídicos desgajados del tronco originario, impo-

niendo a ese grupo o a los que no pertenecían al mismo, derechos y 

obligaciones que importaban una cierta segregación o protección.  

Así concebidos, los consumidores abarcan en su composición a to-

dos los ciudadanos que participan de la definición prevista en el siste-

ma; pero la categoría resultó de tal amplitud que terminó proyectando 

su influencia en toda la actividad económica. Así, lo que originariamente 

apareció como una protección específica —si bien para una categoría 

amplísima de contratantes—hoy día es más conveniente que se encuen-

tre inserta en las bases del sistema. En el proceso de codificación-

descodificación-recodificación parece oportuno volcar los principios 

nuevamente a la generalidad del sistema ya que lo que era un apéndice 

o excepción, hoy es parte de la base del ordenamiento. No se concibe el 

funcionamiento económico de la sociedad sin consideraciones jurídicas 

que incluyan formas de contratar protectivas del consumidor, ya que los 

presupuestos económicos que le han dado origen (la producción y dis-

tribución masiva y la concentración y dominio de la relación económica) 

son inescindibles en el contexto actual139.  

En palabras de CIURO CALDANI,  

“En el complejo axiológico, la situación del consumidor evidencia 
una tensa relación entre el valor justicia (y los valores que ésta puede de-
fender, salud, verdad, belleza, amor, etc.), y el valor utilidad. En muchos 
casos, este valor se arroga espacios que corresponde a la justicia. A su 
vez, muestra la necesidad de esclarecer si, en caso de resolverse la pro-
tección ésta ha de encararse con miras al bien particular o también como 
instrumento del bien común (lo que lleva respectivamente a áreas juspri-
vatistas o juspublicistas)140.”  

                       

139 Cfr. LORENZETTI, Ricardo Luis, Las normas fundamentales de derecho privado, Ru-
binzal-Culzoni, Santa Fe 1995, p. 16 y pp. 34 y ss. 

140 CIURO CALDANI, “Reflexiones para la jusfilosofía...”, p. 88. 
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La relación de consumo, en Argentina protegida por la LDC, es per-

cibida por el legislador como genéticamente desequilibrada, en virtud 

de que una de las partes —el comerciante o el empresario— cuenta con 

medios técnicos y experiencia muy superiores a los del consumidor. En-

tre estos medios técnicos a su disposición, el empresario cuenta con 

asesoramiento legal cualificado y experto, que le permite configurar la 

relación jurídica de tal modo que el consumidor no puede variar esos 

contenidos obligacionales aparentemente secundarios, lejanos al núcleo 

del precio y otras pocas condiciones esenciales de la operación.  

Es por este motivo fundamental que el legislador ha intentado pre-

determinar ciertos elementos de la relación de consumo, de tal manera 

que se restablezca el equilibrio de una conmutación genéticamente des-

balanceada. No es suficiente, desde la perspectiva sistémica del orden 

jurídico, que las partes hayan consentido de modo voluntario a la rela-

ción: el objeto del consentimiento debe ser ajustado. La normativa de la 

defensa del consumidor de los distintos países ratifica que la legitimidad 

de los intercambios no radica en el mero consentimiento (el vínculo de 

la relación), sino en un consentimiento que recae sobre una adecuada o 

justa proporción por la que se da el equivalente de lo que se recibe (el 

objeto de la relación). La protección, por tanto, no radica en favorecer 

una situación de personal debilidad, sino en la medida que el ejercicio 

del rol afecte el equilibrio de la relación de consumo141. He aquí una op-

ción que tendrá sus efectos en el régimen protectorio transfronterizo. 

                       

141 En esta asimetría se fundamenta, en definitiva, el principio pro consumptore, 
que “[T]oma en cuenta específicamente la posición de debilidad estructural en el merca-
do. En los casos anteriores, se tomaba en cuenta una falla coyuntural del mercado, situa-
ción en la cual un deudor es débil por circunstancias del caso. En cambio ahora se pre-
tende tomar en cuenta una falla estructural. Esta se relaciona con la conformación asi-
métrica: la ideación, producción y difusión de la existencia de bienes se concentra 
progresivamente, mientras que el consumo se dispersa. LORENZETTI, Ricardo, “El derecho 
privado como protección del individuo particular”, Revista de Derecho Privado y Comuni-
tario, Nro. 7, El Derecho Privado en la reforma constitucional, Rubinzal Culzoni Editores, 
1994, p. 56. Otros autores indican: “la calidad de consumidor no es ontológica, sino que 
versa acerca de una función o rol que un sujeto cumple en el universo de las relaciones 
negociables y cuya delimitación define el carácter para ampararse en las normas del es-
tatuto consumerista”. JUNYENT BAS, Francisco y DEL CERRO, Candelaria, “Aspectos procesa-
les en la Ley de Defensa del Consumidor”, LL 2010-C, pp. 1281-1297, en 1284. 
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Por tanto, soy de la opinión de que no se trata de crear una categoría de 

sujetos, calificados por una nueva “incapacidad”. 

I. C. LAS PARTICULARIDADES DE UN SISTEMA PROTECTORIO GLOBAL 

I. C. 1. Las justicias conmutativa y distributiva en el orden interna-

cional 

Como dijimos, las relaciones entre consumidores y proveedores son 

básicamente de naturaleza conmutativa142. De allí que la protección del 

consumidor no puede proyectarse sino a partir del reconocimiento de la 

existencia del marco económico e institucional en el que ese consumidor 

actúa y se relaciona. Estos conceptos deben aplicarse al contexto trans-

fronterizo, donde se verifica igual situación de debilidad estructural143. 

Sin duda la concurrencia de principios de la justicia conmutativa con la 

distributiva tiene dificultades particulares en el orden internacional.  

El mercado globalizado y sus características e imperfecciones serán 

relevantes para determinar, por ejemplo, el grado de responsabilidad 

resultante por la calidad de los productos y servicios, los deberes de in-

formación a brindar al consumidor, la protección adecuada de los dere-

chos relacionados como la vida, la seguridad, la salud, la integridad físi-

ca, la protección del medio ambiente, la justicia contractual y la repara-

ción de daños, entre otros. Un proveedor internacional está en mejores 

condiciones que un consumidor extranjero para verificar el cumplimien-

to de sus obligaciones, ya que la profesionalidad implica mejor conoci-

                       

142 “La tutela del consumidor importa, como base, el reconocimiento de los dere-
chos que emanan de su posición en la relación conmutativa”. CONTE-GRAND, “Las rela-
ciones de consumo…”, p. 46. Cfr. también CALLIES, Gralf-Peter, “Transnational Consumer 
Law: Co-Regulation of B2C-E-Commerce”, Comparative research in law & political econ-
omy, Law Research Institute Research Paper Series, Research Paper 3/2007, Vol. 03 No. 
03 (2007), disponible en http://ssrn.com/abstractid=988612, p. 1. 

143 Cfr. SANTOS BELANDRO, “El consumidor y el acceso a la jurisdicción dentro del 
ámbito del MERCOSUR”, Antecedentes. 
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miento de las cosas, de lo que se derivará mayor responsabilidad por las 

posibles consecuencias de su conducta comercial144.  

Incluso se puede afirmar que el consumidor extranjero tiene menos 

información que el nacional del propio mercado del proveedor. Como 

suele reconocerse, los consumidores, en una sociedad de masas, tienen 

una inherente incapacidad para protegerse a si mismos de modo efecti-

vo por las conductas fraudulentas o indebidas, lo cual se agrava en las 

relaciones con proveedores físicamente distantes y por lo general con 

mayor poder financiero. La distancia geográfica y cultural sugiere una 

debilidad en los controles para prevenir conductas abusivas de provee-

dores extranjeros, en muchos casos anónimos145.  

Cada una de las dos especies de lo justo particular tiene su campo 

de acción. La justicia distributiva requiere de alguien que ejerza la fuer-

za para hacer efectivos los repartos de las cargas, honores y riquezas. En 

el derecho interno no hay inconvenientes, ya que el Estado, por medio 

de normas imperativas o de policía económica, puede equilibrar la si-

tuación desasimétrica entre proveedores y consumidores. Pero el mis-

mo Estado no tiene esa potestad soberana en el plano internacional, 

quedando el peso de los repartos en la justicia conmutativa146.  

                       

144 Art. 902 del CC: “Cuanto mayor sea el deber de obrar con prudencia y pleno co-
nocimiento de las cosas, mayor será la obligación que resulte de las consecuencias posi-
bles de los hechos”. 

145 Cfr. ISSACHAROFF, Samuel, “Group Litigation of Consumer Claims_ Lessons from 
the U.S. Experience”, Texas International Law Journal, Vol. 34, 1999, pp. 135-150, en 
135.  

146 Respecto de las distinciones operativas de ambas formas de los justo particular, 
puede consultarse a DESPOTOPOULOS, Constantin, “El synallagma”, Revista Ius Publicum, 
Escuela de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile, Año 2005, Vol. 14, pp. 
11-25. «Pero, en el marco de ese ámbito común, cada una de las dos especies de lo justo 
particular, tiene su campo de acción propio: lo “justo distributivo” tiene por campo de 
acción las “distribuciones de honor, o de bienes materiales, o de otros bienes suscepti-
bles de ser repartidos entre los que participan en la comunidad política” (1130b 31-32); 
lo “justo correctivo” tiene por campo de acción los “synallagmata” que, por otra parte, 
tienen por objeto todos los bienes, objetos de las “distribuciones” y, además, la “seguri-
dad –no susceptible, ella, de ser repartida –: es decir, el conjunto de los bienes que cons-
tituyen el ámbito de lo justo particular. Por otra parte, lo justo correctivo se distingue de 
los justo distributivo porque su principio es la “proporción aritmética”, que comprende 
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Si lo que se pretende es que “no consuman según se establece afue-

ra de sí mismos sino desde su propia interioridad147”, hay que atender a 

la libertad de elegir con la consiguiente disponibilidad de información. 

Esta preocupación difícilmente pueda ser resuelta desde una adecuada 

determinación de la jurisdicción, ya que el amparo debe ser preventivo; 

aún los eventuales resarcimientos no resuelven la desprotección estruc-

tural, porque sólo atienden a los eventuales incumplimientos. La juris-

dicción actúa frente al perjuicio efectivo, y las actividades previas vincu-

ladas a los aspectos éticos del consumismo no caben en este análisis. 

Tal vez los mejores esfuerzos estén relacionados a los deberes de 

información, la publicidad engañosa, la buena fe en la celebración de los 

contratos. En el tema que nos ocupa, la jurisdicción competente, tal vez 

poco se pueda hacer desde esta perspectiva de debilidad congénita ori-

ginada en las presiones del consumismo, previas a la manifestación del 

perjuicio. ¿En qué medida la resolución anticipada de los conflictos ju-

risdiccionales puede actuar sobre la intensa actividad de conquista de la 

voluntad del consumidor?  

I. C. 2. Lo debido en justicia al consumidor transfronterizo 

Una vez determinado quién es el sujeto y cuáles son sus circunstancias, 

podemos adentrarnos a considerar al derecho como la misma cosa justa, lo su-

yo de ese alguien, lo que le es debido en justicia. En la vuelta de TOMÁS DE AQUINO 

del ius al iustum, que analiza GRANERIS, queda claro que lo importante no es el 

entramado de normas, aunque estas también son necesarias148. La razón de jus-

ticia del derecho del consumo también está en la lex naturalis, que está en las 

cosas, que aun cuando es inmutable por participar de la ley eterna, tiene cierta 

                       

el tratamiento igual de las personas en causa (1132a 1-6); mientras que el de lo justo 
distributivo es la “proporción geométrica”, implicando ésta el tratamiento de los ciuda-
danos según su valor (1131a 14-1131b 17,1130b 32-33, 1131b 27-32)». 

147 Cfr. CIURO CALDANI, “La debilidad del consumidor...”, p. 35.  
148 Cfr. GRANERIS, Contribución tomista a la filosofía del derecho, pp. 62-63. También 

se refiere a esto, de modo más extenso y con el fundamento de autores anglosajones, 
FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, pp. 308-317. 
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elasticidad, porque la naturaleza debe ser entendida como cierta dirección de 

nuestros actos hacia el fin. La ley natural recibe determinaciones positivas para 

regular la vida humana y en sociedad, y una de ellas es el derecho del consu-

mo149. 

La racionalidad es indispensable en la elección entre opciones inde-

terminadas. No hay determinación previa porque se trata de un ámbito 

de libertad, en el que es posible elegir. Esa elección debe ser racional y 

justificarse, lo que no sería posible si sólo se tratara del arbitrio del pro-

ductor-profesional que busca imponer sus condiciones quebrantando la 

igualdad150. En la justicia conmutativa la racionalidad está dada por una 

igualdad aritmética, en la que lo que uno gana, el otro deja de percibir, y 

si se quiere restablecer la justicia, se debe volver a la igualdad origina-

ria. No se trata una proporcionalidad, sino de tener lo mismo que antes 

de efectuarse los intercambios o de que sucediere el hecho dañoso151.  

Otro modo de considerar lo justo es atender a la juridicidad como 

conjunto de notas que distinguen al “derecho” de aquello que no lo es152. 

Aplicado al derecho del consumo, será justa aquella situación socioeco-

nómica por la que una persona se provee de bienes o servicios en el ex-

tranjero en un contexto de amparo por parte del sistema; así, el derecho 

positivo lo reviste de esas facultades en su favor. La positividad puede 

darse ex forma o ex causa. Las notas de la juridicidad son (i) el débito, 

(ii) la alteridad, (iii) la igualdad. El débito es la razón de justicia. La alte-

ridad implica otro a quien algo le es debido. La igualdad es la medida, 

tanto de la cosa debida, como de la obligación inherente, como de la fa-

cultad correspondiente. Si estos elementos jurídicos los pone la natura-

leza, la positividad es ex forma. Si uno o todos los elementos son puestos 

por la ley, la positividad es ex causa153.  

                       

149 Cfr. GRANERIS, Contribución tomista a la filosofía del derecho, p. 66. 
150 Cfr. FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, pp. 308-317. 
151 ARISTÓTELES, Ética a Nicómaco, libro V, 1132 a) y b).  
152 Cfr. GRANERIS, Contribución tomista a la filosofía del derecho, p. 77. 
153 Idem, p. 78. 
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En el caso del derecho del consumo, en los que se trata de aplica-

ciones de justicia correctiva frente a desequilibrios genéticos de una re-

lación privada, estamos ante una juridicidad ex causa en la mayoría de 

las situaciones. Sin embargo, creo que el caso de la garantía de defensa 

en juicio a favor del consumidor, merece un juicio particular. Por tratar-

se de una cuestión fundamental, sin perjuicio de la mayor o menor con-

creción que reciba por parte de los distintos ordenamientos, se trata de 

una positividad ex forma, en razón de que bien puede considerarse un 

derecho natural154. 

En definitiva, la razón de ser de la constelación de derechos subjeti-

vos de que se ha investido al consumidor está dada porque estructural-

mente en el intercambio una de las partes no actúa en pie de igualdad. 

En este orden de ideas, el consumidor es protegido en la medida que su 

reclamo o su atribución patrimonial u obligacional tenga por fundamen-

to una justa relación y no más allá de esto. Una actitud excesivamente 

tuitiva hacia el consumidor hubiera incurrido en la injusticia contraria a 

la que se intentó solucionar, dejando desprotegido a quien antes era co-

contratante que imponía todas las reglas de juego. Así, sería injusto que 

un consumidor pretendiera una garantía de diez años para la compra de 

un electrodoméstico y que la ley se lo otorgase. Si la pretensión concreta 

en relación con ese objeto no se corresponde, el desequilibrio de las 

contraprestaciones rompe la correcta relación de justicia contractual155. 

Así las cosas, la equivalencia de las prestaciones, en busca de la cual 

interviene la defensa del consumidor, no está limitada a las condiciones 

esenciales del contrato, como por ejemplo el precio, sino que el acuerdo 

de voluntades, bien mirado, es el resultado de un conjunto de elemen-

tos. La cosa o servicio objeto del intercambio se integra por un lado por 

la materialidad sustancial de ese objeto, pero, además, contiene toda 

una serie de facultades con contenido obligacional, incluidos deberes de 

                       

154 Nos remitimos a su tratamiento en detalle al Capítulo IV.  
155 Cfr. SANZ, Carlos Raúl, “Reflexiones ius-filosóficas en torno a la problemática ac-

tual del contrato”, LL 1978-D-945. Allí se estudia la noción de equilibrio del sinalagma, 
tal como originariamente la concibió Aristóteles. La adecuada interrelación de los hom-
bres lleva implícita la reciprocidad en los cambios. 
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conducta o de abstención. Todos esos elementos pueden ser motivo de 

un fino análisis y mensurarse económicamente con mayor o menor de-

talle. Los riesgos de que ocurran eventos de cualquier tipo son frecuen-

temente analizados en algunas industrias de tradicional consumo masi-

vo, como los seguros, la medicina prepaga, la banca minorista, etc. Los 

patrones estadísticos recurrentes llevan a redactar cláusulas que exclu-

yen algunos de esos riesgos, o los acotan en su margen de incertidum-

bre, o los compensan con contraprestaciones adecuadas.  

Quienes por su habitualidad y recursos tienen la facultad de hacer 

la previsión de estos riesgos, es frecuente que predispongan a su favor 

el contenido contractual. Esto no merecería objeción alguna si, en un 

mercado de competencia perfecta, con consumidores plenamente in-

formados y sin costos de transacción, esos contenidos obligacionales se 

tradujeran en diferentes precios finales por parte de los oferentes-

empresarios. Pero el análisis de la realidad nos sugiere —más que una 

simple intuición— que estas condiciones son meros ideales de “labora-

torio”.  

He aquí entonces el quid de la protección: restaurar la justicia con-

mutativa de una relación de consumo que nace genéticamente desequi-

librada. Corresponde analizar si las tradicionales ramas jurídicas, como 

el derecho de las obligaciones o de los contratos, también en los aspec-

tos iusprivatistas multinacionales, son suficientes para resolver en justi-

cia los conflictos que surgen de la debilidad funcional del consumidor en 

la relación de consumo. El desafío consiste en trasladar las políticas pú-

blicas de protección de la parte débil al plano internacional156.  

                       

156 El Derecho Internacional Privado tradicional parte de una concepción liberal, 
en cuanto respetuosa de la decisiones soberanas sobre el mejor modo de regular las dis-
tintas instituciones jurídicas. Sin embargo, en el fondo, el elemento internacional suele 
resultar secundario respecto de las propias definiciones vinculadas a los intereses colec-
tivos. Cfr. WAI, Robert “Transnational Liftoff and Juridical Touchdown: The Regulatory 
Function of Private International Law in an Era of Globalization”, Columbia Journal of 
Transnational Law, Vol. 40, 2002, pp. 209-274, en pp. 238-240. Respecto de la prepon-
derancia de los ordenamientos internos en la salvaguarda de los intereses colectivos, 
este autor agrega: “The supremacy of the municipal in traditional private international 
law also served the purpose of advancing policy interests such as effective regulation of 
private relations, protection of social interests, and legal diversity. These are also cosmo-
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I. C. 3. El contenido económico del consumo en un contexto inter-

nacional 

En las relaciones de consumo transfronterizas esta finalidad eco-

nómica deberá ser considerada de modo independiente, tanto para cali-

ficar al sujeto consumidor como para la relación jurídica de consumo. 

De ahí que el hecho económico subyacente pueda dar origen a una cali-

ficación autárquica. Así, en el caso de que la relación de consumo impli-

que la entrega de una cosa, el aseguramiento de un bien, o la disposición 

de dinero en mutuo, no se trata de una entrega genérica, o de cualquier 

aseguramiento. Por ejemplo, se calificará como lugar de cumplimiento 

una compraventa de consumo transfronteriza a la entrega con transfe-

rencia del dominio que permita el uso y goce de modo directo por un 

consumidor, por lo general en su lugar de residencia. O bien será una 

obligación de cubrir un riesgo o contingencia en el que el beneficiario de 

la póliza de seguro es un consumidor o sus causahabientes y que impli-

que la efectiva puesta a disposición de la indemnización para el benefi-

ciario sin trámites o gastos que agraven su percepción. 

La visión económica merece otra consideración desde la perspecti-

va internacional. Un consumidor que desea satisfacer sus necesidades 

fuera de su mercado nacional, contando con productos o servicios rela-

tivamente sustitutos, también está tomando una decisión racional. Hace 

un cálculo de costos y beneficios, y por lo tanto asume también un ries-

go. Si decide comprar un producto en el extranjero, pudiendo comprar 

el mismo producto en el mercado nacional, ha tomado en cuenta los cos-

tos y beneficios. Es probable que comprando en otro país se beneficie de 

distintas incidencias arancelarias o tributarias, o ahorre el costo implíci-

to de la cadena de distribución o de servicios técnicos autorizados exis-

tentes en su propio país.  

                       

politan values, but values that were understood to be best protected through domestic laws 
and institutions”. Ibid, p. 243. En igual sentido, REICH, Norbert, “Transnational Consumer 
Law — Reality or Fiction”, Penn State International Law Review, Vol. 27, Spring 2009, pp. 
859-868, en 860. 
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En definitiva esto se traducirá en un menor precio, que estará aso-

ciado (probablemente de modo imperceptible para él) a un distinto ni-

vel de prestaciones, no ya del producto en sí sino del conjunto de condi-

ciones de pleno disfrute: no tendrá disponible el mismo servicio estatal 

de resolución de conflictos vía judicial, ni podrá reclamar la garantía o 

conseguir repuestos con la misma facilidad. No significa que los servi-

cios técnicos en el extranjero sean peores, pero sin duda hará uso de 

ellos —si puede— allende las fronteras.  

La característica de internacionalidad, en cuanto vincula la opera-

ción a distintos ordenamientos jurídicos, implica diferentes condiciones 

contextuales, que no serán indiferentes en su estructura general. En re-

sumidas cuentas: no puede pretender que sus beneficios por comprar a 

un menor precio en el extranjero no le acarreen sus respectivos costos o 

al menos algunos riesgos157. La internacionalidad de la situación, por sí 

misma, cambia la ecuación y entre los mayores costos puede incluirse la 

inseguridad jurídica con sus asociados costos de transacción158.  

La protección del consumidor también cambia de mercado a mer-

cado, ya que hay consumidores con mayor poder económico que otros, 

para quienes se establecen estándares de calidad más altos, y que impli-

ca distinto nivel de respeto a las normas de defensa del consumidor, en 

algunos casos distinguiendo áreas de negocios, como los mercados ban-

carios, de seguros privados o de medicina prepaga. Atendiendo a esta 

                       

157 Distinta será la situación si el proveedor ha efectuado publicidad o por cual-
quier medio, dirigió sus actividades al Estado donde se domicilia el consumidor, supues-
to contemplado por el art. 15, c) del Reglamento (CE) n° 44/2001 del Consejo, de 22 de 
diciembre de 2000, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de 
resoluciones judiciales en materia civil y mercantil. Es el caso de los denominados “pro-
veedores activos”. 

158 Cfr. PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Consumidor”, p. 10. De 
todas maneras, los autores consideran que el consumo de vocación internacional no de-
bería implicar un menor grado de protección que el desarrollado de modo enteramente 
local. Cfr. LIMA MARQUES, “O novo Direito internacional privado...” p. 264. En relación con 
el objeto de esta tesis, y en el comercio electrónico, más que en ningún otro, “para alcan-
zar tan deseada predictibilidad, el tema esencial por resolver es el de la jurisdicción”. 
IEZZI, María Verónica, El conflicto jurisdiccional en Internet. Jurisdicción iusprivatista in-
ternacional aplicable al comercio en la Red, Ábaco, Buenos Aires, 2005, p. 25. DENNIS, 
“Diseño de una agenda práctica…”, pp. 224-226. 
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realidad, en ciertas circunstancias los sistemas regulatorios serán más 

severos y en otros más tolerantes, de acuerdo al poder económico de los 

consumidores159.  

En reconocimiento a esta disparidad de situaciones es que las Di-

rectrices de Naciones Unidas para la Protección del consumidor, al refe-

rirse a las normas para la seguridad y calidad de los servicios y bienes 

de consumo, indican: 

“28. Los gobiernos deberán, según proceda, formular o promover la 
formulación y aplicación, en los planos nacional e internacional, de nor-
mas, voluntarias o de otra índole, de seguridad y calidad de los bienes y 
servicios y dar a dichas normas la publicidad apropiada. Las normas y 
reglamentaciones nacionales relativas a la seguridad y calidad de los 
productos deberán revisarse de tanto en tanto para cerciorarse de que, 
en lo posible, se ajusten a normas internacionales de aceptación general. 
29. Cuando debido a las condiciones económicas locales se aplique una 
norma de nivel inferior al de una norma internacional de aceptación gene-
ral, deberán hacerse todos los esfuerzos necesarios para elevar dicho nivel 
lo antes posible” (el destacado me pertenece). 

Esta es una razón más para desconfiar del éxito de las soluciones 

universales. Los derechos sustantivos no serán uniformes mientras no 

lo sean las situaciones fácticas que se pretenden regular. Habrá princi-

pios comunes, pero sin textura inmutable, y la consistencia y jerarquía 

estarán condicionados a las circunstancias económicas y al desarrollo160. 

La polifacética realidad no permite establecer conexiones únicas, por lo 

que se deberá respetar la diversidad de las comunidades nacionales.  

                       

159 Cfr. PORTO MACEDO JÚNIOR, Ronaldo, “Globalização e Direito do Consumidor”, Re-
vista de Direito do Consumidor, Nro. 32. También publicado en Revista de FESMPDFT, 
Brasilia-DF, ano 7, Nro 14, jul./dez. 1999, p. 200 (las páginas citadas corresponden a esta 
última publicación). Parece claro que el consumidor internacional requiere servicios 
más sofisticados, como el caso de los servicios de asistencia al viajero, sólo disponibles 
para un público muy pudiente, sin pretender con esto hacer un comentario clasista. 

160 Cfr. SANTOS BELANDRO, “Las nociones de Sociedad Internacional…”, p. 221. 
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I. C. 4. El consumo en el comercio globalizado 

El consumo transfronterizo, con la tipicidad social que tiene hoy 

día, es propia de un estadio posterior del desarrollo económico que dio 

lugar al fenómeno del consumo de masas. La producción en serie obede-

ció a los avances tecnológicos de la revolución industrial, lo que a su vez 

originó pautas de comercialización masivas, dando lugar a la contrata-

ción estandarizada161. El acceso a los “bienes de consumo” hizo posible 

satisfacer innumerables necesidades, que aunque fuera a través de pro-

ductos elaborados en el extranjero, en su faz jurídica siempre se cir-

cunscribía a un único ordenamiento territorial. Por el contrario, el auge 

del consumo transfronterizo se produce a través del aumento generali-

zado de la tasa de uso de medios de transporte y comunicaciones más 

rápidos, ágiles y económicos162. 

En otras épocas y contextos, no tan lejanos en el tiempo, la distancia 

podía limitar los intercambios y la universalización de los modos de 

consumir. En la actualidad el factor geográfico ha perdido gran parte de 

sus virtualidades restrictivas del consumo gracias a la confluencia de 

medios de comunicación instantáneos y medios de transporte cada vez 

más veloces, seguros y potentes163. Ambas cosas permiten la difusión del 

                       

161 Cfr. PORTO MACEDO JÚNIOR, “Globalizacao e Direito do Consumidor”, pp. 195-197. 
En el mismo sentido, TAMBUSSI, “Los Derechos del Consumidor como Derechos Huma-
nos”, p. 22.  

162 A partir de la mitad de la década de 1970, la internacionalización de los merca-
dos de productos y su saturación, y la introducción de nuevas tecnologías de producción 
e información, las nuevas técnicas de gerenciamiento y los cambios de las demandas de 
consumo crearon la oportunidad para una nueva estrategia industrial y una dinámica 
nueva de las relaciones contractuales. Esta mutación es lo que hoy día llamamos globali-
zación. Cfr. PORTO MACEDO JÚNIOR, “Globalização e Direito do Consumidor”, p. 197. ASHER, 
Allan “Going Global, a New Paradigm for Consumer Protection”, Colston Warne Lecture, 
Journal of Consumer Affairs, Vol. 32, No. 2, 1998, Sidney, pp. 183-203. SANTOS BELANDRO 

es coincidente con esta caracterización de la globalización, “Las nociones de Sociedad In-
ternacional y Estado”, p. 232-234. Cfr. también AMISSAH, Ralph, “Revisiting the Autono-
mous Contract. Transnational contracting, trends and supportive structures”, disponible 
en www.lexmercatoria.org , última visualización 26 de junio de 2008. 

163 La globalización puede ser entendida como un proceso económico y político 
marcado por las siguientes características: a) ampliación del comercio internacional y 
formación de un mercado global asentado en una estructura de producción post-
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conocimiento y confluyen en la universalización de muchas de las pau-

tas de consumo, aún cuando sea necesario adaptar los productos y ser-

vicios y procesos de comercialización a las características psicológicas, 

sociales, culturales y ambientales propias de cada país164.  

Esta apertura del comercio internacional junto con las mejoras tec-

nológicas permite incluso consumir bienes y servicios puestos a dispo-

sición en otras jurisdicciones territoriales, sin desplazamiento por parte 

del consumidor165. Particular interés revisten los bienes inmateriales, 

que, mediante al acceso a sitios de Internet u otros medios de comunica-

ción, no requieren la entrega de un soporte físico para el disfrute de 

esos bienes, los que están disponibles al unísono para una multiplicidad 

de sujetos, sin importar el lugar del mundo desde donde acceden.  

Por tanto, ya no estamos sólo ante una manifestación más del co-

mercio internacional como fue conocido tradicionalmente, sino que 

nuestros tópicos se desarrollan dentro del fenómeno de la globalización. 

Este es “el que se produce principal aunque no exclusivamente por auge 

de la dimensión transnacional del comercio, de los esquemas de organi-

zación productiva, de los mercados financieros y de los flujos de inver-

sión, a lo que se corresponde el declive de la dimensión nacional de los 

mismos y la pérdida de influencia de los ámbitos de decisión y regula-

ción estatales”166. 

                       

industrial; b) homogeneización de patrones culturales de consumo; c) empequeñeci-
miento de la idea de Estado-nación en beneficio de los agentes económicos del nuevo 
mercado global; d) formación de bloques comerciales. Cfr. PORTO MACEDO JÚNIOR, “Globali-
zação e Direito do Consumidor”, p. 193. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado 
de los Estados del MERCOSUR, p. 60. 

164. Cfr. SCHIFFMAN, Leon G. y LAZAR KANUK, Leslie, Comportamiento del Consumidor, 
Prentice Hall, México, 5ª Ed., 1997, pp. 476 y ss. Cfr. TAMBUSSI, “Los Derechos del Consu-
midor como Derechos Humanos”, p. 20. 

165 Cfr. LIMA MARQUES, Contratos..., p. 132. 
166 FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del MERCOSUR, 

p. 59. Al decir de AMISSAH, “With the Net, technology’s latest spatio-temporally transform-
ing offering, linchpin of the “new-economy”, extending exponentially the global reach of the 
business community. The Net covers much of the essence of international commerce pro-
viding an instantaneous, low cost, convergent, global and borderless: information centre, 
marketplace and channel for communications, payments and the delivery of services and 
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El fenómeno de la globalización, aquí considerado, genera distintos 

efectos que en definitiva impactan en el derecho del consumidor: a) 

cambios en los procesos productivos y en los mercados de consumo; b) 

transformación de la sociedad de consumo de bienes en una sociedad de 

consumo de servicios; c) cambio en la prácticas contractuales de con-

sumo y crecimiento de los contratos conexos y de larga duración; d) 

nueva importancia de las oficinas reguladoras del mercado; e) desafíos 

para combatir las prácticas abusivas producidas dentro de una sociedad 

de estructura económica dual; f) formación de mercados regionales y los 

riesgos de la uniformización167.  

Una de los resultados de este proceso es la puesta en marcha de or-

ganizaciones internacionales para favorecer el libre comercio, como la 

OMC. La protección del consumidor en la relación de consumo no es ob-

jeto principal de sus actividades, más orientadas a las políticas interna-

cionales de acceso a mercados, acuerdos de tarifas, medidas para-

arancelarias, impacto ambiental, salud pública, etc. En todo caso, la pro-

tección del consumidor será un resultado del mayor bienestar (consu-

mer welfare) obtenido de modo indirecto a través de la optimización de 

las ventajas comparativas de los países.  

Al menos en sus enunciados, la mayor competencia que se logra 

mediante la eliminación de las barreras comerciales, facilita el acceso a 

mejores productos a menores precios. Pero en la práctica, las organiza-

ciones que promueven el libre comercio actúan para encausar las dispu-

tas entre países cuando estos quieren proteger comercialmente las acti-

vidades industriales y empresas con mayor capacidad de acceder a mer-

cados internacionales o bien que pueden ser negativamente afectadas 

                       

intellectual property. The sale of goods, however, involves the separate element of their 
physical delivery. The Net has raised a plethora of questions and has frequently offered so-
lutions. The increased transparency of borders arising from the Net’s ubiquitous nature re-
sults in an increased demand for the transparency of operation. As economic activities be-
come increasingly global, to reduce transaction costs, there is a strong incentive for the 
“law” that provides for them, to do so in a similar dimension”. AMISSAH, “Revisiting the Au-
tonomous Contract...”, p. 2. 

167 Cfr. PORTO MACEDO JÚNIOR, “Globalização e Direito do Consumidor”, p. 195.  
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con la apertura de los mercados168. En estas negociaciones internaciona-

les, los distintos niveles de protección que tengan los países en la pro-

tección de sus consumidores, ya sea en el derecho interno como en el 

derecho internacional, no son considerados barreras al comercio169.  

Pese a estas profundas transformaciones, incluyendo la convivencia 

de la globalización con la regionalización propia de los bloques comer-

ciales, no todos los países participan de estas tendencias en la misma 

medida ni con las mismas consecuencias. No se trata tanto de estrate-

gias estatales abstractas frente a la globalización, sino la interrelación 

con las situaciones propias de cada país o mercado particular, con sus 

consideraciones económicas y sociales170. Desde el punto de vista regu-

                       

168 Un panorama general crítico de la (falta de) participación de los consumidores 
en el proceso de las negociaciones internacionales y los eventuales beneficios o perjui-
cios que puede significarles, puede verse en KERTON, Robert, “The Consumer Interest in 
Trade Agreements: Trade or Betrayed?”, Consumer Interest Annual, Volume 47, 2001. 

169 Este aspecto no es pacífico. Cfr. REICH, “Transnational Consumer Law…”, p. 861. 
Sin embargo los distintos niveles de protección pueden funcionar como incentivos eco-
nómicos. Un alto nivel de protección de los consumidores puede significar una mejora en 
los procesos de producción y al mismo tiempo una barrera de entrada para los produc-
tos extranjeros competidores que no ajustan a esos estándares. Lo mismo se puede decir 
respecto de la confianza que genera en los turistas una legislación exigente para los 
prestadores de servicios: esto significará un mayor flujo de visitantes y de mejor poder 
adquisitivo. Cfr. LIMA MARQUES, Contratos..., p. 139. 

170 Por el contrario, hacia el interior de un país (o de un mercado interior), se habla 
de un único mercado, regulado desde las disposiciones constitucionales, que brindan 
pautas de su estructura, organización y funcionamiento. Esto no es posible en una co-
munidad internacional globalizada, ya que no hay un orden jurídico supranacional que 
brinde reglas de funcionamiento de ese mercado global. En el orden interno “[L]a Consti-
tución cumple una función de integración, que se proyecta igualmente sobre el ámbito 
económico. El principio de unidad económica, así, es una resultante de la Constitución, y 
no, jurídicamente, algo anterior a ella. La inclusión de normas específicamente económi-
cas en la Constitución, dirigidas en general a regular las conductas económicas de todos 
los agentes que intervienen en este ámbito, hace aparecer esta función de integración, 
especialmente perceptible: en tanto que la Constitución contiene reglas sobre el orden y 
el proceso económicos, y en tanto que ésta es única y vincula a todos por igual, la Consti-
tución establece un marco jurídico unitario para la disciplina de la actividad económica”. 
DALLA VIA, Alberto R., Derecho Constitucional Económico, Abeledo Perrot, 2ª Edición, 
Buenos Aires, 2006, p. 540.  
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latorio, se requiere definir qué conviene en cada momento a cada país o 

región171.  

En este sentido la protección del consumidor tiene sus propios 

tiempos, lo que puede verificarse comparativamente entre lo sucedido 

en la UE y el MERCOSUR. En el primer caso las regulaciones específicas 

tienen un alto nivel de desarrollo y detalle en normas materiales, mien-

tras que en nuestros países ni siquiera hemos logrado el acuerdo nece-

sario para establecer pautas respecto de la jurisdicción competente o el 

derecho aplicable. Basta ver el lento y accidentado trámite que ha tenido 

hasta ahora el Protocolo de Santa María172.  

Aún cuando las reglas de oferta y demanda en este mercado de con-

sumo global sean estructuralmente semejantes a las del mercado inter-

no, hay factores que determinan un funcionamiento disímil. Los modos 

de prestación de los servicios, los costos de escala, la vigencia de dere-

chos de propiedad intelectual (DPI) y la rentabilidad de los prestadores 

                       

171 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, p. 69. 

172 Ibid, p. 70. La mejor capacidad de la UE para enfrentarse a la globalización pro-
viene de que han decidido unir sus destinos de modo permanente, y las acciones concre-
tas han sido coherentemente orientadas a ese fin. Las prácticas comunes de protección 
del consumidor han tomado el rol correspondiente a las típicas normas materiales del 
Derecho Internacional Privado. Anota ALTERINI que «en materia de Derecho del consumo 
en el MERCOSUR no se ha ido mucho más allá de la “Declaración Presidencial de los De-
rechos Fundamentales de los Consumidores del Mercosur” (Florianópolis, 15.12.2000), 
no obstante que el “Programa de Acción del MERCOSUR hasta el año 2000” (Decisión del 
Consejo del Mercado Común Nro 9/95 del 05.08.95) se había propuesto “concluir e im-
plementar el Reglamento Común de Defensa del Consumidor” para “garantizar los dere-
chos del consumidor en el espacio económico ampliado, sin constituir obstáculos inne-
cesarios al comercio” (art. 1.5); y que mucho antes el Grupo Mercado Común había ins-
truido a la Comisión de Defensa del Consumidor para proseguir sus trabajos destinados 
a la elaboraciónde un reglamento común para la defensa del consumidor, y presentarle 
un proyecto (Resolución Nro. 126/94), que corresponde a la competencia del Grupo 
mercado Común, pues —conforme al Tratado de Ouro Preto—, le incumbe “fijar pro-
gramas de trabajo que aseguren avances para el establecimiento del Mercado Común” 
(art. 14 inc. IV). El “Programa de Trabajo del MERCOSUR 2004-2006 (Decisión del Con-
sejo del Mercado Común Nro. 26/03 del 15.12.2003) no incluyó al consumidor». 
ALTERINI, “Derecho Internacional de los Contratos”, p.677.  
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en un mercado internacional serán tenidos en cuenta porque afectan di-

rectamente la oferta y la demanda de esos bienes. 

El factor de internacionalidad o globalidad de este tipo de consumo, 

donde la constatación sociológica brinda un dato fundamental respecto 

al contexto fragmentario en que se desenvuelve, tiene su correlato fren-

te a la (falta de) normatividad que lo rige. El enfoque del análisis será di-

ferente dependiendo de la perspectiva desde la cual se plantee. De todos 

modos, siempre será necesaria la referencia a los ordenamientos estata-

les, ante la falta de plenitud de los componentes de un presunto sistema 

jurídico que regule las relaciones comerciales globales con participación 

de consumidores173. 

I. C. 5. Consumo global y riesgos locales 

La conducta que en un mercado nacional puede ser considerada 

una práctica anticompetitiva, no revestirá iguales características en un 

contexto internacional. Así, un oferente puede realizar una discrimina-

ción de precios por países o regiones, teniendo en cuenta las cambiantes 

regulaciones nacionales. Esta práctica del comercio internacional no 

podrá ser considerada por sí misma como “dumping”174. Si bien la actua-

ción de una empresa en un mercado nacional puede ser monopólica, al 

realizar ofertas en un mercado global esa misma empresa se encuentra 

en una situación de competencia perfecta. En el caso de la fragmenta-

ción de mercados y las prácticas de discriminación de precios, la comu-

nidad internacional no ha logrado resolver en el plano internacional lo 

que ya es de aplicación unánime en los ordenamientos internos: la 

prohibición de políticas anticompetitivas175.  

                       

173 Cfr. SANTOS BELANDRO, “Las nociones de Sociedad Internacional y Estado”, p. 248. 
174 Respecto del dumping, puede consultarse KRUGMAN, Paul y OBSTFELD, Maurice, 

International Economics, Theory and Policy, Third Edition, Harper Collins College Pub-
lishers, New York, 1994, pp. 134-139. 

175 Por ejemplo, la Ley 25.156 de Defensa de la Competencia, al igual que sus simi-
lares de casi todos los países y bloques económicos, prohíbe establecer precios diferen-
ciados (cfr. art. 2). Sin embargo, es posible esa segmentación en el mercado internacio-
nal, si un país estableciera un sistema de “agotamiento del derecho” nacional o regional. 
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El productor o prestador que oferta a un público disperso e inter-

nacionalmente atomizado debe considerar la universalización de sus 

riesgos. La actividad comercial dirigida a mercados internacionales 

puede generar conflictos extraterritoriales, los que deben ser previstos 

y asumidos mediante estrategias específicas, con sus propias dificulta-

des y soluciones176. Alguna de estas estrategias, por ejemplo en el co-

mercio de Internet, puede consistir en que los distribuidores no autori-

cen ventas a países en donde los consumidores cuentan con un nivel de 

protección que resulte excesivo para la calidad o precio de su producto, 

que los lleve a recibir reclamos y defenderse en procesos judiciales fue-

ra de su propia jurisdicción.  

Entre otras peculiaridades propias de este consumo transfronterizo 

se deberán considerar las modalidades de aprovisionamiento y de las 

características de los proveedores, bienes y servicios propios de la tran-

sacción. Así, volviendo a las operaciones por Internet, puede resultar di-

fícil en algunos casos identificar la identidad del proveedor o su reputa-

ción, el volumen comercial de operaciones, su capacidad de atender 

consultas, la disponibilidad de repuestos, la identidad de los represen-

tantes en el domicilio del consumidor ante supuestos de incumplimien-

to, etc.  

Como efecto de la masividad de los mercados internacionales, tam-

bién aquí se verifica una de las características de la estructura producti-

va. Las unidades de producción y servicios se encuentran cada vez más 

interrelacionadas, exigiéndose la cooperación económica y la solidari-

dad de intereses, lo cual impacta directamente en el derecho del consu-

                       

En caso de productos protegidos por derechos de propiedad intelectual, al dejar librado 
el “agotamiento del derecho” a que cada país establezca su propio régimen (art. 6 de los 
Acuerdos de Propiedad Intelectual en el Comercio o ADPIC), una empresa que vende 
productos en distintos mercados, podría fijar distintos precios en cada uno de ellos de-
bido a que no podrían ingresar productos competidores, aunque fueran lícitamente co-
mercializados o fabricados en otro país. 

176 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. III, p. 795: “Una empresa con ac-
tividades multinacionales, tendrá que prever no sólo cuestiones de derecho societario 
vinculadas a diversos sistemas, sino también cuestiones de derecho fiscal, administrati-
vo y aun penal internacional. Tal vez se presenten algunas cuestiones de derecho comu-
nitario más o menos desarrollado.” 



82 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

midor. En el mercado internacional también coexisten los contratos co-

nexos con las relaciones duraderas, realidad jurídica subyacente al con-

cepto comercial de la “fidelización del consumidor”. Es claro que las re-

gulaciones normativas locales no pueden resolver los potenciales con-

flictos que de aquí pueden surgir177.  

Siempre la distancia agrega complejidades al proceso de consu-

mo178. Desde el punto de vista del proveedor, éste puede encontrarse 

con sus propias dificultades. Así, por ejemplo, deberá considerar el 

comportamiento del consumidor transfronterizo en la toma de decisio-

nes económicas racionales. La mercadotecnia hará un “esfuerzo por de-

terminar hasta qué grado los consumidores de dos o más naciones son 

diferentes”179. Este análisis buscará comprender las características psi-

cológicas, sociales y culturales de los consumidores extranjeros y de ese 

modo diseñar estrategias efectivas para cada uno de los mercados na-

cionales específicos involucrados.  

En este orden de ideas, adquiere especial relevancia la estrategia de 

adaptación de los agentes al marco normativo del país de destino de las 

ofertas. En algunos casos el proveedor deberá adaptar el diseño y las ca-

racterísticas del producto, el precio, la promoción, la distribución y el 

empaque, todos ellos también vinculados al sistema jurídico del país del 

consumidor. Muchas de las decisiones comerciales que se adopten ten-

drán un correlato en el régimen jurídico —imperativo y dispositivo— 

que se aplique a las relaciones de consumo entre proveedores y consu-

                       

177 Cfr. PORTO MACEDO JÚNIOR, “Globalização e Direito do Consumidor”, pp. 199-200. 
178 Para ver lo que significa la variabilidad de soluciones comparativas en cuanto a 

los costos de información y barreras de entrada, LANDO pone como ejemplo, dentro de la 
UE, que si una oferta proviene de distintos países, habría que ver qué derecho nacional 
gobierna tanto la oferta como el potencial contrato resultante; por si fuera poco, luego 
habría que averiguar cuál sería el contenido de ese derecho, probablemente uno distinto 
para cada oferta. LANDO, Ole, “Principles of European Contract Law and UNIDROIT Prin-
ciples: Similarities, Differences and Perspectives”. Centro di Studio e ricerche di diritto 
comparato e straniero. Saggi, conferenze e Seminari, Nro. 49, Roma, 2002, p. 8. 

179 SCHIFFMAN y LAZAR KANUK, Comportamiento del Consumidor, p.477.  
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midores transnacionales; esto se trasvasará a las cláusulas de los con-

tratos, las que potencialmente no serán homogéneas180. 

A diferencia del tráfico económico internacional, que tiene una ten-

dencia a desvincularse de los derechos nacionales, la protección del 

consumidor sigue muy ligada a los sistemas jurídicos locales. El ritmo de 

crecimiento de convenciones internacionales, modelos de contratos, re-

copilaciones de costumbres y usos uniformes, sistemas de arbitraje, etc. 

es muy dispar entre las operaciones que vinculan a empresarios de 

aquellas otras que involucran a consumidores181. 

Aunque existan notables similitudes entre los consumidores de dis-

tintos países o culturas, los contextos sociales y normativos pueden ser 

muy diferentes, por lo que las empresas no pueden olvidar la adaptación 

de la estrategia comercial al régimen jurídico efectivo. Los mercados 

comunes o uniones aduaneras facilitarán en algunos casos el análisis y 

la aplicación de las normas, con su consiguiente impacto en el cálculo de 

ganancias y pérdidas, pero en otros casos se deberá adaptar la estrate-

gia de comercialización, en cualquiera de sus componentes, al marco ju-

rídico aplicable. En ciertos supuestos habrá facilidad de adaptación a las 

normas vigentes en el territorio hacia el cual se dirigen los esfuerzos del 

proveedor, pero en otros casos existirán dificultades incluso para el co-

nocimiento del marco que regula ese tipo de negocios.  

Siempre uno de los elementos de la estrategia comercial interna-

cional más difícil de adaptar es la modalidad contractual de aprovisio-

namiento a esos consumidores locales. Así, por ejemplo, la inseguridad 

percibida por los consumidores de sociedades en vías de desarrollo res-

pecto de los medios de pago electrónico está directamente relacionada 

con el sistema judicial y los costos del reclamo en esa sociedad específi-

                       

180 Aplicando estos mismos principios, yodos los cambios normativos o de mayor 
control deben pasar un test de costo vs. efectividad, porque si el costo se traslada al con-
sumidor, se puede traducir en un aumento de los precios. Hay que hacer un adecuado 
balance, contar con la información adecuada, objetiva, y efectuar el ejercicio para juzgar 
la necesidad de modificar el control o marco regulatorio del comercio transfronterizo. 
Habrá que prever los efectos de corto y largo plazo, y sostener las propuestas en argu-
mentos objetivos y convincentes. ASHER, “Going Global…”, p. 202. 

181 Cfr. LEIBLE, “Comercio exterior y seguridad jurídica”, pp. 418-419. 
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ca, ya que no cuentan con las garantías ya vigentes en otros sistemas ju-

rídicos, como por ejemplo en la UE182.  

Los supuestos anteriores, derivados de las prácticas comerciales de 

acceso a esos consumidores y las correlativas obligaciones jurídicas, es-

tán ligados más estrechamente a la solución material o al derecho apli-

cable. De todos modos la previsión absoluta de todos los riesgos jurídi-

cos es imposible, ni siquiera predisponiendo totalmente el contenido 

obligacional de la transacción, por lo cual los proveedores también de-

berán prever que pueden ser compelidos judicialmente a responder an-

te eventuales reclamos 

Consideremos un supuesto que atañe tanto al análisis económico de 

la estrategia comercial como a la estructura jurídica del mercado. Su-

pongamos que un consumidor originario de un país europeo se encuen-

tra en Argentina por razones de turismo; durante su viaje advierte que 

un electrodoméstico con características visuales similares a los de su 

país pero fabricado aquí cuesta una tercera parte de lo que pagaría en su 

lugar de residencia habitual. El consumidor transeúnte lo adquiere y lo 

lleva consigo y al llegar a Europa abona los derechos aduaneros corres-

pondientes a la importación de electrodomésticos.  

Al transcurrir seis meses (dentro de nuestra situación imaginaria), 

el electrodoméstico —definido jurídicamente en Argentina como “cosas 

muebles no consumibles”183 y en Europa como “bien de consumo”184— 

sufre desperfectos irreparables por mala calidad de fabricación. La le-

gislación europea prevé para este tipo de operaciones de consumo una 

                       

182 La Directiva 97/7/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de mayo de 
1997 relativa a la protección de los consumidores en materia de de contratos a distancia 
(“Directiva CE sobre ventas a distancia”) prevé en su art. 8 que los Estados miembros ve-
larán por que existan medidas apropiadas para que el consumidor pueda solicitar la 
anulación de un pago en caso de utilización fraudulenta de su tarjeta de pago o que se 
abonen en cuenta al consumidor las sumas abonadas en concepto de pago que les sean 
restituidas. 

183 El art. 11 de la LDC remite al art. 2325 del CC, por el cual “son cosas no consu-
mibles las que no dejan de existir por el primer uso que de ellas se hace, aunque sean 
susceptibles de consumirse o de deteriorarse después de algún tiempo”. 

184 Art. 2º b) de la Directiva: “cualquier bien mueble corpóreo”. 



 CAPÍTULO I 85 

 

garantía a cargo del fabricante de un período no inferior a dos años, 

mientras que en Argentina la garantía legal es de seis meses185. ¿Puede 

el ciudadano europeo reclamar ante sus tribunales domiciliarios al fa-

bricante argentino el cumplimiento de la garantía, de acuerdo al período 

establecido a su favor en su residencia habitual?  

Desde el punto de vista jurídico-económico la respuesta negativa 

resulta obligada, por que si la adquisición del bien fue en otro país y el 

vendedor argentino no fue un exportador y ni siquiera un importador 

en el lugar de destino final del bien, estará obligado por los plazos de ga-

rantía del lugar de fabricación y de comercialización. La garantía obliga-

rá al fabricante y al vendedor en su territorio. En este caso la compra-

venta del ejemplo, celebrada y ejecutada en Argentina, tiene relación 

con toda la estructura económica de nuestro país. Por el contrario, sí se-

rá responsable el importador o fabricante si los bienes son por él intro-

ducidos en la zona aduanera. Cuando un comerciante o fabricante acce-

de de modo directo a un mercado, debe someterse a las reglas jurídicas 

de ese mercado186. 

El plazo legal de la garantía no es arbitrario y no se le podría impo-

ner al vendedor un plazo distinto al de nuestro régimen jurídico, el que 

es coherente con una situación económica determinada. El precio de 

venta final, en nuestro caso una tercera parte en Argentina respecto de 

                       

185 En Argentina se aplica el art. 11 de la LDC, que impone un plazo de 6 meses 
desde la entrega, sin perjuicio de la vigencia de la garantía general por vicios redhibito-
rios. En los países de la UE, el plazo de la garantía es de 2 años, de acuerdo al art. 5, 2 de 
la Directiva CE sobre ventas y garantías de bienes de consumo. 

186 La razón de fondo para resolver de distinta manera radica en las categorías di-
ferenciadas de consumidor pasivo y activo. El primero es quien recibe ofertas, productos 
o celebra el contrato en su territorio, y es consistente con una consideración especular 
de un proveedor activo. Es el consumidor que consume donde reside, y por tanto es co-
herente la protección de la residencia habitual. Por el contrario, el consumidor que “con-
sume” en el extranjero, tiene la protección del lugar de consumo. Como veremos, esto es 
insuficiente para proteger al consumidor móvil o al consumidor activo. Cfr. MENICOCCI, 
Alejandro Aldo, “Ley Aplicable y Jurisdicción Internacional en Derecho del Consumidor”, 
en Código de Comercio Comentado y Anotado, ROUILLON, Adolfo A.N (Dir.) y ALONSO, Daniel 
F. (Coord), Tomo V, La Ley, Buenos Aires, 2006, pp. 1249-1271, en 1261. La distinción 
entre consumidores activos y pasivos es receptada, por ejemplo, por la Propuesta de 
CIDIP VII, art. 6.  
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Europa, está en relación con una concreta estructura de costos que in-

cluye los sistemas de fabricación, la cualificación de la mano de obra, la 

calidad de los componentes, los servicios de reparación, los procedi-

mientos de reclamo, etc., los cuales son apropiados para otorgar una de-

terminada garantía, la establecida justamente en Argentina: seis meses. 

Como en Europa existen otros estándares de calidad, otros componen-

tes y cadenas de aprovisionamiento, otra estructura impositiva, distin-

tos costos laborales, mayor nivel de capacitación de la mano de obra, 

otra cadena de responsabilidad e inclusive otro sistema judicial para la 

ejecución de reclamos, resulta coherente que allí el precio final sea tres 

veces mayor y el plazo de garantía se establezca en dos años187.  

Desde el punto de vista de las estrategias comerciales, habrá que 

considerar que para acceder a consumidores transnacionales con la 

provisión de bienes de consumo durables se deberá implementar un 

servicio técnico o de reparaciones en el país de destino de los bienes, lo 

que estará especificado en las condiciones de venta del producto y ade-

cuadamente comunicado al consumidor. Como esta es una expectativa 

razonable de parte del cliente del país importador, las legislaciones na-

                       

187 Para ejemplificar esta situación es muy útil el comentario de KELLY, Julio y 
ELBERT, Cristian, “El artículo 40 de la ley 24.240”, Revista de Derecho Privado y Comuni-
tario, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, p. 249 y sig. Allí analizan el sistema de responsabilidad 
por daños en la cadena de aprovisionamiento. Siempre la asunción de un riesgo tiene 
adosados costos primarios, secundarios y terciarios. Los primarios son los daños que 
ocasiona el accidente, que incluyen tanto el daño emergente como el lucro cesante. Los 
costos secundarios, son los costos sociales de los accidentes: cómo se afrontan los costos 
primarios y cómo se esparcen, si por medio de un seguro, a través de quien es más sol-
vente, si se trasladan, etc. Los costos terciarios son los de información y transacción: es-
tos costos deberán ser menores al costo del accidente que se evita. Entre los costos ter-
ciarios está el de administración de justicia. Si la defensa del proveedor es complicada, 
esto induce a mayores costos de los productos. Estos costos no siempre son trasladables, 
tanto aguas arriba como aguas abajo, dependiendo tanto de la elasticidad de la demanda 
como de la posición del proveedor en el mercado. Siempre los costos de la regulación 
propia de cierto mercado impactan en los precios, al condicionar la oferta y la demanda. 
En el caso del mercado internacional, este tendrá sus propias regulaciones y por ende 
sus propios costos. 
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cionales podrán exigirlo de modo obligatorio antes del ingreso de los 

productos al territorio aduanero188.  

Esto podría parecer una limitación al comercio internacional, ya 

que los exportadores de países en desarrollo, por ejemplo, serán exclui-

dos de los mercados de alto poder adquisitivo en la medida en que no 

cumplan con los estándares de esos países189. Por el contrario, los países 

en desarrollo pueden ser “invadidos” por productos de otros países de 

menores costos mientras esos bienes cumplan con los estándares del 

lugar de destino 

I. C. 6. Las soluciones jurídicas frente a la globalidad y la naciona-

lidad extremas 

Estas particularidades del mercado global en el que se desarrollan 

las operaciones de consumo transfronterizo y la teoría económica que 

explica su funcionamiento, serán consideradas por los juristas en la me-

dida que se produzcan desequilibrios que afecten la relación de justicia 

conmutativa entre consumidores y proveedores190. En nuestro caso, la 

                       

188 Así por ejemplo la Resolución 197/04 de la Secretaría de Comercio obliga a cer-
tificar el cumplimiento de los requisitos estándares de bienes de uso durables utilizando 
Sistemas de Certificación recomendados por el Grupo Mercado Común del MERCOSUR; 
también la Resolución 319/99 de la Secretaría de Comercio adopta medidas en relación 
a la comercialización de aparatos eléctricos de uso doméstico que cumplan determina-
das funciones, en cuanto al consumo energético, niveles de sonoridad, etc.  

189 Sin entrar en detalles, será siempre motivo de discusión en las negociaciones 
internacionales tendientes lograr el establecimiento bloques regionales, como por ejem-
plo el alicaído ALCA, con definiciones respecto de los niveles de protección del consumi-
dor. Sin duda alguna los altos estándares del sistema protectorio o de la calidad o carac-
terísticas requeridas en los productos y servicios pueden operar como una barrera natu-
ral o para-arancelaria respecto del comercio internacional. Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, 
Derecho Internacional Privado de los Estados del MERCOSUR, p. 69. 

190 De todas maneras, la situación en las economías integradas, tal vez con un desa-
rrollo más avanzado, tiene otros fundamentos. HOWELLS pone de manifiesto las dificulta-
des que existen para lograr la armonización de los derechos de los consumidores dentro 
de la UE. En el debate previo y posterior a la sanción de la Directiva Europea sobre res-
ponsabilidad por productos defectuosos, se argumentó que los distintos niveles de pro-
tección pueden ser barreras para la circulación de bienes y servicios, y en definitiva, un 
perjuicio para el consumidor que no podrá disponer de los mejores precios y calidades. 
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determinación del foro competente tiene estrecha relación con la solu-

ción en justicia que pueda lograrse en cada uno de los supuestos. 

La solución jurídica que determine el tribunal competente tendrá 

en cuenta la realidad económica subyacente, que en nuestro caso invo-

lucra tanto al consumo de ciudadanos en las zonas de frontera, como al 

realizado en mercados comunitarios, como las operaciones del mercado 

global. La protección del consumidor deberá extenderse a todos estos 

supuestos. La sociedad internacional misma está involucrada en esta re-

gulación. Adicionalmente, se puede considerar que las posibles prácticas 

fraudulentas y engañosas en contra de consumidores transfronterizos 

no sólo significan un daño en el caso individual, sino que podrían llegar 

a afectar la integridad de los mercados nacionales y globales en detri-

mento de todos los proveedores y consumidores, si se perjudicara la 

confianza que el consumidor tiene en esos mercados191. 

Una de las finalidades de esta tesis es brindar soluciones a los pro-

blemas que genera la práctica comercial transfronteriza, sin necesidad 

de establecer controles o regulaciones que dificulten el tráfico interna-

cional en operaciones con consumidores. Esto probablemente se puede 

resumir en la expresión “confianza”, en la construcción, mantenimiento 

o eventual restitución de la buena fe negocial. No necesariamente se re-

querirán controles estatales detallados, sino que los mismos empresa-

rios están desarrollando prácticas y políticas de fair trade, que permiten 

                       

Las diferentes reglamentaciones y niveles de protección pueden ser barreras al comer-
cio. El fabricante de un país donde los niveles de protección del consumidor por daños 
causados por productos defectuosos son bajos, no tendrá incentivos para mejorar la ca-
lidad de los productos. Pero si desea exportar a otros países con estándares más altos, 
deberá adecuar su proceso productivo, diseño, normas de seguridad, etc, de modo de no 
correr riesgos jurídicos frente a esas regulaciones más exigentes. HOWELLS, Geraint G., 
“The Rise of European Consumer Law — Whither National Consumer Law?, Sydney Law 
Review, 2006, SydLRev 4, puntos 2.D y E. 

191 Cfr. OCDE, “Directrices de la OCDE para la Protección de los Consumidores de 
Prácticas Comerciales Transfronterizas, Fraudulentas y Engañosas”, Recomendación 
adoptada por el Consejo de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económi-
cos, del 11 de junio de 2003, Considerandos. Disponible en 
http://www.oecd.org/publications/ . Última visualización el 10 de marzo de 2010. 
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una autorregulación que soluciona los desafíos que presenta el merca-

do192. 

La confianza en los consumidores se genera en primer lugar por las 

experiencias positivas y luego por garantías mínimas aseguradas por el 

derecho, siendo uno de los principales requisitos que deben lograr las 

empresas para facilitar su acceso a mercados internacionales193. LIMA 

MARQUES lo explica desde el comercio electrónico, pero es una reflexión 

válida para todo tipo de operaciones de consumo:  

“No momento de oferta a distancia, informação, transação e forma-
ção do consentimento, conquistar a confiança do consumidor parece ser 
a chave para o sucesso do comércio eletrônico. Observando-se a dificul-
dade do comércio não-presencial eletrônico da conquistar os consumi-
dores brasileiros, conclui-se que, justamente neste momento prévio (da 
decisão de compra ou contratação, por meio eletrônico ou por Internet) 
a confiança na relação contratual de consumo parece ter sido muito afe-
tada pela utilização do meio eletrônico á à distância. As práticas comer-

                       

192 Cfr. ASHER, “Going Global…”, pp. 183-185. Este autor menciona el surgimiento de 
distintos guidelines, códigos de conducta, estándares provenientes de organizaciones in-
ternacionales, mecanismos de solución de controversias, etc. Desde el punto de vista de 
la protección del consumidor en la UE, WILHELMSSON menciona una tendencia a conside-
rar las “legítimas expectativas” del consumidor, con el carácter de principio informador 
del derecho del consumo, considerado incluso como criterio interpretativo utilizado por 
los tribunales. Las dificultades prácticas que pueden tener las regulaciones en cuanto 
instrumento para resolver las fallas del mercado, pueden ser solucionadas observando 
esas legítimas expectativas, de general consideración, como medio para obligar a las 
empresas a satisfacerlas. Cfr. WILHELMSSON, Thomas, “Is there a European Consumer Law 
and Should There be one?”, Centro di studi e recherché di diretto comparato e stranero, 
Saggi Conferenze e Seminari, Nro. 41, Roma, 2000, pp. 24-25. 

193 En Argentina es casi inexistente la jurisprudencia referida casos de protección 
del consumidor transfronterizo. No es claro si la escasez de reclamos se debe a que no 
existen conflictos en la práctica o porque la relación costo-beneficio del reclamo des-
alienta las presentaciones judiciales. Pero parecería ser que la facilidad de las comunica-
ciones, así como genera posibilidades de fraudes, también podría favorecer una mayor 
transparencia: al menos en el comercio de la Internet, la continuidad del negocio a largo 
plazo se establece sobre la base de la satisfacción del cliente mediante el cumplimiento 
de las obligaciones contractuales. El desprestigio, en el comercio electrónico, es de rápi-
da y sencilla divulgación por la velocidad y el bajo costo con que se transmite la informa-
ción. Los consumidores pueden reconocer fácilmente los nombres de los sitios Web in-
cumplidores, y esto se manifiesta de modo casi inmediato en el volumen de operaciones. 
Cfr. CALLIES, “Transnational Consumer Law…”, p. 4. 
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ciais no comércio eletrônico têm se revestido de uma grande originali-
dade, onde os paradigmas da conduta de boa-fé perante contratante vul-
nerável nem sempre prevalecem”194. 

De todos modos, si bien la confianza es un medio de asegurar el 

funcionamiento del sistema, cuando existen distancia y desconocimien-

to de la contraparte, los controles sociales y los efectos de la pérdida de 

reputación son poco efectivos. Descontando los casos en que están en 

juego el buen nombre de empresas y marcas reconocidas, la lejanía 

siempre implica una menor efectividad que la relación inmediata exis-

tente en una comunidad cerrada195. 

I. D. LA PROTECCIÓN DEL CONSUMIDOR TRANSFRONTERIZO PERTENECE AL BIEN 

COMÚN DE LA COMUNIDAD INTERNACIONAL GLOBALIZADA 

I. D. 1. El contenido de justicia del consumo transfronterizo y los 

objetivos del Derecho Internacional Privado  

Las relaciones de consumo que suponen intercambios en un con-

texto internacional deberán tender a un régimen jurídico propio, tanto 

desde el punto de vista del conflictualismo como desde la posible solu-

ción material del caso196. De todas maneras, ya indiqué que el objeto de 

este trabajo será más acotado y me limitaré a analizar de modo univer-

                       

194 LIMA MARQUES, Confiança no Comércio Eletrônico..., p.48. 
195 Cfr. ISSACHAROFF, “Group Litigation of Consumer Claims…”, p. 135. 
196 Como dice CIURO CALDANI, “[...] las soluciones en materia de jurisdicción interna-

cional no pueden extraerse por analogía directa ni de las reglas sobre Derecho aplicable 
(...) ni de las soluciones competenciales. La jurisdicción internacional es una materia jus-
ticial con jerarquía propia, emparentada con el DIPr de fondo y con el ámbito más estric-
tamente procesal pero que no debe confundirse con ellos”. Y cita a SAVIGNY, en cuanto 
que la relación íntima entre la jurisdicción y el derecho local aplicable no llega a la ana-
logía hasta la identidad. “Para convencerse basta observar que hay muchos casos en que 
existen dos jurisdicciones competentes, mientras que no puede haber nunca más que un 
solo derecho local aplicable”. SAVIGNY, Federico C. De, Sistema del Derecho romano actual, 
trad. Guenoux-Mesía y Poley, Madrid, Góngora, 1878, t.VI, pp 187-188. Citado por CIURO 

CALDANI, “Hacia un derecho internacional privado...”, p. 1053. 
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sal el problema de la jurisdicción. Esto no implica negar su interrelación 

con los conflictos del derecho aplicable y con la efectividad de la solu-

ción a que arribe el juez que ha sido designado como competente, ya que 

no es posible abstraerse de estos dos problemas básicos del Derecho In-

ternacional Privado sin dejar de tener en cuenta la especial naturaleza 

de los conflictos privados multinacionales197.  

Dentro de este menor conocimiento adquiere relevancia la falta de 

información que tiene el consumidor extranjero respecto de la defensa 

de sus derechos para solucionar el conflicto en un ámbito extraño: ase-

soramiento, asistencia y acceso a la justicia, costos, lengua del proceso, 

etc. Estas situaciones tienen gran importancia en el marco de la justicia 

conmutativa. Si ésta se refiere a una cierta igualdad entre lo que se da y 

lo que se recibe, el experto en comercio internacional, es decir el pro-

veedor transfronterizo, tiene mayor responsabilidad en mantener el 

equilibrio de las prestaciones198.  

Muchas de las soluciones en práctica para el derecho interno po-

drán ser aplicadas analógica o subsidiariamente ante la falta de una re-

gulación específica que considere este mercado internacional. Pero no 

se debe olvidar que la solución de las situaciones conflictivas por parte 

de los tribunales representará la materialización de la justicia en el caso 

concreto199. Esto llevará a apreciar la totalidad de las circunstancias re-

                       

197 Así lo remarca la Propuesta para la CIDIP VII. “Descripción de la propuesta del 
Canadá sobre la elaboración de una legislación modelo sobre jurisdicción y normas so-
bre conflicto de leyes, aplicables en forma uniforme en materia de contratos con el con-
sumidor”, segundo párrafo; en Foro de Expertos, Secretaría Jurídica de la OEA, disponi-
ble en www.oea.org  

198 Cfr. TAMBUSSI, “Los Derechos del Consumidor como Derechos Humanos”, p. 28. 
199 CIURO CALDANI, indica que la solución en justicia implica pasar de la “simplicidad 

pura” planteada por el reduccionismo positivista, constituido exclusivamente por nor-
mas, a la “complejidad pura”, integrando el mundo jurídico mediante un abordaje tridi-
mensional que considere la realidad social, las normas y los valores sin confundirlos. La 
complejidad pura requiere: a) un análisis de la dimensión sociológica del derecho, consi-
derando los repartos de potencia e impotencia existentes en la realidad, es decir lo que 
favorece o perjudica el ser de las cosas; b) esos mismos repartos, en cuanto descriptos e 
integrados por captaciones lógicas, es decir en su dimensión normológica; c) los valores 
subyacentes a esa realidad, teniendo como cenit la justicia en cuanto valor supremo. Cfr. 
CIURO CALDANI, Miguel Ángel, “Bases de la integración jurídica trialista para la pondera-
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levantes del supuesto en examen y la normativa aplicable, de lo contra-

rio la resolución podría ser arbitraria200. Será necesario entonces una 

adaptación de la solución tradicional prevista para el derecho interno al 

nuevo contexto internacional, y más aún si se trata de coordinar distin-

tas competencias y jurisdicciones201.  

La incertidumbre también se acentúa porque el contexto interna-

cional puede agravar los efectos de las prácticas comerciales fraudulen-

tas y engañosas, donde algunos proveedores pueden evadir las regula-

ciones nacionales y a las autoridades llamadas a aplicarlas202. De todas 

maneras el análisis debe ir más allá del fraude y el engaño. Los incum-

plimientos comerciales y las asimetrías en la negociación contractual en 

los mercados internacionales requieren un tratamiento diferenciado203. 

Para esto hay que tener presente que aún cuando la relación de consu-

mo es propia de lo debido en las conmutaciones, la justicia del caso con-

creto tomará en cuenta, además de los intercambios, la distribución 

geométrica de “cargas, honores y riquezas”. La intervención de la justi-

cia distributiva a cargo de los gobiernos deberá suplir la posible falta de 

ley y autoridad. 

                       

ción de los principios”, Revista del Centro de Investigaciones de Filosofía Jurídica y Filo-
sofía Social, Rosario, 2006, p. 9. 

200 Esto ha sido reiterado en múltiples ocasiones por la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación (CSJN). Cfr. CONTE-GRAND, “Las relaciones de consumo...”, p. 51, citando Fa-
llos 238:550; 244:521; 249:275, entre muchos otros. 

201 Así, por ejemplo, el deber de información completa y veraz, mandatorio en vir-
tud del art. 42 CN y sobre el que se han expedido los tribunales en reiteradas oportuni-
dades, deberá ser considerado de modo diferente en un contexto local, donde prima la 
utilización de un lenguaje común, similares indicaciones en los envases, un régimen 
marcario uniforme, etc., que en un mercado global o en una unión aduanera imperfecta 
(MERCOSUR, por ej.), donde todos estos componentes coexisten de acuerdo a su propio 
régimen territorial. Para una apretada síntesis de las decisiones jurisprudenciales argen-
tinas referidas a la arbitrariedad por falta de contemplación de las circunstancias, cfr. 
CONTE-GRAND, “Las relaciones de consumo...”, pp. 54-56. 

202 OCDE, “Directrices para la Protección...”, p. 9. 
203 Por ejemplo, y de modo general, una demora en la entrega de mercadería, para 

un empresario puede significar lucro cesante, pero para un consumidor puede constituir 
daño moral. 
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La necesidad de establecer el foro competente de manera razonable 

y que tenga en cuenta la debilidad estructural del consumidor se fun-

damenta en los principios básicos de la justicia, donde la perspectiva fi-

losófica da luces para establecer parámetros con pretensiones de uni-

versalidad en la asignación204. Este recurso a la filosofía se justifica por-

que si queremos lograr una solución uniforme y un foro competente que 

pueda hacer ejecutable la decisión a nivel internacional, los criterios de-

berían ser generalmente aceptados. Como sabemos, la razón filosófica 

es la más general porque acude al fin último o la razón de ser última de 

las cosas: el conocimiento cierto por las causas. 

La teoría de la justicia hace referencia a tres elementos básicos: a) 

relación a otro, en una relación intersubjetiva e interpersonal205; b) refe-

rencia a lo debido, adeudado, aquello a lo que otra persona tiene dere-

cho: lo propio suyo o debido a él en justicia206; c) la igualdad o propor-

cionalidad, ya sea “geométrica” o “aritmética”207. Esta noción de justicia 

general tiene en cuenta el bien común, según las implicaciones concre-

tas de la exigencia básica de la razonabilidad práctica que favorece y 

promueve el bien común de sus propias comunidades208. 

Adicionalmente, la justicia es, en sentido general, siempre una vo-

luntad practica de favorecer y promover el bien común de las propias 

comunidades, y la teoría de la justicia es, en todas sus partes, la teoría de 

lo que en líneas generales se requiere para ese bien común209. Ahora 

bien, si esas comunidades son internacionales, ya no es posible pensar 

                       

204 En términos de filosofía trialista, “como en toda relación entre repartos, el re-
parto jurisdiccional se vincula de manera más ordenado o desordenada con el reparto 
básico del Derecho a decir y hacer realidad y se ubica, en mayor orden o desorden, res-
pecto del régimen en su conjunto. Sin embargo, en principio la jurisdicción es una vía in-
dispensable para la expansión del orden de repartos (régimen). Los tribunales son pie-
zas calificadas del orden, y el régimen alcanza su plena maduración cuando tiene un sis-
tema jurisdiccional propio.” CIURO CALDANI, Filosofía de la jurisdicción…, p. 40. 

205 FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, p. 191.  
206 Idem, p. 192.  
207 Idem, p. 193.  
208 Idem, p. 194.  
209 Idem, p. 195. 
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en el bien común de una comunidad nacional ajeno al bien común de la 

comunidad global210. Tal vez éste constituya el mayor fundamento que 

se pueda dar de la commitas gentium. 

I. D. 2. La Comunidad de Estados como garante del sistema protec-

torio 

La comunidad completa en la que se insertan las relaciones de con-

sumo, ¿es la comunidad de Estados o es una comunidad internacional 

con personalidad propia? Si es del primer tipo, lo que tenemos es un sis-

tema internacional de coordinación de distintos sistemas nacionales au-

tónomos, con mayor o menor interacción y respeto de las leyes y juris-

dicciones extranjeras. Por el contrario, si consideramos la existencia de 

un sistema supra estatal, las soberanías estatales y las legislaciones y 

autoridades nacionales deben reputar como obligatorias esas soluciones 

universales no consideradas en los sistemas nacionales o incluso con-

trarias a sus soluciones locales211. 

El tema no es nuevo en Derecho Internacional Privado. El problema 

ha sido considerado por las distintas teorías generales de la disciplina. 

Rubén SANTOS BELANDRO lo analiza desde la perspectiva uruguaya y mer-

cosureña, pero sus conclusiones son universalizables. La afirmación y 

defensa de las soberanías nacionales conlleva la existencia de una co-

munidad internacional compuesta por sujetos de derecho público, y el 

paradigma del sistema jurídico estatista es la localización de la relación 

jurídica en un sistema nacional212.  

Desde esta perspectiva, todos los estados son soberanos, en un pla-

no de igualdad que lleva al monismo metodológico del Derecho Interna-

                       

210 A modo de ejemplo, se pueden citar la Directrices de las Naciones Unidas para la 
protección del consumidor, que tiene entre sus objetivos “d) Ayudar a los países a poner 
freno a las prácticas comerciales abusivas de todas las empresas, a nivel nacional e in-
ternacional, que perjudiquen a los consumidores; (…)”. 

211 Cfr. BATIFFOL, Aspects philosophiques…, pp. 312-313. 
212 Cfr. SANTOS BELANDRO, “Las nociones de Sociedad Internacional y Estado”, pp. 

210-211. 
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cional Privado, a través de la resolución de los conflictos de leyes y ju-

risdicciones. Sólo tienen interés las cuestiones procedimentales, sin 

consideraciones sustantivas respecto de la justicia intrínseca ni los prin-

cipios más acordes al problema o al caso. En este plan universal de dis-

tribución es inviable la referencia a un derecho universal e inmutable, 

salvo la asignación de una regla fija de asignación territorial para cada 

categoría de Derecho Internacional Privado213. El sistema jurídico, así 

considerado, carece de algunos de sus elementos esenciales, por lo me-

nos en cuanto al respeto del derecho extranjero, que se identifica con la 

flexibilidad y apertura, propias a todo sistema jurídico, o la omnicom-

prensividad para la pretensión de autoridad sobre todos los casos214.  

A esto se agrega el cambio sustancial existente sobre el concepto de 

soberanía. Ya no se trata de una nota de exclusividad de competencias 

ejercidas sobre los intereses del Estado, sino también sobre los inter-

eses de la comunidad internacional en su conjunto. Lo que importa son 

los intereses de la población, y el Estado actúa en su servicio215. Lo mis-

mo ocurre en los procesos de integración económica, que tienen por ob-

jetivo final mejorar la situación de los individuos216. En lo que nos ocupa, 

en esta concepción del sistema de Derecho Internacional Privado, el 

consumidor transfronterizo deberá atenerse a las soluciones previstas 

                       

213 Sobre esta concepción se plasmaron los Tratados de Montevideo de 1889, de 
neto corte conflictualista, sin referencias a soluciones materiales de ningún tipo. Cfr. 
SANTOS BELANDRO, “Las nociones de Sociedad Internacional y Estado”, pp. 212-214. Esta 
teoría, representada en Uruguay por Gonzalo RAMÍREZ, demostró ser incompleta debido a 
que la misma realidad marcaba que no existía una regla de derecho de gentes que im-
ponga una distribución uniforme o que al menos otorgue pautas sobre cómo proceder. 

214 Esta es una manifestación de la insuficiencia del sistema positivo, puesto de 
manifiesto a través de la tópica jurídica presentada por Theodor VIEHWEG en 1953 en su 
obra Topik und Jurisprudenz. Seguiremos la traducción castellana, VIEHWEG, Theodor, Tó-
pica y Jurisprudencia, trad. De Luis DÍEZ-PICAZO PONCE DE LEÓN, Taurus, Madrid, 1986. 

215 Cfr. SANTOS BELANDRO, “Las nociones de Sociedad Internacional y Estado”, p. 216. 
216 Respecto de los fines y objetivos del Mercosur, se ha dico que “[L]os Estados 

partes han creído necesario destacar que buscan la ampliación de sus mercados naciona-
les para acelerar sus procesos de desarrollo económico con justicia social. También han 
afirmado que la ampliación de la oferta y calidad de bienes y servicios disponibles tiene 
por fin mejorar las condiciones de vida de sus habitantes”. NAJURIETA, María S., “Los prin-
cipios generales del derecho en el desarrollo del Mercosur”, JA 1999-III, p. 873. 
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en cada ordenamiento, y sus casos serán resueltos mediante la aplica-

ción de las normas de conflicto de leyes o de jurisdicciones, de acuerdo a 

donde el caso resulte conectado.  

En contraposición a esta postura, SANTOS BELANDRO fija la atención 

en otra que propugna un derecho privado internacional válido por si 

mismo y fundado normativamente sobre la interdependencia humana. 

El Estado toma el Derecho, existente por sí mismo, lo elabora y lo pre-

senta a los particulares condensado en leyes217. De este modo, pueden 

existir fuentes del Derecho fuera del Estado y más allá de él. El Derecho 

Internacional Privado, así considerado, se despega tanto del Derecho In-

ternacional en cuanto modo de creación como del derecho privado na-

cional en cuanto a su contenido. Las fronteras jurídicas no están dadas 

por los límites territoriales propios de las soberanías estatales, sino por 

la delimitación de los sistemas jurídicos que admiten la interpenetra-

ción de sistemas jurídicos más generales.  

Los Estados, en el nuevo contexto, deberán prestar atención a pro-

blemas comunes a todos ellos. SCHIFF BERMAN enumera los diez desafíos 

que enfrenta la comunidad internacional, en relación al derecho inter-

nacional en general —y a la jurisdicción en particular— en situaciones 

transfronterizas: a) la doctrina americana de los “minimum contacts” (o 

relación del caso con el foro), como criterio de atribución de jurisdic-

ción; b) el comercio electrónico; c) la tributación internacional; d) la re-

gulación de la libertad de expresión ; e) la cláusula de libertad de co-

mercio (interestadual); f) el régimen internacional del derecho de autor; 

g) las disputas sobre nombres de dominio y marcas; h) el combate co-

ntra el cybercrimen; i) la eficacia de la salvaguardia internacional de los 

derechos humanos; y j) el comercio internacional218. 

                       

217 El exponente de esta corriente en Uruguay es Quintín ALFONSÍN. Cfr. SANTOS 

BELANDRO, “Las nociones de Sociedad Internacional y Estado”, p. 217  
218 Cfr. SCHIFF BERMAN, “The globalization of jurisdiction”, pp. 329-370. 
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I. D. 3. Los particulares y el sistema protectorio: la comunidad de 

los individuos 

Como hemos visto, un mismo sujeto ante similares circunstancias 

puede pertenecer a dos sistemas jurídicos diferentes y ser obligado 

coercitivamente por uno o por otro. En nuestro caso, por ejemplo, una 

misma empresa puede realizar actos de comercio en el marco del siste-

ma jurídico territorial de la jurisdicción nacional donde efectúa opera-

ciones domésticas, o un sistema supranacional para sus operaciones 

globales. Si la relación extranacional vale por sí misma y encuentra su 

apoyo en la interdependencia humana, el derecho privado internacional 

tendrá como objetivo la satisfacción de los intereses de los particula-

res219. 

Este modo de entender el derecho privado internacional también 

cae en un monismo metodológico, pero de corte sustancialista: la socie-

dad es la conformada por los particulares. La gran dificultad está en pre-

tender soluciones universales sin considerar la diversidad de los miem-

bros de esta sociedad global, que igualmente debería contar con un sis-

tema jurídico universal. Ya que por el momento esta situación es 

inexistente, la comunidad universal de individuos no tiene instituciones 

legislativas, jurisdiccionales ni ejecutivas comunes. Adicionalmente se 

deben considerar las instituciones distintas de las estatales que generan 

derecho, por ejemplo admitiendo la validez y exigibilidad de laudos ar-

bitrales.  

ASHER, menciona, entre otras organizaciones para-estatales que in-

tervienen en la elaboración de ese derecho privado universal de protec-

                       

219 Cfr SANTOS BELANDRO, “Las nociones de Sociedad Internacional y Estado”, p. 218. 
De acuerdo a lo que expone Quintín ALFONSÍN, el Estado es una pura abstracción, y la so-
ciedad de Estados una ficción mayor aún. Lo que realmente existe es una sociedad inter-
nacional compuesta de individuos agrupados en naciones. Los derechos nacionales cons-
tituyen el mayor grado de uniformidad para sus ciudadanos; la semejanza sigue siendo 
alta entre los países próximos, aumentando la heterogeneidad a medida que nos aleja-
mos territorial y culturalmente. Pero siempre habrá unos pocos preceptos jurídicos do-
tados de una gran generalidad. Si no hubiera tal conjunto uniforme, aunque débil, es que 
tal relación no existe. Esta uniformidad se apoya en un orden sociológico que se verifica 
en los individuos, no en los Estados.  
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ción del consumidor, a las Naciones Unidas, que efectúa recomendacio-

nes, como por ejemplo las Directrices de las Naciones Unidas para la 

protección del consumidor; las organizaciones internacionales de es-

tandarización, como la International Standard Organization, que publica 

las normas ISO; organismos de cooperación regional o interguberna-

mental, como la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Eco-

nómicos (OCDE); asociaciones de consumidores, como Consumers In-

ternational; o asociaciones empresariales como la Cámara de Comercio 

Internacional ICC)220. A los fines de nuestro trabajo, debemos identificar 

qué grupos tienen poder suficiente para sancionar normas y si esas 

normas o sus tribunales son respetados221. 

El papel de estas organizaciones es importante, ya que la eficacia de 

las acciones e intervenciones gubernamentales están limitadas por as-

pectos inherentes a su estructura de funcionamiento que comprometen 

su efectividad. Entre las limitaciones se puede mencionar:  

a) falta de recursos: se trata de atender reclamos de demasiados merca-

dos, productos y servicios;  

b) jurisdicción está limitada territorialmente y por materia; los tribuna-

les gozan de un poder imperfecto sobre los agentes internacionales; 

c) barreras y desasimetría de información, ya que la única forma de to-

mar conocimiento de los incumplimientos es la denuncia por parte del 

mismo consumidor, que muchas veces no desea hacerlo por el tiempo 

que lleva contactar autoridades extranjeras: ningún consumidor in-

vertirá más de lo que le costado el producto en juicios o reclamos, me-

nos si las autoridades no están fácilmente disponibles;  

d) lejanía de los lugares donde se pueden ejecutar las acciones; 

e) dependencia política de las oficinas. Las disparidades de poder se 

agravan con la distancia, ya que los agentes políticos no encuentran 

                       

220 Cfr. ASHER, “Going Global…”, p. 192. 
221 Cfr. SANTOS BELANDRO, “Las nociones de Sociedad Internacional…”, p. 223. 
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motivos suficientes para preocuparse por usuarios o consumidores le-

janos sobre los que no obtendrán demasiados beneficios222. 

Aquí lo que tratamos de ver es si existe un interés común, en el sen-

tido de razón para la acción, y quién es el sujeto de ese interés. La pro-

tección del consumidor nace en aras de regular una falla estructural del 

mercado, así como en la necesidad de generalizar la protección a partir 

de través del establecimiento de clases de individuos223. Habrá que tran-

sitar este mismo recorrido para arribar al sistema legal protectorio del 

consumidor transfronterizo.  

¿Existe un conjunto de valores sustantivos de pretensión universal? 

La sociedad internacional no reposa sobre fundamentos intelectuales 

compartidos. El pluralismo existente no se refiere a la internacionaliza-

ción sino a la globalización, que son cosas diferentes. Mientras que lo in-

ternacional hace referencia a la relación entre Estados, lo global se refie-

re más bien a transnacional, en el sentido de que algunos flujos financie-

ros, mercaderías, etc., pasan de una nación a otra sin que los 

intercambios deriven del derecho nacional ni del derecho internacional. 

El consumo globalizado excede la relación con los Estados nacionales. 

Por tanto, “[N]adie tiene, por ahora, la posibilidad de de encontrar una 

receta general que atienda a la regulación de las situaciones privadas 

heterogéneas”224. 

I. D. 4. El sistema protectorio como parte del “bien común” de la 

comunidad globalizada 

La utopía del bien común tiene fuertes rasgos de lege ferenda: de 

por sí entraña planteos de lo mejor posible, del óptimo social (no en 

                       

222 Los proveedores, siendo menos en número, son más fuertes en lobby. Los con-
sumidores, aún conformando grandes conjuntos, no tienen conciencia de grupo y no 
pueden gestionar sus derechos de modo coordinado. Los políticos no tienen retorno de 
los agrupamientos difusos, y sí de las asociaciones empresarias. Cfr. Cfr. ISSACHAROFF, 
“Group Litigation of Consumer Claims…”, pp. 137-140. 

223 LORENZETTI, “El derecho privado como protección del individuo particular”, p. 
59. 

224 SANTOS BELANDRO, “Las nociones de Sociedad Internacional…”, p. 236. 
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sentido económico). Hacia allí apuntan las propuestas, que se presentan 

como la reafirmación de una tendencia a unificar y superar la lege lata, 

no por cambio brutal sino por infiltración del ideal en el orden (o desor-

den) establecido225. En este sentido se orientan las propuestas existen-

tes para la mejor regulación del consumo transfronterizo: la ley más fa-

vorable al consumidor, o bien la de su domicilio, la prevalencia de las 

normas imperativas y el orden público internacional, convenciones in-

ternacionales estableciendo conexiones materialmente orientadas, la 

residencia habitual como lugar de celebración o cumplimiento, etc.226. 

El bien común de la comunidad internacional consistirá, como con-

creción propia, en el “conjunto de condiciones que capacita a los miem-

bros de una comunidad para alcanzar por sí mismos objetivos razona-

bles, o para realizar por sí mismos el valor (o los valores), por los cuales 

ellos tienen razón para colaborar mutuamente (positiva y/o negativa-

mente) en una comunidad”227. Así como los Estados —en cuanto ejecu-

tores y responsables del bien común de su comunidad nacional— deben 

proteger al consumidor nacional, la comunidad internacional debe pro-

                       

225 Idem, nota 54 en la p. 240. 
226 Cfr. LIMA MARQUES, Contratos..., pp. 142-144, donde pasa revista a las soluciones 

sugeridas por BOGGIANO, KROPHOLLER y JAYME. 
227 FINNIS, Ley natural y derechos naturales, p. 184. DOLINGER y otros autores distin-

guen tres niveles de orden o interés público. El primero es el propio de cada Estado, de 
donde, por ejemplo, se puede deducir el interés por anular ciertas cláusulas que no res-
peten los derechos de algunos miembros débiles de la sociedad, como los menores. El 
“second level public policy”, es el que corrientemente se menciona como “orden público 
internacional” —propio del Derecho Internacional Privado—, por el que se crea una ba-
rrera al derecho extranjero contrario a los principios fundamentales del propio ordena-
miento. Y el tercero, identificable con el propio de la comunidad global organizada, es el 
que establece principios universales en distintas áreas del Derecho Internacional y las 
relaciones internacionales, para servir a los más altos intereses de la comunidad mun-
dial y del género humano, muchas veces contra los intereses de algún Estado indivi-
dualmente considerado. Este último escalón puede apreciarse en intereses comunes en 
el ámbito de del derecho monetario o ambiental, persecución de crímenes de lesa huma-
nidad, etc. Nos referiremos a este ámbito en el número III. B, p. 212 y ss. Cfr. DOLINGER, 
“Resolving Conflicts…”, pp. 325-326. 
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teger al consumidor transfronterizo porque eso es parte del bien común 

propio de la comunidad internacional228. 

A escala de la comunidad completa, que es la internacional en la 

que se desarrollan los actos de consumo bajo estudio, se debe buscar el 

bien común de la plena realización de todos los miembros. Estos son los 

ciudadanos-consumidores de cada país, las empresas que intervienen 

en el tráfico del comercio transfronterizo y los países que integran la 

comunidad de los Estados: todos ellos están implicados en la realización 

de la justicia en los intercambios. Ese bien de los individuos, empresas y 

Estados sólo puede ser plenamente asegurado y hecho realidad en el 

contexto de la comunidad internacional229. Desde esta perspectiva, los 

Estados nacionales no constituyen cada uno de ellos de modo aislado 

una comunidad completa, y el orden jurídico local no puede concebirse 

como supremo, comprehensivo y fuente exclusiva de las obligaciones 

jurídicas que nacen de las relaciones de consumo transfronterizo230. Es-

ta idea puede verificarse en los considerandos del acuerdo por el que se 

crea la Organización Mundial del Comercio (OMC): 

“Las Partes en el presente Acuerdo, 

                       

228 Vale la pena aclarar que la globalización de los mercados no significa concomi-
tantemente universalización de los valores y los derechos fundamentales que los susten-
tan. Por eso estamos ante una situación de economía de mercado global que produce los 
llamados nuevos pobres. La lógica de la extensión del mercado no se compadece con de-
rechos universales inválidos. Cfr. VICENTE GIMÉNEZ, La exigibilidad de los derechos sociales, 
pp. 38-39. 

229 De allí que se justifique una visión más amplia del problema, sin limitarnos a la 
mera solución estatal. “The assertion of jurisdiction, like all legal acts, can also be viewed 
as a meaning-producing cultural product. What does it mean, after all, to say that some 
person, corporation, or activity is subject to a community’s jurisdiction? And how does the 
idea of jurisdiction relate to conceptions of geographic space, community membership, 
citizenship, boundaries, and self-definition? Although largely ignored in the debates over 
Internet jurisdiction and the rise of transnational governing bodies, these foundational is-
sues must be considered seriously if we are to develop a richer descriptive account of the 
role of legal jurisdiction in a global era”. SCHIFF BERMAN, “The globalization of Jurisdic-
tion”, p. 418. 

230 Cfr. FINNIS, Ley natural y derechos naturales, p. 179.  
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Reconociendo que sus relaciones en la esfera de la actividad comer-
cial y económica deben tender a elevar los niveles de vida, a lograr el ple-
no empleo y un volumen considerable y en constante aumento de ingre-
sos reales y demanda efectiva y a acrecentar la producción y el comercio 
de bienes y servicios, permitiendo al mismo tiempo la utilización óptima 
de los recursos mundiales de conformidad con el objetivo de un desarro-
llo sostenible y procurando proteger y preservar el medio ambiente e in-
crementar los medios para hacerlo, de manera compatible con sus res-
pectivas necesidades e intereses según los diferentes niveles de desarro-
llo económico, (...)”231. 

Esta perspectiva transforma los conflictos internacionales. Tanto 

Internet como la globalización presentan desafíos y cuestionamientos a 

las nociones de jurisdicción territorial y la frontera como límite de la 

soberanía. Podemos advertir un ensanchamiento de la eficacia extrate-

rritorial de las normas y de la autoridad jurisdiccional. La doctrina se ha 

ocupado de estudiar los efectos de este fenómeno; algunos autores pro-

ponen modificar el sistema mientras que otros consideran aplicables los 

mismos principios a la nueva situación. Una noción de ‘comunidad in-

ternacional’ debe considerar las expectativas y los modos de comporta-

miento de los ciudadanos. En nuestro caso, hay que prestar atención a 

los hábitos de consumo que se extienden más allá de las fronteras fi-

jas232.  

De aquí que la nueva comunidad requiera un nuevo bien común. 

Ningún Estado nacional, por sí mismo, puede ser una comunidad com-

pleta y autosuficiente porque no proporciona el contexto y los recursos 

completamente adecuados para el desarrollo pleno y completo de un 

hombre, en cuanto consumidor transfronterizo. Si bien puede no resul-

tar imprescindible el consumo transfronterizo para el desarrollo pleno 

en cuanto a la satisfacción de las necesidades básicas del hombre, de to-

das maneras corresponde a la comunidad internacional la salvaguarda 

                       

231 Primer considerando del Acta de la Ronda Uruguay, del Acuerdo de Marrac-
kech, por el que se crea la OMC. 

232 Cfr. SCHIFF BERMAN, “The globalization of jurisdiction”, pp. 325-326.  
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de la justicia en el marco de la globalidad cuando existan relaciones in-

ternacionales privadas233. 

Si el fin de la comunidad internacional es su propio bien común, el 

que incluye el bien de todos sus miembros, entonces cada Estado que la 

compone cumple con sus fines también cuando todos y cada uno de sus 

integrantes, entre ellos los ciudadanos-consumidores, están protegidos 

en sus relaciones conmutativas transfronterizas. Este, y no otro, es el 

fundamento que determina el interés para proteger a cada uno de esos 

consumidores, en nuestro caso mediante un adecuado acceso a la juris-

dicción.  

La interdependencia es confirmada por BOGGIANO, para quien 

“[e]s necesario ver que hoy el Estado moderno difícilmente puede 
esgrimir una pretensión de plenitud social. Hay relaciones entre los 
hombres que trascienden las fronteras de los Estados. (...) La vida huma-
na se internacionaliza (...). Todo trasciende las fronteras de los Estados. 
(...). La noción de bien común, o de bienestar general o de estado de de-
recho no puede referirse sólo a la comunidad nacional. Hay un bien co-
mún internacional. En el sentido de de que el bien de las personas sólo se 
puede alcanzar y garantizar en la comunidad internacional. A ésta hay 
que reconocerle fines propios y la necesidad de instrumentos para reali-
zarlos”234. 

Los distintos sistemas nacionales de Derecho Internacional Privado 

implican un el reconocimiento de la comunidad internacional235. Proba-

                       

233 “Internationalist policy arguments concerning the benefits of international trade, 
inter-state cooperation, and cosmopolitan non-discrimination are valuable counters 
against unilateralism and disregard for international law and institutions. However, inter-
nationalism needs to be defined more broadly to better protect other cosmopolitan policy 
objectives and ultimately to have greater legitimacy”. WAI, “Transnational Liftoff…”, p. 
273. 

234 BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, 4ª Edición, T. III, p. 794. 
235 Como anota FERNÁNDEZ ARROYO, “hoy en día la internacionalización de la vida de 

las personas hace que los Estados deban ponerse de acuerdo para alcanzar mecanismos 
que permitan la protección de los intereses de aquéllas frente las situaciones privadas 
internacionales. El derecho de los particulares a ser tutelados judicialmente de manera 
efectiva va transformando en obligatorias las actitudes estatales otrora realizadas con 
cierta espontaneidad. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, p.71. 
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blemente esta sea la pretensión del Art. 28 de la Declaración Universal 

de los Derechos Humanos:  

“Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e 
internacional en el que los derechos y libertades proclamados en esta 
Declaración se hagan plenamente efectivos”. 

I. D. 5. La asignación de jurisdicción como parte del “bien común” 

de la comunidad global 

Para el caso concreto de esta tesis, se trata del bien común de la 

comunidad internacional integrada por una persona o grupo de ellas 

consumiendo en esta comunidad internacional236. La justicia, en este ca-

so, requerirá intervenir distribuyendo cosas comunes, como por ejem-

plo la atribución de jurisdicción y la exigencia de su cumplimiento, tanto 

por medio de normas nacionales como convencionales o institucionales. 

La distribución corresponde porque muchas de las medidas de protec-

ción de los menos dotados se concretan en potestades que buscan res-

tablecer el equilibrio.  

La existencia de una comunidad global que persigue entre sus for-

mas de bien la protección del consumidor transfronterizo merece ser 

justificada. En cada sociedad existen conjuntos de “relaciones unifican-

tes” que implican a su vez distintos órdenes. Algunos son básicamente 

biológicos, como la genética o los impulsos fisiológicos237. En este senti-

do la comunidad global no hace distinciones a este respecto frente al 

consumo, y todos los seres humanos están potencialmente capacitados 

para participar de modo uniforme en los mercados globales, más allá de 

las diferencias geográficas, educativas o económicas, que no son meno-

res al momento de la posibilidad real de consumir. 

                       

236 A decir de BATIFFOL, la determinación del interés general o el bienestar social, 
cualquier otra combinación de estas nociones, como finalidad del derecho, genera la re-
pulsión del totalitarismo: la sociedad está hecha para el hombre, y no a la inversa. 
BATIFFOL, Aspects philosophiques…, p. 269. 

237 Cfr. FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, p. 167. 
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Otro orden está sustentado en el “conocimiento”, de modo que la 

comunidad global comparte, pese a las notables diferencias culturales 

entre regiones o entre zonas de una misma ciudad, un bagaje común de 

información. En lo que respecta a esta tesis, los consumidores transna-

cionales participan de conocimientos y modos de consumo comunes, 

más allá de la existencia de distintos condicionantes para su efectivo ac-

ceso.  

También existen relaciones unificantes y un orden implícito en las 

cosas materiales disponibles para toda la sociedad, como la tecnología y 

la ciencia aplicada, la creación de símbolos como las marcas globales, los 

productos disponibles, etc.238. Por tanto una comunidad global comparte 

una misma tecnología y los productos y servicios resultantes.  

Finalmente, estamos frente a un orden de relaciones basado en la 

inteligente deliberación y elección aplicadas a las propias acciones. Al 

compartir valores comunes, como la ética, la historia, la psicología, te-

nemos como resultado la unidad de acción común239. Este último orden 

básico de la sociedad implica una comunidad de acción o compromiso 

mutuo en busca de un cierto bien común en el que los otros tres órdenes 

se suponen. En el caso de la protección del consumidor transnacional, 

como producto educido de la comunidad internacional en busca del bien 

común de todos los individuos de esa comunidad, debe existir un com-

promiso orientado a la acción a fin de dotar a los individuos y organiza-

ciones de los medios para poder disfrutar de ese bien.  

En la búsqueda del bien común en el orden internacional —al igual 

que en el interno—, no todos los casos particulares podrán ser resueltos 

por el simple funcionamiento de la relación conmutativa. El papel de la 

intervención estatal es prever los mecanismos por los cuales la “cosa 

común” (común a una sociedad globalizada) será razonablemente dis-

tribuida o repartida. Parte de esa distribución implica otorgar potestad 

a los tribunales para que resuelvan el caso, además de establecer “có-

                       

238 Idem, p. 168. 
239 Idem, p. 169. 
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mo” deberán luego juzgar el asunto. Determinar la jurisdicción no es só-

lo un problema práctico sino que involucra la vigencia de la justicia.  

La intervención en la distribución o reparto será siempre necesaria 

porque como dice John FINNIS:  

“Más generalmente, en las sociedades que, para el bienestar omni-
comprensivo de sus miembros, se han hecho complejas, y que reconocen 
en favor de la autonomía individual a la vez como un aspecto de la reali-
zación humana y como un factor de progreso económico, se hace frente a 
las pretensiones de la justicia distributiva estableciendo modelos de pro-
piedad, herencia, contratos, tributación, etc., que tienden a contrapesar el 
crecimiento de las desigualdades de facto (surgidas ya de pérdidas catas-
tróficas ya de acumulación ilimitada) dentro de una estructura que, por 
ocuparse formalmente de un proceso de satisfacción fragmentaria de 
pretensiones particulares de justicia conmutativa, permitiría de otra 
manera desigualdades ilimitadas240”.  

La posible disparidad entre proveedores y consumidores transfron-

terizos se puede resolver mediante repartos como fuentes mediatas de 

la justicia. El control de los repartos o distribución de la cosa común im-

plica limitar las conductas para que ninguna de las partes sea burlada en 

su pretensión de reparación ante incumplimientos o daños. En palabras 

de GOLDSCHMIDT:  

“Los repartos razonados son, por consiguiente, no sólo las fuentes 
inmediatas del orden de repartos, sino que constituyen, a la par, las fuen-
tes mediatas de la justicia, la cual, es a su vez, como vimos, fuente media-
ta de los mismos repartos. Los repartos razonados y la justicia figuran, 
por ende, como fuentes recíprocas. No obstante, la reciprocidad no es 
igual sino desigual, toda vez que la justicia debe ser una de las considera-
ciones de los repartidores, mientras que los repartos no son sino la oca-

                       

240 Idem, p. 220. “La intervención del Derecho es, por tanto, para satisfacer las ne-
cesidades que impiden la igualdad mínima, y lo hace utilizando la técnica de igualdad 
como diferenciación, es decir, crea unos derechos específicos para aquellas personas que 
tienen la carencia”. VICENTE GIMÉNEZ, La exigibilidad de los derechos sociales, p. 44. Por 
mencionar sólo un aspecto en el tema que nos ocupa, una manifestación de esta justicia 
distributiva que “[tiende] a contrapesar el crecimiento de las desigualdades de facto” es, 
por ejemplo, la capacidad del juez del foro para revisar una cláusula de prórroga de ju-
risdicción inserta en un contrato a condiciones generales. 
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sión en la cual descubrimos el contenido de la justicia. La justicia debe 
ser promotora de repartos; los repartos son promotores del descubri-
miento de la justicia”241.  

El acceso a la jurisdicción tiene como fundamento asegurar el prin-

cipio constitucional de la defensa en juicio, por el que todo ciudadano 

tiene derecho a la jurisdicción, entendida como la potestad conferida 

por el Estado a determinados órganos para resolver mediante la senten-

cia las cuestiones litigiosas que les sean sometidas, y hacer cumplir sus 

propias resoluciones.  

El derecho a la jurisdicción, como parte integrante de la garantía de 

la defensa en juicio, consiste no sólo en cumplir con los pasos necesarios 

para que exista un tribunal competente, sino también de todos los esta-

dios del proceso en debida forma, hasta llegar a la cosa juzgada. Así, por 

ejemplo, “el proceso debe ser eficaz (...), en el sentido de dirimir la con-

troversia en tiempo oportuno. Si el Estado está obligado a satisfacer en 

el curso del proceso la pretensión que se ventila ante sus órganos com-

petentes, ha de hacerlo en tal forma que la sentencia que emita llene su 

función resolutiva de la pretensión; o en otros términos, la sentencia ha 

de dictarse cuando resulta necesaria242”. 

En la misma línea de pensamiento, es tan lesiva al derecho a la ju-

risdicción la ausencia de vías procesales, como la existencia de vías no 

idóneas por insuficientes, tardías o inadecuadas para la índole de tales 

pretensiones. En este sentido, el consumidor puede padecer privación 

ilegítima de su facultad de recurrir ante el Estado reclamando que se le 

administre justicia. La atribución de jurisdicción podrá estar a cargo de 

una autoridad supranacional o bien de concesiones recíprocas por me-

dio de un tratado internacional que haya puesto de acuerdo a las autori-

dades nacionales, o bien por autoridades nacionales dispuestas a com-

                       

241 GOLDSCHMIDT, Werner, Introducción al Derecho, (estructura del mundo jurídico), 
Aguilar, Buenos Aires, 1962, p. 262. 

242 BIDART CAMPOS, Germán J., “El derecho a la jurisdicción en Argentina”, ED 11-
959. 
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partir esa potestad exclusiva en virtud de la cortesía, mediante la coor-

dinación de sistemas243. 

Esta tarea, ya sea atributiva o distributivamente, corresponde al 

Derecho Internacional Privado, que “ordena normativamente las solu-

ciones justas de los casos jusprivatistas multinacionales. He aquí el ám-

bito de la realidad social en que se persigue instaurar un orden justo: las 

controversias jusprivatistas multinacionales. Nada más adecuado a la 

prudencia jurídica, entonces, que introducirnos en el conocimiento pre-

ciso y objetivo de la realidad de aquellos casos o controversias”244.  

Si queremos aplicar los principios básicos de la teoría de la justicia 

a la determinación de la jurisdicción en los casos transfronterizos entre 

consumidores y proveedores, en primer lugar se debe verificar si la in-

ternacionalidad es una característica que merece una solución diferente 

a los casos internos. O bien, confirmar si la solución de los casos inter-

nos es o no adecuada o suficiente para los casos con elementos extranje-

ros. Por eso la multinacionalidad social y/o normativa debe distinguir 

entre los casos (o elementos de casos) nacionales y los casos (o elemen-

tos de casos) extranjeros; en estos últimos supuestos habrá que respe-

tar el derecho del país conectado, por cuanto la justicia exige el respeto 

al carácter extranjero de un caso245.  

                       

243 BATIFFOL considera que, ante la ausencia de una autoridad supranacional, es 
sumamente difícil que los Estados resignen su facultad de aplicar su propio derecho, tan-
to para regular como para sancionar, en cuestiones que involucran el orden público; de 
aquí la dificultad de lograr un ordenamiento de validez universal, y por tanto resultan 
con mayores posibilidades las propuestas que tienden a la coordinación de sistemas. Cfr. 
BATIFFOL, Aspects philosophiques…, p. 103. En palabras de PERUGINI ZANETTI, “la jurisdic-
ción internacional es la delimitación de la potencia de resolver un caso privado cuyas 
conexiones significativas tengan sede o asiento en dos o más Estados. Se trata de fronte-
ras jurisdiccionales que al igual que las fronteras territoriales internacionales encuen-
tran la mejor vía de solución en el acuerdo. Se podría hablar en caso de que haya un tra-
tado, de jurisdicción distributiva. En cambio, cuando cada estado resuelve en «soledad» 
y a su modo el problema se la suele llamar jurisdicción atributiva”. PERUGINI ZANETTI, “De-
recho Internacional Privado del Consumidor”, p. 39. 

244 BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T.I, pp. 11 y 12. 
245 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 13. 
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La solución internacionalista optará entre las distintas conexiones 

previstas por los regímenes locales, algunas de las cuales podrán pre-

sentarse como más justas que otras para la atribución de jurisdicción, 

tal el caso del lugar de celebración o del lugar de cumplimiento en los 

contratos de consumo, o el domicilio del fabricante en los daños por 

productos defectuosos. Por mi parte considero que no pueden utilizarse 

de modo absoluto y definitivo las conexiones diseñadas hasta el momen-

to para los regímenes de derecho privado tradicionales, por cuanto el 

fenómeno del consumo transfronterizo no tiene la firmeza de las prácti-

cas comerciales que sí dominan en el comercio internacional entre em-

presas y que han dado lugar a la llamada lex mercatoria246. Así, determi-

nar de modo apriorístico la validez de algunas conexiones puede hacer 

perder de vista la búsqueda de una solución justa al pretender anexio-

nar cualesquiera casos que llegan a nuestra esfera de influencia, pu-

diendo convertirse en un anhelo chauvinista al querer aplicar el orden 

público apriorísticamente247. 

Esta afirmación, que puede parecer exagerada, nos obligará a tratar 

en su momento el concepto de “orden público” incluido en la LDC y en 

los demás regímenes nacionales, ya que esta mención no distingue entre 

el “orden público interno” y el “orden público internacional”, de gran 

importancia en el Derecho Internacional Privado (cfr. número IV. A. 8, p. 

365 y ss.).  La indiferenciación entre uno y otro tipo de orden público, 

                       

246 LIMA MARQUES, A Proteção do Consumidor, p. 1507. Por ejemplo, la Convención 
de Compraventa Internacional de Mercaderías (Viena, 1980, de ahora en más “Conven-
ción de Viena de 1980”), en su art. 2, excluye del ámbito de aplicación las compraventas 
en las que un consumidor sea parte: “[la Convención] no se aplicará a las compraventas: 
a) de mercaderías compradas para uso personal, familiar o doméstico, salvo que el ven-
dedor, en cualquier momento antes de la celebración del contrato o en el momento de su 
celebración, no hubiera tenido ni debiera haber tenido conocimiento de que las merca-
derías se compraban para ese uso.” Más propiamente en lo que se refiere a la jurisdic-
ción competente, el Protocolo de Jurisdicción Internacional en Materia Contractual del 
MERCOSUR, vigente en Argentina por Ley 24.669, llamado Protocolo de Buenos Aires 
(de ahora en más “Protocolo de Buenos Aires”), excluye de su aplicación los contratos de 
venta al consumidor, siendo la primer fuente positiva argentina que dispone que la ju-
risdicción internacional en materia del consumidor requiere una normativa propia. Cfr. 
PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Consumidor”, p. 40. 

247 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 14. 
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con una marcada polaridad hacia el orden público interno y las conse-

cuencias que de allí se derivan, llevaría a la nacionalización indiscrimi-

nada de todos los casos248. 

En definitiva, la razón última de estas disquisiciones es el anhelo de 

la realización de justicia como concreción del bien común de la comuni-

dad internacional249. Considero que esta comunidad participa de un bien 

común global porque algunos de los valores o bienes son participados 

por todos los miembros de esa comunidad, ya sea como personas indi-

viduales o como Estados que componen esa comunidad internacional. 

Es una condición o conjunto de condiciones que capacita al consumidor 

transfronterizo para alcanzar objetivos razonables. El consumo interna-

cional es un bien valioso para cada uno de los integrantes de la comuni-

dad internacional, de tal manera de justificar los esfuerzos en pos de lo-

grar relaciones de justicia en la determinación de tribunales eficaces pa-

ra resolver conflictos en relaciones de consumo transfronterizas250. 

Afirmé que el acceso a la jurisdicción a través de la determinación 

del tribunal competente es una de las condiciones para el bien común de 

la comunidad internacional, y que a su vez es un objetivo valioso a al-

canzar por cada uno de sus Estados miembros. Por otra parte el bien 

común de la comunidad internacional debería considerar valiosos otros 

elementos concomitantes: a) el libre comercio, b) la posibilidad de cir-

                       

248 LIMA MARQUES considera que la aplicación indiscriminada de las legislaciones 
nacionales, ya sea como normas de orden público internacional, normas de policía o 
normas de aplicación inmediata, puede constituir una nueva barrera para la libre circu-
lación de productos y servicios de los países integrados o que pertenecen a una zona de 
libre comercio o unión aduanera. Cfr. LIMA MARQUES, A Proteção do Consumidor…, p.1507. 

249 En cuanto al acceso y efectividad de la jurisdicción en la comunidad internacio-
nal, como requisito y parte del bien común, cfr. CIURO CALDANI, Filosofía de la jurisdicción, 
pp. 89-90. “La jurisdicción requiere más ingredientes de justicia consensual, pero afron-
ta dificultades para la justicia dialogal; tien más sentidos de ‘partialidad’ y de sectoriali-
dad y posee poca presencia de una auténtica justicia general referida al bien común de 
todas las comunidades interesadas, en este sentido, con el consiguiente riesgo de incre-
mento excesivo de la justicia general local. (...) La deficiencia en los alcances de la juris-
dicción para cumplir con las clases de justicia necesarias es uno de los rasgos relevantes 
de las carencias de justicia que suele presentar la internacionalidad”. 

250 Cfr. FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, p. 184 
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cular y transitar por los distintos países, c) que cada ciudadano o em-

presa pueda ejercer actividades lícitas, d) que los consumidores puedan 

proveerse de o adquirir bienes en otros países, de acuerdo a una elec-

ción económica racional o a las propias preferencias, etc.  

El modo que tienen los Estados de tender al bien común de la co-

munidad internacional es básicamente a través de los acuerdos parita-

rios, que estarán orientados a estos y otros objetivos. La función de los 

gobiernos nacionales es, insisto, brindar —en el contexto del bien co-

mún de la comunidad internacional— las condiciones para que cada 

ciudadano-consumidor pueda desarrollar plenamente sus capacida-

des251.  

De estas condiciones, aquí interesan especialmente aquellas que 

permitan resolver los conflictos en relaciones de consumo transfronte-

rizas mediante la mejor determinación del tribunal competente. Esto es 

parte de la misión que compete al Derecho Internacional Privado, y que 

BOGGIANO expresa de la siguiente manera: 

“El Derecho Internacional Privado es el sistema normativo destina-
do a realizar las soluciones justas de los casos jusprivatistas multinacio-
nales en el ámbito de una jurisdicción estatal, de una pluralidad de juris-
dicciones estatales o de una jurisdicción internacional [...] Ahora bien: el 
funcionamiento y la aplicación de las diversas clases de normas, con el fin 
de realizar las soluciones de los casos, vincula la realización de dichas so-
luciones a las circunstancias condicionantes de la jurisdicción interna-
cional, de los eventuales conflictos de jurisdicción, del procedimiento a 
seguir en los casos multinacionales ante un tribunal generalmente na-
cional, del auxilio judicial internacional y del reconocimiento y ejecución 
de sentencias judiciales y arbitrales, o de actos administrativos que dire-

                       

251 Como luego veremos (p. 235 y ss y 328 y ss) la comunidad global a que me re-
fiero, se estructura en cuanto orden de razón en los intereses privados y no en los dere-
chos fundamentales o humanos de los consumidores, aunque debamos tenerlos en cuen-
ta. La universalización y generalización de los derechos humanos, y la comunidad inter-
nacional como sujeto pasivo de las obligaciones que nacen respecto de cada hombre, no 
es el objeto principal de esta tesis. No podemos pretender la universalidad del derecho 
del consumidor en sus relaciones patrimoniales con los proveedores, sin considerar la 
diversidad cultural y económica que brinda el contenido real a la pretendida universali-
zación. Cfr. VICENTE GIMÉNEZ, La exigibilidad de los derechos sociales, pp. 36-39. 
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cta o indirectamente incidan en la solución del caso. [...] De ahí que los 
casos no siempre, y más bien con poca frecuencia, puedan ser resueltos 
íntegramente, es decir efectivamente, en el ámbito de una sola jurisdic-
ción estatal”252. 

La globalización supone cada vez más oportunidades para generar 

situaciones “plurilocalizadas”, con vinculación a más de una soberanía 

estatal. Debido a que una jurisdicción debe resolver intereses contra-

puestos correspondientes a distintas partes, es difícil suponer que un 

solo criterio atributivo de competencia logrará resultados aceptables. 

Hay que partir de la premisa de que distintos Estados pueden estar en 

condiciones de tener jurisdicción en la misma situación. Por tanto, será 

muy importante en el futuro profundizar la idea de cooperación judicial 

entre quienes tienen intereses sustanciales en resolver la disputa. La ju-

risdicción, entonces, no será el producto de decisiones unilaterales, sino 

el ejercicio de la cooperación y tolerancia entre los Estados involucra-

dos253. 

En definitiva, se trata de consolidar la relación entre la función pro-

tectiva del derecho sustantivo interno de un Estado y su sistema de De-

recho Internacional Privado. A éste no cabe sólo determinar qué dere-

cho será aplicable para resolver una cuestión determinada, sino que 

también le corresponde un análisis material, aún dando ocasión a la in-

tervención del orden público, que sin embargo siempre tendrá un carác-

ter excepcional254.  

El derecho del consumidor tiene una vocación internacional, de tal 

manera que es uno de los sectores donde con mayor utilidad se pueden 

utilizar los modelos e inspiraciones extranjeras y supranacionales. Se 

trata de que el consumidor no sea perjudicado, al menos en cuanto al 

acceso a la justicia se refiere, por el hecho de que el proveedor sea de 

                       

252 BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, pp. 16-17. 
253 Cfr. WAUTELET, Patrick., “What is international private law achieved in meeting 

te challenges posed by globalisation?”, en Globalization and Jurisdiction, P. J. Slot (ed.), 
Kluwer Law international, 2004, pp. 55-77, en 74. 

254 Cfr. POCAR, “La Protection...”, p. 353 
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otro país255. Si bien hay una distinción radical entre justicia material y 

justicia conflictual, no es posible separarlas tan tajantemente intentando 

construir un Derecho Internacional Privado neutro al margen de una de-

terminada reglamentación jurídica. Ambos órdenes deben armonizar-

se256. No existe un orden jurídico neutro con respecto a ciertos valores 

sociales. La neutralidad es aparente, y la ausencia de valores sociales en 

realidad es expresión de una sociedad que simplemente atribuye a cier-

tos valores una importancia diferente según se trate de una relación pu-

ramente interna o que contenga elementos internacionales257. 

Las relaciones de consumo transfronterizas se insertan en un sis-

tema jurídico que pretende estar informado de justicia, no solo conmu-

tativa. Surge la cuestión inicial de cuál sea esa comunidad internacional 

interesada en la protección del consumidor transfronterizo, y qué sis-

tema jurídico la rige, y si ese sistema jurídico tiene validez normativa y 

vigencia efectiva. Estas consideraciones van más allá de lo que prevea 

cada Estado particular o las convenciones o tratados internacionales de 

las que cada Estado forma parte. Incluso si las soluciones de los casos 

controvertidos estuvieran previstas, de todos modos se debería analizar 

su fundamento o uniformidad258.  

                       

255 LIMA MARQUES, A Proteção do Consumidor..., pp. 1506-1507 
256 POCAR, “La protection...”, p. 354. 
257 Idem, p. 356. 
258 Analizando los fundamentos que sustentan la protección del consumidor trans-

fronterizo, LIMA MARQUES llega a la conclusión, respecto del sistema jurídico brasileño, 
que de la aplicación de las normas vigentes surge una profunda contradicción. Por apli-
cación del sistema de Derecho Internacional Privado, el contrato internacional se rige 
por el lugar de celebración, y el celebrado a distancia se reputa perfeccionado en el lugar 
de donde se emitió la oferta. Como a su vez el sistema protectorio del consumidor brasi-
leño establece que el oferente siempre es el proveedor, en este tipo de operaciones 
siempre se aplicará el derecho del proveedor, perjudicándose de esa manera a quién se 
debería proteger. Concluye por tanto que se deben adecuar las conexiones existentes. Si 
estas son la autonomía de la voluntad, o el lugar de cumplimiento o de celebración, sin 
más aclaraciones, no quedan dudas de lo inadecuado del sistema. Contratos..., pp. 141-
142 
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I. D. 6. Enunciación del principio de razonabilidad práctica para la 

protección del consumidor transfronterizo 

Como indica FINNIS, al jurista le preocupa “comprender las relacio-

nes entre las leyes particulares de sociedades particulares y los princi-

pios permanentemente relevantes de la razón práctica”259. Tratándose 

de un nuevo orden de razón, que surge de particulares condiciones his-

tóricas y económicas, se impone un ordenamiento propio, el que debe 

ser construido, o al menos reconocer y justificar los fundamentos en los 

que debería sustentarse, ya que las nuevas realidades también requie-

ren sus justas ordenaciones260. Este nuevo orden de razón justifica ac-

ciones concretas, que podrán ser proteccionistas o abstencionistas. Son 

los órdenes de razón de la comunidad completa, que requiere la coordi-

nación de sus miembros mediante el funcionamiento del sistema jurídi-

co que los involucra, quienes podrán ser las comunidades actuando co-

mo sujetos estatales o los consumidores mismos261.  

Las relaciones entre las “normas” y las “razones para la acción” se 

establecen a partir de que los hechos explican, valoran y guían las con-

ductas de las personas. El mismo concepto, un hecho determinado, ex-

plica, valora y guía una conducta (en este caso una norma jurídica)262. El 

enunciado sería el siguiente: “la debilidad del consumidor es una razón 

para...” O bien: “el hecho de que existan conflictos jurídicos sin solución 

aparente es una razón para...” También podríamos decir que “las dificul-

tades que existen para solucionar el caso justifican establecer un siste-

                       

259 Cfr. FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, p. 308. 
260 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. III, p. 831 y ss. En 832 in fine, 

reconoce como una nueva realidad que reestructura el derecho a la categoría social típi-
ca a la contratación entre empresarios y consumidores.  

261 Cfr. FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, p. 179. 
262 RAZ, Joseph, Razón práctica y normas, traducción de Juan RUIZ MANERO, Centro 

de Estudios Constitucionales, Madrid, 1991, p. 18. RAZ se refiere a “hechos” en sentido 
amplio, que incluye todo enunciado veritativo o justificativo, incluyendo los valores. Por 
tanto “la debilidad del consumidor”, en cuanto razón para la acción puede predicarse 
tanto de la valoración que se haga respecto de la necesidad de proteger su debilidad in-
trínseca —desde la antropología— (antropológicamente justificada) como desde la veri-
ficación empírica que brindan la sociología o la economía. 
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ma jurídico que facilite la atribución de jurisdicción”. Siempre las razo-

nes entendidas como hechos determinan lo que debe hacerse263. 

¿Podremos lograr un principio de razonamiento práctico referido al 

derecho del consumo? En caso de tenerlo, luego deberemos analizar si 

esos principios son aplicables a las relaciones de consumo en el contex-

to internacional y si de allí se pueden derivar normas que regulen el trá-

fico, o resolver conflictos entre consumidores y proveedores. Propongo 

algunas enunciaciones: a) el consumo es algo bueno que conviene a todo 

hombre; b) se debe favorecer que los hombres consuman; c) se debe 

evitar que al consumir el hombre sea perjudicado; d) los intercambios 

sociales tendientes al consumo son valiosos. Podríamos tener aquí algu-

nos puntos de partida: es un principio para razonar sobre qué hacer; un 

principio de razonabilidad práctica264; o, como dice RAZ, “una razón pa-

ra”. Parecería que estas enunciaciones son evidentes y de fácil compro-

bación, y que no son inferidas de principios especulativos.  

Es evidente que el consumo es un bien humano, ya se trate del sim-

ple consumo físico, o que debamos recurrir a los intercambios para pro-

veernos de los bienes y servicios que vamos a consumir. Esto lo pode-

mos verificar por medio de dos evidencias: a) la simple tendencia de la 

condición corporal del hombre, que necesita de elementos y servicios 

para su sustento y b) la necesidad de los hombres de desarrollarse en 

sociedad, de acuerdo a un contexto histórico definido, que hace casi im-

posible el propio auto aprovisionamiento. Es mejor poder consumir que 

no poder hacerlo, es mejor satisfacer necesidades que padecer caren-

cias, más allá de las inclinaciones personales o de los deseos. Aquí pro-

pongo un juicio racional sobre una forma general de bienestar humano. 

Sin embargo, no es esto un juicio moral265.  

Decir que algo es bueno, como lo precisa MASSINI CORREAS, no es 

propiamente definible. El bien “es una propiedad trascendental del ente, 

es decir, que tiene su misma extensión, no existiendo por lo tanto, nin-

                       

263 Cfr. RAZ, Razón práctica y normas, p. 21. 
264 Cfr. FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, p. 94. 
265 Idem, p.103.  
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gún género más universal bajo el cual pueda ser considerado y definido 

a través de la contracción de una diferencia específica”266. El término 

bueno significa la conformidad del ente con la facultad apetitiva. Lo que 

connota la noción de bien es la fundamental “ordenabilidad” del ente 

hacia el apetito, la relación existente entre lo que tiene ser (el ente) y la 

apetencia de ser (el apetito)267. En el caso del consumo y el hombre, hay 

sin duda una relación de ente y apetito que se vinculan. El consumo es 

un bien apetecido, por cuanto es instrumentalmente necesario, bajo 

ciertas circunstancias, para la realización de los bienes básicos. Y lo 

mismo puede decirse del consumo en el contexto socio-económico a 

través de intercambios contractuales, o cuando los mismos están dados 

en un contexto internacional. 

En la medida que este principio práctico se acerque lo más posible a 

los bienes humanos básicos, su justificación y objetividad se hacen más 

consistentes. Los juicios de la razón práctica buscan razones para la ac-

ción que sean buenas en cuanto razones. La búsqueda de buenas razo-

nes (justificaciones) del derecho del consumo para desear y elegir y ac-

tuar llega a su término en los principios prácticos evidentes y no necesi-

tan una ulterior justificación explicativa, tal como que el consumo es 

algo bueno que conviene a todo hombre268. El hecho de que estas rela-

ciones de consumo se desarrollen en un contexto internacional, no le 

quitan nada de la razón de bien aplicada hasta aquí, ni ninguna de las 

conclusiones a las que hemos arribado. En definitiva, el consumo conec-

ta con la ética por vía de las valoraciones necesarias para interpretar las 

normas que se refieren a él.  

Ahora bien: esto mismo ocurre con todas las normas jurídicas, no se 

trata de una especificidad de las normas regulatorias del consumo 

                       

266 MASSINI CORREAS, La falacia…, p. 108. 
267 Idem, p. 109. 
268 En términos de la ética, no sería exacto decir que es bueno que el hombre con-

suma porque ese es su fin natural, sino que simplemente se trata de encontrar razones 
para la acción que sean buenas en cuanto razones, en un plano distinto al de la metafísi-
ca, la que sí busca las naturalezas o esencias. Cfr. FINNIS, Ley Natural y Derechos Natura-
les, p. 109. 
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transfronterizo. Sin embargo, es el fundamento más sólido que hemos 

podido encontrar para justificar un sistema jurídico en ciernes. En qué 

consista tal sistema jurídico, y su adecuación con este juicio de la razón 

práctica, es el tema de los capítulos siguientes. El consumo en un contex-

to internacional es un bien para el hombre que justifica una razón para 

el obrar, parece oportuno establecer qué principios son los que habilita-

rán las normas positivas que protejan al consumidor en ese contexto. 

Procuraremos arribar a la solución justa del caso concreto, la que re-

quiere integrarse en el marco del ordenamiento jurídico en su conjunto, 

a fin de asegurar el cumplimiento del juicio de la razón práctica.  



 

CAPÍTULO II.  

PROPUESTA DE UN SISTEMA PROTECTORIO  

CON SUSTENTO EN LOS PRINCIPIOS GENERALES 

En el capítulo anterior traté de dejar claro que las particularidades 

del consumo transfronterizo requiere soluciones apropiadas para este 

fenómeno creciente. Ahora bien, ¿existen estas soluciones? A continua-

ción mostraré cómo hasta el momento estas no se han elaborado, y có-

mo las mismas requieren la construcción de un sistema apropiado269. 

Este sistema se conformará mediante sus propios principios, que a su 

vez forman parte de los otros sistemas o subsistemas de los que partici-

pa. En todo momento debe quedar claro que el sistema jurídico como un 

todo debe tender a la unidad, tanto a nivel de cada Estado independien-

te como de la comunidad global de la que forma parte. 

                       

269 Si bien me referiré de modo preponderante a la situación argentina, los presu-
puestos son similares en muchos otros países. Así quedó demostrado recientemente en 
el XVIII Congreso de la Academia Internacional de Derecho Comparado, celebrado en 
Washington DC desde el 25 de julio al 1 de agosto de 2010. De la lectura de los 28 repor-
tes nacionales, 5 regionales y organizacionales y el reporte general, se puede concluir 
que la gran mayoría de los países no tienen normas específicas que contemplen el fenó-
meno del consumo transfronterizo. Tampoco existe ningún instrumento internacional 
que aborde específicamente el problema, aún cuando algunas organizaciones interna-
cionales hayan efectuado declaraciones, sin carácter programático ni mandatorio. Las 
actas del Congreso fueron publicadas bajo la dirección de FERNÁNDEZ ARROYO, Diego (Ed), 
Consumer Protection in International Private Relationships, CEDEP, Asunción, 2010. Cfr. 
especialmente el “Reporte General”, pp. 666 y ss. 
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II. A. LA INSUFICIENCIA DE LAS SOLUCIONES EXISTENTES PARA EL PROBLEMA 

OBJETO DE ESTUDIO 

Como indicáramos en la Introducción, los conflictos multinaciona-

les en que son partes consumidores, no están considerados de modo 

adecuado en el sistema jurídico internacional ni el derecho interno ar-

gentino ni de los demás países latinoamericanos270. Las soluciones son 

en algunos casos fragmentarias, en otros inexistentes, y en otros incom-

patibles. Hacemos esta afirmación desde una concepción del sistema 

iusprivatista multinacional integrado por los fines y principios del Dere-

cho Internacional Privado, las normas de conflicto generales, las normas 

materiales y las normas de policía, así como del derecho interno. 

En este sentido se expiden las Conclusiones del XVIII Congreso Or-

dinario de la Asociación Argentina de Derecho Internacional y XIV Con-

greso Argentino de Derecho Internacional “Dra. Berta Kaller de Or-

chansky”, celebrado en Rosario, 13 al 15 de octubre de 2005. La Sección 

de Derecho Internacional Privado acordó que no existen normas especí-

ficas en lo relativo a jurisdicción competente. En cuanto al derecho apli-

cable, “se carece de normas precisas en el plano internacional en mate-

ria de relaciones de consumo”. Y agrega, en términos que marcan nues-

tro norte en este capítulo:  

“En el estado actual de nuestra legislación solo cabe aplicar las dis-
posiciones de carácter general que brindan las normas de conflicto del 
Derecho Internacional Privado, con los estándares de control que puedan 
imponer: las normas de policía de la lex fori, impositivas de una solución 
excluyente de las normas de conflicto y los principios de orden público, 
inferibles de los principios constitucionales y del espíritu del propio dere-
cho” (el destacado me pertenece)271. 

                       

270 Respecto de la situación en Latinoamérica, puede consultarse LIMA MARQUES, 
Cláudia, “La insuficiente protección del consumidor en las normas del Derecho Interna-
cional Privado – De la necesidad de una Convención Interamericana (CIDIP) sobre la ley 
aplicable a algunos contratos y relaciones de consumo”, pp. 24-27. Disponible en 
http://www.oas.org/dil/AgreementsPDF/CIDIPVII_home_temas_cidip-
vii_proteccionalconsumidor_leyaplicable_apoyo_propuestabrasil.pdf, última visualiza-
ción 24/8/2010. 

271 Disponibles en www.aadi.org.ar/doctrina/CONCLUSIONES.doc  
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El sistema se relaciona lógica y funcionalmente con las normas que 

determinan la jurisdicción competente: el derecho que debería resolver 

la controversia está condicionado por el sistema del juez que entiende 

en la causa272. Asimismo, en caso de conflicto de jurisdicciones, el siste-

ma considera la efectividad de la decisión, cuando se debe ejecutar la 

sentencia en uno o más países distintos de aquel en que se ha dictado273.  

De modo primario, podemos decir que estamos ante una laguna 

normativa —ya sea histórica o dikelógica—, aunque iré más allá, con-

vencido de que estamos ante una ausencia de sistema, o al menos ante 

un subsistema en construcción. No se trata de que tal o cual caso parti-

cular no haya sido considerado y deba aplicarse la analogía y demás cri-

terios interpretativos: aquí directamente carecemos de normas genera-

les, tanto de jurisdicción, de derecho aplicable, de regulación sustantiva 

de los contratos, etc., que resulten satisfactorias para estos casos274. Se 

nos presenta una laguna axiológica, no sólo dikelógica —que haría refe-

rencia al valor justicia—, debido a que los elementos valorativos, como 

por ejemplo la eficacia de la solución, no son tenidos en cuenta en el es-

tado actual de la cuestión. Esta falta de sistema, y por ende, como vere-

mos, el recurso a la analogía, es considerado en al Art. 3 de la LDC, que 

prevé su integración. Pero aún cuando el sistema protectorio en el or-

den interno pueda considerarse un microsistema con autonomía y re-

sulte obligada primero la auto integración, esto no implica que en sí in-

cluya las soluciones necesarias para el consumidor transfronterizo275. 

                       

272 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 459, donde menciona la cé-
lebre glosa de Acursio, concluyendo que “en vista de cualquier caso mixto hay que averi-
guar al principio el país cuyos jueces van a intervenir; sólo después sabremos a qué de-
recho internacional privado y luego a qué derecho privado habremos de acudir”.  

273 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 163. 
274 Cfr. MENICOCCI, “Ley Aplicable y Jurisdicción Internacional...”, p. 1249. 
275 Respecto del derecho interno, y que no resulta aplicable a nuestro caso, se ha 

dicho que la integración dispuesta por el art. 3. LDC (en su redacción anterior) “debe ser 
analizada con cuidado. Es cierto que la LDC no prevé la totalidad de los elementos y efec-
tos posibles del vínculo contractual de que se trate y que —en los aspectos no regla-
dos— resulta necesario recurrir a las previsiones de los códigos de fondo. No obstante, 
el derecho de los consumidores pretende erigirse en un microsistema legal de protec-
ción, que gira dentro del derecho privado, de donde las soluciones deben buscarse en 
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II. A. 1. Las normas de Derecho Internacional Privado no contem-

plan al consumidor 

En cuanto a la carencia de normas específicas, algunas excluyen por 

sí mismas de su ámbito de aplicación las relaciones de consumo, como el 

Art. 2.6 del Protocolo de Buenos Aires276 o el Art. 2 del Convenio sobre 

Acuerdos de Elección de Foro, aprobado por la Conferencia de La Haya 

de Derecho Internacional Privado el 30 junio de 2005277. En otros casos 

los supuestos de hecho de la norma no consideran —ya sea de modo li-

teral o axiológico— la presencia de un consumidor en la relación jurídi-

ca, como la solución que brinda el juego de los arts. 56 y 32 a 39 del Tra-

tado de Derecho Civil Internacional de Montevideo de 1889278.  

Lo mismo se puede decir en el orden interno, del Art. 1 del CPCyCN, 

que permite la prórroga de jurisdicción, aun cuando revista el carácter 

de patrimonialidad allí indicado o que se pueda decir que no correspon-

de hacer excepciones donde la ley no lo hace 279. Esto se debe de modo 

                       

primer lugar dentro del propio sistema, y no por recurrencia a la analogía, ya que lo pro-
pio de un microsistema es su carácter autónomo y aun derogatorio de normas genera-
les”. PITA y MOGGIA DE SAMITIER, “Ley de Defensa del Consumidor”, p. 1106. 

276 “Artículo 2 El ámbito de aplicación del presente Protocolo excluye: (...)6. los 
contratos de venta al consumidor;” 

277 “1. El presente Convenio no se aplicará a los acuerdos exclusivos de elección de 
foro: a) en que es parte una persona física actuando primordialmente por razones per-
sonales, familiares o domésticas (un consumidor); (...).” 

278 “Las acciones personales deben entablarse ante los jueces del lugar a cuya ley 
está sujeto el acto jurídico materia del juicio. Podrán entablarse también ante los jueces 
del domicilio del demandado” (Art. 56). “La ley donde los contratos deben cumplirse (...) 
(Art. 32) “exige: a) su existencia; b) su naturaleza; c) su validez (...),” (art. 33). Incluso 
normativas más modernas, como la Ley de Derecho Internacional Privado de Venezuela 
de 1998, en sus 64 artículos, no hace mención a los consumidores, pese a haber sancio-
nado la Ley de Defensa del Consumidor en 1995. Cfr. LIMA MARQUES, A Proteção do Con-
sumidor…, p. 676. 

279 Art. 1 del CPCyCN. “La competencia atribuida a los tribunales nacionales es im-
prorrogable. Sin perjuicio de lo dispuesto por los tratados internacionales y por el art. 
12, inc. 4, de la ley 48, exceptúase la competencia territorial en asuntos exclusivamente 
patrimoniales, que podrá ser prorrogada de conformidad de partes. Si estos asuntos son 
de índole internacional, la prórroga podrá admitirse aun a favor de jueces extranjeros o 
de árbitros que actúen fuera de la República, salvo en los casos en que los tribunales ar-
gentinos tienen jurisdicción exclusiva o cuando la prórroga está prohibida por ley” 



122 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

fundamental a que, como vimos de modo general en el nro. I. A. 2, las 

circunstancias sociales y económicas de los consumidores en los merca-

dos internacionales junto con el fenómeno de la globalización, justifican 

un tratamiento diferencial en beneficio de uno de los sujetos intervi-

nientes en el mercado280. Este aspecto no suele integrar los supuestos de 

hecho que determinan la consecuencia jurídica, ya sea esta la atribución 

de jurisdicción o el derecho aplicable281.  

El mismo vacío se puede verificar en la lex mercatoria, considerada 

esta (de modo provisional por el momento) como un tertium genus jun-

to los derechos nacionales y el Derecho Internacional Privado, lo que 

analizaré en el nro. III. D282. Así, por ejemplo, el Art. 1 de los ALI / 

                       

280 Respecto a la aplicación del art. 1 del CPCyCN a conflictos con consumidores, 
PAIVA indica que en virtud de la existencia de un interés estatal superior, que permite la 
amplia injerencia del poder de policía administrativo del Estado, éstos quedan al margen 
de la categoría de actos “exclusivamente patrimoniales”. Más aún si el reclamo está ori-
ginado en la infracción de normas de orden público administrativo. Al respecto, este au-
tor considera que en virtud de disposiciones administrativas prohibitivas de la prórroga 
de jurisdicción (la Res. 53/2003 de la Secretaría de Comercio Interior), se cumple el re-
quisito negativo del “prohibido por la ley” del art. 1 CPCyCN, que abarcaría también a los 
internacionales. Cfr. PAIVA, Roberto Martín, “Jurisdicción internacional en contratos entre 
consumidores y bancos”, Comentario al fallo CNCom, Sala B, 22/06/05, "Volpi, María Ce-
lia c/ Unión de Bancos Suizos", en Libro en homenaje a Enrique Butty (en prensa), nota 
34 y ss. Estoy en desacuerdo con la primera parte de su interpretación (interés estatal 
superior) pero no con la segunda, por los motivos que haré mención luego. Cfr. infra p. 
408 y ss. 

281 No debe causar sorpresa que ciertas situaciones no hayan sido contempladas 
por el legislador. “Es obvio que una descripción incompleta no es satisfactoria. Urge lo-
grar una descripción exhaustiva del orden de repartos. Tal cosas sólo se puede lograr, si 
se construye un sistema de normas que prevea todas las posibilidades de repartos, un 
sistema de normas que desconozca lagunas. Se habla de la plenitud o de la hermeticidad 
del sistema de normas. ¿Pero cómo se logra tal plenitud, si indudablemente los autores 
del sistema de normas no serán capaces de prever todas las hipótesis? [...] la libertad 
humana no puede ser descartada por ordenanzas. [...] Por muy ordenancista que sea una 
comunidad y por muy dada que fuere la casuística, siempre quedan infinitas modalida-
des de cumplimientos a elegir al libre arbitrio del individuo”. GOLDSCHMIDT, Werner, In-
troducción al Derecho (estructura del mundo jurídico), Aguilar, Buenos Aires, 1962, 
p.253. 

282 Respecto de la ubicación sistemática de la lex mercatoria, cfr. BERGER, Klaus Pe-
ter, “Transnacional Commercial Law in the Age of Globalization”, Centre di studi e ricer-
che di diritto comparato e straniero, Roma, 2001, p. 1. En el mismo sentido, CALLIES, 
“Transnational Consumer Law…”, pp. 1 y 2. 
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UNIDROIT Principles of Transnational Civil Procedure, que indica que es-

tos principios fueron elaborados de modo fundamental para disputas 

comerciales, y si bien no excluyen expresamente a aquellas que involu-

cran a consumidores, ellos mismos previenen respecto de su ámbito de 

aplicación283. 

II. A. 2. Las normas internas no consideran el aspecto multinacional 

El otro componente del supuesto de hecho a considerar es la multi-

nacionalidad del caso. Estamos ante relaciones jurídicas de carácter pri-

vado, con elementos vinculados a más de un ordenamiento jurídico, es 

decir que contienen al menos un elemento extranjero284. Como indica 

BOGGIANO: 

“La problemática planteada en esos casos es complejísima, y a esa 
complejidad no se la puede soslayar, porque ello implicaría traicionar su 
realidad. Y, cuando esta realidad es traicionada por cualquier ‘teoría sim-
plificadora’ se toma venganza, pues entonces se cierran los caminos de 
las justas soluciones. El legislador, el juez, el asesor, quedan presos por 
inadvertencia de los sutiles matices de la problemática; y como a ellos 
también, en su obrar, lo primero que se les pide es que sepan, se le puede 

                       

283 “Scope and Implementation. These Principles are standards for adjudication of 
transnational commercial disputes. These Principles may be equally appropriate for the 
resolution of most other kinds of civil disputes and may be the basis for future initiatives in 
reforming civil procedure”. Y en el comentario aclara: “[…] but do not necessarily include 
claims provided by typical consumer-protection statutes”. Este conjunto de Principios fue 
elaborado en el marco de UNIDROIT y están destinados a que un Estado los pueda im-
plementar a través de las normas pertinentes. Los países pueden excluir algunas de las 
materias tratadas en los Principios y también extenderlos a otros campos de aplicación, 
fuera de las disputas en el comercio transfronterizo. Fueron adoptados por el American 
Law Institut (ALI) y por UNIDROIT en mayo y abril de 2004, respectivamente. Los de-
nominaremos “Principios ALI/UNIDROIT de procedimientos civiles transnacionales”. 
Cfr. REICH, “Transnational Consumer Law…”, p. 860. 

284 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, pp. 45-46. En cuanto a la falta de consideración de los conflictos internacio-
nales en la LDC, ya sea por imprevisión, olvido o intencionalmente, cfr. PAIVA, “Jurisdic-
ción internacional en contratos entre consumidores y bancos”, notas 26 y ss. También 
cfr. FEUILLADE, Milton C., Competencia internacional civil y comercial. Elementos judiciales 
en el proceso internacional, Ábaco, Buenos Aires, 2004, p. 236. 
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igualmente reprochar la insuficiencia de estudio y la prescindencia de 
consejo”285. 

La multinacionalidad puede estar dada por los hechos, la situación 

problemática, vinculada a distintos sistemas jurídicos, o por las conduc-

tas exigidas para la solución286. En la protección del consumidor trans-

fronterizo, ambas situaciones deben ser consideradas a los fines de ase-

gurar una justa atribución de jurisdicción que a su vez tienda a una justa 

y eficaz solución material. 

Las normas atributivas de jurisdicción en los procesos de integra-

ción económica expresamente auto-excluyen su aplicación a los casos 

multinacionales, como los arts. 2 y 23 del Reglamento (CE) 44/2001 del 

Consejo de 22 de diciembre de 2000 relativo a la competencia judicial, el 

reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil 

y mercantil, que resulta aplicable solamente a personas domiciliadas en 

Estados Miembros de la UE287. Las soluciones existentes en el derecho 

                       

285 BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 81. En igual sentido se expresa 
CARRILLO SALCEDO, para quien “los datos internacionales no pueden ser descuidados, pues 
son precisamente ellos los que permiten hacer entrar en el sistema de Derecho Interna-
cional Privado de cada ordenamiento jurídico lo que puede ser retenido de las aspiracio-
nes universales, y los que pueden imponer respecto de las relaciones o situaciones co-
nectadas con una pluralidad de ordenamientos jurídicos una regulación específica, pro-
pia, distinta de las que cada sistema jurídico establece para las hipótesis de tráfico 
jurídico interno”. CARRILLO SALCEDO, Derecho Internacional Privado, p. 53. 

286 Como ejemplo de que no se puede dejar de considerar la multinacionalidad de 
la situación, el Restatement Second of Conflicts of Laws, en § 6 (a) establece que la de-
terminación del derecho aplicable debe atender al buen funcionamiento del sistema in-
ternacional. 

287 Así, en la UE, ejemplo paradigmático, la atribución de jurisdicción debe ser un 
instrumento de seguridad jurídica que impida la segmentación artificial del mercado. 
Los considerandos 1 y 2 del Reglamento 44/2001 indican: “(1) La Comunidad se ha fija-
do el objetivo de mantener y desarrollar un espacio de libertad, de seguridad y de justi-
cia en el que esté garantizada la libre circulación de personas. A fin de establecer progre-
sivamente tal espacio, la Comunidad adopta, entre otras cosas, las medidas en el ámbito 
de la cooperación judicial en materia civil que son necesarias para el buen funciona-
miento del mercado interior. (2) Ciertas diferencias en las normas nacionales sobre 
competencia judicial y reconocimiento de las resoluciones judiciales hacen más difícil el 
buen funcionamiento del mercado interior. Son indispensables, por consiguiente, dispo-
siciones mediante las que se unifiquen las normas sobre conflictos de jurisdicción en 
materia civil y mercantil, simplificándose los trámites para un reconocimiento y una eje-
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comunitario no han sido elaboradas para resolver plenamente nuestro 

conflicto, ya que están previstas para funcionar dentro del propio mer-

cado interior, con la posibilidad de recurrir a una jurisdicción supra es-

tatal, por lo que sus previsiones no son universalizables a una comuni-

dad global288. En los distintos procesos de integración, las particulares 

características de los mercados interiores constituyen un “microclima” 

donde, en vistas del cumplimiento de las cinco libertades básicas, se re-

quiere un sistema jurídico uniforme que reduzca las desasimetrías eco-

                       

cución rápidos y simples de las resoluciones judiciales de los Estados miembros obliga-
dos por el presente Reglamento”.  

288 La legislación comunitaria europea de defensa del consumidor, más que un cri-
terio internacionalista, persigue fines de protección y desarrollo del mercado interno, 
por lo que la justificación e interpretación de normas comunitarias debe partir de consi-
deraciones del mercado interior. Cfr. HOWELLS, Geraint G, “The Rise of European Con-
sumer Law — Whither National Consumer Law?, Sydney Law Review, 2006, SydLRev 4, 
Nro. 2.A.c. Ver también HOWELLS, Geraint, “European Consumer Law — The Minimal and 
Maximal Harmonisation Debate and Pro Independent Consumer Law Competence”, en 
An Academic Green Paper on European Contract Law, 2002, pp. 73-80. En apoyo de esta 
postura se puede señalar la Sentencia del TJCE del 20 de enero de 1994, en el caso 
Owens c. Bracco, por la cual se determinó que el Convenio relativo a la competencia judi-
cial y a la ejecución de las resoluciones judiciales en materia civil y mercantil (Convenio 
de Bruselas) no se aplica a los procesos ni a las cuestiones suscitadas en procesos que se 
desarrollen en los Estados contratantes relativos al reconocimiento y ejecución de reso-
luciones judiciales dictadas en materia civil y mercantil en terceros Estados. Cfr. TJCE, in 
re Owens Bank Ltd. c. Fulvio Bracco y Bracco Industria Chimica SpA. Asunto C-129/92, 
publicado en RJ 1994-I-00117. Esta doctrina se consolidó luego en el art. 4.1. del Regla-
mento 44/2001: “Si el demandado no estuviere domiciliado en un Estado miembro, la 
competencia judicial se regirá, en cada Estado miembro, por la ley de este Estado miem-
bro (…)”. Posteriormente, en el Asunto C-281/02, Owusu v. Jackson, [2005] ECR I-1383, 
el TJCE solvió que interesa la aplicación uniforme de la legislación comunitaria sobre 
asignación de jurisdicción, en cualquier caso que esa normativa resulte aplicable, inclu-
sive cuando involucra a terceros Estados. Cfr. FENTIMAN, Richard, “Civil jurisdiction and 
third States: Owusu and after”, Common Market Law Review, Vol. 43, [2006], pp. 705-
734, en712.  
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nómicas entre los miembros289. Lo mismo, por tanto, es predicable res-

pecto de nuestro proceso de integración del MERCOSUR290. 

De modo general también ya mencioné que los sistemas protecto-

rios nacionales no contemplan la potencial internacionalidad del comer-

cio. Si esta característica fundamental está ausente, tampoco son aplica-

bles las consecuencias jurídicas relativas a la atribución de jurisdic-

ción291. Así, la consideración multinacional sería el “supuesto de hecho” 

ausente en una norma interna por medio de la cual se pretendiera ex-

tender su aplicación para regular la jurisdicción internacional. Por eso 

considero que el ejercicio hermenéutico que se realiza en el orden in-

terno para suplir las lagunas o deficiencias de la LDC, no son aplicables 

al caso internacional292.  

                       

289 Las libertades que procuran los procesos de integración, el grado alcanzado en 
cada una de ellas, y el tipo de organización resultante, son explicados de modo conciso 
por BAPTISTA, Luiz Olavo, “The UNIDROIT Principles – A Posible Model for the Harmoni-
zation of Internacional Contract Law. Regional Integration in MERCOSUR”, en Actas del 
Congreso Interamericano..., pp. 120-122. 

290 A modo de ejemplo, puede citarse uno de los considerandos de la Declaración 
Presidencial de Florianópolis sobre derechos fundamentales de los consumidores del 
MERCOSUR: “Que en un proceso de integración, con libre circulación de productos y ser-
vicios, el equilibrio en la relación de consumo, basado en la buena fe, requiere que el 
consumidor, como agente económico y sujeto de derecho, disponga de una protección a 
su vulnerabilidad”.  

291 Cuestión que podría haberse justificado en la primera sanción legislativa, de 
1994; sin embargo, creo se ha desaprovechado considerar el problema en la última re-
forma, de 2008. Respecto del justificativo de la primera omisión, es bueno recordar las 
palabras de BIELSA: “Hay factores sociales, políticos, económicos, que son extraños a una 
previsión racional o histórica, como los progresos científicos o técnicos de importancia, 
especialmente en punto a comunicaciones”. BIELSA, Rafael, Metodología Jurídica, Librería 
y Editorial Castellví, Santa Fe, 1961, p. 600. 

292 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, p. 147. Así lo considera el Proyecto de Código de Derecho Internacional Pri-
vado: “Art. 5º – Funcionamiento de las normas. El reconocimiento de la norma a consi-
derar y la interpretación, la determinación, la elaboración, la aplicación y la adaptación 
en cuanto al funcionamiento del presente código, deben respetar la internacionalidad de 
los casos con elementos extranjeros. Cuando un caso no se encuentre contemplado en el 
presente código, se debe resolver de acuerdo con las soluciones previstas en el mismo o 
en los tratados internacionales sobre la materia que tengan la relación más estrecha con 
dicho caso. Subsidiariamente, se debe elaborar la solución que mejor atienda a las cir-
cunstancias del caso”. Proyecto de Código de Derecho Internacional Privado, elaborado 
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En este último sentido, se ha afirmado que:  

“a) las cuestiones no previstas y sin tratamiento autónomo o auto-
suficiente, pueden y deben ser resueltas exclusivamente en función de 
las normas protectorias específicas, sin recurrencia al derecho común; b) 
los aspectos no regulados pueden ser decididos en función de las normas 
—fundamentalmente supletorias— contenidas en los códigos de fondo 
pero sin olvidar que los principios generales del derecho del consumidor 
y los derechos específicos de éste —derivados de la LDC y del Art. 42 
CN— informan la totalidad de la relación de consumo y, en la tarea de in-
tegración normativa requerida por el Art. 3º, deben ser prioritariamente 
considerados, constituyendo la regla hermenéutica básica, fundamen-
talmente en las situaciones de duda”293.  

En el Capítulo V analizaré en detalle las distintas situaciones que ca-

lifican la “relación de consumo transfronterizo” y que deberían dar lugar 

a la aplicación de un sistema diferenciado, ya que así como en el derecho 

interno se establece con claridad cuándo una relación jurídica es absor-

bida por el sistema protectorio (LDC arts. 1, 2 y 3), lo mismo deberá 

preverse en este sistema en construcción, a fin de evitar una abusiva na-

cionalización del caso294. La consecuencia jurídica debida en justicia será 

estudiada en detalle en el Capítulo VII. 

                       

por la Comisión de Estudio y Elaboración del Proyecto de Ley de Derecho Internacional 
Privado designada por las resoluciones 134/02 y 191/02 del Ministerio de Justicia, Se-
guridad y Derechos Humanos. Tiene estado parlamentario en la Cámara de Diputados de 
la Nación, bajo el número 2016-D-04. 

293 PITA y MOGGIA DE SAMITIER, “Ley de Defensa del Consumidor”, p. 1106. 
294 “[no] parece conforme a la aplicación del principio [general limitativo de la ju-

risdicción legislativa] acudir a la lex fori siempre que exista una laguna en el sistema de 
Derecho Internacional Privado. En caso de laguna se impone investigar cuál es el Dere-
cho más próximo a la cuestión a decidir. El contacto razonable debe prevalecer frente al 
contacto con la lex fori. En casos de laguna hay que elegir razonablemente el derecho 
aplicable a la cuestión jusprivatista multinacional. Tal elección razonable parece impues-
ta por el principio general del derecho internacional público sobre jurisdicción legislati-
va que impone respetar el contacto razonable y requiere observar el ‘mínimo standard 
de justicia’”. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, pp. 76-77. 
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II. A. 3. Cómo completar la laguna jurídica 

Es decir que las normas existentes (o inexistentes) no contemplan 

particularidades valorativamente importantes, ya sea la internacionali-

dad del caso o la debilidad del consumidor295. En ambos supuestos, en la 

relación hechos-norma, se evidencia un déficit axiológico, ya sea por no 

contemplar la situación desventajosa del consumidor o no considerar la 

multinacionalidad y el consiguiente respeto a la jurisdicción y derecho 

extranjeros296. En la medida que estas situaciones no resulten contem-

pladas en la asignación del tribunal competente, podemos decir que es-

tamos ante una laguna jurídica, por ausencia de normas (fuentes forma-

les) —leyes nacionales y convenciones internacionales—, como también 

                       

295 A decir de GELLI, la reforma de la CN de 1994 al reconocer los derechos de los 
consumidores y usuarios (art. 42), “implicó una modificación sustantiva en la ideología 
liberal de la Constitución histórica de 1853-60 y hasta de la concepción social de la Ley 
Suprema, incorporada en 1957 con los derechos sociales del art. 14 bis”. A estos cambios 
valorativos son los que nos referimos, y, por nuestra parte, no sería errado inclusive 
pensar en que toda la legislación anterior a la sanción de la reforma constitucional debe 
volver a leerse en clave consumerista. Cfr. GELLI, Constitución de la Nación Argentina, pp. 
458-460. LIMA MARQUES coincide en que las soluciones previstas en el sistema de Derecho 
Internacional Privado brasileño son insuficientes para resolver los casos que involucran 
al consumo transfronterizo. “Há grande especificidade, mas relações jurídicas internacio-
nais, que, se de consumo, pressupõe o diálogo entre o direito do consumidor e as normas (e 
princípios) do direito internacional privado. As normas brasileiras de direito internacional 
privado são antigas...” (...) “Tal situação exige uma mudança e uma nova interpretação do 
direito internacional privado pátrio. O consumo internacional tem especificidades que não 
se podem negar”. LIMA MARQUES, Contratos..., pp. 134-136. Sin embargo, esta misma auto-
ra, en escritos más recientes, pareciera adherir a la idea de que las disposiciones consti-
tucionales brasileñas obligan a las autoridades (legislativas, ejecutivas y judiciales) a 
tomar cursos de acción positivos en la defensa del del consumidor. Desde esta última 
perspectiva, las disposiciones del Código de Defensa del Consumidor brasileño se con-
vierten en normas imperativas, de policía o del orden público internacional. Cfr. LIMA 

MARQUES, Claudia, “Brésil”, en FERNÁNDEZ ARROYO, Diego (Ed.), Consumer Protection in In-
ternational Private Relationships, CEDEP, Asunción, 2010, pp. 47-95, en 48 y 51-52. 

296 Cfr. GOLDSCHMIDT, Introducción al Derecho, p. 276. “Tanto el caso de la novedad 
de los hechos como en el de la novedad de la valoración, se habla de ‘lagunas’”. Cfr. tam-
bién REZZÓNICO, Juan Carlos, Principios fundamentales de los contratos, Astrea, Buenos Ai-
res, 1999, pp. 143-144. 
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por la falta de certeza en cuanto a la existencia y alcance de alguna cos-

tumbre internacional al respecto (fuentes materiales)297.  

En este supuesto, dentro de la clasificación de ENNECERUS-NIPPERDEY 

que menciona REZZÓNICO, se trata de una laguna en la que la ley calla por 

completo, debido a que la situación corresponde a un problema apare-

cido con posterioridad a la sanción de la ley, hay un cambio en la situa-

ción de hecho. Pero también podría tratarse de un supuesto en que la 

ley abarca casos o produce consecuencias no queridas por el legislador, 

que de haberlo sabido no hubiera querido legislar así298. A nuestro pare-

cer siendo el sistema protectorio un subsistema dentro del derecho pri-

vado, donde la justicia distributiva interviene sobre la conmutativa, no 

ha contemplado esa intervención en el orden internacional. Y desde el 

punto de vista del sistema de Derecho Internacional Privado, de firme 

adhesión a los postulados de la autonomía conflictual y jurisdiccional, 

este no cuenta ni con normas de justicia distributiva que hayan interve-

nido sobre el régimen propio del comercio internacional, ni tribunales 

supranacionales que puedan resultar competentes299. 

Las lagunas normativas requieren ser llenadas extra-

sistemáticamente300. En el orden interno, el Art. 16 del CC establece un 

                       

297 Seguimos la tradicional clasificación bipartita de las fuentes del ordenamiento 
normativo jusprivatista internacional Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, 
pp. 27-38. 

298 Cfr. REZZÓNICO, Principios..., p. 142 en nota 70. Estas proposiciones fueron consi-
deradas por la llamada Escuela del ‘Derecho Libre’, liderada por autores como GÉNY, 
KANTOROVITZ, EHRLICH. Es un método sociológico en cuanto recibe su impulso de la con-
ciencia jurídica formada por la dinámica social, que dota al juez de libre arbitrio en la in-
terpretación (no arbitrariedad). Queda claro que esta mayor libertad judicial no suple la 
función legislativa. Cfr. BIELSA, Metodología Jurídica, pp. 587-596. 

299 Cfr. MENICOCCI, “Ley Aplicable y Jurisdicción Internacional...”, p. 1260, para quien 
“la carencia histórica o axiológica puede solucionarse por autointegración (recurso a los 
principios generales del derecho positivo o a la analogía intra ordinem) y la heterointe-
gración (por recurso a los principios generales del Derecho natural y a la analogía extra 
ordinem o del Derecho comparado)”. Ibidem. 

300 “Se dice a veces que existen lagunas en la ley mientras que no existen lagunas 
en el Derecho; con ello se desea poner de relieve que, en fin de cuentas, aunque la ley 
fuere insuficiente, siempre debe ser posible hallar una regla en el ordenamiento jurídi-
co”. [...] “las lagunas se abren en las fuentes formales, mientras que no puede haberlas en 
las fuentes materiales”. [...] “El remedio contra las lagunas no se encuentra, por tanto, en 
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cierto orden de prelación de fuentes para resolver las lagunas del dere-

cho. REZZÓNICO muestra el cuadro completo y lo denomina “pequeño sis-

tema”301. El esquema es el siguiente:  

“a) la obligación de dictar pronunciamiento que tiene el juez en to-
dos los casos (Art. 15 CC); b) la prescindencia del legislador del derecho 
vigente con anterioridad a la sanción del Código Civil (Art. 22); c) el re-
conocimiento expreso de la posibilidad de lagunas en cuestiones civiles 
(Art. 16, parte 1ª); d) el empleo de la analogía por reenvío a los princi-
pios de las leyes análogas (Art. 16 parte 1ª); e) la introducción, en dicho 
cuerpo, de los principios generales del derecho, con tal formulación (Art. 
16 parte 2ª); f) la consideración de las circunstancias del caso (Art. 16 in 
fine), y g) la mención del espíritu de la legislación del Código (Art. 14, inc. 
2º)”. 

a) El “espíritu de la ley” 

El artículo citado reza en su primer párrafo que “si una cuestión ci-

vil no puede resolverse ni por las palabras, ni por el espíritu de la ley...”. 

En nuestro caso, reiteramos, la LDC ni ninguna otra norma de fuente in-

terna o internacional contempla el supuesto del consumo transfronteri-

zo de modo expreso.  

Tampoco se puede aplicar de modo liso y llano el Art. 1 del CPCyCN 

que permite la prórroga de la jurisdicción, por no prever la particulari-

dad del fenómeno del consumo302. Respecto del texto literal, éste resulta 

                       

alguna cualidad mística, del ordenamiento jurídico que se llama su plenitud o su herme-
ticidad y según la cual cualquier duda puede resolverse de acuerdo al principio de cuan-
to no se prohíbe está permitido, sino en el orden de repartos, en el cual siempre se pue-
de llegar a una solución mediante el regreso a los criterios de justicia.” GOLDSCHMIDT, In-
troducción al Derecho..., p. 276. 

301 Cfr. REZZÓNICO, Principios…, p. 119. 
302 DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET consideran que ante la laguna por carencia de 

normas convencionales y federales, la jurisdicción se podrá determinar en primer lugar 
por la proximidad analógica de otros convenios suscriptos por nuestro país, o por la 
aplicación del principio de extensión, a las reglas de competencia territorial internas, pe-
ro “con la adaptación necesaria atento al carácter internacional de las controversias”. 
DREYZIN DE KLOR, Adriana y SARACHO CORNET, Teresita, Trámites judiciales internacionales, 
Zavalía, Buenos Aires, 2005, p. 80. 
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insuficiente, ya que leer la ley es ver reflejado en su texto el caso sobre 

el que va a expedirse, y esta simplificación implica suponer que las pala-

bras tienen un valor de certeza similar al de las ciencias exactas303. Cabe 

descartar la interpretación literal cuando se utiliza de modo exclusivo y 

excluyente, cuando el texto gramatical se analiza fuera del marco de re-

ferencia social, económico y axiológico304. 

En cuanto al “espíritu” de la LDC, no puede interpretarse con la am-

plitud suficiente para abarcar los supuestos de internacionalidad. Si por 

espíritu de la ley debemos entender su finalidad, ésta se inserta en un 

contexto histórico, social, económico, y fundamentalmente teleológico. 

La justicia material del caso exige que el derecho no sea neutro, al mar-

gen de una determinada reglamentación jurídica. Por tanto considera-

mos que un sistema jurisdiccional que presente una solución basada en 

criterios autónomos, en los casos que involucran a una parte débil, re-

quiere un nuevo análisis, que relacione el sistema protectorio y las re-

glas de competencia305. 

b) Los “principios de leyes análogas” 

En segundo lugar, continúa el Art. 16 CC, “se atenderá a los princi-

pios de leyes análogas”. ¿Cuáles son estas leyes? Esto nos obliga a anali-

zar, sucintamente, el problema de la analogía. Éste es un concepto mul-

tívoco, que puede consistir en: a) una forma general del pensamiento, ya 

que de algún modo, conocer es comparar, encontrar lo que de común y 

distinto tienen las cosas; b) una forma general del pensar jurídico, don-

                       

303 Cfr. REZZÓNICO, Principios…, p. 132. 
304 Cfr. REZZÓNICO, Principios…, p. 136. Esta afirmación podría aplicarse, por ejem-

plo, a la necesaria interpretatación teleológica que requieren los textos legales ante el 
fenómeno de Internet. Cfr. VELÁZQUEZ GARDETA, La protección al consumidor online…”, p. 
67. “Se trata de aislar el fundamento de la norma y dale el sentido que requiere el nuevo 
supuesto de hecho. Sería cuestión de de poner en práctica los principios de la interpreta-
ción teleológica, haciendo progresar al Derecho Internacional Privado para estar en con-
diciones de afrontar el nuevo reto que plantean las relaciones jurídicas que se desarro-
llan por Internet”. 

305 Cfr. POCAR, “La Protection...”, pp. 343 y ss. especialmente 353-355 y 397. 
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de la ley equipara lo que no es idéntico; o bien c) un procedimiento par-

ticular de la lógica jurídica306. En este último sentido, CIANCIARDO cita a 

WINDSCHEID: «La analogía es la extensión de principios que pueden ex-

traerse de la ley a casos que se diferencian de aquellos decididos en la 

ley de forma sólo inesencial»307. Es el caso de la analogía legis, y estamos 

ante un procedimiento que quita del tipo de la norma los elementos se-

cundarios o no definitorios, logrando un supuesto más preciso, que 

permite homogeneizar el caso previsto con el que se presenta como 

nuevo. Lo no compatible serían sólo los aspectos no sustanciales308. Por 

otra parte, en la analogía iuris, estamos ante un grupo de disposiciones 

particulares que se fundamentan en un mismo principio, el que puede 

obtenerse inductivamente de esas normas diferentes pero similares309. 

La analogía es uno de los modos de aplicar los principios, yendo de 

lo particular hacia lo particular coordinado. Utilizamos la analogía 

cuando no se puede llegar a una verdad general. Vamos de un particular 

a otro o nuevo particular. Es la expansión lógica inherente a la ley, apli-

cándola fuera de los casos previstos. La ratio legis vale igualmente para 

unos y otros casos. Pero la analogía tiene sus límites: no puede exten-

derse indefinidamente. La generalización de normas no alcanza, y allí es 

cuando podemos echar mano de los principios, yendo de lo particular a 

lo general, a través de una generalización mediante una obtención in-

                       

306 Cfr. CIANCIARDO, Juan, “Interpretación por analogía, derecho constitucional de 
emergencia y justicia”, en Interpretación Constitucional, Eduardo FERRER MAC-GREGOR, 
Coordinador, Tomo I, Editorial Porrúa, México, 2005, p. 442. 

307 CIANCIARDO, “Interpretación por analogía...”, p. 443. 
308 Cfr. REZZÓNICO, Principios…, pp. 148-149. También HINESTROSA, Fernando, “Des 

principes généraux du droit aux principes généraux des contrats”, Uniform Law Review, 
Vol. III, 1998 -2/3, p. 501 a 517, en pp. 505-506. 

309 Cfr. REZZÓNICO, Principios…, p. 149. Analogía, en términos filosóficos muy am-
plios, implica una correlación entre los términos de dos o varios sistemas u órdenes, es 
decir, la existencia de una relación entre cada uno de los términos de otro. También co-
mo se entiende la analogía como la atribución de los mismos predicados a diversos obje-
tos, pero no como una determinación unívoca, sino como la la expresión de una cores-
pondencia, semejanza o correlación establecida entre ellos: una similaridad de relacio-
nes. La complejidad que plantea la analogía es mucho mayor. Cfr. FERRATER MORA, José, 
Diccionario de Filosofía, 1ª edición, revisada, amentada y actualizada, Ariel, Barcelona, 
1994, T. I, voz “Analogía”. 
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ductiva. De este modo, la interpretación a través de principios supera en 

amplitud a la analogía310.  

Tenemos aquí dos problemas: a) qué es lo inesencial o secundario; 

b) cuáles son los principios que pueden extraerse y de qué normas. En 

definitiva se trata de obtener el sentido valorativo— mediante un pro-

ceso de interpretación— que en su momento dio lugar a la regulación 

existente311. Se trata de salvar la brecha existente entre la valoración del 

autor de la norma primigenia y la que debe realizar hoy el aplicador. En 

definitiva, éste se convierte en elaborador de una nueva norma312. A la 

primera cuestión ya hemos respondido. Es relevante y no accidental, 

que la parte de un conflicto sea un “débil jurídico”, en particular un con-

sumidor, como así también es decisiva la multinacionalidad del caso. El 

segundo interrogante nos introduce en el problema de averiguar qué 

principios jurídicos regulan las relaciones de consumo, el Derecho In-

                       

310 REZZÓNICO, Principios…, p. 155.  
311 “El principio fundamental de justicia según el cual los casos iguales deben deci-

dirse igual, lleva al análisis de la analogía de los casos. ¿Qué circunstancias autorizan a 
distinguir los casos para tratarlos de modo distinto? Esta pregunta vuelve a implicar la 
relación entre norma y precedente. La aplicación de una norma requiere comparar el ca-
so y la norma. Hay que equiparar, en virtud de cierta semejanza, lo que la norma estable-
ce y la situación fáctica presenta. De la equiparación surge el sentido de la norma. Hay 
que desentrañar el sentido en que el legislador ha equiparado el grupo de casos de la vi-
da real que consideró “iguales”. Lo equiparado no es realmente igual. Es abstractamente 
igual. En realidad es análogo. La analogía permite la abstracción es toda norma general. 
De aquí la enorme importancia de ver las normas y los casos desde el punto de vista de 
la analogía. Por ello, las obras de exposición sistemática ya no pueden limitarse a dar 
cuenta de las normas y los principios generales. Han de ilustrar también el funciona-
miento de las normas en su aplicación a los casos”. BOGGIANO, Derecho Internacional Pri-
vado, T. I, p. XXIX (correspondiente a la presentación de la 2ª Ed). Ver también 
CIANCIARDO, “Interpretación por analogía...”, pp. 444-445. 

312 “(...) el encargado del funcionamiento como repartidor [el juez] puede optar a 
menudo por otra, por ejemplo, en lugar de interpretar o aplicar puede tomar, abierta u 
ocultamente, el camino de la lisa y llana elaboración. Aunque sea pertinente decir y 
hacer realidad el Derecho existente, puede optar por hacerlo nuevo. En la jurisdicción 
está en gran medida presente el enorme poder que —salvo limitaciones fácticas— suele 
contenerse en el funcionamiento de las normas. Las tareas del funcionamiento se mue-
ven siempre entre la lealtad al Derecho existente y la creación de uno nuevo y en ese es-
pacio se produce la gran potestad de quienes están encargados de la labor jurisdiccio-
nal”. CIURO CALDANI, Filosofía de la jurisdicción, p. 67. 
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ternacional en general y el Privado en particular, la jurisdicción compe-

tente, el comercio internacional, etc. Todos estos sistemas o subsistemas 

con sus normas pueden aportar algo similar y algo diferente de donde 

extraer inductivamente los principios jurídicos que fundamenten un sis-

tema normativo regulador de la jurisdicción competente en conflictos 

multinacionales que involucran a consumidores.  

En esta construcción habrá que atender, en primer lugar, a la situa-

ción fáctica existente, vinculada al funcionamiento de la economía inter-

nacional, la realidad de los negocios, los modos de consumir, la sociedad 

del bienestar. También deberá prestarse atención a la situación históri-

ca del desarrollo del derecho internacional y las asimetrías jurídicas y 

jurisdiccionales, ya sea por la existencia de disparidades en los sistemas 

nacionales como por la existencia de bloques económicos. No se podrá 

dejar de lado el ideal de justicia, meta de todo el ordenamiento. “Una ju-

risdicción sólo puede construirse cuando se apoya en datos reales, his-

tóricos, ideales y racionales”313. 

Este proceso interpretativo pretende ser fiel a “los principios gene-

rales del derecho, teniendo en consideración las circunstancias del caso” 

(última parte del Art. 16 CC). Esta norma general también será de apli-

cación a la universalización del problema, debido a que los principios 

permiten la heterointegración por su fuerza expansiva, no meramente 

lógica sino valorativa, más allá del orden legal, trascendiendo el derecho 

positivo.  

De esta manera, luego de la verificación de las lagunas, la solución 

metodológica que se impone debe recurrir a la analogía y los principios, 

de modo de poder construir ese subsistema314. En palabras de BOGGIANO,  

“Estos principios, criterios o reglas imponen una respuesta positiva 
a la pregunta relativa al modo de integrar el sistema de derecho interna-
cional privado. No es suficiente acudir sistemáticamente a la lex fori en 
ausencia o silencio de normas de derecho internacional privado. Por el 

                       

313 CIURO CALDANI, Filosofía de la jurisdicción, p. 69. 
314 Cfr. NAJURIETA, “Los principios generales del derecho en el desarrollo del Merco-

sur”, p. 868. 
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contrario, los jueces deben integrar el sistema recurriendo a la analogía y 
a los principios generales del derecho internacional privado. Estos prin-
cipios generales, entre los cuales el principio de armonía internacional 
de las decisiones alcanaza un valor fundamental, constituyen lo que pue-
de caracterizarse como un derecho natural inmanente al derecho inter-
nacional privado positivo de los distintos países”315. 

II. B. LAS CARACTERÍSTICAS DEL SISTEMA PROTECTORIO 

Corresponde ahora establecer cuáles deberían ser las pautas para la 

construcción de un sistema jurídico —no limitado a los aspectos norma-

tivos puros— para la protección del consumidor transfronterizo y en 

particular la atribución de jurisdicción. Desde la perspectiva lógica del 

sistema, en algunos casos las relaciones entre las acciones de los agentes 

y los hechos pueden determinar razones para la acción. En la medida 

que una acción se toma como un hecho que determina otra acción, el sis-

tema normativo puede ser considerado una relación entre acciones316. 

Las acciones que potencialmente pueden perjudicar a un consumidor, o 

una omisión como es impedirle una adecuada defensa de sus intereses, 

es una razón para determinar conductas. De esta manera, los hechos son 

razones y las reglas son objetos del sistema jurídico. También existen 

relaciones entre distintas razones para justificar una acción, las que con-

forman una “razón completa”. Así, las debilidades sucesivas, y continua-

das o permanentes del consumidor transfronterizo, son razones com-

pletas317.  

Por tanto, el capítulo II de este trabajo se justifica en que verificada 

la existencia de una “razón para” solucionar un “problema”, que tanto la 

“razón para” como “el problema” pretenden el carácter de universal, y 

                       

315 BOGGIANO, Antonio, La Conferencia de La Haya y el Derecho Internacional Privado 
en Latinoamérica. Universalidad y genius loci, La Ley, Buenos Aires, 1993 p. 89. 

316 Cfr. RAZ, Razón práctica y normas, p. 21. 
317 Idem, p. 25 y ss., concepto que no desarrollaremos por exceder este trabajo. De 

todos modos cabe asumir que una “razón completa” es el enunciado por cualquier con-
junto de premisas que implique que hay una razón para realizar cierta acción. Idem, p. 
27. 
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cuanto más fuerte sea el valor involucrado como sustento de esa razón, 

más justifica su pretensión de universalidad, y por lo tanto de convertir-

se en una justificación de normas y principios aplicables a todo tipo de 

relación de consumo transfronteriza. Por ejemplo, será apta para pre-

tender solucionar todos los conflictos jurisdiccionales, y como razón pa-

ra obligar (normativamente) a brindar una solución jurisdiccional en 

determinado sentido. A su vez, otras soluciones no son válidas, debido a 

que ciertas “razones para”, por no ser “razones completas”, no son sufi-

cientes en comparación con otras “razones para” que no resultan con-

cluyentes318.  

El orden de razón correspondiente a un sistema jurídico siempre 

pertenece a una comunidad determinada. Aquí nos interesa el sistema 

jurídico de la protección del consumidor en una comunidad internacio-

nal, que a su vez es interdependiente de otros órdenes de razón, tanto 

de la misma como de otras comunidades319. En algunos casos la interde-

pendencia será más estrecha, como ocurre en nuestro caso con el dere-

cho del comercio internacional, y en otra más lejana, por ejemplo con el 

sistema internacional de pagos interbancarios.  

El ‘orden jurídico’, como indica GOLDSCHMIDT, es la forma del orde-

namiento jurídico que describe normativamente el orden de repartos y 

su forma literaria usual es la recopilación. Por otra parte, “el sistema ju-

rídico es la forma del ordenamiento jurídico que refleja el orden de re-

partos en una totalidad normativa que, como totalidad que es, constitu-

ye un ente orgánico autosuficiente que se desvía en numerosos aspectos 

del orden de repartos cuyo conocimiento, sin embargo, sigue siendo su 

finalidad principal”. En este caso la forma literaria normal del sistema es 

la codificación. “La verdadera diferencia (entre orden y sistema) está en 

lo que se suele llamar la plenitud o hermeticidad del sistema jurídico o 

                       

318 Idem, pp. 25-32. 
319 En palabras de DOLINGER: “Every legal system is built upon principles that reflect 

its fundamental conceptions and its basic values. The rules, containing specific norms, are 
elaborated on the basis of and in accordance with those principles. The rules are the appli-
cation to specific situations and relationships of the guiding ideas expressed in the princi-
ples”. DOLINGER, “Evolution of principles…”, p. 229. 
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sea su cualidad de poseer soluciones predibujadas para cualquier caso 

que se presente”320.  

Otros autores consideran que las notas generales de los sistemas y 

que aparecen en todas las definiciones de los especialistas son el ‘orden’ 

y la ‘unidad’. El primero hace referencia a una coherencia interna, racio-

nalmente captable, fundada en la cosa misma. La unidad hace referencia 

a que no puede romperse en una serie de unidades desconectadas sino 

que se reconduce a una pequeña cantidad de principios básicos. El sis-

tema intenta abarcar la totalidad de la justicia en una suma de princi-

pios racionales atendiendo a una determinada forma de vida social321. 

El orden interno y la unidad que se predican del derecho pertene-

cen a su exigencia ético-jurídica. Es propio del ‘orden’ actuar en justicia, 

ya que se ha de tratar lo igual de modo igual y lo diferente en propor-

ción a su diferencia, a actuar consecuentemente, por motivos objetivos. 

Por tanto, se exige coherencia valorativa con el principio de igualdad. 

Por otra parte la ‘unidad’ también se remite al principio de igualdad, pa-

ra que el sistema esté exento de contradicción, como manifestación de la 

tendencia generalizadora de la justicia: tratar a todos por igual, de lo 

contrario el derecho quedaría abierto a la arbitrariedad a través de par-

ticulares valoraciones inconexas. De allí que se procure que unos pocos 

criterios generales faciliten la igualdad mediante la unidad del sistema. 

El sistema, entonces, se justifica por el mandato de justicia y sus concre-

ciones en el principio de igualdad y en la tendencia a la generaliza-

ción322.  

La seguridad jurídica, otro importante valor, puede ser entendido 

como: a) cognoscibilidad y previsibilidad del derecho; b) como estabili-

                       

320 GOLDSCHMIDT, Introducción al Derecho, p. 311. La “hermeticidad” en cuanto as-
pecto propio del sistema, será matizado más adelante. En cuanto a la unidad y coheren-
cia del sistema de Derecho Internacional Privado junto con el de derecho interno, cfr. 
JAYME, “Identité culturelle et intégration…”, p. 129 y ss  

321 Cfr. CANARIS, Claus-Wilhelm, El Sistema en la Jurisprudencia, Fundación Cultural 
del Notariado, Madrid, 1998, trad. de la 2ª ed. alemana de Juan Antonio GARCÍA AMADO 

(Systemdenken und Systembegriff in den Jurisprudenz: entwickelt am Beispiel des deuts-
chen Privatrechts. 2. überarbeitete Auflage. Berlin, 1983), pp. 20-22 

322 Idem, pp. 24-26. 



138 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

dad y continuidad de la legislación y la jurisprudencia o; c) simplemente 

como practicabilidad de la aplicación del derecho. En todos los casos la 

‘seguridad jurídica’, como valor, hace referencia al sistema como dere-

cho ordenado y dominado por pocos principios abarcables y requiere de 

un derecho orientado al sistema. En palabras de CANARIS, 

 “Aquella tarea del concepto de sistema es, por decirlo una vez más, 
presentar y realizar la coherencia valorativa y la unidad interna del or-
denamiento jurídico”323. 

Si admitimos que estamos ante un nuevo orden de razón, una reali-

dad que requiere ser normativamente regulada, un problema, que existe 

carencia de soluciones adecuadas y que la aplicación de las existentes 

no satisface los requerimientos de justicia, se impone la pregunta acerca 

del rol de los principios. ¿Qué principios rigen las nuevas cuestiones? 

Determinados estos, ¿existen principios en colisión? En caso de que sea 

necesario efectuar ponderaciones de los principios, ¿cómo los sopeso, 

cómo los valoro? ¿Por qué o cuándo será preferible elegir el principio de 

defensa en juicio o el favor debilis o la efectividad de las decisiones, an-

tes que el pacta sunt servanda, la autonomía de la voluntad o la seguri-

dad jurídica? ¿Puede una ponderación repetida típicamente ante hechos 

similares justificar una positivación de la solución? ¿Esa solución es uni-

versalizable internacionalmente? ¿Un principio en concreto o determi-

nada ponderación entre principios y normas puede ser considerada par-

te del orden público internacional? En fin, la utilidad y necesidad del 

planteo parece evidente. 

El sistema jurídico, en cuanto regulador de una determinada esfera 

de conducta posee características que le son propias324. En nuestro caso, 

regula las conductas internacionales de los proveedores y consumidores 

mediante normas que exigen, permiten o autorizan el ejercicio de un 

                       

323 Idem, p. 26. 
324 Idem, p. 174. Refiriéndose a los requerimientos de todo sistema jurídico, aclara 

que “el Derecho internacional es un caso de frontera de una clase diferente. Reúne las 
condiciones establecidas en esta sección pero es dudoso que pueda considerarse un sis-
tema institucionalizado”.  
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poder. En este sentido, pretendemos que nuestro sistema sea omnicom-

prehensivo, supremo y abierto. 

II. B. 1. El sistema protectorio debería ser omnicomprehensivo 

El sistema protectorio del consumidor transfronterizo pretende re-

gular cualquier tipo de conducta relevante a sus fines, en muchos casos 

de modo interdependiente con otros sistemas, que a su vez regularán 

sus propias esferas de competencia. No debería tener limitaciones de 

materia en cuanto a los casos cubiertos, aunque sí de finalidad. Regirá 

todas las conductas de los proveedores y consumidores en las relacio-

nes de consumo transfronterizas325. Este sistema no requiere, en princi-

pio, regular la conducta de todo el mundo, sino de una comunidad, por 

lo tanto perfectamente podríamos tener un sistema protectorio de casos 

multinacionales aplicable en una comunidad nacional, que a su vez de-

bería ser interdependiente de los sistemas similares de cada país. 

En palabras de GOLDSCHMIDT: 

“La característica del sistema es, pues, su carácter exhaustivo, su 
cualidad de contener soluciones para cualquier evento. Si se identifica el 
sistema a la codificación, por ejemplo al Código de Napoleón o al de Vélez 
Sársfield, claro está que no sería sensato hablar de tal carácter exhausti-
vo, toda vez que saltan a la vista los vacíos contenidos en toda legisla-
ción. Al contrario, la afirmación del carácter exhaustivo posee su justifi-
cación, si se entiende por sistema la totalidad de las normas, capten fuen-
tes formales o materiales. En este caso, y añadiendo a la interpretación 
de las normas, su determinación e integración, en efecto, resulta posible 
aplicarlas a cualquier supuesto, hacerlas realmente funcionar326.” 

De todos modos, esta “plenitud necesaria”, no será posible median-

te el sólo recurso a las herramientas del derecho positivo327. 

                       

325 Idem, p. 175. 
326 GOLDSCHMIDT, Introducción al derecho…, p. 313 
327 Cfr. BATIFFOL, Aspects philosophiques..., pp. 77-81. 
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II. B. 2. La supremacía del sistema protectorio 

El sistema jurídico de protección del consumidor transfronterizo 

debería tener autoridad para regular el establecimiento y la aplicación 

de otros sistemas institucionalizados por su comunidad-sujeto, como 

por ejemplo sobre el propio de las relaciones de los comerciantes inter-

nacionales pertenecientes a esa comunidad. En teoría no requiere per se 

que tenga supremacía sobre todas las organizaciones normativas a las 

que pertenecen miembros de su comunidad-sujeto; podría serlo sólo 

sobre algunas, siendo compatible su coexistencia, por ejemplo, admi-

tiendo la validez extraterritorial de algunas normas de otros sistemas328. 

Esa injerencia externa deberá estar prevista en el sistema mismo, con lo 

cual conserva su supremacía. Tal sería el caso del reconocimiento de la 

sentencia extranjera mediante el control de la jurisdicción extranjera, es 

decir la jurisdicción indirecta. 

II. B. 3. La apertura a otros sistemas  

El sistema de protección del consumidor transfronterizo debería 

dar fuerza vinculante a normas que no pertenecen a él, adoptándolas. 

Como todo sistema, tenderá a la apertura a fin de sostener y apoyar 

otras formas de agrupamiento social, como por ejemplo un código de 

conducta de una organización de empresarios. Los contratos, reglas y 

costumbres de individuos y asociaciones son admitidas e imponen su 

cumplimiento mediante reglas de conflicto que validan las disposiciones 

jurídicas de otros países. Estas normas externas no son parte del siste-

ma, sin embargo son reconocidas y hechas vinculantes por medio de 

exigencias hechas a los tribunales para que actúen sobre la base de esas 

normas y las impongan329.  

                       

328 Cfr. RAZ, Razón práctica y normas, p. 177. 
329 Ibidem. 
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De acuerdo a esta característica de los sistemas jurídicos, el orden 

interno estatal manifiesta una recíproca apertura con los otros sistemas 

nacionales, y busca su coordinación para garantizar su continuidad330. 

El sistema jurídico protectorio, entonces, estará formado por cier-

tas normas que dotan de potestades a los agentes, cómo por ejemplo la 

atribución de jurisdicción. Un sistema protectorio es interdependiente, 

por ejemplo, con un sistema del comercio internacional, y la admisión 

que hace este último de las legítimas potestades de los consumidores 

obligan a pasar de un subsistema a otro. La relación de consumo dará 

lugar a la regulación de ciertas conductas de modo diferente al previsto 

por el derecho comercial, de modo que la atribución de jurisdicción re-

mitirá a un subsistema nacional, que tendrá o no coincidencias con el 

propio del derecho internacional del comercio. Por tanto, una conse-

cuencia de la apertura del sistema protectorio será el respeto de las 

otras jurisdicciones y el reconocimiento de sus sentencias.  

También es posible que, a la inversa, un sistema no reconozca la in-

jerencia de las normas de otros sistemas o no pretenda la regulación de 

ciertas esferas de conducta. En el caso de la protección del consumidor, 

debido a la existencia de normas imperativas en los ordenamientos na-

cionales, se pueden excluir de modo anticipado otros sistemas, al modo 

del Art. 2 de la Convención de Viena de 1980, que se autolimita en su 

aplicación a las compraventas de mercaderías compradas para uso per-

sonal, familiar o doméstico331. 

                       

330 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. III, p. 794 
331 En cuanto a la exclusión que hace la Convención de Viena de 1980, parece opor-

tuno transcribir la opinión de JARAMILLO VARGAS: “En cuanto a esta exclusión, la doctrina 
es unánime al explicar que se debe al hecho de que, en la actualidad, los países consa-
gran en sus ordenamientos normas especiales, protectoras de los consumidores, que re-
visten el carácter de orden público y que, en esa medida, presentan pocas posibilidades 
de flexibilización. Las disposiciones protectoras del consumidor se dirigen a un grupo 
diverso de aquel para el cual, en términos prácticos, está dirigida la Convención, es decir, 
para los comerciantes. Pero además son normas que, dada su misma naturaleza protec-
tora frente a los consumidores, reñirían frecuentemente con otros ordenamientos, que 
en mayor, menor o diversa medida son protectores de esta clase de sujetos contractua-
les. La exclusión de los consumidores es, en nuestro sentir, uno de los argumentos que 
nos permite afirmar que si, en su articulado, la Convención pretende no distinguir los 
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La apertura del sistema también puede observarse desde otra ópti-

ca. Si este se asienta sobre principios generales que encarnan valoracio-

nes, los cambios valorativos que suceden en las comunidades tendrán 

que afectar la conformación del sistema (cfr. II. C. 2).  

“Así pues, hoy pueden tener validez y determinar el sistema princi-
pios nuevos y distintos a los de hace unas pocas décadas. En última ins-
tancia esto se deriva de que el sistema, como unidad de sentido de un 
concreto ordenamiento jurídico, comparte su modo de existir, es decir, 
que no es estático, sino dinámico y, por tanto, acredita la estructura de la 
historicidad”332. 

De esta manera se comprende entonces que al día de hoy el sistema 

de Derecho Internacional Privado no contemple aún un conjunto armó-

nico de soluciones para los conflictos transfronterizos que afectan a 

consumidores, como así tampoco los sistemas protectorios internos no 

tengan en cuenta la internacionalidad de los casos, o los procedimientos 

judiciales la atención de casos de menor cuantía en los que está presente 

una relación de consumo transfronteriza333. 

Las mutaciones del derecho en el sentido de respuestas a nuevos 

problemas que introduce con criterio de validez un nuevo principio, no 

es simplemente un nuevo sistema, sino que implica variaciones paulati-

nas y continuadas. Esto incluso cuando es el legislador quién modifica o 

agrega nuevos principios, a salvo la posibilidad —no es aquí el caso— 

de que el sistema sea creado nuevo o reemplazado en su totalidad uno 

anteriormente existente334. El sistema que estamos tratando de estruc-

                       

comerciantes de aquellas personas que no los son, en la práctica este instrumento está 
dirigido al gobierno de relaciones entre los primeros, en cuanto operadores comunes y 
permanentes del comercio internacional. JARAMILLO VARGAS, Jorge (director) “Ámbito de 
aplicación y disposiciones generales de la convención de Viena sobre compraventa in-
ternacional de mercaderías: aplicación en el derecho colombiano”, REVIST@ e – Merca-
toria Volumen 1, Número 2. (2002), p. 31. 

332 CANARIS, El Sistema en la Jurisprudencia, p. 73. 
333 REVILLA GONZÁLEZ, José Alberto, “Los métodos alternativos de resolución de con-

flictos en materia de consumo. Las relaciones transfronterizas”, Estudios sobre Consumo 
79 (2006), pp. 59-73, en 61. 

334 Cfr. CANARIS, El Sistema en la Jurisprudencia, pp. 73-74.  
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turar —como todos los sistemas jurídicos— será por naturaleza cam-

biante, en una unidad de sentido en permanente transformación, por lo 

cual la consolidación será provisoria.  

II. C. LA TÓPICA Y LOS PRINCIPIOS INTEGRANTES DEL SISTEMA JURÍDICO 

La necesidad de acudir a los principios se debe a que el sistema pro-

tectorio internacional del consumidor está —por decir así— en cons-

trucción. En todo programa o proyecto, es de personas cuerdas comen-

zar por lo primero; he aquí también la raíz etimológica de la palabra 

principio: principium o comienzo, que deriva de princeps, aquel que 

ocupa el primer lugar, el príncipe (prince)335. Mucho más relevante re-

sulta en esta especialidad, donde el diálogo entre reglas y principios es 

permanente, a modo de ensayo y error, donde los principios plantean de 

modo habitual los límites de las reglas336.  

Esto así, enfocaré el problema337. La perspectiva de la tópica jurídi-

ca, propuesta por Theodor VIEHWEG, indica que el planteo problemático 

requiere primero identificar la cuestión que resulta acuciante e ineludi-

ble, para luego intentar descubrir cuáles son los “tópicos”, los datos 

                       

335 Cfr. DOLINGER, “Evolution of principles…”, p. 204. Para ejemplificar, este autor 
incluso menciona las primeras palabras de la Biblia, tanto del Antiguo Testamento —“En 
el principio creó Dios el cielo y la tierra. La Tierra era caos y vacío, la tiniebla cubría la 
faz del abismo y el espíritu de Dios se cernía sobre la superficie de las aguas” (Génesis 
1.1-2), como del Nuevo Testamento— “En el principio existía el Verbo, y el Verbo estaba 
junto a Dios, y el Verbo era Dios” (San Juan, 1.1). 

336 Al decir de DOLINGER: “Conflicts of laws has always worked with rules and prin-
ciples, in a constant dialogue, o perhaps a permanent battle, between the technical ap-
proach of strict connecting rules, that link every relationship to a certain legal system, 
and the more philosophical, value-oriented, policy-motivated principles that very fre-
quently modify the rule-based solution. This internal “conflict” within the science of con-
flict of laws is what turned it into a complex, difficult but very rewarding, study”. 
DOLINGER, “Evolution of principles…”, Introduction, p. 200. 

337 Una descripción concisa y contundente respecto de la necesaria utilización del 
método problemático/aporético (la tópica jurídica) junto e incluso como parte del sis-
temático es brindada por REZZÓNICO, Principios…, pp. 92-99. Los principios resultan tópi-
cos de gran relevancia en la solución de problemas jurídicos. 
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desde donde responder a la situación planteada338. Por tanto, si la solu-

ción no está en el sistema, o bien no existe un sistema, entonces hay que 

dirigir la mirada primero al problema. Una serie de deducciones puede 

constituir un sistema, pero si la solución no está allí, es decir si el pro-

blema resulta irresoluble, o la cadena de razonamientos no elimina el 

problema, que aparece por doquier, la solución sólo puede provenir de 

un sistema distinto. El problema mismo busca un sistema que le aporte 

la solución339. 

VIEHWEG distingue entre tópicos de primer y segundo grado; estos 

últimos se refieren, por lo general, a un catálogo o vademécum ya pro-

bado y experimentado como adecuado para aportar soluciones a pro-

blemas similares. Pero no debe perderse de vista que la utilidad de los 

tópicos no es a la manera de las deducciones lógicas a partir de concep-

tos fundamentales. No estamos ante un método lógico, sino algo ante-

rior, que indica cómo se encuentran las premisas340. 

En definitiva, así es como actúa el derecho: sin las adecuadas des-

cripciones no son posibles justas prescripciones341. Se trata de estable-

                       

338 VIEHWEG, Tópica y Jurisprudencia, pp. 53 y sig. Cfr. CIANCIARDO, Juan, “Problema y 
Sistema, una aproximación al pensamiento de Theodor Viehweg”, nro., Anuario de Filoso-
fía Jurídica y Social, 25 (2006). 

339 Cfr. CIANCIARDO, “Problema y Sistema...”, nro. 3.El pensamiento sistemático limita 
el campo de búsqueda de la solución, mientras que el pensamiento aporético tiene ante 
sí panoramas fragmentarios VIEHWEG denomina aporía a una cuestión acuciante e inelu-
dible, respecto de la cual no está indicada una salida. VIEHWEG, Tópica y Jurisprudencia, 
pp. 49 y 56-57. Cfr. GARCÍA AMADO, Juan Antonio, Teorías de la tópica jurídica, Universidad 
de Oviedo, Servicio de Publicaciones, Editorial Civitas, 1ª Ed., Madrid, 1988. Pero esta 
contraposición en realidad puede ser una diferencia temporal en la solución del proble-
ma, ya que se complementan mutuamente y se interpenetran. Cfr. CANARIS, El Sistema en 
la Jurisprudencia, p. 180.  

340 Cfr VIEHWEG, Tópica y Jurisprudencia, p. 63. Lo que la tópica pretende es un me-
dio para traer a la luz, ante cada problema, distintas alternativas para su solución. Cfr. 
GARCÍA AMADO, Teorías de la tópica jurídica, p. 77. Este autor considera que la tópica se 
ocupa de las alternativas, y no de las soluciones o del modo de obtener las necesarias de-
cisiones. En este sentido, lo propio de este Capítulo no es brindar esas soluciones acaba-
das, lo que queda reservado para los Capítulos posteriores. 

341 En la conformación de los topoi, resulta útil hacer referencia a las acepciones 
del “valor” consideradas por GOLDSCHMIDT. Los valores tienen una primera misión de in-
dicador del “deber ser ideal”, independientemente de cómo se juzgue su vigencia. Luego, 
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cer lo justo aquí y ahora, por lo que, desde la tópica, los enunciados no 

serán definitivos342. Finalmente, habrá que acudir al sistema como un 

lugar donde se encuentran los principales topoi, es decir las normas vá-

lidas y vigentes, intentando no quedarse en la ‘correcta comprensión’ 

sino en la ‘acción correcta’, qué es lo adecuado para resolver el conflicto 

del consumidor transfronterizo343. Aquí se nos presenta el principal e 

invalorable aporte de la tópica: cuando faltan las valoraciones legales 

suficientes o no existe todavía un sistema. 

Habrá que acudir, entonces, a los lugares comunes, criterios, argu-

mentos, fórmulas de búsqueda, directivas argumentativas, que permitan 

orientar la solución del problema344. Al modo de quién revuelve en un 

“almacén de provisiones” en busca de la herramienta adecuada para lo-

grar la mejor aproximación. Aquí están, entre otros elementos, los prin-

cipios jurídicos. La distinción entre sistema y ordenamiento, se refiere, 

en gran medida, a los componentes de uno y otro. El ordenamiento con-

siste en un conjunto coherente y lógico de normas, mientras que el sis-

tema tiene mayor plasticidad, ya que entre los elementos que pueden 

servir de aporte a la solución encontramos los principios. Estos forman 

parte de esos ‘tópicos’ que iluminan el problema, como integrantes (y 

fundantes) del sistema jurídico345.  

Esto mismo nos sucede con el pretendido sistema jurídico de pro-

tección del consumidor transfronterizo, formado por elementos del De-

recho Internacional Público, Derecho Constitucional y Derecho Interna-

cional Privado de cada Estado conectado. A su vez estas reglas interac-

túan con los distintos derechos privados: civil, comercial, contractual, 

                       

el valor realiza “valoraciones”, mide y estima los hechos sociales. En caso de que el valor 
no se realice, y esto de lugar a repartos injustos, surge un deber ser actual que reclama 
un cambio de la realidad, para adaptarla al valor. Finalmente, los valores actúan como 
orientadores de la conducta humana, para que esta se adapte, mediante el actuar en las 
virtudes, a los bienes objetivos que los valores trasuntan. Cfr. GOLDSCHMIDT, Introducción 
al Derecho, numerales 128-134. 

342 Cfr. GARCÍA AMADO, Teorías de la tópica jurídica, pp. 78-79. 
343 Cfr. CANARIS, El Sistema en la Jurisprudencia, p. 180. 
344 Cfr. CIANCIARDO, “Problema y Sistema...”, nro. 2. 
345 Cfr. HINESTROSA, “Des principes généraux du droit...”, p. 503. 
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régimen propio del derecho del consumo. También contiene elementos 

de derecho público: procesal, administrativo, derecho público económi-

co, penal346. Todas estas normas (principios y reglas) interactúan entre 

sí, estableciendo relaciones lógicas y pretensiones de justicia sustancial. 

Este será nuestro “almacén de provisiones”347.  

Al incorporar los principios doy por supuesto que las soluciones no 

serán las propias de un sistema lógico perfecto. En el caso particular, la 

interacción de diversos Estados nacionales no permite lograr soluciones 

materiales uniformes, y en muchos casos ni siquiera normas de conflicto 

o de atribución de jurisdicción comunes. Faltará un sistema hermético y 

absolutamente previsible de todos los supuestos, pero podré delinear 

un marco aproximado, capaz de construir la solución en el caso concre-

to348. Pasaré revista ahora a cuáles serían los principios que deberían 

conformar nuestro sistema. 

                       

346 Cfr. BERGER, Klaus Peter, The Creeping Codification of the Lex mercatoria, Kluwer 
Law International, The Hague, London, Boston 1999, p. 231, donde invoca un planteo in-
terdisciplinar semejante para la conformación del sistema de la lex mercatoria. 

347 Cfr. VIEHWEG, Tópica y Jurisprudencia, p. 60. Es recurrente la demanda de siste-
mas jurídicos internacionales unificados. En el siglo XIX y comienzos del XX existía un 
gran optimismo en la elaboración de instrumentos de unificación legislativa, bajo la con-
cepción de que era posible reunir en un único, lógico, comprehensivo y coherente códi-
go, todas las normas relacionadas a determinada materia. Cfr BONELL, An International 
Restatement…, p. 2. 

348 “Cuando se ha formado un catálogo de los tópicos admisibles, se produce, en el 
desarrollo ulterior del pensamiento, conforme se pretendía un vínculo lógico, que, sin 
embargo no se puede extender demasiado, porque (...) la vinculación con el problema só-
lo permite series de deducciones de corto alcance, que pueden interrumpirse en cual-
quier momento a la vista del problema. [...] Pero no puede tampoco renunciar por com-
pleto a ellas. Por el contrario, tiene un interés especial en establecer determinadas fija-
ciones. [...] Los tópicos y los catálogos de tópicos tienen una extraordinaria importancia 
en orden a la fijación y al establecimiento de este entendimiento. [...] Hasta aquí los tópi-
cos y los catálogos de tópicos ofrecen un auxilio muy apreciable. Pero el dominio del 
problema exige flexibilidad y capacidad de ensanchamiento. [...] El repertorio es elástico. 
Puede agrandarse o empequeñecerse”. VIEHWEG, Tópica y Jurisprudencia, pp. 64-65. 
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II. C. 1. La noción de ‘principios generales’ 

El sistema en construcción, como todo sistema jurídico, estará con-

formado por una agrupación lógica y coherente de juicios deónticos, cu-

yo género son las normas y las especies son los principios y las reglas. 

Tanto unos como otras son fuentes de las definiciones deónticas que 

hacen los juristas al indicar cuáles son las conductas prohibidas, obliga-

torias o permitidas en derecho349. Los principios sustentarán razona-

blemente una o un conjunto de reglas dispositivas: son derecho sin ser 

reglas350. Son un punto de partida, pero no reducible a su vez a otros 

puntos de partida, por lo menos de la misma especie. Sí dependerán sin 

duda de los primeros principios o axiomas del conocimiento, no en sen-

tido temporal sino lógico. Principio, entonces, es aquello de donde algo 

procede, pudiendo pertenecer a la realidad, al movimiento o al conoci-

miento351.  

En el caso de los principios jurídicos, son el fundamento y la medida 

de lo que debe ser el derecho positivo352. Como indica BIELSA,  

                       

349 Cfr. VIGO, Rodolfo, Los principios jurídicos, perspectiva jurisprudencial, Ediciones 
Depalma, Buenos Aires, 2000, p. 30. Este autor toma como género las reglas y los princi-
pios y normas como sus especies, pero otros autores hacen referencia a las reglas como 
especie de las normas. Sin entrar en polémicas semánticas, nos referiremos a las normas 
como el género, aunque de acuerdo al lenguaje de algunos autores las expresiones “re-
glas” y “normas” podrán ser utilizadas indistintamente. Respecto de la anarquía lingüís-
tica, DOLINGER dedica varios párrafos a aclarar situaciones en que se hace mención a 
‘principios’ que no lo son, o al uso indiscriminado o sinonímico (equivocado) de las ex-
presiones ‘principios’ o ‘reglas’. Cfr. DOLINGER, “Evolution of principles…”, pp. 214-235. Lo 
mismo se puede decir de la adjetivación que han recibido los principios: ‘absolutos’ o ‘re-
lativos’, ‘orientadores’, ‘generales’. Menciona como casos paradigmáticos de confusio-
nismo los llamados Principios UNIDROIT (p. 224) o el informe Giuliano-Lagarde sobre la 
Convención de Roma de 1980 sobre Derecho aplicable a las obligaciones contractuales 
(p. 227).  

350 La comprobación de la importancia de los principios en un sistema de fuentes 
del derecho, puede observarse primordialmente en el art. 38 de. Estatuto de la Corte In-
ternacional de Justicia de La Haya, que los incluye como “the general principles of law re-
cognized by civilized nations”. Desarrollaremos más este rol de los principios en el núme-
ro III. B. 1, p. 215 y ss. Cfr. DOLINGER, “Evolution of principles…”, pp. 210-211. 

351 Cfr. REZZÓNICO, Principios..., p. 54. 
352 Cfr. VIGO, “Los principios generales del derecho...”, p. 860. A los fines de este tra-

bajo, he tomado este sentido por primordial, sin desconocer que existen otros: a) un 
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“un principio de derecho no es una simple noción o modo de pensar 
sobre una cuestión. Él debe tener una base jurídica, racional, histórica en 
muchos casos. Una actitud o parecer, aunque se justifique por motivos de 
oportunidad, no es principio353.” 

REZZÓNICO, por su parte, los define como las  

“ideas ético-jurídicas fundamentales para un grupo social, poseedo-
ras de mayor o menor grado de generalidad y abstracción, sirviendo a la 
solución de conflictos, vigentes con independencia de su textualización, y 
que actúan como criterios valorativos abiertos y flexibles de orientación, 
guía e interpretación para los particulares y el juez, poseyendo carácter 
basilar, informador, respecto de diversas materias jurídicas, constitu-
yendo un límite a lo arbitrario”354.  

En cuanto al contenido de cada principio, lo que se debe hacer, no 

hacer o se puede hacer, es de difícil concreción, y esto es lo que me pro-

pongo en esta parte del trabajo en cuanto se refiere a la protección del 

consumidor en sus relaciones transfronterizas355. 

De acuerdo a CIANCIARDO, citando a ALEXY, la distinción entre princi-

pios y reglas constituye la base de la fundamentación iusfundamental y 

                       

elemento de una disciplina específica (del Derecho Internacional Privado, por ejemplo); 
b) un valor, como principio del obrar correcto; c) como instrumento, tal el principio de 
no contradicción; d) una regla abstracta, aplicable a particulares y concretas situaciones; 
e) noción fundamental, o espíritu del sistema, etc. Cfr. DOLINGER, “Evolution of princi-
ples…”, p. 214. 

353 BIELSA, Metodología Jurídica, p. 102. 
354 REZZÓNICO, Principios..., p. 57.  
355 El legislador, al elaborar las reglas, no puede dejar de reconocer estos princi-

pios últimos, fines y valores de la realidad; es más: sin principios el sistema será inorgá-
nico. Por tanto, en su mayor parte serán útiles para la elaboración de legislación mate-
rial, conflictual o bien para la atribución de jurisdicción. Del mismo modo, deberán ser 
considerados por los jueces al resolver el caso concreto o por las partes al preparar sus 
contratos. En palabras de BOGGIANO, “(...) La diferencia está en que el principio general 
tiene, por la cercanía con la noción de fin y de valor, un carácter general y fundante de la 
norma que orienta en el proceso de funcionamiento de la misma norma”. BOGGIANO, De-
recho Internacional Privado, T III, p. 792. “De esta manera “(...) el derecho se impone en 
este sentido al legislador, quien, al establecer ciertas normas toma contacto, aunque no 
lo sepa o reconozca, con fines, valores y principios últimos de la realidad. La referencia a 
ellos es inamovible”. Idem., p. 806. 
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es una clave para la solución de los problemas centrales de la dogmática 

de los derechos fundamentales. Sin ella, no puede existir una teoría ade-

cuada de los límites, ni una teoría satisfactoria de la colisión y tampoco 

una teoría acerca del papel que juegan los derechos fundamentales en el 

sistema jurídico356. Esta es la razón por la cual resulta frecuente que los 

principios se encuentren positivados en declaraciones de derechos y ga-

rantías y en las partes dogmáticas de las constituciones, como por ejem-

plo el Art. 42 de la CN. No en vano, cuando un principio adquiere carác-

ter de regla, su seguimiento es más claro y concreto357.  

En la práctica, existe una estrecha relación entre los principios, las 

reglas y las decisiones, siendo estos últimos los ‘repartos realizados’358. 

Y, desde el punto de vista del legislador, resulta indispensable el examen 

de los principios constitucionales cuando quiere construir un sistema 

normativo y orgánico de legislación, para de este modo poder colmar las 

lagunas más importantes del ordenamiento legal359. Este mismo es el 

motivo por el que resulta usual que se preconice la idea de abrazar los 

principios antes que memorizar una masa de reglas detalladas360.  

En cuanto a la función cognoscitiva de los principios, estos posibili-

tan el conocimiento o elucidación del sentido de una norma, de un prin-

cipio o de una conducta. El saber jurídico busca reducir los fenómenos a 

sus principios, ya que traducen valores, no tienen forma de expansión 

lógica o dogmática sino valorativa361. Desde esta perspectiva los princi-

pios son flexibles, dan margen al intérprete, son elásticos. Así, la defensa 

                       

356 Cfr. CIANCIARDO, Juan, “Principios y reglas: una aproximación desde los criterios 
de distinción”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, nueva serie, año XXXVI, núm. 
108, septiembre –diciembre de 2003, pp. 891-906, en p. 894. 

357 Cfr. DOLINGER, “Evolution of principles…”, p. 215, refiriéndose a los principios 
fundamentales de la Constitución de la República Federativa del Brasil. Ya insistiré sufi-
cientemente en los Capítulos IV y V en que si la CN en su art. 42 protege al consumidor 
en la “relación de consumo”, el mandato tiene un contenido lo suficientemente preciso 
para promover un mínimo de protección internacional. 

358 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. III, p. 792. 
359 Cfr. BIELSA, Metodología Jurídica, p. 634. 
360 Cfr. REZZÓNICO, Principios..., p. 3. 
361 VIGO, “Los principios generales del derecho...”, p. 864.  
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en juicio, será una pauta interpretativa frente a conductas que impli-

quen algún tipo de indefensión del consumidor, desguarnecido en su 

debilidad jurisdiccional o procesal. 

En la actividad judicial existe una importante conexión de los prin-

cipios con la axiología, para que el juez pueda superar la estrechez legal, 

alumbrando la decisión con fuerza orientadora362. Acudir a los princi-

pios libera al juez de la pesada máquina de subsumir: lo vuelve humano, 

hace que pueda ver más allá de los textos arcaicos, de las normas inade-

cuadas o injustas. En la complejidad del proceso de aplicación de la 

norma se debe elegir, para lo cual al adjudicar repartos se emplearán 

criterios valorativos, de modo que, al decir de GOLDSCHMIDT, se debe dis-

tinguir el criterio de valor de la normas de reparto. Mientras que unos 

dan una orientación para los repartos, las segundas describen esos re-

partos363. 

No sucede así de acuerdo al pensamiento positivista, que plantea 

como característica fundamental de la ciencia jurídica el “formalismo 

científico”, siendo sus notas distintivas la ciencia constructiva y deducti-

va. Es decir, a partir de conceptos jurídicos fundamentales construidos 

desde el ordenamiento, y que por tanto no pueden ser cuestionados o 

revisados, el jurista debe obtener mediante deducciones las normas que 

sirven para resolver la totalidad de los casos posibles364. Resulta claro 

                       

362 REZZÓNICO, Principios..., p. 66. Esta es la tendencia que se puede verificar en los 
procesos de armonización o uniformización del Derecho Internacional Privado, tal como 
lo describe DOLINGER. La actual metodología muestra que el mecanismo anterior era 
prioritariamente deductivo, a partir de reglas fijas de coordinación (puntos de contacto), 
aplicables a toda relación contractual. Actualmente la orientación es hacia un procedi-
miento inductivo, buscando el derecho más cercano, partiendo del análisis de la situa-
ción por parte del juez, que tiene ante sí la posibilidad de crear la solución para el caso 
particular. Ejemplifica la situación con el cambio de perspectiva del Restatement Second 
of Conflicts of Laws, que viró desde reglas fijas y precisas, a criterios o principios orien-
tadores. Cfr. DOLINGER, “Evolution of principles…”, p. 341 y ss.  

363 Cfr. GOLDSCHMIDT, Introducción al Derecho..., pp. 118-126, especialmente 124 y 
125. También REZZÓNICO, Principios..., pp. 68-69.  

364 CIANCIARDO, “Principios y Reglas...”, p. 901. 
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que esto es insuficiente, y por lo tanto se justifica un análisis principia-

lista del fenómeno jurídico del consumo transfronterizo365. 

II. C. 2. El contenido moral de los principios jurídicos de protección 

del consumidor 

Se puede analizar la función valorativa de los principios desde la 

óptica que lo hace CANARIS, para quien los principios hacen explícita la 

valoración, traducen criterios valorativos directos. Tienen naturaleza te-

leológica, y si los conceptos jurídicos presentan dudas (o son inexisten-

tes) se requiere un retorno a la valoración en ellos contenidos: al princi-

pio. Estos, al no ser normas, no pueden aplicarse inmediatamente sin 

conectarse de modo constante con nuevas valoraciones independien-

tes366.  

La teoría trialista también coincide en el contenido valorativo de los 

principios, al decir de CIURO CALDANI: 

“Estimamos que las perspectivas de la propuesta de la teoría trialis-
ta del mundo jurídico, sobre todo en cuanto se refieren a valores, signifi-
can múltiples aportes de gran relieve para el esclarecimiento de la pon-
deración de los principios. De cierto modo, los principios son valores, po-
sitivizados o no367.” 

En el presente estudio se trata de justificar la defensa del consumi-

dor en sus relaciones transfronterizas, a través, por ejemplo, del favor 

debilis, como una exigencia del ordenamiento internacional. Los princi-

pios tienen un núcleo de “juridicidad intrínseca, radical y forzosa, aun-

que no hayan sido explícitamente incorporados al derecho por la Consti-

                       

365 Como indica BOGGIANO, “el proceso de regulación normativa de los principios 
puede requerir complejas creaciones institucionales”. BOGGIANO, Derecho Internacional 
Privado, T. III, p. 793. Resulta insuficiente “un universo normativo constituido exclusi-
vamente por proposiciones deónticas dotadas de un supuesto de hecho y una conse-
cuencia jurídica”. La práctica judicial muestra que estos juicios, que denominamos “re-
glas”, coexisten junto a otras normas de estructura diferente, mucho más abierta y flexi-
ble, denominadas “principios”. Cfr. CIANCIARDO, “Principios y Reglas...”, p. 892. 

366 Cfr. CANARIS, El Sistema en la Jurisprudencia, p. 55 y ss. 
367 CIURO CALDANI, “Bases de la integración jurídica trialista…”, p. 12. 
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tución, la legislación o mediante decisiones judiciales vinculantes”, e in-

cluso “cuando no han sido incorporados al derecho o cuando nadie los 

ha utilizado previamente o pensado en ellos como derecho368”. 

Por este motivo suele ser muy estrecha la conexión entre los prin-

cipios generales del derecho y los principios generales del derecho posi-

tivo involucrado. En los primeros se estudia su arraigo en el bien o en el 

valor, lo que nos obliga a no dejarlos de lado en la fundamentación de un 

sistema jurídico369.  

Las valoraciones contenidas en los principios generales de un orde-

namiento son los elementos determinantes que hacen visible su unidad 

y coherencia internas. No es posible detenerse en las decisiones particu-

lares de conflictos que están como ocultas en las normas, sino en las va-

loraciones básicas más profundas que están incluidas en los principios 

generales de un ordenamiento. Se debe rastrear la ratio iuris subyacente 

más allá de la lex y de la ratio legis. Por eso el sistema es, en definitiva, 

un ordenamiento axiológico o teleológico de principios generales del 

derecho. Con la nota de orden teleológico se hace alusión al elemento de 

la coherencia valorativa y con la nota de los principios generales se alu-

de a la unidad interna370. 

Otra característica de los principios que manifiesta su contenido 

ético es que resulta imposible verificar quién es la autoridad que los 

promulga o emite, como así tampoco el mismo acto formal de promul-

gación. Por eso no hace falta recurrir a ninguna regla de reconocimiento, 

                       

368 VIGO, Los Principios Jurídicos..., pp. 19-20. También las XIas Jornadas de Derecho 
Civil, Universidad de Belgrano, Buenos Aires, 1987, Comisión 9: “Los principios genera-
les del Derecho son normas axiológicas que, aun inexpresadas, tienen función similar a la 
de otras y valen para toda una materia (negocios jurídicos, propiedad, familia, responsa-
bilidad civil, etc.), para toda una rama de Derecho (civil, penal, administrativo, constitu-
cional, etc.) o directamente para toda una esfera de relaciones jurídicas”. Publicadas en 
Congresos y Jornadas Nacionales de Derecho Civil, La Ley, 2005, p. 94. 

369 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. III, p. 806. 
370 La pregunta decisiva siempre será acerca de cuáles son los principios generales 

de un sector determinado, qué ideas jurídicas se han de ver como constitutivas para la 
interna unidad de sentido del sector parcial en cuestión, de modo tal que el orden de és-
te se modificaría en su ‘contenido esencial’ si se modificase uno de esos principios. Cfr. 
CANARIS, El Sistema en la Jurisprudencia, pp. 55-57. 
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dado que ellos no sólo permiten que los juristas cumplan la inescindible 

función de descripción y justificación moral del derecho, sino que ade-

más, cualquier admisión por medio de cierta práctica social resulta con-

tingente o innecesaria, aunque allí pueda advertirse su existencia371. Es-

ta característica resulta de especial importancia para el sistema protec-

torio si las regulaciones que se fundamentan en los principios 

pretenden validez internacional y universal. 

El ordenamiento, a partir de los criterios valorativos que introdu-

cen los principios, puede, por ejemplo, limitar los cálculos de utilidad. 

Así, por ejemplo, si el utilitarismo puede indicar que se justifica el mayor 

bien para el mayor número, como podría ser un menor precio para ‘casi 

todos’ los consumidores, a costa de que ‘algunos’ puedan ser privados 

de una indemnización por medio de una cláusula de irresponsabilidad, 

los principios ejercerán su función correctiva. 

En el mismo sentido concluye LARENZ, para quien un sistema lógico-

formal y abstracto-conceptual,  

“prescinde de de las referencias valorativas que están detrás de las 
normas y, con ello, falsifica necesariamente la conexión de sentido pecu-
liar del Derecho, la cual no es de naturaleza lógico-formal, sino teleológi-
ca” 372.  

La protección del consumidor implica un problema de valoración, 

por lo cual resulta necesario elaborar las normas y conceptos que inclu-

yan esos valores373. Los conceptos —como la debilidad del consumi-

dor— no son valorativos por sí mismos y no enriquecen el pensamiento 

jurídico, por lo tanto no serán determinantes para elaborar una solución 

                       

371 Cfr.VIGO, Los Principios Jurídicos..., pp. 16-17. 
372 LARENZ, Karl, Metodología de la Ciencia del Derecho, Editorial Ariel, Barcelona, 

1994, pp. 173-174. La única forma de pensamiento sistemático, tanto para la ciencia ju-
rídica como para la filosofía práctica es el sistema abierto y en parte móvil, que está des-
tinado a ser puesto en tela de juicio, y en cierta medida siempre en construcción. 

373 Idem, pp. 216-217. Los conceptos técnico-jurídicos contenidos en las normas, 
elaborados a partir de la lógica formal, permiten razonar con claridad y facilitan luego la 
aplicación del derecho mediante la subsunción. Así, establecidos por el legislador o por 
convención de las partes, los conceptos podrán ser definidos en la ley o bien de ella ob-
tenerse con facilidad. 
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a un nuevo problema de la realidad social, como el caso planteado en es-

ta tesis. Para esto se necesita buscar los principios sustentadores, medir 

su alcance, establecer su importancia para establecer o comprender una 

regla374. 

II. C. 3. Los principios justifican y completan el ordenamiento 

Los principios también tienen una capacidad explicatoria y justifi-

catoria, ya que hacen una descripción breve, sintetizan información. 

Enuncian una razón que discurre en cierta dirección, establecen un pun-

to de partida del razonamiento jurídico, pero no exigen una decisión 

particular, como sí hacen las reglas cuando se dan los supuestos de 

hecho y no hay más remedio que aplicar la consecuencia. Al localizarse 

comúnmente en el plano de la Constitución, en el derecho más alto, son 

el fundamento de un conjunto de otras normas375.  

El ordenamiento brinda al jurista las pautas de valoración últimas, 

tanto mediante la Constitución como de los principios que ésta adopta o 

las normas que de ésta se derivan. Así, justificar una resolución quiere 

decir que ésta es conforme con esas pautas fundamentales y con la con-

figuración del orden jurídico total376. El proceso no es sencillo, y algunos 

                       

374
 LARENZ los define así:“Los principios jurídicos no son otra cosa que pautas gene-

rales de valoración, preferencias valorativas en relación con la idea del derecho, los cua-
les todavía no se han condensado en reglas jurídicas inmediatamente aplicables, que son 
capaces de ofrecer fundamentos justificativos de ellas”. Idem, p. 218. 

375 VIGO, Los Principios Jurídicos..., pp. 11-12 y 17. Muchos de estos principios fun-
damentales son compartidos por todos los Estados, y en pocos casos podrá decirse que 
son exclusivos de cierto ordenamiento. Aún coexistiendo distintas concepciones cultura-
les que repercuten sobre los derechos fundamentales (especialmente en el ámbito fami-
liar), hay una participación común en una gran cantidad de valores, lo que se ha traduci-
do especialmente en la sanción de normativas internacionales sobre derechos humanos. 
Ver también FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, pp. 74-75. 

376 LARENZ, Metodología…, p. 286. También GOLDSCHMIDT, Introducción al Derecho..., 
p. 125. “[...] el legislador, cuando le toca dar una ley cualquiera (...) no encuentra una ley 
modelo en algún código ideal; no tiene más remedio que llevar a efecto un trabajo serio 
estudiando la realidad social y sus posibilidades.” Y también p. 114, al referirse a la nece-
sidad de completud del Derecho Natural, “[...] lo incompleto del Derecho Natural es la 
necesidad de los principios de recibir reglas derivadas y determinativas a fin de poder 
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conceptos abiertos, como la buena fe, el abuso del derecho, la equidad o 

la exigibilidad, difícilmente se puedan definir en un conjunto de pala-

bras, aún cuando se puedan ilustrar con ejemplos.  

Tal es el caso del concepto de “cláusula abusiva”, típico supuesto re-

ferido a la protección del consumidor, en el cual se debe determinar su 

contenido real y definir la “relación de equilibrio”. La jurisprudencia, 

aclarando con ejemplos ilustrativos las ideas jurídicas y principios y 

comparándolos luego con otros casos, elabora nuevas y más especiales 

ideas jurídicas en base al análisis de los casos en que aquéllos aparecen, 

enriqueciendo las pautas relativamente indeterminadas de —por ejem-

plo— esta “relación de equilibrio”377. 

Como vemos, los principios facilitan el razonamiento, al permitir un 

recorrido de doble dirección: por una parte desde las ideas jurídicas ge-

nerales a los casos que han de ser enjuiciados conforme a ellas; y, de 

otra parte, desde éstos a través de los casos típicos e ideas jurídicas más 

especiales, al principio general378. El aporte a la completud del sistema 

es indudable, porque la admisión de los principios nos permite ampliar 

notablemente la capacidad de brindar respuestas. De no hacer uso de 

ellos, nuestro conflicto jurisdiccional en relaciones de consumo trans-

fronterizas quedaría en muchas ocasiones sin resolver. Adicionalmente, 

los principios nos permitirán lograr más asequiblemente los objetivos 

de uniformidad del régimen general379. Veremos, en este sentido, cuán 

útil será acudir al favor debilis o al in dubio pro consumptore para 
enunciar reglas con pretensión de universalidad. 

                       

operar sobre la realidad. Como estas reglas se deducen de los principios, no sería tampo-
co erróneo estatuir que el Derecho Natural es completo en tanto en cuanto contiene los 
principios necesarios para elaborar un Derecho fabricado, exhaustivo.” En otro lugar, 
GOLDSCHMIDT pone un ejemplo de principios sustentadores y justificatorios de la Consti-
tución, que incluso pueden declarar inconstitucionales a determinados artículos [reglas] 
de la misma Constitución. Cita un argumento de la Corte Federal Constitucional alemana, 
si bien no correspondía su aplicación en ese caso concreto. GOLDSCHMIDT, Justicia y Ver-
dad, p. 520.  

377 Cfr. LARENZ, Metodología…, pp. 287. 
378 Cfr. GOLDSCHMIDT, Introducción al Derecho..., pp. 124-125. 
379 Cfr. DOLINGER, “Evolution of principles…”, p. 342. 



156 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

Desde el punto de vista del Derecho Internacional Privado, los prin-

cipios no son normas de policía o del orden social, entendidas estas co-

mo límites apriorísticos a la aplicación del derecho nacional a un caso 

multinacional. Por el contrario, sí pueden ser parte del orden público in-

ternacional, en cuanto impiden la aplicación del derecho extranjero en 

la medida que sea incompatible con nuestro “espíritu de la legislación” 

(Art. 14 inc. 2 CC)380. Tampoco los principios son de por sí normas impe-

rativas, pero pueden convertir una norma en imperativa, impidiendo a 

los particulares la autonomía de la voluntad381. 

II. C. 4. La incorporación de los principios al sistema protectorio del 

consumidor transfronterizo 

El modo en que los principios son validados y a su vez validadores 

de normas, es descrito por ESSER382. Un problema real y objetivo obliga 

al desarrollo de una solución, que primero existe casuísticamente, sin 

búsqueda ni pruebas de los principios. Luego se apoya de modo prag-

mático en algunos oportunos pasajes textuales, a los cuales se les con-

cede la prerrogativa de que son utilizados para apuntalar sistemática-

mente un principio jurídico que lo trasciende383.  

                       

380 Volveremos sobre este tema más adelante al hablar de los derechos fundamen-
tales del consumidor como integrantes del orden público internacional. Ver p. 358 y ss. 

381 LEIBLE, “Comercio exterior y seguridad jurídica”, p. 405. “Las normas del dere-
cho imperativo tienen siempre un contenido fuertemente político. Ellas hacen a la reali-
zación de ideas de política económica y social, y debido a las relaciones cambiantes están 
sometidas a procesos de modificación constantes y que, por cierto, a veces se producen 
en forma sumamente abrupta. [...] Únicamente está fuera de discusión que las normas de 
policía de la lex fori no pueden ser afectadas por las partes por una elección divergente 
del derecho. Ningún juez puede actuar por encima de las leyes imperativas que hacen al 
bienestar de su propio Estado, invocando la autonomía de las partes”. 

382 ESSER, Grundsatz un Norm in der richterlichen Fortbildung des Privatrechts, p. 
5, citado por LARENZ, Metodología…, p. 146 y ss. 

383 A modo de ejemplo de cuáles son estos posibles textos, se pueden considerar la 
Ley Modelo de UNCITRAL para el Comercio Electrónico, como un esfuerzo de localizar 
las transacciones del e-commerce, a fin de que evitar un comercio sin derecho. 
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El proceso de formación de estos principios jurídicos y cómo consi-

guen su reconocimiento no corresponde a una derivación inductiva de 

la ley de acuerdo a su contenido objetivo de sentido, ni tampoco derivan 

deductivamente de un sistema de derecho natural ni de un orden jerár-

quico estable de valores esenciales por sí mismos384. Se trata de una re-

ferencia a la “naturaleza de la cosa” o de una determinada institución, 

que implica un sentido del ser propio de las relaciones humanas y cog-

noscibles al menos parcialmente. Pero más todavía, se trata de esferas 

prepositivas de principios ético-jurídicos y de la convicción general385. 

Los principios se forman primero inconscientemente, “en un largo pro-

ceso que transcurre subterráneamente (...), hasta que luego lo obvio, el 

hallazgo de una idea hasta entonces no formada todavía, encuentra de 

repente una formulación convincente, que se distancia de la mera inter-

pretación y construcción de lo positivamente existente”386. 

Así, por ejemplo, el concepto de “naturaleza de la cosa” se puede ex-

tender a “naturaleza de los hombres”, determinando la condición parti-

cular de un grupo de personas. La naturaleza del hombre comerciante 

difiere de la del hombre consumidor. Esa naturaleza significa una orien-

tación para el intérprete, que recibe de esas ‘cosas’ mensajes sobre la 

manera de cómo proceder387. 

Así, el concepto de consumidor que utiliza el Tribunal de Justicia de 

la Comunidad Europea no es el mismo que utiliza cada uno de los Esta-

dos Miembros. En el caso de la UE, el consumidor es visto como capaz de 

analizar críticamente la información; la consecuencia será que el ele-

mento esencial del sistema protectorio, para esta concepción, es la 

transparencia informativa. Si prevalece la imagen de un consumidor 

                       

384Cfr. LARENZ, Metodología…, p. 147. A esto se refiere VIGO, citando a Georges 

KALINOWSKI, cuando indica que la incorporación de los principios al sistema jurídico es al 
modo de los axiomas en los sistemas teóricos, y, en consecuencia, tenemos que los mo-
dos de admisión posibles pueden ser por convención o por evidencia, y esta última, a su 
vez, puede ser empírica o analítica. Cfr. VIGO, Los Principios Jurídicos..., pp. 14 y 15. 

385 Cfr. LARENZ, Metodología…, p. 147. 
386 Ibidem. 
387 REZZÓNICO, Principios..., p. 88 y nota 63. 
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preparado que tiene capacidad para decidir en su propio interés y como 

tomador de riesgo, los requerimientos para la publicidad y el etiqueta-

do, así como la caracterización del concepto de prácticas engañosas no 

serán iguales que si se considera al consumidor como un sujeto pasivo, 

automatizado y acrítico, que no lee las prescripciones. Este último es el 

caso, por ejemplo, de la legislación de los países nórdicos o de Alemania. 

Estas diferentes concepciones, que son manifestación de las distintas 

culturas, tendrán incidencia sobre, por ejemplo, el rol de las asociacio-

nes de consumidores o de las oficinas públicas de protección; en el últi-

mo supuesto deberán necesariamente ser mucho más activas388. 

El principio jurídico, continúa ESSER, es descubierto originariamen-

te en el caso concreto; recién después es una fórmula para una serie de 

puntos de vista típicamente pertinentes. Una vez que el principio ha si-

do hallado, su posterior desarrollo por la jurisprudencia de los tribuna-

les no es simplemente aplicación, sino un proceso de continua configu-

ración389. Finalmente, para que el principio sea prácticamente eficaz, 

precisa todavía una acuñación judicial o legislativa. El principio no tiene 

inicialmente una indicación vinculante, porque le falta la determinabili-

dad de los casos de aplicación que distingue a la regla jurídica como 

tal390.  

¿Existe este proceso en la protección del consumidor transfronteri-

zo? Y de ser así, ¿tiene su correlación en la atribución de jurisdicción? La 

jurisprudencia marca una tendencia en el derecho interno, como asi-

mismo en el derecho regional de la UE y otros espacios integrados. De-

bemos verificar si lo mismo ha sucedido en el plano internacional391. 

                       

388 WILHELMSSON, “Is there an European consumer law…?”, pp. 17-19- 
389 Cfr. HINESTROSA, “Des principes généraux du droit...”, p. 501. 
390 LARENZ, Metodología…, pp 147-148. DOLINGER hace una descripción casuística del 

proceso de surgimiento de los clásicos principios generales (o instituciones) del Derecho 
Internacional Privado, como el reenvío, fraude a la ley, calificaciones, cuestión previa, 
etc. Cfr. DOLINGER, “Evolution of principles…”, p. 240 y ss.  

391 En el derecho interno argentino este proceso todavía no se ha cerrado, aunque 
existen fallos judiciales y resoluciones administrativas que reglamentan la previsión ge-
nérica del art. 37 LDC. La cláusula de prórroga de jurisdicción a favor del proveedor ha 
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II. C. 5. La argumentación a partir de los principios y su función in-

terpretativa 

La argumentación jurídica a partir de los principios no requiere que 

éstos estén expresados, aunque un código o ley orgánica siempre —de 

modo más o menos inmediato— estará sustentado en distintos princi-

pios392. El uso argumentativo que se hace de ellos es a partir de sus típi-

cas funciones, de las que mencionaré las cuatro principales: a) interpre-

tativa, ya que aportan al esclarecimiento del sentido de otras normas; b) 

directiva o programática, al orientar la actividad de los juristas al mo-

mento de crear una norma; c) integrativa, ya que proporcionan criterios 

conforme a los cuales resolver un problema jurídico que no tiene regu-

lación normativa (es decir en caso de laguna jurídica) y d) limitativa, por 

cuanto establece los cauces dentro de los cuales se puede ejercer cierta 

competencia393.  

Otras funciones, indicadas por los autores, se refieren a los princi-

pios como fundamentadores del ordenamiento, de modo que legitiman 

o reconocen la validez de las otras fuentes del derecho. También se 

asignan a los principios funciones sistematizadoras, ya que posibilitan la 

estructuración u ordenamiento del material jurídico. En todos estos sen-

tidos, los principios tienen por objeto otras normas, al darles precisión, 

orientación, sistematizándolas y fundándolas o supliendo su ausencia. 

                       

sido desestimada y declarada presuntamente inválida, en bastantes circunstancias. Vol-
veremos sobre el asunto en p. 408 y ss, y en 673 y ss. 

392 Cfr.BIELSA, Metodología Jurídica, p. 102. Así sucede con los grandes principios 
del derecho natural o de índole histórica, aquellos a los que se refiere el art. 16 de nues-
tro CC, ya citado. 

393 Cfr. VIGO, Los Principios jurídicos..., p. 17, con cita de Norberto BOBBIO. En similar 
sentido, cfr. las XIas Jornadas Nacionales de Derecho Civil, Buenos Aires, 1987, Comisión 
9: “I. Los Códigos Civiles latinoamericanos imponen a los principios generales del Dere-
cho como pautas integradoras o interpretativas de las leyes...”. Luego de enumerar las 
referencias codiciales, indica que de allí se desprende una identidad propia del Derecho 
de los pueblos latinoamericanos. Cfr. Congresos y Jornadas Nacionales de Derecho Civil, p. 
94. 



160 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

Como puede verse fácilmente, esto no lo pueden hacer las reglas por sí 

mismas394.  

Dentro de estas funciones, resulta de especial interés para este tra-

bajo la función interpretativa de los principios. A través de la referencia 

a principios y conceptos indeterminados, el derecho resulta más flexi-

ble395. Mediante la elaboración de normas que colmen las lagunas del 

ordenamiento, se puede llegar a declarar un derecho preexistente, como 

por ejemplo la necesidad de acudir a un tribunal que resuelva en justi-

cia. Será en estos supuestos donde “‘decir’ la jurisdicción significa más 

radicalmente un ‘hacer’”396. 

Concretamente, en cuanto a la capacidad de los principios de actuar 

como base de interpretación de otras normas, si, por ejemplo, hubiera 

que dotar de contenido a la calificación de “consumidor”, el principio de 

protección de la parte débil puede acudir en ayuda de los juristas. Así, 

ARENAS GARCÍA menciona la Sentencia del Tribunal de Justicia de las Co-

munidades Europeas, del 21 de junio de 1978, donde interpreta que el 

Art. 13 del Convenio de Bruselas de 1968, al determinar la jurisdicción 

competente en litigios de consumidores, el concepto de “consumidor” 

allí utilizado debía ser interpretado restrictivamente, a fin de no crear 

un fuero exorbitante. Se trataba de todo adquirente que tuviera necesi-

dad de protección por ser la parte económicamente débil en relación 

con el vendedor, por ser un consumidor final que no adquiere el produc-

                       

394 VIGO, Los Principios Jurídicos..., p. 17. 
395 Cfr. HINESTROSA, “Des principes généraux du droit...”, p. 510. 
396 CIURO CALDANI, “Criterios integrativistas...”, nro. 13. Los principios actuarían co-

mo normas dirigidas, no ya a la conformación de las reglas, sino como criterios de inter-
pretación del texto legal, o la elección de una regla cuando hay dos que tienen aptitud 
para ser aplicadas al caso. También serían útiles para verificar si cierta regla tiene valor 
normativo, o para desentrañar su recto sentido en relación al caso. En otros casos, pue-
den ayudar a medir la extensión precisa de una regla y apreciar su eficacia en cuanto al 
gobierno de las relaciones jurídicas aparentemente comprendidas en el ámbito de su vi-
gencia. VÁZQUEZ VIALARD, Tratado de Derecho del Trabajo, Tomo 2, pp. 190-191. También 
QUAGLIA, Marcelo Carlos, “La relación de consumo: su incidencia en los principios con-
tractuales”, LL 2006-C, pp. 903-920, en 908-910, respecto del principio de equidad. 
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to en el marco de sus actividades profesionales o comerciales397. De esta 

manera, el “principio de favorecer a la parte débil” sirvió para interpre-

tar un concepto que no resultaba autosuficiente. En el caso resultó tra-

tarse de un comerciante. 

Posteriormente, se discutió la aplicación del Convenio de Bruselas a 

contratos celebrados no estrictamente por “consumidores” sino “aho-

rradores”. En la cuestión prejudicial ante el TJCE, resuelta por la Senten-

cia de 19 de enero de 1993, se resolvió que el Art. 13 del Convenio de 

Bruselas podía ser aplicado a un contrato de comisión para la adquisi-

ción y colocación de divisas y valores mobiliarios. En este caso, a dife-

rencia del anterior, se resolvió por una interpretación amplia: quien co-

loca sus ahorros en Bolsa o adquiere algún tipo de producto financiero 

no por ello se convierte en un inversor profesional.  

En ambos casos se manifiestó la misma necesidad de protección de 

la parte débil frente al empresario. Es el principio subyacente al derecho 

del consumo: amparar al particular que contrata con el comerciante o 

profesional dotado de una información, experiencia e infraestructura de 

la que carece su cocontratante, y que le coloca en una posición de supe-

rioridad398. Vemos aquí cómo un principio expresa toda su fuerza inter-

pretativa. 

Junto a ésta, encontramos la función programática de los principios. 

Así se puede observar con toda claridad en el Art. 42 de la CN, donde al 

indicar que “los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen 

derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguri-

dad e intereses económicos”, se establece una directiva que da pleno 

sentido a la actividad que despliegan los poderes ejecutivos, legislativos 

o judiciales de todos los niveles del Estado. 

La función integrativa se manifiesta por ejemplo en el principio de 

defensa en juicio, por el cual ante la falta de determinación del tribunal 

                       

397 ARENAS GARCÍA, Rafael, “Tratamiento jurisprudencial del ámbito de aplicación de 
los foros de protección en materia de contratos de consumidores del Convenio de Bruse-
las de 1968, REDI, v.48, no.1 (1996), pp. 45-47. Volveré sobre el tema en el Capítulo V. 

398 Idem, pp. 43-44.  
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competente, la solución a la laguna jurídica nunca podría consistir en la 

denegación de justicia. 

Por último, la función limitativa se puede ilustrar mediante la nece-

sidad de que en razón de la aplicación del principio de la efectividad de 

las decisiones, el juez del tribunal requerido puede resignar su compe-

tencia a favor de un foro con mayores posibilidades de hacer efectiva la 

decisión, a través de la institución del forum non conveniens399.  

II. C. 6. Corolario 

La existencia de estos principios hace que el orden normativo pue-

da ser un orden “jurídico”, apartándose de la arbitrariedad, inclusive en 

el orden internacional. Así, por ejemplo, una norma positiva como el 

plazo durante el cual un consumidor está facultado para devolver las 

mercaderías en las ventas domiciliarias, por correo, ventas telefónicas o 

cualquier otro medio de comunicación, reconocido en casi todos los sis-

temas protectorios del consumidor, también está sujeta a un principio 

de razonabilidad400. 

Volviendo a la distinción entre principios fuertes y débiles, se pue-

den mencionar los siguientes principios fuertes dentro del sistema jurí-

dico protectorio de la relación de consumo transfronteriza, sin perjuicio 

de que los trataremos luego con mayor detalle: favor debilis y su consi-

guiente protección del consumidor; igualdad relativa de todos los hom-

bres; no se permite el abuso de los derechos; nadie puede ser juez en su 

propia causa; principio de defensa en juicio. Y entre los principios débi-

les: interpretación a favor del consumidor; autonomía de la voluntad, 

respeto al derecho extranjero, principio de efectividad de las decisiones. 

Tanto las normas como los principios débiles son informados por 

los principios fuertes, en tanto señalan los requisitos que ambos deben 

cumplir para ser reconocidos como plenamente válidos. Las normas y 

principios débiles cumplen su finalidad informadora con el auxilio de la 

                       

399 Cfr. DOLINGER, “Evolution of principles…”, pp. 267-269. 
400 Volveremos sobre este tema en el Nro. IV. B. 2.b), p. 403. 
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argumentación jurídica o como resultado de decisiones o prácticas 

humanas.  

Son tan necesarios los principios como las normas, ya que los dere-

chos básicos no pueden quedar como meros deseos y aspiraciones, de-

biendo ser reglamentados por la ley positiva de acuerdo a las posibili-

dades que la situación histórica permite. La protección del consumidor 

internacional sería “mera poesía” si la integridad del sistema no fuera 

efectiva, tanto a través de la existencia de una regulación como en su vi-

gencia401. 

Algunos de los principios protectorios del consumidor transnacio-

nal son propios, otros son compartidos con otras ramas jurídicas, y 

otros serán aplicación de principios generales del derecho. Todos ellos 

deberán ser tenidos en cuenta en el diseño del ordenamiento o en la so-

lución de los conflictos, más allá de su explicitación normativa.  

II. D. PONDERACIÓN Y JERARQUÍA DE PRINCIPIOS Y REGLAS EN EL SISTEMA 

PROTECTORIO DEL CONSUMIDOR TRANSFRONTERIZO 

Como propondré luego en el Capítulo IV, de la enunciación de prin-

cipios de la CN misma, en lo que se refiere al consumidor, no se des-

prenden derechos subjetivos. Estos nacerán con la atribución efectuada 

por las normas, las determinaciones contractuales o las sentencias. En 

todos los casos, los principios, los derechos y las fuentes, deberán actuar 

armónicamente. 

                       

401 Así opina desde la práctica ASHER respecto de la protección del consumidor en 
una economía global: en el mercado internacional, no se pueden poner las expectativas 
en la eficacia de los derechos domésticos. ASHER, “Going Global…”, p. 203. También opina 
de este modo para el derecho laboral, VÁZQUEZ VIALARD, Antonio, Tratado de Derecho del 
Trabajo, Tomo 2, Capítulo IV, C), “Principios de derecho del trabajo”, Editorial Astrea, 
Buenos Aires, 1982, p. 125. 
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II. D. 1. Interacción y mutuo requerimiento de reglas y principios 

El funcionamiento del sistema (principios y reglas) propende a la 

convivencia pacífica, en la que acreedores y deudores deslindan los de-

rechos que se atribuyen a cada uno en el reparto efectuado por las re-

glas, no sólo de modo estático, sino que se trata de que en la realidad el 

reparto sea efectivo a través de la acción de cada una de las partes, ya 

sea de modo espontáneo o por medio de la coerción.  

a) Ambos estructuran el sistema 

Resulta aplicable a la protección del consumidor lo que menciona 

VÁZQUEZ VIALARD respecto del derecho del trabajo: 

« [...] de allí que los principios configuran ciertos presupuestos rec-
tores que actúan a manera de “armazón fundamental”, y constituyen algo 
así como las líneas arquitecturales del edificio normativo del que depen-
de todo el resto de la construcción402». 

En nuestro caso, resulta de interés analizar el entramado de nor-

mas, tanto principios como reglas, que forman el sustrato de la protec-

ción transfronteriza del consumidor, de tal modo de establecer cómo se 

constituye o debería constituirse el sistema u ordenamiento que permi-

ta resolver las cuestiones que se puedan presentar403. 

b) Tienen distinta fuerza deóntica 

Las diferencias fundamentales entre reglas y principios están dadas 

por su fuerza deóntica y por su distinta virtualidad al momento de apli-

carse. En cuanto al primer aspecto —la fuerza deóntica—, lo que la 

norma ordena no admite distintos niveles de cumplimiento: es determi-

nativa. Por su parte, los principios deben ser observados en la mayor 

                       

402 Cfr. VÁZQUEZ VIALARD, Antonio, Tratado de Derecho del Trabajo, Tomo 2, p. 122. 
403 Cfr. BERGER, The Creeping Codification…, p. 164. En igual sentido DOLINGER, “Evo-

lution of principles…”, pp. 228-235. 
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medida posible, de modo de optimizar su aplicación404. Los principios, 

considerados como mandatos de optimización que requieren pondera-

ción, son necesarios para desarrollar el sistema jurídico, y especialmen-

te para la elaboración de las normas, tanto generales como particulares, 

incluyendo las decisiones judiciales405. 

Dentro de estos principios, los llamados “fuertes”, en cuanto a su 

distinción respecto de las normas, poseen diferencias cualitativas y sus-

tanciales, no meramente formales406. Los principios fuertes cumplen la 

función por propio vigore, en razón de exigencias de justicia, equidad u 

otra dimensión de moralidad. Se justifican por su contenido, no por el 

consenso ni por la acción de ninguna autoridad ni práctica judicial, aun-

que haya normas que los receptan y facilitan su conocimiento y aplica-

ción.  

La distinción entre principios fuertes y débiles tiene especial rele-

vancia y ha sido estudiada principalmente en el ámbito del derecho 

constitucional, en referencia a los derechos fundamentales407. Por su 

parte, los principios débiles y las reglas deben su fuerza deóntica al le-

gislador o juez que las creó408. 

                       

404 Cfr. CIANCIARDO, “Principios y Reglas...”, p. 895. “Como todo principio, constituye 
un mandato para lograr su máxima satisfacción de un modo compatible con otros que 
resulten aplicables al caso mediante un juicio de ponderación judicial”. Considerando 8º 
del voto en disidencia de los Dres. Ricardo LORENZETTI y Raúl ZAFFARONI, en la causa “Tele-
fónica de Argentina S.A. s/ acción de inconstitucionalidad”, ya citado. 

405 Cfr. CIURO CALDANI, “Bases de la integración jurídica trialista…”, pp. 11-12. Tam-
bién cfr. CIANCIARDO, “Principios y Reglas...”, p. 895, citando a Robert ALEXY. Cfr. VIGO, Los 
Principios jurídicos..., p. 14.  

406 Idem, p. 19. 
407 CIANCIARDO hace una distinción “estructural” entre algunos principios fuertes y 

un conjunto de normas integrado por el resto de los principios y la totalidad de las re-
glas. En esta perspectiva, la fuerza deóntica de los principios fuertes o “principios razo-
nables per se” parte de sí mismos. Prescriben sin que su existencia dependa de haber si-
do reconocidos en una Constitución (aunque es saludable su reconocimiento positivo). 
Cfr. CIANCIARDO, “Principios y Reglas...”, pp. 893 y 903.  

408 Cfr. VIGO, Los principios jurídicos…, p. 30. VIGO denomina principios fuertes o 
principios en sentido estricto a aquellos cuyo contenido coincide con los derechos 
humanos fundamentales (o también llamados derechos naturales, originarios o prima-
rios o derechos preexistentes) que le son atribuidos al hombre por la sola razón o título 



166 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

A modo de ejemplo, un principio universal, como la igualdad relati-

va de todos los hombres, puede ser visto como fundamento de las nor-

mas protectivas del derecho del consumo, como un modo de equiparar 

la disparidad de fuerzas negociales, que en la reiterada práctica elimi-

nan o reducen esa igualdad409. La igualdad de todos los hombres es 

compatible con una desigualdad negocial, que debe ser rectificada410.  

c) Requieren diversos modos de reconocimiento 

Los principios protegen ciertos bienes fundamentales de las perso-

nas, sin establecer concretos cursos de acción. Por su parte, las reglas 

apuntan a alcanzar bienes que son extrínsecos a ellas y determinan con-

ductas precisas. Así y todo, aunque los principios no requieren de la po-

sitivización para su validez, deben ser positivizados para que sean coer-

cibles. Los operadores jurídicos deben conocerlos para aplicarlos. El 

origen diferente, por tanto, requiere una incorporación formal al siste-

ma a través de alguna de las fuentes del derecho411.  

                       

de su condición de tal, y que todo hombre conoce por connaturalidad o por evidencia 
analítica. Idem, p. 21.  

409 Cfr. SPELLENBERG, Ulrich, “La influencia de la Constitución sobre el derecho pri-
vado”, Revista de Derecho Comercial y las Obligaciones, Depalma, Bs. As, 1998, p. 239. Co-
rresponde en primer lugar al legislador decidir cuándo puede verse afectado el principio 
de igualdad, y por lo tanto efectuar diferenciación de intereses que tenga fundamentos 
materiales y no resulte arbitraria. Por su parte, REZZÓNICO ve el principio de igualdad en 
relación a la justicia distributiva, citando a ARISTÓTELES, Ética a Nicómaco, V,2, 1131,a. Cfr. 
REZZÓNICO, Principios…, p. 268. 

410 Cfr. MOSSET ITURRASPE, Jorge, Justicia Contractual, EDIAR, Buenos Aires, 1977, pp. 
32-33, y especialmente la nota 40. Trata allí de “la igualdad de los iguales”, sin que la in-
tervención estatal para salvar las desigualdades reales pueda ser considerada la creación 
de un “derecho de clases”.  

411 Cfr. CIANCIARDO, “Principios y Reglas...”, p. 904. BOGGIANO, refiriéndose al necesa-
rio enraizamiento del derecho positivo en los principios generales del derecho, mencio-
na que el conocimiento filosófico del derecho profundiza los principios jurídicos univer-
sales más allá de los sistemas normativos en particular. “No se requiere que sean princi-
pios jurídicos positivizados sino susceptibles de de ser positivizados por la legislación, la 
jurisprudencia, o la opinio juris”. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. III, p. 806. 



 CAPÍTULO II 167 

 

De este modo, el principio de favorecer a la parte débil en una rela-

ción jurídica determinada, no puede hacerse valer si no es reconocido 

en una ley, un tratado internacional, o al menos aplicado judicialmente 

en una sentencia. Esto aún cuando un principio como el favor debilis sea 

razonable intrínsecamente. En este sentido, observemos el art. 8 de la 

Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948: 

“Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribuna-
les nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 
derechos fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley”.  

Claramente sería aplicable contra la discriminatoria denegación de 

justicia a consumidores extranjeros que reclaman justicia ante el domi-

cilio del proveedor demandado. Pero no resulta tan sencillo subsumir en 

este principio del Derecho Internacional a los conflictos transfronterizos 

entre particulares de carácter patrimonial, salvo que la protección del 

consumidor sea considerada un “derecho fundamental”. Volveremos so-

bre esto en el Capítulo IV. 

d) Se aplican de diferente modo 

En cuanto a las diferencias entre reglas y principios en el momento 

de su aplicación —considerando la colisión con otras normas—, cuando 

se trata de conflictos entre reglas la solución está dada, bien por intro-

ducir una cláusula de excepción que elimina el conflicto, o bien por de-

clarar inválida una de esas reglas, a través de los criterios de competen-

cia o jerarquía412. 

                       

412 La clasificación que utiliza CIURO CALDANI entre reglas y normas puede conside-
rarse coincidente —aunque no de modo pleno— con la de “reglas y principios”, que es-
toy utilizando en este trabajo. No trataré los conflictos terminológicos y conceptuales 
existentes en cuanto a la noción de norma. En la terminología de este autor, las captacio-
nes lógicas de esos repartos proyectados (en cuanto a cómo deberían ser esos repartos) 
están constituidos por reglas que los describen e integran. El funcionamiento normativo, 
según este autor, exige convertir los repartos proyectados en repartos realizados. Ese 
funcionamiento normativo abarca tareas muy dificultosas, como el reconocimiento, la 
interpretación, la determinación, la elaboración, la argumentación, la aplicación y la sín-
tesis. La referencia es válida tanto para las normas (reglas) como para los principios, pe-
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Consideremos un ejemplo: el Art. 1 CPCyCN permite la prórroga de 

la competencia territorial a favor de jueces extranjeros en asuntos in-

ternacionales y exclusivamente patrimoniales, excepto cuando la pró-

rroga esté prohibida por ley. Por su parte, el apartado e) I) del Anexo de 

la Resolución Nro. 53/2003 de la Secretaría de la Competencia, la Des-

regulación y la Defensa del Consumidor, considera abusiva la cláusula 

que impone al consumidor alguna limitación en el ejercicio de acciones 

judiciales, especialmente que estas puedan entablarse en jurisdicción 

distinta del lugar del domicilio del consumidor al tiempo de la celebra-

ción del contrato.  

Esta aparente contradicción se resuelve declarando inválida la regla 

de la Resolución 53/2003, por cuanto el criterio de jerarquía indica que 

una Ley Nacional no puede ser modificada por una Resolución adminis-

trativa413. De este modo, prima facie, se debe admitir la cláusula que pro-

rroga la jurisdicción ante tribunales extranjeros. En definitiva, ante esta 

colisión normativa se debe tomar una decisión respecto de la validez414. 

No sucede así en el caso de los principios. “En efecto, cuando un princi-

pio colisiona con otro el juez no sólo no juzga sobre al validez, sino que 

no puede, en cierto sentido, dejar de aplicar ninguno de los dos. Decidi-

rá, luego de una ponderación, la precedencia de uno sobre otro, pero sin 

anular al que no se ha preferido415.”  

                       

ro en el caso de estos últimos, la principal tarea es la determinación, requerida de modo 
fundamental por los cambios históricos y para introducir elementos valorativos sustan-
ciales. Esta determinación o elaboración es entendida en sentido amplio, y abarca, entre 
otros, el desarrollo de los principios mediante normas Cfr. CIURO CALDANI, “Bases de la in-
tegración jurídica trialista…”, Nro 11 en nota 5. 

413 Nos referimos al plano internacional. En el plano local, la Resolución 53/2003 
ha sido discutida, al considerar que no corresponde interpretar o aplicar el art. 37 de la 
LDC a través una norma de menor jerarquía. Pero en el plano internacional, cuando la 
norma del CPCyCN es tan clara permitiendo la prórroga, sin hacer distinciones, si la LDC 
no lo modifica expresamente, no se puede considerar que ha sido derogada por una re-
solución administrativa. Si en el orden interno, la colisión entre la Res. 53/2003 y la LDC 
es de dudosa interpretación, nos parece por el contrario que es clara la solución en el 
plano internacional: la prórroga conserva toda su validez desde el punto de vista lógico-
positivo. 

414 Cfr. CIANCIARDO, “Principios y Reglas...”, p. 896. 
415 Ibidem. 
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Veamos ahora cómo se analizaría el caso desde la aparente colisión 

de principios. De acuerdo a los principios de autodeterminación, auto-

rresponsabilidad y autonomía de la voluntad (libertad de las convencio-

nes, recogido en el Art. 1197 del CC), las partes de un contrato de con-

sumo internacional pueden establecer la competencia de los tribunales 

extranjeros correspondientes al domicilio del vendedor. Por otra parte, 

en virtud del principio protectorio de defensa del consumidor, recogido 

en el Art. 37 de la LDC, puede ser considerada abusiva una cláusula que 

signifique una renuncia o restricción de los derechos del consumidor, lo 

que en caso de duda significará estar a favor de la interpretación que le 

resulte menos gravosa respecto de sus obligaciones.  

Existe una aparente colisión entre el principio de la autonomía de la 

voluntad, reglamentado en cuanto a la jurisdicción por el Art. 1 del 

CPCyCN, y el principio del favor debilis, o al menos en su dimensión in-

terpretativa del in dubio pro consumptore (arts. 3 y 37 LDC). La solución 

en este caso es más trabajosa, pero también más rica y fructífera, ya que 

el simple análisis de las normas arrojaría una solución clara desde una 

perspectiva formal, pero no siempre de acuerdo con los criterios de jus-

ticia sustancial. No significa derogar un principio —en este caso la auto-

nomía de la voluntad—, sino postergarlo en el caso concreto, de acuerdo 

a las particulares circunstancias de la causa416. 

II. D. 2. La colisión de principios 

Como quedó de manifiesto, es de la naturaleza de los principios que 

éstos puedan colisionar entre sí. En los ejemplos hasta aquí considera-

dos se puede apreciar que el ordenamiento jurídico prevé muchas ex-

cepciones, de allí que frecuentemente las decisiones pueden ser contra-

puestas. Es frecuente el paso desde la determinación del o los principios 

del sistema —como aquí el favor debilis o la garantía de la defensa en 

                       

416 Como analizaré luego con más detalle, la misma repetida solución en casos se-
mejantes pueden dar lugar a normas que plasmen esas reiteraciones socialmente verifi-
cadas. Tomaré como ejemplo la cláusula de prorrogatio fori. Cfr. nro. IV. B. 2.c), p. 408 y 
ss. 
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juicio—, hacia la contraposición de principios. Lo que se debe estudiar 

es si la valoración que lleva a postular la limitación de uno de ellos es lo 

suficientemente general y tiene la importancia como para, a su vez, valer 

como principio sostenedor del sistema, o simplemente se trata de una 

excepción a los postulados básicos417. 

No debemos olvidar que los principios no pretenden ser exclusivos 

y en muchos casos coexisten con otros al momento de establecer una 

misma consecuencia jurídica418. Así, la facultad que puede tener el con-

sumidor damnificado de sumarse a una acción de clase de reparación 

por daños causados por productos defectuosos, en el domicilio del fa-

bricante extranjero, obedecerá principalmente a que esa jurisdicción es 

más favorable a sus intereses como parte débil de la relación; la misma 

consecuencia se puede obtener gracias a la aplicación del principio de 

efectividad de las decisiones; a su vez, la solución es tributaria del prin-

cipio que obliga al juez a evitar dispendios procesales; a la obligación 

principal del fabricante por sobre la del distribuidor o importador 

(principio de imputabilidad directa); al reconocimiento universal del fo-

ro del demandado, etc.  

Los principios también son complementarios y la solución suele in-

cluir la participación de varios de ellos, o bien la limitación de uno por 

otro419. Habrá complementación cuando el principio de dignidad del 

consumidor junto con el de garantía de la defensa en juicio y la auto-

rresponsabilidad por parte del proveedor, lleven a la apertura de la ju-

risdicción local ante el incumplimiento de una obligación que debía te-

ner lugar en el extranjero. Pero a su vez puede autolimitarse el principio 

de la invalidez de cláusulas que desnaturalicen las obligaciones trasla-

dando indebidamente los riesgos a la otra parte (una cláusula de pró-

rroga de jurisdicción no negociada), por la acción del principio de la au-

tonomía de la voluntad, si luego de efectuado el reclamo, el consumidor 

consiente en el sometimiento de la causa a un tribunal arbitral. En todos 

                       

417 Cfr. CANARIS, El Sistema en la Jurisprudencia, p. 62. 
418 Idem, p. 63. 
419 Idem, pp. 64-65. 
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los casos, comprender el sentido de un principio implica conocer sus lí-

mites.  

En definitiva, los principios “son siempre concurrentes y aplicar 

uno significa, simultáneamente, aplicar todos los concurrentes, buscan-

do la manera de sacrificar cada uno de ellos en la menor medida posible 

compatible con el respeto a cada uno de los otros”420. Desde ya que arri-

bar a la solución será más trabajoso, pero en un marco más amplio, fa-

vorecedor del sustancialismo421. 

II. D. 3. Los principios no son derogables 

Como mencioné en el acápite anterior, resolver las contradicciones 

entre los principios no implica la derogación de uno por otro. Por el con-

trario, cuando se trata de reglas, una no puede ser válida si otra que la 

contradice también lo es; por eso la opción por una de ellas supone el 

desplazamiento afuera del sistema jurídico de la otra, y esta decisión es 

tomada apelando a consideraciones que trascienden las normas.  

GOLDSCHMIDT hace este análisis respecto al “principio de justicia” 

que implica respetar el carácter extranjero de un caso:  

“El mencionado principio de justicia, si bien asequible directamente 
a una intuición eidética, puede igualmente deducirse de los tres princi-
pios fundamentales de la justiciasformulados por Ulpiano. El principio de 
neminem laedere (no lesionar a nadie) impone el respeto al Derecho ob-
jetivo extranjero, en razón de que su repudio perjudicaría al país extran-
jero. El principio del suum cuique tribuere (a cada uno atribuir lo suyo) 
exige en nuestro país reconocer los derechos subjetivos adquiridos en 
otro, puesto que rechazar este reconocimiento dañaría a sus titulares. 

                       

420 Cfr. VIGO, Los Principios Jurídicos..., p. 14. 
421 Un ejemplo de esta mayor dificultad puede observarse a través del juego de 

principios generales y de criterios que brinda el Restatement Second of Conflict of Laws. 
En la Sección 6 brinda pautas para el derecho aplicable, como los intereses del foro, la 
consideración de las políticas públicas o la necesidad de brindar certeza y previsibilidad. 
En la Sección 145 trae criterios referidos a contratos, como la relación más significativa. 
La combinación de orientaciones y criterios recibió profundas críticas. Cfr. la reseña de 
DOLINGER, “Evolution of principles…”, pp. 348-354. 
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Por último, el principio del honeste vivere (hay que vivir honestamente) 
limita tanto el respeto al Derecho objetivo, como el respeto de los dere-
chos subjetivos extranjeros, por considerar como límite de ambos lo que 
nosotros estimamos la honestidad de la vida social”422.  

A modo de ejercicio, trataré de aplicar este análisis a la atribución 

de jurisdicción a los tribunales del domicilio del consumidor, a pesar de 

existir una cláusula de prórroga a favor del domicilio del proveedor. La 

desconsideración de la cláusula, ¿respeta esa equivalencia de los tria iu-

ra preacepta?423. Preliminarmente, no se cumpliría el “no dañar a otro”, 

ya que tendríamos un proveedor perjudicado; aunque también, de darse 

validez a la cláusula, el perjudicado podría ser el consumidor que debe 

litigar fuera de su domicilio. Respecto del suum cuique tribuere, el hecho 

de que un juez invalide una cláusula de prórroga puede ser considerado 

una violación del derecho del proveedor extranjero a que se respete la 

jurisdicción pactada: se le quita lo “suyo”. Pero también se dejaría de dar 

lo suyo al consumidor si no se le da la posibilidad de acudir al “juez na-

tural” domiciliario. Para completar el análisis, nos queda todavía el 

honeste vivere, en vistas del cual no se podría convalidar una cláusula 

abusiva que desprotege al consumidor privándolo de justicia. 

¿Cuál de todos estos tiene preeminencia o mayor peso relativo? La 

paradoja no puede resolverse sin atender al caso de modo completo. Lo 

que no cabe duda es que ninguno de ellos será derogado, sino pospuesto 

transitoriamente ante una situación determinada. Mediante decisiones 

prudenciales de controversias singulares se determinan progresivamen-

te los contornos de los principios jurídicos y los eventuales derechos 

fundamentales que de allí se derivan. De aquí que paulatinamente se 

puedan acuñar reglas sobre cómo interpretar determinado derecho en 

tal o cuál situación, sin que esto constituya establecer una regla cerrada, 

                       

422 GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 13. 
423 Advierto que este ejercicio es incompleto, por cuanto lo estoy realizando “en 

abstracto”, aislado de un caso, sin hacer mención a ninguna circunstancia fáctica particu-
lar. Desconsiderar el supuesto de hecho es un error, como luego mostraré en detalle en 
IV. A. 9, p. 371 y ss. 
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lo que llevaría a terminar privilegiando un derecho sobre otro424. O, di-

cho de otra manera, aplicar un principio jurídico descartando otro, lo 

que vimos no es posible como sí lo sería en el plano de las reglas. 

II. D. 4. El distinto “peso” de los principios 

Uno de los modos de resolver los conflictos entre principios, y así 

evitar la pérdida de unidad del sistema, es considerar su importancia re-

lativa. REZZÓNICO, al analizar esta característica, que identifica como el 

distinto “peso” de los principios, hace mención a que cada uno de ellos 

combate por su reconocimiento, se entrecruza con otros principios, es 

rechazado por ellos o se desvanece hasta perder su fuerza creadora. Los 

principios tienen una dimensión que falta en las reglas: la de su peso o 

importancia; de este modo, cuando los principios se interfieren, el con-

flicto se resuelve según el peso relativo de cada uno. Para esto no habrá 

una medición exacta, y la ecuación debe resolverse en cada caso concre-

to425.  

Nos puede ser útil el ejemplo propuesto por DWORKIN426. Se trataba 

de un caso de compraventa de un automóvil en el que el proveedor se 

había limitado en su garantía por defectos. Si bien por el principio de au-

to-obligación de los contratantes el proveedor no debía responder, este 

principio debía ceder ante la defensa del consumidor. Se planteó un es-

calonamiento entre los principios; entre la igualdad de la empresa y la 

igualdad del cliente se verificó una desigualdad estructural427. Así, el 

principio de igualdad relativa de todos los hombres pareciera ser más 

                       

424 Cfr. TOLLER, “Resolución de los conflictos…”, p. 1256. 
425 En palabras de DOLINGER, “The question of validity of a contract also compre-

hends a conflict of principles. On one side, by upholding the validity we are enhancing 
the expectations of the parties, but when we encounter rules that invalidate the contract 
for the purpose of protecting the weak party against the strong one, the major difficulty 
is to know which principle should supersede —the one that protects the expectations of 
the parties or the one that protects the weaker party”. DOLINGER, “Evolution of princi-
ples…”, p. 358. 

426 Cfr. DWORKIN, Ronald, Los derechos en serio, Ariel, Barcelona, 1984, p. 77. 
427 Cfr. REZZÓNICO, Principios..., p. 104. 
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universal, pero justamente esta generalidad le quita precisión y lo con-

vierte en vago o inasible. Por otra parte, la posición contractual del con-

sumidor plantea una presunción de desigualdad estructural, de allí que 

si en el caso existieren dudas entre la vigencia de uno u otro principio, 

se resolverá a favor del consumidor. 

¿Cómo se llegó en el caso a esta solución? Uno de los criterios de 

distinción entre principios y reglas es su diferente cualidad mandatoria: 

unos son mandatos de optimización y otros de realización. Adicional-

mente, cuando un principio y una regla colisionan, la regla suele ser li-

mitada. Pero cuando se enfrentan dos principios iusfundamentales, es 

preciso crear una norma adscripta de derecho fundamental que asume 

el carácter de regla y así salvar el conflicto428.  

Un primer peligro a evitar es la confusión o aplicación sin discre-

ción de principios y reglas; se llegaría a soluciones en que el caso caerá o 

no en el presupuesto de hecho de las normas, y así los principios se 

transforman en reglas, empobreciéndolos. En conclusión, se suprime la 

posibilidad de coexistencia armónica de los derechos429. 

Otro riesgo es que el derecho fundamental se reduzca a facultad 

ilimitada —como por ejemplo cuando la protección del consumidor se 

olvida de los derechos de la contraparte—; aquí la ponderación es par-

cial e incompleta. Y así, un principio constitucional como la defensa en 

                       

428 Cfr. CIANCIARDO, Juan, El ejercicio regular de los derechos – Análisis y crítica del 
conflictivismo, Ad-Hoc, Buenos Aires, 2007, p. 203, con cita de ALEXY: “las condiciones ba-
jo las cuales un principio precede a otro constituyen el supuesto de hecho de una regla 
que expresa la consecuencia jurídica del principio precedente”. La razón estriba en que 
los principios iusfundamentales son razonables per se, debido a que los bienes que per-
siguen son intrínsecos a los propios principios: miran a un estado de cosas, sin estable-
cer cursos de acción concretos. Por el contrario, las reglas apuntan a alcanzar bienes ex-
trínsecos a ellas, y, por tanto, establecen soluciones precisas. Idem, p. 204. 

429 Idem, p. 206. “El tratamiento de los principios como reglas es el resultado inevi-
table de una ponderación incompleta de los principios iusfundamentales aplicables. Es-
to, a su vez, tiene su origen en la identificación de los derechos fundamentales con los 
principios iusfundamentales. Si se silencia la consistencia propia del derecho fundamen-
tal, identificándolo con el principio, la ponderación pierde uno de sus términos esencia-
les, y no puede llegar a resultados satisfactorios”. Idem, p. 207. Volveremos sobre este 
punto en el Capítulo IV. 



 CAPÍTULO II 175 

 

juicio del proveedor, podría llegar a ser postergado sin justificación su-

ficiente. Si sólo se ponen en juego principios, no hay solución, ya que la 

aplicación de uno deja insatisfecho al otro. Por tanto la respuesta jurídi-

ca debe llegar desde un nivel más bajo: el de las reglas430. ¿Cómo se crea 

esa regla? De la ponderación de las circunstancias del caso y los diferen-

tes principios en juego. Esto debe incluir la consideración de los dere-

chos fundamentales, que cada uno de los principios reconoce. Así, cada 

derecho fundamental, que en el principio está reconocido en abstracto, 

hará patente sus exigencias ontológicas431. Veremos esto en detalle en el 

número IV. A. 9, p. 371 y ss. 

Los principios jurídicos, al igual que los derechos fundamentales, 

no son bloques sólidos y rígidos, como tampoco son libertades indivi-

dualistas ilimitadas; tienen estructura, conformación, forma inteligible 

propias, pero también cierta flexibilidad; resultan así moldeables según 

decisiones autoritativas de los derechos nacionales432. La contención de 

estos derechos es lo que permite su coexistencia. En última instancia, no 

se trata de la primacía de un principio sobre el otro, sino la no aplicabi-

lidad de uno de ellos en ese caso en particular. La regla así originada 

tendrá como supuesto de hecho las circunstancias del caso, y su conse-

cuencia jurídica será el principio de mayor peso433. 

En definitiva, cómo pondero, cómo valoro, ¿por qué en esas circuns-

tancias se elije el principio de defensa en juicio o favor debilis antes que 

el pacta sunt servanda o la autonomía de la voluntad o la seguridad jurí-

dica? Habrá que hacer patentes las razones, con distinto peso o fuerza 

lógica434.  

                       

430 Idem, p. 207. 
431 Idem, pp. 207-208. 
432 Cfr. TOLLER, “Resolución de los conflictos…”, p. 1259. 
433 Más adelante, p. 182, me referiré a cómo debe interpretarse el nuevo art. 3 de la 

LDC luego de la última reforma, que pareciera aludir a la eventual colisión de principios 
(lo cual sería un criterio de fina dogmática jurídica).  

434 Cfr. RAZ, Razón práctica y normas, pp. 28 y 38. 
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II. D. 5. Conflictos de fuentes 

Ante la existencia de varias fuentes, hay que resolver los conflictos 

que puedan presentarse entre ellas. Hay dos caminos: uno es dar preva-

lencia a una fuente descartando las otras, estableciendo una jerarquía. 

La otra es buscar la coordinación entre las dos fuentes. Un método que 

tienda a coordinar las fuentes el preferible a una solución jerárquica435. 

Esta parece ser la doctrina seguida por nuestro máximo Tribunal. 

De acuerdo a lo resuelto por la CSJN, los conflictos de normas constitu-

cionales y de pluralidad de fuentes, deben resolverse mediante la regla 

de la interpretación coherente (Fallos 186:170; 296:432). Este estándar 

exige al intérprete: “a) delimitar con precisión el conflicto de normas y 

fuentes a fin de reducirlo al mínimo posible, para buscar una coherencia 

que el intérprete debe presumir en el ordenamiento normativo; b) pro-

ceder a una armonización ponderando los principios jurídicos aplica-

bles; c) considerar las consecuencias de la decisión en los valores consti-

tucionalmente protegidos”436.  

                       

435 SANTOS BELANDRO, “Las nociones de Sociedad Internacional…”, p. 247. “La suple-
toriedad debe ser entendida como su aplicación en ausencia de previsión, pero no una 
subordinación del microsistema del consumo. En supuestos de pluralidad de fuentes, no 
cabe la solución jerárquica, sino la integración armónica”. Considerando 8º del voto en 
disidencia de los Dres. LORENZETTI y ZAFFARONI, en la causa “Telefónica de Argentina S.A. 
s/ acción de inconstitucionalidad”, ya citado. 

436 Idem, considerando 4º del voto en disidencia de los Dres. Ricardo LORENZETTI y 
Raúl ZAFFARONI, en la causa “Telefónica de Argentina S.A. s/ acción de inconstitucionali-
dad”, ya citado supra, en nota 125. Se trataba de una ley provincial que obligaba a brin-
dar a los consumidores información detallada del servicio telefónico, aparentemente de 
modo más exigente y costoso que lo requerido por la legislación nacional reglamentaria 
del servicio. En el caso estaban en juego: a) la “cláusula de comercio (inc. 75 inc. 13 CN)”, 
de competencia federal, como la facultad del Congreso de la Nación de reglar el comercio 
interprovincial, la que se aplica también al servicio telefónico; b) la protección de los 
consumidores, del art. 42 CN, también de competencia federal; c) la competencia provin-
cial o municipal respecto de la protección del consumidor, concurrente con la federal, 
asentada sobre el principio general del fortalecimiento del federalismo (arts. 5 y 123 
CN). El conflicto de fuentes incluía “la Constitución Nacional, la Constitución de la Pro-
vincia de Río Negro, los marcos regulatorios del servicio público telefónico, y la ley de 
defensa de los consumidores y usuarios (ley 24.240). La decisión que se adopte en este 
aspecto tiene consecuencias importantes en el desarrollo del comercio, en la protección 
de los consumidores y en el régimen de competencias entre las provincias y la Nación” 
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En igual sentido se orienta JAYME, quien aconseja no establecer una 

clasificación dogmática de las fuentes sino un diálogo entre fuentes 

heterogéneas. 

“Los derechos del hombre, las Constituciones, las Convenciones in-
ternacionales, los sistemas nacionales: todas esas fuentes no se excluyen 
mutuamente, ellas hablan unas con otras. Los jueces están obligados a 
coordinar esas fuentes escuchando lo que ellas dicen”437.  

La mayor flexibilidad en el uso de las fuentes permitirá al legislador 

elaborar normas abiertas, que serán indicaciones para el juez o el árbi-

tro, quienes las utilizarán como instrumentos438. Ahora bien: estamos 

ante un asunto que reclama la existencia de normas imperativas en fun-

ción de la protección de la parte débil, ¿es admisible el derecho dúctil, 

que puede ser criticable de arbitrariedad, perjudicando en definitiva al 

consumidor en cuanto desprotegido en su capacidad de negociación? 

Creo que sí, por cuanto justamente los principios informadores del sis-

tema dotarán del margen de seguridad necesaria para alcanzar solucio-

nes materialmente valoradas439. Esto también es de aplicación a la elec-

                       

(considerando 4º de la disidencia). El voto disidente proponía que “el bienestar de los 
ciudadanos, el federalismo, la descentralización institucional y la aplicación efectiva de 
los derechos del consumidor constituyen una estructura de principios suficiente para 
sustentar la competencia concurrente” entre Nación y Provincias (Considerando 8º ). La 
concurrencia de competencias, en este caso, debía armonizarse con el “principio de no 
interferencia” del comercio interprovincial, imponiendo costos excesivos a los operado-
res, o dificultando la prestación del servicio telefónico. El voto de mayoría, por el contra-
rio, consideró que la ley provincial era una injerencia en materia exclusivamente federal. 

437 JAYME, Erik, “Identité culturelle et intégration: le droit international privé post-
moderne. Course général de droit international privé”, Académie de Droit International, 
Recueil des Cours, Vol. 351, La Haya, 1995, p. 259.  

438 Cfr. SANTOS BELANDRO, “Las nociones de Sociedad Internacional…”, p. 246. 
439 En este sentido se orientaron las Conclusiones de la Comión 8ª, de Derecho In-

ternacional Privado, de las XXII Jornadas Nacionales de Derecho Civil, Córdoba, 23-25 de 
Septiembre de 2009: “En un tiempo de características extremadamente novedosas la in-
teracción cultural, con sistemas y civilizaciones distintas, ha generado una compleja 
trama de relaciones, particularmente en el ámbito del Derecho Internacional Público, 
Privado, Transnacional y de la Integración que requiere de nuevas respuestas jurídicas”. 
“Se destaca la influencia del derecho protectorio de los derechos humanos fundamenta-
les respetando la diversidad cultural, que ha contribuido a forjar un nuevo orden público 
internacional —a base de principios generales— que debe ser considerado, en especial, 
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ción de la jurisdicción o la declaración de validez de un laudo arbitral. 

Justamente en este sentido se orientan ciertas normas de escape, como 

la admisión de la legítima elección del foro post litem natam.  

II. D. 6. La jerarquía del principio protectorio de la Constitución Na-

cional 

Por el principio de especialidad, en caso de conflicto entre los prin-

cipios generales del ordenamiento y los específicos de una rama, siem-

pre en el caso concreto, prevalecen los de la rama, que por eso son espe-

ciales, al plantear una situación de excepción para toda una categoría 

que merece un tratamiento diferenciado440.  

En el caso de que un principio esté incorporado en la CN, es decir 

que tiene rango constitucional, debe ser tenido en cuenta en la interpre-

tación del derecho positivo y en la concretización de cláusulas genera-

les441. Asimismo es menester asegurar que entre varias interpretaciones 

posibles es preferible aquella que mejor concuerda con los principios de 

la Constitución, sin descuidar el texto literal y la directa significación de 

la ley. Si se trata de principios, y estos han sido concretados en la ley, só-

lo ante el caso de que se tratara de una clara violación del principio im-

plícito, la norma no podría ser declarada inválida.  

                       

por los legisladores y los órganos jurisdiccionales de cada Estado, en los casos de conflic-
to entre las fuentes”. “Es insuficiente abordar esta complejidad reduciéndola a relaciones 
entre fuentes formales”. “Los jueces deben realizar, en los casos de conflicto de fuentes, el 
test de compatibilidad de cada norma con el inderogable Estatuto Universal de la Perso-
na Humana” (el destacado me pertenece). 

440 Cfr. VÁZQUEZ VIALARD, Tratado de Derecho del Trabajo, Tomo 2, p. 137. Si bien es-
te autor utiliza el principio de especialidad en el derecho laboral, veremos que esta idea 
es perfectamente aplicable por analogía al derecho del consumo transfronterizo. 

441 Cfr. LARENZ, Metodología…, p. 338. Por su parte, BIDART CAMPOS considera que las 
referencias del art. 42 CN demuestran que el sistema democrático en su conjunto favo-
rece la presencia de Estado para evitar desigualdades injustas, y mantener o recuperar el 
equilibrio en las relaciones que incluyen consumidores o usuarios. Por tanto, la protec-
ción del consumidor, en cuanto interés jurídico relevante, integra la columna vertebral 
del ordenamiento. BIDART CAMPOS, Manual de la constitución reformada, Tomo II, p. 92-93. 
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El Art. 42 CN contiene un principio por el cual el consumidor debe 

ser protegido, en el marco de la relación de consumo, a la información 

adecuada y veraz, a la libertad de elección, y a condiciones de trato equi-

tativo y digno. Esas pautas precisan ser llenadas de contenido, tanto por 

parte del legislador como por parte de los tribunales. Si el legislador re-

glamentó el principio en cierto sentido, éste no puede ser modificado 

por el juez mediante una corrección de la ley442. Sólo sería posible decla-

rar inconstitucional la ley si contradice el principio de la CN443.  

Este principio constitucional no se encuentra aislado sino en co-

nexión con otros, formando un “todo con sentido”, de manera que no se 

puede decir que cada uno ocupa un lugar a modo de “valor posicional”, 

sino que se requiere una ponderación de bienes en el caso particular444.  

Los derechos fundamentales no son impermeables al influjo del or-

den y moral públicos, al bien común o los derechos de terceros, que 

mantienen toda su función y relevancia. Estos no son recortes externos 

a un derecho de tal manera que no se expanda ad infinitum, sino que son 

límites internos al derecho, estableciendo el ejercicio razonable. Lo no 

razonable no es derecho. Son factores externos que sirven para detectar 

los límites internos de un derecho. De este modo un derecho se ajusta 

con otras libertades y con otros bienes generales. Los derechos se re-

glamentan, regulan o formalizan, pero no se limitan o restringen. En el 

primer sentido estamos delimitando mediante una regla, y lo que per-

demos en posibilidades difusas lo ganamos en seguridad en el ejercicio 

garantizado por la norma que concretó algunas de esas posibilidades, 

                       

442 Cfr. LARENZ, Metodología…, p. 338. 
443 CN art. 28: “Los principios, garantías y derechos reconocidos en los anteriores 

artículos, no podrán ser alterados por las leyes que reglamenten su ejercicio”. 
444 Cfr. LARENZ, Metodología…, p. 340. En el caso de nuestro Art. 42 primer párrafo, 

debe considerarse en armonía con la protección de la economía de mercado (arts. 42 se-
gundo párrafo y Art. 43 primer párrafo) y de la propiedad privada (Art. 17). Es decir que 
podría perfectamente colisionar una norma derivada del Art. 42 con el principio de la 
propiedad privada, al afectarse el patrimonio de un comerciante, entendido en sentido 
amplio, en la medida que pueda significar un desapoderamiento de una ventaja econó-
mica lícita, no ya potencialmente considerada sino efectiva en el caso concreto. 
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quedando al margen otras potenciales alternativas de recto ejercicio445. 

No es así en el segundo sentido, ya que el recorte o restricción es incons-

titucional, por violentar el contenido esencial446. 

No todos los derechos fundamentales están en el mismo plano. En 

ciertos casos la configuración legal posible para el legislador es más es-

trecha, dependiendo de la garantía constitucional o el principio de que 

se trate447. En el plano de las reglamentaciones del ámbito contractual, 

pocas veces se puede verificar una conculcación directa de un derecho 

fundamental, sino de modo mediato. En primer lugar porque las partes, 

en principio, han renunciado a sus derechos al haberlos negociado de 

modo privado448. 

Por tanto, cuando están en juego relaciones conmutativas, al prote-

ger al deudor se afectan las posibilidades del acreedor, y cuando se fa-

vorece al consumidor se limita el ámbito de libertad del proveedor. Así, 

al asignar imperativamente una jurisdicción determinada, o cuando se 

prohíbe o limita la prórroga, o se le cargan al proveedor las costas judi-

ciales, o se indica mandatoriamente el litisconsorcio necesario, estamos 

ante determinaciones que no pueden afectar de modo desproporciona-

                       

445 Cfr. TOLLER, “Resolución de los conflictos…”, p. 1261. 
446 Respecto de la ponderación de garantías fundamentales, si determinada regula-

ción las restringe, por lo menos para una de las partes en conflicto, esa restricción debe 
ser adecuada con el fin perseguido, proporcionada y del modo que produzca la menor in-
jerencia considerando todas las posibilidades existentes. El legislador preferirá la regu-
lación que menos afecte los derechos fundamentales de ambas partes, pero igual alcan-
zando el fin propuesto. Cfr. SPELLENBERG, “La influencia de la Constitución…”, p. 239. Si la 
protección del consumidor afecta el derecho de propiedad, de ejercicio lícito del comer-
cio, o la garantía de defensa en juicio del proveedor extranjero, es en principio una deci-
sión ponderada a cargo del Poder Legislativo, pero revisable en sede judicial frente al ca-
so concreto. 

447 Idem, p. 240. 
448 Idem, p. 243. Pero, como indica SPELLENBERG, el límite de la discrecionalidad de 

las partes no es idéntico al límite del contenido esencial del derecho fundamental. El le-
gislador, por lo general, resguardará este contenido esencial mediante las normas impe-
rativas y el orden público. Idem, cfr. p. 244. Además, “dentro de la jerarquía normativa, 
es seguro que el Derecho constitucional tiene la primacía, pero interpretado correcta-
mente, esto le deja al legislador un ámbito de discreción bien considerable, dentro del 
cual él decide solo y con primacía”. Idem, p. 240. 
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do una garantía constitucional, como la no discriminación entre ciuda-

danos nacionales o extranjeros. De aquí que las garantías del art. 42 CN 

requieren una determinación en el ámbito jurisdiccional transfronteri-

zo, de modo que los principios y normas generales que obligan al juez a 

valorar más o menos abiertamente la cuestión, son la puerta de entrada 

de los derechos fundamentales en el derecho privado449. 

En muchos casos se tratará de un supuesto de coordinación de 

principios. En abstracto, podemos considerar como prioritario el gene-

ral del Derecho Internacional Privado de la admisión del derecho ex-

tranjero, junto con el de efectividad de las decisiones. Pero si en el caso 

concreto se presenta un supuesto de denegación de justicia, en razón de 

que este último actúa como reserva o excepción (o “consecuencia nega-

tiva”), terminará resultando primordial y excluyente de otros.  

En cierto sentido, la norma es limitadora de un principio, ya que la 

concreción reglamenta el campo de aplicación estableciendo el hecho y 

la consecuencia jurídica embrionariamente allí contenidos. En definiti-

va, si una cláusula fuera abusiva y por tanto incompatible con el princi-

pio constitucional, debe ser determinado primariamente por la norma, 

luego por el juez450. 

                       

449 “Por ello los derechos constitucionales —quizá con la salvedad de algunas ga-
rantías procesales— son fundamentalmente principios jurídicos, que por definición son 
siempre un tanto indeterminados, conjugables y matizables con otros principios en los 
casos sometidos a juzgamiento, y no brindan una determinación clara del supuesto de 
hecho y sus consecuencias jurídicas precisas —como es el caso de las reglas, o normas 
en sentido estricto—, sino sólo motivos que no obligan a una decisión más o menos úni-
ca.” TOLLER, “Resolución de los conflictos…”, p. 1256. No es distinto el supuesto de los ca-
sos internacionales, pero habrá que estar atento a los contenidos del orden público, ya 
que si bien los principios de un ordenamiento se concretan en los derechos fundamenta-
les, y éstos a su vez en las normas sancionadas por el legislador, no toda ordenación di-
versa a la del foro es violatoria de un derecho fundamental. El legislador nacional ha op-
tado, luego de un arduo proceso, en acomodar los intereses de las partes en una regula-
ción específica, optando entre uno de los tantos modos de garantizar un derecho 
fundamental. Aceptar una solución diferente, proveniente del derecho extranjero, puede 
ser igualmente respetuosa del contenido esencial del derecho del consumidor. Cfr. 
SPELLENBERG, “La influencia de la Constitución…”, p. 251. 

450 Esto se refuerza en cuanto los principios también informan el contenido esen-
cial de los derechos, como un elemento que determina su razonabilidad. Así, los princi-
pios orientarán la solución que requieren los “conflictos” entre derechos constituciona-
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Si faltase la reglamentación de un determinado supuesto inicial-

mente incluido en un principio, se puede decir que estamos ante una la-

guna del derecho, pero no por incompletud del ordenamiento de cara al 

plan trazado por el legislador en una regulación específica. La laguna 

hace referencia al ordenamiento jurídico en su conjunto, que debido a la 

creciente ramificación y constante evolución, no tiene en cuenta todos 

los supuestos. Pero si el sistema es abierto, como aquí propongo, no se 

trata de una laguna por imprevisión del ordenamiento autosuficiente: el 

vacío es de la ley, ya que el derecho incluye otros componentes además 

de la regulación. Por tanto, nada impide al juez crear la solución particu-

lar, no contemplada en la reglamentación451. 

II. D. 7. Colisión entre principios y reglas 

En el sistema protectorio, puede suceder que además de una lagu-

na, podamos encontrar un real conflicto entre normas, en virtud del cual 

una de ellas deba ser dejada de lado. LIMA MARQUES considera que la re-

vocación de una norma es similar a la declaración de inexistencia de un 

acto jurídico: la regla cuestionada es así eliminada del sistema. De todos 

modos, en la mayoría de los casos no es preciso llegar a esta drástica so-

lución. Una norma puede ser preferida por otra en razón de su especia-

lidad, jerarquía o anterioridad. Se tratará de la aplicación (o no) a un ca-

so concreto, sin declarar su nulidad, quedando disponible para interve-

nir en un nuevo análisis en casos posteriores. En general, son diferentes 

campos de aplicación para ambas normas en conflicto452.  

                       

les, es decir cuando existen “puntos de contacto entre derechos tendencialmente opues-
tos”. Cfr. TOLLER, “Resolución de los conflictos…”, p. 1202. 

451 Esta es una aplicación directa de una de las diferencias ya señalada entre prin-
cipios y reglas. Las últimas no dan al juez mucho margen y deben ser aplicadas tal como 
han sido sancionadas, mientras que los principios, en su flexibilidad y dinamismo, per-
miten al magistrado generar la solución aún inexistente. Cfr. DOLINGER, “Evolution of 
principles…”, p. 228. 

452 “Aqui a preocupação do direito é a legitimidades da solução, pois todas as normas 
em conflito são “válidas” e devem ter alguma eficácia, mesmo que auxiliar. O diálogo das 
fontes é, pois, a aplicação simultânea, compatibilizadora, das normas em conflito, sob a luz 
da Constituição, como efeito útil para todas al leis envolvidas, mas como eficácias (brilhos) 
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La contradicción se resuelve debido a que una de las normas ha si-

do establecida en beneficio de un grupo social (los consumidores); en 

definitiva, un principio especial triunfa en colisión con un principio ge-

neral, como el derecho de propiedad, la libertad de comercio, la econo-

mía de mercado, etc. Las paradojas relativas a la coordinación de princi-

pios aparentemente contradictorios, se resuelve en los “conflictos de 

derechos”, como veremos en IV. A. 5.a). 

El art. 3 de la LDC, luego de la última reforma, pareciera aludir a la 

eventual colisión de principios453. Si así fuera, de ahora en más se ha de 

suponer que de la LDC se desprenden principios, que al colisionar con 

otros, determinarían la preeminencia de los consumeristas establecidos 

en la ley. El texto establece:  

“ARTICULO 3º — Relación de consumo. Integración normativa. Pre-
eminencia.” 

“Relación de consumo es el vínculo jurídico entre el proveedor y el 
consumidor o usuario”. 

“Las disposiciones de esta ley se integran con las normas generales 
y especiales aplicables a las relaciones de consumo, en particular la Ley 
Nº 25.156 de Defensa de la Competencia y la Ley Nº 22.802 de Lealtad 
Comercial o las que en el futuro las reemplacen. En caso de duda sobre la 
interpretación de los principios que establece esta ley prevalecerá la más 
favorable al consumidor”. 

“Las relaciones de consumo se rigen por el régimen establecido en 
esta ley y sus reglamentaciones sin perjuicio de que el proveedor, por la 
actividad que desarrolle, esté alcanzado asimismo por otra normativa 
específica”. 

                       

diferenciadas a cada uma das normas em colisão, de forma a atingir o efeito social (e cons-
titucional) esperado. O “brilho” maior será da norma que concretizar os direitos humanos 
envolvidos no conflito, mas todas as leis envolvidas participarão da solução concorrente-
mente.” LIMA MARQUES, Contratos…, pp. 603-604. 

453 No sé a ciencia cierta si los redactores de la reforma actuaron en base a un cri-
terio de fina dogmática jurídica, queriendo introducir el concepto de sistema y los prin-
cipios como informadores del mismo. No surge claramente, de la comparación del texto 
anterior con los anteproyectos y el texto final, que tuvieran ese objetivo por delante.  
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El encabezado anterior del artículo mencionado hacía referencia a 

“Interpretación”. Este último concepto es más amplio, entendiéndose 

por tal el procedimiento lógico por el cual se trata de establecer el sen-

tido y alcance del texto legal. La norma obligaba al intérprete a favore-

cer el interés del consumidor, cuando se diera el caso de colisión de 

normas (reglas), o de que se pudieran verificar distintos sentidos o sig-

nificados en la misma norma454. Se trataba de interpretar la norma, aun-

que también el texto legal fuera utilizado para interpretar la voluntad de 

los contratantes.  

La redacción vigente recorrió un camino un tanto sinuoso. El Pro-

yecto con media sanción de la Cámara de Diputados modificó el encabe-

zado del artículo e introdujo la expresión “Integración normativa. Pre-

eminencia.” Luego, en el cuerpo del art. 3, se indicaba “(…) debiéndose 

aplicar siempre la norma más favorable al consumidor”. Y continuaba: 

“Con base en la integración legislativa establecida en el párrafo anterior, 

las relaciones de consumo se rigen por el régimen establecido en esta 

ley y sus reglamentaciones, (…)”. Esta redacción sufrió luego un peque-

ño cambio en el dictamen de la reunión plenaria de las Comisiones de 

Derechos y Garantías, de Legislación General, de Industria y Comercio y 

de Presupuesto, donde se acordó el siguiente texto: “En caso de duda, se 

estará siempre a la interpretación más favorable para el consumidor”. En 

lugar de “aplicar la norma más favorable”, como decía Diputados, “se in-

terpreta del modo más favorable”, volviendo así al texto original de la 

LDC. 

La nueva fórmula, al hacer referencia en el encabezado del artículo 

a la “integración normativa”, se refiere sin duda a integrar (completar, 

complementar) las reglas de la LDC con fuentes heterónomas; ¿cuáles?: 

las reglamentaciones, las normas puntualmente mencionadas (Defensa 

                       

454 Un claro ejemplo de esto se encuentra en el actual art. 50 de la LDC, que indica: 
“Prescripción. Las acciones judiciales, las administrativas y las sanciones emergentes de 
la presente ley prescribirán en el término de TRES (3) años. Cuando por otras leyes gene-
rales o especiales se fijen plazos de prescripción distintos del establecido precedentemente 
se estará al más favorable al consumidor o usuario. La prescripción se interrumpirá por la 
comisión de nuevas infracciones o por el inicio de las actuaciones administrativas o judi-
ciales”. 



 CAPÍTULO II 185 

 

de la Competencia y Lealtad Comercial), y las propias de actividades es-

pecíficas. Es decir que el sistema (“régimen”) se estructura sobre una 

concreta “integración legislativa”. Adicionalmente, se puede agregar que 

la mención en el encabezado de la “preeminencia”, se refiere a que la 

LDC tendrá prioridad ante la aplicación de las normas de la actividad 

específica del proveedor. Si una industria o comercio en particular están 

regidos por cierta reglamentación, esto será sin perjuicio del régimen de 

la LDC, que tendrá preeminencia, lo cual es consecuente con la noción 

de “principios” que incorporó la nueva redacción455. La modificación por 

tanto es muy relevante, ya que refuerza la idea de que la norma estable-

ce o consolida “principios”, no sólo consecuencias jurídicas estrictas de-

rivadas de un supuesto de hecho determinado456. 

Así pareció entenderse en las en las XXII Jornadas Nacionales de 

Derecho Civil y V Congreso Nacional de Derecho Civil, celebrado en Cór-

doba del 23 al 25 de septiembre de 2009. La Comisión 4, referida a Con-

                       

455 Sin duda, la redacción que se refiere a la interpretación de “los principios que 
establece esta ley” no es muy feliz. La deficiencia radica en que se refiere a los principios 
derivados de la LDC, cuando ésta, si bien en algunos casos enuncia principios (por ejem-
plo en el caso del art. 37), en realidad brinda soluciones normativas. Sin embargo, doy 
por presupuesto que el cambio de la redacción está justificado en una auténtica noción 
de principios y no de su trivialización. De este modo, me atrevo a decir que se cumple 
con uno de los postulados del funcionamiento coordinado de principios y reglas. El ca-
mino es de doble vía: a) determinada la existencia de un principio, se establece qué re-
glas derivan de él, como su directa consecuencia; b) estudiando una o un conjunto de re-
glas, es posible verificar el principio subyacente por proceso de analogía, y así descubrir 
qué otras reglas derivan igualemente del mismo principio. Cfr. DOLINGER, “Evolution of 
principles…”, pp. 218 y 232-233.  

456 En este sentido, deberá considerarse que las normas de la LDC, más allá de la 
puntual aplicación de una de sus disposiciones al caso concreto, también estatuyen prin-
cipios. A modo de ejemplo: el art. 2, al incluir como proveedor al concedente de marca, 
no sólo hace responsable al titular de la marca registrada incluida en el producto o servi-
cio, sino a todo titular de signo distintivo con capacidad de crear confianza, cuando ésta 
resulte determinante de la decisión de consumo o elemento causal del acto de consumo, 
estableciéndose así la relación jurídica entre un consumidor y un proveedor aparente. La 
inclusión de quién realiza actividades de concesión de marca como responsable del 
cumplimiento de la LDC, establecería, a mi modo de ver, un principio de tercer orden, al 
proteger al consumidor que en el marco de su debilidad e inexperiencia cree contratar 
con la empresa que ostenta el signo distintivo. Volveré sobre este asunto en el Capítulo 
V. Cfr. SCHÖTZ, Gustavo, “Los titulares de marcas y las modificaciones a la Ley de Defensa 
del Consumidor”, LL 2008-E, 979. 
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tratos, y que tenía como objeto de debate la integración del contrato, re-

solvió por unanimidad, en lo referente a la interpretación e integración 

en la relación de consumo que “La integración de los contratos de con-

sumo debe regirse por las reglas y los principios del sistema de consumo, 

que establecen la aplicación de la solución más favorable para el consu-

midor (arts. 42, Constitución Nacional; 3 y 37, ley 24.240)”.  

Por tanto, considero que el art. 3 LDC debe interpretarse en el sen-

tido de que ante la eventual contradicción entre soluciones legales —las 

de la LDC y otras, ya sea las nombradas en el primer párrafo, Defensa de 

la Competencia, Lealtad Comercial u otras normas generales o especia-

les, reglamentarias de actividades específicas (tercer párrafo) —, deberá 

optarse por aquella que más favorezca el interés o la posición del con-

sumidor, en el caso concreto457. 

En todos los casos habrá que analizar si se trata de un caso de revo-

cación de normas en conflicto, donde una debe “morir”, o bien la con-

tradicción puede ser resuelta por interpretación (antinomia aparente), o 

por la limitación del campo de aplicación (subsunción específica) o por 

la utilización de criterios de solución de conflictos reales458.  

La antinomia real se da cuando, por ejemplo, una norma prohíbe 

una cláusula contractual y otra la permite, considerando todas las cosas. 

En estos casos no es posible la interpretación, como ya vimos supra en 

II. D. 1.d), p. 167459. La situación es típica de todos los casos de orden 

público económico. En el campo del derecho privado hay una reconoci-

                       

457 Cfr. JUNYENT BAS y DEL CERRO, “Aspectos procesales…”,p. 1284. 
458 Cfr. LIMA MARQUES, Contratos…, pp. 604-606. 
459 Ya hice referencia al supuesto de contradicción entre el art. 1 del CPCyCN, que 

permite la prórroga de jurisdicción en asuntos patrimoniales internacionales y que tiene 
por finalidad la seguridad jurídica al facilitar el comercio internacional, y el art. 37 LDC, 
tiene por finalidad proteger al consumidor. En un caso estamos ante un permiso expre-
so; en el otro, se brinda un criterio de validez, aplicable en función de un principio supe-
rior El art. 37 en el inc. a), prohibe “las cláusulas que desnaturalicen las obligaciones”, y 
en el inc. b), “Las cláusulas que importen renuncia o restricción de los derechos del con-
sumidor o amplíen los derechos de la otra parte”. Pero la Resolución 53/2003 no puede 
modificar el art. 1 CPCyCN. Aún cuando la Res. 53/2003se refiriera expresamente a 
acuerdos internacionales, no sería válida por el principio de jerarquía y división de po-
deres. Cfr. nota 413. 
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da superioridad jerárquica de este tipo de normas, toda vez que tienden 

a prevalecer sobre otras, las de derecho privado, en su mayoría disponi-

bles o de interés principalmente individual460. 

                       

460 Cfr. LIMA MARQUES, Contratos…, p. 605. 





 

 

CAPÍTULO III.  

LOS PRINCIPIOS QUE CONFORMAN  

EL SISTEMA INTERNACIONAL DE PROTECCIÓN  

DEL CONSUMIDOR TRANSFRONTERIZO 

Como ya dije, interesa determinar cuáles son las exigencias de la 

razonabilidad práctica que informan o deberán informar de justicia al 

sistema jurídico de protección del consumidor internacional, incluyendo 

las normas positivas y las otras fuentes del derecho, en el orden interno 

o por formar parte de Tratados o Convenciones internacionales (cfr. I. D. 

5.). Esas exigencias también servirán de pauta de aplicación a las nor-

mas a crearse, como criterios de orientación de los jueces en sus deci-

siones si existieran lagunas jurídicas, o para validar el contenido de las 

convenciones particulares o las autorregulaciones de los empresarios en 

su trato con los consumidores. En todos estos supuestos los principios 

generales efectuarán esa determinación, estén o no manifestados a tra-

vés de derechos fundamentales de raigambre constitucional461. 

En el caso de la protección del consumidor internacional, algunos 

principios universales se podrán deducir y hallarán su justificación en 

los principios permanentes de la razón práctica, pero otras reglas serán 

                       

461 En este sentido se expresa CIURO CALDANI, para quién “La atención a los princi-
pios es asimismo significativa para la elaboración de las normas y las reglas, que integra 
las lagunas históricas y axiológicas del ordenamiento, muy vinculadas al cambio históri-
co, sea que se trate de principios de Derecho Positivo, afines a los que aparecen en la de-
terminación pero más abstractos, o de principios meramente valorativos (autointegra-
ción y heterointegración)”. CIURO CALDANI, “Bases de la integración jurídica trialista…”, p. 
11. 
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justas por el simple motivo de que la autoridad local o internacional así 

lo ha dispuesto. En estos últimos casos, sólo podrán ser conductas ade-

cuadas en justicia si se obedece a la autoridad, aunque el consumidor o 

proveedor hubieran resuelto de otra manera, o les pareciera más razo-

nable actuar de otro modo462.  

De allí el interés en conocer cuáles son los principios conforman el 

sistema protectorio, incluyendo aquellos que ayuden a determinar la 

adecuada jurisdicción competente para la protección del consumidor 

transfronterizo. Desde ya que una regla establecida por el legislador 

puede permitir a un proveedor internacional un margen amplio de li-

bertad, más aún cuando la regla consista en la libertad misma. Pero esa 

misma libertad deberá mantenerse dentro de los límites impuestos por 

los principios generales del derecho, o por los principios específicos del 

derecho del consumidor internacional. Esos son los principios que aho-

ra buscaremos, de donde podremos luego establecer la razonabilidad de 

otras disposiciones secundarias463. 

De modo gradual, yendo de lo general a lo particular, analizaré pri-

mero qué principios generales son aplicables a la relación de consumo 

transfronteriza para determinar luego cuáles son los principios específi-

cos de la atribución de jurisdicción en casos que vinculan a consumido-

res transfronterizos. Comenzaré por los principios generales del dere-

cho, especialmente los referidos a aquellos aplicables a toda relación ju-

rídica voluntaria entre particulares y especialmente cuando intervienen 

consumidores. Incursionaré luego en los principios de Derecho Interna-

cional público y privado aplicables a las relaciones multinacionales, con 

                       

462 Cfr. FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, pp. 308-317. También BIELSA, Me-
todología Jurídica, p. 348. 

463 El conjunto de principios se formará por algunos específicos y otros comparti-
dos por algunas o todas las disciplinas jurídicas. Así REZZÓNICO, al hablar de la buena fe 
como principio del derecho del trabajo, también tiene un criterio orientador en esa rama 
jurídica, porque los principios pueden ser compartidos por distintas disciplinas, no ex-
clusivos a una rama del saber. Lo que es exclusivo, en cuanto original para una disciplina, 
es el elenco en su conjunto; pero visto cada uno individualmente, pueden servir para 
más de una especialidad. Cfr. REZZÓNICO, Principios…, p. 480, citando a Américo PLÁ 

RODRÍGUEZ, Los principios del derecho del trabajo, Depalma, 2ª Ed, Buenos Aires, 1978, p. 
301 y ss 
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especial hincapié en los correspondientes al comercio internacional y a 

la jurisdicción competente.  

III. A. LOS PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO 

El derecho esta constituido por reglas que se derivan de la ley natu-

ral como conclusiones deducidas de principios generales, y por las de-

más reglas que se derivan de la ley natural como determinaciones de di-

rectivas generales. Los principios primeros, más que exigir reglas, justi-

fican reglas y determinaciones particulares464. Una corriente doctrinaria 

con la que coincido recepta como principios universales y ecuménicos 

los “tria iura preacepta” como contenido abarcativo de soluciones. 

REZZÓNICO recalca que se puede trazar un claro eslabonamiento entre 

los textos romanos y los actuales.  

“Así:  

a) honeste vivere (vivir honestamente): al prohibirse las convencio-
nes particulares que dejen sin efecto las leyes en cuya observancia estén 
interesadas las buenas costumbres (Art. 21 Código Civil) y al prohibirse 
los actos jurídicos cuyo objeto sea contrario a las buenas costumbres 
(Art. 953). 

b) Alterum non laedere (no hacer daño a otro): al declararse “nulos 
como si no tuviesen objeto” los actos que perjudiquen los derechos de un 
tercero (Art. 953 in fine del Código Civil). 

c) Suum cuique tribuere (dar a cada uno lo suyo): materializado a 
través del Poder Judicial, organizado por la Constitución nacional y las 
constituciones provinciales”465. 

                       

464 Cfr. FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, p 315. 
465 REZZÓNICO, Principios..., p. 21. En el mismo sentido, las XIas Jornadas Nacionales 

de Derecho Civil, Buenos Aires, 1987, Comisión 9: “IV. La referencia del legislador a los 
principios generales del Derecho remite fundamentalmente a la obra de los jurisconsul-
tos romanos, a la jurisprudencia, en la que se apoyan las modernas legislaciones. Es in-
excusable con relación a los Códigos Civiles latinoamericanos, por ser todos ellos de base 
romanista”. 
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Las normas que establezca el legislador o las sentencias de los jue-

ces no pueden dejar estos principios de lado. Esas directivas generales, 

expresadas como principios, se pueden considerar universales, como 

señala FINNIS, y por tanto de aplicación a toda relación jurídica, inclu-

yendo las multinacionales. De modo más concreto, este autor enumera 

una serie de principios, todos ellos contenidos como un desplegarse de 

los tria iura praecepta: 

“La formulación en prosa exige aquí una exposición lineal que sim-
plifica mucho y que oculta sus interrelaciones: (i) la privación forzada de 
los derechos de propiedad ha de ser compensada, respecto del damnun 
emergens (pérdidas efectivas) y acaso también del lucrum cessans (pér-
dida de ganancias esperadas), (ii)no hay responsabilidad por daños no 
intencionados, sin culpa; (iii) no hay responsabilidad penal sin mens rea; 
(iv) la doctrina de los actos propios (estoppel) (nemo contra factum pro-
prium venire potest); (v) no cabe asistencia judicial para quien alega en 
su favor su propio ilícito (quien busca equidad debe obrar con equidad); 
(vi) el abuso de los derechos no está protegido; (vii) el fraude lo anula 
todo; (viii) los beneficios recibidos sin justificación y a expensas de otro 
deben ser restituidos; (ix) pacta sunt servanda (se han de cumplir los 
contratos); (x) hay relativa libertad para cambiar mediante acuerdo los 
modelos de relaciones jurídicas existentes; (xi) al estimar los efectos ju-
rídicos de supuestos actos jurídicos, los sujetos débiles han de ser prote-
gidos de su debilidad; (xii) no han de resolverse las disputas sin dar a las 
dos partes la oportunidad de ser oídas; (xiii) a nadie se ha de permitir 
ser juez en su propia causa”466. 

                       

466 FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, p 315. De acuerdo a María Susana 
NAJURIETA, «son los principios generales que expresan las exigencias supremas de la 
consciencia colectiva, tan evidentes que los jueces no necesitan justificar su origen. De-
ntro de esta categoría, se citan: el principio de la seguridad jurídica, el principio de la 
inmutabilidad de las situaciones jurídicas subjetivas, el principio de la buena fe, el prin-
cipio de la legalidad.» Y también: «En cuanto a los principios que en este trabajo se han 
llamado “inherentes a todo sistema de derecho”, tampoco corresponde destacarlos como 
fuente autónoma en el ordenamiento del Mercosur, ya que ellos -así como los principios 
generales del derecho internacional- son tenidos en cuenta por los jueces nacionales en 
defecto de regulación normativa escrita o consuetudinaria». NAJURIETA, “Los principios 
generales del derecho en el desarrollo del Mercosur”, pp. 869 y 872. 
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De aquí se desprende que un principio primariamente aplicable en 

el ámbito contractual —aunque no de modo exclusivo— pueda resultar 

universalizable en todas las culturas jurídicas.  

III. A. 1. El principio de equidad 

Si tomamos como ejemplo la equidad, esta no será considerada ar-

bitrio subjetivo, ni mera benevolencia, ni frívolo abandono de las pautas 

legales por considerárselas inconvenientes o inoportunas467. Los distin-

tos significados que ha tenido la equidad a lo largo de la historia se re-

fieren por una parte a una justa igualdad no en abstracto sino concreta, 

con dos vertientes que son la proporcionalidad y la reciprocidad. Por 

otra parte también se suele hacer referencia a la igualdad de la justicia 

pero mitigada por la benignidad o benevolencia. GARDELLA, citando a 

ARISTÓTELES468, rechaza el criterio de equidad como mera indulgencia, 

para ubicarla exactamente en el campo de la justicia y el derecho, en la 

apreciación de las circunstancias particulares del caso a las cuales se 

procura adaptar la regla general469.  

Se trata de una rectificación, en favor de la justicia pura, de las in-

justicias que provocaría una rigurosa interpretación textual al aplicar 

las leyes. Es la ley interpretada y aplicada con cuidadosa atención a las 

peculiares sinuosidades del caso.  

«Tal “rectificación”, es al cabo el reconocimiento de que esta norma 
abstracta, pese a las apariencias textuales, no rige verdaderamente este 
caso concreto: pues atenerse a aquí a las solas palabras, acarrearía un re-

                       

467 Cfr. GARDELLA, Lorenzo, “La equidad en derecho del consumo”, JA 2000-II-829. A 
modo de ejemplo de la universalidad de los principios, en la Encíclica Populorum Pro-
gressio se hace referencia a la equidad en las relaciones comerciales, en términos dirigi-
dos a los países en el marco del comercio internacional. La igualdad, entonces, tanto en 
las relaciones privadas como públicas deberá ajustarse por la equidad, igualando lo des-
igual. PABLO VI, Carta Encíclica Populorum Progressio, Sobre el Desarrollo de los Pueblos, 
26 de marzo de 1967. 

468 Ética a Nicómaco, libro V, capítulo 10. 
469 Cfr. GARDELLA, “La equidad…”, pp. 829-830. En igual sentido, QUAGLIA, “La rela-

ción de consumo…”, p. 909. 
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sultado disvalioso. Conclusión a la cual no se arribará a capricho, sino 
empleando pautas objetivas: la ratio legis, descubierta con lógica y buen 
sentido; los principios jurídicos generales, tanto positivos como metapo-
sitivos; los datos del medio histórico y social, usos inclusive, en que el ca-
so se suscita; los elementos constitutivos de las conductas y de las cosas 
a que el caso refiere470». 

El criterio de equidad diferencia las consideraciones generales de 

justicia de la equidad, es decir la justicia del caso concreto. Así, es posi-

ble legitimar una jurisdicción por la necesidad de recurrir a la equi-

dad471. Es en este principio, sin duda, que se apoya la tendencia cada vez 

mayor a lograr la justicia sustancial del caso, incluso mediante la asigna-

ción del foro competente. Por ejemplo denegando o concediendo, según 

el caso, el forum non conveniens472.  

También se puede hacer referencia a una equidad “creadora” o “su-

pletoria”, que opera no ya a partir de la ley, sino que adecuando los 

principios jurídicos generales a las circunstancias del caso concreto, 

permite colmar las lagunas normativas. Ello ocurre cuando, por defecto, 

el régimen legal nada previó. La equidad, así entendida, en cuanto razo-

nabilidad circunstanciada, refiere al “meollo de la equidad, un criterio 

razonable de justicia, muy plegado a las circunstancias concretas de la si-

tuación473.” De allí que lo justo, en los contratos entre iguales, radicará 

en el cumplimiento de lo pactado, pero en los contratos entre desigua-

les, en la restitución del equilibrio de la relación de cambio474. 

En definitiva, esta equidad dará lugar, por tanto, a soluciones de 

justicia en distintos aspectos de la protección del consumidor, como por 

ejemplo la asignación del foro a través de la determinación del forum 

                       

470 GARDELLA, “La equidad…”, pp. 829-830. 
471 Cfr. CIURO CALDANI, “Criterios integrativistas...”, nro. 20. 
472 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 

MERCOSUR, pp. 163-167.  
473 GARDELLA, “La equidad…”, p. 830. 
474 WUST, Graciela, “La autonomía de la voluntad en los Principios de Unidroit y en 

la Directiva 93/13 CEE sobre cláusulas predispuestas”, ponencia en las XVI Jornadas Na-
cionales de Derecho Civil, disponible en www.jornadas-civil.org 
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necessitatis, en aquellos casos que la solución que brinda el derecho po-

sitivo resulta manifiestamente injusta475. El mismo análisis se podrá 

hacer en todos los casos concretos para aplicar cada uno de los princi-

pios generales del derecho. 

III. A. 2. El favor debilis como principio general del derecho 

Como citamos arriba, FINNIS afirma que es un principio general del 

derecho el que al “estimar los efectos jurídicos de supuestos actos jurí-

dicos, los sujetos débiles han de ser protegidos de su debilidad”476. Este 

principio ha sido acuñado históricamente a partir del favor debitoris, 

como un modo de atenuar las obligaciones pecuniarias cuando el centro 

del sistema jurídico estaba puesto sobre la persona, en la época que era 

posible ejercitar la fuerza sobre el deudor y su familia, pudiendo el 

acreedor obligarlos a trabajar para si477. 

                       

475 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, pp. 164-165, mencionando el caso Vlasov, en el cual el “último domicilio 
conyugal”, indicado por la norma, de difícil localización, fue calificado por la Corte Su-
prema como “el último domicilio donde los cónyuges hubieran vivido de consuno”. Tra-
taremos el foro de necesidad en cuestiones relativas a consumidores con más detalle en 
el Capítulo VI. 

476 FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, p. 315. 
477 Cfr. LORENZETTI, Consumidores, pp. 13-14. Este autor cita como norma expresiva 

del principio contra stipulatorem al Digesto, Libro 45, Tít. 1, ley 38, párr. 19: verba contra 
stipulatorem interpretanda sunt. Por su parte, SPOTA, cita a ULPIANO, Digesto, Lib. 50, Tít. 
17, ley 9: semper in obscuris, quod minimum est sequimur. Cfr. SPOTA, Alberto Gaspar Ins-
tituciones de Derecho Civil, Contratos, Vol. II, Depalma, Buenos Aires, 1974, p. 111. De 
acuerdo a FERNÁNDEZ y GÓMEZ LEO, para el caso de duda ante los usos y costumbres, se 
deberán adoptar los que resulten menos gravosos para el deudor, de acuerdo al princi-
pio de interpretación de los contratos contenido en el Digesto, Libro 44, Tít. 7, ley 47. Cfr. 
FERNÁNDEZ, Raymundo L., GÓMEZ LEO, Osvaldo R., AICEGA, Maria Valentina, Tratado Teóri-
co-Práctico de Derecho Comercial, Tomo I-A, 2ª Edición, Buenos Aires, 2007, Nro. 45, en 
nota 976. Por su parte, CANARIS y GRIGOLEIT mencionan otra fuente del derecho romano: 
“Cum quaeritur in stipulatione, quid acti sit, ambiguitas contra stipulatorem est".Cels. D. 
34, 5, 26. CANARIS, Claus-Wilhem y GRIGOLEIT, Hans Christoph, “Interpretation of Con-
tracts” en Towards a European civil code, Arthur HARTKAMP, Martijn HESSELINK, Ewoud 
HONDIUS, Carla JOUSTRA, Edgar DU PERRON, Muriel VELDMAN,Coords, Nijmegen 2004, p. 461". 
A su vez, Dalmacio VÉLEZ SÁRSFIELD, en la nota al art. 1854 del CC, considera como parte 
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Modernamente se expandió de allí a otras disciplinas: a favor de la 

liberación del deudor y contra stipulatorem, en los casos de oscuridad 

de la redacción de cláusulas a cargo del predisponente478; favor liberta-

tis, en el derecho penal479. De acuerdo a LORENZETTI, esto luego fue tras-

vasado del derecho obligacional a ciertas categorías de sujetos que 

compartían una situación estructural en relaciones jurídicas de caracte-

rísticas comunes al conjunto480. Allí se inserta, por ejemplo, el in dubio 

por operario481, o las pautas contractuales favorables a locatarios482, ad-

quirentes de lotes, etc.483. En todos los casos puede advertirse un cambio 

de perspectiva, donde la persona ocupa el lugar central del sistema jurí-

dico. En las relaciones privadas internacionales con parte débil, también 

hallamos el principio en la Convención Interamericana sobre Obligacio-

nes Alimentarias (CIDIP IV)484. 

                       

del “espíritu de las leyes” que en caso de duda se debe interpretar a favor de la libertad y 
no a favor de las obligaciones personales. 

478 Cfr. Art. 218, inc. 7 CCom.  
479 Un ejemplo de aplicación de este principio es la admisión de la costumbre en la 

parte general del derecho penal, in bonam partem. Así, puede extenderse una eximente 
legal como causa de justificación, causa de inculpabilidad o excusa absolutoria por un 
uso reiterado y constante de la jurisprudencia. Cfr. BACIGALUPO, Enrique, Manual de Dere-
cho Penal, Cuarta reimpresión, Temis, Bogotá, 1998, p. 38. 

480 Cfr. LORENZETTI, Consumidores, 15. También LORENZETTI, “El derecho privado co-
mo protección del individuo particular”, Revista de Derecho Privado y Comunitario, Nro. 
7, El Derecho Privado en la reforma constitucional, Rubinzal Culzoni Editores, 1994, p. 
53 y ss. 

481 Arts. 8 y 9 de la Ley 20.744 de Contrato de Trabajo, para la aplicación de las 
condiciones más favorables contenidas en un convenio colectivo o la interpretación de 
las leyes y convenios del modo más favorable al trabajador, respectivamente. 

482 Art. 1 de la Ley 23.091 de locaciones urbanas, en cuanto al plazo mínimo com-
putable para el contrato no celebrado por escrito, como elemento de todo un sistema 
general favorable a los locatarios. 

483 Art. 1185 bis CC, introducido por la Ley 17.711. 
484 Artículo 6: “Las obligaciones alimentarias, así como las calidades de acreedor y 

de deudor de alimentos, se regularán por aquel de los siguientes órdenes jurídicos que, a 
juicio de la autoridad competente, resultare más favorable al interés del acreedor: a. El 
ordenamiento jurídico del Estado del domicilio o de la residencia habitual del acreedor; 
b. El ordenamiento jurídico del Estado del domicilio o de la residencia habitual del deu-
dor”.  
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En el contexto del comercio internacional, el principio contra stipu-

latorem es muy relevante. Los Principios UNIDROIT lo expresan en el 

Art. 4.6: “(Interpretación contra proferentem) Si las cláusulas de un con-

trato dictadas por una de las partes no son claras, se preferirá la inter-

pretación que perjudique a dicha parte”485. Y en el ámbito comunitario, 

ya dentro de la protección del consumidor, el Art. 5 de la Directiva 

93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas abusi-

vas en los contratos celebrados con consumidor, se expresa en idéntico 

sentido486. 

En el derecho privado el favor debitoris será siempre una orienta-

ción clara para la interpretación de la ley, en cuanto persigue una finali-

dad de justicia, restableciendo el equilibrio entre las partes, al presumir 

que el deudor suele ser, en la mayoría de los casos, la parte más débil de 

la relación jurídica487. Aunque esto debe ser considerado relativamente, 

ya que en muchos supuestos será el acreedor la parte débil, como el case 

del asegurado consumidor488. Tampoco se verá beneficiado el deudor 

cuando se encuentre en mora o su conducta haya sido culposa o ilíci-

ta489.  

Cabe hacer una aclaración: el favor debilis y el contra stipulatorem 

no son equivalentes. El segundo tiene aplicación ante situaciones dudo-

sas, cuando el intérprete tiene ante sí dos posibles soluciones, y debe 

elegir aquella que afecte menos los derechos de quién ha propuesto la 

cláusula oscura, o bien que favorezca al deudor, o al consumidor en 

                       

485 Es la versión en español que trae BONELL, An Internacional Restatement..., p.373. 
486 Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas 

abusivas en los contratos celebrados con consumidores, art. 5: “En los casos de contratos 
en que todas las cláusulas propuestas al consumidor o algunas de ellas consten por es-
crito, estas cláusulas deberán estar redactadas siempre de forma clara y comprensible. 
En caso de duda sobre el sentido de una cláusula, prevalecerá la interpretación más fa-
vorable para el consumidor. [...]”. 

487 Cfr. MOISSET DE ESPANÉS y TINTI, “El consumo, el derecho del consumidor y la re-
gla «favor debitoris»”, p. 109. 

488 Lo mismo consideran CANARIS y GRIGOLEIT, “Interpretation of Contracts”, p. 462. 
489 Cfr. MOISSET DE ESPANÉS y TINTI, “El consumo, el derecho del consumidor y la re-

gla «favor debitoris»”, pp. 110-111. 
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nuestro caso490. El favor debilis por el contrario, si bien puede tener una 

función interpretativa, su aplicación es más amplia, y sustenta la funda-

mentación misma de la norma o la solución. Este principio, tanto en su 

enunciación como en su aplicación concreta a distintas situaciones jurí-

dicas, es predicable universalmente491.  

III. A. 3. Del favor debilis al pro consumptore  

El principio universal del favor debilis adquiere, en el sistema pro-

tectorio del consumidor, una naturaleza fundante y constituye la base 

normativa sustancial492. Incluso tiene una enunciación propia: es el in 

dubio pro consumptore, dentro de la tradición de nombrarlos por su 

forma latina493. 

                       

490 RINESSI, Relación de consumo y derechos del consumidor, pp. 164-168. Se concre-
ta en el art. 37 LDC: “La interpretación del contrato se hará en el sentido más favorable 
para el consumidor. Cuando existan dudas sobre los alcances de su obligación, se estará 
a la que sea menos gravosa”. 

491 Así se lo propuso en las Décimas Jornadas Nacionales de Derecho Civil, Comi-
sión 2ª, Universidad Nacional del Nordeste, Corrientes, 1985. “I. La regla favor debitoris 
es un precepto residual, que debe ser entendido en el sentido de protección de la parte 
más débil de un contrato. II. En caso de que en el contrato no exista una parte notoria-
mente más débil, la interpretación debe favorecer la mayor equivalencia de las contra-
prestaciones. III. La regla favor debitoris no se aplican a las obligaciones que tienen su 
origen en un hecho ilícito. De Lege ferenda: Recomendar la incorporación al Código Civil, 
como principio, la protección a la parte más débil, sin distinguir si se trata de un deudor 
o acreedor”. 

492 Ver por todos, MOISSET DE ESPANÉS y TINTI, “El consumo, el derecho del consumi-
dor y la regla «favor debitoris»”, p. 107 y ss. A modo de ejemplo de la aplicación del prin-
cipio, puede verse el considerando 10º del voto en disidencia de los Dres. LORENZETTI y 
ZAFFARONI en “Telefónica de Argentina S.A. s/ acción de inconstitucionalidad”: “El princi-
pio protectorio de los consumidores es un mandato que debe llevar a realizar los mayo-
res esfuerzos hermenéuticos a los fines de obtener una igualdad negocial informativa, la 
que a su vez es coherente con la buena fe contractual. La noción de igualdad constitucio-
nal exige establecer instrumentos que disminuyan las distancias cognoscitivas que exis-
ten entre expertos y profanos en el ámbito de las prestaciones”.  

493 Aunque en la doctrina aparecen distintas enunciaciones, prefiero la forma pro 
consumptore antes que pro consumatore atendiendo a lo que creo es el correcto uso 
gramatical del latín. Hay dos verbos en juego que dan origen a las referidas frases, a sa-
ber: “consummo, as, are, avi, atum”, cuyas acepciones son “concluir, acabar” o “perfec-
cionar un arte”. De aquí surgiría la frase “in dubio pro consummatore”, en donde con-
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El contraste entre el principio del favor debilis (pro consumptore) 

con el estándar del “buen hombre de negocios” implica una clara dife-

rencia de enfoque y, posiblemente, una de las manifestaciones más cla-

ras de la divisoria de aguas entre un régimen general y uno protectorio. 

Si tomamos como ejemplo el deber de información, en cuanto integrante 

del principio de seguridad o de la buena fe negocial, el sistema protecto-

rio prevé pautas muy claras y estrictas en favor del consumidor. En este 

sentido, es de plena aplicación el precepto del Art. 909 del CC, por el 

cual en un contrato en que se supone una confianza entre las partes, se 

estimará el grado de responsabilidad por la condición especial de los 

agentes. 

Puede ser útil un ejemplo. El Art. 36 de la LDC indica que en las 

operaciones de crédito para la adquisición de cosas o servicios, el pro-

veedor deberá consignar bajo pena de nulidad, entre otros elementos, el 

precio de contado, el saldo de deuda, el total de los intereses a pagar, la 

tasa de interés efectiva anual, la forma de amortización de los intereses, 

otros gastos si los hubiere, cantidad de pagos a realizar y su periodici-

dad, gastos extras o adicionales si los hubiera y monto total financiado a 

pagar. Esta enumeración detallada no es requerida en el Código de Co-

mercio ni en disposiciones que se refieren a operaciones similares entre 

empresarios. Por el contrario, el régimen general es el del Art. 902 CC, 

por el cual quién más conocimiento tiene de las cosas mayor será su 

                       

summatore es la forma del supino del verbo, que da origen al sustantivo: (cosummat-) + 
el sufijo de persona agente (tor-) + la desinencia del ablativo singular (e). Por otra parte, 
la frase "in dubio pro consumatore" además estaría mal escrita porque consumatore de-
riva del verbo consummo (doble "m"). Es posible que haya quedado con una sola “m” por 
el uso o por la adaptacion que hizo el idioma italiano.  

El otro verbo implicado es “consumo, is, ere, sumpsi, sumptum”, cuyas tres acep-
ciones son: “hacer desaparecer algo”, “gastar, emplear, invertir”, “sucumbir, estar exte-
nuado”. De acuerdo al Diccionario de la Real Academia Española, consumere es el ante-
cedente latino de nuestro “consumir”, y por tanto este último es el origen correcto del in 
dubio pro consumptore, donde consumptore es la forma del tema de supino del verbo 
(consumpt-) + el sufijo de persona agente (tor-) + la desinencia del ablativo singular (e). 
Agradezco al Prof. Enrique MAYOCCHI por su fineza en las disquisiciones idiomáticas. 
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responsabilidad, y, por tanto, el empresario que no se informe de las 

condiciones crediticias será pasible de conducta negligente494. 

El deber de obrar con cuidado y previsión, lo que “verosímilmente 

las partes entendieron o debieron entender” (art. 1198 CC), no debe ser 

interpretado de igual modo para el consumidor transfronterizo que pa-

ra el agente del comercio internacional. La buena fe diligente, el com-

portamiento cuidadoso y previsor, requiere una mayor exigencia para el 

profesional. Como aclara REZZÓNICO: 

“Esa buena fe del hombre cuidadoso y previsor —para seguir la 
terminología legal— pide a los contratantes reflexión, celo, prolijidad, lo 
cual —por lo menos si se piensa en el moderno tráfico de masa— podría 
parecer un verdadero gazapo jurídico495.” 

Lo mismo se puede decir respecto del comercio transfronterizo. 

Existe consenso respecto de la vigencia del principio internacional que 

presume la profesionalidad y responsabilidad de los hombres de nego-

cios. Se le exige un deber de obrar con previsión y diligencia fundamen-

tado en la obligación moral de respetar la palabra empeñada496.  

Aunque habitualmente se hace referencia a su funcionalidad al ré-

gimen de interpretación de los contratos de consumo, el campo de apli-

cación del pro consumptore como aplicación sectorial del favor debilis es 

más amplio. Así, por ejemplo, tiene directa incidencia en la responsabi-

lidad solidaria de la cadena comercial cuando el consumidor sufre daños 

por productos defectuosos, donde se ve favorecido por las presunciones 

y las cargas probatorias497. También cuando, en los créditos para el con-

sumo, se reconoce la conexidad contractual prevaleciente sobre el prin-

cipio del efecto relativo de los contratos498.  

                       

494 Art. 902 CC: “Cuanto mayor sea el deber de obrar con prudencia y pleno cono-
cimiento de las cosas, mayor será la obligación que resulte de las consecuencias posibles 
de los hechos”. 

495 REZZÓNICO, Principios..., pp. 534-535.  
496 Cfr. BERGER, “Transnacional Commercial Law...”, p. 10. 
497 Art. 40 LDC,  
498 Art. 36 LDC: “La eficacia del contrato en el que se prevea que un tercero otorgue 

un crédito de financiación quedará condicionada a la efectiva obtención del mismo. En 
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En el comercio internacional habrá que valorar especialmente la 

debilidad de los consumidores, en la medida que mediante la globaliza-

ción las empresas asumen conductas uniformes y al margen de los po-

deres estatales499.  

III. A. 4. Principios generales aplicables a relaciones jurídicas vo-

luntarias entre particulares 

Junto a los principios más generales que se pueden considerar co-

mo parte del derecho natural, también existen otros, en coordinación 

con los principios generales, de los cuales son tributarios500. Entre estos, 

son importantes como principios secundarios para la protección del 

consumidor los correspondientes a los contratos, ya que gran parte de 

las relaciones de consumo internacionales corresponden a los inter-

cambios derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad por pro-

veedores y consumidores501. Como veremos, estos principios de segun-

do grado en muchos casos coinciden o son explicitaciones más concre-

tas de los principios generales o de primer grado. 

REZZÓNICO menciona entre estos principios del régimen de los con-

tratos: (i) autodeterminación y autorresponsabilidad; (ii) autonomía 

privada o autonomía de la voluntad; (iii) libertad del contenido contrac-

tual; (iv) fuerza obligatoria de los contratos (el pacta sunt servanda y el 

contenido moral de los contratos) y el principio del efecto relativo de los 

contratos (res inter alios acta); (v) principios del consensualismo y del 

                       

caso de no otorgamiento del crédito, la operación se resolverá sin costo alguno para el 
consumidor, debiendo en su caso restituírsele las sumas que con carácter de entrega de 
contado, anticipo y gastos éste hubiere efectuado.” 

499 Cfr. JAYME, Erik, “La Droit International Privé du nouveau Millénaire: La Protec-
tión de la Personne Humaine face á la Globalisation, Académie de Droit International”, 
Recueil des Cours, Vol. 282, La Haya, 2000, pp. 19-21. 

500 Cfr. FINNIS, Ley natural y derechos naturales, p. 312. 
501 El contrato, comprendido como una forma jurídica que resume una operación 

económica, y por lo general, la realidad económica y social subyacente, es el instrumento 
por esencia de la circulación de la riqueza. Cfr. HINESTROSA, “Des principes généraux du 
droit...”, p. 512. 
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neoformalismo; (vi) principio de justicia y de equivalencia de las presta-

ciones; (vii) principio de equidad en los contratos; (viii) principio de 

confianza; (ix) principio de seguridad jurídica; (x) principio de la buena 

fe502. 

El sistema protectorio participa de estos principios, pero formali-

zados por el favor debilis, ya que los pilares convencionales reciben de 

éste una influencia decisiva. Tanto el consensualismo, como el neofor-

malismo, la equidad, etc., deben actuar coordinadamente con la atención 

preponderante de la parte débil. De esta manera, el pacta sunt servanda, 

junto con el volenti non fit iniuria (lo querido no puede causar daño) se-

rán matizados cuando nos encontremos ante una relación de consu-

mo503. 

Estos principios de segundo grado se derivan de principios de pri-

mer grado, de tal manera que la mayoría de los preceptos provienen de 

esta segunda forma de derivación504. Ahora bien: la protección del con-

sumidor internacional es tributaria tanto de los principios generales del 

derecho como de los principios secundarios específicos de los contratos. 

Esta protección no consiste de modo directo en un principio de primer 

grado ya que como dijéramos, el consumo no es un bien básico, sino que 

es meramente instrumental a bienes básicos (cfr. supra p. 48 y ss.). De 

allí que las normas protectivas deberán ser “puestas” por el legislador 

(derecho positivo) o por los jueces que tengan que resolver conflictos505.  

                       

502 REZZÓNICO analiza en detalle cada uno de estos principios en la Parte Segunda de 
su obra obra, donde adhiere a la idea de que los principios no necesitan estar textualiza-
dos para poseer esa condición, y toma como ejemplo el principio de buena fe, que si bien 
fuera incorporado a nuestra legislación a partir de la reforma del Código Civil de 1968 en 
el art. 1198, nadie había puesto en duda que las convenciones debían ser celebradas y 
cumplidas de buena fe. Cfr. REZZÓNICO, Principios..., p. 20. 

503 Cfr. QUAGLIA, “La relación de consumo…”, p. 904. 
504 Cfr. FINNIS, Ley natural y derechos naturales, p. 314 y 315. 
505 Desde otra perspectiva, a través del análisis de los caracteres esenciales del ne-

gocio jurídico patrimonial, se puede verificar si en las relaciones de consumo transfron-
terizo originadas en contratos se cumplen los presupuestos que fundamentan su justicia. 
Estos son: a) la vigencia de la autonomía privada y de la libertad individual; b) aplicación 
de la idea de conmutatividad del comercio jurídico; c) observancia de aquella conducta 
que exige en cada caso la buena fe; d) protección de la seguridad del tráfico jurídicoCfr. 
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Sin adelantar aún las conclusiones, conviene aclarar que estos prin-

cipios son de orden público internacional, no pertenecen al derecho dis-

positivo sino al coactivo, debido a su sentido ético primordial. REZZÓNICO 

lo indica respecto de la aplicación del principio de buena fe pero es ex-

tensible a todos los demás principios generales del derecho. Las partes 

no pueden eliminarlo en sus relaciones, y menos aún en los contratos 

predispuestos506. Esto debido a que entendemos el orden público como 

un conjunto de principios que pueden impedir la aplicación del derecho 

extranjero o la admisibilidad de una sentencia extranjera (Art. 517. inc. 

3 del CPCyCN)507. 

En esto son coincidentes el derecho de los comerciantes y el de los 

consumidores, a través de distintas manifestaciones de un mismo prin-

cipio jurídico508. Así, el Art. 1.7 de los Principios Unidroit indica: 

“(Buena fe y lealtad negocial) (1) Las partes deben actuar con buena 
fe y lealtad negocial en el comercio internacional. (2) Las partes no po-
drán excluir ni restringir la aplicación de este deber509”. 

                       

DIEZ PICASSO, Fundamentos..., Vol I, p. 74. HINESTROSA, por su parte, considera como figuras 
esenciales del derecho privado a la propiedad, el contrato y la reparación de daños. 
HINESTROSA, “Des principes généraux du droit...”, p. 512. 

506 Cfr. REZZÓNICO, Principios..., p. 531. 
507 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, nros. 149 y ss. Volveré sobre 

este punto en el número IV. A. 7, p. 358 y ss. 
508 En el caso de los Principios Unidroit, el catálogo resulta esencialmente similar al 

de los principios generales de los contratos, pero la amplitud o restricción de uno u otro, 
o la mayor aplicación o virtualidad de unos en el comercio internacional, tiene que ver 
con la finalidad concreta del “ordenamiento”, a salvo la idea de que los Principios Uni-
droit están redactados “como si fueran normas” sin serlo. Cfr. BERGER, The Creeping Codi-
fication…, p.164. 

509 Cfr. BONELL, An International Restatement..., p. 364. De hecho, la lex mercatoria 
en su conjunto se asienta de modo general sobre dos principios básicos, el de buena fe y 
el pacta sunt servanda, que cumplen una función genética y de posterior derivación. Cfr. 
BERGER, The Creeping Codification…, p. 221. “The origin of many of the rules and principles 
contained in the list may be traced back to the basic notion of good faith. Thus, the right to 
set-off mutual claims is based on the idea that it would be against good faith if a creditor 
requires performance of an obligation from his debtor if the former would have to return 
immediately what he has required from the latter ('dolo agit, qui petit, quod statim reddi-
turus est'). The particularly important aspect of good faith is the prohibition of contradic-
tory conduct ('venire contra factum proprium nemini licet'). Even though the latter prin-
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Las relaciones entre los principios, los derechos fundamentales, el 

orden público y los derechos subjetivos del consumidor, y sus implican-

cias en el Derecho Internacional Privado y la atribución de jurisdicción, 

serán tratadas en el Capítulo IV, referido al fundamento y naturaleza de 

los derechos del consumidor transfronterizo. 

III. A. 5. El favor debilis como principio específico de la protección 

del consumidor transfronterizo y la autonomía del sistema 

La protección del consumidor, como dije en el Capítulo I, tiene su 

origen en su debilidad jurídica, técnica y económica en su relación con el 

proveedor, en el contexto de una economía de masa (cfr. I. B. 5). De allí 

que el fundamento último del régimen protectorio es la debilidad es-

tructural del consumidor; aquí se origina el estatuto especial a favor de 

la parte débil510. 

Por este motivo la enunciación del principio favor debilis en benefi-

cio del consumidor es más reciente, como manifestación histórica, social 

y económica del nacimiento de una nueva calificación de las personas, 

sobre la base de un rol preciso en el proceso económico en general. De 

todos modos, como no se trata sólo de un principio de interpretación fa-

vorable de los contratos sino un sustento del sentido de justicia que de-

be dirigir todas las relaciones de consumo, va más allá que el interés so-

cial de disciplinar el régimen contractual. De aquí que también determi-

ne el sistema de Derecho Internacional Privado511. 

                       

ciple is 'still far away from a sufficient normative solidification', it lies at the roots of many 
of the more detailed rules and principles contained in the list. The principle thereby serves 
as a perfect example for the inductive development of special rules within the system of 
transnational commercial law.” 

510 Cfr. LORENZETTI, Consumidores, pp. 35-37. 
511 Cfr. LÓPEZ CAMARGO, Javier, “Derechos del consumidor: consagración constitu-

cional en Latinoamérica”, REVIST@ e – Mercatoria, Volumen 2, Número 2. (2003), p. 6. 
“[e]ntendido de que la justicia no es sólo la conmutativa, basada en el principio de equi-
librio o igualdad formal, sino que ella se ha ampliado por la cuestión social, elemento 
fundamental de la acción del Estado”. 
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Se pueden aplicar analógicamente las consecuencias que supuso la 

revolución industrial para la fundación del estatuto del trabajador. Así, 

el principio de libertad de contratación cedió ante el protectorio, por la 

distinta capacidad de negociación de las partes, en su caso traducida en 

la dependencia técnica, económica y legal del trabajador respecto del 

empresario512. Por tanto el principio protectorio tiene una primera fun-

ción fundante del sistema específico para el consumidor, es el meollo de 

toda la rama y se dirige principalmente al legislador a fin de que adopte 

los medios técnicos jurídicos de protección513. Así lo han reconocido los 

distintos ordenamientos al incluir la protección del consumidor en el 

llamado “constitucionalismo social”514. 

LORENZETTI afirma que el marco protectorio interno es un subsis-

tema con cierto grado de autonomía dentro del sistema de derecho pri-

vado515. En consecuencia, las soluciones deben buscarse dentro del 

mismo subsistema y no por recurrencia a la analogía. Pero no podemos 

afirmar lo mismo respecto de un sistema protectorio internacional, ya 

que, como sostenemos, por el momento está en construcción (cfr. supra 

II. A.) 

                       

512 Cfr. ÁZQUEZ VIALARD, Tratado de Derecho del Trabajo, T. 2, p. 138. 
513 Cfr. LORENZETTI, Consumidores, pp. 8-9. 
514 LÓPEZ CAMARGO, “Derechos del consumidor…”, p. 5. La forma como la protección 

de los consumidores ha sido consagrada varía de un país a otro. De todos modos, aún 
cuando una Constitución no se refiera de modo expreso a los consumidores, igualmente 
estarían protegidos porque la necesidad de su protección se puede desprender, indistin-
tamente, de los valores solidaridad social, igualdad material y justicia social. A través del 
análisis de los derechos y principios fundamentales, del modelo económico incluido en la 
Constitución, se puede encontrar el sustento de la protección a los consumidores; por 
éste el Estado puede intervenir en la economía, especialmente cuando deba ofrecer pro-
tección a los más débiles, entre los que se cuentan a los consumidores. Nos referiremos a 
este tema supra, Capítulo IV. A, y especialmente si esta protección incluye a los consumi-
dores transfronterizos en relación a la jurisdicción competente.  

515 “El microsistema está compuesto por las siguientes normas: la norma constitu-
cional, que reconoce la protección del consumidor y sus derechos; los principios jurídi-
cos y valores del ordenamiento, ya que el microsistema es de carácter ‘principiológico’, 
es decir, tiene sus propios principios; las normas legales infraconstitucionales, sea que 
exista un Código, como en el caso de Brasil, o un ‘estatuto del consumidor’, compuesto 
por normas dispersas, como ocurre en el caso argentino.” LORENZETTI, Consumidores, 
p.47. 
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Si los principios específicos de la protección del consumidor dan 

origen a la creación de un régimen de excepción en su favor, conviene 

analizar cuáles son las razones que se esgrimen para distinguir qué 

normas del sistema jurídico general serán aplicables y cuales no, ahora 

en el plano internacional. Ante la carencia normativa del sistema de De-

recho Internacional Privado se deberá realizar un esfuerzo argumenta-

tivo para fundamentar la limitación en la aplicación de las normas gene-

rales. Está en juego la unidad o fragmentación del sistema. 

A fin de argumentar a favor o en contra de la conveniencia de un 

régimen diferenciado en el marco general del derecho contractual, 

WILHELMSSON menciona cuatro argumentos con sus contrarios. En pri-

mer término el argumento ‘pedagógico’, según el cual resulta más senci-

llo para el abogado común analizar el derecho del consumo como parte 

del derecho privado, ya que es de estudio general evitándose así la es-

pecialización. Pero, por el contrario, resulta mejor para el consumidor 

un régimen especial de tal manera de que pueda conocer con más exac-

titud cuáles son sus prerrogativas516.  

En segundo lugar, insiste, existe el problema de la difícil línea divi-

soria de una y otra regulación, en referencia a la categorización de cier-

tas situaciones como un uso comercial o privado, por los diferentes ro-

les que las personas cumplen en la sociedad. El argumento no resulta 

irrelevante, ya que de aquí se desprende que ciertas normas imperati-

vas sean o no aplicadas; pero el asunto no sería tan difícil de resolver si 

simplemente se los considera como una categoría especial de contratos. 

Los casos límite, que no son tantos, muchas veces son utilizados de mo-

do generalizado para elaborar soluciones que en definitiva resultan muy 

estrechas. Analizaré este punto con mayor detalle respecto de las rela-

ciones de consumo transfronterizas en el Capítulo V. 

                       

516 Thomas WILHELMSSON realiza estas consideraciones en el marco de la discusión 
respecto de la conveniencia de adoptar un régimen específico como los Principios de 
UNIDROIT o uno común como los Principios europeos de los contratos. Este autor re-
chaza estos argumentos por su debilidad para justificar un problema jurídico tan impor-
tante. Cfr. WILHELMSSON, “International Lex mercatoria...”, pp. 145-146. 
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El tercer argumento respecto de la distinción entre contratos co-

merciales y de consumo es más sustancial. Se refiere a las distintas con-

cepciones de justicia, ética o políticas públicas. El enunciado tradicional 

se sustenta en distintas dicotomías: autonomía/solidaridad; individua-

lismo/altruismo; libertad de mercado/bienestar del consumidor; auto-

rregulación del mercado/fallas del mercado517. Estos razonamientos son 

aplicables al ámbito internacional. 

El análisis de la estructura del mercado desde la racionalidad eco-

nómica, medida de acuerdo a un criterio de eficiencia y apoyada sobre 

una concepción utilitarista del bien común (el mayor bien posible para 

el mayor número), justificaría un régimen único, que brinde a los agen-

tes un margen de libertad lo más amplio posible. La vigencia de la lex 

mercatoria participaría de este fundamento al colocar en un pie de es-

tricta igualdad jurídica a los participantes del comercio internacional y 

permitir así la paridad de negociación518. Pero este criterio económico a 

su vez es el que solicita la intervención del mercado en cuanto modo de 

                       

517 “In fact, as it would be a fallacy in this day and age to presume the existence of a 
coherent system of moral principles behind any society and, hence, behind any legal order, 
it is certainly not self-evident that contract law would be very coherently principled. One 
would rather expect a varying mixture of autonomy and solidarity at the roots of this area 
of law. This is true not only of consumer law, where protection of the autonomy of the con-
sumer is certainly one of its tasks, but also for the rules on commercial contracts. Even the 
UNIDROIT Principles, although they are designed for commercial contracts only, are built 
on both a principle of freedom of contract and the idea of policing against unfairness, as 
well as promoting good faith and fair dealing”. WILHELMSSON, “International Lex mercato-
ria...”, pp.145-146. 

518 HOWELLS reconoce que un problema importante son los crecientes costos de 
transacción que implica la falta de información acerca de qué reglas se aplican en los ne-
gocios de exportación, el contenido de la ley aplicable y la incerteza respecto de los posi-
bles reclamos de que puede ser pasible. Esto afecta menos a las grandes empresas con 
capacidad de dominar mercados internacionales y la gran experiencia en salvar las asi-
metrías informativas. Este argumento es más relevante para las pequeñas y medianas 
empresas. Así y todo, considera que se han magnificado las ventajas de la máxima uni-
formidad en la regulación de la responsabilidad por daños causados por productos de-
fectuosos, ya que en la práctica la falta de seguridad jurídica no afecta a los empresarios. 
Cfr. HOWELLS, Geraint G., “The Rise of European Consumer Law — Whither National Con-
sumer Law?”, Sydney Law Review, 2006, nro. 2.E. 
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solucionar la desasimetría de información entre los agentes cuando ac-

túan consumidores, a través de la internalización de las externalidades. 

A mi criterio, la visión economicista no necesariamente se opone a 

una concepción solidarista de los contratos en general, justificada desde 

la filosofía práctica. Ambos criterios se pueden complementar, pero si se 

arriba a soluciones contradictorias, el criterio filosófico de la primacía 

de la persona como fundamento del orden jurídico será determinante 

para orientar al juzgador, prevaleciendo la justicia sobre la eficacia519. 

El cuarto argumento se refiere a la mayor localización del derecho 

del consumo, atado a las expectativas inmediatas de los ciudadanos y en 

mira de los políticos como materia regulable y de rápida respuesta a los 

requerimientos sociales. Sin duda esto es importante, e incluso es uno 

de los aspectos que se consideran en la UE al momento de fijar el nivel 

adecuado de armonización: cuánto regula la UE y qué queda en la órbita 

de los Estados Miembros520. Los consumidores y sus expectativas no son 

tan uniformes cómo parecería, incluso globalización mediante521. 

De aquí que resulte razonable que la autonomía del sistema se apo-

ye en su estructuración sobre un principio fundante: el pro consumptore 

en cuanto aplicación sectorial del favor debilis. 

                       

519 Desde la perspectiva principialista que aquí sustento —a diferencia de la eco-
nomicista—, la aplicación de los principios, como el de buena fe o equidad, es general a 
todo tipo de relación contractual, y las diferencias serán de grado, aunque desde una 
postura postmoderna se predica que no existe un esquema coherente de principios que 
haga de soporte al sistema contractual unificado. Así, la combinación oportuna de soli-
daridad/autonomía sería propia de cada sistema, propugnándose por tanto la fragmen-
tación y no la unidad del régimen contractual. De aquí, por ejemplo, que se considere a 
los Principios de UNIDROIT como la adopción de una determinada combinación de soli-
daridad/autonomía, específica de los contratos comerciales internacionales. Cfr. 
WILHELMSSON, “International Lex mercatoria…”, pp. 146-147. 

520 Cfr. HOWELLS, “European Consumer Law…”, pp. 73-80. 
521 El Prof. Thomas WILHELMSSON, en un paper del año 2002, menciona las diferen-

cias existentes en las percepciones y hábitos entre los países nórdicos y los mediterrá-
neos, y la Europa occidental y la del Este, en ese momento en pleno proceso de adapta-
ción al ampliado mercado interior. Cfr. WILHELMSSON, “International Lex mercatoria...”, pp. 
149-151. 
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III. A. 6. La aplicación universal del favor debilis  

En nuestro sistema protectorio del consumidor transfronterizo en 

construcción, ¿cuándo se puede recurrir a los principios, y concreta-

mente, al favor debilis? Si bien afirmé que en el plano internacional exis-

te una laguna jurídica, hay que considerar que en el plano interno cada 

sistema local completa los vacíos normativos de distinto modo, de ma-

nera que los principios ocupan lugares disímiles en cada ordenamiento. 

Los principios jurídicos cumplen una función de fundamentación, antes, 

durante y después del proceso interpretativo, pero los sistemas jurídi-

cos nacionales no les asignan el mismo orden de prelación considerados 

como fuente del derecho522. 

REZZÓNICO hace referencia a que los principios generales provienen 

de distintas fuentes, y así en el derecho romano se consideraba que a 

través del ius gentium existía un derecho universal, libre de toda im-

pronta nacional, aplicable a todos los pueblos, dotado de una particular 

elasticidad, apoyado en la bona fides y en la aequitas, y cuyos principios 

se ofrecían con evidencia intuitiva. ¿Podría considerarse que este tipo 

de principios incluye alguna base universal del derecho del consumidor? 

¿Es universal el favor debilis, para ser reclamado en cualquier jurisdic-

ción? 

Debido a que los principios generales no son consecuencia de las 

disposiciones legales, sino, por el contrario, dan forma sustancial a las 

normas, son ellos los que las convierten de conjunto inorgánico en uni-

dad vital523. Así como de la naturaleza de las cosas se desprenden pre-

ceptos normativos, cosa mueble o inmueble, o de que una persona sea 

comerciante se desprende la presunción de onerosidad de sus actos 

(Art. 218 inc. 5 Código de Comercio), del carácter de consumidor se 

puede desprender o presumir su debilidad, o la naturaleza desigual de 

                       

522 Cfr. VIGO, Los principios jurídicos, pp. 48-50. Allí menciona la clasificación de 
fuentes en el common law que propone Roscoe POUND, cuando distingue: “1) rules o 
normas en sentido estricto; 2) principles; 3) legal conceptions; 4) doctrines, y 5) stan-
dards.” POUND, Roscoe, Jurisprudence, vol. II, West Publishing, St. Paul, Minnesota, 1959, 
pp. 125 y s. 

523 Cfr. REZZÓNICO, Principios..., p. 84.  
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la relación524. Apelando a estas ideas, si bien la jurisdicción competente 

puede estar determinada por el sistema normativo, si esta asignación no 

atiende a la particular condición de los consumidores, podría resultar 

una jurisdicción injusta525. 

Por tanto, no hay inconveniente en establecer la universalidad de la 

aplicación del principio protectorio al sistema jurídico del comercio in-

ternacional, al Derecho Internacional Privado o al Derecho Internacional 

a secas. Si el favor debilis forma parte del sistema jurídico, deberá ser 

aplicado, entre otros, a la reglamentación de la jurisdicción internacio-

nal y al respeto de la garantía de acceso a la jurisdicción526. 

Esto se debe a que el favor debilis, al igual que otros principios jurí-

dicos sistemáticos o fundacionales, actúa a la manera de pilar, dando 

sustento y fundamento a todo el ordenamiento, estando presente a lo 

largo y a lo ancho de él. Mediante la utilización del método deductivo se 

pueden obtener de este principio las normas o principios más específi-

cos. Por lo tanto, en cuanto a informador del sistema, el favor debilis de-

                       

524 Cfr. BATIFFOL, Aspects philosophiques…, p .167. El criterio de la naturaleza de las 
cosas puede aplicarse, por ejemplo, a las calificaciones —consumidor, proveedor, etc. —, 
al punto de conexión —lugar de cumplimiento, residencia habitual—, o a la eventual 
existencia de conexidad contractual. En nuestro caso, la economía puede ser un buen 
auxiliar para determinar si resulta razonable de acuerdo a la naturaleza de las cosas que, 
por ejemplo, un proveedor que brinda on line un servicio gratuito, pueda ser reclamado 
en el domicilio del consumidor, tal vez en otro Continente, si suspende intempestiva-
mente los servicios. 

525 Cfr. CIURO CALDANI, “Criterios integrativistas...”, nro 16. “A nuestro entender, la 
jurisdicción injusta sigue existiendo en las dimensiones ‘positivas’ (sociológica y normo-
lógica), puede generar, sí, el deber de resistirla (dimensión dikelógica). Una jurisdicción 
que no atienda la particular condición de los consumidores resulta a nuestro parecer 
una jurisdicción injusta”. 

526 El favor debilis en derecho laboral se traduce en el favor operarii. Esto llevado al 
Derecho Internacional Privado, ha implicado que, al menos en nuestro país, el contrato 
de trabajo se rija por el derecho del lugar de cumplimiento, mediante la norma unilateral 
del art. 3 de la Ley de Contrato de Trabajo. Esta norma no contempla el supuesto inter-
nacional, por tanto ante el silencio sólo será aplicable a contratos a ejecutarse en Argen-
tina. Para los contratos con ejecución en el extranjero se aplica la ley foránea, salvo la in-
compatibilidad con el orden público internacional argentino. Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho 
Internacional Privado, p. 406. Esta misma solución sería la más razonable ante el silencio 
de la LDC respecto de casos internacionales.  
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berá ser tenido en cuenta al establecer la legislación, al juzgar el caso 

concreto, al admitirse la jurisdicción indirecta, etc. 

Otro principio que participa de la misma naturaleza es el de igual-

dad relativa de todos los hombres, sobre el que se estructuró la teoría 

general del contrato desde el siglo XVIII en adelante527. La aplicación di-

recta del principio de igualdad al derecho del consumo justifica la inter-

vención que procura equilibrar la desigualdad estructural. En definitiva, 

tanto el favor debilis como el de igualdad relativa pueden ser descubier-

tos por un proceso inductivo de generalización creciente, aunque en el 

derecho interno aparecen expresamente en los arts. 3 y 37 LDC528.  

Esta intervención omnicomprensiva tiene su razón de ser en una 

presunción de desigualdad entre las partes en la negociación, a la que ya 

nos hemos referido. Pero a diferencia de la operatividad de un derecho 

subjetivo, que una vez otorgado implica una potestad de atribución que 

                       

527 Un análisis general de las concepciones liberales respecto del contrato, puede 
verse en MOSSET ITURRASPE, Jorge, Interpretación Económica de los Contratos, Rubinzal-
Culzoni Editores, Santa Fe, 1994, especialmente el Capítulo I. Respecto de la recepción 
de estos principios en la CN, cfr. GELLI, Constitución de la Nación Argentina, pp. 458-459. 

528 Este es el modo general en que se presentan los principios. Cfr. HINESTROSA, “Des 
principes généraux du droit...”, p. 505. Este último indica que “la interpretación del con-
trato se hará en el sentido más favorable para el consumidor. Cuando existan dudas so-
bre los alcances de su obligación, se estará a la que sea menos gravosa”. Se podría pensar 
que no es más que una explicitación de aquello que ya estaba previsto en el Art. 218 inc. 
7mo del Código de Comercio, pero a poco que se mire se puede observar que la fuerza 
expansiva axiológica es patente, desde el momento que cualquier disposición, privada o 
pública, cualquier término de la negociación, será interpretado como más favorable al 
consumidor, siempre que se presente duda. CCom, art. 218. “Siendo necesario interpre-
tar la cláusula de un contrato, servirán para la interpetración las bases siguientes [...] 
Inc.7. En los casos dudosos, que no puedan resolverse según las bases establecidas, las 
cláusulas ambiguas deben interpretarse siempre en favor del deudor, o sea en el sentido 
de liberación.” Así la disposición ha sido aplicada para interpretar el contenido de la pu-
blicidad hecha por el proveedor. En el caso, si el consumidor podría razonablemente 
creer que el anuncio de una empresa de medicina prepaga respecto de la alteración de 
las condiciones contractuales, incluyendo las prestaciones de servicios de asistencia al 
viajero a través de un tercero, eran aplicables a su propio contrato. “Si la sociedad de-
mandada distribuyó propaganda sobre el beneficio de asistencia en viaje, sin hacer sal-
vedades o reservas para personas que hubieren desechado este servicio con anteriori-
dad, los asociados tenían derecho a esa cobertura”. CNCiv Sala C, “Sucesores de Scheri, 
José c/Sociedad Italiana de Beneficencia de Buenos Aires Hospital Italiano”, 19/8/2004. 
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manda conductas positivas o prohíbe otras, en este caso corresponderá 

al interprete en cada caso verificar si corresponde ajustar las prestacio-

nes a favor del consumidor, por existir duda suficiente.  

Finalmente, cabe agregar que las conexiones materialmente orien-

tadas, que buscan la justicia sustantiva del caso, suelen tener como tras-

fondo alguna situación de debilidad. Volveré sobre este asunto en el 

número VII. C, p. 665 y ss529. 

III. B. EL DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO Y LOS PRINCIPIOS APLICABLES A LA 

RELACIÓN DE CONSUMO 

El Derecho Internacional Público, que denominaremos simplemen-

te Derecho Internacional, establece pautas de obligación de los Estados 

respecto de otros Estados, de particulares de otros Estados y de los se-

res humanos en general. Un primer modo de observar este fenómeno, es 

considerarlo como el ordenamiento jurídico de la comunidad interna-

cional, del grupo social constituido por todos los Estados y pueblos exis-

tentes en el planeta530. Tiene por misión regular la coexistencia de los 

poderes estatales, su mutua cooperación y la protección de intereses 

fundamentales para la actual comunidad internacional en su conjunto 531 

La estructura jurídica formal del Derecho Internacional está consti-

tuida por un conjunto de principios y normas, vigentes en la actual co-

munidad global. Estas regulan la atribución y el ejercicio de las compe-

tencias de los Estados en sus relaciones mutuas, estableciendo los lími-

                       

529 JAYME considera que la materialización de las reglas de conflicto es una de las 
tendencias actuales del Derecho Internacional Privado. Cfr. JAYME, “Identité culturelle et 
intégration”, p. 44 y ss. 

 
530 Cfr. GONZÁLEZ CAMPOS, Julio D., SÁNCHEZ RODRÍGUEZ, Luis I., ANDRÉS SÁENZ DE SANTA 

MARÍA, María Paz, Curso de Derecho Internacional Público, 5ª Edición, Universidad Com-
plutense de Madrid, Madrid, 199, p 3. Se trata de esa misma comunidad a la que ya me 
referí en en I. D. 2, p. 94. 

531 Ibid, p.9. 
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tes del poder jurídico de cada uno de ellos y permitiendo la ordenada 

convivencia dentro de la comunidad internacional.  

Además, en el ordenamiento existen otras dos estructuras. Una, re-

ferida a la cooperación entre los Estados para el logro de ciertos objeti-

vos comunes, que ha dado lugar, por ejemplo, al nacimiento de las orga-

nizaciones internacionales, con mayor o menor especialización. La otra 

se refiere al resguardo de intereses de la comunidad internacional, no ya 

los Estados considerados en sí mismos, sino en cuanto grupo humano. 

Se estructura sobre el principio de solidaridad, para proteger ciertos va-

lores fundamentales para el conjunto532. Resultará de capital importan-

cia para nosotros verificar si entre estos valores fundamentales se en-

cuentra la protección del consumidor transfronterizo, o si nuestro obje-

tivo forma parte de alguna de las estructuras de cooperación entre los 

Estados. Si así fuera, existirían obligaciones de un Estado frente a los 

otros de poner operativa esa protección, utilizando entre otros medios, 

la adecuada atribución de jurisdicción. 

Desde un segundo punto de vista, los elementos más relevantes del 

sistema normativo internacional son el Estado, la persona humana y la 

comunidad internacional en su conjunto533. Esto es coherente con una 

concepción personalista del orden jurídico, tanto del derecho en general 

como del Derecho Internacional en particular, ya que los fines constitu-

yen la meta del ordenamiento jurídico. Por tanto, es muy relevante que 

el individuo sea el beneficiario directo e inmediato del ordenamiento in-

                       

532 Ibid, pp. 18-20. 
533 Ibid, p. 28. Los elementos estructurales no se identifican con los sujetos del or-

denamiento internacional, aunque la idea de poner en el centro del sistema a la persona, 
requerirá en muchos casos dotarla de subjetividad, en cuanto centro de imputación. “Un 
sujeto de derecho internacional es todo aquel cuya conducta está prevista directa y efec-
tivamente por el derecho de gentes como contenido de un derecho o de una obligación. 
La calidad de sujeto que posee una entidad no depende de la cantidad de derechos y 
obligaciones de que esa entidad es titular. La designación es válida tanto para quien sólo 
goza de un derecho adjudicado por una norma consuetudinaria como para un Estado 
soberano”. BARBERIS, Julio A., Formación del derecho internacional, Editorial Ábaco de Ro-
dolfo Depalma, Buenos Aires, 1994, p. 32. 
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ternacional, lo que le permitiría que, en ciertas circunstancias, pueda re-

clamar directamente por la violación de sus derechos534.  

En tercer lugar, también se puede considerar al ordenamiento jurí-

dico de modo dinámico, con una estructura formal y otra socio-histórica, 

cuya mutua interacción da lugar al proceso de formación del Derecho de 

la comunidad internacional535. Por tanto, en su evolución, como produc-

to de nuevos equilibrios de intereses antagónicos o convergentes, la 

protección del consumidor transfronterizo podría llegar a tener acogida 

como un capítulo del ordenamiento internacional en desarrollo o en 

germen a través de nuevos principios, ya admitidos, de modo más o me-

nos velado por las Directrices de Naciones Unidas o los Pactos de Dere-

chos Sociales y de Derechos Políticos, o alguna Carta de Derechos Huma-

nos536. 

Este sistema jurídico, que tiene incidencia sobre el Derecho Inter-

nacional Privado de los Estados, puede ser estudiado desde dos aspec-

tos: las fuentes del Derecho Internacional y las competencias o faculta-

des reservadas a cada Estado. O bien, en otras palabras, cómo se con-

forma el sistema y en qué medida obliga a los Estados. Hay que 

considerar que el orden interno y el internacional son, en principio, dos 

ordenamientos distintos y autónomos, por el diverso origen de las nor-

mas que componen ambos conjuntos537. Pero el Estado actúa a la vez en 

la esfera interna e internacional, lo que da lugar a relaciones entre am-

bos sistemas, que indican que no pueden existir antinomias o contradic-

ciones entre las normas internacionales aplicables al Estado y las nor-

mas del orden jurídico interno538. Esta coherencia reclamada, llevará na-

                       

534 Cfr. PASTOR RIDRUEJO, Curso de Derecho Internacional Público, p. 213. 
535 Cfr. GONZÁLEZ CAMPOS, Curso de Derecho Internacional Público, p. 88. 
536 Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea “Artículo 38. Protec-

ción de los consumidores: Las políticas de la Unión garantizarán un alto nivel de protec-
ción de los consumidores.”  

537 Cfr. GONZÁLEZ CAMPOS, Curso de Derecho Internacional Público, p. 221 
538 Cfr. BATIFFOL, Aspects philosophiques…, p. 133-134. De todos modos —a mi pare-

cer—, no sería una contradicción que, por ejemplo, en el orden internacional se admita 
la prorrogatio fori en operaciones de consumo y no así en el orden interno, ya que la in-
ternacionalidad del caso es un elemento que tiñe todos los aspectos de la relación. Las si-



 CAPÍTULO III 215 

 

turalmente a la supremacía del orden internacional, lo que en nuestro 

país tiene plena vigencia a partir de la modificación de la CN en 1994. 

Así, en caso de ser necesario, el Estado deberá modificar su orden inter-

no para atenerse a los compromisos internacionales539. 

III. B. 1. Las fuentes del Derecho Internacional 

Como indica BARBERIS,  

“una de las cuestiones fundamentales en todo orden jurídico consis-
te en identificar cuáles son las normas que lo constituyen y cuáles son los 
modos de formación de dichas normas. (...) La determinación de las nor-
mas jurídicas que se hallan en vigor en el derecho de gentes es una cues-
tión de capital importancia pues permite precisar cuáles son los dere-
chos y deberes de cada persona internacional en un momento dado”540. 

Los procesos creadores de normas del Derecho Internacional se 

remiten por lo general a tres fuentes: 1) los Tratados internacionales; 2) 

las costumbres en cuanto práctica generalmente aceptada como obliga-

toria; 3) y los principios generales del derecho a secas, junto con los 

principios del Derecho Internacional. Habitualmente se menciona al Art. 

38 ap. 1º del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia como fuente 

del conocimiento de la constitución del Derecho Internacional541.  

                       

tuaciones son diferentes y merecen juicios independientes. Esa falta de contradicción no 
haría aplicable a la situación la doctrina de los actos propios. 

539 En el caso de Argentina, la reforma de la Constitución Nacional de 1994 consa-
gró el principio de la supremacía del orden internacional, el que quedó consolidado a 
partir del fallo Ekmekdjian, Miguel Ángel c. Sofovich, Gerardo y otros, CSJN, 7/7/92 (Fa-
llos 315:1492). En otros países, como por ejemplo Uruguay y Brasil, la solución es la con-
traria. Cfr. PALLARÉS, Beatriz, “Interrogantes acerca de las relaciones entre el derecho in-
terno y el derecho internacional, la soberanía y seguridad jurídica”, en Liber Amicorum 
en homenaje al Profesor Dr. Didier Opperti Badan, Fundación de Cultura Universitaria, 
Montevideo, 2005, pp. 704-732, en 712-717; DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET, Trámites 
judiciales internacionales, pp. 51-60, y una completa reseña jurisprudencial en pp. 219-
229.  

540 BARBERIS, Formación del derecho internacional, Nota Preliminar. 
541 Allí se establece: Artículo 38 1. La Corte, cuya función es decidir conforme al de-

recho internacional las controversias que le sean sometidas, deberá aplicar: a) las con-
venciones internacionales, sean generales o particulares, que establecen reglas expre-
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En cuanto a los Tratados, ya dije que no contamos con normas es-

pecíficas de Derecho Internacional Privado referidas a la protección del 

consumidor. Pero, en Derecho Internacional, abundan las Convenciones 

y Pactos referidos a los derechos humanos, por lo cual veremos si de 

ellos se pueden obtener disposiciones que sean de utilidad a nuestros 

fines.  

Si bien las próximas consideraciones harán hincapié en los aspectos 

jurisdiccionales, pueden ser tenidas en cuenta para el armazón de todo 

el sistema protectorio. La Declaración Universal de los Derechos Huma-

nos dice en su Artículo 8 que “[T]oda persona tiene derecho a un recur-

so efectivo ante los tribunales nacionales competentes, que la ampare 

contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 

constitución o por la ley”542. También indica, en su Artículo 17, que “1. 

Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente. 

2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad.” De acuerdo a la 

interpretación corriente, estos artículos —como toda la Declaración 

Universal— sólo brinda pautas de los derechos que los particulares tie-

nen frente al Estado y no de modo directo frente a otros particulares543. 

Así, aún cuando pudiera argumentarse —como veremos más adelante— 

que el derecho a la protección del consumidor es un derecho fundamen-

tal, no estaría incluido entre los previstos por Declaración Universal, por 

                       

samente reconocidas por los Estados litigantes; b) la costumbre internacional como 
prueba de una práctica generalmente aceptada como derecho; c) los principios genera-
les de derecho reconocidos por las naciones civilizadas; d) las decisiones judiciales y las 
doctrinas de los publicistas de mayor competencia de las distintas naciones, como medio 
auxiliar para la determinación de las reglas de derecho (...). 

542 Adoptada por la Resolución de la Asamblea General de Naciones Unidas Nro. 
217 A (iii) del 10 de diciembre de 1948. 

543 En los primeros años de vigencia de la Carta, se había puesto en duda su carác-
ter operativo y mandatorio sobre los países. Hoy día no cabe duda de su aplicación obli-
gatoria por los Estados. Inclusive, se considera que, respecto de los derechos humanos, 
no es materia de jurisdicción exclusiva interna de los países, en el sentido del art. 2.7. La 
cuestión es objeto de la sociedad internacional y no se puede alegar la excepción de ju-
risdicción interior de los Estados. Cfr. PASTOR RIDRUEJO, Curso de Derecho Internacional 
Público, p. 225. 
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ser considerado de “tercera generación”544. Las referencias que allí se 

hacen al acceso a la jurisdicción y a la defensa de la propiedad privada 

son demasiado débiles en su relación al problema que nos ocupa. 

Esta Declaración luego fue desarrollada con mayor detalle en 1966 

mediante el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales (Pacto de Derechos Económicos), y el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos (Pacto de Derechos Civiles)545. Además del 

contenido, difiere la fuerza obligatoria de cada uno de ellos. De acuerdo 

al Art. Artículo 2º.1 del Pacto de Derechos Económicos, “Cada uno de los 

Estados partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, 

tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación inter-

nacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los 

recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los 

medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legis-

lativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos”. Según 

PASTOR RIDRUEJO, de aquí se desprenden tres consecuencias: a) hay una 

obligación de adopción de medidas para su disfrute, es decir, prestacio-

                       

544 Aunque no menciona expresamente al derecho de los consumidores, cfr. 
BROWNLIE, Ian, Principles of Public International Law, 6ª Edición, Oxford University Press, 
Oxford, 2003, p. 540-541. “They are commonly referred to as ‘third generation’ human 
rights (as opposed to the first two generations, consisting of civil and political rights and, 
subsequently, economic, social, and cultural rights), and it is commonly suggested, or as-
sumed, that they are not part of existing law, but are ‘emerging’”. En su primera aparición 
en los textos legales, los derechos reconocen las libertades civiles y políticas frente a las 
intromisiones del poder, garantizando la libertad negativa o la no interferencia del Esta-
do en la esfera privada de los individuos. Estos derechos no exigen la adopción de activi-
dades positivas por parte del Estado. Ese nivel de protección, dado por una igualdad 
formal, fue luego completado por la igualdad material de la segunda generación de dere-
chos. En este caso, el Estado se involucró en la satisfacción de las necesidades básicas de 
los sujetos. La salud, el alimento, la vivienda, la educación, fueron ampliando el catálogo 
de derechos al ritmo de la evolución de los problemas sociales. Con ello se originó la ca-
tegoría de los llamados derechos de tercera generación, que nace por la necesidad de re-
conocer la debilidad de determinados grupos de personas: ancianos, niños, mujeres, 
consumidores, etc., junto con el resguardo de bienes colectivos, como el medio ambiente. 
Son derechos ligados a la economía del bienestar. Cfr. DALLA VIA, Alberto R, Derecho Cons-
titucional Económico, Abeledo Perrot, 2ª Edición, Buenos Aires, 2006, pp. 345-346. 

545 Resolución de la Asamblea General de Naciones Unidas Nro. 2200 A (XXI), en 
Nueva York, 16 de diciembre de 1966, entrada en vigor el 23 de marzo de 1976. 
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nes positivas; b) están condicionados a las posibilidades de cada país; c) 

la progresividad546.  

Si estas son las obligaciones a cargo de los Estados, y la protección 

del consumidor transfronterizo estuviera aquí incluida, tenemos algu-

nas pautas útiles, aunque débiles, por tratarse de obligaciones de com-

portamiento, es decir que sólo implican un compromiso de medios, con 

amplios márgenes para los gobiernos, y por consiguiente, no exigi-

bles547. Por ejemplo, el principio de no discriminación (Art. 3), en con-

junto con el de no degradación (Art. 5.2), darían al consumidor extranje-

ro como mínimo los mismos derechos que tienen los nacionales548. 

                       

546 Cfr. PASTOR RIDRUEJO, Curso de Derecho Internacional Público, p. 228. DÍAZ DE 

GARCÍA agrega que “[A]l igual que los derechos civiles y políticos, los derechos económi-
cos, sociales y culturales imponen tres tipos de obligaciones diferentes a los Estados: de 
respetar, proteger y garantizar. El cumplimiento de estas obligaciones constituye una 
violación por parte del Estado a estos derechos”. Estas obligaciones podrán ser de me-
dios o de resultados; este último caso corresponde a los casos en que se han establecido 
algún tipo de estándares. DÍAZ DE GARCÍA, Luciana, “Justiciabilidad de los derechos econó-
micos, sociales y culturales”, Anuario Argentino de Derecho Internacional, Asociación Ar-
gentina de Derecho Internacional, Vol IX, 1999, Córdoba, pp. 149-160. Disponible en 
www.aaadi.org.ar/doctrina 

547 Cfr. BROWNLIE, Principles…, p. 539. 
548 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales Art. 3: “Los 

Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a los hombres y a las 
mujeres igual título a gozar de todos los derechos económicos, sociales y culturales 
enunciados en el presente Pacto”. Por su parte, el Art. 5.2 indica: “No podrá admitirse 
restricción o menoscabo de ninguno de los derechos humanos fundamentales reconoci-
dos o vigentes en un país en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, a 
pretexto de que el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado”. La 
mayor pretensión del Pacto es que se emitan informes (art. 16) Por tanto, la eficacia de 
estos derechos estaría dada por la publicidad de los informes y la presión moral y políti-
ca que esto podría generar., “Artículo 16. 1. Los Estados Partes en el presente Pacto se 
comprometen a presentar, en conformidad con esta parte del Pacto, informes sobre las 
medidas que hayan adoptado, y los progresos realizados, con el fin de asegurar el respe-
to a los derechos reconocidos en el mismo. 2. a) Todos los informes serán presentados al 
Secretario General de las Naciones Unidas, quien transmitirá copias al Consejo Económi-
co y Social para que las examine conforme a lo dispuesto en el presente Pacto; b) El Se-
cretario General de las Naciones Unidas transmitirá también a los organismos especiali-
zados copias de los informes, o de las partes pertinentes de éstos, enviados por los Esta-
dos Partes en el presente Pacto que además sean miembros de estos organismos 
especializados, en la medida en que tales informes o partes de ellos tengan relación con 
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Por el contrario, respecto de los derechos civiles y políticos, el Art. 

2.1, indica que “Cada uno de los Estados Parte en el presente Pacto se 

compromete a respetar y a garantizar a todos los individuos que se en-

cuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción a los derechos 

reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color 

(...).”  

En este caso, lo que se espera de los Estados es el respeto y la ga-

rantía, no sólo abstenciones, sino prestaciones positivas en el orden le-

gislativo, ejecutivo y judicial, lo que podría dar lugar a cierta protección 

por medio de reclamaciones549. Son obligaciones de resultado y el con-

trol de su cumplimiento puede ser más estricto y eficiente. De allí que 

también estén determinados los medios de protección, uno obligatorio y 

dos opcionales. El primero es la presentación de informes, y los opciona-

les son las reclamaciones, siempre entre Estados. No solo incluye dispo-

siciones procesales sino también institucionales, creando un órgano, el 

Comité de Derechos Humanos550.  

Aún cuando se pueda reclamar que estas normas carecen de impe-

rium y exigibilidad, bien pueden constituir principios generales del de-

recho o del Derecho Internacional. En lo que a nuestro asunto se refiere, 

es de interés el Artículo 14. 1. “Todas las personas son iguales ante los 

tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída 

públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, 

independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación 

de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la 

determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil” (el desta-

cado me pertenece). 

                       

materias que sean de la competencia de dichos organismos conforme a sus instrumentos 
constitutivos”. 

549 Cfr. BROWNLIE, Principles…, p. 540. 
550 Cfr. PASTOR RIDRUEJO, Curso de Derecho Internacional Público, p. 229 
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III. B. 2. Los principios generales de las naciones civilizadas y la 

protección del consumidor transfronterizo 

Desde el punto de vista de las fuentes del Derecho Internacional, se 

deben distinguir los principios generales del derecho de los principios 

del Derecho Internacional. Los primeros son una categoría común a to-

do sistema jurídico: el Derecho Internacional, el derecho interno, y, si 

correspondiera, al derecho del comercio internacional551. Por su parte 

los principios del Derecho Internacional, son aquellas conceptualizacio-

nes propias de este ordenamiento, aunque sin ser normas en sí mismas, 

como, por ejemplo, la libertad de los mares552. Estos principios están ex-

tendidos y recogidos de manera uniforme, como el de la buena fe, que 

basta con invocarlo sin necesidad de probar su existencia553. 

Los principios del Derecho Internacional son de dos tipos: a) los es-

tructurales que expresan los valores fundamentales que inspiran la con-

formación general de este ordenamiento, en un momento histórico de-

terminado; y b) los principios generales del Derecho Internacional a se, 

aquellos valores jurídicos que informan un sector del ordenamiento, o 

un grupo particular de normas o una determinada institución jurídica554.  

                       

551 “Esto es bien explicable porque las relaciones entre entidades internacionales 
presentan una determinada analogía con las existentes entre personas privadas. Hay 
elementos que son comunes a todo régimen jurídico, sea privado o público, interno o in-
ternacional (...)”. BARBERIS, Formación del derecho internacional, p. 222. Cfr. también 
PASTOR RIDRUEJO, Curso de Derecho Internacional Público, p. 89. Para quienes consideran 
al Derecho del comercio internacional como un tertium genus, cfr. BERGER, Klaus Peter, 
«The Concept of the “Creeping Codification” of Transnational Commercial Law», p. 1. 
Disponible en http://www.tldb.net/, última visualización 12/01/09. 

552 Cfr. BARBERIS, Formación del derecho internacional, p. 235. 
553 Cfr. BROWNLIE, Principles…, p. 16. BARBERIS trae una buena síntesis jurispruden-

cial donde distintos tribunales internacionales han hecho aplicación de principios gene-
rales del derecho: la existencia del derecho de necesidad, la denegación internacional de 
justicia, la prescripción liberatoria, nadie puede tomar ventaja de su propio ilícito, la re-
paración integral, buena fe, derecho a recurrir ante un tribunal imparcial en caso de liti-
gio (debido proceso), cosa juzgada, etc. Cfr. BARBERIS, Formación del derecho internacio-
nal, p. 223 y ss. 

554 Cfr. GONZÁLEZ CAMPOS, Curso de Derecho Internacional Público, p. 26. 
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¿Cómo se originan estos principios? ¿Cuándo se puede decir con se-

guridad que estamos ante uno de “los principios generales del derecho 

reconocidos por las naciones civilizadas” (Art. 38 del Estatuto de la Cor-

te Internacional de Justicia), cuál será el criterio de “civilización”? ¿Qué 

grado de reconocimiento es necesario? Se trata de aquellos principios 

reconocidos por los sistemas jurídicos de todos los Estados, indepen-

dientemente de su ideología, de su sistema político o de su grado de de-

sarrollo económico555. De allí que en todos los casos la fuente y el senti-

do de los principios son obtenidos de los derechos internos, que tienen 

un fondo normativo común y están más desarrollados que el Derecho 

Internacional; por tanto el método válido de reconocimiento general se-

rá el Derecho Comparado556. 

PASTOR RIDRUEJO indica que, “[E]n síntesis, autorizadas o no las ju-

risdicciones internacionales por sus instrumentos constitutivos, han 

aplicado a los litigios los principios generales del Derecho formulados 

previamente en los sistemas internos. O lo que es lo mismo, una catego-

ría normativa en la que, según la concepción tópica del Derecho, se con-

cretan los principios de Derecho Natural”. Se pregunta este autor si ante 

la escisión ideológica política del Este Oeste, y la escisión económico so-

cial del Norte-Sur, ¿es posible afirmar que existen principios comunes a 

todos los sistemas jurídicos?557. 

De modo similar se refiere GONZÁLEZ CAMPOS, al preguntarse por la 

naturaleza, contenido y alcance: “[S]on los principios aceptados por to-

das las naciones in foro doméstico, tales como ciertos principios procesa-

les, el principio de buena fe, el principio de res judicata, etc.”, citando a 

                       

555 Tengamos en cuenta, tal como vimos en la Introducción, que los distintos gra-
dos de desarrollo económico y cultural, tan ligados al nivel de protección del consumi-
dor, harán casi imposible universalizar las soluciones, y, por tanto, hablar de “un” dere-
cho del consumo. 

556 Cfr. PASTOR RIDRUEJO, Curso de Derecho Internacional Público, p. 63. 
557 Idem, p. 65. Verifica que aunque la aplicación de los principios por parte del 

Tribunal se refiere generalmente a normas procesales, esto no debe minimizarse. Si bien 
en su aplicación participan más del aspecto formal que sustancial, “no son ajenos a la 
idea de justicia, y mucho menos a la seguridad jurídica, valor este último que constituye 
a su vez un punto de vista sobre la justicia”. 
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Lord Phillimore, del Comité de Juristas de 1920, uno de los redactores 

de los trabajos preparatorios del Estatuto de la Corte Internacional de 

Justicia. Ello supone que los diferentes sistemas jurídicos estatales pre-

sentan rasgos comunes, principios análogos, que pueden ser aplicados 

tanto en el orden interno como en el internacional. Son principios que 

dan coherencia y cohesión al Derecho Internacional con los órdenes ju-

rídicos internos, bajo cierta idea de unidad.  

Así, en distintas decisiones, la Corte Internacional de Justicia ha in-

vocado principios generales del derecho propios de los sistemas jurídi-

cos nacionales, aplicándolos a cuestiones de carácter internacional. Co-

mo dijimos, muchas veces son cuestiones judiciales: cosa juzgada, igual-

dad de las partes, etc.558. De esta manera los principios permiten hacer 

explícito lo que el ordenamiento contiene implícitamente. Si bien los 

principios generales del derecho de los órdenes estatales e internacio-

nales corresponderían a diferentes órdenes de razón, de todos modos se 

puede verificar que pertenecen a la común racionalidad del derecho, 

frente a ciertas situaciones. Confirman una visión unitaria del Derecho y 

no suplen las carencias normativas inherentes al ordenamiento interna-

cional. De estos principios, por tanto, es posible obtener algunos que in-

tegrarían nuestro sistema en formación. 

Como aplicación de esta unidad del sistema jurídico, podemos fijar-

nos en los principios del Derecho Internacional referidos a la cosa juz-

gada, y especialmente en sus efectos inter partes, pero no ante terceros 

que no intervinieron en el proceso559. Esta disposición, pacíficamente 

admitida, también es considerada parte del ius cogens, es decir indero-

gable por el Tribunal, las partes o los Estados560. Sería ilógico que este 

                       

558 Cfr. GONZÁLEZ CAMPOS, Curso de Derecho Internacional Público, p. 30. 
559 Cfr. BARBERIS, Formación del derecho internacional, p. 203 y ss. 
560 Se entiende por ius cogens aquellas normas que forman el “orden público” del 

Derecho internacional, tal como han sido reconocidas por le art. 53 de la Convención de 
Viena sobre el Derecho de los Tratados: «Tratados que están en oposición con una nor-
ma imperativa de derecho internacional general (“jus cogens”). Es nulo todo tratado que, 
en el momento de su celebración esté en oposición con una norma imperativa de dere-
cho internacional general. Para los efectos de la presente Convención, una norma impe-
rativa de derecho internacional general es una norma aceptada y reconocida por la co-
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principio no rigiera en Derecho Internacional Privado, cuando se refiere 

a conflictos que involucran a consumidores. Por tanto, al momento de 

verificar los efectos de la cosa juzgada en procesos que el consumidor 

no participó, aunque se hubiera tratado de una acción de clase, no se le 

pueden imponer los resultados, aún cuando el consumidor sí pudiera 

adherirse cuando la suerte le fuere favorable561. 

Entre los principios que estructuran el Derecho Internacional mis-

mo, nos interesa especialmente el que indica “la obligación de los Esta-

dos de cooperar entre sí, conforme a la Carta” [de Naciones Unidas]562. 

También resulta importante en esta investigación, como principio es-

tructural del Derecho Internacional, el respeto de los derechos humanos 

en cuanto objetivo final de todo el sistema jurídico563.  

Uno de los principios generales del Derecho Internacional, en cuan-

to que representan los valores de la sociedad internacional, sería la 

obligación de los Estados de tener un sistema de Derecho Internacional 

Privado que no excluya absolutamente la aplicación del derecho extran-

jero en su territorio564. Si bien no se trata de una regla precisa, ya que 

sólo pretende la observancia de mínimos estándares de justicia y abs-

tención de discriminación ilícita, podría dar lugar a la responsabilidad 

internacional del Estado: un Estado que prohibiese la aplicación de 

cualquier otro derecho que no sea el propio, cometería un ilícito inter-

                       

munidad internacional de Estados en su conjunto como norma que no admite acuerdo 
en contrario y que sólo puede ser modificada por una norma ulterior de derecho inter-
nacional general que tenga el mismo carácter». Cfr. BROWNLIE, Principles…, pp. 488-489. 

561 Cfr. MENICOCCI, “Ley Aplicable y Jurisdicción Internacional...”, p. 1270. 
562 Estos principios estructurales son los indicados por la Resolución 2625 (XXV), 

“Principios de Derecho internacional referentes a las relaciones de amistad y la coopera-
ción entre los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas”. 

563 Cfr. GONZÁLEZ CAMPOS, Curso de Derecho Internacional Público, p. 27. 
564 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 75. En palabras de 

GOLDSCHMIDT, se trata de un principio de valoración positiva del derecho extranjero, o, lo 
que es lo mismo, un “derecho de la tolerancia”. Derecho Internacional Privado, p. 13 y ss. 
Para ver el punto de modo más general, Cfr. MANN, “The Doctrine of International Juris-
diction…”, pp. 9-116. 
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nacional565. De aquí se desprende, por ejemplo, la admisión de la juris-

dicción internacional indirecta566. 

En este orden de ideas, también parece ser un principio general de 

Derecho Internacional, ligado a la autodeterminación de los pueblos, la 

excepción de orden público internacional al momento de la admisión de 

la jurisdicción indirecta567. Otro principio relevante para nuestro estudio 

es que la efectiva jurisdicción corresponde al Estado en cuyo territorio 

ejerce soberanía, más allá de los acuerdos internacionales que le permi-

tan autolimitarse en esta potestad, o la existencia de normas del ius co-

gens que le impongan obligaciones erga omnes568. Así se desprende del 

Art. 2 par. 7 de la Carta de Naciones Unidas569. 

                       

565 Por este motivo es que las relaciones privadas con elementos internacionales 
están sometidas tanto al derecho interno como al Derecho Internacional. La inserción 
del elemento extranjero en el orden interno tiene también una razón de efectividad, ya 
que ante la falta de competencia supranacional, aceptar aplicar localmente la solución 
extranjera facilita la solución del conflicto, especialmente cuando el juez local no puede 
eximirse de considerar los elementos del Derecho internacional imperativos, ya sea por 
haber sido incorporados por el legislador interno como por los principios generales del 
Derecho Internacional, obligatorios para los Estados. Cfr. BATIFFOL, Aspects philosop-
hiques…, pp. 125-127. Vale la pena transcribir algunos párrafos. “(...) Tous le tours les ju-
ges interpretent dispositions de la loi interne comme impliquant un principe plus général 
dont ils déduisent des conséquences non écrites applicables au cas qui leur es soumis. (...) 
En droit interne le principe général no écrit peut être regardé comme admis implicitement, 
par l’application particulière qui en a été faite, donc voulu par le législateur. Ici il y a plus, 
en ce que le principe général déborde l’ordre interne; il est de ceux auquel le législateur es 
réputé soumis, parce que l’ordre International, sous cet angle, est constitué de règles appli-
cables aux Etat”. Idem, p. 130. 

566 La admisión general del principio de la aplicación integral del derecho extranje-
ro tiene en la jurisdicción indirecta su consecuencia lógica. Cfr. SOTO, Derecho Internacio-
nal Privado, p. 31. 

567 Entre otras normas que recogen el principio, cfr. Art 2º de la Convención Inter-
americana sobre Eficacia Extraterritorial de las Sentencias y Laudos Arbitrales Extranje-
ros, firmada en Montevideo el 8 de mayo de 1979 “Las sentencias, laudos arbitrales y re-
soluciones jurisdiccionales extranjeros (...) tendrán eficacia extraterritorial en los Esta-
dos parte (...) [cuando] h) no contraríen manifiestamente los principios y las leyes de 
orden público del Estado en que se pida el reconocimiento o la ejecución.”  

568 Cfr. BROWNLIE, Principles…, pp. 112, 287, 290, 294. 
569 “Ninguna disposición de esta Carta autorizará a las Naciones Unidas a interve-

nir en los asuntos que son esencialmente de la jurisdicción interna de los Estados (...)” 
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Otro principio del Derecho Internacional, relevante para nuestro 

asunto, es la libertad de cada Estado de determinar, mediante el ejerci-

cio de su soberanía, cuáles son los litigios o grupos de litigios derivados 

del tráfico externo que podrán ser ventilados ante sus tribunales570. Si 

bien la potestad jurisdiccional del Estado se establece en relación a su 

territorio, igualmente puede hacerla extensiva a personas o bienes loca-

lizados en otros territorios. Los límites estarán dados por sus compro-

misos internacionales con los demás Estados o normas consuetudina-

rias prohibitivas571. Sin perjuicio de esto, habrá que considerar como lí-

mite la eficacia del ejercicio de esa jurisdicción572. 

Como ya dijimos, también se puede considerar un principio univer-

salmente admitido la prohibición de la discriminación entre nacionales 

y extranjeros, o bien el llamado “trato nacional”, que prescribe que los 

extranjeros gozan en el territorio de los mismo derechos que los nacio-

nales573. Esto tiene su paralelo en la igualdad ante la ley prescripta por el 

derecho interno, mediante lo establecido —como lo hace el derecho ar-

                       

570 De todas maneras, cabe aclarar que el derecho internacional no dice qué dere-
cho debe aplicarse o qué tribunal es competente, salvo a través de la excepción de 
prohibir la única y exclusiva aplicación del derecho del foro. Cfr. MANN, F.A., “The Doc-
trine of International Jurisdiction revisited alter twenty years”, Académie de Droit Inter-
national, Recueil des Cours, Vol. 186, 1984, pp. 9-116, en pp. 31-32. “Nor would public in-
ternational law permit the application of any arbitrarily selected system of law.” Otro au-
tor agrega: “Como es sabido, el Derecho Internacional no impone normas precisas de 
competencia judicial internacional sino princio de orientación, como la relación razona-
ble del caso con el foro”. FEUILLADE, Competencia internacional…, p. 40. 

571 El origen y la validez universal de este principio puede confirmarse por todas 
las fuentes del Derecho internacional, tal como están enumeradas en el art 38 del Estatu-
to de la Corte Internacional de Justicia. Cfr. MANN, “The Doctrine of International Jurisdic-
tion…”, p. 33. 

572 PÉREZ VERA, Alicia, (directora), ABARCA JUNCO, P., Calvo Caravaca, A.L., GONZÁLEZ 

CAMPOS, J.D., VIRGOS SORIANO, M. (colaboradores), Derecho Internacional Privado, Vol. I, 4ª 
edición, UNED, Madrid, 1992, p. 275. Una derivación de este principio es la obligación 
que tendrían los Estados de reconocer y ejecutar las sentencias extranjeras. Cfr. 
FEUILLADE, Milton, La sentencia extranjera, Ábaco, Buenos Aires, 2008, pp. 31-33. 

573 Como veremos luego (cfr. infra III. D), esta convergencia es más amplia: el dere-
cho del comercio internacional, el Derecho Internacional Privado y el derecho comercial 
internacional deben funcionar en armonía con el Derecho Internacional. El principio de 
no discriminación es de configuración reciente, y se ha consolidado en el comercio in-
ternacional mediante su incorporación a los acuerdos de la OMC.  



226 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

gentino— en los arts. 14, 16 y 20 CN. A la luz de este principio se puede 

juzgar como internacionalmente ilícita, por ejemplo, una legislación que 

estableciera condiciones más gravosas para los foráneos, como tasas 

impositivas diferenciales, o que no estuviera habilitada la jurisdicción 

de los tribunales de consumo para los extranjeros, lo que generaría si-

multáneamente un reclamo del particular damnificado ante los poderes 

estatales nacionales, y la protección diplomática del Estado de su nacio-

nalidad. Sin duda estaríamos ante una conducta pasible de responsabi-

lidad internacional574.  

Pero, a diferencia de las exclusiones llevadas a cabo por autorida-

des gubernamentales, la conducta arbitraria de un particular hacia otro 

—un proveedor argentino para con un consumidor foráneo—, como por 

ejemplo la discriminación de precios, no generaría esa responsabilidad. 

Sí sería responsable el Estado cuando, ante una conducta ilícita de parti-

culares, no tomara medidas o no escuchara sus reclamaciones, pues aquí 

podría incurrir en denegación de justicia del ciudadano extranjero.  

Veamos un supuesto. De la igualdad de nacionales y extranjeros es-

tablecida en los arts. 14, 16 y 20 CN se desprende la prohibición general 

de discriminación de precios establecida por la Ley de Defensa de la 

Competencia575. Durante los años 2002 hasta el 2008, en Argentina, co-

mo consecuencia de la fuerte devaluación ocurrida en la última crisis 

económica, los precios relativos de los bienes y servicios tenían un valor 

muy accesible para los turistas extranjeros, por cuanto se beneficiaban 

del alto tipo de cambio de las monedas de sus países de origen. Ante es-

                       

574 Cfr. BROWNLIE, Principles…, pp. 546-548. La finalidad de los tratados internacio-
nales sobre derechos humanos se cumple cuando son aplicados de modo efectivo por los 
Estados dentro de su jurisdicción. Cfr. BIDART CAMPOS, Germán J., Manual de la Constitu-
ción reformada, EDIAR Sociedad Anónima Editora, Comercial, Industrial y Financiera, 
Buenos Aires, 1998, Tomo I, p. 503-504. 

575 Ley 25.156 de Defensa de la Competencia, artículo 2º — “Las siguientes conduc-
tas, entre otras, en la medida que configuren las hipótesis del artículo 1º, constituyen 
prácticas restrictivas de la competencia: (...) g) Fijar, imponer o practicar, directa o indi-
rectamente, en acuerdo con competidores o individualmente, de cualquier forma precios 
y condiciones de compra o de venta de bienes, de prestación de servicios o de produc-
ción; k) Imponer condiciones discriminatorias para la adquisición o enajenación de bie-
nes o servicios sin razones fundadas en los usos y costumbres comerciales (...).” 



 CAPÍTULO III 227 

 

to, los comerciantes de todo tipo —hoteles, transporte, comidas e inclu-

so el Estado mismo a través de la Administración de Parques Naciona-

les—, establecieron precios diferenciales, aplicando sobrecargos de has-

ta el 400% para los ciudadanos extranjeros. En los centros turísticos de 

referencia internacional, el ciudadano local tenía así precios mucho me-

nores, presentando alguna constancia de su residencia permanente en 

Argentina.  

La extensión de esta conducta puede calificarse tanto de oportu-

nismo como de sofisticada e inconsulta aplicación a los extranjeros de 

un extravagante principio de “solidaridad” en beneficio de los “pobres” 

argentinos. Esta situación, además de atentar contra los principios cons-

titucionales de igualdad y violatoria de la Ley de Defensa de la Compe-

tencia, ¿puede ser violatorio de principios o costumbres del Derecho In-

ternacional? Creo que si bien se trata de un abuso, difícilmente pueda 

generar responsabilidad internacional del Estado argentino. Los nacio-

nales de un país resultan víctimas del oportunismo por su condición 

misma de extranjeros, y los gobiernos nacional, provinciales y municipa-

les están obligados a ejercer el poder de policía para evitar estos abusos, 

incluso mediante la imposición de leyes preventivas o sancionatorias576. 

Está claro el deber de sus órganos, pero los delitos de los particulares, 

por sí mismos, no son un ilícito internacional que permita, por ejemplo, 

la protección diplomática de los gobiernos de cuya nacionalidad son los 

turistas. 

Como dije, los principios del Derecho Internacional se verifican en 

el orden interno. Si esto es así, y en la gran mayoría de los ordenamien-

tos se puede encontrar un principio protectorio del consumidor, o aun-

que más no sea el más general del favor debilis, ¿estamos ante un princi-

                       

576 Como efectivamente ocurrió, cuando mediante la modificación de la LDC por la 
Ley 26.361, se introduce el art. 8 bis que prohibe a los proveedores “(...) ejercer sobre los 
consumidores extranjeros diferenciación alguna sobre precios, calidades técnicas o co-
merciales o cualquier otro aspecto relevante sobre los bienes y servicios que comerciali-
ce. Cualquier excepción a lo señalado deberá ser autorizada por la autoridad de aplicación 
en razones de interés general debidamente fundadas” (el destacado me pertenece). Se 
consagra aquí el principio de que los consumidores extranjeros que consumen aquí go-
zan de la misma protección que los locales. Cfr. LORENZETTI, Consumidores, p. 85. 
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pio de Derecho Internacional, con validez normativa, exigible entre los 

Estados o invocable por los particulares? Conviene afirmar con toda se-

guridad que el principio es universal, aunque por sí mismo no genere 

responsabilidad internacional de los Estados por no ser prescriptivo, 

como luego veremos577. 

III. B. 3. La costumbre internacional y la protección del consumi-

dor transfronterizo 

La formación de las reglas consuetudinarias es un aspecto de la teo-

ría jurídica que ha generado desavenencias578. Si consideramos que el 

sistema jurídico de protección del consumidor transfronterizo está en 

formación, o al menos resulta dudoso que posea los caracteres de com-

pletud (comprehensividad), supremacía y apertura (flexibilidad), puede 

ser relevante determinar si alguna costumbre internacional tiene el su-

ficiente grado de aquiescencia como para formar parte de ese sistema 

jurídico, al menos en cuanto principio fácticamente aceptado579. De aquí 

                       

577 Distinto es el caso de la UE, donde la enunciación del favor debilis, a través del 
sucedáneo in dubio pro consumptore, tiene clara efectividad en las relaciones entre sus 
miembros. Cfr. Artículo 5 de la Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, 
sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados con consumidores. “En los casos 
de contratos en que todas las cláusulas propuestas al consumidor o algunas de ellas 
consten por escrito, estas cláusulas deberán estar redactadas siempre de forma clara y 
comprensible. En caso de duda sobre el sentido de una cláusula, prevalecerá la interpre-
tación más favorable para el consumidor (...)”. En el plano del Derecho Internacional, se 
podría decir que de acuerdo a las reglas de reconocimiento —en terminología de Hart—, 
estamos ante un principio con validez normativa, es decir que corresponde a lo que de-
ntro de la teoría de las fuentes del Derecho internacional es una norma del sistema jurí-
dico. Aunque también hay que afirmar que le falta el carácter prescriptivo propio de las 
normas primarias, que son aquellas que establecen determinadas conductas como 
prohibidas u obligatorias. Cfr. BARBERIS, Formación del derecho internacional, pp. 22-24. 

578 Cfr. FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, pp. 267-273. BOGGIANO, Derecho In-
ternacional – Derecho de la Relaciones entre los Ordenamientos Jurídicos…, p. 51. 

579 La costumbre internacional es considerada, desde el punto de vista histórico, la 
primera de las fuentes del Derecho Internacional. Los principios fundamentales del or-
den internacional descansan sobre los usos de los Estados, ya que eran preexistentes a la 
mayoría de las reglas incorporadas luego en los Tratados. Esto deriva en el actual cam-
bio de tendencia por la cual los Tratados internacionales, en cuanto concretización de 
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que resulte de interés verificar si el favor debilis ha sido admitido por la 

costumbre internacional, como un modo de realización de la universali-

dad que predicamos. 

El proceso de formación del ordenamiento internacional nos revela 

que su origen es esencialmente consuetudinario. Al no existir un legisla-

dor universal, se potencia la creación del derecho a través del cauce de 

la costumbre, a partir de la práctica de los Estados580. A los fines de es-

tablecer la existencia de la costumbre, hay que prestar atención al con-

junto de hechos y actos que integran la práctica internacional, que adop-

tan los órganos estatales en materia internacional, ya se trate de actos 

internos, como las leyes, sentencias, actos administrativos, o de actos 

realizados en el ámbito internacional, como notas diplomáticas, trata-

dos, etc.581. Para ver si un Estado se halla obligado por una norma con-

suetudinaria, hace falta considerar el comportamiento global de ese Es-

tado, en la materia objeto de dicha norma582.  

Así, por ejemplo, ciertos actos de organizaciones internacionales, 

como las Naciones Unidas, especialmente los adoptados por la Asam-

blea, “constituyen la expresión del consensus general de los Estados 

miembros, testimoniando la opinio iuris de dichos Estados y contribu-

yendo a la cristalización de la norma consuetudinaria en formación. (...). 

Un acto emanado de la Asamblea General de la UN, cuyo contenido es 

relevante para el Derecho Internacional general, es susceptible de ini-

ciar el proceso de transformación de una costumbre, si el contenido de 

                       

costumbres y principios, facilitan la exigibilidad y eficacia de las obligaciones asumidas 
por los Estados. Cfr. PASTOR RIDRUEJO, Curso de Derecho Internacional Público, pp. 90-91. 

580 GONZÁLEZ CAMPOS, Curso de Derecho Internacional Público, p. 109. 
581 BROWNLIE, Principles…, p. 6.  
582 No podría constituir una costumbre internacional las generadas por los particu-

lares, por más repetida que sea su conducta. Así, las directrices de las empresas interna-
cionales que implican compromisos con los consumidores, carecen del status de norma 
consuetudinaria por cuanto no obligan a los Estados. De todos modos, la hipótesis no es 
imposible, por cuanto las personas privadas son sujetos del ordenamiento internacional; 
no imposible, pero harto infrecuente. Cfr. BARBERIS, Formación del derecho internacional, 
p. 105. 
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la conducta de dicho acto es aceptado por los Estados interesados y és-

tos le dan aplicación en la práctica internacional”583.  

Para que una costumbre funcione como un instrumento de la co-

munidad internacional —y esto es aplicable a la protección del consu-

midor transfronterizo—, se requiere un acuerdo general en las respues-

tas a estas preguntas:  

¿Qué acciones de qué personas y en qué contextos cuentan como 

práctica estatal?  

¿Qué grado de práctica se considera como amplio en un campo de-

terminado, y por cuánto tiempo?  

¿Qué expresiones o silencios, y de quiénes, cuentan como aproba-

ción de la opinio iuris?  

¿En qué medida puede localizarse geográficamente la costumbre, 

supuesto que los problemas de interacción y coordinación de la comu-

nidad internacional, en un campo determinado, no son quizás exclusivos 

de un área geográfica particular, pero quizá tienen variaciones loca-

les?584 

Es más, si un principio jurídico determinado, como la consideración 

del forum domicilii del consumidor—en cuanto tribunal universalmente 

admitido como competente—, pudiera considerarse una costumbre in-

ternacional autoritativamente admitida, esto significaría cierta positivi-

zación del principio, ya que la costumbre es una de las fuentes del dere-

cho, entendida como “modo de poner el derecho”585. 

                       

583 GONZÁLEZ CAMPOS, Curso de Derecho Internacional Público, p. 109. 
584 Cfr. FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, p. 273. 
585 Idem, p.316. FINNIS utiliza el término “autoritativo” no en cuanto proveniente de 

una autoridad, sino en el sentido de que es una respuesta adoptada por la mayoría de los 
miembros de una comunidad. Esto implica que la autoridad puede cambiar luego esa 
respuesta, o bien modificarse en el sentido autoritativo por un cambio en la práctica o en 
la opinión (cfr. p. 273 in fine). En cuanto la existencia y validez de la costumbre como 
fuente del derecho de modo general, cfr. LLAMBÍAS, Jorge Joaquín, Tratado de Derecho Ci-
vil - Parte General, 15ª Edición, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, T. I, pp. 68-78. En 
cuanto a las Fuentes del Derecho Internacional Privado, cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Inter-
nacional Privado, pp. 27-28 y 35-40. 
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La costumbre internacional, de acuerdo al Art. 38.1.b), del Estatuto 

de la Corte Internacional de Justicia, es “prueba de una práctica gene-

ralmente aceptada como Derecho”. Hay allí dos elementos, uno material, 

el uso constante y uniforme, y el elemento espiritual u opinio iuris, que 

pone en evidencia la convicción de la obligatoriedad jurídica de la prác-

tica586. En definitiva, la costumbre internacional se demuestra por la ac-

titud de los Estados a través de sus poderes constitutivos: legislativos, 

ejecutivos y judiciales587. 

La formación de la costumbre es un proceso, y por lo tanto tiene un 

elemento temporal, hasta que logra cristalizar588. Este examen se pro-

longa en el tiempo, durante un período más o menos extenso, y exige la 

evaluación de una serie de actos internos e internacionales, así como de 

la conducta del Estado en cuestión frente a los hechos o actos de otros 

Estados. Puede faltar el enunciado formal, el que llegará mediante una 

sentencia de un tribunal internacional; también puede ser aplicada por 

                       

586 Cfr. BROWNLIE, Principles…, p. 8. 
587 Cfr. PASTOR RIDRUEJO, Curso de Derecho Internacional Público, p. 93. Hay que estar 

advertidos de que, cuando un Estado en el orden interno, expresa inequívocamente su 
valoración de ciertas soluciones mediante la repetición en las distintas manifestaciones 
de su voluntad estatal, esto no necesariamente indica que deberá actuar de igual modo 
en el plano internacional. La unidad del sistema jurídico puede requerir otra solución, al 
tratarse de distintos supuestos de hecho. Así, es distinta la consideración que se hace en 
el sistema norteamericano de la cláusula de prórroga de jurisdicción en el derecho in-
ternacional que en el derecho interno. Cfr. DE MIGUEL ASENSIO, “Pluralidad de jurisdiccio-
nes…”, p. 32. 

588 Cfr. BROWNLIE, Principles…, p 7. La práctica de los Estados implica la repetición 
generalizada, constante y uniforme de un determinado comportamiento, jurídicamente 
relevante. Respecto de una situación dada de las relaciones internacionales y siempre 
que esta se produzca, los Estados se comportan adoptando una misma conducta, a la que 
atribuyen efecto jurídico. No es así cuando se trata de una concesión graciosa (no vincu-
lante) Cada caso o situación en que se manifiesta esa conducta es un ‘precedente’. Luego, 
la práctica debe ser uniforme y constante, excluyendo las respuestas contradictorias, en 
ocasiones sucesivas. Luego, esa práctica uniforme y constante debe haber sido general-
mente seguida en la sociedad internacional. No implica unanimidad ni que sea adoptada 
por todos los Estados. Finalmente, esa práctica requiere de cierta duración. El problema 
es la carga de la prueba: quien invoca la costumbre debe probarla, sin perjuicio de que la 
otra parte también debe facilitar pruebas al tribunal. Cfr. GONZÁLEZ CAMPOS, Curso de De-
recho Internacional Público, pp. 113 y 117. 
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un juez local o un tribunal arbitral, o bien se consolidará en un tratado 

internacional589.  

Si tomamos por caso la designación del forum actoris o domicilii pa-

ra los conflictos transfronterizos con consumidores, consagrado por la 

Directiva 44/2001 de la UE, y previsto en nuestro aún pendiente Proto-

colo de Santa María, ¿podemos decir que estamos ante una costumbre 

internacional? No pareciera ser una práctica reiterada (elemento mate-

rial), ni que los Estados se sientan requeridos (fuerza obligatoria) a 

otorgar ese poco tradicional fuero de excepción. Por tanto no obliga a 

los Estados ni genera responsabilidad internacional el hecho de que un 

consumidor no cuente con esa facilidad. Aparentemente falta todavía la 

consolidación suficiente para que la reiteración del orden interno pueda 

ser considerada luego una costumbre internacional590. 

Distinto es el caso de la prohibición de la prórroga abusiva de juris-

dicción, donde sí pareciera existir consenso internacional. Al menos así 

es considerado por distintos Tratados internacionales, tanto referidos a 

la jurisdicción competente, la ejecución de sentencias extranjeras o el 

arbitraje. Refuerza esta idea que las normas existentes —admitiendo la 

prórroga concedida en condiciones exentas de abusividad— se refieren 

a la prórroga post litem natam, tanto en los derechos internos como en 

los internacionales, como por ejemplo nuestros Tratados de Montevideo 

o el Protocolo de Buenos Aires591.  

                       

589 Cfr. GONZÁLEZ CAMPOS, Curso de Derecho Internacional Público, p. 111. 
590 Como indica BROWNLIE, hay que estar advertido que no toda práctica estatal crea 

una costumbre internacional, siendo imprescindible el consensus de los Estados respecto 
de la obligatoriedad de dicha práctica. Por este motivo descree del método comparativo 
como sistema de verificación de la uniformidad del derecho interno y su potencial resul-
tado legisferante para consolidar una costumbre internacional. Cfr. BROWNLIE, Princi-
ples…, pp. 383-385. 

591 De acuerdo al Tratado de Derecho Civil Internacional de Montevideo de 1940, 
en su art. 56, se permite la prórroga territorial de la jurisdicción si, después de promovi-
da la acción, el demandado la admite voluntariamente, siempre que se trate de acciones 
referentes a derechos personales patrimoniales. La voluntad del demandado debe ex-
presarse en forma positiva y no ficta. Si bien esta indicación no se refiere a contratos de 
consumo, tanto el Proyecto de Código de Derecho Internacional Privado de Argentina 
como el Proyecto uruguayo de Ley General de Derecho Internacional Privado se orientan 



 CAPÍTULO III 233 

 

Parecería ser, entonces, que estamos ante un umbral mínimo de re-

conocimiento internacional: si la prórroga es admitida luego de inicia-

das las acciones, es válida. Esta idea se refuerza por el hecho de que la 

costumbre puede originarse en un ámbito de materias en el que no exis-

te aún una regulación específica, así como de nuevos o diferentes aspec-

tos de una esfera ya regulada. En nuestro caso, existen factores socio-

históricos que progresivamente dan mayor precisión al contenido y al-

cance de la costumbre592.  

Otra ventaja que de aquí se deriva —si fuera posible verificar la 

existencia de una costumbre—, proviene del origen de las reglas con-

suetudinarias. Como éstas no son imperativos establecidos por un indi-

viduo o grupo de individuos con la intención de guiar la conducta 

humana, no se requiere la existencia de un organismo supranacional o 

una convención o tratado internacional que le haya dado vigencia en el 

sentido de validez procedural para su sanción y fuerza obligatoria593. 

Veamos un ejemplo; si por hipótesis se pudiera verificar que en materia 

de protección del consumidor el forum actoris es un principio seguido al 

modo de regla consuetudinaria, el particular damnificado podría esgri-

mirlo sin necesidad de justificar su sanción por autoridad ninguna ni 

convención internacional que lo impusiera. Por el contrario, sí debería 

demostrar que esa costumbre es opinio iuris, lo cual, como dije, aún no 

está consolidado. 

De todos modos, hay coincidencia “en que la costumbre supone al-

guna concurrencia o convergencia o regularidad de la práctica entre los 

estados” 594. Esta característica hace dificultosa su admisión en Derecho 

Internacional Privado, ya que, como advierte Goldschmidt, “podría 

                       

en este sentido. Ver también la Directiva 44/2001 de la UE: “Artículo 17. Únicamente 
prevalecerán sobre las disposiciones de la presente sección los acuerdos atributivos de 
competencia: 1. posteriores al nacimiento del litigio; (...)”. 

592 Cfr. GONZÁLEZ CAMPOS, Curso de Derecho Internacional Público, p. 112. Cabe acla-
rar que la validez normativa de la costumbre se refiere siempre a las conductas de los 
Estados en relación con otros Estados. 

593 Cfr. RAZ, Razón práctica y normas, p.58. 
594 Cfr. FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, p. 267. 
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haber normas pertenecientes al Derecho Internacional Público consue-

tudinario y reguladoras de problemas de Derecho Internacional Priva-

do. Pero de hecho es difícil que existan, puesto que su existencia no sólo 

supone que una determinada norma sea admitida en casi todos los de-

rechos civilizados, sino que, además, haría falta que su inadmisión fuese 

considerada por la comunidad internacional como una infracción del 

Derecho Internacional Público”595. La advertencia continúa: existen re-

glas que gozan de especial aceptación, pero “estas reglas no constituyen 

verdaderas normas sino meros principios de normas, en razón de que 

su multivocidad da lugar a las normas más diversas”596. 

De todas maneras, la admisión de los principios mediante la cos-

tumbre merece ser tenida en cuenta, ya que, por ejemplo, si la garantía 

de defensa en juicio fuera admitida como una costumbre del Derecho In-

ternacional, puede ser esgrimida ante tribunales extranjeros sin que re-

quiera de positivización, por ejemplo, si el proveedor reclama la ejecu-

ción de una sentencia dictada en su propio domicilio, cuando el juez se 

arrogó jurisdicción ante la evidente indefensión del consumidor. Por es-

te mismo motivo y en sentido contrario, el consumidor demandante, es-

grimiendo el principio de la defensa en juicio, está en condiciones de de-

fenderse de la excepción de forum non conveniens que le puede oponer 

el proveedor demandado en su propio domicilio. 

Respecto de la incorporación de las costumbres internacionales al 

derecho interno, la naturaleza de las normas consuetudinarias, por pro-

venir de una práctica general, constante y uniforme, acompañada de la 

convicción de obrar conforme al Derecho, no exigen ningún acto legal 

específico. Se recepcionan en el derecho interno sin acto de incorpora-

ción597. En virtud de un principio de coherencia, si el Estado está obliga-

                       

595 GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 35. 
596 Ibidem. Ejemplifica a través del principio locus regit actum, que puede dar lugar 

a soluciones disímiles en los diversos derechos nacionales, aplicadas a los mismos pro-
blemas. 

597 “En efecto, como el examen de la práctica nacional pone de relieve, los distintos 
órdenes jurídicos estatales admiten un postulado general, que opera a modo de presun-
ción: que el Derecho internacional general, de carácter consuetudinario, pasa a formar 
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do en el orden internacional por una norma consuetudinaria estas obli-

gaciones deben ser igualmente relevantes en el orden interno. Lo con-

trario sería tanto como negar, de forma general, la responsabilidad in-

ternacional del Estado por incumplimiento de sus obligaciones interna-

cionales598. Siempre, claro está, que el Estado en cuestión haya 

manifestado su consentimiento respecto de la formación de esas nor-

mas consuetudinarias. 

III. B. 4. La protección del consumidor transfronterizo en cuanto 

derecho humano 

Algunos doctrinarios indican que los derechos del consumidor es-

tán incluidos en la categoría de “derechos humanos”, mientras que otros 

señalan que se trata de “derechos fundamentales”599. La distinción no es 

menor, ya que en el primer caso podríamos estar ante uno de los dere-

chos que pondrían en funcionamiento el sistema internacional de garan-

tías de la dignidad humana, mandatorio para los Estados, los particula-

res y las organizaciones internacionales. Además, si así fuera, sus nor-

mas formarían parte del denominado ius cogens, es decir que serían 

inderogables e imprescriptibles, al tiempo que convertirían en nulo a un 

tratado internacional que no las respetara600. 

                       

parte del Derecho interno, desde su formación; y, por consiguiente, es aplicable por el 
juez nacional”. GONZÁLEZ CAMPOS, Curso de Derecho Internacional Público, p. 229. 

598 Idem, p. 230 
599 Como ejemplo de utilización indiscriminada de los términos, cfr. TAMBUSSI “Los 

Derechos del Consumidor como Derechos Humanos”. Por otra parte, para ver la distin-
ción y falta de identidad de criterios, con adecuadas precisiones, cfr. LORENZETTI, “El 
derecho privado como protección del individuo particular”, p. 74. Según este último 
autor, es necesario examinar la interrelación y compatibilidad entre los derechos 
humanos que constan en las declaraciones de los tratados internacionales, los derechos 
fundamentales que declaran las constituciones y los derechos personalísimos arraigados 
en el derecho privado. 

600 Artículo 64 de la Convención sobre Derecho de Tratados entre los Estados y Or-
ganizaciones Internacionales o entre organizaciones Internacionales: “Aparición de una 
nueva norma imperativa de derecho internacional general ("jus cogens"): Si surge una 
nueva norma imperativa de derecho internacional general, todo tratado existente que 
esté en oposición con esa norma se convertirá en nulo y terminará”. Respecto de la pro-
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Al menos en el ámbito de este trabajo, reservo la expresión ‘dere-

chos humanos’ a aquellos que los individuos tienen por su sola condi-

ción de ser hombres o mujeres, más allá de toda calificación o pertenen-

cia a determinado sector o clase601. Tienen como característica ser esen-

ciales, universales, inmutables e inderogables, previos a todo interés y 

transacción. Son indiferentes a la nacionalidad, sexo, religión, ideología, 

ya que no se basan en la mayoría, sino en el consenso de lo razonable602. 

Los derechos humanos comparten muchas de estas características 

con los derechos fundamentales. En el caso de estos últimos, los llama-

dos de “tercera generación”, presentan las siguientes particularidades: 

a) el Estado no aparece como el sujeto pasivo de estos derechos —el 

obligado o titular del deber—, sino como el árbitro o encargado de ase-

gurarlos; b) adquieren importancia los intereses difusos, como modo de 

ejercicio de los derechos; c) en general, no son derechos que se hacen 

valer sólo frente al Estado; d) son tutelados tanto por el derecho público 

como el privado, pero es habitual la publicización del derecho privado. 

Por otra parte, la categoría de derecho fundamental es determinada por 

el orden interno de cada Estado. Esta jerarquía constitucional le brinda 

un rango normativo superior, que sin duda obliga a los poderes públicos 

en todos sus órdenes. Dentro de esta categoría se puede ubicar la pro-

                       

tección de la dignidad humana como contenido del ius cogens, cfr. BROWNLIE, Principles…, 
p. 488-489. A los fines de verificar cómo se interpreta la conformación y características 
del ius cogens en el derecho argentino, cfr el fallo Simón, Julio H. y otros s/privación ile-
gítima de la libertad, CSJN, de14/06/2005, Fallos 328:2056, voto del Dr. BOGGIANO. 

601 Consideramos que las Conclusiones Conclusiones del XVIII Congreso Ordinario 
de la Asociación Argentina de Derecho Internacional tratan de modo equívoco ambas ca-
tegorías. Allí se lee: «Cabe coincidir en que los derechos del consumidor, son una especie 
del género “derechos humanos”. Con ese sustento, no parece dudoso que conforman 
principios basilares, con jerarquía de grandes primeros principios de la legislación en la 
materia y en nuestros días: (…)». Y a continuación menciona “el principio protectorio 
que se traduce en el derecho de acceder al consumo, a las prestaciones de salud, a la 
educación” junto con “la protección de intereses económicos, tales como el derecho a la 
reparación de daños”. Entiendo que cabe hacer distinciones y precisar los conceptos, 
como veremos en el Capítulo IV. 

602 Cfr. MOSSET ITURRASPE, “Los nuevos derechos”, pp. 91-92. 



 CAPÍTULO III 237 

 

tección del consumidor, que obligaría a tomar las medidas necesarias 

para otorgarle una efectiva salvaguarda en sus derechos603.  

Respecto de la persona humana como sujeto del Derecho Interna-

cional, cabe aclarar que el individuo es, ante todo, nacional de un Estado, 

y que en definitiva la subjetividad plena, en este orden de razón, corres-

ponde a estos últimos. Si bien estamos ante un proceso de humanización 

del Derecho Internacional, la persona humana en realidad es sujeto del 

orden jurídico nacional604. Las normas de Derecho Internacional que 

atribuyen derechos frente al Estado, sólo dentro de ciertos límites per-

miten al individuo reclamar ante la comunidad internacional, aún cuan-

do las agrupaciones y organizaciones estén abocadas a proteger esos 

derechos605. Esto se debe a que ser beneficiario de una norma no implica 

sin más el poder reclamar por su violación, y, en definitiva, esto es lo 

que determina la subjetividad internacional activa, es decir qué dere-

chos subjetivos tiene una persona en el marco del Derecho Internacio-

nal606 

Las relaciones de consumo tienen un contenido patrimonial, gene-

ralmente fruto de vinculaciones entre particulares, y por lo tanto la afec-

tación de los intereses económicos no podrá ser considerada un detri-

mento de la dignidad humana, en los términos en que se refieren los ca-

                       

603 Cfr. PITA y MOGGIA DE SAMITIER, “Ley de Defensa del Consumidor”, p. 1097. Luego 
veremos el impacto de esta calificación en el Derecho Internacional Privado, infra IV. A, 
p. 328 y ss. 

604 Cfr. BATIFFOL, Aspects philosophiques…, p. 202 y ss., donde, haciendo referencia al 
estatuto personal de la nacionalidad, discute si las leyes son para los grupos humanos 
(comunidades y otros colectivos) o para la persona individual. En definitiva, la ley está 
hecha para una colectividad, y el hombre es el destinatario en cuanto miembro de la co-
lectividad. Sin embargo, como bien se puede decir de los derechos humanos, hay dere-
chos permanentes y universales de las personas. Sin embargo, resulta muy interesante la 
argumentación de BOGGIANO, para justificar a la persona como sujeto del derecho inter-
nacional. Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional – Derecho de la Relaciones entre los Orde-
namientos Jurídicos…, p. 37 y ss. 

605 Cfr. GONZÁLEZ CAMPOS, Curso de Derecho Internacional Público, p. 15. Por este mo-
tivo es que la protección del consumidor transfronterizo no puede ser considerada parte 
del “World public policy” ni del “real international ordre public”. Cfr. DOLINGER, “Evolu-
tion of principles…”, p. 316 y ss. 

606 Cfr. PASTOR RIDRUEJO, Curso de Derecho Internacional Público, p. 215. 
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tálogos de derechos humanos. Estos suelen mencionar la expropia-

ción607 o a la explotación del hombre por el hombre608. La protección ex-

presa de los consumidores está mencionada en un documento declara-

tivo y con finalidades programáticas. Se trata de la Carta de los Derechos 

Fundamentales de la UE, que lo enuncia lacónicamente:  

“Art. 38. Las políticas de la Unión garantizarán un alto nivel de pro-
tección de los consumidores”609.  

Sin embargo, pese a la buena expresión de deseos, no es materia del 

sistema europeo de los Derechos Humanos, organizado a partir de la 

Convención de Roma610. 

En el sistema interamericano, creado a partir del Pacto de San José 

de Costa Rica, los casos referidos a derechos patrimoniales han sido re-

cibidos y asumidos por la Comisión Interamericana de Derechos Huma-

nos y elevados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos; se tra-

                       

607 Artículo 17 de la Declaración Universal de Derechos Humanos. “1. Toda persona 
tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente. 2. Nadie será privado arbitra-
riamente de su propiedad.”  

608 Pacto de San José de Costa Rica, Artículo 21. “Derecho a la Propiedad Privada. 
(...) 3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hom-
bre, deben ser prohibidas por la ley”. 

609 La Carta de los Derechos Fundamentales de la UE, aprobada por el Parlamento 
Europeo, el Consejo y la Comisión (2000/C 364/01). 

610 Convención de salvaguardia de los derechos del hombre y las libertades funda-
mentales, firmada en Roma el día 4 de noviembre de 1950, completada por nueve proto-
colos adicionales. Respecto del funcionamiento del sistema europeo de los derechos del 
hombre, cfr. PASTOR RIDRUEJO, Curso de Derecho Internacional Público, p. 232 y ss. Al mes 
de marzo de 2009, no hemos encontrado jurisprudencia del TJCE que aplique la Carta de 
los Derechos Fundamentales de la UE para resolver casos que vinculen a consumidores, 
aunque sí referidos a otros aspectos: C-388/07, del 05/03/09 The Incorporated Trus-
tees of the National Council on Ageing, respecto del principio de no discriminación (art. 
21 de la Carta); C-308/07, 19/02/2009, Koldo Gorostiaga Atxalandabaso, sobre Derecho 
a un tribunal imparcial (art. 47), entre otros. Una breve reseña del sistema europeo de 
derechos fundamentales, puede verse en VICENTE GIMÉNEZ, La exigibilidad de los derechos 
sociales, pp. 15-19.  
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taba de situaciones en que estuvo involucrado el Estado, principalmente 

ante la denegación de justicia611.  

Considero debe quedar claro que la protección del consumidor, y 

más aún cuando se refiera a su actuación transfronteriza, en los aspec-

tos económicos, no puede ser considerada entre los derechos humanos 

que todo Estado tiene el deber de respetar y proteger. La discriminación 

racial o religiosa, el derecho a la vida, la prohibición de la esclavitud, el 

genocidio y la tortura, pueden ser todas consideradas como “norma 

aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados en su 

conjunto como norma que no admite acuerdo en contrario y que sólo 

puede ser modificada por una norma ulterior de Derecho Internacional 

general que tenga el mismo carácter” (Art. 53 de la Convención de Viena 

sobre Derecho de los Tratados). Pero, como el ius cogens es abierto y di-

námico, de allí que la práctica internacional pueda atribuir progresiva-

mente carácter imperativo a otras normas generales de Derecho Inter-

nacional612. Con toda seguridad me atrevo a afirmar que hoy día no exis-

te tal consenso, aunque asignar jurisdicción a través de criterios 

objetivos y universales, como derivados de los derechos humanos, sea 

altamente deseable613. 

                       

611 Cfr. GATTINONI DE MUJÍA, María, “La responsabilidad internacional del Estado de-
rivada del ejercicio de la función judicial”, en La responsabilidad judicial y sus dimensio-
nes, Alfonso SANTIAGO (h), Director, Ábaco, Buenos Aires, 2006, T. 2, p. 377. En el caso 
“Cantos v. Estado de la República Argentina”, sentencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, del 28 de noviembre de 2002, comentado por la autora, se trataba 
de una situación de denegación de justicia en distintas causas patrimoniales.  

612 Cfr. PASTOR RIDRUEJO, Curso de Derecho Internacional Público, p. 69.  
613 “En los hechos la internacionalidad tradicional se manejó con criterios de subje-

tividad de la justicia que permitieron crecientes crueldades. Los avances de la organiza-
ción internacional al servicio de la paz y de los derechos humanos y los progresos de la 
jurisdicción han correspondido a ciertos adelantos de la idea de objetividad de la justi-
cia, sobre todo evidenciados a partir de la ‘Segunda’ Guerra Mundial. Vale recordar, a tí-
tulo de ejemplo, que la elaboración goldschmidtiana de la ‘Dikelogía’, basada en la natu-
ralidad de la justicia, se debió en gran medida a la repungnancia que le originaron los 
atentados contra los derechos humanos ocurridos durante la ‘Segunda’ Guerra Mundial”. 
CIURO CALDANI, Filosofía de la jurisdicción, p. 91. 
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III. B. 5. Las Directrices de las Naciones Unidas para la Protección 

del Consumidor 

Sirve de ejemplo para verificar la última afirmación del acápite an-

terior, el Informe de la Reunión de expertos sobre los intereses de los 

consumidores, la competitividad, la competencia y el desarrollo, de la 

Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo614. Allí, 

en su número 7 “[S]e invita a los gobiernos a que adopten las medidas 

necesarias para poner en práctica con carácter urgente las Directrices 

de las Naciones Unidas para la Protección del Consumidor (1999) y que 

incluyan en este contexto la protección del consumidor en sus políticas 

macroeconómicas y marcos jurídicos. A tal efecto, los gobiernos deberían 

también tener en cuenta los intereses de los consumidores y defenderlos 

activamente al concertar acuerdos internacionales vinculantes (el desta-

cado es nuestro). Llama la atención que se invite a los gobiernos, lo que 

pone de manifiesto que no es una exigencia; también se invita a incluir 

estas políticas protectivas en los instrumentos internos, de donde se de-

duce la disparidad de niveles de desarrollo entre los países y la influen-

cia que esto tiene en el sistema protectorio. En cuanto al ordenamiento 

internacional, se indica también que los gobiernos deberían incluir estos 

asuntos en la negociación de acuerdos vinculantes, con lo que queda cla-

ro que en esta materia no hay, todavía, nada vinculante. 

En esa misma reunión se acordó sobre la necesidad de convocar 

reuniones de expertos para el estudio de mecanismos internacionales 

para la protección de los consumidores en lo que se refiere a transac-

ciones transfronterizas, fraude transfronterizo, comercio electrónico, 

etc.615. Queda claro que si hay que “estudiar” las políticas adecuadas, no 

                       

614 Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo, celebrada en 
el Palacio de las Naciones, Ginebra, 17 a 19 de octubre de 2001. Documento 
TD/B/COM.1/EM.17/L.1, 24 de octubre de 2001.  

615 Idem, nro. 24. Reafirmando esta falta de uniformidad de criterio, mientras algu-
nos expertos enfatizaban la necesidad de instar a los gobiernos a no comprometer los 
principios del libre mercado en su búsqueda de soluciones para proteger a los consumi-
dores, otros proponían proteger las industrias nacionales, para lo que se debía supervi-
sar a los productos locales e importados, ya que ante los escasos ingresos y la extensa 
pobreza, era necesario disponer de productos sustitutos locales baratos. Para estos úl-
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puede haber todavía uniformidad de criterios sobre cuáles son los dere-

chos del consumidor transfronterizo616. 

Desde el punto de vista del Derecho Internacional, cuando se pre-

tende dar a la protección del consumidor la categoría de derecho huma-

no, hay que considerar que las obligaciones internacionales de los Esta-

dos provienen de normas derivadas del consenso general de esos mis-

mos Estados respecto a ciertos valores jurídicos esenciales en el 

ordenamiento internacional. Respecto de la imperatividad del ordena-

miento internacional, habrá que distinguir entre obligaciones de com-

portamiento y obligaciones de resultado, y el alcance de las sanciones en 

caso de incumplimiento de unas y otras. Mientras las de comportamien-

to obligan a una conducta determinada tendiente a un resultado, las se-

gundas obligan directamente al resultado mismo, y por tanto pueden 

dar lugar a la responsabilidad internacional del Estado617. 

En resumen, las Directivas de Naciones Unidas para la Defensa del 

Consumidor son obligaciones de comportamiento. Recordemos la dis-

tinción entre ‘derecho programático’ y ‘derecho declarativo’. En este úl-

timo existen zonas grises, denominadas soft law, que son normas que 

han recibido un reconocimiento suficiente por parte de la comunidad in-

ternacional, manifestado en la práctica de los Estados. Por el contrario, 

las normas programáticas aluden a actos internacionales que prevén un 

plan futuro de actuación en un sector determinado del ordenamiento618. 

Este último sentido es el que tienen las Directrices de Naciones Unidas 

                       

timos países el sector informal desempeña un papel fundamental para asegurar la exis-
tencia de mercancías y servicios al alcance de los pobres, que solían representar la ma-
yoría de la población. ¡Qué lejos estamos de tener intereses homogéneos dentro de la 
comunidad internacional globalizada! Por el momento, parece que en un horizonte de 
necesidades humanitarias, la protección del consumidor transfronterizo es un lujo su-
pérfluo. 

616 Las Directrices de Naciones Unidas, en los Principios generales, nro. 2, reafir-
man esta heterogeneidad de situaciones, cuando se refieren a una tutela “... para la pro-
tección de los consumidores, según las circunstancias económicas, sociales y ecológicas 
del país y de las necesidades de su población y teniendo presentes los costos y los bene-
ficios que entrañan las medidas que se propongan”. 

617 Cfr. GONZÁLEZ CAMPOS, Curso de Derecho Internacional Público, pp. 51-52 
618 Idem, pp. 52-53. 
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para la protección del consumidor619. No se las puede considerar como 

texto político sin ningún valor jurídico, ya que, al igual que otras de su 

clase, son actos que contienen un elemento ético que no puede ser ne-

gado por la Comunidad de Estados, un germen normativo potencial, por 

alentar unos valores sociales generalmente aceptados y reconocidos620. 

Pero vale la pena reafirmar la no imperatividad de las Directrices, 

tal como se desprende de su propio Art. 7., según el cual  

“[T]odas las empresas deben acatar las leyes y reglamentos aplica-
bles en los países en que realizan sus operaciones. Deben también acatar 
las normas internacionales pertinentes para la protección del consumi-
dor que hayan accedido a aplicar las autoridades competentes del país de 
que se trate. (En lo que sigue, las referencias a las normas internaciona-
les en las directrices deben entenderse en el contexto del presente párra-
fo.)” 

Es decir, no hay obligaciones implícitas de Derecho Internacional 

para la protección del consumidor que obligue a los Estados, salvo aque-

llo a lo que expresamente se hubieran comprometido. Para mayor clari-

dad, la obligación establecida (si así pudiera llamarse) es para las em-

presas, pero en el marco de lo que cada Estado imponga internamente o 

resulte de los Tratados y otras normas internacionales que obliguen a 

ese Estado. 

Por otra parte, la conmutatividad propia de la relación de consumo 

también queda fuera del llamado Derecho Internacional del Desarrollo. 

A partir de la iniciativa de la (Conferencia de las Naciones Unidas para el 

                       

619 DALLA VIA considera que el art. 42 CN recepta las Directrices de las Naciones 
Unidas para la protección del consumidor, consagrando como derechos la protección de 
la salud, la seguridad e intereses económicos, el acceso a una información veraz y ade-
cuada, la libertad de elección, y el goce de condiciones de trato digno y equitativo. “(...) la 
cuestión [de la protección del consumidor] fue adquiriendo dimensión constitucional 
por obra de la internacionalización del derecho y la aplicación en el derecho interno de 
los principios del derecho internacional”. DALLA VIA, Derecho Constitucional Económico, p. 
534. 

620 Algunos autores consideran a la resolución de Naciones Unidas como principio 
general universal de Derecho Internacional Público, integrante del orden positivo, sin 
dar mayores precisiones. Cfr. MENICOCCI, “Ley Aplicable y Jurisdicción Internacional...”, 
pp. 1261-1262. 
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Comercio y el Desarrollo UNCTAD), se adoptó la Carta de Derechos y 

Deberes Económicos de los Estados, que establece el programa para un 

Nuevo Orden Económico Internacional. Entre los problemas principales 

a que se refiere se encuentra la reducción de la participación en el co-

mercio mundial, los bajos ingresos de la población respecto de los paí-

ses industrializados y el carácter alarmante de los problemas de empleo. 

El Nuevo Orden Económico Mundial es reivindicado por los países del 

Tercer Mundo, y no pretende sólo un crecimiento material a través de 

una mejor estructuración de las relaciones económicas internacionales, 

sino un derecho subjetivo al desarrollo, del que la ultima ratio sería la 

persona misma621. Queda claro que un sistema de protectorio del con-

sumidor transfronterizo es un medio demasiado “sofisticado” de protec-

ción de la persona, aunque resulte deseable y de implementación gene-

ralizada. 

Por tanto, de acuerdo al estado actual del desarrollo del consumo 

internacional y qué se les puede exigir a los gobiernos, no existe el con-

senso suficiente para convertirlo en una obligación de los Estados que 

pudiera engendrar responsabilidad internacional, o bien que un Estado 

pueda incurrir en ilícito internacional por no brindar adecuada protec-

ción a los consumidores transfronterizos. En todo caso, estarán protegi-

dos en su carácter de personas o ciudadanos, pero no en cuanto consu-

midores622. Aquí sí podemos encontrar elementos relacionados al diseño 

del sistema protectorio, por ejemplo, mediante la adecuada atribución 

de jurisdicción a través de la prohibición de la denegación de justicia623. 

Este punto en particular, merece un tratamiento independiente. 

                       

621 Cfr. PASTOR RIDRUEJO, Curso de Derecho Internacional Público, pp. 76-77. 
622 La igualdad absoluta de todos los seres humanos, fundamentada en la común 

dignidad, no se refiere a los distintos niveles de poder adquisitivo y los defectos de la 
prestación del servicio de comidas, sino al combate de la desnutrición a nivel mundial. 
Asimismo, no hace referencia a la mala prestación de servicios educativos, sino a los es-
fuerzos para erradicar el analfabetismo. No tiene como problema central el incumpli-
miento de las empresas de medicina prepaga, sino al acceso a la salud. No se preocupa 
de los daños por productos elaborados, sino por la disposición de medicamentos para 
atender las pandemias. 

623 Cfr. WAUTELET, “What is international private law…”, p. 6. FERNÁNDEZ ARROYO, De-
recho Internacional Privado de los Estados del MERCOSUR, p. 142. El respeto a la persona 
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III. B. 6. La garantía del debido proceso en el Derecho Internacio-

nal y su aplicación a la relación de consumo 

De lo dicho hasta ahora, se desprende que el Estado tiene la obliga-

ción internacional de cumplir con sus compromisos, ya sea que nazcan 

de la costumbre internacional, del derecho convencional, de una senten-

cia de un tribunal internacional, de un laudo de un tribunal arbitral, de 

una resolución de una organización internacional con carácter vinculan-

te o de un acto jurídico unilateral624. En cualquiera de estos casos puede 

ser demandado por otros Estados; además, junto a estas obligaciones, 

existen otras frente a todos los seres humanos, considerados como titu-

lares de derechos. Son aquellos supuestos en que los particulares son 

sujetos de Derecho Internacional625.  

Muchas de estas obligaciones nacen de los tratados de derechos 

humanos, o de la costumbre internacional o del ius cogens. Así, de 

acuerdo a la Convención Americana de Derechos Humanos, el Estado 

debe responder por toda violación a sus obligaciones internacionales, 

siempre que de sus comportamientos u omisiones se compruebe el in-

cumplimiento de esas obligaciones626.  

                       

que exige el Derecho Internacional Privado no es el mismo que el Derecho Internacional. 
En este último la intervención es mayor, mientras que en el primero el Estado suele ser 
abstencionista. Sin embargo, se advierte que la tendencia humanizante del derecho pri-
vado llega muchas veces a través del Derecho Internacional, que penetra el derecho in-
terno y enriquece sus contenidos.  

624 Cfr. GATTINONI DE MUJÍA, “La responsabilidad internacional…”, p. 371. Cfr. tam-
bién el voto en disidencia del Dr. BOGGIANO en la causa Paris Video Home S.A. c/ Societá 
Per Azioni Commerciali Iniziative Spettacolo (SACIS), CSJN, 12/03/1996, donde funda-
menta el deber de asegurar la defensa en juicio en los tratados internacionales de dere-
chos humanos suscriptos por la Argentina, y a cuya luz deben interpretarse las normas 
internas y otros tratados firmados por la República. 

625 Cfr. BROWNLIE, Principles…, pp. 529 y ss. 
626 GATTINONI DE MUJÍA, “La responsabilidad internacional…”, p. 373. En el marco de 

la Convención Europea de Derechos Humanos, la denegación de justicia es una violación 
de los derechos fundamentales (art. 6.1). Cfr. VISCHER, “General Course on Private Inter-
national Law”, p. 204. Este último autor cita el art. 3 de la Ley Suiza de Derecho Interna-
cional Privado: “When the present statute does not provide for a forum in Switzerland and 
when proceedings in another country are impossible or cannot reasonably be required, the 
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En este marco, resulta de especial interés lo establecido por el Pac-
to de San José de Costa Rica en su Art. 8º627: 

“Garantías Judiciales  

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 
dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, inde-
pendiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sus-
tanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la 
determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal 
o de cualquier otro carácter” (el destacado me pertenece)628. 

Esta norma contiene un elemento indefinido, ya que habla de “un 

juez o tribunal competente”, sin establecer cuál es ese tribunal. Pero re-

sulta interesante destacar que la efectiva vigencia del derecho exige que 

ese tribunal sea determinado, de modo que cumpla con las característi-

cas de independencia e imparcialidad. Esto es aplicable tanto a la “no 

denegación de justicia”, como a la “garantía de defensa en juicio”; ambos 

problemas son considerados parte del orden público internacional del 

Derecho Internacional Privado. El debido proceso se refiere a las condi-

ciones sustanciales de las garantías procedimentales, mientras que la 

denegación internacional atiende a las garantías de acceso a la justicia. 

También resulta de interés algún comentario respecto del Art. 25 

del Pacto de San José de Costa Rica:  

“Protección Judicial  

                       

Swiss judicial or administrative authorities of the place with which the caus of action has a 
sufficient connection shall have jurisdiction”. 

627 Cfr. su paralelismo con el art. 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos.  

628 En términos similares se expresa el Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, firmado en Roma el 4 de no-
viembre de 1950, que en su artículo Artículo 6 establece: “Derecho a un proceso equita-
tivo. 1 Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa, públicamente y 
dentro de un plazo razonable, por un tribunal independiente e imparcial, establecido por 
la ley, que decidirá los litigios sobre sus derechos y obligaciones de carácter civil o sobre 
el fundamento de cualquier acusación en materia penal dirigida contra ella.” 
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1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a 
cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, 
que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reco-
nocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando 
tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales.  

2. Los Estados Partes se comprometen:  

a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema 
legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que inter-
ponga tal recurso;  

b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y  

c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, 
de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.” 

Esta norma está prevista de modo especial para el amparo de actos 

que violen los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución. 

Su aplicación al objeto de estudio —los derechos del consumidor trans-

fronterizo—, plantea la dificultad de considerar si una cláusula constitu-

cional como nuestro Art. 42 CN, en cuanto establece la protección del 

consumidor, lo hace en virtud de suponer se trata de un derecho fun-

damental, de acuerdo como los define el Pacto de San José de Costa Rica, 

a lo que ya nos hemos referido.  

Por tanto, los Estados no pueden apartarse de la obligación de otor-

gar una efectiva jurisdicción con el argumento o excusa de que el orden 

interno no permite cumplir plenamente ese compromiso, como, llegado 

el caso, de que el Poder Judicial no contara con las normas internas que 

le habiliten la jurisdicción suficiente, para someter a su imperium a pro-

veedores extranjeros, o, por el contrario, para dar una adecuada satis-

facción a consumidores foráneos ante ilícitos de comerciantes locales629. 

A decir de CIURO CALDANI,  

                       

629 Cfr. PASTOR RIDRUEJO, Curso de Derecho Internacional Público, p. 255. “Los crite-
rios sobre trato de extranjeros los suministra directamente el Derecho internacional, y 
que, por consiguiente tales criterios no están supeditados a lo que disponga el Derecho 
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“desde el punto de vista de legitimación de los recipiendarios, todo 
hombre, por el hecho de ser tal, tiene derecho al Derecho en la mayor 
plenitud posible, porque tiene derecho a los valores y en particular a la 
justicia; de aquí surge que todo hombre merece una jurisdicción. Una de 
las maneras más esclarecedoras de designar a los recipiendarios de la ju-
risdicción es la que se produce con la expresión ‘justiciable’. Al fin siem-
pre debe haber una jurisdicción accesible convocada para intervenir, pa-
ra evitar la denegación de justicia”630. 

¿Qué tipo de obligación internacional es la garantía de acceso a la 

justicia? Como indica GATTINONI de MUJÍA,  

“[L]os particulares son destinatarios directos y efectivos de los de-
rechos consagrados en aquellas disposiciones de derecho internacional 
que gocen de la característica de ser precisas e incondicionadas, y los Es-
tados deben garantizar una tutela efectiva de tales derechos por parte de 
sus jueces nacionales. Para aquellas situaciones en las que no se logre la 
debida tutela judicial, queda abierta entonces la posibilidad de reclamar 
la responsabilidad del Estado por su incumplimiento y reclamar asimis-
mo la debida reparación”631. 

Por tanto, los consumidores, en su condición de seres humanos, son 

destinatarios directos y efectivos de los derechos consagrados en el Pac-

to de San José de Costa Rica, y, cuando no se logre la debida tutela judi-

cial, queda abierta la posibilidad de reclamar la responsabilidad del Es-

tado por denegación de justicia. Siempre se deben agotar previamente 

las instancias internas, salvo: a) cuando no exista el debido proceso legal 

para la protección del derecho violado en el orden jurídico interno del 

Estado; o b) cuando existiendo la posibilidad de acudir a la justicia se le 

haya impedido hacerlo; o c) si bien se cuenta con los recursos judiciales 

necesarios a su vez existe un retardo injustificado en el acceso a esos re-

                       

interno sobre al trato a los nacionales. Aunque el Derecho interno establezca para los 
nacionales un régimen inferior al del estándar mínimo internacional, el Estado debe de 
comportarse con los extranjeros sujetándose a las exigencias impuestas por el estándar 
mínimo del Derecho Internacional”. FEUILLADE deriva de este principio la prohibición de 
denegación de justicia a los extranjeros, y por tanto la nacionalidad nunca será un punto 
de conexión. cfr. FEUILLADE, Competencia internacional…, pp. 65-66. 

630 CIURO CALDANI, Filosofía de la Jurisdicción..., p. 103-104. 
631 Cfr. GATTINONI DE MUJÍA, “La responsabilidad internacional…”, p. 378. 
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cursos. Por mi parte, considero que los altos costos del litigio atendien-

do a la menor capacidad económica del consumidor, puede ser equipa-

rado al retardo o a un impedimento para acceder a un proceso, aún 

cuando estuviera formalmente habilitado a reclamar632. 

Volvamos a considerar las normas recién citadas: en virtud del Art. 

8 del Pacto de San José de Costa Rica cualquiera tiene derecho a “la de-

terminación de sus derechos y obligaciones de orden civil”, y por el Art. 

25 a “desarrollar las posibilidades de recurso judicial” y que se la garan-

tice “el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión 

en que se haya estimado procedente el recurso”, los que “deben ser sen-

cillos y rápidos”, respecto de la garantía de los “derechos fundamentales 

reconocidos por la Constitución o la ley”. Parece claro que la actual la-

guna jurídica respecto de la adecuada atribución de jurisdicción en con-

flictos internacionales con consumidores podría dar lugar a recursos an-

te la Corte Interamericana de Derechos Humanos por denegación inter-

nacional de justicia. Incluso podríamos preguntarnos respecto del deber 

del Estado de asegurar una razonable asignación de recursos judiciales 

a fin de no ser pasible de responsabilidad por incumplimiento de obliga-

ciones internacionales633.  

Por tanto, habrá responsabilidad del Estado ante un hecho ilícito, 

cuando exista la violación de una obligación internacional. Este hecho 

ilícito debe atribuirse al Estado, en cuanto sujeto activo. Y si los dañados 

son particulares de otro Estado, el sujeto pasivo será el Estado extranje-

ro mismo, no los particulares634. El elemento subjetivo del ilícito radica 

                       

632 En el marco de la UE, se afirma la aplicación de la Convención Europea de Dere-
chos Humanos para asegurar un proceso justo, siendo propuesta como un límite a los fo-
ros exorbitantes, o también argumento suficiente para declinar jurisdicción si el proceso 
fuera en desmedro de las garantías de una de las partes, o bien asumir jurisdicción si 
fuera el caso de indefensión o denegación internacional de justicia. Cfr. DE MIGUEL 

ASENSIO, “Pluralidad de jurisdicciones…”, p. 52. 
633 GATTINONI DE MUJÍA concluye así: “El juez que en el ejercicio de la función juris-

diccional, por acción u omisión, no garantice debidamente el derecho a una tutela judi-
cial efectiva, puede hacer incurrir al Estado en responsabilidad internacional y puede 
afectar con su conducta el buen funcionamiento del Estado de derecho”. Idem, p. 435: 

634 Cfr. GONZÁLEZ CAMPOS, Curso de Derecho Internacional Público, p. 288. “Para que 
exista una obligación internacional es preciso que exista una norma y para que ésta naz-
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en un comportamiento consistente en una acción u omisión atribuible al 

Estado según el Derecho Internacional. Por su parte, el elemento objeti-

vo se presenta cuando ese comportamiento constituye una violación de 

una obligación internacional del Estado. No se trata tanto de la infrac-

ción a una regla o norma de Derecho Internacional, sino de que un acto 

de ese Estado no está en conformidad con lo que de él exige esa obliga-

ción635. 

La denegación de justicia sería, sin duda, un hecho ilícito del Estado, 

en este caso proveniente del Poder Judicial636. De todos modos, no es lo 

mismo que un juez no tome acción de ninguna clase ante la demanda 

presentada por un extranjero en defensa de sus derechos o que la trami-

te con excesiva demora, o que se trate de una posible sentencia equivo-

cada o incluso injusta637. Los criterios universalmente admitidos para 

atribuir este tipo de responsabilidad al Estado son: a) violación directa 

de una obligación internacional; b) que un juez o tribunal se niegue a re-

cibir la demanda de un extranjero o dé trámite de la misma con retraso 

excesivo e injustificado; c) respecto a la demanda de un extranjero, se 

dicte una sentencia o resolución judicial manifiestamente inadmisible 

desde el punto de vista de su contenido. Lo más acomodado a nuestro 

caso es el segundo supuesto: la denegación de justicia en sentido propio, 

es la negativa de un juez a ejercer sus funciones ante la demanda pre-

sentada por un extranjero, así como los retrasos excesivos e injustifica-

dos en dictar sentencia638. Esto sería perfectamente aplicable a los casos 

                       

ca es necesario el consentimiento del Estado, vinculado a los mecanismos de manifesta-
ción y producción previsto por el propio ordenamiento. Sostener que la obligación in-
ternacional nace cuando existe una norma en vigor es cierto, pero no resuelve el pro-
blema de determinar el momento de creación de esa norma”. 

635 En cuanto al perjuicio, puede tratarse de daños a los extranjeros o a bienes de 
interés común, como la contaminación, realización de ensayos nucleares, etc. El incum-
plimiento de cualquier tipo de obligación puede constituirse en un hecho pasible de ser 
calificado como internacionalmente ilícito. Idem, pp. 292-293 y 301. 

636 Cfr. BROWNLIE, Principles…, p. 506. 
637 Idem, p. 507. 
638 Cfr. PASTOR RIDRUEJO, Curso de Derecho Internacional Público, pp. 586-588. Cfr 

también en p. 56, donde este autor indica que los principios generales del Derecho In-
ternacional, al ser aplicados por las jurisdicciones internacionales, tienen el rasgo carac-
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en que, por ejemplo, un consumidor no es admitido en una acción de 

clase en el domicilio del proveedor.  

III. C. LOS PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

En la configuración del sistema protectorio del consumidor trans-

fronterizo se deben considerar los principios que rigen las relaciones 

entre particulares: proveedores y consumidores. Si la relación es bási-

camente conmutativa —aún cuando la justicia distributiva tienda a sal-

var los desequilibrios producidos por la debilidad de uno de los agen-

tes—, debemos tener en cuenta cómo ha evolucionado la disciplina en 

sus fundamentos y valoraciones, a fin de aplicarlos a la nueva realidad, 

verificar su vigencia, qué debe ser modificado o introducido, etc. 

Si bien el Derecho Internacional Privado hace referencia a la aplica-

ción del derecho más apropiado a una relación jurídica dada, la asigna-

ción de jurisdicción participa de estos principios639. Esto se debe a la clá-

                       

terístico de haber sido determinados antes en los ordenamientos estatales, de donde los 
obtienen. Cita el caso “Fabiani”, entre Francia y Venezuela, laudo del 30 de diciembre de 
1896, del presidente de la Confederación Helvética. Para determinar si Venezuela era 
responsable de “denegación de justicia”, utilizó el criterio común de los derechos inter-
nos: “Consultando los principios generales del Derecho de Gentes sobre la denegación de 
justicia, es decir las reglas comunes a la mayor parte de las legislaciones o enseñadas por 
la doctrina, se llega a la conclusión de que la denegación de justicia comprende no sola-
mente la negativa de una autoridad judicial a ejercer sus funciones, y especialmente a es-
tatuir sobre la demandas que le son sometidas, sino también los retrasos obstinados de 
su parte a pronunciar las sentencias”. 

639 DOLINGER denomina “Principles of Negative Nature” a aquellos que ponen lími-
tes al funcionamiento de la regla de conflicto y los identifica con la “Parte general” del 
Derecho Internacional Privado. Entre ellos enumera el reenvío, el fraude a la ley, las cali-
ficaciones, los derechos adquiridos (vested rights), la cuestión previa y el orden público. 
Luego, como “Principles of Positive Nature”, enumera la autonomía de las partes, la na-
cionalidad, las conexiones lex rei sitae y locus regit actum, el de soberanía, los principios 
protectorios (del matrimonio, minoridad, consumidores, trabajadores), principios favo-
rables a la validez, la equidad. A este grupo los denomina “positivos”, porque brindan 
certeza en la asignación del derecho regulador de la situación jurídica. Finalmente enun-
cia los principios “guía”, o de política judicial o legislativa, que tienen por finalidad brin-
dar pautas de lege ferenda o bien de límites a la actividad de los operadores jurídicos en 
el diseño de las soluciones. Si bien DOLINGER los menciona en último término, en razón de 
que en este estudio estamos procurando tener un diseño del sistema protectorio en 
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sica interrelación entre el tribunal declarado competente, el derecho de-

signado para regular la situación y la ejecución de la decisión que re-

suelve el caso. De hecho, la intercomunicación de los capítulos se fun-

damenta en la participación de principios comunes. 

III. C. 1. La uniformidad, la efectividad y la justicia 

Los principios básicos del Derecho Internacional Privado son la uni-

formidad y la efectividad. Según BOGGIANO, 

“El fin del Derecho Internacional Privado es realizar las soluciones 
justas de los casos jusprivatistas multinacionales. Realizar las soluciones 
justas, no declararlas meramente. El caso tiende a la solución justa, como 
todas las cosas tienden a su perfección. [...] La justicia es, entonces, el fin 
y la perfección del caso. Pero no siempre; y en nuestra materia difícil-
mente este fin se alcanza. La sindéresis jurídica dictamina que el caso 
debe estar dirigido hacia lo que naturalmente tiende. En este orden de 
ideas, el fin del Derecho Internacional Privado consiste en realizar la so-
lución justa de la totalidad e integridad multinacional de los casos juspri-
vatistas. A tal plenitud tienden naturalmente los casos, y no a su mutila-
ción en diversas partes o aspectos nacionales. Tienden a una solución de 
todo el caso640.” 

Esta solución uniforme requiere coordinación y cooperación de las 

distintas autoridades nacionales, por lo cual el fraccionamiento será 

disvalioso, en la medida que disminuye la perfección de la solución jus-

ta. Así, el principio de uniformidad consistirá en que la solución del caso 

sea siempre la misma, cualquiera sea el país donde la sentencia se 

hubiese pronunciado641. «Este principio fue descubierto por SAVIGNY y 

                       

construcción, sus líneas fundamentales deben ser tratadas en primer lugar: de lo más 
general a lo más particular. Cfr. DOLINGER, “Evolution of principles…”, p. 238 y ss.  

640 BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 90. En términos similares se ex-
presa JAYME, para quien la igualdad no es un mero aspecto formal, sino que es un requisi-
to de la justicia material el que exista igualdad en las decisiones. Cfr. JAYME, “Identité cul-
turelle et intégration…”, p. 89. 

641 Vale la pena advertir, que si bien las leyes y soluciones emanadas del poder so-
berano tienen vocación universal, el juez puede, en nombre del orden público, descartar 
una solución extranjera que resulta extraña a las concepciones fundamentales de su sen-
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actualmente se lo llama “principio de armonía internacional de solucio-

nes”, “de uniformidad”, “de mínimo conflictos”, “de seguridad”»642.  

Como parte integrante de la uniformidad se debe considerar —en 

su carácter de principio general del Derecho Internacional Privado— el 

respeto del elemento extranjero mediante la aplicación integral del de-

recho foráneo643. Este respeto a su vez llevará a admitir la jurisdicción 

indirecta, debido a que también se reconoce no sólo el derecho sustanti-

vo extranjero, sino el sistema completo, que incluye la designación del 

juez competente de acuerdo a las reglas de jurisdicción de ese sistema 

foráneo. Así se respeta la internacionalidad del caso de modo inte-

gral”644. La solución, por tanto, de acuerdo a este principio, no es nacio-

nalizar el caso, lo que iría contra su naturaleza645. Como indica SOTO, 

                       

tido de justicia y contraria al orden social, y sustituirla por la ley local. Del mismo modo, 
apelando a la plenitud de competencia de la ley del foro, descartará el reenvío. Este mo-
do de funcionamiento del derecho interno, resulta incompatible con la vocación univer-
sal que tiene el derecho extranjero (y también el propio), por lo que bien se podría 
hablar de que todo orden jurídico tiene por característica ser “virtualmente universal”. 
Cfr. BATIFFOL, Aspects philosophiques…, pp. 117-118. WOLFF, Martin, Derecho Internacional 
Privado, traducción española de la segunda edición inglesa, por Antonio MARÍN LÓPEZ, Ed. 
Bosch, Barcelona, 1958, p. 4. De todos modos, el último autor indica que este principio 
no sería exhaustivo si el caso fuera admitido para su secuestro y nacionalización por 
parte del tribunal. 

642 Cfr. BATIFFOL, Aspects philosophiques…, p. 212 y ss. CARRILLO SALCEDO, Derecho In-
ternacional Privado, pp. 201-202. 

643 Cfr. SOTO, Alfredo, Derecho Internacional Privado, Ed. Ciudad Argentina, Buenos 
Aires, 2001, p. 17. A su vez, deriva del principio de razonabilidad y proximidad, ya que el 
respeto del elemento extranjero contempla el contacto razonable del derecho con el ca-
so. Cfr. BOGGIANO, La Conferencia de La Haya…”, pp. 89-90. “[L]os hombres no se limitan, 
digamos así, a una vida nacional. Si celebran un contrato relacionado con diversos siste-
mas jurídicos querrán garantizar la finalidad esencial del contrato en su realidad inter-
nacional”. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. III, p. 795. 

644 Esta es la teoría unilateral, que controla la jurisdicción indirecta de acuerdo a 
las reglas del estado requirente, y por tanto más respetuosa del elemento extranjero; la 
bilateral, en cambio, lo hace desde el estado requerido, aplicando la lex fori. Cfr. 
NAJURIETA, “Reconocimiento y ejecución de sentencias en materia civil entre la República 
Argentina y la República Italiana (Convención aprobada por Ley 23.720), ED 141, 929-
948, en 935.  

645 “El derecho internacional privado es independiente y excluyente en su ámbito 
del derecho interno; se ocupa de un objeto social definido y diferente del objeto propio 
del derecho local. Los derechos civil y comercial constituyen sistemas previstos para re-
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“Hay que respetar el derecho extranjero en todas sus dimensiones: 
espacial (aceptando el reenvío), temporal (teniendo en cuenta las nor-
mas de derecho transitorio del derecho declarado aplicable) y material 
(tanto del punto de vista estrictamente sustantivo como de la cuestión 
material-procesal)”646.  

El derecho extranjero se compone tanto de puntos de conexión co-

mo de reglas de competencia judicial, por lo cual la solución uniforme —

la sentencia que alcanza su plenitud—, debe respetar ambas clases de 

normas. Es decir que un juez extranjero ante quién se pretenda ejecutar 

una sentencia, verificará no sólo la jurisdicción competente del tribunal 

decisor, sino también que el contenido de la sentencia esté en conso-

nancia con el derecho aplicable, si resultara ser el suyo647. Por el contra-

rio, si el derecho extranjero no determina la ley aplicable pero sí designa 

el foro competente, esa sentencia sería perfectamente admisible en el 

extranjero si el juez aplicó el derecho del foro, ya que es más fácil reco-

nocer la jurisdicción extranjera si el juez aplicó su propio derecho. En la 

medida que la sentencia haya respetado el elemento extranjero, será 

mayor la posibilidad de lograr la solución uniforme648.  

Un corolario de este principio está ligado a uno de los aspectos de 

este trabajo: la autolimitación estatal al control de la jurisdicción extran-

jera debería contentarse con que no se invada la jurisdicción exclusiva 

argentina. Esto nos enfrenta a dos problemas: a) las jurisdicciones con-

                       

gular, exclusivamente, supuestos internos y carecen de vocación para regular las situa-
ciones internacionales. Éstas requieren un enfoque jurídico propio, el cual debe ser pro-
porcionado exclusivamente por el derecho internacional privado y sólo de esta manera 
queda garantizado el adecuado tratamiento de la cuestión social internacional. Siempre 
se debe evitar la inadecuada proyección del derecho local en asuntos internacionales”. 
PAIVA, Martín Roberto, El incumplimiento esencial en la compraventa internacional de 
mercaderías, Universidad Austral, Ed. Ad Hoc, Buenos Aires, 2006, p. 32. 

646 SOTO, Derecho Internacional Privado, pp. 26 y 27. 
647 Las distintas valoraciones de los países y las consiguientes discrepancias en las 

materializaciones de las normas, también se proyectan al campo jurisdiccional. Pero, 
progresivamente, se advierte una mayor homogeneidad axiológica en el ámbito privado, 
en parte por el proceso de globalización. Cfr. CIURO CALDANI, Filosofía de la jurisdicción, p. 
95. 

648 Cfr. SOTO, Derecho Internacional Privado, pp. 158-161. 
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currentes pueden afectar la armonía de soluciones, aunque prevalece la 

necesidad de otorgar libertad a las partes para que elijan entre las juris-

dicciones simultáneas y evitar la denegación de justicia (considerando, 

por cierto, la regulación internacional de la litispendencia, la cosa juzga-

da, etc.); b) la prevención del forum shopping, de tal manera que las par-

tes no especulen con la elección de una jurisdicción nacional para así sa-

car ventajas con la elección unilateral del derecho aplicable649. Analizaré 

estos temas en detalle en el Capítulo VI. 

Los principios de uniformidad y respeto al elemento extranjero son 

instrumentos que ayudan a sistematizar el derecho: por ser anteriores 

desde el punto de vista lógico, inspiran el conjunto de normas del siste-

ma de Derecho Internacional Privado, aún cuando no se encuentren po-

sitivizados. Especialmente el respeto del elemento extranjero, es por 

tanto, un elemento ordenador y sistematizador650. Llegado el caso de 

que la solución uniformemente localizada remita al derecho extranjero, 

no podrán dejarse de aplicar los principios de orden público internacio-

nal local, que de modo excepcional desplazará al derecho extranjero 

normalmente aplicable651.  

En cuanto al principio de efectividad, éste también expresa de mo-

do implícito la necesidad de una solución integral del caso, a través de la 

satisfacción de todos los aspectos involucrados en el conflicto. No es su-

ficiente el logro de la justicia dentro de la comunidad nacional sino que, 

por las particularidades de la situación, se debe lograr la justicia en la 

                       

649 Idem, p. 27. 
650 “Se ha definido al sistema como una entidad autónoma dotada de alguna per-

manencia y constituida por elementos interrelacionados que forman subsistemas. Se de-
fine así como cualquier actividad metódica o regida por principios. De esta manera, es 
sistema jurídico estaría integrado por nuestro caso por dos subsistemas, estos son: el 
derecho interno y el Derecho Internacional Privado interrelacionados y regidos, entre 
otros, por el principio general de la aplicación integral del sistema jurídico extranjero.” 
Idem, p. 116. 

651 “Es decir que los principios siempre funcionan controlando, críticamente y sus-
tancialmente, la solución del caso proyectada por el sistema jurídico extranjero compe-
tente según las normas de conflicto del foro”. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. 
I, p. 94. 
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comunidad internacional globalizada652. Esto es especialmente impor-

tante ante casos total o absolutamente multinacionales, como podrían 

resultar los derivados del consumo transfronterizo, por lo que será ne-

cesario buscar una solución internacional, no meramente localista, ya 

que una declaración “fronteras adentro” podría carecer de eficacia en 

otro país vinculado al caso, con la consiguiente insatisfacción de alguna 

de las partes653. En resumen, lo que importa es “la uniformidad efectiva: 

he aquí el principio, pues de no haber efectividad en la solución unifor-

me, ésta no sería realizada”654. Aún así, la solución efectiva no es sufi-

ciente, sino que se requiere una justa solución uniforme, lo que implica-

rá verificar su contenido sustancial, ya que los principios de uniformi-

dad y efectividad también propenden a una solución materialmente 

orientada, apelando incluso a la aplicación de la excepción de orden pú-

blico (infra IV. A. 7) 655.  

En este orden de ideas, al momento de proponer soluciones efecti-

vas deberemos considerar que aún cuando no se haya procedido a unifi-

car sustancialmente el derecho protectorio del consumidor transfronte-

rizo, el recurso a determinados criterios de localización jurisdiccional 

puede perseguir per se una finalidad de justicia material. Lo mismo pue-

de decirse de normas de jurisdicción orientadas a favorecer a la parte 

                       

652 Idem, p. 92. 
653 La existencia de los adecuados órganos jurisdiccionales, y la consiguiente efec-

tividad de sus decisiones, evita el ‘estado de naturaleza’ en que se encuentra la protec-
ción del consumidor transfronterizo. “La jurisdicción, y en particular la jurisdicción judi-
cial, son factores de especial significación en la constitución concreta del tejido social”. 
CIURO CALDANI, Filosofía de la jurisdicción, p. 40. Tejido social, agregamos, que en este caso 
es la comunidad internacional de los proveedores y consumidores.  

654 El Protocolo de Santa María dice en uno de sus considerandos: “DESTACANDO 
la necesidad de brindar al sector privado de los Estados Partes un marco de seguridad 
jurídica que garantice soluciones justas y la armonía de las decisiones jurisdiccionales vin-
culadas a las relaciones de consumo” (la cursiva me pertenece). 

655 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 92. La solución final no es 
indiferente, aunque sí lo podría ser en un esquema voluntarista- “Il s’impose cependant 
de constater que la teneur des solutions n’es nullement indifférente dans l’immense majori-
té des cas. Si la détermination du droit est l’objet de tant de discussions et de luttes, c’est 
qu’une solution est jugée par les uns bonne et par les autres mauvaise”. BATIFFOL, Aspects 
philosophiques…, p. 217-218. 
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más débil de la relación. El principio de uniformidad admite tres posi-

bles determinaciones, ya que por sí mismo resulta incompleto. Una de 

ellas es la búsqueda de la justa solución uniforme mediante la elección 

justa del derecho más estrechamente relacionado con el caso multina-

cional, y la ulterior solución material del caso en virtud de ese dere-

cho656. Este podría ser el supuesto de que se establezca en determinado 

sistema que se aplicará el derecho de residencia del consumidor, como 

el Art. 6 del Reglamento de Roma I sobre la ley aplicable a las obligacio-

nes contractuales657. 

Otra posible determinación del principio de uniformidad consiste 

en la creación de normas de jurisdicción especialmente elaboradas para 

adaptarse a la naturaleza del caso jusprivatista multinacional658. Así, las 

reglas de jurisdicción que contiene el Protocolo de Santa María, al indi-

car que, en el marco del MERCOSUR serán competentes los jueces del 

Estado donde esté domiciliado el consumidor. 

Una última posibilidad de realizar la vigencia del principio de uni-

formidad puede ser la autolimitación de los derechos estatales en sus 

respectivas esferas de aplicación a los casos659. Esto implica una coordi-

nación de los Estados, como es el caso del Art. 56 del Tratado de Dere-

cho Civil de Montevideo de 1940, que establece la jurisdicción de los 

jueces del lugar a cuya ley está sujeto el acto jurídico materia del juicio.  

De lo visto hasta aquí, podemos concluir que un régimen protecto-

rio del consumidor transfronterizo que incluya la adecuada atribución 

de la jurisdicción competente, debe tender a brindar una solución uni-

forme y efectiva. Esto implica una vinculación estrecha entre los princi-

pios y normas de la jurisdicción internacional, las normas sustanciales 

aplicables a la relación jurídica, y, eventualmente, las soluciones previs-

tas por las partes en la autorregulación de sus derechos y obligaciones.  

                       

656 Idem, p. 95. 
657 Reglamento (CE) No 593/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo de 17 de 

junio de 2008 sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales (Roma I) 
658 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p 95. 
659 Ibidem.  
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III. C. 2. Los principios generales de la jurisdicción internacional 

en un sistema protectorio 

La jurisdicción internacional es el poder que tienen las autoridades 

estatales para conocer y decidir en un caso jusprivatista con elementos 

extranjeros, así como el poder de las autoridades extranjeras para dictar 

una sentencia que pueda ser reconocida y ejecutada en otro Estado660. 

Para dilucidar la cuestión jurisdiccional, debemos responder a las si-

guientes preguntas: a) cuándo un juez, de acuerdo a sus propias normas, 

está facultado para resolver un litigio que se le presenta (jurisdicción di-

recta); b) cuándo y bajo qué condiciones el juez local deberá reconocer 

como válida y por tanto ejecutar una sentencia dictada por un juez ex-

tranjero (jurisdicción indirecta); c) qué tribunal del país con jurisdicción 

internacional está habilitado para conocer en el caso, de acuerdo a las 

reglas internas de distribución de competencia661. 

Las fuentes normativas de la jurisdicción internacional son las 

mismas que del resto del ordenamiento: Tratados internacionales, dere-

cho privado interno, las normas provenientes de organizaciones inter-

nacionales, los usos del comercio internacional. De acuerdo a 

GOLDSCHMIDT, en nuestro país las normas de jurisdicción internacional 

tienen carácter federal, como luego ratificó la jurisprudencia de la CSJN. 

Están por sobre las normas internas de jurisdicción —las que estable-

cen los límites entre las competencias de la Nación y las Provincias—, y 

son autónomas aunque se remitan a un juez local, ya que está en juego 

                       

660 Esta definición es aplicable tanto a la jurisdicción referida a casos de derecho 
público como de derecho privado. Cfr. MANN, “The Doctrine of International Jurisdic-
tion…”, p. 20. DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET, Trámites judiciales internacionales, p. 77. 
STRENGER, “Extraterritorialidade do Direito Processual”, p. 475. 

661 CIURO CALDANI, Miguel Ángel, “Hacia un derecho procesal internacional privado 
(Derecho justicial material: la jurisdicción internacional)”, LL 1975-A, pp. 1045 a 1060. 
Mientras que la accionabilidad de una pretensión pertenece al derecho aplicable, la ju-
risdicción internacional corresponde y es parte de la lex fori. En palabras de VISCHER: 
“Even from a theoretical point of view the issue of just repartition of legislative comptence 
between the States has to start with jurisdiction of the court. (…) The delimitation of juris-
dictions is of a more direct concern for public international law that is the choice of law. It 
concerns the limits of State sovereignity which is the very subject matter of public interna-
tional law”. VISCHER, “General Course on Private International Law”, p. 201. 
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la soberanía estatal, en cuanto delimitan el ejercicio de uno de los pode-

res del Estado662.  

Las normas de jurisdicción también juzgarán sobre la competencia 

de los tribunales extranjeros. Aunque ya lo hemos mencionado, en el sis-

tema protectorio del consumidor transfronterizo no tenemos normas 

que resuelvan satisfactoriamente la cuestión jurisdiccional, por lo que 

en nuestra tarea de “construcción” echaremos mano de los principios 

que rigen de modo general la jurisdicción iusprivatista internacional, de 

modo de tenerlos en cuenta en el diseño de las soluciones663. 

                       

662 Cfr. GOLDSCHMIDT, “Jurisdicción internacional directa e indirecta”, p.11; BOGGIANO, 
Derecho Internacional Privado, T. I, p. 206; DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET, Trámites 
judiciales internacionales, p. 79. Cfr. también CSJN, Exportadora Buenos Aires S. A. c. 
Holiday Inn's Worldwide Inc., 20/10/1998, citado, donde se dijo que las normas de ju-
risdicción internacional revisten naturaleza federal aun cuando estén insertas en un 
cuerpo normativo de derecho común. Cuando se trata de dirimir la jurisdicción interna-
cional de los jueces de la República, se afecta la soberanía, ya sea que luego resulten 
competentes los jueces federales o los locales. Otro fallo relevante en el mismo sentido, 
CSJN, 14/9/2004, Sniafa SACIF v. Banco USB AG, publicado en el ED 211-462. 

663 Para algunos autores, sólo existe consenso respecto de tres principios: a) la ju-
risdicción no se limita a la posibilidad del ejercicio de la fuerza en el propio territorio, 
siendo su ámbito más amplio; b) la base más aceptada actualmente para la atribución de 
jurisdicción es la autonomía de la voluntad, ya sea mediante la prórroga expresa, o la tá-
cita significada a través de la sumisión al juez de la causa; c) la prohibición o descrédito 
de los improper fora o exorbitantes. Cfr. WAUTELET, “What is international private law…”, 
p. 63 y ss. En palabras de otro autor, “La competencia judicial internacional funciona so-
bre la base de tres principios: la concurrencia de foros como regla general (la exclusivi-
dad es una excepción), la exigencia de razonabilidad en la determinación de los foros de 
competencia (necesidad de proximidad suficiente entre el caso y el juez competente) y el 
respeto de los derechos fundamentales vinculados con la competencia (garantías de ac-
ceso a la justicia y de defensa en juicio, no discriminación de los litigantes)”. FERNÁNDEZ 

ARROYO, “Aspectos esenciales de la competencia judicial internacional…”, p. 120. Sin em-
bargo el consenso es más amplio, como se demostró a lo largo de la elaboración de los 
denominados ALI/UNIDROIT Principles of Transnational Civil Procedure, elaborados en el 
marco del American Law Institut y Unidroit. Para ver de modo general sobre su validez, 
cfr. GLENN, Patrick, “The ALI/Unidroit Principles of Transnational Civil Procedure as Glo-
bal Standards for Adjudication?”, Uniform Law Review, Vol 4, 2004, pp. 829-845. 
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a) Principio de justicia procesal internacional 

Como característica general, un foro es apropiado si puede hacer 

justicia a todas las partes664. Esta es una aplicación de la noción de bien 

común, por la cual hacer justicia a todos no significa hacer lugar —

aunque se tengan en cuenta— a la totalidad de las pretensiones. La jus-

ticia es un requisito del bien común, y esto implica repartos objetiva-

mente justos, más allá de las pretensiones individuales. En este mismo 

sentido, la justicia procesal no es garantía de que pueda hacerse justicia 

sustancial, pero sí es un requisito para que exista el debido proceso665. 

Una jurisdicción estará legitimada para intervenir en un caso cuando es-

tá en condiciones de satisfacer la necesidad de que se haga justicia, 

cuando tenga facilidad de acceso a los hechos que permitirán hacer el 

derecho666. Por tanto, uno de los objetivos fundamentales es atender de-

bidamente a los interesados. 

Una jurisdicción injusta es una contradicción, aunque sea coherente 

con la normatividad establecida. También aquí, en la determinación de 

la jurisdicción, no es lo mismo justicia que legalidad667. En definitiva, la 

justicia dota a la jurisdicción de legitimidad, y por lo tanto de acatamien-

to, lo que constituye el sostén sustancial de la efectividad668. Este princi-

pio guía el establecimiento de las jurisdicciones exclusivas. En éstas sue-

len influir valoraciones que buscan garantizar la justa solución sustan-

                       

664 BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 201. Para FEUILLADE, “el sistema 
de competencia judicial internacional se acoge al principio de razonabilidad, en cuanto 
contacto mínimo razonable con el foro y a la búsqueda de la solución justa del caso”. 
FEUILLADE, Competencia internacional…, p. 314. 

665 Cfr. DE MIGUEL ASENSIO, “Pluralidad de jurisdicciones…”, pp. 25-26. Este autor 
hace referencia a los “contactos mínimos” de la jurisprudencia norteamericana, a partir 
del asunto “International Shoe”, que planteó la necesidad de resguardar el substantive 
due process. 

666 Cfr. CIURO CALDANI, Filosofía de la Jurisdicción..., p. 104. 
667 Idem, p. 83. 
668 “Para que un régimen sea justo ha de ser humanista, es decir debe tomar a cada 

hombre como fin y no como medio. Esto significa que la jurisdicción, como parte del ré-
gimen, ha de ser para el hombre, no éste para la jurisdicción. La jurisdicción deber ser un 
medio, y sus decisiones nunca han de perder la conciencia de tal carácter”. Idem, p. 110. 
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cial, ya sea por la existencia de principios superiores determinantes del 

orden público, por la aplicación de normas exclusivas diseñadas para 

casos multinacionales (policía o del orden social), o bien por existir 

normas materiales imperativas (no de policía porque estas son sólo pa-

ra casos multinacionales). La noción de justicia implica proteger al indi-

viduo de las amenazas que pueden afectarlo, provenientes de los demás 

individuos o de estructuras de dominación. Este criterio también deberá 

ser tenido en cuenta para juzgar la validez de una cláusula de prórroga 

en un contrato de consumo. 

La justicia procesal internacional orientará también la amplia liber-

tad de que goza el legislador para establecer los criterios de atribución 

de jurisdicción y evitar los foros excesivos u exorbitantes. En este senti-

do, un foro es apropiado cuando es generalmente aceptado en los distin-

tos sistemas jurídicos nacionales así como los establecidos en los trata-

dos multilaterales, considerando las similares circunstancias tenidas en 

cuenta que los consagraron en referencia a un determinado grupo de li-

tigios. Serán excesivos aquellos que satisfacen intereses particulares de 

un Estado o establezcan arbitrariamente diferencias entre sus naciona-

les y los extranjeros, “atribuyendo así un volumen anormal de compe-

tencia judicial internacional a los Tribunales de ese Estado”. Un ejemplo 

de esto podría ser el criterio francés del Art. 14 de su Código Civil, por el 

cual serán competentes sus tribunales si el demandante es de nacionali-

dad francesa669. Por tanto, podría resultar abusivo que un proveedor 

francés, con negocios on line en diferentes países extracomunitarios 

pretendiera demandar allí a sus clientes consumidores esparcidos a lo 

largo del planeta.  

Lo apropiado o exorbitante tiene siempre relación con la materia de 

que se trate y con los hechos del caso. Así, aunque la situación no resulta 

tan clara, en determinados supuestos pueden ser abusivos el criterio in-

glés del forum presentiae, por el cual serán competentes los tribunales 

del Reino Unido en materia tributaria, por la mera presencia transitoria 

de un supuesto contribuyente en su territorio, o el de la nacionalidad, 

                       

669 Cfr. PÉREZ VERA, Derecho Internacional Privado, p. 281. 
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que los Estados Unidos aplica a sus ciudadanos cuando se trata del pago 

de impuestos670. Por el contrario, es un criterio adecuado el forum rei si-

tae, en cuestiones estrictamente reales, cuando el Estado asume los ca-

sos que involucran a los bienes situados en su territorio. 

También es posible encontrar pretensiones exclusivistas de los Es-

tados a través de los distintos sistemas de incorporación de las normas 

internacionales en el ordenamiento interno. Los sistemas dualistas, o los 

monistas con primacía del derecho interno, facilitan la debilidad de la 

cosa juzgada. En la discusión entre monismo y dualismo, está en juego 

quién tiene la última palabra, lo que no rara vez perjudica la considera-

ción del elemento extranjero671. 

La aplicación del principio de justicia nos presenta una aparente 

paradoja. Si bien pareciera que la previsibilidad es una razón de justicia, 

de todos modos, el fraccionamiento puede ser uno de los modos de ase-

gurar jurisdicciones más justas, en la medida que se pueda justificar la 

adecuada relación entre los hechos previstos y las consecuencias jurídi-

cas672. En el orden interno es más sencillo fraccionar la jurisdicción y de 

ese modo establecer las más justas relaciones del caso con el tribunal; 

pero no sucede lo mismo en el plano internacional, donde la diversidad 

puede resultar extraña a los foráneos, y, por lo tanto, determinar juris-

dicciones claudicantes673. El elemento extranjero puede ser debilitado, 

especialmente cuando la sentencia, proveniente de otro país, es deteni-

da en el proceso ejecutorio. Por otra parte, el fraccionamiento a través 

de una mayor oferta jurisdiccional, facilita no caer en la denegación de 

justicia. 

                       

670 MANN, “The Doctrine of International Jurisdiction…”, pp. 28-31. 
671 Cfr. CIURO CALDANI, Filosofía de la jurisdicción, p. 79. 
672 “Los fraccionamientos de la justicia producen seguridad jurídica y a través de 

los cortes de la realidad, sobre todo de las influencias, la jurisdicción es una importante 
generadora de seguridad. (...) Sin embargo, es fácil que en base a los fraccionamientos 
jurisdiccionales se produzca una apariencia de justicia que en la realidad no existe.” 
Idem, p. 85. Volveremos sobre este punto en el número VII. C, p. 665 y ss. 

673 La ‘anarquía’ jurisdiccional implica una debilidad del sistema económico inter-
nacional, por los riesgos de arbitrariedad que esto comporta. “La clave del orden no está 
en la jurisdicción, sino en la economía”. CIURO CALDANI, Filosofía de la Jurisdicción…, p. 44. 
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Las relaciones o contactos del caso con el foro, cuando se trata de 

situaciones en las que participan consumidores, determinarán si los 

tradicionales criterios objetivos y atributivos de jurisdicción, tienden a 

hacer justicia a las partes: domicilio de las partes, lugar de acaecimiento 

de los hechos, circunstancias adjetivas de la contratación, objeto de la 

pretensión, relación con el derecho aplicable, pacto de prórroga de ju-

risdicción, etc. Esto puede llevar a mitigar, por ejemplo, el principio de 

igualdad de trato procesal. Si bien es una garantía constitucional, cuan-

do se trata de consumidores y por la influencia del favor debilis, los pla-

zos, presunciones, medios y carga de la prueba, pueden inclinarse en 

contra del proveedor. 

Por tanto, siempre deberá considerarse la existencia de contactos 

mínimos, para que la jurisdicción no resulte abusiva o exorbitante, y así 

evitar una jurisdicción sin relación con el caso674. Esto permite resguar-

dar el debido proceso, un valor consagrado por todos los regímenes ju-

rídicos, por ser un principio general del derecho compartido por todas 

las naciones civilizadas (cfr. III. B. 6 ut supra). También en virtud de este 

principio de justicia procesal la jurisdicción internacional debe ser in-

terpretada ampliamente, de modo que no se conculque el debido proce-

so. Las partes no deberían quedar desguarnecidas por una aplicación 

indiscriminada del forum non conveniens, pero también de la misma 

conveniencia puede resultar una jurisdicción claudicante, en caso de no 

lograrse un adecuado balance con el principio de efectividad. La atribu-

ción de jurisdicción, así como cualquier otro criterio que implique re-

partos o potestades, debería ser preferentemente abstencionista, en el 

sentido de respetar la autonomía y libertad de la persona. Pero de no ser 

factible la consecución de la justicia, deberá ser intervencionista, aun-

que de modo subsidiario675.  

                       

674 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 202. 
675 Cfr. CIURO CALDANI, Filosofía de la jurisdicción, p. 112. 
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b) Principio de defensa en juicio 

El principio de defensa en juicio está enunciado en la CN, Art. 18, 

del siguiente modo: “Es inviolable la defensa en juicio de la persona y de 

los derechos”, y consiste en la oportunidad o posibilidad suficientes de 

participar con utilidad en el proceso, que, por tanto, debe ser regular y 

razonable, de modo que permita una tutela judicial eficaz. Entre otros, 

atentan contra esta garantía la duración del proceso, el exceso ritual, la 

ausencia de bilateralidad, el defecto en la notificación676. 

En casos excepcionales, el juez nacional puede arrogarse jurisdic-

ción, aún cuando se prevea la actuación de jueces extranjeros por las 

propias normas atributivas de competencia, si se trata de hacer efectivo 

el derecho de defensa y la garantía de acceso a la justicia. De todas ma-

neras, el juez deberá atenerse asimismo al principio de efectividad, que 

actúa a modo de límite de la jurisdicción internacional. Por tanto, ¿pue-

de declararse incompetente un juez porque no está en condiciones de 

asegurar mínimamente la eficacia de su sentencia? Podría, siempre que 

no se afecte la denegación internacional de justicia677.  

El problema de la existencia de un tribunal idóneo y competente es 

resuelto por las normas de jurisdicción directa, que tienen por fin que 

ningún litigio quede sin juez con vocación de resolverlo. Cuando los jue-

ces de un Estado no saben si efectivamente existe un tribunal que re-

suelva el asunto, o tienen suficientes motivos para creer que no habrá 

alguien que pueda abocarse a la causa, brindarán el máximo de oportu-

                       

676 BIDART CAMPOS, Manual de la Constitución reformada, Tomo II, p. 327-329. Cfr. 
también los votos en disidencia de los Dres. MOLINÉ O´CONNOR y BOGGIANO, en la causa Pa-
ris Video Home S.A. c/ Societa Per Azioni Commerciali Iniziative Spettacolo (SACIS), 
CSJN, 12/03/1996. 

677 Cfr. DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET, Trámites judiciales internacionales, p. 86. 
En palabras de GOLDSCHMIDT, “Los tres supuestos de la jurisdicción internacional directa e 
indirecta”, p. 961. “[...] si el juez nacional llegase al resultado provisional que a su país no 
le incumbe la jurisdicción internacional directa, es imperativo que investigue si reglas 
internacionales o nacionales extranjeras dan la jurisdicción internacional a otro país (ju-
risdicción internacional indirecta). En efecto, si el juez nacional llegase a la conclusión de 
que ningún país posee jurisdicción internacional, debería por razones de justicia hacerse 
cargo del asunto a fin de evitar una privación efectiva de justicia para las partes”. 
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nidades al justiciable678. Esta misión corresponderá al legislador inter-

nacional, cuando sea el repartidor de una comunidad internacional, y al 

local cuando se trate de determinar la jurisdicción de sus propios jueces, 

ya sean casos nacionales o transfronterizos. 

Uno de los supuestos de indefensión puede provenir de una situa-

ción de grave dificultad de la defensa en juicio679. Esto será así tanto pa-

ra el consumidor como para el proveedor, aunque cuando este pudiera 

parecer que será menos afectado. El proveedor demandado en extraña 

jurisdicción tendrá dificultades para arbitrar los medios de defensa, o lo 

hará a un alto costo, que puede ir en desmedro del comercio internacio-

nal. Estaría habilitado al igual que un ciudadano nacional, si fuere el ca-

so, a reclamar la garantía de los jueces naturales, si la apertura de la ju-

risdicción fuera arbitraria y sorpresiva680. 

Ya hemos visto que el debido proceso es un principio general del 

derecho681. Vinculado a esto, también se deberá considerar la denega-

                       

678 Cfr. DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET, Trámites judiciales internacionales, p. 78 
679 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 206. “[T]anto en el derecho 

interno, incluyendo sus sistemas de derecho internacional privado, cuando también en el 
Derecho Internacional público. Una persona puede hacer valer este principio en todos 
sus dominios, incluso el de las convenciones internacionales sobre derechos humanos. El 
principio del debido proceso tiene así un desarrollo que puede positivizarse tanto en el 
derecho interno como en el Derecho Internacional y en derecho comunitario. No sólo se 
ciñe a un justo juicio. Sino a un trato igualitario conforme a las normas vigentes”. Idem, T. 
III, p. 798. 

680 La garantía de los jueces naturales no es privativa del derecho penal, sino a que 
se extiende a todas las materias: civil, comercial, laboral, etc. Cfr. BIDART CAMPOS, Manual 
de la Constitución reformada, Tomo II, p. 319. “Juez natural es, entonces, el tribunal crea-
do y dotado de jurisdicción y competencia por una ley dictada antes del hecho que es 
origen del proceso en el que ese tribunal va a conocer y decidir”.  

681 Algunos autores consideran que el principio de defensa en juicio es parte del 
orden público internacional, en su aspecto adjetivo o procesal, como resguardo de las 
garantías consagradas. Cfr. FEUILLADE, Milton C., “La ley que rige el proceso en los casos 
iusprivatistas multinacionales”, LL 2008-E, 965-978, en p. 972, y la reseña que allí hace 
de las distintas doctrinas. Respecto de EUA y la aplicación de la “due process clause”, de 
la sección 1 de la XIVa Enmienda, aunque principalmente referido al derecho aplicable 
pero sin mayores diferencias en cuanto a la denegación de justicia, cfr. HERZOG, Peter E., 
“Constitutional limits on choice of law”, Recueil des Cours, 1992-III, Vol. 234, pp. 239-
329, en pp. 259-272. Es la garantía que tiene el demandado a ser juzgado por un proceso 
en debida forma, e incluye las condiciones bajo las cuales un demandado puede ser juz-
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ción internacional de justicia, de acuerdo a lo resuelto en el relevante 

caso Emilia Cavura de Vlasov, de la CSJN682. El principio general es el 

respeto de la garantía constitucional, por cuanto, si de las circunstancias 

de tiempo, lugar y personas deviene privación de justicia, los tribunales 

pueden arrogarse jurisdicción, en virtud del forum necessitatis. Lo mis-

mo puede suceder si la jurisdicción del juez extranjero resulta imprevi-

sible, aunque no inexistente. De esta forma, en analogía de supuestos, se 

resuelve en el orden internacional como se haría respecto del orden in-

terno. No cabe duda que este principio tendrá preponderancia en la con-

formación del sistema protectorio; así, podrá ser invocado ante la falta 

de regulación, cuando en una operación celebrada por Internet exista 

extrema dificultad para plantear el litigio en el lugar donde se encuentra 

el servidor o el domicilio del comerciante683. 

Estos principios también tendrán aplicación en los supuestos en 

que la jurisdicción está indeterminada, ya que conviene dar certeza, en 

vistas a prevenir tanto la indefensión del demandado como del deman-

dante, o para que el demandante no recurra al forum shopping y cause 

indefensión al demandado684. También podrá actuar como un principio 

regulador de aspectos procesales, como por ejemplo, al considerar la le-

                       

gado por un tribunal distinto al de su domicilio. Es el antecedente de nuestra garantía de 
defensa en juicio. La due process clause se proyecta sobre los derechos de cualquier de-
mandado, independientemente de la nacionalidad, domicilio, materia, etc. Cfr. DE MIGUEL 

ASENSIO, “Pluralidad de jurisdicciones…”, p. 23. 
682 CSJN, “Cavura de Vlasov, Emilia c. Vlasov, Alejandro s/ divorcio y separación de 

bienes”, Fallos 246:87 y JA, 1960-III-216, 25/2/60. 
683 La extrema dificultad no debe confundirse con la inexistencia, así como el mero 

hecho de que la jurisdicción sea foránea no implica la apertura del foro de necesidad. De 
allí que se trate de un principio, y no una regla. “La jurisdicción extranjera puede servir 
de adecuada tutela jurisdiccional”. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. II, p. 559. 
En definitiva, entran en juego dos principios distintos y complementarios: uno de Dere-
cho Internacional, el correspondiente a la denegación internacional de justicia, el otro de 
derecho constitucional, la defensa en juicio. El problema que tienden a resolver no se re-
fiere a una contienda entre jueces, es decir quién está más capacitado para resolver el 
asunto, sino el eventual conflicto negativo de jurisdicción internacional. Idem, T. I, p. 209. 
En sentido semejante, FERNÁNDEZ ARROYO, “Aspectos esenciales de la competencia judicial 
internacional…”, p. 126. 

684 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 210. 
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gitimación, la representación y el apoderamiento, a fin de que el incum-

plimiento de requisitos formales no implique indefensión sustancial del 

consumidor685. En este sentido se podrán orientar, entre otras, las nor-

mas y decisiones judiciales que faciliten al consumidor el acceso a la ju-

risdicción, incluyendo la participación de las asociaciones de consumi-

dores en el proceso y otras acciones colectivas.  

Aunque no se refiere a un aspecto jurisdiccional sino de coopera-

ción judicial internacional de tercer grado, cabe mencionar que el prin-

cipio de la garantía del debido proceso puede ser conculcado cuando la 

parte contra la que se pretende ejecutar la decisión no ha sido debida-

mente citada o no se le ha garantizado el ejercicio de su derecho de de-

fensa686. Un claro ejemplo está dado en la aplicación que se hizo en los 

fallos Paris Video Home, por un lado, y V.M.C c. USB AG (ex Unión de 

Bancos Suizos)687. En el primero, se rechazó la queja y por tanto el re-

curso extraordinario al no tratarse de una sentencia definitiva; sin em-

bargo los votos en disidencia consideraron que, en virtud de esta garan-

tía, fue nula la notificación efectuada en Italia mediante exhorto judicial 

carente de los mínimos requisitos que permitieran participar útilmente 

en la defensa. Mientras que en el segundo, no estuvo afectado el derecho 

de defensa, teniendo en cuenta la representación de la demandada en 

                       

685 Cfr. Milton FEUILLADE, “Legitimación procesal, representación y poderes interna-
cionales”, LL 2007-F, 1398. Citando a BIDART CAMPOS, “Cada día más nos convencemos de 
que toda la doctrina y la praxis de la tutela judicial efectiva se desvanecen en su esfuerzo 
cuando procesalmente se estrangula la legitimación”. BIDART CAMPOS, Germán, “El acceso 
a la Justicia, el Proceso y la Legitimación”, en “La Legitimación”, Libro Homenaje a Lino 
Enrique Palacio, MORELLO, Augusto M, Coordinador, Ed Abeledo Perrot, Buenos Aires, 
1996, pp. 15-22, en p. 18. 

686 Cfr. DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET, Trámites judiciales internacionales, p. 
208. En este sentido, el art. 20 inc. d) del Protocolo de Las Leñas sobre Cooperación y 
Asistencia Jurisdiccional en Materia Civil, Comercial, Laboral y Administrativa: “Las sen-
tencias y los laudos arbitrales (...) tendrán eficacia extraterritorial en los Estados Partes 
si reúnen las siguientes condiciones: (...) d) Que la parte contra la que se pretende ejecu-
tar la decisión haya sido debidamente citada y se haya garantizado el ejercicio de su de-
recho de defensa; (...)”. 

687 El primero ya fue citado, y el segundo es CNCom Sala B, 2005/06/22, V.M.C. y 
M.W. c. UBS AG (Ex Unión de Bancos Suizos), publicado en LL 2005-D, 836 y ss. 
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Argentina, el poder otorgado a los letrados con anterioridad a la causa y 

la improcedencia de la nulidad procesal si no existió perjuicio. 

Otro aspecto relevante de la garantía de acceso a la jurisdicción 

puede estar dado por las costas del proceso. Si bien en el orden interno 

el consumidor puede acceder por lo general al beneficio de litigar sin 

gastos, no necesariamente esto será reconocido en el extranjero688. La 

jurisprudencia ha considerado que la desproporción entre las costas y el 

reclamo obtenido afecta un derecho fundamental. Las personas no de-

ben temer iniciar la defensa de sus derechos ante la posibilidad de ser 

condenadas en costas desproporcionadamente689.  

c) Principio de efectividad de las decisiones 

La constatación de la efectividad de la sentencia extranjera es un 

reaseguro del funcionamiento del sistema y de la completa aplicación 

del principio de la armonía internacional de las decisiones. Las normas 

de jurisdicción indirecta cumplen con el principio de efectividad, ya que 

se trata de asegurar el cumplimiento de una sentencia firme. Allí es 

donde, hablando de modo general, se cumplen los fines del Derecho In-

ternacional Privado690. El respeto al elemento extranjero se manifiesta 

plenamente cuando un sistema jurídico, a través de la razonada senten-

cia, es admitido en un tercer Estado: cuando se pone en marcha la fuerza 

pública, las discusiones están cerradas691. Para esto se requiere la plena 

eficacia de la cosa juzgada y la ejecutoriedad de esa sentencia de modo 

                       

688 El art. 12 de la CIDIP I sobre Exhortos o Cartas rogatorias, indica en su art. 12 
que “el beneficio de pobreza se regulará por las leyes del Estado requerido”. Por el con-
trario, en la CIDIP II sobre cumplimiento de Medidas cautelares, el art. 16 indica que “el 
beneficio de pobreza concedido en el Estado requierente será mantenido en el Estado 
requerido”. Por su parte, la CIDIP II sobre eficacia extraterritorial de las Sentencias y 
Laudos Arbitrales Extranjeros, prevé en su art. 5 que “el beneficio de pobreza reconocida 
en el Estado de origen de la sentencia será mantenido en el su presentación”. 

689 CNCom., Sala E, “Ogden Entertaiment services Inc. v. Eijo, Néstor y otro”, 
20/09/04. Citado por FEUILLADE, “La ley que rige el proceso...”, p. 267.  

690 GOLDSCHMIDT, “Jurisdicción internacional directa e indirecta”, p. 12. Cfr. 
WAUTELET, “What is international private law…”, p. 64. 

691 Cfr. BATIFFOL, Aspects philosophiques…, p. 300. 
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incondicional, cuando el conflicto ingresa en la denominada cooperación 

jurídica internacional de tercer grado692.  

En este sentido, las facultades del juez local de revisar el contenido 

de la sentencia al momento en que se solicita el exequátur, parecen 

atentar contra este principio. ¿No sería esto volver a comenzar la cues-

tión desde el inicio? ¿Significa esto un rechazo del sistema extranjero? Si 

el único resultado válido es la sentencia local, el destino final parece ser 

el aislacionismo. No habría inconveniente si el examen del juez local se 

refiere a los elementos extrínsecos de la sentencia, o bien a constancias 

de graves injusticias, como la imposibilidad de hacer valer sus medios 

de defensa693. Queda claro, de todos modos, que es distinto reservarse el 

control que revisar el contenido. 

En sentido inversoy como consecuencia necesaria de lo anterior, 

resulta razonable limitar la asunción de competencia del juez nacional 

de acuerdo a la probabilidad de reconocimiento y ejecución de la sen-

tencia propia en Estados foráneos694. ¿Tiene sentido intervenir en cues-

tiones donde no será reconocida la sentencia que se dicte? Esto tiene 

que ver con la necesidad de que existan contactos mínimos de la causa 

con el foro695. Siempre es de interés del Estado que no se despliegue ac-

tividad inútil, para no producir una sentencia abstracta y carente de 

efectividad696.  

La finalidad de la jurisdicción indirecta es asegurar la eficacia de 

una sentencia firme, que entendió y resolvió el caso, pero que puede re-

sultar claudicante si no puede ser ejecutada sobre el derrotado, ya sea 

                       

692 Cfr. DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET, Trámites judiciales internacionales, p. 264 
y ss. STRENGER, “Extraterritorialidade do direito processual”, p. 474. 

693 Cfr. BATIFFOL, Aspects philosophiques…, p. 303. 
694 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 

MERCOSUR, p. 237. 
695 Los tribunales tienen límites necesarios. “Si bien el Derecho termina siendo 

siempre en gran medida lo que los órganos jurisdiccionales dicen y hacen realidad como 
tal, dichos órganos sólo pueden decir y hacer realidad lo que les permite el sistema de 
fuerzas en que se desenvuelven. Es más: la jurisdicción es el resultado de un sistema”. 
CIURO CALDANI, Filosofía de la jurisdicción, p. 33. 

696 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 207. 
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personalmente o sobre sus bienes. El funcionamiento de las normas de 

jurisdicción indirecta es evitar una atribución indebida de justicia, para 

que nadie se arrogue la competencia en causas que no le corresponden, 

invadiendo la jurisdicción del juez requerido697. 

La posibilidad de ejecutar la sentencia, de que sea efectiva, atiende 

a los intereses del demandante, ya que le permite ejercitar sus derechos 

en un lugar donde se facilita la inmediatez de la solución. Este es el de-

nominado foro de patrimonio del demandado, que en muchos casos es 

también el de su domicilio. Son las denominadas localizaciones patri-

moniales, o con mayores posibilidades de hacer realidad los fines de la 

jurisdicción698. Por otra parte, la vigencia del principio de efectividad a 

través del forum domicilii, también atiende a los intereses del demanda-

do de un segundo modo, desde el punto de vista que allí tiene más posi-

bilidades de realizar una adecuada defensa; mientras que para el de-

mandante, en ese foro no le podrán oponer la indefensión699. Son las 

llamadas localizaciones personales. 

En la medida que la jurisdicción está ligada a criterios de justicia, 

relacionada con atribuciones materialmente orientadas, el criterio loca-

lizador está dado por la posibilidad de llegar a la mejor solución, antici-

pando el resultado. Sin embargo, opina CIURO CALDANI, “el último título 

                       

697 Cfr. DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET, Trámites judiciales internacionales, pp. 
78-79. 

698 Ya desde la Edad Media se considera que el el juez natural de la persona es el de 
su domicilio. Se trata de resguardar la residencia habitual como centro de vida de una 
persona. Cfr. PÉREZ VERA, Derecho Internacional Privado, p. 290. Habrá que estarse atento 
a la posible exorbitancia de este foro, dependiendo de qué parte de su patrimonio tenga 
allí el demandado. Si la propiedad es ínfima o irrelevante en su vinculación con el domi-
cilio u otros contactos del caso, puede no ser efectivo, e incluso abusivo al obligarlo a li-
tigar en un lugar sin relación con el caso. Sin duda es una buena opción si hay patrimonio 
en el país del juez. Incluso el juez puede negarse a abrir la jurisdicción por este motivo, si 
hay otro más conveniente. Esta observación deberá ser tenida en cuenta cuando los pro-
veedores son Pymes, y el litigio extraterritorial resulta muy gravoso considerando la es-
cala del comercio. 

699 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 207. CIURO CALDANI, por su 
parte, indica que este foro permite la mejor posibilidad de ‘decir’, en cuanto se facilita el 
acceso a las personas vinculadas al caso. Filosofía de la jurisdicción, p. 53.  
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para el otorgamiento de la jurisdicción ha de ser el de la posibilidad de 

resolver los casos con justicia”700. 

Los medios que se utilizan para evitar estas limitaciones de la juris-

dicción son el auxilio judicial, la recepción y tramitación de documentos 

extranjeros, el reconocimiento y la ejecución de sentencias y laudos ex-

tranjeros. Y, con la finalidad de evitar jurisdicciones inefectivas, debido 

a decisiones contradictorias, reiterativas o inexistentes, se recurre a la 

oposición de la litispendencia, al respeto a la cosa juzgada y a la no de-

negación de justicia701. Estos últimos son elementos vinculados a las ca-

racterísticas negativas del antecedente, que en caso de existir impiden 

su realización. Actúan como “negaciones de la jurisdicción por la juris-

dicción”. En un caso por existir un foro actualmente preferido (litispen-

dencia), en otros por existir una jurisdicción anterior que tiene preemi-

nencia (cosa juzgada), o porque se quiere evitar hacia el futuro el fraude 

jurisdiccional (forum shopping)702. 

Un modo de fortalecer el principio de efectividad es a través de la 

aplicación de la teoría del paralelismo como criterio atributivo de juris-

dicción. Si el juez que entendió en la causa aplicó su propio derecho, la 

sentencia será —a primera vista— conforme a derecho, y, desde el pun-

to de vista del contenido, no podrá alegarse violación del orden público 

internacional. Sí renacería el problema si la sentencia requiriera ser eje-

cutada en un Estado que sostuviera otros principios fundamentales de 

su ordenamiento703. 

                       

700 Idem, pp. 53-54. 
701 Ibidem. 
702 Idem, p. 59. SOTO, Alfredo, Temas estructurales del Derecho Internacional Priva-

do, Editorial Estudio, Buenos Aires, 2009, pp. 66 y 67. 
703 NAJURIETA nos provee de un valioso ejemplo. En las causas referidas a daños por 

productos defectuosos, en la UE y en distintos Estados no son admitidos los daños cuyo 
monto excedan lo estrictamente resarcitorio. En esos sistemas este principio integra el 
orden público internacional. De aquí que una sentencia extranjera que imponga daños 
punitivos, muy probablemente no será reconocida en el Estado de ejecución, violentando 
así el principio de efectividad de las decisiones: en este caso, el resarcimiento efectivo a 
favor del consumidor. Como caso concreto, cita el art. 40 párr. 3 de la reforma de 1999 al 
sistema alemán de Derecho Internacional Privado. Cfr. NAJURIETA, María Susana, “Una ca-
tegoría autónoma del derecho internacional privado: responsabilidad frente al consumi-
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Las normas de jurisdicción internacional referidas a consumidores, 

para ser más efectivas, deberían estar contenidas en tratados interna-

cionales que unifiquen las reglas de atribución704. Esto facilitará que una 

jurisdicción no sea claudicante, si se abocó al caso en cumplimiento de 

sus compromisos internacionales. Por el contrario, incurriría en respon-

sabilidad internacional el Estado requerido que no hiciera efectiva una 

sentencia emanada de un tribunal requirente, declarado competente 

por normas convencionales que obligan a ambos705. 

d) Principio de independencia jurisdiccional 

Un principio derivado del derecho de gentes es aquel por el cual un 

Estado se autolimita en su atribución de jurisdicción a los casos ocurri-

dos en su territorio, no interviniendo en las causas ajenas a su soberanía 

(cfr. supra III. B. 2, p. 220)706. De esta manera, un juez puede tener juris-

dicción exclusiva y excluyente en causas propias; a su vez, será incom-

petente en causas ajenas. Luego, habrá que determinar cuáles son cau-

sas propias y cuáles ajenas, para evitar la denegación internacional de 

justicia nacionalizando abusivamente los casos707. En este sentido, am-

                       

dor perjudicado por defecto del producto”, en Protección de los consumidores en América, 
FERNÁNDEZ ARROYO, Diego y MORENO RODRÍGUEZ, José Antonio (Coord.), La Ley, Asunción, 
2007, pp. 259-272, en p. 260. En el mismo sentido, DOLINGER, “Evolution of principles…”, 
p. 294. Igualmente Jayme, tomando un ejemplo del derecho del Japón, incluso conside-
rando el daño punitivo como contrario a un derecho fundamental. Cfr. JAYME, “Identité 
culturelle et intégration…”, p. 53. 

704 Cfr. DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET, Trámites judiciales internacionales, p. 80. 
705 Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, Art. 26. “Pacta sunt ser-

vanda. Todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena 
fe”. “Art. 27. El derecho interno y la observancia de los tratados. Una parte no podrá in-
vocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de 
un tratado”.  

706 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, pp. 139-141 y 237.  

707 La invariabilidad del principio es ejemplificada por MANN mediante la hipotética 
norma sancionada por Gran Bretaña por la cual todas las personas están obligadas a 
vender whisky a un precio mínimo. Esto se aplicará sin duda a todos los que estén de-
ntro de Gran Bretaña, pero la cuestión será determinar quién está dentro de su territo-
rio, quienes son “todas las personas” y si se aplica a todas las personas del mundo o cier-
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plias concepciones de orden público pueden sin duda extender el campo 

de acción de los tribunales nacionales, pretendiendo arrogarse jurisdic-

ción en mérito de supuestos intereses estatales superiores. 

La determinación de estas causas será unilateral, ya que cada país 

establecerá cuándo son competentes sus propios tribunales y cuándo 

no, sin que luego se establezca de modo expreso si la jurisdicción co-

rresponde a este o aquel Estado extranjero708. Así, por ejemplo, en au-

sencia de tratado internacional, si el juez argentino se declara incompe-

tente para entender en un caso en el que un consumidor compra en 

Uruguay un producto fabricado en Brasil, que a su vez le causa un daño 

en Paraguay, no dirá luego si son competentes los jueces paraguayos, 

brasileños o uruguayos, porque esto sólo puede ser determinado por la 

legislación de cada uno de esos países. 

De aquí se deriva otra cuestión, y es que para determinar el signifi-

cado que, siguiendo el ejemplo, el juez argentino deberá dar a ‘daños 

personales’, ‘contrato de consumo’ o ‘garantía por defectos’, será de 

acuerdo a su propia legislación atributiva de competencia. Se deberá, 

entonces, calificar la acción como de incumplimiento contractual, vicios 

redhibitorios o daños. Del mismo modo deberán interpretarse los con-

ceptos localizadores: lugar de cumplimiento (entrega de la cosa), de fa-

bricación o de acaecimiento del hecho ilícito. Es decir que salvo la exis-

tencia de una calificación autárquica, se seguirán las de la lex fori. 

Por el contrario, si las normas atributivas de jurisdicción forman 

parte de un Tratado internacional, el carácter de esas normas deja de 

ser unilateral para ser multilateral709. Esta delimitación en el espacio de 

                       

tas personas en el mundo fuera de Gran Bretaña. Si un comerciante francés está de viaje 
por Gran Bretaña, y su empleado de París vende whisky a un precio inferior al mínimo 
establecido, esto no puede ser una violación de la ley inglesa: claramente es un caso aje-
no al gobierno británico. Cfr. MANN, “The Doctrine of International Jurisdiction…”, p. 22. 
“The formulation ‘subject to the jurisdiction’ and ‘actually within’ the State demand a re-
strictive interpretation so as to exclude the temporary visitor´s activity abroad”. 

708 Cfr. PÉREZ VERA, Derecho Internacional Privado, p. 277. 
709 No toda norma de jurisdicción interna es unilateral, porque podrían ser multila-

terales si, por ejemplo, indicaran que es competente el juez del lugar de acaecimiento del 
hecho dañoso. No es lo mismo decir que es competente el juez argentino (unilaterali-
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la función jurisdiccional propia se organiza distributivamente entre las 

distintas competencias soberanas, con la ventaja de evitar los foros 

exorbitantes. Estamos aquí ante una técnica legislativa semejante a la 

utilizada por las normas de conflicto multilaterales710. 

De aquí que mientras la jurisdicción estatal unilateral tiende a 

comprender todos los litigios derivados de relaciones jurídicas interna-

cionales, las normas multilaterales convencionales sólo se refieren a 

grupos de litigios en razón de la materia regulada; será mandatoria 

cuando esas relaciones se vinculan con esos sistemas jurídicos, no sien-

do —en principio— extensible a situaciones que involucran a terceros 

países. Las normas unilaterales de un país serán, por consiguiente, de 

orden general, y las multilaterales, lex specialis711. En razón de la jerar-

quía superior de los Tratados, estas normas internacionales tendrán 

primacía por sobre la jurisdicción unilateral interna. 

Respecto de la interpretación de los términos y criterios localizado-

res de las normas de jurisdicción multilaterales originadas en tratados 

internacionales, el juez no puede aplicar su propio criterio, sino que de-

berá buscar un criterio autónomo, para evitar resultados divergentes en 

su aplicación712. Esto implica ubicarse en el contexto del convenio inter-

nacional que se trate, y de acuerdo a su objeto y finalidad, como indica el 

                       

dad), a decir que es competente el juez del domicilio (multilateralidad). Estas últimas 
atribuyen jurisdicción en abstracto, remiten pero no reservan. Cuando la norma de ju-
risdicción presenta un punto de contacto, es multilateral. Cfr. SOTO, Temas estruc-
turales…, p. 59 y ss. 

710 Cfr. MANN, “The Doctrine of International Jurisdiction…”, p. 31. PÉREZ VERA, Dere-
cho Internacional Privado, p. 278. Por ejemplo, el art. 16 del Reglamento 44/2001 de la 
UE. “[...] 1. La acción entablada por un consumidor contra la otra parte contratante podrá 
interponerse ante los tribunales del Estado miembro en que estuviere domiciliada dicha 
parte o ante el tribunal del lugar en que estuviere domiciliado el consumidor. 2. La ac-
ción entablada contra el consumidor por la otra parte contratante sólo podrá interpo-
nerse ante los tribunales del Estado miembro en que estuviere domiciliado el consumi-
dor [...]”. 

711 Cfr. PÉREZ VERA, Derecho Internacional Privado, p. 278. 
712 Idem, p. 279. Los criterios interpretativos de esos Tratados pueden ser las dis-

cusiones preparatorias o la determinación de los principios generales del derecho co-
munes a los ordenamientos jurídicos de los Estados Parte. 



274 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

Art. 31 del Convenio de Viena sobre Derecho de los Tratados713. De aquí 

la impropiedad que significa querer aplicar sin más normas internas de 

jurisdicción que no contemplan la internacionalidad del caso.  

El respeto de las otras jurisdicciones estatales dará lugar a la consi-

deración de los puntos de contacto en un nivel de mayor o menor rela-

ción, de diferente grado. Así, la nacionalidad, en Derecho Internacional 

Privado, es una conexión relativamente débil, incluso tratándose de de-

mandados con distinto nivel relativo de negociación, como los consumi-

dores o trabajadores. El domicilio presentará, por lo general mayores 

facilidades para relacionar el caso con el foro, en cuanto facilita el ejerci-

cio de la soberanía estatal, manifestada en la jurisdicción714. Pero si el 

domicilio del proveedor está fuera del alcance de los poderes estatales, 

o los efectos se producen en otros territorios, los jueces locales tienen 

poco sustento para ejercer sus potestades. En definitiva, a falta de juris-

dicción exclusiva establecida de modo expreso o tácito, la competencia 

tenderá a fijarse por la naturaleza de la acción715. 

                       

713 Convenio de Viena sobre Derecho de los Tratados, Art. 31. “Regla general de in-
terpretación. I. Un tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido corrien-
te que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de estos y teniendo en 
cuenta su objeto y fin. 2. Para los efectos de la interpretación de un tratado, el contexto 
comprenderá, además del texto, incluidos su preámbulo y anexos: a) todo acuerdo que 
se refiera al tratado y haya sido concertado entre todas las partes con motivo de la cele-
bración del tratado: b) todo instrumento formulado por una o más partes con motivo de 
la celebración del tratado y aceptado por las demás como instrumento referente al tra-
tado; 3. Juntamente con el contexto, habrá de tenerse en cuenta: a) todo acuerdo ulterior 
entre las partes acerca de la interpretación del tratado o de la aplicación de sus disposi-
ciones: b) toda práctica ulteriormente seguida en la aplicación del tratado por la cual 
conste el acuerdo de las partes acerca de la interpretación del tratado: c) toda forma per-
tinente de derecho internacional aplicable en las relaciones entre las partes. 4. Se dará a 
un término un sentido especial si consta que tal fue la intención de las partes”. Art. 32. 
“Medios de interpretación complementarios. Se podrán acudir a medios de interpreta-
ción complementarios, en particular a los trabajos preparatorios del tratado y a las cir-
cunstancias de su celebración, para confirmar el sentido resultante de la aplicación del 
artículo 31, o para determinar el sentido cuando la interpretación dada de conformidad 
con el artículo 31: a) deje ambiguo u oscuro el sentido; o b) conduzca a un resultado ma-
nifiestamente absurdo o irrazonable”. 

714 Cfr. MANN, “The Doctrine of International Jurisdiction…”, p. 25-26. Art. 1 de la 
CIDIP II sobre Eficacia Extraterritorial de Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros. 

715 Cfr. STRENGER, “Extraterritorialidade do direito processual”, p. 476. 
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En este sentido, un punto de contacto mínimo con la soberanía esta-

tal puede habilitar la jurisdicción concurrente, lo que tiene relación di-

recta con los efectos extraterritoriales de la potestad legislativa716. La 

pregunta que habrá que hacerse, a los fines de la aplicación del principio 

de independencia jurisdiccional, es si existe la suficiente conexión entre 

los hechos o el caso con un determinado sistema jurídico llamado a re-

girlos, y, por otra parte, un particular legislador capacitado para regular-

lo717. Uno es el problema del Derecho Internacional Privado y el otro del 

Derecho Internacional. No deberían ser tenidos en cuenta los meros in-

tereses comerciales, políticos, económicos o sociales, sino las conexio-

nes sustanciales y directas relacionadas con la armonía internacional de 

soluciones718.  

¿Esto significa que las consideraciones de política estatal protectiva 

de los consumidores, cambiantes de país a país, no podrán ser impues-

tas en defensa de sus ciudadanos? Se trata de que el ejercicio de esa ju-

risdicción sea razonable719. Estos últimos comentarios me llevan a vol-

ver sobre la jurisdicción exclusiva, es decir, aquellas situaciones en que 

un Estado no reconoce otras competencias que la suya. Este fenómeno 

de excepción no reconoce el criterio de distribución de competencias, 

sino una única atribución, por lo general valorativamente orientada720. 

                       

716 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 204. 
717 Cfr. STRENGER, “Extraterritorialidade do direito processual”, p. 477. 
718 Cfr. MANN, “The Doctrine of International Jurisdiction…”, p. 28-31. 
719 “The relationship between public and private International law cannot, therefore, 

be determined by theoretical or verbal disputations or formulations. The problem can be 
solved only by recognition the pervading influence of public international law, the continu-
ity and steadiness of its development and the slow emergence of rules which define and 
limit the jurisdiction of competing States not necessarily in a uniform manner, but with a 
sufficient degree of reliance upon relevant and reasonable contact”. MANN, “The Doctrine 
of International Jurisdiction…”, p. 32. 

720 La importancia de la valoración en la consideración de la jurisdicción exclusiva 
del Estado requerido puede apreciarse claramente al evaluar la pertinencia de una me-
dida cautelar. El criterio no es similar al tenido en cuenta para ejecutar una sentencia de-
finitiva. Los valores en juego difieren y por lo tanto la “jurisdicción del propio Estado” 
sólo será controlada luego, cuando la sentencia definitiva sobre el fondo pretenda ser 
ejecutoriada. En la solicitud de la cautelar es menos relevante la jurisdicción exclusiva 
del Estado requerido. Cfr. UZAL, María Elsa, “Los particulares y el acceso a la jurisdicción 
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Por su propia naturaleza, que no tiene en cuenta el elemento extranjero, 

este foro está relacionado íntimamente con el derecho aplicable, ya que 

para que la jurisdicción exclusiva pueda lograr el resultado esperado, 

requiere la identidad entre forum y ius721. En el caso del consumidor 

transfronterizo, podría existir un interés estatal en intervenir sobre la 

relación privada lo suficientemente relevante como para excluir a todo 

otro tribunal en el discernimiento de ciertas cuestiones. En este sentido, 

la noción de orden público interno puede ser tenida en cuenta, incluso a 

través de la existencia de una organización administrativa que determi-

ne la existencia o la validez de los derechos de los particulares722. 

Por su excepcionalidad, la jurisdicción exclusiva deberá estar de-

terminada expresamente, salvo que esta pueda derivarse directamente 

del orden público interno, o de la organización social, política y econó-

mica del Estado, o de la existencia de normas de policía723. También 

                       

en el marco del Mercosur (Protocolos de Las Leñas, Ouro Preto y Buenos Aires)”, RDCO, 
1995-B- 347-362, en 353. 

721 La determinación de la jurisdicción exige una conexión razonable entre la mete-
ria en cuestión y el tribunal, pero para ser ‘exclusiva’, requiere una condición adicional, 
con suficiente peso para justificar esa jerarquización, que será la implicancia de la sobe-
ranía estatal en relación a la materia que se reserva. Ya no estamos en el ámbito de la 
proximidad sino en el punto focal de la soberanía. Cfr. HERBERT, Ronald, “El concepto de 
jurisdicción exclusiva en el art. 539.1.4 del Código General de Proceso”, en Liber Amico-
rum en homenaje al Profesor Didier Opertti Badán, Fundación de Cultura Universitaria, 
Montevideo, 2005, pp. 239-287, p. 241. 

722 El hecho de que una jurisdicción resulte exclusiva no se origina en ninguna con-
sideración de las otras posibles jurisdicciones exclusivas de otros Estados. Tampoco un 
tribunal local dejará de entender en una causa porque exista jurisdicción exclusiva de 
otro Estado. Idem, p. 242. 

723 “No hay una relación de dependencia entre el orden público y la jurisdicción ex-
clusiva”. El orden público internacional actúa como excepción al derecho extranjero 
aplicable, y no frente a los criterios distributivos de jurisdicción. Distinto es el caso de las 
normas de aplicación inmediata o de policía, ya que tanto estas como la jurisdicción ex-
clusiva se apoyan en similares consideraciones de políticas estatales, que excluyen o 
bien la potestad jurisdiccional extranjera o bien las normas sustantivas foráneas. La di-
ferencia fundamental es que la jurisdicción exclusiva se aplica a materias y las normas 
de policía regulan un sector de la realidad, sin atender a qué materia se refieran. Si bien 
las relaciones pueden ser importantes, ni los alcances ni los ámbitos se identifican. Idem, 
p. 260. Mientras que un tribunal, al no revisar el fondo del asunto, puede de todas mane-
ras ejecutar una decisión que no tuviera en cuenta nuestras normas de policía—salvo 
que fuera contraria al orden público internacional (CPCyCN art. 517 inc. 4) —, nunca po-
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puede darse el caso de Tratados multilaterales, donde los países, en 

ejercicio de su soberanía, determinen cuál es el límite de esa potestad, y 

por tanto reconozcan la competencia excluyente de otros tribunales, a la 

vez que reclaman el reconocimiento de la propia como exclusiva. 

En nuestro caso, si algún aspecto del sistema protectorio del con-

sumidor transfronterizo fuera considerado por un Estado como atinente 

a una jurisdicción exclusiva, las cuestiones de competencia deberán ser 

dirimidas atendiendo a esta situación, sin olvidar que serán relativa-

mente pocas y excepcionales, de acuerdo a la doctrina internacionalista 

de la tolerancia y el respeto por el derecho extranjero y la admisión del 

ejercicio jurisdiccional por parte de los tribunales de otros Estados724. 

La excepcionalidad y los presuntos intereses públicos involucrados, im-

plica también que ante estas jurisdicciones no será admisible la litis-

pendencia, la prórroga de jurisdicción y menos aún la excepción del fo-

rum non conveniens.  

Toda vez que un foro exclusivo y excluyente sea puesto en tela de 

juicio, la cuestión la resolverá el tribunal que detente esta condición y de 

acuerdo a su propio derecho. También se deberá tener en cuenta que el 

foro exclusivo no debe convertirse en un fuero de atracción725. 

En definitiva, el principio de tolerancia tiene como límite el no per-

mitir que la jurisdicción extranjera invada la propia. Si la jurisdicción es 

prorrogable a favor de jueces extranjeros, la independencia está salva-

guardada. Del mismo modo ocurre cuando la ley establece una jurisdic-

ción concurrente, aunque no se trate de la misma jurisdicción estatal a 

favor de la cual se concedió esa concurrencia, ya que si se permite la in-

tervención de jueces de un Estado extranjero, lo mismo se puede permi-

tir de otros. Tampoco se afecta el principio de independencia cuando la 

legislación establece una jurisdicción exclusiva, pero fundada en el or-

                       

dría reconocer la sentencia dictada en infracción a la jurisdicción exclusiva de los tribu-
nales locales (CPCyCN art. 517 inc. 1). 

724 Idem, p. 240. 
725 Idem, p. 249. 
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den público interno y no en el internacional726. De esta manera, por 

ejemplo, si los tribunales nacionales del domicilio del consumidor serán 

los únicos competentes en la esfera interna, eso no significa que en ca-

sos multinacionales se deba seguir esa regla. 

e) Principio de interdependencia jurisdiccional 

Los Estados, cuando conceden efectos extraterritoriales a las sen-

tencias extranjeras, admitiendo que jueces foráneos puedan actuar iure 

imperii en causas también vinculadas al Estado que reconoce aquellas 

sentencias, están otorgando validez y ejecutoriedad a esas decisiones727. 

De esa manera, reconocen la coexistencia de soberanías y su necesaria 

coordinación a los fines de lograr la vigencia del valor justicia728. Esta 

aceptación de las decisiones extranjeras no las puede admitir el juez lo-

cal por sí mismo, ni las oficinas administrativas ejecutar decisiones fo-

ráneas. La autorización —considerada como resignación de soberanía 

aunque sólo se trate de cooperación internacional—, debe ser prevista 

legislativamente o a través de la aplicación de un tratado internacio-

nal729. El asunto puede verse de dos formas, complementarias. Un Esta-

                       

726 Cfr. GOLDSCHMIDT, “Los tres supuestos de la jurisdicción internacional directa e 
indirecta”, p. 963. 

727 En Estados Unidos el problema se plantea de modo interestadual y es resuelto 
en la Constitución a través de la denominada “Full faith and Credit Clause”. Se requiere 
preservar la coherencia en la estructura federal del país, de tal manera que los actos ju-
rídicos de un estado sean válidos en los demás. El art. IV Section I reza: “Full Faith and 
Credit shall be given in each State to the public Acts, Records, and judicial Proceedings of 
every other State. And the Congress may by general Laws prescribe the Manner in which 
such Acts, Records and Proceedings shall be proved, and the Effect thereof.” Para ver el im-
pacto que esto tiene en el régimen de Derecho Internacional Privado, cfr. HERZOG, “Cons-
titutional limits on choice of law”, p. 273 y ss. La actuación conjunta de la due process 
clause y la full faith and credit clause, lleva a que la primera limita a los Estados para que 
no asuman jurisdicción indebidamente, de modo exorbitante; la segunda, a abrir la ju-
risdicción sin discriminación. Puede ser tan grave no asumir jurisdicción como asumirla 
en exceso. Idem., p. 281. 

728 STRENGER finca este principio en la reciprocidad entre los Estados. Cfr. STRENGER, 
“Extraterritorialidade do direito processual”, p. 473. 

729 Cfr. MANN, “The Doctrine of International Jurisdiction…”, p. 42. 
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do pretende que sus decisiones sean admitidas o ejecutadas en el ex-

tranjero, y a su vez acepta las decisiones de otros Estados soberanos. Es-

ta es la llamada jurisdicción ‘indirecta’ o enforcement jurisdiction.  

Un primer punto a considerar es la capacidad que tiene un Estado 

de ejercer jurisdicción extraterritorial en temas en los que no puede le-

gislar730. Así, Argentina no puede establecer por su propia legislación 

que un proveedor español en España se haga cargo de los gastos de 

transporte en caso de que deba reparar un bien de consumo durable, 

vendido en España y trasladado por el consumidor a nuestro país, aun-

que sí lo puede hacer respecto de los proveedores argentinos (Art. 11 

LDC). Por tanto, mal podría ejercer jurisdicción y luego solicitar el cum-

plimiento de la sentencia en España, condenando al proveedor allí do-

miciliado y por hechos allí ocurridos. 

En segundo lugar, el hecho de que un país pueda regular ciertos as-

pectos, no implica necesariamente que pueda ejercer jurisdicción relati-

va al cumplimiento de sus disposiciones731. Para esto debería darse el 

caso que el país donde se pretenda hacer valer la potestad condenatoria 

haya determinado que esa parte de la realidad pudiera estar sometida al 

derecho de quien simultáneamente ha juzgado el caso, o de un tercer Es-

tado con similar potestad legislativa. Así, si un país puede determinar 

que un fabricante extranjero es responsable frente a los consumidores 

locales por los defectos de fabricación (Art. 40 LDC), esto no significa 

que la sentencia condenatoria, por sí misma, deba ser admitida por el 

tribunal del domicilio del fabricante.  

En tercer lugar, el hecho de que un Estado pueda ejecutar sus deci-

siones en su propio territorio, no significa que necesariamente tenga 

capacidad para legislar en esos asuntos, y por tanto esa jurisdicción po-

drá no ser admitida por terceros Estados. Por ejemplo, Argentina puede 

                       

730 Idem, p. 34. Esto es especialmente así en lo que se refiere a materias como im-
puestos, derecho penal, defensa de la competencia, cuestiones aduaneras, medidas sani-
tarias, etc. En definitiva, lo que se denomina “orden social”, o políticas públicas relevan-
tes. Ídem, p. 44. 

731 Idem, p. 34-35. En posición contraria, en cuanto la potestad legislativa tiene la 
misma medida que la jurisdiccional, este autor cita al Prof. BROWNLIE, Principles…, p. 309. 
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aplicar multas a los proveedores de servicios de Internet por no colocar 

el domicilio real en sus sitios, al ser insuficiente la dirección postal o el 

URL (Art. 33 LDC); esto no implica que luego pueda hacer efectivas las 

sanciones administrativas sobre los proveedores de servicios domicilia-

dos en el extranjero. 

De nuevo debe prestarse atención a la distinción entre la denomi-

nada competencia exclusiva y la concurrente. En ciertos supuestos un 

Estado considera que ciertos casos o grupos de casos estarán sometidos 

sólo a sus tribunales. Adicionalmente, podrá disponer que también en-

tenderán los tribunales extranjeros, lo que puede deberse tanto a la ma-

teria como a la estrecha relación del litigio con el propio ordenamiento. 

De modo derivado pero concomitante, dados los supuestos de la juris-

dicción exclusiva, un Estado no reconocerá las sentencias dictadas por 

los tribunales extranjeros que actuaron en base a un criterio distinto o si 

las partes se sometieron voluntariamente a otro tribunal732. 

Es inevitable que exista cierto “desorden” de las competencias, por 

cuanto los casos son más extensos que el ámbito jurisdiccional, lo que se 

soluciona mediante la cooperación procesal. Además, pero de modo 

fundamental, ese desorden, para no caer en arbitrariedad, requiere el 

reconocimiento de unos tribunales hacia otros, para que puedan reali-

zarse en definitiva los repartos previstos. Desde este punto de vista, en 

el plano internacional, toda jurisdicción que se ejerce en otro orden de 

repartos es dependiente de él733. 

Como vimos al tratar el principio de efectividad de las decisiones, la 

jurisdicción requiere en muchos casos la cooperación internacional, a 

fin de no ser claudicante, es decir, inefectiva734. En este sentido, resulta 

adecuada la Propuesta de Uruguay para la CIDIP VII, al ligar los criterios 

de atribución con la cooperación judicial internacional de tercer grado: 

“Art. 12. Jurisdicción internacional indirecta. El requisito de la juris-
dicción internacional para la eficacia extraterritorial de las sentencias se 

                       

732 Cfr. PÉREZ VERA, Derecho Internacional Privado, p. 282. 
733 Cfr. CIURO CALDANI, Filosofía de la jurisdicción., pp. 36 y 40. 
734 Idem, p. 64. 
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considerará satisfecho, si la sentencia o decisión emana de un tribunal 
con jurisdicción internacional conforme a las reglas consagradas por esta 
Convención”. 

Como consecuencia de la interdependencia jurisdiccional, también 

se deberá atender a la existencia de litispendencia, cuando un tribunal 

extranjero competente ya está entendiendo en la causa. En el mismo 

sentido, será relevante considerar que puede existir un tribunal donde 

es más fácil hacer justicia, o que tiene mayor proximidad con el caso: es-

tamos ahí ante la posibilidad de la declaración del forum non conveniens. 

f)  Lex fori regit processum  

De acuerdo al principio lex fori regit processum, los aspectos proce-

dimentales del litigio son regulados por el derecho del Estado a que per-

tenecen los tribunales ante los cuales se tramita el proceso735. Este es un 

principio internacional generalmente admitido por las naciones civili-

zadas, ya que se deriva de la soberanía estatal; su fuente puede encon-

trarse en la costumbre internacional736. En su más básica expresión, el 

acto procesal extranjero se regirá por la ley foránea, y el argentino por 

la ley local. Esto significa que la legalidad del acto se establecerá de 

acuerdo a una ley distinta a la del tribunal que entiende en la causa; 

concomitantemente, la eficacia del acto procesal realizado en el extran-

jero se regirá por la ley del foro en que se desarrolla el proceso737. 

Las formas procesales son sustituibles, en gran medida porque se 

trata de concreciones de los principios del debido proceso, y es la forma 

                       

735 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 429. 
736 Cfr. STRENGER, “Extraterritorialidade do direito processual”, pp. 471 y 480, don-

de distingue la generalidad del principio de las excepciones derivadas de cuestiones sus-
tanciales que surgen en su aplicación. FEUILLADE, “La ley que rige el proceso...”, p. 965. Cfr. 
art. 1 del Tratado de Derecho Procesal Internacional de Montevideo de 1940: “Los jui-
cios y sus incidencias, cualquiera sea la naturaleza, se tramitarán con arreglo a la ley de 
procedimiento del Estado en donde se promuevan”. En sentido similar el Tratado de De-
recho Procesal Internacional de Montevideo de 1889.  

737 Cfr. FEUILLADE, Milton C., “La prueba en el proceso con elementos extranjeros”, 
LL 2009-A, 1197-1214, en 1197. 
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en que un Estado ha organizado su obligación de hacer justicia. Pero en 

el plano internacional pueden generarse conflictos, por ejemplo, entre 

las leyes del juez exhortante y del requerido: qué trámites son regidos 

por una y otra738. La pertinencia de este principio en relación a nuestro 

tema es evidente. Cuando se trata de proteger a la parte débil, las nor-

mas procesales son muy relevantes, tanto como la determinación del 

juez competente, incluso pudiendo ser decisivas a la hora de efectuar 

esa elección. Un foro, aún cuando su atribución sea indudable, puede re-

sultar gravoso en cuanto a las condiciones de ejercicio de los derechos. 

Los aspectos referidos a la admisión o sustanciación de pruebas, el plazo 

para interponer un recurso, la representación y sus modos válidos, si 

existe una vía administrativa previa, o que se permita diligenciar la 

prueba inaudita parte, etc., pueden ser claves del éxito o fracaso de la 

pretensión739.  

                       

738 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 189. Allí trae a colación el 
art. 13 del Tratado de Derecho Procesal Internacional de Montevideo de 1940, por el 
cual los exhortos se diligencian de acuerdo a las leyes del Estado donde se pide la ejecu-
ción, pero en el caso de embargos, la procedencia de la medida se rige por las leyes y jue-
ces del lugar del proceso donde se decretó la medida. Cfr. también el art. 3 de la Conven-
ción Interamericana sobre Cumplimiento de Medidas Cautelares, CIDIP II, Montevideo, 
1979. En igual sentido el Protocolo de Ouro Preto sobre Medidas Cautelares, que en su 
art. 4 establece que le incumbe al tribunal requerido adoptar las procedencias necesa-
rias para la efectivización de una medida cautelar, conforme a la ley del lugar donde es-
tán situados los bienes o residan las personas objeto de la medida. Esto, aún cuando la 
admisibilidad de la medida cautelar se rige por las leyes del Estado requirente y debe ser 
resuelta por los jueces o tribunales de ese país (art. 5). 

739
 Cfr. FEUILLADE, “La prueba en el proceso con elementos extranjeros”, p. 1199. El 

autor hace referencia a la ligazón entre las garantías procesales de las partes con el prin-
cipio del debido proceso y la garantía de defensa en juicio. Así, por ejemplo, atendiendo 
al principio de preclusión de la prueba, puede darse el caso de un acto procesal que tiene 
un plazo de realización; el hecho de que debe ejecutarse en el extranjero no modifica ese 
plazo, con las dificultades que esto conlleva, salvo que la ley procesal diga lo contrario. 
Vencido el plazo sin que se realice la prueba, precluye la posibilidad de realizarlo efi-
cazmente, sin que se suspenda el proceso. Tratándose de conflictos con consumidores, 
muchos de baja cuantía, esto es un elemento claramente distorsionante, pudiendo per-
judicar al consumidor, pero también al proveedor que, en caso de tener que probar los 
hechos o actos jurídicos liberatorios, y siendo un juicio que no tramita en su domicilio, 
estará acuciado por esos términos. 
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La primera determinación de la lex fori es si considera el caso como 

relativo a una cuestión internacional, reconociendo el elemento extran-

jero y, por tanto, si el procedimiento estará o no afectado por el carácter 

internacional del litigio, pudiendo, incluso, rechazarse la demanda por 

estos motivos740.  

También son relevantes las presunciones a considerar: las iuris et 

de iure se rigen por el mismo derecho que rige la relación jurídica, es 

decir el derecho aplicable a la cuestión principal, pero las iuris tantum, 

por la lex fori, por cuanto constituyen elementos personales del juez so-

bre los cuales se apoya su convicción741. Así, cabe preguntarse si el prin-

cipio in dubio pro consumptore también se aplica a la prueba de los 

hechos, ante la duda de que hayan sido o no demostrados. Creo que se 

debe responder en el sentido de que el juez del foro aplicará este último 

principio de acuerdo a la extensión que se le atribuye en su sistema ju-

rídico, y podrá descartar o aceptar determinadas probanzas.  

Entiendo que el favor debilis es un principio esencialmente sustan-

cial, que trata de equilibrar la relación jurídica, pero que igualmente tie-

ne injerencia en aspectos jurisdiccionales y procesales. En este último 

punto, por ejemplo, cuando esté en juego la calificación de una cuestión 

como procesal o sustancial, y el resultado de una u otra elección tuviera 

consecuencias sobre las pretensiones del consumidor, el juez resolverá 

de acuerdo a la lex fori742. En el caso de que la prueba del contrato sea 

considerada un aspecto material, y por tanto aplicable la lex causae, y a 

consecuencia de esto el consumidor no pudiera cumplir con los recau-

dos de la ley del contrato, el magistrado podría calificar la cuestión co-

mo procesal, y habilitar la sustanciación de la prueba. Por ejemplo, una 

cláusula contractual puede establecer la inversión de la carga de la 

prueba en perjuicio del consumidor, y ser válida de acuerdo a la lex con-

                       

740 Cfr. STRENGER, “Extraterritorialidade do direito processual”, pp. 482 y 483. 
741 Cfr. FEUILLADE, “La prueba en el proceso con elementos extranjeros”, p. 1201. 
742 Cfr. STRENGER, “Extraterritorialidade do direito processual”, p. 481: “Em certos 

casos, pode-se inquirir se uma regra particular da lex fori é una de fundo ou de processo. 
Esta questao, naturalmente, deve ser resolvida pela própria lex fori”. De modo general 
para este punto, cfr. FEUILLADE, “La ley que rige el proceso...”, p. 971.  
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tractus (no es el caso del derecho argentino, que la prohíbe por el art. 37 

LDC). Sin embargo, atendiendo a la teoría de la carga dinámica de la 

prueba, el juez puede calificar la cuestión como procesal, no hacer caso 

de la cláusula y poner la obligación de la probanza en cabeza de quien 

está en mejores condiciones de producirla. Esto puede ser muy impor-

tante, por ejemplo, en contratos celebrados por medios electrónicos. 

También la solución puede resultar distinta si el juez del foro califica la 

cuestión como vicios redhibitorios o como incumplimiento contractual, 

por los distintos plazos de prescripción. 

Por este motivo no es extraño que distintas convenciones interna-

cionales y tantos autores promuevan el forum domicilii del consumidor 

como el más apropiado para custodiar sus intereses. De todos modos, es 

justo considerar que para el proveedor extranjero conminado a ejercer 

su defensa ante jueces foráneos, la situación puede ser doblemente gra-

vosa, si a la distancia se agregan las formas de procedimiento ya favora-

bles al consumidor, como plazos más abreviados o la carga probatoria 

en cabeza del profesional743. Lo que resulta razonable en el orden inter-

no, puede no serlo en situaciones internacionales. Sin un grado mínimo 

de flexibilidad, la aplicación del principio lex fori regit processum puede 

ser un obstáculo para hacer justicia744. 

                       

743 Cfr. art. 53 de la LDC. “Normas del proceso. En las causas iniciadas por ejercicio 
de los derechos establecidos en esta ley regirán las normas del proceso de conocimiento 
más abreviado que rijan en la jurisdicción del tribunal ordinario competente, a menos 
que a pedido de parte el Juez por resolución fundada y basado en la complejidad de la pre-
tensión, considere necesario un trámite de conocimiento más adecuado. Quienes ejerzan 
las acciones previstas en esta ley representando un derecho o interés individual, podrán 
acreditar mandato mediante simple acta poder en los términos que establezca la regla-
mentación. Los proveedores deberán aportar al proceso todos los elementos de prueba 
que obren en su poder, conforme a las características del bien o servicio, prestando la 
colaboración necesaria para el esclarecimiento de la cuestión debatida en el juicio”. El 
destacado me pertenece, y tal vez el carácter transnacional del proceso sea un motivo 
suficiente para ordinarizar el procedimiento. 

744 Cfr. STRENGER, “Extraterritorialidade do direito processual”, p. 488. 



 CAPÍTULO III 285 

 

g)  El favor debilis como principio general del Derecho Interna-

cional Privado  

En este acápite analizaremos en particular la existencia y confor-

mación del principio favor debilis como principio general del Derecho 

Internacional Privado, y luego su consideración en el ámbito protectorio 

del consumidor transfronterizo. 

LORENZETTI considera que el principio protectorio no ha sido toda-

vía receptado en el Derecho Internacional Privado, y ante su ausencia, 

recurre a tres distintas fuentes para considerar que las relaciones de 

consumo transfronterizas también están bajo su órbita. Por una parte, 

por ser un principio reconocido en los Tratados de Derechos Humanos; 

en segundo lugar, por la obligatoriedad de aplicar el orden público na-

cional a toda relación de consumo; y, finalmente, por tratarse de un 

principio constitucional745. Ya me referí al primer tema y limité la ampli-

tud del concepto y su virtualidad jurídica (ver III. B. 4, p. 235). El terce-

ro, el principio constitucional y el derecho fundamental que de allí ema-

na, será profundizado más adelante (ver CAPÍTULO IV, p. 325 y ss.) 

Asimismo, este autor considera que debido a que la protección del 

consumidor es parte del modo de vivir de una comunidad, los efectos de 

ese orden público siempre deben ser aplicados, y trae a colación los arts. 

1209 y 1206 del CC. La primera de las normas considera la aplicación 

del orden público a los contratos celebrados en el país y la segunda a los 

contratos celebrados en el extranjero. En este último caso, se rigen por 

el lugar de celebración, y serán válidos en el Estado salvo que contraríen 

la moral o su reconocimiento resultase “injurioso a los derechos, inter-

eses o conveniencias del Estado o sus habitantes” (Art. 1206 CC)746. 

Estas apreciaciones requieren ser matizadas. Por una parte, porque 

se refieren al orden público en relación al derecho aplicable, y no nece-

sariamente será considerado de modo similar en su relación a la juris-

dicción competente. Por otra parte, en relación a la jurisdicción contrac-

                       

745 Cfr. LORENZETTI, Consumidores, p. 34. 
746 Idem, p. 35. 
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tual, las normas relevantes son los arts. 1215 y 1216 del mismo CC. 

Además, no distingue entre los conceptos de “orden público interno” y 

“orden público internacional” (trataré esto con más profundidad infra, 

IV. A. 7).  

LIMA MARQUES advierte del riesgo que significa aplicar indiscrimi-

nadamente el sistema protectorio nacional como normas del orden pú-

blico internacional, y por tanto establecer como aplicable de modo uni-

direccional el derecho del domicilio del consumidor (plantea el caso de 

la oferta hecha en Brasil). Considera que es un esfuerzo loable para pro-

teger mejor a la parte débil, pero que esto trae aparejado serias pertur-

baciones en el sistema de Derecho Internacional Privado. El resultado 

sería que cualquier ley extranjera indicada aplicable a una cuestión de 

consumo pasaría a ofender el orden público internacional del derecho 

domiciliario del consumidor, simplemente por traer una solución dife-

rente (en este caso, a lo previsto por el CDC de Brasil)747. El orden públi-

co internacional siempre es una excepción al sistema, aplicándose la lex 

fori ante un resultado concreto de la ley extranjera que ofende los pila-

res y valores básicos del ordenamiento jurídico propio. Esto sólo sería 

posible en el caso de considerarse que algunas soluciones materiales del 

sistema protectorio sostienen derechos fundamentales748. 

Ahora bien, ¿cómo resulta operativo el favor debilis en Derecho In-

ternacional Privado? Recordemos que este principio implica la aplica-

ción de un sistema protectorio a una categoría de sujetos de quienes se 

predica una característica general de debilidad. No se trataría, en este 

caso, de la regla contra proferentem, operativa cuando se cuestionan 

                       

747 Cfr. LIMA MARQUES, Contratos..., p. 149. 
748 LIMA MARQUES considera que el Derecho Internacional Privado brasileño actuali-

zó sus principios, al haberse reconocido la protección del consumidor como derecho 
humano fundamental por la Constitución Federal de 1988, Art. 5º, XXXII. Al tratarse de 
legislación de origen constitucional (Art. 48 ADTC) es bien posible que estas normas 
sean consideradas imperativas, o de orden público internacional o leyes de aplicación 
inmediata. Pero reconoce que las distintas calificaciones no son intercambiables ni tie-
nen los mismos efectos y por lo tanto no pueden utilizarse de modo indiscriminado. 
Mientras las normas imperativas no pueden ser dejadas de lado por las partes, el orden 
público internacional requiere que la norma contraria sea derogada. Por su parte, las 
normas de policía son de aplicación directa. Cfr. LIMA MARQUES, Contratos…, p. 140. 
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términos de dudosa interpretación en un contrato, al igual que en el de-

recho interno. Este último, de honda raigambre en el comercio interna-

cional, es un supuesto de protección de la buena fe como principio gene-

ral del derecho, distinto al favor debilis, que aunque también podría ser 

general, determina una segregación sectorial de determinados sujetos. 

De todos modos, se puede advertir un sustancialismo o “materialismo” 

cada vez mayor, en principio extraño al ámbito comercial internacio-

nal749. Estamos ante una generalización del favor negotii, el favor filiatio-

nis, el favor filii, el favor adoptionis, el favor operarii750.  

Este último, el favor operarii, resulta para nosotros de particular in-

terés. Tanto en la legislación internacional como en la doctrina compa-

rada, se suele considerar de modo paralelo al pro consumptore, lo cual es 

muy razonable atendiendo a los análogos fundamentos que los inspi-

ra751. Así lo prevé la Convención sobre el reconocimiento y la ejecución 

de las sentencias arbitrales extranjeras, de Nueva York de 1958. Tam-

bién el Protocolo de Buenos Aires, excluye de su ámbito de aplicación, 

tanto a los contratos con consumidores como a los laborales (Art. 2 inc. 

5 y 6). En igual sentido el Convenio sobre Acuerdos de Elección de Foro, 

de La Haya de 2005 (Art. 2, 1. a) y b)). Otro tanto sucede con el Art. 6 del 

Reglamento Roma I, que excluye del principio general sobre la libertad 

de elección del derecho aplicable a los contratos con consumidores, con 

fundamento en cuestiones de política pública: serán siempre aplicables 

las normas imperativas del Estado donde el consumidor reside. Las ra-

zones de política pública, al igual que en los contratos de trabajo, están 

                       

749 En este sentido, y como ejemplo de la “antigüedad” de la aplicación del princi-
pio, es interesante considerar el art. 13 del Tratado de Derecho Comercial Internacional 
Terrestre, que autoriza al asegurado a demandar en su propio domicilio a la asegurado-
ra. Con esto se intenta equilibrar la desproporción entre asegurador y asegurado, por lo 
general más débil. Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 412. 

750 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, Presentación, p. XII. “Se hecha 
de ver una tendencia general a proteger la validez de ciertos actos y a proteger ciertas 
personas débiles, por ejemplo los menores, los consumidores, los adultos indefensos, los 
trabajadores (...). El derecho de todo el mundo buscará siempre la protección del inde-
fenso. (...) Estas valoraciones son tenidas en cuenta luego para afinar las soluciones ma-
teriales de derecho internacional privado”. 

751 BOGGIANO, “International Standard Contracts…”, p. 59. 
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dadas por la necesidad de proteger a quién está en una posición más 

débil de negociación752. 

La protección de la parte débil consiste primeramente, tanto si se 

trata de derecho material como Derecho Internacional Privado, en una 

restricción a la libertad de la parte más fuerte pare determinar la regla-

mentación del vínculo contractual, en la medida necesaria para compen-

sar el desequilibrio existente entre las partes y para evitar que una de 

ellas pueda prevalecer para oprimir a la otra753. Pero nada impide que el 

principio favor debilis se inserte en un régimen general de contratos 

como excepción, de tal manera que algunos criterios flexibles indiquen a 

las partes, organizaciones de empresarios, sistemas de arbitraje, y, even-

tualmente a los poderes judiciales estatales, cuáles son los ajustes co-

rrespondientes en un área de negocios determinada, o en el caso parti-

cular. Por el contrario, es función esencial de los principios medir y juz-

gar la validez de las formalizaciones de normas individuales, esto es, las 

sentencias y los actos jurídicos, aunque esto pueda ser sospechoso de 

inseguridad jurídica754. 

Esta última tendencia se concreta en considerar que la autonomía 

de la voluntad puede ser un camino para lograr mejores soluciones que 

las sustantivas. Si una parte del contrato es “típicamente débil”, no cabe 

excluir la autonomía apriorísticamente, porque la parte fuerte puede 

utilizar ese medio para mejorar la posición del consumidor. En palabras 

de BOGGIANO, 

“Sujeta a ciertos límites mínimos de protección, v.gr., los que brinda 
el derecho del comprador o del vendedor, es posible que la autonomía de 

                       

752 Cfr. MORSE, C.G.J., “Consumer Contracts, Employment Contracts and the Rome 
Convention”, International and Comparative Law Quarterly, Vol. 41, January 1992, p. 1. 
En el mismo sentido, TELLECHEA BERGMAN, Eduardo, “Hacia una regulación interamericana 
sobre jurisdicción en materia de relaciones internacionales de consumo. Esbozo de ba-
ses a partir de algunos desarrollos del MERCOSUR”, en FERNÁNDEZ ARROYO, Diego y 
MORENO RODRÍGUEZ, José Antonio, Coordinadores, Protección de los Consumidores en Amé-
rica, La Ley, Asunción, 2007, pp. 209-217, en 213-214. Este autor menciona distintos 
textos convencionales que establecen la jurisdicción favorable al consumidor. 

753 Cfr. POCAR, “La protection... “, p. 362. 
754 Cfr. SOTO, Derecho Internacional Privado, p. 117. 
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las partes cumpla también una finalidad de elevar los niveles de equidad 
en la protección de la parte típicamente más débil. Ello significa que la 
autonomía de las partes puede ser instrumento para alcanzar ‘soluciones 
materialmente más justas’ que las que se podría alcanzar por aplicación 
de los derechos indicados por la normas de conflicto, con prescindencia 
de la elección de otro derecho por las partes”755. 

Interesa ver ahora si estos principios tienen alguna particular apli-

cación en el comercio internacional en el que participan consumidores, 

ya que no pueden estar ausentes. LORENZETTI se pregunta si el principio 

protectorio del derecho del consumidor se aplica en el mundo de las re-

laciones internacionales de derecho privado756. No nos cabe duda de la 

respuesta afirmativa. Ahora bien, como toda aplicación de principios, es-

to puede hacerse al momento de establecer normas internacionales, 

como tratados o convenciones binacionales o multilaterales, o en dispo-

siciones comunitarias. También puede tratarse de normas internas de 

un país, y a su vez estas normas pueden ser generales o particulares de 

un área del comercio. En cada caso su virtualidad será diferente. Los 

principios también podrán ser operativos al momento de resolverse un 

conflicto, tanto por tribunales nacionales como supranacionales o arbi-

trales.  

El derecho comparado brinda algunos supuestos en donde queda 

manifiesto el impacto del favor debilis en Derecho Internacional Privado. 

Ya mencioné el Reglamento Roma I sobre la ley aplicable a las obliga-

ciones contractuales. Si bien el ámbito de aplicación es propio del dere-

cho comunitario, la referencia es útil. Allí el principio general es la libre 

elección del derecho aplicable (art. 3), incluso por encima del principio 

de proximidad o de los vínculos más estrechos (art. 4 apartados 3 y 4). 

Ambos son limitados por el principio protectorio (art. 6, apartados 1 y 

2)757. Por mi parte, agregaría que el principio de proximidad no queda 

                       

755 BOGGIANO, La Conferencia de La Haya…, pp. 37-38. 
756 Cfr. LORENZETTI, Consumidores, p. 34. 
757 DOLINGER hace referencia a esta misma jerarquía durante la anterior vigencia del 

Convenio de Roma, que reemplazó al actual Reglamento. Cfr. DOLINGER, “Evolution of 
principles…”, p. 359. Incluso, indica que el principio protectorio es una manifestación del 
principio de proximidad o de los vínculos más estrechos. Si una de las partes es protegi-
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eliminado por el protectorio, ya que éste será aplicable en la medida en 

que el proveedor ejerza o dirija sus actividades en o hacia el país del 

domicilio del consumidor. No es una protección desmedida, sino armo-

nizada por la proximidad. A su vez, y ya pensando en la segunda parte 

de esta tesis, la misma jerarquía y armonización de principios se aplica 

sin dudas a la relación del caso con el foro, a la manera de una cierta 

proximidad o vínculos procesales más estrechos. 

h) El favor debilis como principio del proceso civil transnacional 

El principio favor debilis también tiene injerencia —como no puede 

ser de otra manera—, en los conflictos de jurisdicciones758. Supongamos 

una cláusula de elección de foro en un contrato internacional de consu-

mo, impuesta por el proveedor de un sitio Web, admisible en el país de 

origen de las mercaderías o los servicios. Así y todo, habrá que tener en 

cuenta la validez del pacto en el domicilio del consumidor, ya que si de 

acuerdo a este sistema jurídico se establece que afecta la autonomía de 

la voluntad o fue impuesta abusivamente, o bien que en su ejercicio se 

deja indefenso al consumidor, el intérprete podría determinar, median-

do la aplicación del favor debilis, que se conculca la garantía del debido 

proceso. Entonces el juez abrirá el forum actoris para no dejar en la in-

defensión al consumidor transfronterizo, aún cuando no existiera una 

convención internacional que lo hubiera legislado expresamente759. 

                       

da por su debilidad, esta razón es la que justifica que se aplique el derecho cercano a esa 
parte. Incluye aquí el favor infans para proteger a los menores, o el favor laesi en caso de 
daños, entre otros. “If so, the protective principle is a factor that reveals the actual prox-
imity of a situation or relationship to a certain law, forming an even stronger connection”. 
Ibidem, p. 358.  

758 De modo general para este punto, cfr. LIMA MARQUES, “O novo Direito internacio-
nal privado…”, pp. 261-293. En el orden interno podemos encontrar una manifestación 
de la aplicación del favor debilis en la órbita procesal en el art. 53 de la LDC, referido a la 
carga probatoria dinámica: “los proveedores deberán aportar al proceso todos los ele-
mentos de prueba que obren en su poder, conforme a las características del bien o servi-
cio, prestando la colaboración necesaria para el esclarecimiento de la cuestión debatida 
en el juicio.” 

759 Cfr. SCHÖTZ, Gustavo J., “El consumidor en Internet”, en LORENZETTI, Ricardo y 
SCHÖTZ, Gustavo, Coordinadores, Defensa del Consumidor, Ábaco, Buenos Aires, 2003.  
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Un ejemplo de la influencia del favor debilis en los procesos arbitra-

les, aunque se refiere a normativa comunitaria, son las disposiciones 

existentes en la UE. En las recomendaciones 98/257/EC, de 30 de Marzo 

de 1998 y 201/310/EC, de 4 de Abril de 2001, La Comisión estableció 

especiales disposiciones aplicables a los órganos responsables de la so-

lución extrajudicial de litigios en materia de consumo, en cuanto a pro-

cedimientos que garanticen la imparcialidad e independencia del órga-

no, la seguridad y la eficacia del procedimiento, la publicidad y la trans-

parencia de la actuación, la libertad y audiencia de las partes, o el 

carácter gratuito o costo moderado del procedimiento 760.  

Otra situación similar se presenta en el sistema arbitral online de 

consumo, donde se admite de modo general y como manifestación de la 

equidad, que las partes tienen el derecho a no aceptar o a abandonar el 

procedimiento en cualquier momento y recurrir al sistema judicial. Así, 

por ejemplo, tratándose de una contratación comercial electrónica el 

consumidor tiene el derecho a decidir si acepta la propuesta que se le 

presenta para resolver el litigio, para lo cual deberá ser informado en 

forma clara y en lenguaje comprensible del contenido de la posible solu-

ción761. 

Finalmente, el principio protectorio también aparece con claridad 

en el Reglamento 44/2001 sobre competencia judicial. Los criterios ge-

nerales de la elección del tribunal (art. 23) y del domicilio del demanda-

do (art. 2), son mitigadas en caso de que tratarse de un contrato de con-

sumo (arts. 15 a 17). 

En definitiva, la aplicación del principio será una herramienta útil 

en manos del intérprete para elaborar las soluciones. En algún caso, se-

rá el argumento para evitar el forum shopping que perjudique al consu-

midor; en otro, será la puerta del forum necessitatis o del forum non con-

                       

760 Cfr FIGUEROA VALDÉS, Juan Eduardo, “El Arbitraje Online en el Comercio Interna-
cional”, ponencia en el Comité XVIII, Derecho arbitral internacional, de la XL Conferencia 
Federación Interamericana de Abogados, IABA E-Law Review Nro. 1/2005, Nro. 2.8, dis-
ponible en http://www.iaba.org última visualización 20 de abril de 2008.  

761 Idem, Nro. 2.8, h) 
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veniens. Se trata de poner en práctica el razonamiento principialista 

desarrollado hasta ahora.  

III. D. LOS PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO INTERNACIONAL DEL COMERCIO 

En este acápite analizaré qué relación puede existir entre el dere-

cho propio de los empresarios internacionales y nuestro sistema protec-

torio del consumidor transfronterizo “en construcción”. El fenómeno de 

la globalización se presenta con especial fuerza en el comercio interna-

cional, lo que implica que el mundo es tratado como un único mercado 

en el cual los operadores actúan sin las limitaciones impuestas por las 

fronteras nacionales762. Los mercados locales se integran en un mercado 

mundial, que abarca a todos los países y todas las mercancías, aunque, 

de hecho, en mayor o menor grado, la globalización sea parcial o incom-

pleta763. Esto requiere limitar la injerencia de los derechos estatales, li-

berar los mercados de regulaciones y facilitar lo más posible los inter-

cambios, para lo cual es necesario que los sistemas jurídicos nacionales 

ofrezcan la mínima o nula posibilidad de interferencia764.  

                       

762 Cfr. de modo general, BERGER, «The Concept of “Creeping Codification”…». Para 
los adalides del International commercial law, en el largo plazo será posible contar con 
un Código de Comercio Global, tarea a la que ya está abocada la UNCITRAL. Si tenemos 
un único mercado, hace falta un único derecho. Cfr. LANDO, “Principles of European Con-
tract Law…”, p. 13. 

763 Cfr. RIVERA, Julio César, “Globalización y derecho. Las fuentes del derecho de los 
contratos comerciales”, La Ley 2005-F, pp. 1005-1026, en 1007. Anota BOGGIANO que aún 
cuando los negocios del comercio internacional se deslocalicen cada vez más, aún será 
necesario la previsión de métodos de solución de controversias, conectados a una o más 
jurisdicciones estatales. Derecho Internacional Privado, Presentación de la 4ª Edición, 
2000. 

764 Cfr. RIVERA, “Globalización y derecho…”, p. 1008. En principio, salvo que se diga 
otra cosa, quedará fuera de este análisis el sistema jurídico del comercio entre los Esta-
dos que forman parte de un proceso de integración, y que consideramos no debería ser 
tratado con el mismo status que la lex mercatoria, aunque muchos elementos de ambos 
converjan. Así, por ejemplo, es como se diferencian entre sí los principios Unidroit y los 
de la UE. La estructura económica y social sobre las que se asienta, por un lado la socie-
dad global, y las economías integradas, son diferentes. El derecho comunitario de los es-
pacios integrados procura fijar reglas uniformes, más intervencionistas que la lex merca-
toria; en esta última la seguridad jurídica se identifica con la libertad, mientras que en el 
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La cuestión que intentaré dilucidar aquí es si la protección interna-

cional del consumidor es un aspecto especial del comercio internacio-

nal, y por lo tanto podría quedar alcanzada —al menos parcialmente— 

por la lex mercatoria, o bien, debido a la fuerte injerencia del derecho in-

terno, requiere una regulación interestatal propia, al margen del tradi-

cional estudio del derecho comercial internacional. Trataré ahora la in-

terrelación de este sistema jurídico con el del consumidor transfronteri-

zo objeto de esta tesis. 

III. D. 1. La lex mercatoria y sus fines y principios 

El comercio internacional de la sociedad global tiene un derecho 

propio: la llamada lex mercatoria. Este es el derecho creado por los co-

merciantes, sin intervención de los poderes de los Estados765. Está con-

formado por normas de distinto tipo, que tienden a regular de modo 

uniforme las relaciones comerciales de los mercados globales, sin consi-

                       

derecho comunitario se interviene para lograr igualdad de condiciones macro económi-
cas, circulación de personas, etc. 

765 Se trata del conjunto de usos del comercio internacional elevado al rango de sis-
tema. Se puede distinguir entre costumbre comercial y uso comercial, de acuerdo a su 
distinta formalización. Las costumbres por lo general son formuladas por un organismo 
internacional, ya sea de naturaleza pública o privada. Mientras que los usos no han sido 
formalizados y su admisión es por propia autoridad, ante el uso repetido por parte de los 
operadores. En opinión de Berthold GOLDMAN, uno de los precursores de la nova lex mer-
catoria, también se la puede considerar un derecho sustantivo o de fondo aplicable a una 
relación internacional sin pasar por el filtro del método conflictual. Son todas las reglas 
que gobiernan las relaciones económicas interestatales: Convenios, leyes uniformes, 
sentencias arbitrales, etc. Cfr. BOUTIN, Gilberto, “Lex mercatoria: fundamento y aprecia-
ción en el Derecho Internacional Privado panameño”, en Avances del Derecho Internacio-
nal Privado en América Latina, Liber Amicorum Jürgen Samtleben, Fundación de Cultura 
Universitaria, Montevideo, 2002, pp. 287-300, en 288. También MORENO RODRÍGUEZ, José 
Antonio, “La Convención de México sobre el derecho aplicable a la contratación interna-
cional”, en FERNÁNDEZ ARROYO, y MORENO RODRÍGUEZ, (Coord.), Protección de los Consumido-
res en América, pp. 133-137. Cfr. también REICH, “Transnational Consumer Law…”, pp. 
862-863. 
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derar las fronteras físicas ni políticas, ni los distintos sistemas jurídicos 

y económicos766.  

Los nervios motores de este jus mercatorum son la compraventa in-

ternacional de mercaderías, los usos y costumbres de la contratación in-

ternacional y el arbitraje comercial internacional767. Su característica 

principal es el universalismo, tanto para la interpretación como para la 

aplicación del derecho; esto aún cuando los Estados, a fin de que no se 

genere un derecho al margen de las soberanías estatales, intentan unifi-

car o uniformar normas y principios de diversos niveles normativos y 

sistemas jurídicos superpuestos. Así, suelen asumir el compromiso de 

adaptar sus regulaciones internas con el objetivo de lograr una mayor 

seguridad jurídica768.  

Como resultado, existen legislaciones, como el Art. 31 de la Ley de 

Derecho Internacional Privado de Venezuela, que otorga al juez amplias 

facultades para orientar materialmente la elección del derecho, incluso 

remitiendo de modo expreso a la lex mercatoria, como reconocimiento 

de la validez de la costumbre internacional769. Se acude a los usos y prác-

ticas comerciales de general aceptación, con la finalidad de realizar las 

exigencias impuestas por la justicia y la equidad en la solución del caso 

concreto770. En el mismo sentido se expresa el Art. 50 del Proyecto uru-

                       

766 Cfr. RIVERA, “Globalización y derecho…”, p. 1012. VISCHER, “General Course on 
Private International Law”, pp. 134-135. 

767 Cfr. SANTOS BELANDRO, “Las nociones de Sociedad Internacional…”, p. 220. 
768 Sin embargo, la lex mercatoria, en cuanto conjunto de normas consuetudinarias, 

se incorporan generalmente al derecho interno sin necesidad de ningún acto de recep-
ción por parte de los órganos del Estado. Cfr. PALLARÉS, “Interrogantes...”, p. 710  

769 Ley de Derecho Internacional Privado de Venezuela, Artículo 31. “Además de lo 
dispuesto en los artículos anteriores, se aplicarán, cuando corresponda, las normas, las 
costumbres y los principios del Derecho Comercial Internacional, así como los usos y 
prácticas comerciales de general aceptación, con la finalidad de realizar las exigencias 
impuestas por la justicia y la equidad en la solución del caso concreto”. 

770 Cfr. SANTOS BELANDRO, “Las nociones de Sociedad Internacional…”, p. 230, en no-
ta 37. En Venezuela la lex mercatoria es considerada una fuente del derecho internacio-
nal privado. Tiene carácter internacional, puede nutrirse de soluciones del ámbito inter-
no, pero su naturaleza y sentido lo adquiere del ámbito internacional. De esta manera, la 
lex mercatoria es fuente internacional del derecho internacional privado en general y del 
derecho comercial internacional en especial”. 
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guayo de Ley General de Derecho Internacional Privado, “[S]e aplicarán 

cuando corresponda los usos, prácticas y principios del derecho con-

tractual internacional de general aceptación o recogidos por organismos 

internacionales”771. Otro ejemplo es el Art. 7 del Código de Comercio de 

Colombia772. 

En los primeros setenta años del siglo XX, la regulación del comer-

cio internacional estuvo marcada por una amplia injerencia de los go-

biernos, especialmente a través de la suscripción de acuerdos interna-

cionales reguladores de la materia. En esa época comienzan a tener peso 

las organizaciones profesionales, como la Cámara de Comercio Interna-

cional (CCI) y los organismos internacionales, como la Comisión de Na-

ciones Unidas para el Comercio Internacional (CNUDMI). Las primeras, 

estableciendo autorregulaciones endógenas, y las segundas elaborando 

instrumentos tendientes a la uniformidad legislativa773. 

En este sentido, y a modo de definición, la lex mercatoria es el sis-

tema jurídico que rige las relaciones entre los comerciantes: el conjunto 

de reglas y principios —de naturaleza cuasi legal— disponibles y utili-

zables por los operadores del comercio internacional774. En una primera 

                       

771 Sin aprobación al día de la fecha, 2 de enero de 2011. 
772 En el art. 5 del Código de Comercio de Colombia se prevé que “Los Tratados o 

Convenciones internacionales de comercio no ratificados por Colombia, la costumbre 
mercantil internacional que reúna las condiciones del art. 3º, así como los principios ge-
nerales del derecho comercial podrán aplicarse a las cuestiones mercantiles que no pue-
dan resolverse conforme a la regla precedente”. El art. 3º, por su parte, indica que “La 
costumbre mercantil tendrá la misma autoridad que la ley comercial, siempre que no la 
contraríe manifiesta o tácitamente y que los hechos constitutivos de la misma sean pú-
blicos, uniformes y reiterados en el lugar donde hayan de cumplirse las prestaciones o 
surgido las relaciones que deban regularse por ella”. 

773 Cfr. OPERTTI BADÁN, Didier, “El tratamiento jurídico de los contratos comerciales 
internacionales en el continente americano”, en Actas del Congreso Interamericano, Los 
principios de Unidroit: ¿un derecho común de los contratos para las Américas?, Venezuela, 
noviembre de 1996, pp. 27-75, en 42. 

774 Cfr. SIERRALTA RÍOS, Aníbal, “Comentarios liminares del Derecho Internacional 
del Comercio: un enfoque latinoamericano”, en Jan KLEINHEISTERKAMP y Gonzalo A. 
LORENZO IDIARTE (coord.), Avances del Derecho Internacional Privado en América Latina, 
Max Planck Institut für Ausländisches und Internationales Privatrecht, Fondo de Cultura 
Universitaria, Montevideo, 2002, pp. 255-286, en 259. El derecho del comercio interna-
cional no es sólo una lista de principios relativamente vagos, ni tampoco una detallada 
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aproximación, y en su pretensión más alta, este ordenamiento no coexis-

te con los ordenamientos estatales en pie de igualdad, ni actúa a priori 

coordinado con ellos, lo que sería una función propia del Derecho Inter-

nacional Privado. Esta lex mercatoria pretende recibir acatamiento in-

dependiente y evitar la aplicación de los diferentes derechos nacionales, 

logrando así relativa autonomía frente al derecho interno 775. A la par, 

cada país conserva su soberanía nacional a través de las reglas del dere-

cho comercial internacional, en cuanto capítulo del Derecho Internacio-

nal Privado, que articula derechos entre soberanías distintas, y a veces, 

sistemas jurídicos diferentes776. Así y todo es fácil advertir que esta gran 

divisoria de aguas no es tajante y el entrecruzamiento de competencias 

es frecuente y absolutamente necesario777. 

La teoría del derecho internacional del comercio muchas veces fue 

puesta en duda, por ser considerado como un mero fenómeno sociológi-

co, debido a que en definitiva toda relación comercial internacional tie-

ne su asiento o centro de gravedad en algún sistema legal doméstico, el 

que será determinado por las normas de conflicto aplicables778. Por su 

                       

lista de prescripciones. Su naturaleza intrínseca requiere tanto de directrices generales y 
estructurantes de toda la arquitectura, como el principio de buena fe y el pacta sunt ser-
vanda, como de reglas precisas, al modo de los Usos Uniformes del Comercio Internacio-
nal (Incoterms). Cfr. BERGER, «The Concept of “Creeping Codification”…», p. 8. 

775 Cfr. SIERRALTA RÍOS, “Comentarios liminares…”, pp. 259-261. “Así, existiría un or-
denamiento jurídico especial diseñado por los propios operadores constituidos en co-
munidad (societas mercatorum) y aplicable para regular situaciones que el derecho na-
cional no puede abordar y que el Derecho internacional a través de sus especialidades 
(Derecho Internacional Privado y Derecho Internacional Público) tampoco puede cu-
brir”. Ibidem. 

776 Cfr. WILHELMSSON, “International Lex mercatoria...”, p. 150. 
777 Cfr. SIERRALTA RÍOS, “Comentarios liminares…”, p. 263. “Finalmente la nova lex 

mercatoria no es un derecho autosuficiente ya que no tiene la virtualidad de reemplazar 
a los derechos consagrados, en la interpretación de las transacciones internacionales, ya 
que no constituye un orden jurídico que se encuentre en rigor desprendido de los orde-
namientos jurídicos nacionales.” Desde otra perspectiva, y dotándolo de un carácter 
anacional y sustantivo, cfr. BOUTIN, “Lex mercatoria: fundamento y apreciación…”, pp. 
290-291. 

778 Entre los críticos se puede mencionar a CARRASCOSA GONZÁLEZ, quién se manifies-
ta contrario a un sistema paralelo o ajeno a los derechos estatales. Con ocasión de la vi-
gencia del Reglamento Roma I, manifestó su pleno acuerdo a que las partes deben siem-



 CAPÍTULO III 297 

 

parte, los defensores consideran que es un “tercer” sistema entre el de-

recho doméstico y el Derecho Internacional público779. Lo que queda 

claro es que una de las debilidades fundamentales del derecho del co-

mercio internacional como sistema jurídico —y que resulta altamente 

relevante para nuestros propósitos—, es su pretendida independencia 

de los ordenamientos jurídicos estatales. Esto desde ya que no es del to-

do viable, debido a que requiere de otros derechos que lo admitan y re-

conozcan como norma obligatoria que regula el accionar de los sujetos 

en una operación comercial780.  

Los términos ‘derecho internacional del comercio’ o lex mercatoria, 

en boca de los agentes resulta muchas veces indiferente, y la noción am-

plia y no exenta de vaguedad es utilizada sin pretensiones de tecnicis-

mos781. Sin embargo, Proyecto uruguayo de Ley General de Derecho In-

ternacional Privado, distingue entre Derecho Internacional Privado y 

Derecho Comercial Internacional. En nuestro caso, optaremos por utili-

                       

pre someterse a una ley estatal, sin perjuicio de que puedan disponer de una amplísima 
autonomía. “Estas propuestas de admisión de un contrato sometido a contenidos norma-
tivos no estatales eran ya inadmisibles en el marco del Convenio de Roma de 1980, y en 
la actualidad, con el texto del Reglamento Roma I en la mano, texto clarísimo al respecto, 
no son más que un brindis al sol, pedaleo de gimnasio y toreo de salón”. CARRASCOSA 

GONZÁLEZ, Javier, “Reglamento “Roma I” Núm. 593/2008 de 17 Junio 2008 sobre la Ley 
aplicable a las obligaciones contractuales y ley estatal elegida por las partes”, nro. 6.3  

779 BERGER, “Transnational Commercial Law...”, p. 1. 
780 Cfr. DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET, Trámites judiciales internacionales, p. 36, 

donde consideran al menos mínimamente la ejecución local de los laudos arbitrales in-
ternacionales o los contratos sustentados en un orden coactivo interno. Así, en lo que a 
contratos se refiere, los derechos y deberes de las partes estarán regidos por la autono-
mía de la voluntad y los usos y costumbres del comercio internacional, mientras que los 
aspectos referidos a la validez intrínseca, como el consentimiento no viciado, la capaci-
dad, la licitud del objeto, etc., quedan reservados a la ley sustantiva aplicable. 

781 Otros autores lo denominan “Derecho internacional privado transnacional”, in-
cluyendo allí al régimen de los contratos internacionales, la lex mercatoria y el arbitraje 
comercial internacional. Cfr. DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET, Trámites judiciales inter-
nacionales, p. 35. Sin embargo, soy consciente que la expresión lex mercatoria debería 
reservarse para aquellos elementos del derecho del comercio internacional que no han 
sido formalizados, ya sea porque integran la costumbre o porque si bien son regulacio-
nes detalladas y precisas, no forman parte del derecho estatal. Cfr. MARZORATI, Osvaldo, 
Derecho de los negocios internacionales, 3ª Edición actualizada y ampliada, Astrea, Bue-
nos Aires, 2003, Vol. 1, pp. 1-5. 
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zar indistintamente las expresiones lex mercatoria o “derecho del co-

mercio internacional”, reservando el uso de “derecho internacional del 

comercio” para denominar al capítulo del Derecho Internacional Priva-

do que regula los aspectos mercantiles, tanto de fuente interna como 

convencional. 

Si bien la discusión terminológica puede parecer superflua y las ex-

presiones pueden ser intercambiables (“lex mercatoria”, “derecho del 

comercio internacional”), muchos prefieren no hacer mención a ellas 

por temor a cierta vaguedad, falta de concreción, desconocimiento y no-

vedad de estos conceptos. Así, muchos árbitros prefieren utilizar expre-

siones como “principios generales del derecho” o “principios legales 

comunes a las partes”. Es más común que los agentes hagan referencia a 

los “UNIDROIT Principles of Internacional Commercial Contracts”, aún 

cuando esos mismos principios, en su Art. 1, se declaran aplicables 

cuando las partes hagan referencia a la lex mercatoria, principios gene-

rales del derecho o expresiones similares, indistintamente782.  

Pero en la teoría jurídica, los principios generales del derecho son 

considerados como el mayor componente de un sistema autónomo del 

nuevo law merchant tanto respecto de su función genética como de sus 

concretas y específicas reglas, así como punto de referencia para la valo-

ración de su proceso de inserción en el sistema legal783. Esto se debe a 

que la lex mercatoria ha sido elaborada comparativamente, tratando de 

mirar más allá de las diferencias dogmáticas de los sistemas locales, 

centrándose en los valores jurídicos comunes, sin considerar las contin-

gentes normas nacionales784. La finalidad principal de sus ‘normas’, 

principios y eventuales resoluciones es que sean reconocidos y admiti-

dos a través de diferentes sistemas jurídicos, dando seguridad y certeza 

a los sujetos del comercio internacional785.  

                       

782 Cfr. BERGER, “Transnacional Commercial Law...”, pp.17-18. 
783 Idem, p. 16 
784 Idem, p. 22  
785 Cfr. SIERRALTA RÍOS, “Comentarios liminares…”, p. 256. 
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En cuanto ordenamiento jurídico, sus características esenciales, sis-

tematización y principios, no se han consolidado todavía con unidad 

plena de sentido. Por lo tanto, más allá de su denominación, interesa co-

nocer su ámbito de aplicación y el alcance de sus disposiciones. Esta dis-

ciplina engloba distinto tipo de normas, con variados orígenes y proyec-

ciones, desafiando su sustancialidad a los conceptos de validez, vigencia 

y eficacia propios de todo ordenamiento786. En definitiva, lo que preocu-

pa es en qué medida es cumplido y porqué tiene carácter vinculante pa-

ra las partes, y en qué se fundamenta su coercibilidad, considerando in-

clusive el funcionamiento de los sistemas de arbitraje, hasta cierto pun-

to desvinculados jurisdiccionalmente de las soberanías estatales. De 

modo general, se puede decir que el libre sometimiento a árbitros, aje-

nos al influjo de lo que antes se denominaba los “jueces naturales”, tiene 

igual jerarquía fundante que la libertad contractual787. 

El desarrollo del derecho del comercio internacional es un fenóme-

no que presenta dos importantes tendencias jurídicas en su caracteriza-

ción: a) un cada vez mayor margen de los particulares en la regulación 

de sus relaciones; pueden establecer con libertad su marco concreto de 

                       

786 Entendemos por validez del derecho a la satisfacción de ciertas condiciones que 
regulan su producción, su conformidad con otras normas y que no ha sido derogado. La 
eficacia material o sociológica se entiende como cumplimiento o aplicación: es la capaci-
dad de una norma para motivar, de hecho, la conducta de sus destinatarios o, en su de-
fecto, para que se apliquen los efectos que se encuentran previstos para el caso de in-
cumplimiento. Mientras que la vigencia, es la prueba de su existencia y contenido. 
HIERRO, Liborio, La eficacia de las normas jurídicas, Barcelona, Ariel, 2003, p. 139 y ss. 

787 Cfr. BERGER, “Transnacional Commercial Law...”, p. 12. La autonomía de la volun-
tad en la sumisión a árbitros en materia comercial está universalmente reconocida. En-
tre otros instrumentos, es relevante en el marco continental la Convención Interameri-
cana sobre Arbitraje Comercial Internacional de Panamá de 1975 (CIDIP I), art. 1: “Es vá-
lido el acuerdo de las partes en virtud del cual se obligan a someter a decisión arbitral 
las diferencias que pudiesen surgir o que hayan surgido entre ellas con relación a un ne-
gocio de carácter mercantil”. En cuanto a la jurisprudencia nacional que la ha admitido, 
inclusive en contratos de adhesión a condiciones generales, CNCom Sala D, 22/2/2002, 
Bear Service S.A. c. Cervecería Modelo, S.A. de C. V. s/ordinario, publicado en ED 197-
554, con comentario de NAHID CUOMO, María de los Ángeles. y RODRÍGUEZ GIAVARINI, María 
de las Mercedes, “La prórroga de jurisdicción en árbitros en contratos internacionales: el 
supuesto de los contratos de adhesión”, ED, 206-1007. 
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derechos y obligaciones recíprocas788; y b) una gran actividad normativa 

y decisoria de carácter general con vigencia más allá de lo establecido 

por las autoridades gubernamentales789. En el punto que nos interesa, 

queremos analizar en qué medida esta corpus normativo es aplicable o 

no a relaciones con consumidores, ya sea de modo directo, supletorio o 

analógico, y si de aquí podemos obtener conclusiones útiles para la 

construcción de nuestro sistema protectorio del consumidor transfron-

terizo y los aspectos jurisdiccionales. 

El andamiaje jurídico de esta lex mercatoria se apoya en la presunta 

existencia de una sociedad internacional de los comerciantes, no regu-

lada por los estados nacionales. Sería una sociedad extraestatal del co-

mercio790. ¿Esta sociedad forma parte de la comunidad internacional 

globalizada de la que pretendemos que la protección del consumidor 

sea parte de su bien común (cfr. I. D), o es una comunidad independien-

te que en todo caso interactúa con otras comunidades, como la “comu-

nidad de consumidores”? Prefiero la primera solución. Me gustaría 

afirmar que la comunidad internacional globalizada incluye a los em-

presarios transfronterizos, los que resultan partícipes de ese bien co-

mún, junto con los empresarios locales (por ejemplo importadores y 

distribuidores), los Estados, las ONG´s y los consumidores. Si así fuera, y 

estuviéramos ante un orden de razón inclusivo, el capítulo de la lex mer-

catoria que incluya las regulaciones específicas para los consumidores 

todavía no ha sido elaborado. 

Como lo indican muchos de los autores, dentro del derecho del co-

mercio internacional resulta fundamental el valor “seguridad jurídica”, 

en cuanto la cognoscibilidad y previsibilidad del derecho es generador 

de confianza. Ni siquiera las normas de conflicto son suficientes a este 

efecto: “[E]l individuo que quiere organizar su vida y su actividad eco-

                       

788 Cfr. WILHELMSSON, “International Lex mercatoria...”, p. 150. En el corazón de la lex 
mercatoria late el concepto de un derecho desnacionalizado, ligado a una cultura propia 
del comercio internacional.  

789 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, p. 79. 

790 Cfr. SIERRALTA RÍOS, “Comentarios liminares…”, pp. 262-263. 
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nómica conforme a derecho quiere saber qué es lo que el derecho le 

permite y qué es lo que le prohíbe. El derecho debe ser previsible para 

él”791. 

Este no es un requisito exclusivo del derecho internacional del co-

mercio, pero atento a las perplejidades que puede suscitar el descono-

cimiento del derecho extranjero, los valores económicos en juego, la 

cantidad de transacciones individuales, y, en definitiva, los riesgos im-

plicados, su importancia es mayor que en otras disciplinas. De modo ge-

neral, no se puede predicar del derecho extranjero que la ley se reputa 

por toda conocida o que “la ignorancia de las leyes no sirve de excusa 

(CC Art. 20)”. La certeza mediante la aplicación de los derechos naciona-

les tuitivos de protección del consumidor significaría un costo de tran-

sacción al tener que conocer esos derechos, lo que impactaría en el flujo 

del comercio internacional y en mayores costos. Ante la inseguridad del 

contenido de cuál será la regulación de determinada situación que con-

tiene un elemento extranjero, se puede decir con justeza que “la planea-

bilidad de la actividad económica sobre la base del conocimiento seguro 

del derecho está mucho más en cuestión en los contratos de comercio 

exterior que en los acuerdos contractuales puramente de derecho inter-

no. Los ‘ardides’ acechan constantemente”792. 

De hecho, una de las funciones que se pretende del derecho inter-

nacional del comercio es su orientación preventiva. No se trata tanto de 

aplicar sanciones sino cubrir el riesgo de los operadores. Los compo-

nentes de ese riesgo son, por un lado la distancia física con los potencia-

les infortunios que esto acarrea, y la distancia jurídica que implica la co-

nexión de distintos espacios culturales y sistemas jurídicos793. Este im-

                       

791 LEIBLE, “Comercio exterior y seguridad jurídica”, p 397. Con cita de PROSSER, con-
sidera que el derecho conflictual es “un páramo inhóspito, plagado de temblorosos te-
rrenos pantanosos, habitado por profesores ilustrados pero excéntricos, que teorizan 
acerca de misteriosas materias en un extraño e incomprensible jargon técnico (...) El de-
recho internacional privado de las relaciones obligacionales se asemeja a un laberinto: 
cuanto más uno se interna en él tanto más inseguro se torna el camino, tanto más lejos 
se encuentra la meta”. 

792 Idem, p. 398. 
793 Cfr. SIERRALTA RÍOS, “Comentarios liminares…”, p. 264. 
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portante rasgo del derecho internacional del comercio es un intento 

prospectivo, entendido como “el objetivo de lograr, mediante una re-

glamentación adecuada, que las actividades comerciales se desarrollen 

sin que ello produzca un deterioro y pérdida de confianza en los merca-

dos794”. 

Fundamentalmente por este motivo es que existe consenso casi 

universal en permitir que las partes elijan el derecho al que someter el 

contrato a través de la autonomía conflictual. Ellas mismas deciden qué 

es lo que les conviene, como manifestación de una idea de libertad y au-

tonomía795. Ahora bien, ¿es esto razonable en operaciones que involu-

cran a consumidores? ¿Se puede presuponer esa autonomía como modo 

de arribar a la tan ansiada seguridad jurídica? La presión y las fuerzas 

del proceso de globalización y la autorregulación de la sociedad civil 

global transformaron el contrato en una fuente del derecho, lo cual ini-

cialmente no parece compatible con un sistema protectorio796. 

La autonomía de la voluntad se ha transformado en el elemento 

central de la reglamentación del comercio internacional797. El proceso 

legal que contribuye a dar fuerza normativa a los principios y reglas que 

insuflan y a su vez resultan de esos contratos incluye estos elementos: 

a) la naturaleza del contrato como parte de una red de contratos simila-

res concluidos por los comerciantes con el propósito de regular un gru-

po común de transacciones; b) valoración de la ética y la mutua confian-

za en los negocios internacionales; c) la presupuesta racionalidad de los 

                       

794 Ibidem. 
795 LEIBLE, “Comercio exterior y seguridad jurídica”, p. 400. 
796 Cfr. BERGER, “Transnacional Commercial Law...”, p. 11. Este autor da un ejemplo 

de la primacía del principio pacta sunt servanda en la lex mercatoria, y que también, a 
nuestro parecer, resultaría impropio aplicarlo a un contrato con consumidores; se trata 
del “duty to renegotiate”, originado tanto en la buena fe como en la cláusula rebus sic 
stantibus. Cfr. BERGER, The creeping codification..., p. 108. El Transnational Law Digest, 
publicado por CENTRAL, de la Universidad de Colonia, lo enuncia así en su Nro. IV.5.8 – 
“Duty to renegotiate. Each party has a good faith obligation to renegotiate the contract if 
there is a need to adapt the contract to changed circumstances and the continuation of 
performance can reasonably be expected from the parties”. Puede consultarse en 
www.tldb.net . Última visualización el 16 de enero de 2009. 

797 Cfr. BATIFFOL, Aspects philosophiques..., pp. 63-70. 
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contratos estándar y las condiciones generales de contratación; d) la 

idea de la creciente capacidad profesional y responsabilidad de los 

hombres de negocios internacionales; e) la fina comprensión del dere-

cho comparado como método de regulación y la formulación del dere-

cho por agencias y grupos de trabajo privados. Así, el contrato no es más 

un elemento vinculado a las reglas nacionales y que debe aplicarse de 

acuerdo a los tradicionales principios del Derecho Internacional Priva-

do798. Como podemos ver, esto, una vez más, resulta incompatible con la 

concepción tradicional de la protección del consumidor, tanto en el pla-

no interno como en el internacional. 

La fuerza jurígena del consentimiento contractual en el comercio 

internacional, se justifica ante la ausencia de la necesidad de proteger al 

consumidor. “Sin el impedimento de la protección del consumidor y sin 

las limitaciones de la justicia distributiva, en el comercio internacional 

florece y se desarrolla el consentimiento contractual y su cualidad nor-

mativa, a salvo el principio general de la buena fe y fair dealing799”. En 

todo caso, queda claro que es uniforme la voluntad de dejar fuera a las 

operaciones que involucran a consumidores800. Así también se prevé en-

tre, otros muchos ejemplos, como criterio para los conflictos jurisdic-

cionales en el Protocolo de Buenos Aires sobre jurisdicción internacio-

nal en materia contractual y Acuerdos de Arbitraje801. 

Esto se debe, entre otras razones, a que la lex mercatoria, como por 

ejemplo los Principios de UNIDROIT, considera las diferencias socio-

económicas o de sistemas jurídicos, armonizándolos802. Por el contrario, 

los sistemas protectorios del consumidor están fundamentados en las 

diferencias y similitudes culturales de cada comunidad estatal o regio-

                       

798 Cfr. BERGER, “Transnacional Commercial Law...”, p. 11. 
799 Idem, p. 9. 
800 Cfr. BATIFFOL, Aspects philosophiques…, p. 71.  
801 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 

MERCOSUR, p. 80. Cfr también para la UE, DICEY, V., MORRIS, J.H.C. y COLLINS, Lawrence, 
The Conflict of Laws, Sweet and Maxwell, London, 2006, § 12-109. 

802 Cfr. BONELL, An International Restatement..., pp. 37-39. 
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nal, aún cuando existan consumidores de clase mundial o un mercado 

global de productos y servicios803.  

Sin embargo, los mismos riesgos de las distancias físicas y jurídicas 

se reproducen en las operaciones de consumo transfronterizas, los que 

recaen en distinta medida en el proveedor o en el consumidor, depen-

diendo también del tipo de operación de que se trate. En un contrato de 

turismo, por ejemplo, la distancia impacta sobre el consumidor a través 

del riesgo del traslado, el padecimiento de posibles incumplimientos en 

un lugar lejano, etc. Mientras que por parte del prestador del servicio 

turístico, el mayor riesgo estará en el cobro de sus cuentas a clientes 

domiciliados en otras jurisdicciones.  

Esto se debe a que, siendo la previsibilidad un valor compartido por 

ambos grupos de interés, el modo de acceso es diferente en cada campo 

de actividad. En el comercio internacional la previsibilidad en las rela-

ciones entre los empresarios se logra a través de la autonomía de la vo-

luntad, pero esto no sería suficiente para los consumidores. En el dere-

cho interno esta situación está resuelta. ¿Cómo lograr el mismo equili-

brio en el plano internacional? Es una expresión de deseos, como indica 

LORENZETTI: “[...] así como existe un mercado global y se postulan dere-

chos de propiedad y contratos armonizados, también debe existir una 

defensa del consumidor internacional y armónica”804. 

III. D. 2. Aplicación de los principios de la lex mercatoria a las ope-

raciones de consumo transfronterizas 

Por lo dicho hasta aquí, es de altísima dificultad y riesgo la aplica-

ción sin más del derecho del comercio internacional a operaciones con 

consumidores, considerando los objetivos propios de un sistema protec-

torio. De todos modos, creo vale la pena plantearse la cuestión de si la 

                       

803 En los mercados comunitarios o regionales las pautas de consumo son más 
homogéneas, como en la UE. Esto es mucho más difícil de contrastar en el MERCOSUR, 
donde las asimetrías son mayores debido a un proceso de integración que madura muy 
lentamente. Cfr. WILHELMSSON, “International Lex mercatoria...”, p. 150.  

804 LORENZETTI, Consumidores, p. 67. 
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protección del consumidor transfronterizo se puede considerar un capí-

tulo del derecho internacional de comercio, dando ya por sentado que es 

parte del Derecho Internacional Privado. De acuerdo a la opinión de 

Thomas WILHELMSSON esto no es conveniente ni posible805. Parte del 

análisis de dos conjuntos de principios elaborados como propuesta re-

gulatoria de un aspecto sustancial de la lex mercatoria como son los con-

tratos internacionales. Unos son los UNIDROIT Principles of Internatio-

nal Commercial Contracts o “Principios UNIDROIT”)806. El otro conjunto 

corresponde a los Principles of European Contract Law, o “Principios Eu-

ropeos de los Contratos”, preparados por la Comisión Europea de Dere-

cho de los Contratos807.  

Los Principios UNIDROIT han sido elaborados a la manera de “soft 

law”, siguiendo el modelo de los “Restatement”808. Es una normativa sus-

                       

805 WILHELMSSON, “International Lex mercatoria...”, pp. 141-153. 
806 UNIDROIT es la organización no gubernamental con sede en Roma que se dedi-

ca a la difusión de la uniformidad en el Derecho Internacional Privado, y a la propuesta 
de cuerpos normativos que faciliten esa unificación del derecho privado. Los UNIDROIT 
Principles fueron presentados en 1994. Cfr. BONELL, An International Restatement..., In-
troduction. 

807 Publicados por primera vez en 1995, es un proyecto preparado por la UE. Cubre 
aproximadamente los mismos tópicos que los Principios UNIDROIT. Una versión com-
pleta fue presentada en 2000. Estos Principios tienen la finalidad de ser aplicados como 
reglas generales del Derecho de los Contratos dentro de la UE. También pueden aportar 
soluciones a cuestiones no resultas por el ordenamiento o la normativa legal aplicable. 
Para que sean obligatorios las partes deben haberlos incorporado al contrato o sometido 
el contrato a los Principios, o bien—al igual que como indican los Principios 
UNIDROIT— haber convenido que el contrato se rija por los principios generales del De-
recho o la lex mercatoria. Cfr. ALTERINI, “Derecho Internacional de los Contratos”, pp. 
679-680. Para un mayor detalle de las similitudes y diferencias entre ambos cuerpos de 
principios, cfr. LANDO, “Principles of European Contract Law…”. 

808 Se denomina soft law a los cuerpos de normas usualmente carentes de sanción 
estatal pero que pueden ser incorporadas por las partes a sus contratos, como por ejem-
plo las Uniform Commercial Practices (UCP) de la International Chamber of Commerce 
(ICC), referidos, por ejemplo, a los Créditos Documentarios. Los Restatements, con un en-
foque diferente, son compilaciones razonadas, sistemáticas, analíticas, críticas y cons-
tructivas de las decisiones, opiniones legales y académicas que forman el cuerpo de los 
tópicos jurídicos de una materia. Tienen su origen en la actividad del American Law Ins-
titut con la finalidad de brindar certeza respecto del derecho vigente en Estados Unidos 
en disciplinas de competencia estadual. La frecuente diversidad de pareceres en un sis-
tema federal requirió de estas iniciativas, que si bien son privadas y no mandatorias, go-
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tancial pensada para ser utilizada mundialmente, haciendo compatibles 

distintos sistemas jurídicos, y aptos para todo tipo de operatoria comer-

cial internacional809. La utilización del término “comercial” indica, como 

se establece en la presentación, que están excluidos los contratos de 

consumo. Por el contrario, los Principios Europeos de los Contratos, por 

una parte prevén una aplicación regional, no mundial, y además, aunque 

no incluyen pautas especiales para los contratos de consumo, pretenden 

establecer un régimen contractual general, que no sería incompatible 

con ellos810. Su sustento está basado principalmente en el sistema roma-

no-germánico, inclusive con el propósito de constituirse en el futuro en 

un Código Europeo de Contratos que pueda ser obligatorio en todos los 

países de la UE811.  

La diferencia de enfoque de ambos cuerpos de Principios responde 

a la cuestión de si deben incluir en su ámbito de aplicación a los contra-

tos de consumo812. La línea divisoria entre derecho de los comerciantes 

y derecho de los consumidores, ¿corresponde a dos sistemas jurídicos 

independientes? Inicialmente, los objetivos de armonización buscados 

por ambos subsistemas son diferentes. En el caso del comercio interna-

cional, se trata de lograr la seguridad jurídica de los operadores median-

te reglas que brinden fijeza principalmente a la celebración y cumpli-

miento de los contratos y a los remedios ante el incumplimiento, a tra-

vés de soluciones técnicas de amplia difusión y auto-obligatoriedad813.  

                       

zan de gran prestigio. En el caso de los Principios UNIDROIT, “su pretensión no ha sido 
unificar los singulares derechos nacionales, sino la enunciación de aquellos principios y 
reglas en materia contractual que son comunes a los principales sistemas jurídicos exis-
tentes, y/o indicar la solución que más se adapta a las particulares exigencias del dere-
cho internacional.” Cfr. RIVERA, “Globalización y derecho…”, p. 1016. 

809 Cfr. BONELL, An International Restatement..., pp. 37-39 
810 Cfr. LANDO, “Principles of European Contract Law …”, p. 9 
811 Cfr. WILHELMSSON, “International Lex mercatoria...”, pp. 141-142. BONELL, An In-

ternational Restatement..., p. 94, bajo el título “Divergencies of policy”. 
812 Cfr. WILHELMSSON, “International Lex mercatoria...”, p. 143.  
813En los Principios UNIDROIT queda claro que las partes tienen especial interés 

en la conservación del contrato, siendo este uno de los principales aspectos considera-
dos por los redactores. Esto es un punto de vista totalmente distinto a la protección del 
consumidor. BERGER, The Creeping Codification…, p. 163. Algunos ejemplos de este favor 
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En el caso de la UE, la armonía de soluciones en el derecho del con-

sumo tiene su origen en la intervención de los gobiernos en la protec-

ción de la parte débil con la finalidad de que las regulaciones nacionales 

no afecten la competencia del mercado interno al crear barreras al co-

mercio. Procura brindar confianza a los consumidores y seguridad a los 

empresarios, en cuanto que el tráfico intrazona no debe implicar incer-

tidumbre ni posibles perjuicios ante dispares niveles protección814.  

¿Se puede realmente combinar la función de la lex mercatoria con 

aquella que sirve de base a un sistema general de derecho civil? La opi-

nión dominante es contraria a esta posibilidad815. Podemos analizar esta 

propuesta observando los sistemas jurídicos internos, y ver si las solu-

ciones son replicables en el comercio transfronterizo y su respectivo sis-

tema jurídico. Si la interacción entre el subsistema de derecho del con-

sumidor y el de derecho de los comerciantes —o derecho común— es 

posible, también podría ser posible una intercomunicabilidad de los 

principios del sistema protectorio internacional de los consumidores y 

la lex mercatoria. De la respuesta dependerá, tanto que un consumidor 

                       

validitatis: art. 2.14, cuando las partes pueden deliberadamente dejar pendientes de 
concreción ciertas estipulaciones; Art. 2, 22, cuando no habiendo acuerdo entre distintas 
cláusulas estándar utilizadas por las partes, el contrato es válido de acuerdo a las cláusu-
las sustancialmente comunes; Art. 3.2 el contrato queda celebrado por el mero acuerdo 
sin que sean necesarias otras formalidades; Art. 4, 5 se entiende que todas las cláusulas 
son válidas, sin privar de efectos a algunas de ellas. 

814 WILHELMSSON, “Is there an European consumer law…?”, pp. 11-12. 
815 La doctrina, de modo unánime, indica que la lex mercatoria se aplicará donde 

no exista necesidad de proteger a los consumidores. «Thus, the contract becomes the 
most important means to implement the will of the parties in practice because, in the ab-
sence of any need to ensure consumer protection, international trade and commerce con-
stitutes an ideal climate for the free development of contractual structures. (…)This notion 
of the contractual consensus, like the classical contract doctrine, is characterized by a lack 
of concern with distributive questions. However, the lex mercatoria only applies outside the 
consumer context. Also, international merchants bear an increased responsibility for the 
conduct of their business affairs, resulting in a transnational principle which presumes 
their professional competence. It is thus in the field of transnational business activities, 
where the force of the contractual consensus can flourish and develop its law-making qual-
ity, unhampered by consumer protection laws and notions of distributive justice that go 
beyond the general principle of “good faith and fair dealing in international trade”». 
BERGER, The Creeping Codification…, pp. 106-107.  
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pueda, no tanto ser obligado como precaverse de las posibles ventajas 

que le brinde la lex mercatoria, o que a un comerciante lo obligue un ré-

gimen protectorio imperativo.  

En el derecho interno, la actuación de unos y otros en su carácter o 

no de comerciantes parece de imposible intercambiabilidad en cuanto a 

las consecuencias que esto acarrearía. En el fondo está la discusión 

acerca de un régimen general o uno especial para regular los contratos 

comerciales, y cuánta es la autonomía del subsistema de los consumido-

res816. Al parecer las expectativas de unos y otros son muy diferentes: 

ambos buscan seguridad, pero, ¿hablamos de la misma seguridad con 

distintas gradaciones, o directamente son expectativas incompati-

bles?817 

En general, las regulaciones del derecho del consumo se ensamblan 

con el derecho civil o comercial, o el derecho privado en general, con 

particularidades y excepciones que indican la preponderancia parcial de 

ciertos principios sobre los generales del derecho privado o de los con-

tratos en particular. Como hemos visto, una atenuación del pacta sunt 

servanda (Art. 37 LDC, cláusulas que pueden tenerse por no conveni-

das), o ciertas previsiones que hacen más detallado el principio de la 

buena fe (Art. 36 LDC, sobre la información que debe contener la publi-

cidad u oferta en las operaciones de crédito), o reglas especiales sobre la 

prueba de los contratos (Art. 46 LDC sobre producción de pruebas en el 

procedimiento administrativo), no indican un sistema jurídico indepen-

diente818.  

                       

816 Cfr. PITA y MOGGIA DE SAMITIER, “Ley de Defensa del Consumidor”, pp. 1098 y 
1099. 

817 Cfr. WILHELMSSON, “International Lex mercatoria...”, p. 144. 
818 El derecho privado con contenido social, propio del Siglo XX orienta la función 

del Estado, más que a la delimitación de intereses, a su equiparación, lo que se traduce 
en normas positivas de contenido material, no solo procedimental. Esta tendencia se 
aprecia de modo preponderante en el ámbito contractual, sin que signifique eliminar la 
autodeterminación reemplazándola por una determinación legal de las funciones y con-
ductas de los operadores jurídicos. Cfr. SPELLENBERG, “La influencia de la Constitución…”, 
pp. 235-236. Así y todo, hay quienes parecen reclamar autonomía científica, a partir del 
establecimiento de un sistema independiente con base en la sistematización de la rela-
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En lo que respecta al derecho interno me inclino por la unidad de 

un sistema jurídico donde existe un tipo especial de actos jurídicos —las 

relaciones de consumo— que requieren un tratamiento diferenciado819. 

En estas situaciones se verifican intervenciones de la justicia distributi-

va dentro de relaciones privadas típicamente conmutativas, sin que esto 

requiera la elaboración de un ordenamiento independiente, más allá de 

que en algunos países se haya preferido legislar un cuerpo normativo 

ad-hoc, como en Brasil.  

Ante la existencia de esta intención comúnmente aceptada de ex-

cluir las relaciones de consumo del régimen general del derecho mer-

cantil internacional, cabe preguntarse si, al menos residualmente, estas 

disposiciones pueden ser aplicadas cuando no entren en colisión con los 

principios propios de la protección del consumidor transfronterizo820. 

Más aún cuando la consolidación y posterior eficacia normativa de los 

usos y costumbres proviene de la repetición de conductas favorables a 

los operadores que las imponen de modo reiterado a las contrapartes, 

incluso por medio de acciones corporativas de las distintas asociaciones 

empresarias. 

Por ejemplo, considerando uno de los usos más típicos del tráfico 

internacional, no parece sencillo aplicar a una compraventa internacio-

nal de consumo la totalidad de las disposiciones de las cláusulas FOB o 

FCA de los Incoterms, correspondientes a la versión de 2000, de la CCI. 

Las características principales de estos usos del comercio internacional 

son, por una parte el traspaso del riesgo de la mercadería en la plaza del 

exportador, ya sea al cruzar la borda en el transporte marítimo o la car-

ga en el medio del transportista terrestre o aéreo, y por otro la distribu-

                       

ción de consumo, como en su momento sucedió con el derecho del trabajo. Cfr. 
LORENZETTI, Consumidores, pp. 72-73.  

819 Cfr. SPELLENBERG, “La influencia de la Constitución…”, p. 236. 
820 Mientras que la posición contraria —la inclusión de aspectos del derecho de 

consumo en los principios de los contratos mercantiles internacionales— es la peor so-
lución, ya que iría en demérito del sistema protectorio, que podría ser considerado un 
régimen de segunda categoría sin aplicación real, aunque sea declamado. Cfr. 
WILHELMSSON, “International Lex mercatoria...”, p. 153. 
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ción de los costos requeridos para el transporte, seguros, gastos adua-

neros, etc.  

En el caso de una operación de consumo, que implica la venta de 

unas pocas unidades, lo usual será que el transportista lo designe el 

vendedor, cosa prevista de modo contrario en los referidos Incoterms. 

El riesgo sería así trasladado al consumidor en el momento del despa-

cho, lo que tampoco es razonable por la falta de control que tiene el 

comprador, a diferencia de las operaciones de comercio internacional, 

donde intervienen peritos, se emite documentación bancaria, instru-

mentos de transporte o pólizas de seguro endosables.  

Debido a que los montos en juego son mucho menores, también se 

requiere menos emisión de documentación respaldatoria, propia de la 

generación de confianza y garantías usuales en los negocios mercantiles. 

Pero como de todos modos los proveedores de operaciones de consumo 

indican en el documento de venta de que se trata de una operación 

“FOB”, ¿qué queda de ese uso y costumbre que pueda ser aplicable a una 

venta de consumo? Parece claro que los Incoterms quedarían desnatu-

ralizados. Por tanto, una conclusión preliminar podría ser que el conte-

nido y límites de la nova lex mercatoria resultan inapropiados en térmi-

nos de protección del consumidor.  

Así y todo no estoy plenamente de acuerdo con esa afirmación y me 

parece que —al igual que en el derecho interno— la diferenciación en-

tre contratos de consumo y comerciales no se fundamenta en un dife-

rente conjunto de principios, sino más bien en una gradación de ellos, 

propia de decisiones de política legislativa821. Desde el momento que 

                       

821 Cfr. WILHELMSSON, “International Lex mercatoria…”, p. 147: “The weight of the 
principles of autonomy and solidarity is certainly not the same in both areas, but the dif-
ference would seem to be no more than a difference of scale, not of principle. […] It shows 
that there are differences, but as they only relate to scale, there may still be a fruitful inter-
action between the sectors. The differences do not rule out that this interaction take place 
within one comprehensive framework. It is, rather, a question of legal policy, in what legal 
setting one prefers this interaction to take place. As will be seen in the following, I consider 
such legal policy arguments as fairly decisive”. Aun cuando, en p. 146, este autor también 
considera, desde una perspectiva posmoderna, que es una falácea sostener la vigencia en 
la sociedad de un sistema coherente de principios morales como soporte de cualquier 
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sostengo que el favor debilis es un principio general de todo el sistema 

jurídico y no sólo del régimen contractual ni tampoco exclusivo del sis-

tema protectorio del consumidor, hay un punto de encuentro que per-

mite aplicar soluciones del derecho del comercio internacional a la pro-

tección del consumidor transfronterizo. Fuera de la incidencia prepon-

derante que corresponde al principio protectorio, el sistema continúa 

siendo uno. Las condiciones diferenciales del mercado internacional del 

consumidor justifica soluciones extraordinarias, pero siempre dentro 

del contexto y los caracteres de un único sistema internacional822.  

Por eso creo posible lograr puntos de contacto importantes entre la 

lex mercatoria y el sistema protectorio del consumidor transfronterizo. 

Por ejemplo, el principio de buena fe del art. 1. 7 de los Principios 

UNIDROIT, en la medida en que “las partes deben actuar con buena fe y 

lealtad negocial”, será de aplicación permanente a cualquier tipo de con-

trato, a modo de piedra angular; este principio sin inconvenientes puede 

armonizarse con el favor debilis, en el sentido que ‘lo que las partes ve-

rosímilmente entendieron’, en caso de que una de ellas sea un consumi-

dor, es lo que resulta razonable pueda llegar a comprender un profa-

no823. Nada pierde el principio de buena fe cuando es modalizado en un 

                       

orden legal, y por tanto no resulta evidente que el sistema contractual esté estructurado 
a partir de principios uniformes. 

822 De modo contrario opina POCAR, considerando esta posible gradación o decisión 
de política legislativa en la protección de la parte débil. Considera que el problema de la 
determinación de qué sistema de intervención se requiere para los contratos que impli-
can a consumidores, significa definir: a) si es posible y oportuno establecer reglas gene-
rales de protección de la parte débil, utilizando criterios generales, sin importar de qué 
contrato se trate; o b) si es preferible, indicar categorías específicas de contratos en tan-
to que caracterizados por la necesidad de protección de una parte a fin de establecer los 
medios de protección especiales para esos contratos. Por su parte se inclina por las solu-
ciones que establecen reglas especiales. Su argumento es que, frente a los comerciantes, 
es más probable que las reglas especiales no reduzcan la seguridad jurídica propia de la 
lex mercatoria, y pone como ejemplo el art. 5 del Convenio de Roma. Cfr. POCAR, “La Pro-
tection...”, pp. 363-365. 

823 Como indica BERGER, “In spite of its general and vague character, Art. 1.7 of the 
UNIDROIT Principles may rightly be characterized as the Magna Charta of international 
commercial law. The principle of good faith and fair dealing performs a central function in 
the interpretation of the Principles and in transnational commercial law in general. By 
stating in general terms that each party must act in accordance with this standard, the ar-
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caso concreto, favoreciendo la conducta leal propia de quién no es un 

técnico en el ramo824. 

Pongamos atención, por ejemplo, en el Artículo 1.8 de los Principios 

UNIDROIT, que bajo el acápite “Usos y prácticas”, indica que  

“(1) las partes quedarán obligadas por cualquier uso que 
hayan convenido y por cualquier práctica que hayan establecido 
entre ellas. (2) Las partes quedarán obligadas por cualquier uso 
que sea ampliamente conocido y regularmente observado en el 
tráfico mercantil de que se trate por partes inmersas en dicho trá-
fico, a menos que la aplicación de dicho uso no sea razonable”.  

El primer párrafo, no es apropiado para los contratos con consumi-

dores, ya que estos no están en condiciones de convenir los usos del trá-

fico comercial, sino que siempre serán conductas repetidas o prácticas 

establecidas por el proveedor. Pero la segunda parte del artículo trans-

cripto, en cuanto que pueden existir usos en el tráfico mercantil con 

consumidores, sí obligaría al proveedor, cuando la práctica está regu-

larmente extendida825. Así, por ejemplo, las indemnizaciones voluntarias 

e inmediatas que en el mismo aeropuerto reciben los pasajeros que no 

pueden tomar el vuelo por estar “sobrevendida” la capacidad del mismo.  

Nada impide que los principios y reglas de la lex mercatoria coad-

yuven a lograr los objetivos de la protección del consumidor transfron-

                       

ticle makes it clear that even in the absence of special provisions in the Principles the par-
ties' behavior throughout the life of the contract, including the negotiation process, must 
meet certain requirements which are generally accepted within the international business 
community”. BERGER, The Creeping Codification…, p. 169. 

824 WUST analiza las diferentes perspectivas del principio de buena fe, consideran-
do los Principios UNIDROIT y la Directiva Europea sobre cláusulas abusivas. Cfr. WUST, 
Graciela, “La autonomía de la voluntad en los Principios de Unidroit y en la Directiva 
93/13 CEE sobre cláusulas predispuestas”, XVI Jornadas Nacionales de Derecho Civil. 
Nro. 4. 

825 En este sentido se expresa también el art. 9 numeral 2 de la Convención de Vie-
na de 1980, por el cual las partes, salvo pacto en contrario, se considera han hecho táci-
tamente aplicable al contrato o a su formación un uso del que tenían o debían haber te-
nido conocimiento y que, en el comercio internacional, sea ampliamente conocido y re-
gularmente observado por las partes en contratos del mismo tipo en el tráfico mercantil 
de que se trate. Volveré a considerar la importancia de los usos en el tráfico con consu-
midores en el número IV. C, p. 416.   
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terizo, esto es: a) proporcionarles protección legal en sus relaciones con 

los proveedores; b) proporcionarles beneficios económicos aumentando 

la disponibilidad y disminuyendo los costos de los productos; c) brin-

darles mayor confianza en el mercado826. Estos objetivos pueden ser 

compatibles con los propios de la lex mercatoria, a modo de relación de 

lo particular que restringe lo general. Estos últimos fines o característi-

cas deseables son: a) el carácter universal; b) flexibilidad y dinamismo 

en su conformación, a fin de adaptarse a las cambiantes circunstancias; 

c) informalidad y agilidad en la celebración de los negocios; d) confianza 

en los usos y prácticas827. 

El carácter propio de la lex mercatoria está dado en parte porque no 

se integra sólo con deberes claramente definidos sino que principal-

mente contiene una larga lista de estándares generales y deberes de 

conducta828. Esto permite la adaptación del derecho a las cambiantes 

circunstancias del comercio internacional829. Así, por ejemplo, de acuer-

do al “estándar de razonabilidad”, es irrelevante cuándo o no una de las 

partes ha actuado bajo lo que honestamente creyó ser razonable, sino 

que es decisivo que haya puesto los mejores esfuerzos y ejercitado la 

mayor diligencia en cumplir con sus propias obligaciones contractuales 

y facilitado las comunes, evitado el abuso del derecho y facilitado el 

cumplimiento de la otra parte830. ¿Qué impide que un tribunal utilice es-

                       

826 Son los objetivos propuestos por la delegación de Brasil en la Introducción ex-
plicativa de la Reunión de Especialistas, realizada por la OEA en Porto Alegre, Brasil, del 
2 al 4 de diciembre de 2006, preparatoria de la convocatoria de la CIDIP VII, que tratará 
la redacción de una Convención Interamericana de protección del consumidor. El texto 
puede consultarse en  
http://www.oas.org/dil/esp/derecho_internacional_privado_grupos_reuniones_prepara
torias.htm , última visualización el 11 de agosto de 2010.  

827 Cfr. BERGER, The Creeping Codification…, p. 231. 
828 BERGER, “The Concept of the ‘Creeping Codification’ of Transnational Commer-

cial Law”, p. 8. 
829 Cfr. PERALES VISCASILLAS, Mª del Pilar, “El derecho uniforme del comercio inter-

nacional: los Principios de UNIDROIT — Ámbito de aplicación y Disposiciones Genera-
les”, Revista de Derecho Mercantil, Vol. 223, Madrid, 1997, pp. 221 a 297, en 230-236. 

830 Cfr BERGER, The Creeping Codification…, p 171. 
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te mismo criterio para evaluar un incumplimiento contractual en un 

contrato con consumidores? 

Si una de las características de este derecho internacional del co-

mercio es su flexibilidad, nada impide que en un esquema de alta plasti-

cidad, aprovechando los conceptos derivados de la tópica, se puedan in-

troducir usos y costumbres propios de un tipo de comercio transfronte-

rizo: el de los consumidores. Una dificultad para esto es la falta de 

imperatividad de la lex mercatoria, ya que muchos de los instrumentos 

jurídicos no poseen fuerza vinculante, e inclusive las partes pueden de-

jarlos total o parcialmente de lado, debido a la función directriz que 

cumple la autonomía de la voluntad. Aunque nada impide que, en una 

versión más desarrollada de un catálogo de principios, algunos puedan 

ser considerados imperativos cuando intervienen consumidores831.  

En el comercio internacional las partes pueden remitir a la lex mer-

catoria como derecho elegible, como suele suceder cuando, por ejemplo, 

determinan la aplicación de los Principios UNIDROIT, a través de la au-

tonomía material832. Esto no podría suceder en las operaciones con con-

sumidores, en la medida que el sistema protectorio se inserta como de-

recho imperativo de la lex fori, y por tanto las partes no pueden estable-

cer la derogación total o parcial de ese sistema protectorio 

transfronterizo, que a su vez es derecho interno. Pero nada quita que 

esa lex mercatoria pueda servir como pauta interpretativa cuando el tri-

bunal deba decidir haciendo previa aplicación del principio in dubio pro 

consumptore o favor debilis, que actuará a manera de calificación agra-

vante.  

De hecho, el mismo Artículo 1.7 de los Principios UNIDROIT indica 

que “las partes no podrán excluir ni restringir la aplicación” del deber 

                       

831 Cfr. WILHELMSSON, “International Lex mercatoria…”, p. 147. «However, if “princi-
ples” are turned into a Code, which is what some of the drafters of the PECL intend, then it 
might be easy, by a few additions, to declare some of the provisions mandatory in con-
sumer relations. In national legislation, there are many examples of a technique where the 
same rules are contained in one instrument, being mainly mandatory for consumer con-
tracts and nonmandatory for other relationships».  

832 Cfr. LEIBLE, “Comercio exterior y seguridad jurídica”, pp. 418-427. 



 CAPÍTULO III 315 

 

de buena fe. Otro tanto podría decirse, llegado el caso, de los principios 

protectorios. Como también indica el capítulo inicial de los Principios 

UNIDROIT, referido a los principios generales del derecho, estos hacen 

posible efectuar valoraciones y ponderaciones entre normas y princi-

pios, tal como pretendo a lo largo de este capítulo. Si bien se trata de re-

gulaciones específicas referidas al contenido del contrato y no a la juris-

dicción competente, también permitiría una interpretación a favor del 

consumidor833. 

Ahora bien: si los comerciantes internacionales que se dirigen a 

consumidores, dentro del margen de libertad de sus negocios, supieran 

que existen principios imperativos que delimitan el marco general, que-

darían así establecidos los requisitos mínimos de seguridad jurídica, o al 

menos serían cognoscibles los riesgos implícitos de la actividad; aún 

cuando luego el sistema se complete “por defecto” con los derechos na-

cionales. Esto nos puede llevar a un catálogo de principios generales de 

protección de los consumidores en el ámbito del comercio internacional. 

Tendríamos así un derecho “principialista”, con algunos específicos des-

tinados a la protección transfronteriza del consumidor.  

De esta manera, la aparente imposibilidad de que las operaciones 

con consumidores sean incluidas en la lex mercatoria se soluciona a tra-

vés de un sistema tópico, donde los principios rectores brinden una 

forma básica que será progresivamente completada, modificada y reali-

zada al modo del clásico proceso del derecho internacional del comer-

cio. Se podrá acudir a una pluralidad de instrumentos, usos, compromi-

sos, leyes modelo, sistemas de arbitraje, etc.834. 

                       

833 Los principios UNIDROIT contienen una fina red de reglas con un ámbito de 
aplicación bien delineado que tratan en forma completa el derecho contractual. Lo estre-
cho de la regulación es, en parte, mayor que en el Codigo Civil. Las regulaciones concre-
tas son precedidas en el primer capítulo por los principios generales del derecho, que 
“luego atraviesan los principios del UNIDROIT como un hilo conductor, y hacen posible 
de este modo valoraciones y ponderaciones entre las reglas y los principios generales 
del derecho”. LEIBLE, “Comercio exterior y seguridad jurídica”, p. 427. 

834 SIERRALTA RÍOS considera que parte de esta flexibilización sería, por ejemplo, la 
posibilidad que tienen los consumidores de la UE de revocar la oferta o apartarse del 
contrato, equivalente al derecho de retractación del art. 34 de nuestra LDC. De su co-
mentario, pareciera que esta norma formara parte del derecho del comercio internacio-
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Si consideramos que lograr la uniformidad de los derechos naciona-

les —incluyendo los criterios de atribución de jurisdicción— puede re-

sultar una epopeya harto dificultosa, el soft law derivado de la lex mer-

catoria sería una alternativa útil para resguardar la seguridad de los 

operadores y consumidores. Más aún si la expansión del orden jurídico 

desnacionalizado y a-estatal, formado y aplicado al margen de de las re-

glas y de las autoridades nacionales, es un camino sin retorno835. Po-

dríamos, con base en los principios generales, construir un puente entre 

los derechos domésticos y el internacional. 

Tendríamos entonces una definición aproximada de cuál sería el 

proper law de los contratos con consumidores dentro del comercio in-

ternacional, con costumbres específicas, así como existen otros dere-

chos más apropiados para ciertos campos de la actividad comercial, y 

junto con ello, la jurisdicción más adecuada para esa categoría de nego-

cios836. 

                       

nal. Cfr. SIERRALTA RÍOS, “Comentarios liminares…”, p. 269.Entendemos que tal vez el pun-
to particular, el llamado “derecho de arrepentimiento”, que existe en muchas legislacio-
nes internas, podría convertirse en un uso internacional, aunque difícilmente sería obli-
gatorio, ya que la institución que comentamos tiene sentido en un contexto de prácticas 
de marketing agresivas. Se pretende que el consumidor tenga un período de reflexión, 
cuando ya celebró un contrato, influenciado por una publicidad invasiva. No vemos fac-
tible que esto pueda convertirse en una norma imperativa del comercio internacional, ya 
que los mayores costos que acarrearía la operatoria de anulación de ventas interjuris-
diccionales serían difíciles de instrumentar. Nada quita que los proveedores compitan 
entre ellos ofreciendo esta herramienta jurídica a los consumidores, a fin de brindarles 
mayor seguridad. Trataré luego este asunto en IV. B. 2.b), p. 403 y ss. 

835 Cfr. ALTERINI, “Derecho Internacional de los Contratos”, p. 680. 
836 BERGER menciona como ejemplos de sets de regulaciones específicas del comer-

cio internacional a la lex petrolia, en el ámbito de la industria del petróleo, la lex numeri-
ca, de utilización en la transmisión internacional de datos, o de la lex constructionis, para 
las actividades de construcción y ensamblaje internacionales. Cfr. BERGER, The Creeping 
Codification…, p. 230. 
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III. D. 3. Aplicación de los principios de la lex mercatoria a la atri-

bución de jurisdicción protectiva del consumidor 

He hecho una reseña de los principios rectores de la lex mercatoria 

y los límites de su aplicación a las operaciones que involucran a consu-

midores. Estos análisis nos traen de nuevo al objeto de estudio: la posi-

ble aplicación de los principios y reglas de la lex mercatoria a la jurisdic-

ción competente en conflictos entre empresarios y consumidores trans-

fronterizos. Interesa saber si estos principios pueden formar parte del 

sistema en construcción. 

Insisto en que el principal punto de discusión se centra en la amplia 

autonomía de la voluntad propia de la lex mercatoria y su intersección 

con las normas imperativas intervencionistas del derecho del consumo. 

Aún cuando es creciente la admisión por parte de los Estados de las ma-

nifestaciones normativas y las decisiones provenientes del ámbito pri-

vado, esta autonomía no es ilimitada. El hecho de que casi todas las con-

venciones, instrumentos, directivas, reglamentos de arbitraje, guideli-

nes, etc., del comercio internacional no se apliquen a operaciones con 

consumidores, se debe a que un régimen imperativo de derecho interno 

se considera más apto para lograr esa seguridad jurídica837. 

                       

837 Cfr. LACASSE, Nicole, “Le champ d´application de la Convention des Nations Unies 
sur les contrats de Vente Internationale de Merchandises”, en Actes du colloque sur la 
vente internationale, autores varios, Wilson Lafleur Iteé, Montreal, 1989, p. 27. Aclara 
LACASSE que la principal razón de esta exclusión radica en la existencia en numerosos 
países de leyes de orden público destinadas a proteger los intereses de los consumido-
res, y se trata de evitar los eventuales conflictos entre la Convención y los derechos na-
cionales imperativos para este tipo de transacciones. En Estados Unidos, se desprende lo 
mismo del Uniform Commercial Code 2-102, que distingue con mucha claridad quién es 
consumidor y quién empresario: (c) «"Consumer" means an individual who buys or con-
tracts to buy goods that, at the time of contracting, are intended by the individual to be 
used primarily for personal, family, or household purposes. (d) "Consumer contract" means 
a contract between a merchant seller and a consumer.» A su vez el 2-104 (1) indica (1) 
"Merchant" means a person that deals in goods of the kind or otherwise holds itself out by 
occupation as having knowledge or skill peculiar to the practices or goods involved in the 
transaction or to which the knowledge or skill may be attributed by the person's employ-
ment of an agent or broker or other intermediary that holds itself out by occupation as 
having the knowledge or skill” (3) "Between Merchants" means in any transaction with re-
spect to which both parties are chargeable with the knowledge or skill of merchants”.  
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Siempre los Estados se reservan la última palabra, a través del or-

den público y las normas de policía o imperativas838. Como vengo di-

ciendo, los principios de la protección del consumidor reseñados —

aquellos que se refieren a la defensa en juicio, el favor debilis, el in dubio 

pro consumptore—, son constitutivos del sistema protectorio. Por lo tan-

to, serán aplicados para resolver —entre otros asuntos— la validez de la 

cláusula de prórroga de jurisdicción, o el contenido del laudo arbitral, o 

la necesidad de facilitar los aspectos procesales o de auxilio judicial re-

levantes. Esto no quita que, desde el punto de vista de la técnica legisla-

tiva, en caso de existir un cuerpo normativo, aún de aplicación volunta-

ria como pueden ser los Principios UNIDROIT o los Principios Europeos 

de los Contratos, sea posible, al igual que en los derechos internos, de-

terminar que ciertas disposiciones, si se trata de una operación en la 

que intervienen consumidores, no serán disponibles por las partes sino 

de aplicación obligatoria.  

En lo que respecta a la protección del consumidor transfronterizo, 

parece claro que los usos y costumbres del comercio internacional que 

no sean contrarios a los principios generales del sistema protectorio, y 

que resulten favorables al consumidor, pueden ser aplicados directa-

mente por el juez, por cuanto el proveedor se supone está familiarizado 

con esas normas consuetudinarias, de habitual uso cuando trata con sus 

pares; a primera vista, esto no debería provocarle un perjuicio. Pero, ¿si 

el proveedor utiliza una operatoria específica para el trato con consu-

midores, donde ha logrado nuevas situaciones de equilibrio, porqué 

aplicarle normas diseñadas para comerciantes? ¿no sería sorprenderlo? 

Tal vez este es el sentido del art. 2 de la Convención de Viena de 1980. Si 

el proveedor no sabía o no debía suponer que su cliente era un consu-

midor, se aplicará la Convención de Viena, lo que aparentemente juega a 

favor del comerciante, por ser normas menos gravosas que las protecti-

vas, cualesquiera fueran éstas. Por el contrario, si el comerciante cono-

cía que su contraparte es un consumidor, no puede pretender que se 

                       

838 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, p. 81. 
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aplique a esa relación un corpus normativo elaborado para empresarios 

que actúan paritariamente en el mercado internacional.  

Esta flexibilidad en la utilización de los principios de la lex mercato-

ria, puede resultar, por ejemplo, a través de la operatividad de los Prin-

cipios ALI/UNIDROIT de procedimientos civiles transnacionales. Allí se 

prevén dos tipos de jurisdicciones: a) la acordada por las partes, y b) la 

correspondiente a una conexión sustancial entre el tribunal del Estado 

requerido y las partes, el negocio o el acontecimiento que origina el re-

clamo. Esto significa que alguno de los elementos relevantes de la tran-

sacción o del acontecimiento sucedido están localizados en el foro re-

querido; o bien que uno de los demandados tiene su habitual residencia 

en el Estado del foro; una persona jurídica tiene allí su lugar de consti-

tución o principal asiento de los negocios; o cuando los bienes a que se 

refiere la disputa están localizados en ese Estado839. Estas conexiones 

razonables con el foro —y casi seguro concurrentes—, que apuntan a 

evitar el forum shopping, evidentemente pueden resultar favorables al 

consumidor pasivo demandante, cuando el lugar de cumplimiento coin-

cide con su domicilio.  

No cabe duda que este principio, así enunciado, aunque elaborado 

para el comercio entre empresarios, puede ser aplicado a operaciones 

de consumo. Si así fuera, podríamos admitir que las normas consuetudi-

narias podrían ser aplicadas ante la falta de una regulación expresa con-

traria, mientras resultaran favorables al consumidor. El cuadro general 

entonces sería el siguiente:  

1. De existir una regulación expresa en el ámbito internacional 

a favor del consumidor se aplica esta, por su carácter impe-

rativo; por ejemplo, la autorización de la cláusula de prorro-

gatio fori sólo post litem natam; 

2. Si la regulación internacional no existiera, las partes pueden 

establecer los derechos correspectivos —tarea por lo gene-

ral a cargo del empresario—, pero los principios protecto-

                       

839 Cfr. ALI/UNIDROIT Principles of Transnational Civil Procedure, nro. 2.1. 
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rios tendrán la virtualidad de modificar lo que las partes es-

tablecieron, cuando se afecte indebidamente los intereses 

del consumidor; por ejemplo, permitiendo al consumidor 

invalidar la cláusula de prórroga si se afectara gravemente 

su defensa en juicio; 

3. Si las partes nada han establecido en una cuestión determi-

nada, se resolverá por las costumbres, insufladas por los 

principios protectorios; es decir que se aplica en subsidio la 

lex mercatoria en lo que no fuera incompatible; por ejemplo, 

la validez de una cláusula compromisoria a favor de un sitio 

de mediación en línea. 

A modo de indicación de cómo se puede hacer aplicación de un 

principio protectorio de justicia distributiva en la asignación de juris-

dicción de consumo, vale atender a lo que indica CIURO CALDANI:  

“cabe pensar en una justicia ‘rectora’ y en otra ‘correctora’; en prin-
cipio la jurisdicción se relaciona especialmente con ésta. Se dice y se hace 
realidad jurisdiccionalmente el Derecho para ‘corregir’ situaciones que 
se deben cambiar. Es posible pensar en una ‘justicia de partida’, más re-
ferida a la proyección de una situación tomada como base, y en una justi-
cia de llegada, más orientada a una situación a alcanzar. Es viable reco-
nocer una jurisdicción más legitimada por la proyección de la partida o a 
la ‘retroyección’ de la llegada, aunque en general predomine la primera” 

840.  

El principio general de la libertad conflictual o material también 

tiene su correlato en la determinación de la jurisdicción competente, ya 

que la posible doble elección refuerza la deseada seguridad jurídica, en 

particular por la mutua relación entre forum et ius841. Lógica y cronoló-

gicamente las partes del comercio internacional determinarán primero 

el tribunal competente e indirectamente el sistema de Derecho Interna-

cional Privado del foro. Esto, llevado al plano del derecho del comercio 

internacional, significará que probablemente elijan el tribunal arbitral 

                       

840 Cfr. CIURO CALDANI, “Criterios integrativistas...”, nro. 20. 
841 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, pp. 231-232. 
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junto con un marco contractual autosuficiente y ajeno a los poderes so-

beranos de los Estados a que pertenezcan las partes.  

El resultado puede ser múltiple y variado, y la combinación de las 

dos “coordenadas”, que es razonable en los negocios entre empresarios, 

no lo es cuando están incluidos consumidores. Por eso, en el sistema 

protectorio transfronterizo, ambas libertades están limitadas y la falta 

de autodeterminación también se refuerza entre sí, aumentando la inse-

guridad del proveedor. Si este no podrá “escaparse” de cierto foro, me-

nos aún evitará la aplicación de las normas imperativas o de policía de 

aplicación obligatoria por esos tribunales, lo que sí es admitido en ope-

raciones del comercio internacional. 

Consideremos como resultaría esto, por ejemplo, en el caso del art. 

Artículo 5 del Protocolo de Buenos Aires, de acuerdo al cual “[...] La vali-

dez y los efectos del acuerdo de elección de foro se regirán por el dere-

cho de los Estados Partes que tendrían jurisdicción de conformidad a las 

disposiciones del presente Protocolo. En todo caso se aplicará el dere-

cho más favorable a la validez del acuerdo”. Se introduce aquí el princi-

pio favor validitatis, típico mecanismo de seguridad jurídica, por el cual 

ante la duda se debe decidir por la operatividad de la cláusula de pró-

rroga. Es un principio que en el caso concreto puede actuar de modo to-

talmente opuesto al in dubio pro consumptore o favor debilis, lo cual es 

resuelto por el mismo Protocolo al declarase al supuesto como excluido 

de su ámbito de aplicación842.  

Nada impide, si embargo, que el acuerdo de elección de foro resulte 

válido luego de superar el test de los principios protectorios. Puede ver-

se con claridad que, aún siendo difícil la inserción del derecho del con-

sumidor transfronterizo en la preeminencia de la autonomía de la vo-

                       

842 El favor validitatis, siendo un principio general del derecho, en la lex mercatoria 
tiene un rol preponderante. Así, por ejemplo, en cuanto a la validez del acuerdo de arbi-
traje, la CNUDMI emitió el 7 de julio de 2006 una “Recomendación relativa a la interpre-
tación del párrafo 2) del artículo II y del párrafo 1) del artículo VII de la Convención de 
Nueva York, de 10 de junio de 1958”, por el cual se propone que se aplique de forma que 
permita a toda parte interesada acogerse a los derechos que puedan corresponderle, en 
virtud de las leyes o los tratados del país donde se invoque el acuerdo de arbitraje, para 
obtener el reconocimiento de la validez de ese acuerdo de arbitraje. 
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luntad de la lex mercatoria, el juego armónico de los principios conser-

vará la preeminencia del interés del consumidor. Por el contrario, el 

juez también puede declarar que cierto uso o costumbre internacional, o 

que determinada disposición de un código de conducta o de un regla-

mento arbitral, podría no ser de aplicación al caso debido a que en el 

supuesto particular no se resguarda la debilidad del consumidor. Bajo 

esta perspectiva podrá merituar el resultado alcanzado, declarando o no 

su validez, sustentando la decisión en el juego de los principios jurídicos 

aplicables al caso. En consecuencia, integrará el resultado disvalioso y 

consecuentemente desplazado, ya sea aplicando las normas imperativas 

o elaborando una solución equitativa que determine la jurisdicción más 

adecuada843. 

También el procedimiento de arbitraje y otros mecanismos de solu-

ción de controversias presentan dificultades de aplicación en el sistema 

protectorio. El derecho del comercio internacional prefiere los procedi-

mientos informales y menos rigurosos: mediación, negociación, conci-

liación844. A fin de asegurar la validez y eficacia de los tribunales arbitra-

les, se entiende, ya como un principio general del comercio internacio-

nal, la independencia de la cláusula compromisoria insertada en un 

                       

843 Así resulta por ejemplo en una acción de clase tramitada en EEUU, por un litigio 
originado en Rusia, donde un norteamericano, pasajero de un hotel pertenenciente a una 
cadena internacional, reclamó haber sido defraudado al facturársele una cifra superior a 
la prevista en la página Web a través de la cual había hecho la reserva. La cadena hotele-
ra fue demandada en su casa matriz en USA, y argumentó que como los hechos principa-
les ocurrieron en Moscú, debía rechazarse el reclamo en virtud de tratarse de un forum 
non conveniens, y ser Rusia el foro más adecuado para la producción de la prueba y de-
más diligencias procesales. Sin embargo, se hizo lugar al reclamo, debido a que un prin-
cipio aplicable a los argumentos de forum non conveniens es que para determinar la exis-
tencia de un foro alternativo el tribunal debe contrapesar una variedad de intereses pú-
blicos y privados que justifique cuál es foro más apropiado. En definitiva, esa evaluación 
de intereses se hizo considerando la situación concreta de la debilidad propia del con-
sumidor para cumplir con los pasos procesales. En este caso la regla consuetudinaria a la 
que no se hizo lugar fue la determinación de la jurisdicción de acuerdo al lugar de cum-
plimiento del compromiso reclamado. Cfr. Motion to dismiss, Britt a. Shaw et al. v. Mar-
riott International, inc. United States District Court for the District of Columbia, Civil Ac-
tion No. 05-1138 (GK). Volveremos a tratar este caso al hablar de ‘calificaciones’ (cfr. p. 
466) y forum non conveniens (cfr. p. 634).  

844 Cfr. SIERRALTA RÍOS, “Comentarios liminares...”, p. 270. 
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contrato845. Esta separabilidad supone que ésta debe considerarse un 

acuerdo independiente de las demás condiciones del contrato. Así, en la 

Ley Modelo de Arbitraje de la CNUDMI, si un contrato subyacente o 

principal que contiene una cláusula compromisoria es declarado nulo, la 

nulidad no se extiende a la cláusula. He aquí una modificación al princi-

pio tradicional, ya que en este supuesto lo accesorio no sigue a lo princi-

pal846. 

Pero nada impediría, que pactada la jurisdicción arbitral —incluso 

antes del nacimiento del litigio y en un contrato de consumo con cláusu-

las predispuestas—, si esta llegara a resultar conveniente para el con-

sumidor —de acuerdo a parámetros objetivos—, un tribunal arbitral 

pueda abocarse a resolver la disputa y que su laudo sea obligatorio. El 

consumidor puede plantear la excepción de incompetencia, para lo cual 

la misma Ley Modelo prevé una solución al respecto847. Así, considero 

                       

845 Aún cuando en algunos países, este principio pueda ser objetado en el orden in-
terno por alguna jurisprudencia contraria. Cfr. RIVERA, Julio César “El principio de auto-
nomía del arbitraje. Claroscuros del derecho argentino”, en 
www.rivera.com.ar/archivos, última visualización el 12/01/09.  

846 “Artículo 16. Facultad del tribunal arbitral para decidir acerca de su competencia 
1) El tribunal arbitral estará facultado para decidir acerca de su propia competencia, in-
cluso sobre las excepciones relativas a la existencia o a la validez del acuerdo de arbitra-
je. A ese efecto, una cláusula compromisoria que forme parte de un contrato se conside-
rará como un acuerdo independiente de las demás estipulaciones del contrato. La deci-
sión del tribunal arbitral de que el contrato es nulo no entrañará ipso jure la nulidad de 
la cláusula compromisoria”. En términos similares el art. 6.4 del Reglamento de Arbitraje 
de la Cámara de Comercio Internacional: “Salvo estipulación en contrario y siempre y 
cuando haya admitido la validez del acuerdo de arbitraje, el Tribunal Arbitral no perderá 
su competencia por causa de pretendida nulidad o inexistencia del contrato. El Tribunal 
Arbitral conservará su competencia, aún en caso de inexistencia o nulidad del contrato, 
para determinar los respectivos derechos de las partes y pronunciarse sobre sus preten-
siones y alegaciones”. 

847 No me olvido de la mayor objeción que se puede presenar a este planteo: el 
consumidor se vería embarcado en un proceso judicial, lo cual de por sí es una limitante 
al ejercicio de sus derechos. La Ley Modelo de la CNUDMI sobre Arbitraje Comercial In-
ternacional, establece en el art. 16.2) “La excepción de incompetencia del tribunal arbi-
tral deberá oponerse a más tardar en el momento de presentar la contestación. Las par-
tes no se verán impedidas de oponer la excepción por el hecho de que hayan designado a 
un árbitro o participado en su designación. La excepción basada en que el tribunal arbi-
tral ha excedido su mandato deberá oponerse tan pronto como se plantee durante las ac-
tuaciones arbitrales la materia que supuestamente exceda su mandato. El tribunal arbi-
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que el enorme esfuerzo y logros de la lex mercatoria deben ser aprove-

chados en todo lo que se pueda, informándola de los principios nutricios 

del derecho del consumo, ya asumidos como propios por todas las na-

ciones civilizadas848.  

Da la impresión que un sistema de soft law para la protección del 

consumidor es asequible. Los rápidos cambios del contexto económico, 

sociológico, tecnológico, etc., hacen posible que una estructura plástica 

logre objetivos razonables, aunque sin el nivel de detalle que se podría 

esperar de una solución directa o material. La misma lex mercatoria es 

un conjunto de reglas y principios en continua evolución para adaptarse 

al medio internacional del comercio, lo que no constituye una debilidad 

sino una prueba de su vitalidad849. 

                       

tral podrá, en cualquiera de los casos, estimar una excepción presentada más tarde si 
considera justificada la demora”. 

848 Los autores en general consideran que tanto los Principios Unidroit como los 
Pincipios Europeos de los Contratos constituyen un ius commune de los contratos. Cfr. 
LANDO, “Principles of European Contract Law…”, p. 7. Esto es lo que permite ambicionar 
una base común, donde los principios y disposiciones a favor del consumidor que pue-
dan llegar a construirse, tengan una acogida semejante a como las normas protectivas 
internas son tenidas en cuenta en un regimen interno de derecho civil.  

849 Cfr. BERGER, «The Concept of “Creeping Codification”…», p. 6. 



 

 

CAPÍTULO IV.  

LOS DERECHOS SUBJETIVOS  

DEL CONSUMIDOR TRANSFRONTERIZO  

EN UN SISTEMA PROTECTIVO 

Llega un momento en que, en aras de la seguridad jurídica, debe-

mos educir el ‘suyo de cada uno’ del sistema principialista que hasta 

ahora venimos estructurando850. En el ámbito protectorio del consumi-

dor existe una profusión de declaraciones, recomendaciones y cláusulas 

constitucionales que deben ser discernidas. No toda expresión de de-

seos o normas programáticas dan lugar a derechos subjetivos; lo mismo 

sucede en el campo de las relaciones de consumo transfronterizo. Así, 

las Directrices de las Naciones Unidas para la protección del consumi-

dor, indican a los países qué deben asegurar a los consumidores:  

“Los gobiernos deben establecer o mantener medidas jurídicas o 
administrativas para permitir que los consumidores o, en su caso, las or-
ganizaciones competentes obtengan compensación mediante procedi-
mientos oficiales o extraoficiales que sean rápidos, justos, poco costosos 
y asequibles. Al establecerse tales procedimientos deben tenerse espe-
cialmente en cuenta las necesidades de los consumidores de bajos ingre-
sos”851.  

                       

850 Es decir que de los valores que trasuntan los principios hay que hacer explícitos 
y en algunos casos educir los derechos subjetivos del consumidor. Cfr. CANARIS, El sistema 
en la jurisprudencia, p. 59. 

851 “Directrices de las Naciones Unidas para la protección del consumidor”, am-
pliadas en 1999, Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo 
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A primera vista, de aquí no se desprende un derecho subjetivo, ni 

estamos ante una disposición mandatoria para los gobiernos, ni es re-

clamable su cumplimiento de modo interno o internacional. De modo 

puntual en el aspecto jurisdiccional, pero igualmente respecto de cual-

quier otro derecho, se requiere certeza y más aún si, de acuerdo los 

principios de un sistema protectorio, se deben admitir —como criterio 

general— la mayor cantidad de posibilidades jurisdiccionales852.  

Bajo ciertas circunstancias puede presentarse un ‘conflicto de dere-

chos’, que en realidad oculta un conflicto de intereses: el reclamante, 

pretende que se le haga justicia; el otro, quiere ejercer su defensa. 

¿Quién de ambos tiene realmente derecho, y a qué, en el caso concreto? 

Este problema también se presenta, por ejemplo, cuando un proveedor 

internacional, con negocios on line, habiendo previsto contractualmente 

la prorrogatio fori, es obligado a litigar en múltiples jurisdicciones. Esa 

imprevista deslocalización afecta su ‘patrimonio’, del cual forma parte la 

cláusula cuestionada853. 

Ya que los derechos del consumidor son un justo reparto, las direc-

tivas del ordenamiento deberán formalizarse como potestades o dere-

                       

(UNCTAD), 2001, nro 32. Las “Directrices de Naciones Unidas para la Protección del 
Consumidor” representan el “consenso de la opinión internacional sobre lo que deberían 
ser las buenas prácticas y leyes de protección del consumidor”, siendo un “un conjunto 
internacionalmente reconocido de objetivos mínimos que todos los consumidores del 
mundo esperarían que fueran aplicados” en sus respectivos países. Son un conjunto de 
estándares o principios mínimos, a partir de los cuales, de ser debidamente recogidos y 
aplicados por los países, asegurarían a los consumidores el nivel de protección mínimo 
que éstos podrían esperar en su interacción con los proveedores en el establecimiento 
de relaciones de consumo el mercado global”. Cfr. SERRA CAMBACERES, Antonino, “Imple-
mentación de las Directrices para la Protección del Consumidor de Naciones Unidas”, 
Consumers International - Oficina para América Latina y el Caribe Consumers Internatio-
nal, disponible en http://www.consumersinternational.org 

852 “En materia de jurisdicción internacional rige, en principio, la máxima de la ge-
nerosidad. Cuando más fueros se pongan a disposición del actor, más cómoda le será la 
realización de sus peticiones. (...) En segundo lugar, la comodidad del actor no debe re-
dundar en una incomodidad injusta del demandado”. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional 
Privado, p. 469. 

853 Respecto de un concepto amplio de patrimonio, que integra los contratos y los 
derechos económicos que de allí se derivan, cfr. CIANCIARDO, El ejercicio regular de los de-
rechos, p 107 y ss.  
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chos subjetivos. Ahora, una vez que he analizado la situación fáctica del 

consumidor en el comercio internacional y quedaron definidos los prin-

cipios que estructuran el sistema protectorio, corresponde determinar 

qué condiciones se requieren para que cada una de las partes pueda 

considerarse como titular de una potestad reclamable. En este caso, su 

derecho, lo suyo propio, en cuanto el acceso a los tribunales que solu-

cionarán su conflicto, o lo propio del proveedor, su derecho, que tam-

bién debe ser respetado.  

En este proceso de concreción, primero intentaré establecer qué 

derechos o expectativas se desprenden de los principios relevados. En 

algunos casos, estos darán lugar a derechos fundamentales o constitu-

cionales como sustento del sistema protectorio, por ser mandatorios 

por sí mismos. En otros casos, estos principios pueden formar parte del 

orden público internacional.  

Para determinar los derechos subjetivos del consumidor, también 

debemos situarnos en el terreno de los derechos fundamentales; tanto 

cuando el sujeto pasivo es el Estado, como cuando esos derechos están 

presentes en las relaciones entre particulares854. Para ese estudio debe-

rá considerarse el fundamento de los derechos del consumidor trans-

fronterizo, de donde se desprenderá qué corresponde a la mera mate-

rialidad y qué a la sustancia o formalidad del derecho, y por tanto exigi-

ble855. 

                       

854 Algunos autores consideran que la incidencia de los derechos fundamentales en 
las relaciones privadas no se da siempre a través de la existencia o reconocimiento de 
derechos subjetivos a favor del consumidor. Les parece que no se pueden resumir todas 
las hipótesis de aplicación directa de los derechos fundamentales en el molde estrecho 
de los derechos subjetivos. Mencionan como supuestos de aplicación directa la interpre-
tación de cláusulas contractuales, o como pauta exegética, o límite externo de la regula-
ción jurídica emanada de fuentes no estatales, como los estatutos de sociedades, etc. 
Consideran que no hay que limitarse a los derechos subjetivos sino también a los valores 
que emanan directamente de la Constitución. Puede tratarse de un poder jurídico, o una 
facultad, o un cánon interpretativo o como auténtico derecho subjetivo. La distinción nos 
parece innecesaria, ya que cada vez que la pretensión sea reclamable y reconocida, es-
tamos ante un derecho subjetivo. Cfr. SARMENTO, Daniel, Direitos Fundamentais e Relações 
Privadas, Editora Lumen Juris, Rio de Janeiro, 2004, pp. 299-300. 

855 La protección procesal internacional del consumidor también es considerada 
como parte de los derechos humanos, tanto para el acceso a la justicia como para la pro-
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Una vez verificados los derechos constitucionales del consumidor, 

se impone el análisis de razonabilidad que solucione los eventuales ca-

sos particulares de colisión, de donde surgirá el efectivo derecho de ca-

da una de las partes. Debemos resolver los conflictos de pretensiones 

jurídicas. Los puntos de contacto entre derechos tendencialmente 

opuestos pueden generar contradicciones, porque los bienes jurídicos 

tutelados ocupan sitios cercanos y se refieren a potestades divergentes. 

El contenido esencial del derecho del consumidor tiene un núcleo teleo-

lógico, a través del principio favor debilis, que puede coadyuvarse o en 

ocasiones contraponerse con el contenido esencial de la garantía de ac-

ceso a la justicia. En caso de colisionar con la libertad de comercio, o el 

derecho de propiedad, o la misma garantía de acceso a la justicia por 

parte del proveedor, se deberá observar qué derecho está presente en la 

puja. 

Del mismo modo, también habrá que preguntarse si los derechos 

existentes en el plano interno rigen en el internacional, al no poder con-

siderarse como una obligación del Estado que actúe donde no ejerce so-

beranía. Es decir, qué derechos del orden interno tienen virtualidad en 

un contexto de internacionalidad. Recién finalizado este proceso esta-

remos en condiciones de establecer con relativa precisión los derechos 

subjetivos, y, especialmente, los correspondientes a la atribución de ju-

risdicción internacional. 

IV. A. LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DEL CONSUMIDOR 

IV. A. 1. Delimitación de los derechos fundamentales del consumi-

dor transfronterizo 

¿A qué nos referimos cuándo hablamos de derechos fundamenta-

les? 

                       

tección de la parte débil. Cfr. LIMA MARQUES, “O novo direito internacional privado…”, p. 
276.  
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“Los derechos humanos naturales o fundamentales no son ‘creados’ 
por ninguna autoridad estatal o social, sino que simplemente correspon-
de que los reconozcan por medio del derecho positivo, pues su existencia 
deriva de la naturaleza humana. El hombre se presenta ante sus seme-
jantes como titular de ciertos derechos o suyos cuyo título es ser sim-
plemente miembro de la especie humana, y exige el respeto de ellos dado 
que su violación compromete su propia humanidad”856. 

Los derechos humanos naturales originarios son “principios del de-

recho” porque son punto de partida desde el que una cosa es, se hace o 

se conoce, atento a que expresan la juridicidad primera o radical que 

permite constituir, confirmar o convalidar cualquier otra juridicidad 

creada por los hombres. Los principios del derecho, al enunciar los de-

rechos fundamentales, nos ponen en contacto con aquello que identifi-

camos como propio y como debido por los otros, leyendo en nuestra 

propia naturaleza. Además, posibilitan e instan a que la restante juridi-

cidad que necesitamos para la vida social se configure respetando aquel 

núcleo jurídico. De esto también depende que el derecho garantice su 

funcionalidad al servicio del hombre857.  

El origen de los derechos fundamentales o derechos constituciona-

les (dependiendo de su denominación, por ej. España y Alemania en un 

caso, Estados Unidos y Argentina, en el otro) proviene de los procesos 

constitucionales que generan las cartas de derechos del ciudadano, co-

mo ocurrió en su momento con la revolución francesa, por ejemplo. Son 

los derechos que los hombres tienen frente al Estado, de una particular 

fuerza e incorporados en los textos constitucionales858. En algunos ca-

                       

856 VIGO, Los principios jurídicos..., pp. 26-27. 
857 Idem. “Los derechos humanos fundamentales son aquello desde lo cual algo es o 

deviene jurídico (significado o uso ontológico; principium o ratio essendi), o aquello dese 
lo cual se conoce o reconoce intrínseca y raigalmente algo como jurídico (significado o 
uso gnoseológico o epistemológico, principium o ratio cognoscendi)”. 

858 Cfr. VICENTE GIMÉNEZ, La exigibilidad de los derechos sociales, pp. 12-18. Tam-
bién CIANCIARDO, El ejercicio regular de los derechos, p. 210-211. 
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sos, esos derechos se identifican con las normas, y en otras con una li-

bertad en principio ilimitada859.  

Puede ser útil un ejemplo. Es natural al hombre consumir alimen-

tos, de lo que se desprende un derecho humano a la alimentación, a fin 

de asegurar su subsistencia. Pero el modo concreto en que la sociedad 

se ha organizado para que esos productos lleguen a cada persona no 

dimana de la naturaleza humana sino de una situación fáctica que obe-

dece a múltiples razones. De allí se originan los derechos humanos sub-

siguientes860. Es natural al hombre consumir, y especialmente cuando se 

trata de consumir en relación con bienes humanos básicos. Pero el mo-

do en que históricamente se organizó ese consumo, cambiante de socie-

dad en sociedad y de tiempo en tiempo, ha dado origen a la relación de 

consumo. Esto incluye, obviamente, a aquellas que se desarrollan en un 

contexto de internacionalidad. Es decir, que dentro de la actividad pro-

pia de ‘consumir’ —en el sentido fisiológico del término—, algunos de 

sus elementos serán objeto de un derecho fundamental primario, y 

otros, de un derecho secundario o subsiguiente861. 

La protección del consumidor forma parte del llamado “constitu-

cionalismo social”, en cuanto regulación de “la propiedad, del contrato y 

del trabajo; de la forma y extensión de la intervención del Estado; de los 

derechos que legitiman la actuación de los sujetos económicos, el conte-

nido y límite de estos derechos; de la responsabilidad que comporta el 

                       

859 “Hoy en día puede decirse que el principal contenido del bien común es el reco-
nocimiento, la promoción, la satisfacción y la defensa, tutela y garantía de los derechos 
humanos. Sin libertades no hay respeto a la persona, ni convivencia humana, social o po-
lítica”. TOLLER, “Resolución de los conflictos…”, p. 1200. 

860 Cfr. HERVADA, Introducción crítica al derecho natural, pp. 111 y 112. Derechos 
naturales originarios son aquellos que proceden de la naturaleza humana considerada 
en sí misma y, por lo tanto, son propios de todos los hombres en cualquier estadio de la 
historia humana. En cambio, son derechos naturales subsiguientes aquellos que dima-
nan de la naturaleza humana en relación con situaciones creadas por el hombre.  

861 En el primer caso se puede mencional el “acceso al consumo”, propiciado en el 
n. 31 de las Directrices de las Naciones Unidas para la protección del consumidor, o el 
“consumo sustentable” propiciado en los nn. 2 y siguientes de las mismas Directrices. En 
el segundo supuesto, podemos ubicar la responsabilidad del fabricante y otros partici-
pantes de la cadena comercial por productos defectuosos, del art. 40 LDC. 
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ejercicio de la actividad económica; así como la organización y la técnica 

de la producción y la distribución”862. Así, distintas cartas de derechos 

fundamentales incluyen la protección del consumidor como uno de sus 

objetivos. ¿Qué valor normativo tienen esas disposiciones? 863 

Habrá que tener en cuenta que no todo enunciado de ‘derecho fun-

damental’ será mandatorio para el juez del foro, y, en caso de serlo, no lo 

será en igual medida, teniendo en cuenta las particularidades de cada 

sistema jurídico nacional en cuanto a la operatividad de estos derechos. 

Esto se puede advertir en algunos enunciados de la Declaración Presi-

dencial de Florianópolis sobre derechos fundamentales de los consumi-

dores del MERCOSUR: 

“La defensa del consumidor en el MERCOSUR, contemplará los si-
guientes derechos fundamentales, sin exclusión de otros y teniendo en 
consideración el compromiso de armonizar progresivamente las respec-
tivas legislaciones: a) a la protección eficaz de la vida, de la salud y de la 
seguridad del consumidor y del medio ambiente contra los riesgos pro-
vocados por prácticas en el suministro de productos y servicios; g) a la 
información suficiente, clara y veraz; j) a la protección contra cláusulas 
contractuales abusivas, conforme la legislación vigente en cada Estado 
Parte; (…)” 

y, especialmente importante a nuestros fines,  

“(…) k) a la facilitación del acceso a los órganos judiciales, adminis-
trativos y a medios alternativos de solución de conflictos, mediante pro-

                       

862 LÓPEZ CAMARGO, “Derechos del consumidor…”, p 2. Como ejemplo del surgimien-
to del constitucionalismo social y la aparición de la llamada “tercera generación de dere-
chos”, se puede mencionar el Artículo 75 de la CN - “Corresponde al Congreso (...) 19.- 
Proveer lo conducente al desarrollo humano, al progreso económico con justicia social 
(...), la promoción de los valores democráticos y la igualdad de oportunidades y posibili-
dades sin discriminación alguna (...)”. Interesa destacar el cambio que significa el paso de 
un principio liberal de autonomía de la voluntad e igualdad formal hacia la igualdad de 
oportunidades, de contenido sustancial. 

863 Cfr. SARMENTO, Direitos Fundamentais e Relações Privadas, pp. 70-74. La baja im-
peratividad de ciertas normas de derecho fundamental no se debe sólo al abstencionis-
mo estatal, sino también al grado de indeterminación de los textos o la escasez de recur-
sos. El resultado ha sido un alto nivel de descreimiento respecto de la Constitución. De 
allí que se propugne constitucionalizar el derecho privado. 
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cedimientos ágiles y eficaces, para la protección de los intereses indivi-
duales y difusos de los consumidores”. 

IV. A. 2. ¿Carácter programático u operativo? 

A todas luces se puede ver el carácter eminentemente programático 

de esta Declaración. El “compromiso de armonizar progresivamente las 

respectivas legislaciones”, implica, en primer lugar, que no tiene un efec-

to imperativo; luego, que no está dirigida per se a los poderes estatales, 

sino a los propios países, para que armonicen sus legislaciones, lo cual 

podría acarrear reclamaciones entre los Estados Parte; en tercer lugar, 

que a pesar de no tener efectos imperativos, de todas maneras pueden 

ser directrices para los magistrados o legisladores, o bien elementos ar-

gumentativos de razonabilidad, al momento de tener que resolver situa-

ciones particulares. Desde el momento que los derechos fundamentales 

expresan valores y principios, ni el legislador puede elaborar normas 

que contradigan esos mandatos esenciales, ni los jueces y administrado-

res tomar decisiones que impliquen una vulneración de los mismos864. 

Por lo general, la consagración constitucional de los derechos bási-

cos del consumidor tiene un carácter programático865. En primer lugar, 

porque tal como están redactadas, las cláusulas constitucionales preci-

san de un desarrollo legal para lograr su eficacia; segundo, porque las 

constituciones fijan los objetivos a alcanzar a través de una política jurí-

dica de protección a los consumidores; y finalmente porque brinda un 

                       

864 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, p. 74. Como indica TOLLER, “La importancia de las prerrogativas fundamenta-
les de la persona es, afortunadamente, un hecho innegable. Actualmente buena parte del 
debate jurídico y ético se desarrolla en términos de derechos. Así, en los últimos dos-
cientos años el derecho constitucional ha ido tiñendo buena parte del derecho, a partir 
de las exigencias relativas a distintos derechos y libertades que ha ido planteando a las 
distintas ramas de la ciencia jurídica, desde del derecho procesal, al penal, el civil, el ad-
ministrativo, etc.” TOLLER, “Resolución de los conflictos…”, p. 1201. 

865 Respecto a la distinción entre normas declarativas, operativas y programáticas, 
ver SAGÜES, Néstor Pedro, Elementos de derecho constitucional, Editorial Astrea, Buenos 
Aires, 1997, 2ª Edición actualizada y ampliada, Tomo 1. pp. 92-97.  
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marco de referencia a las actuaciones de los poderes públicos que deben 

conseguir esos objetivos y desarrollar las normas aplicativas866. 

En este sentido, el primer párrafo del art. 42 CN, al decir que “[L]os 

consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la re-

lación de consumo, (...)”, parece introducir una novedad al establecer ex-

presamente un derecho fundamental del consumidor, no ya frente al Es-

tado, sino ante los proveedores mismos. La diferencia con otros textos 

es patente, por cuanto en general establecen garantías constitucionales 

que engendran obligaciones de los poderes estatales, sin mencionar a 

los particulares de modo directo. Al referirse a la ‘relación de consumo’, 

la cláusula constitucional argentina, ¿resulta directamente operativa? 

Ante un conflicto de jurisdicciones, habrá que tener en cuenta la ampli-

tud y operatividad de la cláusula constitucional, y cómo será interpreta-

do el derecho fundamental allí consagrado. De este problema dependerá 

que el juez del foro, de acuerdo a su sistema de Derecho Internacional 

Privado, pueda o no abrir su jurisdicción, o reconocer la competencia in-

ternacional de un magistrado extranjero. En cada caso, además, habrá 

que tener en cuenta qué se determina en un orden jurídico dado, quién y 

bajo qué circunstancias ejerce ese control de constitucionalidad. El sis-

                       

866 Cfr. LÓPEZ CAMARGO, “Derechos del consumidor…”, p. 5. Como ejemplo de cláusu-
la constitucional programática, tenemos el artículo 51 de la Constitución española de 
1978, que establece: “1.- Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumido-
res y usuarios, protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los 
legítimos intereses económicos de los mismos. 2.- Los poderes públicos promoverán la in-
formación y la educación de los consumidores y usuarios, fomentarán sus organizacio-
nes y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquellos, en los términos que 
la Ley establezca. 3.- En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley re-
gulará el comercio interior y el régimen de autorización de productos comerciales” (el 
destacado es mío). En términos similares se expresan las constituciones de otros paises, 
como Colombia y Panamá. En otras, como Bolivia y Chile, no encontramos textos expre-
sos, pero la protección se puede deducir de los principios de solidaridad, de protección 
del bien común y la justicia social, la igualdad, la defensa de la competencia y la transpa-
rencia del mercado, En otros casos, como Brasil, tras instituir como principio general de 
la actividad económica la defensa del consumidor (art. 170 numeral V), ordena la san-
ción de una ley protectiva: art. 5 numeral XXIII. Finalmente, en otros países, como Uru-
guay, existen constituciones que nada dicen de la protección del consumidor y tampoco 
obligan a los poderes estatales a tomar acciones concretas, lo que no significa que esa 
protección no exista, sólo que no está expresada como derecho fundamental. 
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tema institucional puede ser determinante, en algunos casos, a los fines 

de plantear la litis en uno u otro país, si la apertura de la jurisdicción se 

fundamenta en el ejercicio de un derecho fundamental. Si estos actuaran 

como impedimento para abrir la jurisdicción, o para denegarla, o para 

ejecutoriar una sentencia o resolución extranjera, estaríamos ante una 

de las características negativas de la jurisdicción: el orden público juris-

diccional867.  

Las normas programáticas son aquellas reglas constitucionales que 

no se aplican por sí mismas, sino que requieren el dictado de leyes u 

otras reglas que las complementen o reglamenten. De todos modos, es-

tas normas “tienen vida”, a través de su eficacia parcial. Como indica 

SAGÜES,  

“a) son reglas jurídicas de rango constitucional; b) actúan como ma-
terial jurídico inductor, en el sentido de que impulsan al legislador ordi-
nario y demás poderes constituidos a actuar de un modo específico; c) 
condicionan la validez de la legislación ordinaria (resultaría inconstitu-
cional, pues, una norma subconstitucional opuesta a una norma constitu-
cional programática), y d) sirven para interpretar la constitución”868. 

De este modo, los valores fundamentales se incorporan normati-

vamente, a fin de asegurar su resguardo869. La publicización del derecho 

privado y el intervencionismo estatal que se derivan de la idea del Esta-

do social, modifica la figura pasiva y abstencionista, como coraza de los 

individuos frente a los abusos del poder870.  

                       

867 Cfr. SOTO, Temas estructurales…, p. 67.  
868 SAGÜES, Elementos de derecho constitucional, pp. 93-94. 
869 El problema de la inconstitucionalidad por omisión nos parece de dudosa apli-

cación para nuestro caso de protección del consumidor en operaciones transfronterizas, 
ante la inactividad del Estado en determinar mediante normas más precisas las normas 
programáticas. Los jueces pueden abrir la vía de acceso de los particulares, hacerla ope-
rativa y facilitar su aplicación y su vigencia impedidas hasta ese momento, pero no orde-
nar al Estado que llene el vacío legal. Cfr. MOSSET ITURRASPE, Jorge, “Los nuevos derechos: 
¿meras declaraciones o derechos operativos? La cuestión frente a la reforma. El rol de 
los jueces”, Revista de Derecho Privado y Comunitario, Nro. 7, El Derecho Privado en la re-
forma constitucional, Rubinzal Culzoni Editores, 1994, p. 96. 

870 Cfr. LIMA MARQUES, Contratos..., pp. 595-596. 
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A modo de ejemplo de la operatividad de estos derechos, la Consti-

tución española indica: 

Artículo 9.1 “Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a 
la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico”.  

Artículo 10. 1. “La dignidad de la persona, los derechos inviolables 
que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a 
la Ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y 
de la paz social”.  

Artículo 53. 1. “Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo 
II del presente Título vinculan a todos los poderes públicos. Sólo por Ley, 
que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse 
el ejercicio de tales derechos y libertades que se tutelarán de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 161.1.a.” 

Cuando se dice que los derechos fundamentales constituyen el 

“fundamento del orden político y de la paz social”, se quiere significar 

que informan todas las relaciones sociales, incluidas aquellas entre los 

particulares871. En palabras de LORENZETTI: 

“Los derechos del consumidor son una especie del género «dere-
chos humanos». Estos derechos reconocidos en cartas constitucionales y 
Tratados han sido denominados derechos «fundamentales», donde el ca-
rácter ius fundamental proviene de su status constitucional. Al aplicárse-
los en el Derecho Privado han recibido el nombre de «derechos persona-
lísimos». Las tres designaciones corresponden a una sola categoría refe-
rida a derechos que tiene el ser humano, anteriores incluso al Estado”872. 

Los derechos del llamado “orden público económico” tratan de legi-

timizar e instrumentalizar la creciente intervención del Estado en la ac-

                       

871 DE DOMINGO, “El problema de la drittwirkung de los derechos fundamentales...”, 
p. 26, con cita de Luis PRIETO SANCHÍS, Estudios sobre derechos fundamentales, Madrid, De-
bate, 1990, pp. 263, y con cita de Gregorio PECES-BARBA MARTÍNEZ, Curso de Derechos Fun-
damentales. Teoría general, Madrid, Universidad Carlos III/BOE, 1995, p. 628. 

872 LORENZETTI, Consumidores, p. 115. Por mi parte, ya aclaré en el Capítulo III que 
reservo la expresión derechos humanos para aquellos que son exigibles por la comuni-
dad internacional. 
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tividad económica de los particulares873. Así, el consumidor pasa a ser 

un sujeto de los derechos fundamentales, en una categoría diferente a la 

de ciudadano. Se reduce el espacio para la actuación de los particulares 

en la autorregulación de sus relaciones negociales. La autonomía priva-

da queda limitada, y también el espacio de decisión del propio Estado, 

que debe legislar, ejecutar y juzgar de acuerdo a las líneas indicadas por 

la propia Constitución874.  

Esto obliga a incorporar estos derechos en la interpretación siste-

mática de todas las normas del ordenamiento. La coherencia interna 

exige al intérprete que armonice los principios constitucionales aparen-

temente contradictorios, como la defensa del consumidor y la libertad 

de iniciativa económica875. Cómo se interprete y haga operativo cada de-

recho no será igual ante circunstancias cambiantes. Los hechos del caso 

deberán ser tenidos en cuenta para esta modalización, y la internaciona-

lidad será uno de los elementos decisivos. La tarea de determinar los fi-

nes de cada derecho no se realiza en abstracto, sin considerar la posi-

ción jurídica de las partes que intervienen en el caso concreto, ya que las 

circunstancias tienen mucho que decir sobre el problema876.  

Un ejemplo de esta finalidad de los derechos —aunque referida a 

un proceso de integración— puede verse en el considerando quinto de 

                       

873 Cfr. LÓPEZ CAMARGO, “Derechos del consumidor…”, p. 5. 
874 Cfr. LIMA MARQUES, Contratos..., p. 598. En Brasil, el art. 170 de la Constitución 

Federal de 1988, indica que el orden económico tiene como fundamento la libre iniciati-
va y como uno de sus límites constitucionales a la defensa del consumidor (inc. V), junto 
con la libre competencia (inc. IV). 

875 Cfr. LIMA MARQUES, Contratos..., p. 598. La antinomia es aparente y deseada por el 
propio constituyente, pues de esa antítesis nacerá la síntesis. La interpretación del orde-
namiento jurídico conforme a la Constitución, y la consecuente relativización de dogmas 
y postulados considerados absolutos, como la propia autonomía de la voluntad en los 
contratos y la libertad de contratar 

876 Cfr. CIANCIARDO, El ejercicio regular de los derechos, p. 188. Así, si bien oportu-
namente trataré de brindar una tipología básica de relaciones de consumo transfronteri-
zas (compraventas, servicios bancarios, hotelería, etc.), a fin de sistematizar grupos de 
circunstancias semejantes, igual resulta insuficiente para que las soluciones propuestas 
sean definitivas y completas. Así, las circunstancias serán determinantes para que la ga-
rantía de acceso a la justicia sea o no respetada. Cfr. la comparación que hice de los casos 
“Paris Video Home” y V., M.C. c. UBS”, supra p. III. C. 2.b), p. 266 y ss.   
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la Declaración Presidencial de Florianópolis sobre derechos fundamen-

tales de los consumidores del MERCOSUR:  

“[s]e debe buscar la modernización de las economías de los Estados 
Partes del MERCOSUR, de modo de ampliar la oferta y calidad de los pro-
ductos y servicios disponibles, asegurando el derecho de acceso y elec-
ción de los consumidores, a fin de mejorar sus condiciones de vida (...)”. 

IV. A. 3. Determinación de los derechos fundamentales a partir de 

los principios 

A los derechos fundamentales se llega a partir de los principios. Es-

tos, en cuanto prepositivos, tienen un contenido inteligible y enunciable. 

Luego, toman forma y son llenados de contenido por las decisiones judi-

ciales o las leyes, indicando a su vez a éstas la dirección877.  

Muchos de los principios han sido concretados a través de disposi-

ciones constitucionales, estableciendo derechos y garantías, los que no 

son operativos por sí mismos sino a través de las normas que reglamen-

tan su ejercicio, incluso existiendo una disposición constitucional espe-

cífica878. Luego, la Constitución ha delegado en los Poderes Legislativo y 

Ejecutivo estas reglamentaciones, a fin de aplicarlas de acuerdo a los ob-

jetivos de política social879. Si bien todos los derechos y garantías fun-

damentales remiten a la dignidad de la persona, la particular concreción 

                       

877 En el número III. B. 4, p. 235, ya me he referido a la distinción entre derechos 
humanos y derechos fundamentales, y por qué considero que la protección del consumi-
dor transfronterizo no es un derecho humano. Los derechos fundamentales, además de 
dar derecho a algo, fundamentan el orden jurídico, de allí su relación tan íntima con los 
principios.  

878 Cfr. TOLLER, “Resolución de los conflictos…”, pp. 1249-1252 
879 Cfr. SPELLENBERG, “La influencia de la Constitución…”, p. 248. Como indica 

LORENZETTI, “[E]n el Derecho Privado estos derechos tienen una gran repercusión que se 
revela en primer lugar en el principio personalista. El grupo de derechos fundamentales 
actúa como un núcleo alrededor del cual se pretende que gire el Derecho Privado; un 
nuevo sistema solar en el que el sol sea la persona. No se trata de una mera comproba-
ción fáctica o de una instalación legal pasiva, sino de un verdadero principio activo”. 
LORENZETTI, “El derecho privado como protección del individuo particular”, p. 60. 
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requiere por lo general de decisiones sobre derechos concurrentes880. 

De esta manera, los principios son concretados a través de los derechos 

fundamentales y producen efectos en forma mediata. Este es el motivo 

por el cual la Constitución tiene primacía por sobre el Derecho privado: 

los derechos fundamentales articulan el ordenamiento en su totali-

dad881. 

Los límites a la autonomía de la voluntad reglamentan, entre otros, 

la libertad de ejercer toda industria lícita, el derecho de propiedad o la 

misma garantía de defensa en juicio. También “la protección del consu-

midor en la relación de consumo” (art. 42 CN) está reglamentada, en la 

medida que es uno de los nuevos derechos y garantías considerados por 

el constituyente de 1994882. Esas reglamentaciones no se presumen in-

válidas o exorbitantes, y solo en ciertos casos el Poder Judicial podrá de-

terminar que la regulación, mediante normas generales o cláusulas par-

ticulares, excede los parámetros establecidos en las garantías constitu-

                       

880 LIMA MARQUES brinda un ejemplo de cómo los principios constitucionales deri-
van en derechos del consumidor. Se refiere a un caso donde un consumidor extravió una 
maleta en un viaje aéreo. Si bien la Convención de Varsovia establece la indemnización 
tarifada de los daños materiales, no excluye la relativa a los daños morales. Si estos se 
configuran por los sentimientos de incomodidad, ansiedad, humillación y dolor deriva-
dos del extravío de la maleta, cabe aplicar la Constitución, incisos V y X del art. 5º, que 
“no que se sobrepõe a tratados e Convenções ratificados pelo Brasil”. RE 172720-9/RJ, rel. 
Min. Marco Aurelio, j. 06.02.1996, DJ 21.02.1997). Cfr. LIMA MARQUES, Contratos…, p. 602, 
en nota 837. 

881 Cfr. SPELLENBERG, “La influencia de la Constitución…”, p. 236. “El legislador de 
Derecho civil determina cómo se configuran y delimitan materialmente los ámbitos de 
libertad, qué le corresponden al individuo como suyo, y qué a los demás. La cuestión es, 
entonces, si los derechos fundamentales y la Constitución, en general, ordenan o prohí-
ben al legislador ciertos preceptos. [...] Dado que el sujeto de derecho particular no es 
destinatario de la Ley Fundamental ni puede serlo, sino que sólo lo es el legislador, pero 
que es éste quien determina las relacionas jurídicas de los particulares, tal como lo auto-
riza la Constitución, es posible hablar de un "efecto indirecto sobre terceros", y, al mismo 
tiempo, precisar este antiguo concepto. Los derechos fundamentales, en modo alguno 
tienen efecto sólo sobre la complementación material de cláusulas generales (...)”. 

882 Cfr. GELLI, Constitución de la Nación Argentina, p. 459. 
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cionales. La precisión del ámbito de regulación corresponde al legisla-

dor883. 

Los derechos fundamentales no tienen la misma virtualidad ni se 

aplicarán en igual medida si el caso tiene relación con un derecho o tri-

bunal extranjero. De modo general —al menos en sus orígenes—, las ga-

rantías fundamentales se dirigen principalmente a la protección del ciu-

dadano frente al Estado, y no a la realización de políticas estatales en si-

tuaciones privadas transfronterizas884. Por tanto, se requiere un 

esfuerzo adicional para incluir la característica de la internacionalidad 

en el razonamiento jurídico que aplica o se deriva de derechos funda-

mentales, aún cuando es indudable la influencia que tienen los textos 

constitucionales en los tres problemas del Derecho Internacional Priva-

do: los conflictos de leyes, de jurisdicciones y la cooperación judicial885 

Sobre estos fundamentos podrán luego construirse los derechos del 

consumidor transfronterizo. 

                       

883 Cfr. SARMENTO, Direitos Fundamentais e Relações Privadas, pp. 283-284. Aunque 
resulta discutible, como luego veremos, SPELLENBERG, remarca que la Constitución, en 
cuanto a derechos fundamentales, sólo obliga primariamente al legislador. Ahora, si se 
trata de la protección de los ciudadanos frente a terceros, el ámbito de la protección 
(normas en general, tanto reglas como principios) debe ser extraído de los derechos 
fundamentales, y más indirectamente aún, de los principios superiores determinantes de 
las normas constitucionales. Cfr. SPELLENBERG, “La influencia de la Constitución…”, p. 237. 

884 Cfr. SPELLENBERG, “La influencia de la Constitución…”, p. 250. 
885 Las constituciones de todos los países despliegan de modo general y fundante el 

sistema de Derecho Internacional Privado de cada Estado, como parte de la totalidad del 
ordenamiento. Esto puede suceder de cuatro modos: a) una particular norma de derecho 
aplicable, ya sea que conste de modo escrito o en su aplicación por los tribunales, puede 
indicar que la aplicación de la ley del foro es inconstitucional al faltar suficientes contac-
tos con ese foro; b) determinada norma puede ser inconstitucional, porque la constitu-
ción indica la aplicación de un derecho diferente al que se está utilizando; c) la norma 
que indica un derecho aplicable, en un determinado caso, puede, en abstracto, ser ente-
ramente consistente con todos los principios constitucionales, pero el contenido sustan-
cial del derecho aplicable puede significar una violación de la constitución; d) puede no 
haber objeciones constitucionales respecto del derecho aplicable en sí mismo, pero un 
error en su interpretación genera una violación de las garantías constitucionales. Cfr. 

HERZOG, “Constitutional limits on choice of law”, p. 253. La doctrina nacional se ha ocu-
pado poco del tema. Cfr. SAGÜÉS, Néstor P., «El control de constitucionalidad de la “norma 
importada”», LL 2003-D, pp. 1327-1330. 
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IV. A. 4. Cómo dotar de operatividad a los derechos fundamentales 

del consumidor transfronterizo 

De acuerdo al primer párrafo del art. 42 de la Constitución Nacional 

(CN), “Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen dere-

cho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e 

intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad 

de elección y a condiciones de trato equitativo y digno”. El segundo pá-

rrafo indica como obligación del Estado “a [l]a defensa de la competen-

cia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los 

monopolios naturales y legales (...).” La ‘relación de consumo’ allí men-

cionada es la puerta de entrada al microsistema de protección del con-

sumidor, en el marco del funcionamiento de una economía de mercado, 

la que está resguardada en función de los ciudadanos que gozan de una 

especial calificación886.  

La protección de la confianza, la información adecuada y veraz, la 

leal competencia entre los agentes económicos, el derecho de marcas y 

la lealtad comercial, son todos componentes de un armónico sistema 

que tiene como centro a la persona en cuanto sujeto de la economía de 

bienestar887. 

El derecho del consumidor en una relación de consumo transfron-

teriza está garantizado de modo implícito por el art. 42 CN mencionado, 

que garantiza el goce de los derechos conforme a las leyes que regla-

menten su ejercicio (arts. 14 y 28 CN), de donde se deduce que es posi-

ble su reglamentación o regulación. De todas maneras, la mención en los 

                       

886 Cfr. LORENZETTI, Ricardo, “La relación de consumo”, en Defensa del Consumidor, 
LORENZETTI, Ricardo y SCHÖTZ, Gustavo, Coordinadores, Ábaco, Buenos Aires, 2003, p. 27. 

887 El art. 3 de la LDC ratifica estos conceptos cuando indica que “[l]as disposicio-
nes de esta ley se integran con las normas generales y especiales aplicables a las relacio-
nes de consumo, en particular la Ley 25.156 de Defensa de la Competencia y la Ley 
22.802 de Lealtad Comercial o las que en el futuro las reemplacen”. Cfr. GELLI, Constitu-
ción de la Nación Argentina, p. 470. Para mayor desarrollo respecto de la interrelación 
entre las normas de Defensa de la Competencia y de Defensa del Consumidor, cfr. 
KEMELMAJER DE CARLUCCI, Aída, “Derecho de los consumidores y derecho de la libre compe-
tencia”, Anales de la Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de Buenos Aires, 
Año XLV, Número 38, 2000, pp. 261-333. 
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arts. 42 y 43 CN en cuanto que “[L]as autoridades proveerán a la protec-

ción de esos derechos” y que “[L]a legislación establecerá procedimien-

tos eficaces para la prevención y solución de conflictos”, creemos es sus-

tento suficiente para que, ante la laguna jurisdiccional, un magistrado 

pueda arrogarse competencia internacional. La garantía sustancial de 

protección del consumidor se complementa así con la adjetiva, posibili-

tando una eventual creación pretoriana que habilite a una jurisdicción 

adecuada y que haga posible una decisión justa888. 

Como puede observarse, para que los derechos fundamentales sean 

operativos, hay que llegar a un nivel mayor de concreción, tarea que de 

ordinario corresponde de la legislación interna, o a los tratados y con-

venciones internacionales. Debemos evitar caer tanto en la proliferación 

indiscriminada o “inflación” de derechos humanos, como en la falta de 

concreción de los derechos fundamentales. Las declaraciones deben es-

pecificarse legislativamente y de modo ajustado a las circunstancias so-

ciales. Además, si los derechos se añaden unos sobre otros en lugar de 

integrarse, los problemas de coordinación dan lugar a choques irresolu-

bles, con soluciones “caprichosas”. Cuando los derechos fundamentales 

quedan “inválidos” por falta de reglamentación, sin contar con una base 

institucional que provea las reglas de aplicación, las pretensiones resul-

tan extravagantes889.  

                       

888 Cfr. PÉREZ BUSTAMANTE, Derechos fundamentales del consumidor, p. 40 y ss. Si 
bien la autora se refiere a las carencias jurisdiccionales en el orden interno, reviste igual 
valor frente a deficientes o nulas atribuciones de competencia internacional. 

889 La inflación de los derechos hace referencia a la perdida de valor que significa 
su multiplicación sin sustento normativo, o, lo que es lo mismo, carentes de efectividad. 
“El vicio inherente a la teoría de los derechos es que presupone un horizonte homogéneo 
de experiencia que no existe en la realidad. Se produce así un conflicto entre la diversi-
dad persistente de las relaciones sociales y el poder homogeneizador del Derecho. De es-
te modo se producen dos efectos adversos. En algunos casos se sobrerregula a fin de 
producir esa nivelación, provocando la rebeldía de sectores afectados y contradiciendo 
reglas económico sociales que terminan por desbaratar la pretensión protectoria. En 
otros supuestos se infrarregula, conduciendo a la privatización de lo jurídico, adoptando 
los criterios de racionalidad práctica extra-legal: el derecho economizado, medicalizado, 
politizado. La sola declaración de derechos permanece así en ese estadio de invalidez; a 
nadie molesta. El derecho es mediatizado, convertido en medio”. LORENZETTI, “El derecho 
privado como protección del individuo particular”, p. 83. 
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En vistas a lograr la concreción de los derechos del consumidor 

transfronterizo —en los planos ontológico, temporal y espacial— y 

hacer operativo al sistema protectorio, habrá que estudiar los mismos 

derechos constitucionales bajo una nueva perspectiva, ya que la laguna 

sistemática requiere que las soluciones sean acordes con los derechos 

fundamentales involucrados890. 

IV. A. 5. El concepto de derecho fundamental: algunas precisiones 

terminológicas 

En el estudio de los derechos fundamentales, se debe advertir, en 

primer lugar, un sujeto de derecho; después, un bien humano en su con-

dición de bien jurídico ante el derecho; y, finalmente, el derecho funda-

mental que tutela ese bien jurídico. En definitiva, el derecho fundamen-

tal es la coraza o armazón jurídica, un mecanismo técnico que el hombre 

crea para dar una protección adecuada a bienes de suma importancia891. 

En el caso de la protección del consumidor, la juridicidad del consumo y 

su relación con la dignidad de la persona está dada por su carácter ins-

trumental en relación a los bienes humanos básicos a los que sirve (ut 

supra I. C. 1, p. 66 y ss.)892. 

CIANCIARDO, junto con ALEXY, se pregunta, por una parte, cuándo una 

norma es de derecho fundamental. Luego, desde un punto de vista abs-

tracto, qué criterios determinan que esa norma es de derecho funda-

mental, ya sea que forme parte o no de un texto constitucional. Y, por úl-

                       

890 El problema de la concreción de los derechos humanos está en el núcleo del de-
bate iusfilosófico. Se requiere pasar del universal al particular, ya que el individuo es el 
concreto titular de derechos y el único que puede sufrir una desigualdad de hecho. Cfr. 
VICENTE GIMÉNEZ, La exigibilidad de los derechos sociales, pp. 42-44. 

891 Cfr. TOLLER, “Resolución de los conflictos…”, p. 1211. 
892 Como aclara FERRAJOLI, los derechos fundamentales son valiosos en tanto con-

tribuyan a la paz, a la igualdad, al aseguramiento de la democracia y, sobre todo, a la pro-
tección de los más débiles. Las tres primeras funciones podrían reconducirse a esta úl-
tima. Cfr. FERRAJOLI, Luigi “Derechos Fundamentales”, en Los fundamentos de los derechos 
fundamentales, Edición de Antonio DE CABO y Gerardo PISARELLO, Editorial Trotta, Madrid, 
2001, p. 362. 



 CAPÍTULO IV 343 

 

timo, cuáles normas de un orden jurídico dado son de derecho funda-

mental893.  

En principio, son normas iusfundamentales las expresadas a través 

de enunciados normativos contenidos en la Constitución. Esto, que pa-

rece simple, nos plantea un problema. Primero, que por su condición de 

supremacía supranormativa, pueden existir normas de derechos fun-

damentales que no estén en la Constitución, por lo cual la afirmación re-

sulta indebidamente restrictiva894. En segundo lugar, los tribunales 

constitucionales suelen dictar normas que explicitan, concretan y facili-

tan la aplicación de las normas iusfundamentales consagradas en la 

Constitución895. Estas últimas son las llamadas “normas adscriptas a un 

derecho fundamental”.  

Estas normas adscriptas pretenden hacer patentes los derechos no 

reconocidos expresamente en el texto constitucional. Miradas sólo des-

de este ángulo, podrían entrañar el riesgo de ampliar demasiado el catá-

logo de derechos fundamentales896. Esto se equilibra con el otro propó-

                       

893 Cfr. CIANCIARDO, El ejercicio regular de los derechos, p. 192-193, con cita de Ro-
bert ALEXY, Teoría de los derechos fundamentales, Trad. de Ernesto GARZÓN VALDÉS, 1ª re-
impresión, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1997. 

894 HERZOG brinda un ejemplo de este supuesto. La Corte de Casación francesa de-
claró inaplicables soluciones de Derecho Internacional Privado relativas al reconoci-
miento de la personería jurídica a sociedades extranjeras, con fundamento en la Conven-
ción Europea de Derechos Humanos, por considerar que violaba el derecho de asocia-
ción. También declaró que la garantía de determinados beneficios jurisdiccionales para 
los nacionales, de acuerdo a los arts. 14 y 15 del Código Civil, son violatorios del derecho 
de igualdad y no discriminación de la misma Convención. Esto se debe, entre otras cosas, 
a que Francia adhiere al sistema monista, donde la Constitución y los Tratados interna-
cionales están por encima de las normas locales. HERZOG, “Constitutional limits on choice 
of law”, pp. 324-325. 

895 Cfr. CIANCIARDO, El ejercicio regular de los derechos, p. 193. 
896 Idem p. 197. Así, la CSJN, decidió que era incompatible con el derecho a la vida y 

la salud del consumidor en la relación de consumo, que una empresa de medicina prepa-
ga rescindiera unilateralmente el contrato de un afiliado ante su contagio del virus del 
SIDA. Cfr. CSJN, “E., R. E. c. Omint S. A. de Servicios”, 13/03/2001, Fallos 324:677, tam-
bién publicado en LL 2001-B, 687 y LL 2001-E, 22, con nota de D'ARGENIO, Inés A., “Pro-
tección jurídica de un usuario sin servicio público”. En similar sentido, la CSJN resolvió 
que a los fines de interpretar una cláusula oscura, era determinante la debilidad de la 
parte no predisponente, junto con el resguardo a la vida y la salud, y la protección de los 
intereses económicos. Adicionalmente, sienta la doctrina de la distinción entre cláusulas 
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sito de estas normas: reducir la amplitud habitual de las normas iusfun-

damentales positivas, otorgando certeza y seguridad jurídica. 

Luigi FERRAJOLI propone una «definición teórica, puramente formal 

o estructural de “derechos fundamentales”»: 

«son “derechos fundamentales” todos aquellos derechos subjetivos 
que corresponden universalmente a “todos” los seres humanos en cuan-
to dotados del status de personas, de ciudadanos o personas con capaci-
dad de obrar; entendiendo por “derecho subjetivo” cualquier expectativa 
positiva (de prestaciones) o negativa (de no sufrir lesiones) adscrita a un 
sujeto por una norma jurídica; y por “status” la condición de un sujeto, 
prevista asimismo por una norma jurídica positiva, como presupuesto de 
su idoneidad para ser titular de situaciones jurídicas y/o autor de los ac-
tos que son ejercicios de éstas»897. 

Es una definición teórica porque no tiene en cuenta si los derechos 

en cuestión existen en éste o aquel ordenamiento o se encuentren o no 

formulados en cartas constitucionales o leyes fundamentales, e incluso 

prescinde del hecho de que esos derechos fundamentales aparezcan o 

no enunciados en normas de derecho positivo, de éste o aquel ordena-

miento; por lo tanto la definición no es dogmática. Se fija sólo en el ca-

rácter universal de su imputación. Agrega FERRAJOLI:  

«Entiendo “universal” en el sentido puramente lógico y avalorativo 
de la cuantificación universal de la clase de los sujetos que son titulares 
de los mismos» 898.  

Desde este punto de vista, no importa el contenido de tal o cual de-

recho, ya que lo más importante es que esta definición permite identifi-

                       

abusivas y ejercicio abusivo de cláusulas no abusivas per se. Se trataba del rechazo de 
una empresa de medicina prepaga al reclamo de una afiliada por el pago de prácticas 
neonatológicas, en razón de haberse efectuado la práctica dentro del período de caren-
cia. El parto, normalmente, se hubiera realizado en el período de cobertura, pero debió 
adelantarse por contingencias imprevistas. CSJN, “R.V. de D.S., María c. Qualitas Médica 
S.A.”, 15/12/1998, Fallos 321:3493, también publicado en LL 1999-B, 118. 

897 Cfr. FERRAJOLI, “Derechos Fundamentales”, p. 19. 
898 Idem, p. 20. 
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car la base de la igualdad jurídica899. Si estos derechos fundamentales 

son normativamente de “todos” (los miembros de una determinada cla-

se de sujetos), no son alienables o negociables sino que corresponden, 

por decirlo de algún modo, a prerrogativas no contingentes e inaltera-

bles de sus titulares y a otros tantos límites y vínculos insalvables para 

todos los poderes, tanto públicos como privados900. Aquí se podría agre-

gar que —en virtud de la igualdad jurídica— esos derechos protegerán 

tanto a nacionales como extranjeros, cualquiera sea la localización de 

determinada relación jurídica, ya sea que involucre a particulares o al 

mismo Estado. 

Con el fin de realizar una tipología de estos derechos, FERRAJOLI dis-

tingue las ‘limitaciones’ y ‘discriminaciones’ al status de persona, que 

son la ‘ciudadanía’ y ‘capacidad de obrar’. Esto implica trazar una divi-

soria que define tanto la igualdad como la desigualdad de los derechos 

fundamentales. La ciudadanía y la capacidad de obrar han quedado hoy 

como las únicas diferencias de status que aún delimitan la igualdad de 

las personas humanas. Y pueden, pues, ser asumidas como los dos pa-

rámetros —el primero superable, el segundo insuperable— sobre los 

que se fundan las dos grandes divisiones dentro de los derechos funda-

mentales: los derechos de la personalidad y los derechos de la ciudada-

nía. La otra divisoria es la existente entre derechos primarios (o sustan-

ciales) y derechos secundarios (instrumentales o de autonomía), que 

corresponden a todos o sólo a las personas con capacidad de obrar. Cru-

zando las dos distinciones se obtienen cuatro clases de derechos: 

a) Derechos humanos: son los derechos primarios (sustancia-

les) de las personas, y conciernen indistintamente a todos 

los seres humanos. También son llamados derechos de li-

bertad. Son en sí mismos derechos-expectativa, y más con-

cretamente una expectativa negativa, ya que generan prohi-

                       

899 La “universalidad” tiene un sentido lógico-ontológico, constitutiva de los dere-
chos de todos los humanos, debido a que el título de posesión es la dignidad humana. Se 
hace a priori, sin condicionamientos ni teniendo en cuenta atributos personales. Cfr. 
VICENTE GIMÉNEZ, La exigibilidad de los derechos sociales, pp. 42-43. 

900 Cfr. FERRAJOLI, “Derechos Fundamentales”, p. 21. 
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biciones de interferencia. Entre ellos encontramos el dere-

cho a la vida, la integridad de la persona, la libertad perso-

nal, la libertad de conciencia, las garantías penales y proce-

sales, etc. Son derechos inherentes a toda persona. 

b) Derechos públicos: son los derechos primarios reconocidos 

sólo a los ciudadanos: a la residencia, circulación, reunión, 

derecho al trabajo, a la subsistencia, asistencia para incapa-

ces. etc. 

c) Derechos civiles: son los derechos secundarios (instrumen-

tales o de autonomía) adscritos a todas las personas huma-

nas capaces de obrar, como la potestad negocial, la libertad 

contractual, el derecho de accionar en juicio, etc. Sobre ellos 

se funda el mercado y permiten al sujeto actuar en la esfera 

privada, como por ejemplo la capacidad de obrar contrac-

tual. Son derechos-poder y su ejercicio consiste en tomar 

decisiones y celebrar actos jurídicos. Su titularidad, al pre-

suponer la capacidad de obrar, corresponde a todas las per-

sonas. 

d) Los derechos políticos: son derechos secundarios reserva-

dos únicamente a los ciudadanos con capacidad de obrar, 

como el derecho de voto, el sufragio pasivo, la posibilidad 

de acceder a cargos públicos. Sobre todos ellos se funda la 

democracia, y por lo tanto también son denominados dere-

chos de ciudadanía901. 

Cabe preguntarse entonces, de acuerdo a esta clasificación, ¿dónde 

se colocan los derechos del consumidor? Cabe hacer algunas distincio-

nes. Creemos que los presupuestos básicos de la defensa del consumi-

dor, tal como se encuentran condensados por ejemplo en las Directrices 

de las Naciones Unidas para la protección del Consumidor son derechos 

humanos primarios y sustanciales. Corresponden a todas las personas, 

                       

901 Idem, pp. 22 y 23. 
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sin discriminar territorio, nacionalidad, ciudadanía, etc., sin perjuicio de 

su efectivo ejercicio o aplicación por parte de las distintas autoridades 

nacionales902.  

Entre estos están el derecho al consumo sustentable y el acceso al 

consumo. También es el caso de algunas disposiciones de los arts. 41 y 

42 de la CN, como el derecho a gozar de “un ambiente sano, equilibrado, 

apto para el desarrollo humano”. Esto sin perjuicio de que, por una par-

te, contengan normas de aplicación directa, y, por la otra, indicaciones a 

los poderes del Estado respecto a las políticas a implementar. 

Sin embargo, como veremos, la mayoría de los derechos regulados 

para la defensa del consumidor por las distintas legislaciones, ya sean 

de fuente interna o internacional, serán derechos secundarios, instru-

mentales, configurados como potestades derivadas de la capacidad de 

obrar, sujetos a distintas limitaciones en su ejercicio903. Estas limitacio-

nes —muchas de ellas patrimoniales— no podrán invalidar derechos 

                       

902 Esto tiene su sustento en la tesis de FERRAJOLI, referente a las relaciones entre 
los derechos y sus garantías. Los derechos “consisten en expectativas negativas o positi-
vas a las que corresponden obligaciones (de prestación) o prohibiciones (de lesión)”. Por 
el contrario, las garantías primarias son las obligaciones y prohibiciones, y las garantías 
secundarias son las obligaciones de reparar o sancionar judicialmente las lesiones de los 
derechos, es decir, las violaciones de sus garantías primarias. Pero muchas veces cual-
quiera de las dos pueden no encontrarse positivizadas. Este autor sostiene la tesis de la 
distinción entre garantías y derechos, por lo cual la ausencia de las correspondientes ga-
rantías equivale, en cambio, a una inobservancia de los derechos positivamente estipu-
lados, de lo que se deriva una indebida laguna que debe ser colmada por la legislación o 
por la judicatura. FERRAJOLI, “Derechos Fundamentales”, p. 26. La principal razón para 
distinguir entre derechos fundamentales y sus garantías no es esquivar el argumento de 
que quedarían reducidos a mera retórica. En efecto, si los derechos del constitucionalis-
mo social y la internacionalización de los derechos fundamentales se identificaran con 
las garantías de su ejercicio, quedarían anuladas las principales conquistas. Idem, p. 45. 

903 Aquí es de aplicación otra tesis de FERRAJOLI, derivada de la radical y diferente 
estructura entre derechos fundamentales y derechos patrimoniales. Los derechos fun-
damentales corresponden a enteras clases de sujetos, mientras que los patrimoniales 
pertenecen a cada uno de sus titulares con exclusión de todos los demás. Aunque a am-
bos se los llame derechos subjetivos, son heterogéneos y contrapuestos; unos son inclu-
sivos y otros exclusivos, unos universales y otros singulares, unos indisponibles y otros 
disponibles. Idem, p. 25. 
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humanos primarios o derechos fundamentales, en la medida en que se 

vean involucrados.  

Por tanto, de acuerdo a esta caracterización, los derechos del con-

sumidor, en el marco de la relación de consumo, no pueden ser conside-

rados derechos humanos, ni públicos, ni políticos. No derivan de su con-

dición de persona ni de ciudadano, sino de su capacidad de obrar. Son 

derechos secundarios adscritos a todas las personas humanas capaces 

de obrar, sin distinguir entre nacionales o extranjeros. La distinción no 

es meramente terminológica, porque tal como veremos al tratar el or-

den público nacional e internacional, cuando resulte que una norma 

concreta estatuye un derecho fundamental o un derecho secundario, se 

desprenderán consecuencias muy importantes en el plano internacio-

nal.  

Se puede predicar de los derechos fundamentales del consumidor y 

como consecuencia de su estructura normativa y la efectividad que de 

allí se deriva que:  

a) Constituyen por sí mismos un mínimo inderogable, sin que 

la reglamentación o un contrato puedan ignorarlos. 

b) Tienen pretensiones de operatividad. Esto permitiría re-

clamar al Estado la puesta en ejecución en la medida de los 

recursos disponibles. También brindan pautas para su apli-

cación por los tribunales si están suficientemente especifi-

cados. 

c) Algunos de estos derechos pueden fundamentar la declara-

ción de inconstitucionalidad de una norma que se les opone 

en un grado tal que implica su derogación. 

d) Su ejercicio puede implicar la ineficacia contractual, tal co-

mo la aplicación del principio favor debilis contenido en los 

arts. 3 y 37 de la LDC904.  

                       

904 Cfr. LORENZETTI, Consumidores, p. 116. También MOISSET DE ESPANÉS y TINTI, “El 
consumo, el derecho del consumidor y la regla «favor debitoris»”, p. 107 y ss. 
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Finalmente, para el ejercicio de estos derechos, habrá que conside-

rar su titularidad y su contenido. 

a) Derechos personales y colectivos 

¿Cuándo los derechos del consumidor —fundamentales o particula-

res— corresponden a la persona o a la comunidad? Para que en una si-

tuación determinada se haga referencia a la “justicia” debe existir alteri-

dad, es decir distinción de sujetos905. Respecto de los derechos del con-

sumidor, algunos les son debidos a todos en razón de ser miembros de 

la comunidad, pero otros a un miembro individualmente, por formar 

parte de una relación jurídica determinada906. 

¿Qué hay de común en el alimento, que da derecho a recibirlo, o qué 

genera una deuda de la comunidad? O en el agua potable, o en los servi-

cios médicos. Antes de repartirse no son del individuo, sino de la comu-

nidad: se hace del individuo en el momento del reparto. Cualquiera de 

estos derechos, así entendido, es un trato a recibir en la distribución. Al 

individuo, que participa del ser total de la colectividad, debido a que la 

colectividad vive por él, le corresponden ciertos bienes por su condición 

de miembro. En estos casos la medida de lo justo estará dada por una 

cierta proporción.  

Los sujetos de los derechos pueden ser tanto personas individuales 

como colectivas, aún cuando en definitiva el titular del derecho funda-

                       

905 Se dice que algo que es justo en cuanto es una relación de la parte al todo; la 
parte tiene algo de incomunicable, ya que la parte y el todo no se confunden ni la parte 
es absorbida por el todo. En algunas facetas, la parte es enteramente otra frente al todo. 
La parte (el individuo y sus derechos) está fuera de la colectividad; incluso en aquello 
que la parte integra la colectividad, sigue siendo otra, en lo que tiene de incomunicable. 
Donde lo colectivo se desglosa entre sus miembros hay un derecho del individuo, y hay 
un paso de la esfera colectiva a la individual. Cfr. HERVADA, Introducción crítica al derecho 
natural, pp. 71 y 72. 

906 En términos civilistas, hay que distinguir entre derechos políticos y derechos 
civiles; entre estos últimos, de la personalidad y patrimoniales (personales o reales). Cfr. 
SALVAT, Raymundo L., ROMERO DEL PRADO, Víctor N., Tratado de Derecho Civil Argentino, 
Parte General, 9ª Edición, TEA, Buenos Aires, 1950, Tomo I, pp. 46-49, y Tomo II, pp. 19 y 
20. 
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mental será siempre el hombre, ya sea individualmente considerado o 

formando parte de cuerpos sociales. Esto se aplica tanto para los sujetos 

activos de los derechos fundamentales, como los pasivos. Los últimos 

pueden ser otras personas individuales o cuerpos sociales, a su vez par-

ticulares o el Estado mismo907. Así, el derecho la igualdad y no discrimi-

nación, o la obligación de respetar la dignidad del consumidor mediante 

tratos equitativos, obliga tanto al Estado como a los proveedores.  

Cuando el sujeto del derecho fundamental, tanto activo como pasi-

vo, son personas colectivas, el ámbito de actividad está delimitado por el 

ordenamiento jurídico o su estatuto al momento de su creación o admi-

sión. Habrá que ver entonces si un cuerpo social está habilitado para ser 

titular de un derecho fundamental. En el caso de Argentina, donde las 

personas jurídicas pueden llegar a ser consumidoras y formar parte de 

una relación de consumo, la posibilidad de ser titular de los derechos y 

prerrogativas tiene una limitación genética: la situación fáctica particu-

lar que le permite ejercer ese derecho, el tipo de vínculo que tenga con 

el proveedor, y el objeto de esa relación. Veremos esto en más detalle en 

el número V. D. 5, p. 501 y ss. 

Resulta relevante, desde este punto de vista, verificar si las asocia-

ciones de consumidores serán o no titulares de derechos fundamenta-

les. Dependerá, entonces, de qué establezca el ordenamiento. En el caso 

de Argentina, son titulares de derechos en representación de personas 

físicas. ¿Podrá actuar en juicio una asociación de consumidores? ¿En 

conflictos multinacionales? ¿Será titular de la garantía de defensa en jui-

cio? ¿Puede solicitar la nulidad de una cláusula de prórroga? No se pue-

de dejar de considerar la distinción entre derecho subjetivo, interés 

simple e interés difuso, vinculados a la legitimación. Ya nos hemos refe-

rido a esto en el número III. C. 2.f), p. 281, en relación a las reglas locales 

procesales. Respecto del ejercicio colectivo de los derechos del consu-

midor, ver infra p. 446. 

                       

907 Cfr. CIANCIARDO, El ejercicio regular de los derechos, p. 218. 
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b) Derechos fundamentales y derechos patrimoniales 

De acuerdo a la aplicación de la tesis de FERRAJOLI referida a la dis-

tinción entre derechos fundamentales y patrimoniales, no se pueden 

yuxtaponer los derechos de libertad y propiedad. Por tanto, no es asimi-

lable el derecho natural de defensa del consumidor con las potestades 

establecidas en su beneficio como derechos particulares908.  

Los derechos fundamentales son universales en el sentido lógico de 

la cuantificación universal de la clase de sujetos que son titulares. En 

cambio, los derechos patrimoniales son singulares, en el sentido que 

existe un titular determinado. Los primeros son reconocidos a todos en 

igual forma y medida. Los segundos pertenecen a cada uno de manera 

diversa. Unos son inclusivos y forman la base de la igualdad jurídica. Los 

otros son exclusivos y constituyen la base de la desigualdad jurídica909. 

Desde esta perspectiva, los derechos del consumidor son iguales para 

todos, pero al momento de concretarse la operación de consumo pasan 

a ser singulares. Ya no estamos ante la consideración de la capacidad ju-

rídica en general, sino sobre éste o aquel bien singular ya adquirido, o 

cualquier tipo de prestación a su favor. Son, entonces, los derechos es-

pecificados en la relación de consumo, y, más concretamente, en “esa re-

lación de consumo”. 

De aquí que los operadores jurídicos deban realizar una tarea de 

“disección” ad intra a las diferentes legislaciones de protección del con-

sumidor, ya sean de fuente interna o internacional. Sin demasiadas pre-

ocupaciones analíticas se suelen entremezclar derechos fundamentales 

indisponibles, inalienables, inviolables, intransigibles y personalísimos, 

con otros patrimoniales, que son disponibles, negociables y alienables 

por su naturaleza. Que los derechos fundamentales son indisponibles 

quiere decir que están sustraídos tanto a las decisiones de la política 

                       

908 Cfr. FERRAJOLI, “Derechos Fundamentales”, p. 29. Por derecho de propiedad se 
entiende tanto derecho a ser propietario como disponer de los propios derechos de pro-
piedad. El derecho a ser propietario es una capacidad jurídica, diferente al derecho sobre 
este o aquel bien en particular. 

909 Idem, p.30. 
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como al mercado910. Por el contrario, los derechos patrimoniales son 

disponibles. Pueden modificarse, extinguirse. “Su título son actos de tipo 

negocial, o en todo caso actuaciones singulares, como contratos, dona-

ciones, testamentos, sentencias, etc.” 

En este momento puede resultar útil la distinción que hace HART de 

las necesidades básicas de los hombres, basadas en la supervivencia. 

Tienen la función de hacer comprensibles y necesarios al derecho y a la 

moral como aspectos de la naturaleza humana911. HART enuncia lo que 

para él son cinco verdades elementales acerca del hombre, como base 

para la inferencia de las reglas básicas del derecho natural: a) la vulne-

rabilidad humana; b) la igualdad aproximada; c) el altruismo limitado; 

d) los recursos limitados; e) la comprensión y fuerzas de voluntad limi-

tadas912.  

HART no dice que de estas necesidades básicas se desprenden leyes 

civiles, tal vez por no caer en crítica de “la falacia naturalista”, de que del 

“ser” se siga el “deber ser”. Pero si resulta cierto que el derecho es la 

unión de normas primarias y secundarias, y que las primarias están da-

das por las necesidades naturales, y las secundarias son las procedimen-

                       

910 “En virtud de su indisponibilidad activa, no son alienables por el sujeto que es su 
titular: no puedo vender mi libertad personal o mi derecho al sufragio y menos aun mi 
autonomía contractual”. “Debido a su indisponibilidad pasiva, no son expropiables o li-
mitables por otros sujetos, comenzando por el Estado”. FERRAJOLI, “Derechos Fundamen-
tales”, p. 32. En cambio los derechos fundamentales tienen su título inmediatamente en 
la ley, en el sentido que son todos ex lege, o sea conferidos a través de reglas generales 
de rango habitualmente constitucional”. “Los derechos fundamentales son normas, los 
derechos patrimoniales son predispuestos por normas”. “Estas normas no adscriben ni 
imponen inmediatamente nada sino predisponen situaciones jurídicas como efectos de 
los actos previstos por ellas.” Los derechos patrimoniales son horizontales y los funda-
mentales verticales. Unas son relaciones intersubjetivas de tipo civilista. Las segundas 
son del individuo frente al Estado. Los patrimoniales contienen la genérica prohibición 
de no lesión (reales) u obligación de deber (creditorios), mientras que los fundamentales 
son prohibiciones y obligaciones a cargo del Estado, cuya violación determina la invali-
dez de las leyes y demás decisiones públicas. Esta última es la denominada “dimensión 
sustancial” de la democracia. Idem, pp. 33 y 34 

911 Cfr. LISSKA, Anthony J., Aquinas´s Theory of Natural Law. An Analytic Reconstruc-
tion. Clarendon Press, Oxford, 1996, p. 18. 

912 Cfr. VIGO, Rodolfo Luis, Perspectivas iusfilosóficas contemporáneas, Abeledo-
Perrot, Buenos Aires, 1991, pp. 88-91. 
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tales, sin las cuales no hay sistema legal (reconocimiento, cambio, adju-

dicación), bien podríamos decir que el consumo es una necesidad de su-

pervivencia, la que unida a normas secundarias, como la ley de defensa 

del consumidor, nos brinda un sistema jurídico completo913.  

IV. A. 6. Los derechos fundamentales del consumidor transfronte-

rizo en las relaciones entre particulares 

Los derechos que se fundan en la dignidad humana, y que se sitúan 

en la base de toda sociedad, no están limitados en su eficacia a las rela-

ciones individuo-Estado, y alcanzan plena vigencia en las relaciones en-

tre particulares914. Como dije, esto se debe a que los derechos funda-

mentales, además de libertades frente al Estado, son un orden de prin-

cipios para la vida social915.  

Así por ejemplo, se expresa en el primer considerando de la Decla-

ración Presidencial de Florianópolis sobre derechos fundamentales de 

los consumidores del MERCOSUR:  

                       

913 Cfr. HART, H.L.A., El concepto de derecho, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1963, 
traducción de Genaro Carrió, p. 101 y 113-123. Ya aclaré desde mi punto de vista que los 
concretos derechos subjetivos regulados en protección del consumidor no son debidos 
en razón de la naturaleza humana, sino que la inteligencia y la voluntad intervienen para 
regular conmutativamente una relación creada por los hombres. No es el hecho físico de 
consumir lo que está regulado, ni el sustento alimenticio, ni la subsistencia mediante la 
ingesta de líquidos potables, ni el mantenimiento de la vida por el cuidado de la salud. Se 
reglamenta la relación de consumo en un marco de justicia. Aunque haya ciertos actos fí-
sicos de consumo que sean derechos naturales originarios, éstos no están regulados por 
el derecho del consumo, sino eventualmente por el derecho público. Serán en todo caso 
derechos fundamentales, garantías constitucionales, etc.  

914 “No hay en la constitución una norma expresa que genéricamente establezca 
cuál o cuáles son son los sujetos pasivos de los derechos. Hay que inducir en cada caso y 
en cada derecho cuál es la naturaleza y el contenido de un derecho para situar debida-
mente a quien, frente al titular, debe cumplir como sujeto pasivo una obligación”. BIDART 

CAMPOS, Manual de la Constitución reformada, p. 499. 
915 Cfr. DE DOMINGO, “El problema de la drittwirkung…”, p. 253 y 254. También 

SARMENTO, Direitos Fundamentais e Relações Privadas, p. 79. La constitución es una ex-
presión de los valores fundamentales e informa las demás normas. En cuanto a la exis-
tencia de derechos fundamentales como salvaguarda para la aplicación del derecho ex-
tranjero, cfr. VISCHER, “General Course on Private International Law”, p. 95 y ss. 
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“[l]os regímenes democráticos se basan en el respeto a los derechos 
fundamentales de la persona humana, incluidos los derechos del consu-
midor (...)”. 

Los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares 

son compatibles con la autonomía de la voluntad, ya que esta no es un 

obstáculo a que, en sus relaciones, respeten y reclamen su ejercicio. Por 

tanto estos derechos no se ejercen exclusivamente contra el Estado, o, lo 

que es lo mismo, el Estado no es el único obligado a respetar los dere-

chos de la persona916. La razón de ser estriba en que forman parte del 

‘sistema de valores’ objetivo que aspira a regir en todos los ámbitos de 

la comunidad política917. 

Un juez preocupado por la protección de los derechos fundamenta-

les, cuando tenga ante sí un caso en el que uno o varios de estos dere-

chos están en juego, sostendrá su decisión intentando conciliarlos con 

las normas aplicables al caso. Su sentencia deberá ser razonada, y ésta 

será objeto de crítica en función de los argumentos que esgrima918. Al 

menos, de acuerdo al régimen jurídico argentino, los derechos funda-

mentales vinculan al juez por ser derecho directamente aplicable919. 

                       

916 Cfr. DE DOMINGO, “El problema de la drittwirkung…”, p. 252. SARMENTO, Direitos 
Fundamentais e Relações Privadas, pp. 100-102 y 279 y ss.  

917 Se objeta que, al admitir la eficacia directa de los derechos fundamentales en las 
relaciones entre particulares, puede verse afectado el principio de respeto a la autono-
mía de la voluntad, auténtico pilar del Derecho Privado, y, adicionalmente, convertir al 
juez ordinario en contralor de los derechos fundamentales. El Tribunal Constitucional 
Federal alemán sostuvo que, si bien en una contienda entre particulares el juez no puede 
hacer valer directamente entre ellos los derechos fundamentales, sí debe, en tanto re-
presentante de un poder público, llevar a cabo una interpretación de las normas jurídi-
cas aplicables al caso conforme a los derechos fundamentales. En el caso, el art. 826 del 
Código Civil alemán (BGB), que obliga a que se compense económicamente a aquella 
persona que ha sufrido un daño como consecuencia de un acto contrario a las buenas 
costumbres. Cfr. DE DOMINGO, “El problema de la drittwirkung…”, pp. 255-257. 

918 Idem, pp. 260. 
919 Como constancia de esta aplicación inmediata de los derechos fundamentales 

por parte de los tribunales, vale la pena citar un importante fallo, referido a la validez de 
una cláusula de prórroga de jurisdicción: “[c]onstituye una efectiva privación de la de-
fensa en juicio la sola circunstancia de un desplazamiento lo suficientemente distante, 
según las circunstancias ponderadas por el juez, que tenga por efecto suprimirla, res-
tringirla, obstaculizarla o simplemente hacerla dificultosa. Será entonces, el poder juris-
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El magistrado deberá distinguir los derechos fundamentales recla-

mables ante el Estado, y aquellos otros exigibles entre particulares, en el 

marco de una relación de consumo920. Ambos tipos se desprenden por 

igual del art. 42 CN, o de otros derechos garantizados por la Constitu-

ción, como el derecho de propiedad, la libertad de comerciar, trato igua-

litario y no discriminatorio, etc. Pero será distinta la posibilidad de in-

vocarlos en un litigio, aún cuando sean de naturaleza ‘bifronte’, como el 

“trato equitativo y digno”. Unos serán programáticos, ya que obligan al 

dictado de la legislación respectiva, como el derecho a la educación del 

consumidor. Otros, serán operativos ad casum, como cuando se invalide, 

en un contrato transfronterizo, la cláusula de inversión de la carga de la 

prueba, por afectar la garantía de igualdad y no discriminación921. En de-

finitiva, interesará saber si un derecho fundamental también obliga a un 

grupo de particulares con una calificación especial: los proveedores ex-

tranjeros. 

Un aspecto que resulta de interés es considerar si es posible la afec-

tación de una garantía constitucional cuando su titular consiente en la 

lesión. Sería el caso, por ejemplo, si la fuente de la violación del derecho 

es un acto que depende de la manifestación de voluntad de la víctima. 

Cuando el damnificado participa del acto generador de la lesión de su 

derecho fundamental, está en juego —además de la propia—, la auto-

                       

diccional, quien someta todo acuerdo procesal, en primer lugar, a una suerte de confronta-
ción (test) con las garantías y derechos constitucionales. Si la cláusula sale airosa de dicho 
examen, recién entonces, deberá apreciársela con relación al derecho necesario y a las 
normas legales dispositivas...’ (STIGLITZ, Rubén, ’Derecho de seguros’, Bs. As., Abeledo 
Perrot, 1997, t. I n° 318/320)”. SC Mendoza, Sala I, “Agüero, Pedro J c. Aseguradores de 
Cauciones, S.A. Cía. de Seguros”,del voto de la Dra. Aída KEMELMAJER DE CARLUCCI, 
09/11/1997, publicado en ED 181-295, con comentario de NAJURIETA, María Susana, 
“Prórroga abusiva de la competencia en un contrato de adhesión”. El destacado me co-
rresponde. 

920 Respecto a los sujetos pasivos de los derechos humanos en Argentina, cfr. 
GORDO, Guillermo A., “Algunas cuestiones vinculadas con la interpretación en materia de 
derechos humanos”, en Derechos Humanos, GORDILLO, Agustín, (director), Capítulo V, 
Fundación de Derecho Administrativo, 5ª ed., Buenos Aires, 1999, pp. 14-16. 

921 Indico que en el orden internacional es ad casum, mientras que en el orden in-
terno lo es per se, debido a que la invalidez de esta cláusula en particular está regulada 
(art. 37 LDC), lo que implica que ya se ha reglamentado la garantía constitucional. 
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nomía privada de la otra parte de la relación jurídica. Resulta típico 

cuando se evalúan cláusulas contractuales. En la relación paritaria no se 

presume la falta de libertad real o un acto de renuncia al ejercicio del 

derecho fundamental. Sin embargo la ponderación de intereses debe ser 

mayor cuando una de las partes suele actuar en un contexto de debili-

dad922. En estos casos, se podría decir que los derechos fundamentales 

también representan una protección de la persona contra si misma.  

¿Es válida la renuncia a derechos fundamentales? El límite consiste 

en que la voluntad del titular del derecho fundamental tiene que ser au-

ténticamente libre. La renuncia a un derecho tiene como límite la digni-

dad humana. El libre consentimiento de la persona no legitima lesiones 

al núcleo esencial de sus derechos fundamentales, ni tampoco a su dig-

nidad como persona humana, que son considerados irrenunciables923.  

En algunos casos los distintos ordenamientos presentan listados de 

derechos fundamentales del consumidor, y en otros se encuentran im-

plícitos. Para facilitar nuestra posterior aplicación a la relación de con-

sumo internacional, y educir de allí los derechos subjetivos, tomaremos 

una de las clasificaciones presentadas por la doctrina924:  

a) Derechos de acceso o pretensiones jurídicas de operativi-

dad de los derechos fundamentales referidas a bienes pri-

marios básicos. Entre otros, acceso al consumo, a la justicia, 

a las prestaciones de salud. 

b) Derechos a posiciones jurídicas mínimas que el legislador 

debe reconocer, como la protección de intereses económi-

cos, la protección contractual, la reparación a los daños, de-

recho a la organización colectiva. 

                       

922 Cfr. SARMENTO, Direitos Fundamentais e Relações Privadas, p. 311. 
923 Idem, p. 312. Cfr. también Cfr. JAYME, “Identité culturelle et intégration…”, p. 54, 

donde recuerda que la autonomía de la voluntad es además un principio del Derecho In-
ternacional Privado. 

924 LORENZETTI, Consumidores, pp. 122-123. 
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c) Derechos procedimentales, como facilitadores de la efecti-

vidad de los derechos sustanciales. Por ejemplo, el acceso a 

la jurisdicción925.  

d) Derechos de origen bilateral dentro de la relación jurídica 

de consumo. Estos se diferencian claramente de los supues-

tos enunciados en los acápites anteriores, que podían en-

gendrar prerrogativas sin que hubiera una contraparte. Al-

gunos de estos derechos son aplicables a las tratativas pre-

vias y otros implican deberes colaterales como la 

información o la seguridad. 

Algunos de los derechos, a primera vista aparecen como declarati-

vos o programáticos, como el “acceso al consumo”, en cuanto posibilidad 

de consumir; o la “no discriminación”, para colocar el consumo al alcan-

ce y a la comprensión de todos los sectores de la población. Sin embar-

go, pueden coadyuvar a interpretar con más amplitud la existencia o no 

de una potestad reclamable entre particulares926. Lo mismo se puede 

decir del ejercicio de la “la libertad de elección”, en cuanto significa dis-

cernimiento y conciencia de derechos y obligaciones927. Así, un provee-

dor no podrá alegar que el consumidor está vinculado por la doctrina de 

los actos propios, al haberse obligado contractualmente, si no está al al-

cance de su capacidad cognoscitiva reconocer las prestaciones a cargo 

de la otra parte o sus propias obligaciones928. Sucede otro tanto si los 

medios de comunicación e intercambio de datos tienen un nivel técnico 

                       

925 De aquí se desprende la invalidación de las cláusulas de prórroga de jurisdic-
ción, que eventualmente priven al consumidor de este derecho. Idem, p. 127. 

926 Cfr. LORENZETTI, “El derecho privado como protección del individuo”, p. 79. 
927 Idem, p. 51. 
928 Cfr. SC Mendoza, Sala I, “Agüero, Pedro J c. Aseguradores de Cauciones, S.A. Cía. 

de Seguros”, 09/11/1997, el ya citado voto de la Dra. Aída KEMELMAJER DE CARLUCCI. Se 
discutía la eficacia o ineficacia de una cláusula de prórroga de la competencia territorial 
contenida en un contrato de seguro obligatorio de vida colectivo frente al tercero benefi-
ciario, que no había participado entre las negociaciones entre el sindicato y la asegura-
dora. La doctrina de los actos propios fue dejada de lado ante el principio relativo de los 
contratos, siendo la negociación inoponible al asegurado. 
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o de sofisticación que marginan al consumidor de la posibilidad de con-

tratar libremente. 

Otro derecho fundamental, el de la información veraz, puede ser re-

clamado ante los proveedores extranjeros, al igual que ante los naciona-

les929. Se manifestará en elecciones de consumo fundadas y racionales, 

junto con la posibilidad de una utilización adecuada del producto o ser-

vicio contratado. De este modo, una ‘cláusula sorpresiva’, que no formó 

parte de la información requerida para ejercer libremente la autoobliga-

ción, no estará amparada bajo esta manifestación del derecho funda-

mental de protección del consumidor930. 

En cuanto al derecho a la protección de los intereses económicos, se 

refiere principalmente a la integridad patrimonial. Esto no significa que 

en virtud de este marco protectorio, todo interés económico del consu-

midor —incluyendo los especificados por la legislación nacional—, for-

men parte del ámbito formal del derecho fundamental del consumidor 

transfronterizo. O al menos, no siempre en la misma extensión. 

IV. A. 7. Los derechos fundamentales del consumidor como inte-

grantes del orden público 

Interesa ahora evaluar con más detalle si las normas y competen-

cias derivadas de derechos fundamentales son aplicables a casos multi-

nacionales: si el consumidor cuenta con esas salvaguardas cuando las 

garantías constitucionales son afectadas en una relación transfronteriza. 

                       

929 LIMA MARQUES considera que el derecho a la información previa es, en la mayoría 
de los países americanos, o bien norma imperativa o bien de orden público internacio-
nal. LIMA MARQUES, “Las teorías…”, p. 11. Por mi parte creo que la protección de los con-
sumidores a partir del resguardo de las formas puede deducirse del derecho a la infor-
mación veraz, en la medida que esa forma es un medio de transmisión del conocimiento 
de las características del producto, las obligaciones de las partes y demás elementos que 
permiten una decisión de consumo racional y contratar libremente. 

930 Forma parte del ámbito formal del derecho aquella información necesaria, ve-
raz (sin contenidos engañosos o falsos), detallado (discriminada en sus particularidades) 
y suficiente (apta para los fines previstos). TAMBUSSI, “Los Derechos del Consumidor co-
mo Derechos Humanos”, p. 53. 
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Tanto para consumidores extranjeros que fueren desprotegidos por las 

autoridades nacionales, como aquellos afectados por conductas u omi-

siones de operadores locales, como para saber si ese mismo sistema 

puede proteger a consumidores argentinos transeúntes en el extranjero 

o que allí contratan o sufren daños931. 

De aquí que deba analizar esos derechos fundamentales o dere-

chos-potestades secundarios bajo el prisma de su aplicabilidad extrate-

rritorial932. En términos ya clásicos, podemos plantear el problema des-

de la concepción del orden público del Estado del foro y las consecuen-

cias que de allí resultan. Se trata de hacer operativos los derechos 

fundamentales a través del ejercicio del orden público internacional, 

que actuará como característica negativa de la consecuencia jurídica, vá-

lido también para las normas de jurisdicción933. 

                       

931 Jayme señala como una tendencia creciente la argumentación en Derecho In-
ternacional Privado a partir de los derechos humanos o fundamentales. Cfr. JAYME, “Iden-
tité culturelle et intégration…”, p. 49. 

932 Claudia LIMA MARQUES, en uno de sus últimos escritos, considera que la protec-
ción del consumidor es un derecho fundamental que se manifiesta como normas de poli-
cía, del orden público interno o del internacional. Remite al Código de Bustamante, art. 4, 
según el cual las reglas constitucionales son de orden público internacional. Cfr. LIMA 

MARQUES, “Brésil”, pp. 51 y 52. En concreto, el Código de Bustamante indica: “Artículo 4º. 
Los preceptos constitucionales son de orden público internacional. Artículo 5º. Todas las 
reglas de protección individual y colectiva, establecidas por el Derecho político y el ad-
ministrativo son también de orden publico internacional, salvo el caso de que expresa-
mente se disponga en ellas lo contrario”. Sin embargo, considero que se debe hilar más 
fino, al menos desde el sistema argentino. Que el principio de protección del consumi-
dor, enunciado como derecho fundamental en el art. 42 CN, forme parte del orden públi-
co internacional, no signifique que todas las disposiciones de la LDC tengan ese carácter. 
Por el contrario, sí es seguro que son de orden público interno. 

933 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, pp. 151-152; SOTO, Temas es-
tructurales…, pp. 115 y ss. JAYME, Erik, “Métodos para la concretización del orden público 
en el Derecho Internacional Privado”, en Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Po-
líticas, Universidad Central de Venezuela, Caracas, Nro. 82, 1991, pp. 216-270, en p. 230. 
Por su parte, DOLINGER considera al principio de orden público —de orden negativo—, 
como el más universal de todos los que integran el Derecho Internacional Privado. Cfr. 
DOLINGER, “Evolution of Principles…”, Capítulo III, p. 275 y ss. “Ordre public is unequivo-
cally the strongest, best understood, most widely used and moste effective of the classical 
principles of private international law”. Idem, p. 289. 
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No debe confundirse la operatividad del derecho fundamental me-

diante la excepción del orden público que a través de la aplicación dire-

cta de una norma imperativa en el orden interno934. El juez siempre es-

tará obligado a la aplicación de sus normas imperativas, lo que no pre-

senta inconvenientes cuando está expresamente indicado que 

determinada disposición es limitativa de la autonomía de la voluntad ‘en 

la esfera internacional’. En este caso, lo que debe valorar el intérprete es 

bajo qué supuestos dicha norma imperativa que brinda una solución 

material o procesal pretende su aplicación, a pesar de una voluntad de-

rogatoria de las partes o de la existencia de normas de otro sistema ju-

rídico que contienen disposiciones en sentido contrario935. 

Los autores distinguen dos aspectos del orden público. En primer 

lugar las normas directas imperativas de cada sistema jurídico, que no 

pueden ser dejadas de lado por la voluntad de las partes y que revisten 

un carácter positivo. Luego, como aspecto negativo, el orden público ac-

túa como correctivo de las normas de conflicto, en cuanto no se podrá 

aplicar un derecho extranjero que viole los valores esenciales del orden 

jurídico del foro. También se utiliza esta acepción cuando se trata de 

ejecutar una sentencia extranjera. En esta parte del trabajo me referiré 

al orden público en el último sentido936.  

En las legislaciones de protección del consumidor es recurrente la 

referencia al orden público como característica de las normas regulato-

                       

934 Cfr. SOTO, Temas estructurales…, p. 116. 
935 “La cuestión de si existe tal voluntad imperativa constituye una de las más 

complejas del conflicto de leyes y tiene (casi) dimensión de creación jurídica”. LEIBLE, 
“Comercio exterior y seguridad jurídica”, pp. 402-403. Otro autor indica: “En Derecho In-
ternacional Privado, la noción de orden público aparace como algo esencialmente pro-
blemático y enigmático, un tema en el que todo es discutible y discutido, un recurso des-
esperado en suma para intentar explicar lo que se ofrece como anormal”. CARRILLO 

SALCEDO, Derecho Internacional Privado, p. 238. Se trata de que la incidencia del derecho 
extranjero no signifique un “salto al vacío”, y se pueda mantener la homogeneidad del 
ordenamiento jurídico del foro. Ibidem, p. 242. 

936 Para este último aspecto del orden público, y de modo general, cfr. VISCHER, “Ge-
neral Course on Private International Law”, p. 100 y ss. También MORENO RODRÍGUEZ, “La 
Convención de México…”, pp. 137-142. 
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rias, en cuanto que las partes no pueden renunciar a ellas937. A modo de 

ejemplo, tomemos el texto del art. 1 de la Ley Modelo para la protección 

del consumidor en América Latina y Caribe de la International Organiza-

tion of Consumers Union, (Ley Modelo de la IOCU):  

“Las disposiciones de la presente ley son de orden público. Las mis-
mas son irrenunciables por la partes y prevalecerán sobre cualquier 
norma legal, uso, costumbre, práctica comercial o estipulación en contra-
rio”938.  

Lamentablemente —lo que se puede observar de modo reiterado 

en otros ámbitos—, esta propuesta no aclara a qué tipo de orden públi-

co se refiere: nacional o internacional; tampoco contiene normas de De-

recho Internacional Privado que permitan cualificarlo. De esta manera, 

una norma imperativa en el orden interno —como por ejemplo la exclu-

sión de los profesionales liberales como proveedores—, de acuerdo a 

que se califique como de orden público internacional u orden público in-

terno, puede significar la entrada o no para el extranjero en el régimen 

protectorio nacional939. 

La confusión o aplicación indiscriminada respecto del orden públi-

co nacional y el internacional, es una permanente fuente de inseguridad 

jurídica940. En el proceso de clarificación, la doctrina y la jurisprudencia 

                       

937 Cfr. LIMA MARQUES, A Proteção do Consumidor..., p. 63. Ya nos hemos referido a 
esto en distintas oportunidades a lo largo del texto. Ver p. 287 respecto de la exclusión 
del Protocolo de Buenos Aires o bien p. 141 para la exclusión de la Convención de Viena 
de 1980, y allí mismo nota 331. 

938 Lo mismo se puede observar en las legislaciones nacionales. En Argentina, art 
65 de la LDC. 

939 Como indica Alicia PERUGINI, “En el problema del orden público —estimo— que 
tiene que considerarse como tal al principio de la protección del consumidor. En cambio, 
traerá problemas seguramente, la determinación específica de lo que en cada caso se en-
tiende por protección. Habrá que distinguir cuándo se está en presencia del orden públi-
co en el ámbito internacional y cuándo se estará frente al ámbito interno. Posiblemente 
la respuesta pueda estar en la distinción entre los principios y la determinación de los 
principios. En la medida que el derecho extranjero comparte con el derecho propio los 
mismos principios podrá aceptarse un derecho diferente. Pero este dato no es suficien-
te”. PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Consumidor”, p. 37, Nro. 66. 8. 

940 LEIBLE, “Comercio exterior y seguridad jurídica”, p. 406. “Algunos consideran a 
la distinción entre normas ‘imperativas de derecho interno’ e ‘internacionalmente impe-
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formularon una noción más precisa, que requiere separar el derecho 

público de las leyes de orden público, al tratarse de una institución de 

derecho privado y para el derecho privado. También debe quedar claro 

que el orden público internacional siempre actúa a posteriori, a modo de 

excepción a lo que sería la normal aplicación del derecho extranjero o al 

reconocimiento de una jurisdicción extranjera. Otra característica es su 

relatividad temporal, territorial y material (en cuanto a la materia jurí-

dica de que se trate), ya que tutela resultados y no normas jurídicas abs-

tractas: siempre atiende a las más esenciales razones de justicia del fo-

ro941.  

Por tanto, surge la pregunta de si la relación entre derechos funda-

mentales y orden público internacional puede dar origen a derechos 

subjetivos a favor del consumidor942. Ya reafirmamos esta idea respecto 

del principio de defensa en juicio, por cuanto integra el ‘espíritu de la le-

                       

rativas’ incluso como prácticamente insostenible; una comprobación fatal para la segu-
ridad jurídica, entendida como previsibilidad del derecho aplicable. Por ello la función 
de la ciencia debería ser ofrecer al intérprete del derecho criterios de delimitación por lo 
menos en cierta medida confiables”. 

941 Cfr. HERNÁNDEZ BRETÓN, Eugenio, “Nota preliminar” en JAYME, Erik, “Métodos para 
la concretización del orden público en el Derecho Internacional Privado”, en Revista de la 
Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Universidad Central de Venezuela, Caracas, Nro. 
82, 1991, pp. 216-270, en 219. 

942 Como muestra del consenso doctrinario primero, y transposición legislativa y 
judicial después, transcribimos el art. 6 del EGBGB alemán (Einfürungsgesetz zum Bür-
gerlichen Gesetzbuch) “Una norma jurídica de otro país no se aplicará cuando su aplica-
ción conduzca a un resultado manifiestamente incompatible con principios esenciales 
del derecho alemán. Especialmente ella no se aplicará cuando la aplicación sea incompa-
tible con los derechos constitucionales fundamentales”. Cfr. JAYME, “Métodos para la con-
cretización…”, p. 225. En un reciente fallo del Tribunal Supremo español, del 19/6/2008, 
se confirma la íntima relación entre orden público y derechos fundamentales. Se trataba 
de la denegación de la nacionalidad española a un natural de Senegal, casado en su país 
de origen con dos mujeres, porque su legislación le permite hacerlo hasta con cuatro. El 
Tribunal Supremo consideró que “[L]a poligamia no es simplemente algo contrario a la 
legislación española, sino algo que repugna al orden público español, que constituye 
siempre un límite infranqueable a la eficacia del derecho extranjero (art. 12.3 CC). En-
tendido el orden público como el conjunto de aquellos valores fundamentales e irrenun-
ciables sobre los que se apoya nuestro entero ordenamiento jurídico, resulta incuestio-
nable la incompatibilidad con el mismo de la poligamia; y ello sencillamente porque la 
poligamia presupone la desigualdad entre mujeres y hombres, así como la sumisión de 
aquéllas a éstos”.  
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gislación’. Podemos decir lo mismo del principio favor debilis o in dubio 

pro consumptore en el orden internacional (ver III. C. 2.g) p. 285 y ss.)943. 

El juez nunca podrá dictar una sentencia contraria a la Constitución, pe-

ro siempre queda pendiente la tarea interpretativa, como bien indica 

HERNÁNDEZ BRETÓN al referirse a las distintas fuentes convencionales 

que reflejan la adecuada concepción del orden público; no se puede sos-

layar la concretización del orden público944. 

El problema se planteará en la conmutatividad propia de gran parte 

de las relaciones de consumo transfronterizas. Si bien en virtud de la au-

tonomía de la voluntad se puede renunciar al ejercicio de algún derecho 

fundamental, si se trata de derechos inalienables, cabe plantearse la po-

sibilidad de dejación de esos derechos cuando interviene una parte dé-

bil, como el consumidor. Por el contrario, sí sería admisible en una si-

tuación de igualdad, donde rige el pacta sunt servanda, incluida la abdi-

cación al ejercicio de algunos derechos fundamentales. Esto es así 

porque el principio de la libertad y autonomía también es un derecho 

fundamental945.  

                       

943 En la protección del consumidor transfronterizo puede suceder lo contrario que 
en el derecho patrimonial y comercial en general. En estos últimos se observa una ten-
dencia a la excepcionalidad del orden público, lo que hace que resulte habitual la aplica-
ción del derecho extranjero o el funcionamiento de la cooperación internacional en la 
ejecución de sentencias. Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Es-
tados del MERCOSUR, p. 71. 

944 “El valor teórico de la expresa consagración legislativa de la cláusula de reserva, 
no obstante todas las ventajas que ella presenta, no debe sobrevalorarse. Permanece la 
interrogante —tal vez la más difícil presentada por el orden público—: ¿Cómo se parti-
cularizan en un supuesto dado los principios esenciales de un ordenamiento jurídico de-
terminado? ¿Cómo se determina la incompatibilidad de resultado de la aplicación entre 
una norma nacional y una extranjera? En suma, ¿cómo se concretiza el orden público en 
el derecho internacional privado?”. HERNÁNDEZ BRETÓN, en la “Nota Preliminar” a JAYME, 
“Métodos para la concretización…”, p. 220. 

945 El orden público es una barrera al derecho extranjero no sólo cuando se exami-
nan las normas de conflicto del foro, sino cuando ese derecho puede ser contrario a los 
derechos fundamentales. En esos supuestos, cuando hay suficiente contacto con el foro, 
la norma extranjera no es inválida per se, como contraria al propio ordenamiento, sino 
que en el caso particular no puede ser aplicada. Cfr. HERZOG, “Constitutional Limits on 
Choice of Law”, p. 313. 
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De todos modos, no hay que olvidar que la validez de los acuerdos 

debe ser acorde al cumplimiento de las leyes y al respeto de la moral, las 

buenas costumbres y el orden público. Existiendo cada vez mayor iden-

tidad entre orden público y derechos constitucionales, un contrato en el 

que se acuerde la lesión de un derecho fundamental, o en el que una de 

las partes se comprometa a no ejercer alguno de estos derechos, podría 

considerarse nulo; esto resulta coherente con la posición central que los 

derechos fundamentales tienen en el ordenamiento jurídico946. 

Los conceptos anteriores también son aplicables a otros derechos 

constitucionales. Por ejemplo, la garantía de defensa en juicio del con-

sumidor extranjero puede actuar como limitación al forum shopping. El 

juez nacional del domicilio del proveedor, a fin de evitar la indefensión 

sustancial del consumidor demandado, podría no abrir la jurisdicción 

por considerarla exorbitante. Se trata de evitar la violación del art. 18 

CN947. O, por el contrario, puede resultar oponible al consumidor local 

una sentencia obtenida en el extranjero en el marco de una acción colec-

tiva en la que el consumidor no participó. No importa que la institución 

                       

946 Cfr. DE DOMINGO, “El problema de la drittwirkung…”, p. 271-272. También JAYME, 
“Métodos para la concretización…”, pp. 229-231. IUD opina que “[e]n la medida en que el 
derecho extranjero eventualmente aplicable contuviera reglas que en concreto trasunta-
ran una violación al derecho de defensa, siempre estaría a salvo la posibilidad de su in-
aplicación a mérito de la cláusula de reserva de orden público. He aquí entonces un pri-
mer mecanismo de defensa del que podría valerse un consumidor afectado por un 
acuerdo de prórroga de jurisdicción a favor de jueces que actúen en el extranjero que 
requiera la intervención de un tribunal argentino”. IUD, Ana Carolina, “Mecanismos de 
Protección al Consumidor ante un Acuerdo de Prórroga de Jurisdicción”, ponencia en el 
XVIII Congreso Ordinario de la Asociación Argentina de Derecho Internacional, Rosario, 
octubre de 2005. Publicado en www.eldial.com , Suplemento de Derecho Internacional 
Privado y de la Integración. 

947 “[c]uando el demandado no pudo prever que sería agredido ante un tribunal 
completamente ajeno a las previsiones razonables de las partes al momento de celebrar 
el negocio. No estaría aquí en cuestión tan sólo la garantía de defensa en juicio procesal 
del demandado, sino precisamente su garantía de defensa sustancial, esto es, la posibili-
dad de que que le fuesen eficazmente tutelados sus derechos subjetivos materiales ius-
privatistas. (...) Si el demandado fuera vulnerable en el país del juez, por tener bienes allí, 
aquél sufriría un menoscabo directo y concreto de su defensa material”. BOGGIANO, Dere-
cho Internacional Privado, T. I, pp. 219-220. 
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acá no exista, si la aplicación de la institución en el marco de nuestro or-

denamiento no afecta el orden público948. 

IV. A. 8. El principio de “defensa en juicio” como contenido del or-

den público internacional 

El orden público internacional, entendido éste como el principio de 

reserva por el cual una norma extranjera o convencional dejará de apli-

carse si contraría nuestro “espíritu de la legislación”, se integra con la 

normativa positiva vigente y, para el caso de la validez de la prórroga de 

jurisdicción, en primer lugar con los principios constitucionales de la 

defensa en juicio. Uno de los componentes de esta garantía lo constituye 

el derecho a la jurisdicción. En este sentido, todo ciudadano tiene dere-

cho a la jurisdicción, entendida como la potestad conferida por el Estado 

a determinados órganos para resolver mediante la sentencia las cues-

tiones litigiosas que les sean sometidas, y hacer cumplir sus propias re-

soluciones. Es un derecho correlativo al deber del Estado de administrar 

justicia, que consiste en la facultad de pedir y provocar la administra-

ción de justicia; de reclamar la intervención de un órgano judicial en 

procura de justicia949. Esto implica que un ciudadano deberá ser juzgado 

por sus “jueces naturales”, y sustraerlos de ellos significa violar el dere-

cho a la jurisdicción, ya se trate de órganos jurisdiccionales típicos, co-

mo el Poder Judicial, de organismos administrativos con funciones ju-

risdiccionales, o bien de tribunales privados, cuando el ordenamiento 

faculta para ello a las partes. En estos últimos casos, de todos modos de-

berá existir control judicial para otorgar validez constitucional al proce-

                       

948 Cfr. SOTO, Temas estructurales…, pp. 115-116. No estamos ante lo que SAVIGNY 
denominaba “instituciones desconocidas”, y que también consitituían una barrera para 
la aplicación del derecho extranjero. Cfr. DOLINGER, “Evolution of Principles…”, p. 279.  

949 Cfr. BIDART CAMPOS, Germán J., “El derecho a la jurisdicción en Argentina”, ED 11-
954. Respecto de la protección del consumidor, al menos en Brasil, el derecho funda-
mental, en cuanto mandato constitucional positivo, incluye el acceso a la jurisdicción y el 
debido proceso. Cfr. LIMA MARQUES, “Brésil”, p. 54.  
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dimiento, aunque más no sea a título de revisión o para otorgar ejecuto-

riedad a la decisión950.  

La redacción del art. 42 CN establece un mandato positivo: “Las au-

toridades proveerán…”. Y en cuanto al contenido del derecho, el mismo 

artículo indica que el consumidor tiene derecho a un “trato digno y equi-

tativo”. Si bien es una expresión muy genérica, de las circunstancias del 

caso habrá que verificar si se cumplen las condiciones de dignidad y 

equidad, las que tienen distintas manifestaciones cuando se trata de un 

proveedor. Este último también tiene su dignidad y merece trato equita-

tivo, pero cualitativa y cuantitativamente diferente a a los propios del 

consumidor. Adicionalmente, el tercer párrafo del art. 42 CN indica que 

“La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y 

solución de conflictos…”. No considero que la falta de sanción legal de 

procedimientos eficaces para conflictos internacionales inhabilite al 

juez a buscar soluciones que amparen al consumidor en sus derechos. 

El derecho a la jurisdicción, como parte integrante de la garantía de 

la defensa en juicio, consiste no sólo en cumplir con los pasos necesarios 

para que exista un tribunal competente, sino también de todos los esta-

dios del proceso en debida forma, hasta llegar a la cosa juzgada. Así, por 

ejemplo, “el proceso debe ser eficaz (...), en el sentido de dirimir la con-

troversia en tiempo oportuno. Si el Estado está obligado a satisfacer en 

el curso del proceso la pretensión que se ventila ante sus órganos com-

petentes, ha de hacerlo en tal forma que la sentencia que emita llene su 

función resolutiva de la pretensión; o en otros términos, la sentencia ha 

de dictarse cuando resulta necesaria951”. 

En la misma línea de pensamiento, es tan lesiva al derecho a la ju-

risdicción la ausencia de vías procesales, como la existencia de vías no 

idóneas por insuficientes, tardías o inadecuadas para la índole de tales 

pretensiones. En este sentido, el consumidor puede padecer privación 

ilegítima de su facultad de recurrir ante el Estado reclamando que se le 

administre justicia, más aún si se considera que el ordenamiento consti-

                       

950 Cfr. BIDART CAMPOS, “El derecho a la jurisdicción en Argentina”, p. 956. 
951 Idem, p. 959. 
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tucional prevé para él un sistema de protección prevaleciente y específi-

co. Según BIDART CAMPOS, el derecho a la jurisdicción se puede vulnerar 

en los siguientes supuestos: a) cuando la ley no prevé el remedio proce-

sal, o sea, no arbitra el procedimiento; b) cuando el procedimiento está 

previsto, pero no es apto para dispensar oportuno y efectivo remedio en 

el momento en que el particular lo recaba y lo necesita; c) cuando, a pe-

sar del ejercicio de la acción por parte del interesado, el órgano jurisdic-

cional no se pronuncia en el momento en que aquel requiere su protec-

ción952. 

En el caso que nos ocupa, para el consumidor esta garantía significa 

que no podrá ser privado de la propiedad sin la previa tramitación de un 

proceso desenvuelto en la forma que establece la ley, y de una ley dota-

da de todas las garantías del proceso parlamentario, aun cuando esta 

misma les haya permitido elegir el tribunal extranjero, estatal o privado. 

Ante ese tribunal el consumidor deberá estar protegido para poder rea-

lizar todos los actos razonablemente encaminados a una articulación de 

hechos y pruebas que permita al juez valorar la verdad objetiva. Y entre 

los principios procesales a considerar, tiene especial importancia la bila-

teralidad en el proceso contradictorio, que en su expresión fundamental 

requiere la audiencia de la otra parte. Por tanto, se deberá considerar si 

es razonable que un consumidor que reclama por un monto económi-

camente poco relevante, sea constreñido a defenderse o a demandar en 

otra jurisdicción distinta a la de su propio domicilio953.  

Entre otros aspectos, se valorará —sin importar si la cláusula fue 

impuesta o negociada— si del caso resulta patente que litigar en otra ju-

risdicción le ocasiona graves e irreparables perjuicios, por la distancia y 

                       

952 Ibidem. También se refiere a otras concreciones de estos principios de orden 
público internacional referentes al debido proceso, RADZYMINSKI, Alejandro, “El régimen 
de las notificaciones provenientes del extranjero en el derecho procesal civil internacio-
nal argentino”, ED 141-549. Queda claro que se trata de “principios”, cuya operatividad 
se deberá valorar en la situación concreta, sin límites rígidos. 

953 Estas garantías procesales también se encuentran latentes en la Convención 
Europea de Derechos Humanos, en cuanto reconocimiento al derecho a un proceso justo 
como derecho fundamental. Así lo afirma DE MIGUEL ASENSIO respecto del art. 6.1. Cfr. 
“Pluralidad de jurisdicciones…”, p. 52. 
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el costo de la defensa con relación al reclamo; o si resulta onerosa en 

demasía la presentación de la prueba o el traslado de los testigos; si el 

tiempo que demandará la obtención de una sentencia es excesivo o per-

judica la eficacia del resultado; si será factible la presentación de la 

prueba conducente a conocer la verdad objetiva; si resultará imposible 

compeler a los testigos a presentarse; si él mismo podrá presentarse 

útilmente para su participación en el proceso; si existe posibilidad en la 

jurisdicción en la que es demandado de proveerse los medios de defen-

sa, como un patrocinio letrado acorde a su situación económica, así co-

mo el reconocimiento del beneficio de litigar sin gastos; si los plazos del 

proceso incoado permiten una adecuada defensa, etc. Puede resultar re-

levante el hecho de que el procedimiento se desarrolle en un idioma 

desconocido, inclusive siquiera el idioma de contratación.  

JAYME, siguiendo la jurisprudencia del Tribunal Supremo Federal 

alemán, propone un método de concretización del orden público de cin-

co pasos, que, si bien lo aplica para analizar los conflictos de leyes, tam-

bién puede ser útil en los demás aspectos de los casos iusprivatistas954. 

Esos pasos son:  

a) Cuál es el sentido y propósito del derecho extranjero. Hay que 

preguntarse por los resultados de la aplicación del derecho ex-

tranjero, desde un análisis finalista y funcional; en qué medida 

ese propósito resulta odioso con los fines de nuestro propio sis-

tema jurídico.  

b) Cuál es el estado de coactividad de la política legislativa de la 

norma jurídica extranjera. Si ésta es cuestionada, en desuetudo o 

su aplicación es restringida, el tribunal local la puede interpretar 

restrictivamente y propender a su limitación. 

c) Estudio comparatista de la institución cuestionada. Se puede 

efectuar un análisis de normas similares en otros países: si la 

institución existe, cómo se aplica, si hay movimientos y tenden-

cias de reforma. Esto llevará a la verificación de similitudes y 

                       

954 Cfr. JAYME, “Métodos para la concretización…”, p. 248 y ss. 
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elaboración de estándares. No se trata de analizar la disparidad 

entre la norma local y la norma extranjera, sino de la norma ex-

tranjera respecto del estándar que representa la norma nacio-

nal955. 

d) Cuál es la relevancia de la norma jurídica nacional. Al estudiar el 

derecho patrio se debe pasar revista a los valores de la Constitu-

ción o del ordenamiento en su conjunto. 

e) Vinculación interior del caso, respecto de las partes o donde 

tendrá efecto la decisión extranjera. Si la relación del caso con el 

foro es importante, la excepción de orden público tiene más sen-

tido.  

Para nuestro estudio, son importantes las consideraciones respecto 

a los estándares comparativos. Ante la laguna jurídica de nuestro orde-

namiento, y frente a la necesidad de decidir respecto de la jurisdicción 

competente, cuando se plantean cuestiones de orden público puede ser 

relevante “mirar alrededor”, cuál es el sensus jurídico de la comunidad 

internacional en un aspecto determinado. A tal fin, las normas jurídicas 

internacionalmente unificadas y otras reglas internacionales —aún sin 

ser parte de nuestro ordenamiento—, pueden brindar un efecto indicia-

rio956. 

En definitiva, a los fines de la determinación de la existencia o no de 

derechos subjetivos vinculados a la jurisdicción, cuando corresponda la 

aplicación de la excepción de orden público, habrá que considerar la 

flexibilidad de la institución. Podrá resultar entonces, que de no acep-

tarse la determinación de la jurisdicción de acuerdo a las normas forá-

neas, igual se procure primero su adaptación a las localizaciones nacio-

nales. El descarte de la atribución jurisdiccional de acuerdo a normas fo-

                       

955 “La no correspondencia de la norma jurídica extranjera con los patrones obte-
nidos comparativamente, los cuales, sin embargo, se encuentran en armonía con el dere-
cho interno, sugiere la intervención del orden público”. Idem, p. 252. 

956 Idem, pp. 255-258. 
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ráneas, deberá ser producto primero de una limitación o adaptación, an-

tes que de una lisa y llana derogación957. 

En el caso “Panasonic”, resuelto por el STJ de Brasil, y que será tra-

tado luego con más detalle (ver p. 519), es posible observar un ejercicio 

de concretización de cómo un derecho fundamental puede derivar en 

derechos subjetivos para el consumidor transfronterizo. Aquí se resol-

vió que una norma imperativa en el orden interno, atribuyendo jurisdic-

ción a los tribunales del domicilio del actor en los casos de daños por 

productos y servicios (art. 101 CDC brasileño), podía modificar una 

norma especial de competencia del Código de Procedimientos Civiles 

(CPC). La interpretación de la doctrina es que el CDC reglamenta un de-

recho fundamental, por lo cual está jerárquicamente por sobre el Código 

de Procedimientos, de allí que sea sustancialmente superior. Si bien el 

CPC permite a las partes sólo la prórroga territorial y no por materia, 

nada obsta a que una ley federal, como el CPC, establezca un foro de pri-

vilegio: el del domicilio del consumidor958.  

En el caso no se hace mención de la expresión “orden público inter-

nacional”, aunque sí se ratifica que el CDC es una ley de orden público. El 

STJ no consideró expresamente la diferencia, pero hizo aplicación dire-

cta de un derecho fundamental en salvaguardia del consumidor afecta-

do. Haciendo aplicación del esquema que plantea JAYME, creo no se tuvo 

en cuenta el quinto paso, en la medida que el caso no tenía vinculación 

con el foro, y por lo tanto no se debería haber abierto la jurisdicción, al 

menos por los motivos esgrimidos. 

                       

957 Cfr. SOTO, Temas estructurales…, pp. 116-117. 
958 Cfr. LIMA MARQUES, “O novo Direito internacional privado…”, pp. 272-275. Como 

veremos en una crítica más razonada del fallo, si bien podemos estar de acuerdo en la 
apertura de la jurisdicción, esto no significa que se aplique el derecho interno para re-
solver el fondo del asunto, cuando no hay contactos con el foro, más allá del domicilio de 
una de las partes.  
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IV. A. 9. Los derechos subjetivos resultantes de la solución de con-

flictos entre derechos fundamentales 

Luego de verificar que un consumidor sostiene sus pretensiones en 

un derecho fundamental, queda por ver todavía si, cuando se trata de 

una relación de consumo, la otra parte también sostiene sus pretensio-

nes en garantías iusfundamentales. De aquí puede surgir una aparente 

colisión, que hasta no se resuelva, dejará en suspenso la existencia de 

una efectiva potestad o derecho subjetivo959. 

Todo conflicto jurídico, incluidos los de derechos fundamentales, 

representa una situación de desorden que requiere una solución. Dichos 

conflictos pueden ser reales o aparentes, pues es posible que pretensio-

nes que en principio parecen incompatibles entre sí en realidad no lo 

sean960. Es posible que alguno de los derechos esté presente en el caso y 

el otro no, o que existan parcialmente uno u otro, o tal vez ninguno, si 

ambas partes carecen de razón961. 

Un ejemplo de conflicto de derechos fundamentales, no vinculado a 

la protección del consumidor pero sí a la jurisdicción internacional, es el 

planteado en el caso “Yahoo.com”. A pedido de entidades antirracistas y 

miembros de la colectividad judía, la empresa fue condenada en la Corte 

de París a tomar todas las medidas tecnológicas necesarias para que los 

usuarios franceses de un servicio de subasta no tuvieran acceso a pro-

ductos vinculados al nazismo962. La apología del delito afectaba los dere-

chos fundamentales de los ciudadanos reclamantes. La empresa se alla-

nó al reclamo, pero luego solicitó ante la Corte de California que me-

diante una acción declarativa establezca que la sentencia del tribunal 

                       

959 En definitiva, seguimos girando alrededor del mismo problema: la falta de con-
creción de los derechos fundamentales (especialmente los de segunda y tercera genera-
ción) como verdaderos derechos subjetivos. Cfr. VICENTE GIMÉNEZ, La exigibilidad de los 
derechos sociales, p. 103. 

960 Cfr. DE DOMINGO, “El problema de la drittwirkung…”, p. 273. 
961 Cfr. TOLLER, “Resolución de los conflictos…”, p. 1244. 
962 Tribunal de Grande Instance de Paris, Ordonnance de référé, 22 mai 2000, UEJF 

et Licra c/ Yahoo! Inc. et Yahoo France, disponible en 
HTTP://WWW.JURISCOM.NET/TXT/JURISFR/CTI/TGIPARIS2000522.HTM .  
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francés no podría ser reconocida ni ejecutada en los Estados Unidos963. 

En caso de que los demandantes pretendieran su extraterritorialidad, la 

solicitud de impedir el acceso a la información sería considerada una 

violación de la libertad de expresión, protegida constitucionalmente964. 

Además, Yahoo alegó que sería tecnológicamente imposible evitar 

el acceso de internautas, ante la dificultad de ubicar a los usuarios de la 

Web. Se estaría imponiendo una carga irrazonable, agravada porque 

Yahoo no se encuentra sujeta a la Corte de París ni a las leyes penales 

francesas. La corte de California manifestó que sin duda debería resol-

ver el caso a la luz de las valoraciones iusfundamentales norteamerica-

nas; bajo este criterio, las medidas tecnológicas serían una restricción 

prohibida a la luz del derecho de libertad de expresión, más allá de la 

efectiva posibilidad técnica965. Debido a que este tipo de conflictos se 

pueden presentar en asuntos vinculados a consumidores, merecerán su 

tratamiento en los acápites siguientes.  

a) El contenido esencial de los derechos del consumidor 

Para arribar a la solución del conflicto de derechos, algunos autores 

proponen establecer una jerarquía entre ellos. De entrada aclaro que no 

concuerdo con esta posibilidad, debido a que la escala se suele efectuar 

en base a parámetros o ponderaciones a priori, a veces cargadas de al-

gún elemento ideológico. Por ejemplo, al plantear la cuestión como una 

reivindicación de la lucha de la persona contra el mercado, o el contrato 

(la autonomía de la voluntad) como herramienta de opresión frente a la 

debilidad. En la jerarquización apriorística algunos derechos siempre 

quedarán diferidos si en la controversia judicial se topan con otro dere-

cho que en abstracto es jerárquicamente superior. Desde esta perspecti-

                       

963 Yahoo!, Inc. v. La Ligue Contre Le Racisme et L’Antisemitisme, 169 F. Supp. 2d 
1181, 1192 (N.D. Cal. 2001), disponible en 
http://caselaw.lp.findlaw.com/data2/circs/9th/0117424p.pdf  

964 Cfr. SCHIFF BERMAN, “The Globalization of Jurisdiction”, pp. 336-341. Este autor 
cita otros casos de conflictos de derechos fundamentales y problemas jurisdiccionales.  

965 Cfr. IEZZI, El conflicto jurisdiccional en Internet, pp. 28-30. 
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va, existirán entonces los “Derechos Príncipe” y los “Derechos Cenicien-

ta”966.  

La jerarquía se da entre los bienes jurídicos, no entre los derechos, 

que es el modo de tutelar esos bienes. En algunos casos el derecho se 

identifica con el bien humano, como en el derecho a la vida, la integridad 

física y moral, la intimidad, y todos aquellos donde de modo directo se 

implica la dignidad humana y el derecho resulta imprescindible y coad-

yuva a esa dignidad sin poner medida967. En otros casos, como el que nos 

toca, sólo colateralmente se afecta la dignidad de la persona, debido a 

que por lo general en la protección del consumidor están involucrados 

derechos patrimoniales. Esta diferencia de bienes jurídicos, no de dere-

chos, se puede observar en el modo en que el sistema procura dotar de 

medios para conservar o promover esos bienes, dando lugar a diferen-

tes respuestas para distintas acciones: derecho penal, administrativo, 

civil, comercial, y también, por supuesto, el derecho del consumo y el 

Derecho Internacional Privado968.  

Tampoco resulta suficiente contrapesar los derechos, ponderarlos, 

a través del llamado balancing test. Por este medio se procura determi-

nar si se opta por uno u otro, si resulta constitucionalmente aceptable o 

hay una razón suficiente que lleve a restringir o limitar un derecho en 

aras de intereses generales. Ahora ya no estamos ante preferencias inal-

terables, ni derechos o prioridades absolutas969. Se presupone que am-

                       

966 Cfr. TOLLER, “Resolución de los conflictos…”, p. 1221. A esta conclusión se llega 
de todas maneras aplicando el balancing test. 

967 Idem, p. 1210. La diferencia entre bienes humanos, individuales y colectivos, y 
su correlato con los bienes jurídicos, no implica jerarquía entre los derechos fundamen-
tales que los protegen. 

968 Por este motivo se debe hacer un uso limitado y austero del término “dignidad 
humana”, reservándolo para aquellos casos en que se hace referencia a la sustancia de la 
persona, a la condición ontológica que hace que un hombre sea lo que es. O, para con-
cepciones más positivistas, a la dignidad en cuanto sustento de la persona: concepto pre-
jurídico o prepolítico, presupuesto de la ética pública política y jurídica, fundante del de-
ber ser. Cfr. VICENTE GIMÉNEZ, La exigibilidad de los derechos sociales, pp. 28-31. 

969 Para identificar un derecho en su condición de universalidad, FINNIS dice que las 
declaraciones de derechos humanos de las Naciones Unidas emplean 2 formas principa-



374 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

bos derechos existen en el caso y que se evalúa el peso de los intereses 

en juego. La importancia de qué hizo o quiere hacer una de las partes, 

los daños que se derivaron o pueden derivarse para la otra; lo mismo en 

el otro sentido: su pretensión, lo que quiere realizarse o evitarse, qué 

daños pueden causarse a la otra parte si triunfa esta segunda perspecti-

va970.  

El conflicto potencial se origina en el principio de igualdad y la 

premisa es que los derechos nacen en armonía, integrados al bien co-

mún de la comunidad política en que viven sus titulares. Nunca se debe 

sacrificar un derecho en desmedro del otro. Partiendo de la coexisten-

cialidad y armonía de los derechos, el razonamiento es que al rechazar-

se una pretensión no hay afectación, debido a que el derecho no estaba 

en la contienda971. En este sentido, tampoco deberían estar enfrentados 

los derechos cuando se trata de la comunidad internacional de consu-

midores y proveedores transfronterizos. 

TOLLER distingue entre los ámbitos material y formal de un derecho, 

aplicando la teoría hilemórfica de ARISTÓTELES972. Para él resulta un 

equívoco decir que cae dentro del objeto de un derecho toda la capaci-

dad contenida en el sintagma que denomina ese derecho. Lo correcto 

sería decir que hay un ámbito o causa material del derecho, contenido 

                       

les: “toda persona tiene el derecho a...”, o bien “nadie será...”. FINNIS, Ley natural y dere-
chos naturales, pp. 239-240. 

970 Cfr. TOLLER, “Resolución de los conflictos…”, p. 1216-1219.  
971 TOLLER cita el art. 19.2 de la Ley Fundamental de Bonn: “En ningún caso un de-

recho fundamental podrá ser afectado en su contenido esencial”; el art. 53.1 de la Consti-
tución española: “Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, 
podrá regularse su ejercicio”; y nuestro art. 28 CN: “Los principios, garantías y derechos 
reconocidos en los anteriores artículos, no podrán se alterados por las leyes que regla-
menten su ejercicio”. Idem, p 1249. 

972 Según ARISTÓTELES, las cosas materiales están compuestas de dos coprincipios: 
la causa material o materia, aquello de lo que una cosa está hecha, su materia prima; la 
causa formal, que actualiza en la materia una especificidad concreta en lo que antes era 
potencia. Así, una madera, puede ser árbol, si es conformada por el “modo de ser” árbol 
(actus essendi), y será —además de árbol— “éste árbol” (modus essendi). También puede 
ser “ésta mesa”, si recibe el acto de ser mesa. O bien será esta silla, o esa cama, si la po-
tencialidad de la materia recibe alguna de esas formas sustanciales (la sustancia concre-
ta con los accidentes que en ella inhieren). Idem, pp. 1262-1277. 
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en su nomen iuris. Así, la materia de un derecho es toda la potencialidad 

de posibilidades normativas que se desprenden de un tipo de relación 

jurídica, generalmente expresadas en el verbo que determina una cate-

goría de actos973. Mientras que la forma, será la concreta situación jurí-

dica que aportan las circunstancias, dando lugar a “ese derecho”. Las 

normas, sentencias y doctrinas jurídicas son el paso de la potencia al ac-

to, precisando el adecuado ejercicio del derecho, su legítimo alcance y 

esfera de funcionamiento razonable. 

Por ejemplo, en la protección del consumidor, el ámbito material es 

la totalidad de acciones, daciones y omisiones que relacionan al consu-

midor con los proveedores. Pero no todo ese contenido se encuentra en 

lo que denominamos el derecho fundamental del consumidor. El ámbito 

material, con propia fuerza expansiva, requiere ser concretado (regla-

mentado, regulado) por la doctrina, legislación y jurisprudencia, que le 

brindarán su ámbito formal o jurídico de ejercicio: su legítimo alcance o 

esfera de funcionamiento razonable. A las concreciones o determinacio-

nes se llega a través del paso de una visión no-teleológica de la libertad 

en cuestión, a la contemplación del fin para el cual se reconoce dicha li-

bertad y ajustándola con otros derechos y con el bien común974. 

Por tanto, la igualdad de los derechos está dada en cuanto son me-

canismos que aseguran el título de algo que es justo para el sujeto acti-

vo; mientras que la desigualdad está en los bienes que tutelan, por eso 

                       

973 De modo más elemental aún, se puede decir también que las necesidades bási-
cas son la materia prima fundante de los derechos fundamentales, en cuanto esfera de 
interés prejurídica. Cfr. VICENTE GIMÉNEZ, La exigibilidad de los derechos sociales, pp. 32-
33. 

974 Cfr. CIANCIARDO, El ejercicio regular de los derechos, p. 120-121, donde ejemplifi-
ca en casos de derechos patrimoniales. Cfr. también TOLLER, “Resolución de los conflic-
tos…”, pp. 1263 y 1261. “[E]n rigor, lo correcto es regular, reglamentar, modalizar o for-
malizar el derecho, pero nunca restringirlo o limitarlo. Una regulación o reglamentación 
es conformar el derecho a una regula o regla, es delimitarlo. Esto implica que lo que el 
derecho pierde en posibilidades difusas prelegales lo gana en ejercicio garantizado por 
la norma que concretó algunas de esas posibilidades. En cambio, siempre que pueda es-
tablecerse que existe una limitación o restricción legal o jurisprudencial a un derecho, 
que implicará naturalmente que se lo recorta o altera, ese tratamiento será inconstitu-
cional. Quien regula actúa constitucionalmente, pero quien restringe o limita en verdad 
altera, viola el contenido esencial, infringe la propia Constitución”. Ibidem. 
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sólo de modo indirecto se puede hablar de cierta jerarquía entre los de-

rechos fundamentales. Al pretenderse jerarquizar individuos e inter-

eses, se lesiona el principio de igualdad y de dignidad de la persona975. 

Puede existir, por supuesto, una preferencia prima facie, que puede ser 

útil para analizar si los daños son reparables, ante la necesidad de dictar 

una medida cautelar, por ejemplo; pero luego, frente al caso, hay que ver 

la real presencia de derechos de las partes. 

El conflicto siempre será entre pretensiones e intereses, y no entre 

derechos subjetivos; la ponderación también es de pretensiones, no de 

derechos. Por tanto, se requiere establecer el contenido esencial de un 

derecho, lo que obliga a determinar al menos los siguientes elementos: 

a. fin o fines para los cuales se lo reconoce;  

b. quién es su titular;  

c. quién debe respetar o dar efecto al derecho de aquel;  

d. cuál es el sentido, alcance y condiciones de ejercicio del de-
recho, o, lo que es en parte lo mismo, cuál es el contenido 
de la obligación, describiendo no sólo sus actos específicos, 
sino también el tiempo y otras circunstancias y condiciones 
para su aplicación;  

e. cuáles son las condiciones en las que el titular pierde su de-
recho, incluyendo aquellas —si las hubiera— bajo las cua-
les puede renunciar a las facultades relevantes;  

f. qué facultades y poderes ostenta el titular en caso de in-
cumplimiento del deber del sujeto pasivo; 

g. finalmente, pero no lo menos importante, qué libertades y 
facultades de obrar disfruta el titular que demanda el dere-
cho, incluyendo una especificación de sus fronteras, como 
es el caso de la determinación de sus deberes, y especial-
mente, el deber de no interferencia y de adecuación con los 

                       

975 Idem, pp. 1211-1212.  
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derechos y libertades de otros titulares de ese derecho o de 
otros derechos reconocidos976.  

El contenido esencial del derecho indica su naturaleza, su finalidad; 

su ejercicio funcional procura atender a los contornos de cada derecho, 

buscando los modos de compatibilidad que respeten el núcleo funda-

mental de cada uno de ellos, sin que ninguno se encuentre frustrado977. 

Por tanto, para determinar el ius de cada una de las partes, será necesa-

rio discernir los ámbitos material y formal de los derechos involucrados. 

En nuestro caso, el contexto multinacional afecta todos los elemen-

tos de la relación jurídica que se establece entre el consumidor y el pro-

veedor. Las partes no actúan “en el vacío”, y no pueden pretender las 

mismas soluciones que para operaciones meramente locales. Cuando 

una gran empresa se establece en un país, mediante sucursales, oficinas 

técnicas o representaciones, está asumiendo un modo local de operar, se 

inserta en un sistema jurídico978. Por este motivo las esferas material y 

formal del derecho son disímiles a las que se presentan en el plano in-

terno. Tampoco será igual la solución si estamos ante consumidores ac-

tivos o pasivos, o si el proveedor es responsable directo del incumpli-

miento o en virtud de la solidaridad, etc.979. De aquí que una parte puede 

tener un interés o pretensión, pero eso no indica que tenga un derecho. 

                       

976 Cfr. FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, pp. 246-247. 
977 Así, mientras el contenido de las normas iusfundamentales es regulable, los de-

rechos fundamentales son ilimitables. Cfr. CIANCIARDO, El ejercicio regular de los derechos, 
pp. 252-254, y especialmente 257 y ss.  

978 Por el contrario, si la empresa actuara en el mercado global, de nuevo habrá que 
analizar los ámbitos materiales y formales de sus derechos, de acuerdo con esas nuevas 
pautas. En estos términos —aunque es discutible la solución a que arribó—, se expresó 
el El Superior Tribunal de Brasil en el caso “Panasonic”, resuelto en fallo dividido. Allí se 
sentó el precedente de que, si una empresa obtiene beneficios en un mercado global, su 
responsabilidad y garantías también deben ser mundiales. SJT. REsp. 63.981-SP, 4 de 
mayo de 2000. 

979 De este modo, sólo formalizada por el tamiz de la razonabilidad y la justicia, una 
acción está amparada por un derecho. El ámbito formal se ejerce sobre acciones mate-
rialmente cubiertas por el derecho: algunas están cubiertas, y por tanto legítimas, forma-
lizables como tal derecho, y otras que sólo materialmente se pueden considerar como 
parte del derecho, pero que en definitiva son ilegítimas y no tutelables. 
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b) El análisis de razonabilidad 

El camino hacia la determinación de los derechos subjetivos del 

consumidor transfronterizo requiere ahora del análisis de razonabilidad 

que verifique el efectivo ius, cuando su pretensión se enfrente a otra, en 

aparente conflicto. En realidad, aquí presentaré el esquema de cómo 

creo debería hacerse el test de razonabilidad ante pretensiones concre-

tas, ya que no propugno una solución en abstracto. Este ‘ejercicio’ debe-

rá repetirse ante cada caso en que aparezca el aparente ‘conflicto’; la 

aplicación a la determinación jurisdiccional es por tanto inmediata. 

Si bien los derechos fundamentales tienen plena eficacia en la esfe-

ra privada, la misma puede ser atenuada por la concurrencia de otros 

derechos y libertades, que se concretan en el principio básico de la au-

tonomía de la voluntad. En suma, lo que se presenta como difícil articu-

lación de los derechos fundamentales frente a los particulares será mu-

chas veces un problema de conflicto de derechos980. De todos modos, la 

colisión, al menos en cuanto se refiere a la protección de los consumido-

res, no se resolverá siempre a favor de la autonomía de la voluntad, ya 

que durante la ponderación entrará en juego el favor debilis981. 

El análisis de razonabilidad en la colisión de derechos persigue una 

finalidad similar al proceso de concretización del orden público interna-

cional visto anteriormente, cuando se pretende aplicar la excepción. Se 

puede poner en tela de juicio la validez de un derecho por su presunta 

colisión con otros, en diversas circunstancias: ante la denegación de la 

jurisdicción o al plantearse la excepción de incompetencia; al rechazar 

la admisibilidad de una cláusula de prórroga o compromisoria; al mo-

mento de ejecutarse una sentencia extranjera, etc. Son todas situaciones 

jurídicas que pueden resolverse por uno u otro expediente. Dependerá 

de las circunstancias a cuál deberá acudirse, ya que ambos métodos 

comparten, en primer lugar, la característica de no actuar a priori, al 

menos desde la postura que adoptamos; y luego, que los derechos fun-

                       

980 En este sentido, cfr. FINNIS, Ley natural y derechos naturales, pp. 246 y ss. 
981 Cfr. DE DOMINGO, “El problema de la drittwirkung…”, p. 26 con cita de Luis PRIETO 

SANCHÍS, Estudios sobre derechos fundamentales, Madrid, Debate, 1990, p. 209. 
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damentales suelen estar presentes (no siempre) en ambos razonamien-

tos982. 

El conflicto entre derechos fundamentales se puede presentar 

cuando una parte considera que su facultad está siendo injustamente 

agredida por su contraparte, que también quiere hacer valer las propias. 

En este supuesto, tendremos dos normas hipotéticas enfrentadas: A tie-

ne derecho a B, y A no tiene derecho a B. O bien, A tiene derecho a B co-

ntra C, y C no está obligado a B frente a A. En lenguaje de ‘caso hipotéti-

co’, Juan siempre tiene derecho a demandar en su domicilio habitual 

(donde consume) a ACME, cuando ACME entregó la cosa en el domicilio 

de su establecimiento comercial, distinto al correspondiente a Juan; y 

ACME, cuando entregó la cosa en su establecimiento comercial, nunca 

puede ser demandado en el domicilio de Juan, situado en otra jurisdic-

ción983. 

También puede suceder que el conflicto no sea entre dos particula-

res (consumidor y proveedor, por ejemplo), sino que un sujeto cuestio-

ne la validez de una norma en particular, debido a que en apariencia 

afecta sus derechos fundamentales. En ambos supuestos se requiere ve-

rificar si la reglamentación de un derecho —a través de normas legisla-

                       

982 En el análisis a priori siempre se olvidará que la realidad brinda múltiples ex-
cepciones. La cuestión no puede traterse de modo abstracto, sino argumentando a través 
de los particulares hechos del caso Cfr. TOLLER, “Resolución de los conflictos…”, p. 1206-
1207, a quien sigo de fundamental en este acápite. Por su parte, SOTO ejemplifica me-
diante la falta de identidad con los títulos de nobleza, que son inconstitucionales pero no 
contrarios al orden público internacional. Por el contrario, antes de la sanción de la ley 
de divorcio, esta institución era contraria al orden público pero no inconstitucional. Cfr. 
SOTO, Temas estructurales…, pp. 36-37. 

983 Cfr. CIANCIARDO, El ejercicio regular de los derechos, pp. 212-216. Escribimos el 
ejemplo en términos universales y absolutos, en definitiva juicios simples y sintéticos —
siempre, nunca—, para hacer más sencillo el razonamiento. Nada impide que el supuesto 
se refiera a juicios analíticos, con predicados contingentes, que en definitiva se resuelve 
mediante la concatenación de juicios simples. Cfr. TOLLER, “Resolución de los conflic-
tos…”, pp. 1232 y 1236. 
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tivas o judiciales—, es acorde con el contenido esencial, ahora en su re-

lación con los otros984.  

La evaluación de la norma cuestionada —concreta o hipotética—, 

requiere responder a los siguientes interrogantes: 

a. ¿Tiene una finalidad constitucional y socialmente relevante? 

b. ¿Es adecuada en la relación de los medios respecto de la fi-

nalidad perseguida?; 

c. ¿Requiere necesariamente de esas prescripciones?; 

d. ¿Es proporcionada en cuanto lo que se obtiene con lo pres-

cripto, y lo que impide por ello?; 

e. ¿Respeta el contenido esencial del derecho? 

f. ¿Es parte de la esfera de funcionamiento razonable de ese 

derecho?985 

Al momento de efectuar el análisis, es importante tener en cuenta la 

debilidad de una de las partes, pero no apriorísticamente, sino como 

punto de referencia que brinde una orientación al momento de respon-

der a las preguntas anteriores986.  

                       

984 Tradicionalmente, se ha recurrido al expediente del control de razonabilidad. 
Para el planteo general del “conflictivismo”, cfr. CIANCIARDO, El ejercicio regular de los de-
rechos, Capítulo I.  

985 Cfr. TOLLER, “Resolución de los conflictos…”, p. 1271. Respecto de la razonabili-
dad y proporcionalidad, los límites son difusos. SPELLENBERG lo ejemplifica con la juris-
prudencia alemana y los límites que tiene el legislador que reglamenta derechos funda-
mentales. “En mi opinión, de esto no se deriva un límite particularmente estrecho para la 
libertad de configuración del legislador. Pues él puede determinar en forma realmente 
libre el objetivo que pretende perseguir con su regulación de simple ley, por ejemplo, en 
el ámbito del derecho de locación o en la política social. La prohibición de exceso sólo 
significa que él debe preferir aquella regulación que menos afecta los derechos funda-
mentales del afectado, pero que todavía alcanza el fin propuesto”. SPELLENBERG, “La in-
fluencia de la Constitución…”, p. 240. 

986 Así, la debilidad del consumidor, puede ser relevante en un caso particular 
cuando la fuenta de aprovisionamiento es monopólica, o el prestador de servicio en un 
contrato de larga duración, ejerce un poder tal que no es posible no contratar. El tradi-
cional “tómelo o déjelo”. En definitiva, la pauta de la debilidad es considerada en la pon-
deración de los intereses. Habrá que verificar en el caso si la parte fuerte, en la asimetría 
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c) Un ejemplo: el contenido esencial del derecho a la salud en la 

relación de consumo 

La situación es la siguiente. Un viajero se accidenta gravemente en 

el extranjero y requiere atención médica de alta complejidad, incluyen-

do transplante de órganos. Reclama la cobertura de la atención a la em-

presa de medicina prepaga y a la de servicios de asistencia al viajero. Si 

bien la empresa de medicina prepaga de la que es afiliado prevé la co-

bertura de esos infortunios en su cartilla, nada dice de prestaciones in-

ternacionales. El consumidor fundamenta su pretensión en la garantía 

constitucional de la protección de la vida y la salud en la relación de 

consumo (art. 42 CN). 

Si hacemos lugar a la distinción entre el ámbito formal y material 

del derecho del consumidor a la salud “en la relación de consumo”, caen 

en el ámbito material, entre otros, los siguientes actos o prestaciones 

que realizan distintos proveedores en su beneficio, algunos de ellos em-

presas de medicina prepaga, como la de esta situación ficticia987:  

a. Fabricar productos o brindar servicios que no causen daño; 

b. Brindar tratamiento ambulatorio, internación y traslados 
sanitarios; en caso de urgencia, brindar atención primaria a 
cualquier persona necesitada de cuidados en emergencias; 

c. Efectuar todo tipo de estudios tendientes a verificar el ac-
tual estado de salud; prevenir situaciones de enfermedad; 

d. Cubrir patologías que requieren atención de alta compleji-
dad, incluyendo el transplante de órganos;  

e. Proveer de medicamentos, prótesis, etc.;  

                       

de la relación, pone en duda la autonomía de la voluntad de la parte débil, o si es lícito 
que esta renuncie a un derecho fundamental.  

987 La mención a la “relación de consumo” no es casual o caprichosa, como veremos 
luego, en el Capítulo V. No entran en el análisis, por tanto, situaciones en las que el pre-
sunto proveedor o consumidor no forman parte de esa relación de consumo como suje-
tos activos o pasivos. 



382 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

f. Brindar tratamiento siquiátrico o sicológico;  

g. Atender embarazos y nacimientos; 

h. De modo general, brindar todo tipo de prestaciones que re-
sulten obligatorias en función de lo establecido por el Mi-
nisterio de Salud y Acción Social y la Superintendencia de 
Servicios de Salud, a través de la llamada Prestación Médica 
Obligatoria (PMO), tanto al consumidor como a su grupo 
familiar 988; 

i. Brindar servicios, aún en situaciones fuera de cobertura, 
cuando el paciente comprometa y garantice su posterior 
pago, independientemente del pago de la cuota como aso-
ciado. 

Por su parte, integran el ámbito formal del derecho,  

a. recibir, por parte de la empresa de asistencia al viajero ser-
vicios médicos de alta complejidad, incluyendo el trans-
plante de órganos, cuando el paciente se encuentre en el ex-
tranjero; 

b. costear traslados sanitarios hacia el país de origen;  

c. restituir los gastos incurridos por el consumidor, dentro del 
ámbito del contrato; 

d. prestar los servicios, aún en situaciones fuera de cobertura, 
cuando el paciente comprometa y garantice su posterior 
pago, de modo independiente a su cuota como asociado. 

El hecho de que las prestaciones médicas que un asociado recibe en 

su país estén relacionadas con el derecho del consumidor y a la salud —

lo cual justifica la intervención estatal para su salvaguarda mediante las 

reglamentaciones sanitarias—, no implican de por sí que deban prestar-

se en el extranjero. En el primer caso, el derecho a la salud se garantiza 

                       

988 Leyes 23.660 y 24.754, y sus reglamentaciones, entre otras Resolución MS 
201/02. 
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mediante la intervención onerosa de un particular contratante: la em-

presa prestadora. En el segundo la empresa no está obligada, aunque el 

derecho permanece, pero ahora la obligación está en cabeza de su deu-

dor originario: la comunidad a través del Estado989.  

¿Por qué si la empresa está obligada a dar cobertura de una deter-

minada patología en el país no la dará en el extranjero? Es la misma per-

sona, debería atenderla como la atendería aquí si aquí estuviera enfer-

ma. Pero puede ocurrir que a causa de la distancia, por carecer de es-

tructuras propias en ese país, los costos de brindar la atención resulten 

excesivos. Es posible que se produzca la ruptura del equilibrio contrac-

tual. De aquí que la situación merece un estudio más detenido. 

Las prestaciones en el extranjero están fuera del ámbito formal del 

derecho del consumidor, aunque su pretensión pueda integrar el ámbito 

material del derecho a la salud. Las empresas, bajo estos supuestos, no 

son sujetos obligados por ese derecho, aunque sí lo es el Estado990. ¿El 

                       

989 Las Condiciones Generales de contratación previstas por una de las empresas 
que actúan en el mercado, y que se repite de modo similar en la mayoría, figura: “Este 
servicio sólo cubre accidentes o enfermedades ocurridos en el curso de un viaje en el ex-
terior. La cobertura de Docthos Internacional tiene una vigencia de un año, y cada viaje 
no deberá superar los 90 días de duración, desde la fecha de salida del domicilio habitual 
y permanente. El alta o la renovación del servicio no es automática, por lo cual le solici-
tamos que lo gestione con un mínimo de 72 horas hábiles de anticipación al viaje”. Y en 
cuanto a las prestaciones, “En caso de accidente o enfermedad ocurridos en un país no 
limítrofe, nuestros asociados estarán cubiertos hasta un máximo de U$S 10.000- en asis-
tencia médica, lo cual incluye la atención médica de urgencia, medicamentos, internacio-
nes, intervenciones quirúrgicas, terapia intensiva, servicios y suministros varios de mé-
dicos y enfermeras. Quedan excluidas las prótesis de cualquier tipo y cirugías plásticas.” 
A su vez, el ejercicio del derecho está limitado procedimentalmente: “Con excepción de 
los casos en que hubo imposibilidad inmediata de notificar a La Prestadora , los benefi-
ciarios tendrán derecho a ser reembolsados por La Prestadora solamente cuando hubie-
ran dado aviso a La Prestadora dentro de las 24 Hs. y hubieran recibido autorización de 
ésta”. 

990 La obligación a cargo del Estado por el cuidado de la salud de la población se 
desprende, primariamente, del Preámbulo de la CN: “afianzar la justicia, consolidar la 
paz interior, proveer a la defensa común, promover el bienestar general, y asegurar los 
beneficios de la libertad”. También se desprende implícitamente del derecho a trabajar, 
del art. 14 CN, ya que el trabajo produce deterioro en la persona, a medida que pasa el 
tiempo, y también porque se requiere mantener a la fuerza de trabajo en condiciones de 
cumplir con su cometido y disfrutar de ese derecho. Lo mismo se puede decir de las ga-
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de su domicilio o el del lugar de internación? Tratándose de un derecho 

básico, ambos, con la diferencia que el Estado extranjero lo regulará de 

acuerdo a su propio ordenamiento, sin que pueda restringirlo en su con-

tenido esencial. De todas maneras, creo queda claro que no es parte del 

ámbito formal del derecho fundamental a la salud, que un viajero pueda 

recurrir a la empresa de medicina prepaga o a la de servicio al viajero 

para recibir prestaciones más allá de lo pactado.  

La empresa de asistencia al viajero debe hacerse cargo de trasladar-

lo a su país de origen (siempre que sea médicamente posible), y la em-

presa de medicina prepaga soportará los gastos del transplante de ór-

ganos en su país de origen, donde está otorgada la cobertura, dentro de 

los términos de esa cobertura y de las reglamentaciones estatales. El de-

recho a la salud y la vida no es reclamable a las empresas en este su-

puesto, porque ellas se obligan a brindar servicios en los términos de 

sus contratos, que determinan el ámbito formal de sus derechos. El apa-

rente conflicto entre el derecho a la propiedad de la empresa de servicio 

al viajero y el de protección del consumidor y la salud, se resuelve por-

que el derecho formal de la empresa es invadido por la esfera material 

del derecho del consumidor, que carece de una pretensión tutelable. 

No estamos ante una obligación derivada de la relación de consumo 

que une al afiliado con su empresa prestadora. El derecho natural origi-

                       

rantías implícitas del art. 33 CN. Luego, el art. 75 inc. 2, indica como obligación a cargo 
del Congreso, satisfacer el “bien general”, y el inc. 18 proveer “lo conducente a la prospe-
ridad del país”. Para el caso de las funciones del Poder Ejecutivo Nacional, debe expedir 
reglamentos que permitan ejecutar las leyes (art. 99 inc. 2), designar los ministros, como 
el de Salud, recaudar las rentas y decretar su inversión, etc. Son indicaciones del com-
promiso con el cuerpo social. Más explícito aparece el art. 14 bis CN, cuando indica que 
“el Estado otogará los beneficios de la seguridad social...”. De aquí se desprende la obli-
gación del Estado de sostener los hospitales públicos y gratuitos. A partir de 1994, el de-
recho a la salud aparece más claro en los arts. 41, 42, 75 inc. 23 (resguardo de la mater-
nidad y del niño desde la concepción). Lo mismo se desprende de los Tratados Interna-
cionales con jerarquía constitucional, como el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales: “art. 12: Los Estados partes en el presente Pacto re-
conocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de la salud físi-
ca y mental”, incluida “la prevención y tratamiento de las enfermedades”. Cfr. GHERSI, 
Carlos Alberto, WEINGARTEN, Celia, IPPOLITO, Silvia, Contrato de medicina prepaga, 2a Ed. 
actualizada y ampliada, Astrea, Buenos Aires, 1999. 
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nario a la salud o la vida, adecuado a la dignidad, al contexto y al entor-

no, deberá estar a cargo de la comunidad en sus aspectos básicos, y así, 

el paciente-consumidor transeúnte podrá, por ejemplo, solicitar al go-

bierno de su país la repatriación para una mejor atención, si no cuenta 

con medios propios para hacerlo991. Pero no sería esta —en principio— 

una obligación a cargo de la empresa de medicina prepaga, ya que sus 

compromisos obedecen a razones diferentes.  

En la relación subsiguiente establecida contractualmente hay un 

equilibrio propio de la igualdad aritmética por la que se intercambian 

bienes. Pero la empresa privada no es deudora del derecho natural del 

ciudadano a recibir cobertura integral de salud, más allá de lo conveni-

do. Cuál sea la medida de lo convenido, en cantidad, calidad, tiempo y re-

lación, es indiferente a la condición de persona del asegurado: lo debido 

es en cuanto contratante. La especificidad viene dada por una relación 

(accidente) y no por una condición ontológica (la persona en cuanto 

sustancia). Distinto será el caso si la comunidad hubiera regulado ese 

deber jurídico a cargo de la empresa de medicina prepaga, como parte 

de una anterior justicia distributiva. 

Aplicando al mismo caso el control de razonabilidad, nuestras nor-

mas hipotéticas, ante el conflicto, serían: a) El viajero que sufre un acci-

dente en el extranjero debe ser atendido por la empresa de medicina 

prepaga, en las mismas condiciones que en su país de origen, sin impor-

tar lo que diga el contrato, en razón de su derecho a la protección de la 

salud en la relación de consumo; y b) La empresa de medicina prepaga 

no está obligada a dar cobertura en el extranjero cuando el contrato no 

lo prevé, ya que está amparada en su derecho de propiedad y la libertad 

en el ejercicio del comercio. 

                       

991 Estamos ante uno de los derechos que BIDART CAMPOS denomina “derechos ana-
logados” y con “obligación activamente universal”. “El sujeto pasivo es el estado, y su 
obligación de hacer consiste en desarrollar políticas concretas de bienestar en el vasto 
campo de la alimentación, de la vivienda, de la indumentaria, del trabajo, de la salud, de 
la educación, etc., para que a través de ellas los titulares de los derechos por analogado 
obtengan —mediante su participación en el bienestar común o general que aquellas po-
líticas promuevan— la satisfacción de las necesidades vinculadas con los citados dere-
chos por analogado”. BIDART CAMPOS, Manual de la Constitución reformada, p. 503. 
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El test de razonabilidad se enunciaría del siguiente modo: 

 

 Norma hipotética A 

 

Norma hipotética B 

 

 

 

La pretensión, 

El viajero que sufre 
un accidente en el ex-
tranjero debe ser aten-
dido por la empresa de 
medicina prepaga, en las 
mismas condiciones que 
en su país de origen, sin 
importar lo que diga el 
contrato, en razón de su 
derecho a la protección 
de la salud en la relación 
de consumo. 

La empresa de me-
dicina prepaga no está 
obligada a dar cobertura 
en el extranjero cuando 
el contrato expresamen-
te lo excluye, ya que está 
amparada en su derecho 
de propiedad y la liber-
tad contractual y en el 
ejercicio del comercio. 

¿Tiene una fina-
lidad constitu-
cional y social-
mente relevan-
te?  

Sí, es socialmente 
relevante porque el Es-
tado puede delegar y el 
consumidor contratar 
con un tercero la previ-
sión de infortunios en su 
salud, en el marco pro-
tectorio que le brinda la 
CN, y en una situación 
tan incierta como un via-
je al extranjero. 

Sí, porque interesa 
al constituyente el ejer-
cicio de la libertad de 
contratar de los particu-
lares y el derecho de 
propiedad, en virtud de 
los cuales pueden auto-
obligarse a prestar ser-
vicios de salud, de 
acuerdo a los términos 
del análisis económico 
que resulte apropiado a 
su inversión y riesgo 
asumido. 

¿Es adecuada la 
relación de los 
medios respecto 
de la finalidad 
perseguida? 

Sí, el resguardo de 
la salud en el extranjero 
puede realizarse me-
diante las prestaciones 
directas de la empresa 
contratada o a través de 
la delegación de esta a 
terceros. 

Sí, debido a que me-
diante la actividad em-
presaria prevé una loca-
lización geográfica de los 
eventos ante los cuales 
puede y debe dar cober-
tura con los costos aso-
ciados.  
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¿Requiere nece-
sariamente de 
esas prescrip-
ciones? 

No, ya que el cuida-
do integral de la salud 
está a cargo primaria-
mente de la comunidad 
a que pertenece el indi-
viduo, y sólo de modo 
delegado a otras organi-
zaciones. Pueden obte-
nerse los resultados por 
otros medios, como la 
intervención del Estado, 
tanto el de origen como 
el de localización del pa-
ciente.  

Sí, ya que sus obli-
gaciones no pueden ser 
ilimitadas, en la medida 
que percibe ingresos es-
pecíficos, de acuerdo a 
los costos que asumió. Es 
propio de su actividad 
evaluar la viabilidad 
empresaria, incluyendo 
una razonable rentabili-
dad. Cubrir obligaciones 
no asumidas puede aca-
rrear incumplimientos 
de obligaciones sí con-
traídas con los demás 
asociados. 

¿Es proporcio-
nado lo que se 
obtiene con lo 
prescripto, y lo 
que se impide 
por ello? Se de-
berá tener en 
cuanta cuántos 
de los asociados 
viajan, costo de 
atención en el 
extranjero, fre-
cuencia de via-
jes, capacidad de 
previsión.  

No, ya que el res-
guardo de las contin-
gencias sanitarias en el 
extranjero, fuera de la 
cobertura expresamente 
contratada a la empresa, 
podría acarrear la dis-
minución de la atención 
de la masa de pacientes 
residentes en el país de 
origen. También sería 
una atención despro-
porcionada en relación a 
la cuota que paga, esta-
blecida en relación a re-
sidentes en el país. 

Sí, ya que los limites 
de cobertura tienen rela-
ción con las posibilida-
des técnicas y económi-
cas en que se establecie-
ron los compromisos. 
¿Habrá que aumentar la 
cuota a todos los asocia-
dos para prevenir la co-
bertura de riesgos no 
contratados? 

¿Respeta el con-
tenido esencial 
del derecho re-
gulado? 

No, por cuanto el 
empresario no recibe 
contraprestación ningu-
na cuando se excede los 
límites de lo contratado. 

Sí, porque no se nie-
ga la atención médica, 
sólo que se prestará en 
el país de origen. Quien 
se excede de los dere-
chos de ciudadanía, debe 
asumir los costos de las 
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eventualidades médicas. 

Conclusión: ¿es 
parte de la esfe-
ra de funciona-
miento razona-
ble de ese dere-
cho?  

No, debido a que 
nadie puede pretender 
recibir un servicio gra-
tuito por parte de un 
particular, si este no 
percibe los ingresos —
sea que provengan del 
asociado o de un terce-
ro, como es el Estado— 
con los cuales afrontar 
los gastos de cobertura. 

Sí, porque su obliga-
ción de atención médica 
es parcial y delegada, sin 
que exista identidad ente 
la empresa y las comu-
nidades estatal o global 
que protege a los indivi-
duos que la integran.  

 

d) Otro caso: la asignación de los tribunales domiciliarios del 

consumidor transfronterizo 

El mismo análisis se puede hacer para, por ejemplo, evaluar si la 

asignación preponderante del forum domicilii a favor del consumidor, 

como parte de una aplicación del favor debilis, es respetuosa de los de-

rechos fundamentales, tanto de los propios como aquellos correspon-

dientes a los proveedores992.  

Ahora bien. La posibilidad de que el consumidor transfronterizo re-

clame ante los tribunales domiciliarios, está vinculada a una segunda 

razón, proveniente de otro enunciado. No se trata sólo de proteger a la 

parte débil, sino que ese derecho fundamental va de la mano del asegu-

ramiento de la garantía de defensa en juicio. Ante la falta de legislación 

                       

992 Como lo proponen las Conclusiones del XVIII Congreso Ordinario de la Asocia-
ción Argentina de Derecho Internacional y XIV Congreso Argentino de Derecho Interna-
cional “Dra. Berta Kaller de Orchansky”, Sección Derecho Internacional Privado, Rosario, 
13 al 15 de octubre de 2005. “[...] siempre cabría reconocer la atribución de jurisdicción 
a favor de los tribunales de la residencia habitual del consumidor, como “forum conve-
niens” cuando presente conexiones suficientes con el fondo del asunto. Sin embargo, ca-
bría resistir que se llevase al consumidor, como demandado, a litigar fuera de su lugar de 
domicilio o residencia habitual, sin su expreso consentimiento si de ello pudiera seguirse 
una grave infracción a las más elementales exigencias del debido proceso”. 
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específica, o cuando no tenemos un enunciado sobre protección, los dos 

derechos fundamentales actúan de modo conjunto en la elaboración de 

la nueva regla993. Pero atención: el proveedor extranjero también puede 

verse afectado en su derecho fundamental a la defensa en juicio, o al de-

recho a ejercer toda industria lícita, o a su derecho de propiedad.  

De la relación entre los derechos fundamentales del consumidor 

con el enunciado protectorio del ejemplo, quedan sin responder, entre 

otras, las siguientes cuestiones: el reclamo ante el juez domiciliario, ¿co-

rresponde ante cualquier tipo de incumplimiento del proveedor?, ¿en 

toda clase de relaciones de consumo?; si el incumplimiento se refiere a 

una compraventa ¿cualquiera sea el producto adquirido?; ¿también se 

aplica a compras on line, o de bienes intangibles, descargados desde un 

servidor en el extranjero? ¿Cuando compra acá o estando de viaje en el 

extranjero? ¿Cuando el precio es irrisorio? ¿Cuando se trata de un servi-

cio gratuito en línea, prestado por una ONG? ¿Cuándo el producto co-

rresponde a una marca reconocida o proviene de un fabricante ignoto? 

En palabras de CIANCIARDO,  

“[...] la búsqueda del derecho fundamental stricto sensu, plena o 
completamente determinado, requiere, además del aporte de la norma 
iusfundamental (el derecho fundamental prima facie), entre otras cosas, 
la guía normativa que proporcionan las circunstancias del caso”994. 

Queda patente que para el enunciado de la regla ausente, son re-

queridas las circunstancias del caso. 

Como resultado de este proceso de razonamiento, llegamos a la 

conclusión, complementaria de aquella a que arribáramos a partir de la 

consideración de los ámbitos material y formal de los derechos. De esta 

                       

993 En la relación entre derecho fundamental y orden público internacional, tiene 
especial interés verificar que la regla constitucional indica que “los consumidores y 
usuarios (…) tienen derecho , en la relación de consumo (…) a la libertad de elección (…)” 
(art. 42 CN, primer párrafo). Esta disposición expresa puede tener importancia decisiva 
al momento de considerar la capacidad de negociación de la cláusula, o la habilitación 
del foro del consumidor demandante, que al plantear el caso ante los jueces de su domi-
cilio está efectuando una elección. 

994 CIANCIARDO, El ejercicio regular de los derechos, p. 216. 
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manera, se puede delimitar y proteger el contenido esencial de cada de-

recho sin afectar los otros. Es un modo útil de poner en práctica la re-

comendación realizada por LORENZETTI: 

“Entendemos que los derechos fundamentales precisan de una fase 
de concretización. Esta tarea en el plano teórico importa establecer una 
correlación entre este piso de derechos mínimos y el funcionamiento de 
la economía de mercado, a fin de establecer unas reglas de coordinación 
que enlacen lo público con lo privado”995. 

Y, aunque no sin tanto énfasis y de modo parcial, también nos 

hacemos eco de que  

“[E]n el plano de la dogmática, es preciso establecer su rango, sus 
fuentes, las reglas de determinación, los sujetos, el objeto y los límites. 
Asimismo entendemos que es de gran trascendencia establecer algunos 
criterios para resolver las antinomias entre reglas y principios que son 
tan habituales en el Derecho actual”996. 

IV. A. 10. Mutabilidad e historicidad del derecho del consumo 

como pauta para el orden público y para la determinación del ám-

bito formal del derecho 

El cambio histórico en principio no afecta la sustancia del hombre y 

por ende tampoco sus derechos fundamentales997. Sin embargo, algunos 

de estos derechos han nacido como resguardo y respuesta a situaciones 

originadas en cambios sociales, técnicos o económicos. El derecho a la 

privacidad, por ejemplo, toma relevancia a partir de la omnipresencia de 

los medios de comunicación; el resguardo de los datos personales sen-

sibles, tiene su origen en las casi infinitas capacidades de almacena-

miento de información provista por la tecnología digital; el derecho al 

medio ambiente sano y al desarrollo sustentable, nace a partir de los 

                       

995 LORENZETTI, “El derecho privado como protección del individuo particular”, p. 
86. 

996 Ibidem. 
997 Cfr. GRANERIS, Contribución tomista a la filosofía del derecho, p. 99. 
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efectos tóxicos de los residuos provenientes de la industrialización o de 

los deshechos producidos por las grandes conglomeraciones urbanas998.  

De allí que los derechos fundamentales estén sujetos al tiempo: el 

sustrato inmutable del ser humano es afectado por accidentes del en-

torno físico o social. En definitiva, no son derechos supra temporales o 

intemporales, porque la persona humana está inmersa en el tiempo999. 

El mismo concepto de “garantía de defensa en juicio” o la necesidad de 

que el foro donde alguien sea demandado sea “previsible”, están marca-

dos por la situación histórica en que se ejerce el juicio de la razón prác-

tica1000. 

Por tanto no cambiará el fundamento de los derechos, que es la 

condición de persona propia del hombre, origen de la necesidad de con-

sumir. Sin embargo, la historia afecta el ejercicio y eficacia de ese dere-

cho, al ritmo de las modalidades de consumo, la evolución de los objetos 

y las relaciones de aprovisionamiento. Ni las cosas ni las personas se en-

cuentran en estado puro sino histórico, siendo afectadas por la dimen-

sión tiempo, al igual que la cantidad, la cualidad y la relación. De este 

modo, los bienes pueden ser de mayor calidad y cantidad en distintos 

momentos y lugares1001. 

                       

998 Cfr. LORENZETTI, “El derecho privado como protección del individuo particular”, 
p. 72. 

999 Cfr. HERVADA, Introducción crítica al derecho natural, p. 118. El proceso de con-
creción o especificación de los derechos deberá tener en cuenta este componente tem-
poral. Cfr. VICENTE GIMÉNEZ, La exigibilidad de los derechos sociales, p. 44. 

1000 Así, la posibilidad de que el demandado sufra daños irreparables al ser citado 
en extraña jurisdicción debe juzgarse en concreto, atento a los modernos sistemas de 
comunicación, la reducción de los costos de transporte, a las “salas de audiencias virtua-
les”, etc. Cfr. SCHIFF BERMAN, “The Globalization of Jurisdiction”, p. 489. 

1001 Cfr. HERVADA, Introducción crítica al derecho natural, pp. 121 y 122. En cuanto a 
la historicidad del hombre y su relación con el derecho, Karl LARENZ nos recuerda que: 
«El Derecho se nos muestra de nuevo desde otro aspecto cuando lo consideramos como 
un fenómeno histórico (...). “El hombre es un ser histórico”; esto quiere decir: su pasado 
—el suyo personal, el de la comunidad social a la que pertenece, el de la cultura de la que 
participa— es una parte integrante de su ser actual; (...) El “mundo histórico”, que el 
hombre crea en torno suyo y en el cual vive su propia vida, es tanto continuable como 
variable; se mantiene a través del cambio de los tiempos, de las generaciones y se pre-
senta continuamente nuevo». LARENZ, Metodología…, p. 178. 
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¿A qué vienen estas consideraciones? En primer lugar, será necesa-

rio considerar la mutabilidad del orden público internacional, vinculado 

al derecho derogado, o al nuevo derecho existente1002. Luego, porque las 

cambiantes circunstancias internacionales nos darán pautas sobre la 

condición variable y relativa de la debilidad del consumidor1003. Así, si 

bien las cláusulas de arbitraje insertas en contratos predispuestos pue-

den presumirse abusivas, cuando los medios de comunicación permiten 

la resolución de conflictos on line, con árbitros que dominan el mismo 

idioma, o permiten producir la prueba a bajo costo, la situación de inde-

fensión puede desaparecer. De aquí que pudiera llegar a ser válida la 

cláusula compromisoria, incluso bajo la modalidad ante litem natam1004.  

                       

1002 Hay consenso entre los autores que el orden público internacional que aplicará 
el juez es el presente, sin hacer caso de la ultraactividad del pasado. Interesa la concep-
ción vigente al momento de dictarse la sentencia. Si se quieren preservar los principios 
esenciales del ordenamiento de la comunidad, no tiene sentido resguardar una situación 
anterior que ya carece del interés superior pretérito. Si el legislador ha optado por una 
entre dos o más concepciones fundamentales, la reforma indica que el criterio actual es 
representativo de las pautas esenciales del ordenamiento y no tiene sentido mantener 
las anteriores valoraciones. En igual sentido, se puede afirmar que para aplicar la excep-
ción de orden público el caso debe tener contacto procesal con el presente. Cfr. STRENGER, 
“Extraterritorialidade do direito processual”, p. 475. Cfr. JAYME, “Métodos para la concre-
tización…”, pp. 244-245. Asimismo DOLINGER, “Evolution of principles…”, p. 296. 

1003 En una sociedad de proveedores artesanales, no se justificaría un régimen de 
excepción como el previsto por nuestra LDC. Pero así como en el actual estadio histórico 
de los procesos productivos y de comercialización esta legislación se presenta como un 
adecuado remedio de ciertos desequilibrios, también se debe considerar que esos proce-
sos productivos y de comercialización mutarán hacia formas más sofisticadas, que a su 
vez requerirán ajustes más novedosos e imaginativos. El derecho natural no es inmuta-
ble, por cuanto la naturaleza humana, en este orden de razón, es mudable. El derecho es 
la cosa o relación justa entre las cosas. Y así el derecho seguirá la naturaleza de las cosas: 
las inmutables, de modo estable y permanente. Las cambiantes, con los adecuados ajus-
tes. Respecto a este concepto de naturaleza humana, con una dimensión temporal y otra 
intemporal, es recomendable la lectura de YEPES STORK, Ricardo, Fundamentos de Antro-
pología. Un ideal de la excelencia humana, Pamplona, Eunsa, 1996, especialmente pp. 94-
100. 

1004 Esto tiene relación con el comentario de BOGGIANO, en el sentido de que las co-
nexiones flexibles pueden ser materialmente más justas, por cuanto los proveedores es-
tán en condiciones de brindar condiciones más beneficiosas que las imperativamente 
ordenadas. Un derecho extranjero puede ser más favorable al consumidor que el propio 
domiciliario. Sin duda la mutabilidad e historicidad será un elemento a considerar en la 
evaluación de esas conexiones materialmente orientadas, y la aparente injusticia de la 
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Otra situación: la violación del debido proceso puede estar dada por 

la insuficiencia de la notificación electrónica como “fehaciente” a los 

efectos procesales. Por tanto, ante la falta de regulación de los modos de 

notificación en el arbitraje electrónico, se podría enervar el orden públi-

co internacional1005. Esta situación no será permanente, y la tecnología 

puede ir en ayuda de la eliminación de obstáculos jurídicos vinculados 

al cumplimiento de las garantías fundamentales. 

Lo mismo ocurre si las asociaciones de consumidores han partici-

pado en la elaboración de directrices de buenas prácticas, acordadas 

con una industria determinada, o los formularios fueron previamente 

aprobados por la autoridad de contralor1006. Es a partir de estas conside-

raciones que el juez llamado a resolver una colisión de derechos, o apli-

car la excepción del orden público, no puede decidir apriorísticamente. 

                       

autonomía de la voluntad en operaciones con consumidores, puede resultar justa en el 
“aquí y ahora”. Cfr. BOGGIANO, La Conferencia de La Haya, pp. 37-38. 

1005 MEDINA, Flavia y BÁEZ PEÑA WIRTH, Vera, “El ciberarbitraje, ¿mito o realidad?”, 
en FELDSTEIN de CÁRDENAS, Sara L., (coordinadora) MEDINA, Flavia A., RODRÍGUEZ, Mónica S. 
y SCOTTI, Luciana B., Contratación electrónica internacional. Una mirada desde el derecho 
internacional privado, Edición electrónica gratuita. ISBN-13: 978-84-691-6788-5. Espa-
ña. 2008. Texto completo disponible en www.eumed.net/libros/2008c/435/ , pp. 249-
250. 

1006 Las Recomendaciones de la OCDE para la protección del consumidor en el con-
texto del comercio electrónico, de 1999, ponen especial énfasis en el trabajo conjunto 
entre las asociaciones empresarias y los representantes de los consumidores. “Consum-
ers should be provided meaningful access to fair and timely alternative dispute resolution 
and redress without undue cost or burden. Businesses, consumer representatives and gov-
ernments should work together to continue to use and develop fair, effective and transpar-
ent self-regulatory and other policies and procedures, including alternative dispute resolu-
tion mechanisms, to address consumer complaints and to resolve consumer disputes aris-
ing from business-to- consumer electronic commerce, with special attention to crossborder 
transactions.” (…) “In implementing the above, businesses, consumer representatives and 
governments should employ information technologies innovatively and use them to en-
hance consumer awareness and freedom of choice”. OECD Recommendation of the OECD 
Council Concerning Guidelines for Consumer Protection in the Context of Electronic 
Commerce, 1999, Nros. 93 y 97. 
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IV. B. LAS NORMAS IMPERATIVAS EN EL ORDEN INTERNO COMO DERECHOS 

SUBJETIVOS DEL CONSUMIDOR INTERNACIONAL 

Dice LORENZETTI que las normas de orden público nacionales son 

aplicables en forma inmediata a todas las relaciones de consumo, tanto 

por estar reconocidas en Tratados de Derechos Humanos, por su rango 

constitucional, como por ser leyes que habitualmente se califican de or-

den público, y cita la nota de Vélez Sársfield al art. 1206:  

“Cada pueblo independiente debe juzgar por sí mismo hasta dónde 
la urbanidad y la consideración de otros pueblos le permiten dar ejecu-
ción a las leyes de un país extranjero”1007. 

Creo que la referencia debe ser entendida en toda su amplitud, sin 

limitar la aplicación del orden público a situaciones contractuales1008. 

Adelanto mi objeción de que no todas las normas del ordenamiento in-

terno —más bien por el contrario—instituyen derechos subjetivos en 

                       

1007 «El derecho del consumidor hace al modo de vivir que una comunidad adopta. 
(...) Los efectos del orden público descriptos se aplican dentro del Estado nacional de que 
se trate. En el caso argentino, el Código Civil dispone su aplicación a los contratos reali-
zados en el país (art. 1209), mientras que los realizados en el extranjero serán regidos 
por las normas del lugar de celebración, salvo que fueren inmorales o que su reconoci-
miento resultase “injurioso a los derechos, intereses o conveniencias del Estado o de sus 
habitantes”. LORENZETTI, Consumidores, pp. 34-35. Entiendo que esto es correcto siempre 
que por “realizado” se refiera a cumplimiento en el país, y los “realizados en el extranje-
ro” es cumplimiento y celebración en el extranjero. En el caso de estos últimos, se trata 
de contratos sin contacto argentino. 

1008 Así, cualquiera fuera la causa que es presentada ante un juez argentino, éste no 
podrá dejar de aplicar las normas imperativas de su sistema, entre las que se encuentran 
las disposiciones de la CN y las de la LDC. Estimo que sería nula una cláusula que esta-
bleciera que “los principios de conflictos de leyes quedan excluidos”, porque no se puede 
derogar toda la normativa de Derecho Internacional Privado, considerada de orden pú-
blico interno, y en algunos casos de orden público internacional. De todos modos, siem-
pre hay que distinguir entre orden público interno e internacional, como asimismo las 
normas internacionalmente imperativas de aquellas que lo son puramente locales. Cfr. 
JAYME, Erik, “La Droit International Privé du nouveau Millénaire: La Protectión de la Per-
sonne Humaine face á la Globalisation”, Recueil des Cours, La Haya, 2000, Vol. 282, pág. 
26. 
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amparo del consumidor transnacional (ver infra nro. IV. E, p. 449 y 

ss.)1009.  

En este último sentido, debido a la claridad de la enunciación y por 

haberse constituído en un texto clásico, vale la pena transcribir la Decla-

ración hecha por la República Oriental del Uruguay al ratificar la Con-

vención Interamericana sobre normas generales de Derecho Internacio-

nal Privado (CIDIP II): 

“La República Oriental del Uruguay da su voto afirmativo a la fór-
mula del orden público, sin perjuicio de dejar expresa y claramente seña-
lado, de conformidad con la posición sustentada en Panamá, que, según 
su interpretación acerca de la prealudida excepción, ésta se refiere al or-
den público internacional, como un instituto jurídico singular, no identi-
ficable necesariamente con el orden público interno de cada Estado. Por 
consecuencia, a juicio de la República Oriental del Uruguay, la fórmula 
aprobada comporta una autorización excepcional a los distintos Estados 
Partes para que en forma no discrecional y fundada, declaren no aplica-
bles los preceptos de la ley extranjera cuando éstos ofendan en forma 
concreta, grave y manifiesta, normas y principios esenciales de orden 
público internacional en los que cada Estado asiente su individualidad 
jurídica”. 

                       

1009 “Así como la autonomía de la voluntad en el orden interno admite límites que 
se justifican intrínsecamente y, en cambio, en el orden internacional dichos límites obs-
taculizarían el comercio, es también cierto que si bien las leyes de defensa del consumi-
dor son de orden público interno, no necesariamente deben ser concebidas así, a priori, 
en el orden internacional”. SOTO, “El orden público y las relaciones de consumo en el De-
recho Internacional Privado”, p. 396. En el mismo sentido, FERNÁNDEZ ARROYO y ALL, 
“Apreciación general…”, nro. IV. Una aplicación adecuada de esta distinción de conceptos 
puede verse en el Convenio de Roma sobre la ley aplicable a las obligaciones contractua-
les, que en su art. 3.3, 5.2 y 6.1 se refiere a normas imperativas en el orden interno, en 
los arts. 7.1, 7.2 y 9.6 a normas internacionalmente imperativas, y en el art. 16 al orden 
público internacional. Cfr. HARTLEY, Trevor C., “Mandatory rules in international con-
tracts: the common law approach”, Académie de Droit International, Recueil des Cours, 
1998, Vol. 266, pp. 337-425, en 346-349. Esta distinción es luego asumida por la versión 
final de la Propuesta de CIDIP VII, en su art. 9. 
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IV. B. 1. El orden público interno y su aplicación a casos transfron-

terizos 

La LDC establece en su art. 65 que es una norma de orden público, 

sin discriminar entre el orden público interno del internacional. La pri-

mera consideración que cabe hacer es que sus disposiciones no pueden 

ser derogadas por las partes, ya que al menos este es el punto definito-

rio de ambas categorías1010. Pero este análisis es insuficiente, ya que el 

orden público interno se aplica a casos nacionales, mientras que el in-

ternacional tiene vocación extraterritorial. Por mi parte considero que 

además —al menos en algunas de sus disposiciones— debe ser conside-

rada preponderante para el orden público internacional porque hay un 

especial interés en el ordenamiento argentino en resguardar la defensa 

del consumidor1011. Como ya hemos visto, desde su inclusión como una 

salvaguarda con rango constitucional puede muy bien ser vista como 

parte del “espíritu de la legislación” en toda la amplitud que le otorga el 

art. 14 inc. 2 del Código Civil, lo cual la convierte en una barrera para la 

aplicación del Derecho extranjero o como característica negativa que re-

chaza una jurisdicción inicialmente competente1012.  

Cuando las normas y principios, tanto de la LDC como las de otros 

contextos legales, pertenecen a lo que se denomina el “orden público in-

ternacional”, tal como es concebido por el art. 14 inc. 2 del Código Civil 

argentino, las leyes extranjeras no serán aplicables, cuando esto fuere 

                       

1010 Es la característica distintiva de esta categoría genérica de normas inderoga-
bles, tanto en el sistema romano germánico como en el common law. Cfr. HARTLEY, “Man-
datory rules in international contracts…”, p. 345. 

1011 En este sentido, y dentro del ordenamiento interno, BOGGIANO distingue entre: 
1) normas materiales dispositivas aplicables a casos internos; estas normas pueden ser 
sustituidas por las partes en casos internos; 2) normas materiales semicoactivas aplica-
bles a casos internos; 3) normas materiales coactivas aplicables a casos internos. Estas 
normas, que no indican el ámbito de aplicación, no deben considerarse aplicables a todas 
las situaciones, cualquiera sea el lugar donde se generen. Normalmente están previstas 
para ser aplicadas a casos internos, puesto que no puede considerarse que un legislador 
dicte leyes para todo el mundo. Hay una presunción —aunque no irrefutable— de que 
esas normas se aplican a casos puramente internos. Cfr. BOGGIANO, La Conferencia de La 
Haya…, pp. 96-97. 

1012 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, pp. 502 a 505. 
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incompatible con el espíritu de nuestra legislación. Inclusive otras nor-

mas, junto con los principios generales del derecho, aunque no se refie-

ran de modo directo a la protección del consumidor, y tengan o no rango 

constitucional, pueden contrariar ese espíritu. La consecuencia es la 

misma: no serán aplicables ni las leyes extranjeras ni las normas priva-

das creadas por las partes, ya que lo harían en exceso de su autono-

mía1013.  

Las disposiciones de la LDC pueden ser consideradas como de De-

recho Público o normas del orden público interno o como normas coac-

tivas, que si bien no pueden ser ‘exportadas’ y aplicadas a casos extran-

jeros, sí se deben aplicar internamente sin poder ser excluidas por las 

partes, porque mandan conductas determinadas y precisas de los ope-

radores jurídicos. Genéricamente, forman parte de las contempladas en 

el art. 21 del Código Civil argentino en cuanto que “las convenciones 

particulares no pueden dejar sin efecto las leyes en cuya observancia es-

tén interesados el orden público y las buenas costumbres”. Son las de-

nominadas normas coactivas, no confundibles con las “normas de poli-

cía”, ya que estas sólo contemplan casos multinacionales típicos, especí-

ficos, que en nuestra LDC no existen1014. Si bien estas últimas pueden 

                       

1013 Lo mismo se puede decir del Reglamento Roma I sobre la ley aplicable a las 
obligaciones contractuales. En el art. 3, apartados 3 y 4, describe a las normas imperati-
vas como aquellas “disposiciones de la ley (…) que no puedan excluirse mediante acuer-
do”, cualquiera haya sido el derecho elegido por las partes. En idénticos términos se re-
fiere en el art. 6 apartado 2, en protección de los consumidores, y en el art. 8 apartado 1, 
referido a los contratos laborales. 

1014 Este tipo de normas también ha recibido las siguientes denominaciones: lois 
d´application inmediate, norme con apposita delimitazione della sfera di efficacia, spacia-
lly conditioned rules, peremptory norms, normas rígidas, exclusivnormen, lois de police. 
Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 525, donde reseña a los distintos au-
tores que se han referido al tema. También MORENO RODRÍGUEZ, “La Convención de Méxi-
co…”, pp. 138-142. En igual sentido, DOLINGER, “Evolution of principles…”, p. 305 y ss. 
También VISCHER, “General Course on Private International Law”, p. 153 y ss. Sí serían 
normas de policía si el ordenamiento hubiera captado en el tipo legal un caso iuspriva-
tista multinacional y lo sometiera al Derecho material propio delimitando expresamente 
su ámbito de aplicación espacial. Cfr BOGGIANO, “International Standard Contracts…”, pp. 
55 a 59. Allí se analiza la defensa internacional del consumidor en contratos predispues-
tos, como parte típicamente débil.  
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ofrecer una solución deseable, hasta este momento no existen en el or-

denamiento1015. 

También es posible que las normas coactivas de Derecho Privado 

interno puedan encarnar un principio general de este Derecho. Aunque 

aparentemente la LDC sólo es aplicable a casos internos, si de ellas pu-

dieran extraerse principios, la preponderancia de éstos sobre la legisla-

ción extranjera o sobre la voluntad de las partes operaría como una ba-

rrera y los declararían inaplicables1016. Conviene entonces tener en 

                       

1015 Esta distinción, en su aplicación a las relaciones de consumo, es mencionada 
por NAJURIETA, aunque sin indicaciones respecto del derecho interno. La autora reco-
mienda que cada Estado sancione sus propias normas, a fin de evitar que la presencia de 
elementos extranjeros permitan la violación del ordenamiento protectorio del consumi-
dor. De este modo, favorece la creación de normas imperativas con vocación extraterri-
torial, “que conservan su voluntad de aplicación incluso en casos internacionales, sea 
cual fuere la ley normalmente aplicable al contrato según la regla general de conflicto”. 
NAJURIETA, “Prórroga abusiva…”, p. 308. Una definición normativa de normas de policía 
se encuentra en el art. 9 del Reglamento Roma I sobre la ley aplicable a las obligaciones 
contractuales. “Leyes de policía. 1. Una ley de policía es una disposición cuya observan-
cia un país considera esencial para la salvaguardia de sus intereses públicos, tales como 
su organización política, social o económica, hasta el punto de exigir su aplicación a toda 
situación comprendida dentro de su ámbito de aplicación, cualquiera que fuese la ley 
aplicable al contrato según el presente Reglamento. 

2. Las disposiciones del presente Reglamento no restringirán la aplicación de las 
leyes de policía de la ley del foro.  

3. También podrá darse efecto a las leyes de policía del país en que las obligaciones 
derivadas del contrato tienen que ejecutarse o han sido ejecutadas en la medida en que 
dichas leyes de policía hagan la ejecución del contrato ilegal. Para decidir si debe darse 
efecto a estas disposiciones imperativas, se tendrá en cuenta su naturaleza y su objeto, 
así como las consecuencias que se derivarían de su aplicación o de su inaplicación”.  

1016 Cfr. CALVO CARAVACA, Alfonso Luis, y CARRASCOSA GONZÁLEZ, Javier, Conflictos de 
Leyes y Conflictos de Jurisdicción en Internet, Colex, Madrid 2001, p. 31 y siguientes. Entre 
las disposiciones pertenecientes al orden público interno encontramos, por ejemplo, la 
prohibición de comercializar productos peligrosos o sin la correspondiente certificación 
bromatológica; la penalización de la pornografía infantil; la protección de la propiedad 
intelectual; el régimen tributario. En algunas disposiciones correspondientes al ordena-
miento del comercio se encuentran las condiciones que debe tener la oferta, las constan-
cias del documento de venta, la aprobación previa de formularios predispuestos, etcéte-
ra. VISCHER indica que se deben distinguir claramente las normas penales y las adminis-
trativas de aquellas propias del Derecho Internacional Privado. Sólo las segundas serían 
normas de aplicación inmediata. Cfr. VISCHER, “General Course on Private International 
Law”, p. 157. 
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cuenta estos dos tipos de normas al analizar la LDC y todo el sistema 

protectorio del consumidor en general: los principios de orden público 

internacional y las normas coactivas. La distinción surgirá del análisis 

detallado de cada una de las disposiciones. Los primeros prevalecerán 

sobre la solución contraria del Derecho extranjero aplicable (o la juris-

dicción designada), y las segundas sólo regirán para casos internos, no 

teniendo injerencia sobre casos internacionales1017.  

Adicionalmente, no olvido que la aplicación del orden público —en 

cuanto excluyente de la aplicación de un derecho extranjero o la ejecu-

ción de una sentencia foránea—, requiere conexión del caso con el foro. 

Aún cuando se identifique que está en juego un valor o principio del or-

denamiento, será requerida esa razonable vinculación1018. 

También vale la pena considerar si, desde el punto de vista del juez 

del foro, se debería dar validez a cláusulas o conductas del proveedor 

que éste no podría sostener en su país de origen. La respuesta no es 

sencilla. Por ejemplo: el comerciante que vende en su propio domicilio o 

                       

1017 Estos últimos comentarios, referidos principalmente al derecho aplicable, se 
dirigen igualmente a los conflictos de jurisdicciones. Es una aplicación más del concepto 
de orden público internacional. Llegado el caso de que con motivo de la aplicación de la 
cláusula de reserva, cierto derecho fuera derogado, no lo sería en su totalidad sino sólo 
en aquello que ofende a nuestro orden público internacional, lo que exigiría una adapta-
ción o integración de ese derecho. “Entonces, el principio general será límite a la aplica-
ción del Derecho extranjero y a la autonomía de las partes como 'cláusula de reserva'. 
Pero no se lo puede tomar como norma de policía”. BOGGIANO, Derecho Internacional 
Privado, T. I, Introducción, p. XX.  

1018 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, p. 77. En igual sentido, JAYME cita al Tribunal Constitucional Federal alemán: 
“según su naturaleza un derecho constitucional fundamental (puede) exigir para su apli-
cación una determinada vinculación con el orden social imperante en el territorio donde 
tiene vigencia la Constitución, de tal manera que su aplicación a casos que presenta sólo 
o mayoritariamente elementos extranjeros contradeciría el sentido de la protección 
acordada por los derechos constitucionales fundamentales”. Y, en referencia al que en su 
momento indicamos como principio de independencia jurisdiccional (p. 271 y ss.), “[L]a 
medida apropiada resultaría de examinar si y en qué extensión el derecho constitucional 
fundamental que ha sido especialmente afectado según su texto, contenido y función, en 
atención al principio de igualdad de Estados y de independencia de sus ordenamientos 
jurídicos, exige aplicación en casos con elementos extranjeros”. JAYME, “Métodos para la 
concretización…”, p. 230. 
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que celebró el contrato por medios postales o electrónicos, está obliga-

do a aceptar devoluciones de mercaderías o admitir el derecho al arre-

pentimiento dentro de cierto plazo. Esto no necesariamente será aplica-

ble en operaciones transfronterizas; incluso parece inapropiado. ¿Pero 

es posible que el vendedor esté limitado de acuerdo a su ley domicilia-

ria, cuando vende en su territorio, pero no se le pueda aplicar esa legis-

lación cuando comercia internacionalmente? Si está limitado en su país 

de origen, ¿no lo debería estar también en el país de destino? En princi-

pio no; creo que será necesario distinguir el régimen de derecho inter-

no, del comunitario y del internacional1019.  

IV. B. 2. Cómo evitar la desconsideración del elemento extranjero 

Por tanto, ¿en qué medida los derechos del consumidor en el ámbi-

to interno son también derechos subjetivos del consumidor internacio-

nal? Como dije, la respuesta no puede ser general. El principio será el 

respeto de la internacionalidad del caso. El uso de las normas sustancia-

les antes que las de conflicto, acudir indiscriminadamente a la normas 

de policía o al orden público interno, es una tendencia que debe ser re-

vertida1020.  

La pretensión de los tribunales de aplicar sus normas imperativas 

tiene fundadas razones. Esas normas tienen en cuenta la debilidad pro-

pia de sus ciudadanos, que no será igual a la de otros países, espacios 

económicos o continentes. Su consumidor “es” de una determinada ma-

nera, la debilidad tiene grados y matices, vinculados al entorno socio 

económico, cultural, educativo. El sistema protectorio a su vez se integra 

mediante limitaciones a la actividad publicitaria, a las políticas de edu-

                       

1019 El considerando (58) de la Directiva Europea sobre comercio electrónico 
muestra claramente cómo la regulación transfronteriza está ligada a la estructura del 
mercado al que se dirige. Así, puede ser necesario regular determinado aspecto del mer-
cado interior, pero sería impropio hacerlo internacionalmente. “La presente Directiva no 
será aplicable a los servicios procedentes de prestadores establecidos en un tercer país; 
habida cuenta de la dimensión global del comercio electrónico, conviene garantizar, no 
obstante, la coherencia del marco comunitario con el marco internacional”. 

1020 Cfr. LIMA MARQUES, “Las teorías…”, p. 3. 
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cación para el consumidor, etc. Por tanto no es absurdo que se trate de 

aplicar las normas que prima facie son más acordes con el sujeto a quién 

están destinadas; además, esta es la concepción que está detrás de las 

excepciones a la elección del derecho aplicable o del tribunal competen-

te1021. De todos modos, no debemos olvidar el principio general derivado 

del Derecho Internacional que impide la aplicación exclusiva de la lex fo-

ri a todos los casos, cualquiera sea su vinculación con derechos extran-

jeros (ver supra nro. III. B. 2, p. 220)1022. 

Veamos tres supuestos que ejemplifican el tipo de análisis que con-

sidero correcto. Dos de ellos se refieren al derecho aplicable y otro a la 

jurisdicción competente. 

a) Limitaciones a la responsabilidad por daños 

Supongamos una cláusula predispuesta por un sitio Web que limi-

tara la responsabilidad del proveedor de software por daños causados 

por el programa, al valor del software transferido o licenciado. Aquí pa-

recería resultar de aplicación del art. 37 de la LDC: “Interpretación. Sin 

perjuicio de la validez del contrato, se tendrán por no convenidas: a) Las 

cláusulas que desnaturalicen las obligaciones o limiten la responsabili-

dad por daños; (...)”1023. Esta norma se origina del principio de nuestro 

                       

1021 Reglamento de Roma, art. 6.2. “No obstante lo dispuesto en el apartado 1, las 
partes podrán elegir la ley aplicable a un contrato que cumple los requisitos del apartado 
1, de conformidad con el artículo 3. Sin embargo, dicha elección no podrá acarrear, para 
el consumidor, la pérdida de la protección que le proporcionen aquellas disposiciones 
que no puedan excluirse mediante acuerdo en virtud de la ley que, a falta de elección, 
habría sido aplicable de conformidad con el apartado 1.”. En el mismo sentido la Pro-
puesta de CIDIP VII: “Art. 9. - Normas internacionalmente imperativas. 1. (Normas impe-
rativas del foro) No obstante lo previsto en los artículos anteriores, se aplicarán necesa-
riamente las normas del país del foro que tengan carácter internacionalmente imperati-
vo”. 

1022 Cfr. BOGGIANO, La Conferencia de La Haya…, p. 88.       
1023 La Resolución 53/2003 de la ex Secretaría de la Competencia, la Desregulación 

y la Defensa del Consumidor, modificada por la Resolución 26/2003, Secretaría de Coor-
dinación Técnica del Ministerio de Economía, en su Anexo, reglamenta este artículo de la 
LDC en los siguientes términos: “Son consideradas abusivas las cláusulas que: (…) g) Ex-
cluyan o limiten la responsabilidad del proveedor, por los daños causados al consumidor 
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sistema que establece la reparación integral del daño causado, con fun-

damento en los artículos 1068, 1069, 1077, 1079, 1109 y concordantes 

del CC1024.  

Sin embargo, considero que la cláusula es inválida no por ser direc-

tamente contraria a la LDC, sino por violentar el principio de la repara-

ción integral del daño —que se puede considerar parte del “espíritu de 

la legislación”—, en conjunción con el omnipresente favor debilis. La di-

ferencia radica en que la laguna sistémica a la que nos hemos referido 

en distintas ocasiones, no habilita a la aplicación directa de la LDC, salvo 

indicación expresa. Esto aún cuando la norma imperativa deriva de un 

principio general del ordenamiento. La limitación a la responsabilidad 

por daños en el plano internacional, mediante la vigencia del orden pú-

blico internacional, será un valladar a la aplicación de la cláusula, inclu-

sive cuando fuera válida en el domicilio del sitio del proveedor o en el 

lugar de celebración o en el de ejecución, o en el lugar de acaecimiento 

del hecho dañoso. De modo general, y con las limitaciones que implica 

emitir un juicio sin considerar los particulares hechos del caso, si el liti-

gio tramita ante un juez argentino, esa cláusula será de ningún valor, 

como tampoco será reconocida una sentencia que la declare válida.  

En definitiva, la limitación a la reparación por daños afecta a nues-

tro orden público internacional. De acuerdo a lo previsto, el resto del 

contrato seguirá vigente pero sin el límite impuesto por el proveedor. 

Ahora bien, supongamos que la cláusula previera, por ejemplo, una limi-

tación a los daños, en un monto que resultaría similar a los que el con-

sumidor obtendría en su domicilio u otro punto de contacto relevante a 

los fines del caso. De las circunstancias podría determinarse que no se-

ría violatoria del orden público, al ser respetuosa del principio de la re-

                       

por el producto adquirido o el servicio prestado y/o respecto de cualquier resarcimiento 
o reembolso legalmente exigible”. 

1024 Ver por todos, y la doctrina allí citada, CAZEAUX, Pedro, TRIGO REPRESAS, Felix, 
Derecho de las Obligaciones, 2ª Edición aumentada y actualizada, Librería Editora Platen-
se, La Plata, 1976, pp. 899-901. 



 CAPÍTULO IV 403 

 

paración integral: la cláusula lograría similares resultados a los previs-

tos en la norma imperativa en el orden interno1025. 

b) Revocación de la aceptación 

Más difícil resulta la aplicación del concepto de orden público in-

ternacional a la facultad que tiene el consumidor de revocar la acepta-

ción dentro de los diez días de en que se le entrega la cosa o se celebre el 

contrato (art. 34 LDC)1026. Puede resultar que ese derecho no esté pre-

visto en el ordenamiento del lugar de celebración o haya sido expresa-

mente excluida por los formularios predispuestos por un sitio Web, o 

bien que la legislación domiciliaria del proveedor o de ejecución del 

contrato regule la cuestión de otro modo.  

Si fuera una venta por correspondencia de las incluidas en el art. 33 

de la LDC, y debido a que la regla no diferencia si el lugar de celebración 

debe ser local o incluye el extranjero, a primera vista parece que debería 

extenderse la protección, máxime cuando de acuerdo con el principio in 

dubio pro consumptore del art. 3 de la LDC se establece que “[E]n caso de 

duda sobre la interpretación de los principios que establece esta ley 

prevalecerá la más favorable al consumidor”. Así el favor debilis se con-

vertiría en un principio general de interpretación que soslayará una 

                       

1025 Se cumpliría así con el máximo respeto del elemento extranjero: “La idea que 
subyace es la de que otros ordenamientos jurídicos tienen otras concepciones acerca de 
la justicia en el caso concreto, y que ello debe ser respetado cuando el derecho extranje-
ro tiene una relación más estrecha con el caso, y que por ello puede resolverlo con ma-
yor proximidad”. SPELLENBERG, “La influencia de la Constitución…”, p. 252. 

1026 No se trata de la rescisión contractual por vicios redhibitorios, o por incum-
plimiento contratual. LDC, ARTICULO 34. — “Revocación de aceptación. En los casos 
previstos en los artículos 32 y 33 de la presente ley, el consumidor tiene derecho a revo-
car la aceptación durante el plazo de DIEZ (10) días corridos contados a partir de la fe-
cha en que se entregue el bien o se celebre el contrato, lo último que ocurra, sin respon-
sabilidad alguna. Esta facultad no puede ser dispensada ni renunciada. El vendedor debe 
informar por escrito al consumidor de esta facultad de revocación en todo documento 
que con motivo de venta le sea presentado al consumidor. Tal información debe ser in-
cluida en forma clara y notoria. El consumidor debe poner el bien a disposición del ven-
dedor y los gastos de devolución son por cuenta de este último”.  
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cláusula predispuesta, o bien determinará, ante la existencia de una la-

guna, la aplicación del sistema protectorio local.  

De todos modos, se debe distinguir entre la inexistencia de la facul-

tad revocatoria, de aquella que establezca un plazo menor, o regule su 

ejercicio de modo diferente; en cuanto medio para dilatar el consenti-

miento y evitar la contratación compulsiva puede ser considerada una 

institución universalmente aceptada1027. El favor debilis justifica que el 

consumidor esté protegido frente a las técnicas agresivas de las ventas a 

domicilio, para lo cual se le otorga un plazo en el cual puede ejercer su 

derecho al arrepentimiento. La razonabilidad radica en que el plazo sea 

lo suficientemente amplio para aminorar la “emocionalidad” o impulsi-

vidad bajo la cual se celebró el contrato, pero no tan largo que afecte al 

proveedor y que permita el abuso por parte de consumidores desapren-

sivos1028. Un plazo de un día sería irrelevante, y uno de un mes sería ex-

cesivo. Asimismo, no debería otorgarse la facultad para operaciones que 

involucran bienes digitales u otros bienes que se agotan en su primer 

uso, como los servicios de ejecución instantánea, o cuando el consumi-

dor ya hizo uso de la cosa, o si existió un período de prueba o free 

trial1029. 

                       

1027 El art. 34 de la LDC indica diez días; el art. 49 CDC de Brasil, siete días; art. 5 de 
la Directiva 85/577/CEE del Consejo, de 20 de diciembre de 1985, referente a la protec-
ción de los consumidores en el caso de contratos negociados fuera de los establecimien-
tos comerciales, siete días. En España, el plazo es de siete días hábiles, a contar desde 
que el consumidor comunica su decisión al proveedor. Se puede ver el estudio detallado 
de DE LORENZO, Miguel Federico, “Contrato de consumo y derecho del arrepentimiento”, 
en LORENZETTI, Ricardo y SCHÖTZ, Gustavo, Coordinadores, Defensa del Consumidor, Ábaco, 
Buenos Aires, 2003, pp. 393-414. También ESBORRAZ, David, y FERNÁNDEZ, Carlos, “La pro-
tección del consumidor en los contratos celebrados fuera de los establecimientos comer-
ciales”, Jurisprudencia Argentina, 1997-III, pp. 662-671. LIMA MARQUES, Contratos…, pp. 
834-848. 

1028 Cfr. ESBORRAZ Y HERNÁNDEZ, “La protección del consumidor en los contratos ce-
lebrados fuera de los establecimientos comerciales”, p. 670.  

1029 Así, por ejemplo, la facultad a favor del consumidor de revocar el consenti-
miento deberá ser estatuida de diferente manera cuando el producto recibido -aun sien-
do un bien mueble- consista en un soporte de información digital, por la posibilidad de 
fraude en perjuicio del proveedor, de muy sencilla perpetración con el primer y único 
uso del bien o servicio. No se trata de un período de prueba ni una venta ad gustum, ni es 
una posibilidad de devolución por no cumplir los requerimientos especificados, que de-
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La aplicación de esta facultad revocatoria a casos internacionales 

no me parece oportuna, y a a falta expresa de reglamentación, el discer-

nimiento sobre su uso debería ser limitado, retractándome así de lo que 

opiné en su momento1030. Reitero, no es igual el tipo de bien adquirido, 

ni el medio de comunicación utilizado, ni el país de celebración o de 

cumplimiento, ni el modo de entrega. Consideremos, por ejemplo, un 

bien mueble que el vendedor despachó por correo aéreo, luego naciona-

lizado ante la aduana del país del domicilio del consumidor, abierto el 

paquete postal y el envoltorio comercial, y recién luego a la vista del 

consumidor1031. De acuerdo a la legislación argentina —que es relativa-

mente similar a la de otros países—, para hacer efectiva la facultad re-

                       

berían ser considerados incumplimientos contractuales. Cfr. DE LORENZO, “Contrato de 
Consumo y derecho al arrepentimiento”, pp. 396-399. Este autor considera que se aplica 
el régimen de la venta a satisfacción, a fin de salvar las lagunas que contiene la reglamen-
tación de la LDC. En los códigos de conducta de las entidades de certificación de sitios 
Web, estas excepciones están claramente previstas como en el art. 8 del Código Ético de 
Confianza Online: “2. Este derecho de desistimiento y devolución no será de aplicación a: 
los bienes (...) que, por su naturaleza, no puedan ser devueltos o puedan deteriorarse o 
caducar con rapidez; las grabaciones sonoras o de vídeo, discos y de programas informá-
ticos que hubiesen sido desprecintados, así como ficheros informáticos suministrados 
por vía electrónica susceptibles de ser descargados o reproducidos con carácter inme-
diato para su uso permanente; el suministro de prensa diaria, ...” Disponible en 
http://www.confianzaonline.es/  

1030 En este sentido, modifico la opinión que en su momento asenté en “El consu-
midor en Internet”, en LORENZETTI y SCHÖTZ, Defensa del Consumidor, pp. 443-486. Sin 
embargo, LIMA MARQUES considera que de acuerdo al derecho brasileño sería posible 
aplicar el derecho al arrepentimiento a operaciones del comercio internacional, toman-
do como ejemplo la Directiva Europea 2000/31sobre comercio electrónico. Menciona la 
transposición alemana de dicha normativa, que conserva el derecho al arrepentimiento 
en las operaciones del comercio electrónico. Cfr. LIMA MARQUES, Contratos…, pp. 867-870. 
No opina así DE LORENZO, para quién el “factor sorpresa” no presenta en el entorno digital 
los mismos caracteres que en el entorno físico, más allá de que el consumidor no tenga la 
inmediatez sobre la cosa. Propone poner el acento en los aspectos formativos del contra-
to como medida de protección eficaz a favor del consumidor. Cfr. DE LORENZO, “Contrato 
de consumo y derecho al arrepentimiento”, pp. 396-397. 

1031 La importación para consumo suele hacerse mediante envíos postales o Cou-
riers, ambos regulados en el Código Aduanero (arts. 550 y ss.). Sin perjuicio del pago de 
los derechos correspondientes, serán consideradas importaciones o exportaciones sin 
finalidad comercial aquéllas que tuvieren carácter ocasional y en las que, por la cantidad, 
calidad, variedad y valor de la mercadería, pudiere presumirse que son para uso o con-
sumo personal del destinatario o de su familia. 
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vocatoria, “el consumidor debe poner el bien a disposición del vende-

dor”, siendo “los gastos de devolución por cuenta de este último”1032.  

¿Cuál es el modo de hacer operativa esta facultad? El proveedor de-

bería indicar a alguien en su nombre que retire el bien del domicilio del 

consumidor, prepare nuevamente el envío postal al país de origen y 

haga el despacho por aduana; a su vez, debe pagar el traslado y retirarlo 

de la aduana de su domicilio, sin olvidar que en muchas ocasiones el 

precio del bien es menor al del envío postal. Consideremos simplemente 

el hecho de que el ingreso al país de destino no se realizó en calidad de 

“importación temporaria”, ya que no está previsto en el Código Aduane-

ro que el consumidor pague los derechos una vez caduque el plazo de 

ejercicio de la facultad revocatoria. ¿Puede el consumidor solicitar ante 

el organismo recaudador el reintegro de los impuestos erogados? O 

bien, cómo se instrumenta el despacho de exportación (re-exportación 

en este caso) hacia el país de origen. O cómo se instrumenta la nueva 

importación (re-importación en el domicilio del exportador1033.  

                       

1032 En España, de acuerdo al art. 73 de la LGDCU (actualizada por el Real Decreto 
Legislativo 1/2007, se establece: “Gastos vinculados al desistimiento.El ejercicio del dere-
cho de desistimiento no implicará gasto alguno para el consumidor y usuario. A estos 
efectos se considerará lugar de cumplimiento el lugar donde el consumidor y usuario haya 
recibido la prestación”. Las dificultades que esto traería en un marco internacional de 
negocios son difíciles de imaginar.  

1033 El ingreso de la mercadería al territorio aduanero se efectuará mediante la 
“Destinación definitiva de importación para consumo”, del art. 233 y ss. del Código 
Aduanero. “ARTICULO 233. – La destinación de importación para consumo es aquella en 
virtud de la cual la mercadería importada puede permanecer por tiempo indeterminado 
dentro del territorio aduanero.” Suponiendo que el consumidor revocara su aceptación, 
no podrá recobrar los impuestos pagados: “ARTÍCULO 237. –La solicitud de destinación 
de importación para consumo no podrá desistirse una vez pagados o garantizado el pago 
de los tributos que gravaren la importación para consumo o cuando el interesado estu-
viere en mora respecto de dicho pago. En el supuesto de que la importación para con-
sumo no estuviere gravada con tributo alguno, el desistimiento no podrá efectuarse una 
vez que se hubiere librado la mercancía de que se tratare”. Tampoco puede ingresar la 
mercadería bajo el título de una “Destinación suspensiva de importación temporaria”, 
del art. 250 del Código Aduanero. “ARTICULO 250. –La destinación de importación tem-
poraria es aquella en virtud de la cual la mercadería importada puede permanecer con 
una finalidad y por un plazo determinado dentro del territorio aduanero, quedando so-
metida, desde el mismo momento de su libramiento, a la obligación de reexportarla para 
consumo con anterioridad al vencimiento del mencionado plazo”. Los otros títulos posi-
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En fin: este es sólo un aspecto. Tengamos en cuenta también el rein-

tegro del precio al comprador, ya que seguramente abonó el producto 

anticipadamente mediante algún sistema de pago electrónico. En cuanto 

a las formalidades que el proveedor debe cumplimentar de cara al ejer-

cicio de la facultad, la LDC indica que la misma debe constar en el docu-

mento de venta. Se obliga a “informar por escrito al consumidor de esta 

facultad de revocación”, insertando una “comunicación clara y notoria” 

en “todo documento que con motivo de la venta le sea presentado al 

consumidor”1034. ¿Puede el Estado argentino imponer esta reglamenta-

ción? ¿Las formalidades obligan sólo a los sitios WEB locales, o también 

a los extranjeros? ¿Es exigible la “comunicación clara y notoria” en las 

ofertas o en el documento de venta, respecto de las páginas diseñadas y 

alojadas en el extranjero?1035 En el caso de no constar, ¿el consumidor 

argentino puede de todos modos exigir la facultad revocatoria? ¿Podrá 

ejercerla desde la entrega, la celebración, o lo que ocurra último?1036 Por 

este motivo, es que algunas legislaciones prevén que en caso de tratarse 

de contratos celebrados a distancia, los gastos de devolución pueden ser 

a cargo del consumidor1037. 

                       

bles por los que es factible ingresar mercadería al territorio aduanero tampoco permiten 
ejecutar la revocación de la aceptación: “Despacho directo a plaza”, “Destinación suspen-
siva de depósito de almacenamiento”, “Destinación suspensiva de tránsito de importa-
ción”. 

1034 La Secretaría de Comercio reglamentó incluso la tipografía a emplearse, a tra-
vés de la Resolución 906/98, que si bien hace referencia al documento físico, no vemos 
inconveniente por el cual no debiera incluirse en un documento electrónico, aún cuando 
no pudiera imprimirse. 

1035 Esto reafirma la idea de que la autoridad de aplicación nacional podrá verificar 
el cumplimiento de la reglamentación sobre los sitios locales, aun cuando no mediare 
denuncia, no así sobre los extranjeros. Y aclaramos que será la autoridad nacional y no 
las provinciales o municipales, por cuanto el tráfico interjurisdiccional está reservado a 
la autoridad federal.  

1036 Debe aclararse que esta entrega es la disponibilidad física por parte del con-
sumidor cuando efectivamente accede al bien adquirido, y no cuando es despachado o 
llega al depósito fiscal o del servicio de correos; el plazo debería correr desde que es re-
tirado de allí o entregado en su domicilio. El resto es cuestión de prueba de esa entrega. 

1037 España, Real Decreto Legislativo 1/2007: “Artículo 101. Derecho de desisti-
miento.1. El consumidor y usuario que contrate a distancia tendrá derecho a desistir del 
contrato conforme a lo previsto en el capítulo II, del título I de este libro, si bien en este 
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De todas maneras, ante un conflicto, la jurisdicción argentina se 

abrirá si el consumidor cumplió aquí, aun a través de los medios elec-

trónicos de pago, por cuanto cualquier cumplimiento (y el pago es uno 

de ellos) habilita la jurisdicción. Claramente, la plasticidad que significa 

la aplicación de los principios del orden público o la equidad es la única 

solución posible a estos problemas, mientras la cuestión no sea regulada 

expresamente, ya sea en el orden interno o en el internacional. Incluso 

más: si la regulación resulta insuficiente o arbitraria, de acuerdo a los 

hechos del caso, el mismo orden público y los principios generales pue-

den modificar la solución indicada por el derecho interno o internacio-

nal. 

c) La cláusula de prórroga de jurisdicción 

El análisis de la cláusula de prórroga de jurisdicción internacional a 

la luz de las normas imperativas de derecho interno requiere especial 

prudencia. Si bien en la LDC no está previsto de modo expreso que estas 

cláusulas predispuestas son inválidas, en las reglamentaciones de la Se-

cretaría de Comercio se prevé que  

“[S]on consideradas abusivas las cláusulas que (...) e) Impongan al 
consumidor cualquier limitación en el ejercicio de acciones judiciales u 
otros recursos, o de cualquier manera condicionen el ejercicio de sus de-
rechos, especialmente cuando: I. Se disponga que las acciones judiciales 
puedan entablarse en jurisdicción distinta del lugar del domicilio del 
consumidor al tiempo de la celebración del contrato, excepto cuando se 
disponga que la acción se entable en el lugar del domicilio real del con-
sumidor al tiempo en que aquélla se inicie”1038. 

La mencionada disposición administrativa ha sido cuestionada por 

exceder las facultades del órgano regulador, ya que reglamenta y delimi-

                       

tipo de contratos el empresario podrá exigir al consumidor y usuario que se haga cargo 
del coste directo de devolución del bien o servicio”. 

1038 Anexo de la Resolución 26/2003, Secretaría de Coordinación Técnica del Mi-
nisterio de Economía, modificatoria de la Resolución 53/2003 de la ex Secretaría de la 
Competencia, la Desregulación y la Defensa del Consumidor. 
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ta una ley más allá de sus posibilidades, desnaturalizándola1039. Las críti-

cas se dirigen principalmente a que algunas de sus prescripciones am-

plían los derechos del consumidor, mientras otras restringen el campo 

de aplicación de la LDC o crean supuestos de abusividad no contempla-

dos por el legislador1040. Adicionalmente, el nuevo art. 36 de la LDC es-

tablece de modo expreso que “[S]erá competente, para entender en el 

conocimiento de los litigios relativos a contratos regulados por el presen-

te artículo, siendo nulo cualquier pacto en contrario, el tribunal corres-

pondiente al domicilio real del consumidor”. Si esta indicación se limita 

a un tipo de contratos (financiación para el consumo), se debe entender 

que en los demás supuestos prima la anulabilidad relativa y los pactos 

pueden ser válidos; de lo contrario sería una norma supérflua. 

¿Qué se entiende por abusividad en el orden interno? Los autores 

coinciden en que los incisos a) y b) del art. 37 LDC brindan las pautas 

fundamentales de interpretación. En este sentido, pueden ser conside-

rados abusivos tanto la desnaturalización de las obligaciones del pro-

veedor como la restricción de los derechos del consumidor o la amplia-

ción de los derechos del comerciante sin justificación adecuada. La 

comparación debe realizarse con algún término, y para esto se toma en 

cuenta el derecho dispositivo o supletorio. Cuándo el legislador ha or-

denado una situación de determinada manera, pero con libertad para 

que las partes la modifiquen, estamos ante disposiciones no imperati-

                       

1039 Cfr. ARIAS CÁU, Esteban Javier y VERA MOHORADE, Guillermo M., “La potestad re-
glamentaria y la dudosa constitucionalidad de la Resolución (SCDDC) 53/03”, Boletín Mi-
croJuris del 17 de septiembre de 2010, MJ-DOC-4890-AR | MJD4890. Estos autores anali-
zan la mencionada disposición desde el derecho administrativo, destacando la impro-
piedad de utilizar un reglamento ejecutivo para ampliar o restringir los derechos 
establecidos por el legislador. Consideran que esta Resolución, y en concreto en la cláu-
sula referida a la prohibición de prórroga de jurisdicción, es contraria al art. 99.inc. 1 de 
la CN.  

1040 Cfr. WAJNTRAUB, Javier, “Primeras reflexiones acerca del nuevo reglamento so-
bre cláusulas abusivas (Resolución de la Secretaría de la Competencia, la Desregulación 
y la Defensa del Consumidor 53/2003)”, JA 2003-II, pp. 989-996, en 991. También se cri-
tica, en cuanto a la prohibición de la prórroga de jurisdicción, que un órgano administra-
tivo nacional regule la cuestión por encima de lo que establezcan los códigos de proce-
dimientos provinciales. Cfr. PAIVA, “Jurisdicción internacional en contratos entre consu-
midores y bancos”, nota 22. 
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vas. Pero esto no significa que sean de ningún valor, sino que suelen 

trasuntar un adecuado equilibrio, sin bien las partes igualmente pueden 

negociar sobre ese aspecto de la relación. La abusividad estaría dada 

cuando ese derecho supletorio es modificado sin motivos razonables o 

suficientemente justificados1041.  

La jurisprudencia, en casos sin contactos internacionales, con ante-

rioridad a la sanción de esta Resolución, determinó en diversas circuns-

tancias la invalidez de cláusulas de este tipo, por considerarlas abusivas 

con fundamento en el art. 37 de la LDC y por tanto contrarias al orden 

público protectorio1042. Posteriormente, otros tribunales mantuvieron la 

doctrina, y en algunos casos ya con fundamento en la misma Resolución.  

La constitucionalidad de esta norma —en el punto particular de las 

cláusulas de prórroga de jurisdicción—, fue considerada marginalmente 

por la SCBA1043. Para el Dr. Hitters, vocal preopinante pero en minoría, la 

                       

1041 Es un llamado a la justicia conmutativa. Cfr. PICASSO, Sebastián, “Sobre ciertas 
resistencias a la aplicación de la ley de defensa del consumidor”, LL 2004-B, 473-477, en 
476. 

1042 Cámara 1ª de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Mar del Plata, sala II, 
“Martinelli J.A. c/ Banco del Buen Ayre”, 20/11/1997, LLBA, 1998-511; Cámara 1ª Civil y 
Comercial de Mar del Plata, Sala I, “González, María E. C. Persa S.A.”,1/4/97, en donde se 
resolvió que no se podía obligar al adherente a un plan de círculo cerrado para la adqui-
sición de un automotor, con domicilio en Mar del Plata, firmado el contrato de adhesión 
en esa ciudad, a litigar en Bahía Blanca, donde estaba el domicilio de la concesionaria 
predisponente. En otros casos se aceptó la validez de la prórroga por considerar que se 
trata de materia disponible por las partes. Se trataba de un mutuo hipotecario que fijaba 
la jurisdicción en el domicilio del banco mutuante; CNCiv., sala K, “BankBoston National 
Association c. Koleff, Jorge A.”, 12/10/2003, publicado en LL 2004-B, p. 472, con nota de 
PICASSO, Sebastián, “Sobre ciertas resistencias a la aplicación de la Ley de Defensa del 
Consumidor”. Un caso similar en los hechos, al tratarse de una cláusula de prórroga en 
un mutuo hipotecario, Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Bell Ville, Pro-
vincia de Córdoba, 18/10/2006, Banco de Galicia y Bs. As. C. Capello, Horacio L., publica-
do en La Ley Córdoba, febrero de 2007.  

1043 SCBA, “Choqui, Néstor Petronio c. Coop. Viv. Pers. Y.P.F. Gral. Mosconi, Cum-
plimiento de contrato”, 17/9/2008. Es discutible da la capacidad del órgano administra-
tivo de ejercer la función preventiva en la determinación de cláusulas abusivas, incluso 
mediante la sanción de tenerlas por “no convenidas”, de modo general y en abstracto. 
Cfr. ARIAS CÁU y VERA MOHORADE, “La potestad reglamentaria…”, nro. II, donde comentan 
este fallo. Otros autores creen sería posible esta potestad reglamentaria. Cfr. STIGLITZ, 
Rubén, “Cláusulas abusivas en las relaciones de consumo”, JA 2005-II, pp. 1403-1416, en 
140-6-1408. Además de los aspectos reglamenarios, desde mi punto de vista la mayor 
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“reglamentación implica transformar en taxativa la prohibición de las 

estipulaciones sobre prórroga de competencia territorial en el ámbito 

de las relaciones de consumo. Es decir, que de acuerdo al modo en que 

ha quedado regulado el tópico por la resolución aludida, el magistrado 

carece de los márgenes de apreciación propios del sistema general del 

art. 37 de la Ley de Defensa al Consumidor y su decreto reglamentario, 

relacionados con la ruptura del equilibrio entre los derechos y obliga-

ciones recíprocas de las partes. De este modo, para las cláusulas inclui-

das en la enunciación traída por la norma en cuestión (Res. 53/2003, 

Anexo), bastaría con cotejar si el contrato respectivo cuenta con una 

convención de este tipo, para tenerla por no escrita, sin otras considera-

ciones adicionales (por ejemplo, en relación al sub judice, la gravedad de 

los perjuicios ocasionados por la distancia entre el domicilio del consu-

midor y la sede de los tribunales convenidos”. Por el contrario, el Dr. So-

ria, a cargo del voto de la mayoría, consideró que la Resolución 53/2003 

no es violatoria de la CN; argumentó que en otra oportunidad la CSJN 

invalidó una cláusula semejante, sin cuestionarse el orden constitucio-

nal1044.  

Cuadra aquí ver si estas conclusiones jurisdiccionales o administra-

tivas son aplicables a casos transfronterizos1045. No se puede soslayar el 

                       

duda es si resulta posible emitir una declaración genérica y previa, cuando nuestra ley se 
refiere a que la abusividad dependerá de cada situación particular.  

1044 De todos modos, el Dr. Soria no entró en el fondo del asunto debido a que la 
parte demandada no alegó la inconstitucionalidad en el escrito de responde, con lo cual 
el eventual planteo resultaba inoportuno. En realidad, la CSJN no dijo “ni sí ni no”, con lo 
cual a mi entender la cuestión sigue abierta. En mi apoyo, puedo alegar que en otra causa 
la CSJN consideró que la mera argumentación de abusividad sin demostrar el perjuicio 
concreto, era insuficiente para invalidar la prórroga. CSJN, “Banco Río de la Plata S.A. c/ 
Industrias J.Matas S.C.A. y otro s/ ejecución especial ley 24.441”, 13/3/2007, Fallos 
330:803, del dictámen del Procurador, seguido por la CSJN. 

1045 De acuerdo a PAIVA, “la Secretaría de la Competencia, la Desregulación y la De-
fensa del Consumidor es incompetente parta dictar normas que reglamenten las relacio-
nes con otras naciones (art. 75 inc. 22 CN) por lo que sólo puede ser considerada como 
una norma de competencia interna. (…) dicha reglamentación es válida a los fines del 
poder de policía administrativo del art. 38 de la ley 24.240. Es impotente para calificar 
un criterio atributivo de jurisdicción internacional”. PAIVA, “Jurisdicción internacional en 
contratos entre consumidores y bancos”, nota 22, paginación provisoria, en prensa. 
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análisis de razonabilidad, declarando la invalidez a priori, cuando la 

misma LDC indica que “revestirá tal calidad la estipulación que desnatu-

ralice las obligaciones, importe renuncia o restricción de los derechos 

del consumidor, o amplíe los de la otra parte” (art. 37). Supongamos que 

el consumidor se trasladó al domicilio del proveedor en el extranjero, 

allí recibió el servicio o compró la cosa; o bien suscribió títulos valores 

correspondientes a obligaciones pagaderas en el domicilio de la empre-

sa deudora; o alquiló una casa para veraneo sita en otro país, a una em-

presa inmobiliaria allí domiciliada —todos supuestos en que intervie-

nen los denominados “consumidores activos”. ¿Resulta irrazonable una 

cláusula predispuesta que fije la jurisdicción en el domicilio del provee-

dor?  

Sin embargo, en el orden internacional se ha declarado que la cláu-

sula debe tenerse por no convenida en los términos del art. 37 de la ley 

24.240 si violenta la garantía de igualdad ante la ley. Se trataba de un 

contrato de depósito en el extranjero, que preveía que el banco podía 

demandar alternativamente en el domicilio de los depositantes o en el 

propio; por el contrario, los consumidores sólo estaban habilitados para 

hacerlo en el del banco en el extranjero.  

La cláusula en cuestión operaba de modo desigual frente a idéntica 

contingencia. En un sentido, habilitaba a distintas jurisdicciones concu-

rrentes, a elección del banco; por el contrario, establecía una jurisdic-

ción exclusiva, limitando los derechos del consumidor. Si bien se hizo 

mención al art. 37 de la LDC, la interpretación de la abusividad se fun-

damentó en la violación de una garantía constitucional, al otorgar venta-

jas procesales a una sola de las partes, en este caso el proveedor predis-

ponente1046. 

                       

1046 CNCom Sala B, “V., M. C. c. UBS AG (ex Unión de Bancos Suizos)”, 22/06/2005, 
LL 2005-D, 836. 
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d) Corolario 

Como corolario de estos tres ejemplos que acabamos de señalar se 

puede establecer que las partes gozan sin duda de la autonomía de la 

voluntad pero esta facultad no les permite violar los principios de orden 

público, entre las que creemos están los generales del ordenamiento y la 

misma LDC, como expresión de los principios constitucionales que la 

sustentan. La jurisprudencia es rica en la aplicación de estas ideas al es-

tablecer que el régimen protectorio goza de esta condición debido a la 

necesidad de fijar directrices para el mercado, desde una perspectiva 

realista y sensible a los hechos del orden económico y social, lo que im-

pone al juez una interpretación amplia, extensiva y sistemática del dis-

positivo legal, de acuerdo con los requerimientos de cada caso, en orden 

a satisfacer la finalidad tuitiva de la norma1047. Pero esto no significa que 

deban aplicarse sin más estos criterios locales a casos internaciona-

les1048. 

Deberá quedar claro para el operador jurídico que, al menos desde 

la legislación protectiva actual en Argentina, no contamos con normas 

de policía, aquellas que captan en su tipo legal un caso jusprivatista mul-

tinacional y lo somete al derecho material propio delimitando expresa-

mente su ámbito de aplicación espacial. Si tuviéramos este tipo de nor-

mas, no hay posibilidad de aplicar derecho extranjero ni lugar a la auto-

nomía de las partes.  

Nada obsta —por el contrario— que una norma convencional indi-

que que el sistema protectorio nacional sea la referencia interpretativa 

para actuar supletoriamente ante la falta de regulación internacional. 

Incluso, el derecho domiciliario puede actuar cumulativamente con las 

                       

1047 Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Rosario, sala III, “Moriconi, 
Marcelo y otra c. Banco Argencoop Ltdo.”, 28/2/1997, LL 1999-B-273, con nota de Juan 
José CASIELLO. Ver también el fallo de la CSJN, “R.V. de D.S., Mdel R. C. Qualitas Médica S.A. 
s/ordinario”, 15/12/1998, ya citado, y Cámara 1ª de Apelaciones en lo Civil y Comercial 
de Mar del Plata, sala II, “Banco Integrado Departamental Coop. Ltdo. c. Alvarez, Elva 
B.”,15/5/1997, LLBA, 1997-1095 con nota de Juan M. FARINA.  

1048 Cfr. LIMA MARQUES, “Las teorías…”, p. 3. 
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normas del país del foro o del derecho que resulte aplicable, cuando así 

se establezca expresamente1049. 

En cambio, sí podemos asegurar que nuestra LDC, siendo una nor-

ma imperativa o de orden público, no capta un tipo legal con elemento 

multinacional, de allí que su coactividad no tenga —en principio— efec-

tos transfronterizos1050. Sin embargo, de las normas imperativas pueden 

desprenderse principios, y así se podrá dejar de aplicar derecho extran-

jero en virtud de la cláusula de reserva1051. Esta parece ser la orientación 

de la doctrina brasileña, al postular que se puede declarar inválida una 

cláusula de prórroga de jurisdicción contraria a los intereses del con-

sumidor, debido a la ofensa que significa para el orden público interna-

cional y los derechos fundamentales1052.  

Por el contrario, la pretensión de aplicar extraterritorialmente el 

orden público interno, o las reglamentaciones administrativas o de poli-

tica económica, chocará con la soberanía de las otras jurisdicciones esta-

tales, cayendo bajo el rigor de la ineficacia1053. La misma LDC, cuando en 

                       

1049 La Propuesta de CIDIP VII en su versión final establece: “art. 9. Normas inter-
nacionalmente imperativas. 2. (Normas imperativas del país de domicilio del consumi-
dor) En el caso en que la contratación hubiera sido precedida en el país del domicilio del 
consumidor por cualquier negociaciación o actividad de mercadeso (marketing), por 
parte del proveedor o de sus representantes, en especial el envío de publicidad, corres-
pondencia, e-mails, premios, invitaciones a ofertar, y demás actividades semejantes diri-
gidas a la comercialización de productos y servicios y a la atracción de clientela, se apli-
carán necesariamente las normas internacionalmente imperativas de ese país para la pro-
tección del consumidor, acumulativamente con aquellas del foro y del derecho aplicable al 
contrato de consumo”. 

1050 Cfr. TONIOLLO, “La protección internacional del consumidor”, p. 112. Habrá que 
considerar, en el marco de la negociación de una Convención internacional, como el caso 
de la CIDIP VII, que la referencia a las “normas imperativas” o “leyes obligatorias” debe 
ser acotada o explicitada, atento a la tendencia general a considerar que todas las nor-
mas nacionales en el ámbito de consumidor impiden la aplicación de cualquier otra le-
gislación. Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO y ALL, “Apreciación general…”, nro IV. 

1051 Para la distinción entre uno y otro tipo de normas, ver por todos BOGGIANO, De-
recho Internacional Privado, T. I, pp. 464-467. 

1052 Cfr. LIMA MARQUES, “O novo direito internacional privado…”, pp. 280-281. 
1053 MANN, “The Doctrine of International Jurisdiction…”, p. 44, citando jurispru-

dencia inglesa y la Convención de Bruselas. En sentido similar, DREYZIN DE KLOR y SARACHO 

CORNET, Trámites judiciales internacionales, p. 201. 



 CAPÍTULO IV 415 

 

el art. 65 dice que “esta ley es de orden público”, agrega que “rige en to-

do el territorio nacional”. Si bien esta indicación se refiere principal-

mente a que ninguna jurisdicción provincial o municipal está exceptua-

da de su aplicación, también puede entenderse —por la exclusión que 

implica el silencio— que no tiene eficacia fuera de nuestro país, siendo 

que “sólo” rige en el territorio nacional. 

La conclusión precedente cambia sustancialmente si las normas de 

conflicto indicaran aplicable el derecho de un país, el que incluirá sus 

normas imperativas. Lo mismo puede decirse cuando una convención 

internacional establece que la elección del derecho que hagan las partes 

no puede ir en desmedro de las normas protectivas del país de residen-

cia del consumidor. En este sentido se expresan, entre otros, el Regla-

mento de Roma, la Convención de La Haya de ventas a consumidores y 

el Proyecto de la CIDIP VII1054. Veamos algunas de estas disposiciones: 

Reglamento de Roma I sobre la ley aplicable a las obligaciones con-
tractuales, art. 6.2; “(…) las partes podrán elegir la ley aplicable (…). Sin 
embargo, dicha elección no podrá acarrear, para el consumidor, la pérdi-
da de la protección que le proporcionen aquellas disposiciones que no 
puedan excluirse mediante acuerdo en virtud de la ley que, a falta de 
elección, habría sido aplicable de conformidad con el apartado 1.”  

Y, para que quede claro la distinción entre las normas imperativas, 

que las partes no pueden dejar de lado, de aquellas normas protectivas 

que siempre serán de aplicación aunque las partes hubieren pactado lo 

                       

1054 En el caso particular de un acuerdo internacional que otorgue virtualidad a 
normas del orden interno para situaciones transfronterizas, VON MEHREN refiere que en 
la discusión de la Convención de La Haya de ventas a consumidores no se distinguió en-
tre normas imperativas en el orden internacional e interno. “Los delegados de la Deci-
mocuarta Sesión claramente entendieron, sin embargo, abarcaba todas las reglas consi-
deradas obligatorias en la residencia habitual del consumidor, salvo que, por supuesto, 
ya sea por provisión legal o decisión judicial, la aplicación de la regla en cuestión haya 
sido limitada exclusivamente a situaciones internas”. VON MEHREN, Arthur Taylor, “La 
Conferencia de La Haya, Ventas a los Consumidores y el Reporte Von Mehren”, traduc-
ción de Adriana SÁNCHEZ MUSSI del original en inglés en The Hague Conference in Interna-
tional Private Law, Acts and Documents of the Fourteenth Session (1980), Miscellaneous 
matters / Consumer sales, Report, Vol. II, p. 179; en FERNÁNDEZ ARROYO, Diego y MORENO 
RODRÍGUEZ, José Antonio, Protección de los Consumidores en América. Trabajos de la CIDIP 
VII (OEA), CEDEP-LA LEY, Asunción, 2007, pp. 39-55, en 52.  
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contrario, de aquellos principios que conforman la cláusula de reserva 

del orden público internacional, el mismo Reglamento de Roma I sobre 

la ley aplicable a las obligaciones contractuales, indica:  

“Artículo 21. Orden público del foro. Solo podrá excluirse la aplica-
ción de una disposición de la ley de cualquier país designada por el pre-
sente Reglamento si esta aplicación es manifiestamente incompatible con 
el orden público del foro”. 

IV. C. LOS DERECHOS SUBJETIVOS NACIDOS DEL SOFT LAW Y LA COSTUMBRE 

INTERNACIONAL 

A lo largo del trabajo me he referido —no sin hesitaciones— a la 

utilidad de la costumbre como elemento del sistema jurídico protectorio 

del consumidor transfronterizo. Hice referencia, en primer término, a la 

costumbre como fuente del Derecho Internacional y a la posibilidad de 

que se hubiera consolidado una obligación exigible, primeramente entre 

los Estados, y de modo secundario a favor de los particulares de dichos 

Estados (cfr. III. B. 3, p. 228 y ss). Luego, al pasar revista a la costumbre 

mercantil, en cuanto parte principal de la lex mercatoria, también intro-

duje la posibilidad de que los consumidores se beneficiaran de los usos 

y prácticas del comercio internacional (cfr. III. D. 2, p. 304 y ss.). Que-

damos luego en suspenso, esperando encontrar los supuestos que sos-

tuvieran el pretendido valor normativo. En definitiva, interesa saber si 

el consumidor puede o no considerarse titular de un derecho subjetivo, 

originado en esas reglas consuetudinarias, que podrán estar conforma-

das por costumbres propiamente dichas, códigos de conducta, leyes 

modelo, directrices o contratos tipo1055. 

                       

1055 A favor de esta posibilidad, cfr. CALLIES, “Transnational Consumer Law…”, p. 3. 
El soft law adquiere especial relevancia y ha tenido un gran desarrollo en los negocios on 
line, ante la gran dificultad que supone que un ciudadano de cualquier país del mundo 
que tenga conexión a Internet pueda ser un potencial consumidor. Ante esta realidad, se 
pone de manifiesto la dificultad que tiene el Derecho Internacional Privado clásico de 
brindar soluciones a los conflictos que se originan en el cyberespacio. Cfr. VELÁZQUEZ 

GARDETA, La protección al consumidor online…”, p. 57 y ss. El mismo autor, más adelante, 
al analizar la Propuesta de Ley Modelo Interamericana, deja manifiesto que una de las 
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IV. C. 1. Origen y naturaleza del soft law  

Las cámaras empresarias y las asociaciones de consumidores hacen 

un gran aporte en el diseño del marco protectorio. La actividad “legife-

rante” —por decirlo con una expresión atribuible a lo estatal— de estas 

entidades es tan importante, que las reglas producidas han sido bauti-

zadas con el nombre de “soft law” por oposición al “hard law”1056. Es de-

cir, que mientras que este último es el derecho sancionado por los go-

biernos de los Estados o de las organizaciones llamadas “supranaciona-

les”, el soft law comprende un ámbito de reglamentación privada —o 

mayormente privado— más allá de los procedimientos tradicionales de 

elaboración y sanción de normas. Las organizaciones que elaboran este 

‘derecho débil’ pueden ser intergubernamentales o supragubernamen-

tales. Por tanto no tendrá la misma virtualidad jurídica el soft law pro-

veniente de organismos internacionales como interestatales, y los pro-

venientes de organizaciones no gubernamentales1057. De acuerdo a los 

especialistas, la tendencia es parte del inexorable movimiento desde un 

mercado local a uno global, que incluye la elaboración de la legislación. 

En este sentido existen distintas organizaciones internacionales que 

brindan cooperación en la tarea de armonizar reglas1058. 

                       

características del soft law es su carencia de carácter obligatorio, o al menos con menor 
carácter vinculante que el hard law. De aquí que dude de su eficacia para establecer un 
régimen protectorio, concretamente mediante la asignación de tribunales competentes. 
Idem, pp. 329-333. Sin embargo, coincido en que el soft law será una fuente del derecho 
para completar el sistema de Derecho Internacional Privado del consumidor. Cfr. JAYME, 
“Identité culturelle et intégration…”, p. 87.  

1056 Cfr. EUROPEAN CONSUMMER LAW GROUP “Le `soft law` et l’interet du consomma-
teur” en Revue Europeenne de Droit de la Consommation, 2001 – 113 y ss. También REICH, 
“Transnational Consumer Law…”, pp. 863-864. 

1057 Cfr. PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Consumidor”, nro. 10. 
Ya nos hemos referido en el Capítulo anterior a la definición de soft law en el comercio 
internacional. Aquí trataremos sólo los aspectos particulares del comercio transfronteri-
zo en que intervienen consumidores. En cuanto a la necesidad de adaptación continua 
del marco regulatorio y la mayor adaptabilidad de los métodos informales de creación 
de normas, Cfr. DELI, Armanda, “International norms and lex mercatoria: a perspective on 
consumer protection in information technology”, Indian Journal of International Law, 
Vol. 41, New Deli, 2001, pp. 257-274, en 263. 

1058 Cfr. ASHER, “Going Global…”, pp 197 y 198. 
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La dificultad que se presenta para la verificación de la existencia de 

la costumbre en el ámbito del consumo transfronterizo —a diferencia 

de lo que ocurre en el derecho del comercio internacional— es la falta 

de exposición ordenada y escrita de estos usos. El desarrollo de las cos-

tumbres en este ámbito es mucho más reciente y las actividades empre-

sariales más dispersas. Tan es así, que en caso de existir, estos usos de-

berían limitarse a aspectos muy concretos del tráfico1059.  

La necesidad de regulaciones sui generis se debe a que muchos de 

los negocios dirigidos a consumidores tienen un dinamismo que hace di-

fícil, cuando no imposible, someterlos a regulaciones detalladas y preci-

sas. Los proveedores utilizan técnicas comerciales flexibles. El comercio 

electrónico, las licencias de bienes intangibles, las prestaciones turísti-

cas, los servicios financieros, son todas actividades que se desarrollan 

en un entorno muy competitivo. De este modo, el marco auto regulato-

rio, en la medida que sea transparente y predecible, resulta más ade-

cuado que la dispersión de las políticas nacionales, que pueden actuar 

como limitantes del comercio internacional. Los instrumentos no legis-

lativos y por definición de naturaleza transnacional, son, por tanto, una 

solución asequible1060. 

La regulación informal se fundamenta en la estructura misma del 

mercado, en interés mutuo de los consumidores y los proveedores. Sin 

embargo, debido a que pretende elevar el bienestar del consumidor, 

tanto la autorregulación como las costumbres deberán permanecer su-

jetas a la preponderancia del favor debilis. A diferencia de lo que sucede 

en el comercio internacional, la transferencia del poder normativo y el 

proceso de creación de organismos supra y para-estatales, al margen de 

                       

1059 En términos análogos, estamos ante la especificidad requerida por el art. 9 de 
la Convención de Viena de 1980, “Art. 9. 2) Salvo pacto en contrario, se considerará que 
las partes han hecho tácitamente aplicable al contrato o a su formación un uso del que 
tenían o debían haber tenido conocimiento y que, en el comercio internacional, sea am-
pliamente conocido y regularmente observado por las partes en contratos del mismo ti-
po en el tráfico mercantil de que se trate”. 

1060 Cfr. NOVOA BOLÍVAR, Lorena Catalina, “Comercio electrónico B2C: la protección 
de los consumidores en Colombia”, REVIST@ e – Mercatoria, Volumen 1, Número 1. 
(2002), p. 2. 



 CAPÍTULO IV 419 

 

las soberanías nacionales, deberá conservar un carácter sustancialis-

ta1061. 

El sistema se diferencia de aquellos sancionados mediante el proce-

so legislativo tradicional y que habitualmente son efectivos mediante los 

recursos civiles, penales o administrativos. Se configura mediante los si-

guientes elementos: a) posee sus propias reglas de creación de normas; 

b) permite la observación por parte de los participantes del grado de 

obligatoriedad o aquiescencia de sus disposiciones; c) provee los me-

dios para obtener reparación a favor de los afectados, dentro del siste-

ma o mediante el auxilio de los organismos estatales o sus propios tri-

bunales arbitrales1062.  

La práctica es habitual en áreas donde una organización del comer-

cio gestiona un sistema y los miembros adhieren a un código de conduc-

ta o catálogo de principios, proponiendo estándares más altos que lo re-

querido por la legislación estatal1063. De esta manera, el soft law es de 

mayor utilidad en actividades que implican comercio transfronterizo, 

cuando los actores del mercado realizan negocios globales y están pre-

parados para brindar confianza en el cumplimiento de pautas más exi-

gentes que las legalmente obligatorias. Al mismo tiempo, es considerado 

un sistema de control más económico, especialmente cuando los costos 

regulatorios en algunos países son muy altos o bien ineficientes. Y, en lo 

que se refiere al acceso a la justicia, los métodos alternativos propuestos 

por la autorregulación son más beneficiosos para los sujetos económi-

camente débiles que no cuentan con medios para acudir a los tribuna-

les1064. 

A continuación analizaré el valor de la costumbre desde el Derecho 

Internacional Privado y su fuerza obligatoria en relaciones de consumo, 

atento a que los usos empresariales sólo serían de aplicación directa si 

fueran en beneficio del consumidor. En este sentido, exploraré primero 

                       

1061 Cfr. BERGER, “Transnacional Commercial Law...”, p. 6. 
1062 Cfr. EUROPEAN CONSUMER LAW GROUP, “Soft law and the consumer interest”, p. 2. 
1063 Idem, p. 3. 
1064 Idem, p. 4. 
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el valor de la costumbre desde el punto de vista del Derecho Internacio-

nal Privado y cuándo resultará obligatoria, tomando como ejemplo al-

gunas prácticas usuales en el comercio con consumidores. Luego, estu-

diaré los llamados “códigos de conducta” que autorregulan las prácticas 

de determinadas industrias y su valor normativo. 

IV. C. 2. Los usos y costumbres y los derechos subjetivos del con-

sumidor transfronterizo 

Muchas de las consideraciones efectuadas respecto al valor de la 

costumbre en el Derecho Internacional y en el comercio internacional 

son válidas en el sistema protectorio1065. Cuando el juez deba resolver 

un caso, verificará si esa costumbre, alegada por alguna de las partes, 

cumple con los requisitos que requiere el derecho aplicable para deter-

minar su vigencia. Los elementos a considerar son: a) componente ma-

terial, que consiste en la serie de actos repetidos de manera constante y 

uniforme; aunque no es indispensable el largo uso, sí es necesario que 

sea general, observado por gran parte de las personas vinculadas a la 

actividad donde se pretende verificar el uso1066; b) elemento psicológico, 

en cuanto convicción de que se trata de una práctica obligatoria, de la 

                       

1065 “El surgimiento y reconocimiento de reglas consuetudinarias (por medio de 
considerar cierto grado de concurrencia o aquiescencia respecto de una práctica y la 
opinio iuris correspondiente como suficientes para crear tal norma y para hacerla acree-
dora de reconocimiento incluso por los estados ajenos a la práctica o a la opinio iuris) es 
un método deseable o conveniente para resolver los problemas de interacción o coordi-
nación en la comunidad internacional”. FINNIS, Ley natural y derechos naturales, p. 271. 

1066 Una costumbre comercial en el orden local, y que puede ser exigible en sede 
judicial, es la habitualidad con que los comerciantes minoristas permiten el reemplazo 
de productos, no necesariamente defectuosos, por parte de consumidores que no pre-
sentan alguno de los documentos probatorios de la operación, es decir la factura de 
compra o eventualmente el remito o cupón de tarjeta de crédito. Hoy día es usual que se 
habilite el reemplazo de efectos por la presentación de envases, stickers, etc. Es lo que 
sucede con los regalos u obsequios, donde el agasajado puede cambiar el regalo sin pre-
sentar los comprobantes. 
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cual surgen derechos y deberes. No entrarán aquí los simples usos so-

ciales, que en la opinión general no tienen relieve jurídico1067. 

De acuerdo a nuestro regimen de fuente interna,  

“[E]n las materias en que las convenciones particulares pueden de-
rogar la ley, la naturaleza de los actos autoriza al juez a indagar si es de la 
esencia del acto referirse a la costumbre, para dar a los contratos y a los 
hechos el efecto que deben tener, según la voluntad presunta de las par-
tes” (Art. II del Título Preliminar del CCom).  

Cuando el legislador se refiere a las costumbres que pueden ‘dero-

gar la ley’, por mi parte creo que también incluye aquellas que brindan 

derechos más amplios a los consumidores, o que están establecidas en 

su beneficio1068. Es decir, costumbres que implican un plus sobre la legis-

lación, que resulta así ‘derogada’ mediante la modificación prevista por 

las partes, o al menos por una de ellas. Si en el sistema protectorio del 

consumidor transfronterizo tenemos lagunas, nada impide —por el con-

trario—, que las mismas sean llenadas con las prácticas de los comer-

ciantes de la actividad. Sabemos que los usos y costumbres no pueden 

prevalecer sobre leyes o principios de orden público1069. Y si el favor de-

                       

1067 FONTANARROSA, en criterio que refleja la mayoría de la doctrina, considera que 
deben darse los siguientes caracteres para que la costumbre obligue por sí misma con la 
fuerza del derecho escrito: a) uniformes, es decir una práctica unívoca compuesta de 
elementos homogéneos; b) frecuentes o repetidas; c) generales, en cuanto cumplidas por 
un amplio número de los integrantes de la sociedad (o de los miembros que participan 
de esa actividad); e) constantes, que perduran en el tiempo; f) cumplidos con convicción 
de obligatoriedad. Cfr. FONTANARROSA, Rodolfo O., Derecho Comercial Argentino, Tomo I, 
Parte General, Zavalía, Buenos Aires, 4ª Edición, 1986, p. 55. En el orden internacional, 
cfr. GIMÉNEZ CORTE, Cristián, “Los usos comerciales y el derecho de fuente convencional 
en el MERCOSUR”, RDCO, 2002, pp. 75-109, en 101.  

1068 Parecería que se puede reconocer una práctica extendida en el comercio de li-
bros y películas por Internet, a la disposición que tienen los comerciantes a efectuar un 
nuevo reenvío del objeto vendido, cuando el consumidor informa que el envío postal no 
ha llegado a su domicilio, y aparentemente la empresa de correos no puede justificar la 
falta de entrega. Esta es una apreciación empírica del autor, sin pretensiones de consta-
tación científica. 

1069 Cfr. ZAVALA RODRÍGUEZ, Carlos Juan, Código de Comercio y Leyes complementa-
rias, Depalma, 1964, Vol. I, p. 13. FONTANARROSA, Derecho Comercial Argentino, p. 58. 



422 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

bilis y los demás principios son tenidos en cuenta, bien puede conside-

rarse que éstos se concretan a través de la práctica consuetudinaria1070. 

Complementariamente,  

“Las costumbres mercantiles pueden servir de regla para determi-
nar el sentido de las palabras o frases técnicas del comercio, y para in-
terpretar los actos o convenciones mercantiles” (Art. V del Título Preli-
minar del CCom).  

Esta referencia a “las palabras o frases técnicas” puede ser muy útil 

para comprender la jerga comercial de algunas industrias nacientes o en 

expansión, como la informática. Términos como browsing, click-wrap, 

download, y otros neologismos, requieren ser calificados. La significa-

ción jurídica que les corresponda, son determinantes para, por ejemplo, 

establecer el lugar de consumo, o de celebración o de entrega1071. Por 

otra parte, si bien lo normal será que la interpretación de la costumbre o 

su peso recaiga a favor de lo que pretende quién emite la oferta (por lo 

general el proveedor), en caso de tratarse de consumidores, debe consi-

derarse lo que éste puede haber interpretado, de acuerdo al principio in 

dubio pro consumptore. Si el proveedor quiere dejar claro el contenido 

de sus obligaciones, debe preocuparse que el profano entienda lo que él 

quiere dar a entender1072.  

                       

1070 También resulta totalmente coherente con el régimen general del derecho ci-
vil, por el cual “Los usos y costumbres no pueden crear derechos sino cuando las leyes se 
refieran a ellos o en situaciones no regladas legalmente” (Art. 17 del CC). En el mismo 
sentido el Art. 4º del Proyecto de Codigo de Derecho Internacional Privado “Costumbres 
y usos. Las costumbres crean derechos cuando las leyes se refieren a ellas y en situacio-
nes no regladas legalmente. En materia contractual, son aplicables los principios y los 
usos de general aceptación cuando razonablemente las partes han entendido sujetarse a 
ellos”. Es interesante considerar que en el Proyecto de reformas del Código Civil, en Li-
bro Octavo, “Del Derecho Internacional Privado”, en el art. 2613, relativo a los contratos 
de consumo, establece que no se aplican los artículos 2605 a 2607, que regulan la liber-
tad de elección del derecho aplicable. Sin embargo nada dice de la incompatibilidad con 
el 2608, referido a los principios generales y usos de los contratos internacionales: “Son 
también aplicables los principios y los usos contractuales de general aceptación, cuando 
razonablemente las partes han entendido sujetarse a ellos”. 

1071 Cfr. DELI, “International norms and lex mercatoria...”, pp. 257-274. 
1072 El razonamiento es inverso a lo establecido en el derecho comercial. Igualmen-

te resulta de aplicación el art. 218 inc. 6 del CCom. “Siendo necesario interpretar la cláu-
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Las costumbres también son autoritativas en el plano internacional, 

por su fundamento en la justicia y la ética: no se deben defraudar injus-

tamente expectativas razonables, o desperdiciar recursos y esfuerzos, o 

perjudicar estructuras sociales edificadas en virtud de las expectativas. 

De todos modos, lo esencial para la verificación de su carácter autorita-

tivo es que haya sido adoptada en la comunidad internacional como un 

método conveniente de creación de reglas1073.  

Cuánto tiempo debe llevar el uso como práctica corriente; en qué 

sector económico se desarrolla; cuál es el ámbito territorial (internacio-

nal, comunitario, nacional); si ha nacido espontáneamente; si han sido 

recopilados; si los tribunales arbitrales los aplican; si los jueces los han 

reconocido; si se puede verificar la aquiescencia de los operadores como 

de obligatorio uso; son todas cuestiones que deberán resolverse ante el 

caso concreto, siendo aplicables los criterios generales por los cuales se 

reconoce a la costumbre como fuente del derecho1074. 

Queda por tratar la existencia de una costumbre contra legem más 

beneficiosa para el consumidor. ¿Es exigible? Creo que en Argentina es-

taría permitida si realizamos una interpretación histórica. Al haberse 

derogado la prohibición anterior del art 17 CC, si comparamos la nueva 

redacción con la anterior, esta sería la conclusión respecto de la vigencia 

de una costumbre contra legem. Supongamos una garantía mayor a la 

establecida legalmente. Si la LDC indica 6 meses como plazo mínimo y 

un comerciante suele otorgar un plazo mayor, no cabe duda que será le-

gítimamente requerida si lo indicó en el contrato o la publicidad.  

Supongamos que fuera un “uso” habitual que cada vez que un con-

sumidor se presenta con un desperfecto, el proveedor procede a la re-

paración, sin hacer observaciones respecto del momento de adquisición. 

En determinada circunstancia, el proveedor rechaza la solicitud por 

                       

sula de un contrato, servirán para la interpretación las bases siguientes: (...) 6° El uso y 
práctica generalmente observados en el comercio, en casos de igual naturaleza, y espe-
cialmente la costumbre del lugar donde debe ejecutarse el contrato prevalecerán sobre 
cualquier inteligencia en contrario que se pretenda dar a las palabras; (...)”.  

1073 Cfr. FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, p. 272. 
1074 Cfr. GIMÉNEZ CORTE, “Los usos comerciales…”, p. 101.  
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haber transcurrido un plazo mayor a la garantía legal, cuando el tampo-

co indicó nada en el documento de venta o los prospectos. ¿Se puede 

exigir que cumpla con su práctica habitual? Creemos que sí, mientras 

haya publicidad o manifestación pública y notoria, como integrante de la 

oferta, de la mayor flexibilidad en el modo de contar el plazo de garan-

tía. 

IV. C. 3. Los derechos subjetivos provenientes de los códigos de 

conducta 

Las buenas prácticas suelen estar relacionadas con la responsabili-

dad social empresaria (RSE), que bien pueden resumirse en el principio 

de “no causar daño” mediante la actividad: al medio ambiente, a los tra-

bajadores y a los consumidores en general. Las buenas prácticas son in-

dicadores de empresas confiables, que respetan las normas y cumplen 

con sus obligaciones1075. Mediante las buenas prácticas, las empresas 

asumen ciertos principios básicos, tales como el ejercicio y respeto de 

los derechos humanos, la observancia y promoción de los estándares la-

borales, el cumplimiento de los estándares y las prácticas de protección 

ambiental y el respeto por los derechos de los consumidores. Estas bue-

nas prácticas no reemplazan la obligación que tiene el Estado y la legi-

timidad que posee la ciudadanía para regular y fiscalizar las prácticas 

que la afectan en el ámbito de las relaciones de consumo1076. 

                       

1075 Cfr. TRIMBOLI, Juan, “Derechos de los Consumidores y Responsabilidad Social de 
la Empresa”, Consumers International, Oficina para América Latina y el Caribe, p. 3. Dis-
ponible en www.ceda.org.ec , última visualización 15/04/09. También SCHIFF BERMAN, 
“The Globalization of Jurisdiction”, p. 471. 

1076 Al decir de la CCI, los “[c]ódigos auto-reguladores ampliamente reconocidos de 
conducta, son una expresión del reconocimiento de las obligaciones sociales de la comu-
nidad empresarial. El valor fundamental de la auto-regulación yace en su habilidad de 
crear, incrementar y preservar la confianza del consumidor en las comunidades empre-
sariales, y por ende, en el mercado mismo. La auto-regulación activa es también un ins-
trumento para la protección del prestigio y reputación de las empresas individualmente 
consideradas. Los códigos de auto-regulación se encuentran en continuo desarrollo y re-
visión para responder a los cambios sociales, tecnológicos y económicos.” ICC 

(INTERNATIONAL CHAMBER OF COMMERCE), Código Consolidado CCI en Materia de Publicidad 
Comercial y Mercadotecnia, París, 2007, p. 8. 
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Entre las buenas prácticas más relevantes para nuestro estudio, se 

encuentran: a) el desarrollo de conductas comerciales transparentes 

que no abusen de la falta de conocimientos y experiencia de los consu-

midores; b) el respeto por las normas nacionales e internacionales que 

hagan que los productos y servicios distribuidos a los consumidores 

sean seguros, amigables con el medio ambiente, que se puedan usar pa-

ra los fines a los que están destinados y que sean regularmente contro-

lados por las empresas; c) la necesidad de proporcionar información ve-

raz, clara y oportuna, cuidando que el nivel de información sea el mismo 

en todos los países en que opera la empresa; d) la entrega de garantías 

efectivas a los consumidores por los bienes defectuosos y hacerlo mas 

allá de cualquier obligación legal; e) la homogeneidad o uniformidad de 

los servicios prestados o productos desarrollados, a fin de evitar depen-

dencia por la inexistencia de estándares de compatibilidad1077. 

El gran riesgo del soft law es que muchas veces pueda parecer un 

agregado meramente ‘cosmético’ pero carente de verdadera aplicación a 

esa categoría de negocios1078. Sin embargo, por parte del empresario, el 

hecho de que integre una entidad, nacional o internacional, que autore-

gula la actividad de los miembros bajo un conjunto de principios, y que 

manifieste esa pertenencia, implicaría en términos jurídicos una infor-

mación vinculante. Se asemeja a la emisión de una oferta o términos 

contractuales de referencia, de los que no puede desistir sin una comu-

nicación equivalente en sentido contrario1079.  

                       

1077 Cfr. TRIMBOLI, Juan, “Derechos de los Consumidores y Responsabilidad Social de 
la Empresa”, pp. 5-6. Respecto de las ventajas de las marcas de confianza en el e-
commerce, ver de modo general CALLIES, “Transnational Consumer Law…”, p. 6 y ss. 

1078 Cfr. EUROPEAN CONSUMER LAW GROUP, “Soft law and the consumer interest”, p. 6. 
1079 Sin embargo, no todos los códigos o regulaciones privadas tienen efectos obli-

gatorios. Así, las Normas ISO 26000 sobre Responsabilidad Social Empresaria, advierten 
que a diferencia de otras normas ISO, no establecen obligaciones: “Esta Norma Interna-
cional pretende proporcionar orientación a las organizaciones sobre responsabilidad so-
cial y puede usarse como parte de las actividades de la política pública. Sin embargo, pa-
ra los propósitos del Acuerdo de Marrakesh, que establece la Organización Mundial del 
Comercio (OMC), no se pretende que sea interpretada como una “norma técnica interna-
cional”, “directriz” o “recomendación”. Adicionalmente, no pretende sentar bases para 
acciones legales, quejas, defensas u otras demandas en ningún proceso nacional o inter-
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La información publicitada cumple con todos los requisitos de una 

manifestación unilateral de voluntad, autosuficiente para generar un 

vínculo obligacional, que tendrá el contenido correspondiente al catálo-

go de principios o elementos del código de conducta promocionado. Sin 

duda alguna la indicación de pertenencia a la entidad autoregulada, en 

la medida que pretende generar confianza en el consumidor, no puede 

quedar en una mera estrategia de marketing o publicitaria1080. Respecto 

al nivel de vinculación y obligatoriedad de la publicidad, habrá que es-

tudiar este aspecto en cada jurisdicción1081. 

Existen organizaciones internacionales que tienen una dilatada ex-

periencia en la materia, como el OECD Consumer Policy Committee. Sus 

recomendaciones, muchas veces dirigidas a las autoridades, no forman 

parte de la costumbre internacional, y por tanto no obligan a las empre-

sas. Sin embargo pueden ser útiles al momento de verificar cuáles son 

las conductas esperables, o como parámetro de la buena fe, al modo de 

las “reglas del arte” o el estándar del “buen hombre de negocios”. Allí se 

aconseja, por ejemplo:  

                       

nacional, ni pretende ser citada como evidencia de la evolución del derecho internacio-
nal consuetudinario”. ISO/DIS 26000, GUIA SOBRE RESPONSABILIDAD SOCIAL, Docu-
mento ISO TMB WG SR STTF pNT 51, de 14 de septiembre de 2009; Nro. 1, “Objeto y 
Campo de Aplicación”, inédito, proporcionado la Dirección de Normalización del IRAM, 
Instituto Argentino de Normalización y Certificación. 

1080 Cfr. EUROPEAN CONSUMER LAW GROUP, “Soft law and the consumer interest”, p. 12. 
La publicidad de condiciones jurídicas seguras puede ser legítimamente utilizada como 
herramienta de marketing, y los proveedores pueden competir entre sí ofreciendo mejo-
res condiciones. CALLIES indica al respecto: “In order to attract turnover, it i not only nec-
essary to provide efficient technical infrastructure, but also to establish a ‘safe-harbour’ 
policy, which strengthens the trust of potential customers into the fairness of transactions 
handled at the market place”. CALLIES, “Transnational Consumer Law…”, p. 20. 

1081 En el Reino Unido, se consideró vinculante el Banking Code, formando parte 
del contrato entre el banco y sus clientes, debido a que publicitaba su adhesión al siste-
ma, aun cuando no participaba del mismo; se consideró que se trataba de una infracción 
a la ley de lealtad comercial (The Trade Description Act 1974). En los países escandina-
vos, los códigos desarrollados bajo la Marketings Act son obligatorios para todas las or-
ganizaciones, ya sean o no adherentes. Pero en Francia, la Corte de Casación consideró 
que las previsiones del código de conducta para comidas elaboradas no creaba obliga-
ciones legales y, por tanto, su incumplimiento no estaba sujeto a ninguna sanción por 
parte de los tribunales. Idem, p. 13. 
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“III. Disputas transfronterizas de consumidores. En especial, los Paí-
ses miembros deberían trabajar por: (...) 2. Participar, cuando sea posi-
ble, en redes internacionales y regionales de quejas, recomendaciones y 
referencia de consumidores. (...) 4. Alentar el mayor uso de la tecnología, 
cuando sea posible, para facilitar la diseminación de información y la 
presentación y manejo de disputas de consumidores, en especial de dis-
putas transfronterizas. 5. Tomar pasos para minimizar, cuando sea nece-
sario y conveniente, las barreras jurídicas para los solicitantes de otros 
países que recurran a mecanismos nacionales de resolución de disputas 
y de resarcimiento al consumidor. (...)” 1082.  

También las organizaciones de estandarización de controles de ca-

lidad, con gran experiencia en los aspectos técnicos y de seguridad, tie-

nen mucho que aportar. La International Organization for Standardiza-

tion (ISO), o las confederaciones de organizaciones nacionales, producen 

cuerpos normativos adoptados por consenso. Por ejemplo, en su seno 

existen iniciativas para lograr un estándar relativo a complaints hand-

ling o procedimiento de reclamos. Otros organismos, como la Interna-

tional Chamber of Commerce (ICC), tienen iniciativas respecto de la pu-

blicidad y la información a los consumidores, publicando códigos de 

buenas prácticas relativos a la actividad publicitaria1083. 

En algunos países, como Canadá, Australia, Gran Bretaña y Estados 

Unidos, los códigos de conducta son homologados por los países, lo que 

permite la intervención de los consumidores en el proceso de aproba-

ción. Mayormente se refieren a la estandarización de procesos o produc-

tos, para lograr eliminar barreras en las comunicaciones o los modos de 

celebración de los contratos. En todos los casos, los especialistas coinci-

den en que la mejor solución es una buena interrelación entre asocia-

ciones, empresas y gobierno1084. 

En algunos supuestos el soft law puede ser un aditamento a la regu-

lación tradicional, cuando una organización o empresa promete ir más 

                       

1082 OCDE, “Recomendación de la OCDE sobre Resolución de disputas y resarci-
miento a consumidores”, París, 2007. Disponible en www.oecd.org/document/.  

1083 ICC, Código Consolidado CCI en Materia de Publicidad Comercial y Mercadotec-
nia, París, 2007, disponible en http://www.iccwbo.org/  

1084 DELI, “International norms and lex mercatoria...”, p. 270-271. 
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lejos de lo requerido por la ley, con la finalidad de mostrar una ventaja 

competitiva1085. En ese caso la preocupación del consumidor consistirá 

en cómo controlar el funcionamiento de esos compromisos, o bien si 

existen mecanismos para obligar a reparar si el código de conducta es 

incumplido1086. 

Creo también que los códigos de conducta adoptados por asocia-

ciones empresarias pueden ser equiparados a costumbres sectoriales, y, 

por tanto, obligatorios para los proveedores de esa industria. Por ejem-

plo, al brindar experiencias de cómo deben redactarse ciertas cláusulas, 

o de cuál es el procedimiento de solución de controversias a seguir, acu-

diendo a árbitros, etc.1087. De todos modos, el ámbito de aplicación de es-

tas costumbres es limitado. Aunque el nivel de desarrollo y detalle es 

mayor, incluyendo minuciosas reglamentaciones, si el caso no es total-

mente subsumible, sólo podrían servir como pauta interpretativa analó-

gica. Pero difícilmente puedan ser exigibles, salvo que signifiquen la ex-

presión de un principio general del derecho. Distinto es el caso si las 

asociaciones de consumidores han participado en la redacción de las 

pautas de aprovisionamiento, que quedan así legitimadas1088. 

                       

1085 La resolución de conflictos se convierte en una herramienta de marketing. Las 
empresas optan por una visión de más largo plazo, sabiendo que lo más importante es la 
repetición del consumo y la retención del cliente. Cada posible incumplimiento o aten-
ción defectuosa, es utilizada para mejorar la calidad de los productos y la prestación de 
los servicios; evitar los errores en el futuro y las pérdidas de tiempo en actividades poco 
rentables, como es la conflictividad con el cliente; la satisfacción del consumidor ante la 
resolución satisfactoria se transforma en publicidad de ‘boca en boca’; conservar un 
cliente es más económico que dedicar recursos a conseguir nuevos; etc. Cfr. ICC, Putting 
it right. Best practices for customer redress in online Business, Paris, 2003, pp. 5-9. De to-
dos modos, como bien indica la ICC, “the processes should not deprive the customer of 
any right he would otherwise have”. Idem, p. 9. 

1086 Cfr. EUROPEAN CONSUMER LAW GROUP, “Soft law and the consumer interest”, p. 5. 
1087 Cfr. ASHER, “Going Global…”, p. 186. 
1088 Cfr. DELI, “International norms and lex mercatoria...”, p. 260. Por ejemplo 

XPLOR International, una entidad de usuarios que comparten información y experien-
cias en servicios de documentación, para luego lograr estándares técnicos mediante la 
negociación con los proveedores, de tal manera que los productos resulten compatibles. 
Cfr. www.xplor.org. 
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Por el contrario, cuando los códigos asumen la forma de “recomen-

daciones”, su eficacia es discutida. No contiene pautas de seguimiento o 

control por las autoridades estatales, y por tanto es de difícil ejecu-

ción1089. Hasta el momento no está claro qué sistema de autorregulación 

es el más apropiado, o cuál debería ser la mejor interacción con la legis-

lación nacional e internacional, y qué grado de intervención se requiere 

por parte de las autoridades públicas para hacerlo eficiente y confia-

ble1090. 

IV. C. 4. Las “leyes modelo” 

Otra propuesta de prácticas uniformes es la adopción de leyes mo-

delo, como la Ley Modelo de UNCITRAL para el Comercio Electrónico. 

Presentan la dificultad de su falta de imperio, ya que en la medida que 

un Estado no la adopte, no es norma obligatoria1091. Pero los criterios alli 

recogidos, por ser fruto de la experiencia de distintos regímenes jurídi-

cos, tanto del common law como del derecho civil, pueden contener pau-

tas interpretativas ante las lagunas que se le presenten al magistra-

do1092. Así, la Ley Modelo citada no fue considerada suficiente para re-

glamentar los contratos internacionales de comercio en general, y debió 

ser reemplazada por la Convención sobre la utilización de las Comuni-

caciones Electrónicas en los Contratos Internacionales, aprobada en el 

                       

1089 Cfr. EUROPEAN CONSUMER LAW GROUP, “Soft law and the consumer interest”, p. 9. 
Por ejemplo, en la UE existían recomendaciones para los sistemas de pago transfronteri-
zos (90/109), pero luego debió ser introducida una Directiva para lograr mayor eficacia 
(97/5) 

1090 Idem, p. 10. 
1091 Cfr. LIMA MARQUES, Claudia, “Observaciones y propuestas sobre las reglas gene-

rales y el campo de aplicación del Proyecto de Convención Interamericana de Derecho 
Internacional Privado sobre la ley aplicable a algunos contratos de consumo”. Disponible 
en http://www.oas.org/dil/esp/derecho_internacional_privado.htm .  

1092 Si bien la Ley Modelo no contempla específicamente los problemas de los con-
sumidores, se podrá aplicar si sus disposiciones son compatibles con la legislación impe-
rativa de cada Estado. Cfr. DELI, “International norms and lex mercatoria…”, p. 265.  
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seno de la Asamblea General de Naciones Unidas, el 23 de noviembre de 

20051093.  

Las naturaleza, finalidad y objetivos perseguidos por las leyes mo-

delo requirieron especial atención en el Foro de Expertos convocados 

por la Secretaría de Asuntos Jurídicos de la OEA, reunidos para discutir 

distintas propuestas para la CIDIP VII, o Proyecto de Convención Inter-

americana de Derecho Internacional Privado sobre la ley aplicable a al-

gunos contratos de consumo (de ahora en más CIDIP VII). Tanto Estados 

Unidos como Canadá presentaron sendos proyectos de leyes modelo1094.  

El primero, se denomina “Propuesta de Ley Modelo Interamericana 

respecto a la Disponibilidad de Medios de Solución de Controversias y 

Reparación a favor de los Consumidores” 1095; contempla una adaptación 

de la “Recomendación de la OCDE sobre Resolución de disputas y resar-

cimiento a consumidores”. Prevé algunas disposiciones que pueden ser 

utilizadas a modo de texto normativo, y otros principios o lineamientos 

que los miembros de la OEA podrían adaptar a sus legislaciones inter-

nas. La finalidad es complementar la normativa civil, administrativa y 

penal existente, como otras que regulan las operaciones comerciales en-

tre empresas y consumidores. Como su nombre lo indica, no se propone 

regular las controversias de modo directo, sino que tiende a crear las 

condiciones para que las partes puedan resolver sus disputas de modo 

directo e informal; sólo de modo subsidiario se prevé el auxilio de los 

sistemas contenciosos o administrativos de resolución de controversias.  

En el caso de la Propuesta canadiense, se prefiere esta opción en lu-

gar de una Convención ante la disparidad de las legislaciones e instru-

mentos protectorios existentes en los distintos Estados. Consideran muy 

difícil lograr uniformidad o consenso a nivel americano, por lo cual la 

flexibilidad de una ley modelo aparece como un objetivo más asequible. 

A diferencia del Proyecto de CIDIP VII, esta ley modelo se refiere de mo-

                       

1093 Convención de las Naciones Unidas sobre la Utilización de las Comunicaciones 
Electrónicas en los Contratos Internacionales, aprobada por la Resolución 60/21 de la 
Asamblea General de Naciones Unidas.  

1094 Cfr. DENNIS, “Diseño de una agenda práctica…”, p. 222. 
1095 Disponible en www.oea.org  
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do especial a los aspectos jurisdiccionales. A tal fin, considera esencial 

que la determinación de competencia se resuelva de modo exclusivo por 

la ley modelo, sin que se recurra a los otros criterios que pudieren exis-

tir en el orden interno de cada uno de los Estados.  

La falta de imperatividad de estas Propuestas hace dudar seriamen-

te de su efectividad1096. 

IV. C. 5. El soft law integra el sistema protectorio 

Debido a que ni las directrices, ni los códigos de buenas prácticas, ni 

las recomendaciones o las leyes modelo, suplen las legislaciones estata-

les, estas continúan actuando como una red mínima de protección1097. El 

sistema legal, al constreñir al cumplimiento, facilita que quienes tienen 

alta propensión al riesgo y no se adaptan a estos mecanismos de auto-

rregulación del mercado, puedan ser obligados a las conductas éticas a 

favor de los consumidores y de los competidores leales. Por tanto, siem-

pre será necesario mantener un fuerte sistema de sanciones para incen-

tivar la práctica de la buena fe1098. Esto resulta más importante en el 

                       

1096 Cfr. VELÁZQUEZ GARDETA, La protección al consumidor on line…, p. 334, con espe-
ciales referencias a la Propuesta de Ley Modelo Interamericana y la falta de imperativi-
dad (y por tanto de valor unificador o uniformizador) para las reglas de jurisdicción. 
“Resulta ingenuo pensar que en una cuestión —los criterios de determinación de la 
competencia judicial internacional— donde la soberanía estatal se manifiesta con más 
rotundidad y donde los intereses estatales —Estados de consumidores y Estados de 
proveedores— se ponen más de manifiesto, no se haya hecho un esfuerzo por establecer 
unos mínimos criterios comunes de distribución competencial”. 

1097 Cfr. REICH, “Transnational Consumer Law…”, p. 868. De todos modos, ya se en-
cuentran experiencias de países que han incorporado indicaciones de las leyes modelos 
al ordenamiento interno, como México con los Lineamientos de la OCDE para la protec-
ción del Consumidor en el Contexto del Comercio Electrónico. Cfr. VELASCO SAN MARTÍN, 
“Observaciones y Consideraciones…”, p. 6. 

1098 Respecto de los procedimientos adecuados en conflictos extra judiciales, la 
Comisión de la UE emitió la Recomendación 98/257, que si bien no es exigible —por eso 
se trata de una Recomendación—, indica que es recomendable la adhesión a los princi-
pios de independencia, transparencia, adversarial procedure, efectividad, legalidad y li-
bertad. Estos principios fueron propuestos como parte del EEJnet (the online dispute re-
solution scheme) y pueden ser utilizados por los Estados Miembros en la implementación 
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mercado global, debido a que los consumidores afectados tienen menos 

posibilidad de ser resarcidos de modo efectivo y a bajo costo1099. Aquí es 

donde la legislación domiciliaria o una conexión jurisdiccional valorati-

vamente orientada pueden ayudar a elevar los estándares de cumpli-

miento1100. 

De lo visto hasta aquí, el punto álgido es la obligatoriedad de estas 

normas, y qué recursos quedan al consumidor ante su incumplimiento. 

Estamos siempre dentro del campo de la auto obligación1101. En definiti-

va, es el mismo problema que plantea la lex mercatoria: ¿cuál es su rela-

ción con los derechos internos?, ¿son obligaciones “de honor” o civil-

mente reclamables?1102 Incluso cuando podamos confiar en la segunda 

de las posibilidades, el problema para el consumidor no termina, ya que 

justamente de lo que se trata es evitar un costoso litigio, desproporcio-

nado la mayoría de las veces respecto del monto del reclamo. 

                       

de la Directiva sobre Ventas a Distancia. Cfr. EUROPEAN CONSUMER LAW GROUP, “Soft law and 
the consumer interest”, p. 11. 

1099 Cfr. ASHER, “Going Global…”, p. 192. 
1100 Un sistema protectorio tenderá a aplicar una ley o remitirá a un tribunal esta-

tal, como por ejemplo la Propuesta de CIDIP VII, que en su art. 7.4 establece que, siendo 
el principio la autonomía de la voluntad, “[E]n todos los casos, las partes pueden elegir 
solamente una ley estatal o derecho de un Estado”. Esto no significa que el soft law sea 
de ningún valor, por cuanto el derecho del Estado designado puede avalar la utilización 
de sistemas privados de solución de controversias o bien la vigencia de un código de 
conducta. 

1101 Estas mismas normas prevén el problema de su acatamiento. Por ejemplo, el 
art. 26. Código de autorregulación publicitaria de la ICC: “Respeto a las resoluciones de 
auto-regulación. Ningún anunciante, profesional de la comunicación, agencia de publici-
dad, editor, propietario o contratista de medios debe ser parte en la publicación o distri-
bución de un anuncio u otra comunicación comercial que haya sido declarada inacepta-
ble por el órgano de auto-regulación competente. Se exhorta a todas las partes para in-
cluir en sus contratos y otros convenios relacionados con la publicidad y otras 
comunicaciones comerciales una declaración en la que los firmantes se comprometan a 
adherirse a las reglas aplicables de auto-regulación y a respetar las resoluciones emiti-
das por el órgano de autoregulación competente. ICC (INTERNATIONAL CHAMBER OF 

COMMERCE), Código Consolidado CCI en Materia de Publicidad Comercial y Mercadotecnia, 
p. 22. 

1102 El problema del reconocimiento es similar, mientras se trate de una cuestión 
internacional. Cfr. BOGGIANO, Antonio, “Lex mercatoria non est lex”, RDCO, Depalma, Bue-
nos Aires, Vol. 2007-B, pp. 373-427, p. 385. 
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Distinto es el caso si los proveedores asociados anuncian y mani-

fiestan adhesión a los principios propuestos por entidades de certifica-

ción o arbitrales. Si los principios o la mera pertenencia son publicita-

dos, resultan obligatorios en la medida que integran la oferta, como par-

te del derecho a una información íntegra y veraz1103. Considero que la 

mención de pertenencia a una organización, entidad reguladora o de 

certificación, así sea en las páginas Web, publicidad o cualquier tipo de 

comunicaciones al público, generan responsabilidad. Obligan igualmen-

te al proveedor internacional, en la misma medida que para el interno, 

con sustento en el principio de buena fe, o bien en las normas de las le-

gislaciones internas o internacionales, si fuera el caso. 

Un ejemplo de esto lo podemos encontrar enel sello de garantía 

“CONFIANZA ON LINE y el “Código Ético de CONFIANZA ONLINE”. Los 

miembros asociados, al adherir, deben insertar en sus páginas Web y 

publicidades el sello, a partir de lo cual quedan obligados por el regla-

mento y el Código. Este, entre otros aspectos, al referirse al cumplimien-

to de pautas vinculadas a solución de controversias, indica la obligación 

de someterse al Código, de facilitar la presentación de reclamos por par-

te de los usuarios, de aceptar sus métodos de solución de diferendos y a 

cumplir los laudos1104. 

                       

1103 El derecho a una información íntegra y veraz, con asiento en el principio de la 
buena fe, y receptado en el art. 42 CN, se concreta en la LDC en los siguientes términos: 
“ARTICULO 8º — Efectos de la Publicidad. Las precisiones formuladas en la publicidad o 
en anuncios prospectos, circulares u otros medios de difusión obligan al oferente y se 
tienen por incluidas en el contrato con el consumidor”. 

Si bien esta norma es de aplicación local, por ser expresión del principio de buena 
fe, resultará de aplicación a los casos transfronterizos. Lo mismo se puede decir del art 5 
de la Ley 22.802 de Lealtad Comercial:  

“Queda prohibido consignar en la presentación, folletos, envases, etiquetas y envol-
torios, palabras, frases, descripciones, marcas o cualquier otro signo que pueda inducir a 
error, engaño o confusión, respecto de la naturaleza, origen, calidad, pureza, mezcla o 
cantidad de los frutos o productos, de sus propiedades, características, usos, condiciones 
de comercialización o técnicas de producción”. 

1104 “TÍTULO VII. NORMAS DE APLICACIÓN DEL CÓDIGO. Artículo 35.- Vinculación 
al Código.  

1. Las entidades que manifiesten su adhesión al presente Código Ético, por el solo 
hecho de su adhesión se comprometen a respetar en sus actividades de publicidad, co-
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Además de estos argumentos, considero que las afirmaciones de las 

empresas respecto a las buenas prácticas, o su adhesión a códigos de 

conducta, reglamentos, etc., son exigibles de acuerdo a lo normado como 

principio general en el derecho de obligaciones: el valor vinculante de la 

manifestación unilateral de voluntad (art. 917 y concordantes del CC). 

Nunca podrá dejarse de lado la doctrina de los actos propios o estoppel 

(nemo contra factum proprium venire potest), que no habilita a crear una 

expectativa sobre las propias declaraciones para luego no satisfacerlas. 

La doctrina de la apariencia también coadyuvará a la operatividad de los 

actos propios, agravada por la calidad de profesional que reviste el pro-

veedor1105. Será de aplicación a este respecto el art. 902 del CC, en cuan-

                       

mercio electrónico, protección de datos, protección de menores y accesibilidad y usabi-
lidad, las normas en él recogidas”. (...) 

“Por su parte, las entidades adheridas que realicen transacciones contractuales de 
comercio electrónico con consumidores reguladas en el Título III se someten, para la re-
solución de las controversias que surjan por presunta infracción de las normas del pre-
sente Código relativas a la contratación con consumidores, así como por las controver-
sias derivadas de la protección de datos cuando estén relacionadas con este ámbito, y 
para el caso de que no hubieran podido ser resueltas por el Comité de mediación de 
AECEM, al arbitraje de la Junta Arbitral Nacional de Consumo o de las Juntas Arbitrales 
de ámbito autonómico con las que el sistema de autorregulación haya formalizado 
acuerdo, constituidas de acuerdo con lo establecido en el Real Decreto 231/2008” (...). 

“4. En consecuencia, las entidades que manifiesten su adhesión a este sistema de 
autorregulación se comprometen a acatar y cumplir escrupulosamente y con carácter 
inmediato el contenido de los acuerdos de mediación adoptados, así como las resolucio-
nes que el Jurado de la Publicidad, la Junta Arbitral Nacional de Consumo o cualquier 
otro órgano de resolución extrajudicial de controversias que se determine, puedan emi-
tir para la resolución de las reclamaciones que les sean presentadas en relación a este 
Código”. (...) 

“El Sello así insertado en la Web de una entidad adherida deberá enlazar con la pá-
gina Web de este sistema de autorregulación, con el fin de ofrecer a los usuarios un fácil 
acceso a los contenidos del Código y a los listados de miembros adheridos, y deberá faci-
litarles la posibilidad de formular una queja o presentar una reclamación. La obtención y 
utilización del Sello de Confianza Online se regirá por lo dispuesto en el Reglamento de 
Régimen Interior”. Disponible en http://www.confianzaonline.es/  

1105 Cfr. LORENZETTI, Ricardo, “La oferta como apariencia y la aceptación basada en 
la confianza”, LL 2000-D, 1160; también SCHÖTZ, “Los titulares de marcas…”, p. 990. 
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to será mayor la responsabilidad de aquellos que tienen pleno conoci-

miento de los hechos y las cosas1106. 

La responsabilidad del proveedor que actúa bajo un reglamento o 

código de buenas prácticas también le puede ser imputada en función 

de la creación del riesgo que pone en marcha con su actividad. En su 

condición de experto, ha previsto y acepta riesgos evitables mientras 

que los consumidores ni los han creado ni han tenido la oportunidad de 

preverlos, evitarlos o asegurarse contra ellos1107. Queda así determinada 

la distribución en los costos y las pérdidas de la empresa común, en este 

caso el negocio bilateral. Cada vez que un profesional pone en marcha 

un sistema de provisión, un servicio, o introduce un producto nuevo en 

el mercado, asume algún grado de riesgo en el que el inexperto no inter-

viene. Parece claro que al proveedor debe atribuirse una mayor carga de 

esos costos derivados, aunque las directrices o reglamentos no resulten 

legalmente obligatorios1108. 

IV. C. 6. Corolario 

En el corto y mediano plazo, el soft law y la autorregulación convivi-

rán con las normas estatales de Derecho Internacional Privado, ya sean 

estas normas directas o indirectas, de fuente interna o convencional1109. 

En beneficio del consumidor, y haciendo aplicación del principio in du-

bio pro consumptore, las declaraciones, manifestaciones, reglamentos, 

códigos de conducta y políticas de los proveedores, podrán ser conside-

rados fuentes de derechos subjetivos. Tendrán especial relevancia aque-

llas referidas a la garantía de defensa en juicio y a la solución gratuita y 

ágil de las controversias. Sería conveniente que las normas estatales 

admitan esta autorregulación y le den fuerza jurígena y obligatoria. Las 

distintas fuentes de las normas, voluntad estatal en un caso y autonomía 

                       

1106 Cfr. QUAGLIA, “La relación de consumo…”, p. 905. 
1107 Cfr. LORENZETTI, “La oferta como apariencia...”, p. 1165. 
1108 Cfr. FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, p. 204. 
1109 Cfr. VELÁZQUEZ GARDETA, La protección al consumidor online…”, pp. 63-64. 
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privada mediante autorregulación por la otra, deben confluir en el mis-

mo objetivo: la protección de la parte débil. En este sentido, parece 

oportuno que la designación de tribunales competentes complemente la 

validez de la asignación de mecanismos privados de solución de contro-

versias1110. 

IV. D. DERECHOS SUBJETIVOS E INTERESES COLECTIVOS 

IV. D. 1. Los derechos de incidencia colectiva del consumidor trans-

fronterizo 

Las modernas Constituciones prevén que los ciudadanos puedan 

accionar de modo conjunto cuando están en juego derechos de inciden-

cia colectiva. Para que esto sea posible, es necesario verificar: a) cuál es 

la naturaleza jurídica del derecho en juego; b) quiénes son los sujetos 

habilitados a reclamar protección; c) bajo qué condiciones puede resul-

tar admisible una acción; y d) cuáles son los efectos que derivan de la 

resolución que en definitiva se dicte1111. Si bien la mayoría de los estu-

dios se refieren a derechos de los ciudadanos hacia el interior de su Es-

tado, el mismo análisis se puede verificar en las relaciones transfronte-

rizas. Es más: pareciera que sin la herramienta de los procesos colecti-

vos, en cuanto facilitadora de la justicia procesal, difícilmente se pueda 

lograr la justicia sustancial1112. 

                       

1110 Idem, p. 70. 
1111 Cfr. DENNIS, “Diseño de una agenda práctica…”, pp. 228-230. 
1112 Cfr. PAREDES PÉREZ, José Ignacio, “La tutela jurisdiccional internacional de los 

intereses colectivos y difusos de los consumidores. Problemas actuales y propuestas de 
futuro”, Estudios sobre Consumo, Vol. 79, Madrid, 2006, pp. 75-87, en la Introducción. Si 
bien este autor se refiere a los procesos colectivos en el marco intracomunitario, sus 
conclusiones son perfectamente aplicables a este estudio. La razón de ser de las acciones 
colectivas es tratar de equilibrar la desigualdad procesal en que se hallan los consumi-
dores frente a los profesionales, lo que se agrava en procesos de escasa cuantía en el 
ámbito transfronterizo. Critica la ausencia de este tipo de acciones en el Reglamento 
44/2001 y la falta de previsión en la legislación interna en muchos de los países de la UE. 
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Tradicionalmente, en cuanto a las posibilidades de acceso a la justi-

cia —legitimación procesal—, la doctrina distinguía entre derechos sub-

jetivos, intereses legítimos e intereses simples o difusos1113. Los dere-

chos subjetivos o individuales son aquellos exclusivos y excluyentes de 

un sujeto dotado de acción, individualmente considerado; aún cuando li-

tigue conjuntamente con otros, la reparación siempre será individual. 

Por su parte, los intereses legítimos son derechos en expectativa, no re-

conocidos por la autoridad estatal, y que permiten reclamar administra-

tivamente, aunque sin acción judicial. Los titulares son los afectados por 

un acto administrativo, ya sea por su falta de mérito o conveniencia. Fi-

nalmente, el interés simple corresponde a toda la colectividad1114. Fi-

nalmente, los intereses difusos son aquellos que no pertenecen a una 

persona en particular ni a un grupo claramente diferenciado de perso-

nas, sino a una colectividad de muy difícil determinación, y cuyos 

miembros tampoco tienen entre sí una relación jurídica. Se refieren a 

bienes indivisibles, sin asignación individual, como muchos de los que 

pueden corresponder a los consumidores y usuarios1115.  

Hoy día es preferible hablar de intereses individuales, plurindivi-

duales y colectivos. A su vez, estos últimos, de acuerdo a quien sea el ti-

tular, se clasifican en colectivos, difusos y públicos1116. Con anterioridad 

a la reforma constitucional de 1994, los derechos de incidencia colectiva 

no eran fácilmente ubicables en ninguna de las tres categorías mencio-

nadas. Ahora, la expresión “derechos de incidencia colectiva” puede 

comprender tanto los intereses subjetivos o individuales como los in-

                       

1113 Cfr. PALACIO, Lino Enrique, “El ‘apagón’ de febrero de 1999, los llamados inter-
eses difusos y la legitimación del Defensor del Pueblo”, LL 2000-C, pp. 395 a 400, en 396. 

1114 Cfr. GORDILLO, Agustín, Tratado de Derecho Administrativo, Tomo 2, 2ª Edición, 
Fundación de Derecho Administrativo, Buenos Aires, 1998. Cap. II pp. 1-3, y IV pp. 1-2. 

1115 PALACIO, “El ‘apagón’ de febrero de 1999…”, p. 396. Sin embargo, para la CSJN 
en esta categoría entran también los “derechos de incidencia colectiva referentes a in-
tereses individuales homogéneos”. Cfr. CSJN “Halabi, Ernesto c. P.E.N. Ley 25.873 DTO. 
1563/04”, Fallos 332:111. 

1116 Cfr. AZAR, María José, “Los daños masivos en la jurisprudencia”, en LORENZETTI-
SCHÖTZ, Defensa del Consumidor, Ábaco, Buenos Aires, 2003, pp. 125-162, en 133-135. La 
CSJN asumió esta clasificación en el Fallo “Halabi”, ya citado. Cfr. considerandos 9 a 12. 
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tereses difusos y los colectivos. De estos últimos, los primeros son su-

praindividuales e indivisibles, y sus titulares son personas indetermina-

das pero ligadas por situaciones de hecho. Por su parte, los intereses co-

lectivos son aquellos, también de naturaleza supraindividual e indivisi-

bles, pero cuya titularidad pertenece a un grupo de sujetos ligados por 

una base fáctica entre sí, frente a otra parte (sujeto pasivo), existiendo 

de por medio una relación jurídica que las une1117.  

Los legitimados para la defensa de los derechos de incidencia colec-

tiva son, además de los propios afectados, las entidades que los repre-

sentan —asociaciones reconocidas— y el Defensor del Pueblo. De 

acuerdo al Art. 43 CN,  

“Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discrimi-
nación y en lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la com-
petencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de inciden-
cia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las asocia-
ciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que 
determinará los requisitos y formas de su organización”. 

Las acciones para reclamar la protección de los derechos de inci-

dencia colectiva pueden incoarse mediante reclamaciones particulares, 

acciones de amparo, declarativas, o también denuncias. Las garantías 

procesales para el resguardo de los intereses proceden ante cualquier 

acto u omisión de las autoridades o de los particulares, en la medida que 

afecten derechos y garantías constitucionales. Como indica la CSJN en el 

considerando 13 de la causa “Halabi”, es necesario a) verificar una causa 

fáctica común; b) una pretensión procesal enfocada en el aspecto colec-

tivo de los efectos de ese hecho; y c) la constatación de que el ejercicio 

individual no aparece plenamente justificado1118. Ahora bien, ¿cuándo un 

conflicto transfronterizo que involucra a consumidores puede conside-

rarse de incidencia colectiva? ¿Se requiere de modo imprescindible la 

existencia de relación de consumo? ¿Pueden ser parte los extranjeros 

                       

1117 Cfr. PÉREZ BUSTAMANTE, Derechos fundamentales del consumidor, p. 47. 
1118 Cfr. ALTERINI, Atilio Aníbal, “Las acciones colectivas en las relaciones de consu-

mo (el armado de un sistema)”, LL 2009-D, pp. 740-761, en 750. 
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que reclaman frente a proveedores argentinos? ¿Es posible solicitar un 

amparo colectivo contra proveedores extranjeros? ¿Puede un consumi-

dor argentino presentarse en un proceso colectivo abierto en el extran-

jero?1119. 

Debido a que un particular afectado puede exigir a la autoridad o a 

particulares el respeto de intereses colectivos, hoy día no hace falta pre-

guntarse por su naturaleza subjetiva o difusa1120. La afectación grupal no 

obsta al perjuicio individual ni viceversa, en virtud de la suerte común 

del sujeto y la comunidad a la que pertenece. De todos modos, creo que 

para la aplicación directa de estas disposiciones a la protección del con-

sumidor transfronterizo, debemos establecer con claridad si estamos 

ante un derecho patrimonial individual del sujeto afectado o ante un 

bien colectivo indivisible. La respuesta tendrá relación con la personería 

y legitimidad de quien reclama. 

Desde ya que la categoría del derecho implicará un límite para su 

protección. Para su ejercicio se debe verificar la existencia de una rela-

ción de causalidad, donde se manifieste la universalidad del interés en la 

afectación personal y directa del sujeto. La apreciación objetiva atiende 

a las condiciones personales o situación individual, y no a un mero inte-

rés abstracto y general. Es decir que, en lo que nos interesa, ya sea de 

modo indirecto o reflejo, el accionante deberá estar vinculado a una re-

                       

1119 La cuestión es relevante, porque podría tratarse de una posible solución a la 
paradoja de la nimiedad, entendiendo por esta la escasa cuantía de los reclamos y la difí-
cil sustanciación de un proceso cuando los costos procesales son inaccesibles. Como in-
dica PAIVA, “Sólo con tener que notificar la demanda en un país extranjero quedan des-
cartados la mayoría de los casos relacionados con consumidores y, por más que muchos 
tratados garanticen la gratuidad de los actos procesales transfronterizos, la sola necesi-
dad de contar con un corresponsal hacen de esa gratuidad una quimera. Difícilmente 
puedan superarse estos escollos mediante los punitory damages o las action class: la 
ecuación económica de un caso transfronterizo generalmente no cierra”. PAIVA, “Jurisdic-
ción internacional en contratos entre consumidores y bancos”, nota 3. La respuesta en 
Brasil parece ser positiva, en cuanto que las asociaciones de consumidores pueden invo-
car las garantías constitucionales e incoar acciones clase, también en el orden interna-
cional. Cfr. LIMA MARQUES, “Brésil”, p. 56. 

1120 Cfr. GORDILLO, Tratado de Derecho Administrativo, Tomo 2, II-4. 
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lación de consumo, sea esta actual, eventual o prospectiva1121. La juris-

prudencia y la doctrina se han referido en distintas ocasiones a la opera-

tividad directa de las garantías comprendidas en el mencionado artículo 

de la CN, sin que se requiera reglamentación del mismo, atento a su na-

turaleza y a la vía judicial que se prevé expresamente en el art. 43 

CN1122.  

Según algunos autores, como Laura PÉREZ BUSTAMANTE, el art. 42 CN 

debe interpretarse intra-sistemáticamente, atendiendo por un lado a 

que se encuentra dentro del Capítulo Segundo de la Primera Parte, de-

nominado “Nuevos Derechos y Garantías”1123. Esta ubicación dentro del 

contexto implica un propósito, que se integra con el concepto de desa-

                       

1121 Cfr. DROMI, Roberto, Derecho Administrativo, 6ª Edición actualizada, Ediciones 
Ciudad Argentina, Buenos Aires, 1997, p. 796. También GORDILLO, Tratado de Derecho 
Administrativo, Tomo 2, IV-9 a18. Se trata de cuestiones de personería y representación. 
Cfr. AZAR, “Los daños masivos en la jurisprudencia”, pp. 136-139 

1122 CNFed. Civil y Com., Sala I, “Defensoría del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires 
c. EDESUR”16/3/2000, LL 2000-C, 401. Cfr. PÉREZ BUSTAMANTE, Derechos fundamentales 
del consumidor, p. 46. ALTERINI, “Las acciones colectivas en las relaciones de consumo…”, 
p. 744. Más recientemente, en “Halabi”, la CSJN indicó que “Que la Constitución Nacional 
admite en el segundo párrafo del art. 43 una tercera categoría conformada por derechos 
de incidencia colectiva referentes a intereses individuales homogéneos. Tal sería el caso 
de los derechos personales o patrimoniales derivados de afectaciones al ambiente y a la 
competencia, de los derechos de los usuarios y consumidores como de los derechos de 
sujetos discriminados” (considerando 12). Si bien en muchos casos puede tratarse de 
derechos individuales enteramente divisibles y no bienes colectivos, igualmente existe 
un hecho, único o continuado, “que provoca la lesión a todos ellos y por lo tanto es iden-
tificable una causa fáctica homogénea. Ese dato tiene relevancia jurídica porque en tales 
casos la demostración de los presupuestos de la pretensión es común a todos esos inter-
eses, excepto en lo que concierne al daño que individualmente se sufre. Hay una homo-
geneidad fáctica y normativa que lleva a considerar razonable la realización de un solo 
juicio con efectos expansivos de la cosa juzgada que en él se dicte, salvo en lo que hace a 
la prueba del daño” (ibidem). La CSJN reconoce que si bien no existe una ley que regla-
mente el ejercicio de las acciones de clase, igualmente la norma constitucional es clara-
mente operativa y por tanto obligación de los jueces darle eficacia. “[las] garantías cons-
titucionales existen y protegen a los individuos por el solo hecho de estar en la Constitu-
ción e independientemente de sus leyes reglamentarias, cuyas limitaciones no pueden 
constituir obstáculo para la vigencia efectiva de dichas garantías (Fallos: 239:459; 
241:291 y 315:1492)”. Ibidem. 

1123 Cfr. PÉREZ BUSTAMANTE, Derechos fundamentales del consumidor, p. 49 y ss. 
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rrollo sustentable del art. 411124 y con la legitimación indicada por el art. 

43 para accionar en resguardo de intereses de incidencia colectiva. De 

aquí concluye que los derechos y garantías establecidos en la Constitu-

ción en defensa del consumidor crean una relación jurídica que excede 

el marco privado y compromete al Estado, siendo directamente operati-

vo1125. Creo que esta opinión debe matizarse.  

El art. 42 CN otorga a los consumidores y usuarios, “en la relación 

de consumo”, el derecho a la protección de su salud, seguridad e inter-

eses, el derecho a una información adecuada y veraz, una libertad de 

elección, etc. (primer párrafo); a su vez obliga a las autoridades a pro-

veer a la protección de esos derechos, a educar para el consumo, a con-

trolar los monopolios naturales y legales, etc. (segundo párrafo); com-

pleta estos propósitos con la obligación de establecer procedimientos 

eficaces para la prevención y solución de conflictos, con la sanción de 

marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia nacional, 

etc. (tercer párrafo). La mencionada autora se pregunta en primer lugar 

si los habitantes tienen derecho a exigir del Estado los comportamientos 

señalados en la norma, y luego, en caso de responderse afirmativamen-

te, cuál es la extensión de ese derecho.  

No coincido en otorgar una respuesta afirmativa general para todos 

los derechos enunciados en el art. 42 CN. Para que esta norma establez-

ca un derecho exigible, debe a su vez indicar el deber correlativo y el su-

jeto a cargo de ese deber. Como se indica en el párrafo segundo, los de-

rechos del consumidor que el Estado debe proteger son los que se enun-

cian en el párrafo primero pero “en la relación de consumo”. La relación 

                       

1124 Artículo 41 CN en su párrafo pertinente: “Todos los habitantes gozan del dere-
cho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las acti-
vidades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las ge-
neraciones futuras, y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará priori-
tariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley.” 

1125 Una opinión semejante tiene GARDELLA, “La equidad…”, p. 831, respecto a la in-
mediata aplicación por los jueces del trato equitativo y digno. CESCATO, Paola, “Acerca del 
artículo 42 de la Constitución Nacional”, LL 1999-E-211, también considera de aplicación 
inmediata el art. 42 en cuanto se puede ordenar la convocatoria de las audiencias públi-
cas como vía expedita para los usuarios puedan ejercer el derecho de participación en 
los términos del último párrafo del artículo citado, antes de una decisión trascendente.  



442 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

de consumo mencionada supone que existe un vínculo entre un consu-

midor y quien le provee esos bienes o servicios de consumo, con lo cual 

el obligado respecto de los deberes enunciados (información veraz, pro-

tección de la salud, etc.) es el proveedor o profesional co-contratante del 

consumidor. El Estado proveerá a la protección de esos derechos cuan-

do exista una relación de consumo, pero no es el obligado inmediato en 

esa relación. El deber directo en la relación de consumo corresponde al 

proveedor y el Estado eventualmente tiene un deber indirecto, ya sea 

sancionando las normas que impongan esos derechos, libertades, inmu-

nidades o poderes a favor del consumidor, o bien estableciendo los ór-

ganos y procedimientos que permitan el ejercicio de esos poderes, liber-

tades, inmunidades o potestades. 

Las otras obligaciones establecidas a continuación en el segundo 

párrafo sí competen al Estado y le imponen un deber correlativo. Éste es 

el obligado a proveer educación para el consumo, la defensa de la com-

petencia, la calidad y eficiencia de los servicios públicos, etc. Lo mismo 

podemos afirmar respecto del párrafo tercero del art. 42. Por lo tanto 

estamos ante dos tipos de derechos. Los del primer párrafo implican un 

derecho-deber a cargo del proveedor, y aún cuando el Estado a través 

de los poderes Legislativo y Ejecutivo incumpliera sus tareas de imple-

mentación, los magistrados de todas maneras pueden hacerlos efectivos 

frente a inconductas de los proveedores ya que operan como principios 

informadores del sistema, con lo cual resultarían de aplicación inmedia-

ta y directa. La afirmación de que “las autoridades proveerán a la pro-

tección de esos derechos” (comienzo del 2º párrafo) incluye a los jueces, 

que también son autoridades de uno de los poderes del Estado. Como ya 

dije, un deber importante será abrir la jurisdicción en caso de que no se 

hayan establecido procedimientos adecuados para casos transfronteri-

zos. 

Por el contrario, los deberes de las autoridades de los párrafos se-

gundo y tercero no son operativos por sí mismos, sino que de acuerdo a 

la división de poderes establecida por nuestra Constitución, la regla-

mentación o las eventuales obligaciones de hacer que de allí se derivan 

corresponden a los poderes Legislativo y Ejecutivo. La falta de regula-
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ción previa de esos aspectos, convertiría a la decisión judicial en arbi-

traria, ya que falta el contenido mínimo para que alguien pueda recla-

mar sus derechos, excepto la posibilidad establecida en el art. 39 CN1126. 

Como bien dice LORENZETTI, “no se puede obtener el bien materialmente 

determinado como objeto del derecho” como la educación para el con-

sumo, la protección de los mercados, etc., de modo inmediato “porque 

su ejecución individual afecta a terceros y requiere del proceso legislati-

vo previo y de la decisión consensuada”1127.  

En definitiva, para el ejercicio de acciones colectivas contra provee-

dores en casos transfronterizos de protección del consumidor, debere-

mos estar ante una relación de consumo que implique la existencia de 

un interés plurindividual homogéneo o transindividual. Éste se manifes-

tará en la existencia de múltiples relaciones de consumo. Los bienes po-

drán ser homogéneos, cuantificables individualmente, tal el caso de un 

grupo de afectados por prácticas bancarias fraudulentas o pasajeros de 

una misma línea aérea. Asimismo, puede tratarse de un bien indivisible 

y no fraccionable por cuotas adjudicables a cada uno de los titulares; tal 

sería el caso de un organismo administrativo o judicial que se negase de 

modo sistemático a recibir denuncias de consumidores por hechos su-

cedidos en el extranjero. 

IV. D. 2. Un caso: el derecho a la información veraz 

A modo de ejemplo, vale la pena cuestionarse si el deber de infor-

mación veraz establecido en el art. 42 CN es una garantía para los con-

sumidores transnacionales, de tal manera que esta disposición y los 

principios que de allí se siguen representan un umbral mínimo de apli-

cación obligatoria para todos los involucrados y eventualmente para los 

magistrados y autoridades intervinientes. También interesa saber si el 

                       

1126 “Cualquier ciudadano tiene el derecho de iniciativa para presentar proyectos 
de ley en la Cámara de Diputados, los que deberán ser tratados expresamente por el 
Congreso dentro del plazo de un año”. 

1127 LORENZETTI, Consumidores, p. 46. 
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consumidor argentino estará amparado frente una distorsión del mer-

cado, que en este supuesto será el mercado global.  

La obligación de brindar información veraz corresponde a los “de-

rechos de origen bilateral”, mientras que la transparencia de los merca-

dos se ubica dentro de los “derechos a posiciones jurídicas”, que impli-

can una garantía para el consumidor pero en la medida que el Estado ac-

túe. En todo caso, luego de la descripción y sanción de una conducta 

como abusiva, podrá el consumidor denunciar esa conducta. En el orden 

interno, la CSJN tuvo que resolver respecto de qué legitimación es re-

querida para poder ejercer esos derechos.  

En el caso “Monner Sans c/ Fuerza Aérea Argentina”, el máximo tri-

bunal concluyó que para poder ejercer los derechos del consumidor a 

una información cierta y veraz, debe existir una relación propiamente 

de consumo, y no un mero interés difuso, que en el caso tampoco exis-

tía1128. El caso se refiere a un abogado que intimó a la Fuerza Aérea Ar-

gentina mediante un amparo para que en un plazo determinado los 

usuarios y las asociaciones de consumidores puedan consultar el infor-

me sobre el estado de los aviones de las distintas empresas aéreas. La 

Corte, siguiendo el dictamen del Procurador, indicó que la condición de 

ciudadano no autoriza por si misma la intervención de los jueces: se de-

be acreditar el carácter de usuario. Además, manifestó que la relación de 

consumo se consolida con la línea aérea y no con el órgano de control.  

En doctrina de la CSJN, la extensión del derecho a una información 

veraz (art.42 CN) no debe confundirse con su ejercicio a través de una 

norma procesal (art.43 CN) La obligación establecida en el primer artí-

culo está en cabeza de las empresas de aviación con las que contratan 

los usuarios; es decir, que la condición de ‘usuario’ se configura con el 

uso del servicio (derecho de información) y la de ‘administrado’ está co-

nectada con los poderes públicos (derecho de peticionar ante las autori-

dades). 

                       

1128 CSJN, “Monner Sans, Ricardo c/ Fuerza Aérea Argentina s/ amparo ley 16.986”, 
14/4/2004, Fallos 329:4066. 
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También se cuestionó la legitimación del actor, ya que, si no lo fue-

ra, no habría “caso” o “causa”, por lo que no podría intervenir la Justicia; 

el principio de división de poderes obliga a la existencia de “controver-

sia judicial”. La existencia de “causa” presupone la de “parte”. A su vez, 

ésta es quien debe demostrar la existencia de un interés jurídico sufi-

ciente o que los agravios expresados la afecten de manera suficiente-

mente directa o sustancial. La Corte concluye que el pretendido usuario 

no posee legitimación procesal para reclamar la defensa de su derecho a 

la información veraz, ya que no demostró tener un interés concreto que 

lo beneficie, o un posible perjuicio de orden personal, susceptible de tra-

tamiento judicial. Por más que el art. 43 CN proteja los intereses de inci-

dencia colectiva, no quita que el afectado deba demostrar en qué medi-

da su interés concreto, inmediato y sustancial se ve lesionado por un ac-

to presuntamente ilegítimo. La categoría de ciudadano es un concepto 

muy general, y no es suficiente para arrogarse los derechos de todos los 

usuarios y, menos aún, de todos los habitantes. 

En la disidencia, la Ministra Carmen ARGIBAY consideró que una 

concreta denegación de información relevante para la decisión de con-

sumo, en este supuesto realizar viajes aéreos, es, por sí mismo, un daño 

o perjuicio que puede servir de base para la configuración de una “cau-

sa” judicial, más allá del resultado final del proceso, es decir, de la pro-

cedencia o no de otorgar esa información. El derecho a una información 

completa y veraz puede ser afectado por la falta de suficiente conoci-

miento, y es por sí mismo relevante para la decisión de consumo1129. De 

allí que asiste a un usuario legitimación procesal activa, ante la denega-

ción u ocultamiento de tal información por quien, en principio, debería 

asegurar o proteger el acceso a ella. Si el reclamante invoca verosímil-

                       

1129 «En cuanto a cómo debe operar el derecho a una información “adecuada y ve-
raz”, establecido en el artículo 42 de la Constitución Nacional, he de señalar que, a mi en-
tender, es el inverso al propuesto por la parte demandada. En efecto, mientras ésta su-
pone que no está obligada a proporcionar la información solicitada por el usuario a me-
nos que haya una norma expresa que la obligue a ello, la cláusula constitucional genera 
el deber de proporcionar toda información relevante para la decisión de consumo, a me-
nos que se invoque una razón normativa o fáctica que justifique mantener dicha infor-
mación en reserva» (del voto en disidencia de la Ministra Argibay). 
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mente la condición de usuario o consumidor, se puede considerar “afec-

tado”, en los términos del artículo 43 CN. 

Volviendo al objeto de estudio de esta tesis, en supuestos de con-

sumo transfronterizo los jueces podrán amparar al consumidor interna-

cional frente a la información mendaz o incompleta del proveedor ex-

tranjero, siempre que los magistrados requeridos a su vez sean compe-

tentes. Lo mismo sucederá cuando se pretenda ejecutar en el país una 

sentencia extranjera que violente este derecho-exigencia. Pero no po-

drán amparar el consumidor, aún cuando se trate de una relación de 

consumo internacional, frente a imperfecciones del mercado interna-

cional o abusos de posición dominante provenientes de proveedores ex-

tranjeros, ya que el Estado no está facultado para sancionar normas e 

imponer conductas con efecto extraterritorial a terceros fuera de sus 

fronteras.  

De aquí que —considerando los matices expuestos— es posible 

concluir que los derechos y garantías del primer párrafo del art. 42 CN 

son derechos subjetivos también para el consumidor internacional. Es-

tablecen un marco de protección mínimo a resguardar por las autorida-

des argentinas, incluyendo obviamente a los magistrados. 

IV. D. 3. Las asociaciones de consumidores y los derechos del con-

sumidor transfronterizo 

En nuestro derecho, la habilitación de las entidades representativas 

de consumidores para iniciar reclamos colectivos está garantizada por 

el art. 43 CN1130. En este sentido, la reglamentación de la LDC, art. 56 y 

ss., es la concreción de una garantía constitucional, ligada al acceso a la 

jurisdicción1131.  

La Propuesta de Ley Modelo Interamericana prevé procedimientos 

para la solución de controversias y reparación colectiva y/o representa-

                       

1130 Cfr. PÉREZ BUSTAMANTE, Derechos fundamentales del consumidor, p. 44-45. 
1131 Idem, p. 65. CNFed. Civil y Com., Sala I, “Defensoría del Pueblo de la Ciudad de 

Buenos Aires c. EDESUR”, 16/3/2000, LL 2000-C, 405-406. 
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tiva en caso de perjuicios comunes a los consumidores. Es una solución 

adecuada, ya que atiende a la realidad de que en ciertas circunstancias 

los perjuicios son causados a los consumidores de forma similar por la 

misma empresa o por empresas vinculadas. Puede tratarse de procedi-

mientos y organismos judiciales o administrativos que permitan la re-

paración, tanto monetaria como sustitutiva.  

La mencionada propuesta, al referirse a quiénes son los sujetos le-

gitimados para efectuar los reclamos, establece:  

“4.4 Las siguientes partes estarán legitimadas para iniciar un pro-
cedimiento según se describe en este artículo:  

4.4 (1) Un consumidor individual en nombre propio y en represen-
tación de otros consumidores que busquen la reparación por los perjui-
cios causados a los consumidores en forma similar, por la misma entidad 
o por entidades vinculadas; 

4.4 (2) Una parte o partes representativas, incluyendo una asocia-
ción de consumidores, actuando en representación de un grupo de con-
sumidores que busquen la reparación por los perjuicios causados a los 
consumidores en forma similar, por la misma entidad o por entidades 
vinculadas; 

4.4 (3) Una autoridad ejecutora gubernamental, incluyendo cual-
quier autoridad ejecutora de protección al consumidor o cualquier otra 
autoridad competente…”.  

Es importante, en estos procesos colectivos, verificar que los dere-

chos subjetivos no pierdan su virtualidad por agotarse la vía al no haber 

participado el consumidor ―no estar incluido en el grupo― o por no 

haber podido ejercer su opción de excluirse de la clase o de la acción co-

lectiva. En este sentido, resultan por demás relevantes las disposiciones 

referidas a las notificaciones a los consumidores, ya que estos pueden 

estar desperdigados por distintos países1132. En el marco internacional, 

                       

1132 Cfr. nros. 4.6 y 4.7 de la Propuesta de Ley Modelo Interamericana. La cuestión 
es tenida en cuenta en el orden interno por el art. 54 de la LDC, al referirse a las acciones 
de incidencia colectiva: “[L]a homologación del acuerdo requerirá de auto fundado, que 
deberá dejar a salvo la posibilidad de que los consumidores o usuarios individuales se 
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las cuestiones de litispendencia, cosa juzgada y excepción de incompe-

tencia, requieren un tratamiento diferenciado1133. Trataré estos aspectos 

con más detalle en el capítulo VI. 

Antes de la apertura del proceso colectivo, la autoridad administra-

tiva o judicial debe verificar que las cuestiones de hecho o derecho son 

comunes y preponderantes por sobre las que afectan a los consumido-

res de manera individual. Las acciones colectivas tienen sentido y resul-

tan eficaces cuando la cantidad de perjudicados por la misma conducta 

empresaria es lo suficientemente amplia como para justificar la impro-

piedad de repetir procedimientos esencialmente similares. Los consu-

midores perjudicados pueden conformar la clase mediante mecanismos 

de inclusión (opt in), es decir que los consumidores mismos dan los pa-

sos apropiados para hacerse incorporarse al procedimiento colectivo, o 

sobre una base de exclusión (opt-out), es decir que los consumidores 

quedan incluidos al procedimiento colectivo, a menos que tomen medi-

das para ser excluidos1134.  

Como se puede observar, la amplitud de los mecanismos y la repre-

sentación facilitan el acceso a la justicia de consumidores afectados, en 

busca de la reparación de daños o perjuicios económicos tal vez de poca 

monta, que individualmente considerados harían irrelevante su recla-

mo. Los aspectos jurisdiccionales de estos procesos, así como algunas 

consideraciones de análisis económico, serán tratados en el capítulo VI. 

                       

aparten de la solución adoptada”. A su vez, “La sentencia que haga lugar a la pretensión 
hará cosa juzgada para el demandado y para todos los consumidores o usuarios que se 
encuentren en similares condiciones, excepto de aquellos que manifiesten su voluntad 
en contrario previo a la sentencia en los términos y condiciones que el magistrado dis-
ponga (ibidem).” 

1133 Cfr. SOTO, Temas estructurales…, pp. 66 y 119. 
1134 Cfr. nros. 4.6 y 4.7 de la Propuesta de Ley Modelo Interamericana. Cfr. ALTERINI, 

“Las acciones colectivas en las relaciones de consumo…”, nro. 12 y ss. 
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IV. E. LOS DERECHOS DEL CONSUMIDOR TRANSFRONTERIZO COMO DERECHOS 

SUBJETIVOS 

IV. E. 1. El concepto de derecho subjetivo 

Los derechos subjetivos del consumidor transfronterizo en la rela-

ción de consumo, consisten en las facultades de exigir una determinada 

conducta, con sustento en un interés jurídicamente protegido. Tendrán 

origen en algunas de las fuentes estudiadas hasta el momento: los dere-

chos fundamentales, los principios generales o sectoriales del ordena-

miento, las normas de fuente interna o internacional, la autonomía de la 

voluntad, la costumbre internacional. Al hacer referencia a la relación de 

consumo, manifesté la necesidad de que “alguien” esté compelido al de-

ber jurídico (dar, hacer o no hacer). Puede tratarse del proveedor obli-

gado como sujeto pasivo, o bien la comunidad en general y cada indivi-

duo en particular a cargo de deberes genéricos frente a todos los con-

sumidores transfronterizos. El Estado también puede estar obligado a 

prestaciones específicas, como brindar servicios de justicia o ejercer el 

poder de policía en resguardo de los consumidores. 

Como puede observarse, para determinar los derechos subjetivos 

—facultades, prerrogativas y atribuciones—, habrá que establecer los 

términos de la relación jurídica: consumidor, obligado, objeto adecuado 

y vínculo (causa eficiente) relevante en el orden internacional. De esto 

me ocuparé en el capítulo V. 

Todo sistema jurídico de relaciones humanas implica una estructu-

ra de derechos y deberes. Desde la perspectiva del legislador —

nacional, internacional o comunitario— que dispone el derecho positi-

vo, le corresponde establecer las prerrogativas a favor del consumidor. 

El juez, por su parte, que debe resolver acerca de la justicia del caso 

concreto, dirá si es ajustada a derecho (y no sólo legal) una situación de-

terminada. Ellos serán quienes tengan a cargo la especificación de los 

derechos del consumidor transnacional. El planteo implica que la mayor 

parte de las afirmaciones de derechos que se hacen en el discurso políti-

co o en directrices o Cartas, deberán ser sometidas a un proceso racio-
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nal de especificación, valoración y reserva, con el fin de establecer las 

obligaciones correlativas a la siguiente enunciación: “el consumidor, en 

la relación de consumo transfronteriza, tiene un derecho a...” 1135. 

IV. E. 2. El contenido propio y diferenciado de los derechos subje-

tivos del consumidor transfronterizo 

En la constelación de derechos del consumidor aparecen las distin-

tas facultades que el ordenamiento le brinda a su favor de tal manera de 

restablecer esa relación desequilibrada. Así, las potestades establecidas 

en su favor son atribuciones que le son otorgadas. La juridicidad, enton-

ces, no está dada por la persona sino por las atribuciones que el consu-

midor adquiere. No significa esto que no importe su dignidad y su sta-

tus, sino que su posición en la relación jurídica será en última instancia 

lo que resultará relevante para lograr un efectivo marco de protec-

ción1136.  

Las potestades del consumidor transfronterizo tienen un límite ob-

jetivo. El reparto de las cosas propio de una determinada relación de 

consumo da lugar a una potestad a que esa relación se efectivice en 

equilibrio, tanto (i) por la el respeto de la dignidad del consumidor co-

mo persona; (ii) por la finalidad del acto de consumo en tanto instru-

mental de los bienes humanos básicos; (iii) y por la juridicidad objetiva 

de la relación de consumo como acto de justicia.  

                       

1135 En la elaboración progresiva de un derecho internacional del consumo resulta 
de especial interés para la etapa inicial de su desarrollo —que seguramente transitará 
por la judicatura—, pasar de las pretensiones (afirmaciones) de relaciones de dos térmi-
nos entre una persona o clase de personas y una materia o clase de materia, a relaciones 
de tres términos. “Antes de otorgar razonablemente verdadera fuerza concluyente a es-
tas afirmaciones, deben ser traducidas a relaciones específicas de tres términos”. Cfr. 
FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, pp. 246-248. 

1136 Respecto de la noción de derecho subjetivo, Cfr. RABBI-BALDI CABANILLAS, Rena-
to, La Filosofía Jurídica de Michel Villey, Eunsa, Pamplona, 1990, pp. 481-482. Si bien el 
derecho es la misma cosa justa, se puede hablar de derecho subjetivo sin caer en un in-
dividualismo a ultranza que se transforme en un voluntarismo sin límites a favor del 
consumidor. Coincidimos en que así como la autonomía de la voluntad es una ficción que 
lleva a notables abusos, el individualismo del consumidor puede llevar a otros.  
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La determinación no es subjetiva sino que surgirá de la naturaleza 

de las cosas, de la ley, o de un contrato. Cada una de estas concreciones 

en la atribución de “lo suyo” del consumidor tendrá un mayor grado de 

cercanía con lo natural o será indiferente en su determinación, pero 

siempre bajo los principios de la razonabilidad. Esas leyes, contratos, 

derechos humanos o derechos fundamentales, imponen deberes, y se 

denominan “derecho” por metonimia1137. El contexto económico y social 

será determinante de esta pauta de razonabilidad, y por lo tanto no se-

rán iguales las formalizaciones de estos derechos en relaciones interna-

cionales de consumo correspondientes a países integrantes de un mer-

cado común interior, o que forman parte de una unión aduanera, o que 

están totalmente desvinculados entre si. 

La ley puede otorgar un derecho subjetivo en la medida que esta-

blece con un mínimo de precisión una facultad o poder en beneficio del 

consumidor transnacional, la cual supone el deber o contraprestación 

del profesional. La ley, en tanto determina la cosa justa debida a otro, 

lleva ínsita la facultas exigendi1138. La alteridad que la relación de con-

sumo internacional implica, lleva de suyo que la facultas exigendi sea un 

aspecto connatural al concepto de derecho aquí aludido, porque éste 

supone necesariamente un “otro” al que le es debido, cuanto menos, lo 

“suyo” que su propio “ser personal” entraña. Es connatural a la noción 

de derecho, que implica la posibilidad jurídica de cumplir con una ac-

ción. 

                       

1137 Cfr. KALINOWSKI, Georges, Concepto, fundamento y concreción del derecho, Abe-
ledo-Perrot, Bs.As., p. 19 y ss. Dice este autor que “así es como, por medio de la ley, causa 
del derecho, su causa instrumental, el legislador, Dios o el hombre, según el caso, deter-
mina el derecho”. Ibidem, p. 21. Y agrega que “nadie puede pronunciarse sobre lo justo o 
lo injusto sin referirse a la ley, a la regla divina o humana, natural o positiva, escrita o 
consuetudinaria, la cual establece el derecho. Esta regla es siempre exterior porque 
emana de un legislador. Ella es también en la mayoría de los casos, general, en tanto que 
lo justo es concreto. Es necesario, entonces, que la prudencia de todo hombre enuncie 
para sus necesidades del momento la regla interior y concreta de lo justo por hacer. A fin 
de encontrarla es necesario tener en cuenta las circunstancias de tiempo y de lugar, por-
que es hic et nunc que se debe obrar de una manera justa”. Ibidem, p. 23.    

1138 Cfr. RABBI-BALDI CABANILLAS, La Filosofía Jurídica de Michel Villey, p. 484. 
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Si el derecho del consumidor transnacional es la misma cosa justa, y 

el acto de justicia es dar a cada uno lo suyo, primero se debe determinar 

qué pertenece a ese consumidor, como por ejemplo una garantía, un do-

cumento, un plazo, una información veraz, una cláusula equitativa, etc. 

La atribución o apropiación originaria —naturaleza de las cosas, ley o 

contrato— será luego el objeto de la justicia, sin que pueda confundirse 

con la justicia misma. Como expresa TOMÁS DE AQUINO con prístina clari-

dad,  

“Dado que el acto de la justicia es dar a cada uno lo que es suyo, al 
acto de justicia precede el acto por el cual algo se hace de alguien, como 
se ve en las cosas humanas; pues alguno trabajando merece que se hace 
suyo aquello que el retribuidor por un acto de justicia le da; por lo tanto 
aquel acto por el cual por primera vez algo es hecho de alguien, no puede 
ser acto de justicia”1139. 

Esa atribución, en el caso de la LDC o de otras legislaciones extran-

jeras o internacionales involucradas, será en muchos casos legal y se 

constituirá como potestad, como poder de reclamar el consumidor fren-

te al profesional. La atribución positiva obedece a una razón natural: el 

equilibrio en las prestaciones, la finalidad del acto de consumir, etc. Ese 

suyo de cada uno estará constituido por las potestades admitidas por el 

derecho del consumo transnacional, o cada conducta ordenada a los 

profesionales-proveedores. Podrán ser expresamente establecidas, o 

bien resultar de la aplicación inmediata de derechos fundamentales 

oponibles erga omnes o de principios generales del sistema, en muchos 

casos similares en todas las culturas jurídicas. Cualquiera sea el origen 

de las atribuciones resultantes, ya sean impuestas legislativa o judicial-

mente, tendrán su fuente última en los principios permanentes de la ra-

zón práctica a que nos hemos referido supra en I. D. 51140. 

                       

1139 TOMÁS DE AQUINO, Suma contra los gentiles, Lib. II, C. XXVIII, traducción a cargo 
de María Mercedes BERGADÁ, Club de Lectores, Buenos Aires, 1951. 

1140
 Cfr. FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, pp. 308-317. 
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IV. E. 3. La especificación de los derechos del consumidor trans-

fronterizo definidos en “tres términos” 

Verificar el cumplimiento del valor justicia mediante la vigencia de 

un marco protectorio del consumidor transfronterizo implicará, por 

tanto, tener clara noticia de los derechos subjetivos existentes en el caso 

concreto. O, tomando como guía la pregunta de FINNIS, ¿hay alguna ex-

plicación general sobre qué será tener un derecho?1141 Desde el punto de 

vista del objeto de estudio, responder a esta cuestión será útil para de-

terminar si un consumidor transnacional está o no protegido por de-

terminada prerrogativa o si razonablemente se puede predecir su situa-

ción jurídica frente a un proveedor extranjero en un negocio determi-

nado.  

La aplicación de las ideas de los acápites anteriores a los derechos 

subjetivos del consumidor en el ámbito internacional, reviste particular 

importancia. Por lo general los autores ven los derechos como dos rela-

ciones entre una persona y una cosa: por ejemplo el derecho a cobrar 

cierta suma por un contrato. Esto es así a fin de simplificar el análisis, ya 

que el derecho en general es una combinación demasiado compleja de 

derechos de tres términos o “hohfeldianos”1142. La relación que atribuye 

una potestad sobre una cosa (dos términos) confiere unidad inteligible a 

una serie temporal de los muchos y variados conjuntos de derechos que 

un mismo y único conjunto de reglas proporcionan en momentos distin-

tos para asegurar y dar contenido a un objetivo subsistente único.  

FINNIS, siguiendo a HOHFELD, dice que toda proposición sobre qué es 

un derecho se reduce a una de las siguientes formas de “derechos hoh-

feldianos”, o a una combinación de ellos1143. Estas son:  

a. derecho exigencia; 

                       

1141 Idem, p. 232. 
1142 Idem, pp. 230-231. Este autor los denomina “derechos hohfeldianos” debido a 

la enunciación que hiciera W.N. HOHFELD, Fundamental Legal Conceptions, New Haven, 
1919. Existe traducción castellana, Conceptos Jurídicos Funamentales, Centro Editor de 
América Latina, Buenos Aires, 1968. 

1143 Cfr. FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, p. 227 y ss.  
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b. libertad (o privilegio); 

c. poder; 

d. inmunidad. 

Afirmar un derecho es establecer una relación entre tres términos: 

a. una persona determinada,  

b. una descripción de un tipo de acto, 

c. y otra persona determinada1144.  

En algunas relaciones el acto se refiere a los actos jurídicos (com-

prar, vender, dar en arrendamiento, prestar o reclamar un servicio, 

etc.); estos últimos corresponden a los denominados “poderes” o “in-

munidades”. En cambio en los derechos “exigencias” y las “libertades” el 

acto puede ser tanto un acto jurídico como un acto humano, aunque 

pueda ser objeto de una definición jurídica (caminar, golpear, viajar en 

avión, brindar trato digno, dar información veraz y suficiente, etc.)1145.  

La distinción más importante es entre derecho-exigencia y libertad. 

El primero implica positivamente recibir algo de otro o no ser obstaculi-

zado. En el caso de la libertad jurídica la materia de la pretensión jurídi-

ca son los propios actos, restricciones u omisiones; esa propia libertad 

puede ser realzada o protegida por un derecho o conjunto de derechos 

adicionales, que estarán a cargo de distintos sujetos; esto último implica 

una conjunción de dos derechos: una libertad, y una serie de derechos-

exigencias, A con B, A con C, A con D, A con N... 

La cuestión que se plantea es si el deber de B requiere que por me-

dio de una regla se establezca un correlativo derecho-exigencia frente a 

un determinado consumidor A. Ejemplificaré con dos casos. En primer 

lugar, tomemos el deber de información veraz, al que ya me referí. En 

este supuesto la respuesta alternativa es que habrá un consumidor A 

con un derecho-exigencia correlativo al deber de información veraz del 

proveedor del extranjero B si y sólo si hay algún consumidor A que tiene 

                       

1144 Idem, p. 228. 
1145 Idem, p. 229. 
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el poder de entablar una apropiada acción legal de reparación en el caso 

de que B deje de cumplir su deber de brindar adecuada información1146.  

En segundo lugar, consideremos “la defensa de la competencia co-

ntra toda forma de distorsión de los mercados”. Aquí el consumidor ar-

gentino tendría un derecho-exigencia en el caso de que alguien debiera 

repararlo por haber faltado al deber de transparencia o libertad de los 

mercados, y eventualmente a que un gobierno —el de su propio Estado, 

de un tercer país o un tribunal supranacional— indique deberes de con-

ducta a particulares dentro de los deberes de policía del mercado.  

Hay que aclarar que el derecho del consumidor Pedro contra el 

proveedor ACME implica que ACME tiene un deber de actuar de deter-

minada manera, y Pedro es el destinatario de la ventaja, por que es titu-

lar de un derecho-exigencia correlativo al deber ACME. La otra posibili-

dad es que sólo habrá deber de ACME si hay un consumidor Pedro que 

puede entablar una apropiada acción legal de reparación si ACME no 

cumple con su deber. 

Puede suceder, como cuando hice referencia a las normas declara-

tivas o programáticas, que no esté determinado el sujeto que tiene a 

cargo la prestación correspondiente al derecho fundamental, o bien que 

no se ha definido la extensión de ese derecho. Debe quedar claro que 

todo deber o derecho tienen un destinatario, un “alguien” obligado o ti-

tular1147. De allí la necesidad imperiosa de establecer los derechos del 

sistema protectorio en formulaciones de “tres términos”1148. 

                       

1146 Idem, p. 231. 
1147 Cfr. GORDILLO, Tratado de Derecho Administrativo, Tomo 2, III-1. 
1148 Laura PÉREZ BUSTAMANTE presenta una interesante aplicación práctica de estos 

conceptos, aunque limitada al ámbito interno, y respecto de normas relacionadas a pres-
taciones nucleares y deberes colaterales indicadas en la LDC. Cuando se refiere al acceso 
al consumo “¿tienen los habitantes derecho a exigir del Estado los comportamientos se-
ñalados por la norma? Y, en caso afirmativo, ¿en qué extensión?”, la autora, a mi parecer, 
queda a mitad de camino y se contradice con la doctrina de HOHFELD a quien dice seguir. 
Ya que si bien “la adopción del modelo de desarrollo sustentable tiene por objeto el de-
sarrollo humano, que conlleva la satisfacción de las necesidades humanas y supone, por 
ende, el acceso a bienes y servicios”, al indicar luego que “la medida de tal acceso estará 
marcada por las particularidades de cada momento histórico (nivel de evolución del de-
sarrollo, valoraciones sociales, etc.)”, está faltando justamente el “acto” o acciones con-
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Como afirma FINNIS,  

“[p]odemos hablar de derecho siempre que una exigencia o princi-
pio básico de la razonabilidad práctica, o una regla de ahí derivada, da a 
A y a todos y cada uno de los otros miembros de una clase a la que A per-
tenece, el beneficio de (i) una exigencia (obligación) positiva o negativa 
impuesta a B (incluyendo, inter alia, cualquier exigencia de no interferir 
con la actividad de A o con su disfrute de alguna otra forma de bien) o de 
(ii) la habilidad de hacer que B quede sometido a una exigencia de ese ti-
po, o de (iii) la inmunidad de verse sometido él mismo por B a cualquier 
exigencia de ese tipo”1149.  

Los sistemas jurídicos que en lo sustancial comparten el mismo 

concepto de cierto derecho del consumidor, como por ejemplo la obliga-

ción de brindar información clara y veraz, pueden tener no obstante di-

ferentes concepciones de ese derecho. Sus especificaciones difieren, en 

parte porque tienen en mente deferentes circunstancias y en parte por-

que especificar implica normalmente elegir, mediante algún proceso au-

toritativo, entre alternativas que son más o menos igualmente razona-

bles. Este proceso, mediado por la transformación de las relaciones de 

“dos términos” en otras de “tres términos”, es el que arriba a particula-

ridades disímiles, que en nuestro caso podemos denominar “falta de 

uniformidad” y eventualmente “falta de eficacia”1150. 

El concepto de ‘deber’ asociado al ‘derecho’, es requerido, más que 

por una cuestión lógica, por una razón de la concepción del bien común. 

                       

cretas (dar, hacer, no hacer, o conductas obligadas, prohibidas o permitidas). Si el juez 
debe determinar el objeto para obligar al Estado como sujeto pasivo del acceso al con-
sumo, se convierte así en repartidor de los bienes comunes, tarea propia de la justicia 
distributiva, asignadas a los otros poderes del Estado. Esto no implica que en un caso 
particular —por ejemplo ante una situación personal de carencia extrema o daño a la sa-
lud—, obligue a atender ese caso particular mediante la satisfacción de necesidades 
humanitarias. También, probablemente, se puedan mandar conductas ante “incumpli-
miento de los deberes de funcionario público”, pero incluso aquí deben estar determina-
dos “esos deberes” de “tal funcionario”. Por tanto, para definir el derecho subjetivo de 
acceso al consumo, se requiere una concreción en derechos de tres términos, o even-
tualmente, definición ad casum por parte del juez. Ese es nuestro disenso con la autora. 
Cfr. PÉREZ BUSTAMANTE, Derechos fundamentales del consumidor, p. 51. 

1149 FINNIS, Ley Natural y Derechos Naturales, p.234. 
1150 Idem, p. 247. 
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Explicar las exigencias de la justicia, implica hacer referencia a las nece-

sidades del bien común en sus distintos niveles. Hay razones para con-

siderar que el concepto de deber, obligación o exigencia desempeña un 

rol más explicativo y estratégico que el concepto de derechos1151. No 

pierde importancia o dignidad el concepto de derechos, pues el bien 

común es precisamente el bien de los individuos cuyo beneficio, deriva-

do del cumplimiento del deber por parte de otros, constituye su derecho 

porque les es exigido a esos otros en justicia. Esto debe entenderse en 

referencia al bien común de la comunidad internacional; por este moti-

vo resulta totalmente razonable, por ejemplo, imponer códigos de con-

ducta a los proveedores en su trato con consumidores u otorgar valor 

universal a ciertos principios como el favor debilis. 

IV. E. 4. Inventario conceptual de los derechos subjetivos que inte-

gran el sistema protectorio del consumidor transfronterizo 

Ante la evidente falta de armonía en los conflictos de derechos del 

consumidor transnacional —salvadas las excepciones de los espacios 

económicos jurídicamente organizados que han resuelto esta cuestión—

, y hasta tanto no se cuente con una completa serie de derechos enun-

ciados en “tres términos”, debemos mínimamente contar con una “hoja 

de ruta” para poder reconocerlos. Recién luego podremos analizar cómo 

hacerlos efectivos. 

De acuerdo a lo desarrollado hasta aquí, el entramado de derechos 

subjetivos del consumidor transnacional en la relación de consumo, ya 

sea que se trate de obligaciones nucleares o deberes colaterales a cargo 

del proveedor, se conforma por:  

a) Las soluciones judiciales a la que se arriba mediante la apli-

cación de principios generales del derecho, o de principios 

del Derecho Internacional, del Derecho Internacional Priva-

do, o la aplicación directa del favor debilis o in dubio pro 

consumptore; 

                       

1151 Idem, p. 238. 
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b) Los derechos fundamentales del consumidor, cuando resul-

tan de aplicación inmediata por los tribunales; 

c) La preponderancia de los derechos fundamentales, cuando 

el juez del foro determina que son parte del orden público 

internacional, y por tanto pueden actuar como característi-

ca negativa de la consecuencia jurídica de la norma de con-

flicto;  

d) en el mismo caso, cuando ante un conflicto de jurisdiccio-

nes, el juez se arroga jurisdicción, o rechaza la atribución 

anteriormente determinada, o no da lugar a la ejecución de 

una sentencia extranjera; 

e) Cuando las normas imperativas en el orden interno, resul-

ten de la aplicación de principios jurídicos en el orden in-

ternacional o derechos fundamentales;  

f) Cuando, ante una colisión de sus pretensiones e intereses 

con los del proveedor, se determina que el derecho corres-

ponde al consumidor, luego de aplicar sistemáticamente to-

do el ordenamiento;  

g) Cuando las normas de jurisdicción y las de conflicto brindan 

una solución material o jurisdiccional dentro del marco de 

un ordenamiento jurídico determinado, estableciendo dere-

chos-potestades secundarios, que no contrarían los princi-

pios generales o sectoriales, ni afectan un derecho funda-

mental; 

h) Cuando las partes, en ejercicio de la autonomía de la volun-

tad en materia disponible, establecen derechos subjetivos; 

i) Cuando la costumbre internacional o disposiciones del soft 

law, conforman o permiten integrar la relación jurídica;  

j) Cuando en virtud de la existencia de derechos colectivos, el 

consumidor puede reclamarlos por sí o por terceros. 
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SEGUNDA PARTE 

 

LA JURISDICCIÓN COMPETENTE EN CONFLICTOS 

VINCULADOS A CONSUMIDORES TRANSFRONTERIZOS 

CAPÍTULO V.  

ÁMBITO DE APLICACIÓN  

DEL SISTEMA PROTECTORIO:  

LA RELACIÓN DE CONSUMO TRANSFRONTERIZA 

V. A. LA RELACIÓN DE CONSUMO: UN PROBLEMA DE CALIFICACIONES 

En Argentina y otros países el marco de protección del consumidor 

está dado por la relación de consumo. A ella hace referencia el art. 42 
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CN, la que se concreta luego en los artículos 1 a 3 de la LDC1152. De estos 

artículos se desprende que la disciplina de la defensa del consumidor —

de acuerdo a la que sería nuestra lex fori—, se estructura y fundamenta 

sobre la relación de consumo y no sobre el consumidor en sí mismo 

considerado, aún cuando éste sea el sujeto de derecho tenido en cuenta 

por el microsistema1153. De aquí que sea importante considerar que, al 

igual que en toda relación de justicia, está implícita la alteridad. 

Dado que el ordenamiento argentino establece como determinante 

para la aplicación del régimen protectorio que exista una relación de 

consumo, cabe preguntarse si, para la aplicación de un régimen particu-

lar de Derecho Internacional Privado, es necesario establecer la existen-

cia de una relación de consumo internacional, con características distin-

tivas. Así se deduce, por ejemplo, de la Convención de Viena sobre Com-

praventa Internacional de Mercaderías, cuando establece en su art. 2 

que 

“no se aplicará a las compraventas: a) de mercaderías compradas 
para uso personal, familiar o doméstico, salvo que el vendedor, en cual-
quier momento antes de la celebración del contrato o en el momento de 
su celebración, no hubiera tenido ni debiera haber tenido conocimiento 
de que las mercaderías se compraban para ese uso”. 

El mismo principio se desprende del Protocolo de Buenos Aires so-

bre Jurisdicción Internacional en materia Contractual, que en su art. 2 

parágrafo 6 excluye de su ámbito de aplicación a los contratos de ventas 

al consumidor. 

Yendo más lejos, si nos proponemos establecer un régimen que 

otorgue uniformidad a los criterios o conexiones relevantes que deter-

                       

1152 María Angélica GELLI considera que la mención a la “relación de consumo” del 
art. 42 CN es un límite a la amplitud de los derechos reconocidos. “Aún cuando la expre-
sión es ambigua, la relación de consumo supone un convenio celebrado del cual habrán 
de derivar los derechos protegidos y las responsabilidades consecuentes aunque, desde 
luego y en otros supuestos, podría corresponder la responsabilidad extracontractual 
prevista en el Código Civil”. Cfr. GELLI, Constitución de la Nación Argentina, p. 461, 

1153 Cfr. LORENZETTI, “La relación de consumo”, en LORENZETTI-SCHÖTZ, Defensa del 
Consumidor, p. 64. 
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minen la próxima y eficaz jurisdicción competente, ¿hasta qué nivel de 

detalle es necesario definir la relación de consumo?1154 Si se pretende 

establecer de manera indubitable la jurisdicción protectoria del consu-

midor, ¿esto depende necesariamente de una relación de consumo in-

ternacional, con características diferenciales? Además, ¿esta relación de 

consumo debe ser admitida de modo uniforme en todas las jurisdiccio-

nes? La relación de consumo tendría así criterios distintivos diferentes a 

la sola determinación del sujeto consumidor1155. Adelanto que perso-

nalmente soy partidario de establecer como definitorio del régimen pro-

tectorio la relación de consumo, y no la mera presencia de un consumi-

dor, en la acepción económica del término.  

Estamos ante un característico problema de calificaciones, al que 

me abocaré analizando cada uno de los elementos que componen la re-

lación jurídica de consumo transfronterizo. Aunque puede parecer ex-

traño, también habrá problemas de ‘cuestión previa’ en los aspectos ju-

risdiccionales. Por lo general este último concepto sólo se utiliza cuando 

la asignación del tribunal depende del derecho aplicable (doctrina del 

paralelismo) o cuando se trata de verificar la validez de la cláusula de 

prórroga. Pero algunos elementos de la relación de consumo podrían 

requerir prueba previa a la designación del tribunal. Así, en ocasiones se 

debe determinar si existe “uso final”, o si la persona jurídica puede ser 

sujeto activo de una relación de consumo, o si el reclamante es o no una 

persona vinculada al consumidor principal (familiar, por ejemplo). Por 

tanto, la cuestión previa será relevante si de la existencia de un elemen-

to depende que haya relación de consumo, atento a que el forum domici-

lii constituiría una jurisdicción anómala, dependiente de la materia. 

De aquí que el concepto basal de “relación de consumo transfronte-

riza” o internacional deba ser analizado desde el punto ius-privatista de 

                       

1154 Entiendo ‘proximidad’ como la vinculación axiológica entre el caso y el foro, y 
por ‘eficacia’, aquel que pueda hacer justicia a las partes. 

1155 Por este motivo han sido criticadas la Propuesta de Ley Modelo Interamerica-
na y la Propuesta canadiense de CIDIP VII, al no definir de modo preciso la relación de 
consumo. Así, ha quedado un tanto indefinido el ámbito de aplicación material de ambas 
propuestas. Cfr. VELÁZQUEZ GARDETA, La protección al consumidor on line…, pp. 338-339. 
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las calificaciones, es decir cómo se encuadra una cuestión o concepto 

dentro de una categoría1156. El aspecto metodológico se impone, ya que 

de alguna manera la relación de consumo calificada actuará como su-

puesto de hecho para que se pueda aplicar la consecuencia jurídica, es 

decir alguno de los particulares componentes del sistema protectorio de 

defensa del consumidor internacional. En concreto, normas específicas 

de atribución de jurisdicción1157. El juez ante el cual se presenta la de-

manda, si se trata de un caso multinacional, al momento de establecer 

su competencia deberá verificar la existencia de una relación de consu-

mo transfronteriza; lo mismo sucederá si se trata de habilitar un régi-

men de excepción, incluyendo la jurisdicción más favorable1158. Por otra 

parte, si se requiriera la existencia de una relación de consumo espe-

cialmente calificada como internacional, ante su ausencia, no tendría-

mos un caso multinacional y se aplicará el régimen local1159. Así, por 

ejemplo, en la Propuesta inicial de CIDIP VII presentada por la Delega-

ción de Brasil, existían calificaciones especiales de consumidores, de-

                       

1156 Cfr. PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Consumidor”, p. 8. 
1157 Como aclara FERNÁNDEZ ARROYO, “[D]ebe distinguirse el concepto coloquial y los 

que pueden utilizar los distintos autores para caracterizar al consumidor, del que brin-
dan los diferentes textos legales autónomos o convencionales. Puede suceder que un 
contrato sea a todas luces catalogable como de consumo, pero sin embargo no entrar en 
el marco concreto de la tipología prevista en la normativa aplicable. En ese caso, legal-
mente no hay consumidor y por lo tanto se trata de un contrato sin protección especial”. 
FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del MERCOSUR, p. 1029. 

1158 Del mismo modo que algunas legislaciones indican cuándo un contrato es in-
ternacional. Así, el Proyecto de Código de Derecho Internacional Privado para la Repú-
blica Argentina: “Art. 68. – Internacionalidad del contrato. Un contrato es internacional 
si tiene contactos objetivos con más de un Estado. Son contactos objetivos, entre otros, 
los lugares de celebración y de cumplimiento y los domicilios, establecimientos o resi-
dencia habitual de las partes y la situación de los bienes objeto del contrato”. De modo 
más amplio, la Convención de La Haya sobre acuerdos de elección de foro, “[u]na situa-
ción es internacional salvo que las partes sean residentes en el mismo Estado contratan-
te y la relación entre éstas y todos los demás elementos relevantes del litigio, cualquiera 
que sea el lugar del tribunal elegido, estén conectados únicamente con ese Estado”.  

1159 Cfr. TONIOLLO, “La protección internacional del consumidor”, pp. 98-99. VEIRAS 
PAZ, Jorge, “Consideraciones preliminares sobre diversos aspectos vinculados a la nor-
mativa sobre Protección Internacional del Consumidor”, Documento presentado al Foro 
de Expertos convocado para la CIDIP VII, p. 1. Disponible en www.oea.org. 
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terminantes de la aplicación del sistema protectorio, como era el caso de 

los turistas1160. 

Resolver los problemas de definición de los términos de la norma, 

implica interpretarla, descubriendo la voluntad real del legislador sobre 

el exacto alcance del tipo legal y la consecuencia jurídica1161. Las propo-

siciones que integran el supuesto de hecho o la consecuencia jurídica 

pueden estar integradas por otras proposiciones o normas incompletas, 

algunas materiales, otras de policía, a fin de completar la premisa mayor 

del silogismo1162. En nuestro caso, dada una relación de consumo inter-

nacional, se aplicará el sistema protectorio del consumidor transfronte-

rizo.  

El problema de las definiciones legales en su relación con la técnica 

legislativa siempre ha sido objeto de discusiones. La definición parece 

impropia de los textos legales, ya que al encasillar los conceptos en es-

trechos moldes, se corre el riesgo de acotar demasiado o —por el con-

trario— dejar abierto los conceptos de modo vago o impreciso. Nuestro 

VÉLEZ SÁRSFIELD, en la nota al art. 495 CC, citando a FREITAS, indica que 

                       

1160 Propuesta inicial de CIDIP VII, Art. 1.3. “Para el caso de los contratos de viaje y 
de tiempo compartido, se considerarán consumidores: a) el contratante principal o la 
persona física que compra o se compromete a contratar un viaje combinado o no, o un 
tiempo compartido para su uso propio; b) los beneficiarios o terceras personas en nom-
bre de las cuales contrata o se compromete el contratante principal a contratar el viaje o 
paquete turístico y los que usufructúen del viaje o del tiempo compartido por algún es-
pacio de tiempo, aunque no sean contratantes principales; c) el cesionario o la persona 
física o jurídica a la cual el contratante principal o beneficiario cede el viaje o paquete tu-
rístico o los derechos de uso”.  

1161 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, Tomo I, p. 409. SOTO, Temas es-
tructurales..., pp. 83-84.  

1162 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 410. LIMA MARQUES reco-
mienda la integración de términos de la norma conflicto de acuerdo a calificaciones exis-
tentes en el mismo sistema jurídico. En razón de esto, en la Propuesta de CIDIP VII no 
sería necesario definir el domicilio del consumidor, ya que la referencia obligada es la 
CIDIP II sobre domicilio de las personas físicas: art. “Artículo 2: EI domicilio de una per-
sona física será determinado, en su orden, por las siguientes circunstancias: 1. El lugar 
de la residencia habitual; 2. El lugar del centro principal de sus negocios; 3. En ausencia 
de estas circunstancias, se reputará como domicilio el lugar de la simple residencia; 4. En 
su defecto, si no hay simple residencia, el lugar donde se encontrare”. LIMA MARQUES, “Las 
teorías…”, p. 8. 
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en los textos legales sólo se las debe admitir cuando las definiciones 

contengan una regla de conducta, o por la inmediata aplicación de los 

vocablos, o por su influencia en las disposiciones de una materia espe-

cial. Por el contrario, se justifica definir cuando se trata de restringir el 

término para que lo definido cumpla con todos los requisitos de la legis-

lación1163.  

Pues de eso se trata. En nuestro problema de calificaciones, desde el 

punto de vista doctrinario, necesitamos definir ante qué tipo de cuestión 

estamos, si se trata de subsumir el problema en el régimen de protec-

ción del consumidor o por el contrario el supuesto no será ajeno al ré-

gimen general de los contratos internacionales u otra disciplina del co-

mercio transfronterizo; o bien porque puede resultar aplicable de modo 

exclusivo el ordenamiento interno. Esto es válido tanto para interpretar 

los términos de las normas de conflicto como las de jurisdicción, directa 

o indirecta1164. Al tratarse de un régimen de excepción, que aún ante la 

existencia del favor debilis se interpreta de modo restrictivo, la defini-

ción debe ser clara. 

A modo de ejemplo, podemos traer a colación dos casos práctica-

mente idénticos, litigados ante tribunales norteamericanos. El primero 

es Britt A. Shaw et al. V. Marriott International, Inc.1165 y el segundo Britt 

A. Shaw c. Hyatt International Corporation1166. Dejaremos de lado por el 

momento los criterios de atribución de jurisdicción y el rechazo de la 

                       

1163 Cfr. MORENO RODRÍGUEZ, José Antonio, “La CIDIP VII y el tema de protección al 
consumidor. Algunas reflexiones en borrador para el foro virtual”, p. 1. Documento pre-
sentado al Foro de Expertos de la OEA, 6/05/2006, disponible en www.oea.org  

1164 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 411. De acuerdo a SOTO, an-
te la ausencia de calificación autárquica, las cuestiones de calificaciones en las normas de 
jurisdicción se resuelven por la lex civilis fori. Cfr. SOTO, Temas estructurales…, p. 84. Co-
mo luego indicaré, en la protección del consumidor excepcionalmente se puede calificar 
al consumidor según la lex civilis causae, a fin de poder aplicar un régimen más protec-
tor. 

1165 United States District Court for the District of Columbia, Civil Action No. 05-
1138 (GK) 

1166 United States Court of Appeals, Seventh Circuit (Chicago, Illinois), 29 de agosto 
de 2006. 



 CAPÍTULO V 467 

 

excepción del forum non conveniens interpuesta por las demandadas, 

que resultaron ser cadenas hoteleras en ambas causas.  

En ambos casos se pretendió la apertura de una acción de clase. 

Veamos suscintamente los hechos, que podemos calificar como “melli-

zos”. Los demandantes, el señor Shaw y otros, domiciliados o radicados 

en distintos países y estados dentro de los EE.UU., contrataron vía In-

ternet sendas reservas en los hoteles Marriot y Hyatt, de Moscú, con una 

diferencia de seis meses entre una estadía y otra. Al hacer la reserva, 

ambos hoteles anunciaban en su página Web el precio en dólares ameri-

canos, advirtiendo que el pago final sería conforme a la cotización oficial 

del rublo anunciado por el Banco Central de Rusia, correspondiente al 

día de cierre de la cuenta. En la misma página existía un convertor que 

indicaba el precio aproximado en dólares americanos. En el momento 

del check out, se facturó la estadía en rublos y se pagó por tarjeta de 

crédito en dólares. El precio efectivo al momento del pago del resumen 

de la tarjeta de crédito, implicó un aumento real de las tarifas de cada 

hotel, de entre el 14 y el 18%; las diferencias de cambio se produjeron 

por el pase de una moneda a otra, por la utilización de una cotización 

distinta a la oficial, y por un aumento del tipo de cambio, ocurrido entre 

la firma del débito y la fecha de emisión del resumen de la tarjeta. 

En el primer caso, el tribunal de Columbia (domicilio de Marriot) 

entendió que se trataba de una violación a la ley de protección del con-

sumidor del Estado de Columbia, por cuanto los hechos configuraban 

prácticas comerciales engañosas y enriquecimiento sin causa. Por el 

contrario, el tribunal de Illinois (domicilio de Hyatt) entendió que se tra-

taba de un incumplimiento contractual, y por lo tanto no era posible 

abrir la acción de clase, al no aplicarse la Consumer Fraud Act.  

Como puede verse, ya sea que se trate de un ilícito civil o un incum-

plimiento contractual, dependerá que se abra o no la jurisdicción, tanto 

para los aspectos territoriales (¿tiene o no jurisdicción?) como procesa-

les (¿habilita una acción de clase?). La calificación del conflicto resultó 

determinante. En términos más afines a nuestro derecho, ¿estamos ante 

responsabilidad contractual o extracontractual? ¿Es un supuesto de vio-

lación del deber de buena fe y derecho a la información veraz, y por tan-
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to se trata de responsabilidad extracontractual, o bien se trata de un in-

cumplimiento del contrato? En el primer caso, la relación jurídica se lo-

caliza directamente en el Estado de Columbia, por ser el lugar donde 

ocurre la conducta ilícita. Si fuera un problema contractual, el incum-

plimiento se resolverá de acuerdo a la cláusula de elección de foro y de-

recho aplicable, o bien los otros criterios que resulten pertinentes1167. 

La calificación a los fines jurisdiccionales deberá efectuarse de 

acuerdo al sistema jurídico a que la norma pertenece; por lo general es-

ta será la lex fori, salvo que existiera una calificación autárquica, prove-

niente de un tratado internacional o de fuente interna1168. Si bien la cali-

ficación será normativa, nada impide que alguno de sus términos pueda 

ser calificado consuetudinariamente, cuando se trata de situaciones no 

regladas y donde existen carencias históricas. Sin embargo, si resultara 

dudoso que de acuerdo a la calificación según la ley del tribunal, esta-

mos o no ante una relación de consumo o de un consumidor, deberá op-

tarse por el régimen protectorio, aplicando, por ejemplo, una califica-

ción de consumidor según lex civilis causae1169. Resulta lógico en virtud 

de la aplicación del favor debilis o del in dubio pro consumptore.  

El asunto es importante, ya que ante un caso ius-privatista interna-

cional, el juez nacional podría aplicar de modo directo las calificaciones 

lex civilis fori contenidas en los arts. 1 de la LDC y 1 del Decreto 

                       

1167 En ambos casos, las compañías determinaban como condiciones predispuestas 
el sometimiento a los tribunales de los respectivos Estados, y sus correspondientes de-
rechos aplicables. 

1168 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 86. SOTO, Temas estructura-
les…, p. 66. 

1169 Propuesta de CIDIP VII, art. 1. 4. “Si la ley indicada como aplicable por esta 
convención definiese de forma más amplia o beneficiosa quien debe ser considerado 
consumidor o equiparase a otros agentes como consumidores, o el juez competente 
puede tener en cuenta esta extensión del campo de aplicación de la convención, si fuese 
más favorable a los intereses del consumidor”. Cfr. TONIOLLO, “La protección internacio-
nal del consumidor”, p. 97. En igual sentido, UZAL, María Elsa, “La protección al consumi-
dor en el derecho internacional privado”, RDCO, Nro. 139-141, pp. 239-258, en 242. Sin 
embargo, como luego veremos, en la UE el criterio es diferente, ya que por tratarse de un 
régimen de excepción, ante la duda no se hará lugar a los beneficios del sistema protec-
torio. 
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1798/941170. Pero esta consideración indiscriminada puede ser defec-

tuosa, ya que al no haberse previsto el ámbito de aplicación extraterri-

torial de la LDC, mal podría hacérselo a partir de conceptos que no fue-

ron elaborados a esos fines1171. Por este motivo, sería tan apresurado 

afirmar que el consumidor debe estar protegido en los términos de su 

ámbito domiciliario como que el proveedor está limitado en su respon-

sabilidad a la legislación de su establecimiento”1172. 

De todas maneras, resultará relevante cuál es el sistema jurídico 

donde la relación de consumo se desarrolla, cuál es su ‘hábitat’ natu-

ral1173. La debilidad del consumidor no puede deslocalizar una relación 

                       

1170 Cfr. PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Consumidor”, p. 11. 
1171 Las calificaciones autárquicas evitan problemas de desasimetrías jurídicas, 

como que algunas conductas sean lícitas en un país e ilícitas en otro. Este es el motivo 
que tuvieron en cuenta, por ejemplo, en la UE, al reglamentar el derecho aplicable a las 
obligaciones extracontractuales, Reglamento Roma II. Allí se lee, en el considerando 11: 
“El concepto de obligación extracontractual varía de un Estado miembro a otro. Por ello, 
a efectos del presente Reglamento, la noción de obligación extracontractual deberá en-
tenderse como un concepto autónomo. Las normas de conflicto de leyes contenidas en el 
presente Reglamento deben aplicarse también a las obligaciones extracontractuales ba-
sadas en la responsabilidad objetiva”. 

1172 En palabras de TONIOLLO, que resumen el propósito de este Capítulo: “De todos 
modos, la idea que debe gravitar a los fines de establecer un concepto, es la amplitud; y 
el principio que debe guiar la tarea del intérprete, es la finalidad tuitiva. La necesidad de 
protección de la parte débil de la relación de consumo, y por su condición de inferioridad 
frente a la otra, es que justifica la utilización de términos amplios, que faciliten la poste-
rior tarea de aplicación de derecho tuitivo. Que un eventual problema de calificaciones, 
no entorpezca, ni dificulte la protección. La propuesta de construcción de un concepto de 
Derecho Internacional Privado a partir de la consideración de los sistemas jurídicos con 
que el caso presenta conexión, nos conduce siempre a la posibilidad de utilizar como 
punto de partida el que tenga mayor amplitud, para luego pasar a adoptar, naturalmen-
te, el que más favorezca a sus intereses”. TONIOLLO, “La protección internacional del con-
sumidor”, pp. 96-97. 

m1173 GOLDSCHMIDT ejemplifica la cuestión trayendo a colación la calificación autár-
quica del art. 2 del Tratado de Derecho Comercial de Montevideo de 1889, por el cual la 
condición de comerciante es dependiente del lugar donde la persona tiene el centro de 
sus negocios. Podría darse el caso de que un comerciante lo fuera en su domicilio, pero 
no en los lugares donde desarrolla sus negocios. Derecho Internacional Privado, p. 88. 
SOTO llama a esto ‘calificación autárquica indirecta’, ya que remite a otro ordenamiento, 
en este caso para indicar cuál es el centro de los negocios. Cfr. SOTO, Temas estructura-
les…, pp. 83-84. 
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jurídica, de manera que una situación en la que no hay contacto razona-

ble entre el juez y el foro, en virtud de la lex fori quede desvinculada de 

la realidad. Si por el lugar de celebración, de cumplimiento o cualquier 

otro contacto relevante la relación era de derecho común, sería abusivo 

aplicar un régimen protectorio por el solo hecho de abrir la jurisdicción 

en un país no relacionado con el caso. 

V. B. LA RELACIÓN DE CONSUMO COMO BASE DEL SISTEMA PROTECTORIO 

INTERNACIONAL 

Desde el punto de vista del sistema interno, parto del supuesto por 

el cual el sistema de protección del consumidor queda habilitado ante 

una “relación de consumo”1174. Esta es una especie dentro del género “re-

laciones jurídicas” y específicamente, de las relaciones jurídicas patri-

moniales. DIEZ PICAZO las define como  

“toda situación que en la vida social se establece entre dos o más 
personas como un cauce idóneo para la realización de unos fines o inter-
eses que son dignos y merecedores de tutela, cauce que es disciplinado y 
organizado unitariamente por el ordenamiento jurídico”1175.  

                       

1174 Entre otros, LORENZETTI, Consumidores, pp. 73-75. Allí critica que se siga fun-
dando el sistema sobre la noción de consumidor. “El consumidor es un sujeto de dere-
chos pero no es el fundamento de la disciplina. El fundamento es el principio protectorio 
constitucional aplicado a partir del acto de consumo, lo que da lugar a una relación jurí-
dica de consumo”, idem, p. 73. “La relación jurídica de consumo es una definición norma-
tiva, y su extensión surge de los términos que la ley asigne a los elementos que la com-
ponen: sujetos, objeto, fuentes”, idem, p. 74. “El elemento activante del principio protec-
torio no es el acto de contratar (acto jurídico bilateral) sino el acto de consumir (hecho 
jurídico)”, idem, p.87.  

1175 DIEZ PICAZO, Luis, Fundamentos del Derecho Civil Patrimonial, Editorial Civitas, 
Madrid, 1993, Vol. I, p. 55. De modo semejante se expresa Santos CIFUENTES, al decir que 
el fin inmediato del negocio jurídico es producir efectos jurídicos, secundado por el or-
denamiento legal. Estos efectos son la formación o destrucción de relaciones jurídicas. El 
art. 944 del CC recoge esta idea: “Son actos jurídicos los actos voluntarios lícitos, que 
tengan por fin inmediato establecer entre las personas relaciones jurídicas, crear, modi-
ficar, transferir, conservar o aniquilar derechos”. CIFUENTES, Santos, Negocio Jurídico, 2ª 
edición actualizada y ampliada, Astrea, Buenos Aires, 2004, p. 156. 
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La patrimonialidad está dada por los bienes o intereses, que son 

susceptibles de valoración económica, quedando fuera por tanto las re-

laciones jurídicas familiares y las personales1176. Las relaciones jurídicas 

están conformadas por elementos estructurales y situaciones que dan 

lugar al contenido de la relación. Los primeros son los sujetos y el obje-

to, y las segundas son las situaciones de poder y de deber en que los su-

jetos se colocan entre sí y respecto del objeto, que se denomina ‘víncu-

lo’1177.  

Las relaciones jurídicas patrimoniales, a su vez, nacen generalmen-

te de negocios jurídicos patrimoniales, que son aquellos que tienen co-

mo efecto inmediato —justamente— la constitución, modificación o ex-

tinción de una relación o situación jurídica, estableciendo la regla de 

conducta o el precepto por el cual deben regirse los derechos y obliga-

ciones recíprocos que recaen sobre las partes1178.  

El negocio jurídico que origina una relación de consumo tiene la 

particularidad de que la regla que emana de la voluntad de los sujetos 

—en cuanto causa eficiente—, tiene limitaciones a su autonomía. Estas 

provienen de normas imperativas y dispositivas de la legislación protec-

tiva, que dan a esa relación una coloración específica. Pero esa mayor in-

jerencia no llega a tener el contenido de las relaciones impuestas y naci-

das directamente de la ley. En lo que nos interesa, se debe constatar en 

las relaciones de consumo transfronterizas si existe o no alguna injeren-

cia de preceptos legales imperativos que limiten la reglamentación de la 

voluntad de los particulares en el negocio jurídico por ellos celebrado. 

En caso de existir, la reglamentación establecida en la declaración de vo-

luntad será insuficiente para su interpretación, debiendo preguntarnos 

luego si es contraria a, o debe complementarse con, el orden público1179.  

                       

1176 DIEZ PICAZO, Fundamentos del Derecho Civil, pp. 56 y 74. 
1177 Idem, p. 56.  
1178 Idem, p. 73. 
1179 Cfr. DE CASTRO Y BRAVO, Federico, El Negocio Jurídico, reimpresión de la edición 

original, Civitas, Madrid, 2002, p. 35. 
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En gran medida estos negocios jurídicos serán contratos, pero tam-

bién están incluidas en el concepto de relación las etapas previas, los 

supuestos de responsabilidad extracontractual, y cualquier otra situa-

ción en las que de modo individual o formando parte de su grupo de in-

terés, el consumidor es afectado por las prácticas del mercado1180. En es-

te sentido, las Convenciones y Tratados que sólo se refieren a situacio-

nes contractuales, como el Protocolo de Santa María o el Proyecto de 

CIDIP VII, resultan insuficientes para abarcar todas las circunstancias en 

que un consumidor puede requerir la aplicación del régimen protecto-

rio. 

Para dar lugar a una relación de consumo, por lo tanto, se requiere 

la presencia de particulares sujetos, junto con un objeto con especiales 

calificaciones, o ciertas situaciones ajenas a la tipicidad propia de las pu-

ras y simples relaciones patrimoniales. Así, por ejemplo, un contrato de 

compraventa da lugar a una relación jurídica, pero para que se trate de 

una relación de consumo, alguno de los sujetos debe revestir la particu-

laridad de ser consumidor; además, el objeto tiene que poseer ciertas 

características, como su destino final, o ser nuevo (sin usar), o bien 

construido ex profeso para la venta como vivienda (art. 1 LDC).  

La relación de consumo amplía el ámbito de protección, excediendo 

el vínculo contractual, en cuanto a su causa fuente: actos jurídicos unila-

terales, hechos jurídicos, prácticas comerciales previas al contrato, 

hechos ilícitos y declaraciones unilaterales de voluntad. La relación de 

consumo está “más allá” y “más acá” que el contrato de consumo; en 

primer lugar porque extiende sus efectos a quien no es contratante; y 

más acá, porque puede existir aun en ausencia del referido contrato1181. 

Desde el punto de vista del Derecho Internacional Privado, si nos limita-

ramos a las relaciones nacidas de negocios jurídicos bilaterales, los pun-

tos de contacto generalmente admisibles serían, en primer término, el 

lugar de cumplimiento, y en algunas ocasiones, el de celebración. Ambos 

resultarían demasiado rígidos, en perjuicio del consumidor. De todas 

                       

1180 TONIOLLO, “La protección internacional del consumidor”, p. 97. 
1181 Cfr. PITA y MOGGIA DE SAMITIER, “Ley de Defensa del Consumidor”, p. 1098. 
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maneras hay que estar advertido de los abusos a que podrían conducir 

la discrecionalidad judicial o administrativa que pretendieran ampliar la 

relación de consumo transfronteriza; en nuestra materia resultarían, 

probablemente, en excesos de “forismo”1182.  

Así y todo, es razonable sostener un criterio amplio, lo que lleva a 

admitir que la relación de consumo también puede originarse en las 

llamadas “relaciones contractuales de hecho”, las que no se establecen a 

través de las normales declaraciones de voluntad requeridas para la 

formación de un contrato1183. Pese a que se discute la existencia de esta 

categoría, son obligatorias las prestaciones del tráfico en masa deriva-

das de un comportamiento que carece de una previa declaración de vo-

luntad. Aún cuando puedan ser englobadas dentro del consentimiento 

tácito, cabe diferenciarlas, porque suelen ser muy relevantes para dar 

origen a relaciones de consumo cuando las conductas sociales típicas 

son fuentes de obligaciones1184. Por tanto, también deberemos verificar 

cuáles de esas conductas o usos habituales del comercio transfronterizo 

son relevantes para dar origen a una relación de consumo internacional. 

También se originan relaciones de consumo en las llamadas res-

ponsabilidades precontractuales, como las derivadas de la publicidad a 

persona indeterminada, contemplada en los arts. 7 y 8 de la LDC, de 

acuerdo con la tendencia de casi todas las legislaciones protectivas del 

consumidor1185. Pero, si de un determinado aviso publicitario puede 

                       

1182 Así, por ejemplo, si un producto es elaborado en etapas, en diferentes Estados, 
no sería razonable acudir a conexiones acumulativas de los derechos de todos los luga-
res de fabricación aparentemente involucrados, o determinar jurisdicciones concurren-
tes de todos ellos. La tutela no puede excluir parámetros de razonabilidad, y se deben 
evitar soluciones exorbitantes y conexiones arbitrarias. MENICOCCI, “Ley Aplicable y Ju-
risdicción Internacional...”, p 1262 

1183 Cfr. DIEZ PICAZO, Fundamentos del Derecho Civil, p. 134.  
1184 Cfr. DIEZ PICAZO, Fundamentos del Derecho Civil, p. 135. Por nuestra parte, 

creemos que son relaciones contractuales, aun sin declaración de voluntad por parte del 
consumidor, los “free trials” o “períodos de prueba” en el contexto digital, asimilables a 
las “muestras gratis” de bienes muebles consumibles. 

1185 Por ejemplo, art. 30 del Código de Defensa del Consumidor de Brasil: “Toda in-
formación o publicidad, suficientemente precisa transmitida por cualquier forma o me-
dio de comunicación, con relación a productos o servicios ofrecidos o presentados, obli-
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surgir un deber general de conducta que implica una relación de con-

sumo y por tanto un potencial derecho subjetivo en beneficio del con-

sumidor en el orden interno, esto no significa de por sí que estemos ante 

una relación de consumo internacional cuando se trata de acciones de 

marketing dirigidas al mercado global, por ejemplo a través de una pá-

gina Web. 

Otra fuente de las relaciones de consumo son las obligaciones deri-

vadas de la responsabilidad patrimonial derivada de hechos ilícitos o 

culposos, o por el incumplimiento de deberes de conducta, seguridad o 

custodia. Aquí también es preciso determinar cuáles de las situaciones 

de hecho son relevantes para que estemos ante una relación de consu-

mo transfronteriza. 

En definitiva, la definición de la relación de consumo —o la presen-

cia de un consumidor, en su caso— establecerá el marco objetivo y sub-

jetivo para la aplicación del régimen protectorio internacional. Es preci-

so delimitar quiénes y en qué situaciones serán protegidos, lo que en el 

caso de nuestro país —como ya dijimos— está plasmado en los arts. 1 y 

2 de la LDC, pero sin que resulte claro si sólo resulta aplicable de modo 

directo a relaciones locales o también incluye a las tranfronterizas. 

V. C. RELEVANCIA DE LOS ELEMENTOS EXTRANJEROS EN LAS RELACIONES DE 

CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

El derecho del consumidor inicialmente abarcó los problemas deri-

vados de la responsabilidad contractual y extracontractual, y muy espe-

cialmente el régimen de la contratación predispuesta, poniendo el acen-

to en el sujeto “consumidor”1186. Sin embargo, como ya dije, existe una 

                       

ga al proveedor que la hizo transmitir o la utilice, e integra el contrato que resulte ser ce-
lebrado” 

1186 Entre otros, se puede mencionar el Convenio sobre la Ley Aplicable a las Obli-
gaciones Contractuales, Roma, 19 de junio de 1980 (80/934/CEE) (Convenio de Roma 
de 1980, ahora reemplazado por el Reglamento de Roma). En su art. 5 establecía: “Con-
tratos celebrados por los consumidores: 1. El presente articulo se aplicara a los contra-
tos que tengan por objeto el suministro de bienes muebles corporales o de servicios a 
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clara tendencia doctrinaria a preferir el concepto “relación de consu-

mo”. Esto permite una protección más amplia, ya que no sólo se puede 

reclamar ante el comerciante co-contratante, sino también frente a otros 

empresarios vinculados con quienes tal vez no tuvo ninguna relación 

inmediata, como el distribuidor, el importador y el fabricante1187. 

La relación de consumo procura abarcar —y al mismo tiempo limi-

tar— todos los supuestos en que el sujeto recibe protección. Por el con-

trario, la referencia a ciertas situaciones particulares —como el contra-

to—, acota el campo de aplicación del sistema protectorio1188. De todas 

maneras, aún cuando es posible establecer un marco común a partir de 

la existencia de una relación de consumo transfronteriza, esto no impli-

ca que la solución sea unitaria, porque bien podrían establecerse distin-

tos elementos de acuerdo a la especificidad de cada supuesto. Por ejem-

plo, la Propuesta de CIDIP VII respecto de los consumidores de servicios 

turísticos, ya mencionados, o las exclusiones que hacen algunas legisla-

ciones de los contratos de transporte o seguros1189.  

Así, en el limitado ámbito comunitario, la UE ha establecido distin-

tas normativas: la Directiva 97/7 CE del Parlamento Europeo y del Con-

sejo de 20 de mayo de 1977, relativa a la protección de los consumido-

                       

una persona, el consumidor, para un uso que pueda ser considerado como ajeno a su ac-
tividad profesional.” 

1187 Cfr. PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Consumidor”, p. 8. 
Para el régimen español, en el mismo sentido se expresa DIEZ PICAZO, Fundamentos del 
Derecho Civil Patrimonial, p. 136. “La primera línea posible era limitar la especial protec-
ción de este estatuto a los ciudadanos particulares en la adquisición de los estrictamente 
denominados bienes de consumo. La ley española ha seguido sin embargo una línea de 
mayor amplitud”, haciendo referencia a la inclusión de las personas jurídicas, a los bie-
nes y servicios pasibles de integrar el marco de protección y, principalmente, por la con-
sideración del destino final del bien y su exclusión de todo proceso productivo o comer-
cial. 

1188 Así, por ejemplo, el Reglamento de Roma, o la Conferencia Internacional de La 
Haya, referida a la ley aplicable a ciertas ventas de consumidores. Cfr. PERUGINI ZANETTI, 
“Derecho Internacional Privado del Consumidor”, nro. 66-1. También LORENZETTI, “La re-
lación de consumo”, en LORENZETTI - SCHÖTZ, Defensa del Consumidor, p. 27. JUNYENT BAS y 
DEL CERRO, “Aspectos procesales…”, p. 1282. 

1189 Cfr. PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Consumidor”, p. 31, 
nro. 66-1. Entre otros, Propuesta de CIDIP VII, art. 5, Reglamento 44/2001, art. 15.3. 
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res en materia de contratos a distancia; la Directiva 1999/44/CE del 

Parlamento Europeo y del Consejo de 25 mayo 1999 sobre determina-

dos aspectos de la venta y las garantías de los bienes de consumo; Direc-

tiva 2000/31/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio 

de 2000, relativa a determinados aspectos jurídicos de los servicios de 

la sociedad de la información, en particular el comercio electrónico en el 

mercado interior; la Directiva 87/102/CEE del 22 de diciembre de 1986, 

orientada a la armonización de las disposiciones legales, reglamentarias 

y administrativas de los Estados miembros en materia de crédito al con-

sumo (Directiva Europea sobre crédito al Consumo), entre otras.  

En el caso de las legislaciones nacionales e internacionales que no 

hacen mención literal de la expresión “relación de consumo”, de todos 

modos la presuponen1190. Suelen referirse a la noción de consumidor sin 

más, pero como el sujeto se determina en referencia a su actuación con-

tractual, esto implica necesariamente una relación bilateral, definida por 

los elementos que la componen: consumidor, proveedor y existencia de 

un vínculo1191.  

Particularmente en nuestro caso, la atribución de competencia de 

los jueces argentinos, en virtud de supuestas normas de jurisdicción ex-

clusiva o de policía, también requiere primero calificar la relación de 

consumo, ya sea como contractual, extracontractual o real1192. La con-

                       

1190 LIMA MARQUES hace notar que la definición de consumidor en algunos casos es 
“relacional”, en cuanto que participa un profesional en la relación puntual y efímera. Ser 
consumidor no es una condición personal sino una situación puntual, una relación pro-
fesional-lego, y nunca lego-lego, o profesional-profesional. Cfr. LIMA MARQUES, “La insufi-
ciente protección…”, p. 20. 

1191 De no ser así, el concepto de consumidor se identificaría con el de persona físi-
ca. En el orden interno de los EE.UU., el Uniform Commercial Code indica: «§ 2-103. (c) 
"Consumer" means an individual who buys or contracts to buy goods that, at the time of 
contracting, are intended by the individual to be used primarily for personal, family, or 
household purposes». En el orden internacional, Convención de La Haya sobre derecho 
aplicable a los acuerdos de prórroga, art. 2.1. “This Convention shall not apply to exclu-
sive choice of court agreements – a) to which a natural person acting primarily for per-
sonal, family or household purposes (a consumer) is a party; (…)”.Cfr. SCHÖTZ, “El con-
sumidor en Internet”, en LORENZETTI-SCHÖTZ, Defensa del Consumidor, pp. 457-460. 

1192 Cfr. SOTO, “El orden público y las relaciones de consumo en el Derecho Interna-
cional Privado”, p. 390. JUNYENT BAS y DEL CERRO, “Aspectos procesales…”, p. 1281. 
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ceptualización será rationae materiae, lo que implica para el juez consi-

derar los supuestos del caso, una vez que reciba el reclamo. En un se-

gundo momento, determinará o no su competencia. 

Si en determinado conflicto estamos ante una relación de consumo, 

esto podría habilitar al consumidor a accionar ante los tribunales de su 

propio domicilio y a ser protegido por normas imperativas de su dere-

cho domiciliario. Pero si el caso es transfronterizo, el sistema no tiene 

prevista una solución normativa específica. El ámbito de aplicación es-

pacial de la LDC no ha sido establecido explícitamente en la misma ley, 

ni conocemos que hasta ahora se haya expedido ningún tribunal argen-

tino, ni en sede judicial ni administrativa. Si bien la LDC no discrimina su 

ámbito de aplicación ante contratos celebrados sólo con proveedores o 

comerciantes o fabricantes locales y los extranjeros, ya que no distingue 

entre ellos, esto no habilita la nacionalización del caso. Determinar que 

aún cuando el caso sea multinacional, el régimen protectorio será de 

plena aplicación debido a que la ley no discrimina entre casos naciona-

les y multinacionales, puede resultar al menos apresurado1193. 

Antes que nada, entonces, se debe establecer cuándo hay relación 

de consumo, prestando atención a sus elementos internacionales, y de-

ntro de éstos cuáles son relevantes para aplicar un régimen de Derecho 

Internacional Privado, incluyendo las normas de jurisdicción interna-

cional. Así lo prevé, entre otros, el Protocolo de Santa María, que a su 

vez es tomado como modelo en la Propuesta de Uruguay para la CIDIP 

VII, elaborada por el Prof. Eduardo TELLECHEA BERGMAN1194.  

Por eso en este trabajo sería insuficiente considerar los supuestos 

normativos de la legislación nacional, sino que interesa saber si esa cali-

                       

1193 BOGGIANO considera que las normas imperativas de la residencia habitual del 
consumidor establecen un mínimo estándar de protección, pero no indica cuáles de esas 
normas imperativas serán aplicables a casos internacionales. Cfr. BOGGIANO, “Internatio-
nal Standard Contracts…”, p. 56. En el mismo sentido se expresan POCAR, “La Protec-
tion…”, p. 362, y NAJURIETA, “Conflicto de jurisdicciones en casos que involucran a consu-
midores”, RDCO, Vol. 141, Depalma, Buenos Aires, 1991, p. 207 y ss.  

1194 Esta propuesta define, a lo largo de su Capítulo I, “consumidor”, “proveedor”, 
“relación de consumo”, “producto” (pero no servicio), “domicilio” e “internacionalidad” 
de la relación (a efectos de la aplicabilidad de la Convención). 
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ficación será admitida por otros sistemas jurídicos, ya que la nacionali-

zación del caso no significa la eficacia de la solución a que se arribe. 

Habrá que intentar a una calificación comparatista, ya sea mediante la 

verificación empírica de cierta uniformidad en todas las legislaciones, o 

bien a partir de la construcción de una calificación autárquica, que tenga 

chances de ser globalmente admitida.  

No basta la presencia de algún elemento extranjero en una relación 

de consumo para determinar la aplicación de un régimen propio del De-

recho Internacional Privado, sino que además es necesario verificar cuá-

les de estos elementos son relevantes o qué combinación de ellos en una 

relación jurídica pueden establecer la internacionalidad de la relación 

de consumo1195. La internacionalidad podrá estar dada, por ejemplo, por 

el domicilio de las partes, o el lugar de situación de los bienes, o donde 

se realiza la prestación o se emite la publicidad o se celebra el contra-

to1196. 

Como indica Alicia PERUGINI, “puede estimarse que el caso es nacio-

nal cuando el consumidor y el proveedor-productor tienen su domicilio 

o sede y desarrollan sus actividades enteramente en el ámbito de un so-

lo país. Asimismo, servicios y productos se prestan y provienen de un 

mismo Estado”1197. En esos supuestos los regímenes locales determinan 

las soluciones —más o menos apropiadas— a los conflictos.  

Pero ya sabemos que no siempre será tan sencillo, ya que aún tra-

tándose de un caso aparentemente nacional, la cosa objeto de la presta-

ción puede ser de fabricación extranjera, o el lugar de entrega o de pres-

tación del servicio técnico estar ubicado fuera del territorio nacional, 

entre otros muchos supuestos. Por tanto hay que determinar cuáles son 

los elementos de extranjería de esa relación de consumo que determi-

                       

1195 Cfr. PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Consumidor”, p. 29 
1196 Son los elementos considerados por el Protocolo de Santa María, art. 2. Cfr. 

VEIRAS PAZ, “Consideraciones preliminares…”, p. 8. Se aplica la tradicional distinción de 
los elementos extranjeros: personales, reales o conductistas. Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho 
Internacional Privado, nro. 4. 

1197 PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Consumidor”, p. 29. 
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nan la aplicación de un régimen jurídico internacionalista protectorio y 

particular. 

En el orden económico internacional todos estos elementos mere-

cen ser revisados antes aplicar sin más un régimen territorialista. Así ha 

sucedido en otro tipo de relaciones jurídicas, donde la característica de 

la internacionalidad en un negocio típico ha recibido un tratamiento di-

ferenciado. Así, la compraventa en operaciones de comercio exterior es 

susceptible de ser reglamentada mediante la llamada lex mercatoria, lo 

que no ocurre si se trata de una relación de consumo. Como ya hemos 

visto, sería criticable mantener la amplia autonomía de la voluntad de 

que en otro caso gozarían las partes, así como la libertad de elección de 

los tribunales competentes.  

Existe también una dificultad real para distinguir algunos casos lí-

mites, donde puede resultar dudoso que cierto contrato caiga en la órbi-

ta de los contratos de consumo o en el régimen general. Sin negar el de-

safío que significa establecer con claridad las características distintivas, 

esto no constituye un argumento decisivo para soslayar las diferencias y 

establecer un régimen único. Plantear una política regulatoria sobre los 

casos límites no es una buena técnica legislativa. Pautas lo suficiente-

mente claras son una buena razón para establecer dos regímenes sepa-

rados, como hacen los Principios UNIDROIT, por una parte, y descartan 

los Principios europeos de los contratos, por la otra. De todos modos, es-

to no es definitivo para abogar por la unidad o fragmentación del siste-

ma internacional de las relaciones de consumo transfronterizas, porque 

la divisoria también puede servir para establecer las excepciones pro-

pias de un régimen protectorio dentro de un sistema general1198. 

V. D. EL CONSUMIDOR EN LA RELACIÓN DE CONSUMO TRANSFRONTERIZA 

El primer sujeto que conforma la relación de consumo es el consu-

midor, y es en virtud de su existencia que tiene razón de ser el régimen 

                       

1198 Cfr. WILHELMSSON, “International Lex mercatoria...”, p. 145. 
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protectorio establecido en su favor1199. La categoría de consumidor hace 

referencia como mínimo a una persona física, sin perjuicio de los orde-

namientos jurídicos que asignan esta condición a ciertos grupos sociales 

propios de las relaciones familiares, sociales o de convivencia, y en al-

gunos casos inclusive a las personas jurídicas1200.  

De allí que resulta preciso definir esa categoría en las relaciones 

transfronterizas, de manera de brindar seguridad jurídica a quienes 

contratan con ese grupo en el comercio internacional, que no deben 

sorprenderse por la aplicación arbitraria del marco protectorio diseña-

do, siendo obligados a presentarse ante tribunales no previstos en esa 

esfera de actividad1201. La coherencia valorativa de la protección del 

consumidor, como manifestación de la tendencia generalizadora de la 

justicia —tratar a todos por igual—, evita la arbitrariedad propia de 

particulares valoraciones inconexas1202. Esa misma coherencia valorati-

va requiere la consolidación de otro valor: la seguridad jurídica. Esta 

                       

1199 Como indiqué anteriormente en referencia al orden interno, primero tuvo lu-
gar la percepción de la disparidad entre el consumidor y el proveedor; las primeras reso-
luciones judiciales tomaron nota de esta realidad; posteriormente llegaron los embrio-
narios regímenes jurídicos nacionales nacidos como consecuencia de esta percepción; 
finalmente, se desarrolló el sistema protectorio, como concreción de los principios gene-
rales de igualdad y de protección de la parte débil. Cfr. ANAYA, Jaime Luis, “Meditaciones 
sobre los derechos del consumidor”, ED 177-230. 

1200 La legislación nacional, luego de la reforma de la LDC mediante la Ley 26.361 
del 7/04/2008, adopta un criterio amplio, que incluye a quienes sin ser parte de una re-
lación de consumo desde el punto de vista contractual, como consecuencia o en ocasión 
de ella adquiere o utiliza bienes o servicios como destinatario final, en beneficio propio o 
de su grupo familiar o social, y a quienes están expuestos a una relación de consumo.  

1201 En la UE, las distintas Directivas que se refieren al consumidor, no son coinci-
dentes en las calificaciones utilizadas, siendo algunas finalistas, otras atendiendo a la 
materialidad del acto de consumir, otras en relación a la posición en el contrato, y tam-
bién en referencia a la situación de desequilibrio. Cfr. ALL y DREYZIN DE KLOR, “Considera-
ciones generales sobre el art. 1…”, pp. 7-11. 

1202 La seguridad jurídica puede ser entendida como: a) cognoscibilidad y previsi-
bilidad del derecho; b) como estabilidad y continuidad de la legislación y la jurispruden-
cia o; c) simplemente como practicabilidad de la aplicación del derecho. En todos los ca-
sos la ‘seguridad jurídica’, como valor, hace referencia al sistema como derecho ordena-
do y dominado por pocos principios abarcables y requiere de un derecho orientado al 
sistema. Cfr. CANARIS, El Sistema en la Jurisprudencia, pp. 24-26.  
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puede entenderse como la previsibilidad que produce el orden de los 

repartos, en cuanto contrario a la anarquía1203. 

Al mismo tiempo, los protegidos saben que en su favor existen re-

glas que suplen imperativamente las conductas de quienes predominan 

en el mercado, por mayor experiencia, conocimiento de las condiciones 

de negociación y situaciones de posición económica más fuerte. Los 

principios que determinan este status son requeridos por el Derecho In-

ternacional Privado. Debería, entonces, obtenerse una categoría dife-

renciada de consumidor en el comercio internacional que habilite la 

aplicación de un régimen de excepción.  

Así, el concepto de consumidor que utiliza el Tribunal de Justicia de 

las Comunidades Europeas no es el mismo que utilizan cada uno de los 

Estados Miembros. En el caso de la UE, el consumidor es visto como ca-

paz de analizar críticamente la información, por lo tanto lo esencial del 

sistema, para esta concepción, es la transparencia informativa. Prevale-

ce la imagen de un consumidor preparado que tiene capacidad para de-

cidir en su propio interés y como tomador de riesgo; los requerimientos 

para la publicidad y el etiquetado, así como la caracterización del con-

cepto de prácticas engañosas no serán iguales que si se considera al 

consumidor como un sujeto pasivo, automatizado y acrítico, que no lee 

las prescripciones. En este último sentido se orienta la legislación de los 

países nórdicos o de Alemania1204.  

El concepto de consumidor está ligado al acto de consumo: la causa 

fin del acto celebrado por el consumidor, quien consume para sí o para 

su grupo familiar o social1205. El derecho europeo, por su parte, se atiene 

                       

1203 Cfr. GOLDSCHMIDT, Justicia y Verdad, p. 515 y ss. 
1204 Estas diferentes concepciones, en el orden comunitario o en el interno, son 

manifestación de distintas culturas, y tendrán incidencia sobre, por ejemplo, el rol de las 
asociaciones de consumidores o de las oficinas públicas de protección: en el orden inter-
no deberán necesariamente ser mucho más activas. HOWELLS, “European Consumer 
Law…”, pp. 73-80. 

1205 Así, por ejemplo, el art. 2 de la Convención de La Haya de ventas a los consu-
midores: “A los efectos de esta Convención, una persona que compara mercaderías prin-
cipalmente para su uso personal, familiar o doméstico, será referida en adelante como 
consumidor”. 
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a la actuación no profesional de la persona física y, a partir de esa con-

ceptualización negativa, se prescinde de la comprobación del consumo 

final1206. Otra importante limitación del derecho europeo viene dada por 

la distinción entre consumidor ‘activo’ y ‘pasivo’. Estos últimos son los 

atacados por la ofensiva publicitaria y contractual del empresario. La 

protección está prevista para la última, no así para el activo, que es 

quien se traslada o toma cualquier otra iniciativa frente a la contrata-

ción1207. Se puede ver con claridad la importancia que tiene la califica-

ción para delimitar el marco protectorio. 

Esta calificación, ¿corresponde a la lex civilis fori o lex civilis causae? 

A los fines de la jurisdicción, el juez que sea requerido utilizará la pro-

pia. De acuerdo a la LDC, interesa la calificación de la relación de con-

sumo y el consumidor sólo en cuanto uno de los elemento de esa rela-

ción. Parecería ser un criterio restrictivo. 

Pero cabe una postura más amplia, si hacemos incidir el in dubio 

pro consumptore al momento analizar los supuestos que hacen lugar a la 

apertura de la jurisdicción. El hecho jurídico de consumir podría enton-

ces ser lo definitorio de la categoría, permitiendo la suficiente amplitud 

para la aplicación del régimen protectorio y hacer lugar a la jurisdic-

ción1208. Es lo que indica la Propuesta de CIDIP VII, al permitir la aplica-

ción de la Convención si el derecho conectado con el caso definiera al 

                       

1206 Cfr. PITA y MOGGIA DE SAMITIER, “Ley de Defensa del Consumidor”, p. 1099. 
1207 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Diego y FRESNEDO DE AGUIRRE, Cecilia, “Contratos con 

‘parte débil’, en FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, p. 1029. La cuestión fue igualmente considerada en la Convención de La 
Haya sobre ventas a consumidores, art. 5, en términos casi idénticos a los de la Conven-
ción de Roma de 1980. Cfr. VON MEHREN, “La Conferencia de La Haya…”, pp. 50-51. En el 
marco de la Propuesta de CIDIP VII se establece un marco diferenciado para el derecho 
aplicable, si el consumidor contrató en su domicilio (en cuanto lugar de celebración) o si 
se trasladó para consumir, típico caso del turista. En ambos casos se los denomina con-
sumidores activos y pasivos. Cfr VELÁZQUEZ GARDETA, La protección al consumidor on li-
ne…, p. 184 

1208 Cfr. LIMA MARQUES, “Las teorías…”, p. 8. TONIOLLO, “La protección internacional 
del consumidor”, p. 95. 
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consumidor de modo más amplio y esto fuere favorable a los intereses 

del consumidor1209. 

Hay casos de calificaciones autárquicas, en que la norma juspriva-

tista internacional califica al consumidor: el aún no vigente Protocolo de 

Santa María, el Protocolo de Buenos Aires, la Convención de Viena de 

1980, entre otras. En todos por lo general se hace referencia a la finali-

dad: hay un propósito ajeno a la actividad profesional. En las normas re-

lativas al comercio internacional, no se trata sólo de excluir un conjunto 

de relaciones en virtud de facilitar la aplicación de un sistema imperati-

vo, sino también proteger a los mismos comerciantes. Si el proveedor 

habitualmente, por el giro de sus negocios, no está limitado por el régi-

men protectorio, la sorpresiva aplicación le causará perjuicios, siempre 

que haya actuado de buena fe.  

Sin embargo, al momento de resolverse el fondo de la cuestión, el 

juez deberá remitirse a la lex civilis causae, a fin de determinar si co-

rresponde o no aplicar el régimen protectorio o uno de derecho común. 

Si debiera aplicarse derecho extranjero, y allí fuera suficiente advertir la 

presencia de un consumidor para aplicar el régimen protectorio, no 

hará falta indagar en la relación de consumo. La teoría del uso jurídico 

indicará cuál será la amplitud del régimen protectorio en el país del juez 

cuya sentencia habrá que imitar: a quiénes alcanza, circunstancias, etc. 

Ese resultado es el que debe ser tenido en cuenta por el juez del foro, 

una vez abierta la causa.  

Otra posibilidad es que la norma jusprivatista internacional remita 

al derecho declarado aplicable, para que este último califique al consu-

midor1210. La tutela puede estar dada a favor de los sujetos cuya residen-

                       

1209 Propuesta de CIDIP VII, Art. 1, párr. 3. “(Extensión excepcional) Si el derecho 
indicado como aplicable por esta Convención u otro derecho estrechamente conectado 
con el caso definiese de forma más amplia quien debe ser considerado consumidor o 
equiparase a otros agentes como consumidores, el juez competente podrá tener en cuen-
ta esta extensión del ámbito de aplicación de la Convención, si fuese más favorable a los 
intereses del consumidor”. 

1210 Es un modo de calificar lex causae. Cfr. MENICOCCI, “Ley Aplicable y Jurisdicción 
Internacional...”, p. 1252. Este autor trae a colación el ejemplo de la derogada legislación 
austríaca, para la cual era consumidor sujeto a un régimen protectorio aquel que lo sea 
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cia habitual concede una protección específica en función de su calidad 

de consumidor. Entonces, la ley de la residencia calificará al consumi-

dor, y así el derecho que califica es el que regula. En conclusión, un ex-

tranjero debería reclamar de acuerdo a lo que establece su residencia 

habitual.  

Vale la pena aclarar que siempre se deberá considerar la “movili-

dad”, tanto del consumidor como del proveedor, de donde surge la dis-

tinción entre consumidores activos y pasivos. No será indiferente en or-

den a la localización el hecho de que el proveedor se dirija al domicilio 

del consumidor mediante publicidad u otro acto tendiente a la celebra-

ción y cumplimiento del acto de consumo, o bien que el consumidor se 

traslade al domicilio del proveedor, para allí celebrar el contrato o reci-

bir las prestaciones. Esta localización deberá ser contemplada en la cali-

ficación, como lo prevé, por ejemplo, el Protocolo de Santa María1211. 

También es tenida en cuenta por el Proyecto uruguayo de Ley general 

de Derecho Internacional Privado, en su art. 49.2, por el cual los contra-

tos que se celebren y cumplan en la República, se regirán por las leyes 

uruguayas, siendo competentes los propios tribunales1212. 

                       

de acuerdo a su residencia habitual, y no ya el del lugar donde reclama protección. Si 
bien MENICOCCI promueve una calificación de consumidor lex causae, considero que esta 
opción podría ser adecuada en cuanto se refiere a la protección sustancial, pero no resul-
ta útil a los efectos de la asignación de jurisdicción, que seguirá requiriendo una califica-
ción lex fori. 

1211 Protocolo de Santa María, art. I.1.c) “[…] Esta disposición se aplicará siempre 
que la celebración del contrato haya sido precedida en el Estado del domicilio del con-
sumidor, de una propuesta específica o de una publicidad suficientemente precisa y que 
éste hubiere realizado, en ese Estado, los actos necesarios para la conclusión del contra-
to”. De todos modos, como indica LIMA MARQUES, hoy día, mediante la utilización de los 
medios de comunicación, tanto el consumidor como el proveedor pueden ser “activos” 
sin moverse de su casa. LIMA MARQUES, “O novo Direito internacional privado…”, pp. 262-
263. 

1212 La proyectada norma uruguaya tiene importancia para un país que recibe tu-
ristas de modo habitual. Si los comerciantes estuvieran expuestos a que los visitantes los 
pudieran demandar en el domicilio del consumidor, sería una fuente de inseguridad 
permanente. Esta norma se complementa con el art. 55 d), que establece la jurisdicción 
uruguaya (aparentemente exclusiva) si el contrato de consumo se celebró en Uruguay, y 
el cumplimiento se produjo o debió producirse en la República. 
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V. D. 1. La calificación legal del derecho interno 

El art. 1 de la LDC establece que es consumidor o usuario toda per-

sona física o jurídica que “que adquiere o utiliza bienes o servicios en 

forma gratuita u onerosa como destinatario final, en beneficio propio o 

de su grupo familiar o social”. La calificación del individuo consumidor 

responde a tres elementos: a) se trata de toda persona física o jurídica; 

b) que adquiere o utiliza productos o servicios; c) en la que el sujeto es 

destinatario final.  

El último aspecto permite separar el acto de consumo de los su-

puestos referidos a la intermediación industrial o comercial. La faz ne-

gativa de este requisito facilita la interpretación en los casos ambiguos, 

ya que se trata de que la relación jurídica no pertenezca a la actividad 

comercial o profesional del sujeto, sin importar que en el caso concreto 

se trate de un acto aislado o habitual1213. Veremos cómo esta caracterís-

tica se complementa con la definición de “proveedor”, quien en la rela-

ción tendrá como rasgo distintivo el modo de vida o la profesionalidad 

de su actividad. En definitiva, a los efectos de la aplicación de la LDC, la 

noción de consumidor es siempre relacional; se es consumidor porque 

hay un proveedor-profesional, y se es proveedor en la medida que se le 

provea a un consumidor. De allí que si el presunto consumidor contrata 

con otro consumidor, no hay relación de consumo en los términos de la 

ley; y viceversa, si quien es un presunto proveedor en definitiva está 

contratando con otro comerciante en el marco de una relación comer-

cial.  

La ley sustantiva argentina referida constituye la calificación lex fo-

ri. Considero que, principalmente, sólo será útil para supuestos con con-

tacto jurisdiccional local, pero no si la relación más estrecha del caso 

con el foro corresponde a otro país, ya que interesa si el sujeto es efecti-

                       

1213 Considero que la redacción original del segundo párrafo del art. 2 de la LDC, 
que indicaba quienes no debían ser considerados consumidores, era más clara a los fines 
de solucionar los casos mixtos. La norma derogada decía “No tendrán el carácter de con-
sumidores o usuarios, quienes adquieran, almacenen, utilicen o consuman bienes o ser-
vicios para integrarlos en procesos de producción, transformación, comercialización o 
prestación a terceros”. 
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vamente consumidor en el Estado donde consume. Esa calificación lex 

fori no es exportable, como tampoco la de “relación de consumo” o su 

naturaleza precontractual, contractual, extracontractual o real. Esto a 

salvo de situaciones inicuas, que den lugar al ejercicio del orden público 

internacional1214.  

A los fines de de la jurisdicción, la calificación lex fori permite el ac-

ceso a la justicia, y será suficiente para la apertura de la causa. El pro-

blema se presentará si, al aplicar el derecho extranjero, ese consumidor 

“argentino”, puede no serlo de acuerdo al derecho aplicable, o no existir 

relación de consumo. Si la calificación fuera según lex causae, el derecho 

definidor y el reglamentario se identifican, obviándose posteriores difi-

cultades, al armonizarse la categoría1215.  

La calificación lex civilis fori puede traer aparejada algunas compli-

caciones. El carácter de cosa mueble o inmueble estará subordinada a la 

lex rei sitae, útil para los contratos relativos a la adquisición de inmue-

bles, o los contratos de tiempo compartido. En el caso de aplicarse la ley 

argentina, estará sujeto al derecho protectorio, pero en el país de ubica-

ción del inmueble puede ser un derecho real no afectado por la legisla-

ción proteccionista. Lo mismo para los profesionales liberales, que no 

revistan en la categoría de proveedores. Se requiere calificar el título 

universitario y la necesidad o no de matriculación, ya que la excepción 

es para aquellos servicios brindados por profesionales liberales que re-

quieran para su ejercicio título universitario y matrícula otorgada por 

colegios profesionales públicos1216. 

En algunos supuestos el objeto mismo de la transacción indicará de 

modo indubitable un uso final, ya sea porque la cosa tiene ese destino 

por naturaleza o porque se trata de un servicio de características perso-

nales. En los casos más dudosos, la observación deberá distinguir entre 

la actividad profesional habitual y un acto impropio de esa actividad por 

                       

1214 Cfr. MENICOCCI, “Ley Aplicable y Jurisdicción Internacional...”, p. 1254. 
1215 De modo general, para el problema de las calificaciones, cfr. GOLDSCHMIDT, Dere-

cho Internacional Privado, parágrafos 98 a 110. 
1216 Idem, p 1253. También PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del 

Consumidor”, p. 32. 
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parte del sujeto potencialmente consumidor. Así, un comerciante textil 

puede comprar prendas para uso personal. La calidad de consumidor se 

desprenderá, por ejemplo, del tipo de efectos adquiridos, en caso de que 

sean diferentes a los comercializados habitualmente por él, o por el lu-

gar de la adquisición, por la posibilidad de interpretar que no está apro-

visionando su propio comercio, etc.  

La cantidad de efectos comparados no sería suficiente por sí misma 

para determinar o no la calidad de consumidor, ya que nada impide que 

un negociante se aprovisione de una unidad por vez, si fuera compatible 

con el tipo de actividad. Por el contrario, si el mismo comerciante textil 

viaja al exterior para comprar prendas como muestras, de a una por vez 

y en distintos comercios extranjeros, sería un supuesto de actuación 

profesional. 

Un aspecto importante, y que tendrá decisiva influencia en el esta-

blecimiento del marco protectorio, es la distinción entre consumidores 

activos y pasivos. El ámbito de la protección está dado por el lugar don-

de consumió: quién consume en otro estado no puede esperar la tutela 

de su derecho nacional, sino que corresponderá aplicar el derecho del 

mercado en el que actúe. De allí que la mayoría de los sistemas, en cuan-

to al alcance de la tutela, prevén la del consumidor pasivo, que es quién 

recibe una oferta, o es sujeto de actividades publicitarias, etc.1217. En este 

                       

1217 Esto es lo previsto en el Art. 15 del Reglamento 44/2001: “(…) cuando la otra 
parte contratante ejerciere actividades comerciales o profesionales en el Estado miem-
bro del domicilio del consumidor o, por cualquier medio, dirigiere tales actividades a di-
cho Estado miembro o a varios Estados miembros, incluido este último, y el contrato es-
tuviere comprendido en el marco de dichas actividades”. El Proyecto de Código de Dere-
cho Internacional Privado, en su art. 79, contiene términos muy similares al Convenio de 
Roma de 1980. El Proyecto uruguayo de Ley General de Derecho Internacional Privado, 
en su art. 55.d), considera consumidores pasivos a aquellos que celebraron el contrato 
en su domicilio o bien allí se cumplió o debió cumplirse la prestación. Por su parte, el 
Protocolo de Santa María, en su art. 1.c) indica como definitorio del consumidor pasivo 
que “la celebración del contrato haya sido precedida en el Estado del domicilio del con-
sumidor, de una propuesta específica o de una publicidad suficientemente precisa y que 
éste hubiere realizado, en ese Estado, los actos necesarios para la conclusión del contra-
to”. Finalmente, la Propuesta de CIDIP VII, arts. 6 y 3, determinan que es consumidor pa-
sivo aquel que contrata en su domicilio, presumiéndose que se trata del lugar de cele-
bración, inclusive en los contratos on line. Cfr. VELÁZQUEZ GARDETA, La protección al con-
sumidor online…”, p. 220 y ss. 
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sentido el art. 15 del Reglamento 44/2001, el proyecto argentino de Có-

digo de Derecho Internacional Privado, o el Proyecto uruguayo de Ley 

General de Derecho Internacional Privado para el caso de la jurisdicción, 

si en Uruguay es el lugar de cumplimiento o de celebración.  

Creo sin embargo que el derecho interno nos puede brindar una ca-

lificación adicional a la LDC, en los casos de consumidores que contratan 

la compra de bienes. La Convención de Viena de 1980 sobre Compra-

venta Internacional de Mercaderías es parte del derecho interno y por 

tanto de aplicación obligatoria por los magistrados. En el art. 2 establece 

que se excluye el ámbito de aplicación material cuando se trate de mer-

caderías compradas para uso personal, familiar o doméstico. Ahora 

bien: esta calificación está pensada para excluir las relaciones de con-

sumo; por tanto no resultarán aplicables las disposiciones materiales de 

la Convención y sí el derecho tuitivo. Es decir que si es mercadería para 

uso personal familiar o doméstico, estamos fuera del derecho del co-

mercio internacional y dentro del Derecho Internacional Privado del 

consumo. Lo que resulta patente es que esta calificación no es útil para 

todo un sistema protectorio, y menos para la determinación de la juris-

dicción competente, si esta es considerada extraordinaria. No podría-

mos apelar a la analogía de esta calificación, ya que los fundamentos son 

bien diferentes. Así y todo, pese al reducido ámbito de aplicación, no 

habrá que olvidar esta noción de consumidor que brinda la Convención 

de Viena, cuando estemos ante la situación que pretende regular, o me-

jor dicho, excluir de su regulación1218. 

V. D. 2. La nacionalidad, domicilio y residencia del consumidor in-

ternacional y el ámbito de aplicación de la LDC 

En Argentina, A los fines de determinar si un sujeto es merecedor 

de la protección prevista en la LDC, no resulta relevante prima facie su 

                       

1218 Se trata de un caso inverso al in dubio pro consumptore, ya que si el comercian-
te no sabía ni debía saber que contrataba con un consumidor, se verá beneficiado por la 
aprobación de la Convención, y la relación no caerá bajo el régimen tuitivo del derecho 
interno con vocación para regular el caso. 



 CAPÍTULO V 489 

 

nacionalidad, ya que la discriminación entre habitantes nacionales y ex-

tranjeros está vedada de modo general por el art. 16 de la CN y por los 

tratados internacionales de derechos humanos1219. Esto ha sido recono-

cido de modo expreso por el art. 8 bis de la LDC, introducido por la Ley 

26.361:  

“Los proveedores [...] No podrán ejercer sobre los consumidores ex-
tranjeros diferenciación alguna sobre precios, calidades técnicas o co-
merciales o cualquier otro aspecto relevante sobre los bienes y servicios 
que comercialice. Cualquier excepción a lo señalado deberá ser autoriza-
da por la autoridad de aplicación en razones de interés general debida-
mente fundadas”. 

En el orden interno, el lugar de celebración o de cumplimiento será 

coincidente con el domicilio o residencia habitual del consumidor. Por el 

contrario, en las relaciones de consumo transfronterizas esto no será así 

en muchos de los supuestos. En cuanto a la residencia habitual del suje-

to activo de la relación de consumo, ni la LDC ni la CN en su art. 42 

hacen distingos, sino que simplemente se refieren a “consumidor”. Y 

como consumir es una noción universal propia de la condición de per-

sona, las exclusiones en razón del domicilio o residencia habitual no se 

justifican si la relación de consumo está localizada en Argentina. De to-

dos modos, para resolver el problema de si un consumidor domiciliado 

o con residencia habitual en el extranjero puede recibir protección en el 

                       

1219 Estamos ante un principio universal de la comunidad internacional. Cfr. Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Asamblea General de las Naciones Unidas, 
16 de diciembre de 1966. También el Art. 1º del Protocolo Adicional a los Tratados de 
Montevideo de Derecho Internacional de 1889: “Las leyes de los Estados contratantes 
serán aplicables en los casos ocurrentes, ya sean nacionales o extranjeros las personas 
interesadas en la relación jurídica de que se trate”. Eduardo TELLECHEA BERGMAN, al hablar 
de la condición procesal del foráneo, recuerda la postura del representante argentino en 
el Congreso Sudamericano de Derecho Internacional de Montevideo de 1889, Dr. Manuel 
QUINTANA. “Si el extranjero goza en los países sudamericanos de todos los derechos civi-
les, ¿qué derechos civiles serían esos que cualquiera podría violar impunemente? La 
administración no es una prerrogativa del soberano ni un privilegio del nacional: es por 
el contrario una garantía de la persona y un deber del Estado. Sin justicia eficaz, no se 
concibe derecho efectivo”. TELLECHEA BERGMAN, Eduardo, “Condición procesal y asistencia 
judicial internacional”, en KLEINHEISTERKAMP y LORENZO IDIARTE, Avances del Derecho Inter-
nacional Privado..., p. 521. 
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país, será necesario que algún otro elemento de la relación de consumo 

tenga contacto local1220.  

La localización de la relación puede estar determinada por otros 

elementos, como el lugar de celebración, o el lugar de entrega, o donde 

se produzca el daño. Por lo tanto la LDC protegerá a un extranjero tran-

seúnte en nuestro territorio, que celebró el contrato aquí, aunque algu-

na de las prestaciones deba ejecutarse fuera del territorio nacional, si el 

responsable del cumplimiento es un proveedor con domicilio en Argen-

tina. Por el contrario, no parece razonable aplicar el régimen de la LDC a 

un contrato celebrado en una jurisdicción extranjera por un consumidor 

argentino transeúnte, y cuyas prestaciones no tuvieran ninguna co-

nexión con nuestro país. La mera residencia habitual del consumidor en 

Argentina no sería suficiente para habilitar la aplicación de la LDC o bien 

abrir la jurisdicción local. 

La razón de esto radica en dos principios que se conjugan armóni-

camente: a) la LDC es una norma de orden público interno, que no pue-

de ser “exportada” hacia otras jurisdicciones que tienen sus propias 

normas de orden público protectorio; y b) las normas de orden público 

no están destinadas a proteger a ciudadanos de un país, sino que impli-

can una valoración positiva de principios fundamentales del ordena-

miento, sin importar la residencia o nacionalidad de los involucrados. 

Esto no significa que el derecho aplicable al contrato deba ser exclusi-

vamente el nacional, pero sí que los aspectos protectorios de la LDC —

en cuanto garantía constitucional del consumidor— prevalecerán sobre 

normas privadas o extranjeras.  

                       

1220 Distinto es el caso de la protección de los consumidores en una economía inte-
grada, como la UE, donde, en principio, existe un régimen protectorio propio del espacio 
comunitario aplicable a sus residentes, pero no necesariamente a los consumidores ex-
tranjeros. Así, la normativa de derecho internacional privado interna española, la LOPJ 
art. 22.4, determina que los jueces españoles serán competentes si la celebración del 
contrato hubiere sido precedida por oferta personal o de publicidad realizada en España 
o el consumidor hubiera llevado a cabo en territorio español los actos necesarios para la 
celebración del contrato.  
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Debido a que la nacionalidad o domicilio del consumidor no son de 

por sí determinantes del ámbito de aplicación, queda pasar revista luego 

a otros elementos de la relación de consumo.  

V. D. 3. El “uso personal” como actividad típica desplegada por el 

sujeto consumidor 

Si bien la nacionalidad o el domicilio del sujeto consumidor no de-

terminan por si mismas la internacionalidad de la relación, la actividad 

que éste desarrolla merece otras consideraciones. Si el fin del acto es el 

uso personal, familiar o doméstico, o un uso final fuera de toda actividad 

productiva, ese acto podrá ser un elemento de una relación de consumo. 

A esto habrá que agregar la particular internacionalidad del objeto o del 

vínculo propio de la relación, dando lugar al elemento de extranjería 

que tipifique la relación de consumo transfronterizo. 

a) El régimen de la Unión Europea 

En la UE la calificación del “uso final” ha recibido especial trata-

miento, vinculado a la aplicación del Convenio de Bruselas de 1968 o a 

la Convención de Roma de 1980. Desde un principio la interpretación de 

esta expresión resultó conflictiva1221. DICEY y MORRIS citan los casos de la 

                       

1221 De acuerdo a MORSE —al referirse a la interpretación que debería darse al tér-
mino consumidor en la Convención de Roma sobre derecho aplicable a la obligaciones 
contractuales—, en caso de conflicto, se debe atender a la finalidad del artículo, que es 
proteger a la parte débil. Cfr. MORSE, “Consumer Contracts…”, pp. 3-5. En igual sentido, 
AÑOVEROS TERRADAS, Beatriz, “Restrictions on Jurisdiction Clauses in Consumer Contracts 
within the European Union”, (2003) Oxford U Comparative L Forum 1, disponible en 
www.ouclf.iuscomp.org. Ultima visualización 11/05/2009. Para esta autora, el Regla-
mento 44/2001, en cuanto a la definición de consumidor, no se diferencia del Convenio 
de Bruselas de 1968, con lo cual la jurisprudencia e informes que se elaboraran para es-
ta, serán aplicables a la nueva regulación. Citando al reporte de GIULIANO y LAGARDE refe-
rido de la Convención de Roma, el ámbito de aplicación debe ser el mismo que se pre-
tende para el Convenio de Bruselas. Ver también ALL y DREYZIN DE KLOR, “Consideraciones 
Generales sobre el Articulo 1...” p. 4. 
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Corte Europea que precisan los límites del contrato de consumo1222. Si 

un médico o un abogado compran como parte de su negocio o profesión, 

no estamos ante un contrato de consumo. ¿Pero qué sucede cuando una 

parte es para consumo y otra para el ejercicio de la profesión? Sólo será 

un contrato de consumo si principalmente no pertenece del ejercicio de 

la profesión. Por ejemplo, si la computadora no está en la casa sino en la 

oficina, será un contrato entre profesionales, y viceversa. Y, si un agri-

cultor compra tejas, parte para su casa y parte para su depósito, mani-

festando su profesión al comerciante, el contrato será comercial. Queda 

claro que el privilegio jurisdiccional sólo existe a favor de los comprado-

res privados, no comprometidos por la compra de productos adquiridos 

a plazos en actividades comerciales o profesionales.  

Posteriormente, se especificó esta doctrina en el caso Benincasa, 

donde se resolvió que no resulta consumidor quien celebró un contrato 

de compraventa de efectos a plazo para un uso relacionado con una ac-

tividad profesional ya ejercida; pero tampoco lo es si trata de un uso re-

lacionado con una actividad profesional que debía iniciarse en el futuro 

(en este caso, un acuerdo de franquicia para la apertura de un estable-

cimiento comercial propio)1223. Más en concreto, “para determinar si una 

                       

1222 Cfr. DICEY, MORRIS y COLLINS, The Conflict of Laws, nota 12 en p. 1636. En el mis-
mo sentido AÑOVEROS TERRADAS, “Restrictions on Jurisdiction Clauses…”. Los casos son: 
Asunto C 150/77 Société Bertrand v Paul Ott KG [1978] ECR 1431; Asunto C-89/91 
Shearson Lehman Hutton v TVB [1993] ECR I-139; Asunto C-269/95 Benincasa v Den-
talkit Srl [1997] ECR I-3767. El caso Benincasa también fue publicado en LL 1998-C, p. 
519. 

1223 Cfr. Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea, sentencia de 3 de julio de 
1997, asunto C-269/95, Rec. I-3767, también publicado en LL 1998-C-519, con comenta-
rio de RIVERA, Julio César, “Interpretación del derecho comunitario y noción de consumi-
dor. Dos aportes de la Corte de Luxemburgo”, LL 1998-C, pp. 518-522. Se trataba de un 
contrato de franquicia celebrado en Florencia entre una empresa italiana (Dentalkit) y 
un ciudadano italiano, a fin de explotar un comercio franquiciado en München. Beninca-
sa pagó el fee inicial y recibió mercadería, sin pagar estas últimas. Reclama ante los tri-
bunales alemanes por nulidad de contrato, el que incluía una cláusula atributiva de com-
petencia de los tribunales de Florencia. El núcleo de la argumentación era que la nulidad 
del contrato implicaba la de la cláusula de jurisdicción. Además, si el contrato era nulo, 
Benincasa nunca contrató como comerciante, permaneciendo en su calidad de consumi-
dor, al no haberse iniciado las actividades propias de la franquicia. En estas condiciones, 
el demandante consideró que el Convenio de Bruselas, en sus arts. 13 y 14, lo habilitaba 
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persona actúa en calidad de consumidor, concepto que debe interpre-

tarse de forma restrictiva, hay que referirse a la posición de esta perso-

na en un contrato determinado, en relación con la naturaleza y la finali-

dad de éste, y no a la situación subjetiva de dicha persona. [...] una mis-

ma persona puede ser considerada consumidor respecto a ciertas 

operaciones y operador económico respecto a otras”1224. 

A tal fin se suele distinguir entre: a) integración inmediata; b) inte-

gración mediata; c) integración parcial; d) no es integrado al proceso 

productivo1225. El primer supuesto prevé que los bienes o servicios sean 

destinados exclusivamente al proceso productivo, ya sea que sean co-

mercializados o utilizados como insumos; parece claro que no estamos 

ante una relación de consumo. La segunda posibilidad, implica que el 

bien o servicio termina su recorrido económico en la entidad, pero de 

todos modos su utilización es parte de la actividad corriente. Así, el 

software, no se incorpora al producto pero claramente se vincula al ser-

vicio prestado1226. Son supuestos ajenos al sistema protectorio. Los ter-

cero y cuarto casos, en cuanto lo adquirido se utiliza tanto para fines 

comerciales como particulares, o exclusivos fines personales, ya han si-

do tratados. Queda claro, entonces, que el límite de la relación de con-

sumo es la finalidad empresaria o profesional1227. 

                       

a iniciar las acciones en su domicilio de München, por tratarse de una compraventa que 
no implicaba un uso comercial. El Tribunal rechazó esta presentación. 

1224 Caso Benincasa, citado, parágrafo 16. 
1225 Cfr. LORENZETTI, Consumidores, p. 92. 
1226 Es lo resuelto en la jurisprudencia argentina, en un caso de provisión de soft-

ware a una entidad educativa. C. Civ. y Com. San Isidro, Sala 1ª, 08/05/2008, Sociedad 
Escolar Alemana de Villa Ballester v. Ditada, Nicolás M. y otro, publicado en Lexis Nº 
70046380, 12/ 08/ 2008. 

1227 En Brasil los tribunales determinaron que es válida la cláusula de prórroga in-
serta en un contrato de importación de equipamiento médico. También se consideró 
oportuno homologar una sentencia extranjera, declarando válida la cláusula de someti-
miento a tribunales extranjeros, si el caso se refería a la importación de materias primas. 
En ambos asuntos, además de las referencias al objeto del contrato, los demandantes 
eran personas jurídicas, y por tanto se desechó la aplicación del CDC. Citados por LIMA 

MARQUES “O novo direito internacional privado…”, p. 293. 
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El criterio europeo entonces parecería ser que si una persona cele-

bra un contrato para un uso que está relacionado parcialmente con su 

actividad profesional, actual o futura, no puede, en principio, ampararse 

en las disposiciones protectoras de los consumidores1228. El destino sólo 

parcialmente privado indica que el contratante no necesita el beneficio 

procesal de la jurisdicción internacional. Por el contrario, si el vínculo 

con la actividad profesional fuera marginal e insignificante, en ese caso 

podría considerarse un consumidor; la prueba en contrario corresponde 

a quién reclama la protección1229. En resumidas cuentas, la calificación 

será restrictiva.  

En cuanto al criterio para determinar la calidad de consumidor en 

relación a la actividad desarrollada, el Tribunal de la Comunidad Euro-

pea resolvió que, para garantizar la aplicación uniforme del Convenio de 

Bruselas en todos los Estados contratantes, los conceptos utilizados por 

éste deben interpretarse de forma autónoma, principalmente con refe-

rencia al sistema y a los objetivos perseguidos por el Convenio. Estos 

criterios pueden tener un contenido diferente según el Derecho interno 

de los Estados contratantes. Así debe ser, en particular, en lo que atañe 

al concepto de “consumidor”, en el sentido de los artículos 13 y siguien-

tes del Convenio, puesto que preside las reglas de determinación de la 

competencia judicial1230. 

b) La Convención de Viena sobre Compraventa Internacional de 

Mercaderías 

En otro plano normativo, la Convención de Viena de 1980 sigue el 

mismo criterio y excluye formalmente de su aplicación las ventas a con-

                       

1228 Cfr. ALL y DREYZIN DE KLOR, “Consideraciones Generales sobre el Articulo 1...”, 
pp. 4-7. 

1229 STJCE de 20 de enero de 2005, asunto C- 464/2001 «Johann Gruber v. Bay Wa 
AG», caso citado por HERNÁNDEZ FERNÁNDEZ, Asunción, “La protección del consumidor 
transfronterizo intracomunitario. Cuestiones de Derecho Internacional Privado”, Estu-
dios sobre Consumo 79 (2006) (Monográfico), pp. 17-34, en p. 22. 

1230 Asunto Shearson Lehman Hutton, C-89/91, Rec. p. I-139, apartado 13). 
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sumidores que de acuerdo a su art. 2 considera extrañas a su ámbito de 

aplicación. Estas son las compraventas de mercaderías adquiridas para 

uso personal, familiar o doméstico. Se ha interpretado que se trata de 

compraventas sin fines comerciales, sin intención de revender; no im-

porta el carácter civil o comercial de las partes, sino la finalidad de la 

compraventa1231.  

Si el vendedor no sabía que se trataba de consumo personal, cuan-

do por el tipo de operación suele ser un contrato empresarial —el lugar 

donde se realiza, el tipo de cosa o servicio, la cantidad o volumen—, no 

será entonces aplicable el derecho del consumo, careciendo el consumi-

dor de protección1232. En sentido inverso, si el consumidor trata con un 

comerciante, pero sin saber que es un empresario, el consumidor resul-

ta perjudicado por no poder ampararse en el régimen protectorio.  

Ante esta calificación de la Convención de Viena, ¿se puede decir 

que la apariencia de la relación comercial beneficia al comerciante, a 

quién no se le aplicará el régimen protectorio si de buena fe creyó con-

tratar con un profesional? Y por otra parte, ¿se puede afirmar que el 

consumidor que cree de buena fe contratar con otro consumidor, cuan-

do en realidad es un comerciante, resulta perjudicado en beneficio del 

proveedor? Daría la impresión que la realidad del negocio cede ante la 

apariencia, en beneficio de la buena fe del comerciante, que no se verá 

gravado con un régimen de excepción1233. No se verá perjudicado tam-

                       

1231 LACASSE, “Le champ d´application de la Convention des Nations Unies…”, p. 27.  
1232 El art. 5 de la Convención de Roma no hacía referencia al profesional, a dife-

rencia del actual art. 6 del Reglamento Roma I. Art. 5 Convención de Roma sobre el dere-
cho aplicable a las obligaciones contractuales: “[u]na persona, el consumidor, para un 
uso que pueda ser considerado como ajeno a su actividad profesional...”. Art. 6 Regla-
mento Roma I: [e]l contrato celebrado por una persona física para un uso que pueda 
considerarse ajeno a su actividad comercial o profesional («el consumidor») con otra 
persona («el profesional») que actúe en ejercicio de su actividad comercial o profesio-
nal...” Como puede observarse, la nueva fórmula hace referencia al otro sujeto de la rela-
ción, con lo cual la calificación se acerca notablemente a nuestra “relación de consumo”. 

1233 El tema ya había sido discutido con ocasión de la Convención de La Haya sobre 
ventas a consumidores, en su art. 3: “Es a cargo del vendedor probar que no conocía o no 
podría haber conocido que las mercaderías eran compradas principalmente para uso 
personal, familiar o doméstico”. Cfr. VON MEHREN, Arthur Taylor, “La Conferencia de La 
Haya, Ventas a los Consumidores y el Reporte Von Mehren”, traducción de Adriana 



496 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

poco el consumidor que creyó era un contrato del derecho común, y no 

supuso estar amparado por el régimen de protección.  

Como podemos ver, estamos ante una calificación finalista negativa, 

que considera la no profesionalidad del consumidor. La vinculación de 

la operación en particular con la actividad profesional del consumidor y 

la prueba de esta actividad, está a cargo del proveedor: debe probar que 

el supuesto consumidor es profesional a fin de no quedar él mismo suje-

to al régimen especial, lo que le será más gravoso1234. 

V. D. 4. ¿Actividad con finalidad típica o situación subjetiva? 

De lo dicho hasta aquí pareciera que la definición de consumidor 

existente en el derecho comparado es esencialmente coincidente con la 

del derecho interno y que estamos ante un criterio universal: el uso fi-

nal, personal, no profesional. Aunque se suele distinguir entre la “no 

profesionalidad” y el “uso final”, creemos que son conceptos comple-

mentarios y en realidad uno supone al otro. La no profesionalidad se re-

fiere a la ausencia del ánimo de lucro, al modo de vida del consumidor 

(o del proveedor); el uso final es un concepto técnico dentro del sistema 

productivo, que indica que se trata del último eslabón del proceso eco-

nómico1235. Estando una o la otra, sería suficiente para lograr igual obje-

                       

SÁNCHEZ MUSSI del original en inglés en The Hague Conference in International Private 
Law, Acts and Documents of the Fourteenth Session (1980), Miscellaneous matters / Con-
sumer sales, Report, Vol. II, p. 179; en FERNÁNDEZ ARROYO, Diego y MORENO RODRÍGUEZ, José 
Antonio, Protección de los Consumidores en América. Trabajos de la CIDIP VII (OEA), 
CEDEP-LA LEY, Asunción, 2007, pp. 39-55, en 49. 

1234 LORENZETTI, Consumidores, p. 86. Para otros autores, es el comprador quien de-
be informar al vendedor cuál es la finalidad específica que busca con el contrato ya que, 
si no lo hace, cabe aplicar la normativa de la Convención, salvo que el vendedor supiera o 
debiera saber que se trataba de un fin privado. Quién invoca la aplicación de la Conven-
ción, debe probar el carácter comercial de la operación. Y si el consumidor se quiere sus-
traer a la Convención, debe probar que el proveedor sabía que se trataba de una opera-
ción con una finalidad familiar o doméstica. Cfr. ALL y DREYZIN DE KLOR, “Consideraciones 
generales sobre el art. 1…”, p. 3.  

1235 En economía se distingue entre el valor de uso y el valor de cambio. El primero 
se identifica con el uso final, de acuerdo a su posición en el mercado. Por el contrario, el 
valor de cambio tiene relación con el costo, cuando la cosa o servicio forma parte del 
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tivo, es decir establecer un elemento negativo: quienes “no” son consu-

midores1236. 

De todas maneras, puede ser conveniente que en la calificación de 

la relación de consumo se incluyan ambas expresiones, con el fin de evi-

tar dudas. La calificación referida al modo de vida fue incluida en la Pro-

puesta de CIDIP VII, y la del uso económico en la Propuesta de Uruguay 

para la CIDIP VII. En definitiva, consumidor será quien mediante la ope-

ración económica satisfaga sus inmediatos intereses1237.  

Nos quedaría por analizar el carácter de esta finalidad, si debe con-

siderarse una finalidad típica o la subjetiva tenida en mira por el con-

sumidor. Dentro de estas distinciones, se suele considerar el consumi-

dor material o de hecho y el consumidor jurídico, es decir aquel que 

contrata1238. 

                       

proceso de producción, integrándose al producto final. Este luego es intercambiado, y la 
diferencia entre el precio del bien con los costos, da lugar a la renta o ganancia. Cfr. 
VEIRAS PAZ, Jorge, “Consideraciones preliminares sobre diversos aspectos vinculados a la 
normativa sobre Protección Internacional del Consumidor”, Documento presentado al 
Foro de Expertos convocado para la CIDIP VII, p. 2. Disponible en www.oea.org.  

1236 En la Propuesta de CIDIP VII, el primer párrafo del art. 1 se refiere a quien “ac-
túe con fines personales, familiares o domésticos o que no pertenezcan al ámbito de su 
actividad profesional o con fines de reventa”. Por su parte la Propuesta uruguaya de 
CIDIP VII, art 1, define al consumidor como “Toda persona física o jurídica que adquiera 
o utilice productos o servicios como destinatario final de una relación de consumo. Equi-
páranse a consumidores, las demás personas expuestas a las relaciones de consumo. No 
se considerará consumidor o usuario a aquella persona que sin constituirse en destinata-
rio final, adquiera, almacene o utilice productos o servicios con el fin de integrarlos a pro-
cesos de producción, transformación, comercialización o prestación a terceros”.  

1237 Más claro es el art. 79 del Proyecto de Código de Derecho Internacional Priva-
do para la República Argentina: “Contratos celebrados con consumidores. Los contratos 
relativos a la prestación de servicios o provisión de cosas muebles destinados a un uso 
personal o familiar del consumidor que sean ajenos a la actividad comercial o profesional 
de éste, (…)”. Aunque podrían presentarse dudas si se consideran dos requisitos diferen-
tes y acumulativos: debe tratarse de un uso personal de cosas ajenas a su actividad pro-
fesional. ¿Qué deberíamos decir de un empresario gastronómico que adquiere alimentos 
para su familia en un supermercado? Es un uso personal, pero no son cosas ajenas a su 
profesión. ¿Por tratarse de un experto en la compra de insumos para su restaurant, deja 
de ser consumidor si hace la compra para su hogar? 

1238 Como indica Alicia PERUGINI, “el consumidor material es el que utiliza la cosa o 
usa del servicio sin haberlo contratado, por ejemplo, un familiar, un tercero, el cesiona-
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Algunas particularidades de la actividad del consumidor tal vez no 

encajen tan fácilmente en el concepto de “relación de consumo” previsto 

en los sistemas hasta aquí considerados. Por ejemplo, habrá que estu-

diar si existe algún uso privado relacionado con la característica de “no 

profesional” del consumidor, que sin embargo no haga aplicable el ré-

gimen protectorio. Tal sería el caso de un individuo que adquiere soft-

ware para uso personal y que, si bien no lo revenderá, posee conoci-

mientos técnicos y comerciales sofisticados que no justifican una pro-

tección tradicional: no podría ser considerado un “débil jurídico” en el 

sentido de inexperto.  

Parecería ser que las condiciones subjetivas y personales del sujeto 

consumidor, en la medida que no estén ligadas a la finalidad del acto (no 

ser parte de un proceso productivo), no deben ser tenidas en cuenta. En 

el mismo ejemplo, si el sujeto adquirente del software lo aplica de modo 

remunerado para brindar un servicio a un tercero, aún cuando no esté 

constituido formalmente como comerciante, no podrá ser considerado 

consumidor. 

En este sentido, requiere una mayor aclaración la expresión “uso 

privado”: “¿es lo mismo que personal e individual? ¿Se extiende al uso 

familiar o a otras formas de uso colectivo? El uso, por ser privado, ¿debe 

conservar un carácter no especulativo y estar desprovisto de todo espí-

ritu de lucro?”1239. Así, por ejemplo, el hecho de que un abogado adquiera 

un software genérico que también es útil en su oficina, aunque la finali-

dad de su actividad jurídica sea lucrativa, no le quita el carácter de uso 

privado, porque no se puede decir que lo vuelque a su proceso produc-

tivo como si se tratara de un insumo: el consumo final es indubitable. 

                       

rio, y se los equipara al consumidor jurídico. También hay que considerar equiparables 
al consumidor —aunque no hayan contratado— al afectado o expuesto por las prácticas 
comerciales, una publicidad ilícita, por ejemplo, y a los consumidores organizados como 
legitimados para la defensa de los intereses colectivos. Se discute si en el caso de los ter-
ceros beneficiarios a raíz de contratos a favor de terceros en los que la persona tiene ac-
ciones directas basadas en el beneficio aceptado, la persona es o no consumidor o si se lo 
equipara a él, habida cuenta de que se trata de un acto accesorio a una relación de con-
sumo. El consumidor jurídico es el contratante”. PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacio-
nal Privado del Consumidor”, p. 12. 

1239 BOURGOIGNE, Elementos…, p. 13. 
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Ahora bien, si se tratara de un software diseñado de modo exclusivo pa-

ra el uso de abogados, ese sujeto no sería un consumidor. Consumidor 

será, entonces, quien en un contrato determinado, en relación con la na-

turaleza y finalidad de este, no actúa profesionalmente. No interesa la 

calidad subjetiva de la persona sino la funcional1240.  

Otro aspecto que ha merecido la atención de los especialistas es el 

consumo —en cuanto hecho jurídico— realizado por otras personas dis-

tintas al consumidor directamente contratante. Se trata de los familiares 

o integrantes del grupo social. Esta diferenciación inclusiva está presen-

te en los ordenamientos internos1241.  

En este sentido se orienta, por ejemplo, la Propuesta de CIDIP VII: 

“Art. 1. […] 2. Se consideran también consumidores a los terceros 
pertenecientes a la familia del consumidor principal u otros acompañan-
tes, que usufructúan directamente los servicios y productos contratados, 
en los contratos comprendidos por esta Convención, como destinatarios 
finales”. 

De todas maneras, la doctrina no es pacífica en cuanto a la mención 

de estos consumidores by stander, debido a las dificultades interpretati-

vas y operativas que puede traer la categoría. VELASCO SAN MARTÍN, por 

ejemplo, observando la Propuesta CIDIP VII, refiere la hipótesis de un 

supuesto ejercicio de la facultad revocatoria por parte de quién ha reci-

bido el obsequio, o peor aún, de un familiar de alguien que encargó a 

otro la compra en el extranjero1242. Si la práctica de la facultad revocato-

ria en el ámbito internacional es de difícil ejecución (cfr. supra IV. B. 

                       

1240 Cfr. ALL y DREYZIN DE KLOR, “Consideraciones generales sobre el art. 1…”, p. 6. 
1241 La LDC dice que “Se considera asimismo consumidor o usuario a quien, sin ser 

parte de una relación de consumo, como consecuencia o en ocasión de ella adquiere o 
utiliza bienes o servicios como destinatario final, en beneficio propio o de su grupo fami-
liar o social, y a quien de cualquier manera está expuesto a una relación de consumo”. 
Por su parte, la Propuesta de CIDIP VII, en su art. 1 pár. 2, indica que “se consideran 
también consumidores a los terceros que usufructúan directamente, como destinatarios 
finales, los servicios y productos contratados”. 

1242 Cfr. VELASCO SAN MARTÍN, “Observaciones y consideraciones…”, pp. 2-3. 
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2.b), peor es la situación cuando quién la ejerce es alguien distinto al 

contratante principal.  

De todos modos considero que la inclusión es útil y necesaria. En 

contratos donde el bien o servicio es de utilización familiar o grupal, 

causaría un perjuicio al consumidor “fáctico” que la relación se limitara 

sólo a quién contrató. Si el equipo de computación está en el hogar, o del 

viaje turístico participan varios familiares, cualquiera de ellos puede ini-

ciar el reclamo, y no sólo la persona que celebró el contrato. Más rele-

vante aún resulta la inclusión de estas personas en casos de que sufran 

daños vinculados a la situación de consumo1243. 

Finalmente, cabe mencionar también la inclusión de los cesionarios 

de consumidores, ¿integran la relación de consumo? Es el caso de terce-

ros beneficiarios de contratos de seguro, o familiares a quienes el con-

tratante turístico transfiere los derechos sobre el viaje o el uso de un 

tiempo compartido, ¿pueden subrogarse en los derechos del consumi-

dor? En cuanto a la materialidad de las prestaciones, no caben dudas de 

que sí. El problema se plantea respecto de privilegios procesales o sus-

tanciales vinculados a la debilidad del consumidor. Se trata, por ejem-

plo, del forum domicilii o la lex domicilii. Si se permite a la parte débil 

traer al demandado a su jurisdicción, cuando el demandante es un ce-

sionario que también reviste la calidad de consumidor, no vemos incon-

veniente en considerar la posición procesal como si se tratara de un ac-

cesorio al crédito1244. Vale la pena distinguir si el cesionario puede de-

mandar en su propio domicilio, o solamente en el domicilio del 

consumidor cedente.  

ARENAS GARCÍA, en el ámbito de la UE, y durante la vigencia del Con-

venio de Bruselas, rechaza la posibilidad de que el proveedor sea de-

                       

1243 Cfr. RINESSI, Relación de consumo y derechos del consumidor, p. 4. 
1244 Así, en la UE, no se consideró consumidor a la entidad financiera cesionaria de 

los derechos de consumidores. La calificación se aplica a todo supuesto en que se mani-
fieste la debilidad, por tratarse de actividades relacionadas con el uso final y contrarias a 
la profesionalidad del sujeto. De esta manera, la calidad de “consumidor” no se transmite 
si el cesionario es una sociedad comercial. Cfr. ARENAS GARCÍA, “Tratamiento jurispruden-
cial…”, pp. 48-49. 
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mandado ante tribunales distintos a los del consumidor original, ya que 

esa situación no la podría haber previsto al momento de contratar1245. El 

criterio a tener en cuenta para establecer si la cesión implica transmitir 

la calidad de “consumidor” y por tanto hacer extensiva al cesionario la 

relación de consumo, es la aplicación del favor debilis.  

V. D. 5. El supuesto de las personas jurídicas como consumidoras 

Un importante asunto a considerar en los regímenes comparados es 

el tratamiento que se hace de las personas jurídicas como consumido-

res. En los países del MERCOSUR y en otros varios de Latinoamérica se 

admite que las personas jurídicas puedan ser consumidoras, pero no su-

cede lo mismo en el marco de otras legislaciones internacionales1246. En 

la UE, en el marco de la legislación comunitaria, el Reglamento de Roma 

I prevé que sólo las personas físicas son consumidoras (art. 6), al igual 

que las convenciones de La Haya, Convención de Arbitraje de Nueva 

York de 1958, Convención de Viena de 1980. Lo mismo se prevé en el 

art. 1 de la Propuesta de CIDIP VII; no así en la Propuesta de Uruguay 

para la CIDIP VII ni en el Protocolo de Santa María, que consideran con-

sumidoras a las personas jurídicas1247. Se puede advertir, entonces, una 

                       

1245 Cfr. ARENAS GARCÍA, “Tratamiento jurisprudencial…”, pp. 50-53. 
1246 Cfr. LORENZETTI, “La relación de consumo”, p. 73. “Las personas jurídicas con-

sumidores pueden ser privadas con fines de lucro, o sin ellos, y públicas”. Resulta una so-
lución original la correspondiente a la Ley Federal de Protección al Consumidor de Méxi-
co, que en su art. 2 admite la calidad de consumidores a las microempresas y microin-
dustrias que adquieran bienes o servicios para integrarlos en procesos de producción o 
de servicios a terceros, que acrediten su condición mediante la inscripción como tales 
ante la autoridad administrativa. Las reclamaciones o el arbitraje público serán proce-
dentes siempre que el monto de la operación motivo de la reclamación no exceda de un 
monto máximo de aprox. U$S 28.000 (tipo de cambio al 20/5/2009). Cfr. VELASCO SAN 
MARTÍN, “Observaciones y Consideraciones…”, p. 2. Otros autores apoyan la idea de pro-
teger también a las pequeñas empresas mediante la legislación protectiva, al menos en el 
entorno digital. Cfr. VELÁZQUEZ GARDETA, La protección al consumidor online…”, pp. 99-
101. 

1247 Propuesta de CIDIP VII “Art. 1 - Definición de Consumidor 1. A los efectos de 
esta Convención se entiende por Consumidor cualquier persona física que, frente a un 
profesional y en las transacciones, contratos y situaciones comprendidas por esta Con-
vención, actúe con fines que no pertenezcan al ámbito de su actividad profesional. Pro-
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tendencia a preservar la calidad de consumidor a las personas jurídicas 

en las legislaciones internas —incluyendo los países de la UE—, pero no 

en los regímenes internacionales. La razón está en la discordancia exis-

tente en la delimitación de quienes pueden considerarse personas jurí-

dicas a los fines de la protección1248.  

Desde el punto de vista conceptual, hay que tener presente que la 

debilidad que se predica del consumidor no es equiparable sin más a las 

personas jurídicas. Uno de los principales problemas que reviste su in-

clusión en la categoría es la combinación con otro de los requisitos, cual 

es el uso final, o la necesidad de que los productos o servicios no sean 

parte de la actividad productiva o de servicios que desarrolla la persona 

jurídica. El hecho de que no se trate de una actividad lucrativa no es su-

ficiente, ni tampoco el tipo de actividad por sí sola, ya que incluso una 

empresa podría ser consumidora, si la relación jurídica no tiene vincula-

ción con su giro comercial1249.  

La actividad empresaria supone la organización de los factores 

productivos, los que son adquiridos por el empresario. Algunos se in-

                       

puesta del Uruguay para CIDIP VII: “Art. 1. Consumidor. Toda persona física o jurídica 
que adquiera o utilice productos o servicios como destinatario final de una relación de 
consumo”.  

1248 Cfr. MORENO RODRÍGUEZ, José Antonio, “La CIDIP VII y el tema de protección al 
consumidor. Algunas reflexiones en borrador para el foro virtual”, p. 1. Documento pre-
sentado al Foro de Expertos de la OEA, 6/05/2006, disponible en www.oea.org . En la 
doctrina, están de acuerdo con la protección de las personas jurídicas en el derecho in-
ternacional, entre otros, ALL y DREYZIN DE KLOR, “Consideraciones generales sobre el art. 
1…”, p. 26; UZAL, “La protección al consumidor…”, p. 243; TONIOLLO, “La protección inter-
nacional del consumidor…”, p. 97; FERNÁNDEZ ARROYO y ALL, “Apreciación general…”, nro I. 
Cfr. VELÁZQUEZ GARDETA, La protección al consumidor online…”, p. 98. 

1249 La jurisprudencia consideró que el hecho de tratarse de una entidad sin fines 
de lucro no era suficiente para que se pueda considerar consumidor. En el caso se verifi-
có que el producto adquirido —en este caso un software— estaba destinado a la activi-
dad que habitualmente desarrolla la entidad. El software en cuestión estaba destinado a 
la administración académica: calificaciones de los alumnos, asistencia, emisión de certi-
ficados y documentación ante las autoridades, etc. La entidad era una institución acadé-
mica. Tampoco fue relevante su condición impositiva, en cuanto manifestación estatal 
del reconocimiento de la falta de lucro, C. Civ. y Com. San Isidro, Sala 1ª, 08/05/2008, 
Sociedad Escolar Alemana de Villa Ballester v. Ditada, Nicolás M. y otro, publicado en 
Lexis Nº 70046380, 12/ 08/ 2008. 
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corporarán físicamente al proceso, mientras que otros lo hacen sólo 

económicamente, integrando la estructura productiva o comercial. Am-

bos revisten un costo para el empresario y son necesarios para lograr el 

producto final1250. Desde este punto de vista, siempre que un producto o 

servicio tiene incidencia en los bienes comercializados, estamos ante un 

uso profesional, aplicable tanto a personas físicas o jurídicas. La diferen-

cia es que en el caso de las personas jurídicas que se dedican a activida-

des empresarias la presunción estaría a favor del fin de lucro. Mayores 

dificultades se presentan respecto de las denominadas Organizaciones 

sin fines de lucro (ONG). En estas últimas, por el contrario, se presumirá 

el consumo final.  

A fin de lograr cierta claridad al momento de redactar la califica-

ción, ya sea de fuente interna o internacional, se debería excluir del sis-

tema protectorio al consumidor que “sin constituirse en destinatario fi-

nal, adquiera, almacene o utilice productos o servicios con el fin de inte-

grarlos económicamente a procesos de producción, transformación, 

comercialización o prestación a terceros”. Esto incluye tanto la incorpo-

ración física o material como la organizativa1251. 

Habrá que considerar si son operaciones habituales o esporádicas, 

cómo influye la publicidad, el marketing masivo, la afectación de la con-

fidencialidad de los datos personales, etc1252. Por tanto, el mero hecho de 

que una empresa haga compras destinadas para un uso no vinculado a 

su actividad profesional habitual, no implica que deba aplicarse un ré-

gimen protectorio. El criterio de aplicación estaría dado si una persona 

jurídica toma parte en una relación de consumo con el propósito de des-

tinar los bienes adquiridos a la satisfacción de necesidades de carácter 

privado de personas físicas vinculadas a ellas, mediante una relación 

ajena al mercado1253.  

                       

1250 Cfr. VEIRAS PAZ, “Consideraciones preliminares…”, pp. 3-4. Disponible en 
www.oea.org. 

1251 Idem, pp. 4-5. 
1252 Cfr. LIMA MARQUES, “Observaciones y Propuestas…”, nro. 1. c. 
1253 Cfr. RINESSI, Relación de consumo y derechos del consumidor, p. 41. 
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Así, si una compañía adquiere en el extranjero regalos para sus em-

pleados o familiares de éstos, no debería aplicarse la protección del con-

sumidor; de todos modos, nada obsta que ante defectos de la cosa cada 

empleado pueda reclamar, ya que estaríamos ante una situación catalo-

gada como “en ocasión de”, o “expuesta a” una relación de consumo (art. 

1 segundo párrafo de la LDC o art. 1.2 de la Propuesta de CIDIP VII). De 

este modo, la limitación existente para las personas jurídicas puede am-

pliarse si, por ejemplo, los empleados son los destinatarios finales. Pro-

pongo entonces que la inclusión del consumidor “en función de” evite la 

conflictiva consideración de las personas jurídicas. Si una empresa con-

trata servicios de comidas para sus empleados de la planta fabril, no ca-

brían dudas de que se trata de una situación ajena a la relación de con-

sumo. Pero si los alimentos están en mal estado y producen daños a los 

obreros, estos pueden reclamar como consumidores. No dejamos de 

considerar la dificultad que significa que cada uno de los afectados deba 

iniciar los reclamos por sí mismo; de todas maneras, esto plantea otro 

problema, cual es el de las acciones colectivas.  

La calificación se convierte aquí en una cuestión previa a los fines 

jurisdiccionales, por encontrarse en la característica positiva del ante-

cedente1254. Si la empresa contrata bienes o servicios y los destina al 

proceso productivo de manera integral, ya sea redistribuyéndolos o 

transformándolos en aquello que será su producto final, el régimen pro-

tectorio es inaplicable. También quedan excluidos algunos bienes, como 

muebles, útiles y equipamiento. En sentido inverso a cuando analicé el 

destino final del consumidor persona física, habrá que ver si los bienes 

que se adquieren o los servicios que se contratan, sirven, en parte, a la 

finalidad empresaria y en parte para uso personal. El uso que se le asig-

na o el destino principal del bien o del servicio para la persona física o 

jurídica pueden marcar una diferencia entre quien es consumidor y 

quien no1255. Reitero una vez más: el ánimo de lucro siempre excluye la 

relación de consumo1256. 

                       

1254 Cfr. SOTO, Temas estructurales…, p. 66. 
1255 Una persona jurídica que adquirió a título oneroso un automotor para traslado 

de sus miembros y empleados fue calificada como consumidora pues se consideró que la 
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Ante la posibilidad de establecer un régimen protectorio a favor del 

consumidor transfronterizo, la consideración de la personalidad jurídica 

de los entes morales o grupos sociales se deberá analizar como cuestión 

previa, ya que de la resolución respecto a este punto depende la aplica-

ción del régimen especial o del derecho común. En cuanto a las solucio-

nes materiales, es natural que el asunto presente grandes dificultades de 

concreción y acuerdo, ante la falta de unificación de criterios1257. Al 

mismo tiempo será un elemento a tener en cuenta si se pretende una ca-

lificación autárquica para la relación de consumo transfronteriza1258. 

En resumen, si existen dudas en cuanto a la caracterización de una 

operación determinada como de consumo, por ejemplo, si hubiera du-

das en cuanto a la interpretación del destino final que el sujeto hace de 

los bienes, la calificación deberá ser establecida de acuerdo a la lex fori. 

Lo mismo puede decirse respecto de la posibilidad de otorgar protec-

ción a las personas jurídicas. Hasta aquí, si bien resulta satisfactoria an-

te la comunidad internacional la calificación del consumidor como aquél 

ajeno a la finalidad profesional, esto no implica que se pueda llegar a 

una calificación autónoma de relación de consumo, teniendo en cuenta 

los otros elementos, como el objeto o vínculo típico1259. En una preten-

sión maximalista, el régimen protectorio debería estar disponible de 

acuerdo a la concreta posición que una de las partes ocupa en el contra-

to, y no en función de la calidad o identidad de la persona que asume ese 

rol1260. 

                       

persona jurídica era destinataria final del bien (CNCom. , Sala A, 21/11/2000, Artemis 
Construcciones SA v. Diyón SA y otro”, LL, 2001-B, p. 839, DJ, 2001, 2 – 345). 

1256 Cfr. PITA y MOGGIA DE SAMITIER, “Ley de Defensa del Consumidor”, p. 1103. 
1257 Cfr. LORENZETTI, “La relación de consumo”, pp. 78-83. 
1258 Cfr. PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Consumidor”, p. 14 

nro.31. 
1259 Cfr. LORENZETTI, “La relación de consumo”, p. 75. 
1260 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO y ALL, “Apreciación general…”, nro. I. 
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V. E. EL PROVEEDOR EN LA RELACIÓN DE CONSUMO TRANSFRONTERIZA 

El otro sujeto de la relación de consumo siempre deberá ser un 

proveedor. Tanto si tomamos en cuenta la Convención de Viena de 1980 

sobre Compraventa Internacional de Mercaderías, como el Reglamento 

de Roma, o el Reglamento 44/2001 la calificación de “consumidor” se 

establece internacionalmente en contraposición a la de “profesional”. En 

el orden local se expide en el mismo sentido el art. 2 de la LDC, ya que 

proveedor  

“es la persona física o jurídica de naturaleza pública o privada, que 
desarrolla de manera profesional, aun ocasionalmente, actividades de 
producción, montaje, creación, construcción, transformación, importa-
ción, concesión de marca, distribución y comercialización de bienes y 
servicios, destinados a consumidores o usuarios”. 

Se pueden distinguir aquí tres elementos: 

La actividad desarrollada profesionalmente o con fin de lucro, sin 

importar la habitualidad. 

El tipo de actividades que constituyen al sujeto en proveedor. A di-

ferencia del elemento anterior, que dota a la definición de gran ampli-

tud, aquí aparentemente se restringe. No todo emprendimiento empre-

saria implica ser proveedor en una relación de consumo, aunque, bien 

mirado, es difícil imaginar algún tipo de actividad que quede fuera de la 

definición. Sin embargo, la última modificación de la LDC incluyó al con-

cedente de marca, ensanchando así la categoría. Nos referiremos espe-

cialmente a este punto. 

La actividad se dirige a consumidores, ya sea por el tipo o cantidad 

de los productos, la publicidad, etc. Los servicios de consultoría, por 

ejemplo, difícilmente se puedan prestar a consumidores. 

La razón de ser del marco protectorio está dada por las característi-

cas de los modernos sistemas de producción y distribución, altamente 

especializados y concentrados. El dominio de las técnicas crea una bre-

cha respecto del sujeto consumidor, por cuanto el profesional tiene ma-

yor capacidad de previsión de los resultados de sus acciones. Ese sujeto 

será, entre otros supuestos: a) oferente de bienes y servicios; b) quién 
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realiza acciones publicitarias o lleva adelante prácticas precontractuales 

frente a consumidores; c) el responsable del daño en los casos de res-

ponsabilidad objetiva o a cargo de un deber de seguridad; d) el publicis-

ta en los conflictos resultantes de brindar información insuficiente o fa-

laz; d) quién entrega los bienes o presta los servicios1261.  

Las aclaraciones hechas respecto al consumidor transfronterizo 

pueden repetirse en igual sentido para el proveedor internacional, de 

modo perfectamente especular. No cualquier proveedor será sujeto de 

una relación de consumo transfronteriza. Sólo formarán parte de esta 

categoría aquellos que provean bienes o servicios fuera de sus fronteras 

o bien que lleven a cabo cualquiera de los pasos necesarios para que el 

consumidor de otro Estado realice el acto jurídico comprendido en la 

acción de consumir, o bien que el acto de consumir o sus efectos tengan 

lugar en otro territorio, y por ejemplo, causen un perjuicio al consumi-

dor allende las fronteras.  

En algunos casos, el proveedor actúa internacionalmente en todos o 

gran parte de los tramos de la relación de consumo. Así, los vendedores 

o prestadores de servicios a través de Internet, o los transportistas o 

couriers con servicios mundiales, los servicios de información interna-

cionales, las líneas aéreas, etc. Se puede decir que la prestación tiene vo-

cación internacional. En otros casos, el proveedor desarrollará activida-

des internacionales y nacionales de modo simultáneo, como las tiendas 

en línea o los servicios turísticos. Finalmente, habrá proveedores que 

desarrollan sus negocios íntegramente en los límites de un Estado (o 

sistema jurídico). Veamos algunos supuestos que presentan especiales 

dificultades. 

                       

1261 Cfr. LORENZETTI, Consumidores, p. 97. 
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V. E. 1. Proveedores que son parte de una red de comercialización o 

actúan en conexidad contractual 

Un supuesto interesante es el de los prestadores o proveedores 

unidos por una red o en el marco de la conexidad contractual1262. Es fre-

cuente que en una relación de consumo transfronteriza el prestador no 

sea el contratante sino un tercero a su servicio o subcontratado, con ac-

tividades exclusivamente locales1263. En los contratos de turismo de via-

je combinado, contratos de tiempo compartido o time sharing, servicios 

médicos al viajero, sistemas de tarjeta de crédito, compañías de alquile-

res de automóviles, etc., lo normal será que exista conexidad. Son activi-

dades donde la colaboración empresaria, la atipicidad de los contratos, 

la subcontratación, el fin negocial superior y la realidad de los grupos 

empresarios, obligan a establecer afiatados mecanismos jurídicos de 

asunción de riesgos y responsabilidades1264. Estos diferentes contratos 

tienen entre ellos una vinculación funcional y genética, más importante 

que la identidad de sujetos, objeto o causa. Puede deberse a que un con-

trato nace y existe en razón de otro, o bien que el desarrollo de uno está 

en relación de dependencia recíproca, en distintos grados de subordina-

ción1265. 

                       

1262 El fenómeno del agrupamiento de contratos y en particular la conexidad con-
tractual no es indiferente para la doctrina civilista y comercialista. El asunto es complejo 
y me limitaré a introducir el tema, a los fines de advertir sobre su existencia y eventual 
utilidad a los fines de establecer las amplias alternativas que brinda esta particular rela-
ción de consumo. Cfr. ÁLVAREZ MARTÍNEZ, Georgina Ivón, Los grupos de contratos en el cré-
dito al consumo, La Ley, Madrid, 2009.  

1263 La Directiva Europea sobre ventas a distancia, en su considerando (10), ya 
advierte que una misma operación puede implicar la realización de prestaciones 
sucesivas o escalonadas, y por tanto dar lugar a calificaciones jurídicas diferentes según 
el Derecho aplicable en cada Estado miembro. A tal fin, propende que las disposiciones 
de la Directiva sean respetadas en todos los escalones o etapas, ya sea que se consideren 
como un todo y un solo contrato, o bien si lo constituye como una serie de contratos 
sucesivos distintos. 

1264 Cfr. MOSSET ITURRASPE, Jorge, Contratos Conexos – Grupos y redes de contratos, 
Rubinzal Culzoni, Santa Fe, 1999, pp. 16-22. 

1265 La pluralidad de contratos es un presupuesto a desentrañar en cada relación, 
para luego poder verificar las consecuencias que esa multiplicidad de relaciones tendrá 
sobre la responsabilidad de cada uno de los intervinientes. En algunas situaciones puede 
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El problema, desde el punto de vista del proveedor, es que puede 

estar involucrado en un negocio internacional, incluso inconscientemen-

te, cuando confiaba estar sujeto a las leyes o tribunales domiciliarios. Y, 

desde la óptica del consumidor, encuentra horizontes más extendidos; 

creía que su relación contractual era exclusivamente local, y por tanto 

sólo podría reclamar al proveedor directo —ya sea de su domicilio o del 

extranjero—. Ahora, ante un incumplimiento, puede también reclamar a 

terceros con quienes no contrató directamente o que son ajenos a los 

hechos más inmediatos1266. 

Esto tiene impacto, por ejemplo, en los procesos productivos. Es 

usual que distintos componentes del producto final estén a cargo de di-

ferentes sujetos, efectuando cada uno aportes materiales e inmateriales 

desde distintas jurisdicciones. Las tareas que requieren mano de obra 

intensiva pueden desarrollarse en un territorio con menores cargas fis-

cales; la atención del cliente y la prestación del servicio de soporte téc-

nico pueden realizarse desde un territorio con ventajas comparativas en 

capital humano; parte de los componentes proceden de distintos pro-

veedores, etc. Las mismas etiquetas del lugar de fabricación y las marcas 

empresarias pueden inducir a error, siendo difícil determinar el porcen-

taje de componente nacional de un producto o servicio1267. 

La conexidad contractual se caracteriza por una serie de vínculos 

entrelazados en un conjunto económico, con la finalidad de brindar una 

misma prestación esencial: se trata de un único y mismo negocio1268. No 

todas las legislaciones tienen en cuenta esta particular característica de 

                       

resultar complicado. Habrá que atenerse al criterio subjetivo, de unidad de manifesta-
ción de voluntad de los contratantes (prestadores) o bien objetivo: si hay dependencia o 
subordinación de las prestaciones, ya sea funcional o típica. Cfr. ÁLVAREZ, Los grupos de 
contratos…, p. 164 y ss. 

1266 Entre los supuestos dudosos y que deberán ser resueltos por la lex fori, encon-
tramos los contratos preliminares y los definitivos, las prestaciones accesorias, las con-
diciones, los contratos simultáneos y los mixtos. Cfr. ÁLVAREZ, Los grupos de contratos…, 
p. 177 y ss. 

1267 Cfr. SANTOS BELANDRO, “Las nociones de Sociedad Internacional…”, p. 234.  
1268 Cfr. MOSSET ITURRASPE, Contratos Conexos, del Prólogo. 
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las nuevas formas de contratación1269. En nuestro país, por ejemplo, el 

reconocimiento jurisprudencial llegó luego de que la doctrina abriera el 

camino. Aunque no tenemos un sustento legislativo expreso de la insti-

tución jurídica en sí misma, está prevista en algunos regímenes concre-

tos, como por ejemplo las disposiciones de tarjeta de crédito1270, o viaje 

combinado1271 o financiación para el consumo1272. 

Los principios básicos de esta construcción doctrinal no son de sen-

cilla aplicación en un contexto internacional, más allá de la expresa res-

ponsabilidad del contratante principal. Es posible que cada ordenamien-

to otorgue distinto alcance a la responsabilidad conexa de los demás 

miembros de la red, vinculados al consumidor sólo de modo indirecto. 

La interrelación de los contratos plantea dificultades que conectan dis-

tintos ordenamientos jurídicos, junto con un régimen particular para 

cada contrato, de acuerdo a las obligaciones que haya engendrado; a es-

to se suma el problema jurisdiccional y de efectividad de las decisio-

nes1273. Es un terreno fértil para la aplicación de los métodos analítico y 

sintético-judicial, con frecuencia recurrentes a la grand-coupure. 

                       

1269 Cfr. MOSSET ITURRASPE, Contratos Conexos, pp. 22-35. El autor repasa los antece-
dentes italianos, franceses, alemanes, españoles, del common law y de la UE. Aclaramos, 
una vez más, que las disposiciones existentes en la UE, propias de un proceso de integra-
ción, no son de aplicación analógica a situaciones absolutamente internacionales, aun-
que sí sirven como antecedentes para estudiar el problema. 

1270 Ley 25.065 de Tarjetas de Crédito “Art. 1° — Se entiende por sistema de Tarje-
ta de Crédito al conjunto complejo y sistematizado de contratos individuales cuya finali-
dad es:…” 

1271 Ley 19.918 Convención Internacional sobre Contratos de Viaje de Bruselas de 
1970: “Campo de aplicación Art. 1°.- A los fines de la presente Convención se entiende 
por: (…) 2. Contrato de organización de viaje: cualquier contrato por el cual una persona 
se compromete en su nombre a procurar a otra, mediante un precio global, un conjunto 
de prestaciones combinadas de transporte, de estadía distintas del transporte o de otros 
servicios que se relacionan con él;” 

1272 Art. 36 LDC “La eficacia del contrato en el que se prevea que un tercero otor-
gue un crédito de financiación quedará condicionada a la efectiva obtención del mismo. 
En caso de no otorgamiento del crédito, la operación se resolverá sin costo alguno para 
el consumidor, debiendo en su caso restituírsele las sumas que con carácter de entrega 
de contado, anticipo y gastos éste hubiere efectuado”. 

1273 Como experiencia internacional, pero limitada a un espacio económico inte-
grado, se puede mencionar la Directiva del Consejo de 22 de diciembre de 1986 relativa 
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Incluso, no parece sencillo distinguir entre contratos principales y 

accesorios, o entre prestaciones nucleares y colaterales1274. Lo mismo se 

puede decir de la calificación del vínculo de la relación de consumo, ya 

que no será lo mismo establecer la conexidad sobre la responsabilidad 

contractual o la extracontractual. Podemos afirmar, en líneas generales, 

que la internacionalidad se intensifica1275.  

Las soluciones territoriales al problema van por el lado de la aplica-

ción de normas de policía o imperativas, en las que reina el derecho 

propio, mientras que la extraterritorialidad limitada buscará relacionar 

cada contrato con su vínculo más estrecho. Por su parte, la extraterrito-

rialidad ilimitada, aplicará el derecho extranjero sin ambages. Además, 

se deberá tener en cuenta que las partes —mejor dicho el organizador 

de la red o negocio— establecerán el esquema normativo que conside-

ren más apropiado1276. Al intérprete se le presentan todas estas alterna-

tivas, desde el momento que la laguna sistémica —más aún en este as-

pecto— es evidente. 

El Derecho Internacional Privado clásico intentará relacionar cada 

contrato con los Estados en que tiene asiento, determinando puntos de 

conexión o de contacto conductistas, personales o reales. Lo normal será 

que el organizador del sistema indique qué derecho será aplicable y qué 

                       

a la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 
Estados miembros en materia de crédito al consumo (87/102/CEE) (DO L 42 de 
12.2.1987, p. 48); modificada por Directiva 90/88/CEE del Consejo de 22 de febrero de 
1990 (L 61 14 10.3.1990) y Directiva 98/7/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 
16 de febrero de 1998. 

1274 Este aspecto es relevante a los fines de determinar qué derecho rige para un 
contrato accesorio. Así, hay que considerar si en relaciones de consumo corresponde la 
aplicación del art. 41 del Tratado de Derecho Civil Internacional de Montevideo de 1940, 
por el cual “Los contratos accesorios se rigen por la ley del contrato principal”. 

1275 En palabras de CIURO CALDANI: «Con frecuencia las conexiones de contratos 
desbordan los límites de los Estados, incluso poniendo en cuestión la “puntualidad” de la 
“extranjería” de los elementos que el Derecho Internacional Privado tiene como referen-
cia principal. Según las diversas distancias culturales entre los contratos conexos, hay 
conexiones nacionales, internacionales, integradas y globalizadas». CIURO CALDANI, Miguel 
Ángel, Los contratos conexos en la Filosofía del Derecho y el Derecho Internacional Priva-
do, Fundación para las Investigaciones Jurídicas, Rosario, 1999, pp. 71-72. 

1276 Cfr. CIURO CALDANI, Los contratos conexos, p. 73. 
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jurisdicción competente, además de regular la situación del modo más 

detallado posible. Aunque ya sabemos que cuando estamos ante un con-

flicto que involucra a consumidores, los sistemas jurídicos son reacios a 

una amplia autonomía material o conflictual1277. 

Las cuestiones a resolver, por tanto, requerirán verificar distintos 

derechos aplicables y sortear las dificultades que traen aparejadas las 

posibles jurisdicciones concurrentes. Está claro que estos aspectos no 

pueden caer en cabeza del consumidor; si en el funcionamiento del ne-

gocio jurídico complejo los distintos prestadores actúan en red o coliga-

dos, será de ellos la responsabilidad de aclarar las condiciones jurídicas 

que rigen esas relaciones. Al igual que en el derecho interno, no parece 

una buena solución mantener la independencia de los contratos1278. Por 

tanto, una vez verificado que los prestadores forman parte de un siste-

ma de distribución en red y existe conexidad contractual entre ellos, se 

determinará que las relaciones jurídicas internas al conglomerado no 

son oponibles al consumidor y, por el contrario, puede esgrimirlas a su 

favor1279. 

Sin embargo, desde el punto de vista del empresario, la situación es 

observada de modo totalmente opuesto. Nos puede ser útil una conside-

ración de VELÉZ SÁRSFIELD. En la nota al art. 1205 del CC, sobre una cita 

de STORY, trae a colación el supuesto de contratos que pueden establecer 

obligaciones in solidum o simplemente mancomunadas: si una parte de-

be responder por el total o sólo de acuerdo a su porción. Indica que a es-

te problema se aplica la ley de celebración, salvo disposición expresa en 

contrario1280. 

                       

1277 Idem, p. 74. 
1278 Cfr. CIURO CALDANI, Contratos Conexos, pp. 75-76. 
1279 En Brasil, los tribunales condenaron a la empresa de telefonía local por los co-

bros indebidos que realizaba una empresa nórdica que ofrecía a consumidores brasile-
ños vía telefónica “servicos sexuais” no solicitados. Los cargos aparecían en la factura de 
la empresa telefónica brasileña (Telebras). Ésta fue considerada proveedora aparente. 
Decisión del 1ro TACivSP, 24/11/1998, Juiz Antonio de Pádua Ferraz. Citado por LIMA 

MARQUES, “O novo direito internacional privado…”, p. 271. 
1280 Nota del CC al art. 1205: “Por la naturaleza del contrato se entiende aquellas 

cualidades que propiamente le corresponden, y que por la ley o costumbre siempre lo 
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Los otros ejemplos que allí incluye también están vinculados a un 

eventual elemento como parte de una relación de conexidad. Si un ga-

rante, de acuerdo al lugar de celebración, sólo puede ser reclamado una 

vez excutidos los bienes del deudor, no corresponde que en el lugar de 

cumplimiento del contrato se convierta en solidario. Y, si en el lugar de 

celebración la obligación es accesoria, no podría en otro país ser consi-

derada principal. El principio general subyacente es que no se puede 

obligar a una parte —salvo que lo haya previsto de modo material o 

haya elegido ese derecho—, a una obligación que, de acuerdo a su domi-

cilio, no lo obliga; no se puede reputar conocido un derecho extranjero 

que le resulta aplicable de modo anómalo.  

El problema se nos presenta cuando se trata de un proveedor que 

no es el contratante principal sino formando parte de una red o vincula-

do de modo indirecto con el consumidor. No habría problema que entre 

los miembros de la conexidad pacten sus derechos y obligaciones, pero 

esto no debería ser oponible al consumidor: es una excepción al res inter 

alios acta. Parece claro que la pretensión de regular cada prestación o 

relación jurídica de modo independiente, mediante el sometimiento al 

derecho más vinculado, puede resultar sumamente perjudicial para el 

consumidor. CIURO CALDANI advierte que esto inclusive puede implicar 

un fraude a la ley, cuando el recorte de un contrato y su desvinculación 

de otro, se convierte en un medio para dejar de aplicar el derecho que 

normalmente correspondería1281. Lo mismo se puede decir cuando se in-

tenta sustraer al consumidor de una cierta jurisdicción (fraude a la ju-

risdicción o forum shopping). 

Es por este motivo que la regulación de ciertas situaciones natu-

ralmente conexas requiere una definición más amplia de proveedor, o 

                       

acompañan, o son inherentes al contrato. Si un contrato es o no condicional, o absoluto, 
si es contrato principal o accesorio; si es limitado o general en sus efectos, todo esto per-
tenece a la naturaleza del contrato, y depende de la ley o costumbre del lugar en que se 
ha hecho”. Agrego que esta disposición sólo será aplicable cuando se remita al derecho 
argentino a través del ejercicio de la autonomía conflictual, o bien por una regulación 
material específica prevista por las partes, o cuando la relación jurídica no tenga contac-
to argentino. 

1281 CIURO CALDANI, Filosofía de la Jurisdicción…, p. 88.  
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bien una calificación autárquica de la relación de consumo. La Propuesta 

de CIDIP VII, en sus arts. 12 y 13, referida a contratos de turismo o 

tiempo compartido, creo que en este aspecto es insuficiente cuando de-

termina el derecho aplicable. Obliga a establecer la calidad o no de pro-

veedor de acuerdo a un régimen territorial en particular, que puede li-

berar de responsabilidad a algunos proveedores en perjuicio tanto del 

consumidor como de los otros coligados.  

Tampoco parece adecuado dejar la solución a merced de criterios 

amplios, como los de la CIDIP V: adaptar la conexión para realizar la jus-

ticia y la equidad en el caso concreto1282. Lo mismo respecto del Regla-

mento de Roma I, cuando ante múltiples obligaciones y conexiones, re-

sulta relevante la prestación más característica, o bien la ley del país con 

el que presente los vínculos más estrechos (art. 4). Sin olvidar, además, 

que estas conexiones están referidas a contratos en que no intervienen 

consumidores. 

Los problemas de la conexidad contractual y de las obligaciones so-

lidarias o concurrentes frente a un consumidor y la relación entre los 

distintos proveedores, ha sido estudiada en el derecho argentino a tra-

vés de los conflictos que genera la aplicación del art. 40 de la LDC, refe-

rido a la responsabilidad por daños causados por productos o servicios 

defectuosos1283. El problema puede ser relevante en los conflictos inter-

nacionales y deberá ser resuelto por las normas de responsabilidad civil 

del derecho conectado. De todos modos, también habrá que resolver la 

cuestión previa que condiciona la misma admisión de la competencia 

del juez requerido: si el presunto proveedor demandado no es parte de 

la relación de consumo, el reclamo deberá dirigirse a los otros coligados. 

                       

1282 CIDIP V sobre Derecho Aplicable a los Contratos Internacionales, Artículo 3 
“Las normas de esta Convención se aplicarán, con las adaptaciones necesarias y posibles, 
a las nuevas modalidades de contratación utilizadas como consecuencia del desarrollo 
comercial internacional”. Artículo 10 “Además de lo dispuesto en los artículos anterio-
res, se aplicarán, cuando corresponda, las normas, las costumbres y los principios del 
derecho comercial internacional, así como los usos y prácticas comerciales de general 
aceptación con la finalidad de realizar las exigencias impuestas por la justicia y la equi-
dad en la solución del caso concreto”. 

1283 Cfr. LORENZETTI, Consumidores, p. 381 y ss. 
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Por otra parte, verificada la falta de relación de consumo, al demandado 

se le aplicarán las reglas de derecho común sin remisión al régimen pro-

tectorio, evitando así su solidaridad agravada o la presentación ante tri-

bunales foráneos. 

Pero si resulta explícita la conexidad de acuerdo al art. 40 de la LDC, 

serán responsables solidariamente el productor, el fabricante, el impor-

tador, el distribuidor, el proveedor, el vendedor y quien haya puesto su 

marca en la cosa o servicio, siempre que el daño al consumidor resultara 

del vicio o riesgo de la cosa o de la prestación del servicio. También res-

ponderá el transportista por los daños ocasionados con motivo o en 

ocasión del servicio. Se puede apreciar la multiplicidad de relaciones de 

consumo que se generan en un mismo hecho; lo natural será que cada 

uno de los miembros de la red de prestadores o proveedores quiera 

demostrar su falta de participación. 

El juez deberá considerar ciertos problemas procesales y de califi-

caciones. El hecho de que los demandados sean responsables, ¿es una 

cuestión procesal o sustancial? Si es procesal, lo determina el juez del 

foro de acuerdo a su propio derecho, y por tanto deberá decidir si con-

voca a todos o algunos de los eventuales prestadores extranjeros que 

también pueden actuar en conjunto con los nacionales que actúan en 

conexión. Si fuera un tema sustancial, planteada la litis y definido el ob-

jeto de la pretensión de acuerdo al derecho aplicable, recién allí se re-

solverá sobre la responsabilidad de los otros prestadores. De todos mo-

dos, este aspecto normalmente aparecerá apenas incoada la demanda, 

siendo ese el momento en que se puede oponer la excepción de falta de 

legitimación pasiva. Los aspectos procesales vinculados a los terceros ci-

tados, y cómo rigen los plazos para que un extranjero la pueda oponer, 

dependerán del sistema procesal de juez del foro1284. 

En definitiva, creo que la categoría de proveedor, cuando se trata de 

la conexidad de su prestación a otra principal, debería ser definida de 

                       

1284 En este sentido, el Protocolo de Santa María, en su art. 7, y la Propuesta uru-
guaya de CIDIP VII indican que “Si hubieren varios demandados en una misma acción re-
ferida al mismo objeto, tendrán jurisdicción internacional los tribunales del Estado Parte 
del domicilio de cualquiera de ellos”. 
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modo abstracto, para facilitar la apertura interpretativa en beneficio del 

consumidor1285. Una expresión posible puede ser: “Revestirán igualmen-

te la calidad de proveedores quienes, sin haber celebrado el contrato 

con el consumidor o sin ser los directos obligados, han participado de 

un negocio jurídico complejo, en el cual sus obligaciones respecto del 

contratante principal han sido determinantes del cumplimiento de la 

prestación”. Esta calificación será útil tanto a los fines sustanciales como 

procesales. 

V. E. 2. Subsidiarias, sucursales o representaciones de empresas 

globales 

Las situaciones que se presentan entre el proveedor multinacional 

y sus sucursales o filiales están conceptualmente relacionadas con el 

punto anterior. De acuerdo a LIMA MARQUES, si las grandes empresas tie-

nen filiales en todos los países (se refiere a las Américas), se aplicaría la 

ley del domicilio del consumidor en todos los casos, por ser la ley común 

a las partes. La autora se refiere aquí a los consumidores pasivos, o a los 

contratantes a distancia en el comercio electrónico, o a los supuestos de 

celebración del contrato de turismo en el domicilio de la persona físi-

ca1286. Creemos que estos comentarios también pueden aplicarse a la de-

terminación del tribunal competente. 

Sin embargo, puede suceder que las subsidiarias estén localizadas 

en el domicilio del consumidor, pero no hayan tomado parte del contra-

to ni exista ninguna otra situación entre la filial y el consumidor que 

pueda dar lugar a una relación de consumo. Hay dos alternativas:  

                       

1285 Se expide en sentido diferente la Convención de La Haya de ventas a consumi-
dores, en cuanto al efecto del contrato respecto de terceros, dejando librado al derecho 
del juez la determinación del carácter del “tercero” involucrado. De acuerdo al art. 9.b. 
no se aplicará el derecho de la residencia habitual del consumidor, sino el elegido por las 
partes o el del juez para establecer los efectos del contrato con relación a terceros. Cfr. 
VON MEHREN, “La Conferencia de La Haya…”, p. 55. 

1286 LIMA MARQUES, “Las teorías…”, p. 7. 
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Si, por ejemplo, el consumidor contrató fuera del país, y el lugar de 

cumplimiento es en el extranjero, los elementos relevantes pueden de-

terminar que el juez competente no sea el domiciliario del consumidor, 

y por tanto la sucursal es ajena a un contrato celebrado con otra filial o 

con la misma matriz.  

La sucursal es responsable si otros elementos de la relación jurídica 

vinculan el caso con el foro o con el derecho aplicable; tal sería el su-

puesto de haberse otorgado garantía global. El caso podrá considerarse 

local y obligar a la subsidiaria o sucursal del domicilio del consumidor.  

También deberá calificarse qué se entiende por “filial”, ya que es un 

término genérico que requiere ser precisado. El derecho societario o 

contractual del domicilio de la sucursal o agente deberán acudir en auxi-

lio del juez para determinar qué tipo de vinculación las une con la ma-

triz1287. En todos los casos, no creemos que deba adoptarse una solución 

como la propuesta en el Proyecto de Código de Derecho Internacional 

Privado, que vincularía al consumidor con el establecimiento del lugar 

donde se debe cumplir la prestación más característica; esto significaría 

una limitación genérica e inapropiada1288. Pero, para no dejar la cuestión 

indeterminada, habrá que verificar si las subsidiarias locales han parti-

cipado en la publicidad, oferta, prestación de servicios, gestiones admi-

nistrativas, etc. La representación puede ser muy débil, y a los solos 

efectos administrativos o judiciales, sin intervención en la negociación 

con el consumidor.  

                       

1287 El Reglamento de Roma I considera la situación, referida al derecho aplicable, 
y a contratos entre empresarios, al no regular los aspectos de representación y societa-
rios: Artículo 1 Ámbito de aplicación material “2. Se excluirán del ámbito de aplicación 
del presente Reglamento: (…) g) la posibilidad para un intermediario de obligar frente a 
terceros a la persona por cuya cuenta pretende actuar, o para un órgano de obligar a una 
sociedad, asociación o persona jurídica; (…).” 

1288 Proyecto de Ley de Código de Derecho Internacional Privado, Trámite Parla-
mentario 2016-D-04, art. 72, segundo párrafo: “Si no pudiera determinarse el lugar de 
cumplimiento, se presume que estos vínculos existen con el Estado donde la parte que 
debe cumplir la prestación característica tiene establecimiento o residencia habitual. Si 
una de las partes tiene más de un establecimiento, se tomará en cuenta aquel que guarde 
la relación más estrecha con el contrato y su cumplimiento”. 
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Creemos que la situación es clara si la contraparte del consumidor 

es un agente del proveedor extranjero, regido por las normas del man-

dato1289. Aún cuando el caso pueda considerarse nacional debido a que 

el contrato ha sido celebrado y cumplido en este territorio, de todas 

maneras existe un elemento objetivamente extranjero: el domicilio del 

obligado1290. La matriz será responsable por los actos de su agente, y el 

consumidor tendrá abierta la posibilidad de reclamar en el domicilio del 

principal o del representante, si le resultara más conveniente, en la me-

dida que éste no actúa en nombre propio. 

El caso será resuelto de modo inverso si el proveedor local es un 

franquiciado del franquiciante extranjero. Si el consumidor contrató en 

el extranjero, allí se encontraba el lugar de cumplimiento, y no existen 

puntos de contacto locales salvo el domicilio o residencia habitual del 

consumidor, no vemos por qué puede reclamar ante el franquiciado. En 

la medida que éste no haya tenido relación con el acto de consumo, es 

una persona jurídica distinta y por tanto no puede ser responsable por 

hechos ocurridos en el extranjero. El consumidor deberá probar la cali-

dad de proveedor del franquiciado: si efectuó publicidad vinculada a esa 

relación internacional, si actuó como agente cobrador, etc. 

El problema se ha presentado en dos casos jurisprudenciales. El 

primero, al que ya nos hemos referido, es el V.M.C c. USB AG (ex Unión 

de Bancos Suizos) 1291. Allí, dos consumidores presentaron una demanda 

contra la casa matriz del banco suizo, ante su representación en la Re-

pública. Esta última no actuaba en su carácter de entidad financiera, no 

                       

1289 CCom “Art. 221. El mandato comercial, en general, es un contrato por el cual 
una persona se obliga a administrar uno o más negocios lícitos de comercio que otra le 
encomienda”. 

1290 PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Consumidor”, p. 30. 
1291 El caso es más complejo, y nos referiremos a él en otras circunstancias, al tra-

tar la validez de las cláusulas de prórroga. Un aspecto que no fue mencionado por el tri-
bunal, pero que se da por supuesto, es la doctrina de la CSJN en el caso Exportadora 
Buenos Aires c. Holliday Inn, por cuanto cualquier lugar de cumplimiento hubiera basta-
do para determinar la competencia de los tribunales nacionales. CNCom Sala B, 
2005/06/22, V.M.C. y M.W. c. UBS AG (Ex Unión de Bancos Suizos), publicada en LL 
2005-D, 836 y ss. 
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realizaba operaciones bancarias, ni había tenido participación en la ce-

lebración ni cumplimiento de los contratos de depósito. Incluso —al 

menos así lo alega en la contestación de demanda—, la representación 

constituida en la República existía a los solos fines de cumplir con las 

reglamentaciones del Banco Central. El estatuto social o los poderes 

otorgados tampoco habilitaban a la representación en juicio. Sin embar-

go, la aparentemente tenue ligazón se consideró suficiente como para 

habilitar la jurisdicción, ya que de lo contrario los consumidores hubie-

ran debido plantear la demanda ante la casa matriz en Zürich.  

El otro caso es “Panasonic” 1292. Fue planteado en Brasil, y el Supe-

rior Tribunal de Justicia le dio la razón a un consumidor que solicitó en 

su país la reparación de una filmadora adquirida en EE.UU. durante un 

viaje de turismo. Los argumentos y hechos probados por parte de la 

demandada, son los siguientes:  

Se trataba de empresas distintas —Panasonic Co. de Osaka, Japón, 

como fabricante y Panasonic do Brasil en cuanto demandada—;  

Panasonic do Brasil no es fabricante, vendedora ni importadora de 

ese producto;  

el producto era de reciente lanzamiento al mercado y todavía no es-

taba disponible en Brasil;  

la venta fue en el extranjero, el contrato estaba redactado en otro 

idioma y no hay ningún punto de contacto con Brasil;  

no pudo existir publicidad engañosa ya que nunca se hizo oferta de 

ese producto;  

la garantía no era global, ya que expresamente se indicaba su otor-

gamiento restringido al territorio de USA; 

existe una regla expresa en el Código de Defensa del Consumidor 

brasileña, por la cual “O fabricante, o construtor, o produtor ou o impor-

tador só não será responsabilizado quando provar que não colocou o 

                       

1292 SJT. REsp. 63.981-SP, 4 de mayo de 2000, con voto vencedor del Ministro Sál-
vio de Figueiredo Teixeira. 
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produto no mercado” (Lei n° 8.078/90, parágrafo 3°, artigo 12)1293; por 

tanto, no se le puede imputar la generación de un riesgo, al no haber co-

locado el producto en el mercado;  

no se pagaron los impuestos de importación;  

el servicio de reparaciones no estaba capacitado para atender equi-

pos que no estaba comercializando1294.  

En definitiva, la relación de consumo se estableció en Miami, y el 

reclamo debería plantearse a Panasonic Company, de Osaka, Japón, o 

bien al comerciante vendedor. Sin embargo, la mayoría del tribunal con-

sideró que en el marco de la teoría de la apariencia, un consumidor —

inexperto por definición— puede razonablemente creer que Panasonic 

do Brasil es la detentadora exclusiva de los derechos (y deberes) sobre 

cualquier elemento o conducta vinculados al nombre “Panasonic”1295. 

Por este motivo, los argumentos referidos a la falta de identidad entre la 

subsidiaria y la matriz, vinculados a la independencia de la personalidad 

jurídica de ambas empresas, no fueron considerados como eximentes de 

la responsabilidad de la subsidiaria local.  

El CDC contiene una disposición que permite el “corrimiento del ve-

lo societario” cuando la independencia de la persona jurídica puede 

afectar al consumidor. Esta norma, que el Ministro Aldir PASSARINHO 

JUNIOR indicó expresamente no ser aplicable a la cuestión, fue dejada de 

lado en el voto de la mayoría:  

                       

1293 En realidad el artículo citado se refiere a los supuestos de daños al consumidor 
por productos defectuosos. 

1294 El Ministro Cesar ASFOR ROCHA, preopinante y contrario a la extensión de res-
ponsabilidad, llevó el caso al absurdo: ¿será también responsable Panasonic por la repa-
ración de todos los productos contrabandeados con su marca? ¿deberá también reparar 
otras líneas de productos, que aunque propios, no ha decidido fabricar ni importar? Por 
ejemplo, si importa sólo televisores, reparar también agendas electrónicas. 

1295 En palabras del Ministro Sálvio de Figueiredo Teixeira, en la exposición del vo-
to de la mayoría, “estamos vivendo em uma nova realidade, imposta por uma economia 
globalizada. O mercado consumidor, não se pode negar, vê-se hoje, 'bombardeado' por 
intensa e hábil propaganda, a induzir a aquisição de produtos levando em linha de conta 
diversos fatores, entre os quais, e com relevo, a respeitabilidade da marca. Dentro dessa 
moldura, não há como dissociar a imagen da recorrida 'Panasonic do Brasil Ltda.' da 
marca mundialmente conhecida 'Panasonic”.  
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“Sección V. De la privación de personalidad jurídica. Art. 28. El juez 
podrá privar de personalidad jurídica a las sociedades cuando, en detri-
mento del consumidor, hubiera abuso de derecho, exceso de poder, in-
fracción de la ley, hecho o acto ilícito o violación de los estatutos o con-
trato social. La privación también será realizada cuando hubiera quiebra, 
estado de insolvencia, clausura o inactividad de la persona jurídica, pro-
vocados por mala administración. § 2. Las sociedades integrantes de gru-
pos societarios y las sociedades controladas son subsidiariamente res-
ponsables por las obligaciones derivadas de este Código. § 3. Las socie-
dades en consorcio son solidariamente responsables por las obligaciones 
derivadas de este Código. § 4. Las sociedades coligadas sólo responderán 
por culpa. § 5. También podrá ser privada de personalidad la persona jurí-
dica, siempre que esa personalidad fuera, de alguna forma, obstáculo al re-
sarcimiento de perjuicios causados a los consumidores” (cursiva me perte-
nece). 

En consecuencia, prevaleció la tesis contraria por cuanto:  

la marca dejó de ser local y ahora es universal;  

si alguien se beneficia de su prestigio mundial por la calidad de sus 

productos, no deben existir fronteras que impidan mantener indemne 

esa confianza;  

aunque las empresas por razones fiscales o políticas tengan la sede 

en un país determinado y personalidad jurídica independiente en cada 

uno donde desarrollen actividades, las utilidades se obtienen en un 

mercado mundial;  

ninguna de las sedes sociales está aislada del resto;  

la credibilidad que logra el posicionamiento internacional de la 

marca, obliga a ser responsable en los términos de la expectativa crea-

da;  

el equipo en cuestión es original y no falsificado;  

las cuestiones fiscales o aduaneras no se deben confundir con las 

derivadas de una relación de consumo. 

Si bien en el referido caso “Panasonic” se esgrimieron argumentos 

de derecho societario y de marcas, en el fondo estaba latente la teoría de 

la apariencia, mediante la cual se pretende subsanar la desasimetría in-
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formativa, especialmente cuando el tipo de conocimientos requeridos —

en este caso ‘tecnicismos jurídicos’— puede inducir al consumidor a 

tomar decisiones erróneas.  

Por mi parte no estoy de acuerdo con la solución del fallo. Queda 

manifiesto el riesgo que implica para cualquier empresa global intentar 

lícitamente poner límites a su responsabilidad. Por otra parte, si las 

normas internas rigen casos multinacionales cuando no hay suficiente 

contacto con el foro, en un pretendido carácter de normas de aplicación 

inmediata, ¿para qué tanto esfuerzo?1296 ¿Qué queda del Derecho Inter-

nacional Privado? ¿Dónde está el respeto al elemento extranjero? LIMA 

MARQUES considera como interpretación plausible de este fallo que se 

hizo aplicación del CDC art. 101 (“Na ação de responsabilidade civil do 

fornecedor de produtos e serviços (...) pode ser proposta no domicílio do 

autor”) como norma de aplicación inmediata, debido a que constituye la 

reglamentación de los derechos fundamentales del consumidor conte-

nidos en la Constitución, especialmente en cuanto al acceso a la justi-

cia1297.  

                       

1296 Digo “pretendido” porque no hay elemento extranjero en la norma. Vale la pe-
na recordar una vez más que no toda norma imperativa es necesariamente “internacio-
nalmente imperativa”, al igual que ocurre con el orden público. La aclaración está bien 
receptada en la versión final de la Propuesta de CIDIP VII, que distingue entre las nor-
mas del país del foro que tengan carácter internacionalmente imperativo, las normas in-
ternacionalmente imperativas del país del domicilio del consumidor (aplicables para ca-
sos de consumidores pasivos) y el orden público internacional del foro (art. 9, numerales 
1, 2 y 3 respectivamente). 

1297 También parece criticar el fallo Nadia de ARAUJO, comentando la tesis de maes-
tría de Daniela JACQUES, Direito Internacional Privado e Direito do Consumidor. Adequa-
cao dos métodos de Derecho Internacional Privado para a protecao do consumidor, 
2004, Universidade Federal do Rio Grande do Sul, Porto Alegre, 2004. Allí se refiere al 
uso excesivo del método que pretende ampliar el ámbito de aplicación de la ley del foro. 
El método conflictual, si bien resulta insuficiente, tampoco habilita para utilizar las nor-
mas internas como de aplicación inmediata. Esto llevaría a un territorialismo exacerba-
do, desconsiderando el elemento extranjero. Cfr. ARAUJO, Nadia de, “Contratos interna-
cionais e consumidores nas Américas e no Mercosul: análise da proposta brasileira para 
uma convenção interamericana na CIDIP VII”, em Direito Internacional Privado – União 
Européia e Mercosul, Luiz Otavio PIMENTEL, Carlos ESPLUGUES MOTA, Welber BARRAL (Orga-
nizadores), Fundação Boiteaux, Florianópolis, 2007, pp. 129-155, en 151. Por mi parte, 
considero que en el peor de los casos se podría haber abierto la jurisdicción ante un su-
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En una primera instancia es posible entender que cuando el Estado 

brasileño debe “promover” la protección del consumidor, esto implica 

asegurar la posibilidad de reclamos. Pero luego, ¿cómo pretender apli-

car el derecho local sin que exista contacto con el foro? Creo que lo ra-

zonable hubiera sido aplicar el derecho del lugar de cumplimiento, o de 

ejecución de la garantía, o de fabricación, pero no el domiciliario; al me-

nos en este supuesto particular. La apertura de la jurisdicción ante un 

eventual forum necesitatis no significa aplicar derecho local, más aún 

cuando se trata de un punto de contacto muy débil y absolutamente ex-

traordinario. 

Si la doctrina de este fallo fuera admitida de modo amplio, de ahora 

en más, en la medida que los beneficios de las empresas son mundiales, 

las barreras regulatorias de los Estados quedan deshechas. Si la empre-

sa decidiera no exportar a un determinado país, esto no sería óbice para 

que la legislación le resulte igualmente aplicable. Es un problema parti-

cularmente grave para las marcas globales o mundialmente notorias. És-

tas suelen realizar publicidad transfronteriza y son reconocidas de mo-

do indistinto por un universo de consumidores heterogéneo y disperso 

geográficamente, que identifica las particularidades o atributos comu-

nes a los productos o servicios que utilizan el signo.  

La solución correcta, a mi entender, estaría dada por la universali-

zación del criterio del art. 5.3 de la Convención de La Haya de ventas a 

consumidores (luego seguido por la Convención de Roma de 1980), por 

el cual se requiere que la publicidad y otras operaciones de marketing 

hayan sido dirigidas o proyectadas al país de residencia habitual del 

consumidor. Si la publicidad fuera global, habrá que distinguir la publi-

cidad institucional de aquella referida a un producto o servicio en parti-

cular. Si un consumidor recibe en su domicilio, ya sea por televisión, 

transmisión de espectáculos deportivos, etc., publicidad referida a una 

cámara de video en particular, la relación entre el acto de consumo fue-

ra de su domicilio y la marca o empresa global resultaría así más estre-

                       

puesto de forum necessitatis, pero luego la solución debería tener en cuenta la relación 
del caso con el derecho aplicable. 
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cha. El art. 5.3 de la Convención de La Haya de ventas a consumidores 

reza:  

“La Convención deberá aplicarse solo a los siguientes casos: (…) 3. 
“Cuando el pedido fue precedido de una invitación específica dirigida al 
consumidor en el país de su residencia habitual, o mediante publicidad o 
alguna otra actividad de marketing proyectadas o dirigidas a aquel país 
donde el consumidor cumplió con los pasos necesarios, que son a su car-
go, para la conclusión del contrato”. 

Este fenómeno, aunque global, presenta la dificultad propia de la 

atención de clientes locales, con el necesario cumplimiento de normati-

vas regulatorias. Aunque los productos pueden ser iguales en todos los 

países, las reglamentaciones locales impiden la uniformidad. No siempre 

será sencillo para las empresas internacionales realizar las necesarias 

adecuaciones al medio: normas técnicas y de compatibilidad, medidas 

de seguridad, estándares no homogéneos, etc. Incluso tratándose de 

productos puestos lícitamente en el comercio en otro país, pueden no 

ser aptos para el uso en el domicilio del consumidor. Los bienes requie-

ren adaptaciones por disposiciones de seguridad, control sanitario, eti-

quetado o manuales de uso y mantenimiento. De este modo se le impide 

a la empresa tomar una decisión legítima, cuando decide no realizar ne-

gocios en determinado país, o prefiere segmentar su oferta por merca-

dos. Por tanto, si la jurisprudencia del caso Panasonic se extiende, la 

condición jurídica de la filial, en cuanto persona independiente de la ma-

triz, no será una barrera para los reclamos de los particulares. 

Es corriente que se señale como una dificultad para el crecimiento 

del comercio internacional, el hecho de que una empresa que opera en 

mercados globales pueda ser demandada en cualquier territorio. Los 

mayores costos que esto puede engendrar, significaría un desincentivo 

en perjuicio de los mismos consumidores1298. Y se sugiere que la misma 

empresa puede decidir en qué mercados operar, tomando medidas con-

ducentes a no dirigir sus negocios a determinados países. Incluso sería 

una eficaz manera para distinguir entre proveedores activos y pasivos. 

                       

1298 FERNÁNDEZ ARROYO y ALL, “Apreciación general…”, Segunda parte, nro. V. 
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Ahora bien: ¿qué queda de estos argumentos luego de la sentencia que 

comentamos? Cuando una empresa quiere limitar sus negocios al país 

donde desarrolla la actividad, ¿deberá pedir pasaporte a los adquiren-

tes?  

La Directiva Europea sobre el comercio electrónico, en el conside-

rando (19) se preocupa por la determinación del lugar de estableci-

miento del prestador de servicios. Este es aquel lugar de “realización 

efectiva de la actividad económica”. En cuanto a los servicios brindados 

mediante Internet, el lugar de establecimiento no se encuentra allí don-

de está la tecnología que mantiene el sitio ni donde se puede acceder al 

sitio, sino el lugar donde se desarrolla la actividad económica. Y en caso 

de que un prestador tenga distintas sedes, será el lugar en que tenga su 

centro de actividades en relación con ese servicio en particular. Si esto 

es así en el contexto digital, con más razón en el entorno físico o analó-

gico. Si el empresario no desarrolla actividades en un país, ¿a título de 

qué reclamarle?  

Un argumento más: a la luz de los hechos del fallo que estamos cri-

ticando, nunca se podría haber aplicado el Protocolo de Santa María, una 

norma diseñada especialmente para la protección del consumidor. En 

este sentido, creemos sienta un principio sumamente razonable, ya que 

el Protocolo será aplicado sólo cuando “la celebración del contrato haya 

sido precedida en el Estado del domicilio del consumidor, de una pro-

puesta específica o de una publicidad suficientemente precisa y que éste 

hubiere realizado, en ese Estado, los actos necesarios para la conclusión 

del contrato” (art. 1.C). Más aún: el consumidor podrá demandar a cual-

quiera de las filiales, sucursales, agencias o representaciones del pro-

veedor en otros Estados Parte, siempre que en cualquiera de ellas se 

hubieren realizado las operaciones que generaron el conflicto (art. 6). 

En el hipotético caso de que estuviera vigente el Protocolo, se llega-

ría al absurdo resultado de que si el consumidor se relaciona con un 

proveedor de la zona económica, tiene menos protección que si contra-

tara en cualquier lugar del mundo. De acuerdo al fallo que criticamos, el 

consumidor puede reclamar “siempre” en su país, al aplicarse —

creemos que arbitrariamente— el CDC como norma de policía. Mientras 



526 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

que si el contrato fuera con proveedores de otro Estado Parte del 

MERCOSUR, sus posibilidades de reclamo son menores, al existir requi-

sitos precisos, no cumplidos en el caso. Y ratificamos que es una arbitra-

ria aplicación del CDC, ya que toda norma de policía o de aplicación in-

mediata, debe contener una referencia a las situaciones de extranjería.  

Adicionalmente, se puede agregar que la Propuesta de Uruguay pa-

ra la CIDIP VII, en el art. 5 cuando califica el domicilio de las personas 

jurídicas indica primeramente la sede principal de su administración, y 

luego, “si la persona jurídica tuviere sucursales, agencias, establecimien-

tos o cualquier otra especie de representación, se considerará domici-

liada en el lugar donde éstas estén situadas en lo concerniente a las rela-

ciones de consumo en que intervengan”. Sin duda esta también es una so-

lución razonable, que hace responsables a las personas jurídicas en la 

medida que hayan intervenido en esa particular relación de consumo. 

En Argentina, la situación de las subsidiaras o filiales fue contem-

plada para los bancos que actúan como filiales de empresas extranjeras. 

La Ley 25.738 prevé que las entidades financieras locales de capital ex-

tranjero y sucursales de entidades extranjeras autorizadas a operar en 

la República Argentina, están obligadas a informar al público sobre el 

respaldo de las casas matrices o grupos accionarios mayoritarios por las 

operaciones bancarias realizadas en el país. Deberán indicar bajo qué 

supuestos responden por las operaciones de la filial local, y cuál es el al-

cance de dicha garantía. En caso de no ser responsables, deberán infor-

mar esa situación mediante avisos publicitarios.  

Los presupuestos son complementarios a los que nos planteamos 

en nuestro interrogante y contempla las dificultades de la situación. Acá 

deja de ser responsable la matriz por los actos de la subsidiaria; el pro-

blema inicial se refería a cuándo es responsable la filial por los actos de 

la principal, ocurridos en el país o en el extranjero. En resumidas cuen-

tas, el juez que entienda en la causa verificará provisionalmente si algu-

na de las personas jurídicas o comerciantes que intervienen en el nego-

cio es proveedor, a los fines de establecer la relación de consumo. Luego, 

en virtud de la lex civilis causae, se resolverá respecto del grado de vin-
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culación o responsabilidad de esa contraparte. Creo que este es el razo-

namiento correcto.  

V. E. 3. Los titulares de derechos de propiedad intelectual en su 

condición de proveedores internacionales 

Uno de los aspectos más característicos de la globalización lo cons-

tituye la vigencia prácticamente universal de los derechos de propiedad 

intelectual (DPI). Estos se refieren a marcas, obras autorales, patentes, 

denominaciones de origen, software, nombres de dominio y cualquier 

otro bien intangible, casi todos ellos incluidos en los ADPIC (Acuerdos 

sobre Derechos de Propiedad Intelectual vinculados al Comercio, TRIPS 

en inglés), y los Convenios de Berna o de París1299.  

La divulgación sin fronteras proviene de la misma naturaleza del 

conocimiento: su inmaterialidad. Particularmente las marcas y demás 

signos distintivos, son otorgados como derechos exclusivos debido a 

que la ratio legis que fundamenta su protección es la importancia del 

signo como protector de la buena fe del consumidor1300. Esta caracterís-

tica a su vez se constituye en el motivo que resguarda la protección de la 

leal competencia entre empresarios. El poder de mercado que implica la 

diferenciación tiene dos caras, y, mientras más se fortalece una, más 

crece la otra. Pareciera que a mayores y mejores derechos que los titula-

res tienen frente a la competencia, más obligaciones se generan frente a 

                       

1299 Todos los países miembros de la OMC, surgida a partir de la Ronda Uruguay 
del Acuerdo de Marrakech, que dio origen a la OMC, son a su vez parte de los ADPIC. 

1300 La Propuesta de CIDIP VII, en su art. 5, indica: “Temas excluidos, 1. quedan ex-
cluidos del campo de aplicación de esta Convención: (…) h) las cuestiones de derecho de 
sociedades, de seguridad social, de tributos, laborales, sobre nombres de dominio y pro-
piedad intelectual”. Entiendo que la exclusión se refiere a que no es del ámbito de la 
Convención un litigio sobre titularidad de nombre de dominio, o sobre infracción marca-
ria, o plagio, por ejemplo. Pero nada impide que un titular marcario o de derecho de au-
tor pueda ser considerado proveedor en ese carácter. De aquí que la exclusión pueda ser 
compatible con el art. 1.3, que permite la extensión excepcional de la protección cuando 
el derecho aplicable, conectado de modo relevante con el caso, resulta más favorable a 
los intereses del consumidor. La redacción del art. 5.1.j) ha sido criticada por VELÁZQUEZ 

GARDETA, La protección al consumidor online…”, pp. 130-131. 
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los consumidores. Las marcas reconocidas y de prestigio tienen la capa-

cidad de crear barreras de entrada a segundas o terceras marcas, debido 

a que generan una mayor ‘esperanza’. Por tanto es razonable se les pue-

da imputar un deber de obrar con diligencia frente al público, de hacer 

buen uso del nombre y sostener esa merecida confianza, respaldando el 

cumplimiento de la expectativa que está detrás del signo1301.  

La LDC, en su última reforma, incluye como proveedores a “los con-

cedentes de marca”. Es una expresión extraña, pero en resumidas cuen-

tas, el texto legal indicaría que ‘quién concede el uso de su marca es res-

ponsable por el cumplimiento de la LDC’. En una interpretación restric-

tiva, serían proveedores aquellos titulares marcarios que ostenten la 

propiedad de una marca concedida por la autoridad administrativa, y 

luego la aplican a productos y servicios relacionados con consumidores. 

Pero parece más acorde con la finalidad de la ley otorgar el mismo gra-

do de responsabilidad a los demás signos que cumplen con semejantes 

funciones distintivas. Estas son: a) indicadora del origen o procedencia, 

a fin de brindar cierta garantía de estabilidad y confianza, al indicar el 

origen permanente; b) distintiva o diferenciadora, de manera de distin-

guir productos de una empresa de los de otras; esto facilita al empresa-

rio acceder al consumidor y a este tomar la mejor decisión; c) indicado-

ra de la calidad, en cuanto sostenimiento constante de los atributos que 

esperan los consumidores, en muchos casos sinónimo de prestigio, re-

putación, también vinculada al precio del bien o servicio; d) publicitaria, 

mediante la asociación que el productor proyecta como ‘puente’ entre el 

signo y el público a través de la información que brinda la marca1302. 

                       

1301 Cfr. PIZARRO, Ramón Daniel, “Responsabilidad civil del que pone la marca en un 
producto defectuoso y en un servicio defectuosamente prestado”, en Responsabilidad por 
daños en el tercer milenio, Alberto José BUERES y Aída KEMELMAJER DE CARLUCCI (directores), 
Abeledo-Perrot, Buenos Aires, p. 379. También ALTERINI, Atilio Aníbal, “Responsabilidad 
objetiva derivada de la generación de confianza”, en Derecho de Daños, Segunda Parte, 
Homenaje al profesor doctor Félix A. Trigo Represas, Aída KEMELMAJER DE CARLUCCI, directo-
ra, y Carlos A. PARELLADA, coordinador, Ediciones La Rocca, Buenos Aires, 1993, p. 547. 

1302 Cfr. OMPI (Organización Mundial de la Propiedad Intelectual), El papel de la 
propiedad industrial en la protección de los consumidores, Ginebra, 1983, pp. 13-16. 
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Estas funciones connaturales de las marcas, en la medida que sean 

verificadas en otros signos distintivos, ¿darán lugar a semejantes conse-

cuencias jurídicas? La norma obedece a un principio que la sustenta, el 

correspondiente a la confianza generada por la apariencia1303. Y debido a 

que, “[E]n caso de duda sobre la interpretación de los principios que es-

tablece esta ley prevalecerá la más favorable al consumidor” (art. 3), re-

sulta plausible extender la aplicación del concepto de marca a otros sig-

nos distintivos que resulten determinantes del acto de consumo, aún 

cuando luego se descarte la relación causal entre ese signo y el incum-

plimiento o daño. Por eso se ha dicho que 

“Las marcas, nombres comerciales e indicaciones geográficas que 
funcionan con eficacia y se utilizan debidamente, benefician al consumi-
dor ofreciéndole una fuente de información sencilla pero digna de crédi-
to que le ayuda en sus decisiones frente a la variedad cada vez mayor de 
los productos y servicios que ofrecen los mercados [...]. La represión de 
las indicaciones, aseveraciones y demás actos que son contrarios a las 
prácticas honestas protege al consumidor contra las prácticas comercia-
les engañosas y fraudulentas”1304. 

De acuerdo al art. 40 LDC el titular de marca puede ser considerado 

un proveedor en la medida que haya puesto su signo en el producto o 

servicio que causa un daño al consumidor. Se trata de un caso de res-

ponsabilidad objetiva, porque aún sin ser contratante, ha generado la 

apariencia de fabricante1305. Es una excepción al efecto relativo de los 

                       

1303 Cfr. LORENZETTI, Ricardo, “La oferta como apariencia y la aceptación basada en 
la confianza” en LORENZETTI, Ricardo, LIMA MARQUES, Claudia, Contratos de servicios a los 
consumidores, Rubinzal – Culzoni Editores, Buenos Aires, 2005, pp. 37-77. 

1304 Cfr. OMPI, El papel de la propiedad industrial en la protección de los consumido-
res, p. 11. 

1305 En la UE “se entiende por «productor» la persona que fabrica un producto aca-
bado, que produce una materia prima o que fabrica una parte integrante, y toda aquella 
persona que se presente como productor poniendo su nombre, marca o cualquier otro 
signo distintivo en el producto”. Art. 3.1 Directiva 85/374/CEE de 25 de julio de 1985 re-
lativa a la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de 
los Estados miembros en materia de responsabilidad por los daños causados por pro-
ductos defectuosos, publicada en Diario Oficial n° L 210 de 07/08/1985 p. 0029 – 0033.  
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contratos, por el cual las convenciones privadas son ley para las partes 

pero no pueden perjudicar a terceros (cfr. arts. 1197 y 1195 CC) 1306.  

Cuando el art. 40 LDC menciona a “quien haya puesto su marca”, se 

refiere a aquellos que en el supuesto concreto no son a su vez producto-

res ni fabricantes, importadores, distribuidores o vendedores, ya que de 

lo contrario estarían involucrados por pertenecer a alguna de esas cate-

gorías1307. En realidad el consumidor contrató —compró, recibió servi-

cios, etc. —de algún fabricante o distribuidor o importador que no será 

necesariamente aquel a quién pertenece el signo distintivo: he aquí el 

efecto expansivo de la categoría. Y, como suele suceder en la práctica, es 

muy probable que este “tercero” sea más fácil de ser atacado por parte 

de un consumidor damnificado, ya que en los sistemas actuales de pro-

ducción y comercialización, las funciones de fabricación, distribución, 

reparación, etc., pueden resultar fungibles. Hoy día, gran parte del valor 

agregado de la cadena económica —en porcentaje del precio del pro-

ducto— está en el diseño, la innovación y la diferenciación, tarea que 

corresponde a quienes generan o detentan los bienes intangibles1308.  

                       

1306 La relatividad de los efectos del contrato se refiere a los derechos y obligacio-
nes que se derivan del acuerdo, los que no conciernen a terceros. Pero a su vez el contra-
to es un hecho, y su existencia vincula a las partes con terceros, que pueden sufrir o 
aprovecharse del mismo. Y si bien los contratos pueden ser opuestos a todos los terceros 
que deben reconocer sus efectos, esto cede ante derechos preferentes del mismo causan-
te, de otra persona o de la ley. Una reseña del principio del efecto relativo de los contra-
tos o res inter alios acta tercio neque nocet neque prodest puede consultarse en REZZÓNICO, 
Principios..., pp. 238-246. 

1307 “Art. 40 LDC. — Si el daño al consumidor resulta del vicio o riesgo de la cosa o 
de la prestación del servicio, responderán el productor, el fabricante, el importador, el 
distribuidor, el proveedor, el vendedor y quien haya puesto su marca en la cosa o servicio. 
El transportista responderá por los daños ocasionados a la cosa con motivo o en ocasión 
del servicio. La responsabilidad es solidaria, sin perjuicio de las acciones de repetición 
que correspondan. Sólo se liberará total o parcialmente quien demuestre que la causa 
del daño le ha sido ajena.” 

1308 Cfr. RIVERA, “Globalización y derecho…”, p. 1009. Así, por ejemplo, los produc-
tos fabricados por terceros en beneficio de los grandes supermercadistas bajo la modali-
dad de façon o maquila, que utilizan sus propias marcas, no son reconocidos en razón del 
nombre del fabricante que no figura en el envase, sino por la confianza que genera la 
marca de la cadena comercial. Obviamente, en este caso es el mismo supermercado 
quién vende, con lo cual la mención de la marca no suma un nuevo proveedor a la rela-
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Ahora bien, esta disposición de derecho interno no será aplicada sin 

más a los conflictos transfronterizos, y lo que nos interesa es saber en 

qué medida un titular de marca, que ha concedido una licencia, integra 

una relación de consumo internacional. Aclaro —una vez más— que ese 

titular, en la situación que estamos considerando, no actúa como fabri-

cante, distribuidor, importador, etc. De lo contrario, integraría la rela-

ción de consumo de acuerdo a esas calidades.  

Conviene profundizar en estas ideas, distinguiendo el tipo de signo 

distintivo que tengamos delante. La concesión de la marca es territorial, 

y ese es el límite del derecho exclusivo. De todas maneras, la extensión 

de su influencia es variable. Tenemos marcas locales, que entran en coli-

sión con las registradas en otro país, por otros sujetos, y para los mis-

mos o diferentes productos o servicios. También existen marcas inter-

nacionales, con múltiples registros, o bien marcas notorias y mundial-

mente conocidas. Por tanto, se trata de saber cuándo la asociación del 

signo a un determinado bien, puede involucrar al titular como provee-

dor. 

a) Las marcas notorias, las célebres y las mundialmente notorias 

Las marcas notorias gozan de distinto nivel de protección de acuer-

do a los países, con el consiguiente derecho de excluir a otros del uso de 

ese signo; se benefician así de mayor o menor poder de mercado, por lo 

que se le puede aplicar el mismo principio de responsabilidad por la 

confianza generada en el consumidor. Pueden no estar registradas en el 

país, o bien estar registradas sólo en determinadas clases y dadas las ex-

cepciones que la marca notoria implica respecto a los criterios de espe-

cialidad y territorialidad, el consumidor puede fácilmente presumir la 

originalidad del producto1309. Frente a quién es notoria, qué consumido-

                       

ción de consumo, pero el ejemplo es útil para verificar la capacidad atractiva del signo 
distintivo por sobre las características del producto o las capacidades técnicas del fabri-
cante.  

1309 Respecto del concepto de marca notoria, cfr. SÁNCHEZ HERRERO, Andrés “Comen-
tario a la ley 22.362”, en Código de comercio, Comentado y Anotado, Adolfo A. N. ROUILLON 
(director), Daniel F. ALONSO (coordinador), Bs. As., La Ley, 2006, tomo V, p. 1294. De 
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res pueden reconocerla y valorarla de tal manera que haya sido deter-

minante en la relación de consumo, dependerá del tipo de productos, de 

público y de las prácticas habituales de esos consumidores o ‘selecto-

res’1310. Estas situaciones de hecho serán consideradas a los fines de es-

tablecer si resulta razonable que un consumidor haya podido de buena 

fe creer que estaba contratando con el titular de la marca notoria. 

A fin de eximirse de responsabilidad resultará relevante, por ejem-

plo, que el titular de la marca notoria opere usualmente en otro contex-

to, que no resulta razonable que esa marca esté aplicada a ese producto 

en particular, si es o no habitual el uso extensivo de esa marca a distin-

tos productos, etc.1311. Por el contrario, será responsable un titular de 

marca notoria si su signo es utilizado en productos que no tienen rela-

ción con su uso original, pero mediante la práctica del merchandising se 

comercializan implementos, utensilios, vestimenta y todo tipo de pro-

ductos donde la renombrada marca dota de un prestigio simbólico a di-

chos productos. 

En cuanto a qué criterios permiten delimitar la categoría, puede ser 

relevante dónde ha sido comprada la vestimenta o el equipo de audio, 

porque junto a las representaciones exclusivas, distribuidores y fran-

quicias de aeropuertos internacionales, existen también despachos en 

ferias, venta callejera, etc. Todas estas serán pautas para evaluar si el 

consumidor puede presumir que ha existido ‘concesión’ de una marca 

notoria aplicada al producto, o bien que ha sido negligente en la selec-

                       

acuerdo a los ADPIC, artículo 16.2, “al determinar si una marca de fábrica o de comercio 
es notoriamente conocida, los Miembros tomarán en cuenta la notoriedad de esta marca 
en el sector pertinente del público…” 

1310 Cfr. “Oltex S.A. v. Bentley Motor”, Cámara Nacional Civil y Comercial Federal, 
sala 3ª, 16/05/2004, en Jurisprudencia Argentina, Tomo 2005-I, pp. 355-360, con nota 
de Jorge OTAMENDI, “Nuevamente la protección de la marca notoria”. Cfr. BERTONE, Luis 
Eduardo y CABANELLAS DE LAS CUEVAS, Guillermo, Derecho de Marcas, Heliasta, 2003, pp. 
35-45.  

1311 Cfr. Ernesto ARACAMA ZORRAQUÍN, “El ‘Merchandising’", LL 1997-B, 1331. Será 
determinante, ya en una etapa probatoria, la existencia de una licencia, usualmente one-
rosa. 
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ción de los otros proveedores, como el comerciante o distribuidor1312. 

LORENZETTI considera que debe existir un nexo causal entre la expectati-

va creada y el acto realizado por el tercero, es decir entre el titular de 

marca y el consumidor afectado. Entre los elementos imprescindibles 

para que pueda existir apariencia suficiente señala que la confianza de-

be haberse generado por circunstancias objetivas, generalizables, y con-

sidera aplicables los parámetros del error de hecho y de la persona que 

obra de buena fe (arts. 929 y 1051 del CC). A consecuencia de esto, si el 

consumidor compra en tiendas en línea, sin tratarse de la misma página 

Web del concedente, ni de un distribuidor autorizado, debería hacerse 

cargo del riesgo que ha asumido voluntariamente. 

b) Marcas de certificación y sellos de calidad 

Las marcas de certificación son signos que para su utilización re-

quieren autorizaciones de autoridades gubernamentales, aunque en 

muchos casos su gestión está a cargo de entidades privadas. Ya me he 

referido parcialmente al tema al hablar del soft law (ver IV. C, p. 416 y 

ss.). A fin de otorgar mayor seguridad jurídica, es posible incluir en la 

definición de relación de consumo transfronteriza a los proveedores 

que utilizan o gestionan estos signos.  

Como ejemplo de funcionamiento de estas marcas de certificación y 

el impacto que pueden tener en el comercio internacional, podemos 

traer a colación el sello de calidad “ALIMENTOS ARGENTINOS UNA 

ELECCION NATURAL”, y su versión en idioma inglés “ARGENTINE FOOD 

A NATURAL CHOICE”. Fue creado por medio de la Resolución 392/2005 

                       

1312 En los mercados internacionales, para verificar la eventual responsabilidad del 
titular marcario, será muy importante considerar qué tipo de consumidor está involu-
crado, no siendo igual el caso de un producto reservado a un selecto grupo de clientes de 
élite que un servicio masivo. El consumidor informado y especializado no puede alegar 
ignorancia o error en la contratación al momento de pretender extender la responsabili-
dad al concedente de marca como proveedor aparente. El concepto de ‘consumidor me-
dio’ a los fines de la confundibilidad debe matizarse, considerando el tipo de producto, 
precio, lugares corrientes de comercialización, etc. Cfr. CHIJANE DAPKEVICIUS, Diego, Dere-
cho de Marcas, Reus, Madrid, 2007, p. 362-365. 
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de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación (SAGP-

yA). En esta norma, tanto en los considerandos como en su articulado, 

contamos con un resumen privilegiado de la función de estos sellos 

frente a los consumidores, y, por tanto, de la capacidad del titular de ser 

proveedor aparente, en este caso el mismo Estado Nacional. De acuerdo 

al art. 3 de la Resolución sus objetivos son: 

“a) Promover y resguardar la autenticidad y originalidad de los ali-
mentos argentinos, en virtud de las circunstancias sociales, culturales y 
naturales de producción, elaboración y transformación. […] c) Promover 
la diferenciación de los productos que voluntariamente ingresen al sis-
tema, en los canales de comercialización y en los puntos de venta; y el re-
conocimiento inmediato por parte del consumidor de una calidad que sa-
tisface una expectativa o gusto determinado por sobre los estándares 
que fija el Código Alimentario Argentino. d) Brindar a clientes y consu-
midores garantía de que los productos, que voluntariamente ingresen al 
sistema, han sido elaborados en conformidad a características específi-
cas y/o condiciones especialmente establecidas en los respectivos proto-
colos. e) Otorgar un distintivo especial a los alimentos argentinos que 
presenten atributos de valor característicos y constantes, y que respon-
dan a criterios de valoración significativos, objetivos, mensurables y ras-
treables. […]” 

En este supuesto, el titular del sello asume una responsabilidad di-

recta sobre el cumplimiento de las expectativas prometidas, junto con el 

productor que a su vez colocó su propia marca en el producto. Si el daño 

es por productos defectuosos, en los términos del art. 40 de la LDC, la 

responsabilidad del Estado Nacional será solidaria. Esto es así porque el 

sello de calidad goza de gran prestigio y el valor simbólico agregado es 

superior al propio de la marca comercial del fabricante. La publicidad 

que acompaña al sello —genérica para todos los productos que lo incor-

poran—, la garantía que implica la intervención de la SAGPyA, los con-

troles y el cumplimiento de protocolos exigidos para gozar de la facultad 

de utilización por parte de los productores, son sin duda todos elemen-

tos muy atractivos para la clientela en los mercados de destino de nues-

tras exportaciones. De nada valdría la eximición de responsabilidad en-
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tre el titular concedente y el cesionario, que no sería oponible al consu-

midor, tanto local como extranjero1313. 

Otro tanto puede decirse de sellos de calidad de prestigio, como 

IRAM o ISO, donde el signo está asociado a la garantía de los organismos 

certificadores, al cumplimiento de pautas de control y mecanismos de 

trazabilidad, que pueden hacer responsables a esos organismos o insti-

tuciones en conjunto con los productores o fabricantes1314. 

c) Indicaciones geográficas y denominaciones de origen 

Las indicaciones geográficas (IG) identifican productos como origi-

narios del territorio de un país, región o localidad, cuando su calidad u 

otras características del producto sean atribuibles a su origen geográfi-

co. Las denominaciones de origen (DO) indican el nombre de una región, 

provincia, departamento, distrito, localidad o zona del territorio nacio-

nal, la que debidamente registrada sirve para designar un producto ori-

ginario de ellos y cuyas cualidades o características se deban exclusiva o 

esencialmente al medio geográfico, comprendidos los factores naturales 

y humanos1315. Ambos institutos tienen una clara vocación internacio-

                       

1313 El anexo III de la mencionada Resolución contiene el modelo de contrato entre 
el titular cedente (licenciante) y el cesionario (licenciado) e incluye como cláusula nove-
na: “Cláusula de Indemnidad Ley N° 24.240: El ‘CESIONARIO’ se obliga a mantener in-
demne al ‘CEDENTE’ frente a cualquier reclamo de terceros con base en el Artículo 40 de 
la Ley N° 24.240. Expresamente toma a su cargo la responsabilidad por daños que esta-
blece dicha norma, y exime integralmente a la ‘CEDENTE’. Dentro de Argentina, esta es-
tipulación no puede serle opuesta al consumidor, debido a que el art. 40 de la LDC es de 
orden público. En definitiva, la cláusula es una aceptación anticipada de las acciones de 
regreso que el titular del sello (la SAGPyA) pueda tener contra el productor. En el marco 
internacional, si el daño ocurriera a consumidores en el extranjero, la validez de esta 
cláusula estará sujeta al derecho del juez del foro. 

1314 Así, por ejemplo, el Instituto Argentino de Normalización en conjunto con la 
Fundación ArgenINTA, otorgan un Certificado de Buenas Prácticas Agrícolas y Buenas 
Prácticas de Manufactura, donde garantizan el uso de medidas higiénicas sanitarias mí-
nimas para asegurar la inocuidad de un alimento, una vez verificada la aplicación de la 
norma IRAM 14102 (2001). Esto permite que el productor brinde mayor confianza a los 
consumidores. 

1315 En Argentina, ambas están reguladas en la Ley 25.380, pero nos referiremos 
sólo a las DO por tener mayor impacto internacional. Respecto del régimen general de 
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nal, a fin de identificar productos en los mercados mundiales. Están re-

gulados internacionalmente en los arts. 22 a 24 de los ADPIC bajo el 

nombre genérico de “indicaciones geográficas”, como resultado de ar-

duas negociaciones en la constitución de la OMC1316. 

Quienes utilizan la IG o DO, son fabricantes o productores que tam-

bién aplican su propia marca comercial. Nos interesa saber si quien ad-

ministra el signo también es responsable en su condición de titular ex-

clusivo del permiso y control de su uso. En cada país existirá una autori-

dad administrativa, que para otorgar el registro de la DO verifica la 

existencia de un marco institucional que garantice el buen uso del signo. 

De acuerdo a la legislación argentina —similar a la de todos los paí-

ses—, los titulares deben conformar un Consejo de Denominación de 

Origen (CDO), regulado en los arts. 9 a 15 de la Ley. Éstos se organizan 

bajo la figura de asociaciones civiles abiertas sin fines de lucro, con la 

suficiente personería para, por ejemplo: a) aprobar su propio reglamen-

to interno; b) otorgar las autorizaciones de uso a los asociados que lo 

soliciten y cumplan con la totalidad de los requisitos necesarios; c) 

orientar, vigilar y controlar la producción, elaboración y calidad de los 

productos amparados por la DO; d) promocionar el sistema y velar por 

el prestigio de la DO; e) escoger los emblemas, logotipos, distintivos o 

siglas que identificarán al Consejo y/o a la DO; f) expedir los certificados 

                       

las indicaciones geográficas, puede consultarse SCHIAVONE, Elena, “Indicaciones Geográfi-
cas”, en Derechos Intelectuales Vol. 10, Astrea, Buenos Aires, 2003, p. 15 y ss. También 
GARCÍA SELLART, Marcelo, “Algunas reflexiones sobre el régimen legal de las indicaciones 
geográficas en la Argentina”, Ibid., pp. 39 y ss. 

1316 De la redacción de los ADPIC queda clara la importancia de estos signos distin-
tivos en la relación con los consumidores. “Artículo 22, Protección de las indicaciones 
geográficas 1. A los efectos de lo dispuesto en el presente Acuerdo, indicaciones geo-
gráficas son las que identifiquen un producto como originario del territorio de un Miem-
bro o de una región o localidad de ese territorio, cuando determinada calidad, reputa-
ción, u otra característica del producto sea imputable fundamentalmente a su origen 
geográfico. 2. En relación con las indicaciones geográficas, los Miembros arbitrarán 
los medios legales para que las partes interesadas puedan impedir:  a) la utili-
zación de cualquier medio que, en la designación o presentación del producto, indique o 
sugiera que el producto de que se trate proviene de una región geográfica distinta del 
verdadero lugar de origen, de modo que induzca al público a error en cuanto al origen 
geográfico del producto; (…)”. 
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de uso, las obleas numeradas cuando correspondiere y los demás ins-

trumentos de control que se establezcan; g) determinar e imponer san-

ciones a los asociados que cometan infracciones al reglamento interno 

del CDO. 

El sistema promueve que quienes utilizan el signo distintivo cum-

plan con aquellos requisitos que hace que la DO sea concedida: garantía 

del origen, uniformidad de los productos, distinguibilidad respecto de 

otros similares, trazabilidad del proceso o cadena de producción, etc. 

Las DO cumplen las funciones propias del derecho marcario, y su adi-

ción a determinados productos brinda al consumidor certeza de las vir-

tudes prometidas mediante el signo utilizado, a las que se agrega la 

marca comercial1317. Si un espumante utiliza la DO “Champagne”, se su-

pone que se produce bajo el método “champenoise” y proviene de 

Champagne, una precisa zona de Francia. La marca, por ejemplo POMERY 

o CHANDON, agregan una diferenciación adicional. Hay que determinar 

qué agrega en definitiva cada DO al producto, con las correlativas obli-

gaciones que asume el CDO que la administra y el reglamento que debe 

cumplir cada productor asociado. Si garantiza un origen geográfico, la 

obligación del CDO es controlar esa característica, y no, por ejemplo, el 

estado de la mercadería en el lugar de despacho al público. Pero si la DO 

corresponde al proceso de producción, y en los controles se hubieran 

podido observar faltas de salubridad o índices de toxicidad dañosos pa-

ra el consumidor, la responsabilidad del CDO se agregará a la del fabri-

cante, importador o distribuidor. Por tanto, la mera indicación de que 

los CDO son proveedores, será insuficiente para establecer la relación de 

consumo, debiendo además considerarse el vínculo en particular que lo 

una con el consumidor. 

d) Los nombres o razones sociales  

Las razones sociales —los nombres de las sociedades comerciales o 

de las entidades sin fines de lucro— pueden ser considerados ‘marcas’ 

                       

1317 Cfr. OMPI, El papel de la propiedad industrial en la protección de los consumido-
res, p. 53. 
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en el sentido de la LDC en tanto hayan obtenido reconocimiento por los 

consumidores y el correspondiente prestigio1318. El nombre social puede 

ser muy distintivo sin estar registrado como marca. Por ejemplo, las en-

tidades públicas o privadas de prestigio científico, que asocian su nom-

bre a productos o actividades comerciales, donde sus integrantes han 

participado como investigadores, consultores o certificadores.  

Algunos ejemplos: a) un producto lácteo desarrollado por el equipo 

de investigación de una institución pública y luego licenciado bajo pa-

tente a una industria productora y comercializadora, que coloca en el 

envase la leyenda “Producto desarrollado por científicos de la Universi-

dad de...”; b) un fármaco que indica “Medicamento original bajo licencia 

de INC. Laboratories; c) línea de productos nutricionales “Recomendado 

por la Asociación Cardiológica...”. En estos casos el uso del nombre de la 

organización añade al producto o servicio un halo de confianza donde se 

ponen en juego las funciones marcarias. De acuerdo a una prudente y 

razonada apreciación de los hechos, les puede ser imputada la categoría 

de proveedor aparente. 

e) Corolario 

La presencia de una marca en un producto o servicio establece en-

tre su titular y el consumidor un vínculo económico y jurídico que tiene 

como sustrato un ‘puente’ simbólico, mediante el cual el consumidor sa-

tisface una carencia informativa y sicológica, tanto para conocer qué es-

tá consumiendo como para completar la ‘distancia’ entre lo que el con-

sumidor es y lo que desea ser.  

En el orden interno, de acuerdo a la LDC, será considerado provee-

dor quien hace un uso marcario de cualquier signo distintivo con capa-

cidad de determinar el objeto o contenido de una relación de consumo. 

El principio del favor debilis se concreta, entre otros aspectos, en la in-

formación veraz debida al consumidor, y servirá como auxilio interpre-

tativo para definir los conceptos de ‘marca’ y ‘concesión de marca’, de-

                       

1318 Cfr. BERTONE y CABANELLAS DE LAS CUEVAS, Derecho de Marcas, p. 569. 
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terminando o no la participación de un titular marcario en una relación 

de consumo en particular.  

De modo general, se puede decir que en el marco de la protección 

del consumidor, las marcas fuertes son para los buenos empresarios; la 

fortaleza del signo es directamente proporcional al deber de obrar con 

diligencia, del buen uso que se hace de la marca y de la obligación de 

sostener la confianza, con mayor responsabilidad por las consecuencias 

que se deriven del uso distintivo de la marca1319. 

En sentido amplio, si el núcleo del derecho subjetivo del titular de 

marca es de contenido negativo, la exclusividad y las otras potestades 

que de allí se derivan para la marca, puestas de manifiesto en la publici-

dad, papelería, envases, etc., hace responsable al titular del uso que haga 

de su signo. Éste cumple un rol en el complejo proceso de producción y 

comercialización, distinto al que toca al fabricante, vendedor o presta-

dor del servicio. Su actividad consiste en crear una apariencia sobre la 

base de las funciones distintivas de la marca, de modo que, bajo ciertas 

condiciones, será o no proveedor de una particular relación de consumo 

transfronteriza, de modo independiente o acumulativo con los otros po-

tenciales sujetos pasivos. Sin embargo, la calidad de proveedor del titu-

lar de marca no es una categoría abstracta y deberá constatarse en cada 

relación de consumo individualmente considerada, sin desvincular su 

relación con el consumidor partícipe, así como del objeto y el vínculo1320. 

Es posible identificar en algunas legislaciones un principio jurídico 

de segundo orden: “el proveedor aparente que crea confianza, la que re-

sulta determinante de la decisión de consumo o elemento causal de la 

relación jurídica, es responsable del cumplimiento de la ley”. Este pro-

                       

1319 Cfr. art. 902 del CC: “Cuanto mayor sea el deber de obrar con prudencia y pleno 
conocimiento de las cosas, mayor será la obligación que resulte de las consecuencias po-
sibles de los hechos”. 

1320 Los titulares de marcas no serán parte de toda relación jurídica de consumo. 
Así, cuando el objeto de la relación consista en asegurar un servicio técnico adecuado y 
el suministro de partes y repuestos correspondientes a cosas muebles no consumibles, 
los obligados son los fabricantes, importadores y vendedores. De la misma manera, tam-
poco serán solidariamente responsables ante la garantía por vicios redhibitorios (LDC, 
arts. 11, 12 y 13). En este último caso pueden ser responsables, pero no solidariamente. 
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veedor aparente es quién se presenta externamente al público como fa-

bricante o productor poniendo su nombre, denominación social, su 

marca o cualquier otro signo distintivo en el producto o servicio1321. De-

pendiendo de las circunstancias, podemos estar ante un supuesto de 

responsabilidad contractual o extracontractual, según corresponda al 

ámbito de incumplimiento o de causación del daño. 

En el orden internacional, cada ordenamiento jurídico tendrá su 

propio régimen para vincular o no, y en distinta medida, a los titulares 

de DPI, en carácter de proveedores de una relación de consumo trans-

fronteriza. Si bien las soluciones particulares quedan reservadas a lo 

que establezca en cada caso la lex causae, a los fines de la apertura de la 

jurisdicción y de la citación como proveedor al titular marcario, será su-

ficiente lo que indique la lex fori.  

V. E. 4. Los profesionales liberales 

En algunas legislaciones, existen limitaciones en cuanto a qué tipo 

de proveedores son parte de la relación de consumo y por lo tanto obli-

gados por sus disposiciones. Así, mientras los profesionales liberales es-

tán incluidos en el CDC brasileño, nuestra LDC los excluye expresamen-

te1322. Se pregunta Alicia PERUGINI ZANETTI si esta exclusión de nuestro 

derecho habilita al juez argentino a no considerar dentro de la relación 

de consumo a un servicio prestado por un profesional liberal en Brasil. 

                       

1321 Cfr. PIZARRO, “Responsabilidad civil del que pone la marca...”, p. 385. Por nues-
tra parte, creemos que esta doctrina de la apariencia también se encuentra implícita en 
el derecho fundamental a una información veraz (art. 42 CN). 

1322 Código de Defensa del Consumidor del Brasil, art. Art. 14. parágrafo 4. “La res-
ponsabilidad personal de los profesionales liberales será impuesta mediante la verifica-
ción de culpa”. LDC art. 2: “No están comprendidos en esta ley los servicios de profesio-
nales liberales que requieran para su ejercicio título universitario y matrícula otorgada 
por colegios profesionales reconocidos oficialmente o autoridad facultada para ello, pero 
sí la publicidad que se haga de su ofrecimiento. Ante la presentación de denuncias, que 
no se vincularen con la publicidad de los servicios, presentadas por los usuarios y con-
sumidores, la autoridad de aplicación de esta ley informará al denunciante sobre el ente 
que controle la respectiva matrícula a los efectos de su tramitación. Cfr. PERUGINI ZANETTI, 
“Derecho Internacional Privado del Consumidor”, p. 32. 
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En caso de ser posible, ¿esa limitación a la aplicación del derecho brasi-

leño opera en razón del orden público internacional argentino o porque 

la exclusión es una norma de policía? Cabe luego preguntarse si existen 

diferencias prácticas según se tome uno u otro criterio. 

En estos casos, el respeto al derecho brasileño llevaría a que en Ar-

gentina se incluyan los servicios profesionales prestados en Brasil como 

cubiertos por la relación de consumo, lo cual amplía la protección, en 

consonancia con el principio in dubio pro consumptore. Por el contrario, 

en un caso similar sustanciado en Brasil, el profesional argentino estaría 

incluido en la relación de consumo, también por aplicación del principio 

del derecho más favorable, quedando esta solución, por tanto, al margen 

de la teoría del uso jurídico, ya que si se le preguntara al juez argentino 

si ese profesional está involucrado en una relación de consumo, la res-

puesta sería negativa1323. En resumen, indica la autora, el principio más 

general debería aplicarse al margen de las soluciones particulares de las 

colisiones de sistemas.  

Por mi parte no coincido con esta interpretación. El lugar de la 

prestación del servicio determina la relación de consumo, ya que es el 

lugar donde se hace efectivo el acto de consumir1324. Por tanto, los pro-

fesionales serán proveedores si, donde el servicio es prestado, están 

obligados por el sistema protectorio, y en la medida determinada por 

ese ordenamiento. En este sentido, el lugar del cumplimiento es deter-

minante, tanto para el derecho aplicable como para la jurisdicción com-

petente. Se puede advertir aquí una calificación lex causae. 

Supongamos un caso hipotético, aunque no tanto. En Argentina, en 

los últimos años, debido a mejores costos y buena calidad de capacita-

                       

1323 Cfr. PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Consumidor”, nro 66-
6. 

1324 Así, por ejemplo, el Reglamento de Roma I, Art. 4, “Ley aplicable a falta de elec-
ción (…) b) el contrato de prestación de servicios se regirá por la ley del país donde el 
prestador del servicio tenga su residencia habitual;(…)”. En igual sentido el Reglamento 
44/2001, Art. 5. 1) b. “[a] efectos de la presente disposición, y salvo pacto en contrario, 
dicho lugar será: (…) cuando se tratare de una prestación de servicios, el lugar del Esta-
do miembro en el que, según el contrato, hubieren sido o debieren ser prestados los ser-
vicios; (…)”. 
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ción de los profesionales de la salud, están al uso la organización de via-

jes de “turismo quirúrgico”. Se trata de recibir en calidad de turistas a 

extranjeros que requieren algún tipo de práctica médica u odontológica 

que, por ser ambulatorias, no necesitan de largos períodos de interna-

ción. Al mismo tiempo son tratamientos que no se realizan en una única 

intervención, sino que consta de etapas sucesivas, como sucede con los 

implantes dentales, las cirugías estéticas u oftalmológicas, etc. Durante 

el tiempo que media entre cada intervención, el paciente puede hacer 

excursiones a zonas turísticas, asistir a espectáculos deportivos y artís-

ticos o efectuar recorridos de compras.  

La agencia organizadora del turismo médico receptivo es muy pro-

bable que cumpla con los requisitos regulatorios de la actividad turística 

en general. Al mismo tiempo, estará asociada a un centro sanitario pri-

vado, que tendrá a cargo los servicios médicos requeridos. Tenemos por 

delante un conjunto de prestaciones que son vendidas como “paquete”. 

Si bien implican cierta conexidad contractual, sin embargo las prácticas 

médicas no se rigen por la LDC, sino por las normas de policía sanitaria.  

La relación con los médicos y el establecimiento de salud no es de 

consumo, sino de servicios profesionales, y la responsabilidad depende-

rá de las características de los contratos: obligaciones de medios referi-

das al arte de curar. Por el contrario, en lo que hace a la hotelería de la 

institución médica, incluyendo las comodidades de internación, serán 

obligaciones de resultado. Por tanto, el personal médico integra la rela-

ción de consumo sólo como empresa organizadora de la atención, en 

conjunción con la de turismo receptivo. Pero no ocurre así con la rela-

ción médico-paciente, que se rige por otros criterios. Así es como creo 

deben resolverse los distintos regímenes de responsabilidad vinculados 

a infortunios. La realidad es que los casos de mala praxis deben regirse 

de acuerdo al régimen de responsabilidad civil, en conjunción con lo es-

tablecido por las reglamentaciones de los colegios profesionales1325.  

                       

1325 De hecho existen antecedentes de probables casos de mala praxis vinculados al 
turismo quirúrgico. Así, en febrero de 2008 falleció una turista española, luego de que se 
le efectuara un implante mamario en una clínica del barrio de Belgrano, en Buenos Aires. 
La noticia periodística puede verse en  
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De todos modos, la agencia de turismo puede ser responsable por 

culpa in eligendo si, por ejemplo, la clínica no está habilitada para cirugí-

as, o si la publicidad resultó engañosa. En este último supuesto, la LDC 

también involucra a los profesionales de la salud. La cuestión es si la 

empresa de turismo puede también ser demandada por los daños pro-

venientes de las malas prácticas médicas. Considero que sí, tanto en vir-

tud de la conexidad de las prestaciones, como de los efectos de la publi-

cidad conjunta de los servicios. 

Por tanto no me parece que el damnificado pueda reclamar a los 

médicos en virtud de la LDC. De lo contrario —al menos en este caso—, 

parecería un abuso que un paciente se atienda en otro país para reducir 

los costos económicos y luego quiera beneficiarse de la protección de su 

país de origen, que incluye a los profesionales en las relaciones de con-

sumo. La exclusión o inclusión de los servicios profesionales obedece a 

directivas del orden público interno, y por lo tanto no puede ser ‘expor-

tada’ a un servicio prestado en otra jurisdicción.  

Pueden existir razones de política legislativa que lleven a fraccionar 

la protección, distinguiendo entre categorías de proveedores o consu-

midores, las que no pueden ser consideradas a priori como arbitrarias o 

discriminatorias. En definitiva, entiendo que si el legislador no ha queri-

do ir más lejos en la protección del consumidor o si existe un derecho 

extranjero menos protector, no cabe de por sí rechazar la norma por in-

justa y aplicar el principio general del favor debilis de modo automático. 

Como todo principio, requiere discernimiento, y las razones para am-

pliar o reducir la protección obedecen a políticas legislativas que toman 

en consideración el impacto sobre los sujetos, de acuerdo al contexto en 

que estos se desenvuelven.  

Además de los profesionales liberales, existen otras exclusiones. Al-

gunas se fundamentan en que el ámbito de aplicación de la normativa 

corresponde a una economía integrada y la reglamentación está diseña-

                       

 http://www.lanacion.com.ar/nota.asp?nota_id=985167 . Allí se menciona que el princi-
pal motivo del auge de estos viajes es el económico; el implante de la referencia tiene en 
Europa un costo de 4000 euros y aquí sólo de 1000 euros. 
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da a los fines de satisfacer los requerimientos del buen funcionamiento 

de ese mercado interior. Así, por ejemplo, en la UE, la Directiva Europea 

sobre el comercio electrónico es de aplicación sólo a los prestadores que 

tengan su asiento en uno de los Estados Miembros1326.  

Habrá que considerar entonces exclusiones generales, como los 

profesionales liberales, y otras propias de regulaciones específicas, don-

de proveedores normalmente involucrados por distintos motivos que-

dan fuera de algunas relaciones de consumo. Esto último se deberá al 

objeto de esa relación o al vínculo, que en ciertos negocios merecen un 

tratamiento diferenciado.  

V. F. EL OBJETO DE LA RELACIÓN DE CONSUMO TRANSFRONTERIZA 

El objeto de la relación jurídica consistirá en todo tipo de bienes 

susceptible de valoración económica de diversa naturaleza y condición, 

mientras puedan proporcionar una utilidad o satisfacer un interés de la 

persona. De estos objetos, además de las cosas materiales, las energías 

de la naturaleza y los bienes inmateriales, interesa especialmente el 

comportamiento o conducta de otra persona en cuanto que en sí misma 

considerada o en los resultados a que puede dar lugar, es susceptible de 

producir una utilidad a aquel en cuyo favor se presta1327.  

                       

1326 Directiva 2000/31/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 
2000, relativa a determinados aspectos jurídicos de los servicios de la sociedad de la in-
formación, en particular el comercio electrónico en el mercado interior. Considerando 
(58) “La presente Directiva no será aplicable a los servicios procedentes de prestadores 
establecidos en un tercer país; habida cuenta de la dimensión global del comercio elec-
trónico, conviene garantizar, no obstante, la coherencia del marco comunitario con el 
marco internacional. La Directiva se entenderá sin perjuicio de los resultados a que se 
llegue en los debates en curso sobre los aspectos jurídicos en las organizaciones interna-
cionales (entre otras, la Organización Mundial del Comercio, la Organización de Coope-
ración y Desarrollo Económico y la CNUDMI) (59) Pese a la naturaleza global de las co-
municaciones electrónicas, es necesario coordinar las medidas reguladoras nacionales a 
escala de la UE, con el fin de evitar la fragmentación del mercado interior y establecer el 
adecuado marco regulador europeo. Dicha coordinación deberá contribuir también al 
establecimiento de una posición común firme en las negociaciones en los foros interna-
cionales.  

1327 Cfr. DIEZ PICAZO, Fundamentos del Derecho Civil Patrimonial, p. 57. 
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Aún considerando los defectos de su redacción, es la aplicación sin 

más de las disposiciones respecto del objeto de los contratos contenidas 

en el CC1328:  

“Toda especie de prestación, puede ser objeto de un contrato, sea 
que consista en la obligación de hacer, sea que consista en la obligación 
de dar alguna cosa; y en este último caso, sea que se trate de una cosa 
presente, o de una cosa futura, sea que se trate de la propiedad, del uso, o 
de la posesión de la cosa” (CC 1168). 

“La prestación, objeto de un contrato, puede consistir en la entrega 
de una cosa, o en el cumplimiento de un hecho positivo o negativo sus-
ceptible de una apreciación pecuniaria” (CC 1169).  

El objeto es aquello que las partes se deben, las obligaciones mu-

tuas y las prestaciones que de estas se deriven. Lo debido por el provee-

dor puede ser dar una cosa, el servicio como obligación de hacer, la ga-

rantía como obligación de resarcir, la seguridad como deber de no da-

ñar; en fin, todo tipo de prestaciones. En caso de relaciones 

extracontractuales, también puede tratarse de la reparación debida en 

caso de daño personal, o la restitución la cosa entregada si existen vicios 

redhibitorios, etc.1329.  

Será frecuente objeto de relaciones de consumo las prestaciones de 

servicios financieros, los contratos de seguro de vida, las coberturas de 

prestaciones médicas de asistencia al viajero, en fin, todo tipo de con-

ductas debidas a favor de un consumidor. Nuestra legislación los consi-

dera en la enumeración del art. 1 de la LDC, “la prestación de servicios”, 

y también en el art. 2 al mencionar dentro de los sujetos obligados a 

quienes “presten servicios a consumidores o usuarios”1330. 

                       

1328 No trataremos aquí la ya remanida discusión sobre el objeto de los contratos y 
de las obligaciones. Para ver el estado de la cuestión, MOSSET ITURRASPE, Jorge y 
PIEDECASAS, Miguel A, Código Civil Comentado, Rubinzal Culzoni Editores, Santa Fe, 2004, 
p. 211 y ss. 

1329 Cfr. LORENZETTI, Consumidores, pp. 103-106. 
1330 La mención del objeto de la relación de consumo debe ser definido de manera 

amplia. Así, en el art. 5 Convenio de Roma de 1980 se hacía mención a los contratos de 
consumo “que tengan por objeto el suministro de bienes muebles corporales o se servi-
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V. F. 1. Exclusiones específicas 

El universo de posibilidades que acabamos de enunciar parece difí-

cil de encasillar a los fines de elaborar una calificación de relación de 

consumo. Por este motivo, resulta más práctico dejar abierta la posibili-

dad de que todo tipo de prestaciones pueda ser objeto de la relación ju-

rídica, y, eventualmente, hacer luego los “recortes” necesarios a la rica 

realidad1331. El legislador tendrá motivos, bajo diversas circunstancias, 

para que algún tipo o grupo de prestaciones no sea objeto de la regula-

ción protectiva, o requiera un régimen diferenciado1332.  

Para ser objeto de una relación de consumo debe tratarse de bienes 

de uso doméstico, o bien, de modo negativo, que no se integren en un 

nuevo proceso productivo. Algunos de ellos usualmente no cumplirán 

con esta condición, como las cosas usadas, insumos vendidos a granel, o 

cuando por la unidad de medida o el tipo de envase no será posible un 

consumo final. Tampoco, como ya dije, los servicios prestados por pro-

fesionales que requieran para su ejercicio título universitario y matrícu-

la otorgada por colegios profesionales.  

                       

cios”. Ahora, en el Reglamento de Roma I, no existe esta limitación; en igual sentido el 
Reglamento 44/2001. Cfr. DE MIGUEL ASENSIO, “La tutela de los consumidores en el mer-
cado global…”, nro. 21. Se debe reconocer, como lo hacen algunos autores, que definir 
“producto” como “cualquier bien” es vago e impreciso. Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO y ALL, 
“Apreciación general…”, nro. 1 en nota 17 

1331 La definición de servicio puede ser compleja. Así, en el Anexo del Protocolo de 
Santa María, mientras no se llegue a un acuerdo en el “Comité Técnico N° 7 de Defensa 
del Consumidor”, se tomará en cuenta la interpretación jurídica del foro actuante. La 
Propuesta uruguaya de CIDIP VII define servicio como “cualquier actividad remunerada 
suministrada en el mercado de consumo, con excepción de las que resulten de las rela-
ciones laborales”. 

1332 A modo de ejemplo, el Protocolo de Santa María excluye los contratos referidos 
a bienes inmuebles, como serían las locaciones para períodos vacacionales o las modali-
dades de tiempos compartidos, o que tengan por objeto bienes intangibles: el art. I.1.a. se 
refiere a “bienes muebles corporales”. También se excluyen de modo expreso los contra-
tos de transporte (art. I.2). El mismo Protocolo excluye las operaciones de contado, pero 
sí regula en beneficio del consumidor los contratos que incluyen un crédito a plazo. Se 
supone que si el vendedor entregó y cobró en su comercio, sería irrazonable obligarlo 
luego a ser demandado en extraña jurisdicción. Cfr. SANTOS BELANDRO, “El consumidor y el 
acceso a la jurisdicción dentro del ámbito del MERCOSUR”, Nro. I. 
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Estos aspectos son relevantes para relacionar la calidad de provee-

dor con el objeto de la prestación. Supongamos la venta por comercio 

electrónico, por parte de un comerciante extranjero de una cosa mueble 

no consumible (art. 11 LDC), usada o reconstituida pero sin indicar esta 

condición (art. 9 LDC). Aún cuando la cosa usada pueda ostentar la mar-

ca del titular (no fabricante ni vendedor), éste no sería responsable por 

cuanto los bienes no son aptos para constituir el objeto de una relación 

de consumo cuando el proveedor es un titular marcario. En esta relación 

de consumo, el obligado a indicar en forma precisa y notoria que la cosa 

es “usada” es el vendedor, y sólo éste integra la relación de consumo. 

Así, en este negocio particular, un titular o concedente de marca queda 

eximido de su calidad de proveedor.  

A los fines de este trabajo, son relevantes sólo aquellos bienes o 

prestaciones que puedan ser objeto de relaciones transfronterizas, ya 

sea por el lugar de entrega, fabricación, cobertura, lugar de pago, etc., 

circunstancia que habilitará un régimen protectorio internacional de ex-

cepción. Cabe preguntarse si cada tipo de servicios en particular requie-

re de normas específicas o bastan las normas generales de Derecho In-

ternacional Privado1333.  

En el derecho interno es normal encontrar regulaciones específicas 

para algunos contratos en particular: tarjetas de crédito, medicina pre-

paga, círculos de ahorro previo, turismo. También en el plano interna-

cional existen regímenes particulares para determinadas relaciones de 

consumo. Así la UE, que se ha inclinado por la sanción de normas especí-

ficas para distintos objetos jurídicos. En la Propuesta de CIDIP VII ocu-

rre igual respecto de los contratos de viaje y tiempo compartido. Si bien 

estos no son definidos, para su calificación se remite al derecho interno, 

con criterio amplio, para facilitar la inclusión de distintos supuestos. Pa-

ra algunos especialistas también requieren calificaciones especiales, a 

                       

1333 Cfr. PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Consumidor”, p. 36, 
nro. 72. 
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fin de ser incluidas en el régimen protectorio, algunos bienes inmateria-

les que normalmente se comercializan mediante medios electrónicos1334.  

Este criterio ha sido receptado, por ejemplo, por la Directiva Euro-

pea sobre el comercio electrónico. Esta Directiva tiene por objeto con-

tribuir al correcto funcionamiento del mercado interior garantizando la 

libre circulación de los servicios de la sociedad de la información entre 

los Estados miembros (Artículo 1 numeral 1.), y a tales fines contiene 

distintas disposiciones protectoras del consumidor. Pero según el art. 

1.5.d. no es aplicable a las actividades de juegos de azar y loterías que 

impliquen apuestas de valor monetario, aún cuando esta actividad es 

propia de los servicios de la sociedad de la información. Razones de po-

lítica legislativa justifican una regulación específica, constituyendo una 

excepción a la protección del consumidor al excluir el objeto particular 

de la relación de consumo. 

V. F. 2. Un caso particular: los contratos de transporte 

Otra prestación habitualmente excluida en distintas legislaciones 

atributivas de competencia, por razones de política legislativa, es el de 

las relaciones de consumo derivadas de los contratos de transporte. Así 

lo hacen, por ejemplo, el Protocolo de Santa María, en su art. 1.21335, o en 

la UE, el Reglamento 44/20011336. Lo mismo ocurre en disposiciones re-

lativas a soluciones materiales que tratan al transporte de modo dife-

renciado, como la Directiva 97/7/CE del Parlamento Europeo y del Con-

sejo de 20 de mayo de 1997 relativa a la protección de los consumidores 

en materia de contratos a distancia. El art. 3.2 considera una expresa ex-

clusión, al establecer que los “contratos de suministro de servicios de 

alojamiento, de transporte, de comidas o de esparcimiento, cuando el 

                       

1334 Cfr. VELASCO SAN MARTÍN, “Observaciones y Consideraciones…”, p. 5. 
1335 “Quedan excluidas las relaciones de consumo derivadas de los contratos de 

transportes”. 
1336 Reglamento (CE) n° 44/2001, Artículo 15 numeral 3. “La presente sección no 

se aplicará al contrato de transporte, salvo el caso de los que, por un precio global, ofre-
cen una combinación de viaje y alojamiento”. 
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proveedor se compromete, al celebrarse el contrato, a suministrar tales 

prestaciones en una fecha determinada o en un período concreto” no es-

tán alcanzados por la Directiva.  

En un caso se requirió la determinación de qué se entendía por 

“transporte”, a fin de establecer si —de acuerdo al art. 6.1— un presta-

dor de alquiler de vehículos podía retener los importes percibidos del 

cliente en caso de que este rescindiera anticipadamente y de modo uni-

lateral el contrato, a excepción de ciertas causas extraordinarias1337. Se 

cuestionó a EasyCar, la demandante, una empresa de alquiler de vehícu-

los que admite reservas sólo a través de Internet, si podía incluir vali-

damente la cláusula de retención de los importes cuando el consumidor 

anulaba la reserva sin causa o sin aviso previo. El tribunal inglés decidió 

suspender el procedimiento y plantear al TJCE la siguiente cuestión pre-

judicial: «¿Comprende la expresión “contratos de suministro de servi-

cios de [...] transporte”, contenida en el artículo 3, apartado 2, de la Di-

rectiva [...], los contratos de suministro de servicios de alquiler de vehí-

culos?». 

Aclara el Tribunal comunitario que ni la Directiva ni los documen-

tos preparatorios establecen qué debe entenderse por “servicios de 

transporte”. En el decisorio determina que la ratio legis de la excepción 

al amplio principio de protección de los consumidores a distancia se jus-

tifica en sectores industriales donde las exigencias de la Directiva puede 

afectar desproporcionadamente a los proveedores. En efecto, la anula-

ción sin gastos no justificada de servicios que hayan dado lugar a una 

reserva, afecta sobremanera a los prestadores, que habitualmente de-

ben rechazar otros contratos ante la solicitud a distancia por parte del 

consumidor.  

En este sentido, el Tribunal indica que la Directiva se refiere a “con-

tratos de suministro de servicios en el ámbito del transporte”, y no a 

“contratos de transporte”, los que tradicionalmente se refieren al trasla-

do de personas y mercaderías de un lugar a otro. La expresión utilizada, 

                       

1337 TJCE Sala Primera, 10 de marzo de 2005, Asunto C-336/03 EasyCar (UK) Ltd. 
c. Office of Fair Trading, D.O.C.E. 14.5.2005, C 115/4.  
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más amplia, incluye además los modos de transporte y los instrumentos 

utilizados para desplazar dichos bienes y personas.  

Como hemos visto hasta ahora, el contenido u objeto de la relación 

de consumo transfronteriza por lo general será determinado contrac-

tualmente por las partes. Pero podría tratarse también de prestaciones 

integradas por la distribución de una carga pública, delegadas por el Es-

tado, como el caso hipotético sugerido supra, p. 381 y ss., donde consi-

derábamos que en algún país se pudiera obligar a las prestadoras de 

medicina prepaga a otorgar cobertura fuera del territorio. Estas cues-

tiones, propias de normas imperativas de orden interno, limitarán la re-

lación de consumo al ámbito local. En resumen, habrá que atender qué 

tipo de objetos o prestaciones están incluidos en las relaciones de con-

sumo y cuales no. De acuerdo al derecho comparado, parece más conve-

niente establecer un régimen general y exclusiones específicas, lo que 

resulta compatible con la soberanía estatal para aplicar sus propias polí-

ticas públicas1338. 

V. G. LA FINALIDAD O CAUSA DE LA RELACIÓN DE CONSUMO TRANSFRONTERIZA 

La “[R]elación de consumo es el vínculo jurídico entre el proveedor 

y el consumidor o usuario” (art. 3 LDC) en virtud del cual uno puede 

exigir al otro una prestación. En otros términos, es la ligazón que permi-

te a una de las partes reclamar a la otra el correlativo deber de cumplir 

con la prestación1339. Los sujetos, como hemos visto, responden a la pre-

gunta “quién” (consumidor y proveedor). El objeto atiende al “qué”: 

prestaciones en general, cosas y conductas (positivas y negativas) en 

                       

1338 Esto es coincidente con la tendencia a liberar a los aspectos jurisdiccionales y 
al Derecho Internacional Privado en general del contenido “público” ligado a la sobera-
nía. Se advierte una mayor conciencia que los intereses en juego son mayormente priva-
dos, y que el interés estatal está en resolver conflictos, más que en salvaguardar a los 
particulares de sus propios actos. De este modo, un Estado no declina soberanía al apli-
car derecho extranjero o habilitar la validez de una sentencia de un tribunal foráneo. Cfr. 
WAUTELET, “What is international private law…”, p. 59.  

1339 Cfr. RINESSI, Juan Antonio, Relación de consumo y derechos del consumidor, As-
trea, Buenos Aires, 2006, p. 2. 



 CAPÍTULO V 551 

 

particular. Nos hemos referido a estos elementos cuando proponíamos 

enunciar los derechos del consumidor en “tres términos” (ver IV. E. 3). 

Los vínculos entre proveedores y consumidores, es decir las fuentes 

de sus obligaciones y derechos, pueden provenir de: a) hechos antijurí-

dicos, causantes de daños, y que generan responsabilidad contractual o 

extracontractual por parte de quien causa el daño o ha creado el riesgo; 

b) actos jurídicos unilaterales, como la actividad publicitaria o la emi-

sión de una oferta, orientadas a formar un contrato y que originan res-

ponsabilidad precontractual por parte de quien ofrece o realiza actos 

preparatorios de futuros contratos; c) actos jurídicos bilaterales, por lo 

general contratos —gratuitos y onerosos—; o d) relaciones de conexi-

dad contractual1340. 

Por tanto, además de los contratos, existen otros vínculos que obje-

tivamente dan lugar a una relación de consumo, algunos propios de la 

etapa pre contractual o en vista de futuras contrataciones, tal el caso de 

la publicidad, de la oferta vinculante, la entrega de muestras gratis, los 

accesos limitados en calidad de invitado (frecuentes en sitios Web), las 

versiones de prueba, etc. En cuanto al tipo de contratos, el art. 1 de la 

LDC menciona la “prestación de servicios”, que resulta bastante más 

amplia que la locación de servicios prevista en el Código Civil, involu-

crando así situaciones negociales que de otro modo hubieran quedado 

fuera, como la asistencia al viajero, más propia de un contrato de seguro. 

El vínculo, en cuanto elemento de la relación de consumo, está ligado a 

la causa fin; por tanto, deberá estar especialmente calificado: el consu-

mo final1341.  

Esta clasificación, y las consecuencias jurídicas que de ella se des-

prenden, son más relevantes aún en el plano internacional, como se 

                       

1340 Cfr. LORENZETTI, Consumidores, pp. 106 y ss. TONIOLLO, “La protección interna-
cional del consumidor”, pp. 97-98. VEIRAS PAZ, “Consideraciones preliminares…”, pp. 8-9. 

1341 Desde el punto de vista del régimen internacional de los contratos, la actividad 
de “consumir” tiene relación con la “prestación característica”, ya que será relevante el 
cumplimiento que permita desarrollar esa actividad en particular: hacer un uso final. 
Por tanto, también se puede decir que existirá cumplimiento cuando se ponga la cosa o 
servicio a disposición de tal manera que permita consumir. Cfr. TONIOLLO, “La protección 
internacional del consumidor”, p. 100. 
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puede observar, por ejemplo, en el Reglamento 44/2001, donde se esta-

blecen puntos de contacto diferentes, dependiendo del supuesto (cfr. 

Art. 5). 

V. G. 1. Relaciones de consumo pre contractuales 

Las relaciones de consumo generadas a partir de actividades des-

arrolladas por el proveedor, en la etapa previa al acto de consumir, tan-

to con anterioridad a la celebración como del cumplimiento, han sido 

consideradas en distintas normativas internacionales. En la UE, por 

ejemplo, son mencionadas expresamente en el Reglamento Roma II, re-

lativo a la ley aplicable a las obligaciones extracontractuales, al referirse 

a la culpa in contrahendo1342. También por la ICC, en el Código de Con-

ducta para la Publicidad y Mercadotecnia, donde sugiere:  

“Publicidad y Mensajes Comerciales a través de Medios Electrónicos 
y Teléfono, “Art. D.1.Origen y jurisdicción. La publicidad y otros tipos de 
comunicación comercial que utiliza medios electrónicos y el teléfono de-
ben someterse a las reglas y disposiciones del país de origen o, cuando 
esté permitido, del país señalado por los anunciantes, incluyendo tele-
operadores. Se conmina a los anunciantes y teleoperadores a familiari-
zarse con las reglas y disposiciones de las diferentes jurisdicciones a las 
que dirigen sus comunicaciones, considerando que las leyes aplicables 
pueden variar”1343. 

El reconocimiento de la posible afectación de los derechos del con-

sumidor en una etapa temprana de la consolidación del vínculo comer-

cial, ha sido tenido en cuenta en la Propuesta de CIDIP VII, remitiendo la 

solución a lo establecido en el derecho domiciliario del consumidor, pe-

ro cumulativamente con el correspondiente al juez del foro y al del lugar 

                       

1342 Reglamento Roma II: «Artículo 2. Obligaciones extracontractuales. 1. A los 
efectos del presente Reglamento, se entenderá por “daños” todas las consecuencias re-
sultantes de un hecho dañoso, el enriquecimiento injusto, la gestión de negocios o la cul-
pa in contrahendo». 

1343 ICC (INTERNATIONAL CHAMBER OF COMMERCE), Código Consolidado CCI en Materia 
de Publicidad Comercial y Mercadotecnia, pp. 37-38. 
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de cumplimiento (art. 9.2)1344. La solución propuesta es razonable, ya 

que el sujeto es afectado por los mensajes y los medios de comunicación 

de acuerdo al contexto en que vive. La ley domiciliaria, en este sentido, 

es la más apta para contemplar las particulares situaciones. 

V. G. 2. Relaciones de consumo contractuales 

Las relaciones de consumo contractuales son las más habitualmen-

te consideradas en las regulaciones internacionales, en coherencia con 

el camino seguido en el orden interno. La contratación en masa fue un 

fenómeno tempranamente advertido, y los remedios legales a estas 

prácticas tienen más “solera”. Sin embargo, se debe reconocer que los 

daños provocados al consumidor merecen un tratamiento más agravado 

dentro de los regímenes protectorios.  

Así, el Tratado de Roma sobre el derecho aplicable a las obligacio-

nes contractuales, requirió de varios años de funcionamiento, para que 

su sucesor —el Reglamento de Roma I— tuviera un “hermano” en el Re-

glamento de Roma II, relativo a la ley aplicable a las obligaciones extra-

contractuales1345. La práctica interna, y la abundante jurisprudencia, 

hicieron más sencilla la unificación de la legislación, o al menos la adop-

ción de similares criterios localizadores, en lo referido a las relaciones 

contractuales con consumidores.  

La tendencia es manifiesta, si consideramos que en el MERCOSUR, 

por ejemplo, el Protocolo de Santa María hace referencia de modo exclu-

                       

1344 Propuesta de CIDIP VII, art. 9.2. “(Normas imperativas del país de domicilio del 
consumidor) En el caso que la contratación hubiera sido precedida en el país del domici-
lio del consumidor por cualquier negociación o actividad de mercadeo (marketing), por 
parte del proveedor o de sus representantes, en especial el envío de publicidad, corres-
pondencia, e-mails, premios, invitaciones a ofertar, y demás actividades semejantes diri-
gidas a la comercialización de productos y servicios y a la atracción de clientela, se apli-
carán necesariamente las normas internacionalmente imperativas de ese país para la 
protección del consumidor, acumulativamente con aquellas del foro y del derecho apli-
cable al contrato de consumo”. 

1345 Reglamento (CE) No 864/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo de 11 de 
julio de 2007 relativo a la ley aplicable a las obligaciones extracontractuales («Roma II»). 
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sivo a la determinación de la “jurisdicción internacional en materia de 

relaciones de consumo derivadas de contratos en que uno de los contra-

tantes sea un consumidor” (art. I.1.). Se aplica a algunos objetos contrac-

tuales: compraventas a plazo, provisión de muebles corporales, presta-

ción de servicios, préstamos, operaciones de crédito; se excluyen los 

contratos de transporte1346. Del mismo modo, la Propuesta de CIDIP VII, 

contempla la regulación de relaciones de consumo contractuales, exclu-

yendo algunos objetos —seguros y transporte— y brindando tratamien-

to diferencial a otros —turismo y tiempos compartidos. Con mayor o 

menor amplitud, se orientan en igual sentido las otras propuestas de 

CIDIP VII: la uruguaya, a un criterio amplio de contratos, y la canadiense 

a los contratos electrónicos1347. 

Algunas normativas no resultan del todo claras, como por ejemplo 

el Protocolo de Buenos Aires, que excluye “las ventas al consumidor”. 

¿Se refiere sólo a ventas o excluye todo tipo de relaciones de consumo? 

Así, nada dice de los servicios1348. En otros casos, la determinación de 

cuándo una relación es contractual, está regulada de tal modo que pue-

de resultar perjudicial para el consumidor. En este sentido, SOTO consi-

dera que, al no contar en nuestro ordenamiento de fuente interna con 

una calificación satisfactoria a los fines de la jurisdicción, se debe aplicar 

                       

1346 Cfr. DREYZIN DE KLOR, Adriana, URIONDO DE MARTINOLI, Amalia, NOODT TAQUELA, 
María Blanca, en FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, p. 198. 

1347 Cfr. VELASCO SAN MARTÍN, Cristos, “Observaciones y Consideraciones a las pro-
puestas de Convención sobre Ley Aplicable a algunos contratos e Consumidor y Ley Mo-
delo sobre Jurisdicción y Conflicto de Leyes aplicables al Consumidor”, p. 1. Documento 
presentado en el Foro de Expertos de la OEA, convocado para la discusión de la CIDIP 
VII, disponible en www.oea.org . 

1348 Cfr. MENICOCCI, “Ley Aplicable y Jurisdicción Internacional...”, p 1266. La redac-
ción del Protocolo podría haber sido más clara si excluía las relaciones de consumo, pero 
eso hubiera requerido una definición, lo que tal vez no estaba suficientemente maduro 
en el debate mercosureño. Probablemente la expresión “ventas al consumidor” resultó 
una solución de compromiso. La cuestión parece aclararse a partir de la Opinión Consul-
tiva 1/2007 del Tribunal Permanente de Revisión, en la causa Norte S.A. Importadora y 
Exportadora c. Laboratorios Northia Sociedad Anónima, Comercial Industrial, Financie-
ra, Inmobiliaria y Agropecuaria s. indemnización de daños y perjuicios y lucro cesante. 
Allí se indicó que las cuestiones sobre el consumidor están expresamente excluidas del 
Protocolo de Buenos Aires. 
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el Tratado de Montevideo, art. 56. De esta manera, habrá que tener en 

cuenta el principio del forum causae o doctrina del paralelismo, junto 

con el foro universal del domicilio del demandado1349. Esto nos lleva al 

lugar de cumplimiento, con la dificultad que esto acarrea en lo que se re-

fiere a contratos con consumidores. ¿Cuál es el lugar de cumplimiento 

del contrato? En materia jurisdiccional, tratándose de contratos con 

prestaciones recíprocas, habrá que atenerse a la definición más amplia a 

fin de evitar la denegación de justicia, tal como veremos en VII. G. 3. 

La relación de consumo contractual, cuando tiene por objeto al 

software y otros productos o servicios digitales brindados en línea, pre-

senta algunas particularidades en cuanto al lugar de cumplimiento. Lo 

normal es que estemos en presencia de dos relaciones de consumo, y 

cada una conectará con distintos tribunales. Una, del consumidor con el 

proveedor de servicios de Internet, que principalmente brinda co-

nexión; otra, con el proveedor de productos o contenidos1350. Lo mismo 

se puede decir respecto de otros proveedores de servicios, como los 

buscadores, las plataformas de redes sociales, etc.  

El criterio final deberá estar en manos de la lex causae, aunque para 

abrir la jurisdicción, de modo preliminar, sea suficiente que la lex fori 

admita a la relación jurídica como de consumo. A esta se equiparan las 

manifestaciones unilaterales de voluntad capaces de producir efectos 

jurídicos1351. 

V. G. 3. Relaciones de consumo extracontractuales 

Los vínculos que se generan entre el proveedor y consumidor pro-

venientes de ilícitos civiles o penales deberían ser contemplados en la 

                       

1349 SOTO, “El orden público y las relaciones de consumo en el Derecho Internacio-
nal Privado”, p. 391. En similar sentido, VELASCO SAN MARTÍN, “Observaciones y Considera-
ciones…”, p. 4. 

1350 Los servicios de conectividad y los de contenidos o plataformas, no actúan —
por lo general— en conexidad contractual. Cfr. DELI, “International norms and lex merca-
toria…”, p. 258. 

1351 Cfr. RINESSI, Relación de consumo y derechos del consumidor, p. 11. 
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calificación de relación de consumo transfronteriza. Se refieren a todos 

los daños sufridos por el consumidor por el uso de un bien o la presta-

ción de un servicio sin que haya un contrato de por medio. Lo normal es 

que estas relaciones jurídicas estén localizadas en el lugar de comisión o 

acaecimiento del hecho dañoso1352. Son especialmente relevantes los 

provenientes de defectos o vicios en las cosas que producen un daño al 

consumidor. 

En el orden interno, la responsabilidad derivada del art. 40 LDC —

daños provocados por productos defectuosos—, fue inicialmente consi-

derada por la doctrina como contractual. Los fundamentos eran varia-

dos: a) por tratarse de una relación fáctica con efectos normativos; b) 

por suponerse un negocio fiduciario entre distribuidor y fabricante; c) 

por considerar a los intermediarios como instrumentos de la distribu-

ción; d) por cuanto el fabricante y vendedor celebran un contrato a fa-

vor de terceros1353. Sin embargo, hoy día es opinión mayoritaria —y sin 

duda me parece la correcta— que la fuente de responsabilidad es extra-

contractual, en la medida que el demandado no haya contratado con el 

consumidor1354. 

El caso de la responsabilidad por productos defectuosos supone un 

deber de seguridad, al que está obligado no sólo el vendedor directo, si-

no todos los vinculados en el proceso de aprovisionamiento, en la medi-

da que de su accionar se puedan derivar daños. El caso “Mattel” resulta 

                       

1352 Cfr. SOTO, Temas estructurales…, p. 205. En este sentido, el art. 5. 3. del Regla-
mento 44/2001: es competente “el tribunal del lugar donde se hubiere producido o pu-
diere producirse el hecho dañoso”. Por su parte, el Reglamento Roma II indica que el lu-
gar del hecho dañoso es aquel donde tiene efectos el daño, cualquiera sea el lugar donde 
se haya generado la conducta que produjo el daño. Esta calificación será aplicable a rela-
ciones jurídicas extra comunitarias, ya que el ámbito de aplicación de este último Re-
glamento es universal: “Artículo 3 Carácter universal. La ley designada por el presente 
Reglamento se aplicará aunque no sea la de un Estado miembro”. Sin embargo, en el ám-
bito del Mercosur, el aún no vigente Protocolo de Santa María excluye de su ámbito de 
aplicación a las relaciones de consumo extracontractuales. Cfr. SANTOS BELANDRO, “El con-
sumidor y el acceso a la jurisdicción dentro del ámbito del MERCOSUR”, I, Relaciones de 
consumo excluidas. 

1353 Cfr. LORENZETTI, Consumidores, pp. 385-387.  
1354 Cfr. PIZARRO, “Responsabilidad civil del que pone la marca...”, p. 383. 



 CAPÍTULO V 557 

 

ejemplificador de las dificultades que implica la aparición de elementos 

extranjeros1355. Los hechos y las partes son las siguientes: a) empresas 

de China, fabricantes de 2,2 millones de unidades de muñecos y jugue-

tes, bajo un contrato de façon; b) Fisher Price, una cadena de supermer-

cados que ordena la fabricación a las empresas chinas; c) Mattel, impor-

tante empresa mundial de juguetes, licenciante de Fisher y a su vez li-

cenciatario de distintos titulares de derechos autorales; d) titulares de 

DPI, de las obras “Plaza Sésamo“, “Dora la Exploradora” y otros caracte-

res y personajes, licenciados a Mattel bajo contrato de merchandising; 

e) Importadores y distribuidores en todos los países donde los juguetes 

son comercializados; f) comerciantes minoristas en esos mismos países. 

Los juguetes fueron decorados con pinturas tóxicas con un alto grado de 

plomo. Advertida Mattel de los riesgos que esto implica para la salud de 

los niños, ordena retirar los juguetes de circulación, en todos los países 

donde han sido distribuidos1356. 

De acuerdo a cómo se defina la relación de consumo, en cuanto a la 

caracterización del vínculo que une a proveedores y consumidores, al-

gunos de los miembros de la cadena quedarán liberados de responsabi-

lidad. Recordemos lo dicho oportunamente respecto de los proveedores 

que actúan en red o conexidad (ver nro. V. E. 1). De acuerdo al derecho 

argentino todos los sujetos mencionados en el caso Mattel serían res-

ponsables por eventuales daños; pero si la normativa internacional con-

siderara solamente los vínculos contractuales, los daños dejarían de ser 

                       

1355 La información principal del caso puede consultarse en la página de US Con-
sumer Product Safety Comission, Office of Information and Public Affaire, 
http://www.cpsc.gov/cpscpub/prerel/prhtml07/07257.html ,  

1356 La cuestión tuvo su costado político, ya que las fábricas de China producen el 
65% de los juguetes de Mattel. A su vez, la empresa retiró de circulación otros juguetes 
(17,7 millones de unidades) que contenían partes magnéticas que, al ser ingeridas por 
niños pequeños, causaban daños intestinales. La empresa se hizo cargo también de que 
los controles resultaron insuficientes, ya que se aplicaban a los productos finales y no a 
los proveedores de insumos; por tanto debió pedir disculpas al gobierno chino, por el 
daño causado al buen nombre de sus empresas fabricantes. Una noticia de prensa com-
pleta, puede verse en la revista Time:  
http://www.time.com/time/business/article/0,8599,1664428,00.html  
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imputables a las fábricas chinas, a los titulares de obras autorales —

vinculados en cuanto titulares de las marcas— y al mismo Mattel.  

Las calificaciones divergentes llevan a soluciones claudicantes. Ante 

el vacío existente, la Propuesta de CIDIP VII, que contempla sólo las re-

laciones contractuales, resulta insuficiente. La remisión a la ley domici-

liaria deja librado al juez del foro que su concepto interno de “relación 

de consumo” incluya los vínculos extracontractuales1357. La aplicación 

alternativa de “la ley que fuera más favorable al consumidor, a elección 

de las partes”, aquí resulta inocua. Al no tratarse de un contrato, difícil-

mente se pueda alegar elección alguna. Por tanto, si el daño sufrido pro-

viene de un sujeto que no resulta proveedor, en los términos que la de-

finición domiciliaria ha previsto, no existirá entre él y el consumidor una 

relación de consumo.  

V. G. 4. Relaciones de consumo reales 

El objeto del contrato puede consistir en prestaciones, o las cosas 

mismas a las que las prestaciones se dirigen. En este sentido, los inmue-

bles pueden ser objeto de relaciones de consumo, dependiendo de cómo 

sean considerados en la calificación. A este respecto, la LDC establece: 

“Articulo 1º — Objeto. Consumidor. Equiparación […] Queda compren-

dida [en la presente ley] la adquisición de derechos en tiempos compar-

tidos, clubes de campo, cementerios privados y figuras afines”. La redac-

ción anterior incluía en la relación de consumo a quienes contrataran 

“c) La adquisición de inmuebles nuevos destinados a vivienda, incluso 

los lotes de terreno adquiridos con el mismo fin, cuando la oferta sea 

pública y dirigida a personas indeterminadas”. Si bien ahora no se hace 

mención a los “inmuebles nuevos”, sí aparece como categoría de pro-

veedor quien realiza “actividades de construcción” (art. 2); además, de-

be informarse claramente si se trata de cosas usadas o reconstituidas 

(art. 9). En definitiva, la relación de consumo se ha ensanchado, abar-

                       

1357 Cfr. LIMA MARQUES, “Observaciones y propuestas…”, p. 5. 
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cando objetos no incluidos anteriormente, como los tiempos comparti-

dos. 

Hay que distinguir los inmuebles como objeto de la relación de con-

sumo (por ejemplo, la casa vendida), de la relación real generada entre 

el consumidor y el proveedor, en razón de los derechos erga omnes que 

se derivan del dominio sobre el inmueble1358. La diferencia es importan-

te, porque el deber del deudor de entregar la cosa es una relación per-

sonal patrimonial (no real), que en Derecho Internacional Privado exige 

puntos de conexión o de contacto conductistas, mientras que las facul-

tades que el consumidor tiene en el ejercicio del disfrute de la cosa es 

una relación real, determinando puntos de conexión o de de contacto 

realistas1359. La entrega de la cosa implica un lugar de cumplimiento. La 

condición del bien, o cómo se ejercita la titularidad, se vincula a su lugar 

de situación.  

Así, en la compraventa de inmuebles, y de acuerdo al derecho ar-

gentino, hay que distinguir entre título y modo. El primero se refiere a la 

causa del derecho a recibir la propiedad en calidad de dueño: el contrato 

que otorga el ius ad rem. El modo, por su parte, es el acto por el cual la 

propiedad pasa al dominio del adquirente: la tradición, que otorga el ius 

in rem. Podemos afirmar, de modo general, que lo referido al título está 

regido por el derecho del lugar de celebración, mientras que el modo sin 

dudas deberá atenerse al lugar donde tiene efecto el contrato, es decir 

donde la propiedad es efectivamente transmitida. Los contratos entre 

proveedores y consumidores pueden dar lugar a ambos tipos de rela-

ciones de consumo, pero las reales se refieren a estos últimos aspectos. 

No es el caso de la locación, por ejemplo, que genera relaciones persona-

les, debido a que la prestación consiste en el uso y goce y no en el domi-

nio.  

                       

1358 Cfr. RINESSI, Relación de consumo y derechos del consumidor, p. 2. 
1359 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, pp. 189-192. SOTO, Temas es-

tructurales…, pp. 61-65 para las jurisdicciones personales, reales o conductistas, y pp. 
99-101 para los puntos de conexión. 
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Este es el motivo por el cual se requiere distinguir las relaciones 

personales que originan o transfieren derechos reales, de los derechos 

reales mismos. En los contratos con elementos de internacionalidad que 

versan sobre inmuebles, deberemos tener en cuenta los principios fo-

rum rei sitae y lex rei sitae, de validez casi universal. El alcance de ambos 

es diferente, aunque participan de la “atractividad” del situs, en cuanto 

aplicación del régimen jurídico del lugar donde la cosa efectivamente se 

encuentra1360. La regla, en su vinculación al derecho aplicable, brinda 

certeza, seguridad y previsibilidad, ante diferentes concepciones sobre 

la propiedad. Entre otros aspectos, si es posible la admisión de nuevos 

derechos generados a partir de la voluntad de los particulares (numerus 

apertus), o rige la imperatividad estatal de permitir sólo un número li-

mitado de ellos (numerus clausus). A diferencia de las opciones jurisdic-

cionales, que pueden multiplicarse para facilitar el acceso a la justicia, 

no ocurre lo mismo en cuanto a la ley aplicable, donde el fraccionamien-

to es disvalioso1361.  

Por tanto, en cuanto se refiera a la legislación sobre inmuebles, no 

es un asunto en donde la protección del consumidor tenga una especial 

injerencia, debido a la existencia de intereses estatales más generales. 

Sin embargo, en los aspectos jurisdiccionales, la aplicación del principio 

puede dar origen a uno de los típicos foros exclusivos; como veremos, 

esta consecuencia debe ser matizada en beneficio del consumidor. Si 

tomamos como ejemplo a la locación, podemos observar que la regula-

ción del contrato contiene un alto componente de interés público (dere-

cho a la vivienda, protección de la familia); como de allí surjen normas 

imperativas, será necesaria la aplicación de la ley del lugar del inmue-

ble1362. Pero esto no significa indefectiblemente que la jurisdicción deba 

                       

1360 PALLARÉS, Beatriz, “Bienes materiales”, en FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Interna-
cional Privado de los Estados del MERCOSUR, pp. 875 a 904, en 876-877. 

1361 Idem, p. 877-879. La autora analiza los motivos de políticas públicas que están 
detrás de la unidad de régimen de derechos de propiedad, especialmente la inmobiliaria. 

1362 Cfr. HERBERT, “El concepto de jurisdicción exclusiva...”, pp. 253-254. Cfr. art. 10 
CC y su correlativa consecuencia referida a la jurisdicción. Respecto de este tema, los 
Tratados internacionales son contestes en el sentido de distinguir los aspectos contrac-
tuales de los inmobiliarios. Así, el art. 2.9 del Protocolo de Buenos Aires sobre jurisdic-
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ser exclusiva1363. Si aplicamos esto a los contratos de consumo que se re-

fieren a derechos reales, la validez de las cláusulas, los reclamos dinera-

rios, etc, no estarán necesariamente sometidos a la jurisdicción de los 

tribunales donde se encuentran los bienes1364.  

El derecho aplicable a la relación real, dependerá sin duda del lugar 

de situación de los bienes (ius in rem), no así a las relaciones contractua-

les que dan origen a esos derechos reales (ius ad rem). Del mismo modo, 

la jurisdicción competente puede ser la relacionada al contrato, debien-

do luego hacerse efectivos los derechos en el lugar de situación de los 

bienes1365. La tendencia a identificar forum et ius puede llevar a dictar 

normas de competencia exclusiva, perjudiciales para el consumidor. 

La distinción de las relaciones reales y las contractuales en la pro-

tección del consumidor transfronterizo, tiene relevancia tanto en lo que 

se refiere a bienes inmuebles como muebles. Entre otros asuntos, po-

demos mencionar: la oferta internacional de venta o locación de inmue-

bles, compraventas de inmuebles a plazo con garantía hipotecaria, los 

contratos de time sharing o tiempo compartido, derechos de amarra pa-

ra buques de placer, alquiler de vehículos, leasing, préstamos con garan-

tía real, fideicomisos o constitución de trust, participación en fondos 

comunes de inversión integrados por títulos representativos de deuda o 

de participación, etc. 

                       

ción internacional en materia contractual y el art. 4 de la Convención Interamericana so-
bre Competencia en la esfera internacional para la eficacia extraterritorial de las Senten-
cias Extranjeras. “El derecho real de hipoteca también se distingue del contrato cuyas 
obligaciones garantiza aunque sea accesorio al mismo, porque tal accesoriedad es fun-
cional, deriva de su función de garantía, pero no de su naturaleza”. 

1363 Cfr. HERBERT, “El concepto de jurisdicción exclusiva...”, p. 259. PALLARÉS, “Bienes 
materiales”, p. 881. 

1364 Cfr. HERBERT, “El concepto de jurisdicción exclusiva...”, pp. 254-255. Así, la ac-
ción pauliana, considerada como acción personal que tiende a declarar inoponible al 
acreedor un acto realizado por el deudor, no queda incluida en el ámbito de la materia 
objeto de jurisdicción exclusiva. Otro tanto, al referirse a la distinción entre el contrato 
de hipoteca y el derecho real de hipoteca. 

1365 Cfr. PALLARÉS, “Bienes materiales”, pp. 881-882. 
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La regulación de estas relaciones reales requiere soluciones parti-

culares. Así, en la UE, los contratos que tienen por objeto un derecho re-

al inmobiliario se rigen por la ley donde está situado el inmueble, y que-

dan excluidos del sistema protectorio general, sin que se aplique la ley 

domiciliaria del consumidor (arts. 4.1.c y 6.4.c del Reglamento Roma I). 

Lo mismo ocurre con el contrato de fondo común de inversión y los de-

rechos y obligaciones que constituyan un título financiero integrado por 

instrumentos de múltiples terceros, se rige por la ley establecida en el 

contrato (arts. 4 1.h. y 6.4.d. del Reglamento Roma I), distinguiendo, en 

este último supuesto, los servicios en sí mismos financieros, que siguen 

bajo la órbita del derecho domiciliario del consumidor. 

En este sentido se expresa la Propuesta de CIDIP VII, art. 13.2 

“(Normas imperativas del país de localización física de los bienes 
inmuebles por turnos) Las normas imperativas de protección de los con-
sumidores del país en el cual se encuentren localizadas físicamente las 
instalaciones de esparcimiento y de hotelería que utilicen como método 
de venta, de uso o habitación el contrato de tiempo compartido y de sis-
temas semejantes o contratos de utilización por turno de bienes inmue-
bles, localizados en los Estados Partes, pueden también ser consideradas 
aplicables acumulativamente a estos contratos, a favor del consumidor”.  

V. H. HACIA UNA CALIFICACIÓN AUTÁRQUICA 

V. H. 1. Valoración crítica de algunas calificaciones del derecho 

comparado 

Corresponde ahora analizar algunas de las calificaciones existentes, 

tanto en Convenciones internacionales vigentes como en otras aproba-

das pero no vigentes o bien que estén en curso de negociación. 

La Convención de La Haya sobre la ley aplicable a los contratos de 

venta internacional de mercancías de octubre de 1985, vigente en la Re-

pública Argentina por ley 23.916 y la Convención de Viena de 1980, 
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proveen textos similares para definir la relación de consumo1366. En am-

bos casos se trata de excluir estas relaciones del ámbito de aplicación de 

las Convenciones. El texto, al que ya me referí en distintas ocasiones, es-

tablece que  

“[n]o se aplicará a las compraventas: a) de mercaderías compradas 
para uso personal, familiar o doméstico, salvo que el vendedor, en cual-
quier momento antes de la celebración del contrato o en el momento de 
su celebración, no hubiera tenido ni debiera haber tenido conocimiento 
de que las mercaderías se compraban para ese uso (art. 2)”1367. 

Tanto para esta Convención como para la de La Haya de 1985, cabe 

advertir que de sus textos se desprende que habrá que atenerse a la can-

tidad y calidad de los elementos adquiridos, o de los servicios brindados 

y otras circunstancias de la operación, de tal manera que el proveedor 

tenga certeza de su uso personal, familiar o doméstico, de tal manera de 

quedar obligado a la aplicación del régimen más gravoso de defensa del 

consumidor, cualquiera éste sea. Así, en el entorno digital resulta fre-

cuente que el vendedor no sepa ni tenga por qué saber que la finalidad 

era personal, familiar o doméstica, aunque por el bien o las circunstan-

                       

1366 Por el art. 2 inc. c) no será aplicable “a las ventas de mercaderías que se ad-
quieran para un uso personal, familiar o doméstico, salvo que el vendedor, en el momen-
to de celebrarse el contrato, no hubiese sabido ni debido saber que las mercaderías se 
compraban para darles ese uso”. 

1367 Es de destacar que en el texto aprobado por la ley 22.765 se deslizó un error 
de traducción, ya que no incluye el término “no” en el primer párrafo del artículo citado, 
con lo cual podría parecer que en la Argentina esta Convención se aplica a los contratos 
de consumo. No conocemos hasta el momento una fe de erratas que corrija el error, ni 
jurisprudencia que haya aplicado esta Convención a un contrato de consumo. Para ratifi-
car que nunca fue intención de la CNUDMI (Comisión de las Naciones Unidas para la Uni-
ficación del Derecho Mercantil Internacional) aplicar la Convención a contratos de con-
sumo, citamos la Nota Explicativa elaborada por su Secretaría al adoptar el texto en Vie-
na en 1980: “La Convención contiene una lista de tipos de compraventa que se excluyen 
de la Convención, ya sea por la finalidad de la compraventa (mercaderías compradas pa-
ra el uso personal, familiar o doméstico), la naturaleza de la compraventa (compraven-
tas en subasta, de carácter judicial) o la naturaleza de las mercaderías (valores mobilia-
rios, títulos, títulos de inversión, títulos o efectos de comercio, dinero, buques, embarca-
ciones, aerodeslizadores, aeronaves o electricidad). En muchos Estados algunas de esas 
compraventas o todas ellas se rigen por normas especiales que reflejan su especial natu-
raleza”.  
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cias pudiera parecer que era un profesional1368. En esos casos, aunque 

estuviéramos ante un uso privado, si el vendedor lo desconocía se apli-

caría la Convención de Viena de 1980 y la de La Haya de 1985.  

A los fines de la interpretación, vale una aclaración para su aplica-

ción en el contexto digital. De estos textos podría desprenderse que de-

bido al entorno digital sería más bien frecuente que el vendedor no sepa 

ni tuviera por qué saber que la finalidad era personal, familiar o domés-

tica, aunque por el bien o las circunstancias pudiera parecer que era un 

profesional. En esos casos, aunque estuviéramos ante un uso privado, si 

el vendedor lo desconocía se aplicaría la Convención de Viena de 1980. 

Claudia LIMA MARQUES aporta un ejemplo de aplicación de la Con-

vención de Viena a una relación de consumo: si un abogado chileno soli-

cita mediante carta con membrete un mueble apto para sostener una 

computadora y que será utilizado en su oficina, el proveedor argentino 

puede perfectamente considerar que será para el estudio jurídico. Es ra-

zonable que el proveedor creyera estar contratando con un profesio-

nal1369. Para algunos tiene primacía la Convención por ser derecho uni-

forme, el que está por encima de las particulares legislaciones de cada 

país. De aquí concluye de lo inapropiado que resulta aplicar a la relación 

de consumo un derecho elaborado a los fines de regular relaciones entre 

empresarios. “O tratamento jurídico de relações entre iguais não pode ser 

igual ao tratamento jurídico de relações entre diferentes, entre profissio-

nais e leigos, entre fortes e fracos”1370.  

El Proyecto de convención sobre la ley aplicable a determinadas 

ventas al consumidor, elaborado por la Conferencia de Derecho Interna-

cional Privado (La Haya, 1980): “Con objeto de la presente Convención, 

se denomina consumidor a la persona que compra mercancías destina-

das a un uso personal, familiar o doméstico”1371.  

                       

1368 Cfr. VELÁZQUEZ GARDETA, La protección al consumidor online…”, p. 107. 
1369 Cfr. LIMA MARQUES, A Proteção do Consumidor..., p. 1524. 
1370 Ibidem. 
1371 También adopta una definición semejante el art. 4 de la Convención de Ottawa 

sobre leasing internacional, excluyendo de su ámbito de aplicación a los equipos que se 
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La Convención de México de 1994 sobre el derecho aplicable a la 

contratación internacional, suscripta en CIDIP V, no contiene una regu-

lación expresa sobre la protección a consumidores. Según los especialis-

tas, la exclusión de estos contratos se deriva de la aplicación de las dis-

posiciones imperativas del foro y el respeto al orden público, entre las 

que se encuentran la protección de la parte débil1372.  

El Reglamento (CE) n° 44/2001 del Consejo (22 de diciembre de 

2000) relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecu-

ción de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil (Reglamento 

44/2001); “En materia de contratos celebrados por una persona, el con-

sumidor, para un uso que pudiere considerarse ajeno a su actividad pro-

fesional”. 

La Convención de La Haya sobre acuerdos de elección de foro, en su 

art. 2.1.a), indica que “El presente Convenio no se aplicará a los acuer-

dos exclusivos de elección de foro: a) en que es parte una persona física 

actuando primordialmente por razones personales, familiares o domés-

ticas (un consumidor)”1373.  

En todos los instrumentos mencionados, salvo el Protocolo de Santa 

María, predomina un enfoque subjetivo, ya sea por hacer referencia al 

uso familiar o privado, o bien desde una faz negativa al indicar que el 

uso puede considerarse como ajeno a la actividad profesional. Generali-

zando puede decirse que “la idea subyacente a estos distintos instru-

mentos es que, dada la desigualdad de poder que separa al vendedor y 

comprador, conviene ofrecer a este último la elección entre el tribunal 

del domicilio de su adversario y su propio tribunal”1374. En paralelo, la 

                       

destinen de forma principal a un uso personal, familiar o doméstico. Cfr. RODRÍGUEZ 

MATEOS, El contrato de leasing…, p. 29, en nota 9. 
1372 Cfr. MORENO RODRÍGUEZ, “La CIDIP VII y el tema de protección al consumidor…”, 

p. 3. 
1373 La versión anterior adoptaba una definición negativa de consumidor: “a plain-

tiff who concluded a contract for a purpose which is outside its trade or profession, 
hereafter designated as the consumer” (art. 7). Preliminary Draft Convention on Juris-
diction and Foreign Judgments in civil and commercial matters (30 de octubre de 1999) 
de la Conferencia de Derecho Internacional Privado de La Haya. 

1374 BOURGOIGNE, Elementos…, p. 14. 
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otra consecuencia es la aplicación del derecho propio de esas operacio-

nes de consumo, ligado al de la residencia habitual del consumidor. 

V. H. 2. Las particularidades del Protocolo de Santa María 

Entre Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay está vigente el Proto-

colo sobre Jurisdicción en Materia Contractual, firmado en Buenos Aires 

el 6 de abril de 1994 en el marco de la VI Reunión del Consejo Mercado 

Común del Sur, el cual, si bien permite expresamente las cláusulas de 

elección de foro, al mismo tiempo excluye expresamente de su ámbito 

de aplicación a los contratos de consumo1375. En el Mercosur, de acuerdo 

a la Resolución 123/96 del Grupo Mercado Común, “consumidor” es to-

da persona física o jurídica que adquiere o utiliza productos o servicios 

como destinatario final en una relación de consumo o en función de ella. 

A su vez, aclara que no se considera “consumidor” a aquella persona que 

adquiera, almacene, utilice o consuma los productos o servicios con el 

fin de integrarlos a otros procesos de producción, transformación, co-

mercialización o prestación a terceros. Esta noción a su vez se comple-

menta con las de “proveedor” y de “relación de consumo”. Para el tipo 

de contratos que nos interesa, la Resolución define que “producto” es 

cualquier bien mueble o inmueble, material o inmaterial. Está aún pen-

diente la definición de “servicio”, pero mientras tanto rige lo que esta-

blezca cada legislación local.  

Dentro del marco de este trabajo, resulta de especial interés consi-

derar la definición de relación de consumo que incluye el Protocolo de 

Santa María sobre Jurisdicción Internacional en materia de Relaciones 

de consumo (Protocolo de Santa María)1376. Este Protocolo está destina-

do a determinar la jurisdicción internacional en relaciones de consumo 

cuando el consumidor y el proveedor estén domiciliados en distintos Es-

                       

1375 NOODT TAQUELA, María Blanca, “Los acuerdos de elección de foro en el Merco-
sur”, JA 1996-II, 738-747, en 740.  

1376 Firmado en la ciudad de Santa María (Brasil), aprobada por el CMC el 
17/XII/1996 en Fortaleza (Brasil) (MERCOSUR/CMC/DEC Nº10/96 XI CMC - Fortaleza, 
17/XII/96) 
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tados Partes del Tratado de Asunción o bien que se domicilien en distin-

tos países pero la prestación característica del contrato se realice en 

otro Estado Parte. A la fecha no está vigente1377.  

El Anexo al Protocolo de Santa María sobre Jurisdicción Internacio-

nal en Materia de Relaciones de Consumo define al consumidor como a 

toda persona física o jurídica que adquiere o utiliza productos o servi-

cios como destinatario final en una relación de consumo o en función de 

ella. A su vez define a la relación de consumo como el vínculo que se es-

tablece entre el proveedor que, a título oneroso, provee un producto o 

presta un servicio y quien lo adquiere o utiliza como destinatario final. 

En su Anexo se establece: 

a) Consumidor 

Es toda persona física o jurídica que adquiere o utiliza productos o 
servicios como destinatario final en una relación de consumo o en fun-
ción de ella. 

Equipárase a consumidores las demás personas, determinables o 
no, expuestas a las relaciones de consumo. 

No se considera consumidor o usuario aquel que, sin constituirse en 
destinatario final, adquiere, almacena, utiliza o consume productos o ser-
vicios con el fin de integrarlos en procesos de producción, transforma-
ción, comercialización o prestación a terceros. 

b) Proveedor 

Es toda persona física o jurídica, pública o privada, nacional o ex-
tranjera, así como los entes despersonalizados en los Estados Partes cuya 
existencia esté prevista en su orden jurídico, que desarrollen de manera 
profesional actividades de producción, montaje, creación seguida de eje-
cución, construcción, transformación, importación, distribución y comer-
cialización de productos y/o servicios en una relación de consumo. 

c) Relaciones de Consumo 

                       

1377 1 de enero de 2011. 
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Es el vínculo que se establece entre el proveedor que, a título onero-
so, provee un producto o presta un servicio, y quien lo adquiere o utiliza 
como destinatario final. 

Equipárase a ésta la provisión de productos y la prestación de ser-
vicios a título gratuito, cuando se realicen en función de una eventual re-
lación de consumo. 

Encuentro a esta definición inconsistente y tautológica, además de 

incompleta a los fines de aplicar un régimen de excepción dentro del 

Derecho Internacional Privado1378. Por un lado incluye en lo definido 

otros conceptos que en su propia descripción contienen el primer con-

cepto que se quiere definir. Por otra parte no hace referencia a los su-

puestos de internacionalidad que deben verificarse para la existencia de 

esa relación de consumo. Si bien esto último quedaría subsanado por-

que en el texto mismo del Protocolo se enumeran los supuestos, en un 

anexo que pretende definir los términos constitutivos de la relación de-

berían incluirse esos elementos de extranjería que distinguen a esta re-

lación de otras relaciones de consumo que no dificultan la aplicación di-

                       

1378 Si se procede a una re-lectura detenida resultaría que la relación de consumo 
es un vínculo entre (inc c.) quien provee como parte de una relación de consumo (inc b.) 
y quien adquiere en una relación de consumo (inc. a.) Considero que lo correcto hubiera 
sido decir: 

a) Consumidor es toda persona física o jurídica que adquiere o utiliza productos o 
servicios como destinatario final (en todo caso aclarar que “destino final” significa que 
no integra esos bienes y servicios a un nuevo proceso productivo) 

b) Proveedor es toda persona física o jurídica (...) que desarrolla de manera profe-
sional una actividad industrial o comercial y por lo general dirigida a consumidores (en 
todo caso aclarar que "de manera profesional” significa que esa tarea es su medio habi-
tual de vida, o que está orientada al lucro) 

c) La relación de consumo es el vínculo que se establece entre un proveedor y un 
consumidor, ya sea de modo oneroso o de modo gratuito, siempre que la gratuidad sea 
en función de una futura onerosidad. 

No hubiera hecho falta nada más, pero el enredo surge cuando se quiere incluir ba-
jo la cobertura de la protección a la etapa precontractual, como la emisión de la oferta, la 
actividad publicitaria, la obligación de brindar información veraz, etc. Si se sujeta la defi-
nición a la relación contractual entre un consumidor y un profesional, estas actividades 
no entran en el esquema. La definición del consumidor o del profesional como aquellos 
que contratan resulta limitante de la aplicación del régimen. Así se manifiesta LORENZETTI 
respecto de la definición contenida en la ley argentina. Cfr. Consumidores, p. 74 
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recta del régimen local de cada uno de los Estados partes del 

MERCOSUR. 

V. H. 3. Las propuestas de la CIDIP VII 

Merecen un párrafo aparte la Propuesta de CIDIP VII, en su versión 

final presentada por la Delegación brasileña, la Propuesta de Uruguay 

para la CIDIP VII, la Propuesta canadiense de CIDIP VII y la Propuesta de 

Ley Modelo Interamericana. Ya hice referencia en distintos momentos a 

las definiciones de consumidor o relación de consumo contenidas en las 

distintas versiones. Resta aclarar que en el estado actual de las propues-

tas (julio de 2010), y luego de los debates y aportes recibidos en distin-

tos foros, la Propuesta de CIDIP VII de la Delegación brasileña resulta 

equilibrada y austera. Deja fuera del ámbito de aplicación material de la 

proyectada Convención distintos tipos de objetos, vínculos o sujetos, de 

acuerdo con adecuados objetivos de política legislativa.  

El foco es la relación de consumo contractual. Se ha priorizado re-

gular una parte de la realidad, la que cae en el concepto acotado de rela-

ción de consumo resultante, antes que la “nada” actual. Quedan fuera las 

personas jurídicas, ciertos contratos (transporte, seguros), algunas con-

ductas ilícitas, la contratación gratuita. Adicionalmente, se permite al 

juez competente extender el ámbito de aplicación si de acuerdo al dere-

cho aplicable u otro derecho conectado con el caso, la definición de con-

sumidor (y por ende de relación de consumo) resultase más amplia fa-

voreciendo así sus intereses. 

Como bien indica el título de la Propuesta de CIDIP VII, está dirigida 

a regular el derecho aplicable a algunos contratos y transacciones inter-

nacionales de consumo. Sin embargo, creo resulta igualmente satisfacto-

ria, en cuanto delimitación del ámbito de aplicación, si se hubiera regu-

lado la jurisdicción competente. Aún cuando en los arts. 1, 2 y 3 no defi-

ne la relación de consumo, el concepto se desprende del juego de sus 

disposiciones. Ahora bien: si los redactores hubieran querido regular la 

jurisdicción, ¿utilizarían la misma definición de relación de consumo? La 

respuesta está en las razones de política legislativa y la posibilidad que 
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tuvieran los Estados Parte de llegar a un acuerdo. En una opinión preli-

minar, me animo a decir que es más sencillo acordar el tribunal compe-

tente que el derecho aplicable, como asimismo esto último es más fácil 

que establecer normas materiales uniformes. Este, por ejemplo, ha sido 

el camino recorrido por la UE. Primero el Convenio de Bruselas (luego 

Reglamento 44/2001), y recién después la Convención de Roma de 

1980 (luego Reglamento Roma I). 

Por tanto, si bien las bases de la “relación de consumo” implícita en 

la Propuesta de CIDIP VII se refieren al derecho aplicable, son perfecta-

mente utilizables para una Convención sobre jurisdicción competente. A 

este respecto, esta Propuesta me resulta más acertada que la Propuesta 

canadiense de CIDIP VII. Sin embargo, la Propuesta de Ley Modelo In-

teramericana resulta más amplia que las dos anteriores, al incluir en el 

vínculo a las conductas fraudulentas (# 6.2) o los daños por productos 

defectuosos (# 2.1 relaciones extracontractuales) 

V. H. 4. Corolario 

Los desarrollos de este capítulo brindan pautas de “máxima”, al 

analizar las relaciones conexas, los proveedores titulares de signos dis-

tintivos, las relaciones reales, las personas físicas en cuando consumido-

ras, etc. Dependerá de las reales posibilidades que tengan los Estados de 

negociar un acuerdo internacional, cuáles serán los términos de la rela-

ción de consumo que finalmente queden plasmados en un marco protec-

torio transfronterizo. Ahora bien, si un Estado quisiera regular la juris-

dicción internacional protectoria del consumidor de modo directo, uni-

lateralmente, nada le impide tener en cuenta todos los criterios 

enunciados en este capítulo para que sus normas resulten lo más abar-

cativas y claras en la determinación del supuesto de hecho. Del mismo 

modo, al establecer distintas tipologías de relaciones de consumo, podrá 

determinar cuáles de ellas tendrán una regulación específica. En los ca-

pítulos siguientes analizaré la consecuencia jurídica —en el plano juris-

diccional— que debería desprenderse de la existencia de una o varias 

relaciones de consumo transfronterizas.  



 CAPÍTULO V 571 

 

 





 

 

CAPÍTULO VI.  

LOS PROBLEMAS GENERALES 

DE LA JURISDICCIÓN APLICADOS A LA 

 RELACIÓN DE CONSUMO TRANSFRONTERIZA 

En la primera parte analicé y pretendí establecer los fundamentos 

del sistema protectorio del consumidor transfronterizo. Luego, indiqué 

cuáles son, a mi entender, los límites que permiten determinar el ámbito 

de aplicación de la protección, mediante la configuración de la relación 

de consumo. Ahora corresponde prestar atención a un aspecto particu-

lar de ese sistema: qué jurisdicción será coherente con los fundamentos 

establecidos. Entiendo que más allá de la correspondiente descripción 

del problema jurisdiccional (antecedente), hay que proponer la solución 

que cumpla con nuestro objetivo (consecuencia jurídica). Se trata de re-

solver, aunque sea parcialmente, los conflictos en relaciones de consu-

mo transfronterizas, mediante la más justa determinación del tribunal 

competente1379. Si la relación de consumo está determinada con sufi-

ciente detalle, es posible establecer cuál sera el contacto jurisdiccional 

correspondiente.  

La más justa atribución no será necesariamente la que mejor consi-

dere los intereses de cada parte, entendidos éstos en el sentido de pre-

                       

1379 En palabras de FEUILLADE, “se deben considerar las cuestiones jurisdiccionales 
como el gozne donde se los derechos se hacen efectivos”. FEUILLADE, “Competencia inter-
nacional…”, p. 23. En nuestro país el problema se agrava ante la dispersión —y en mu-
chos casos ausencia— de las soluciones normativas. De todos modos, no es posible 
hablar de lagunas jurídicas o sistemáticas, aunque sí legales. Idem, p. 33. 
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tensiones individuales (ver supra, IV. A. 9) Tener derecho (la atribución 

objetiva) no significa que mis intereses sean siempre atendidos (recla-

mo subjetivo). En tanto se consideren los intereses por encima de la jus-

ticia (el dar a cada uno lo suyo), no necesito más del derecho, éste deja 

de tener sentido. Vale la pena recordar que “el Derecho Internacional 

Privado es el sistema normativo destinado a realizar las soluciones jus-

tas de los casos jusprivatistas multinacionales en el ámbito de una juris-

dicción estatal, de una pluralidad de jurisdicciones estatales o de una ju-

risdicción internacional”, o preferiblemente universal. No habrá que ol-

vidar que “la justicia debe ser promotora de repartos; los repartos son 

promotores del descubrimiento de la justicia”. Me remito entonces al 

punto de partida (ver I. D. 1.)  

Adicionalmente, y en cumplimiento del principio de la eficaz solu-

ción uniforme, hay que tener en cuenta que la atribución de jurisdicción 

por criterios objetivos facilita el proceso de ejecución de las decisiones 

judiciales o arbitrales. Esto se debe a que se analizará primordialmente 

que la sentencia o el laudo hayan sido dictados de acuerdo a las normas 

de jurisdicción del Estado receptor.  

En este capítulo analizaré los problemas generales de la jurisdic-

ción internacional en su relación al tema de estudio, y en el siguiente, las 

conexiones jurisdiccionales tradicionales en su aplicación a la relación 

de consumo. Tendré siempre presentes las soluciones propuestas en 

distintos ordenamientos, tanto los pocos vigentes como los proyectados 

o aún no implementados. Finalmente, propondré las que considero sería 

las mejores normas de jurisdicción para situaciones típicas del consumo 

transfronterizo.  

Por tanto, en este capítulo serán considerados —cuando corres-

ponda— los otros elementos de la solución justa: el derecho aplicable y 

el auxilio judicial internacional. Son aspectos inescindibles en la prácti-

ca, aunque para facilitar el razonamiento se puedan estudiar analítica-

mente. En el resultado final estará latente la tensión permanente entre 

la seguridad jurídica y la flexibilidad, y entre una jurisdicción general y 

reglas especiales. Las conexiones ciertas y precisas, frente a las flexibles 



 CAPÍTULO VI 575 

 

o de textura abierta, requieren puentes que salven las diferencias1380. 

Tomaré posición en la medida que tenga terreno firme para ello, propo-

niendo “derechos subjetivos”. Una vez más, se ponen en juego los prin-

cipios y su ponderación en el caso concreto, junto con los límites que 

presentan los derechos de la persona.  

VI. A. UBICACIÓN DE LOS ASPECTOS JURISDICCIONALES DENTRO DEL DERECHO 

INTERNACIONAL PRIVADO.  

VI. A. 1. El problema general de la jurisdicción 

La jurisdicción internacional se refiere a la distribución de compe-

tencias entre Estados en los casos iusprivatistas multinacionales: cómo 

se atribuye imperium a los jueces de un determinado país con respecto a 

una controversia con elementos extranjeros1381. Será directa, cuando se 

refiere a la potestad jurisdiccional del propio país, e indirecta cuando se 

pregunta por la de un país extranjero. Las normas de jurisdicción dire-

cta indican a los jueces cuándo deben actuar, admitiendo la demanda, y, 

si fuere necesario, entrar en el examen de fondo del caso. En el segundo 

supuesto, las normas brindan a los jueces las pautas para que juzguen la 

jurisdicción del magistrado extranjero al tramitarse la ejecución de una 

sentencia o requerirse el auxilio judicial1382. La última situación requiere 

                       

1380 Están en juego dos modelos. Las conexiones ciertas y precisas, identificadas 
con el “modelo de Bruselas” (hoy Reglamento 44/2001) y el propio de los sistema anglo-
sajones, que brindan discreción a los tribunales, y que inclusive da origen al forum non 
conveniens. Cfr. WAUTELET, “What is international private law…”, pp. 74-75. 

1381 Cfr. SOTO, Derecho Internacional Privado, p. 59. En cuanto a la denominación 
“jurisdicción internacional” o bien “competencia judicial internacional”, cfr. FEUILLADE, 
Competencia internacional…, pp. 26-28. En este trabajo utilizo ambas expresiones de 
modo indistinto, aunque mayoritariamente la primera por ser la de uso habitual en 
nuestro medio. 

1382 Cfr. GOLDSCHMIDT, Werner, “Los tres supuestos de la jurisdicción internacional 
directa e indirecta”, ED 93-961 a 964, en 961. GOLDSCHMIDT, Werner, “Jurisdicción inter-
nacional directa e indirecta”, Revista Prudentia Iuris, UCA, Nro 1, Buenos Aires, 1980, pp. 
9-26, p. 11. También LIMA MARQUES, “O novo Direito internacional privado...”, pp. 269-
270. 
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analizar las características negativas del antecedente y de la consecuen-

cia jurídica. Respecto del primero, mediante la aparición de los fenóme-

nos de litispendencia, conexidad y fuero de atracción; en el segundo, a 

través de la potencial afectación del orden público internacional. 

Por tanto, de modo general, el problema de la jurisdicción interesa 

en tres situaciones: a) cuando se trata de saber si el propio Estado tiene 

jurisdicción para entender en un caso que se presenta a sus tribunales, 

considerando también, como ya dijimos, los obstáculos a la jurisdicción 

directa; b) al plantearse el auxilio judicial internacional, si quien lo re-

quiere está investido de jurisdicción; y c) al momento de pretenderse el 

reconocimiento o la ejecución de una sentencia extranjera1383.  

Otra distinción que resulta de interés para nosotros son las deno-

minadas jurisdicciones distributiva o multilateral y atributiva o unilate-

ral. La primera se obtiene a partir del reparto que proviene de un trata-

do internacional, mientras que la segunda corresponde a la decisión que 

el Estado toma individualmente1384. 

La legislación interna de cada país —ya sea de fuente interna o in-

ternacional— atribuye la competencia judicial a los jueces estatales, no 

necesariamente del propio. Son normas generales, ya que se refieren a 

todo tipo de procesos, tanto los derivados del tráfico interno como del 

externo, atendiendo a las clases de conflictos1385. Esto no debe confun-

dirse con la jurisdicción territorial interna, que, en el caso de nuestro 

                       

1383 Cfr. GOLDSCHMIDT, “Los tres supuestos de la jurisdicción internacional directa e 
indirecta”, p. 961. 

1384 Cfr. PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Consumidor”, p. 39. 
“Parto del concepto de jurisdicción internacional como la delimitación de la potencia de 
resolver un caso privado cuyas conexiones significativas tengan sede o asiento en dos o 
más Estados. Se trata de fronteras jurisdiccionales que al igual que las fronteras territo-
riales internacionales encuentran la mejor vía de solución en el acuerdo. Se podría 
hablar en caso de que haya un tratado, de jurisdicción distributiva. En cambio, cuando 
cada estado resuelve en “soledad” y a su modo el problema se le puede llamar jurisdic-
ción atributiva”. Cfr. SOTO, Temas estructurales…, pp. 59-60. 

1385 Cfr. PÉREZ VERA, Derecho Internacional Privado, p. 272-273. Del mismo modo el 
juez deberá verificar que es competente rationae materiae, junto con su competencia es-
pecial, es decir aquella referida a la determinación del concreto tribunal dentro del mis-
mo orden jurisdiccional, en razón del territorio.  



 CAPÍTULO VI 577 

 

país, depende de manera directa de las atribuciones del gobierno fede-

ral o de las provincias, de acuerdo a las competencias delegadas por la 

CN (arts. 116, 121, 126). A esta se la denomina “competencia territorial”. 

En el tema que nos ocupa —como en cualquier otro problema mul-

tinacional— debe quedar claro que si bien existen relaciones estrechas 

entre los conflictos de leyes y los conflictos de jurisdicciones, no deben 

confundirse. La existencia de elementos extranjeros puede provocar la 

intervención judicial de distintos Estados, aún cuando no quedaran du-

das respecto del derecho aplicable. Así, la averiguación de la jurisdicción 

competente en una relación de consumo con contactos internacionales, 

dependerá de que alguno de los elementos de esa relación plantee la ac-

tividad extraterritorialidad de los tribunales. No se trata, entonces, de 

‘casos mixtos’, sino de ‘litigios mixtos’1386. 

A modo de ejemplo, ante un contrato internacional —si las partes 

no hubieran hecho ejercicio de la autonomía material o conflictual— los 

puntos de conexión de acuerdo al derecho argentino serán el lugar de 

cumplimiento, o celebración o los domicilios de las partes. Mientras que 

los factores determinantes de la jurisdicción internacional, en el mismo 

contrato, serán la prórroga de jurisdicción, el domicilio del demandado 

al entablar la demanda, y el lugar de cumplimiento del contrato. Es decir 

que puede haber un caso mixto sin litigio mixto, el último sin el primero 

y ambos a la vez1387. 

Los conflictos de jurisdicción no se refieren a cuál sea la nacionali-

dad de los tribunales intervinientes, es decir si corresponde entender en 

la causa a los tribunales ordinarios de un país, o tribunales correspon-

dientes a organizaciones internacionales. Lo que califica a una cuestión 

como un conflicto internacional de jurisdicciones es el hecho de que an-

te la presencia de relevantes elementos extranjeros, se debe decidir qué 

foro de los correspondientes a distintas competencias internacionales 

está habilitado para abocarse a la causa1388. 

                       

1386 Cfr. GOLDSCHMIDT, “Jurisdicción internacional directa e indirecta”, p. 10.  
1387 Ibidem. 
1388 Cfr. PÉREZ VERA, Derecho Internacional Privado, p. 272. 
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Por este motivo, en todos los casos que se desee efectuar un análisis 

prospectivo de la aplicación del Derecho Internacional Privado habrá 

que partir de un dato: establecer la jurisdicción o jurisdicciones estata-

les que pueden conocer en la posible controversia o juzgar sobre la vali-

dez de los actos jurídicos. Debido a que el tribunal competente aplicará 

su propio sistema de Derecho Internacional Privado para determinar la 

solución material del conflicto, habrá que considerar los hipotéticos fo-

ros, en su vinculación con el caso particular1389.  

Para GOLDSCHMIDT, la vinculación de los aspectos sustanciales con 

los adjetivos se refiere a un problema de Derecho Procesal Internacio-

nal. Dice que entre la jurisdicción internacional y el derecho aplicable 

existe una relación íntima, pero que son parte de ciencias diversas. El 

problema del derecho aplicable es el centro del Derecho Internacional 

Privado, mientras que los problemas de competencia son parte del De-

recho Procesal Internacional, el que a su vez es parte del Derecho Públi-

co de Extranjería. En esta línea de pensamiento, estamos ante dos pre-

guntas diferentes. La respuesta dependerá de quién las formule: un 

abogado, un juez, un legislador o el intérprete. Se enunciarán del si-

guiente modo: ¿quién es para este caso el juez competente? ¿Soy yo 

competente para solucionar el fondo de este caso? ¿En qué especies de 

casos deben mis jueces en justicia conocer? ¿Qué jueces son competen-

tes para conocer en determinadas especies de casos?1390  

                       

1389 Idem, p. 106. También IEZZI, El conflicto jurisdiccional en Internet, pp. 23-24. 
Conviene advertir que no es posible aplicar el método analítico a las normas de jurisdic-
ción, en la medida que resulta disvalioso —por ejemplo— desmembrar distintos aspec-
tos de la misma relación de consumo para que sean resueltos por diferentes tribunales. 
Sin perjuicio de que esto es factible y hasta de justicia cuando ante un conflicto de leyes 
se apliquen distintos derechos a diferentes elementos de una misma situación. Cfr. CIURO 

CALDANI, “Hacia un derecho internacional privado...”, p. 1054. 
1390 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 459. Postura que la doctrina 

actual ha abandonado, a favor de una concepción integradora: cfr., entre otros, SOTO, Te-
mas estructurales…, p. 29-31. Por su parte, CIURO CALDANI considera que la jurisdicción no 
pertenece ni al derecho de fondo ni al derecho procesal, sino un nexo entre ambos, que 
denomina ‘derecho justicial material’. Cfr. Filosofía de la Jurisdicción, p. 7 y ss. En este as-
pecto sigue a James GOLDSCHMIDT. Cfr. CIURO CALDANI, “Hacia un derecho internacional pri-
vado...”, p. 1059. También, FEUILLADE, La sentencia extranjera, pp. 114-119. 
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Nuestra particular respuesta, en atención al objeto de estudio y la 

diversidad de supuestos fácticos que se nos presentan, tendrá en cuenta 

si conviene o no unificar los criterios de atribución. Una posibilidad es 

elegir pocas alternativas pero homogéneas, unívocas y bien conocidas. 

La otra, fraccionar la jurisdicción, con mayor cercanía a los casos, para 

considerar todas las particularidades del sistema protectorio del con-

sumidor transfronterizo y de los distintos tipos de relaciones de consu-

mo1391. Se trata de saber si los hechos que darán lugar a distintas conse-

cuencias jurídicas, serán considerados con mayor o menor detalle. Y 

luego, habrá que establecer si la multiplicidad casuística típica será te-

nida en cuenta para la determinación de atribuciones jurisdiccionales 

especiales. 

La variedad de soluciones ofrecidas no engendra de por sí inseguri-

dad jurídica, siempre que la determinación de los antecedentes tenga la 

suficiente precisión, aún sabiendo que la riqueza de las situaciones de la 

vida nunca será tenida en cuenta de modo omnisciente. Si no importara 

qué tipo de relación de consumo tenemos delante, o ignoráramos la 

multiplicidad de los hechos, y por tanto se hiciera lugar a una única con-

secuencia jurídica, la tarea resulta por demás sencilla, y las considera-

ciones de los capítulos anteriores totalmente vanas. Así, por ejemplo, si 

“siempre”, y de modo exclusivo y excluyente atribuyéramos jurisdicción 

a los tribunales del domicilio del consumidor. Pero si pretendemos 

atender a una mayor justicia, las particularidades serán consideradas, 

incluso hasta llegar al juicio de equidad ante el caso concreto1392. 

                       

1391 Respecto a las consideraciones filosóficas de las conveniencias del desfraccio-
namiento, cfr. CIURO CALDANI, Filosofía de la jurisdicción, p. 84. 

1392 En este sentido, y de modo análogo, BOGGIANO considera que la metodología del 
CC referida a la regulación de los contratos es inconveniente para captar supuestos de 
contratos diferentes. Las soluciones no pueden ser proyectadas con criterios rígidos y 
genéricos, que localicen los contratos de modo uniforme e indiscriminado. Los tipos 
pueden variar de modo sustancial, por lo que no puede desatenderse las particularida-
des mediante soluciones generales. Si bien estos comentarios se refieren fundamental-
mente a la ley aplicable, creemos son igualmente relevantes para los conflictos de juris-
dicciones. Cfr. BOGGIANO, La Conferencia de La Haya…, pp. 37 y 38. 
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Esta multiplicación de categorías o tipos de situaciones serán difícil 

de concretar en la normativa de fuente internacional. De todos modos, 

existe un camino intermedio, que consiste en grandes criterios acorda-

dos internacionalmente, con apertura y delegación para los sistemas na-

cionales. El orden interno está en condiciones de lograr, sin duda, una 

mayor cercanía de los casos. En este sentido se orientan algunos ele-

mentos de la Propuesta de CIDIP VII, al brindar soluciones específicas 

para los denominados “tiempos compartidos” y los contratos de turis-

mo. 

En cuanto a jurisdicción internacional, deberemos prestar particu-

lar atención a las soluciones territorialistas (eventuales foros exclusi-

vos), extraterritorialistas y la no territorializadas. Estas últimas serían 

las designaciones de tribunales arbitrales, equivalentes a la autonomía 

universal1393. También hay que analizar los obstáculos a la jurisdicción 

internacional, las denominadas ‘características negativas del anteceden-

te’: litispendencia, cosa juzgada, forum shopping, conexidad, atracción. 

Finalmente, se deben tener en cuenta las características negativas de la 

consecuencia jurídica: forum non conveniens y la no denegación de justi-

cia — estableciendo el consiguiente foro de necesidad1394.  

En particular, interesa saber si en razón de la peculiaridad de la re-

lación jurídica de consumo es conveniente un foro exclusivo, o si la ju-

risdicción concurrente de distintos tribunales nacionales afecta o no la 

protección del consumidor. También es necesario determinar cuándo 

un tribunal puede declinar su competencia sin afectar la garantía de de-

fensa en juicio, atento a que otro tribunal puede resultar más apto para 

una efectiva prestación de justicia. 

Cada país tenderá a localizar la jurisdicción de acuerdo a sus pro-

pios objetivos de política internacional; así se pueden distinguir —de 

modo muy general—, los sistemas latinos, los germánicos, los del com-

mon law y el peculiar sistema suizo. En el primero, la competencia in-

terna tendrá una conformación especializada para casos internaciona-

                       

1393 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 6. 
1394 Cfr. SOTO, Temas estructurales…, pp. 66-67. 
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les. En este sentido, habrá que estar atentos a soluciones exorbitantes, 

como por ejemplo la protección de los nacionales del Estado1395.  

En los sistemas germánicos (Alemania, Austria, Portugal), la compe-

tencia internacional es la resultante de las competencias territoriales in-

ternas, extrapolando sus soluciones. Es decir que si un juez es compe-

tente para entender en un caso con elementos extranjeros, entonces tie-

ne jurisdicción internacional1396. 

Por su parte, en los sistemas anglosajones el criterio decisivo radica 

en la posibilidad de que los órganos estatales puedan ejercer control fí-

sico sobre la persona del demandado, y que en consecuencia pueda co-

nocer la demanda, es decir que le sea debidamente notificada. Cabe 

aclarar que este principio no es absoluto. En este sentido, son relevantes 

las doctrinas de los minimum contacts y long arm statutes1397. 

El ordenamiento suizo es muy particular, y tiende a proteger a las 

personas solventes que tienen domicilio en Suiza, cualquiera sea la na-

cionalidad. Así, sólo el domicilio del demandado es un criterio válido pa-

ra la jurisdicción —que resulta exclusiva—, lo que puede llevar a que 

sea rechazada la ejecución de sentencias dictadas en el extranjero si no 

cumplen con este requisito. Es la aplicación del principio actor sequitur 

forum rei1398.  

                       

1395 Por ejemplo el art. 14 del Code Civil de Francia, que otorga competencia a los 
tribunales franceses si el demandante es francés, incluso cuando no es residente ni haya 
otra vinculación con el foro más allá de la nacionalidad. WOLFF, Martin, Derecho Interna-
cional Privado, traducción española de la segunda edición inglesa, por Antonio MARÍN 

LÓPEZ, Ed. Bosch, Barcelona, 1958, p. 57. Cfr. STRENGER, “Extraterritorialidade do direito 
processual”, p. 478. Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados 
del MERCOSUR, p. 156. 

1396 Cfr. STRENGER, “Extraterritorialidade do direito processual”, p. 479. 
1397 Cfr. IEZZI, El conflicto jurisdiccional en Internet, pp. 43-52. También DE MIGUEL 

ASENSIO, “Pluralidad de jurisdicciones…”, p. 23. 
1398 STRENGER, “Extraterritorialidade do direito processual”, p. 479. 
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VI. A. 2. Jurisdicción internacional y competencia interna en la re-

lación de consumo transfronteriza 

Como ya indicáramos en III. C. 2, hacia el interior del Estado, cual-

quiera sea su organización, las normas de jurisdicción internacional re-

visten naturaleza federal, ya que está en juego su soberanía: sobre qué 

casos los jueces de la Nación pueden o deben ejercer su imperium1399. 

Estas normas se refieren a supuestos derivados del tráfico jurídico ex-

terno; son generales y previas a la denominada competencia especial1400.  

El Congreso Nacional tiene el poder implícito de legislar para de-

terminar la jurisdicción internacional, porque son normas que delimitan 

la potestad de los jueces argentinos frente a los tribunales extranje-

ros1401. Estas determinan los poderes del Estado, considerando el con-

junto de los órganos judiciales. Por su parte, las normas de competencia 

establecen qué juez dentro del país será competente, una vez que se ha 

determinado la jurisdicción general de los jueces de la República. 

Los poderes públicos actúan cada uno en su esfera de competencia, 

que podrá ser nacional, provincial (estadual) o municipal (comunal). 

Dependerá de la distribución que haga la Constitución y de acuerdo al 

grado de centralización/descentralización de los órganos jurisdicciona-

les nacionales. En este sentido, en Argentina las competencias serán fe-

derales, si fueron delegadas al gobierno nacional, o locales si se las han 

                       

1399 Exportadora Buenos Aires S. A. c. Holiday Inn's Worldwide Inc., CSJN, 
20/10/1998, considerando tercero, citado. Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Pri-
vado, p. 463. También RAMAYO, Raúl Alberto, “Los Contratos Internacionales y la Jurisdic-
ción Internacional”, ED 186, 287-300, en 288. En EUA, la división de competencias fede-
rales y estaduales en razón de la materia está fundamentada en la Constitución, los tra-
tados internacionales o la legislación federal, ya sea por que involucra a categorías de 
personas (autoridades, diplomáticos, Estados), dando origen a la jurisdicción por cues-
tión federal. A su vez, existe jurisdicción de los tribunales federales cuando se trata de 
asegurar el control sobre las relaciones internacionales, el comercio exterior, o litigios 
entre ciudadanos de EUA y extranjeros. Cfr. DE MIGUEL ASENSIO, “Pluralidad de jurisdic-
ciones…”, pp-21-22. 

1400 Cfr. DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET, Trámites judiciales internacionales, pp. 
79-81. cfr. FEUILLADE, Competencia internacional…, p. 29 y 50 y ss. También del mismo au-
tor, FEUILLADE, La sentencia extranjera, pp. 45-49. 

1401 Cfr. DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET, Trámites judiciales internacionales, p. 79. 
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reservado las Provincias. Todos estos niveles coexistirán, en ocasiones 

mediante claras delimitaciones de las competencias, y en otros de modo 

superpuesto. Además, junto o de modo simultáneo a las competencias 

judiciales, se debe advertir el ejercicio de la jurisdicción administrati-

va1402.  

Finalmente ambas categorías, las competencias federales y locales, 

y las judiciales y administrativas, se distribuirán rationae materiae. Al-

gunas materias serán siempre federales, como el tráfico aduanero. En 

otros casos, la competencia federal es originaria en razón de los sujetos, 

por ejemplo cuando una de las partes es un Estado extranjero. La “mate-

ria” protección del consumidor, al menos en nuestro país, está en parte 

distribuida entre los poderes judiciales y administrativos, y a su vez 

compartida entre la Nación y las Provincias1403. En el orden nacional, 

tratándose de casos que involucran la LDC, es competente la justicia 

comercial, por analogía con leyes de defensa de la competencia y de leal-

tad comercial, de aplicación extensiva a la cuestión por expresa indica-

ción del art. 3 de la LDC1404. Las Provincias, por su parte, pueden delegar 

                       

1402 Cfr. PERMUY VIDAL, Gonzalo, “El reparto de competencias entre Nación y Provin-
cias en el ejercicio del poder de policía de consumo”, en LORENZETTI, Ricardo y SCHÖTZ, 
Gustavo, Coordinadores, Defensa del Consumidor, Ábaco, Buenos Aires, 2003, pp. 513-
529, en p. 523. 

1403 LDC, art. 42: “Facultades concurrentes. La autoridad nacional de aplicación, sin 
perjuicio de las facultades que son competencia de las autoridades locales de aplicación 
referidas en el artículo 41 de esta ley, podrá actuar concurrentemente en el control y vi-
gilancia en el cumplimiento de la presente ley”. En el plano administrativo, en Argentina 
se ha consituído el Consejo Federal de Consumo, del que forman parte la Subsecretaría 
de Defensa de la Competencia y de Defensa del Consumidor de la Nación y las autorida-
des locales de aplicación. En la Asamblea de este Consejo correspondiente al 5 de di-
ciembre de 2003, se adoptó una resolución referida al “consumidor visitante”; éste es 
aquel que, domiciliado en una de las jurisdicciones, se traslada a otra temporariamente, 
donde realiza actos de consumo. Entre otras medidas se resolvió que el consumidor visi-
tante puede presentar una denuncia ante la autoridad de aplicación del domicilio del 
proveedor; a su vez, la autoridad del domicilio del consumidor mantendrá relación con 
aquella donde se ha presentado la denuncia, a los fines de coordinar la adecuada solu-
ción del conflicto y mantener informado al reclamante. 

1404 Así lo resolvió la jurisprudencia en los fallos Guzmán, Jorge y otros c. Agro In-
dustrias INCA S.A., de la CNCom. Sala D, del 15 de diciembre de 1997, publicado en JA 
1997-III-103 y Herrera, Zulema Z c. Silvia S.A., de la CNCiv. Sala H, del 11 de marzo de 
1999, publicado en LL 1999-F-194. La competencia de los tribunales correspondientes a 
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sus funciones en las municipalidades o comunas. La multiplicación de 

alternativas jurisdiccionales plantea la duda de si un consumidor local, 

ante un caso multinacional, puede acudir ante un organismo administra-

tivo. Es decir, si es posible denunciar y efectuar reclamos frente a un 

proveedor extranjero, y si este a su vez puede ser legítimamente citado, 

conminado y eventualmente sancionado. 

VI. A. 3. Competencia administrativa interna y su injerencia en la 

relación de consumo transfronteriza 

Nos interesa saber, entonces, bajo qué circunstancias los poderes 

administrativos pueden tener injerencia en conflictos transfronterizos. 

Hasta ahora me he ocupado de los conflictos jurisdiccionales, teniendo 

en mente las instancias judiciales. Junto a éstas, lo normal es que en los 

distintos países existan autoridades administrativas vinculadas a la de-

fensa del consumidor, a cargo de funciones preventivas, regulatorias, de 

arbitraje y sancionatorias. El ejercicio del poder público a través de los 

órganos administrativos, en resguardo de los derechos de los consumi-

dores, obedece en muchos casos a mandatos constitucionales, como los 

arts. 42 y 43 CN o el art. 5-XXXII de la Constitución de Brasil.  

Desde el punto de vista de los intereses del consumidor, la alterna-

tiva no debe despreciarse. Debido a la inmediatez que tiene la autoridad 

administrativa sobre los ciudadanos-consumidores, la facilidad para ac-

                       

contratos de Internet ha sido tratado por la Corte Suprema en el fallo Cámpoli, Gabriel 
Andrés c. DeRemate.com., del 1 de junio de 2000, publicado en Fallos 323:1534. Allí se 
estableció que si bien el caso se refería a un negocio regulado por el derecho común, la 
decisión de las cuestiones planteadas excede la competencia de un juez provincial por-
que atañe al comercio interjurisdiccional e internacional al realizarse estas operaciones 
a través de Internet. En el caso se juzgaba respecto de las facultades de un martillero on-
line, asunto que está regulado por disposiciones de carácter nacional y local. La Corte 
consideró que la modalidad de realizar remates a través de Internet implica que esas 
operaciones son susceptibles de ser concertadas en todo el territorio nacional e incluso 
en el exterior, por lo que el pronunciamiento que recaiga sobre la legalidad de la activi-
dad está destinado a trascender la órbita local. Como en este caso se afectaban intereses 
que excedían a los tribunales provinciales, se estableció que el fuero federal era el com-
petente. 
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tuar frente a los proveedores y el procedimiento administrativo infor-

mal y abreviado, se ha convertido en una eficaz solución para los pro-

blemas de escasa cuantía. En Argentina, la LDC, en el Título II, trata lo 

referido a la Autoridad de Aplicación, el Procedimiento, las Sanciones, 

las Asociaciones de consumidores y el Arbitraje. En cuando al cumpli-

miento de la normativa de lealtad comercial, que se refiere a materias 

vinculadas al deber de información, el art. 64 de la LDC indica: 

“Los gobiernos provinciales y la Municipalidad de la Ciudad 
de Buenos Aires actuarán como autoridades locales de aplicación 
ejerciendo el control y vigilancia sobre el cumplimiento de la pre-
sente ley y sus normas reglamentarias, con respecto a los hechos 
cometidos en su jurisdicción y que afecten exclusivamente al comercio lo-
cal, juzgando las presuntas infracciones”. 

Como se puede observar, las autoridades provinciales y municipa-

les no tendrán autoridad sobre casos no considerados locales1405. La ex-

presión indica una conjunción de dos circunstancias:  

a) Los hechos deben tener lugar dentro de los límites territo-

riales. Se indica aquí una actividad (cometidos), en el senti-

do de acciones positivas realizadas en la jurisdicción; cree-

mos es insuficiente que allí tengan lugar los efectos de actos 

realizados (cometidos) en otros lugares. 

b) La afectación del comercio local descarta el interjurisdic-

cional. No sería el caso, por ejemplo, si se citara a una em-

presa por realizar publicidad engañosa en televisión, dirigi-

                       

1405 En este orden, la Provincia de Buenos Aires, mediante la Ley 13.133, sancionó 
el “Código Provincial de Implementación de los Derechos de los Consumidores y Usua-
rios”. Allí se prevé cuáles son las atribuciones de los municipios. De acuerdo al art. 79 del 
mencionado Código, “Los Municipios ejercerán las funciones emergentes de esta Ley; de 
la Ley Nacional de Defensa del Consumidor, y de las disposiciones complementarias, de 
conformidad con los límites en materia de competencias y atribuciones”. A su vez, en el art. 
80 establece que “Los Municipios serán los encargados de aplicar los procedimientos y 
las sanciones previstos en esta Ley, respecto de las infracciones cometidas dentro de los 
límites de sus respectivos territorios y con los alcances establecidos en este artículo. 
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da a todo el país, por el hecho de que es visible por ciudada-

nos del municipio.  

Pareciera clara entonces la distinción de las jurisdicciones local de 

las provincias y la nacional1406. Agrego que si el ámbito de actuación es 

municipal o provincial, sin injerencia ante conductas sucedidas fuera de 

su territorio (otras provincias o municipios), menos aún pueden desple-

gar actividad jurisdiccional en casos multinacionales1407. Ahora bien, na-

da dice respecto a que la autoridad nacional esté limitada sólo al ámbito 

interno, a conductas sucedidas en el territorio, o al comercio ‘no local’. 

Esta última expresión podría referirse tanto a interprovincial o federal, 

como a transfronterizo. No hay duda que la autoridad administrativa fe-

deral tiene ingerencia en las relaciones internas donde no la podrían te-

ner las provincias, ¿pero también la tendrá en las relaciones internacio-

nales, cuando entren en colisión dos ordenamientos nacionales? 

Creo que todo el procedimiento administrativo y las sanciones pre-

vistas están establecidos en función de la competencia territorial, por 

tanto sería impropio que la autoridad de aplicación exorbitara sus fun-

ciones para sancionar actos de consumo celebrados y cumplidos en ex-

traña jurisdicción o impusiera deberes de conducta a comerciantes ex-

tranjeros o bien protegiera a consumidores de fuera de la Argentina. Por 

el contrario, puede imponer conductas a proveedores locales, aunque 

las relaciones de consumo tengan efecto fuera de la República. Tal sería 

el supuesto de ventas de comerciantes nacionales a turistas extranjeros, 

regulado con claridad en el art. 8 bis de la LDC. La solución sería diferen-

te cuando intente regular actos celebrados en el extranjero por comer-

ciantes extranjeros, aunque tengan efectos en la Argentina, por ejemplo, 

                       

1406 Cfr. PERMUY VIDAL, “El reparto de competencias entre Nación y Provincias…”, 
pp. 525-528. 

1407 Distinto sería el caso si existieran normas directas de jurisdicción en el 
CPCyCN o en la LDC que incluyeran los casos multinacionales, de modo expreso. A modo 
de ejemplo, si dijera: “Esta ley es de orden público, y será de aplicación en todos los ca-
sos en que los consumidores se domicilien en la República Argentina, siendo indiferente 
el lugar de celebración o cumplimiento”, o términos similares. 



 CAPÍTULO VI 587 

 

las compras de consumidores argentinos a proveedores extranjeros vía 

Internet, cuando la entrega es en nuestro país.  

VI. A. 4. Las potestades administrativas preventivas y sancionato-

rias y su impacto internacional 

La autoridad de aplicación de la LDC es la Secretaría de Industria y 

Comercio en al ámbito nacional, mientras que los gobiernos provinciales 

y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires lo son en el ámbito local1408. 

Ante estos organismos se pueden iniciar las actuaciones administrati-

vas, de oficio o a pedido de parte. Las resoluciones que dispongan san-

ciones se podrán recurrir por ante la Cámara Nacional de Apelaciones 

en lo Contencioso-administrativo Federal, o ante las Cámaras Federales 

de Apelaciones con asiento en las provincias, según corresponda de 

acuerdo al lugar de comisión del hecho (arts. 41, 44 inc. c) y 45 de la 

LDC). Pero también se puede iniciar el reclamo jurisdiccional sin la vía 

administrativa previa cuando sus intereses resultaren afectados o ame-

nazados (art. 52 LDC). Por su parte, cada Provincia determinará ante 

qué tribunal se interpondrá la acción1409.  

Ya me referí a las facultades que tiene la autoridad administrativa 

nacional para controlar en el orden interno el contenido contractual, en 

una clara función preventiva (ver IV. B. 2.c)). ¿Y en el ámbito transfron-

terizo? ¿Puede una norma de policía o de aplicación inmediata estable-

cer condiciones de contratación particulares, con efecto extraterritorial? 

¿Puede la autoridad administrativa revisar los contenidos contractua-

                       

1408 LDC, art. 41 “Aplicación nacional y local. La Secretaría de Comercio Interior 
dependiente del Ministerio de Economía y Producción, será la autoridad nacional de 
aplicación de esta ley. La Ciudad Autónoma de Buenos Aires y las provincias actuarán 
como autoridades locales de aplicación ejerciendo el control, vigilancia y juzgamiento en 
el cumplimiento de esta ley y de sus normas reglamentarias respecto de las presuntas 
infracciones cometidas en sus respectivas jurisdicciones”. 

1409 Cfr. SIKLIAR, Juan Ignacio, “Implementación de los derechos de los consumido-
res. Acceso a la Justicia”, en STIGLITZ, Gabriel A. (Director), Manual de Defensa del Consu-
midor. Ley 24.240. Diez años de vigencia, Editorial Iuris, Rosario, 2004, pp. 279-308, en 
297. 
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les? En una primera respuesta, si empresas extranjeras desean realizar 

negocios en Argentina, y pretenden que sean válidos, deberán cumplir 

con la normativa internacional de fuente interna.  

Sin embargo, parece difícil asegurar que ante un conflicto originado 

en un contrato internacional de consumo serán competentes los orga-

nismos administrativos normalmente intervinientes en un conflicto lo-

cal, como la Subsecretaría de Defensa del Consumidor, dependiente de 

la Secretaría de Comercio Interior. Esta duda se plantea por cuanto la in-

tervención de la jurisdicción administrativa se estructuró sobre la base 

de la existencia de un conflicto interno y el derecho administrativo no 

tiene injerencia sobre empresas constituidas en el extranjero y que emi-

ten allí sus ofertas.  

Sin embargo, creo que habría que distinguir la etapa precontractual 

de la propia del cumplimiento1410. En la etapa previa, la LDC con sus re-

glamentaciones, la ley de lealtad comercial y la ley de defensa de la 

competencia no serán aplicadas, por ejemplo, a sitios Web localizados 

en el extranjero, por más que realicen ofertas indiscriminadas a todo el 

público mundial. En consecuencia esto también implica, a nuestro pare-

cer, que los órganos administrativos no son competentes para revisar 

anticipadamente la validez formal y material de las condiciones genera-

les propuestas por un sitio Web extranjero, de acuerdo a lo dispuesto 

por el art. 38 de la LDC. Entre otros, los requisitos de forma que deben 

tener las ofertas puestas a disposición del público, como las indicaciones 

para el tamaño tipográfico o la mención a que obliga la resolución 

906/98 de la Secretaría de Industria, Comercio y Minería1411.  

                       

1410 NAJURIETA hace referencia a dos órdenes jurídicos relacionados con la protec-
ción del consumidor: el de su país de residencia habitual, y el del mercado al cual se diri-
ge la actividad del profesional. Este último es el propio de la legislación de lealtad co-
mercial, las normas relativas a la alimentación o medicamentos, etc. Cfr. NAJURIETA, “Con-
flicto de jurisdicciones...”, p. 223. Los aspectos referidos al mercado no son en general de 
orden público “internacional”, sino de orden público “interno”, y por eso no compete a 
los organismos administrativos la injerencia preventiva sobre estos aspectos a ofertas 
realizadas por sitios extranjeros al mercado mundial. Pero su obligatoriedad será efecti-
va en el momento que se concrete una operación dentro del mercado interno.  

1411 Se refiere al derecho de revocación de la aceptación, del art. 34 de la LDC. La 
resolución 906/98 reglamenta esta facultad revocatoria estableciendo de qué modo la 
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Si así no fuera, los conflictos de competencias administrativas con 

similares organismos extranjeros serían inevitables, por cuanto es im-

posible atender a las distintas reglamentaciones locales existentes en 

cada jurisdicción donde son visibles las ofertas emanadas de los sitios 

Web1412. La competencia administrativa es territorial, y así es como se 

puede exigir el cumplimiento de normativas aduaneras o tributarias por 

el tránsito de bienes entre distintas jurisdicciones estatales, como por 

ejemplo la prohibición del ingreso de mercaderías peligrosas, o que si-

gan las pautas de etiquetado1413. 

Por tanto, podemos afirmar sin hesitación que no corresponde a la 

Secretaría de Comercio Interior revisar las condiciones de contratación 

de propuestas hechas por vendedores foráneos en el extranjero, aun 

cuando pudieran tener efectos en el país. Ahora bien, una vez que se 

efectuó la operación y la misma acarrea un incumplimiento, puede dar 

lugar a un reclamo administrativo o jurisdiccional, incluyendo la decla-

ración de abusividad de una cláusula predispuesta. Pero el control pre-

vio excede las facultades del organismo. 

                       

advertencia al consumidor debe figurar en el contrato celebrado, incluyendo el texto y la 
tipografía de esta cláusula. Me parece excesivo que un sitio extranjero deba someterse a 
esta reglamentación preventiva, aun cuando realice ofertas a consumidores domiciliados 
en Argentina.  

1412 Como ya vimos, es una extensión del principio de derecho internacional que 
indica que los tribunales de un país ejercen jurisdicción sólo sobre las personas y cosas 
que se encuentran en su territorio, ya que de otro modo no están en condiciones de 
hacer cumplir de sus decisiones. Cfr. DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET, Trámites judicia-
les internacionales, p. 86. 

1413 CALVO CARAVACA y CARRASCOSA GONZÁLEZ consideran que las cuestiones de Dere-
cho público de la Economía son cuestiones de índole administrativa o penal, en las que 
rige el principio de la territorialidad. Pero desde el momento que una empresa realiza 
operaciones en un determinado país, debe sujetarse a las leyes de ese país, a fin de que 
sus operaciones sean válidas. Una excepción a este principio territorial lo constituye la 
Directiva 2000/31/CE sobre el comercio electrónico, por la cual —y sólo en el ámbito 
comunitario— se establece el principio de origen: rige la ley donde radica de modo esta-
ble el prestador de servicios por Internet. Pero para esos mismos países comunitarios 
continúa vigente el principio territorial si el prestador realiza sus operaciones desde un 
ámbito extra-comunitario. Cfr. CALVO CARAVACA y CARRASCOSA GONZÁLEZ, Conflictos de Le-
yes..., p. 31 y ss. 
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Lo que sí parece claro es que se debe reservar a la autoridad terri-

torial la imposición de conductas a comerciantes en su territorio: las 

condiciones que debe revestir la oferta, la publicidad, (aunque tengan 

acceso desde otras jurisdicciones) y los contenidos de los documentos 

de venta; el texto de los formularios contractuales predispuestos (en su 

control previo), etcétera. Todos estos actos sin duda corresponden a la 

autoridad territorial, en cuanto a su vigilancia y control y a la imposición 

de sanciones. 

Otros actos deberán soportar un análisis diferenciado, en la medida 

que causen un daño cierto a un consumidor argentino. Si el formulario 

tipo emitido por un comerciante extranjero contiene cláusulas predis-

puestas que tienen efecto en la Argentina, podrán ser declaradas abusi-

vas. Si la garantía establecida es más breve a la que rige aquí, se integra-

rá con el plazo mayor previsto en la LDC, si se puede demostrar que Ar-

gentina es el lugar de cumplimiento. Lo mismo en el caso que el servicio 

técnico no sea prestado, ya que el lugar de cumplimiento es el que esta-

blece el derecho aplicable a la obligación. Veamos algunos de los ámbi-

tos donde la autoridad administrativa puede ejercer esas funciones de 

control, cuando se trata de comercio transfronterizo. 

a) Primer ejemplo: los requisitos del documento de venta 

Ya hice referencia a la tipografía en que deberá constar en el docu-

mento de venta la facultad revocatoria a favor del consumidor. El mismo 

criterio puede aplicarse respecto de otra obligación típica de los contra-

tos celebrados fuera del establecimiento comercial, como es la necesi-

dad de consignar una dirección física por parte del proveedor. De 

acuerdo al art. 33 LDC es insuficiente la publicación del número postal 

como domicilio. Este requisito, si bien establecido en protección del 

consumidor, no podrá será verificado por la autoridad de aplicación na-

cional en un contrato internacional, pero llegado el caso de un conflicto, 

la ausencia de una dirección física podría ser considerada una violación 

del deber de buena fe negocial, agravando la responsabilidad del sitio 

incumplidor. 
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No parece posible que la autoridad de aplicación nacional o de una 

jurisdicción local pueda ejercer el poder de policía sobre los comercian-

tes de todo el mundo que realizan operaciones vía Internet con consu-

midores argentinos. Pero sí es razonable que el comerciante que se diri-

ge al mercado argentino esté sometido a los reglamentos locales si reali-

za operaciones de introducción de mercaderías. Cualquier ingreso de 

mercaderías deberá cumplir con los formularios de la AFIP (Agencia Fe-

deral de Ingresos Públicos) para la identificación de las mercaderías y el 

pago de derechos. Pero, de no ser importados, no será posible exigirle 

que los documentos de venta, emitidos en el extranjero, contengan los 

requerimientos que sí deben cumplir los comerciantes locales: número 

de CUIT, correlatividad de la numeración, impresión en duplicado, etcé-

tera. En la interpretación de estas obligaciones se requiere un principio 

de razonabilidad. 

b) Segundo ejemplo: el idioma de la documentación contractual 

En los contratos que estamos analizando será usual, por ejemplo, 

que estén redactados en idioma extranjero, cuando el sitio Web del pro-

veedor está localizado en un país de lengua foránea o bien no cuenta con 

traducción al idioma local. Esto significa que el idioma de la celebración 

y por el cual se formaliza la obligación será distinto al nacional, con lo 

cual esas operaciones podrían ser atacadas por el art. 4 de la LDC, confi-

gurando una infracción1414.  

Con respecto a este punto hay fallos que en referencia a contratos 

celebrados aquí —aunque no por medios electrónicos— resolvieron que 

la redacción en idioma inglés configura una infracción al art. 4 LDC si el 

contratante no pudo conocer suficientemente los alcances de los térmi-

nos del convenio que iba a celebrar. Se consideró irrelevante a los fines 

                       

1414 LDC “Art. 4º — Información. El proveedor está obligado a suministrar al con-
sumidor en forma cierta, clara y detallada todo lo relacionado con las características 
esenciales de los bienes y servicios que provee, y las condiciones de su comercialización. 
La información debe ser siempre gratuita para el consumidor y proporcionada con clari-
dad necesaria que permita su comprensión”. En un análisis más profundo, también po-
dría estar afectada la garantía constitucional de la información veraz del art. 42. 
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de la eximición de la responsabilidad de la vendedora pretender la tra-

ducción de tales actos, toda vez que no se la sancionó por extender una 

escritura pública en idioma extranjero sino por una falta de información 

suficiente al consumidor1415. En idéntico sentido se pronunciaron al ad-

mitir la procedencia de una sanción impuesta a una vendedora de pro-

ductos de origen extranjero, cuyos rótulos en donde figuran las indica-

ciones y las instrucciones de uso se encontraban en otro idioma1416.  

Considero que a los contratos en la red también se le aplican estos 

principios, por cuanto si bien se supone que el internauta conoce el mí-

nimo contenido del sitio y de los productos y servicios que está adqui-

riendo, es posible que no comprenda con suficiente detalle todas las 

obligaciones y derechos que le corresponden. El hecho de que las cláu-

sulas estén redactadas en idioma extranjero no implicará de por sí un 

abuso, pero deberá estudiarse en cada caso si para ese negocio, entre 

ese consumidor y ese proveedor, resulta una situación de inequidad. La 

ratio legis consiste en que el consumidor cuente con la suficiente infor-

mación para tomar decisiones racionales. Se presupone que el idioma 

nacional colabora con esta finalidad1417. 

Algo similar podría decirse de la obligación de entregar un manual 

en idioma nacional, cuando se trate de cosas y servicios riesgosos (art. 6 

LDC). La salvedad está en que si el consumidor compra por medios elec-

trónicos, y el lugar de cumplimiento es el extranjero, siendo el importa-

                       

1415 CNFed Contencioso-administrativo, Sala V, 25 de noviembre de 1997, “Mazzei 
Smurra S.A. c. Secretaría de Comercio e Inversiones”, LL 1999-D-776. 

1416 CNFed Contencioso-administrativo Sala III, 30 de marzo de 1999, “Abbott La-
boratories Argentina S.A. c. Secretaría de Comercio e Inversiones”, LL 1999-C-518. 

1417 En el caso “Citibank NA c. Secretaría de Comercio”, resuelto por la sala V de la 
CNFederal en lo Contencioso-administrativo, se resolvió que el deber de informar en 
forma precisa y detallada las características del servicio de cajeros automáticos que 
ofrece el banco a sus clientes es parte de la imposición de conductas objetivas sin ele-
mentos subjetivos específicos (cfr. LL 2000-E-880, sumario 42.995). Pero el hecho de 
que el sitio esté en otro idioma no configuraría por sí mismo un principio de responsabi-
lidad, salvo que produzca desinformación o daño; la prueba negativa de tal daño corres-
pondería al titular del sitio. Esto implica para el proveedor extranjero el desafío de tener 
tantas traducciones de las condiciones particulares y generales del contrato como países 
con lenguas diversas a los que dirige sus negocios. 
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dor el mismo consumidor, estas obligaciones se regirán por el lugar de 

cumplimiento1418.  

c) Corolario 

Como se puede observar, será muy difícil uniformar internacional-

mente las normas de policía administrativa de contralor de la actividad 

de los comerciantes. Sin embargo, es posible coordinar las actividades 

de cada autoridad nacional. La Propuesta de Ley Modelo Interamericana 

que presentó Estados Unidos para ser considerada en la CIDIP VII, con-

templa la posibilidad de la designación de autoridades administrativas 

en cada Estado contratante, con competencia en casos transfronterizos. 

Cada gobierno debe informar a los otros, y a su vez permitir que las re-

soluciones de cada uno de ellos sean ejecutoriadas. A tal fin, si la juris-

dicción se ejerce de este modo, es requisito suficiente para que la sen-

tencia o resolución administrativa tenga fuerza de cosa juzgada1419. 

De modo provisional, y absolutamente insuficiente, los Organismos 

de Defensa del Consumidor de los Estados Parte del MERCOSUR, firma-

ron el 3 de junio de 2004 un “Acuerdo interinstitucional de entendi-

miento” para la defensa del consumidor visitante. El propósito es crear 

                       

1418 Con lo cual nos parece que mal que le pese al consumidor argentino que com-
pra un artículo electrónico en Japón, deberá conformarse con un manual en japonés y 
con servicio técnico transcontinental. Deberá analizarse si el servicio técnico puede 
prestarse también vía Internet o si llegado el caso de que se requiera enviar la cosa a re-
parar al extranjero, comprobar si en ese país está previsto que el comerciante se haga 
cargo del traslado tendiente a la reparación. Esto es lo que consideramos se puede esta-
blecer de acuerdo con el derecho vigente, salvo que el proveedor se comprometiera a 
otra cosa. 

1419 Borrador de Propuesta de Ley Modelo Interamericana respecto a la Disponibi-
lidad de Medios de Solución de Controversias y Reparación a favor de los Consumidores, 
presentada a la CIDIP VII: “5.1 Cada estado miembro de la OEA deberá autorizar a una o 
más entidades gubernamentales, incluyendo una autoridad ejecutora de protección al 
consumidor u otra entidad competente a nivel nacional, estatal, provincial, municipal o 
local que tenga a su cargo la protección de los intereses de los consumidores, a efectos 
de poder iniciar procedimientos y plantear reclamos, incluyendo en materia de repara-
ción, para o en representación de los consumidores que hayan sufrido un daño económi-
co como resultado de haber sido engañados, defraudados o inducidos en error”. 
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un marco administrativo que permita mejorar la atención y la resolu-

ción de los conflictos que se le presenten a un residente de un Estado 

durante su estadía en otro. Está dirigido principalmente a los consumi-

dores turistas, posibilitando incrementar la confianza y seguridad en los 

traslados.  

Las acciones previstas son el asesoramiento, la información, la reso-

lución rápida y efectiva de los problemas, así como instrumentar meca-

nismos de información recíproca ante las denuncias o reclamos. Los or-

ganismos administrativos también se comprometen a analizar la intro-

ducción de nuevas normativas o modalidades operativas en el orden 

administrativo interestatal. Es un primer paso; habrá que estar atentos 

al desarrollo de esta modalidad de colaboración1420. 

VI. B. LA NORMA DE JURISDICCIÓN INTERNACIONAL Y LA RELACIÓN DE CONSUMO 

TRANSFRONTERIZA 

Las normas jurisdiccionales son aquellas que determinan qué jue-

ces son competentes en el orden internacional para decidir la contro-

versia. Incluso en los casos en que se haya unificado internacionalmente 

la jurisdicción directa —que determina el tribunal competente—, y/o la 

indirecta —que establece los requisitos de ejecución de la sentencia, en-

tre otros supuestos—, el tribunal requerido deberá verificar que se 

hayan cumplido los presupuestos del Tratado que las reglamenta. 

La estructura de la norma de jurisdicción tendrá, al igual que todas, 

un antecedente y una consecuencia jurídica. El antecedente, como cues-

tión de hecho, es una causa internacional en un conflicto que involucra 

una relación de consumo. El consecuente es la determinación del tribu-

nal competente. SOTO la enuncia del siguiente modo1421: 

                       

1420 Tanto el Acta del Consejo Federal del Consumo como el Acuerdo Interinstitu-
cional del MERCOSUR están inéditos hasta la fecha (3 de julio de 2009). Agradezco al Dr. 
Carlos Vanella, de la Subsecretaría de Defensa del Consumidor, permitirme el acceso al 
material.  

1421 Temas estructurales…, p. 66. También, FEUILLADE, La sentencia extranjera, pp. 
117-119. 
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Si se trata de una causa 
internacional (caso juspriva-
tista con elementos extran-
jeros), presentada ante un 
juez competente en la esfera 
internacional (hechos sub-
yacentes al contacto juris-
diccional), y habiéndose re-
suelto las cuestiones previas 
y calificaciones,  

Será compe-
tente, 

 

O bien, 

 

No será 
competente 

El juez ante quien se 
presentó la causa 

 

 

En nuestro caso, en su enunciado más simple —y por cierto enga-

ñoso—, debería formularse del siguiente modo: dado un conflicto mul-

tinacional que implica una relación de consumo transfronteriza, serán 

competentes los tribunales de Tal Estado. Como hemos visto, ningún or-

denamiento menciona de modo aislado el supuesto de hecho “relación 

de consumo transfronterizo”, sino que la calificación misma del antece-

dente está compuesta de distintos enunciados o proposiciones. Una 

norma más realista sería1422: 

 

ANTECEDENTE 

Dado un conflicto 

[situación de hecho de 

incumplimiento, por 

ejemplo] 

CONSECUENCIA 

JURÍDICA 

Originado en un con-
trato [vínculo de la rela-
ción jurídica]  

de compraventa a 

plazo de bienes mue-

bles, [objeto de la rela-

ción jurídica] 

T
en

d
rá

n
 ju

ri
sd

ic
ci

ón
 in

te
rn

ac
io

-
n

al
 los jueces o tribunales 

del Estado en cuyo territo-
rio esté domiciliado el con-
sumidor, [punto de contac-
to personal] 

 

o bien, a opción del 
consumidor, [jurisdiccio-

                       

1422 Arts. 1, 2, 3, 4 y 5 del Protocolo de Santa María.  
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donde las partes 

tienen domicilio en dife-

rentes Estados, [hechos 

subyacentes] 

entendido “domici-

lio” por residencia habi-

tual [calificación de uno 

de los elementos del su-

puesto de hecho] 

celebrado por un 

consumidor, persona fí-

sica o jurídica,  

que compra para su 

uso final [sujeto cualifi-

cado y eventual cues-

tión previa] 

y cuando haya sido 

precedido de una oferta 

recibida en su domicilio, 

[hecho subyacente] 

en las demandas 

entabladas por el con-

sumidor [circunstancia 

de hecho del anteceden-

te] 

En definitiva, UNA 
RELACIÓN DE CONSUMO 
TRANSFRONTERIZA 

nes alternativas] 

 

los jueces del lugar de 
celebración del contrato, 
[punto de contacto conduc-
tista]  

 

o del lugar de la en-
trega de los bienes, [punto 
de contacto conductista]  

 

o del domicilio del 
proveedor demandado 
[contacto personal]. 

 

 

Como se puede observar, algunos de los elementos pueden ser sus-

tituidos por otros semejantes, y la consecuencia jurídica será la misma. 

Por ejemplo, si no fuera una compraventa sino la prestación de un servi-

cio, como está previsto en el mismo art. 1; o en lugar de “residencia 



 CAPÍTULO VI 597 

 

habitual” se tratara del “centro principal de los negocios” (art. 3). Pero si 

se tratara de una licencia de bienes inmateriales, o la venta no fuera a 

plazos, el supuesto de hecho no se cumple, sin que haya lugar a la conse-

cuencia jurídica, lo cual nos deja en el punto de la laguna jurídica, o bien 

ante la ncesidad de aplicar los principios generales de la jurisdicción in-

ternacional. 

También es posible observar que la amplitud de variaciones con-

ceptuales en el antecedente siempre es mayor que las correspondientes 

a la consecuencia jurídica. Las alternativas de las conexiones son limita-

das, por dos motivos. En primer lugar, para evitar una multiplicidad de 

conexiones que dificulten la seguridad jurídica, aun cuando las solucio-

nes que tienen más cercanía con el caso sean más justas. Luego, para 

evitar los supuestos de litispendencia y forum shopping, en cuanto ca-

racterísticas negativas de la norma de jurisdicción. Sin embargo, la am-

plitud de opciones jurisdiccionales en un sistema protectivo puede ser 

un resultado deseado, en la medida que facilita el acceso a la justicia del 

sujeto más débil. 

En el cuadro anterior no figuran algunos elementos, que lo hacen 

más complejo, pero que no pueden faltar en el análisis. Algunos son ca-

racterísticas negativas del antecedente. Estos son: a) cuestiones proce-

sales del antecedente; b) inexistencia de fraude a la jurisdicción o forum 

shopping; c) ausencia de litispendencia; d) inexistencia de fuero de 

atracción; d) ausencia de conexidad; e) no hay cosa juzgada. Otros, pue-

den ser eventuales características negativas de la consecuencia jurídica: 

a) afectación del orden público internacional, por conculcarse la garan-

tía de acceso a la justicia, dando lugar a un foro de necesidad; b) decli-

nación de competencia del juez, al considerar más apto otro foro por ra-

zones de utilidad, tanto para un mejor desarrollo del proceso como por 

prevención de una potencial ineficacia. Este último aspecto se denomina 

tradicionalmente como ‘foro de conveniencia’, o, en su forma negativa, 

forum non conveniens1423. 

                       

1423 Cfr. SOTO, Temas estructurales…, pp. 66-67. 
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A continuación haré breves consideraciones de algunos de estos 

elementos. Otros, serán tratados con más detalle en los puntos siguien-

tes.  

VI. B. 1. Cuestiones previas vinculadas a la jurisdicción 

La cuestión previa se presenta cuando un asunto está vinculado a 

otro de tal manera que la solución del segundo condiciona lógicamente 

al primero1424. En los aspectos jurisdiccionales el problema se presenta 

en relación a elementos de fondo o procesales, y deberá resolverse res-

pondiendo a las excepciones previas o de modo incidental. Entre las 

cuestiones previas relativas al fondo del asunto, el más relevante para 

nuestro caso será determinar la validez de la cláusula de prórroga de ju-

risdicción. Por la habitualidad de este pacto en las operaciones del con-

sumo masivo, y debido a que resulta condicionante para aplicar o no 

otras conexiones, deberá ser resuelta por el juez en los primeros mo-

mentos del proceso. El cuestionamiento, por lo general, llegará por parte 

de quien es demandado en una jurisdicción distinta a la indicada en la 

cláusula, especialmente si es quien la ha propuesto.  

Debido a que los ordenamientos suelen condicionar la validez de la 

cláusula a distintos requisitos, como por ejemplo que haya sido pactada 

luego de surgido el litigio, habrá que verificar este extremo antes de 

aceptar o rechazar la causa, lo que corresponda. La invalidez no puede 

declararse de modo automático, salvo que exista una norma expresa que 

así lo indique1425. Pese a que la libertad contractual está claramente limi-

tada, esto no significa que sea de ningún valor, máxime cuando el ejerci-

cio de la cláusula puede favorecer al consumidor. La prohibición de pró-

rroga no es una respuesta al problema. Más que impedir la elección de 

                       

1424 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 421. SOTO, Temas estruc-
turales…, p. 89. 

1425 Como lo hace, entre otros, el art. 17 del Reglamento 44/2001, que las admite 
sólo si fueran pactadas con posterioridad al nacimiento del litigio, o si establecen foros 
alternativos a elección del consumidor, o bien que determine como competente al juez 
del domicilio común del proveedor y el consumidor. 
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foro, se trata de limitar o condicionar la autonomía absoluta1426. El tema 

será tratado en detalle en VII. D, p. 673 y ss. 

La otra cuestión previa vinculada a aspectos de fondo ya fue enun-

ciada en el capítulo anterior: ¿hay relación de consumo? (ver p. 476). En 

algunos supuestos, la asignación de una jurisdicción especial en razón 

de la materia dependerá de que se cumpla alguno de los extremos de la 

configuración legal. Esta puede haber sido definida por la norma, indi-

cando algunos elementos específicos; a estos, los puede haber calificado, 

o bien remitido a algún derecho calificador. La cuestión previa se referi-

rá a la existencia o no del elemento, de acuerdo a cómo haya sido pre-

viamente definido.  

Hemos visto ejemplos referidos a la concreta determinación del 

proveedor cuando está sujeto al requisito de la conexidad contractual 

(p. 508), o la relación societaria o administrativa respecto del proveedor 

principal (p. 517), o de la efectiva condición de licenciante de marca (p. 

528). El problema se planteará como excepción previa por falta de legi-

timación pasiva. Otras cuestiones pueden referirse a la determinación 

del “uso final” para que el demandante pueda ser considerado provee-

dor, más aún si se trata de una persona jurídica, (ver p. 504), o que el 

demandante es familiar o pertenece al grupo social del consumidor (p. 

499).  

Otro ejemplo de cuestión previa referida a la verificación de la exis-

tencia de una relación de consumo se presenta con los “conflictos móvi-

les”. Algunas normas requieren, para la aplicación del régimen protecto-

rio, que el consumidor que adquiere en el domicilio del vendedor se 

haya dirigido allí en un viaje de compras, a instancias del proveedor. Es-

te es uno de los tradicionales supuestos de consumidores activos, pero 

que igualmente están protegidos en virtud de la atracción que el vende-

                       

1426 Si bien con referencia a la cláusula de elección de derecho aplicable, y no al fo-
ro, me parece adecuada la propuesta de ALL, Paula y DREYZIN DE KLOR, Adriana, “Conside-
raciones generales sobre el artículo 2 del Proyecto de reglamentación interamericana en 
materia de protección de los consumidores presentados por Brasil”, pp. 2 y 10. Presen-
tado al Foro de Expertos en materia de protección de consumidores para la preparación 
de la CIDIP VII (OEA), disponible en www.oea.org.ar.  
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dor ejerció mediante su acción de marketing. Se trata de verificar estas 

circunstancias1427. Estas últimas cuestiones serán resueltas preliminar-

mente ante la excepción de falta de legitimación activa. 

VI. B. 2. Problemas de calificaciones en las normas de jurisdicción 

En el antecedente de la norma de jurisdicción lo más importante a 

calificar será la relación de consumo y cada uno de sus elementos, a lo 

que ya nos hemos referido largamente. Luego, habrá que calificar los 

puntos de contacto, ya sean unilaterales o multilaterales. Un ejemplo de 

calificación directa lo encontramos en la Propuesta de Uruguay para la 

CIDIP VII cuando, al determinar que serán competentes los tribunales 

del domicilio del consumidor, califica este como la residencia habitual, 

el centro principal de sus negocios o el lugar donde se encontrare la 

simple residencia (art. 5). Además, indica que la calificación es concor-

dante con la referida en el art. 2 de la Convención Interamericana de 

Montevideo de 1979 sobre Domicilio de las Personas Físicas en el Dere-

cho Internacional Privado, dato que puede ser utilizado subsidiariamen-

te para facilitar la tarea del intérprete. 

En el caso de Argentina, ante la carencia de normas de fuente inter-

na o internacional que califiquen los puntos de contacto en su referencia 

a relaciones de consumo transfronterizo, deberemos integrarlos analó-

gicamente, siempre teniendo en cuenta una valoración finalista. La con-

sideración del favor debilis, el in dubio pro consumptore, los principios 

generales de la jurisdicción y, de modo amplio, todos los topoi conside-

rados en los capítulos III y IV, sustentados en la debilidad del consumi-

dor predicada en el capítulo II, con el fin de lograr una justa asignación 

de jurisdicción (capítulo I). De aquí que las conexiones deberán ser va-

lorativamente calificadas, ya que el uso de los términos implica de por sí 

un reparto. 

                       

1427 ALL y DREYZIN DE KLOR, “Consideraciones generales sobre el artículo 2…”, p. 28. 
Como sucedería, por ejemplo, si un turista español viaja a Inglaterra y adquiere allí bie-
nes. El turista no puede reclamar el fuero especial del Reglamento 44/2001 si él mismo 
se integró al mercado inglés, aceptando los riesgos que se pueden presentar. 
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A modo de ejemplo, cuando el Protocolo de Santa María establece 

en el art. 5. b) que el consumidor podrá demandar al proveedor en el 

“lugar de cumplimiento de la prestación del servicio o de la entrega de 

los bienes”, no indica qué debe entenderse por lugar de entrega. Es pre-

visible que el juez califique de acuerdo a su lex civilis fori, y si en caso de 

la venta de bienes muebles aplicara el uso característico del comercio 

internacional, el lugar de entrega termine resultando el mismo domicilio 

del proveedor1428. Este resultado parecería disvalioso, pero no será así 

cuando la calificación fuere valorativamente orientada1429. 

VI. C. LOS PROBLEMAS JURISDICCIONALES CLÁSICOS APLICADOS A LA RELACIÓN 

DE CONSUMO TRANSFRONTERIZA 

VI. C. 1. Relación entre jurisdicción y derecho aplicable: el forum 

causae o criterio del paralelismo  

Las soluciones de los casos multinacionales dependen en gran ma-

nera de qué juez entienda en el asunto, de allí la fuerte tendencia a ligar 

la jurisdicción al derecho aplicable1430. Esto da lugar a uno de los crite-

rios de atribución de jurisdicción: la relación entre forum et ius. Tiene su 

fundamento en el antiguo principio por el cual los jueces serían compe-

tentes en los casos en que pudieran aplicar su propio derecho, tanto por 

la efectividad como por respeto a otras autonomías estatales1431. Otra 

                       

1428 En este sentido, no estoy de acuerdo con la calificación de “lugar de entrega” 
que hace el art. 27 del Proyecto de Código de Derecho Internacional Privado de la Repú-
blica Argentina, más aún cuando se trata de una calificación especial para contratos con 
consumidores: “Se considera que lugar de entrega de las mercaderías, salvo estipulación 
diferente, es el lugar determinado por la cláusula FOB, definida por los Incoterms de la 
Cámara de Comercio Internacional”. 

1429 Cfr. TONIOLLO, “La protección internacional del consumidor”, pp. 100-101. 
1430 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 203. VISCHER, “General 

Course on Private International Law”, p. 228 y ss. 
1431 Cfr. WAUTELET, “What is international private law...”, p. 75. Sin embargo, parece 

ser un criterio que está en retroceso. FERNÁNDEZ ARROYO, “Aspectos esenciales de la com-
petencia judicial internacional…”, nro. 32. JAYME lo observa desde un doble ángulo. Puede 
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razón se puede encontrar en que el Derecho Internacional Privado tien-

de a la realización de la justicia como su misión sustancial a través de 

dos momentos: la certeza de la ley aplicable y el desincentivo del forum 

shopping1432.  

El criterio del ‘paralelismo’ indica que tendrían jurisdicción los jue-

ces del país cuyo derecho resulte aplicable. Es decir que si se aplicara 

derecho argentino para juzgar un incumplimiento en el domicilio del 

consumidor, serán competentes nuestros jueces. Desde ya que esta 

competencia no será exclusiva, para evitar la negación de la extraterri-

torialidad del derecho extranjero: la conexión entre derecho y foro no 

implica identidad1433. 

Los problemas del criterio del paralelismo se refieren al divorcio 

temporal que existe, al momento de iniciarse la demanda, entre la certe-

za futura del derecho que regula la relación y la seguridad que en ese 

momento requiere el juez para saber si debe o no abocarse a la causa. 

Además, es posible que un conflicto deba resolverse mediante la aplica-

ción de distintos derechos, con la indeterminación que esto implica para 

asignar una única jurisdicción competente1434. Otra dificultad radica en 

                       

considerarse, por una parte, que un juez aplicará su propio derecho. Luego, que el juez 
será competente si corresponde aplicar su derecho, y no en caso contrario. Si este último 
aspecto fuera absoluto, podría desencadenar la denegación de justicia. Parece razonable 
si existieren normas de policía, o si se trata de juzgar sobre bienes situados en el territo-
rio, que son gobernados por la ley estatal de su ubicación. Cfr. JAYME, “Identité culturelle 
et intégration…”, p. 135. 

1432 Cfr. LIMA MARQUES, Claudia, A Proteção do Consumidor..., p. 1528. Como lo pre-
tenden, por ejemplo, los Tratados de Derecho Civil Internacional de Montevideo, arts. 56, 
concordante con el art. 41.  

1433 Cfr. WOLFF, Derecho Internacional Privado, pp. 57-58. Como antecedente juris-
prudencial, se puede mencionar el fallo de la CNCom, Nefrón S.A. c. Gambro Sales A.B. 
s/ordinario, 14 de septiembre de 1988, donde se decidió que no puede desprenderse de 
la elección de derecho sueco una prórroga a favor de los tribunales suecos. La elección 
tácita del tribunal no resultó indubitable y el tribunal entendió que la prórroga debía ser 
expresamente establecida. Sentencia publicada en la RDCO, 1988, p. 969, con comentario 
de María Elsa UZAL. 

1434 Cfr. GOLDSCHMIDT, “Jurisdicción internacional directa e indirecta”, p. 13. De aquí 
que ante la ausencia de una convención internacional que resultara aplicable al caso, el 
criterio puede atentar contra la armonía de las decisiones. En cuanto a los problemas es-



 CAPÍTULO VI 603 

 

que bajo ciertas circunstancias la determinación del derecho aplicable 

depende de las calificaciones, tanto de relación de consumo, como de 

persona jurídica, o cualquier otra de las que analizamos. El impacto so-

bre la jurisdicción es directo y por tanto la tornaría insegura. 

Sin embargo, la correlación del tribunal del país cuyo derecho re-

sultará aplicable es un criterio que resulta útil y práctico: este juez es 

quien mejor conoce su ordenamiento. También evita los conflictos de 

calificaciones, reenvío y orden público internacional, siempre que se tra-

te de normas convencionales1435.  

Hay que prestar atención a la correspondencia entre la ley aplicable 

y la jurisdicción internacional en materia de protección del consumidor. 

Cabe preguntarnos si siendo una suerte de débil jurídico, puede tener 

asegurada la jurisdicción domiciliaria, como ocurre en otras materias 

donde prima la condición personal del sujeto1436. No creo que la res-

puesta sea positiva. La analogía entre las distintas materias carece de la 

razón o valoración que lleva a aplicar similares soluciones1437. Por tanto, 

                       

pecíficos que plantea el forum causae en cuestiones de consumo, cfr. FEUILLADE, Compe-
tencia internacional…, p. 237. 

1435 Cfr. DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET, Trámites judiciales internacionales, p. 81. 
Este es el criterio que también sigue el Protocolo de Buenos Aires, cuando conecta el tri-
bunal con el lugar de cumplimiento, entendiendo este como el de la prestación reclama-
da. Cfr. IUD, “Contrato internacional y juez competente”, p. 417. 

1436 Nuestro CC, los arts. 6, 7, 90 inc. 6 del CC aplican la ley domiciliaria del menor, 
o los arts. 409 y 410 para la administración de sus bienes. Concomitantemente, los arts. 
400 y 403 del CC consagran la jurisdicción nacional si el domicilio del incapaz está en el 
país. 

1437 Cfr. CIURO CALDANI, “Hacia un derecho internacional privado...”, pp. 1051-1052. 
Esto lo afirma considerando los casos de desamparo de menores, discernimiento de tu-
tela y curatela, y por otro lado los contactos reales en cuanto se refiere a los bienes. En el 
caso de la identidad del derecho determinado por las partes o el lugar de cumplimiento 
designado en materia contractual, y la designación del tribunal; ahora bien, aún en caso 
de que resulte conveniente aplicar el derecho del lugar de celebración, no necesariamen-
te deberá existir allí una jurisdicción competente. En el otro extremo, en cuanto a la pro-
tección de incapaces existe una debida correlación entre derecho de fondo y jurisdicción 
cuando ambos coinciden con el domicilio. Y, tratándose de ausencia con presunción de 
fallecimiento, es razonable aplicar el derecho de la última residencia, pero esto no es 
fundamento de la jurisdicción, que debería radicarse en el último domicilio o donde se 
sitúen los bienes. Idem, p. 1055. 
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los elementos que deciden la ley aplicable no siempre deben determinar 

la jurisdicción, aunque tengan un trasfondo valorativo similar1438.  

Sin embargo, cuando razones de política legislativa pretenden ase-

gurar una solución que tenga en cuenta valores considerados funda-

mentales, procuran atar el derecho aplicable al tribunal. De este modo 

no se corre el riesgo de que particulares valoraciones de la lex civilis fori 

atenten contra la integridad del derecho que se procura atienda el caso. 

De allí que ante la existencia de normas de policía, estas mismas indica-

rán el derecho aplicable y el tribunal competente de modo conjunto. En 

estos supuestos, la relación forum et ius toma cuerpo, y la jurisdicción 

estará condicionada por la lex fori1439. Esto no significa que se trate de 

una jurisdicción exclusiva, pero el juez extranjero deberá aplicar la 

norma de policía extranjera, para que la sentencia no resulte claudican-

te.  

En otros supuestos, las normas imperativas sólo se aplicarán si los 

tribunales del país del derecho aplicable son competentes de modo ex-

clusivo. Por tal motivo, ante jurisdicciones concurrentes, se podría eje-

cutar una sentencia extranjera, en la medida que la conexión establecie-

ra el forum et ius. Si la jurisdicción es válida, y los jueces aplicarán su de-

recho, esa sentencia es válida aquí. Es muy probable que esto ocurra en 

el sistema protectorio1440. 

Ahora bien, el hecho de que un tribunal deba aplicar derecho ex-

tranjero no excluye su jurisdicción, ni viceversa: si un tribunal es com-

petente no significa que deba indefectiblemente aplicar su propio dere-

                       

1438 Un cierto paralelismo de normas convencionales se puede apreciar entre los 
Reglamentos 44/2001 y Roma I. En la cuestión particular del consumidor, ambos tienen 
preferencia por una limitada autonomía de la voluntad, y un criterio protectorio afinca-
do en el domicilio del consumidor. Se puede elegir limitadamente el foro y el derecho 
aplicable, pero con el resguardo de los tribunales domiciliarios y las normas imperativas 
de ese mismo domicilio. 

1439 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 221. Cfr. WAUTELET, “What 
is international private law…”, p. 59. 

1440 Podríamos considerar que esta sería una buena aplicación del principio del 
proper law in the proper forum, o bien una manifestación de forum conveniens. Cfr. JAYME, 
“Identité culturelle et intégration…”, p. 101. 
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cho para resolver el fondo del asunto. Pero el principio se justifica, entre 

otras razones, porque será más probable que el derecho se aplique co-

rrectamente1441. Por el respeto al elemento extranjero, hay que estar 

precavidos de que los jueces sólo admitan los casos en que se aplicará 

su derecho, ya que esto implicaría eliminar el derecho foráneo, median-

te la negación de la jurisdicción. El forum causae justifica la jurisdicción 

de los jueces de un país porque se espera razonablemente aplicar ese 

derecho. De todos modos, no debe obstar a qué otros jueces puedan en-

tender en la causa1442.  

Más razonable resulta aún el forum causae si los distintos derechos 

con vocación para resolver el caso son coincidentes en sus normas de 

conflicto para remitir al mismo derecho; más aún si se trata de una fuen-

te convencional antes que una fuente interna. Si existen varias jurisdic-

ciones concurrentes, pero las normas de conflicto remiten a un único 

derecho, será preferible la jurisdicción del único derecho aplicable. Por 

el contrario, si sólo las normas del país del foro indican a su derecho 

como aplicable, debería de todas formas dejarse abierta la concurrencia 

jurisdiccional, con el fin de no secuestrar el caso y caer en los foros 

exorbitantes (ver supra III. C. 2.a), p. 259 y ss.). 

Como indiqué, la dificultad radica muchas veces en que no se sabe 

con certeza el derecho aplicable al momento de iniciarse el conflicto. 

Puede suceder que ante la alegación de la parte, de que se trata de una 

controversia regulada por la lex fori, el juez abriera la jurisdicción, y lue-

go, ante la manifiesta inaplicabilidad de su ordenamiento, rechace la 

demanda. El mismo problema se presenta cuando corresponde aplicar a 

la relación jurídica distintos derechos nacionales (por aplicación del mé-

todo analítico-analógico o analítico-privatista), pero sólo podrá enten-

der en la causa uno de los jueces correspondientes a los diferentes dere-

chos aplicables1443. 

                       

1441 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 461. 
1442 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, pp. 211-212. 
1443 Cfr. DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET, Trámites judiciales internacionales, p. 82. 
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El forum causae pierde relevancia si dos derechos diferentes están 

igualmente llamados a resolver la cuestión, ya que se pierde su mayor 

ventaja: la solución uniforme1444. Cuando hay dudas interpretativas res-

pecto del derecho aplicable, no es conveniente trasladarlas a las reglas 

procesales, que deben ser evidentes. Más aún si el sistema apunta hacia 

conexiones flexibles, en beneficio de la parte débil. Ante conexiones sus-

tanciales imprecisas, el forum causae dificulta la determinación de la ju-

risdicción, ya que la sentencia podría haberse dictado por tribunales sin 

competencia en el orden internacional1445. En la medida que los jueces 

del lugar de ejecución de la sentencia tengan en cuenta otras conexiones 

sustanciales, el criterio resulta inútil. Por el contrario, si las conexiones 

fueran precisas y acordadas multilateralmente, se justifica el forum cau-

sae. De aquí que sólo algunos puntos de conexión del derecho aplicable 

pueden constituir adecuados puntos de contacto jurisdiccionales. 

En muchos casos, por el método analítico, habrá vocación por apli-

car más de un derecho. Por ejemplo: a) el del domicilio a la capacidad de 

celebrar el contrato, de acuerdo al régimen general de capacidad del 

Código Civil; b) el lugar de celebración para la forma, teniendo en cuenta 

requisitos del orden público interno, como la exigencia del duplicado del 

contrato; c) el lugar de cumplimiento, para juzgar la validez sustancial. 

GOLDSCHMIDT pregunta: “¿tiene entonces jurisdicción cualquiera de los 

países cuyos derechos se aplican o sólo uno de ellos? En cualquiera de 

ambos supuestos se disipa la ventaja de que el juez aplica únicamente su 

propio Derecho”1446. 

De aquí que se debería considerar un principio general a tener en 

cuenta en el diseño de conexiones jurisdiccionales, el hecho de que debe 

existir certeza del tribunal competente, antes de que se entable la de-

manda. Este aspecto, en conflictos que involucran a una parte débil, es 

                       

1444 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 213.  
1445 Idem, p. 215. 
1446 GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 461. Aclara que al comenzar un 

juicio es difícil saber qué derecho será aplicable. Y si se equivocara, ¿mantiene la juris-
dicción a pesar de dictar una sentencia basada en Derecho que no es el suyo, o tiene que 
declarar de oficio a medio camino su carencia de jurisdicción?  
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fundamental, en razón también de economía procesal. Hay que reducir 

al máximo las posibles excepciones de incompetencia. En este aspecto, 

más que en otros, se debe reafirmar que justicia “lenta” o justicia “cara”, 

no es justicia. Entonces, el primer elemento a considerar es la seguridad 

de contar con un juez competente en la esfera internacional, en lugares 

claramente establecidos1447. Por tanto, una conexión jurisdiccional que 

estableciera el “lugar de cumplimiento de la prestación más característi-

ca”, y hubiera que determinar previamente cuál es ese lugar, resultaría 

perjudicial para el consumidor (art. 2 de la Propuesta de CIDIP VII, en su 

primera redacción). Por el contrario, ligar el foro al lugar de cumpli-

miento del “lugar de ejecución” en un contrato de prestación de servi-

cios, otorga certeza, ya que los servicios se prestan generalmente donde 

está localizada la parte que debe brindarlo (el mismo art. 2).  

Un caso particular se presenta cuando un juez decide declinar su 

jurisdicción (forum non conveniens mediante) debido a que considera 

que el derecho aplicable es el de otro Estado, y por tanto sería mejor que 

el caso fuera resuelto por un juez de ese foro. Sería una forma de ligar el 

derecho material más favorable con el juez o sistema procesal más con-

veniente1448.  

En la relación entre forum et ius, es importante el papel que juega el 

reenvío, ya que si éste no fuera admitido se favorecería el forum shop-

ping. Las partes elegirían el tribunal donde sus pretensiones sustancia-

les fueran más convenientemente consideradas, desvinculándose del 

respeto objetivo del elemento extranjero1449. En el caso inverso del que 

                       

1447 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 217. 
1448 Es la propuesta de VELÁZQUEZ GARDETA, La protección al consumidor on line…, p. 

396 y ss. Si llegado el caso a ese nuevo tribunal, este aplicara un tercer derecho, la apre-
ciación inicial resultaría infundada, y por tanto se habría causado un perjuicio al consu-
midor. Para evitar el inconveniente, debe analizarse la mayor conveniencia de las nor-
mas materiales, excluyendo las de conflicto. Aunque, bien mirado el asunto, para la de-
terminación de los tribunales más favorables, debe atenderse a la condición de debilidad 
procesal, y no al contenido de las normas aplicables. 

1449 Cfr. SOTO, Derecho Internacional Privado, p. 157. Sin embargo, a los fines de un 
sistema protectivo, puede ser conveniente determinar a priori cuál es el derecho aplica-
ble, mediante conexiones semi-rígidas. Tal es el caso del art. 14 de la Propuesta de CIDIP 
VII: “Para los efectos de esta Convención se entenderá por derecho el vigente en un Es-
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venimos hablando hasta ahora, es posible que la determinación de los 

tribunales competentes establezca el derecho de fondo, tanto de normas 

sustanciales como de conflicto. Por tanto, si se establecen los foros com-

petentes, ya sea mediante normas unilaterales o multilaterales, la sen-

tencia dictada de acuerdo con esa jurisdicción se presumirá válida1450. 

Más aún: en el caso de tratarse de normas imperativas, si los tribu-

nales no son competentes, no las aplicarán, porque están previstas para 

casos internos; son de aplicación exclusiva y no pueden exportarse a ca-

sos foráneos. Por el contrario, si tienen jurisdicción, sólo aplican su pro-

pia ley1451. Se podría decir que es un orden público reducido, válido sólo 

para casos nacionales. Las normas materiales aparecen así limitadas por 

las normas de jurisdicción internacional. El resultado será, por ejemplo, 

que el juez argentino aplicará la LDC sólo cuando esté investido de ju-

risdicción. Por tanto, el riesgo que esconde el forum causae como crite-

rio de atribución de jurisdicción en conflictos vinculados a consumido-

res es que el juez extranjero no aplique las normas de orden público del 

domicilio del consumidor. Desde ya que el problema desaparece si 

hubiera un tratado internacional que vinculara al juez extranjero; de lo 

contrario, aplicará sus propias normas, tal vez menos protectivas1452.  

VI. C. 2. Jurisdicciones concurrentes 

Las jurisdicciones concurrentes se derivan del principio de inde-

pendencia jurisdiccional, aunque limitado por el de interdependencia. 

Debido a que, al menos en hipótesis, un Estado no tiene límites en cuan-

to a la determinación de la competencia de sus tribunales, indefectible-

mente habrá pretensiones estatales competitivas entre sí. Por este mo-

tivo las jurisdicciones concurrentes serán mucho más frecuentes que las 

exclusivas, y, salvo contadas circunstancias, un Estado no reconocerá la 

                       

tado, con exclusión de sus normas de derecho internacional privado relativas a la deter-
minación del derecho aplicable”. 

1450 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 224.  
1451 Ibidem. 
1452 Cfr. LIMA MARQUES, A Proteção do Consumidor..., p. 1518. 
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pretendida exclusividad de los demás. De aquí que sean tan importantes 

los acuerdos internacionales sobre jurisdicción1453. Además, los foros 

concurrentes no suelen tener prelación o jerarquía, con lo cual es pro-

bable que el demandante elija según su conveniencia. Lo importante es 

que todas las posibilidades sean previsibles para el demandado1454. 

El problema de las múltiples conexiones es menos grave en la de-

terminación de la jurisdicción que para el derecho aplicable. Sin embar-

go, debemos advertir que la pluralidad de foros, al tiempo que facilita la 

posibilidad de reclamar en juicio, a su vez dificulta la defensa, porque la 

otra parte puede ser demandada en lugares ajenos a su residencia. Las 

jurisdicciones concurrentes tienen la ambivalencia de facilitar la de-

manda por parte del consumidor, pero lo perjudican cuando es deman-

dado. De allí que, con buen criterio, el Protocolo de Santa María estable-

ce en su art. 5 una serie de soluciones alternativas, pero de modo excep-

cional y por voluntad exclusiva del consumidor, manifestada 

expresamente en el momento de entablar la demanda1455. 

Para el consumidor es muy relevante la mayor disponibilidad de fo-

ros vinculados al caso. No sólo le serán útiles los tribunales de su domi-

cilio, ya que por distintas razones le puede convenir una jurisdicción 

distinta a la propia. Habrá que ver entonces qué conexiones estarán dis-

ponibles. En caso de duda respecto de si una jurisdicción es exclusiva o 

concurrente, habrá que interpretar con amplitud, en virtud del favor de-

bilis. Así, si la norma indica un criterio de atribución, sin indicar su ca-

rácter, deberá ampliarse la disponibilidad de los tribunales, a favor del 

consumidor. Un ejemplo de esto puede ser el art. 22 de la LOPJ:  

                       

1453 Cfr. WAUTELET, “What is international private law…”, p. 62. También RODRÍGUEZ, 
“Algunas consideraciones sobre la jurisdicción inderogable…”, p. 162. 

1454 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado del MERCOSUR, pp. 159-
160. Una vez más, no puedo evitar que venga a la memoria el caso Panasonic.  

1455 En este sentido, las conexiones de la Propuesta de CIDIP VII, si bien se refieren 
al derecho aplicable, también prevén una concurrencia escalonada, con un cierto orden 
de prelación, y bajo una cláusula común: el derecho que resulte más favorable al consu-
midor.  
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“En el orden civil, los Juzgados y Tribunales españoles serán compe-
tentes (…) en materia de contratos de consumidores, cuando el compra-
dor tenga su domicilio en España si se trata de una venta a plazos de ob-
jetos muebles corporales o de prestamos destinados a financiar su ad-
quisición”.  

Nada indica que el consumidor no pueda demandar a su vez en el 

domicilio del demandado, si estuviera en otro país1456. Finalmente, y 

como un requisito de validez de la jurisdicción concurrente designada, 

habrá que tener en cuenta la relación del caso con el foro. En este senti-

do, al momento de elegir, la opción por el foro del derecho aplicable será 

siempre legítima, por ser a su vez la más eficaz1457. 

VI. C. 3. Litispendencia, conexidad y cosa juzgada 

Un problema general de la jurisdicción y de la ejecución de senten-

cias está relacionado con la armonía de otros procesos o decisiones ju-

diciales sustanciadas en otros tribunales. Ya sea de modo anterior o si-

multáneo, se deben resolver los conflictos que pueden generar de modo 

predominante —aunque no exclusivo—, las jurisdicciones concurrentes. 

Si existe una decisión anterior, o es previsible que la haya en el futuro, 

es razonable que el juez suspenda, al menos provisionalmente, la causa 

propia1458. 

En relación a este problema, existen las excepciones de previo y es-

pecial pronunciamiento, tanto las de incompetencia, como las dilatorias 

o las conclusivas. Se trata de facilitar a ambas partes la garantía de acce-

so a la justicia o el debido proceso, mediante sentencias efectivas y no 

                       

1456 Cfr. PÉREZ VERA, Derecho Internacional Privado, p. 296. 
1457 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 

MERCOSUR, pp. 160-161. 
1458 Idem, pp. 429-430. Las instituciones que estudiamos en este apartado son la 

expresión romano-germánica del anglosajón forum non conveniens. En los sistemas lati-
nos la declinatoria o inhibitoria se encuentran expresadas con más precisión, pero al 
mismo tiempo podrían exagerar en su rigidez. Ambos sistemas apuntan al mismo objeti-
vo: la asunción de una competencia que otorgue mayor justicia a las partes. cfr. 
FEUILLADE, Competencia internacional…, p. 46. 



 CAPÍTULO VI 611 

 

claudicantes. El análisis de este tema, frente a la protección del consu-

midor, debe asegurar que los remedios procesales no deriven en una 

afectación de los derechos sustanciales. Esto se justifica por que razona-

blemente éste será quien presente los reclamos al proveedor: las dila-

ciones le causan un perjuicio grave.  

El consumidor no cuenta con una estructura jurídica o empresaria 

que le permita dedicarse a los reclamos: es ‘su’ tiempo y sus personales 

recursos. Además, establece la relación de consumo para satisfacer una 

necesidad, que se ve así frustrada, ya sea en el disfrute mismo o por vía 

de consecuencia (los daños e indemnizaciones). No podremos tratar en 

detalle estas excepciones. El planteo será general, a los fines de estar 

advertidos de los problemas y colocar los fundamentos de las posibles 

soluciones. 

Las dificultades que plantean estas excepciones se presentan tanto 

ante la jurisdicción directa como para el reconocimiento y ejecución de 

sentencias extranjeras. En conflictos que involucran a consumidores es 

prioritaria la primera, ya que si el control se limitara al momento de la 

ejecución, el dispendio ya se produjo. En esas condiciones, el agravio pa-

ra la parte débil es mayúsculo, y más si es un caso de escasa cuantía. Sin 

embargo todavía hay posibilidades de agravar la situación, cuando es el 

consumidor quien intenta ejecutar la sentencia, y se le opone la litis-

pendencia, la conexidad, o, peor aún, la cosa juzgada. El ejercicio de los 

trámites judiciales internacionales son de por sí dificultosos; estas ex-

cepciones se convierten en un obstáculo insalvable para la solución de 

conflictos de consumo transfronterizos. 

a) Litispendencia  

Al nacer el proceso y durante su tramitación, el mismo está ‘pen-

diente’ de solución. Ese estado da origen a una institución procesal, la li-

tispendencia, que imposibilita —mientras dure la situación—, que el ac-

tor o el demandado puedan incoar otro proceso con un idéntico objeto, 

ya sea ante el mismo u otro juez. Se trata de evitar que varios tribunales 

entiendan en el mismo asunto, con el consiguiente perjuicio que esto 
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ocasiona, tanto por razones de economía procesal como por el riesgo de 

que se obtengan sentencias contradictorias. Este último efecto es disva-

lioso, porque se tornaría imposible ejecutar alguna de las dos senten-

cias, o ambas. Se puede observar un doble interés: uno privado, de co-

modidad de la parte, y uno público, el acabado cumplimiento de la tarea 

jurisdiccional. Las sentencias contradictorias pueden ser claudicantes, y 

por tanto generar denegación de justicia1459. Está en juego el principio ne 

bis in idem. 

La litispendencia es un mecanismo que facilita que el demandante 

no se enfrente con la dilación e incertidumbre que puede significar lle-

var adelante un proceso inútil. Como consecuencia del ejercicio de esta 

excepción, el juez que entiende en la causa puede suspender la sustan-

ciación, si considera que la primera es idéntica a la segunda. Si así fuera, 

esto implica una declinación de su competencia en beneficio del juez 

que aparentemente tiene la prioridad1460. 

En el orden interno no se hace referencia a la litispendencia inter-

nacional como requisito independiente para impedir el exequátur (art. 

517 CPCyCN). Ahora bien, si se acredita que existe un proceso judicial 

iniciado con anterioridad al tramitado en el extranjero y en el que con-

curre la triple identidad de sujeto, objeto y causa, el ejecutado puede 

                       

1459 Cfr. CANO BAZAGA, Elena, La litispendencia comunitaria, Eurolex, Madrid, 1997, 
pp. 21-23. 

1460 Cfr. CANO BAZAGA, La litispendencia comunitaria, p. 22. Esta declinatoria de la 
competencia propia, en el orden internacional, fue considerada una resignación de sobe-
ranía a favor de un tribunal extranjero. Este argumento se convirtió en la principal obje-
ción respecto de la admisión de este instituto en el orden internacional, ya que las nor-
mas de jurisdicción pertenecen al orden público internacional, y por tanto son irrenun-
ciables. En el art. 6 de la Propuesta canadiense se admite la excepción en el marco del 
forum non conveniens, permitiendo al juez desistir de su jurisdicción ante “(c) la conve-
niencia de evitar una multiplicidad de procesos jurídicos” y “(d) la conveniencia de evi-
tar decisiones contrdictorias en diferentes tribunales”. El reconocimiento de la prioridad 
jurisdiccional de un magistrado extranjero es una manifestación del principio de armo-
nía de las soluciones, que se vería afectada por competencias paralelas. Cfr. JAYME, “Iden-
tité culturelle et intégration…”, p. 102. 
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oponer la excepción de litispendencia del ordenamiento interno1461. Se 

aplicarán por tanto las mismas disposiciones que regulan la competen-

cia interna, aunque en la doctrina existen opiniones dispares1462. 

Para que se verifique la litispendencia internacional se exige la 

identidad perfecta de objeto, sujetos y causa. La identidad de los litigan-

tes implica que sean las mismas partes en ambos procesos, sin importar 

las posiciones procesales que cada una ocupa en los diferentes juicios. 

Es posible que se unan nuevos sujetos, o que actúen solidariamente, en 

caso de indivisibilidad de las prestaciones, o causahabientes de quienes 

litigan en el primer proceso1463. La identidad del objeto se refiere a la co-

sa litigiosa, no en el sentido físico sino de sustancia: el bien reclamado o 

las prestaciones manifestadas en las pretensiones. Finalmente, la iden-

tidad de causa se presenta tanto en el conjunto de hechos alegados por 

el actor —declaración, condena o constitución de un derecho—, como 

sus fundamentos o calificación jurídica1464. 

                       

1461 Cfr. DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET, Trámites judiciales internacionales, pp. 
194-195. Asimismo SOTO considera que se trata de una de las características internacio-
nales en la cooperación de tercer grado. SOTO, Temas estructurales…, p. 124. 

1462 Se argumenta que la ‘voluntad negativa’ del legislador de no regular la institu-
ción en el orden internacional es indiciaria de la no admisión en el derecho argentino; 
esta opinión se fundamenta en la aplicación de la norma que establece que para poder 
ejecutar una sentencia extranjera se requiere “que la sentencia no sea incompatible con 
otra pronunciada, con anterioridad o simultáneamente, por UN (1) tribunal argentino” 
(art. 517 inc. 5). Este último aspecto indicaría que el legislador ha optado por un control 
a posteriori. Cfr. IUD, “Contrato internacional y juez competente”, pp. 422-423. Sin em-
bargo considero que el artículo mencionado se refiere a la jurisdicción indirecta, y que 
nada obstaría a que en casos de presentarse la demanda (no la sentencia), el juez pueda 
suspender su juicio hasta tanto verifique la posibilidad de que desarrollará una actividad 
procesal útil. En el orden interno, el CPCyCN en su art. 349 inc. 2) establece que no se 
hará lugar a la excepción “[S]i la de litispendencia no fuere acompañada del testimonio 
del escrito de demanda del juicio pendiente”. Creo que así como la sentencia extranjera 
se equipara a la nacional, el proceso extranjero en trámite también se equipara al argen-
tino. Es consecuencia del respeto al elemento extranjero. En este sentido, el art. 519 del 
CPCyCN establece que [C]uando en juicio se invocare la autoridad de una sentencia ex-
tranjera, ésta sólo tendrá eficacia si reúne los requisitos del artículo 517. A su vez el art. 
518 indica que [S]i se dispusiere la ejecución, se procederá en la forma establecida para 
las sentencias pronunciadas por tribunales argentinos.  

1463 Cfr. CANO BAZAGA, La litispendencia comunitaria, p. 25. 
1464 Idem, p. 26. 
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La operatividad de la excepción, y cómo se evalúa esa identidad, 

dependerá de cada ordenamiento interno, en aplicación del principio lex 

fori regit processum1465. Una excepción a esta regla sería que la excep-

ción hubiera sido considerada en algún convenio internacional, como 

estaba propuesto en el Preliminary Draft Convention on Jurisdiction and 

Foreign Judgments in Civil and Commercial Matters1466. En este sentido, 

vale la pena mencionar su consideración en el Protocolo de Las Leñas, 

art. 22, segundo párrafo, por el cual, en referencia a una sentencia o lau-

do emanado de un tribunal arbitral,  

“[no] se reconocerá ni se procederá a la ejecución, cuando se hubie-
re iniciado un procedimiento entre las mismas partes, fundado en los 
mismos hechos y sobre el mismo objeto, ante cualquier autoridad juris-

                       

1465 El art. 37 del Libro Octavo del Proyecto de Código Civil propone la inclusión 
expresa de la institución de la litispendencia internacional. “Cuando una acción que ten-
ga el mismo objeto y la misma causa esté ya pendiente entre las mismas partes en el ex-
tranjero, el tribunal argentino suspenderá el juicio si es previsible que la decisión ex-
tranjera pudiese producir efectos en el ordenamiento argentino. El proceso continuará 
en Argentina a instancia de parte, si el tribunal extranjero declina su propia competencia 
o si la decisión extranjera no es reconocida en nuestro país. La litispendencia de la causa 
ante tribunal extranjero se determina según la ley del Estado en el que el proceso se ini-
cia”. En similares términos pero creemos con mayor precisión, también el art. 46 del 
Proyecto de Código de Derecho Internacional Privado: “Litispendencia internacional. 
Cuando una acción que tenga el mismo objeto y la misma causa estuviera pendiente en-
tre las mismas partes en el extranjero, los tribunales argentinos deben suspender el jui-
cio si fuera previsible que la decisión extranjera pudiera ser reconocida en el país. El 
proceso suspendido podrá continuar en la República si el tribunal extranjero declina su 
propia jurisdicción o si el proceso extranjero se extingue sin que exista resolución sobre 
el fondo del asunto o, en el supuesto de que habiéndose dictado sentencia en el extranje-
ro, ésta no fuera susceptible de reconocimiento en nuestro país”. 

1466 Concretamente en el art. 21. Cfr. NYGH, Peter y POCAR, Fausto, Report of the Spe-
cial Commission, Preliminary Document Nro. 11 of August 2000, for the attention of the 
Nineteenth Session of June 2001. Disp, p. 64, disponible en 
http://www.hcch.net/upload/wop/jdgmpd11.pdf. El detalle y precisión con que estaba 
prevista la litispendencia (lis pendens o bien lis alibi pendens) tenía sentido en un contex-
to donde se pretendía que, salvo las jurisdicciones exclusivas que se reservaran los Esta-
dos, la regla fueran las jurisdicciones concurrentes. Esto obligaba a un “mecanismo de 
relojería” que permitiera la ejecución de las sentencias dictadas en conformidad con las 
reglas de la Convención, y dejar sólo como resguardo de los derechos nacionales, la revi-
sión del contenido ante manifiesta violación del orden público internacional. Cfr. 
BURBANK, “Jurisdictional Equilibration, the Proposed Hague Convention and Progress in 
National Law”, pp. 219-223. 
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diccional de la Parte requerida con anterioridad a la presentación de la 
demanda ante la autoridad jurisdiccional que hubiere pronunciado la re-
solución de la que se solicite el reconocimiento”. 

Aquí se toma posición respecto de la temporalidad en el cotejo de 

ambas causas. ¿Qué tribunal tiene prioridad? ¿El primero que entiende 

en la causa? ¿Quien notifica en primer término? El sistema de la UE se 

inclinó por el principio prior in tempore, potior in iure, es decir de prefe-

rencia cronológica1467. Allí se indica:  

“Artículo 27. 1. Cuando se formularen demandas con el mismo obje-
to y la misma causa entre las mismas partes ante tribunales de Estados 
miembros distintos, el tribunal ante el que se formulare la segunda de-
manda suspenderá de oficio el procedimiento en tanto no se declarare 
competente el tribunal ante el que se interpuso la primera”. 

“2. Cuando el tribunal ante el que se interpuso la primera demanda 
se declarare competente, el tribunal ante el que se interpuso la segunda 
se inhibirá en favor de aquél”. 

De todas maneras, pudiera ser que no fuera importante la diferen-

cia temporal, pero uno de los procesos indique una mayor proximidad 

entre el caso y el foro1468. 

Adicionalmente, en el orden internacional, para hacer lugar a la li-

tispendencia se suele requerir que ambas causas se hayan presentado 

ante tribunales competentes. No se identifica, por tanto, con la excep-

ción de incompetencia1469. Este último aspecto merece un comentario. El 

juez debe verificar la competencia de los tribunales foráneos para hacer 

                       

1467 CANO BAZAGA, La litispendencia comunitaria, pp. 140-141. El considerando 15 
del reglamento 44/2001 recalca que “[E]l funcionamiento armonioso de la justicia exige 
reducir al máximo la posibilidad de procedimientos paralelos y evitar que se dicten en 
dos Estados miembros resoluciones inconciliables. Es conveniente prever un mecanismo 
claro y eficaz con objeto de resolver los casos de litispendencia y conexidad y de obviar 
los problemas derivados de las divergencias nacionales sobre la fecha en la que un asun-
to se considera pendiente. A efectos del presente Reglamento, es oportuno definir esta 
fecha de manera autónoma”. 

1468 Cfr. NYGH y POCAR, Report of the Special Commission…, p. 109. 
1469 Cfr. CANO BAZAGA, La litispendencia comunitaria, p. 27.  
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lugar o no a la excepción. Este examen sólo procurará que no se concul-

que la jurisdicción argentina exclusiva. Normalmente el problema se 

presenta en jurisdicciones concurrentes, con lo cual, no se puede pre-

tender que la excepción haga lugar sólo cuando los tribunales argenti-

nos carecen de jurisdicción. En caso contrario, la litispendencia carece 

de sentido, ya que simplemente bastaría con declarar la incompeten-

cia1470. 

Veamos algunos problemas que puede presentar la litispendencia 

en el régimen protectorio del consumidor transfronterizo. Un primer 

aspecto, relativo a la triple identidad, se presenta con la calificación de 

la relación de consumo, a cargo de cada uno de los tribunales. Es posible 

que en el cotejo de las actuaciones no se cumpla con el requisito de 

identidad, tanto respecto del objeto, como del vínculo. Si el consumidor 

reclama en su domicilio por daños (responsabilidad extracontractual), y 

en el caso del proveedor el reclamo en el lugar de entrega es por falta de 

pago (incumplimiento contractual), la situación produce la continuación 

de ambas causas. Por el contrario, si el consumidor reclama por incum-

plimiento en la entrega o la prestación deficiente del servicio, y el pro-

veedor por la falta de pago, las causas se superponen, en el marco de la 

exceptio inadimpleti o del pacto comisorio (art. 1201 y 1204 CC). La cau-

sa del reclamo es la misma, considerando las mutuas pretensiones de un 

mismo contrato con prestaciones recíprocas.  

¿Será necesario regular la litispendencia en un tratado multilateral 

referido a la jurisdicción de relaciones de consumo transfronterizas? 

Creemos que si la relación de consumo está bien delineada, y las asigna-

ciones de foros competentes son adecuadas, difícilmente se presenten 

problemas. Bastará que cualquiera de los magistrados verifique la com-

petencia del propio u otro tribunal, de acuerdo a las conexiones favora-

bles al consumidor, lo que será suficiente para declararse competente o 

incompetente. 

                       

1470 En sentido inverso, ante la existencia de una jurisdicción exclusiva, no hay lu-
gar a la litispendencia. Cfr. NYGH y POCAR, Report of the Special Commission…, p. 64. IUD, 
“Contrato internacional y juez competente”, p. 422. 
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Desde una visión comparatista, la operatividad de la excepción pre-

senta marcadas diferencias. Así, no es igual su concepción en los siste-

mas de common law que en los civilistas. En los primeros, resulta un 

elemento dentro de la institución más general del forum non conveniens, 

junto con el forum conveniens y el foro de necesidad. Los tres casos tie-

nen en común la discrecionalidad de que dispone el juez para dilatar su 

decisión o inhibirse en el ejercicio de su competencia judicial interna-

cional1471. 

En los sistemas continentales la regulación de la litispendencia in-

ternacional carece de uniformidad. Un obstáculo argüido para la habili-

tación del instituto es la dificultad de realizar un pronóstico sobre las 

posibilidades de éxito de la tramitación del proceso foráneo o del futuro 

reconocimiento en el extranjero de la sentencia propia1472. De allí que las 

reglamentaciones en los proyectos internacionales sean tan difíciles de 

consensuar, como ocurrió en la Conferencia de La Haya1473. 

En el orden interno, a fin de evitar a los consumidores conflictos de 

litispendencia cuando son demandados en territorios distintos del do-

micilio, pueden iniciar una acción declarativa de competencia. Una sen-

tencia meramente declarativa del juez domiciliario podría tener el efec-

to de convertir la jurisdicción local en exclusiva.  

b) Conexidad  

Hay conexidad procesal cuando coexisten uno o varios elementos 

comunes en distintos procesos, sin llegar a la identidad entre ellos. Los 

tres elementos a considerar son los mismos que en el caso de la litis-

                       

1471 Cfr. BURBANK, “Jurisdictional Equilibration, the Proposed Hague Convention 
and Progress in National Law”, pp. 207-215. CANO BAZAGA, La litispendencia comunitaria, 
p. 29. En los sistemas civilistas, la conclusión es similar. La interpretación extensiva o 
restrictiva de las normas de jurisdicción puede dar lugar a conclusiones equivalentes al 
forum non conveniens, mediante la aplicación de la garantía de la no denegación de justi-
cia. Cfr. FEUILLADE, La sentencia extranjera, p. 84. 

1472 Cfr. CANO BAZAGA, La litispendencia comunitaria, p. 31. 
1473 Cfr. NYGH y POCAR, Report of the Special Commission…, pp. 108-110. 
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pendencia: sujetos, objeto y causa. La identidad de causa implica co-

nexidad por sí misma, mientras que los sujetos u objeto, a los fines de la 

conexidad, no pueden ser considerados aisladamente, sino unidos entre 

sí o con la causa1474.  

El reglamento 44/2001 considera que hay conexidad cuando las 

demandas están vinculadas entre sí por una relación tan estrecha que 

sería oportuno tramitarlas y juzgarlas al mismo tiempo. De este modo, 

se pretende evitar resoluciones que podrían ser inconciliables si los 

asuntos fueren juzgados por separado (art. 28 nro. 3). En caso de co-

nexidad internacional, el tribunal del domicilio de uno de los demanda-

dos puede entender respecto de los otros. Así, estos codemandados de-

berán acudir al primer juez que entiende en la causa, ya sea que la co-

nexión entre ellos con la causa es muy estrecha, o que la relación del 

caso con el foro habilita esta deslocalización de los codemandados. Se 

trata de evitar que pudieran dictarse sentencias contradictorias1475. 

La conexidad puede darse también cuando los codemandados están 

ligados entre sí, de modo que incluso es posible que uno de ellos sea 

obligado a presentarse en juicio en el domicilio de uno de los otros. De 

esta manera, un tribunal que tiene jurisdicción puede también asumirla 

para juzgar a un tercero, ya sea como garante o responsable de la activi-

dad que motiva el reclamo al demandado. La extensión de la demanda 

deberá ser permitida por el derecho del tribunal, siempre que medie 

una conexión sustancial entre el foro y el caso que vincula a ese terce-

ro1476. Tal como vimos supra en V. E. 1, estos casos pueden ser frecuentes 

cuando los proveedores actúan en red o conexidad contractual; por tan-

                       

1474 Cfr. CANO BAZAGA, La litispendencia comunitaria, p. 26. La jurisdicción conexa 
ayuda cumplir con el principio de armonía de las decisiones. Cfr. JAYME, “Identité culture-
lle et intégration…”, p. 141. 

1475 Así lo preveía el art. 14 de la Hague Draft Convention, bajo el encabezado “Mul-
tiple Defendants”. Cfr. NYGH y POCAR, Report of the Special Commission…, pp. 75-76. 

1476 Art. 16 de la Hague Draft Convention. Cfr. NYGH y POCAR, Report of the Special 
Commission…, pp. 77-78. 
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to, el remedio procesal de la conexidad es el reaseguro apropiado para 

facilitar un procedimiento ágil a favor del consumidor1477. 

La conexidad también puede presentarse en forma de litispenden-

cia; en ese caso, alguno de los tribunales debe inhibirse; por lo general 

será el segundo (art. 347 inc. 3. del CPCyCN ). En el plano internacional, 

el primer tribunal debe ser competente, de acuerdo a las reglas del se-

gundo. Como resultado de la admisibilidad de la conexidad, las deman-

das deberán acumularse. 

c) Cosa juzgada 

La sentencia firme produce la cosa juzgada, que actúa de modo si-

milar a la litispendencia. Ambas se dirigen al mismo fin, cual es el de evi-

tar decisiones contradictorias y dispendio judicial. La cosa juzgada que-

da siempre como último recurso, ya que actúa al final del proceso1478. En 

el orden interno, el art. 347 inc. 6) del CPCyCN establece los requisitos 

para su procedencia. Indica que se deberán examinar de modo integral 

las dos causas, a fin de demostrar que se trata del mismo asunto some-

tido a decisión judicial, o que por existir continencia, conexidad, acceso-

riedad o subsidiariedad, la sentencia firme ya ha resuelto lo que consti-

tuye la materia o la pretensión deducida en el nuevo juicio que se pro-

mueve. 

No existe consenso en el derecho comparado respecto de qué debe 

entenderse por cosa juzgada. La terminología utilizada, de acuerdo al 

sistema normativo puede ser “res judicata”, “décision définitive”, “autori-

té de chose jugée”. Pero el significado dista de ser pacífico, como quedó 

de manifiesto en la Conferencia de La Haya. En algunos sistemas, como 

                       

1477 Un antecedente de conexidad contractual, que da lugar a conexidad procesal, 
puede verse en “Chiappetta Graciela Monica y otro c/Iquique Turismo S.A. s/ ordinario” 
CNCom Sala A, 30/06/2008, publicado en www.eldial.com , última visualización el 
10/8/2008. En el caso se citó en garantía —y condenó luego— al organizador y opera-
dor mayorista del viaje de turismo combinado, junto con el intermediario o agente. Se 
trataba de la cancelación de un vuelo charter, parte del paquete.  

1478 Cfr. NYGH y POCAR, Report of the Special Commission…, p. 103. CANO BAZAGA, La li-
tispendencia comunitaria, p. 24. 
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el common law, se refiere a que una causa no puede ser revisada ante los 

mismos tribunales en un proceso ordinario, sin importar la posibilidad 

de que pueda ser apelada ante una instancia superior. En otros se re-

quiere que la resolución haya agotado todos los recursos ordinarios, in-

cluyendo la apelación. También puede tener valor de cosa juzgada la 

primera instancia, marcando el límite temporal hasta el cual se puede 

oponer la litispendencia1479. 

La definición contenida en el Protocolo de Las Leñas resulta muy 

satisfactoria: 

“Art. 22.- Cuando se tratare de una sentencia o de un laudo arbitral 
entre las mismas partes, fundada en los mismos hechos y que tuviere el 
mismo objeto que el de otro proceso jurisdiccional o arbitral en el Estado 
requerido, su reconocimiento y ejecutoriedad dependerán de que la de-
cisión no sea incompatible con otro pronunciamiento anterior o simultá-
neo recaído en tal proceso en el Estado requerido”. 

En el ámbito internacional, las pretendidas condiciones en cuanto a 

la competencia de ambos tribunales y la identidad de procesos, agrava 

los problemas de las sentencias contradictorias; tratándose de relacio-

nes de consumo, el perjuicio resulta exacerbado. Respecto del impacto 

sobre la jurisdicción directa, un tribunal competente debe paralizar —

ya sea de modo provisional o definitivo—, el ejercicio de su potestad. Se 

presenta así como un conflicto negativo de competencia. Considerada de 

modo abstracto, es una característica negativa de la consecuencia jurídi-

ca1480. A su vez, la jurisdicción indirecta queda herida desde el momento 

que el tribunal requerido deberá analizar la competencia del requirente 

a la luz de sus propias reglas. En Argentina, por ejemplo, es un requisito 

para la procedencia del exequátur que exista cosa juzgada, según la in-

dicación expresa del art. 517 CPCyCN.  

                       

1479 Cfr. NYGH y POCAR, Report of the Special Commission…, pp. 102-104. Respecto al 
derecho argentino, si la sentencia extranjera es impugnada vía recurso extraordinario, 
no se suspende el juicio de exequátur, pero sí su pronunciamiento y ejecución. Cfr. 
BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, Tomo I, pp. 484-485. 

1480 Cfr. SOTO, Temas estructurales…, p. 67. 
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En definitiva, para el ejercicio de estas excepciones habrá que apli-

car el favor debilis o in dubio pro consumptore a los aspectos procesales. 

Ante la duda respecto de la identidad de las demandas, de los sujetos, o 

de la competencia de los tribunales en discordia, habrá que resolver a 

favor de la pretensión del consumidor. Ya sea que se haga lugar, y conti-

núe el reclamo iniciado por el consumidor y se suspenda el del provee-

dor, o viceversa.  

A modo de comentario general a estas excepciones, vale la pena 

afirmar que no se debe hacer lugar a remedios procesales que agraven 

la condición del consumidor. Así, siguiendo una práctica universalmente 

admitida, el CPCyCN, a los fines de poder ejecutar la sentencia extranje-

ra, requiere “[Q]ue la parte demandada contra la que se pretende ejecu-

tar la sentencia hubiese sido personalmente citada y se haya garantizado 

su defensa” (art. 517 inc. 2). El juez evaluará esta circunstancia conside-

rando la condición personal del consumidor. Verificará si la posible sen-

tencia, ya sea la extranjera o la propia, corre riesgo de no ser ejecutada, 

en perjuicio de la parte débil. Luego, deberá hacer lugar o no a las ex-

cepciones a la luz de este criterio orientador, que en definitiva es conse-

cuencia del principio de eficacia1481. 

VI. C. 4. Fraude a la jurisdicción o forum shopping  

El fraude a la jurisdicción se origina a partir de la posibilidad que 

tiene el demandante de escoger un tribunal que atienda mejor a sus in-

tereses. La situación se presenta ante la existencia de jurisdicciones 

concurrentes junto con la alternativa de elección por parte de quien to-

ma la iniciativa. Las ventajas serán procesales o sustanciales. Requiere 

como requisito la falta de relación del caso con el foro, ya que si se trata-

ra del tribunal más apropiado, o al menos uno de los válidamente posi-

                       

1481 La universalidad se resume en dos principios aplicables a la ejecución de sen-
tencias, a decir de VON MEHREN, citado por PÉREZ VERA. El primero es el ‘reposo judicial’, 
para evitar la duplicación de esfuerzos, protegiendo al litigante victorioso asegurando la 
efectividad real y extraterritorial de lo juzgado. El otro es un principio de ‘corrección’ 
formal y en ocasiones sustancial, a la luz del sistema de Derecho Internacional Privado 
del foro de ejecución. Cfr. PÉREZ VERA, Derecho Internacional Privado, p. 345. 
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bles, nada habría que objetar 1482. El forum shopping puede definirse co-

mo la elección abusiva por parte del actor de los tribunales de aquel país 

cuyo Derecho Internacional Privado en combinación con el Derecho Pri-

vado indicado le garantice la victoria1483. A los fines de este trabajo, in-

teresa el abuso o fraude en los aspectos procesales. Si el demandante 

procura una ventaja procedimental, es suficiente que se presente ante el 

tribunal que lo beneficia. Por el contrario, la manipulación del tribunal a 

los fines de que resulte aplicable un derecho sustantivo más propicio, 

requiere adicionalmente que los puntos de conexión de las distintas ju-

risdicciones sean diferentes. De lo contrario, a una misma relación jurí-

dica, sin importar quien fuere el juzgador, se debería aplicar una misma 

solución1484. 

El demandante, ante la existencia de jurisdicciones alternativas, 

podría elegir caprichosamene el tribunal, convirtiéndolo en exclusivo. 

Esta posibilidad puede calificarse de abuso de derecho o de fraude, de-

pendiendo de la intencionalidad dolosa. En ambos supuestos, el defrau-

dador se desvía del objeto para el que se dictó una norma1485. Esto pue-

de suceder, por ejemplo, con la habilitación de la prórroga contractual 

de jurisdicción. El legislador brinda a las partes la posibilidad de elegir 

un tribunal, teniendo en vista que esta elección será de acuerdo a dere-

cho, y no para que una perjudique a la otra. 

                       

1482 Cfr. FAWCETT, “Products Liability…”, p. 96. “En definitiva, cabe afirmar que el fo-
rum shopping resulta condenable y digno de ser combatido si una o más de las opciones 
en favor actor constituyen foros exorbitantes o si de cualquier otra manera la defensa 
queda comprometida. Una opción entre foros razonables, en cambio, debe percibirse en 
principio como un refuerzo del derecho de acceso a la justicia”. FERNÁNDEZ ARROYO, “As-
pectos esenciales de la competencia judicial internacional…”, p. 124. 

1483 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 469. También VISCHER, “Ge-
neral Course on Private International Law”, p. 225, quien indica que la expresión sería 
“law shopping trough forum shopping”, aunque aclara que el fraude a la jurisdicción 
también puede tener por objetivo ventajas procesales (como la existencia o no de pre 
trial discoveries) o bien dificultar o hacer imposible la misma ejecución de las decisiones. 

1484 Cfr. FAWCETT, “Products Liability…”, p. 97. 
1485 Cfr. SOTO, Alfredo Mario, “El abuso del derecho y la autonomía en materia ju-

risdiccional internacional”, LL 2003-, 701-705, donde comenta el caso Rosario Soccer 
Asociados S.A. c. Iván C. G, Audiencia Provincial de Badajoz, sección 3ª, LA LEY 2003-C-
701. 
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¿Qué ocurre si la situación se presenta en beneficio del consumi-

dor? ¿Dejaría de ser forum shopping, y por tanto ya no es una caracterís-

tica negativa? Podría darse el caso de que estemos ante una considera-

ción valorativa legítima a favor del consumidor1486. En el caso del pro-

veedor, la posibilidad discrecional será rechazada, ya sea de modo 

directo mediante la normativa procesal, o bien indirectamente al no 

permitirse la manipulación de la conexión de fondo. De todos modos, 

parecería que la abusividad no puede quedar justificada por que el be-

neficiado sea una parte débil. Así, por ejemplo, podría suceder en los ca-

sos de daños por productos defectuosos, cuando se trate de imponer al 

fabricante no vendedor ni importador un litigio ante tribunales donde 

no pretendió nunca vender sus productos1487.  

También podría suceder que un consumidor o grupo de consumi-

dores quisiera presentarse ante los tribunales de la sede del fabricante, 

a fin de beneficiarse de las normas más severas que las propias de su 

domicilio. No se trata de una conexión arbitraria o abusiva, pero sí tal 

vez sorpresiva para el proveedor. Los límites podrían encontrarse en el 

forum non conveniens, de tal manera que sea el juez en última instancia 

quien pueda hacer lugar a la apertura de la jurisdicción1488. En estos su-

                       

1486 MARZORATI menciona como caso de forum shopping o foro de conveniencia al 
derivado del accidente ocurrido en la India, la explosión de la fábrica Union Carbide. Si 
bien el foro que tenía mayor contacto con el caso era el indio, las víctimas, a fin de preva-
lerse de las ventajas del sistema de justicia norteamericano —daños punitivos, juicio por 
jurados y acción de clase incluidos—, iniciaron la causa en California. Cfr. MARZORATI, Os-
valdo, “Reflexiones sobre jurisdicción y ley aplicable en Internet”, en Avances del Derecho 
Internacional Privado en América Latina, Liber Amicorum Jürgen Samtleben, Jan 
KLEINHEISTERKAMP y Gonzalo Lorenzo IDIARTE, Coords, Fundación de Cultura Universitaria, 
Montevideo, 2002, pp. 304-305. 

1487 Es el caso previsto en el art. la Convención de La Haya sobre la responsabilidad 
por productos. “Artículo 7. No será aplicable la legislación del Estado en cuyo territorio 
se hubiere producido el daño ni la legislación del Estado de residencia habitual de la 
persona directamente perjudicada, previstas en los artículos 4, 5 y 6, si la persona a 
quien se le imputa la responsabilidad demuestra que no pudo razonablemente prever 
que el producto o sus propios productos del mismo tipo habrían de comercializarse en el 
Estado de que se trate”. 

1488 En el caso Abad v. Bayer Corp. (“Abad v. Bayer Corp.” 563 F.3d 663 (7th Cir. 
2009) se consideró que si bien los demandantes tenían la posibilidad de iniciar el juicio 
ante los tribunales del domicilio del demandado, las cuestiones procesales resultaban 
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puestos, las ventajas procesales a considerar, y la legitimidad de su ad-

misión, son prácticamente las mismas que se analizan en oportunidad 

de plantearse el forum non conveniens. Entre otros, podemos mencionar: 

si se trata de muchos demandantes, la disponibilidad anticipada de la 

prueba (pre-trial discovery), los costos del juicio, los plazos y demoras, 

etc1489. Para el caso de los países del sistema de derecho civil, la institu-

ción del abuso del derecho también está disponible como medio para 

evitar la apertura de jurisdicción de modo arbitrario. De todos modos, 

como ya mencioné al plantear los objetivos de este trabajo, resulta im-

prescindible armonizar las reglas de jurisdicción a fin de impedir este 

tipo de situaciones. En situaciones donde será habitual la existencia de 

foros concurrentes, es casi imposible evitar casos de abuso1490. 

VI. C. 5. Jurisdicción exclusiva 

Existe jurisdicción exclusiva cuando un tribunal es el único legiti-

mado para resolver un conflicto de intereses. Podrá, por tanto, proceder 

en ‘solitario’. Es la contrapartida de las jurisdicciones concurrentes. La 

exclusividad —si la concurrencia es la regla—, será excepcional, ya que 

difícilmente un tribunal pueda considerarse con facultades de imponer 

sus decisiones en los demás Estados. Es obligada la referencia a los 

                       

neutras o insignificantes como para habilitar el fuero, siendo en definitiva más adecua-
dos los tribunales del lugar de acaecimiento del hecho dañoso, calificado en ese caso co-
mo aquel donde sucedió el contagio. Sin embargo, en el fondo estaba presente el deseo 
de los damnificados de poder iniciar una acción de clase en Estados Unidos y beneficiar-
se de los daños punitivos allí vigentes. En ese momento no estaba vigente en Argentina 
la reforma a la LDC que permitía los procesos colectivos ni los daños punitivos. De aquí 
que una de las más importantes razones para hacer uso del forum shopping es la cuantía 
de la indemnización que el consumidor pordría recibir. Se cumplía, en ese caso, parte de 
la cita de FAWCETT del caso Societé Nationale Industrielle Aerospatiale v. Lee Kui Jak 
[1987] 3 WLR 59 at 72: “…litigants may now be encouraged to proceed in foreign jurisdic-
tions, having no connection with the subject-matter of the dispute, which exercise an ex-
ceptionally broad jurisdicction and which offer such great inducements, in particular 
greatly enhanced, even punitive, damages, that they may tempt litigants to pursue their 
remedies there”. FAWCETT, “Products Liability…”, p. 96. 

1489 Cfr. FAWCETT, “Products Liability…”, pp. 109-110. 
1490 Cfr. VISCHER, “General Course on Private International Law”, p. 226. 
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principios de independencia e interdependencia jurisdiccional (cfr. su-

pra III. C. 2.d) y III. C. 2.e)1491. 

Las jurisdicciones exclusivas son excepcionales, y en su estableci-

miento suele jugar un papel relevante el orden público internacional1492. 

En el tema que nos ocupa, si existiera una jurisdicción exclusiva para re-

solver los conflictos que involucran relaciones de consumo, a la que se 

hubiera arribado por acuerdo entre distintos Estados, tendríamos una 

solución al conflicto de jurisdicciones. No así si la exclusividad fuera de-

terminada unilateralmente por un solo país, ya que podría resultar in-

eficaz. En este sentido, una jurisdicción unilateral sostenida sobre un 

principio globalmente admitido, de derecho consuetudinario o fruto de 

una valoración universalmente decantada, no perdería eficacia. No con-

sidero que hayamos llegado a este punto con el favor debilis como para 

admitir el forum domicilii del consumidor como exclusivo. 

 

Debemos distinguir entre la ‘jurisdicción inderogable’ y la ‘exclusi-

va’. La primera implica un límite a la autonomía de la voluntad: el tribu-

nal designado seguirá siendo competente. Por ejemplo, si el consumidor 

acepta litigar ante el domicilio del proveedor en el extranjero, ya sea 

porque demandó allí o bien respondió a un reclamo efectuado por el 

comerciante, no podrá luego rechazar la ejecución en virtud de que no 

se respetó el forum domicilii. Diremos entonces que se trata de un límite 

pero no una prohibición absoluta. 

Por el contrario, la jurisdicción exclusiva, al estilo del forum rei si-

tae, implica que la única jurisdicción válida es la establecida por el or-

                       

1491 Cfr. RODRÍGUEZ, “Algunas consideraciones sobre la jurisdicción inderogable…”, 
p. 162. También FERNÁNDEZ ARROYO, “Aspectos esenciales de la competencia judicial in-
ternacional…”, nro. 23, donde hace referencia a los límites que se pretendieron poner a 
los foros exclusivos en las CIDIP II y III. 

1492 Cfr. SOTO, Temas estructurales…, p. 123. Como una particularidad, vale la pena 
hacer notar que en Argentina, el Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de 
Santa Fe, indica en su artículo 269 que las sentencias dictadas en el extranjero, para po-
der hacerse efectivas, no deben invadir “la jurisdicción de los tribunales del país”, siendo 
este un ejemplo de máximo respeto al elemento extranjero, ya que la reserva de jurisdic-
ción local es sólo para las jurisdicciones exclusivas patrias.  
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denamiento interno. Siendo el “único”, no se puede validar un acuerdo 

derogatorio, o ejecutar una sentencia extranjera, o aceptar la litispen-

dencia, cosa juzgada o conexidad1493. La exclusividad se fundamenta en 

la vinculación de la materia con la soberanía del Estado o fuertes inter-

eses públicos, la búsqueda de seguridad jurídica, la coincidencia entre 

los órganos que deciden y los que deben ejecutar la sentencia, y final-

mente la cercanía de los hechos con el tribunal1494.  

No se deben crear jurisdicciones exclusivas, confundiéndolas con 

las inderogables. Un problema que acarrea no distinguir adecuadamente 

una de otra radica en la posibilidad de que las sentencias no sean reco-

nocidas. Si el consumidor no puede ejecutar una sentencia válida en el 

orden internacional, se encuentra ante una forma de denegación inter-

nacional de justicia, en este caso del Estado de los tribunales requeridos. 

Todo justiciable tiene derecho a la “tutela judicial efectiva por recono-

cimiento”1495. Si el consumidor ha iniciado un juicio ante un tribunal y 

luego la sentencia es claudicante por violatoria de la jurisdicción su-

puestamente exclusiva del Estado requerido, el afectado no tendrá más 

remedio que iniciar un nuevo proceso. 

Analizaré ahora, de modo general, si un estatuto particular como es 

el de protección del consumidor, por el cual el legislador decidió separar 

un sector de la realidad jurídica para someterlo a una regulación parti-

cular, implica al mismo tiempo determinar la exclusividad del foro don-

de ventilar las cuestiones referidas a ese estatuto. Debemos verificar si, 

por tratarse de una materia donde existe un interés público superior, 

cuando un juez extranjero haya dictado una sentencia sin considerar las 

normas del estatuto, incluso pudiendo invocarse la excepción del orden 

                       

1493 Cfr. RODRÍGUEZ, “Algunas consideraciones sobre la jurisdicción inderogable…”, 
p. 169. 

1494 Para que una jurisdicción pueda ser considerada exclusiva, debería existir una 
norma o principio del orden público internacional procesal. cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho In-
ternacional Privado, p. 470. también RODRÍGUEZ, “Algunas consideraciones sobre la juris-
dicción inderogable…”, p. 163. Ya me referí a las valoraciones que inciden en la determi-
nación de la exclusividad (cfr. supra p. 259). 

1495 Cfr. RODRÍGUEZ, “Algunas consideraciones sobre la jurisdicción inderogable…”, 
p. 172. 
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público (art. 517 inc. 4 del CPCyCN), esto implica una violación de un fo-

ro exclusivo1496.  

Una primera consideración es que las jurisdicciones exclusivas son 

excepcionales, y deben interpretarse con criterio restrictivo. No serían 

admisibles criterios que excluyan a otros tribunales si no mediara una 

fuente legal expresa1497. ¿Se desprende de aquí que un foro como el do-

miciliario, ante la ausencia de indicación precisa, mantendría un carác-

ter concurrente? Creemos que sí, pero con una aclaración. El favor debi-

lis debe terciar en la interpretación, en el sentido de que, en beneficio 

del consumidor, sería concurrente. Pero desde el punto de vista del pro-

veedor, el carácter de exclusivo o no dependerá del mayor beneficio del 

consumidor. El proveedor sólo puede dirigirse a ese tribunal (actúa co-

mo exclusivo), salvo que de otra opción resultara una ventaja para el 

consumidor (vuelve a ser concurrente)1498. 

La respuesta viene de la mano del análisis de los principios tuitivos, 

y no del estatuto protectorio en su totalidad, lo cual a esta altura ya re-

sulta recurrente. De esta manera, podría darse el caso de que si un ar-

gentino celebra en Buenos Aires un contrato de locación con una em-

presa norteamericana respecto de un inmueble situado en Miami, la 

                       

1496 Cfr. HERBERT, “El concepto de jurisdicción exclusiva...”, p. 261-262. 
1497 Cfr. RODRÍGUEZ, “Algunas consideraciones sobre la jurisdicción inderogable…”, 

p. 163. 
1498 Algunos autores proponen que la jurisdicción domiciliaria debe ser exclusiva, 

pero abierta a otras posibilidades más beneficiosas para el consumidor, y a su elección, 
como la existencia de bienes del proveedor en otro fuero, o existiera prórroga post litem 
natam, o que el derecho extranjero sea más beneficioso que el que aplicaría el juez do-
miciliario. Se debe prestar atención al posible forum shopping favorable al consumidor 
que provocaría este último criterio. Cfr. RUBAJA, Nieves y LOWENSTEIN, Vanesa, “Contratos 
de consumidores celebrados on-line: Un antivirus a la jurisdicción internacional”, JA 
2004-III, pp. 779-786, en 786. Es el criterio que sigue el Protocolo de Santa María y la 
Propuesta de Uruguay para la CIDIP VII. Esta última propone: “Art. 10. 1.- Regla general. 
Tendrán jurisdicción internacional para conocer de las demandas entabladas en materia 
de relaciones consumo, los tribunales del Estado Parte del domicilio del consumidor. 2.- 
Soluciones alternativas. Serán también competentes, a elección del consumidor manifes-
tada por la presentación de la demanda, los tribunales del Estado Parte: a).- de celebra-
ción del contrato de consumo; b).- de la prestación del servicio o la entrega del producto; 
c).- del domicilio del demandado”. 
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cuestión referida al desalojo deberá plantearse ante los tribunales don-

de está localizado el bien. Pero si se trata de un aspecto ligado al conte-

nido del contrato, como podría ser la discusión sobre las condiciones de 

la oferta de locación hecha al público, este asunto deberá ventilarse en 

el lugar de celebración. 

El mayor problema de asignar una jurisdicción exclusiva al consu-

midor, es el riesgo, primero, de la denegación de justicia; luego, la inefi-

cacia1499. Si el consumidor tuviera una única posibilidad jurisdiccional, 

es posible que ni siquiera pueda iniciar el reclamo, si el tribunal fuera 

uno distinto al domiciliario. En sentido contrario, es posible que pueda 

iniciar el proceso, incluso facilitado por el forum domicilii. Pero si esa 

atribución exclusiva fuera unilateralmente determinada por el propio 

ordenamiento, sin reconocimiento por parte de los demás Estados, la 

sentencia podría ser ineficaz.  

Por tanto, un Estado puede fijar unilateralmente el ámbito del ejer-

cicio internacional del imperium de sus propios jueces. Ya sabemos qué 

riesgo se corre: la sentencia puede ser rechazada, cuando, al solicitarse 

su ejecución, los demás Estados reclamen por la exclusividad indivi-

dualmente consagrada. Distinto es el caso cuando la jurisdicción exclu-

siva es determinada multilateralmente. Una excepción a este unilatera-

lismo está dada en los casos de jurisdicciones exclusivas universalmente 

admitidas, como las relativas a los bienes inmuebles. En este caso, un 

juez incluso puede declinar su competencia. 

Las determinaciones unilaterales de jurisdicciones exclusivas tie-

nen algunos efectos adicionales: a) no operarán los otros criterios atri-

butivos que estén previstos en el sistema jurídico del Estado que recla-

ma la exclusividad; b) no se podrán oponer las excepciones de litispen-

dencia, cosa juzgada y conexidad internacional; c) no será posible 

prorrogar la jurisdicción1500. 

                       

1499 Cfr. SOTO, Temas estructurales…, p. 60. 
1500 Cfr. RODRÍGUEZ, “Algunas consideraciones sobre la jurisdicción inderogable…”, 

p. 166. 
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¿Cuáles son estas competencias exclusivas y en qué medida pueden 

modelar nuestro sistema protectorio? Sin perjuicio de que luego anali-

zaré esta cuestión detallando la tipología de las distintas relaciones de 

consumo, mencionaré cuáles son, comparativamente hablando, las prin-

cipales determinaciones de las competencias exclusivas que pueden 

afectar este sistema. Dejaré de lado aquellas situaciones que pueden 

prever la jurisdicción exclusiva pero que no parece probable tengan in-

cidencia en nuestro problema: relaciones familiares, constitución de so-

ciedades comerciales, otorgamiento de derechos de propiedad intelec-

tual, derecho sucesorio, concursos y quiebras, derecho marítimo, etc.1501.  

Existe cierto consenso internacional en la legislación, la jurispru-

dencia y la doctrina, de que algunas materias exigen un foro exclusivo, lo 

que también puede observarse a través del estudio de los Tratados in-

ternacionales1502. Sin perjuicio de esto, como criterios generales para el 

discernimiento de estos foros de excepción, puede afirmarse: a) cada Es-

tado, en el ejercicio de su soberanía, determina en qué materias se esta-

blece un foro exclusivo, de acuerdo a los intereses públicos involucra-

dos, lo que no quita que esos intereses deban ser al menos explicitados, 

para que no resulte una calificación arbitraria; b) sin perjuicio de que 

una materia quede reglamentada como de jurisdicción exclusiva, esto no 

significa que todos los aspectos relacionados con la cuestión estén al-

canzados por ese fuero excluyente, ya que, por ejemplo, cuestiones rela-

tivas a los derechos reales pueden estar entremezclados con cuestiones 

contractuales; así, las garantías personales que puede otorgar el consu-

midor de tiempos compartidos (time sharing); c) en el caso de que la 

cuestión incluida en el foro exclusivo resulte ser un aspecto incidental al 

asunto principal, la exclusividad se referirá a la resolución de esa cues-

                       

1501 En el derecho argentino, donde las cuestiones jurisdiccionales aparecen dis-
persas por todo el ordenamiento, deberá estarse al estudio de cada relación jurídica. En 
otros sistemas la cuestión es más clara. Así, por ejemplo, se desprende del art. 2 de la 
Convención de La Haya de competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de re-
soluciones extranjeras en materia civil y comercial, donde al enunciar distintos supues-
tos de inaplicabilidad de la Convención, puede advertirse la presencia de foros exclusi-
vos. 

1502 Cfr. HERBERT, “El concepto de jurisdicción exclusiva…”, p. 244. 
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tión previa, como por ejemplo cuando ante el incumplimiento de un 

prestador de tiempo compartido se deba primero resolver el registro o 

la constitución del derecho real del condominio1503.  

También puede considerarse un foro exclusivo el determinado en la 

cláusula de prórroga de jurisdicción, cuando esta resulta válida de 

acuerdo a un tratado multilateral1504. En este supuesto, los Estados re-

conocen que sólo será competente el tribunal elegido por las partes, re-

sultando así la bilateralización de la norma. Mientras resulte válida la 

formalidad del pacto escrito, y no haya sido obtenido de manera abusi-

va, ese foro resulta exclusivo y principal1505. 

De aquí que cuando un Estado se vincula con otros, puede coordi-

nar con estos cómo se distribuyen las competencias, en un mutuo con-

senso. Esto ocurre mediante un Tratado multi o bilateral, o bien a través 

de una instancia supranacional comunitaria. Los niveles o grados de 

concurrencia y exclusividad quedarán fijados en los términos del com-

promiso internacional1506. De aquí pueden surgir competencias concu-

                       

1503 Idem, p. 248. La Convención de La Haya sobre acuerdos de elección de foro, en 
su art. 2 parágrafo 3, referido a la materia que queda excluida de la aplicación del Con-
venio, prevé que “[...] un litigio no quedará excluido del ámbito de aplicación del presen-
te Convenio si una de las materias excluidas en virtud de dicho apartado, surgiera úni-
camente como cuestión preliminar y no como cuestión principal. En particular, el solo 
hecho que una materia excluida en virtud del apartado 2 surgiera como defensa, no ex-
cluirá la aplicación de este Convenio a un litigio, si dicha materia no constituye cuestión 
principal de éste.” 

1504 Cfr. SOTO, Temas estructurales…, p. 60. Así se desprende de los arts. 4 y 7 del 
Protocolo de Buenos Aires, ya que el principio general es la jurisdicción elegida, y sólo 
cuando esta elección falta, se aplican los otros criterios, como el lugar de cumplimiento, 
domicilio del demandado, etc. Lo mismo se puede decir del art. 3. a) de la Convención de 
La Haya sobre acuerdos de elección de foro: a) “exclusive choice of court agreement” 
means an agreement concluded by two or more parties that meets the requirements of 
paragraph c) and designates, for the purpose of deciding disputes which have arisen or 
may arise in connection with a particular legal relationship, the courts of one Contract-
ing State or one or more specific courts of one Contracting State to the exclusion of the ju-
risdiction of any other courts” (el destacado me pertenece). 

1505 Cfr. UZAL, “Los particulares y el acceso a la jurisdicción en el marco del Merco-
sur”, p. 359. También SOTO, Temas estructurales…, p. 65. 

1506 Cfr. RODRÍGUEZ, L., “Algunas consideraciones sobre la jurisdicción inderoga-
ble…”, p. 164. 
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rrentes acordadas, como las previstas en el Protocolo de Santa María, 

que fijan la jurisdicción de acuerdo al domicilio del consumidor o del 

proveedor demandado. Si la jurisdicción se ejerce de acuerdo a los crite-

rios pactados —que establecen una cierta exclusividad—, los demás Es-

tados deberán reconocerla.  

En definitiva, un acuerdo multilateral sobre la jurisdicción exclusiva 

mejora la eficiencia y economía procesal. En cualquiera de los supues-

tos, mediando acuerdo internacional, la consecuencia es que no se reco-

nocerán sentencias dictadas por otros tribunales distintos a los señala-

dos por las disposiciones convencionales. Los Estados cumplen de este 

modo con las obligaciones asumidas1507. 

VI. C. 6. El forum non conveniens en las relaciones de consumo  

En los sistemas anglosajones, la institución del forum non conve-

niens se presenta como una característica negativa de la consecuencia 

jurídica de la norma de jurisdicción1508. Mientras tanto, no hay acuerdo 

sobre su existencia en los sistemas continentales. Éstos tienen una larga 

tradición en garantizar el acceso a la jurisdicción mediante reglas preci-

sas, y el hecho de que un juez pueda declinar de estas potestades es con-

                       

1507 Idem, p. 165. 
1508 La Propuesta canadiense de CIDIP VII contempla la institución: “5. (1) Después 

de considerar los intereses de las partes de un procedimiento en relación a un contrato 
de consumo y el interés público, un tribunal podrá negarse a ejercer su competencia en 
el procedimiento en relación a un contrato de consumo aduciendo que un tribunal de 
otro Estado es un foro más apropiado para conocer el procedimiento en relación a un 
contrato de consumo.(2) Al decidir si el tribunal o el tribunal de un otro Estado es el foro 
más apropiado para conocer el procedimiento en relación a un contrato de consumo, un 
tribunal tomará en cuenta las circunstancias pertinentes al procedimiento en relación a 
un contrato de consumo, inclusive (a) la ventaja comparativa y el gasto para las partes 
del procedimiento en relación a un contrato de consumo y para los testigos en el litigio 
en el tribunal o en un foro alternativo, (b) la ley aplicable a los asuntos incluidos en el 
procedimiento en relación a un contrato de consumo, (c) la conveniencia de evitar una 
multiplicidad de procedimientos jurídicos, (d) la conveniencia de evitar decisiones con-
tradictorias en diferentes tribunales, (e) la ejecución de un eventual juicio, (f) el funcio-
namiento justo y eficaz del sistema jurídico en su conjunto. Cfr. DENNIS, “Diseño de una 
agenda práctica…”, p. 230. 
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siderado una afectación de los derechos del justiciable1509. A salvo los 

criterios alternativos de determinación del domicilio o de las jurisdic-

ciones concurrentes, queda claro que la justicia viene de la mano de la 

seguridad y la certeza1510. 

El resultado final es que el juez declarado competente no asumirá 

su jurisdicción por razones de utilidad. La declinatoria o inhibición se 

produce cuando el tribunal advierte que es más oportuno que la causa 

tramite ante otro juez. La discrecionalidad debe manifestarse en condi-

ciones objetivas, como el domicilio de las partes, la distancia, dificulta-

des de instrumentar la prueba, o bien existir otra demanda en el extran-

jero1511. Este último aspecto es el que lo asemeja a la litispendencia. En 

cuanto a los elementos subjetivos a tener en cuenta, puede considerarse 

la grave dificultad de defensa en juicio, la jurisdicción es extraña para el 

demandado, o el serio riesgo de imposibilidad de presentar el reclamo 

por parte de los demandantes1512. 

                       

1509 Cfr. SOTO, Temas estructurales…, p. 67. La diferente aproximación a las razones 
de legitimación judicial son también mencionadas por FERNÁNDEZ ARROYO, “Aspectos 
esenciales de la competencia judicial internacional…”, nro. 15 y por VELÁZQUEZ GARDETA, 
La protección al consumidor on line…, pp. 389-391. También FEUILLADE, Competencia in-
ternacional…, p. 36 y ss. Respecto de su admisión en el derecho argentino, Alicia PERUGINI 

ZANETTI trae a colación el fallo de la CNCiv Sala I, Courtenay Luck de Van s/suc. ab intes-
tato, donde mediante la admisión del principio de eficacia de las decisiones, se hace una 
asimilación al forum non conveniens. Se trata de analizar la posibilidad de reconocimien-
to y ejecución que tiene la sentencia en el Estado extranjero con conexión con el caso; de 
este modo se puede recortar la legitimidad propia para asumir la jurisdicción. Cfr. 
PERUGINI ZANETTI, Actualización de la 10ª Ed. de Derecho Internacional Privado, de Werner 
GOLDSCHMIDT, p. 944.  

1510 Así, en el antiguo Convenio de Bruselas se preveía que un juez podía declinar 
su competencia ante la existencia de otro proceso conexo, o de una jurisdicción exclusi-
va; pero ninguna de estas situaciones implicaba que el juez tuviera la discrecionalidad 
suficiente para inhibirse, que requiere cumplir con presupuestos muy precisos. La cues-
tión mereció atentos debates cuando el Reino Unido accedió al Convenio de Bruselas, ya 
que se discutió si la doctrina del forum non conveniens seguía vigente. Cfr. BOUGEN, Chris-
topher D., “Conflicting Approaches to Conflicts of Jurisdiction: The Brussels Convention 
and Forum non conveniens”, Victoria University Wellington Law Review (VUWLR), (2002) 
33, pp. 261-285, en 264. 

1511 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, pp. 281-282. También cfr. 
FEUILLADE, Competencia internacional…, pp. 39-40. 

1512 Cfr. CANO BAZAGA, La litispendencia comunitaria, p. 30. 
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El demandado debe demostrar que hay otro tribunal con mayor in-

terés o con mayores posibilidades de solucionar el caso, ya que el forum 

non conveniens se aplica sólo cuando estamos ante jurisdicciones concu-

rrentes, y no cuando no existe un tribunal alternativo1513. Pero esto no 

significa que el juez solicitado de inhibición pueda por sí mismo reen-

viar el caso al otro tribunal. Quedará en manos de las partes —si el de-

mandado logra rechazar el procedimiento—, iniciar o no el proceso en 

foránea jurisdicción. Como mencioné, para que se haga lugar al forum 

non conveniens es necesario que exista otro u otros foros alternativos 

que estén disponibles (availability) y a su vez sean adecuados (adecua-

cy), a los fines de permitir a los demandantes obtener un proceso acce-

sible y por tanto justo, al menos desde el punto de vista procesal. Por 

tanto, la disponibilidad requiere a su vez un estudio comparativo desde 

la reglas de jurisdicción del tribunal al que será transferida la causa, en 

caso de que se hiciera lugar a la excepción. No sólo debe demostrarse 

que el conflicto será admitido en el tribunal aducido por el excepcionan-

te, sino que se podrán hacer valer todos los recursos procesales y proba-

torios que serían admisibles en el tribunal original1514.  

El otro elemento, la conveniencia, requiere un estudio de los distin-

tos aspectos del procedimiento en una y otra jurisdicción, en cuanto a la 

posibilidad del demandante de obtener, no sólo un juicio justo, sino un 

efectivo remedio1515. Este último aspecto es muy relevante, desde la 

                       

1513 Cfr. VISCHER, “General Course on Private International Law”, p. 220. 
1514 Cfr. GARRO, Alejandro, “Forum non conveniens: ‘availability’ and ‘adequacy’ of 

latin american fora from a comparative perspective”, Inter-American Law Review, Vol. 
35:1, pp. 65-99, en 65. Es interesante el caso “Abad v. Bayer Corp.” 563 F.3d 663 (7th Cir. 
2009)” Allí más de 600 pacientes hemofílicos de Argentina demandaron a Bayer por 
contagio de HIV (SIDA) y hepatitis B a consecuencia del uso de productos contaminados 
durante el proceso de fabricación. Entre otras consideraciones, en la primera instancia 
se hizo mención a que resultaba más conveniente para los 600 damnificados continuar 
el proceso en su domicilio, sin necesidad de testificar en los Estados Unidos, como asi-
mismo trasladar las historias clínicas al tribunal norteamericano. Está comentado por 
RINALDI, Cecilia, “Forum Non Conveniens, the Availability and Adequacy of the Argentine 
Forum, and the Balance of Private-Public Factors in, paper presentado para su publica-
ción en la Duke Journal of Comparative and International Law, inédito al 9 de julio de 
2010. 

1515 Cfr. GARRO, “Forum non conveniens…”, p. 66. 



634 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

perspectiva del consumidor y atendiendo a la vigencia del favor debilis o 

el principio de no denegación de justicia. Los costos del proceso, la len-

gua de los tribunales, la comparecencia de testigos, etc., son todas cir-

cunstancias que pueden afectar las garantías del consumidor, y por lo 

tanto ocasión de rechazar la excepción del forum non conveniens. Si el 

otro foro alternativo resulta muy gravoso, sin necesidad de caer en la 

denegación de justicia, no se hará lugar a la excepción. 

La situación más paradójica se presenta cuando —ante la existencia 

de foros concurrentes— el consumidor demandante elije iniciar el re-

clamo ante el tribunal del domicilio del proveedor en el extranjero, y a 

su vez el proveedor manifiesta que es más conveniente para el consu-

midor iniciar el reclamo en su propio domicilio. Es decir, que el provee-

dor prefiere ser juzgado ante tribunales distintos a los de su domicilio, y 

el consumidor reclamar en el extranjero. ¿Cómo es posible? ¿No sería ir 

contra el principio general de que el tribunal domiciliario es el más con-

veniente ante la situación de debilidad del consumidor? ¿No es contra-

decir la tendencia de las empresas de prorrogar jurisdicción a los tribu-

nales de su sede social?1516  

Creo que la mejor forma de mostrar el funcionamiento de la institu-

ción es a través de dos casos de la jurisprudencia norteamericana. Allí 

podremos obtener elementos que sirvan para universalizar principios o 

conclusiones. 

a) El derecho anglosajón: un caso relevante 

En el caso Shaw c. Marriot, que ya cité al comienzo del Capítulo V (p. 

466), representa un interesante precedente para evaluar los criterios a 

considerar en orden a la admisión o rechazo de la excepción de forum 

                       

1516 Es la situación que se presentó en Abad v. Bayer Corp., ya comentado. Como ya 
mencioné antes, la situación es relativamente común y representa una de las más fre-
cuentes posibilidades de forum shopping: cuando las normas de reponsabiliad por pro-
ductos son más severas en el lugar de fabricación que en el de acaecimiento del daño. 
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non conveniens1517. La solicitud de incompetencia presentada por Ma-

rriott fue denegada debido a que “existen intereses públicos y privados 

a favor de iniciar el litigio en el Distrito de Columbia”. Veamos los argu-

mentos. 

Los hechos principales sobre los que se inició la demanda sucedie-

ron en Rusia. Allí los pasajeros del hotel hicieron los pagos en exceso, 

debido a la información maliciosa y la liquidación errónea efectuada por 

el hotel en Moscú. Entre otros argumentos para que se declare el forum 

non conveniens, Marriot señala que los demandantes no están en condi-

ciones de producir en Estados Unidos la prueba de los hechos que sus-

tentan el reclamo.  

El magistrado señaló que para hacer lugar a la excepción, la parte 

oponente debe demostrar dos extremos. Primero, que existe un foro al-

ternativo en el que el demandado puede ser afectado por el proceso ju-

dicial. Segundo, si existe un foro alternativo el tribunal debe contrapesar 

una variedad de intereses públicos y privados que justifique cuál es foro 

más apropiado. La prueba de quién alega que existe un foro más apro-

piado recae sobre el demandado excepcionante. Marriott argumenta 

que el reclamo debe ser rechazado porque los hechos alegados ocurrie-

ron en Rusia. Allí debe ser presentado el caso y resolverse de acuerdo a 

la legislación rusa, porque el sobrecargo y su evidencia están localizados 

en el lugar donde ocurrió el hecho. 

                       

1517 US District Court for the District of Columbia, Civil Action No. 05-1138 (GK). 
Recordemos: se trata de consumidores que, a través de la página Web de la cadena de 
hoteles, contratan reservas en el establecimiento correspondiente a la ciudad de Moscú. 
En la oferta figura una tarifa diaria en dólares que sería luego liquidada en rublos al 
momento de dejar el hotel, al tipo de cambio de ese día. Al momento del pago, la tarifa en 
rublos es transformada a dólares. El paso de la tarifa original en dólares a rublos, y luego 
de nuevo a dólares, implicó un aumento real del precio publicitado de un 18% en exceso. 
De todos modos, finalmente el caso no resultó favorable a Shaw ni los otros demandan-
tes. Por parte de Shaw, resultó que no fue considerado consumidor debido a qu ese alo-
jaba en el hotel por reuniones de trabajo relacionadas con su profesión de abogado, 
amén de que la cuenta la pagaba la firma a la que pertenecía. Otro de los demandantes, 
también acudía a Moscú en representación de una organización sin fines de lucro, con lo 
cual tampoco cabía en la categoría de las normas del Distrito de Columbia.  
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Sin embargo, los demandantes alegaron que Marriot es una corpo-

ración norteamericana, la que informó incorrectamente el precio al 

momento de hacer las reservas; por tanto, el domicilio del demandado y 

el deber de informar se localizan en Estados Unidos. La información 

errónea, de acuerdo a la cual los clientes tomaron la decisión equivoca-

da, fue brindada en violación a la legislación del Distrito de Columbia, no 

al derecho ruso. Agregan que las políticas de precios son corporativas, y 

la emisión del sitio Web ocurrió en las oficinas centrales de la cadena, en 

los Estados Unidos. Por tanto, si la utilización de un tipo de cambio ‘in-

flado’ es legal de acuerdo a la legislación rusa o si esas prácticas comer-

ciales satisfacen los requerimientos legales rusos, es irrelevante. La lo-

calización de los demandantes en el hotel también es irrelevante. Este 

argumento de Marriot no tiene sustento y es contingente. 

Respecto del sujeto demandado, el expert witness ruso aclaró que 

los extranjeros pueden iniciar una acción en Rusia, contra empresas ru-

sas. Ahora bien: no dice si ciudadanos norteamericanos pueden deman-

dar a una corporación norteamericana en Rusia por hechos ocurridos en 

Norteamérica. Otro elemento que tuvo en cuenta el magistrado es que 

Marriot en ningún momento aclara si aceptaría ser demandado en Mos-

cú, o si esa acción existe y puede intentarse en Rusia.  

En definitiva, Marriot no adjuntó la suficiente información para 

permitir la evaluación de un foro alternativo. Si fuera cierto que Rusia es 

un foro alternativo adecuado, el segundo paso, que es analizar los inter-

eses públicos y privados, determina seriamente la denegación de la ex-

cepción. Este último análisis no es automático. Los factores privados in-

cluyen la facilidad de acceso a la prueba, la capacidad de presentación 

de testigos y el costo de su traslado, la capacidad del tribunal de hacer 

efectiva la decisión, y otros gastos e ineficiencias. Estos factores jugaban 

decisivamente a favor de abrir el litigio en el Distrito de Columbia, por 

sobre la posibilidad de hacerlo en Rusia. 

Marriot alegó que la prueba esencial consistía en citar a los testigos 

del check out del hotel. Sin embargo, la prueba en este caso se refiere a 

la información disponible en el website de Marriot y su certeza, cómo se 

selecciona la información, qué datos están disponibles y el testimonio de 
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aquellos que acceden y toman decisiones en base a esa información. Se 

trata de probar las acciones de Marriot en su política de ventas. 

Estas pruebas, respecto de lo que se reclama, estaban mejor dispo-

nibles en Columbia, donde se encuentran los archivos y otros documen-

tos. El hecho de que Marriott afirmara que las oficinas están en Mary-

land antes que en el Distrito de Columbia, no jugaba a favor de que el 

mejor foro sea Rusia. Entre otros elementos, uno de los testigos centra-

les residía en el distrito de Columbia. También fue considerado el idio-

ma de la transacción, del litigio, del tribunal, de las partes y de los testi-

gos. En este sentido, toda la prueba debía producirse en inglés: el websi-

te del sistema de reservas, los términos y condiciones, la confirmación 

de las reservas, las facturas y otros comprobantes finales. 

Los intereses públicos a considerar y que menciona el magistrado 

incluyen habitualmente las dificultades derivadas de la congestión de 

los tribunales, el interés local de tener todas las controversias localiza-

das en la jurisdicción del domicilio del demandado, la necesidad de apli-

car ley extranjera y la carga de decidir un caso con elementos interna-

cionales. Existía interés del distrito de Columbia en una causa traída por 

uno de sus residentes bajo su legislación de protección del consumidor. 

Además, como también la Corte afirmó más adelante, Marriott no de-

mostró que sea necesario aplicar al caso la legislación rusa.  

Desde que el reclamo de los demandantes estuvo correctamente es-

tructurado, es claro que Rusia no resultaba un foro más conveniente, y 

por tanto sus órganos judiciales no podían tener un gran interés en que 

la controversia se decida allí. La relación del caso con el foro era más 

significativa con el Distrito de Columbia. Por estas razones se declinó la 

aplicación de la doctrina del forum non conveniens. Entre las fuentes uti-

lizadas, se hizo mención al Restatement, que indica como criterios de ju-

risdicción aplicables al caso: 

a) The place where the injury occurred;  

b) The place where the conduct causing the injury occurred; 

c) The domicile, residence, nationality, place of incorporation 
and place of business of the parties; and  
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d) The place where the relationship is centered1518.  

La ponderación e importancia de cada uno de los criterios del Res-

tatement dependerá del caso. Adicionalmente,  

“The District of Columbia has a ‘strong interest’ in protecting con-
sumers and promoting fair business practices by corporate entities 
headquartered within the city limits”1519.  

Al haberse calificado la relación jurídica a partir de la información 

falaz emitida en Columbia, este fue el lugar donde se cometió el hecho 

que produjo el daño. En el caso, el domicilio de los demandantes no fue 

tenido en cuenta, aún cuando estuviera localizado en distintas jurisdic-

ciones estaduales e inclusive en el extranjero, como Londres, por ejem-

plo. En cuanto al lugar donde se estableció la relación jurídica, el tribu-

nal consideró que al haberse consumado por Internet, resulta irrelevan-

te.  

En resumen, el caso brinda un acabado panorama de qué elementos 

deberán ser considerados para admitir o desechar una excepción de fo-

rum non conveniens.  

                       

1518 Como parte del análisis de conveniencia, los tribunales suelen analizar los cua-
tro factores enumerados en el Restatement (Second) of Conflict of Laws § 145:  

1519 Inicialmente se establece que no había vinculación del caso con Rusia. Cabe 
aclarar que luego, en el análisis que realiza la Corte Federal de Apelaciones se establece 
que no hay intereses del Distrito de Columbia involucrados en el caso, y que la vincula-
ción de Marriot con el distrito no es tal, como así tampoco la ubicación del servidor, el 
call center, etc. “Neither Charness's injury nor Marriott's conduct occurred in the District of 
Columbia. Neither party has a domicile, residence, place of incorporation, or principal 
place of business in Washington, and it is clear that the relationship between them is not 
centered in the District. In sum, the Restatement factors confirm that D.C. law does not ap-
ply”. United States Court of Appeals, District of Columbia Circuit, Britt A. SHAW, et al., 
Appellants v. MARRIOTT INTERNATIONAL, INC., appellee. No. 08-7142. Argued Sept. 24, 
2009. -- May 28, 2010 
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b) Aplicación del forum non conveniens a la jurisdicción protec-

tiva del consumidor 

Debemos considerar que así como el forum non conveniens es una 

limitación de la competencia, el conveniens la amplía si, por ejemplo, es 

posible ejercer poder físico sobre el demandado. En este supuesto, ra-

zones de eficacia justificarán la apertura de la jurisdicción. En ambos ca-

sos, se trata de evitar foros exorbitantes y asegurar la relación del caso 

con el tribunal. Parecería que el juez puede hacer uso de la doctrina del 

forum conveniens o foro más apropiado si, a su juicio, está en condicio-

nes de hacer justicia a un consumidor.  

Por ejemplo, si el demandante es el empresario en su propio domi-

cilio, el consumidor deberá argumentar por qué aquel debería presentar 

la causa ante otro tribunal —el domiciliario del demandado, entre otros. 

Si este demostrara que el reclamo debería incoarse ante sus propios 

jueces —debido, por ejemplo, a que la sentencia obtenida por el empre-

sario demandante nunca sería ejecutada ante los tribunales domiciliaros 

del consumidor—, sería un argumento suficiente para que el juez del fo-

ro del comerciante no abra la causa.  

En el caso inverso, puede suceder que el consumidor demandara en 

el domicilio del empresario, y este adujera que son competentes los jue-

ces del lugar del acaecimiento del hecho dañoso (lex loci delicti commis-

si), seguramente coincidente con el domicilio del consumidor. En este 

supuesto, y sólo desde el punto de vista de la disponibilidad, el provee-

dor deberá demostrar que los tribunales domiciliarios del consumidor 

harían lugar a la causa. A modo ilustrativo de las dificultades que puede 

tener un proveedor para convencer al tribunal que es ‘adecuado’ o ‘más 

apropiado’ reclamar ante otro tribunal, GARRO indica que por regla ge-

neral los tribunales latinoamericanos serán inadecuados. La reparación 

será más efectiva ante el domicilio del demandado en Estados Unidos, 

debido a las carencias de los Poderes Judiciales de nuestros países fren-

te a la mejor situación de los norteamericanos1520. 

                       

1520 GARRO no se refiere a reclamos de consumidores sino de casos de grupos de 
damnificados, como la célebre acción de clase contra Dole Food Co. y Shell Oil. Co. pre-
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Por el contrario, un signo inequívoco de ser más adecuado el tribu-

nal del foro del demandado —y por tanto no deberá hacerse lugar al fo-

rum non conveniens— es la existencia de procedimientos colectivos; más 

aún si ya se encuentran abiertos y los consumidores sólo deben acceder 

a la clase ya constituida. La Propuesta canadiense de CIDIP VII ya citada 

se refiere a esto de modo indirecto como “la conveniencia de evitar una 

multiplicidad de procesos jurídicos”. En igual sentido, si esos procedi-

mientos no existieran en el tribunal que se argumenta como más ade-

cuado, es una señal de inadequacy. Es uno de los casos en que el forum 

legis, en cuanto tribunal más favorable al derecho procesal o sustancial 

del consumidor, resulta motivo para no hacer lugar al forum non conve-

niens1521.  

El principio de efectividad de la sentencia es otro indicador para 

aceptar la competencia o declinarla, ya que el juez puede anticipar los 

resultados de su decisión y así evitar dispendiosa actividad judicial. Por 

tanto, la eficacia extraterritorial de la sentencia debe considerarse a la 

                       

sentada por los trabajadores de las plantaciones de bananos afectados por los pesticidas 
en base a DBCP. Las carencias o condiciones inapropiadas de los tribunales latinoameri-
canos han sido reconocidas por organismos gubernamentales estadounidenses, como la 
United States Agency for International Development, o instituciones independientes co-
mo el Banco Interamericano de Desarrollo. GARRO, “Forum non conveniens…”, pp. 82-84. 

1521 VELÁZQUEZ GARDETA trae a colación dos fallos en que se consideró que no debía 
hacerse lugar a una cláusula de prórroga de jurisdicción a tribunales arbitrales, si en 
esos foros no se admitían las acciones de clase para causas de menor cuantía, o si ante la 
nulidad de la cláusula resultaban competentes los tribunales domiciliarios del consumi-
dor. Se argumentó que existían razones de políticas públicas y principios fundamentales 
como el acceso a los tribunales en condiciones de igualdad. Los fallos son Dix v. ICT 
Group, Inc., Nro. 77101-4, 2007 WL 2003407 (Wash. July 12, 2007) y Scarcella v. Amer-
ica Online, Inc., Nro. 570315/05, 2005 WL 3542868 (N.Y. App. Term, Dec. 28, 2005). Se 
trata de admitir, ya sea mediante el forum conveniens o el non conveniens, el tribunal 
“donde la legislación procesal amplíe las facilidades y las garantías del ejercicio de una 
reclamación en pro de los consumidores, tomando en consideración sus posibilidades 
económicas y su posición de inferioridad”. VELÁZQUEZ GARDETA, La protección al consumi-
dor on line…, pp. 400-401. Adicionalmente, refiere el caso donde el tribunal asumió ju-
risdicción y declaró abusiva una cláusula de aplicación del derecho de otro Estado, si es-
to hubiera implicado privar a los consumidores de un proceso de acción de clase por re-
clamos de menor cuantía. Los consumidores y el tribunal correspondían a California y el 
foro prorrogado y derecho designado a Georgia, a 3000 kms de distancia. El caso es Aral 
v. Earthlink, 2005 WL 3164648 (Cal. Ct. App. 2d Dist., Div., 4 Nov. 2005). 
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luz no sólo de la jurisdicción del propio tribunal ante el que se presenta 

la demanda, sino también ante el tribunal en el que el demandado posee 

bienes ejecutables1522. 

A todas luces se pueden apreciar las dificultades que acarrea al 

consumidor demandante que el tribunal del demandado decrete el fo-

rum non conveniens. Desde ya, siempre quedará como reaseguro la ga-

rantía de defensa en juicio. Sin embargo, habrá que estar prevenidos de 

los conflictos que se pueden presentar cuando el demandante es remiti-

do a otro tribunal y este último se declara incompetente porque el caso 

no guarda relación con el foro1523. Las razones por las que un juez ex-

tranjero es competente no pueden ser determinadas por el tribunal que 

se excepciona. En un “choque de sistemas”, el perjudicado es el consu-

midor. De todos modos, y como propuesta de lege ferenda, también será 

posible una solución intermedia, donde el juez no declina su competen-

cia, sino que sólo dilata la resolución hasta que el demandante demues-

tre haber iniciado la causa ante el otro fuero1524. 

En definitiva, parece incompatible con un sistema protectorio, que 

quiere asegurar al consumidor foros ciertos y asequibles, la vigencia de 

una institución “plástica” que se acomoda a los criterios del juez. De to-

das maneras, aún cuando no parezca acomodarse a nuestra mentalidad 

de reglas fijas de jurisdicción, gran parte de sus ventajas pueden ser 

asequibles a través del ejercicio de la garantía de defensa en juicio y del 

forum necessitatis. 

                       

1522 Sin embargo, la opinión de FERNÁNDEZ ARROYO y ALL —comentando la Propuesta 
canadiense para la CIDIP VII—, es negativa en cuanto a la introducción de esta institu-
ción en el sistema intermericano; en gran medida por las profundas divergencias exis-
tentes en los órdenes internos. Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO y ALL, “Apreciación general…”, Se-
gunda parte, nro. V in fine. 

1523 Ver los casos que cita GARRO, aunque no se refieren a relaciones de consumo. 
Tienen en común que los demandantes habían iniciado la causa ante el domicilio del 
demandado en Estados Unidos (forum rei sequitur), siendo rechazados en virtud de la 
aplicación de los principios del forum non conveniens, quedando luego los demandantes 
privados de su derecho de acceso a la jurisdicción, al no ser admitidos luego ante los tri-
bunales donde había ocurrido el hecho ilícito o estos habían producido sus efectos. 
GARRO, “Forum non conveniens…”, pp. 74-76. 

1524 Cfr. CANO BAZAGA, La litispendencia comunitaria, p. 30. 
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VI. C. 7. Foro de necesidad 

La protección de la garantía de defensa en juicio lleva, en determi-

nadas circunstancias, a que el juez pueda abrir la jurisdicción de manera 

de evitar un supuesto de denegación de justicia, aun cuando no esté ex-

presamente previsto1525. En los sistemas de common law es una institu-

ción relacionada con el forum conveniens y el non conveniens. Se trata de 

evitar la denegación de justicia mediante la ampliación excepcional de la 

jurisdicción, atendiendo a razones valorativas del juez del foro. 

La cuestión se asienta en el derecho fundamental a ser oído en jui-

cio, que ya he considerado1526. No existe una norma que haga referencia 

a la aplicación precisa a los conflictos que involucran a consumidores. 

Sin embargo, debido a la debilidad propia de éste y ante la carencia de 

un tribunal designado, o ante la duda de que determinado tribunal se 

aboque al caso, el juez podrá hacer lugar a la pretensión jurisdiccional. 

Puede servir de orientación, aún cuando se trate de una propuesta, lo 

establecido en el Art. 19 del Proyecto de Código de Derecho Internacio-

nal Privado: 

“Foro de necesidad. Aunque las reglas del presente código no atri-
buyan jurisdicción internacional a los tribunales argentinos, éstos pue-
den intervenir con la finalidad de evitar la denegación de justicia cuando 
no sea posible iniciar la demanda en el extranjero, siempre que la causa 
presente vínculo suficiente con el país, se garantice el derecho de defensa 
en juicio y se atienda a la conveniencia de lograr una sentencia efi-
caz”1527. 

                       

1525 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, p. 76. También FERNÁNDEZ ARROYO, “Aspectos esenciales de la competencia 
judicial internacional…”, nros. 28 y 29. Puede ser visto como un conflicto negativo de ju-
risdicciones. Cfr. VISCHER, “General Course on Private International Law”, p. 205. La exis-
tencia del foro de necesidad es admitida de modo unánime por la doctrina y jurispru-
dencia. cfr. FEUILLADE, Competencia internacional…, p. 35.  

1526 No se trata de que su pretensión le sea resuelta favorablemente, sino que tenga 
la posibilidad de ser oído de modo eficaz, razonable y oportuno. cfr. FEUILLADE, Compe-
tencia internacional…, p. 36. 

1527 El texto del Proyecto sigue al art. 3 de la Ley Suiza de Derecho Internacional 
Privado: "Cuando la presente ley no prevea algún foro en Suiza y un proceso en el ex-
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La carencia normativa no podrá servir de excusa para rechazar un 

caso cuando esté en juego la garantía de defensa en juicio, debido a que 

los requisitos exigidos por este foro son parte de la estructura principia-

lista del sistema1528.  

VI. D. JURISDICCIÓN Y AUXILIO JUDICIAL INTERNACIONAL EN CASOS QUE 

INVOLUCRAN A CONSUMIDORES 

Si bien no es objeto principal de esta tesis el estudio del capítulo del 

Derecho Internacional Privado denominado “auxilio procesal interna-

cional” o “cooperación jurídica internacional”, es claro que algunas de 

sus concreciones pueden afectar la justicia sustancial del caso1529. Esto 

podría invitar a una especie de forum shopping, no ya para elegir un de-

recho favorable, sino un proceso más conveniente. Entonces, será parte 

de la estrategia judicial del demandante elegir uno u otro juez, cuando 

estemos ante una jurisdicción concurrente, como asimismo la conside-

ración por parte del demandado acerca de la conveniencia de oponer o 

no ciertas excepciones1530. 

                       

tranjero no se revele posible o, cuando no se pueda razonablemente exigir que allí sea 
introducido, tendrán competencia los tribunales o autoridades administrativas suizas 
del lugar con el cual el supuesto tenga suficiente relación". Citado por FERNÁNDEZ ARROYO, 
Derecho Internacional Privado de los Estados del MERCOSUR, p. 164. 

1528 Ibidem. 
1529 Quedan claras las diferencias entre la aplicación del derecho extranjero, la ju-

risdicción competente y el procedimiento internacional, pero vale la pena considerar la 
posibilidad de que los aspectos procesales atenten contra la justicia material del caso. Y 
viceversa, cuando la ley procesal extranjera ofrece mayores garantías para el consumi-
dor. Cfr. FEUILLADE, “La ley que rige el proceso...”, p. 969. 

1530 Cfr. FEUILLADE, “La ley que rige el proceso...”, p. 972. “El fraude a la ley procesal, 
que es el análogo al fraude a la ley y básicamente va a consistir en el cambio del punto de 
conexión con la intención de obtener una ventaja procesal. El fraude procesal está por 
delante del fraude a la ley, porque el cambio de punto de contacto implica un cambio de 
competencia judicial internacional”. 
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VI. D. 1. Distintas injerencias de la ley que rige el proceso  

Un punto relevante es el beneficio de litigar sin gastos, concedido a 

los extranjeros en igualdad de condiciones que a los nacionales1531. En el 

caso de procedimientos y trámites en el extranjero, el beneficio que 

brinda el certificado de pobreza en el lugar de tramitación del proceso 

será mantenido en el lugar de su presentación1532. De aquí pueden surgir 

desasimetrías procesales en los casos en que, por ejemplo, las asocia-

ciones de consumidores son beneficiarias de este privilegio (Art. 55 

LDC). Lo mismo se puede decir respecto de la vigencia en la jurisdicción 

requerida de la institución de la cautio iudicatum solvi o arraigo en jui-

cio, que podría constituirse en un perjuicio para el consumidor al verse 

limitado cuando debe reclamar en el domicilio del proveedor1533.  

Un aspecto similar, al menos en cuanto al incentivo que puede re-

presentar para el consumidor iniciar o no algún reclamo, y por tanto re-

levante en la estrategia procesal, son los denominados contingent fees, 

                       

1531 Art. 20 de la Convención sobre Procedimiento Civil, aprobada por la Conferen-
cia de la Haya el 1º de Marzo de 1954 (aprobada por ley 23.502): “En materia civil y co-
mercial, los nacionales de cada uno de los Estados contratantes gozarán en todos los 
otros Estados contratantes del beneficio de defensa gratuita en un mismo pie de igual-
dad con sus nacionales, de conformidad con la legislación del Estadodentro de cuyo te-
rritorio el beneficio de la defensa gratuita sea reclamado”. En materia de defensa del 
consumidor el privilegio suele ser más amplio, ya que no se otorga sólo a la defensa, sino 
al consumidor demandante. 

1532 Cfr. art. 5 de la CIDIP II sobre Eficacia Extraterritorial de las Sentencias y Lau-
dos Arbitrales Extranjeros y art. 16 de la Convención Interamericana sobre Cumplimien-
to de Medidas Cautelares, CIDIP II, Montevideo, 1979. El problema del beneficio de liti-
gar sin gastos, o beneficio de pobreza, puede interpretarse analógicamente con otros re-
gímenes de partes débiles, como los menores o los trabajadores. El riesgo está en la 
posible exorbitancia del beneficio, porque puede generar audaces consumidores de-
mandantes, que hagan uso del forum shopping, aumentando el índice de litigiosidad de 
modo irrazonable. Para ver cómo actúa el beneficio de la justicia gratuita a favor de los 
consumidores en el derecho argentino, cfr. JUNYENT BAS y DEL CERRO, “Aspectos procesa-
les…”, p. 1289 y ss.  

1533 Entre las fuentes del derecho argentino que rechaza el arraigo en juicio, se 
pueden mencionar los arts. 3 y 4 del Protocolo de Las Leñas y art 25 de la Convención de 
La Haya sobre aspectos civiles de sustracción de menores. Cfr. PERUGINI ZANETTI, Alicia, 
10ª Actualización al Derecho Internacional Privado, de Werner GOLDSCHMIDT, Abeledo Pe-
rrot, Buenos Aires, 2009, pp. 832-834. 
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también llamados entre nosotros “pactos de cuota litis”. El hecho de que 

en algunas jurisdicciones no sean admitidos puede ser una limitación a 

los derechos de los consumidores, que sin esa posibilidad tal vez no ini-

ciarían un proceso en el extranjero1534.  

También hay que considerar, como derivados del principio lex loci 

regit processum, los problemas que presenta la legitimación procesal y 

la representación1535. Cuando estamos ante jurisdicciones concurrentes, 

y el consumidor demandante se plantea la posibilidad de participar de 

una ‘acción de clase’ u otro proceso colectivo, las condiciones para inte-

grar esa clase o grupo estarán dadas por la lex fori. En estos supuestos 

resulta evidente la interrelación entre los aspectos sustanciales, juris-

diccionales y procesales del caso, como asimismo la existencia de un fo-

rum shopping procesal1536.  

No menos relevancia presenta la disponibilidad de distintas formas 

de notificación y la citación en rebeldía. Por ejemplo, si un demandado 

en Argentina puede ser citado por edictos (Art. 59 y ss. del CPCyCN), y 

de acuerdo a la legislación norteamericana vigente para las class action 

es admisible la convocatoria de presuntos damnificados mediante una 

solicitada en los principales periódicos, esta última significa una forma 

                       

1534 Cfr. FAWCETT, “Products Liability…”, p. 99. 
1535 Cfr. FEUILLADE, Milton, “Legitimación procesal, representación y poderes inter-

nacionales”, LL 2007-F, 1398. 
1536 Si bien no presenta cuestiones de Derecho Internacional Privado, WOODWARD 

cita el caso America Online, Inc. v. Booker, donde el demandado inició una acción de clase 
en Florida cuestionando la práctica de AOL’s de recargar a los clientes por el tiempo que 
dedicaban a leer pop-up´s emergentes (781 So. 2d 423 (Fla. Dist. Ct. App. 2001). La cláu-
sula del contrato de adhesión de AOL contenía disposiciones de derecho aplicable y pró-
rroga de jurisdicción, especificando el Estado de Virginia. Los demandantes adujeron no 
saber que Virginia no prevé en su legislación el remedio de las acciones de clase, y que 
por tanto AOL, por este medio, limitaba la aplicación de este instrumento procesal, sien-
do que esto no se indicaba expresamente. La Corte no hizo lugar al cuestionamiento de 
‘unconscionability’ (abusividad), y la mera inexistencia del recurso a una class action no 
es motivo suficiente para decir que se trataba de una cláusula injusta o de mala fe. 
WOODWARD Jr, William J., “Finding the contract in contracts for law, forum and arbitra-
tion”, Hastings Business Law Journal, Vol. 2:1, Winter 2005, pp. 18-19. 
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legal sustancialmente equivalente a la aquí requerida1537. Así, si los con-

sumidores argentinos dañados en virtud de productos defectuosos, fa-

bricados en EE.UU., fueran notificados por una solicitada aparecida en 

los más importantes periódicos de Buenos Aires y el interior del país, 

sería considerado una convocatoria válida a los fines de su participación 

en las acciones colectivas tramitadas en tribunales norteamericanos. 

Luego, la empresa estadounidense puede oponer la resolución de sus 

jueces frente a los consumidores argentinos que más tarde se presenten 

en posteriores reclamos, si no participaron oportunamente en la acción 

de clase tramitada al efecto. 

En cuanto a la legitimación procesal que deberían tener las asocia-

ciones de consumidores (arts. 55-58 LDC) para actuar en el extranjero, 

también será un asunto regido por la lex fori1538. Esto no incluye las for-

malidades de los poderes requeridos, que se rigen por el lugar de otor-

gamiento, aunque sí se aplicará la lex fori si ésta exige solemnidades 

esenciales para la validez del poder1539. 

La cooperación internacional reglamenta la ejecución de medidas 

cautelares, la obtención de pruebas en el extranjero, la información 

                       

1537 Art. 2. e) de la CIDIP II sobre Eficacia Extraterritorial de las Sentencias y Lau-
dos Arbitrales Extranjeros: “Que el demandado haya sido notificado o emplazado en de-
bida forma legal de modo sustancialmente equivalente a la aceptada por la ley del estado 
donde la sentencia, laudo y resolución jurisdiccional deban surtir efectos”. 

1538 Art. 56 LDC “d) Recibir reclamaciones de consumidores y promover soluciones 
amigables entre ellos y los responsables del reclamo;e) Defender y representar los inter-
eses de los consumidores, ante la justicia, autoridad de aplicación y/u otros organismos 
oficiales o privados; (...)” Como puede verse, la norma no especifica si incluye los proce-
dimientos en el extranjero. De todos modos, esta legitimación procesal conferida por la 
ley argentina no tendrá efectos en otra jurisdicción si allí no es reconocida. Esto es más 
que el mero reconocimiento del poder, que puede ser un aspecto formal. La legitimación 
es un requisito sustancial de la acción: es la identidad entre la persona a quién que la ley 
concede la acción y quién asume el carácter de actor.  

1539 Cfr. FEUILLADE, “Legitimación procesal...”, p. 1399. De todas formas, el ejercicio 
concreto de las facultades concedidas por el poder otorgado quedará sujeto al lugar de 
ejecución, que es donde deben surtir efectos sus disposiciones: los efectos jurídicos de 
los actos y contratos se rigen por el derecho del lugar donde serán ejecutados. Cfr. art. 2 
de la Convención sobre Régimen Legal de Poderes para ser utilizados en el Extranjero, 
Panamá, 1975 (CIDIP I), ratificado por Argentina, Ley 22.550. 
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acerca del derecho foráneo, etc.1540.Un aspecto fundamental de esta co-

operación está dado por la reglamentación del reconocimiento y ejecu-

ción de sentencias extranjeras y su relación con la jurisdicción interna-

cional1541. Desde esta perspectiva, “[R]epresenta la forma más sublime y 

acabada de cooperación en el ámbito jurídico1542”. No debemos olvidar 

que las normas de jurisdicción indirecta implican renunciar a la propia 

potestad decisoria en determinados supuestos permitiendo que la sen-

tencia de una autoridad extranjera sea válida y efectiva en la propia ju-

risdicción. Por tanto, el reconocimiento es parte de la elaboración y fun-

cionamiento de las normas de jurisdicción, siendo parcialmente contra-

ria a sus fines establecer competencias exclusivas1543. 

VI. D. 2. Vinculación entre el auxilio judicial internacional y la ju-

risdicción en un sistema protectorio 

La interrelación entre la jurisdicción y el auxilio judicial es muy re-

levante en conflictos con consumidores, por cuanto por involucrar a una 

parte que en principio es más débil, es muy posible que los pasos proce-

sales hagan muy gravosa o imposible la continuidad de la pretensión o 

bien que luego la sentencia se torne vacía de contenido por no poder 

ejecutarse de modo efectivo en el posterior exequatur. Estamos ante un 

tribunal solicitante, un juez solicitado y una solicitud (exhortante, ex-

                       

1540 El auxilio judicial internacional consiste en que los jueces del proceso solicitan 
de otros jueces que les ayuden en su tramitación, por ejemplo, notificando resoluciones 
a personas domiciliadas en la jurisdicción de estos últimos, o tomando declaración a tes-
tigos en análoga situación. Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 472. 

1541 A los fines de asegurar la eficacia de la jurisdicción, el juez no puede arrogarse 
la competencia de modo arbitrario. Esto es aplicable tanto en el ámbito interno como en 
el internacional. En el marco de los conflictos jurisdiccionales en los EE.UU., los autores 
reconocen la íntima relación entre la garantía sustantiva de la validez del proceso, con la 
garantía de efectividad de los actos jurisdiccionales en los otros Estados. Se trata de la 
vinculación entre la jurisdictional due process y la full faith and credit clause, a la que ya 
nos hemos referido supra, p. 278. 

1542 FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del MERCOSUR, 
p. 72. 

1543 Idem, p. 73. 
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hortado y exhorto). El asunto principal es resuelto por el juez de la cau-

sa, y el auxilio judicial constituye el cumplimiento de esa resolución. En 

nuestro caso, la situación se plantea ante jueces de distintas jurisdiccio-

nes nacionales. 

En el derecho procesal internacional, en lo que se refiere a las exi-

gencias que deben cumplir los exhortos o cartas rogatorias, suelen sub-

dividirse en: a) procesales, como el modo de notificación o el modo de 

interpretar la ausencia de litispendencia; b) formales, como la legaliza-

ción o traducción de documentos; c) sustanciales, en los que se encuen-

tra el orden público1544. Los documentos pueden ser los exhortos o las 

cartas rogatorias. También puede tratarse de hacer notificaciones, reci-

bir declaraciones o practicar cualquiera otra diligencia de carácter judi-

cial, siempre que cumplan con las condiciones establecidas. Es posible 

trabar embargos, solicitar tasaciones, realizar inventarios o diligencias 

preventivas, etc. El juez exhortado nombrará los peritos, tasadores, de-

positarios, etc1545. Todas estas acciones se realizarán de acuerdo a lo que 

establezca el derecho procesal del juez exhortado, por tratarse de la 

aplicación de la lex fori, como sucede con todas las cuestiones procesa-

les. Los interesados deberán hacerse cargo de los gastos de apoderados 

y demás diligenciamientos.  

De acuerdo al art. 132 del CPCyCN, el juez exhortante extranjero 

debe tener jurisdicción según la legislación argentina, además de que no 

se infrinjan los principios del orden público. Acá tenemos dos proble-

mas. Primero, si el juez extranjero, en un caso que envuelve a consumi-

dores, es competente. En principio, se deben verificar los supuestos que 

estamos estudiando: por ejemplo, que el juez extranjero tenga jurisdic-

ción exclusiva o concurrente, o que se haya prorrogado válidamente la 

competencia, etc.1546 En cuanto a los principios de orden público, es in-

                       

1544 Cfr. FEUILLADE, “La prueba en el proceso con elementos extranjeros”, p. 2002. 
1545 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 473. 
1546 En este sentido, Argentina hizo una reserva respecto del art. 11 del Tratado de 

Derecho Procesal Internacional de 1940: La república Argentina “entiende que cuando al 
diligenciarse un exhorto se opusieren ante el juez requerido las excepciones de litispen-
dencia o incompetencia de jurisdicción, atribuyendo el conocimiento de la causa a los 
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teresante ver si estos son en primer lugar los del derecho sustancial del 

consumidor (los que sean de orden público internacional, quedando 

fuera los de orden público interno o derecho económico o poder de po-

licía del comercio), y además los principios de orden público de la juris-

dicción, como por ejemplo que no se vulnere la defensa en juicio. 

Es decir que se puede denegar el cumplimiento del exhorto si el 

juez exhortante carece de jurisdicción internacional atribuyéndosela el 

juez exhortado. Por este motivo hay que distinguir entre jurisdicción in-

ternacional exclusiva o concurrente. En el caso de consumidores, como 

ya dije, son preferibles las jurisdicciones concurrentes; pero si se de-

terminara que es exclusiva la domiciliaria, o que la prórroga sólo es vá-

lida luego de sustanciada la causa, y el consumidor argentino no la acor-

dó con el proveedor extranjero luego de la sustanciación, el juez argen-

tino no debería dar cumplimiento al exhorto1547.  

En el ámbito del MERCOSUR, también serán aplicables la disposi-

ciones del Protocolo de Ouro Preto sobre medidas cautelares. Las auto-

ridades jurisdiccionales de un Estado parte deben ejecutar las medidas 

cautelares decretadas por los jueces o tribunales de los otros Estados 

partes competentes en la esfera internacional1548. En este sentido, los Es-

tados requeridos pueden revisar la competencia del Estado requirente a 

la luz de su propia competencia. De todos modos, a los fines de efectuar 

ese control de manera adecuada, habrá que considerar que: a) se trata 

                       

tribunales del Estado a que dicho juez pertenece, puede éste negarse a diligenciarlo total 
o parcialmente, en defensa de su propia jurisdicción”. 

1547 “La oposición al exhorto por la causa indicada sólo se justifica si la jurisdicción 
internacional propia reclamada es la exclusiva; en caso contrario, el juez exhortado no 
debe alegar la falta de jurisdicción del juez exhortante”. GOLDSCHMIDT, Derecho Interna-
cional Privado, p. 479. El autor se refiere a la aplicación de los arts. 5 y 11 del Tratado de 
Derecho Procesal Internacional de Montevideo de 1940. Si del exhorto se desprende que 
la parte demandada no disfruta del “debido proceso”, no se dará lugar al exhorto ni al 
exequátur. El juez exhortado, por el art. 5 inc. d) aplicado analógicamente, se fija en el 
orden público del objeto del exhorto, no en el fondo del asunto ni en el objeto del proce-
so principal. Ya habrá tiempo de ver el orden público del contenido en el momento del 
reconocimiento de la sentencia. 

1548 Cfr. UZAL, “Los particulares y el acceso a la jurisdicción en el marco del Merco-
sur”, p. 352.  
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de una medida cautelar que no prejuzga sobre el fondo del asunto; b) no 

implica una decisión definitiva; y c) no se trata de ejecutar una senten-

cia.  

Por tanto, la medida cautelar deberá ejecutarse en la medida que: a) 

no se invada la jurisdicción exclusiva del Estado requerido; b) la índole 

de la medida no resulte contraria a los principios de orden público que 

gobiernan el proceso cautelar; c) de modo amplio, exista un razonable 

vínculo jurisdiccional entre el Estado requirente y la causa (ya sea ex-

clusivo o concurrente). Al tratarse de una medida cautelar, esto no pre-

juzga sobre la propia jurisdicción del Estado requerido, por lo cual 

siempre queda abierto el control de la jurisdicción extranjera al momen-

to que se solicite el reconocimiento y ejecución de la eventual senten-

cia1549. 

VI. D. 3. Reconocimiento y ejecución de sentencias extranjeras en 

casos que involucran a consumidores 

El antecedente de la estructura de la norma que habilita la ejecu-

ción de decisiones extranjeras contiene los siguientes aspectos positi-

vos: a) el juez extranjero debe estar dotado de jurisdicción de acuerdo a 

las normas de jurisdicción del juez requerido; b) la sentencia que pre-

tende ejecutarse debe ser definitiva o puede considerarse tiene fuerza 

de cosa juzgada; y c) la sentencia debe cumplir con los requisitos forma-

les de presentación ante el foro del juez requerido1550.  

                       

1549 Idem, p. 353. 
1550 Cfr. SOTO, Temas estructurales…, p. 124 y ss. Por “juez competente”, en este ca-

so, debería entenderse es aquel que: a) no invadió la jurisdicción exclusiva argentina; b) 
a su vez no asumió una jurisdicción exorbitante, arbitraria, abusiva, artificial o fraudu-
lenta; c) que el juez extranjero se relacione con el caso por el contacto que más se 
aproxima a la norma argentina de jurisdicción; y d) que la sentencia extranjera sea reco-
nocida en el país cuyo derecho sería aplicable a la controversia según las normas argen-
tinas. Es decir que la interpretación es flexible, permitiendo correcciones ante resultados 
injustos de acuerdo a las particularidades del caso. Esas correcciones estarían dadas por 
la injerencia del forum non conveniens o el forum necessitatis en la asignación del tribu-
nal sentenciante. Cfr. DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET, Trámites judiciales internaciona-
les, pp. 190-192. 
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En cuanto a los aspectos negativos, y de acuerdo a lo visto en VI. C. 

3.a): a) que no exista litispendencia; b) Que no hubiera una sentencia en 

el país requerido que pudiera constituir cosa juzgada; c) que no se haya 

hecho lugar a una excepción de incompetencia; y d) Que no hubiera lu-

gar a la excepción de indefensión por parte del ejecutado en el país de 

tramitación de la demanda originaria1551. 

A su vez, el consecuente incluye como aspectos positivos, la previ-

sión convencional o de derecho interno del auxilio judicial y el recono-

cimiento y ejecución de sentencias y laudos. Como elementos negativos: 

a) que no pueda alegarse indefensión en el país requerido; y b) que no 

exista afectación del orden público internacional del foro de ejecución. 

Vale la pena repetirlo una vez más: la referencia al orden público inter-

nacional no incluye las políticas de comercio interior o normas impera-

tivas en el orden interno del Estado requerido. 

El análisis de los problemas jurisdiccionales y de modo principal la 

determinación del tribunal competente, implica verificar si los canales 

de cooperación y auxilio judicial internacional en defensa de los consu-

midores son los adecuados, tanto por aplicación de normas supranacio-

nales como de las normas locales indicadas por el sistema de Derecho 

Internacional Privado de cada Estado nacional.  

Es un principio generalmente admitido, al menos en la doctrina na-

cional, que se debe evitar el análisis del fondo de la sentencia extranjera 

que es presentada en el juicio de exequátur. La excepción, como siem-

pre, es la violación del orden público internacional. ¿Se trata del orden 

público sustancial o procesal? Desde ya que ambos, aunque resulta más 

sencillo verificar los requisitos adjetivos, por cuanto el incumplimiento 

de las formalidades puede ocultar la denegación de justicia. La ausencia 

de revisión implica que el proceso no vuelve a abrirse, ni se inicia una 

                       

1551 “Mientras que en la causa de oposición que descansa en la propia jurisdicción 
internacional, se trata de la jurisdicción internacional exclusiva, las causas de oposición 
de la litispendencia y de la cosa juzgada se contentan con la jurisdicción internacional 
concurrente”. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 480. Respecto de la calidad 
de la cosa juzgada, Cfr. DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET, Trámites judiciales internacio-
nales, pp. 193-194. 



652 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

nueva causa, en cuanto a las cuestiones de hecho o de derecho ya resuel-

tas1552. Pero esta falta de apertura del proceso puede ser más o menos 

amplia, de acuerdo a los distintos regímenes. Es una manifestación del 

respeto al elemento extranjero, junto con la salvaguardia de las garantí-

as constitucionales y los principios fundamentales del ordenamiento. De 

aquí que ante un sistema protectorio, resulte necesario considerar cómo 

se plasman los principios del favor debilis o in dubio pro consumptore.  

En el caso de que estemos ante una sentencia extranjera contraria 

al consumidor, presentada ante su juez domiciliario, ¿éste podrá verifi-

car, además de los aspectos formales, que se hayan salvaguardado los 

principios protectorios del consumidor? No lo vemos conveniente, ya 

que con el requisito de que la sentencia del juez requirente “emane de 

tribunal competente según las normas argentinas de jurisdicción inter-

nacional”, se está salvaguardando de modo indirecto la protección del 

consumidor. El juicio de exequátur no debe modificar la sentencia origi-

naria, que sería la consecuencia natural de la consideración del fondo 

del asunto.  

Eventualmente, ante la denuncia del ejecutado de la violación del 

orden público, se deberá distinguir —como siempre—, entre el orden 

público interno y el internacional. Así, un menor plazo de garantía o de 

devolución de la mercadería comprada, no va en desmedro del régimen 

protectorio. La no revisión del fondo incluye que se haya aplicado un 

derecho distinto al designado por la norma de conflicto del juez exhor-

tado, o lo haya sido en una interpretación contraria al propio ordena-

miento. Una vez más, resulta fundamental la noción de orden público1553. 

VI. D. 4. Las acciones de clase y otros procesos colectivos en el or-

den internacional 

Una de las ventajas de los procesos colectivos es la distribución de 

los costos y el riesgo financiero de iniciar un reclamo entre muchos de-

                       

1552 Cfr. FEUILLADE, La sentencia extranjera, p. 86. 
1553 Idem, pp. 88-89. 
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mandantes. No es extraño, por tanto, que en razón de la primacía del fa-

vor debilis, este elemento deba ser considerado para la justa atribución 

de jurisdicción. Es un modo de conjugar el esfuerzo estatal con un ade-

cuado sistema privado de ejecución, mediante la posibilidad de que los 

intereses difusos de los consumidores se puedan gestionar de modo 

conjunto. Este esfuerzo de coordinación siempre es difícil. Muchas ve-

ces, el mejor mecanismo para reunir los intereses es obligar a todos los 

actores a actuar conjuntamente mediante la class action1554. Cuando no 

es económicamente posible obtener resguardo dentro del tradicional 

marco de una multitud de pequeñas e individuales juicios por daños, las 

personas agraviadas pueden quedar sin una efectiva reparación, salvo 

que puedan utilizar estos instrumentos1555. 

Sin embargo, esto no deja de tener sus riesgos. Habrá que evitar los 

efectos expansivos de una sentencia en la que el consumidor no ha sido 

parte, cuando se ha presentado un particular en virtud de acción por in-

terés difuso o simple, especialmente si el resultado es favorable al em-

presario. Habrá que estar, por tanto, a los efectos de cosa juzgada o litis-

pendencia de esa sentencia o proceso1556. El problema ha sido conside-

rado en las legislaciones internas, como la LDC o el Código de Defensa 

del Consumidor de Brasil1557 1558. De aquí que algunos organismos inter-

                       

1554 Cfr. ISSACHAROFF, “Group Litigation of Consumer Claims…”, p. 136. También 
PAREDES PÉREZ, “La tutela jurisdiccional internacional…”, p. 81. 

1555 Idem, p. 138. 
1556 Cfr. MENICOCCI, “Ley Aplicable y Jurisdicción Internacional…”, p 1269. 
1557 LDC, Art. 54. — “Acciones de incidencia colectiva. Para arribar a un acuerdo 

conciliatorio o transacción, deberá correrse vista previa al Ministerio Público Fiscal, sal-
vo que éste sea el propio actor de la acción de incidencia colectiva, con el objeto de que 
se expida respecto de la adecuada consideración de los intereses de los consumidores o 
usuarios afectados (…) “La sentencia que haga lugar a la pretensión hará cosa juzgada 
para el demandado y para todos los consumidores o usuarios que se encuentren en simi-
lares condiciones, excepto de aquellos que manifiesten su voluntad en contrario previo a 
la sentencia en los términos y condiciones que el magistrado disponga (…)”.  

1558 Código de Defensa del consumidor de Brasil, CAPÍTULO IV. “De la cosa juzgada. 
Art. 103. En las acciones colectivas de que trata este Código, la sentencia hará cosa juz-
gada:”  

“I. Erga omnes, excepto si la pretensión fue juzgada improcedente por insuficiencia 
de pruebas, hipótesis en la que cualquier legitimado podrá intentar otra acción, con 
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nacionales, como por ejemplo la OCDE, adviertan sobre los perjuicios 

que se pueden producir a los consumidores que no han participado del 

procedimiento. Se debería prever una adecuada información a todos los 

damnificados para que manifiesten su voluntad expresa de participar o 

no del proceso, a fin de beneficiarse de sus resultados, o bien no verse 

perjudicados si consideran que tienen mejores derechos1559.  

Sin embargo, las tradiciones jurídicas del derecho continental junto 

con la práctica judicial y las condicionantes culturales y económicas de 

los países latinoamericanos, dificultan el ejercicio de procesos colecti-

vos1560. La acumulación de procesos o de acciones implica una agrega-

ción de sujetos —demandantes o demandados—, mientras siguen sien-

do tratados independientemente unos de otros. Los pretendidos efectos 

de economía judicial son muy limitados; de allí que no tienen similitud 

                       

idéntico fundamento, valiéndose de nuevas pruebas, en la hipótesis del artículo 81, inci-
so I”.  

“II. Ultra partes, más limitadamente al grupo, categoría o clase, salvo improceden-
cia por insuficiencia de pruebas en los términos del inciso anterior, cuando se tratara de 
la hipótesis prevista en el artículo 81, inciso II”.  

“III. Erga omnes, sólo en el caso de procedencia de la acción, para beneficiar a las 
víctimas y a sus sucesores, en la hipótesis del artículo 81, inciso III (…)”.  

1559 “B. Mecanismos de resolución de disputas y resarcimiento para consumidores 
que actúan de manera colectiva. 3. Cuando se dispone de una acción colectiva con base 
en un sistema de inclusión opcional ("opt-in") en la que los consumidores deben tomar 
pasos específicos para unirse en una acción colectiva, los Países miembros deberían ga-
rantizar que se toman medidas razonables para informar a los consumidores del inicio 
de tales casos, para que puedan tomar las acciones para incluirse en el grupo y benefi-
ciarse de la resolución.” “4. Cuando se dispone de una acción colectiva con base en un 
sistema de exclusión opcional ("opt-out"), en la que los consumidores se unen en una ac-
ción colectiva, salvo que tomen medidas específicas para excluirse, los Países miembros 
deberían garantizar que se toman medidas razonables para informar a los consumidores 
del inicio de tales casos, para que puedan tomar las acciones para excluirse, si así lo de-
sean. No debería forzarse a los consumidores a tomar parte o estar obligados por la re-
solución de un procedimiento colectivo del cual no han sido informados de forma ade-
cuada”. OCDE, “Recomendación de la OCDE sobre Resolución de disputas y resarcimien-
to a consumidores”, París, 2007. Disponible en www.oecd.org/document/, última 
visualización 24/8/2010. 

1560 Cfr. GARRO, “Forum non conveniens…”, p. 85. También PAREDES PÉREZ, “La tutela 
jurisdiccional internacional…”, p. 76 y ss, por la regulación en Europa.  
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con las acciones de clase1561. En estas últimas, lo importante es que el 

tratamiento de los hechos y la prueba son unificados en un único proce-

dimiento, quedando pendiente sólo determinar la reparación que co-

rresponde a cada individuo. 

 

                       

1561 Idem, p. 88. 





 

CAPÍTULO VII.  

LOS CRITERIOS DE ATRIBUCIÓN DE JURISDICCIÓN  

EN LA RELACIÓN DE CONSUMO TRANSFRONTERIZA 

En el presente capítulo haré un repaso de las principales conexio-

nes jurisdiccionales vinculadas a las relaciones de consumo transfronte-

rizas, desde el punto de vista de la situación actual, que implica una au-

sencia de soluciones normativas completas y coherentes. Esto significa 

que echaré mano de los principios y fundamentos analizados hasta aquí, 

para tratar de mostrar cuál podría ser la solución ante un determinado 

conflicto. Cuando sea posible, haré uso de las fuentes de orden interno o 

internacional vigentes. En muchos casos haré mención de soluciones del 

derecho comparado o de propuestas de organizaciones internacionales, 

como las actualmente disponibles en la discusión de la CIDIP VII. No 

pretendo brindar una completa y exhaustiva solución de lege ferenda. 

Ya hice referencia a la teoría del paralelismo en cuanto regla de ju-

risdicción, al determinar la competencia de los tribunales del país cuyo 

derecho es aplicable a la materia del juicio. Otros criterios a analizar po-

drían ser la localización de los bienes objeto del litigio, que pueden estar 

ubicados en determinado territorio (forum rei sitae); el lugar de cele-

bración del acto jurídico (forum celebrationis); el lugar donde acaeció el 

hecho ilícito (forum delicti comissi); o donde debe cumplirse la obliga-

ción (forum executionis). Estas localizaciones, si bien están relacionadas 

con la soberanía estatal, en realidad tienen su fundamento en la adecua-

da protección de los intereses de las partes y en el principio de efica-

cia1562. 

                       

1562 Cfr. PÉREZ VERA, Derecho Internacional Privado, p. 280. 
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Habrá que considerar también la relación entre el foro general del 

domicilio del demandado y los foros especiales. El primero puede actuar 

como criterio residual cuando, existiendo la posibilidad de acudir a los 

foros rationae materiae (ubicación del bien, lugar de cumplimiento, etc), 

igual puede demandarse en el lugar de domicilio o residencia, incluso 

cuando el objeto del litigio no esté relacionado con los tribunales domi-

ciliarios1563. Esta clasificación también se corresponde con el valor justi-

cia: todo criterio de atribución debe considerar valorativamente la 

proximidad axiológica. En algunos casos, fraccionando; en otros, evitan-

do los excesivos fraccionamientos1564.  

VII. A. LOS PUNTOS DE CONTACTO EN LAS RELACIONES DE CONSUMO  

Se denominan “contactos” o “conexiones” a los criterios de atribu-

ción que determinan los foros en que es competente un juez en la esfera 

internacional1565. Es la indicación nominativa, estable y determinada del 

juez competente1566. Un ejemplo de esto lo encontramos en el Proyecto 

uruguayo de Ley General de Derecho Internacional Privado, cuando en 

su art. 55 d) indica que tendrán jurisdicción los jueces uruguayos si el 

contrato de consumo se celebró en la República. Otro contacto habitual 

en casi todas las legislaciones es la designación del tribunal de asiento 

de los bienes cuando el litigio se refiere a derechos reales. Las jurisdic-

ciones exclusivas utilizan este tipo de conexiones. 

                       

1563 Idem, p. 282. 
1564 Cfr. CIURO CALDANI, Filosofía de la jurisdicción, p. 83 y ss. 
1565 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 

MERCOSUR, p. 152.  
1566 Cfr. SOTO, Temas estructurales…, pp. 60 y 99. Al igual que los puntos de co-

nexión en las normas de conflicto, las conexiones constituyen el elemento esencial de la 
norma atributiva de jurisdicción internacional. Se trata de transformar el elemento ex-
tranjero en un factor normativo que sirve para localizar la relación jurídica ante cierto 
tribunal. El elemento del supuesto de hecho se transforma en un elemento de localiza-
ción, y así da vida a la consecuencia jurídica que determina la competencia del tribunal. 
La conexión, entonces, expresa la relación de las personas, cosas o actos con determina-
dos tribunales. Cfr. CARRILLO SALCEDO, Juan Antonio, Derecho Internacional Privado – In-
troducción a sus problemas fundamentales, Editorial Tecnos, Madrid, 1971, p. 137. 
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La denominación “punto de contacto” o “contacto jurisdiccional” es 

la indicación abstracta, genérica y determinada del juez competente1567. 

Entre estas se puede mencionar la contenida en el art. 27 del Proyecto 

de Código de Derecho Internacional Privado, que indica que las deman-

das que versen sobre relaciones de consumo pueden interponerse, a 

elección del consumidor, ante los tribunales del lugar de celebración del 

contrato, del cumplimiento de la prestación del servicio o de la entrega 

de las mercaderías, etc.  

Los contactos jurisdiccionales pueden ser únicos, en los supuestos 

en que es designado un solo tribunal, mientras que en los plurales es 

posible elegir entre distintas alternativas; todas estas tienen la misma 

jerarquía, y es posible que se produzca una duplicidad de procesos1568. 

Sin embargo, en ciertos casos, se da preferencia a una jurisdicción, y las 

demás estarán habilitadas sólo subsidiariamente. Así funciona, como ya 

vimos, el Protocolo de Santa María, donde se establece que el consumi-

dor podrá demandar al proveedor en el domicilio de éste; sin embargo, 

la opción es a elección del consumidor y recién después de incoada la 

demanda. También puede reclamar ante los jueces del lugar de celebra-

ción del contrato, o del lugar de entrega de las mercaderías, o del domi-

cilio del proveedor (arts. 4 y 5). Esta alternativa es menos riesgosa a los 

fines de la litispendencia, ya que la alternativa es sólo para uno de los 

contendientes; el proveedor deberá seguir demandando en el domicilio 

del consumidor.  

Otra clasificación importante de las conexiones o puntos de contac-

tos se establece a partir de su objeto, ya sea que el elemento extranjero 

resulte referido a las personas (personales), a las cosas (reales) o a las 

conductas y sus resultados (conductistas). Ejemplo del primero es el 

domicilio, del segundo el lugar de situación; en cuanto a las conductas, 

es importante en la protección del consumidor, entre otros, el lugar de 

entrega o de prestación del servicio. 

                       

1567 Cfr. SOTO, Temas estructurales…, p. 60. 
1568 Ibidem. 
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Finalmente, adquiere relevancia para este estudio la clasificación 

relacionada con alguna de las tres dimensiones del derecho, de acuerdo 

a la teoría trialista del mundo jurídico: contactos sociológicos, normati-

vos y axiológicos1569. Los primeros son aquellos con sustento en la reali-

dad de los hechos o situaciones objetivas: el lugar del domicilio o la re-

sidencia, donde se encuentran los bienes, el lugar donde un contrato se 

celebra, se cumple o debería cumplirse, donde ocurre un hecho deter-

minado —un accidente, por ejemplo. Los normológicos son aquellos que 

dependen de una atribución legal o reparto, como el lugar de constitu-

ción de una sociedad, la nacionalidad, o donde se presume que el contra-

to se ha celebrado. Los axiológicos se refieren al lugar más favorable a la 

validez o el “más conveniente para”1570. Este último merecerá un trata-

miento detallado, atento a que la doctrina se refiere frecuentemente a él 

en las relaciones de consumo. Resulta lógico, cuando el fundamento 

mismo del sistema se asienta en un principio valorativo, como es el fa-

vor debilis.  

VII. B. RELACIÓN DEL CASO CON EL FORO Y LOS FOROS EXORBITANTES 

Cualquiera sea la conexión o el punto de contacto seleccionado por 

la norma, para su aplicación siempre habrá de tenerse en cuenta la rela-

ción del caso con el foro, al modo de condición estable y permanente de 

todos ellos. De la congruencia con este principio, se podrá establecer 

que se trata de un foro razonable o exorbitante1571. En definitiva, inter-

esa la relevancia del elemento escogido en función de la relación jurídica 

                       

1569 Ibidem. 
1570 Ibidem. 
1571 En el foro exorbitante el elemento que fundamenta la jurisdicción suele ser 

meramente accidental o arbitrario. Junto con esto, parece habitual que se quiera benefi-
ciar a una de las partes, precisamente a la local en perjuicio del extranjero. Las razones, 
por tanto, no se apoyan en criterios de soberanía, llegando inclusive a afectarse la igual-
dad o la justicia. Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, “Aspectos esenciales de la competencia judicial 
internacional…”, nro. 33. También WOLFF, Derecho Internacional Privado, pp. 55-56. En 
cuanto a la razonabilidad del foro con el caso y las partes, como límite a la soberanía es-
tatal, cfr. VISCHER, “General Course on Private International Law”, pp. 203-204 y 211 y ss. 
Entre la doctrina nacional, cfr. FEUILLADE, Competencia internacional…, pp. 33 y 62-64. 
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particular. Por tanto, el caso vinculado a una relación de consumo debe 

tener proximidad con los jueces a los que se atribuye jurisdicción1572. Es-

te aspecto ha sido puesto de relieve en la Propuesta canadiense de CIDIP 

VII1573. 

A modo de ejemplo, la Convención de La Haya sobre acuerdos de 

elección de foro permite que los Estados puedan efectuar reservas vin-

culadas a la falta de relación entre el caso y la cláusula de prórroga. Así, 

el tribunal designado en virtud una cláusula de prórroga puede rechazar 

la causa si no hay vinculación entre el Estado elegido y las partes o el li-

tigio1574. Luego, también se podrán negar a reconocer o ejecutar una re-

solución dictada por un tribunal extranjero si las partes tenían su resi-

dencia en el Estado requerido y no había ningún otro elemento relevan-

                       

1572 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, p. 153. Los tribunales de ningún país se considerarán competentes si no hay 
al menos algún contacto mínimo, y nadie irá a un tribunal extranjero si no fuera posible 
la satisfacción práctica de las pretensiones (ejecución), aún cuando tenga posibilidad de 
éxito mediante la obtención de una sentencia favorable. Entre otra jurisprudencia rele-
vante en Argentina, cabe mencionar el fallo de la CNCiv Sala F, Zapata Timberlake, Marta 
M.G. v. Stehlin, Carlos J. s/nulidad del matrinio, publicado en ED 127-602.  

1573 Cfr. art. 3 de la Propuesta canadiense de CIDIP VII, que bajo el acápite “Reglas 
relativas a la competencia para los contratos de consumo”, indica que un tribunal será 
competente en un proceso relacionado con un contrato de consumo en contra de una 
persona si la persona reside habitualmente en ese Estado al iniciarse el proceso (a), y si 
hay una conexión sustancial entre ese Estado y los hechos sobre los cuales se basa el 
proceso en contra de la persona reclamada (b). A su vez, el art. 4 indica que será una co-
nexión sustancial el hecho de que el proveedor haya hecho una oferta en ese Estado, o 
allí el vendedor recibió el pedido por parte del consumidor, o bien el proveedor incitó y 
facilitó al consumidor a trasladarse a otro Estado a celebrar el contrato. Como puede ob-
servarse, se trata de situaciones de proveedores activos y consumidores pasivos, simila-
res a las consideradas en el art. 5 del Convenio de Roma. Se trata de que el forum domici-
lii esté sustentado en una conexión sustancial entre el caso y el tribunal. De todos modos, 
el art. 4.1 deja abierta la posibilidad de que haya otras circunstancias que demuestren 
esa relación: “[S]in limitar el derecho de la persona que ha iniciado un proceso relacio-
nado con un contrato de consumo de probar otras circunstancias que constituyan una 
conexión sustancial entre [nombre del Estado] y los hechos sobre los cuales se basa el 
proceso…”.  

1574 La Hague Draft Convention preveía un listado de foros prohibidos, anticipando 
su condición de exorbitantes. Cfr. art. 18 del Proyecto. Ver comentarios en BOGGIANO, De-
recho Internacional Privado, T. I, pp. 514-520. 
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te del litigio conectado con ese Estado (arts. 19 y 20, relativos a reservas 

o declaraciones permitidas a los Estados Parte).  

Ya nos hemos referido a algunos de estos foros exorbitantes, como 

el del Código Civil francés, que prevé la competencia de los tribunales 

del demandante si este tiene la nacionalidad francesa; incluso si el de-

mandante no reside en Francia, o el caso carece de cualquier otra vincu-

lación, más allá de la nacionalidad. Otro caso de foro comúnmente con-

siderado exorbitante es el “de patrimonio”, de la legislación alemana. Es-

te permite demandar en el territorio donde la parte tiene bienes, aún 

cuando no sea su domicilio ni tenga ninguna otra relación con el caso. 

Por los mismos motivos, se considera exorbitante el foro del emplaza-

miento, de los países del common law, que consiste en dotar de jurisdic-

ción a los jueces del Estado donde el demandado fue notificado, aun 

cuando su presencia en tal lugar sea accidental1575. También se puede 

considerar irrazonable el foro “doing business”, que determina la juris-

dicción de los jueces de un Estado si el demandado realiza allí activida-

des económicas sin relación con el caso1576. Estos foros exorbitantes, lo 

seguirán siendo aún cuando se pretenda aplicarlos en beneficio de una 

parte débil, en la medida que esté ausente el juicio de razonabilidad. 

En los EUA el régimen del contacto del caso con el foro es funda-

mental, especialmente para traer al demandado al tribunal del deman-

dante. A los fines de habilitar la jurisdicción local para un no residente, 

la jurisprudencia comenzó incursionando por la doctrina de los “mini-

mum contacts” a partir del caso International Shoe v. Washington1577. La 

regla no se aplica de modo automático sino relacionando la naturaleza 

de la actividad desarrollada por el demandado con el asunto y teniendo 

en vista una adecuada administración de justicia. Si la naturaleza y la ca-

lidad de la actividad son continuas y sistemáticas, habrá jurisdicción so-

                       

1575 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, p. 156. Cfr. NYGH y POCAR, Report of the Special Commission…, p. 78.  

1576 FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, p. 156. 

1577 326 U.S. 310, (1945) 
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bre la persona no residente1578. Quien se aprovecha de las leyes de un 

Estado, debido a que realiza allí actividades comerciales, es razonable 

que prevea que allí puede ser demandado. De todos modos, esto no es 

suficiente, ya que debe ser previsible que alguien pueda ser juzgado 

allí1579. 

El otro principio que se utiliza para aplicar la jurisdicción local a un 

no residente, son los llamados “effects cases”, por el cual habrá jurisdic-

ción si la actividad de los demandados causa efectos en el Estado en que 

se los demanda, incluso cuando esos efectos son meramente potencia-

les. La jurisprudencia estableció que los demandados deben razonable-

mente anticipar que allí podrían ser demandados, por lo cual no es sufi-

ciente el mero contacto fortuito1580. 

La relación del caso con el foro también sería irrazonable si la vin-

culación concreta con el juez va en desmedro del equilibrio entre las 

partes, favoreciendo a una de ellas, por lo general la más cercana al tri-

bunal. Claro está que la elección aparentemente desequilibrada puede 

tener origen en la protección de una parte naturalmente más desfavore-

cida o débil1581. Un supuesto cercano a este se presenta cuando la cláu-

sula de elección de foro dejó de ser relevante para el ejercicio de los de-

rechos de las partes, y existen otros foros naturalmente competentes. 

Esto podría suceder si una de las partes cambia de domicilio y como re-

sultado ambas tienen el centro de vida o de los negocios en el mismo Es-

tado. Resultaría innecesario y potencialmente abusivo pretender ejercer 

                       

1578 KESAN, Jay “Personal Jurisdiction in Cyberspace: Brief Summary of Personal Ju-
risdiction Law”, nro. disponible en http://www.cyberspacelaw.org/kesan/. También 
CARRIZO ADRIS, Gustavo, “La determinación del juez competente en la transacción vía in-
ternet. Jurisdicción en internet”, JA 2005-II, pp. 1311-1321, en 1312-1313. 

1579 El criterio de la previsibilidad de ser demandado ante ese tribunal se torna así 
en uno de los principales elementos. Se trata de evitar la sorpresa y respetar las legíti-
mas expectativas de las partes. Cfr. DE MIGUEL ASENSIO, “Pluralidad de jurisdicciones…”, 
pp. 25-26. 

1580 Calden v. Jones, 465 U.S. 783 y Keaton v. Hustler Magazine, 465 U.S. 770. Para 
mayor detalle de la evolución jurisprudencial en EEUU, cfr. IEZZI, El conflicto jurisdiccio-
nal en Internet, pp. 41-52. 

1581 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, p. 154. 
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la cláusula de prórroga y llevar el caso ante los tribunales de un Estado 

en el que las partes ya no tienen vínculos. Es más: la jurisdicción con-

vencional, que ahora pasó a ser foránea, dificultaría la defensa en juicio 

o la posterior ejecución de la sentencia1582. 

Los foros exorbitantes (sin relación con el caso) se presentan tam-

bién cuando el elemento considerado no es esencial a la relación jurídi-

ca regulada. El vínculo puede ser accidental y contingente, y muchas ve-

ces tenido en cuenta a los solos fines de secuestrar el litigio, con el fin de 

beneficiar a la parte local en desmedro del extranjero. El rechazo a los 

foros exorbitantes puede considerarse universal1583. Sin quererlo, la si-

tuación nos lleva una vez más de la mano al caso Panasonic, ya referido 

(ver p. 519). 

                       

1582 Cfr. SOTO, “El abuso del derecho…” p. 702. El autor distingue, por un lado, 
“cuando el acuerdo de elección de foro es una conexión más que se presenta junto a 
otras concurrentes, es decir, cuando nos encontramos con jurisdicciones alternativas”, 
todas ellas en pie de igualdad. Por otro lado, cuando la elección de foro es exclusiva, y los 
otros foros, como el del domicilio del demandado, resultan subsidiarios (art. 7, del Pro-
tocolo de Buenos Aires sobre Jurisdicción Internacional en Materia Contractual). En el 
primer caso, esto es, si se trata de criterios atributivos de jurisdicciones concurrentes al-
ternativos, la existencia de abuso del derecho merece tal vez mayor atención que si se 
trata de jurisdicciones concurrentes subsidiarias. 

1583 Cfr. WAUTELET, “What is international private law…”, p. 70. Este autor los de-
nomina “jurisdictionally improper fora”, cuando está ausente un “genuine link” entre el 
Estado que reclama jurisdicción y el caso. Sin embargo, es posible que un foro resulte 
exorbitante en el marco de una relación jurídica intracomunitaria, como es el caso de la 
UE, que invalida ciertos criterios (art. 35.3 Reglamento 44/2001). Pero esos mismos cri-
terios no resultarían abusivos si se trata de una relación jurídica que involucra a ciuda-
danos extra-comunitarios, siendo válidas las sentencias así dictadas. Por el contrario, en 
el marco de USA, cuando un foro resulta exorbitante en virtud de la violación implícita 
de la due process clause, la invalidez es universal, sin importar que el demandado sea o 
no ciudadano norteamericano, y cualquiera sea su domicilio. Cfr. DE MIGUEL ASENSIO, “Plu-
ralidad de jurisdicciones…”, p. 54.  
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VII. C. CONEXIONES JURISDICCIONALES VALORATIVAMENTE ORIENTADAS 

VII. C. 1. La justicia sustancial, objetivo del Derecho Internacional 

Privado 

De acuerdo a BOGGIANO, “[E]l autor de la norma de conflicto ha de 

efectuar una elección justa del Derecho aplicable. No se trata, pues, de la 

elección del Derecho más justo, sino de la elección más justa del Dere-

cho más próximo. La justicia atañe aquí a la elección, no a lo elegido”1584. 

Si bien este párrafo se refiere al derecho sustantivo, creemos que la doc-

trina se puede extrapolar a las conexiones jurisdiccionales. Según este 

autor, la doctrina más influyente se inclina por las elecciones flexibles 

mediante catálogos de preferencias no basadas en razones territoriales. 

La discusión se centra en la decisión respecto de la aplicación de crite-

rios generales flexibles que rijan las situaciones típicas, y luego rectifi-

carlos ante situaciones atípicas. Y continúa, 

«Se ha de buscar, pues, una armonía razonable entre el rigor de la 
medida, sin la cual no hay Derecho, y su “relajamiento necesario para que 
impere la equidad, sin la cual el ‘Derecho’ es sólo apariencia, ha perdido 
su fundamento de justicia” (…). No es adecuado renunciar al hallazgo y 
establecimiento de puntos de conexión razonablemente precisos. Lo con-
trario exigiría siempre la precisión judicial. Pero el Derecho aspira a re-
gular las controversias con criterios preventivos, orientadores para las 
partes, de modo que éstas puedan lograr la auto composición de sus in-
tereses adecuada al Derecho preestablecido. No formular con algún rigor 
criterios de conexión sería sumir a las partes en el riesgo de la incerti-
dumbre sobre sus derechos subjetivos, con grave peligro para la defensa 
de tales facultades, que vendrían a quedar indeterminadas hasta que la 
cosa juzgada las definiera…»1585.  

                       

1584 BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 424. FEUILLADE, refiriéndose al 
plano jurisdiccional, indica que el primer principio es la resolución justa de los casos. cfr. 
FEUILLADE, Competencia internacional…, pp. 33-35. 

1585 BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. I, p. 424. La Delegación del Brasil 
reconoce que esta doctrina ha sido decisiva en la elaboración de la Propuesta de CIDIP 
VI, que en sus arts. 6 y 10 de la versión final considera como criterio directriz la aplica-
ción del derecho más favorable al consumidor, mediante el uso de presunciones, la dis-
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Las normas alternativas abiertas pero limitadas son uno de los ins-

trumentos más utilizados para garantizar resultados materiales equita-

tivos1586. La técnica alternativa indica el fin material o de favorecimiento 

deseado, y se denomina “principio del favorecimiento”. Algunos son co-

nocidos: favor negotii, favor matrimonii, favor legitimitatis1587. En el ám-

bito del consumidor y en el plano del conflicto de leyes, algunos autores 

han propuesto una regla de autonomía limitada: la elección de las partes 

sólo prevalecería si fuera ésta la mejor ley, la ley más favorable para el 

consumidor, debiendo, en caso contrario, aplicarse la ley de domicilio 

del consumidor. Permancen como límites generales a la autonomía de la 

voluntad, las normas de orden público internacional y las normas de po-

licía1588.  

                       

tinción entre consumidores pasivos y activos y un test final a cargo del juez. Cfr. Nota 
Explicativa, Nro. II.2.B), disponible como Anexo I en VÁZQUEZ GARDETA, La protección al 
consumidor online…”, p. 620. Según este último autor, “[E]l art. 6 supone una norma de 
conflicto flexible, pero materialmente orientada a favor del consumidor por encima de 
cualquier otro objetivo o principio”. Y continúa: “[E]s más directa, no determina ni si-
quiera la aplicación del derecho de la residencia habitual del consumidor como presu-
miblemente más favorable, sino que, incluso, en previsión de que haya otra ley que se 
sea más favorable establece que se aplique dicha norma”. Idem, pp. 237-238. 

1586 Para un estudio general de las relaciones entre la justicia material y la seguri-
dad jurídica, ver GOLDSCHMIDT, Justicia y Verdad, p. 522 y ss. La introducción de criterios 
teleológicos y un mayor margen de atribución al juez, pueden redituar —siempre dentro 
de una metodología conflictualista— beneficios notables en la operatividad de las con-
venciones. Cfr. HERBERT, Ronald y FRESNEDO DE AGUIRRE, Cecilia, “Flexibilización teleológica 
del Derecho Internacional Privado Latinoamericano”, en Avances del Derecho Internacio-
nal Privado en América Latina, Liber Amicorum Jürgen Samtleben, Fundación de Cultura 
Universitaria, Montevideo, 2002, pp. 55-76, en 56. También DOLINGER, “Evolution of prin-
ciples…”, p. 347, respecto de la distinción entre “strict rule approach” y “flexible principle 
approach”. También VELÁZQUEZ GARDETA, La protección al consumidor online…”, p. 184. De 
modo general, también puede consultarse VISCHER, “General Course on Private Interna-
tional Law”, p. 116 y ss. Asimismo JAYME, “Identité culturelle et intégration…”, p. 44. 

1587 Cfr. LIMA MARQUES, A Proteção do Consumidor, p. 1533.  
1588 Así opina TONIOLLO, quien considera —en referencia al derecho aplicable— que 

el juez debe procurar una armonización de las conexiones con el mandamiento de pro-
tección del consumidor y, por lo tanto, que el consumidor (no el juez) elija entre la resi-
dencia habitual (1209, 1210, 1212, 1213 CC), la lex loci celebrationis (1205 CC) o la lex 
loci executionis, la que resulte más favorable. Cfr. TONIOLLO, “La protección internacional 
del consumidor…”, p. 99. 
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Respecto del derecho aplicable, esto implica un gran trabajo para el 

juez competente, que tendrá que verificar si la ley elegida es mejor que 

la aplicación material de otras leyes en contacto con el consumidor. La 

tarea no está exenta de riesgos1589. Sin embargo, creo que este criterio, 

en su relación a contactos jurisdiccionales, no resulta tan complicado, ya 

que las valoraciones que determinan la jurisdicción más favorable no 

son las mismas que indican el derecho más ventajoso1590. Interesa la jus-

ticia sustantiva de la atribución de jurisdicción, cuando la solución indi-

cada normativamente pueda implicar una injusticia. En ese caso se po-

drá analizar la política legislativa tenida en cuenta para determinar el 

foro competente1591. 

                       

1589 DENNIS llama la atención sobre las dificultades prácticas que tiene esta solu-
ción, en cuanto a determinar cuál será esa ley más favorable al consumidor. “Por ejem-
plo, ¿cómo se puede identificar qué parte o partes del derecho de un país resultan más 
favorables al consumidr? ¿Sería distinta la solución para para cada caso y para cada as-
pecto del caso? ¿sería distinta la solución si el tema a decidir tiene que ver con la validez 
del contrato, con la carga probatoria, con las consecuencias del incumplimiento, el mon-
to de una posible reparación, las probabilidades de obtener reparación en virtud de las 
leyes sustanciales de un país (incluso si el monto a recuperar fuere potencialmente infe-
rior), la manera de determinar o medir los daños, los plazos de prescripción u otros pa-
rámetros? ¿sería posible aplicar más de una ley con respecto a un reclamo determina-
do?” DENNIS, “Diseño de una agenda práctica…”, p. 232. Similares comentarios hace 
VELÁZQUEZ GARDETA, La protección al consumidor online…”, pp. 242-244, donde descarta 
que en el marco de la Propuesta de CIDIP VII se pueda hacer lugar al depeçage, en virtud 
de que el art. 7.4 sólo permite la aplicación de una ley estatal o derecho de un Estado. 
Como ejemplo de las dificultades y de una decisión judicial contraria al principio de in-
terpretación más favorable al consumidor, menciona el caso Easycar, al que ya me referí 
(cfr. supra p. 549).   

1590 Un ejemplo, relacionado con el derecho aplicable, lo brinda el art. 9 de la Con-
vención Interamericana sobre Normas Generales de Derecho Internacional Privado, 
CIDIP II, Montevideo, 1979. “Las diversas leyes que puedan ser competentes para regu-
lar los diferentes aspectos de una misma relación jurídica, serán aplicadas armónica-
mente, procurando realizar las finalidades perseguidas por cada una de dichas legisla-
ciones. Las posibles dificultades causadas por su aplicación simultanea, se resolverán te-
niendo en cuenta las exigencias impuestas por la equidad en el caso concreto.” Interesa 
aquí ver cuáles son “las finalidades perseguidas” por las legislaciones, y a su vez adecuar 
la solución a las exigencias de la equidad, considerando el caso concreto. Cfr. HERBERT, y 
FRESNEDO DE AGUIRRE, “Flexibilización teleológica…”, p. 56. 

1591 Por otra parte es coherente con la tendencia a buscar soluciones basadas en 
métodos inductivos y flexibles, de “final abierto” e informales. En lugar de tener delante 
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Tradicionalmente, los contactos jurisdiccionales de los derechos 

nacionales en materia contractual son la autonomía de la voluntad, el 

lugar de ejecución o el domicilio del proponente. Esto llevará muchas 

veces a que la competencia corresponda a tribunales foráneos al con-

sumidor, lo cual es muy relevante en contratos de turismo o de comer-

cio electrónico. De aquí que sean tan necesarias las adaptaciones. 

Las conexiones sustanciales, no meramente territoriales, están re-

lacionadas con valores y objetivos de política estatal. Así, el EGBGB ale-

mán dispone que en caso de daños se aplique la ley del lugar del hecho 

ilícito o la ley del lugar donde se produjo el daño, según cual sea más fa-

vorable a la víctima. Sin embargo si tanto el productor del daño como la 

víctima tienen el domicilio en común, se aplicará esa ley. Es un ejemplo 

de conexiones funcionales de derecho aplicable, sobre la base de los ob-

jetivos subyacentes implicados, como la indemnización y la disuasión en 

el caso de responsabilidad extracontractual1592. Estamos ante una di-

mensión material del Derecho Internacional Privado, que adopta una vi-

sión sustantivista en la realización de la justicia: una respuesta mate-

rialmente justa a los conflictos de intereses1593. 

VII. C. 2. La justicia sustancial en el plano jurisdiccional 

Las consideraciones anteriores también son válidas para los con-

flictos jurisdiccionales que nos ocupan, especialmente cuando las reglas 

del proceso son imprescindibles para alcanzar la justicia material. Los 

contactos son orientados por el orden público internacional, que de por 

sí implica valoraciones. En igual sentido actúan los derechos humanos y 

los fundamentales. Todos estos, en su aplicación a los conflictos juris-

                       

una regla aplicable a todo contrato, por ejemplo, es mejor contar con parámetros que 
permitan ajustar la solución. Cfr. DOLINGER, “Evolution of principles…”, p. 345. 

1592 Cfr. HERZOG, “Constitutional limits on choice of law”, p. 319. Es el mismo crite-
rio del Protocolo de San Luis sobre accidentes de tránsito, que establece la aplicación del 
derecho del domicilio común de las partes. Art. 3: “[…] Si en el accidente participaren o 
resultaren afectadas únicamente personas domiciliadas en otro Estado Parte, el mismo 
se regulará por el derecho interno de este último”. 

1593 Idem, p. 225. También JAYME, “Identité Culturelle et Intégration…”, p. 246. 
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diccionales con consumidores, tienen su origen en el juicio de la razón 

práctica (cfr. supra, I. D. 5, p. 104). De aquí que VELÁZQUEZ GARDETA pro-

ponga como conexión el forum legis, que hace referencia a la autonomía 

de la voluntad para la elección del tribunal, pero limitada a aquellos fo-

ros que apliquen el derecho procesal o sustancial más favorable al con-

sumidor. Subsidiariamente serían competentes los tribunales del domi-

cilio del consumidor, en los supuestos de consumidores pasivos y sitios 

Web activos1594.  

El problema de estas conexiones valorativamente orientadas radica 

en que no se puede decir que una es mejor que otra hasta que se cons-

truya una solución —al menos hipotética—, y esta pueda compararse 

con la alternativa. El análisis será provisional, y probablemente el abo-

gado, con motivo de plantearse la estrategia procesal, considere la deci-

sión anticipada, a fin de presentar el caso. A su vez, el juez puede acep-

tar o no el planteo, y en virtud de la probable decisión desestimar la 

causa, ya sea porque presume que la jurisdicción afecta negativamente 

al consumidor, o porque el derecho eventualmente aplicable —en base a 

los hechos alegados y todavía no probados— puede resultar negativo 

para sus pretensiones1595.  

Hay que considerar, por tanto, que el resultado que busca evitar la 

conexión valorativamente orientada puede ser perjudicial en abstracto 

o en concreto. Si el planteo fuera en concreto, se debe resolver en fun-

ción de todas las posibilidades que se presentan, y recién después ela-

                       

1594 Cfr. VELÁZQUEZ GARDETA, La protección al consumidor on line…, p. 319. La pro-
puesta completa de este autor implica una relación inversa de forum et ius, de manera 
que el consumidor pueda reclamar ante los tribunales cuyo ordenamiento prevea una 
regulación procesal más proclive a las reclamaciones de consumidores, por cierta espe-
cialización en demandas de pequeña cuantía. Idem, p. 320.  

1595 Es lo que ha tenido en miras el art. 6.2.(b) de la Propuesta canadiense de CIDIP 
VII, que permite al tribunal negarse ejercer su competencia en un proceso relacionado 
con un contrato de consumo, si considera como circunstancia determinante “la ley apli-
cable a los asuntos incluidos en el proceso relacionado con un contrato de consumo”. En 
el caso del sistema romano-germánico, la valoración suele ser posterior, manteniendo 
como mecanismo de cierre el orden público. De allí que el principio sea la generosidad 
jurisdiccional, condicionada a que cada país tenga un sistema de Derecho Internacional 
Privado justo. Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 469.  
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borar una solución fraccionada, tomando partes de un derecho y partes 

del otro. El resultado al que se arribe puede ser favorable a los intereses 

del consumidor, pero no necesariamente justo1596.  

Del mismo modo, como ya mencioné, la valoración de la conexión 

está presente al oponerse el forum non conveniens, al comparar el foro 

alternativo en vistas a que resulte adecuado para la realización de la jus-

ticia. Los criterios de admisibilidad o rechazo de la excepción se funda-

mentan en la valoración de las circunstancias1597. La solución normativa 

no deberá omitir la incidencia del orden público en la solución del caso 

mediante la adaptación, a fin de no renunciar a la búsqueda de la justicia 

material. De aquí que las nuevas orientaciones prentendan la unifica-

ción universal como hipótesis de trabajo e ideal a perseguir1598.  

SANTOS BELANDRO presenta la cuestión en dos escalones. Para la co-

rriente angloamericana, importa la pura materialización; la solución 

más apropiada al caso o la política más justificada tendrá en cuenta las 

expectativas de las partes; se deben evitar las discriminaciones y ejercer 

la tolerancia; no puede faltar la valoración de los objetivos comunes de 

la comunidad internacional, propendiendo a armonizar las soluciones. 

Recién luego, se deben investigar las posibles conexiones para luego co-

rregir la respuesta material operada en virtud de la localización, toman-

do en cuenta el derecho extranjero1599. 

La otra técnica de los dos escalones actúa en sentido inverso: pri-

mero se efectúa la localización y luego se hace la corrección material en 

virtud del elemento internacional. Se toma en cuenta una normativa dis-

tinta a la declarada aplicable por la regla de conflicto del foro, con el ob-

                       

1596 Así resultaba de la aplicación del Tratado de Roma, art. 3.3, al dar prevalencia a 
las normas imperativas del domicilio del consumidor, en el sentido de que no pueden ser 
derogadas por las partes. Debía tenerse en consideración si la elección del derecho resul-
taba perjudicial para el consumidor. Cfr. MORSE, “Consumer contracts…”, p. 8. 

1597 GARRO menciona, entre otras, la posible duración del juicio, las facilidades con 
que cuenta el tribunal, etc. Así, por ejemplo, el valor justicia quedaría conculcado ante un 
juicio colectivo que durara 10 ó 12 años esperando la sentencia definitiva. Cfr. GARRO, 
“Forum non conveniens…”, pp. 86-91. 

1598 Cfr. SANTOS BELANDRO, “Las nociones de Sociedad Internacional…”, p. 224. 
1599 Idem, p. 228. 
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jetivo de integrarla como un elemento interpretativo de la ley material 

competente. Una vez asignado el derecho aplicable por la norma indire-

cta, la labor no termina allí, sino que hay que tomar en consideración el 

o los derechos extranjeros conectados para realizar una transformación 

de las normas materiales aplicables, y así cumplir con su finalidad1600.  

Si bien los comentarios anteriores se refieren al derecho aplicable, 

también en caso de conflicto de jurisdicciones se puede declarar más ap-

ta una conexión en vistas a un foro determinado, como mejor forma de 

hacer justicia procesal. En este sentido, LIMA MARQUES observa que se 

requieren conexiones especialmente diseñadas para el fenómeno del 

consumo transfronterizo, a fin de evitar que el sistema protectorio in-

terno sea considerado como un todo normativo de aplicación inmediata 

o norma de policía, como sucedió en el referido caso Panasonic1601. En el 

caso de los consumidores pasivos, esta autora se inclina por la misma 

solución, y quien realiza acciones de marketing pretendiendo llegar a 

consumidores brasileños, debe correr con el riesgo de sus actividades 

en cuanto proveedor. Se le aplicarán las normas imperativas o de aplica-

ción inmediata del país de domicilio o residencia habitual del consumi-

dor1602.  

Los valores del Derecho Internacional Privado, como la previsibili-

dad del derecho aplicable y la desestimación del forum shopping, tienen 

un origen distinto a las preferencias materiales de cada país, las que 

luego se traducen en las conexiones territoriales1603. En este sentido, las 

normas europeas implican una elección sustancial por la protección del 

consumidor. De aquí que, ante la falta de conexiones adecuadas, se debe 

completar la preferencia material mediante la aplicación de los princi-

                       

1600 Ibidem. 
1601 La única conexión de la relación de consumo con el foro era el domicilio del 

consumidor en Brasil: es más, se trataba de un consumidor activo que había llevado a 
cabo todos los actos necesarios en el extranjero. Cfr. O REsp 63.981-SP, Relator Min. Sál-
vio de Figueiredo Teixeira, de 4 de mayo de 2000. (DJ 20.11.2000) Versión integra en 
RDC 35, p. 270. 

1602 Cfr. LIMA MARQUES, Contratos…, p. 147. 
1603 Cfr. LIMA MARQUES, “La insuficiente protección del consumidor…”, p. 11. 
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pios generales del Derecho Internacional Privado, insuflados por el 

principio general del derecho de la protección de la parte débil. Así, el 

Derecho Internacional Privado se torna instrumental a la valoración 

más general.  

VII. C. 3. Foro más favorable no significa derecho más favorable 

Una aclaración final en este punto, para responder a posibles críti-

cas y pensando en una futura actividad legisferante. ¿No debería tomar-

se en cuenta si un foro es más favorable atendiendo sólo a las conside-

raciones jurisdiccionales y procesales, sin considerar la posible solución 

sustancial? Parecería un criterio más preciso y seguro. Párrafos arriba, 

siguiendo a la doctrina allí referida, mencioné que un abogado al plan-

tear el caso o un juez al admitir la jurisdicción tendrán en cuenta la so-

lución final más favorable. Sin embargo, desde un criterio más purista, 

creo que si se trata de buscar criterios universales de asignación de tri-

bunales competentes, no se deberían mezclar aspectos jurisdiccionales 

y sustanciales. La asignación del tribunal más favorable se apoyará en 

aspectos procesales o de aseguramiento de la defensa, o eventualmente 

la efectividad de la solución, también por posibilidad, economía o efecti-

vidad procesal. La variabilidad jurisdiccional no debería fundamentarse 

en una cambiante solución sobre el fondo del asunto. 

De este modo, al aplicarse el forum non conveniens, o cuando se eva-

lúa la atribución de competencia en virtud de no incurrir en denegación 

internacional de justicia, el criterio no deberá tener en cuenta la solu-

ción final. Esta no deberá estar ligada a los aspectos procesales, ya que 

cualquiera fuera el tribunal, debería arribar al mismo resultado. Cam-

biantes soluciones de fondo sólo favorecen las conductas especulativas 

(opportunistic behaviour), en este caso oportunismo jurisdiccional, co-

nocido como forum shopping. Y éste no dejará de serlo porque favorezca 

a un consumidor.  
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VII. D. LA AUTONOMÍA DE LA VOLUNTAD: PACTUM DE PRORROGATIO FORI  

Si la relación de consumo transfronteriza se ha originado en un con-

trato internacional, se deberán aplicar los principios de los contratos in-

ternacionales, especialmente si contiene alguna disposición relativa a la 

asignación del tribunal1604. De todos modos, las partes también tendrán 

autonomía en caso de que el litigio se origine en otro tipo de relaciones 

de consumo, mediante la sumisión o aceptación del foro.  

El mismo fundamento de la auto obligación y auto responsabilidad 

mediante la determinación de la voluntad en las convenciones particu-

lares es el que sustenta la autonomía conflictual, hasta el punto de que 

las partes pueden establecer todas las estipulaciones del contrato, in-

cluyendo la elección del derecho o la elección del juez o la no remisión a 

ningún derecho en caso de laguna (cfr. supra III. A. 4, p. 201). El funda-

mento filosófico es el reconocimiento de la libertad individual junto con 

la autoridad como fuentes del derecho positivo1605. Esta autonomía de la 

voluntad en Derecho Internacional Privado permite a las partes deter-

minar cuál es el derecho aplicable, ya sea indicando el punto de co-

                       

1604 la Propuesta canadiense de CIDIP VII define a los contratos internacionales de 
consumo de modo negativo: quedan excluidos sólo aquellos en que las partes son resi-
dentes habituales del mismo Estado y todos los demás elementos pertinentes de la con-
troversia están conectados únicamente con ese Estado. Para la doctrina, los contratos de 
consumo son internacionales si el lugar de celebración, o el lugar de cumplimiento o el 
domicilio de una de las partes en el momento de la celebración se hallan en el extranjero. 
Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 393.  

1605 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 192. “La abrumadora mayo-
ría de los países, occidentales y comunistas, admiten la autonomía conflictual auténtica y 
los pocos que no la admiten, incurren en el vicio del oportunismo. La autonomía conflic-
tual se base en una norma indirecta legal o consuetudinaria, siendo lo último el caso de 
la Argentina. No es cierto, por ende, que autores asustados afirmen que la autonomía flo-
ta en el aire: tiene su fundamento positivo, legal, convencional o consuetudinario como 
cualquier otra facultad.” Ibidem, p. 193. Pese a tan tajante afirmación, no se puede dejar 
de reconocer el recelo que todavía provoca la autonomía en Latinoamérica en general. 
Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, “Aspectos esenciales de la competencia judicial internacional…”, 
nros. 30-31. La autonomía de la voluntad puede verse como la aplicación al derecho pri-
vado del triunfo del más primigenio de los derechos humanos, la libertad, justificando 
incluso la renuncia a derechos fundamentales. Cfr. DE DOMINGO, Tomás, “El problema de la 
drittwirkung de los derechos fundamentales...”, pp. 266-267. Asimismo JAYME, “Identité 
culturelle et intégration…”, p. 147 y ss. 
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nexión o prorrogando la jurisdicción a favor de los jueces de un país cu-

yo régimen indica el derecho que las partes convienen les sea aplicado, 

o bien estableciendo las estipulaciones que regularán sus derechos y 

obligaciones, al márgen del derecho naturalmente llamado a regir la re-

lación1606.  

La elección de las partes deberá estar dentro de las limitaciones que 

establece el Derecho Internacional Privado del juez. Resulta relevante la 

observación de GOLDSCHMIDT, para quién “las leges indirectae fori expre-

sa o tácitamente suponen que las partes se hallen en una situación de 

igualdad, a fin de que ninguna pueda imponer a la otra un Derecho de 

manera coactiva”, y recomienda observar con prevención las estipula-

ciones del derecho aplicable que se hacen en los contratos de ad-

hesión1607. Esta posible limitación a las partes no es una predeterminatio 

del orden público ya que la elección no conculca los principios de la 

convivencia, siendo esa misma libertad de elección un principio del or-

denamiento. Distinto es que el ordenamiento elegido viole nuestro or-

den público1608. 

                       

1606 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 195. Cfr. también FERNÁNDEZ 

ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del MERCOSUR, p. 156, donde con-
sidera que la autonomía de las partes en la sumisión a determinados jueces puede ser 
considerado un foro general, en la medida en que se la reconoce como un atributo de la 
capacidad de la persona. Como principio derivado del principio de libertad, es razonable 
que las partes dispongan de la autonomía conflictual, que si bien no está expresamente 
autorizada está tácitamente incluida en la anterior, a fin de ser coherentes con el mismo 
Art. 1197 del CC, siendo este, a su vez, la concreción de un principio general del derecho. 
La mayoría de las ideas que sustentan la autonomía de las partes respecto del derecho 
aplicable son similares a aquellas que se refieren a la elección de los tribunales compe-
tentes. Cfr. VELÁZQUEZ GARDETA, La protección al consumidor online…”, pp. 179-182. 

1607 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 194. Respecto a la real li-
bertad de que goza un consumidor, fundamentada en el conocimiento, con aplicaciones 
concretas al consumidor online, Cfr. VELÁZQUEZ GARDETA, La protección al consumidor on-
line…”, pp. 190-198. 

1608 Idem, p. 194. Sería un supuesto de “libertad inofensiva”, como la denominaba 
Mancini. Cfr. JAYME, “Identité culturelle et intégration…”, p. 149. A modo de ejemplo, el 
Art. 1.1 de los Unidroit Principles establece como principio general: “(Freedom of con-
tract): The parties are free to enter into a contract and to determine its content”. Y estos 
mismos Unidroit Principles contienen una limitación a esta autonomía, a través de la in-
derogabilidad de las mandatory rules, que son aquellas normas públicas y privadas im-
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La autonomía de la voluntad, en el ámbito jurisdiccional, es la facul-

tad derivada del principio dispositivo que permite a las partes mediante 

un acuerdo y en un caso multinacional, elegir o excluir una jurisdicción. 

La ‘sumisión’ indica la exteriorización por las partes de su ‘voluntad 

prorrogatoria,’ de querer someterse a un foro determinado1609. La sumi-

sión, por tanto, es un criterio atributivo de jurisdicción, que se sustenta 

en el principio de los “actos propios” o estoppel1610. La exclusión, por su 

parte, es la ‘voluntad derogatoria’ de quedar fuera del dominio de una 

jurisdicción. La prórroga, por su parte, es la cualidad del tribunal elegi-

do: el tribunal prorrogado está investido de jurisdicción1611.  

Guiados por los conceptos de capítulos anteriores, la autonomía de 

la voluntad pone en juego principios y derechos fundamentales del con-

sumidor y proveedor. La solución respecto de la validez de la prórroga 

podrá tener como objeto un control de la aceptación de la cláusula (la 

celebración o forma predispuesta) o de su contenido (efectos prorroga-

torios)1612. Pero vale la pena aclarar que el hecho de que el tribunal ele-

gido se encuentre en las antípodas del orbe no es motivo suficiente para 

considerar que la cláusula prorrogatoria es abusiva. Los elementos a 

                       

perativas, como por ejemplo las establecidas en defensa de la competencia, control de 
cambios, normas sobre precios máximos, o aquellas que imponen regímenes especiales 
de responsabilidad o que prohíban términos abusivos en los contratos, etc. Todas estas 
normas prevalecerán por encima de las reglas establecidas en los Unidroit Principles, 
que específicamente establecen “1.4 (Mandatory rules) Nothing in these Principles shall 
restrict the aplication of mandatory rules, whether of national, international or suprana-
tional origin, which are aplicable in accordance with the relevant rules of private interna-
tional law.” Estas normas imperativas serán prevalentes, ya sea que tengan un origen 
nacional, internacional o supranacional, implementadas por convenciones internaciona-
les, o adoptadas por organizaciones supranacionales. En ningún caso prevalecerán los 
Unidroit Principles, ya sea que hayan sido adoptados como un todo o individualmente 
algunas de sus previsiones. 

1609 Cfr. DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET, Trámites judiciales internacionales, p. 84. 
1610 Cfr. WALKER, Janet, “The Utility of the ALI/UNIDROIT Project on Principles and 

Rules of Transnational Civil Procedure”, Uniform Law Review, Vol. 4. 2001, pp. 803-818, 
en 806. 

1611 Cfr. RODRÍGUEZ, Luis Ernesto, “Algunas consideraciones sobre la jurisdicción in-
derogable y la jurisdicción exclusiva (tres niveles de exclusividad)”, DECITA 04.2005, pp. 
147-173, en p. 148. 

1612 Cfr. SPELLENBERG, “La influencia de la Constitución…”, p. 245. 
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considerar serán la existencia de un desmedido poder negociador, la 

advertencia respecto del contenido y efectos de la cláusula, la efectiva 

defensa en juicio, la relación del caso con el foro, etc1613. 

Ya mencioné anteriormente que se debe distinguir lo dispuesto pa-

ra el orden interno respecto de las cláusulas de prórroga, que lo estable-

cido en el orden internacional (ver IV. B. 2.c), p. 408). Me ocuparé ahora 

de este último aspecto.  

VII. D. 1. Ventajas de los acuerdos de elección de foro 

En primer término vale aclarar que el foro de sumisión expresa que 

se origina en una cláusula de prórroga de jurisdicción goza de presun-

ción de exclusividad1614. Cuando existen jurisdicciones concurrentes y la 

prórroga se otorga a favor de uno de esos tribunales, se otorga certeza a 

una posibilidad latente. Entre varias alternativas, será competente el 

juez o árbitro designado en el acuerdo de voluntades que autolimita a 

las partes1615. Es el ejercicio de la autonomía de la voluntad sobre com-

petencia judicial internacional, pactado fuera del proceso. Entre otras 

razones que justifican sus ventajas se pueden mencionar: 

                       

1613 Cfr. OYARZABAL, Mario, “Juez competente y contratos electrónicos en Derecho 
Internacional Privado”, JA 2002-IV, pp. 1010-1019, en 1214. También VELÁZQUEZ 

GARDETA, La protección al consumidor online…”, p. 200. 
1614 Cfr. art. Artículo 23 del Reglamento 44/2001: “1. Si las partes, cuando al menos 

una de ellas tuviere su domicilio en un Estado miembro, hubieren acordado que un tri-
bunal o los tribunales de un Estado miembro fueren competentes para conocer de cual-
quier litigio que hubiere surgido o que pudiere surgir con ocasión de una determinada 
relación jurídica, tal tribunal o tales tribunales serán competentes. Esta competencia se-
rá exclusiva, salvo pacto en contrario entre las partes (…)”. 

1615 De modo general, el Tratado de Montevideo de Derecho Civil de 1940, art. 56 
párrafos 3 y 4, permiten la prórroga de jurisdicción luego de promovida la acción, sólo 
en acciones personales y patrimoniales. Como puede verse, no admite la prórroga anti-
cipada, a diferencia del régimen de fuente interna. El art. 1 del CPCyCN admite la prórro-
ga a favor de jueces extranjeros o árbitros que actúen fuera de la República en cuestio-
nes exclusivamente patrimoniales, salvo jurisdicción exclusiva. La LDC nada dice y tam-
poco establece ninguna jurisdicción exclusiva. Cfr. GOLSDSCHMIDT, Derecho Internacional 
Privado, p. 463. 
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a) Genera seguridad jurídica. Las partes son las que están en 

mejor posición para saber cuál es el tribunal que les da más 

confianza, ya sea por motivos lingüísticos, por su especiali-

zación, etc. Se gana en previsibilidad ya que se sabe ante 

qué tribunales se podrá demandar1616. La introducción de 

cláusulas de competencia judicial internacional procuran 

racionalizar las relaciones jurídicas, reduciendo el riesgo y 

la incertidumbre que se derivada de la falta de reglas claras 

de competencia judicial internacional1617.  

b) Se favorece la coincidencia del Estado con competencia ju-

dicial internacional con el Estado de ejecución de las deci-

siones, a fin de facilitar la ejecución de la sentencia. 

c) Es posible reducir los costos del proceso, haciendo coincidir 

la competencia judicial internacional con el Estado que ten-

ga más fácil acceso al material probatorio.  

d) Es uno de los modos de llegar, indirectamente, a la vincula-

ción forum et ius. Si se atribuye la competencia judicial in-

ternacional a un Estado, el Derecho Internacional Privado 

de ese Estado va a utilizarse para determinar la legislación 

vigente. Por tanto, se pueden pactar cláusulas de competen-

                       

1616 Cfr. VISCHER, “General Course on Private International Law”, pp. 207-208. Este 
argumento es igualmente esgrimido para justificar la prórroga en el orden interno. “Las 
reglas que fijan la competencia por razón del territorio atienden ante todo a facilitar la 
actuación procesal de las partes y se sustentan en el presunto interés de los litigantes 
conforme al criterio del legislador. Por ello, el órgano judicial se halla vinculado, en prin-
cipio, en materia de competencia territorial, al poder dispositivo de las partes, quienes 
pueden sustituir expresa o tácitamente las reglas previstas por el legislador en asuntos 
patrimoniales y disponibles, sometiéndose de común acuerdo a un juez distinto al pre-
visto por la ley”. NAJURIETA, María Susana, “Prórroga abusiva de la competencia en un 
contrato de adhesión”, ED 181. 296-311, en p. 299. 

1617 De esta manera, no toda prórroga de jurisdicción perjudicará al consumidor, 
porque la certidumbre misma ya participa de por sí del valor relativo de la previsibili-
dad. Cfr. MENICOCCI, “Ley Aplicable y Jurisdicción Internacional...”, p. 1267.  



678 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

cia judicial internacional en función del Derecho Interna-

cional Privado más favorable1618. 

e) Otra razón para utilizar cláusulas de sumisión es buscar un 

foro neutral a las partes. Por ejemplo, los tribunales de un 

tercer Estado que no son domicilio de ninguna de ellas.  

En la valoración de las cláusulas de prórroga, no se debe atender 

sólo al modo de celebración del contrato, considerando que en la mayo-

ría de los casos será una cláusula predispuesta en un contrato no nego-

ciado. La contratación en masa en sí misma no es óbice a la justicia o 

equivalencia de las prestaciones. Se trata de una técnica necesaria en 

una economía globalizada, con una amplia base de consumidores y una 

menor disponibilidad de oferentes. Incluso el mero desconocimiento de 

la cláusula o de la totalidad de sus efectos es insuficiente para realizar 

una valoración negativa de su validez1619.  

VII. D. 2. Objeciones a los acuerdos de elección de foro 

La calidad abusiva de una estipulación contractual no se deriva in-

mediata o necesariamente de su inserción en un instrumento elaborado 

con cláusulas predispuestas. Si bien esta metodología convencional es 

un campo fértil para la inclusión de las cláusulas prohibidas por el art. 

37 de la LDC, la configuración del abuso depende de las circunstancias 

particulares de cada caso concreto1620.  

La gran mayoría de los contratos de consumo internacionales con-

tiene cláusulas habitualmente “redactadas unilateralmente por el pro-

veedor de la cosa o servicio, sin que la contraparte tuviera posibilidades 

                       

1618 Cabe aclarar que la elección del tribunal competente no determina de por sí el 
derecho aplicable ni viceversa, como bien lo aclara el art. 46 inc. 2 del Proyecto uruguayo 
de Ley General de Derecho Internacional Privado, “la selección de un determinado foro 
por las partes no entraña necesariamente la elección del derecho aplicable”. 

1619 Cfr. LORENZETTI, Consumidores, p. 236. “La calificación de un contrato como de 
consumo no acarrea la declaración de abusividad de sus cláusulas, sino cuando reúnen 
las características que la ley expresa (art. 37 LDC)”. 

1620 Cfr. STIGLITZ, “Cláusulas abusivas en las relaciones de consumo”, p. 1405. 
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de discutir su contenido” (art. 38, LDC)1621. La circunstancia de que se 

trate de contratos de adhesión tiñe a toda la relación de un plexo inter-

pretativo muy definido, aún cuando no basta predicar la condición de 

parte débil en la relación contractual para que pueda receptarse el pe-

dido de aplicación de la LDC y declararse la invalidez de una cláusula1622. 

También se ha resuelto que esta interpretación a favor del consumidor 

no requiere de la existencia necesaria de un daño concreto, siendo sufi-

ciente la mera posibilidad de que se produzca un perjuicio1623. Cuando 

un juzgador se enfrenta a un contrato de adhesión en una relación de 

consumo, la carga de la prueba de la presunción de inequidad —mejor 

dicho, de su ausencia en el caso concreto— recaerá siempre sobre el 

predisponente que entrega el bien o presta el servicio1624.  

                       

1621 La jurisprudencia ha resuelto que los contratos de adhesión presuponen —
desde su inicio mismo— una desigualdad formal y estructural, ya que es el predisponen-
te quien tiene el poder de negociación y unilateralmente dota de contenido a la relación 
contractualCfr. CNFContencioso-administrativo, Sala V, 4 de marzo de 1998, “Diners 
Club S.A. c. Secretaría de Comercio e Inversiones (de la Resolución del Director Nacional 
de Comercio Interior)”, citado en Revista de Responsabilidad Civil y Seguros, 1999, p. 434, 
con nota de Rubén S. STIGLITZ y M. Fabiana COMPIANI. Resulta ilustrativa la Opinión Con-
sultiva 1/2007 del Tribunal Permanente de Revisión del MERCOSUR, en los autos “Norte 
S.A. Imp. Exp. c/ Laboratorios Northia Sociedad Anónima, Comercial, Industrial, Finan-
ciera, Inmobiliaria y Agropecuaria s/ Indemnización de Daños y Perjuicios y Lucro Ce-
sante”, en su considerando F.3, interpreta el Protocolo de Buenos Aires, en su art. 2. inc. 
6, concluyendo que “en los contratos de venta al consumidor no se puede aplicar el al-
cance que se la da a la autonomía de la voluntad por tal Protocolo para escoger foro y 
derecho aplicable”. 

1622 CN de Apelaciones en lo Comercial, Sala A, 28 de mayo de 1999, “Galante, José 
L. c. Banco de Crédito Argentino”, citado en LL 1999-E-522. 

1623 CN de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala V, 24 de 
marzo de 1999, “Plan Rombo S.A. c. Secretaría de Comercio e Inversiones”, LL 1999-D-
380. 

1624 CN de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, Sala I, 13 de oc-
tubre de 1998, “Organización Privada de Extensión Cultural S.A. c. Ministerio de Econo-
mía y Obras y Servicios Públicos”, LL 1999-D-620: “En el marco del régimen represivo 
establecido en la LDC y a fin de tutelar los derechos de los consumidores y usuarios, el 
prestador del servicio al que se le imputa la comisión de la infracción prevista en el art. 
37 inc. b) de la citada ley, debe demostrar que la presunción relativa a la inequidad rela-
tiva a los derechos y obligaciones de ambas partes que emergen de las cláusulas abusi-
vas insertas en un contrato de adhesión, no se corresponde con la realidad de las cosas, 
apreciadas bajo el prisma de la razonabilidad”. 
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Sin embargo, la prohibición genérica de esta norma respecto de los 

términos abusivos y las cláusulas que pueden declararse ineficaces po-

dría ser —en el plano internacional— un claro ejemplo de aplicación de 

la cláusula de reserva contenida en el art. 14 inc. 2 del CC. Los tipos 

abiertos allí descriptos que pueden determinar que una cláusula se ten-

ga por no convenida son de aplicación a los contratos internacionales. El 

pactum de prorrogatio fori podría ser un típico ejemplo, ya que si bien 

no está prohibido expresamente, puede resultar que lesione la garantía 

constitucional de la defensa en juicio y del derecho a la jurisdicción, ex-

cluyendo anticipadamente al consumidor de sus jueces naturales, 

haciendo sumamente dificultosa la defensa de sus derechos.  

En el caso concreto que nos ocupa, la cláusula de prórroga en con-

tratos de consumo puede atentar contra el orden público internacional 

cuando se afecte el principio de defensa en juicio, de raigambre consti-

tucional. No toda cláusula de prórroga vulnerará este principio sino 

cuando se torne gravoso en demasía para el consumidor el hecho de 

acudir a otro tribunal, ya sea privado o estatal. En cada caso habrá que 

verificar estos supuestos, y si se llegase a esos extremos, el demandante 

podrá abrir la jurisdicción ante el juez del Derecho aplicable al fondo del 

asunto (forum causae) o del lugar de cumplimiento o de celebración, co-

incidentes con el domicilio del consumidor.  

La consecuencia de este razonamiento es que el juez argentino ten-

drá jurisdicción para entender en la causa. Creo que no es un exceso de 

“forismo” regir tanto la cláusula de prórroga como el fondo del asunto 

por el mismo Derecho, al tratarse de un ordenamiento en el que están 

involucrados los principios del orden público internacional, inderogable 

por las partes e inexcusable por los jueces. Podrá demostrarse en el caso 

concreto que el consumidor no se vio compelido en su libertad contrac-

tual por la adhesión a la cláusula predispuesta de prórroga pero el asun-

to requerirá del análisis del juez del foro, quien no podrá de modo au-

tomático declarar derogada su jurisdicción por existir esa cláusula, ya 

que el estudio puntual será insoslayable. Entonces el juez deberá efec-

tuar un doble análisis. En primer lugar, si la cláusula de prórroga fue 

pactada abusivamente, la declarará ineficaz. Luego, si con la prórroga se 
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afecta la defensa en juicio, le opondrá la cláusula de reserva del orden 

público internacional.  

El orden público internacional, entendido como el principio de re-

serva por el cual una norma extranjera o convencional dejará de apli-

carse si contraría nuestro “espíritu de la legislación”, se integra con la 

normativa positiva vigente y, para el caso de la validez de la prórroga de 

jurisdicción, en primer lugar con los principios constitucionales de la 

defensa en juicio. 

VII. D. 3. Condiciones de validez de la cláusula de prórroga 

En el comercio transfronterizo, especialmente si se trata de contra-

tos celebrados a distancia, estas disposiciones son muy relevantes y por 

eso frecuentes. Las empresas que pretenden dirigir sus actividades a 

consumidores de una pluralidad de países, deben asumir los riesgos 

adicionales que significa la imposibilidad de concentrar los potenciales 

litigios ante los tribunales de su propio país1625. En todos los casos, ten-

drán que considerar la validez de la determinación en relación a la im-

prorrogabilidad de un tribunal en particular. Si en las cláusulas estanda-

rizadas se establece la atribución de jurisdicción a determinados órga-

nos, contrariando una norma imperativa, la sumisión sería inválida, y, 

por tanto, no se produciría la derogación del tribunal naturalmente do-

tado de jurisdicción1626. Así, si existiera una norma que determinara la 

inderogabilidad del forum domicilii del consumidor, los jueces domici-

liarios seguirían siendo competentes, lo cual nos lleva al problema de la 

eficacia de una sentencia dictada en el marco de una cláusula de prórro-

ga pero que no ha considerado esa especial asignación. 

                       

1625 Cfr. DE MIGUEL ASENSIO, “La tutela de los consumidores en el mercado global…”, 
nro. 9. RUBAJA y LOWENSTEIN, “Contratos de consumidores celebrados on-line…”, p. 779. 

1626 Cfr. RODRÍGUEZ, “Algunas consideraciones sobre la jurisdicción inderogable…”, 
p. 151. Pero si el orden normativo no prohíbe la elección de foro con carácter exclusivo, 
se debe suponer que la cláusula prorrogatoria predomina sobre las otras posibles co-
nexiones. Cfr. SOTO, “El abuso del derecho…”, p. 704. En todo caso, habrá que analizar la 
abusividad a la luz de los principios del Derecho Internacional Privado. Cfr. VELÁZQUEZ 

GARDETA, La protección al consumidor online…”, pp. 204-205 y 209. 



682 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

En este aspecto, si bien las ambiciones iniciales lograron un aparen-

temente tímido resultado, no resultaron infecundos los esfuerzos de la 

Conferencia de la Haya de Derecho Internacional Privado para tratar de 

alcanzar una Convención sobre competencia judicial y ejecución de sen-

tencias en materia civil y comercial. Luego de varios años de difíciles 

negociaciones, se logró el Convenio sobre cláusulas de elección de foro. 

Se podría decir entonces que este aspecto, el referido a la validez de la 

autonomía de la voluntad en ámbito jurisdiccional, es el primero en que 

existe cierto consenso, aún cuando el acuerdo excluye de su ámbito de 

aplicación los contratos de consumo 1627. Esto se debe a que, simulta-

neamente, existe un consenso en sentido contrario, en cuanto que la 

universalización de la autonomía de la voluntad y la posibilidad irres-

tricta de elección del tribunal pasa a ser instrumento de dominio de los 

más débiles por los más fuertes1628. Entre otras cosas, por ejemplo, 

habrá que ver qué posibilidades tuvo el consumidor de conocer la cláu-

sula de prórroga. Así, el Juez Stevens, de la USSC, en su disenso en el ca-

so “Shute”, indicó que la estipulación venía inserta en el ticket del pasa-

jero, el que le llegaba una vez que ya había contratado, y por tanto resul-

taba imposible tanto que tomara conocimiento como mucho menos su 

discusión y asentimiento1629. 

En sentido inverso, habrá que prestar atención a cómo interpreta-

rán los tribunales extranjeros la validez de la cláusula de prórroga, por-

que podrían declarar incompetente al tribunal domiciliario del consu-

midor que se atribuyó jurisdicción anulando el pacto1630. A este respec-

to, tenemos a mano la mirada del derecho norteamericano. En el ámbito 

del derecho del comercio internacional existe consenso respecto de la 

validez de estas estipulaciones, pero no es igual en el ámbito de los con-

                       

1627 Cfr. WAUTELET, “What is international private law…”, p. 68-69. También DE 

MIGUEL ASENSIO, “La tutela de los consumidores en el mercado global…”, nro. 9. 
1628 Cfr. LIMA MARQUES, A Proteção do Consumidor…, p. 1532, aunque refiriéndose a 

la elección del derecho aplicable. 
1629 Cfr. VISCHER, “General Course on Private International Law”, pp. 209-210. 
1630 Cfr. DE MIGUEL ASENSIO, “La tutela de los consumidores en el mercado global…”, 

nro. 9. 
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tratos de consumo1631. En USA, inclusive, es distinta la práctica de los 

tribunales estaduales que los federales. En los primeros se puede obser-

var una tendencia a cuestionar este tipo de acuerdos, distinguiendo 

también el grado de actividad que el proveedor ha tenido en la “conquis-

ta” del consumidor1632. Por el contrario, a nivel federal, la sentencia de la 

USSC en Carnival Cruise Lines, Inc. v. Shute admitió los acuerdos de pró-

rroga en contratos con consumidores1633.  

Las consideraciones son de dos tipos. Primero, si es admisible la au-

tonomía de la voluntad en contratos con parte débil y cómo o cuándo 

                       

1631 Cfr. VISCHER, “General Course on Private International Law”, pp. 208-209. En el 
derecho argentino la cláusula no pierde efectividad por el mero hecho de formar parte 
de un formulario predispuesto. En todo caso debería demostrar que esta circunstancia 
afectó el consentimiento. Cfr. FEUILLADE, Competencia internacional…, p. 122, especial-
mente nota 228. 

1632 Se trata de una triple distinción, en los contratos online: sitios web pasivos y 
activos (o interactivos), consumidores activos y pasivos, y contratos enteramente online 
u offline. Cuando el proveedor toma las acciones necesarias para no contratar con con-
sumidores que pueden obligarlo a litigar en determinada jurisdicción (o reglar el contra-
to por cierto derecho), o bien simplemente no llevan adelante actividades de captación 
de clientes, las cláusulas pueden ser declaradas válidas. Por otra parte, cuando el con-
sumidor es quien se traslada al domicilio del proveedor para contratar allí, mal puede 
pretender la protección de sus jueces domiciliarios, con lo cual la cláusula prorrogatoria 
a los tribunales del proveedor también debería ser válida. Esto último ocurre cuando el 
cumplimiento de las prestaciones se lleva a cabo en el domicilio del proveedor, en con-
tratos offline. Para el análisis de jurisprudencia norteamericana relativa a la validez de 
cláusulas de prórroga, cfr. VELÁZQUEZ GARDETA, La protección al consumidor online…”, pp. 
322-329, donde se refiere a condiciones formales y sustanciales de admsión de este tipo 
de estipulaciones. 

1633 Carnival Cruise Lines, Inc. v. Shute, 499 U.S. 585 (1991). Cfr. DE MIGUEL ASENSIO, 
“Pluralidad de jurisdicciones…”, pp. 32 y ss. Este fallo de la USSC recibió innumerables 
críticas en su momento, de lo cual me he ocupado en otro trabajo, inclusive desde la óp-
tica del análisis económico del derecho. Cfr. SCHÖTZ, Gustavo, “Los acuerdos de jurisdic-
ción en contratos de consumo internacionales celebrados en Internet”, Revista de Dere-
cho Comercial y las Obligaciones, Vol. 201, Depalma, Bs. As. 2003, pp. 23-74, en 59 y ss. 
También ver las críticas de WOODWARD, William J. Jr., “Sale of law and forum and the wid-
ening gulf between consumer and nonconsumer contracts in the UCC”, Washington Uni-
versity Law Quarterly, 1997, Nro. 75,p. 257. GOLDMAN, “My way and the highway…”, p. 
717. También MEYERSON, Michael I., “The reunification of contract law: the objective the-
ory of consumer form contracts”, University of Miami Law Review, May 1993, p. 1264. 
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debe prestarse el consentimiento para que resulte válido1634. Luego, el 

contenido de la cláusula: en qué medida es posible obligar al consumi-

dor a litigar fuera de su domicilio, si la prórroga establece un foro con-

currente o exclusivo, si el foro prorrogado tiene o no relación sustancial 

con el caso, etc.  

VII. D. 4. Regla de autonomía limitada 

En definitiva, considero preferible hacer lugar a una regla de auto-

nomía limitada. Entre otras, es la solución adoptada en el art. 17 del Re-

glamento 44/2001, por cuanto la autonomía de la voluntad en la elec-

ción del tribunal competente es válida, siempre que se determine una 

vez iniciado el litigio, o que permitan al consumidor demandar ante tri-

bunales distintos de su domicilio o del proveedor, o que correspondan 

al domicilio común de las partes al momento de la celebración del con-

trato. Es razonable que si el consumidor tuvo en miras el cumplimiento, 

no haya prestado atención a las consecuencias jurídicas de la cláusula de 

prórroga. Ahora, cuando tiene delante de sí el conflicto, estará atento y 

decidirá la cuestión del juez competente con pleno conocimiento de 

causa1635. 

En esto creo soy coherente con lo dicho en III. D. 3. La autonomía es 

una óptima solución para los negocios internacionales, pero no se aco-

                       

1634 Como ya mencioné, está generalmente admitido que la prórroga post litem na-
tam es una condición de validez de la cláusula cuando involucra a parte débil. cfr. 
FEUILLADE, Competencia internacional…, p. 139 y 237. 

1635 La Propuesta canadiense de CIDIP VII permite los acuerdos de elección de foro 
celebrados con posterioridad al inicio del proceso (art. 5.1.(a)) En la nota explicativa, la 
Delegación del Canadá indica: “El razonamiento del artículo 5 es que se considera im-
probable que la mayoría de los consumidores piense en una cláusula de selección de foro 
en el momento de celebrar un contrato. Lo más probable es que un consumidor tomará 
conciencia de esa cláusula sólo si surge una controversia. Por ello, la disposición estable-
ce que el tribunal sólo deberá aplicar la cláusula de selección de foro cuando la cláusula 
haya sido acordada por las partes después del inicio del proceso”. En el mismo sentido 
se expide el Protocolo de Santa María, art. 5. De acuerdo a FEUILLADE, es un síntoma de 
abusividad el que la parte débil no hubiera podido prever el lugar donde sería demanda-
do. Sin embargo, a falta de legislación específica, el principio continúa siendo la validez 
del acuerdo. cfr. FEUILLADE, Competencia internacional…, p. 141.  
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moda plenamente a los contratos con parte débil. Ahora bien: también 

es cierto que nada impide que el consumidor pueda beneficiarse de la 

libertad contractual, cuando el proveedor está dispuesto a ofrecer vo-

luntariamente mejores condiciones que las del orden normativo. De 

aquí, una vez más, que tengamos que tener presente el ‘sistema’ antes 

que el ‘ordenamiento’. Por este motivo en la Convención de La Haya so-

bre derecho aplicable a ventas de consumo, no se descartó la autonomía 

de la voluntad, sino que, por el contrario, fue adoptado como criterio 

primordial, sin perjuicio de que permaneciera latente el derecho domi-

ciliario cuando el elegido fuera en desmedro de la protección1636.  

Siempre quedará como resguardo el tribunal domiciliario, que en 

definitiva es quien le brinda mayor confianza. En definitiva, es posible 

—en un marco protectorio—, la utilización de una regla de limitada au-

tonomía, por la cual prevalecerá el tribunal elegido mientras fuere más 

favorable al consumidor. De lo contrario, serán competentes los tribuna-

les domiciliarios1637. 

                       

1636 El criterio que se deriva de la Convención es válido para nuestro caso aunque 
se refiera al derecho aplicable, porque la ratio legis es similar. Convención de La Haya de 
ventas a los consumidores, art. 6: “El derecho interno elegido por las partes regirá el 
contrato al cual se aplique la presente Convención. Sin embargo, el derecho elegido por 
las partes en ningún caso privará al consumidor de la protección acordada por las nor-
mas imperativas del derecho interno del país en el que él tenía su residencia habitual al 
momento en el que el pedido fue otorgado”. Cfr. VON MEHREN, “La Conferencia de La 
Haya…”, pp. 51-52. El criterio fue seguido por la Convención de Roma de 1980. Esta au-
tonomía limitada se corresponde con el art. 6 del Reglamento de Roma I, que declara vá-
lidas las cláusulas de elección del derecho aplicable, mientras no vaya en menoscabo de 
las prerrogativas que el consumidor tiene en su residencia habitual. En el fondo, se con-
sidera que la jurisdicción elegida, o el derecho indicado como aplicable, pueden ser más 
favorables al consumidor. Cfr. DE MIGUEL ASENSIO, “La tutela de los consumidores en el 
mercado global…”, nro. 24. 

1637 Cfr. BOGGIANO, La Conferencia de La Haya..., p. 33 y ss., y ALL y DREYZIN DE KLOR, 
“Consideraciones generales sobre el artículo 2…”, pp. 18-19. Estos autores elaboran la 
propuesta en relación al derecho aplicable, con fundamento en que las conexiones rígi-
das dan una falsa apariencia de de seguridad. Creo que los mismos argumentos se pue-
den utilizar para sostener una autonomía limitada y conexiones flexibles referidas a la 
jurisdicción. La Propuesta de CIDIP VII, si bien se refiere al derecho aplicable, ha sido 
más ambiciosa. Establece la regla de la autonomía de la voluntad en el derecho aplicable, 
condicionada a que se trate del correspondiente al domicilio del consumidor, del lugar 
de celebración, de ejecución del contrato o de la sede del proveedor, siempre que resulte 
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VII. D. 5. Prórroga tácita 

Una forma de elección del tribunal, que en sí misma es post litem 

natam, se produce cuando el consumidor demanda al proveedor ante un 

tribunal que razonablemente está dotado de jurisdicción. Esa elección, si 

bien puede no contar con el acuerdo inicial del demandado, es uno de 

los posibles foros concurrentes. La presentación de la demanda ante el 

domicilio o la sede social del proveedor —como foro universalmente re-

conocido—, implica la elección de una de las alternativas disponibles 

para quien presenta el reclamo. Rechazar esta decisión a través del fo-

rum non conveniens en razón de que el demandado prefiere someterse al 

foro del domicilio del demandante, implica una iniquidad. Si el consu-

midor demandante ha evaluado libremente las consecuencias, y esto no 

es objetivamente injusto para el demandado —aunque resulte contrario 

a sus intereses—, no se puede obligar al demandante a ir contra su de-

recho1638.  

Nadie puede ser obligado a demandar en su propio domicilio, entre 

otras cosas porque este foro resulta siempre extraordinario. En sentido 

inverso, el demandante puede hacer coincidir su interés con su derecho, 

lo que resulta ampliamente relevante considerando la debilidad del 

consumidor y las conexiones valorativamente orientadas. Sin embargo, 

—como parte de una inveterada regla procesal— el hecho de que el de-

                       

el derecho más favorable al consumidor. En caso de consumidores pasivos, la prelación 
en cuanto a qué derecho es más favorable es la siguiente: el del domicilio del consumi-
dor, el de la residencia común del consumidor y uno de los establecimientos del provee-
dor, el del lugar de celebración y el de prestación del servicio o entrega de la cosa. Res-
pecto del consumidor activo, es decir que se trasladó al país del proveedor para consu-
mir, se considera más favorable el derecho del lugar de celebración, de ejecución o del 
domicilio del consumidor. En todos los casos mantienen plena vigencia las normas in-
ternacionalmente imperativas del foro y del domicilio del consumidor, junto con el or-
den público internacional del foro. Cfr. Propuesta de CIDIP VII, arts. 6, 9 y 10. 

1638 Menos aún si las razones aducidas para la declinatoria se refieren a políticas 
comerciales que procuran inmunizar a las empresas nacionales contra reclamos forá-
neos, cuando esas empresas realizan negocios transfronterizos. Si el caso es objetiva-
mente multinacional, las razones para asumir o declinar jurisdicción deben tener en 
cuenta la internacionalidad del caso y la efectiva reparación del damnificado en ese con-
texto. Cfr. GARRO, “Forum non conveniens…”, pp. 97-98.  
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mandado oponga excepción de incompetencia no significa sumisión tá-

cita1639. Cuando un demandado extranjero comparece ante un tribunal 

aduciendo su falta de jurisdicción, se somete condicionalmente a ésta, a 

la espera de que el tribunal se estime en posesión de la jurisdicción. Pe-

ro la presentación de la excepción no indica por sí misma una prórroga 

post litem natam1640.  

Finalmente, cabría desechar la posibilidad de que una cláusula váli-

da sobre la elección del derecho aplicable implique por sí misma una 

aceptación de los tribunales del derecho elegido. Este caso inverso de 

forum et ius, largamente discutido en el derecho del comercio interna-

cional, debe ser ser resuelto de modo negativo en el sistema protecti-

vo1641.  

                       

1639 Cfr. SOTO, “El abuso del derecho…”, p. 702, quien considera a la excepción de 
incompetencia en el orden internacional como una “cuasi-declinatoria”. En palabras del 
Dr. FERMÉ, “[A]l decidir sobre el punto se analiza qué es lo que se pide pero sin decidir 
sobre la verdad de lo que se expone, pues recién cuando se falle el fondo del asunto se 
podrá decidir libremente si los hechos aducidos son o no verdaderos o si ocurrieron en 
forma distinta de como se admitió a efectos de resolver sobre la competencia, sin que 
por ello desaparezca la afirmada”. Marotta, Luis A. c. Hosokawa, Roberto. CNCiv., Sala I, 
22/05/03, publicado en JA 2003-IV-114. 

1640 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 471. En la causa Houlder 
Brothers & Co. Ltda. c. Soc. Gral. de Control (S.R.L.), CFCyCN, 22 de abril de 1958, publi-
cado en JA 1960-IV-104, se estableció que aunque una sociedad argentina proteste ante 
un tribunal belga contra la jurisdicción internacional de este último, hay implícita una 
sumisión condicional a dicha jurisdicción. En el marco de la UE, el Reglamento 44/2001 
establece en su art. 24 que Artículo 24 que “Con independencia de los casos en los que su 
competencia resultare de otras disposiciones del presente Reglamento, será competente 
el tribunal de un Estado miembro ante el que compareciere el demandado. Esta regla no 
será de aplicación si la comparecencia tuviere por objeto impugnar la competencia o si 
existiere otra jurisdicción exclusivamente competente en virtud del artículo 22”. 

1641 VISCHER analiza la posibilidad de que la elección del tribunal implique la elec-
ción del derecho aplicable. Si bien puede ser un fuerte indicio, hacen falta otras indica-
ciones. Lo mismo puede decirse cuando se determina sólo el derecho aplicable, pero en 
este caso la discusión es menor. Cfr. VISCHER, “General Course on Private International 
Law”, p. 233. 
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VII. E. CRITERIOS PERSONALES PARA LA ASIGNACIÓN DE JURISDICCIÓN 

VII. E. 1. Domicilio del demandado 

Los principales criterios atributivos de la jurisdicción internacional 

tienen relación con las condiciones personales del sujeto: la nacionali-

dad, el domicilio o la residencia. Mientras que la nacionalidad es un pri-

vilegio jurisdiccional altamente cuestionado por el cual el ciudadano 

siempre puede plantear el caso ante los jueces de su Estado, el foro del 

domicilio del demandado goza de general aceptación1642. Primero, por-

que se considera su juez natural, ya que tiene la comodidad de litigar en 

el lugar donde le es menos gravoso defenderse. Luego, porque suele es-

tar localizado allí su patrimonio. Prima aquí el principio de efectividad: 

el actor puede resarcirse en caso de triunfar en la contienda1643. En esta 

última razón también está presente la economía procesal, de modo que 

no sea necesario iniciar un nuevo procedimiento para perseguir al ven-

cido por otros territorios o que la sentencia sea claudicante por ser difi-

cultosa su ejecución1644. 

El demandado podrá ser el proveedor o el consumidor. En cual-

quiera de los supuestos, el criterio no presenta mayores dificultades. Di-

ficilmente se pueda considerar agraviante para el demandado el hecho 

de que el reclamo se le plantee en su propio domicilio. La validez del 

principio actor forum rei sequitur es universal, ordinario y no de excep-

ción1645. De aquí que sea interesante considerar su vigencia en casos que 

involucran a consumidores incluso cuando la prórroga válida es deroga-

                       

1642 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, “Aspectos esenciales de la competencia judicial interna-
cional…”, nro. 27. Entre otros textos normativos, se puede mencionar en el ámbito de la 
UE, el Reglamento 44/2001, que considera al tribunal del domicilio del demandado co-
mo el foro general.  

1643 Cfr. PÉREZ VERA, Derecho Internacional Privado, p. 279. GOLDSCHMIDT, Derecho In-
ternacional Privado, p. 460-461. 

1644 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del 
MERCOSUR, p. 154. 

1645 Cfr. WOLFF, Derecho Internacional Privado, pp. 59 y 64. NAJURIETA, “Prórroga 
abusiva…”, p. 299. 
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toria de toda otra competencia1646. El favor debilis puede incidir en favo-

recer el reclamo en el domicilio del proveedor, aún cuando exista otro 

foro que pueda ser considerado exclusivo. 

Por el contrario, el domicilio del demandante es un foro excepcio-

nal, y, en el caso de los consumidores, está previsto como forma de pro-

tección de su debilidad1647. Todas las propuestas de CIDIP VII prevén el 

foro domiciliario o residencia habitual del consumidor. Parece una solu-

ción correcta, mientras no se limite la posibilidad de que el consumidor 

acuda voluntariamente a otros tribunales una vez surgida la controver-

sia. Si lo que realmente se pretende es favorecerlo, se le pueden brindar 

otras posibilidades por las que él puede optar unilateralmente, mientras 

tengan una conexión suficiente1648.  

En este sentido, el Tratado de Derecho Comercial Internacional Te-

rrestre de Montevideo, de 1940, en su art. 13, presenta un supuesto de 

aplicación del favor debilis1649. Permite al asegurado presentarse a los 

tribunales de su domicilio, “para equilibrar un poco la desproporción to-

tal de poder entre la influyente sociedad de seguro y el desvalido asegu-

rado”1650.  

Calificar “domicilio del demandado” es más sencillo que determinar 

el domicilio del deudor de la prestación. Esta última requiere precisio-

nes dependientes del fondo del asunto. Entre otros aspectos, se debería 

distinguir, por ejemplo, entre la prestación de comercialización (origen) 

                       

1646 Como lo prevé la Convención de La Haya sobre acuerdos de elección de foro 
(art. 3.b) “un acuerdo de elección de foro que designe a los tribunales de un Estado con-
tratante o uno o más tribunales específicos de un Estado contratante se reputará exclu-
sivo, salvo que las partes hayan dispuesto expresamente lo contrario; (…)” 

1647 Cfr. LIMA MARQUES, “O novo Direito internacional privado...”, pp. 267-269. 
1648 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO y ALL, “Apreciación general…”, Segunda parte, nro. V. 
1649 “Art. 13. - Son jueces competentes para conocer de las acciones que se deduz-

can en materia de seguros terrestres o sobre la vida, los del Estado que rige por sus leyes 
dichos contratos, de acuerdo con lo establecido en el artículo anterior; o bien, a opción 
del demandante, los del Estado del domicilio de los aseguradores, o, en su caso, de sus 
sucursales o agencias, o los del domicilio de los asegurados”. Es semejante la solución del 
Protocolo de San Luis sobre responsabilidad civil emergente de accidentes de tránsito, 
art. 7: lugar del accidente, domicilio del demandado o domicilio del actor. 

1650 GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 412. 
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o la de cumplimiento o disfrute (destino)1651. A los fines de la determina-

ción de cuál es el domicilio para ver si el juez es competente, éste utili-

zará los criterios lex fori, salvo que existiera una calificación autárquica. 

Por tanto domicilio podrá ser tanto la residencia habitual como el centro 

principal de los negocios. 

Un aspecto particular se presenta con el domicilio del proveedor de 

Internet. La Directiva Europea sobre comercio electrónico lo denomina 

"prestador de servicios establecido", y determina su localización me-

diante el ejercicio de manera efectiva de “una actividad económica a 

través de una instalación estable y por un período de tiempo indetermi-

nado. La presencia y utilización de los medios técnicos y de las tecnolo-

gías utilizadas para prestar el servicio no constituyen en sí mismos el es-

tablecimiento del prestador de servicios” (art. 2.c)1652. Esta calificación, 
aún cuando la Directiva Europea sobre comercio electrónico no se 
refiera a los aspectos jurisdiccionales (art. 1.4), puede ser utiliza-
da en nuestro sistema jurídico atento a que sigue los criterios ge-
nerales: residencia habitual o asiento principal de los negocios. 

Si se trata de demandar a una persona jurídica, no es lo mismo la 

sede, la representación, la sucursal, etc. La amplitud de criterio beneficia 

                       

1651 En el derecho de fuente interna, en materia contractual, los arts. 1215 y 1216 
no hablan expresamente del domicilio del demandado, pero lo admiten implícitamente 
al decir que el actor puede acudir al juez argentino pese al domicilio extranjero del de-
mandado; ergo, puede ir al domicilio extranjero del demandado.  

1652 Directiva Europea sobre el comercio electrónico. En el considerando 19 expli-
ca: “se debe determinar el lugar de establecimiento del prestador de servicios a tenor de 
lo dispuesto en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, según la cual el concepto de es-
tablecimiento implica la realización efectiva de una actividad económica a través de un 
establecimiento fijo durante un período indefinido. Este requisito se cumple también 
cuando se constituye una sociedad durante un período determinado; cuando se trata de 
una sociedad que proporciona servicios mediante un sitio Internet, dicho lugar de esta-
blecimiento no se encuentra allí donde está la tecnología que mantiene el sitio ni allí 
donde se puede acceder al sitio, sino el lugar donde se desarrolla la actividad económica. 
En el supuesto de que existan varios establecimientos de un mismo prestador de servi-
cios es importante determinar desde qué lugar de establecimiento se presta un servicio 
concreto; en caso de especial dificultad para determinar a partir de cual de los distintos 
lugares de establecimiento se presta un servicio dado, será el lugar en que el prestador 
tenga su centro de actividades en relación con ese servicio en particular”. 
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al consumidor1653. Este aspecto es tenido en cuenta en el Protocolo de 

Santa María, que adopta la siguiente definición: 

“Artículo 3. Calificación de domicilio. 

A los fines del presente Protocolo se considerará domicilio: 

1. Cuando se trate de persona física, en el siguiente orden: 

a) la residencia habitual; 

b) el centro principal de sus negocios;  

2. Cuando se trate de persona jurídica o de un ente despersonaliza-
do, en el siguiente orden: 

a) la sede principal de la administración; 

b) el lugar donde funcionen filiales, sucursales, establecimientos, 
agencias o cualquier otra especie de representación de personas jurídi-
cas”1654. 

                       

1653 Caso UBS, ya citado (cfr. nota 1046), donde fue suficiente para establecer como 
domicilio el del representante designado a los fines judiciales y administrativos, y caso 
Choqui, Néstor Petronio c. Coop. Viv. Pers. Y.P.F. Gral. Mosconi (cfr. nota 1043), donde se 
equiparó la sucursal al domicilio social. 

1654 El art. 5 del Proyecto uruguayo de CIDIP VII, siguiendo el Protocolo de Buenos 
Aires, indica: “Domicilio. A los fines de la presente Convención se considerará como do-
micilio, subsidiariamente, y en el siguiente orden: 1.- Cuando se trate de personas físicas: 
a) su residencia habitual; b) el centro principal de sus negocios; c) el lugar donde se en-
contrare la simple residencia.  2.- cuando se trate de personas jurídicas: a) la sede 
principal de su administración; b si la persona jurídica tuviere sucursales, agencias, es-
tablecimientos o cualquier otra especie de representación, se considerará domiciliada en 
el lugar donde éstas estén situadas”. En sentido similar, art. 5 del Reglamento 44/2001: 
“Las personas domiciliadas en un Estado miembro podrán ser demandadas en otro Es-
tado miembro: (…) 5) Si se tratare de litigios relativos a la explotación de sucursales, 
agencias o cualquier otro establecimiento, ante el tribunal del lugar en que se hallaren 
sitos”. Es complementado por el Artículo 15, para las relaciones de consumo: “2. Cuando 
el cocontratante del consumidor no estuviere domiciliado en un Estado miembro, pero po-
seyere una sucursal, agencia o cualquier otro establecimiento en un Estado miembro, se 
considerará para todos los litigios relativos a su explotación que está domiciliado en dicho 
Estado”. 
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Si se entabla la demanda ante un tribunal que, según el demandado, 

no tiene jurisdicción internacional, la situación presenta sus matices. 

Cuando este posee bienes en país del juez, debe comparecer y aducir la 

falta de jurisdicción, aun cuando el tribunal debe tenerlo en cuenta de 

oficio. Adicionalmente, el demandado puede acudir al juez al que consi-

dere con jurisdicción internacional, y éste, si coincide con el criterio, 

puede comunicar su resolución al juez del actor, advirtiéndole que no se 

reconcería su sentencia el día de mañana por falta de jurisdicción inter-

nacional1655. 

VII. E. 2. Domicilio del demandado en casos de conexidad 

Como comenté anteriormente, perseguir al proveedor en otra ju-

risdicción en juicios de escasa cuantía, parece cosa inútil. Pero es posible 

“nacionalizar” el caso mediante reclamos a prestadores que tienen rela-

ción de conexidad con el prestador principal. Veamos algunos supues-

tos. 

a) Conexidad en el financiamiento para la adquisición de bienes a 

plazos 

La legislación comparada contempla entre los supuestos de conexi-

dad contractual al caso del consumidor que contrata simultáneamente 

con un proveedor y una entidad financiera; con uno, la adquisición de 

un bien; con el otro, el financiamiento de esa compra. Por ejemplo, la Di-

rectiva europea sobre crédito al consumo permite, en su art. 11, que el 

consumidor pueda accionar contra el agente financiero o bien oponer a 

éste las defensas que hubiera podido plantear al proveedor del bien, en 

el supuesto de incumplimiento de este. Debe darse la circunstancia de 

que el consumidor haya obtenido de un tercero un contrato de crédito a 

                       

1655 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, pp. 470-471. Este autor indica 
que el asunto puede calificarse como de “cuasi-declinatoria”. No se trata de una “cuasi-
inhibitoria”, ya que no existe un tribunal internacional superior a los del actor y del de-
mandado que pueda dirimir el conflicto de jurisdicciones. 
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fin de procurarse la adquisición de determinados bienes y servicios. 

Además, debe existir un acuerdo previo entre el proveedor y el agente 

financiero por el cual sólo se podía obtener de este último el crédito pa-

ra financiar la adquisición1656.  

El incumplimiento puede consistir, por ejemplo, en la falta de en-

trega de los bienes comprometidos o de prestación de los servicios con-

tratados, o bien que el producto o el servicio no se ajusten a las condi-

ciones pactadas. A su vez, el consumidor debe reclamar previamente y 

sin éxito al proveedor1657. Este art. 11 de la Directiva analiza un supuesto 

concreto, cual es la protección del consumidor que celebra dos contra-

tos con sendos sujetos vinculados entre sí: el proveedor del bien o del 

servicio y la entidad financiera. La íntima dependencia de los dos pro-

veedores, con sendas relaciones de consumo y una en función de la otra, 

nos permiten hablar de conexidad contractual. Así, el contrato puede ser 

internacional desde el punto de vista del financiamiento o del aprovi-

sionamiento.  

En cualquiera de los casos, si no existiera un régimen como el pre-

visto en la UE, es posible que ante el incumplimiento del proveedor, el 

consumidor igual deba seguir vinculado al crédito, que así logra abs-

traerse de la operación que le dio origen, con el agravamiento de la do-

ble jurisdicción. Si el proveedor extranjero incumple, aún cuando el con-

sumidor le inicie un reclamo, esto no lo inhibe de continuar pagando a la 

entidad financiera1658.  

En el mismo supuesto, y suponiendo que el financimiento esté a 

cargo de un proveedor emisor de tarjeta de crédito, no es posible para el 

                       

1656 Esta relación también se establece entre el consumidor tomador de un bien en 
leasing y la sociedad de leasing. Cfr. RODRÍGUEZ MATEOS, Pilar, El contrato de leasing mobi-
liario internacional, Editorial Eurolex, Madrid, 1997, p. 149 y ss. 

1657 Cfr. JAPAZE, Belén, “Financiación para el Consumo”, en LORENZETTI-SCHÖTZ, De-
fensa del Consumidor, pp. 229-261, en 235. 

1658 Necesariamente la invalidez o nulidad de uno de los contratos debería acarrear 
la del otro; entre otros argumentos, haciendo aplicación de la teoría de la causa fin. Para 
ver los distintos fundamentos esgrimidos por la doctrina comparada para justificar la 
propagación de los efectos jurídicos en los agrupamientos contractuales, cfr. ÁLVAREZ, Los 
grupos de contratos…, Cap. V.  
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consumidor titular oponer al emisor las controversias que tiene con el 

proveedor; queda a salvo el caso de que el mismo emisor hubiera pro-

movido al vendedor del bien o prestador del servicio1659. Claramente es-

ta disposición es insuficiente ante la existencia de un conflicto con un 

proveedor extranjero, ya que habiendo recibido el consumidor un servi-

cio defectuoso, el procedimiento previsto para el reclamo o impugna-

ción sobre uno de los cargos consignados en el resumen es lo suficien-

temente engorroso para que no pueda liberarse de los pagos1660. 

La relación entre un consumidor y proveedores locales nacionaliza 

la relación, lo que facilita las atribuciones jurisdiccionales ante la exis-

tencia de conexidad contractual. Pero si alguna de las prestaciones está 

a cargo de un tercero en otro país, es evidente el perjuicio del consumi-

dor, ya que el contratante local puede desobligarse demostrando la in-

existencia de relación causal con el incumplimiento. La dificultad de re-

clamar al tercero extranjero muestra la necesidad de regular la conexi-

dad contractual cara a la protección del consumidor, incorporando este 

concepto en las definiciones de la “relación de consumo”. 

b) Conexidad en los servicios turísticos 

Es usual que el turista requiera prestaciones principales y acceso-

rias, que son cubiertas por distintos empresarios. En algunas circuns-

tancias el proveedor coordina actividades de distintos prestatarios, uti-

lizando subcontratos. Estos individuos se relacionan de modo indirecto 

con el turista al momento de contratar, pero luego tienen vinculación 

                       

1659 Ley 25.065 de Tarjeta de Crédito, del 9 de enero de 1999, art. 43: “Controver-
sias entre el titular y el proveedor. El emisor es ajeno a las controversias entre el titular 
y el proveedor derivadas de la ejecución de las prestaciones convenidas salvo que el 
emisor promoviera los productos o al proveedor pues garantiza con ello la calidad del 
producto o del servicio”. Lo mismo sucede respecto de la oponibilidad al fabricante del 
bien de las obligaciones incumplidas por la sociedad de leasing. Cfr. RODRÍGUEZ MATEOS, El 
contrato de leasing…”, pp. 150-151. 

1660 La Ley de Tarjeta de Crédito, si bien trata el problema del cuestionamiento o 
impugnación de la liquidación o resumen por el titular ante el emisor en sus artículos 26 
a 30, en ningún momento se prevé la intervención o citación del proveedor.  
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inmediata al momento de recibir los servicios. El contrato de “viaje 

combinado” es un ejemplo claro de esta modalidad. Se lo define como la 

“actividad económica integrada por aquellos servicios prestados a las 

personas en sus desplazamientos y estancias fuera de los lugares donde 

residen habitualmente”1661. Está regulado materialmente por la Conven-

ción de Bruselas sobre Contratos de Viaje, del 23 de abril de 1970, ratifi-

cada por Ley 19.918. 

Entre otros riesgos propios de la actividad, se puede mencionar la 

necesidad de reserva anticipada, que colisiona con potenciales cambios 

de circunstancias o imprevistos que actúan como causales de rescisión 

con altos costos de desvinculación; el turista es requerido por desem-

bolsos anticipados, con los consabidos riesgos de modificaciones en el 

tipo de cambio; la falta de relación directa con el prestador y las posi-

bles faltas de identidad entre lo contratado y lo recibido; las folletería o 

piezas publicitarias suelen ser imprecisas o erróneas, circunstancia que 

agrava el deber de información; es usual la contratación a distancia por 

medios electrónicos, lo que genera problemas con el desistimiento o re-

solución (arts. 8 a 11 de la Convención de Bruselas). 

Los servicios típicos consisten en el traslado, alojamiento, interme-

diación, alimentación, servicios médicos, excursiones y espectáculos, se-

guros, etc. El elemento iusprivatista internacional se manifiesta en que 

uno es el lugar de contratación y pago y otro el de la prestación de servi-

cios, fuera del lugar de residencia. En todos los casos media desplaza-

miento por parte del sujeto1662. Muchos de los servicios son brindados 

localmente, como los medios de transporte o los restaurantes, presta-

ciones brindadas en el marco del denominado “turismo receptivo”. 

¿Cuándo estas prestaciones integran la relación de turismo? La conexi-

dad vendrá dada principalmente por el modo de contratar, que podrá 

indicar responsabilidad completa para el “organizador de viaje”, o inde-

                       

1661 AURIOLES MARTÍN, Adolfo, Introducción al derecho turístico, Tecnos, Madrid, 
2002, p 138. 

1662 Cfr. SANTOS BELANDRO, “El consumidor y el acceso a la jurisdicción dentro del 
ámbito del MERCOSUR”, Antecedentes. 
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pendiente en el caso del “intermediario de viaje”1663. Ante un incumpli-

miento, estas circunstancias determinarán la responsabiliad contractual 

o extracontractual de cada uno de los prestadores, ante incumplimien-

tos o la ocurrencia de daños personales1664. 

La localización del conflicto en el lugar de contratación o domicilio 

del prestador principal (organizador o intermediario) es una solución 

parcial para el pleno resguardo del consumidor. Si bien estas conexiones 

suelen ser coincidentes con el domicilio del turista, los incumplimientos 

de proveedores extranjeros o los contratos celebrados a distancia re-

quieren más precisión. Incluso las disposiciones del Convenio de Bruse-

las son insuficientes para la determinación del tribunal competente, en 

la medida que sólo establece normas materiales1665. 

El contratante local que se obliga a prestar servicios en el exterior a 

cargo de terceros puede ser insolvente. Además, la falta de explicitación 

de la relación directa entre el proveedor local y el prestador tercerizado 

en el extranjero, le puede dificultar al consumidor la presentación del 

                       

1663 En cuanto a la relación directa entre prestadores contratados por el organiza-
dor y el viajero, puede verse el Art. 17 de la Convención de Bruselas: “Todo contrato ce-
lebrado por el intermediario de viajes con un organizador de viajes o con personas que 
suministran servicios aislados, es considerado como que ha sido celebrado por el viaje-
ro”. Por el contrario, el art. 22. inc. 3 establece una responsabilidad menor para el inter-
mediario de viajes.: “El intermediario de viajes no responderá por el incumplimiento to-
tal o parcial de los viajes, estadías u otros servicios que constituyen el objeto del contra-
to”. 

1664 Para consultar jurisprudencia en la que el intermediario es responsable por los 
incumplimientos del prestador, cfr. CNCom., sala B, 27/06/05, Tonello, Alicia Cristina y 
otro c. Furlong Empresa de Viajes y Turismo S.A. y otro s. sumarísimo. Publicado en El 
Dial AA2CB4 y en http://fallos.diprargentina.com/2008/09/tonello-alicia-cristina-y-
otro-c.html, última visualización 24/8/2010. 

1665 Convenio de Bruselas, Art. 3°: “En la ejecución de las obligaciones que resultan 
de los contratos definidos en el art. 1°, el organizador de viajes y el intermediario de via-
jes garantizarán los derechos e intereses del viajero según los principios generales del 
derecho y las buenas costumbres en este dominio”. Art. 14: “El organizador de viajes 
efectúa por sí mismo las prestaciones de transporte, alojamiento o cualquier otro servi-
cio relativo a la ejecución del viaje o de la estadía, será responsable de cualquier perjui-
cio causado al viajero, de conformidad con las disposiciones que rigen tales servicios”. 
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reclamo directamente contra su prestador local1666. La fragmentación 

del conflicto impediría demandar a todos los intervinientes si eso fuera 

del interés y beneficio del consumidor1667. Se requerirá, por tanto, la 

habilitación de otras conexiones, como el lugar de cumplimiento, o de 

acaecimiento del hecho dañoso, o del lugar de cobertura de la garantía. 

Está claro que el lugar de la prestación de una de las obligaciones habili-

ta la jurisdicción en ese país, pero no es seguro que eso habilite a de-

mandar al proveedor domiciliario del consumidor por incumplimiento 

de un prestador en el extranjero.  

Por tanto, habrá que establecer mecanismos de responsabilidad so-

lidaria para facilitar la sustanciación del proceso en el domicilio del con-

sumidor. En algun caso la publicidad realizada por el prestador princi-

pal es un indicio de que esos servicios integran el contrato1668. En otros, 

puede ser relevante la “culpa in eligendo” (art. 15 in fine de la Conven-

ción de Bruselas). También será importante la citación de un tercero, 

como mecanismo procesal (lex fori regit processum), debido a la posible 

relación sustancial entre distintos prestadores1669. 

                       

1666 Ese fue el argumento esgrimido por un operador de tarjetas de crédito ante los 
daños provocados a una paciente en el mal servicio médico y de traslado prestado por 
una empresa de asistencia al viajero. CNCom Sala B, 17/04/08, Schojat de Rosemberg, 
Beatriz c. Axa Assistence y otros, JA 2008-III, p. 424. 

1667 Convención de Bruselas, Art. 28: “Las disposiciones de la presente Convención 
no prejuzgan sobre los derechos y acciones del viajero contra terceros”. 

1668 La jurisprudencia califica la relación jurídica de acuerdo a lo ofrecido y com-
prometido en los prospectos, antes que en el texto de la documentación firmada por las 
partes, haciendo aplicación del principio in dubio pro consumptore. En este sentido, fue 
relevante la utilización de la palabra “tour” y las connotaciones que tiene para el común 
de la gente. Cfr. Snitovsky, Luis y otro v. Cordimar Empresa de Viajes y Turismo de Pria-
mi S.A., CNCiv., Sala E, 10/07/2006, publicado en RCyS, 2006-X-82. Se entendió que “las 
partes contrataron globalmente un conjunto de servicios y no aisladamente las diversas 
prestaciones y, mucho menos, el traslado aéreo únicamente”. 

1669 Cfr. Chiappetta Graciela Monica y otro c/Iquique Turismo S.A. s/ ordinario, 
CNCom, Sala A, 30/06/2008, publicado en www.eldial.com , última visualización el 
10/8/2008. Allí se dijo que “Ante la incertidumbre respecto de la relación jurídica que 
unía a las partes y ante la posibilidad de que existiese un operador mayorista capaz de 
responder, resultaba plausible que se lo citase como tercero al juicio. En este orden de 
ideas, el pedido de citación resultó acertado, en tanto se acreditó en el expediente que 
Ola S.A actuó como organizadora del viaje. En cuanto a los efectos que cabe asignarle a la 
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La propuesta de CIDIP VII en lo referido a contratos turísticos, si 

bien se refiere al derecho aplicable, resulta insuficiente a los fines de la 

protección del consumidor (art. 12). Allí se establece como punto de co-

nexión el lugar de celebración del contrato o donde se haya realizado 

cualquier acto previo a la contratación: oferta, publicidad, etc. Esta loca-

lización no hace referencia al derecho del lugar de ejecución, que puede 

ser relevante cuando el incumplimiento se establece en virtud de nor-

mas imperativas o reglamentaciones locales distintas a las correspon-

dientes al domicilio del organizador o intermediario1670.  

VII. E. 3. Domicilio y residencia habitual del consumidor 

Tanto la Propuesta de Uruguay para la CIDIP VII como la Propuesta 

canadiense, al igual que el Protocolo de Santa María, en lo que se refiere 

a jurisdicción directa e indirecta, parten de la idea básica de que el “juez 

natural” es el del domicilio del consumidor, con apertura hacia otros fo-

ros que le resulten más beneficiosos. La Propuesta canadiense agrega el 

requisito de que existan índices razonables de proximidad, para evitar 

supuestos de jurisdicción exorbitante1671. De este modo, a la jurisdicción 

tradicional del domicilio del demandado, en los contratos de consumo 

se suele agregar el del demandante, si éste fuera el consumidor1672.  

                       

citación, el artículo 96 CPCCN es claro en cuanto dispone que la sentencia alcanzará al 
tercero como a los litigantes principales, consecuencia que se sustenta en que la citación 
tiende a evitar el dispendio jurisdiccional que implicaría la promoción de diversos jui-
cios en los que en definitiva recaería sentencia única, con una multiplicidad de actividad 
jurisdiccional inoficiosa o con peligro de sentencias contradictorias”. 

1670 Si bien el apartado b) hace aplicable las demás reglas de la Propuesta (derecho 
más favorable, etc.), hubiera preferido una mención específica del problema. Por el con-
trario, el art. 27 inc. 2 de la Convención de Bruselas tiene en cuenta esas particulares re-
glamentaciones para agravar la responsabilidad del prestador extranjero. “Cuando dis-
posiciones especiales de derecho imperativo sean aplicables, la apreciación de la falta 
mencionada en el párrafo primero se efectuará de conformidad a estas disposiciones”. 

1671 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO y ALL, “Apreciación general…”, Segunda parte nro. V. 
1672 Como ya mencioné, ante la falta de calificación del domicilio, en el ámbito ame-

ricano se debería optar por la contenida en la CIDIP II de 1979 sobre domicilio de las 
personas físicas (ver nro. VI. B. 2, p. 600). Si bien se refiere al derecho aplicable, en el ca-
so de la Propuesta de CIDIP VII, en su versión final, presume como domicilio del consu-
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a) Elementos generales del forum domicilii  

Como indiqué, distintos instrumentos internacionales y autores 

proponen al domicilio o residencia habitual del consumidor como el 

punto de contacto más adecuado para proteger a la parte débil de la re-

lación de consumo. Así y todo, en sí mismo resulta anómalo, o por lo 

menos novedoso, si se lo contrapone al tradicional del domicilio del de-

mandado1673. Su admisión en el Reglamento 44/2001, en carácter de 

concurrente para el consumidor pero exclusivo para el proveedor, ha 

recibido críticas1674. Sin embargo, cabe aclarar que es posible llegar al 

mismo resultado si el lugar de cumplimiento está localizado en el domi-

cilio del demandante, como luego veremos (ver infra, p. 735 y ss.)1675.  

El forum domicilii tiene el mismo fundamento que otros contactos 

que dejan de lado la regla actor sequitur forum rei. El mismo Reglamento 

                       

midor la residencia habitual al momento de concluirse el contrato, o la simple residen-
cia. En caso de incapaces, el de su representante, y en supuestos de contratos a distancia, 
aquel denunciado en el contrato (art. 4). En esta misma Propuesta de CIDIP VII, el domi-
cilio del consumidor indica el derecho aplicable ante la falta de elección válida, cuando se 
trata de consumidores pasivos (art. 6.3). 

1673 El forum actoris ha sido frecuentemente rechazado, por otorgar una ventaja 
procesal, vinculada a características personales del demandante, como la nacionalidad o 
el domicilio. Pero no deja de ser rescatado para resolver cuestiones con parte débil. Cfr. 
WAUTELET, “What is internacional private law…”, p. 71. En igual sentido, SANTOS BELANDRO, 
“El consumidor y el acceso a la jurisdicción dentro del ámbito del MERCOSUR”, nro. II. 
También TELLECHEA BERGMAN, “Hacia una regulación interamericana…”, p. 215, donde 
propone a su vez conexiones alternativas, a opción del consumidor, pero en todos los ca-
sos en estrecha relación del caso con el foro, como el lugar de celebración del contrato de 
consumo, o de prestación del servicio, o entrega del producto. 

1674 Cfr. ØREN, Joakim ST, “International jurisdiction over consumer contracts in e-
Europe”, International and Comparative Law Quarterly, Vol. 52, July 2003, pp. 665-696. 

1675 En palabras de BOGGIANO, con ocasión de su sentencia en el caso Ocerín, José P. 
c. Talleres Auxiliares de la Industria Minera S.A. Taim S.A., del 12/4/1976: “Por ello, lu-
gar de cumplimiento es ‘cualquier’ lugar de ejecución contractual y no hallo razón para 
negar al actor la posibilidad de entablar la demanda en el lugar en que el mismo debió 
cumplir y ‘alega haber cumplido’ la prestación a su cargo, aunque ésta sea la que carac-
teriza el tipo contractual”. El criterio también fue admitido en el Protocolo de Buenos Ai-
res, permitiendo al actor demandar en su domicilio cuando demuestre haber cumplido 
con su obligación. Fallo publicado en BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. II, p. 
478 y ss. 
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44/2001, por ejemplo, permite al empleado demandar en su propio 

domicilio al empleador residente en cualquier otro Estado; por su parte, 

el empleador sólo puede demandar al empleado en el domicilio de és-

te1676. Del mismo modo funciona el Tratado de Montevideo de Derecho 

Comercial Terrestre de 1940, que en su art. 13 permite al asegurado 

demandante, a su opción, reclamar en su propio domicilio, de modo 

concurrente con los del país que rige el contrato (donde se encuentran 

los bienes objeto del seguro); y, en caso de seguros vida, donde está do-

miciliada la compañía aseguradora, o bien del domicilio de los asegura-

dores1677.  

El foro del domicilio del consumidor plantea sus dificultades, ya que 

en cuestiones de poco valor económico, difícilmente pueda iniciar un 

juicio, incluso en propia jurisdicción, ya que tendrá que correr traslado 

de la demanda, diligenciar el exhorto e incluso producir prueba en el ex-

tranjero. Por otra parte, si la relación se inclina demasiado a su favor en 

lo que se refiere a facilidades procesales, a la larga esto puede significar 

condiciones más gravosas en la negociación con los proveedores: 

summum ius, summa iniuria1678. 

                       

1676 Cfr. la jurisprudencia uruguaya que cita FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacio-
nal Privado de los Estados del MERCOSUR, pp. 1038 y 1039. Se decidió que el empleado 
marítimo podía demandar en el domicilio del demandado; se consideró que el supuesto 
se configuraba en el domicilio de la agencia marítima que celebró el contrato en repre-
sentación del armador, coincidente con el domicilio del trabajador. 

1677 Tratado de Montevideo de 1940 de Derecho Comercial Terrestre, art. 13: “Son 
jueces competentes para conocer de las acciones que se deduzcan en materia de seguros 
terrestres o sobre la vida, los del Estado que rige por sus leyes dichos contratos, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo anterior; o bien, a opción del demandante, los 
del Estado del domicilio de los aseguradores, o, en su caso, de sus sucursales o agencias, 
o los del domicilio de los asegurados”. En el ámbito de la UE, el Reglamento 44/2001 es-
tablece que el asegurado, beneficiario o tomador del seguro pueden demandar en sus 
propios domicilios, mientras que la compañía aseguradora sólo lo puede hacer en el do-
micilio del demandado (arts. 9.1.b. y 12.1). 

1678 Cfr. PERUGINI ZANETTI, Alicia M., “Aspectos jurídico-económicos de la jurisdic-
ción internacional en el ámbito del consumidor”, Podium Notarial. Revista del Colegio de 
Notarios del Estado de Jalisco, Número 22, Sección de Contenido, 2000, pp. 29-34, en 34. 
Por su parte, VELÁZQUEZ GARDETA menciona las dificultades que puede significar esta loca-
lización para las pequeñas y medianas empresas. Aunque se refiere al derecho aplicable, 
indica que le será difícil al pequeño comerciante discriminar con qué clientes (depen-
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Otra limitación se refiere a la exclusividad. Este foro debería ser 

concurrente, cuanto menos a elección o conveniencia del consumidor, 

como lo plantea el Protocolo de Santa María1679. 

b) Consumidor “activo”  

De todos modos, el domicilio del consumidor sigue siendo el crite-

rio mayoritario de la doctrina y de la poca normativa vigente. El criterio 

general del foro domiciliario suele ir acompañado de una limitación im-

portante, la que se encuentra en el Reglamento 44/2001, en el Protocolo 

de Santa María, el Proyecto de Uruguay para la CIDIP VII, la Propuesta 

canadiense, el Proyecto de Código de Derecho Internacional Privado, en-

tre otros. Esta condición radica en lo que se denomina “consumidor pa-

sivo”, es decir aquel que recibe ofertas por parte del proveedor, o publi-

cidad, o cualquier otra acción o actividad dirigida a “conquistar” al con-

sumidor o promover el contrato. 

Es la misma línea de trabajo que se discutió en la Conferencia de 

Derecho Internacional Privado de La Haya, hasta que finalmente cambió 

su rumbo, reduciéndose su ámbito de aplicación a los acuerdos de elec-

ción de foro. Allí se había propuesto la generalización internacional del 

principio por el cual la jurisdicción propia del consumidor es la de su re-

sidencia habitual, estableciendo como regla el forum actoris1680. Sin em-

                       

diendo de la jurisdicción) querrá tener negocios, como asimismo tener certeza de cuál es 
el domicilio del consumidor, especialmente en el contexto digital, y no verse sorprendido 
por derechos (o tribunales) con los que no quiso verse involucrado. Cfr VELÁZQUEZ 

GARDETA, La protección al consumidor on line…, pp. 257-258. 
1679 El art. 5 permite al consumidor optar por otros tribunales distintos al domici-

liario, como los del lugar de celebración del contrato, de cumplimiento de la prestación 
objeto del servicio, entrega de los bienes o domicilio del proveedor. cfr. FEUILLADE, Com-
petencia internacional…, p. 243. 

1680 El texto del artículo propuesto en la Preliminary Draft Convention on Jurisdic-
tion and Foreign Judgments in civil and commercial matters, de 30 de octubre de 1999, 
era muy similar al oportunamente contenido en el Convenio de Bruselas: “Article 7 Con-
tracts concluded by consumers. 1. A plaintiff who concluded a contract for a purpose which 
is outside its trade or profession, hereafter designated as the consumer, may bring a claim 
in the courts of the State in which it is habitually resident, if a) the conclusion of the con-
tract on which the claim is based is related to trade or professional activities that the de-
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bargo esta regla era dejada de lado si el consumidor se traslada desde su 

residencia habitual a realizar una oferta al demandado, sin que el pro-

veedor haya hecho publicidad ni ningún acto comercial en la residencia 

habitual del consumidor1681.  

En la desechada propuesta de La Haya, como en cualquier otra 

normativa que se plantee esta limitación de la “actividad” por parte del 

proveedor, resulta discutido el precepto por el cual “el consumidor debe 

realizar en el país de su residencia habitual los pasos necesarios para ce-

lebrar el contrato”. Especialmente en el contexto digital y en las contra-

taciones a distancia, resulta un requisito irrelevante y poco operativo. 

Esos pasos pueden ser realizados en cualquier jurisdicción, lo que agre-

ga un rasgo de incertidumbre1682.  

                       

fendant has engaged in or directed to that State, in particular in soliciting business 
through means of publicity, and b) the consumer has taken the steps necessary for the con-
clusion of the contract in that State. 2. A claim against the consumer may only be brought 
by a person who entered into the contract in the course of its trade or profession before the 
courts of the State of the habitual residence of the consumer. 3. The parties to a contract 
within the meaning of paragraph 1 may, by an agreement which conforms with the re-
quirements of Article 4, make a choice of court - a) if such agreement is entered into after 
the dispute has arisen, or b) to the extent only that it allows the consumer to bring pro-
ceedings in another court”. A favor de esta propuesta se han expedido NYGH y POCAR, Re-
port of the Special Commission…, p. 51: “However, the option given to the consumer-
plaintiff of using the forum of his habitual residence is not unlimited. It exists only where 
the person who concluded the contract in the course of its trade or profession has actively 
sought to reach the consumer in the country of the latter's residence”. En cambio Bradford 
L. SMITH opina que puede ser una solución adecuada para las grandes empresas que ope-
ran en el comercio internacional, pero que resultaría de un efecto prohibitivo para las 
pequeñas y medianas correr con el riesgo de ser demandadas en una multiplicidad de 
foros. SMITH, Bradford L., “The third industrial revolution: law and policy for the Inter-
net”, Académie de Droit International, Recueil des Cours, La Haya 2000, vol. 282, p. 332. 
Este punto también fue largamente discutido al momento de la redacción del Reglamen-
to 44/2001. Cfr. Cfr. ØREN, “International jurisdiction…”, pp. 670-671. 

1681 Cfr. KESSEDJIAN, Catherine, “Synthesis of the Work of the Special Commission of 
June 1997 on International Jurisdiction and the effects of Foreign Judgments in civil and 
commercial matters”, Conferencia de Derecho Internacional Privado de La Haya, 1997, 
Nro. 49, disponible en www.hcch.net  

1682 Sobre la irrelevancia de la categorización de los contratos a distancia para la 
protección del consumidor, con la consiguiente crítica al art. 3 de la Propuesta de CIDIP 
VII, cfr. VELÁZQUEZ GARDETA, La protección al consumidor online…”, pp. 124-125. 
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El requisito presentó dificultades interpretativas con ocasión de la 

entrada en vigencia del art. 15 del Reglamento 44/2001, en cuanto a 

cómo debe entenderse la expresión “cuando la otra parte contratante (el 

proveedor) ejerciere actividades comerciales o profesionales en el Esta-

do miembro del domicilio del consumidor, o, por cualquier medio, diri-

giera tales actividades a dicho Estado miembro o a varios Estados 

miembros, incluido este último, y el contrato estuviere comprendido en 

el marco de dichas actividades”. Cabe aclarar que el párrafo se redactó 

teniendo en cuenta especialmente el comercio por Internet1683. Se debe 

entender que habrá actividad cuando el proveedor, a través del sitio 

Web, concluye contratos con el consumidor, y no cuando sólo media la 

presencia de publicidad u ofertas. Estos serían los extremos, pero distin-

tas situaciones intermedias son más difíciles de encasillar1684.  

A tal fin, una Declaración del Consejo y de la Comisión indica que la 

lengua o la moneda utilizada, por sí sola, no es un elemento relevante 

para determinar la actividad. Se debe invitar a celebrar contratos, y 

efectivamente concluirlos, aunque también será suficiente para habilitar 

al fuero extraordinario el hecho de emitir promesas unilaterales que re-

sulten exigibles (primordialmente publicidad vinculante)1685. Las cir-

cunstancias que han sido tenidas en cuenta para calificar la actividad 

son, entre otras: a) el idioma de redacción del sitio; b) la moneda en que 

están expresados los precios; c) la existencia de teléfonos o direcciones 

de contacto en el país de destino; d) avisos legales respecto de los mer-

cados en que se comercializan los bienes o servicios; e) el uso de un 

nombre de dominio geográfico; f) si se requiere el envío físico a un lugar 

fijo establecido por el comerciante en el país de destino; g) El volumen 

                       

1683 Cfr. ØREN, “International jurisdiction…”, pp. 665-666. DE MIGUEL ASENSIO, “La tu-
tela de los consumidores en el mercado global…”, nro. 13. 

1684 Cfr. ØREN, “International jurisdiction…”, p. 676. SCHIFF BERMAN relata la difícil si-
tuación que representa definir si hay ‘actos de comercio (stream of commerce) mediante 
la falta de consenso de los miembros de la USC en los fundamentos de sus votos en los 
casos “Burger King”, “Volkswagen” y “Asahi Metal Indus. Co.” Cfr. “The globalization of 
jurisdiction”, pp. 329-330 y nota 52. 

1685 Cfr. DE MIGUEL ASENSIO, “La tutela de los consumidores en el mercado global…”, 
nro. 14. 
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de operaciones —tanto de accesos como de clientes— con un determi-

nado país; h) inclusión de publicidad en medios locales del país de des-

tino, o con enlaces a sitios del domicilio del consumidor. No serán nece-

sarios todos o la mayoría de estos requisitos, los que deberán valorarse 

en cada caso1686.  

Del mismo modo, podrá evaluarse si de acuerdo al desarrollo tecno-

lógico —por ejemplo, mediante la utilización de filtros—, el proveedor 

puede limitar el acceso de potenciales consumidores provenientes de 

regiones donde no desea desarrollar actividades. El proveedor, para 

quedar al margen del régimen de protección, debe establecer medidas 

de control razonable respecto del acceso de los consumidores, o ser dili-

gente en la verificación de datos con anterioridad a la celebración del 

contrato1687. No sería así cuando incurriere en conducta negligente. Este 

último punto es importante, porque el Reglamento 44/2001 difiere de la 

Directiva Europea sobre comercio electrónico; el Reglamento adopta el 

criterio del destino de la actividad (art. 15.c), mientras que la Directiva 

utiliza el de origen (art. 3.1)1688. 

Una aclaración adicional. Se espera que el proveedor no tenga du-

das respecto de la localización del consumidor, considerando una razo-

nable diligencia1689. Pero nada se dice del conocimiento de la condición 

misma de consumidor, o que, por el contrario, se trate de un uso profe-

sional. Este extremo también será de difícil comprobación, y creo que se 

puede aplicar lo mismo que mencioné en su momento, tanto para la 

                       

1686 Idem, nro. 15. La situación es similar a la que se presenta en el derecho esta-
dounidense cuando se hace referencia al nivel de interactividad requerido para poder 
demandar a un proveedor ante el domicilio del consumidor. Cfr. infra p. 710. 

1687 Cfr. ØREN, “International jurisdiction…”, p. 692. SCHIFF BERMAN, “The globaliza-
tion of jurisdiction”, p. 408. La Propuesta canadiense de CIDIP VII establece que el pro-
veedor, para pretender la validez de una cláusula de elección de foro, y por tanto no 
quedar sometido a los tribunales del domicilio del consumidor, debe demostrar haber 
tomado medidas razonables para no concluir contratos de consumo con consumidores 
residentes en ese Estado. VELÁZQUEZ GARDETA critica la falta de concreción de la expresión 
“medidas razonables”, Cfr. La protección al consumidor online…”, p. 370 y ss. 

1688 Cfr. ØREN, “International jurisdiction…”, p. 668. 
1689 Cfr. DE MIGUEL ASENSIO, “La tutela de los consumidores en el mercado global…”, 

nro. 22. 
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aplicación de la Convención de Viena de 1980 cuando el proveedor no 

hubiera sabido que se trataba de un consumidor, o las interpretaciones 

restrictivas de ‘uso final’ contenidas en el Tratado de Roma o el Conve-

nio de Bruselas (ver supra pp. 494 y 496, respectivamente).  

Serán de aplicación los conceptos de mutabilidad e historicidad del 

derecho en cuanto topoi determinante del ámbito formal (ver nro. IV. A. 

10). El riesgo del uso de “tecnologías fragmentadoras” del mercado ra-

dica en que se pierde una de las características de este medio: la univer-

salidad. Sigue presente la dicotomía entre seguridad jurídica y libre co-

mercio1690. 

c) El forum domicilii en el derecho de fuente interna 

En Argentina y de acuerdo al derecho vigente, creo que el foro del 

consumidor, aún cuando fuera admitido por los tribunales, no podría 

ser declarado exclusivo, tanto para no limitar sus posibilidades como 

para que no se convierta en grave incómodo para el proveedor deman-

dado. Desde el punto de vista de este último, si hay jurisdicciones con-

currentes —tantas como fueran potencialmente competentes—, el pro-

veedor demandante puede elegir una de esas, sin que deba ser rechaza-

da la ejecución de la sentencia. El juez local no tiene jurisdicción 

exclusiva en cuestiones que afectan a consumidores argentinos y debe-

ría admitir la competencia de otros tribunales. Sin embargo, puede na-

cionalizar el caso si se afectó la defensa en juicio, o no fue posible que el 

consumidor argentino demandado pudiera ejercer sus derechos debi-

damente en el extranjero. Es una aplicación del orden público interna-

cional, como ya hemos visto (cfr. nro IV. A. 8, p. 365 y ss.) 

                       

1690 En España, fuera del marco del Reglamento 44/2001, la legislación protectiva 
del consumidor (LGDCU, art. 90), en conjunto con la de procedimientos judiciales (LOPJ, 
art. 22.4), puede significar que un proveedor de cualquier país pueda ser demandado 
allí, mientras sea el lugar de celebración del contrato. Inclusive si se trata de la descarga 
de información digital en línea, desde un sitio accesible desde cualquier lugar. He aquí la 
necesaria ponderación de circunstancias que se requiere frente a cada situación. Cfr. DE 

MIGUEL ASENSIO, “La tutela de los consumidores en el mercado global…”, nro. 17.  
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Así, de acuerdo al Tratado de Montevideo de 1940, son concurren-

tes los jueces del domicilio del demandado, los del derecho aplicable y 

los designados en la cláusula de prórroga post litem natam. Por su parte, 

en el derecho de los contratos de fuente interna, son competentes los 

tribunales del domicilio del demandado, del lugar de cumplimiento del 

contrato (arts. 1215 y 1216 CC) y los jueces designados en la cláusula de 

prórroga (art. 1 CPCyCN)1691. De aquí que, como regla general, las nor-

mas argentinas de competencia internacional para todo tipo de contra-

tos establecen la jurisdicción de los jueces argentinos cuando el provee-

dor demandado tiene domicilio en la Argentina, o la entrega de la cosa o 

prestación del servicio tiene lugar aquí, o se ha realizado en el país la 

contraprestación dineraria (pago). Como vemos, por el momento no es-

tá previsto que el consumidor demande en su propio domicilio al pro-

veedor establecido en el extranjero, en base a un reclamo derivado de 

un contrato, incluso cuando se haya celebrado en Argentina y con oca-

sión de publicidad y otras acciones de marketing dirigidas a nuestro pa-

ís desde otra jurisdicción1692.  

Pero si el consumidor demandado no tiene bienes en el país del 

proveedor demandante puede sencillamente dejar de comparecer. Aquí 

lo importante será ver qué dice la legislación sobre reconocimiento y 

ejecución de sentencias extranjeras en los países donde el consumidor 

tiene bienes, que por lo general será su domicilio. Interesará saber si fue 

debidamente citado o si se admiten las sentencias en rebeldía1693. 

                       

1691 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 469. Más adelante me refe-
riré a una calificación propia de lugar de cumplimiento en los contratos de consumo. Ver 
infra, p. 741 y ss. 

1692 Cfr. NAJURIETA, “Conflicto de jurisdicciones…”, p. 209. 
1693 Aquí se ve con claridad la relación entre la atribución de jurisdicción y los pro-

blemas de cooperación judicial. Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 471. 
Como curiosidad, el Código procesal Civil y Comercial de la Provincia de Santa Fe, en su 
art. 269, 2), indica que no se ejecutarán las sentencias extranjeras dictadas en rebeldía 
cuando el demandado tenga domicilio en el país. SOTO considera que esto se extralimita 
de la defensa del debido proceso, siendo un requisito inadecuado y contrario a la inte-
gración y respeto del elemento extranjero. Cfr. SOTO, Temas estructurales…, p. 123.  
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VII. E. 4. El domicilio del consumidor demandante en el contexto 

digital 

En el contexto digital, se suele distinguir entre contratos off-line y 

online. Tal distinción resulta inconveniente para la aplicación de los 

principios protectorios de la defensa del consumidor1694. Por un lado no 

parece justificarse una protección menor a los consumidores online que 

a los consumidores que utilizan otras formas de comercio. Y, por otra 

parte, conviene recalcar la idea de que la tecnología —salvo aquellos ca-

sos para los que la legislación establezca un marco diferencial justifica-

do por el entorno electrónico— debe mantener un carácter neutral. La 

perspectiva empresaria tiene en cuenta este aspecto y adapta sus prác-

ticas negociales de acuerdo a este principio1695. De todos modos, parece 

razonable en el contexto digital tomar el domicilio del consumidor como 

localización jurisdiccional, siempre que resulte acumulativa con otros 

contactos, como veremos a continuación1696. 

a) La distinción entre proveedores con sitios Web pasivos o inter-

activos 

Los principios generales de la jurisdicción en el entorno digital fue-

ron elaborados inicialmente en Estados Unidos de Norteamérica. La 

doctrina tradicional de los “effects cases” fue aplicada en Panavision In-

                       

1694 Cfr. UZAL, “Jurisdicción y derecho aplicable…”, p. 725. 
1695Cfr. ØREN, “International jurisdiction…”, pp. 671-672. Es el sentido de la Pro-

puesta canadiense de CIDIP VII, que establece la competencia de los tribunales del domi-
cilio del consumidor en cuanto país de destino de las operaciones comerciales, salvo que 
el empresario demostrare que tomó medidas razonables para evitar celebrar contratos 
de consumo con consumidores que residan en determinado país. Cfr. DENNIS, “Diseño de 
una agenda práctica…”, p. 230. De todos modos, soy consciente que el marco de la discu-
sión es más amplio: ¿el cyberespacio requiere una regulación específica, son suficientes 
las reglas tradicionales de Derecho Internacional Privado, o bien será necesaria una 
adaptación de estas? Cfr. VELÁZQUEZ GARDETA, La protección al consumidor online…”, p. 51 
y ss. 

1696 Cfr. UZAL, “Jurisdicción y derecho aplicable…”, p. 727. 
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ternational v. Toeppen, un caso de cybersquating1697. Allí se analizó si 

juzgar en California a un residente de Illinois violaba o no la garantía del 

debido proceso, ya que el demandado no ejercía una actividad continua 

y sistemática en California1698. De ese análisis se desprende que debe 

existir una acción deliberada en ese fuero, y no una relación meramente 

aleatoria, fortuita o circunstancial. No se requiere el contacto físico con 

los residentes del foro y basta que sus actividades se dirijan hacia éstos. 

Toeppen manifestó que no realizó ningún acto en California y que todo 

ocurrió en el ciberespacio. Como Panavision tiene su establecimiento 

principal en California —donde se asienta la industria del cine y la tele-

visión—la actividad de Toeppen excedió el ámbito del registro y tuvo 

efectos en California1699. 

La jurisprudencia norteamericana estableció siete factores para 

considerar la razonabilidad de la jurisdicción de los tribunales del do-

micilio del demandante para traer a juicio al demandado fuera de su 

propio domicilio1700: 

                       

1697 USCA, Ninth Circuit, 1998, 141 F. 3er 1316. En el caso, la empresa cinemato-
gráfica Panavisión con sede en California, acusa a Dennis Toeppen de “cyberpirata” por 
haber registrado el nombre de dominio correspondiente a valiosas marcas, con la finali-
dad de pretender la posterior venta a los titulares de esas marcas. Toeppen rechaza el 
reclamo argumentando que sus contactos con California eran insignificantes, y por lo 
tanto allí no podía ser demandado, siendo que el registro de los nombres de dominio se 
había realizado en Illinois. Cfr. SCHIFF BERMAN, “The Globalization of Jurisdiction”, p. 346. 

1698 Se refiere a la Due Process Clause, a la que ya nos referimos al hablar de la ga-
rantía de defensa en juicio. Cfr. supra III. C. 2.b), p. 263. En el caso Compuserve Inc. c. 
Patterson, Richard S. se estableció que cada vez los tribunales son menos estrictos para 
juzgar como violatorio del Due Process Clause el hecho de litigar fuera de su domicilio, 
porque no se considera ésta una circunstancia que torne dificultosa la defensa en juicio, 
ante la facilidad de comunicaciones del mundo moderno. El caso abreviado se puede 
consultar en la Revista de Responsabilidad Civil y Seguros, Año II Nro. 4, La Ley, Buenos 
Aires, diciembre de 2000, p. 217 y ss.  

1699 También en el caso Compuserve c. Patterson, ya citado, se justificó la compe-
tencia del tribunal sobre el demandado. Si éste se había trasladado de Texas a Ohio para 
adquirir un determinado software, las acciones tendrían efectos en otra jurisdicción, lo 
que justifica la intervención de esos tribunales. De lo contrario sería injusto que los indi-
viduos que intencionalmente llevan a cabo actividades lucrativas interestaduales puedan 
evadirse de responder ante tribunales de otros Estados por las consecuencias previsi-
bles de dichas actividades.  

1700 Burger King Corp., v. Radzewicz, 471 U.S. 462 
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1) Interrelación de la actividad desarrollada con la jurisdicción 
del foro; 

2) Daño grave o dificultad para el demandado para ser juzgado 
en otro lugar distinto de su domicilio; 

3) Conflicto de soberanía con la jurisdicción del demandado; 
4) El interés del fuero en resolver la cuestión; 
5) La más eficiente resolución de la controversia, relacionada 

con la producción de la prueba; 
6) Conveniencia y efectividad de la reparación de agravios pa-

ra el demandante; 
7) Que no haya foro alternativo. 

La doctrina quedó más definida en el caso Zippo Manufacturing 

Co.v. Zippo Dot. Com. Inc, donde se establecieron tres niveles de vincu-

lación1701:  

a) si el demandado contrata vía Internet con residentes de otra 

jurisdicción mediante el envío de archivos y mensajes de 

computadora, puede ser citado ante tribunales foráneos;  

b) en el otro extremo, si el demandado sólo aloja información 

disponible para todos los interesados, no está abierta la ju-

risdicción personal;  

c) una situación intermedia es la de los sitios interactivos 

donde el usuario puede intercambiar información con el 

servidor que aloja el sitio. En estos casos la jurisdicción se 

abrirá dependiendo del examen del nivel de interactividad y 

la naturaleza comercial del intercambio de información que 

ocurre en el sitio Web.  

Según este fallo, no alcanza con que un demandado opere un sitio 

Web y tenga contacto con la jurisdicción del demandante, sino que, 

además, debe alcanzar un adecuado nivel de actividad económica. Don-

dequiera que el demandado se someta voluntariamente a recibir los be-

                       

1701 952 F.Sups.1119 (W.D.Pa. 1997) 
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neficios y responsabilidades de la jurisdicción, puede ser compelido en 

juicio, aún cuando hubiere prorrogado la jurisdicción1702.  

b) La jurisdicción vinculada a la actividad del proveedor deman-

dado 

Otro aspecto analizado por la jurisprudencia norteamericana para 

asignar jurisdicción a los jueces del domicilio es la naturaleza de los 

bienes jurídicos tutelados. No es lo mismo publicar información falsa, 

dañar la imagen u operaciones que implican entrega de bienes y servi-

cios; tampoco lo será la existencia de un daño real o meramente poten-

cial. En el caso de la imagen o de datos agraviantes, que pueden ser 

puestos a disposición de 6.700 millones de personas en un solo acto, el 

riesgo para el titular del sitio es distinto a cuando envía mercaderías. No 

será la misma jurisdicción para daños potenciales en los que no se cono-

ce la ubicación geográfica del destinatario que para aquellas situaciones 

en que se desarrolla una actividad comercial o conexa, más intensa que 

la simple disposición de datos1703. 

Así se llegó a distinguir, por una parte, entre los sitios Web pasivos 

de los interactivos, y por otra, aquellos criterios en los que el contacto 

con el foro se combina con otros aspectos no relacionados con la red, 

como los envíos de correos electrónicos, publicidad gráfica o mercade-

rías. No cabe duda de que si una persona física o jurídica desarrolla acti-

vidad comercial con residentes de otra jurisdicción se la puede juzgar 

allí. De este modo, combinando los distintos contactos y daños potencia-

les con los reales se puede otorgar jurisdicción, luego de efectuar un jui-

cio prudencial en el caso concreto.  

                       

1702 Cfr. MAZZOTTA, Francesco, “A guide to e-commerce...”, p. 261. CARRIZO ADRIS, “La 
determinación del juez competente…”, p. 1319. 

1703 Aunque a lo largo del trabajo he hecho comentarios aislados, no es posible pro-
fundizar en el asunto referido a la adaptación o insuficiencia del Derecho Internacional 
Privado —y de la jurisdicción internacional en particular— en el ámbito digital. Para una 
detallada discusión, cfr. SCHIFF BERMAN, “The globalization of jurisdiction”, p. 367 y ss., 
donde presenta las posibles respuestas argumentadas hasta el momento.  
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El concepto pareciera similar al requerido por el Reglamento 

44/2001: “cuando la otra parte contratante ejerciere actividades comer-

ciales o profesionales en el Estado miembro del domicilio del consumi-

dor o, por cualquier medio, dirigiere tales actividades a dicho Estado 

miembro”. Sin embargo, aunque los conflictos marcarios o de nombres 

de dominio no son equiparables a los derivados de la protección de con-

sumidor, los lineamientos del “Zippo-test” son útiles para asignar la ju-

risdicción domiciliaria del consumidor1704.  

De esta manera, puede considerarse una actividad dirigida a con-

tratar con consumidores argentinos, el envío de correos electrónicos a 

direcciones de e-mail finalizadas con el sufijo “.ar”. Suponiendo que es-

tuviera vigente el criterio del forum domicilii, el problema se puede pre-

sentar si el mail es recibido por un consumidor argentino en su domici-

lio foráneo, por ejemplo Brasil. No pareciera que, en este caso, el pro-

veedor pueda ser demandado en Brasil, cuando dirigió sus negocios a 

consumidores supuestamente domiciliados en Argentina1705.  

En definitiva, la distinción entre recursos pasivos e interactivos es 

práctica a los fines de otorgar jurisdicción a los jueces del foro. Los pri-

meros son aquellos que simplemente involucran intercambio de infor-

mación sin provocar la contratación, mientras que los segundos provo-

can la aproximación entre usuarios y promueven la contratación de mo-

do efectivo. Habría jurisdicción competente en todos aquellos territorios 

en que se hacen presentes los recursos interactivos1706.  

                       

1704 Cfr. ØREN, “International jurisdiction…”, p. 676-678. También VELÁZQUEZ 

GARDETA, La protección al consumidor online…”, pp. 378-380. 
1705 Distinto y mucho más dificultoso es utilizar este criterio localizador si la publi-

cidad se dirige a un consumidor que utiliza un correo con el sufijo “.com”, ya que poten-
cialmente puede estar localizado en cualquier lugar del mundo. Algo similar puede ocu-
rrir con el idioma de la transacción. Parece sencillo determinar la jurisdicción brasileña 
si la página Web o los clientes se expresan en portugués y el sufijo es “.br”. Más difícil re-
sulta si utilizan el inglés, ya que el lenguaje se ha tornado cosmopolita. Cfr. ØREN, “Inter-
national jurisdiction…”, pp. 688-690. 

1706 Cfr. BUGALLO MONTAÑO, Beatriz, Internet, comercio electrónico y propiedad inte-
lectual, Universidad de Montevideo, Montevideo, 2000, p. 149; KESAN, Jay “Personal Ju-
risdiction in Cyberspace…”, párr. B. Así, por ejemplo, fueron competentes los tribunales 
de Minnesota sobre un sitio Web gestionado por una empresa de Nevada y con el servi-
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En otros casos no resulta tan claro que se pueda juzgar al deman-

dado en otras jurisdicciones, como en el fallo de la Suprema Corte de Ca-

lifornia: Pavlovich v. Superior Court1707. Allí la mayoría, por 4 votos co-

ntra 3, resolvió una denegación de competencia a favor de un ingeniero 

informático residente en Texas, que había colocado en un sitio pasivo 

localizado en un servidor de Texas un software que permitía desencrip-

tar los códigos de resguardo de la tecnología DVD. La asociación creada 

por la industria del DVD, licenciante de la tecnología, con domicilio en 

California, le inició juicio por violar secretos comerciales e infringir de-

rechos de autor, al haber utilizado ingeniería reversa para publicitar los 

códigos de encriptamiento de los DVD. El Tribunal Supremo de Califor-

nia resolvió que no podía juzgar allí a un residente de otro Estado que 

administraba un sitio pasivo en un Estado distinto a California, aunque 

allí causara daños. 

El tribunal consideró que faltaba la intencionalidad del demandado 

en buscar los beneficios del foro, y no era suficiente una conexión fortui-

ta, aleatoria o contactos débiles, por la actividad unilateral de la otra 

parte o de una tercera persona. Se requiere —además de que la activi-

dad esté expresamente dirigida a ese Estado—, que el demandado anti-

cipe que allí puede ser juzgado. La mayoría consideró que el demandan-

te no tenía suficiente evidencia de que el demandado hubiera dirigido 

expresamente su conducta dañosa de manera intencional hacia Califor-

nia. Por el contrario, la minoría entendió que en virtud de la alta concen-

tración de la industria cinematográfica y electrónica, verdadera damni-

ficada por la conducta dañosa de Pavlovich, existen minimum contacts 

suficientes con California para juzgarlo allí. 

                       

dor instalado en Belice. Se trataba de propuestas de juego o gambling ilícito en Minneso-
ta. No sirvió de eximente de responsabilidad la advertencia a los consumidores en cuan-
to a que debían verificar si en su domicilio estaba permitido el juego en Internet. Minne-
sota v. Granite Gate Resorts Inc., 568 NW 2nd 715. 

1707 Matthew Pavlovich v. The Superior Court of Santa Clara County S100809, de 
noviembre de 2002. Puede consultarse en www.eff.org 
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En resumen, los proveedores pueden ser demandados en el domici-

lio del consumidor, si el empresario dirigió hacia allí sus actividades, 

pretendiendo obtener allí los beneficios económicos1708.  

VII. F. CRITERIOS REALES Y PATRIMONIALES 

VII. F. 1. Foro internacional del patrimonio 

El foro del patrimonio es aquel vinculado a materias que no son de 

estricto carácter real, pero tienen contacto con el lugar de localización 

de los bienes. Un supuesto importante de relación patrimonial-real es la 

que nace del contrato de seguro, en razón de que la jurisdicción también 

se puede determinar por el lugar de situación o registro de los bienes 

asegurados. La relación entre el asegurado y asegurador es creditoria, 

pero está ligada al patrimonio sujeto a riesgo, objeto mediato del contra-

to. Por eso uno de los caracteres definitorios del contrato de seguro 

multinacional está dado por el hecho de que un interés asegurable loca-

lizado en determinado país es asegurado en una plaza extranjera; es de-

cir, por una compañía aseguradora con domicilio y que ejerce su activi-

dad en el extranjero. Si bien el principal criterio localizador está dado 

por el domicilio de la empresa aseguradora, ya que allí es donde asume 

el riesgo, también es posible fijar la relación en virtud de la ley de situa-

ción del interés asegurable (lex rei sitae o lex personam sitae)1709. Aquí 

                       

1708 Son todas concreciones del ya referido “Zippo test”. Cfr. SCHIFF BERMAN, “The 
Globalization of Jurisdiction”, p. 409 y ss. y jurisprudencia concordante de la nota 427. 

1709 Cfr. OYARZABAL, Mario, El contrato de seguro multinacional, Ábaco, 1998, pp. 36 
y 37. Este autor distingue el jus in re, aplicable a la cosa asegurada, del ius ad rem, referi-
do al interés sobre la cosa asegurada. El objeto del contrato es este interés. De aquí que 
distinga la localización del riesgo, de aquella correspondiente a la del contrato de seguro. 
El Tratado de Montevideo de 1940 de Derecho Comercial Terrestre Internacional, en sus 
arts. 12 y 13, distingue entre los seguros terrestres y sobre la vida; los primeros, se rigen 
por la ley y son competentes los tribunales del lugar de los bienes al momento de la ce-
lebración del contrato; los segundos, los del domicilio de la compañía aseguradora, con 
diversas opciones a favor del asegurado. 



714 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

suelen resultar coincidentes el domicilio del asegurador, el del asegura-

do y el de situación de los bienes. 

El asunto es relevante, desde el momento que la actividad asegura-

dora está reglamentada en muchos casos mediante normas de policía. 

Estas pueden referirse tanto a la reserva de mercado para las compañías 

locales como al resguardo del contratante mediante la aplicación de 

controles estatales sobre la actividad (ley 12.988). Los intereses asegu-

rables reservados a empresas argentinas, incluyendo a las extranjeras 

con sucursales en el país, son los bienes inmuebles o muebles con situa-

ción permanente, las personas, daños, etc., mencionados en el art. 2 de 

la ley 12.9881710. Así, si el contrato fuera celebrado en violación al orde-

namiento contratando seguros de vida en plazas extranjeras, la nulidad 

puede acarrear luego un problema de indefensión para el consumidor 

que se sustrajo a la prohibición1711. Si bien la compañía aseguradora no 

podría alegar la nulidad invocando su propia torpeza, el juez de todos 

modos debe declarar la nulidad de oficio. Me parece, de todos modos, 

que el consumidor queda a salvo de esta situación si la aseguradora ex-

tranjera engañó o brindó información falaz, creando la apariencia de va-

lidez del contrato de seguro. Adicionalmente, queda siempre a salvo la 

garantía de defensa en juicio del art. 18 CN, o la virtual declaración de 

abusividad de una cláusula prorrogatoria.  

En el caso de la actividad aseguradora, la elección de los tribunales 

se mira más restrictivamente en el orden internacional que en el inter-

no. Así, la Ley 17.418 de Seguros, en su art. 16, permite la prórroga en 

los contratos puramente internos. Por el contrario, el art. 2 inc. 8 del 

Protocolo de Buenos Aires no admite la cláusula prorrogatoria1712. Sin 

                       

1710 Cfr. OYARZABAL, El contrato de seguro multinacional, pp. 121-129.  
1711 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. II, p. 433-435, donde transcri-

be y comenta el fallo Pellegrini, Carlos D. c. Acedra S.A., CNCom, Sala B, publicado tam-
bién en ED 88-404. 

1712 Cabe aclarar que la exclusión se debe a que el Protocolo excluye a los seguros 
de su ámbito de aplicación. Distinto es el supuesto de la actividad reaseguradora o aque-
llos contratos propios de la actividad de las grandes empresas. Cfr. NAJURIETA, “Prórroga 
abusiva…”, pp. 304 y 306. También, respecto de la actividad reaseguradora, típicamente 
comercial e internacional, cfr. NOODT TAQUELA, María Blanca, “Jurisdicción internacional y 
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embargo, los riesgos se minimizan cuando la compañía aseguradora 

puede ser demandada en el domicilio de la sucursal o agencia, como in-

dica el art. 6 del Tratado de Derecho Comercial Internacional de Monte-

video de 1889 y art. 13 del respectivo de 1940, ya citado. A la misma 

conclusión se arriba si se considera como domicilio de la compañía ase-

guradora extranjera demandada pero con sucursal en el domicilio del 

consumidor, al “lugar en donde funcionan, en lo concerniente a los actos 

que allí practiquen” (art. 10 Tratado de Derecho Civil de Montevideo de 

1940)1713. 

Un caso particular tratándose de conflictos con consumidores es el 

criterio jurisdiccional basado en el lugar donde el proveedor responsa-

ble tiene bienes. Si bien se trata de una jurisdicción normalmente consi-

derada exorbitante, la situación puede ser diferente en los conflictos con 

parte débil1714. En este sentido, se puede mencionar la sede de la casa 

matriz u otra sucursal del proveedor, distinta a la que estableció la rela-

ción de consumo. Cuando el demandado es el proveedor transfronterizo, 

es posible que su domicilio —entendido de modo amplio—, correspon-

da a una sucursal o establecimiento ligado al caso; sin embargo, el pa-

trimonio principal puede estar localizado en otro territorio, asiento de 

la casa matriz. El reclamo principal contra la sucursal probablemente 

insolvente, para no resultar infructuoso, deberá triunfar en el ejercicio 

de la teoría del corrimiento del velo societario, la que es considerada de 

modo diverso por los distintos Estados1715. Para sortear este posible es-

collo desde el primer momento, puede ser útil plantear la demanda con-

juntamente en el domicilio de la sucursal y en el asiento de la matriz, 

especialmente si los importes reclamados son importantes. 

                       

derecho aplicable al reaseguro en la Argentina”, Revista del Derecho Comercial y las Obli-
gaciones, Depalma, 1999, pp. 727-764. 

1713 “El concepto de ‘realización de operaciones’ constituye una ‘noción de la vida 
común’. Pueden considerarse incluidas todo tipo de operaciones realizadas por repre-
sentantes o agentes de la compañía aseguradora que implique la búsqueda de clientes y 
la conclusión y firma de contratos en calidad de mandatario en un Estado diferente de 
aquel del domicilio de la sociedad”. OYARZABAL, El contrato de seguro multinacional, p. 83. 

1714 Cfr. NYGH y POCAR, Report of the Special Commission…, p. 76. 
1715 Cfr. FAWCETT, “Products Liability…”, pp. 59-60. 
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VII. F. 2. Lugar de asiento de los bienes 

Las conexiones reales son aquellas determinaciones jurisdicciona-

les relacionadas a ciertos bienes y su localización. Reservamos este pun-

to para las situaciones de estricto carácter real, a diferencia del anterior, 

que resultaba de una relación personal patrimonial1716. Si se trata de una 

relación real, del derecho vinculado a una cosa (cfr. lo dicho en cuanto a 

las relaciones de consumo reales, p. 558 y ss.), será competente el juez 

del lugar de su situación1717. Para las normas de fuente interna (arts. 10 

y 11 CC) esta jurisdicción incluiría tanto los inmuebles como los mue-

bles de situación permanente: sede del banco donde se registran las 

cuentas bancarias, lugar de ubicación de los servidores de Internet, do-

micilio de la bolsa de valores donde están registrados los títulos repre-

sentativos de deuda o de participación, etc. No funciona así en otras 

fuentes, como los Tratados de Montevideo de Derecho Civil Internacio-

nal, que no hacen esta distinción. 

Por lo general tenderá a ser una jurisdicción exclusiva, pero siem-

pre se deberá distinguir, por una parte, la relación convencional que da 

origen a la relación real, y luego, la relación real en sí misma. De aquí 

que también se deberá prestar atención a los reclamos sobre la cosa, de 

aquellos que corresponden a relaciones creditorias que dimanan de 

aquella relación real (cfr. supra, p. 275 y ss.)1718. En este tipo de localiza-

                       

1716 Para determinar la competencia de los tribunales argentinos, se aplica por ana-
logía al caso internacional el criterio que establece el art. 5 del CPCyCN para casos inter-
nos: “1º cuando se ejerciten acciones reales sobre bienes inmuebles, el del lugar donde 
esté situada la cosa litigiosa (…). La misma regla regirá respecto de las acciones poseso-
rias, interdictos, restricción y límites del dominio, medianería, declarativa de la prescrip-
ción adquisitiva, mensura y deslinde y división de condominio”. 

1717 Cfr. SOTO, “El orden público y las relaciones de consumo…”, p. 394. En el orden 
interno, corresponde aplicar el art. 10 del CC, que a través de la norma de policía que es-
tablece la exclusiva aplicación del derecho nacional, también asegura la jurisdicción de 
los tribunales argentinos. Cfr. SOTO, Temas estructurales…, pp. 239-241. 

1718 A modo de ejemplo, aunque no se refiere a un caso vinculado al sistema pro-
tectorio, la jurisprudencia resolvió que la ejecución de una hipoteca y una prenda con 
registro debían tramitarse ante el lugar de asiento de los bienes y registro de los gravá-
menes (Bahía Blanca). Sin embargo, esto no afecta la jurisdicción pactada para los liti-
gios derivados del contrato de préstamo (Nueva York), al que la hipoteca y prenda resul-
taban accesorios en función de garantía. La falta de pago del crédito tramitará en el lugar 
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ciones resulta frecuente la identidad entre la ley aplicable y el tribunal 

competente. Si el contrato tiene por objeto un derecho real inmobiliario 

o un derecho de uso y goce de un inmueble, los vínculos más estrechos 

se refieren al lugar de situación, es decir con el Estado en que éste se 

asienta. De este modo, se pretende favorecer que se aplique la misma 

ley a los aspectos contractuales y reales del inmueble.  

a) Los tiempos compartidos o timesharing  

La utilización de inmuebles mediante los denominados ‘tiempos 

compartidos’ reviste distintas modalidades, de allí que no se pueda de-

finir su concepto de modo unívoco, como tampoco su naturaleza jurídi-

ca1719. A modo de ejemplo, la Directiva Europea, y a los solos de fines de 

establecer su propio ámbito de aplicación, los designa en su art. 2 como 

aquel “contrato o grupo de contratos celebrado para un período mínimo 

de tres años, por el que, mediante el pago de un determinado precio 

global, se cree, se transfiera o se establezca compromiso de transferir, 

directa o indirectamente, un derecho real o cualquier otro derecho rela-

tivo a la utilización de uno o más inmuebles, durante un período deter-

minado o determinable del año que no podrá ser inferior a una semana”. 

De allí que no haya pretendido regular de modo uniforme la institución 

sino proteger al consumidor cualquiera sea la configuración del nego-

cio1720.  

                       

pactado al momento del préstamo, para luego ejecutar las garantías en el forum rei sitae. 
Cám. 1a. Civ. y Com., Bahía Blanca, sala I, 10/08/82, Narbaitz, Guillermo y Cía S.C.A. y 
otros c. Citibank N.A.,. Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. II, pp. 546-561. “Si 
la acción es personal o real depende e la lex fori. Para dirimir si se ha entablado una ac-
ción u otra no parece posible aplicar otra ley”. Ibidem., p. 561. 

1719 De modo general sobre este tema, en el derecho argentino y con referencias al 
derecho comparado, cfr. TRANCHINI, Marcela, “Sistemas turísticos de tiempo compartido. 
Ley 26.356”, LL 2008-C, 1171-1189; COSSARI, Nelson G.A., “Tiempo compartido. Impacto 
de la ley 26.356 sobre el sistema de Derechos Reales”, LL 2008-F, 1266-1277; GREGORINI 
CLUSELLAS, Eduardo L., “El consumidor inmobiliario. Su tutela en la ley 24240 reformada 
por la ley 26.361”, JA 2008-II, 1261-1271.  

1720 Directiva 94/47/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de octubre 
de 1994, sobre el derecho de utilización de inmuebles en régimen de tiempo compartido, 
publicada en DO n° L 280 de 29/10/1994 pp. 83-87. 
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La práctica ha adoptado distintas modalidades. Una primera, de-

nominada multipropiedad, implica la adquisición de una cuota indivisa 

de la propiedad de una unidad funcional o departamento. Incluye el mo-

biliario y derecho recibir servicios de limpieza, seguridad, etc. Luego, el 

denominado club trustee, por la que el consumidor participa de la mem-

bresía de un club, como derecho personal nominativo transferible. Los 

socios depositan el certificado de pertenencia en manos de un tercero 

que organiza el emprendimiento, de modo de facilitar que todos puedan 

disponer de los servicios en los momentos previstos. En tercer lugar, 

existe la posibilidad de que la organización se constituya como sociedad 

comercial, de modo que cada uno de los turistas será accionista de la 

empresa, a razón de una acción por cada semana de disfrute que le co-

rresponda1721.  

Esto plantea un problema de calificaciones, referido a la calidad de 

la cosa y por tanto del derecho que tiene su titular —real o personal—, 

especialmente cuando hay otras prestaciones asociadas al disfrute del 

bien que resultan de gran relevancia. La variedad de regímenes jurídicos 

existentes en cada jurisdicción dificulta desentrañar los aspectos pura-

mente inmobiliarios del negocio, que son aquellos que justifican el fac-

tor de atractividad del forum rei sitae. Más difícil es la situación cuando 

el funcionamiento del negocio complejo implica el disfrute de múltiples 

e indeterminados inmuebles, en distintos territorios1722. 

En nuestro país, el art. 10 del CC indica que las leyes argentinas ri-

gen la calidad de inmuebles (o no) respecto de los bienes situados en el 

país1723. La reserva que hace cada Estado de la regulación de las condi-

ciones de ejercicio del derecho de propiedad, está vinculada a la sobera-

                       

1721 Cfr. AURIOLES MARTÍN, Introducción al derecho turístico, pp. 82 y 83. 
1722 En el ámbito internacional, ver la reseña legislativa comparada de DOWNES, 

Noemí, Los contratos internacionales de timesharing, pp. 31-84. 
1723 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, pp. 270-271. La determina-

ción de que un bien situado en Argentina no reviste calidad de inmueble, hace aplicable 
el art. 11, que distingue entre las cosas que tienen situación permanente y no serán 
transportadas, de aquellas que la persona lleva consigo o que son trasladadas a otro país. 
Estas últimas se regirán por el derecho del domicilio del dueño. 
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nía estatal, debido a que un inmueble es una parte de su territorio1724. 

Por tanto, las leyes argentinas rigen sólo los inmuebles locales, y su so-

beranía coexiste con las potestades de otros Estados respecto de los in-

muebles que conforman sus repectivos territorios1725. 

Por tanto, cómo se estructurará la propiedad correspondiente a ca-

da contratante de tiempo compartido, y si existe efectivamente tal dere-

cho y las condiciones de su adquisición, tanto de forma como sustancia-

les, y las potestades que de allí se derivan, serán reguladas por el Estado 

de situación del inmueble sujeto a ese régimen1726. Así, en Argentina, 

donde rige el sistema de numerus clausus (arts. 2502 y 2503 CC), el de-

recho real de tiempo compartido, para existir como tal y adaptarse a la 

modalidad negocial de práctica, requería de una regulación especial. Sin 

embargo, la Ley 26.356 dejó libertad al organizador en cuanto a cómo 

estructurar el sistema, sin hacer hincapié en la naturaleza de los dere-

chos que se constituyen o transmiten sino en la protección de los inter-

                       

1724 Cfr. notas de VÉLEZ SARSFIELD a los arts. 2507 y 3283 del CC.  
1725 GOLDSCHMIDT explica que el CC no regula el derecho aplicable ni la jurisdicción 

respecto de los inmuebles ‘no argentinos’, ya que es unilateral. La orfandad puede gene-
rar problemas en lo relativo a acciones personales que determinan, por ejemplo, la in-
demnización por incumplimiento del vendedor respecto de un fundo ubicado en el ex-
tranjero. La lógica solución será aplicar la ley de situación del bien, pero no por analogía 
sino por recurso a los principios generales. Cfr. Derecho Internacional Privado, p. 272. Es-
tos principios están enunciados, por ejemplo, en el art. 32 del Tratado de Derecho Civil 
Internacional de Montevideo de 1940: “Los bienes, cualquiera que sea su naturaleza, son 
exclusivamente regidos por la ley del lugar en donde están situados en cuanto a su cali-
dad, a su posesión, a su enajenabilidad absoluta o relativa y a todas las relaciones de de-
recho de carácter real de que son susceptibles”. 

1726 Concretando su desacuerdo con el efecto expansionista y para delimitar sus 
efectos, GOLDSCHMIDT dice: “Si, por ejemplo, se declara que la propiedad sobre un inmue-
ble se rige por el derecho del país de su situación, se desea establecer que este derecho 
señalará qué extensión tiene el derecho de propiedad y cuáles son los modos de adqui-
rirlos, verbigracia, si hace falta entrega de la posesión, si ésta se presume habiendo escri-
tura pública y, sobre todo, si es necesaria una inscripción en el Registro de Propiedad y 
qué alcance reviste. La norma no concierne, en cambio, a las capacidades de derecho y 
de hecho para llevar a efecto contratos dispositivos, y menos aún causales. Tampoco en-
foca la forma del contrato dispositivo; pero ya sabemos que la ley de de la situación indi-
cará la necesidad o la excención de una forma. La norma no se refiere en absoluto, por 
último, al contrato causal, por ejemplo, a la compraventa, en virtud del cual el enajenante 
está obligado a realizar el modo”. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p.268.  
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eses de los usuarios1727. De aquí que en cada caso particular habrá que 

atenerse al contrato particular para desentrañar su sustancia1728. 

Algunos de los derechos del consumidor pueden considerarse re-

ales y por tanto oponibles erga omnes, y otros sólo personales, y por 

tanto válidos inter partes. En este sentido es interesante el fallo que co-

menta FERNÁNDEZ ARROYO, vinculado a un contrato de tiempo comparti-

do celebrado y referido a bienes sitos en la UE1729. El caso Klein contem-

pla el supuesto en el que un matrimonio alemán negoció un convenio 

complejo que incluía tanto la asociación a un club, la vinculación a una 

sociedad comercial y el derecho de disfrute de una semana al año de un 

departamento en un complejo turístico de Grecia. Los señores Klein ini-

ciaron el reclamo en su domicilio, Dortmund, Alemania; la jurisdicción 

se justificaba tanto por tratarse del domicilio de los consumidores como 

por ser el lugar de cumplimiento de la obligación reclamada (la restitu-

ción del pago) arts. 13, 14 y 5.1 del Convenio de Bruselas, respectiva-

mente. La empresa, Rhodos, excepciona la competencia en virtud de que 

tratándose de un contrato de arrendamiento de inmueble, correspondía 

entendieran los tribunales griegos (art. 16 del mismo Convenio). El Tri-

bunal finalmente indica que por tratarse de un supuesto de invalidez del 

contrato y no referido a las obligaciones y derechos derivados del mis-

mo, será competente la jurisdicción domiciliaria de los consumidores, y 

no el foro exclusivo de situación del inmueble1730. 

                       

1727 En nuestro país tampoco hay acuerdo en cuanto a la naturaleza real del dere-
cho de tiempo compartido, dependiendo la caracterización de la modalidad que adopte 
el organizador. Cfr. TRANCHINI, “Sistemas turísticos de tiempo compartido”, p. 1173.  

1728 Cfr. COSSARI, “Tiempos compartidos…”, pp. 1273-1274.  
1729 Cfr. FERNÁNDEZ ARROYO, Diego, “Complicaciones europeas en torno a la jurisdic-

ción internacional exclusiva en materia inmobiliaria”, www.ElDial.com suplemento de 
Derecho Internacional Privado, de 30 de junio de 2006. El caso es TJCE (Sala Primera), 
13 de octubre de 2005, asunto C-73/04 Brigitte y Marcus Klein contra Rhodos Manage-
ment Ltd. 

1730 “El artículo 16, número 1, letra a), [del Convenio de Bruselas], (…) debe inter-
pretarse en el sentido de que no es aplicable a un contrato de adhesión a un club que, en 
contrapartida del pago de una cuota, que constituye el elemento dominante del precio 
total, permite a los socios adquirir y ejercer un derecho de utilización, en régimen de 
tiempo compartido, de un bien inmueble designado únicamente por su tipo y situación, y 
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b) Contratos de locación y leasing  

En el mismo sentido que el acápite anterior, en un contrato interna-

cional de leasing mobiliario debemos distinguir las obligaciones vincu-

ladas al fabricante o vendedor, de aquellas correspondientes a la socie-

dad de leasing que financia la operación. La relación real estará dada por 

el lugar de situación de los bienes al momento de ser entregados, o bien 

al lugar de uso y goce cuando el consumidor esté limitado a un territorio 

concreto, ya que para que el leasing tenga características de internacio-

nalidad, las partes deben domiciliarse en diferentes Estados1731.  

Si bien se trata de una operación unitaria, con una finalidad econó-

mica y financiera precisa, hay que localizar las obligaciones y derechos 

resultantes frente a las potencialmente múltiples partes intervinientes; 

la unidad económica esconde una realidad jurídica compleja1732. Esta úl-

tima figura no debe confundirse con los contratos de leasing operativo, 

asimilables al renting o locación, donde el mismo propietario del bien es 

quien eventualmente cobrará los cánones1733.  

                       

prevé la afiliación de sus socios a una organización en la que pueden intercambiar sus 
derechos de utilización”. 

1731 El contrato de leasing internacional, de acuerdo a la Convención de Ottawa so-
bre arrendamiento financiero ("leasing"), del 28 de mayo de 1988, es aquel en que el 
arrendador, el arrendatario o el proveedor tienen domicilio en diferentes Estados parte 
(art. 1.1). Por el art. 1.4 se excluye de su ámbito de aplicación aquellas operaciones en 
que los bienes se destinan a un uso personal, familiar o doméstico. Los aspectos referi-
dos a los bienes, especialmente derivados de los derechos reales, deberán regirse por la 
ley del lugar de situación. Entre otros aspectos, la publicidad de los actos, de modo que el 
arrendador pueda oponer su derecho frente a los acreedores del arrendatario (art. 7.5). 
Cuando se trate de bienes muebles, los derechos estarán sometidos al establecimiento 
principal del arrendatario. En cuanto a la internacionalidad del contrato, y distintos su-
puestos que distinguen el leasing de la compraventa destinada a dar ejecución al prime-
ro, cfr. RODRÍGUEZ MATEOS, El contrato de leasing…, p. 95 y ss. 

1732 Cfr. RODRÍGUEZ MATEOS, El contrato de leasing…, p. 25 y ss. Esta complejidad es 
mayor cuando el dador se hace cargo de obligaciones de mantenimiento, servicios o en-
trega de accesorios. Cfr. art. 7 de la Ley 25.248 de Contrato de Leasing.  

1733 En nuestro derecho, se puede observar un ejemplo de esta diversidad de res-
ponsabilidades en el juego de los arts. 5 y 6 de la Ley de Leasing. Si el dador es simultá-
neamente fabricante, importador, constructor o vendedor, no se puede liberar de las ga-
rantías de evicción o vicios redhibitorios; sin embargo, cuando el dador adquirió el bien 
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En el marco de la UE ya hemos mencionado en cuanto supuesto de 

conexidad al art. 6.4) del Reglamento 44/2001. Este permite al actor 

demandar en el forum rei sitae “si la acción pudiere acumularse con otra 

en materia de derechos reales inmobiliarios dirigida contra el mismo 

demandado, ante el tribunal del Estado miembro en el que estuviere sito 

el inmueble”. La alternativa de foros concurrentes a favor del deman-

dante, se beneficia de una única sentencia, facilitando su ejecución. Algo 

similar ocurre con el art. 10 del mismo Reglamento, en las acciones de-

rivadas de seguros relativos a inmuebles. El asegurado o damnificado 

podrá demandar al asegurador, además del foro donde se hubiera pro-

ducido el daño, en aquel del lugar de situación de los bienes.  

Estos foros resultan adecuados para un sistema protectorio, ya que 

presuponen una identidad entre el forum rei sitae y el forum domicilii 

del consumidor o el del domicilio del demandado. Y, de no ser así, que-

dan abiertos como concurrentes alternativos. El mismo principio se 

aplica en el art. 22 del Reglamento 44/2001, referido a las acciones de-

rivadas de contratos de locación de inmuebles para un uso particular 

hasta un plazo máximo de seis meses. En este supuesto son competentes 

—junto con los del lugar de situación del inmueble— los tribunales del 

domicilio del locador, siempre que coincida con el del locatario. Se pue-

de observar una adecuada asignación de foro ante conflictos vinculados 

al alquiler de viviendas para un uso turístico, como excepción al foro ex-

clusivo. Suelen coincidir los domicilios de locador y locatario, aunque el 

contrato se refiera a bienes situados en un tercer Estado; es muy proba-

ble que las partes no tengan interés o sea irrelevante litigar en el país de 

asiento del inmueble. 

Respecto del alquiler de automóviles, si bien el contrato tiene por 

objeto un bien mueble registrable, las obligaciones de las partes no se 

refieren a la propiedad sino al uso y goce. Para el consumidor los aspec-

tos registrales no son relevantes, máxime cuando el vehículo podría ser 

alquilado con el fin de ser utilizado en distintas jurisdicciones. El situs de 

                       

del fabricante a instancias del tomador, es válida la cláusula de exención de responsabi-
lidad referida a evicción y defectos de la cosa. 
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la relación entre la empresa de alquiler y el turista consumidor estará 

dado por el lugar donde el auto se pone a disposición (cumplimiento) o 

el domicilio de la empresa de alquiler (domicilio del demandado). En ca-

si todos los casos será el lugar de destino en el extranjero del consumi-

dor turista. Sin perjuicio de esto, todo cuanto se refiere a la celebración 

del contrato, el pago del precio u otro tipo de reclamos, deberá será juz-

gado ante los tribunales competentes en virtud de la relación contrac-

tual, sin que tome relevancia el lugar de registro del bien. 

c) Bienes muebles con situación permanente 

La situación de acumulación de acciones o de concurrencia jurisdic-

cional es más frecuente en casos de bienes muebles, con o sin situación 

permanente. En el caso UBS, ya mencionado (cfr. supra p. 412), la juris-

dicción argentina se justificó en razón de la existencia de una cuenta 

bancaria abierta en Buenos Aires. La situación era harto confusa: no es-

taba claramente determinada la capacidad del representante del Banco 

respecto a la presentación en juicios; el domicilio real de la matriz se 

encontraba en Zürich; la cláusula de prórroga tampoco era favorable al 

consumidor; la misma fue declarada inválida por discriminatoria del 

principio de igualdad ante la ley, al tener carácter exclusivo sólo para el 

consumidor. En conclusión, la jurisdicción local no se justificaba en rela-

ción al domicilio del demandado. Quedaba así abierta la posibilidad de 

establecer jurisdicciones concurrentes. De este modo, a fin de permitir 

el tratamiento judicial del caso, era lógico que se optara por uno de los 

lugares de cumplimiento, en este caso donde se encontraba abierta la 

cuenta y se realizó el depósito. 

Un caso particular se presenta con los títulos representativos de 

deuda o de participación. Estos darán origen a derechos ligados a un lu-

gar de emisión, que a su vez es donde suelen estar depositados, cotizan 

e intercambian, donde son pagaderos y donde deben ejercerse todas las 

acciones conservatorias. Debido a que estas condiciones de emisión y 

circulación se relacionan con un sistema estatal autorizativo y regulato-

rio, el lugar originario se puede considerar como su ‘asiento’ o situs. 
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Creemos es de aplicación el art. 33 del Tratado de Derecho Civil Interna-

cional de Montevideo de 1940, por el cual los derechos sobre créditos se 

reputan situados en el lugar en donde la obligación de su referencia de-

be cumplirse. Además, si llegado el caso que no se pudiera determinar el 

lugar de cumplimiento al momento en que los derechos nacen, los mis-

mos serán localizados en el domicilio que tenía el deudor al momento de 

originarse la obligación. Sin duda, serán esos mismos jueces los que de-

berán entender en las causas originadas en esos títulos (art. 56 del 

mismo Tratado)1734.  

Sin embargo, en caso de relaciones de consumo, una vez más queda 

abierta la posibilidad de que las acciones referidas a un contrato de 

transmisión de derechos puedan ser ejercidas ante los jueces del domi-

cilio del demandado, o del lugar de celebración del contrato, o bien de su 

ejecución. En estos supuestos, cuando el cumplimiento del contrato se 

refiera a la transferencia de los títulos, la efectividad de la transmisión 

se localizará en el lugar de su registro o emisión. A tal fin, es útil recor-

dar la doctrina referida a las distintas alternativas que se presentan ante 

los contratos de cesión de derechos en general. Se deberá distinguir en-

tre los conflictos referidos al derecho mismo objeto de la cesión, de 

aquellos relacionados con el cumplimiento, garantías u otras circuns-

tancias entre cedente y cesionario1735.  

                       

1734 En un sentido similar el Art. 42 inc. 2 del Proyecto uruguayo de Ley General de 
Derecho Internacional Privado: “Los derechos sobre créditos se reputan situados en el 
lugar donde la obligación de su referencia debe cumplirse. Si este lugar no pudiera de-
terminarse al tiempo de nacimiento de tales derechos, se reputarán situados en el domi-
cilio que en aquel momento tenía constituido el deudor”.  

1735 Analicé estos temas con mayor detalle anteriormente en SCHÖTZ, Gustavo, “Una 
introducción al estudio del factoring internacional en el MERCOSUR”, ED 186, 1218-
1232. Resulta muy ilustrativo lo dicho por la CSJN en la causa Méndez Valles, Fernando 
c/ A. M. Pescio S.C.A. s/ ejecución de alquileres, de 26/12/1995: “[…] en esta materia de-
be distinguirse entre la ley que rige el negocio de cesión y la que rige la obligación cedi-
da, que pueden o no coincidir”. (…) “De acuerdo a dicha doctrina, la ley que rige origi-
nalmente el crédito cedido —y no, la ley del contrato de cesión— determina las condi-
ciones de oponibilidad de la cesión al deudor” (considerando 23). Se trata de distinguir 
entre el derecho aplicable a la validez y oponibilidad del contrato de cesión —en este ca-
so de derechos litigiosos—, de aquel aplicable a la forma por la cual se celebró el contra-
to, en virtud del principio locus regit actum.  
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Así, en una emisión de certificados de participación de deuda, ante 

el impago se puede ir contra el deudor o bien contra la institución finan-

ciera que administra o coloca los títulos. Las jurisdicciones pueden ser 

diferentes, también dependiendo de cuál sea la causa del reclamo. El si-

tus propio del crédito es aquel donde debe ser pagado, o el derecho 

transferido o ejecutado1736. Lo normal será que la jurisdicción corres-

ponda al lugar donde la obligación deba ser honrada.  

En definitiva, en un esquema de protección del consumidor, resulta 

conveniente que los foros exclusivos derivados de la situación de los 

bienes sean balanceados mediante la existencia de otros foros. Estos 

podrán ser concurrentes alternativos o subsidiarios. Por tanto, para ac-

tuar en consonancia con el principio protectorio, los foros exclusivos 

deberán ser interpretados restrictivamente. La razón de ser de la exclu-

sividad, la particular política pública involucrada, deberá balancearse 

con otra política pública: la protección de la parte débil.  

VII. G. CRITERIOS CONDUCTISTAS  

VII. G. 1. Lugar de celebración 

Se puede adelantar —de modo general—, que la conexión jurisdic-

cional “lugar de celebración” no goza de particular atractivo para la doc-

trina y legislación comparada debido a la ausencia de vínculo estrecho 

entre la causa y el foro. En la relación jurídica interesan más los efectos 

del contrato que su forma extrínseca1737. De todas maneras, en el ámbito 

protectorio internacional dicha conexión resulta relevante cuando los 

proveedores dirijen las actividades comerciales hacia los consumidores 

domiciliados en el extranjero. Más aún: cuando el lugar de celebración 

                       

1736 Para el caso de las participaciones societarias, el Art. 42 inc. 3 del Proyecto 
uruguayo de Ley General de Derecho Internacional Privado establece que “Los títulos 
representativos de acciones u obligaciones societarias se reputarán situados en el lugar 
de la constitución de la sociedad que los emitió”. 

1737 Cfr. SOTO, Temas estructurales…, p. 63.  
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se acumula con otros contactos, como el de cumplimiento o el domicilio 

del consumidor, actúa como refuerzo de estos últimos1738.  

El problema del lugar de celebración como punto de contacto está 

dado porque —por lo general— los profesionales emiten invitaciones a 

ofertar; si así fuera, el lugar de conclusión siempre será el del domicilio 

del profesional. Por otra parte, la determinación del “lugar donde el con-

trato es concluido” puede depender de reglas sustantivas, variables de 

uno a otro ordenamiento1739. El profesional puede indicar por sí mismo 

ese lugar al estructurar la transacción, estableciendo cómo debe ser 

aprobada la operación, o cuál es el valor o efecto de la aceptación dada 

por el cliente o por él mismo1740.  

Por este motivo, resulta satisfactoria la conexión prevista en el art 

22 inc. 4 de la LOPJ: “En el orden civil, los Juzgados y Tribunales españo-

les serán competentes (…) cuando la celebración del contrato hubiere 

sido precedida por oferta personal o de publicidad realizada en España 

o el consumidor hubiera llevado a cabo en territorio español los actos ne-

cesarios para la celebración del contrato…”. Cabe aclarar que la primera 

expresión, la “celebración del contrato”, parece ser insuficiente en cuan-

to contacto autónomo, ya que debe añadirse la oferta personal o la pu-

                       

1738 Así, por ejemplo, en la Conferencia que discutió la Convención de La Haya so-
bre acuerdos de elección de foro, se había logrado consenso en cuanto a excluir este cri-
terio de competencia debido a la consideración de que el lugar donde se firma un contra-
to puede ser de carácter puramente accidental, y si no hay otros factores de conexión, 
por sí mismo no será suficiente para atribuir jurisdicción. Cfr. NYGH y POCAR, Report of the 
Special Commission…, p. 79. La versión final de la Propuesta de CIDIP VII establece que si 
bien será aplicable el derecho del domicilio del consumidor, este último debe entenderse 
como la residencia habitual al momento de celebrarse el contrato. De esta manera la co-
nexión “lugar de celebración” resulta adoptada sólo de modo indirecto: en la medida que 
coincida con el domicilio, que es el contacto valorativamente orientado que se eligió de 
modo preferente en la redacción de la Draft Convention. 

1739 En este sentido, el Tratado de Derecho Civil de Montevideo de 1940, en su art. 
42 prevé que “La perfección de los contratos celebrados por correspondencia o por 
mandatario, se rige por la ley del lugar del cual partió la oferta aceptada”. Por tanto, si la 
publicidad fuera considerada una invitación a ofertar, y la propuesta del consumidor es 
efectivamente una oferta, el contrato queda concluido en el domicilio del consumidor. Es 
crítica respecto de esta conexión en contratos con consumidores, de ARAUJO, “Contratos 
internacionais e consumidores nas Américas e no Mercosul...”, p. 148. 

1740 Cfr. VON MEHREN, “La Conferencia de La Haya…”, p. 50. 
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blicidad. En cuanto a la segunda alternativa, “llevar a cabo en territorio 

español los actos necesarios para la celebración”, es de gran amplitud; 

tanto que ha recibido críticas de la doctrina, ya que en su latitud abarca-

ría una amplísima cantidad de situaciones1741. 

La actividad publicitaria previa a la celebración del contrato es un 

elemento relevante en el derecho interno, ya que integra los términos de 

la oferta (arts. 7 y 8 LDC). Lo que no es tan seguro es que su fuerza vin-

culante se determine por la ley del domicilio del consumidor, aunque sí 

lo pueda ser en el país donde la oferta se emite. Si son coincidentes, la 

protección es completa. Si bien estos aspectos se refieren al régimen 

protectorio sustantivo, de todos modos resaltan la importancia de la 

protección domiciliaria coincidente con el lugar de celebración. De lo 

contrario, cuando la oferta es realizada de modo universal, como en In-

ternet, difícilmente se le puedan aplicar los criterios del lugar de recep-

ción de la publicidad. Qué se considere publicidad u oferta, o bien actos 

tendientes a o integrantes de la celebración, queda librado a la lex fo-

ri1742. Así, habrá que analizar si cumple con estos requisitos la oferta rea-

lizada por el sistema de compra telefónica o por catálogos, y utilizando 

cualquier medio de comunicación. En los contratos a distancia, Brasil, 

por ejemplo, aplica el derecho del lugar de emisión de la oferta, ya que 

                       

1741 Cfr. DE MIGUEL ASENSIO, “La tutela de los consumidores…”, p. 19. CALVO CARAVACA 
y CARRASCOSA GONZÁLEZ, Conflictos de Leyes…”, p. 91. Así, interpretado literalmente, si el 
consumidor llevó a cabo en España los actos necesarios para la celebración del contrato, 
pero el proveedor no dirigió allí sus ofertas ni publicidad, igual podría abrirse la juris-
dicción española, lo que resulta excesivo y podría convertirse en un caso de foro exorbi-
tante. Cfr. DE MIGUEL ASENSIO, “Pluralidad de jurisdicciones…”, p. 53. 

1742 En el derecho patrio, si la publicidad está dirigida a un grupo indeterminado de 
personas, obliga en sus propios términos. Pero eso no quiere decir que en sí misma sea 
una oferta. Puede faltar alguno de los elementos esenciales del contrato, como la deter-
minación del sujeto o ser incompleta por faltar alguna especificación del objeto, o estar 
sujeta a la condición de “existir stock” o una previa calificación crediticia. Es lo que suce-
de con las pautas publicitarias televisivas que incluyen la leyenda “publicidad válida sólo 
en el territorio de la República Argentina”, aunque sean emitidas en una cadena de al-
cance universal o extraterritorial, como el cable o la señal satelital. Por lo general las 
aclaraciones tienen en vista limitar la validez espacial del precio y así facilitar la segmen-
tación de mercados; pero también procuran establecer límites jurídicos a los efectos de 
la oferta: garantías, aspectos fiscales, lugar de entrega, etc. 



728 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

ese es el lugar de celebración. Allí el principio general es que las obliga-

ciones se rigen por la ley del país donde se constituyen1743.  

En definitiva, el lugar de celebración del contrato es un contacto ju-

risdiccional que puede presentar dificultades operativas, ya que el juez 

puede verse obligado a resolver cuestiones sustanciales antes de admi-

tir la causa a juicio. Al no resultar evidente por sí mismo en todas las cir-

cunstancias, parece correcta la postura de limitar su ámbito de aplica-

ción, o bien exigirse especiales cualificaciones, como la publicidad pre-

via o actos preparatorios en el mismo lugar de celebración. 

VII. G. 2. El lugar de celebración en el contexto digital 

Las operaciones del e-commerce celebradas por consumidores 

constituyen un acuerdo común de voluntades destinado a reglar dere-

chos. Sólo cambia el medio que se utiliza para prestar el consentimiento 

contractual. Es una modalidad particular que no desnaturaliza el sentido 

humano de la exteriorización de la voluntad; al menos mientras no se 

admita el consentimiento electrónico automatizado1744. Sin embargo, de 

acuerdo al régimen vigente de fuente interna para los contratos en ge-

neral, correspondiente a los arts. 1154 y siguientes del CC y 213 y 215 

del CCom, puede resultar difícil establecer el lugar de celebración de los 

contratos electrónicos. Las categorías de tiempo y espacio que se utili-

zan tradicionalmente para determinar si estamos ante un contrato entre 

presentes o entre ausentes, y que han llevado a establecer los criterios 

                       

1743 §2 del art. 9 del Código Civil Brasileiro: la obligación resultante de un contrato 
se considera constituida en el lugar donde reside el proponente.  

1744 Argumento de acuerdo al art. 35 de la LDC. “Queda prohibida la realización de 
propuesta al consumidor, por cualquier tipo de medio, sobre una cosa o servicio que no 
haya sido requerido previamente y que genere un cargo automático en cualquier siste-
ma de débito, que obligue al consumidor a manifestarse por la negativa para que dicho 
cargo no se efectivice”. No se admitiría semejante consentimiento tácito para los consu-
midores.  
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de la expedición o la recepción y sus distintas combinaciones, pueden 

generar cierta confusión en el plano internacional y en Internet1745.  

En consecuencia, si una de las partes emite una oferta completa —

el sitio oferente— y la otra manifiesta su asentimiento completando el 

formulario predispuesto, el contrato está celebrado, sin que interese la 

distancia temporal. Y si, por el contrario, el sitio emite una invitación a 

ofertar, la que luego es efectuada por el consumidor al enviar un formu-

lario y se requiere la confirmación posterior del comerciante del sitio 

Web, el momento de celebración será este último, cuando confirma la 

operación, sin importar que posteriormente sea recibida o no la confir-

mación por el consumidor1746. Para evitar estas dificultades, conviene 

soslayar la clasificación entre contratos entre presentes y entre ausen-

tes, por cuanto esta distinción no brinda una solución satisfactoria, más 

aún cuando el punto de conexión “lugar de celebración” en los contratos 

internacionales es de aplicación residual, al menos para el sistema ar-

gentino de Derecho Internacional Privado1747. 

                       

1745 La distinción tradicional de contratos entre presentes y entre ausentes, con la 
consecuente aplicación de las teorías mencionadas, tenían sentido en otro contexto eco-
nómico y tecnológico. En el pasado, la distancia física originaba una brecha temporal. 
Hoy día, al mediar muchas veces un intervalo de tiempo irrisorio a pesar de las enormes 
distancias físicas, debe prevalecer el factor tiempo al momento de establecer si se trata 
de contratos entre presentes o entre ausentes. Cfr. FRESNEDA SAIEG, Mónica, y HERNÁNDEZ, 
Carlos A, “La protección del consumidor en los contratos a distancia celebrados por me-
dios informáticos”, RRCyS, Año III Nro. 5, Septiembre-Octubre de 2001, p. 69.  

1746 Para el análisis clásico de los principios de celebración entre presentes y entre 
ausentes, cfr. LÓPEZ DE ZAVALÍA, Fernando J., Teoría de los Contratos, Parte General, Ed. Za-
valía, 4a Edición, Buenos Aires, 1996, Tomo I, p. 210 y ss. En definitiva, lo que interesa no 
es tanto la distancia temporal o física, sino la “distancia jurídica” que existe entre las par-
tes al momento de la emisión de las declaraciones (oferta y aceptación), lo que llevará a 
la aplicación de uno o varios regímenes jurídicos en armonía o contradicción. María Elsa 
UZAL agrega que el comercio internacional tiene hoy día como características estables la 
dilatación espacial y la contracción temporal. UZAL, María Elsa, “Jurisdicción y derecho 
aplicable en las relaciones jurídicas de Internet”, 2004, ED 208, pp. 719-729, en 720. 

1747 Internet en general, y la contratación a distancia, en particular, afectan la ju-
risdicción desde la perspectiva de la tradicional ‘frontera’. Si la jurisdicción es el ámbito 
donde se ejerce soberanía y los Estados pueden regular la contratación en su territorio y 
ejercer imperio sobre su comunidad, este concepto resulta perimido. Debe elaborarse 
una nueva noción de ‘comunidad’ sobre quienes ejercer jurisdicción. Cfr. SCHIFF BERMAN, 
“The globalization of jurisdiction”, p. 324. 
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Fijar el lugar de celebración en el tipo de contratos que nos ocupa, 

coadyuva a a establecer el ámbito de aplicación espacial del régimen 

protectorio. Se trata de determinar si prevalece como elemento locali-

zador el domicilio del consumidor o el lugar de perfeccionamiento de la 

transacción, muchas veces coincidente con el domicilio del proveedor o 

incluso de un tercer Estado1748. Como principio general, se deben evitar 

los conflictos móviles, a fin de otorgar certeza a la relación jurídica esta-

blecida y poder asignar indubitablemente la jurisdicción1749. 

En los contratos celebrados en la red generalmente se siguen al 

menos cuatro etapas, que a su vez pueden agrupar a otras: a) contacto 

entre proveedor y usuarios, que no implica necesariamente un contrato 

pero que puede generar la puesta en juego de otros aspectos, como los 

requisitos de una oferta, la publicidad comparativa o engañosa, la difa-

mación, etc, o la mera navegación por sitios de acceso pasivos, en los 

cuales simplemente puede haber un intercambio de información o una 

puesta a disposición de información en beneficio de los usuarios; b) eta-

pa de orden de la mercadería o el servicio; c) el pago; d) etapa de la en-

trega, que diferirá de acuerdo al tipo de negocio, pudiendo tratarse de 

actos únicos, sucesivos o continuados. Aún cuando cualquiera de estas 

                       

1748 En la práctica, las declaraciones de los sitios Web son por lo general invitacio-
nes a ofertar, no tanto por estar dirigidas a personas indeterminadas, lo cual no sería 
obstáculo para la emisión de una oferta (art. 7 LDC), sino por la falta de completividad y 
ánimo de obligarse. 

1749 En cuanto a las dificultades de localización del contrato y el Derecho aplicable 
dependiente del lugar de celebración o de otros puntos de conexión derivados de la rela-
ción jurídica postcontractual, puede consultarse el trabajo de GONZÁLEZ, César Daniel, 
“Comercio Electrónico. Enfoque legal. Perspectiva internacional”, LL 2001-B, 1263. Allí 
se comentan dos casos. En el primero, en una causa impetrada en Alemania: Ama-
zon.com fue demandada por vender on line libros prohibidos. En el caso no queda claro 
si quien infringe la normativa es Amazon.com por ofrecerlos y venderlos, el consumidor 
que los compra o la empresa de correos que hace la entrega en Alemania, para determi-
nar quién cometió el ilícito. El segundo es la causa Desktop Technologies, Inc. v. Color-
works Reproduction & Design, Inc., en la que un tribunal de Pennsylvania no se conside-
ró competente al establecer que en el sitio sólo se emitía publicidad y se lo calificó como 
publicidad pasiva. De ahí la complejidad de la localización del contrato, porque las rela-
ciones generadas pueden ser muy diversas ante la facilidad para intercambiar informa-
ción y otros bienes transfrontera. Cfr. también UZAL, “Jurisdicción y derecho aplicable…”, 
p. 724. 
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etapas revista ciertas particularidades, consideramos que se regirán en 

términos generales por los principios básicos de la contratación1750.  

Parece razonable que en los casos de ausencia de regulación especí-

fica para contratos online, se adopte la presunción de que se aplicarán 

los mismos principios que para los contratos offline, otorgando a la tec-

nología un carácter neutral. Los aspectos relativos a la oferta y acepta-

ción admitidos tradicionalmente en el derecho doméstico se pueden 

adaptar sin dificultad al ámbito del comercio electrónico1751. Se aplica-

rán, por tanto, los principios generales de los contratos, especialmente 

los referidos a los contratos de adhesión.  

Los llamados contracts performed entirely online son aquellos don-

de tanto la celebración como la ejecución de sus prestaciones son online. 

Aquí las dificultades de localización son mayores1752. La mayor parte de 

estos contratos no son compraventas de mercaderías ni prestaciones de 

servicios, sino contratos de locación de espacio virtual, licencias de uso, 

                       

1750 Los contratos a distancia conforman una subcategoría dentro de los contratos 
de consumo, que tiene como notas particulares: a) Iniciativa del vendedor, que está or-
ganizado y emite ofertas o invitaciones a ofertar; b) para esto utiliza técnicas de comuni-
cación a distancia; y c) el contrato se celebra sin la presencia física simultánea de las par-
tes. Cfr. FRESNEDA SAIEG y HERNÁNDEZ “La protección del consumidor en los contratos a 
distancia…”, p. 65. 

1751 SMITH, “The third industrial revolution…”, p. 315 y ss. También BUGALLO 

MONTAÑO, Internet…, p. 47. En palabras de OYARZABAL, “[L]os desafíos creados por la revo-
lución de la información no son nuevos. Son problemas de grado, no de sustancia. Tam-
poco los principios generales que regulan los conflictos de jurisdicciones han variado: la 
exigencia de un contacto razonable entre el caso o las partes y el foro, el derecho efectivo 
de acceso a la justicia y el equilibrio entre las partes. Ellos constituyen el fundamento de 
las normas de jurisdicción internacional y han de orientar siempre su interpretación y 
aplicación”. Cfr. OYARZABAL, “Juez competente y contratos electrónicos…”, p. 1011. 

1752 Cfr. ØREN, “International jurisdiction…”, p. 693. COX, “The extraterritorial en-
forcement…”, p. 79. La Propuesta de CIDIP VII establece la presunción de que el lugar de 
celebración, en el caso del consumidor pasivo, es el domicilio de este, entendido como 
aquel informado en el contrato (art. 4.2). De aquí se podrá desprender que un provedor, 
conociendo que le será aplicable el derecho del domicilio del consumidor, pueda limitar 
su campo de actividad comercial con ciertos y determinados Estados. La mera declara-
ción del consumidor de su domicilio no elimina las incertidumbres, pero acota los ries-
gos. La presunción es iuris tantum y el proveedor podría demostrar que el consumidor 
contrató en un Estado distinto al de su domicilio. Cfr VELÁZQUEZ GARDETA, La protección al 
consumidor on line…, pp. 224-226. 
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cesiones temporales de derechos y de bienes de la propiedad intelectual 

o industrial. En algunos casos se envía información al consumidor y en 

otros éste las toma del servidor del prestador, generalmente mediante 

downloading. En consecuencia, el lugar de ejecución resulta incierto1753. 

Un ejemplo de estas dificultades se puede presentar cuando el con-

sumidor celebra el contrato en un país distinto al de su domicilio. Pon-

gamos por hipótesis que un turista argentino se traslada a Uruguay, allí 

se conecta a Internet, compra un bien mueble a un proveedor uruguayo, 

la recibe en su lugar de residencia transitoria, y finalmente regresa a su 

país (domicilio) con la cosa adquirida. Parecería excesivo que el provee-

dor uruguayo deba someterse luego al tribunal domiciliario del consu-

midor en Argentina. No dirigió su actividad a consumidores argentinos; 

incluso pudo haber limitado su área de negocios a su propio país1754. Pa-

ra este proveedor, el lugar de celebración será muy importante a los fi-

nes de limitar su responsabilidad. La situación es peor todavía si se trata 

de la provisión de servicios en línea o bienes inmateriales como las ba-

ses de datos, software o descarga de videos1755.  

Una solución a la que podemos echar mano frente a la falta de loca-

lización de las partes al momento de celebrar el contrato viene dada por 

las regulaciones locales de las “ventas domiciliarias” y “ventas por co-

rrespondencia” (arts. 32 y 33, respectivamente, de la LDC). Son aquellas 

ventas en que la propuesta se efectúa por medio postal, telecomunica-

ciones, electrónico o similar y la respuesta a la misma se realiza por 

iguales medios. Sin duda alguna los contratos celebrados en Internet se 

                       

1753 Algunos autores, como CALVO CARAVACA y CARRASCOSA GONZÁLEZ, consideran que 
estos contratos conforman un grupo especial respecto de los cuales se exige teleológi-
camente que la localización de la ejecución debe fijarse de modo ficticio en el país de la 
sede o residencia habitual del prestador del producto o servicio. Distinta es la situación 
cuando hay entrega de elementos físicos (off line), ya que en estos contratos las garantí-
as por productos y otros aspectos contemplados en el sistema protectorio difícilmente 
puedan ser dejadas de lado, teniendo preeminencia el lugar de cumplimiento como ele-
mento localizador. Cfr. CALVO CARAVACA y CARRASCOSA GONZÁLEZ, Conflictos de Leyes…, p. 52.  

1754 El ejemplo es una adaptación del que utiliza ØREN, “International jurisdic-
tion…”, p. 674-675. 

1755 Cfr. COX, Noel, “The extraterritorial enforcement of consumer legislation and 
the challenge of the internet”, Edinburgh Law Review, Vol. 8 No. 1, 2004, pp. 60-83, en 79. 
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encuadran en esta definición1756. La regulación específica para este tipo 

de contratos prevé que no se permite la publicación del número postal 

como domicilio; adicionalmente, el proveedor debe disponer de un do-

micilio físico. Si bien el url (localizador uniforme de recursos) no es un 

número postal, se puede interpretar perfectamente que estaría vedado 

para un sitio Web la falta de determinación de un domicilio estable, aún 

cuando la entrega de los bienes se realice electrónicamente1757.  

Esta solución no elimina las dificultades, ya que la normativa inter-

na no impide que un proveedor extranjero omita el dato y así oculte su 

identidad y localización geográfica. Se ve con toda claridad la potencial 

incertidumbre que podría existir al momento de iniciar los reclamos. El 

url no coincidirá necesariamente con la denominación de la empresa 

con la que negocia el consumidor. Puede ser que éste no sepa exacta-

mente a quién le está comprando ni el país de origen del sitio1758.  

Por mi parte, creo que ante la duda respecto de cuál es el lugar de 

celebración, se deberá aplicar el in dubio pro consumptore, con funda-

mento en la falta de información jurídica respecto de cuáles son los efec-

tos que provoca la distancia o la multiplicidad de jurisdicciones involu-

cradas. No se trata en este caso de interpretar la prueba del lugar de ce-

lebración del contrato de modo favorable, sino de la asignación de 

efectos jurisdiccionales en beneficio de aquel que de lo contrario podría 

quedar privado de un fuero protectorio. A tal fin, son muy recomenda-

bles los criterios localizadores de la Propuesta de CIDIP VII, que distin-

gue entre los consumidores pasivos y activos. Los contratos celebrados 

                       

1756 Ya hice mención a la difícil aplicación del derecho interno y su imperatividad 
respecto a la facultad revocatoria prevista en el art. 34 LDC. Cfr. p. 403 y ss. 

1757 Cfr. FRESNEDA SAIEG y HERNÁNDEZ, “La protección del consumidor en los contra-
tos a distancia…”, p. 69.  

1758 Concomitantemente, un defecto comprobado de los sitios Webes que muchas 
veces no advierten con suficiente antelación con qué países esa plataforma efectuará 
transacciones; llegado el momento de cerrar la operación, el consumidor se encuentra 
con la sorpresa de que el sitio no admite operaciones desde ese país. Cfr. “¿Debería 
Comprar? Compras online 2001: un estudio internacional comparativo sobre el comer-
cio electrónico”, Consumers International, septiembre de 2001, disponible electrónica-
mente en www.consumersinternational.org 
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por los primeros, se presume que el lugar de conclusión es la residencia 

habitual del consumidor. Por el contrario, en los casos que el consumi-

dor se ha trasladado —turista, por ejemplo—, será el lugar donde con-

sumidor o proveedor o profesional se encuentren físicamente presentes 

para la conclusión del contrato1759. 

La aplicación de los criterios localizadores adoptados por las orga-

nizaciones empresarias o las convenciones internacionales pueden re-

sultar de ayuda. Si bien las operaciones de consumo quedan excluídas 

de su ámbito de referencia, se pueden utilizar esas pautas cuando resul-

tan en beneficio del consumidor. Así quedó planteado ut supra (cfr. p. 

317). De todos modos la utilidad de estos criterios es bien relativa. El 

art. 2 de la Convención de la CNUDMI sobre comercio electrónico exclu-

ye de su ámbito de aplicación los contratos con parte débil. El motivo 

principal radica que en los objetivos de esta Convención se considera de 

modo principalísimo la seguridad jurídica, a la que se llega mediante 

una serie de presunciones. Por ejemplo, la regla del art. 10, 2º párrafo, 

presume la recepción de una comunicación electrónica a partir del mo-

mento en que pueda ser recuperada por el destinatario; desde ya que la 

situación no es apropiada. Un particular puede leer su correo electróni-

co de modo esporádico; a veces es difícil distinguir entre ofertas y publi-

cidad, amén del problema de los correos no solicitados o spam. No se les 

puede exigir a las personas que actúan con fines personales la misma di-

ligencia que a los comerciantes1760.  

De todos modos, aunque la exclusión de la Convención aparece co-

mo absoluta, nada obsta para que el modo de tenerse por concluido un 

contrato en los términos allí previstos, pueda ser considerado un ele-

mento indiciario de que el proveedor ha querido obligarse. No se le 

pueden exigir esas condiciones al consumidor, pero sí cuando se trata 

de la operatoria tradicional entre empresarios, o bien cuando forman 

                       

1759 Cfr. VELÁZQUEZ GARDETA, La protección al consumidor online…”, pp. 122-127. 
1760 Cfr. “Nota explicativa de la Secretaría de la CNUDMI sobre la Conven-

ción de las Naciones Unidas sobre la Utilización de las Comunicaciones Electró-
nicas en los Contratos Internacionales”, Nueva York, 2007, parágrafos 71-73. 
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parte de una costumbre internacional: allí el proveedor no podría excu-

sarse.  

En la UE, el art. 22 de la la Directiva 2000/31/CE sobre Comercio 

Electrónico indica que el contrato se considerará celebrado en el lugar 

donde el prestador del servicio está establecido. Sin embargo, la protec-

ción es la misma que tiene un consumidor en su residencia habitual, aún 

cuando se aplique el “principio de origen”. Los contratos celebrados por 

vía electrónica en los que intervenga como parte un consumidor se pre-

sumirán celebrados en el lugar en que éste tenga su residencia habitual. 

De este modo, el lugar de celebración, considerando éste al del asenta-

miento del prestador, no es relevante para enervar la protección de las 

normas imperativas del domicilio del consumidor. Esto lo favorece am-

pliamente pero perjudica en demasía al empresario online, el que quizá 

no tuvo intención de “asaltar” comercialmente el mercado extranjero y, 

por ejemplo, sólo realizó publicidad institucional.  

VII. G. 3. Lugar de cumplimiento 

Como dije, en el caso de la jurisdicción contractual, doy preferencia 

por la prórroga válida de los tribunales competentes. Luego, el domicilio 

del demandado, por su carácter universal. Además, en caso de que exista 

una regulación adecuada, es de gran interés el foro del domicilio del 

consumidor pasivo. Ahora pondré atención en otra jurisdicción que go-

za de alta aceptación, tanto en el Derecho Internacional Privado general 

de los contratos, como en las legislaciones que contemplan específica-

mente el fenómeno del consumo transfronterizo. Me refiero al lugar de 

cumplimiento. Es de interés fundamental del consumidor que el contra-

to se cumpla, ya que se relaciona con el proveedor para satisfacer una 

necesidad personal y no con fines especulativos1761.  

                       

1761Por este motivo, aún cuando por lo general el lugar de cumplimiento es subsi-
diario, creemos debería ser considerado con prioridad respecto del lugar de celebración. 
Una muestra de este interés superior por el cumplimiento es que, ante una cláusula abu-
siva, al consumidor no le interesa la nulidad del contrato, que pasaría a ser un premio 
para el proveedor. De aquí que el juez integre el contrato reemplazando la cláusula invá-
lida. En sentido inverso, en el derecho común, la nulidad es parcial y la cláusula inválida 
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Las ventajas de la relación forum e ius se muestran con especial cla-

ridad cuando corresponde entender en la causa a los jueces del lugar de 

cumplimiento. En caso de ausencia o invalidez de la cláusula de derecho 

aplicable, esos mismos jueces tenderán a aplicar sus propias normas, ya 

que resulta natural que el contrato esté ligado a su cumplimiento. Ese es 

su fin, se celebró para ser cumplido, y la conformidad entre lo debido y 

lo ejecutado dependerá del lugar en que la obligación es exigible. Allí es 

donde el contrato llevará a cabo su función económicamente típica, sin 

que las partes puedan desinteresarse del Derecho vigente propio del lu-

gar que les interesó económicamente1762.  

Explica VICO que la intención de SAVIGNY fue aunar el foro con la ley, 

ya que comúnmente el lugar de ejecución coincide con el domicilio del 

deudor. Ante su incumplimiento, será demandado primeramente en su 

domicilio. Así, lugar de ejecución y lugar de presentación de la demanda 

se identifican. No es una identidad total pero será frecuente, evitándose 

la disociación de ambas leyes. Desde el punto de vista de la obligación el 

elemento más importante es el deudor, ya que su prestación es la sus-

tancia de la expectativa del acreedor. También interesa al deudor, para 

quedar desobligado, ya que no le es indiferente el lugar donde debe 

cumplir, presuponiéndose que el de su domicilio lo beneficia1763. Esto 

implica que hay que ver cuál es la obligación a cumplirse, su ubi, y hacia 

allí se orientan la jurisdicción y el derecho aplicable.  

El concepto ‘lugar de cumplimiento’, ya sea como contacto (juris-

dicción) o punto de conexión (derecho aplicable), es multívoco. A través 

de él, y cualquiera sea el modo de celebración, si el lugar de ejecución es 

Argentina, nuestro sistema de Derecho Internacional Privado nos brinda 

pautas para establecer, en primer lugar, qué juez es competente y luego 

(aunque podrá ser de modo simultáneo), cuál es el derecho aplicable 

para un contrato internacional. Ante la carencia normativa, como ya in-

                       

no es reemplazada. Si es posible, el contrato sigue vigente sin esa estipulación; de lo con-
trario la nulidad es total. Cfr. art. 37 último párrafo LDC y art. 1039 CC. 

1762 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. II, p. 217. 
1763 Cfr. VICO, Carlos M., Curso de Derecho Internacional Privado, T. III, Ariel, Buenos 

Aires, 1927, pp. 121 y 122.  



 CAPÍTULO VII 737 

 

diqué, el régimen general de los contratos se aplicará sólo en la medida 

que no afecte negativamente al consumidor. Teniendo en cuenta este 

parámetro, habrá que aplicar en primer lugar los tratados internaciona-

les vigentes y, subsidiariamente, los principios generales.  

En lo que se refiere a la jurisdicción en materia contractual con con-

tacto argentino, los tratados de Montevideo de 1889 están vigentes en-

tre Argentina, Bolivia, Colombia, Paraguay, Perú. En su versión de 1940, 

que nos liga con Uruguay y Paraguay, dejó de estar vigente en lo referi-

do a jurisdicción contractual, luego de la entrada en vigor del Protocolo 

de Buenos Aires. El art. 56 del Tratado de Derecho Civil de Montevideo 

de 1889 establece que las acciones personales deben entablarse bien 

ante los jueces del lugar a cuya ley está sujeto el acto jurídico materia 

del juicio, o ante los jueces del domicilio del demandado; la ley del acto 

jurídico (contrato) se establece por el art. 37 en aquel lugar donde el 

contrato debe cumplirse. Por su parte, el Protocolo de Buenos Aires no 

son normas aplicables de modo directo por cuanto expresamente que-

dan excluidos de su órbita los contratos de “ventas a consumidores”1764.  

Fuera del ámbito de estos Tratados, los arts. 1215 y 1216 CC some-

ten los casos a los jueces del domicilio del demandado o a los del país de 

cumplimiento del contrato que se reclama1765. Como quedó claro en el 

caso Buenos Aires Exportadora S. A. c. Holliday Inn., la calificación “lugar 

de cumplimiento” es distinta, ya se trate de determinar la competencia 

                       

1764 Ya me referí al tema supra, en la nota 1348. La intención de los redactores fue 
excluir completamente todos los contratos referidos a consumidores, aún cuando la ex-
presión pareciera limitarse a las “ventas a consumidores”. Así lo manifestó Alicia 
PERUGINI: “Estimo que los que trabajamos en su elaboración cometimos el error de ex-
cluir sólo a los contratos de venta al consumidor. Hubiera sido deseable que la exclusión 
hubiere sido más abarcativa”. PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Con-
sumidor”, p. 41, nota 126. Creo que un proveedor de servicios, por ejemplo, no podría 
ampararse en la aplicación del Protocolo de Buenos Aires, a pesar de la estrechez de su 
exclusión.  

1765 Entre otros, cfr. CIURO CALDANI, “Hacia un derecho internacional privado...”, p. 
1051. 
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(contacto procesal) o de establecer el Derecho aplicable (punto de co-

nexión sustancial) 1766.  

El principio general de nuestro sistema jurídico es que las partes 

pueden establecer el contenido obligacional del contrato de modo autó-

nomo, incluyendo la determinación de la jurisdicción competente, en 

consonancia con el art. 1 del CPCyCN. Si esa autonomía no fuera ejercida 

o no hubiere tratado, y quedara incompleta la predeterminación de los 

derechos y obligaciones, habrá que verificar si existe un lugar de cum-

plimiento, ya sea que lo hayan o no determinado las partes. Si el lugar de 

cumplimiento está predeterminado y es Argentina, serán competentes 

los jueces argentinos conforme al art. 1215 del CC. Según esta norma el 

cumplimiento del contrato podrá demandarse ante el juez local, ya que 

el lugar de ejecución fija la jurisdicción competente1767.  

A los fines jurisdiccionales, se debe entender “cualquier lugar de 

cumplimiento”. Es razonable que así sea, para facilitar la apertura de la 

jurisdicción en tantos foros concurrentes como existan. La jurisdicción 

debe ser lo más fácil de resolver y por eso se indica una regla de compe-

tencia tan precisa y a su vez tan amplia. Es cierto que esto puede dar lu-

gar a jurisdicciones concurrentes, lo que nos sitúa ante la dificultad de la 

eficacia de sentencias contradictorias o ante el problema de la litispen-

dencia internacional. Pero este problema no debe confundirse con una 

multiplicidad de regímenes jurídicos aplicables al fondo del asunto1768. 

                       

1766 Sentencia de la CSJN del 20 de octubre de 1998, publicada en ED 186-287, con 
nota de Raúl Alberto RAMAYO, y en LL 2000-A, 403, con nota de Carolina Daniela IUD. A los 
fines de la jurisdicción, por “lugar de cumplimiento” se debe entender cualquier lugar de 
cumplimiento, como el pago, la entrega, la ejecución de una garantía, etc. Con anteriori-
dad a este fallo, resultó también muy relevante el caso Espósito e Hijos S.R.L., Antonio c. 
Jocqueviel de Vieu, CNCom., Sala E, 10/10/1985, publicado en LL 1986-D, 46, con nota 
de Werner GOLDSCHMIDT. También la Quilmes Combustibles c/ Vigan S.A., CNCom, Sala C, 
publicado en ED 150-307. 

1767 Cfr. RAMAYO, Raúl Alberto, “Los Contratos Internacionales y la Jurisdicción In-
ternacional”, ED 186, 287-300, en pp. 290-291. Para un análisis completo y sistemático 
del sistema argentino de DIPr contractual, puede consultarse el trabajo de NOODT 

TAQUELA, “Jurisdicción internacional y derecho aplicable al reaseguro en la Argentina”, ya 
citado. 

1768 Por tanto, no hay directa correlación entre el riesgo de un proveedor de ser 
demandado en múltiples jurisdicciones con aquel otro de estar sometido a múltiples de-
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De aquí que el punto de conexión para la determinación del Derecho 

aplicable trate de lograr la aplicación de un solo Derecho, a los fines de 

evitar el fraccionamiento de la solución.  

El lugar de cumplimiento no será sencillo de establecer, requirién-

dose un análisis del fondo del asunto. Por este motivo la interpretación 

referida del art. 1215 CC no fue siempre uniforme. Para GOLDSCHMIDT, 

lugar de cumplimiento a los fines jurisdiccionales, significa que el actor 

no puede presentar la demanda ante los jueces del país en el que debió 

cumplir (y cumplió), sino que debe hacerlo o en el domicilio del deman-

dado o en el lugar en donde éste debió cumplir con la prestación con mi-

ras a la cual la demanda fue incoada, coincida o no con la prestación más 

característica1769. Aquí se puede ver que la tesis de la prestación más ca-

racterística no repercute en la asignación de jurisdicción1770. Se trata de 

que si se condena a cumplir, la prestación pueda ser cumplida donde 

debía ser cumplida originalmente1771. 

                       

rechos sustanciales. Cfr. ØREN, “International jurisdiction…”, p. 668. RAMAYO, “Los Contra-
tos Internacionales…”, p. 294. 

1769 Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Privado, p. 396. DREYZIN DE KLOR y 
SARACHO CORNET, Trámites judiciales internacionales, p. 83. El criterio es coincidente con 
el art. 5.1) del Reglamento 44/2001: “Las personas domiciliadas en un Estado miembro 
podrán ser demandadas en otro Estado miembro: 1) a) en materia contractual, ante el 
tribunal del lugar en el que hubiere sido o debiere ser cumplida la obligación que sirvie-
re de base a la demanda”. Tiene sentido cuando el foro general es el del domicilio del 
demandado, y de modo amplio se pueda presumir que el lugar de cumplimiento es en su 
propio domicilio. Sin esta salvedad, claramente no es una conexión apta para la protec-
ción del consumidor. 

1770 Hay que dejar a salvo de esta afirmación el ámbito mercosureño, ya que en vir-
tud del art. 8 inc. 1 del Protocolo de Buenos Aires, se califica lugar de cumplimiento co-
mo aquel donde haya sido o debido ser cumplida la obligación que sirve de base a la de-
manda. Quedan así establecidos dos criterios: en el MERCOSUR, lugar de cumplimiento 
de la obligación reclamada, como calificación autárquica; los demás casos, “cualquier lu-
gar de cumplimiento”, como estableció la CSJN. Cfr. RAMAYO, “Los Contratos Internaciona-
les…”, p. 298. Entre las críticas a la prestación más característica como criterio localiza-
dor en las relaciones de consumo, se puede mencionar la opinión de Nadia de ARAUJO, 
que llevó a cambiar el texto de la Propuesta de CIDIP VII. Cfr. de ARAUJO, “Contratos in-
ternacionais e consumidores nas Américas e no Mercosul...”, p. 147. 

1771 “El actor no debe ir a los tribunales del país en donde se ejecutará (o se habrá 
ejecutado ya) la prestación característica, sino que debe ir a los jueces del país en donde 
el demandado debe llevar a cabo la prestación con miras a la cual la demanda fue inco-
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La aplicación de esta doctrina a una relación de consumo nos pre-

senta las siguientes situaciones: a) si el demandante (proveedor) entre-

gó las cosas en su propio domicilio (en el extranjero), y el consumidor 

no paga, el proveedor debe demandar en el domicilio del consumidor o 

donde este debía pagar (suele coincidir con su domicilio); b) por el con-

trario, si el consumidor demanda por incumplimiento al proveedor (por 

ejemplo en la entrega de la cosa), y ya pagó, no puede demandar en su 

propio domicilio, sino en el domicilio del vendedor o donde debía efec-

tuarse la entrega, que por lo general será en la sede del proveedor; pero, 

si resulta que el lugar de entrega pactado es el domicilio del consumi-

dor, este podría demandar allí, lo que constituye un contacto razonable.  

Por el contrario, de acuerdo a lo que interpreta BOGGIANO, ‘lugar de 

cumplimiento’ tiene una función procesal, que es hacer evidente a las 

partes y a los jueces los lugares en que se pueden entablar las preten-

siones “antes de entablarlas”. Es un problema de seguridad jurídica; por 

eso el actor puede demandar en su propio domicilio, donde debía cum-

plir y cumplió. Esta última posibilidad es lo establecido en el art. 7.c) del 

Protocolo de Buenos Aires, debido a que en ausencia de acuerdo, tienen 

jurisdicción, a elección del actor “Los jueces de su domicilio o sede so-

cial cuando demostrare que cumplió con su prestación”. Creo que esta 

solución beneficiaría claramente al consumidor demandante. No así si 

quien reclama es el proveedor. 

En definitiva, a los fines de la jurisdicción no es conveniente deter-

minar el lugar de cumplimiento a través de la “prestación más caracte-

rística”. En primer lugar, difícilmente un contrato origine una sola pres-

tación. Luego, cuando hay prestaciones recíprocas, son relevantes am-

bas, aún cuando cada parte tenga interés fundamental en las que tiene a 

cargo su contraparte. Por lo tanto, si la prestación a reclamarse fuera la 

                       

ada, y que puede, por cierto, coincidir con la prestación característica; ello es así por la 
sencilla razón de que sólo en este supuesto la localización del tribunal brinda la ventaja 
de la fácil realización de una eventual condena”. GOLDSCHMIDT, Derecho Internacional Pri-
vado, p. 412. 
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no dineraria, el contacto resultaría así claramente desfavorable para el 

consumidor1772. 

a) Lugar de cumplimiento en la entrega de bienes muebles 

Las condiciones generales de contratación no necesariamente esta-

blecen como lugar de entrega el domicilio del consumidor en el extran-

jero; por el contrario la mayoría de los documentos de venta indican que 

la operación será en condiciones CIF o FOB. De este modo, el riesgo del 

envío se trasladaría al consumidor en el domicilio del sitio Web desde 

donde se despacha la mercadería o donde está ubicado el servidor des-

de donde se descarga la información. Por tanto, creo que resulta defini-

torio que ‘lugar de cumplimiento’, a los fines de la relación de consumo, 

sea interpretado como el lugar donde se hace posible el disfrute o pues-

ta a disposición del producto para su consumo (ya me he referido a este 

punto, cfr. supra p. 309).  

Se trata de una concreción del lugar de destino, a su vez vinculado a 

la residencia, para los contratos en que la prestación se relaciona con el 

domicilio habitual. Si la prestación se cumplirá en otro país, ese será el 

lugar de cumplimiento, relacionado con el destino y no con el origen. 

Para el proveedor, no se trata solamente de donde lo pone a disposición, 

sino de aquella disposición acorde con la finalidad del contrato: consu-

                       

1772 Cfr. PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Consumidor”, p. 45. 
Igualmente, en atención a la selección del derecho aplicable, hay que ser cuidadoso con 
la aplicación indiscriminada de la prestación más característica. Ésta nunca será la pres-
tación dineraria a cargo del consumidor, sino la obligación de entrega o la acción llevada 
a cabo por el proveedor; de aquí que el consumidor puede haber pagado y no recibir o 
recibir inadecuadamente el bien o servicio por el que ya pagó. Vale esta aclaración por-
que el lugar de cumplimiento (ejecución) en Argentina determina que se juzgará el con-
trato en cuanto a su validez, naturaleza y obligaciones por el derecho argentino (art. 
1209 CC) por ser éste el punto de conexión que designa el derecho aplicable (y no el de 
celebración). OYARZABAL agrega que si el lugar de cumplimiento de la prestación típica no 
está designado, el destinatario de los bienes no podría reclamar en el domicilio de su re-
sidencia (foro del demandante), ya que si no hay lugar designado, el precio debe abonar-
se en el establecimiento o domicilio del vendedor (arts. 461 CCom y arts. 749, 1410 y 
1424 CC, art. 57 Convención de Viena de 1980). Cfr. OYARZABAL, “Juez competente y con-
tratos electrónicos…”, p. 1015. 
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mir. Esto se debe a que, en la mayoría de los casos, la calificación finalis-

ta de la relación de consumo, en cuanto implica un uso no profesional —

o bien un uso personal, familiar o doméstico o ajeno a la actividad pro-

fesional—, localiza el lugar de cumplimiento donde es posible el uso 

personal o del grupo familiar o social.  

En resumen, es inadecuado que el lugar de entrega lo establezca el 

proveedor en su propio domicilio. Lo correcto es que lo ponga a disposi-

ción para el consumo, especialmente en los casos internacionales, y que 

no se libere de responsabilidad con la entrega en el punto de despacho, 

dejando en manos del consumidor la responsabilidad por pérdida y da-

ños de la mercadería. Esto se reafirma con la elección del transportista y 

del asegurador, que corre por cuenta del sitio Web exportador. De aquí 

que se trastoque la práctica negocial vinculada al riesgo por la integri-

dad de la mercadería, la fecha de entrega, el adecuado embalaje y otras 

condiciones contractuales, impropios para la utilización de los Inco-

terms mencionados. Esto es así por cuanto la realidad de los negocios 

lleva a que el sitio Web exportador se preocupe sobremanera —pues en 

ello radica su éxito comercial— de que el cumplimiento exacto sea lo 

ordinario y permanente: la misma tecnología que le facilita las ventas 

hace correr velozmente los rumores de incumplimiento que eventual-

mente se puedan asociar a su establecimiento comercial virtual.  

Aunque aparentemente el sitio Web quiera trasladar el riesgo o 

transferir la propiedad en su domicilio o lugar de embarque, lo cierto es 

que en la práctica está asumiendo a su cargo todas las vicisitudes y 

eventualidades necesarias para lograr un cumplimiento perfecto en to-

das y cada una de las operaciones. Lo que resulta normal en el tráfico de 

consumo masivo que implica pequeñas sumas de dinero, resulta impen-

sable en las grandes operaciones del comercio internacional. Para evitar 

estos riesgos y uniformar las condiciones contractuales se idearon los 

Incoterms como costumbre mercantil internacional, parte integrante de 

la lex mercatoria.  

Es más difícil atribuir al sitio extranjero que envía mercadería a un 

cliente domiciliado en la Argentina la calidad de “importador”, ya que el 

sitio Web, si bien contrata y remite, no hace la introducción de la mer-
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cadería ni la nacionalización; el mismo documento de venta está emitido 

en el extranjero, y quien hace el pago de impuestos es el comprador ar-

gentino, que será considerado el importador, como toda persona física o 

jurídica que introduce mercaderías en el territorio de la República. 

Si se pudiera decir que el lugar de cumplimiento es el lugar de des-

pacho de las mercaderías, esto determinaría —al menos desde la pers-

pectiva del Derecho argentino— que ese lugar de embarque localizaría 

ciertas obligaciones tenidas en vistas para proteger al consumidor. En-

ter otros, cabe mencionar el servicio técnico obligatorio; la entrega de 

manuales en idioma nacional (idioma del lugar de entrega) y quién se 

hace cargo de los fletes por ulteriores reparaciones; disponibilidad de 

repuestos, etcétera. Lo que por otra parte resulta sumamente razonable 

para los comerciantes: ningún consumidor que compra un electrodo-

méstico o artículo electrónico por Internet a un proveedor de otro país 

debería tener la expectativa de recibir servicio técnico en su propio do-

micilio. Si ese fuera su deseo, lo debería adquirir directamente de un 

importador en su lugar de residencia habitual, al menos desde la pers-

pectiva de la legislación existente, que no ha logrado ni buscado elimi-

nar las fronteras de los Estados nacionales1773. Queda a salvo, claro está, 

la oferta del proveedor que publicita la llamada “garantía global”. 

Podemos diferenciar dos situaciones según se refiera a bienes físi-

cos que se introduzcan en la República a pedido de un consumidor, pre-

vio paso por la autoridad aduanera, con o sin pago de derechos de 

acuerdo con la mercadería involucrada, o bien que se trate de datos en-

viados sin soporte físico, simplemente descargados digitalmente por la 

red. En ambos casos estamos ante la recepción y el envío de “bienes”, in-

cluidos en la categorización de los arts. 2311 y 2312 del Código Civil1774. 

Ya se trate de archivos o paquetes de datos que se convierten en imáge-

                       

1773 Esto se refuerza con la práctica aduanera, ya que el proveedor del extranjero 
no es considerado importador en la aduana argentina: quien nacionaliza la mercadería y 
paga los derechos es el consumidor, que termina resultando el importador de la merca-
dería.  

1774 Cfr. ALAIS, Horacio Félix, “Tributación en el comercio electrónico”, I Coloquio 
Internacional de Derecho Tributario, Centro de Extensión Universitaria, San Pablo, 1999. 
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nes, sonidos, software, con o sin derechos de autor y de propiedad inte-

lectual, o cualquier tipo de servicio cuya utilización o aplicación efectiva 

se lleve a cabo en el país (cfr. art. 10 del Código Aduanero). Nos parece 

que, a los fines de precisar qué tipo de bienes o servicios pueden ser 

vendidos o prestados a consumidores argentinos por sitios Web extran-

jeros es útil la analogía del concepto de “mercadería” que se desprende 

de la lectura del Tratado de Asunción, y que comprende todos los obje-

tos susceptibles de ser importados o exportados y que como tales se 

hallan identificados y codificados en las diversas nomenclaturas arance-

larias.  

Nada impide que los términos comerciales referidos se utilicen en 

compraventas con consumidores, siempre y cuando no sean desnatura-

lizados. ¿Estaremos ante una nueva costumbre comercial propia de es-

tos contratos, complementaria o modificatoria de otra costumbre re-

glamentada, propia de los profesionales? ¿Será oportuno generar uno o 

más Incoterms específicos de operaciones de consumo o al menos para 

el mercado virtual? 

b) Lugar de cumplimiento en la prestación de servicios 

Los servicios suelen recibirse en el lugar de situación del prestador, 

lo que significa que el consumidor se ha trasladado hasta allí, o bien que 

el proveedor se ha dirigido al país del consumidor para cumplir el servi-

cio en el domicilio del cliente. La situación ha sido contemplada en el 

Reglamento de Roma I, que establece la no aplicación del régimen pro-

tectorio a los “contratos de prestación de servicios cuando los servicios 

deban prestarse al consumidor, exclusivamente en un país distinto de 

aquel en que el mismo tenga su residencia habitual” (art. 6. 4.a)1775.  

Si bien el Reglamento 44/2001 no incorpora esta distinción, los 

contratos de prestación de servicios quedarán incluidos en la protección 

sólo cuando el proveedor ejerciere actividades comerciales o profesio-

                       

1775 Cfr. DE MIGUEL ASENSIO, “La tutela de los consumidores en el mercado global”, 
nro. 21” 
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nales en el Estado del domicilio del consumidor (art. 15.1.c). Por tanto, 

la jurisdicción competente será la del lugar de prestación del servicio. La 

doctrina entiende que para que no se aplique la jurisdicción domiciliaria 

del consumidor la “totalidad” de las prestaciones deben ser brindadas 

en el domicilio del prestador. Esto se puede deducir del art. 5.1.b): 

“cuando se tratare de una prestación de servicios, el lugar del Estado 

miembro en el que, según el contrato, hubieren sido o debieren ser pres-

tados los servicios”. A su vez, se complementa con el párrafo anterior, 

que indica que por lugar de cumplimiento se entiende aquel donde debe 

cumplirse la obligación que sirve de base a la demanda1776. 

Aunque no se refiere a consumidores, el Protocolo de Buenos Aires, 

distingue varias alternativas, que por su generalidad son igualmente úti-

les como criterios localizadores. Si los servicios recaen sobre cosas, se 

consideran prestados donde las cosas se encontraban al momento de la 

celebración (nro. 1); esto podría aplicarse, por ejemplo, a los casos de 

servicios de reparaciones. Para el caso de que la prestación se relacione 

con algún lugar especial, aquél donde hayan de producirse sus efectos; 

por ejemplo, donde se deba poner a disposición la habitación del hotel, o 

donde corresponda brindar los servicios de catering, o la atención de 

medicina prepaga (nro. 2). Fuera de estos casos, el criterio general será 

el domicilio del deudor al tiempo de la celebración del contrato1777. 

c) El lugar de cumplimiento en el contexto digital 

El lugar de cumplimiento, si se transmite información, será el lugar 

donde esta información es “descargada”, debido a que siempre es nece-

                       

1776 La situación de la jurisprudencia europea previa a la puesta en marcha del Re-
glamento 44/2001 respecto de la interpretación “lugar de cumplimiento”, está muy bien 
relatada y resumida por IUD, “Contrato internacional…”, pp. 412-416. 

1777 De acuerdo al art. 8. 2. del Protocolo de Buenos Aires, “El cumplimiento de la 
obligación reclamada será: […] d) En los contratos que versen sobre prestación de servi-
cios: 1. Si recaen sobre cosas, el lugar donde ellas existían al tiempo de su celebración; 2. 
Si su eficacia se relaciona con algún lugar especial, aquél donde hayan de producirse sus 
efectos; 3. Fuera de estos casos, el lugar del domicilio del deudor al tiempo de la celebra-
ción del contrato”. 
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sario un soporte físico para almacenar o leer los contenidos digitales. No 

creo que se pueda hablar de “falta de espacialidad” en los contratos elec-

trónicos. Prefiero aferrarme, en cuanto al cumplimiento se refiere, a un 

realismo y materialidad inescindible de la naturaleza corporal de los 

contratantes.  

Lo mismo se puede decir si fuera el caso de personas jurídicas, me-

diante la utilización de las categorías de “principal asiento de los nego-

cios”, o “domicilio social”, etc. La razón de ser del derecho está determi-

nada en parte por la naturaleza física, tanto de las personas, como de los 

elementos corporales o incorporales (aunque para estas últimas se deba 

utilizar alguna ficción jurídica). Aún los más inmateriales, desde una 

perspectiva normativa, siempre deben ser aprehendidos por los senti-

dos para que sean objeto de alguna relación jurídica, cualquiera sea el 

soporte en que se asienten y manifiesten1778. Como ya dijimos, estamos 

ante la recepción y el envío de “bienes”, incluidos en la categorización de 

los arts. 2311 y 2312 del Código Civil. De todas formas, aun cuando no 

se aplique la calidad de importador a los operadores de sitios en el ex-

tranjero, le son aplicables los principios de la LDC por cuanto distribu-

yen o comercian cosas o servicios (arts. 2 y 4 LDC). 

El ‘lugar de entrega’, entonces, es donde esos bienes se disfrutarán: 

donde se hace el download o alojamiento de la música, la obra audiovi-

sual, el software, el juego electrónico, la información. Donde son puestos 

a disposición en condiciones de ser utilizados o disfrutados sensorial-

mente. Podrá tratarse del equipo donde se aloja el intangible, ya sea el 

disco rígido o la memoria que permite su utilización, o el lugar de disfru-

                       

1778 Así, por ejemplo, en el caso Playboy Enterprises, Inc. v. Chuckleberry Publis-
hing, Inc., se resolvió que el hecho de aparecer en computadoras norteamericanas las 
imágenes producidas por un sitio italiano que estaba infringiendo una marca registrada 
en USA, era suficiente para obligar al sitio italiano a que tomara las medidas para cesar 
en la operación del sitio, o bien impedir que los usuarios norteamericanos accedieran a 
él, aunque reconocía que no podría prohibir la creación de sitios alrededor del mundo, ni 
prohibir a Tattilo (el titular del sitio) que operara el sitio Web italiano aun estando en in-
fracción frente a una marca registrada en USA. El tribunal consideró que había “distribu-
ción” en USA porque las imágenes aparecían en pantallas de computadoras en Nortea-
mérica. Playboy Enterprises, Inc. v. Chuckleberry Publ’g, Inc., 939 F. Supp. 1032, 1039 
(S.D.N.Y. 1996).  
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te si se trata de un servidor ubicado en otro país y el servicio es presta-

do en red en tiempo real1779. Esto incluirá las prestaciones para consu-

midores transeúntes o bien deslocalizadas, desde la perspectiva del 

prestador. Por ejemplo los servicios de correo electrónico o de memoria 

de archivos, que pueden estar disponibles de modo indiferenciado en 

una pluralidad de jurisdicciones. En este sentido, no debería ser sufi-

ciente la declaración limitativa de responsabilidad del prestador.  

Ahora bien: ¿es una limitación válida la exclusión de responsabili-

dad en ciertas jurisdicciones? Habrá que verificar la posible abusividad 

de esa cláusula. Si el prestador habilitó el uso, sabiendo del domicilio ex-

tranjero del usuario, el conocimiento de la situación es demostrativo de 

la responsabilidad, y por lo tanto de la potencial jurisdicción domicilia-

ria del consumidor. Pero, si anticipadamente declara la exclusión de de-

terminada jurisdicción, y no coincide con la declarada por el usuario, allí 

sí queda exonerado de una jurisdicción más gravosa1780.  

Es decir que, aunque las partes no acuerden expresamente cuál es 

el lugar de cumplimiento, hay que entender que queda establecido en el 

lugar de entrega, de descarga, o eventualmente en su domicilio (art. 

1213 CC). A tal respecto, parece que el referido “cualquier lugar de 

cumplimiento” se verificaría sólo cuando exista al menos algún contacto 

offline. Queda pendiente establecer ese lugar de cumplimiento para los 

contratos performed entirely on-line ya que existe un vacío en la norma-

tiva argentina1781. ¿Sería razonable generar Incoterms propios de los 

                       

1779 Cada tipo de actividad tendrá sus particulares ‘cumplimientos’ Así, en el juego 
online o gambling, ¿la relación se localiza donde el consumidor está jugando y pagan-
do—por ejemplo su domicilio— o donde se cobra el premio? Podrían ser ambas, ya que 
una parte importante del ‘disfrute’ es percibir las sumas derivadas de haber triunfado en 
el juego de azar.  

 
1780 Es el problema que plantea la falta de concreción del art. 5.2 de la Propuesta 

canadiense de CIDIP VII, en cuanto indica que el vendedor debe tomar “medidas razona-
bles” para no concluir contratos con consumidores que residen habitualmente en de-
terminado Estado.  

1781 Cfr. UZAL, “Jurisdicción y derecho aplicable…”, p. 724. En el caso del Reglamen-
to 44/2001, se interpreta que si los servicios deben ser prestados enteramente en línea, 
el domicilio del prestador es irrelevante a los fines de localizar la relación de consumo, y 
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contratos performed entirely on-line, que contemplen tanto los costos 

como la transmisión de los riesgos asociados a la transferencia de in-

formación no vinculada a soporte físico alguno? 

En los Estados Unidos se ha propuesto regular esta dificultad del 

comercio electrónico mediante una normativa uniforme, denominada 

UCITA (Uniform Computer Information Transaction Act), promovida por 

empresas de software. En las secciones 109 y 110 contiene propuestas 

de derecho aplicable y de jurisdicción competente1782. En esta normativa 

se establece que una cláusula de elección de foro no será aplicable si al-

tera una protección obligatoria de los consumidores, la que permanece-

rá vigente1783. También se indica que en los contratos de consumo en los 

que se requiere entrega física, la jurisdicción competente será la del lu-

gar de la entrega, no así los casos de entrega electrónica, que se rigen 

por el lugar donde el licenciante está ubicado al momento de celebrarse 

el acuerdo. El principio general fija la jurisdicción por el domicilio del 

consumidor, pero será válida la prórroga si el derecho del tribunal pro-

                       

por lo tanto queda sujeta al domicilio del consumidor. Cfr. DE MIGUEL ASENSIO, “La tutela 
de los consumidores en el mercado global…”, nro. 21. 

1782 La normativa de UCITA no modifica las tendencias anteriores respecto a las 
provisiones del foro competente. Básicamente sigue los lineamientos de art. 1-105 del 
Uniform Commercial Code y del Restatement (Second) Conflict of Law. Ya es habitual 
aceptar las cláusulas de prórroga de jurisdicción a partir del caso Carnival Cruise Line 
Inc. v. Shute, ya citado. Cfr. SMITH, Mattew J., “An overview of the Uniform Computer In-
formation Transactions Act: Warranties, Self-Help, and Contract Formation. Why UCITA 
should be renamed «The Licensors Protection Act»”, 25 Southern Illinois Law Journal 
(2001), p. 389. En el caso Groff, Lawrence c. AOL Inc., se resolvió a favor de la prórroga 
de jurisdicción, indicando que recae sobre el actor la carga de convencer al Tribunal que 
la cláusula de elección de jurisdicción en su contrato con la demandada no fue razonable. 
Puede consultarse una traducción resumida en la RRCyS, Año II Nro. 4, La Ley, Buenos 
Aires, diciembre de 2000, pág. 223 y sig. En sentido similar se resolvió en Spera, C. c. 
AOL Inc., en la misma publicación. Y en el caso Caspi, Steven et al. C. The Microsoft Net-
work LLC y Microsoft Corp. se resolvió que no basta demostrar la diferencia de tamaño 
en el poder de negociación, sino que además debe demostrarse que: 1) la cláusula es el 
resultado de un dolo o de un poder de negociación “desmesurado”; 2) su ejecución im-
plicaría la violación de políticas públicas esenciales (en este caso de New Jersey); o 3) su 
ejecución complicaría gravemente una decisión judicial. Idem, p. 239 y ss. 

1783 Cfr. MAZZOTTA, Francesco, “A guide to e-commerce. Some legal issues posed by 
e-commerce for American businesses engaged in domestic and international transac-
tions”, Suffolk Transnational Law Review, Nro. 24, p. 252. 
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rrogado ofrece las mismas protecciones que las otorgadas por la juris-

dicción del propio domicilio. Incluso la sección 110 de la UCITA permite 

a las partes acordar un fuero exclusivo, derogando el natural del lugar 

de entrega, si las partes lo han pactado expresamente y la prórroga no 

es injusta o irrazonable1784. 

VII. G. 4. Lugar de pago 

Creo que el pago que realiza el consumidor, a los fines de la juris-

dicción, debe ser analizado como una forma especial de lugar de cum-

plimiento, aún cuando la prestación dineraria no sea considerada ‘la ca-

racterística’ (para los sistemas que la utilizan como criterio localizador). 

El pago del consumidor implica “el cumplimiento de la prestación 

que hace el objeto de la obligación, ya se trate de una obligación de 

hacer, ya de una obligación de dar" (art. 725, CC). Debe realizarse en 

primer lugar donde se haya pactado (arts. 618 y 747 CC), o en su defecto 

donde la obligación se contrajo, o en el domicilio del deudor al tiempo 

del vencimiento (art. 618 CC); en caso de ventas, el lugar de pago será 

donde deba hacerse la tradición de las cosas objeto del contrato (arts. 

749, 1411 y 1424 CC); si se trata de ventas a crédito, el pago deberá 

efectuarse en el domicilio del comprador (art. 1424 CC). De modo apa-

rentemente diferente, para casos multinacionales, si el contrato se cele-

bra en el mismo domicilio del deudor, o fuera de ese domicilio pero sin 

que sea el lugar de cumplimiento, este será el lugar de pago (arts. 1212 

y 1213 CC). En definitiva, el criterio subsidiario del lugar de pago será 

siempre el domicilio del deudor. Lo mismo establecen los Tratados de 

Montevideo de Derecho Civil Internacional, de 1889 y 1940, de acuerdo 

a los cuales el orden de prelación estaría dado por: a) el lugar conveni-

do; b) el lugar indicado por la naturaleza de la obligación; y c) el lugar 

del domicilio del deudor al tiempo de la celebración. Por tanto, en el 

                       

1784 Ibid, p. 253. 
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marco de Montevideo, el criterio residual es el lugar de celebración, no 

el domicilio del deudor 1785.  

a) El pago cancelatorio en relaciones de consumo 

El efecto cancelatorio, determinado por el derecho aplicable, y por 

tanto efectivo lugar de cumplimiento, establecerá la jurisdicción de mo-

do preciso1786. Si estas circunstancias se verifican y el consumidor cance-

ló su obligación, resulta de plena aplicación el principio del Protocolo de 

Buenos Aires por el cual el demandante (consumidor) puede reclamar 

en su domicilio cuando demostrare haber cumplido. En una propuesta 

de lege ferenda, esta conexión jurisdiccional resultaría de amplia acepta-

ción en un sistema protectorio del consumidor1787. 

Respecto del lugar de pago, se puede observar una diferencia im-

portante respecto de la aplicación del derecho de los comerciantes y el 

de los consumidores. La Convención de Viena de 1980 establece como 

lugar de pago el establecimiento del vendedor, salvo que el mismo de-

penda de la entrega de las cosas o de los documentos comerciales; en es-

                       

1785 Cfr. HOOFT, Eduardo R., “El lugar de cumplimiento de las obligaciones en el Co-
digo Civil argentino y el Derecho Internacional Privado”, JA 2008-II, pp. 1087-1098, en 
pp. 1088 y 1089. “Por lo expresado anteriormente, el domicilio actual del deudor será el 
lugar del cumplimiento únicamente, si están agotadas las otras posibilidades (lugar de-
signado, el indicado por la naturaleza de la obligación o por las circunstancias del caso, 
lugar de la celebración si lo fue en el domicilio del deudor)” Idem, p. 1090. 

1786 “El proceso cognitivo y lógico es: i) contrato internacional; ii) ley que rige el 
contrato internacional; iii) el lugar de cumplimiento como punto de conexión del Dere-
cho extranjero; iv) calificación de este punto de conexión; v) el lugar del cumplimiento 
de las obligaciones de dar sumas de dinero; (…)”. Idem, p. 1092. 

1787 Así lo aprueba JAYME, “La Droit International Privé du nouveau Millénaire…”, p. 
33. En este supuesto la analogía sería de gran utilidad, ya que estaríamos ante una co-
nexión valorativamente orientada: proteger al consumidor que ha quedado desguarne-
cido una vez que ya cumplió con el desembolso dinerario. Sin duda la analogía es un re-
curso interpretativo por el que las normas de una fuente no requieren ser aplicadas en 
su totalidad, y las normas análogas pueden adaptarse a la situación huérfana de normas, 
en este caso en la medida que el análisis valorativo se corresponda con el principio de 
protección al consumidor. Cfr. PERUGINI ZANETTI, “Derecho Internacional Privado del Con-
sumidor”, p. 40, nro. 87, y las observaciones respecto de la analogía que realicé en el 
punto II. A, especialmente p. 129 y ss. 
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te caso, el pago deberá realizarse en el lugar de entrega de la mercadería 

(art. 57). Adicionalmente, se reputa lugar de entrega al establecimiento 

del vendedor (art. 31). A esto se agrega que cuando el contrato implique 

el transporte de los efectos, el lugar de entrega será el del primer por-

teador. Vemos aquí un desmembramiento de responsabilidades, ya que 

si bien el contrato se cumple cuando el comprador recibe la mercadería, 

el vendedor se libera de responsabilidad cuando entrega las cosas al 

transportista. Esta situación es a todas luces inadmisible para el consu-

midor, ya que no podría estar obligado a pagar y a su vez hacerse res-

ponsable de las cosas en el domicilio extranjero del proveedor. Por este 

motivo, creo que en caso de contratos a distancia, si el vendedor acepta 

que el consumidor pague en su propio domicilio, este será el lugar de 

cumplimiento acordado por las partes, el que resultará preponderante 

para facilitar la jurisdicción domiciliaria. 

b) El pago mediante tarjeta de crédito 

En el caso de que se utilicen tarjetas de crédito, el lugar de pago es 

aquel donde se hace uso de la apertura de crédito concedida por el ban-

co o el operador de la tarjeta1788. Estos habilitan al consumidor a cance-

lar sus obligaciones (pago de la operación de consumo) con el provee-

dor de modo indirecto, mediante el uso del instrumento que acredita la 

relación crediticia (tarjeta)1789. El proveedor recibirá luego la transfe-

rencia dineraria de parte del banco o el operador, quienes a su vez se re-

                       

1788 El pago mediante tarjeta de crédito es el más utilizado en el comercio interna-
cional con consumidores, y el que brinda mayores garantías. Lo dicho en este apartado 
se puede referir igualmente para otros sistemas de pago electrónico, como “PayPal”. Cfr. 
CALLIES, “Transnational Consumer Law…”, pp. 14-15. 

1789 En el derecho argentino, de acuerdo a la Ley 25.065 de Tarjetas de Crédito, art. 
1°: “Se entiende por sistema de Tarjeta de Crédito al conjunto complejo y sistematizado 
de contratos individuales cuya finalidad es: a) Posibilitar al usuario efectuar operaciones 
de compra o locación de bienes o servicios u obras, obtener préstamos y anticipos de di-
nero del sistema, en los comercios e instituciones adheridos. b) Diferir para el titular 
responsable el pago o las devoluciones a fecha pactada o financiarlo conforme alguna de 
las modalidades establecidas en el contrato. c) Abonar a los proveedores de bienes o 
servicios los consumos del usuario en los términos pactados. 
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integrarán de los fondos adeudados por el consumidor, mediante el dé-

bito de la cuenta abierta al efecto. Finalmente, el consumidor deberá cu-

brir el saldo de esa cuenta, efectuando el correspondiente depósito can-

celatorio (pago de la relación de crédito).  

El proveedor del bien o servicio, que verifica debidamente los re-

caudos de autenticidad y validez del crédito abierto por el emisor de la 

tarjeta, resulta desinteresado al momento de confirmar la operación y 

aceptar el débito1790. A los fines de esa relación de consumo, es verdade-

ro pago, más allá de que la efectiva recepción de los fondos se difiera 

hasta que estos son acreditados por el emisor de la tarjeta. Por tanto, el 

lugar de pago puede ser considerado doblemente: a) donde el consumi-

dor haga uso de la potestad crediticia abierta a su favor; b) el domicilio 

del banco que emitió la tarjeta, la mayor parte de las veces coincidente 

con el domicilio del consumidor1791. De aquí que aún cuando este sea 

                       

1790 El proveedor deberá recibir el pago por parte del emisor, sin que este le pueda 
oponer sus relaciones con el titular de la tarjeta. En el derecho interno, tan cancelatorio 
es el pago mediante el uso de la tarjeta, que a partir de ese momento el consumidor pue-
de reclamar cualquier incumplimiento por parte del proveedor. A su vez, en caso de in-
cumplimientos mutuos, el emisor es ajeno a estas controversias. Asimismo, si el emisor 
incumple con el proveedor, esto no podrá oponerse al consumidor, que ha quedado libe-
rado (arts. 43, 44 y 45 de la Ley de Tarjeta de Crédito). 

1791 En el derecho argentino, la ley aplicable a las relaciones entre el titular y el 
emisor es la del lugar de celebración, es decir la emisión o apertura de crédito coinciden-
te con el común domicilio de ambos. Esta conclusión es unívoca, ya sea que la apertura 
de crédito se considere un mutuo, como contrato real, o bien consensual. Si es un contra-
to real, hay un único lugar de cumplimiento, que es la devolución o pago, ya que la entre-
ga inicial del dinero es un requisito del perfeccionamiento del contrato. Si fuera consen-
sual, hay dos lugares de cumplimiento: tanto el de entrega del dinero por parte del pres-
tamista como el de la devolución a cargo del mutuario. Cfr. GOLDSCHMIDT, Derecho 
Internacional Privado, p. 396 y PERUGINI ZANETTI, 10ª Actualización al Derecho Internacio-
nal Privado, de Werner GOLDSCHMIDT, p. 616. A esto se agrega que específicamente el art. 
3 de la Ley de Tarjeta de Crédito, para las tarjetas emitidas en Argentina, establece como 
aplicable la legislación nacional. Esta prescripción se refiere a los contratos con contac-
tos locales; pero si un banco extranjero emitiera una tarjeta a un titular domiciliado en 
Argentina la situación puede ser diferente. En este caso, creo que el contrato de tarjeta 
se regirá de modo general por el lugar de emisión, y eventualmente habrá que atenerse 
al lugar de cumplimiento de la obligación reclamada. Considero que en virtud de tratarse 
de un contrato de crédito, la localización será la del domicilio del banco abridor, donde 
está la cuenta, aún cuando el consumidor se domicilie en otro Estado. De todos modos, 
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transeúnte, el lugar de pago, cuando se realiza mediante tarjeta de cré-

dito, será tanto su domicilio o donde haya sido emitida la tarjeta, como 

donde la utilizó efectivamente. Allí él cumplió, ya que la obligación que-

dó en cabeza del emisor, en virtud de que, en definitiva, el consumidor 

hizo ejercicio de la autorización de pago concedida en la apertura de 

crédito.  

La relación entre el emisor y el proveedor es otra cuestión, debido a 

que ha ocurrido una novación por sustitución de deudor. El proveedor 

ahora resulta acreedor del emisor, en la medida que haya aceptado el 

pago del consumidor dentro de los límites y condiciones autorizadas y 

haya seguido los procedimientos de seguridad establecidos (art. 37 Ley 

de Tarjeta de Crédito). A los fines de la operación de consumo, el pago 

resulta cancelatorio, por tanto para el proveedor, su verdadero deudor 

es el emisor. En caso de transferencias bancarias, la situación es diferen-

te, y el lugar determinante será tanto donde se acreditan los fondos co-

mo donde se depositan, aunque este último tenga mayor vinculación 

con el banco cobrador que con el proveedor1792.  

En una compra por Internet, el lugar de pago relevante es el de emi-

sión de la tarjeta de crédito, no siendo responsable el consumidor si los 

fondos no llegan al proveedor. El cliente utilizó el sistema de pago orga-

nizado por el vendedor; a los fines del cumplimiento el pago ya se efec-

tivizó, y salvo que el mismo consumidor detenga el proceso, los fondos 

ya fueron puestos a disposición del proveedor extranjero. El proveedor 

le dijo qué hacer, y el consumidor lo hizo, por tanto queda desobligado. 

Sería abusivo cargar al consumidor con acciones que están fuera de su 

alcance, control o ámbito de influencia. Le bastará, por tanto, demostrar 

que la suma le fue debitada, ya se trata de un único pago, o una o más 

cuotas de una operación a plazo.  

                       

no es ahora nuestro problema, ya que no estamos analizando el contrato de tarjeta sino 
el uso que se hace de esta como medio de pago respecto de un tercero proveedor.  

1792 De acuerdo al art. 33 del Tratado de Montevideo de 1940 de Derecho Civil, los 
créditos se localizan en el lugar donde deben pagarse, en este caso el domicilio del ban-
co. 
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VII. G. 5. Lugar de acaecimiento del hecho dañoso 

Dentro de las relaciones de consumo típicas, ya me he referido a las 

extracontractuales, como aquellas que nacen sin convención (ver supra, 

V. G. 3, p. 555). La amplitud del concepto obliga a delimitar el ámbito de 

aplicación de esta calificación1793. Los accidentes de tránsito, los deriva-

dos de contratos de transporte, la contaminación transfronteriza, la vio-

lación del derecho a la intimidad, la financiación abusiva, etc., son todas 

circunstancias que podrían estar incluidas en este acápite1794. Sin em-

bargo, aún cuando no sea posible atender a todas las situaciones parti-

culares, resulta de interés dejar establecidos los criterios generales.  

Un criterio general de atribución de jurisdicción es el lugar donde 

se localizan los daños o las conductas productoras de éstas. Estas locali-

zaciones se asimilan al supuesto del lugar donde debieron cumplirse las 

obligaciones incumplidas1795. En este sentido, puede tratarse del sitio 

donde el proveedor debía cumplir con una garantía de indemnidad o se 

debía salvaguardar la integridad física de la persona, donde el consumi-

dor recibió el servicio defectuoso, o el lugar donde se emitió o recibió la 

información deficiente o fraudulenta. En el ámbito de los Tratados de 

Montevideo, las obligaciones extracontractuales son juzgadas por los 

tribunales donde se produjo el hecho que causa el daño, o bien, en caso 

de existir una relación jurídica previa, por los jueces cuyo derecho co-

rresponde decidir la cuestión (arts. 56 y 43 del Tratado de Derecho Civil 

de Montevideo de 1940)1796.  

                       

1793 Cfr. FRESNEDO de AGUIRRE, Cecilia “Obligaciones extracontractuales”, en 
FERNÁNDEZ ARROYO, Derecho Internacional Privado de los Estados del MERCOSUR, pp. 
1157-1198, en 1157 y 1159. 

1794 Cfr. SOTO, Temas estructurales…, p. 223.  
1795 Cfr. DREYZIN DE KLOR y SARACHO CORNET, Trámites judiciales internacionales, p. 84. 

En el caso Benettar c. Benetton se consideró que lugar de cumplimiento, en el marco de 
los arts. 1215 y 1216, era el lugar donde se localizan los efectos de las obligaciones que 
se sostienen incumplidas, de las que se quiere derivar el objeto demandado. Se trataba 
de un caso de responsabilidad precontractual. Benettar S.A:I.C. c. Benetton S.P.A. s/ or-
dinario, CNCom., Sala C, 11/12/2001, publicado en ED-197, 315. 

1796 Art. 43: “Las obligaciones que nacen sin convención, se rigen por la ley del lu-
gar en donde se produjo el hecho lícito o ilícito de que proceden y, en su caso, por la ley 
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De esta manera, si entre consumidor y proveedor existen obligacio-

nes previas, estas localizan la relación extracontractual al tiempo que 

permiten atribuir jurisdicción. Por ejemplo, si en el lugar donde se emite 

información comercial o publicitaria se debe garantizar la veracidad de 

la misma, ese lugar es el relevante para localizar tanto el derecho apli-

cable como el juez competente. Asimismo, considero que esta localiza-

ción es extensible a los daños producidos en el contexto digital, típico 

caso de delito a distancia1797. 

En caso de productos defectuosos, pueden ser competentes los tri-

bunales del lugar de elaboración del producto como aquel donde se 

produjeron sus efectos. El segundo corresponderá generalmente al del 

domicilio del consumidor, que es donde suele consumir. Todos ellos de-

berían ser potencialmente aptos para facilitar la jurisdicción1798. Parece 

razonable que el consumidor, en su carácter de actor-damnificado, pue-

da demandar en su domicilio; así lo prevé, por ejemplo, el Protocolo de 

San Luis para accidentes de tránsito. Esta última norma, al menos en el 

ámbito del Mersocur, es justificable analógicamente, ya sea por la espe-

                       

que regula las relaciones jurídicas a que responden”. De acuerdo a las conclusiones del 
X° Congreso de la Asociación Argentina de Derecho Internacional (Buenos Aires, del 9 al 
11 de noviembre de 1989) es posible interpretar que la redacción de los Tratados de 
Montevideo sobre Derecho Civil Internacional, tanto de 1889 como 1940 (arts. 38 y 43 
respectivamente), al indicar el “lugar donde el hecho se produjo”, incluye el lugar donde 
se exterioriza la conducta como así también aquél donde se producen sus consecuencias. 
Esta interpretación es válida para la determinación de la ley aplicable y la jurisdicción 
competente. Cfr. FRESNEDO de AGUIRRE, Cecilia “Obligaciones extracontractuales”, pp. 
1160-1161. Este criterio, como puede verse, plantea un supuesto de paralelismo, el que 
puede generar ciertas dificultades en la medida que el derecho del foro esté imbuido del 
orden público, situación más frecuente en los actos ilícitos multijurisdiccionales que en 
el régimen de los contratos. Así, el riesgo de la litispendencia aumenta, debido a que un 
juez no declinará tan fácilmente la jurisdicción ante la existencia de un ilícito en su terri-
torio. Asimismo, aplicará su derecho, con un resultado previsiblemente disímil frente a 
las de los otros foros competentes. Cfr. JAYME, “Identité culturelle et intégration…”, p. 
137. 

1797 Cfr. UZAL, “Jurisdicción y derecho aplicable…”, p. 724.  
1798 Cfr. SOTO, “El orden público…”, p. 393.  
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cificidad del espacio común como por el acierto de sus reglamentacio-

nes1799.  

En definitiva, a los fines jurisdiccionales, podemos utilizar analógi-

camente los puntos de conexión sobre derecho aplicable. De esta mane-

ra, la conexión tradicional de la lex loci delicto commissi puede ser inter-

pretada en forma flexible, sea como lugar de la conducta de competencia 

abusiva (place of wrongful conduct), sea como lugar de efectos (place of 

impact or relevant market); inclusive puede considerarse el lugar de to-

ma de decisión de la empresa, en caso de ilícitos complejos1800. Los crite-

rios valorativos son especialmente tenidos en cuenta por la doctrina 

comparada. Así, una calificación amplia del "lugar donde el hecho se 

produjo", puede inculir no sólo aquel donde se exterioriza la conducta 

                       

1799 Ibid, p. 394. Dejo a salvo mi opinión de que el ámbito del mercado común tiene 
reglas que no son perfectamente válidas en todos los contextos, debido principalmente a 
la existencia de autoridades supranacionales. En el ámbito del Tratado de Montevideo de 
1940, resultan concurrentes las jurisdicciones correspondientes al tribunal cuyo dere-
cho resulta aplicable, como el domicilio del demandado (art. 56), a elección del actor. Se 
ve claramente que no hay riesgo de forum shopping ya que, cualquiera sea el juez, aplica-
rá el mismo derecho: no hay lugar a la opción del derecho. Esta es la conclusión de la ju-
risprudencia en Sastre, Tomás, c. Bibiloni, Filiberto N. y otro, SC Buenos Aires, junio 25, 
1968, con nota de Werner GOLDSCHMIDT, “La jurisdicción internacional en los Tratados de 
Montevideo”, ED 24-1 y ss. Se trataba de un accidente en la Avda. Gorlero, Punta del Este, 
Uruguay. Los demandados tenían domicilio en La Plata, Argentina. Éstos opusieron ex-
cepción de incompetencia, entendiendo que el único fuero es el de los tribunales del de-
recho aplicable (derecho uruguayo por lugar de perpetración del delito), y que el tribu-
nal del domicilio del demandado sólo era posible si éste lo consentía. El juez de primera 
instancia, la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires y la Corte Suprema de Justi-
cia de la Nación rechazaron la excepción, aunque fue admitida por la Cámara. La crítica 
que realiza FRESNEDO de AGUIRRE al “domicilio del damnificado demandante” creemos no 
son aplicables a las relaciones de consumo. Cfr. “Obligaciones extracontractuales”, p. 
1187. Si bien puede ser riesgoso para un demandado colisionante en un accidente de 
tránsito ser requerido ante tribunales foráneos, no es igual en casos de consumidores. 
En los accidentes de tránsito se supone cierta situación de igualdad, mientras que no es 
así en caso de consumidores. Por otra parte, el victimario suele contar con el apoyo de su 
compañía aseguradora, no así el consumidor víctima. 

1800 Estas afirmaciones se refieren a la protección de la competencia leal, pero es 
aplicable flexiblemente para los hechos ilícitos que afectan a consumidores. Cfr. LIMA 
MARQUES, A Proteção do Consumidor..., p. 1529. También se suele distinguir entre lex ac-
tus o lex injuriae. Cfr. EHRENZWEIG, Albert A., Private International Law, General Part, 
Oceana, New York, 1967, p. 136. 
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sino también aquél donde se producen sus consecuencias. Pero, por las 

mismas razones, se puede excepcionar el criterio cuando la localización 

derivada de este principio resulta meramente aleatoria1801. 

a) El juez del domicilio del consumidor en supuestos de daños 

personales producidos por defectos del producto o servicio 

Es cada vez más frecuente que utilicemos productos fabricados o 

diseñados en otros países: automóviles, aparatos electrónicos, electro-

domésticos, alimentos y bebidas, medicamentos, indumentaria, etc. 

Cuando en razón de los defectos de ese producto o uno de sus compo-

nentes el consumidor muere, o sufre daños en su persona o alguien de 

su grupo familiar o social, o es dañada su propiedad (distinta del mismo 

objeto defectuoso), estamos ante un supuesto particular de relación de 

consumo. Bajo ciertas circunstancias, la situación merece la atención del 

Derecho Internacional Privado1802.  

En materia de daños por productos defectuosos, el art. 40 LDC es-

tablece la responsabilidad de los distintos integrantes de la cadena de 

aprovisionamiento, lo que puede dar lugar a múltiples demandados1803. 

De acuerdo a esta norma, cualquiera de los proveedores reclamados 

puede demostrar la inexistencia de nexo de causalidad entre su activi-

dad y el daño producido. Será tarea del juez verificar qué obligaciones 

entran en la esfera de responsabilidad de cada uno de los participantes, 

incluyendo las previsiones domiciliarias de solidaridad; este aspecto 

puede significar una cuestión previa a la determinación jurisdiccional, 

ya que el productor podría oponer las excepciones de falta de legitimi-

dad pasiva o de incompetencia. Así, el fabricante extranjero puede igno-

                       

1801 Cfr. Conclusiones del X° Congreso de la Asociación Argentina de Derecho Inter-
nacional (celebrado en Buenos Aires, del 9 al 11 de noviembre de 1989), citadas por 
FRESNEDO de AGUIRRE, “Obligaciones extracontractuales”, p. 1160. 

1802 FAWCETT hace hincapié en los concflictos sucedidos dentro de la UE, pero es 
perfectamente posible que un vehículo ensamblado en México tenga un motor coreano, 
neumáticos norteamericanos, frenos alemanes y amortiguadores brasileños. Cfr. 
FAWCETT, “Products liability…”, pp. 26-27. 

1803 Cfr. FAWCETT, “Products Liability…”, p. 60. 
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rar qué pasa con su producto después de la exportación, y, aunque es 

considerado parte de la relación de consumo por la normativa local, en 

su domicilio puede no resultar responsable si el daño se produce fuera 

de su ámbito de actividad o control1804. 

A los fines de la jurisdicción, la extensión del nexo causal será con-

siderada inicialmente de acuerdo a la lex fori, que determinará, por 

ejemplo, si el fabricante puede ser responsable por un daño ocurrido 

fuera del país de producción1805. En una segunda instancia, la lex causae 

indicará el grado de responsabilidad o de excusabilidad, ya que las legis-

laciones evalúan de modo diferente el deber genérico de seguridad, la 

garantía por la calidad del producto, la existencia de caso fortuito, los 

límites indemnizatorios e inclusive la consideración o no del llamado 

riesgo del desarrollo1806. Esta es la consecuencia de aplicar la lex loci ac-

tus a los actos ilícitos o daños, que puede localizar la relación tanto en el 

domicilio del establecimiento principal del proveedor como en el lugar 

de adquisición del producto1807. 

                       

1804 Por este motivo la legislación iusprivatista existente suele eximir de responsa-
bilidad al productor que no consintió en la comercialización de ese producto en el país 
donde ocurrió el daño. Cfr. art. 135 inc. 2 de la Ley federal suiza de derecho internacional 
privado, art. 63 de la Ley Nro. 218 del 31 de mayo de 1955 de la República Italiana, art. 
99 del Código belga de Derecho Internacional Privado de 2004 y art. 5 del Reglamento 
Roma II de la UE. Citados por NAJURIETA, “Una categoría autónoma…”, pp. 261-267. 

1805 En la Conferencia de La Haya quedó claro que el juez puede determinar sólo de 
acuerdo a su propio derecho la naturaleza del conflicto: contractual o extracontractual. 
Cfr. NYGH y POCAR, Report of the Special Commission…, p. 58. En la frustrada Hague Draft 
Convention se estableció como regla jurisdiccional, en el art. 10, la competencia tanto de 
los tribunales donde ocurrió el hecho o la omisión que produjo los daños, como los del 
país donde los daños efectivamente se produjeron.  

1806 Cfr. BOGGIANO, Derecho Internacional Privado, T. II, pp. 657-658. Las denomina 
“metodología de elección materialmente orientada”. Las soluciones de fondo estarán 
siempre relacionadas con el orden público; de allí que el art. 10 de la Convención de La 
Haya sobre la ley aplicable a la responsabilidad por productos establece que las disposi-
ciones del derecho señalado por las normas de conflicto no serán aplicables si son mani-
fiestamente contrarias al orden público del juez. De aquí también que se deban conside-
rar las normas sustantivas, como el caso de la Directiva Europea sobre la seguridad de 
los productos. Cfr. FAWCETT, “Products liability…”, p. 30. 

1807 Cfr. TONIOLLO, “La protección internacional del consumidor…”, p. 110, interpre-
tando el art. 43 del Tratado de Derecho Civil de Montevideo de 1940. 
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A los fines de la jurisdicción podría tratarse de cualquier lugar de 

acaecimiento del daño, a fin de permitir la protección del consumidor 

cuando los efectos son posteriores, a consecuencia de hechos comenza-

dos antes y en otra jurisdicción1808. De todos modos habrá que estar 

atentos a la conexión del caso con el foro y cuál es la causa real del daño. 

La producción global y parcializada, la a veces incierta cadena de distri-

bución y la movilidad de las personas brindan gran complejidad a los 

casos y son fuente de incertidumbres para los fabricantes.  

Por ejemplo, si un medicamento producido en el país A, es compra-

do en el país B, ingerido en C, y cuyos efectos se producen en un lugar de 

tránsito D o en el domicilio E, ¿la situación es diferente en cada país? 

¿Cambia la solución si es ingerido en el mismo lugar B donde se compró, 

pero los efectos son en C o D? Da la impresión que si en un país sólo fue 

ingerido, pero no fue ni comprado ni tuvo allí los efectos perniciosos, el 

contacto es irrelevante. Lo que importa es que a partir de la compra en 

B está en condiciones de consumirse, hay puesta a disposición para el 

consumo, más allá que éste se dilate hasta arribar a C. En definitiva, son 

relevantes los lugares de comisión del “hecho” (fabricar, poner a dispo-

sición) y donde se producen los efectos, por lo general donde se consu-

me (donde satisface o dis-satisface la necesidad).  

Advierto que el ejemplo es incompleto, ya que no dije en qué con-

siste el daño ni la causa del mismo: podría tratarse de un producto mal 

fabricado, o mal conservado en la “cadena de refrigeración”, o mal ad-

ministrado por el médico, o vencida su fecha de vigencia. Como vemos, 

la expresión “acaecimiento del daño” no es unívoca. Una cosa es el pri-

mer impacto o efecto, como por ejemplo establece la Convención de la 

Haya sobre productos defectuosos1809. Distinto es el lugar donde el daño 

                       

1808 FAWCETT se pregunta cuál es el lugar donde ocurre la responsabilidad por da-
ños, y ejemplifica con el caso hipotético del neumático diseñado en Bélgica, fabricado en 
Alemania, vendido en Italia a un turista británico, y que explota y causa daños en Fran-
cia. Luego de un tiempo de internación, la real magnitud de las lesiones son manifiestas 
en el domicilio de Inglaterra. Se pregunta: “Does the harmful event occur in Belgium, 
Germany, Italy, France or England?” FAWCETT, “Products liability…”, p. 64.  

1809 Idem, p. 67. 
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finalmente se padece, que puede ser coincidente con el domicilio del 

demandante.  

Los problemas se presentan en la relación del foro con el derecho 

aplicable. En este último aspecto, y en beneficio del consumidor, LIMA 

MARQUES considera que el tradicional contacto lex loci delicti commissi 

debe interpretarse de modo flexible1810. Las dudas que esta solución 

puede presentar han sido largamente discutidas por los autores1811. Se 

suelen poner de manifiesto las posibles injusticias que se pueden deri-

var de un acto que es de por si inocente en el domicilio del demandado o 

donde efectivamente se cometió, pero que se convierte en ilícito donde 

es juzgado. La aplicación de la lex fori de modo indiscriminado traería 

como consecuencia directa la admisión del forum shopping. Tampoco es 

suficiente el criterio loci delicti commissi. Por ese motivo los autores an-

glosajones se inclinan por el proper law of the tort, por el cual se busca 

relacionar el caso con el sistema jurídico que mejor se vincula con los 

objetivos de política pública que regulan los hechos y las consecuencias. 

Cada situación fáctica se desenvuelve en un lugar donde razonablemen-

te rigen determinadas leyes y principios. Un suceso con consecuencias 

dañosas debe ser juzgado de acuerdo al contexto donde se produjo1812  

Sin embargo, pese a las críticas que se pueden presentar a la solu-

ción del lugar de efectivo padecimiento para determinar el derecho apli-

cable, no sucede igual con la fijación del tribunal competente. La noción 

de daño será la del lugar de acaecimiento del hecho, sin que el tribunal 

pueda convertir en ilícito lo que no lo es. Por tanto el tribunal será com-

petente en razón de una interpretación amplia del “lugar de acaecimien-

to”, pero el derecho será aquel que determine los deberes de conducta 

del agente. Por tanto, en un daño producido en tránsito, es perfectamen-

                       

1810 Cfr. LIMA MARQUES “La insuficiente protección…”, p. 12. 
1811 Cfr. FRESNEDO de AGUIRRE, “Obligaciones extracontractuales”, pp. 1163-1167. 
1812 Cfr. CHESHIRE and NORTH, Private International Law, Tenth Edition, Butter-

worth, 1979, pp. 258 y ss, donde transcriben las palabras del Juez Holmes, “But as the 
only source of this obligation is the law of the place of the act, it follows that that law de-
termines not merely the existence of the obligation, but equally determines its extent”. 
Slater v. Mexican National Rail. Co. (1904), 194 U.S. 120. 
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te posible que entienda en la causa el tribunal del domicilio del consu-

midor, pero aplicando la legislación del lugar de acaecimiento del hecho 

dañoso. Adicionalmente, el derecho aplicable podrá ser uno de los ar-

gumentos a tener en cuenta respecto qué juez será competente en la 

causa1813. 

b) La responsabilidad por conexidad y la jurisdicción 

Hay que reconocer que a partir de la instauración del sistema pro-

tectorio, el principio del efecto relativo de los contratos, por el cual estos 

obligan a las partes y no a terceros (art. 1195 CC), ha sufrido una muta-

ción1814. Sin embargo, creo que este nuevo paradigma debe ser aplicado 

discrecionalmente en el plano internacional. Las restricciones del marco 

interno no deberían tener la misma extensión en el contexto transfron-

terizo. El empresario puede haber perdido el control que tiene sobre las 

relaciones que desarrolla un tercero frente al consumidor, quedando al 

margen de su capacidad de verificación y vigilancia en cuanto a la cali-

dad de las prestaciones o la conservación de productos1815. En este sen-

                       

1813 Es lo que entendió el 7th Federal Circuit cuando hizo lugar al forum non conve-
niens alegado por el demandado en el caso Abad v. Bayer Corp., citado supra, nota 1514. 
El juez preopinante, Richard POSNER, consideró que en Argentina sería aplicable el dere-
cho argentino, siendo coincidente el lugar de residencia de los damnificados y el de acae-
cimiento del daño. Mientras que si el juicio tramitaba en USA, se aplicaría derecho argen-
tino, siendo el lugar de la lex loci delicti: donde se efectuó el contagio, ya que antes de es-
te no hay daño. No consideró a la fabricación defectuosa la causa inmediata del daño, ya 
que tampoco había certeza de si Bayer era el culpable, al haber intervenido otros pro-
veedores. Cfr. RINALDI, “Forum Non Conveniens, the Availability and Adequacy of the Ar-
gentine Forum…”, nro. V. 

1814 Cfr. QUAGLIA, “La relación de consumo…”, p. 907. 
1815 El Proyecto de Código de Derecho Internacional Privado propone en su art. 91 

que será aplicable, a elección de la víctima, el derecho del lugar del establecimiento del 
productor o el correspondiente al de comercialización, siempre que se hubieran des-
arrollado actividades concretas en ese mercado. “Art. 91. – Responsabilidad por causa de 
un producto. La responsabilidad fundada en los defectos de un producto se rige, a elec-
ción de la víctima, por el derecho del Estado en el que se encuentra el establecimiento o 
el domicilio del productor, o por el del Estado en el que el producto ha sido adquirido, 
siempre que allí exista un servicio técnico autorizado o se hubiese realizado publicidad 
en medios locales”. 
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tido, se puede decir que estamos ante un problema de cuestión previa: 

se debe determinar la responsabilidad del fabricante de acuerdo a que 

exista o no conexidad contractual1816.  

Se justifican ciertos límites a la posibilidad de que el proveedor sea 

demandado en cualquier país donde su producto haya sido comerciali-

zado o consumido1817. A fin de no nacionalizar arbitrariamente la rela-

ción de consumo, la aplicación de la teoría del uso jurídico nos llevará a 

determinar la responsabilidad del fabricante de acuerdo a la normativa 

del lugar de producción, ya que esa es la limitación de sus obligaciones. 

Sin embargo, este contenido de la relación obligacional es acumulativo 

con el correspondiente al del lugar de efectivo consumo o de venta, de-

bido a que las políticas regulatorias del mercado son de orden públi-

co1818.  

En principio, es competente el juez del lugar de cumplimiento de 

cualquiera de las prestaciones; entre otros, el importador tiene respon-

sabilidad frente al consumidor de acuerdo al lugar de entrega. El límite 

de la conexidad lo marca la calificación que hace el juez del foro. Sería 

distinto si se tratara de una responsabilidad directa. Es un típico su-

puesto de forum et ius: el juez deberá establecer si hay conexidad de 

                       

1816 Aunque referida al derecho aplicable, así se prevé en el art. 8 de la Convención 
de La Haya sobre la responsabilidad por productos: “La ley aplicable determinará en es-
pecial lo siguiente: 1. los requisitos y la extensión de la responsabilidad; 2. las causas de 
exoneración, así como cualquier limitación o partición de responsabilidad (…)”.  

1817 Por ejemplo, la Convención de La Haya sobre la ley aplicable a la responsabili-
dad por el hecho de los productos, del 2 de octubre de 1973: art. 7: “No será aplicable la 
legislación del Estado en cuyo territorio se hubiere producido el daño ni la legislación 
del Estado de residencia habitual de la persona directamente perjudicada, previstas en 
los artículos 4, 5 y 6, si la persona a quien se le imputa la responsabilidad demuestra que 
no pudo razonablemente prever que el producto o sus propios productos del mismo tipo 
habrían de comercializarse en el Estado de que se trate”. Se procura evitar situaciones 
caprichosas, ajenas a toda consideración de asunción razonable de riesgos. Si bien se re-
fiere al derecho aplicable, esta disposición obedece al mismo fundamento que debería 
asignar la jurisdicción. 

1818 En este sentido, art. 9 de la Convención de La Haya sobre la responsabilidad 
por productos: “La aplicación de los artículos 4, 5 y 6 no obstará para que se tomen en 
consideración las normas de seguridad vigentes en el Estado en cuyo territorio se hubie-
re introducido el producto en el mercado”. 
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acuerdo a su propio derecho, y recién ahí se considerará o no competen-

te respecto de ese proveedor en particular. Abierta la jurisdicción, luego 

verificará de acuerdo a la lex causae si existe o no nexo causal. De aquí 

que la vinculación de una de las partes con el consumidor pueda consi-

derarse contractual (el vendedor minorista), y extracontractual la de los 

otros miembros de la cadena: el importador, distribuidor, fabricante o 

transportista1819. En cada caso, la norma de jurisdicción será diferente. 

De aquí que sea relevante complementar el criterio localizador con la 

conexidad jurisdiccional o con el recurso a los múltiples demandados 

(cfr. supra nro. VI. C. 3.b), p. 617). 

c) Forum et ius: el lugar de fabricación y los estándares de pro-

ducción 

Ante la verificación de que el daño al consumidor se produjo como 

consecuencia de un problema de fabricación o diseño, y en extraña juri-

sidicción a la del fabricante, es importante hacer algunas aclaraciones 

respecto de la calificación del “lugar de fabricación”. La situación no de-

bería presentar mayores problemas, y el lugar donde el producto es 

manufacturado coincidirá con el domicilio del demandado. Las dificul-

tades surgen cuando hay múltiples participantes en la cadena de pro-

ducción, o el fabricante es un productor a maquila, anónimo para el con-

sumidor medio1820.  

De acuerdo al art. 40 LDC las responsabilidades son independientes 

pero solidarias de cada uno de los integrantes de la cadena de aprovi-

sionamiento. El fabricante es responsable de la fabricación “defectuosa”. 

Los requisitos de calidad están dados por el lugar de producción, pero 

también acumulativamente con los del lugar de comercialización o 

                       

1819 Esta resulta una aplicación del art. Art. 43 Del Tratado de Derecho Civil Inter-
nacional de Montevideo de 1940. “Las obligaciones que nacen sin convención, se rigen 
por la ley del lugar en donde se produjo el hecho lícito o ilícito de que proceden y, en su 
caso, por la ley que regula las relaciones jurídicas a que responden”. Cfr. FRESNEDO de 
AGUIRRE, “Obligaciones extracontractuales”, p. 1161. 

1820 Recordamos el caso “Mattel”, relatado en p. 556, en el cual el fabricante de ju-
guetes tercerizaba la producción en productores de otros países. 



764 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

puesta a disposición. Así, no debería ser responsable un fabricante que 

ha cumplido con los estándares de calidad del lugar de fabricación y el 

daño se produce porque el producto se utiliza en un territorio que in-

corpora otros parámetros técnicos, dónde él no quiso comercializar-

lo1821. Lo mismo si el uso resulta incorrecto sin culpa del fabricante, que 

nunca pensó ni quiso que sus productos fueran vendidos en ese país1822. 

En esta última circunstancia, el lugar de fabricación donde deben 

cumplirse con los estándares o con las normas regulatorias funciona a 

modo de ‘lugar de cumplimiento’. Esto impactará tanto en aspectos pro-

cesales, jurisdiccionales o sustanciales: una diferente interpretación del 

nexo de causalidad, distintos plazos de prescripción, o modo de probar-

se los hechos, etc1823. Lo mismo se puede decir respecto de los estánda-

res de calidad, cuando difieren entre una u otra jurisdicción, y proyectan 

sus efectos sobre la demostración de la culpa, el deber de diligencia, el 

cumplimiento de normativas regulatorias, etc1824. En este sentido tam-

bién se interpreta el contenido del “estado del arte” como causa excul-

                       

1821 Cfr. FAWCETT, “Products Liability…”, p. 71. 
1822 Le serían así aplicables las normas de orden público económico del comercio 

interior del lugar de venta de los productos o servicios. Un ejemplo de este tipo de nor-
mas lo podemos encontrar en la Resolución 319/99 de la Secretaría de Comercio, Indus-
tria y Minería, que aprueba distintos requisitos técnicos para la comercialización de apa-
ratos eléctricos de uso doméstico que cumplan determinadas funciones. Ya hice mención 
al problema que puede resultar de la aplicación de la teoría de la apariencia cuando el 
producto lleva la marca del fabricante y esa es la causa de la relación de consumo. Cfr. 
SCHÖTZ, “Los titulares de marcas…”, p. 986. 

1823 En este sentido, de acuerdo al art. 8 de la Convención de La Haya sobre la res-
ponsabilidad por productos, la ley aplicable determinará en especial “8. la carga de la 
prueba, en la medida en que las normas de la legislación aplicable al respecto pertenez-
can al derecho de responsabilidad; 9. las normas de prescripción y caducidad, funda-
mentadas en la expiración de un plazo, comprendidos el inicio, la interrupción y la sus-
pensión de los plazos”.  

1824 La legislación comparada se ocupa del problema y presenta una solución cohe-
rente. El art. 102 del Código de Derecho Internacional Privado belga prevé que, en cuan-
to a las reglas de seguridad y comportamiento, deberán tenerse en cuenta las que estu-
vieren en vigor en el lugar y momento del hecho dañoso. Cfr. NAJURIETA, “Una categoría 
autónoma…”, p. 263. En este sentido debe interpretarse el límite de la garantía o la de-
terminación de la naturaleza de la cosa o del servicio, que “al haberlo conocido el cocon-
tratante, no la habría adquirido o habría dado menos por ella” (art. 2164 CC). 
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patoria1825. Estos límites y deberes de conducta del proveedor, desde el 

punto de vista del consumidor demandante en extraña jurisdicción, son 

parte de la lex fori que aquí se identifican con la lex causae. La conexión 

en este caso no está construida sobre el locus actio, ya que el daño se re-

clama en virtud de la ilicitud consistente en incumplir con los deberes 

de fabricación.  

También puede ser relevante para optar por la jurisdicción del tri-

bunal del lugar de fabricación las mayores posibilidades que tiene el 

consumidor de obtener una adecuada reparación. En los países indus-

trializados es más alto el estándar de responsabilidad que obliga a los 

productores —y por tanto más clara la demostración de la culpa o negli-

gencia1826. El tribunal debe aplicar los estándares de fabricación o de 

responsabilidad propios; por tanto, la regla de jurisdicción se puede de-

rivar del derecho aplicable (cfr. supra, p. 601 y ss.)1827.  

La teoría de la apariencia viene nuevamente en nuestra ayuda. El 

producto manufacturado en un país, y así indicado y publicitado frente 

al consumidor, genera una expectativa de calidad vinculada a ese lugar 

de fabricación. No en vano las leyes de lealtad comercial obligan a con-

signar ese origen, como elemento informativo relevante frente a la deci-

sión de consumo. Por tanto de aquí se puede obtener una regla de com-

petencia: cuando el juez debe aplicar normas de orden público interno, 

resulta automáticamente competente.  

                       

1825 La expresión state of the art es utilizada tanto para designar el nivel de calidad 
usual alcanzado y esperable en una industria como para referirse a las normas regla-
mentarias que obligan a cumplir estándares de fabricación. Es el límite de la negligencia, 
y por tanto de la presunción de culpabilidad. Cfr. SPRADLEY, Garey B., “Defensive Use of 
State of the Art Evidence in Strict Products Liability”, Minnesota Law Review, Vol. 67, 
1982, pp. 343-439, en la Introduction. 

1826 Cfr. GARRO, “Forum non conveniens…”, pp. 96-97. 
1827 VISCHER considera que es una buena razón para justificar el forum et ius la exis-

tencia de procedimientos o regulaciones administrativos que obligan a los jueces o auto-
ridades a aplicar su propio derecho. Más aún si las cuestiones sustanciales obedecen a 
intereses públicos. Cfr. VISCHER, “General Course on Private International Law”, pp. 230-
232. 
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En Argentina, la Ley 22.802 de Lealtad Comercial es clara en cuanto 

a la obligación de indicar el origen de un producto, sin admitir excepcio-

nes ni atenuantes: 

Art. 1: “Los frutos y los productos que se comercialicen en el país 
envasados llevarán impresas en forma y lugar visible sobre sus envases 
(…) b) Nombre del país donde fueron producidos o fabricados”1828.  

Queda claro que la indicación del lugar de fabricación es un mensa-

je, con las características de “signo distintivo”, al menos desde la óptica 

del consumidor. La indicación legítima de que un producto es “Made in 

Germany”, “Made in Japan”, “Made in Sweden”, “Swiss made”, “Product 

of China” o “Product of Malaysia”, manifiesta al consumidor que la cosa 

cumple con los estándares de calidad que identifican la “marca país”.  

d) Corolario 

En definitiva, el consumidor tiene ante sí distintas alternativas: a) 

puede reclamar en el lugar de fabricación y por tanto demandar al pro-

veedor en la sede de sus negocios (domicilio), haciendo aplicación tam-

bién de los estándares vigentes en esos países; b) a su vez, puede recla-

                       

1828 Art. 2 “Los productos fabricados en el país y los frutos nacionales, (…) llevarán 
la indicación Industria Argentina o Producción Argentina. A ese fin se considerarán pro-
ductos fabricados en el país aquellos que se elaboren o manufacturen en el mismo, aun-
que se empleen materias primas o elementos extranjeros en cualquier proporción”. “La 
indicación de que se han utilizado materias primas o elementos extranjeros será faculta-
tiva. En caso de ser incluida deberá hacerse en forma menos preponderante que la men-
cionada en la primera parte de este artículo”. Art. 3: “Los frutos o productos de origen ex-
tranjero que sufran en el país un proceso de fraccionado, armado, terminado o otro aná-
logo que no implique una modificación en su naturaleza, deberán llevar una leyenda que 
indique dicho proceso y serán considerados como de industria extranjera. En el caso de un 
producto integrado con elementos fabricados en diferentes países, será considerado origi-
nario de aquel donde hubiera adquirido su naturaleza”. Art. 4: “[…] Quienes comercialicen 
en el país frutos o productos de procedencia extranjera deberán dar cumplimiento en el 
idioma nacional a las disposiciones del artículo 1º de esta ley”. Art. 5: “Queda prohibido 
consignar en la presentación, folletos, envases (…) palabras, frases, descripciones, mar-
cas o cualquier otro signo que pueda inducir a error, engaño o confusión, respecto de la 
naturaleza, origen, calidad, pureza, mezcla o cantidad de los frutos o productos, de sus 
propiedades, características, usos, condiciones de comercialización o técnicas de produc-
ción”. 
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mar en su propio domicilio como lugar de acaecimiento del daño; en es-

te último caso, podrá invocar la aplicación de los estándares de calidad 

del país de origen acumulativamente con los propios, en razón de tra-

tarse de reglamentaciones de cumplimiento obligatorio; c) también po-

drá demandar al fabricante en su sede social o principal asiento de los 

negocios, como ya hemos visto en VII. F, al mencionar el foro de patri-

monio, o en el clásico domicilio del demandado; d) finalmente, si se tra-

tara de una situación propia de un mercado común, podrá demandar al 

importador en el Estado de su domicilio, distinto al del domicilio del 

consumidor1829.  

                       

1829 Cfr. FAWCETT, “Products liability…”, pp. 46-47. Este autor, en el marco de la UE, 
y considerando la aplicación conjunta del Convenio de Bruselas (ahora Reglamento 
44/2001) y la Directiva Europea sobre responsabilidad por los daños causados por pro-
ductos defectuosos, considera que el consumidor demandante tiene a su disposición una 
excesiva cantidad de foros. Por una parte, cree que esto puede ser desequilibrado res-
pecto del demandado. Además, favorece el forum shopping y crea riesgos ciertos de litis-
pendencia. Idem. pp. 82-88. 





 

 

 

CONCLUSIONES 

Terminada la exposición, corresponde hacer un balance de las con-

clusiones de tipo general más relevantes a las que se arriba en este tra-

bajo. La finalidad de este estudio ha sido, como señalé en la introduc-

ción, analizar las relaciones de consumo transfronterizas, con el objeto 

de hacer previsible la solución de controversias sin afectar el libre co-

mercio. Tuve especialmente en cuenta la posición de debilidad relativa 

de un consumidor frente a un proveedor especializado, en aquellas si-

tuaciones que existen elementos que convierten el caso en multinacio-

nal. Establecí que esta posibilidad se presenta cuando las partes tienen 

domicilios en Estados diferentes (criterio personal), o cuando el lugar 

de entrega del bien o prestación del servicio está localizado en otro país 

(criterio conductista), o bien el lugar de celebración junto con el de 

cumplimiento ocurren en diferentes jurisdicciones, o los bienes objeto 

de la relación están localizados en otro territorio, o alguna otra circuns-

tancia que pueda aportar al caso un “elemento de extranjería” relevante. 

Luego, procuré obtener criterios universales de localización de las rela-

ciones de consumo internacionales con el fin de establecer los foros 

competentes en conflictos multinacionales.  

También dejé establecido, como presupuesto, la ausencia de nor-

mas de fuente interna o internacional que solucionaran los conflictos 

que involucran a consumidores, tanto en lo referido a jurisdicción com-

petente como el derecho aplicable. Esto se debe a que las normas juris-

diccionales y sustantivas, o bien ignoran el problema transfronterizo, o 

bien no tienen en cuenta la situación de debilidad del consumidor. De 
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aquí que fuera necesario construir un sistema o teoría general que re-

solviera los distintos problemas, aunque luego el foco estuviera puesto 

sobre los aspectos jurisdiccionales.  

Como primer punto de partida para la construcción de un sistema 

de Derecho Internacional Privado de las relaciones de consumo, mani-

festé que la protección de la parte débil, y en general de la persona 

humana, es un objetivo de todo sistema jurídico, tanto desde el punto de 

vista del derecho interno como del Derecho Internacional Privado y el 

Derecho Internacional Público. Esta situación de debilidad de los con-

sumidores frente a los proveedores se acentúa por las distancias, los di-

ferentes idiomas de contratación, el desconocimiento de las reglas ex-

tranjeras, etc. 

La otra consideración preliminar se refiere a que los particularis-

mos de las regulaciones protectivas del derecho del consumidor pueden, 

sin embargo, brindar cierta uniformidad en el plano internacional, ya 

que los hábitos y pautas de proveedores y consumidores en sus relacio-

nes suelen ser similares por efecto de la globalización y —

especialmente— por la actuación transfronteriza de las empresas, que 

procuran atender a “clientes de clase mundial“. Sin embargo, cada Esta-

do procura resguardar a sus ciudadanos mediante la aplicación de re-

glas nacionales, bajo el prisma del orden público. Esto último, si bien 

puede solucionar casos de iniquidad, también puede soslayar el elemen-

to extranjero de la relación de consumo transfronteriza.  

Recordados los presupuestos que se encuentran tras el planteo del 

trabajo, pasaré a las principales conclusiones alcanzadas: 

1. Las relaciones de consumo que suponen intercambios en un contex-

to internacional deberían tender a un régimen jurídico propio, tanto 

desde el punto de vista del conflictualismo como desde la posible so-

lución material del caso. No se puede dejar de advertir la interrela-

ción entre los conflictos del derecho aplicable y la efectividad de la 

solución a que arribe el juez que ha sido designado como competen-

te, ya que no es posible abstraerse de los tres problemas básicos del 
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Derecho Internacional Privado sin dejar de tener en cuenta la espe-

cial naturaleza de los conflictos privados multinacionales.  

1.1. El sistema que tenga en cuenta la debilidad estructural del con-

sumidor deberá fundamentarse en los principios básicos de la 

justicia, donde la perspectiva filosófica da luces para establecer 

los parámetros universales de esa asignación. La razón filosófi-

ca es la más general porque acude al fin último o la razón de ser 

última de las cosas. Desde este punto de vista, es posible esta-

blecer una “razón para la acción”, autosuficiente y justificatoria. 

Dos, al menos, son decisivas.  

1.2. En primer lugar, el consumo es un bien para el hombre, por 

cuanto facilita la consecución de muchos de los bienes humanos 

básicos. Desde una perspectiva antropológica y cultural, el acto 

de consumir, que se sirve de los intercambios privados, es ins-

trumental en razón de medio a fin para que las personas alcan-

cen su plenitud, de acuerdo al estado actual de la sociedad y el 

desarrollo humano. En el fondo late la existencia de una perso-

na y su dignidad, que requiere satisfacer necesidades corpó-

reas, espirituales y sociales. 

1.3. Luego, como fundamento y justificación de un régimen protec-

torio, es posible verificar la existencia de una específica comu-

nidad con su propio bien común, integrada por los consumido-

res y proveedores transfronterizos, como asimismo por los Es-

tados a que pertenecen esas personas y empresas. La noción de 

“bien común” da sustento a la regulación social, y en el caso 

particular a la disposición de tribunales adecuados donde plan-

tear los litigios y poder arribar a soluciones efectivas. Para el 

caso concreto, se trata del bien común de la comunidad interna-

cional integrada por una persona o grupo de ellas consumiendo 

en esta comunidad internacional. La función distributiva es re-

querida en virtud de que muchas de las medidas de protección 

de los menos dotados se concretan en potestades que buscan 
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restablecer el equilibrio. Desde este punto de vista, la solución 

internacionalista deberá considerar las distintas conexiones de 

los regímenes locales, sin imponer de modo apriorístico la vali-

dez de algunas de ellas en desmedro de otras.  

1.4. Por tanto, ha quedado definido que esta comunidad participa de 

un bien común global porque algunos de los valores o bienes 

son participados por todos los miembros de esa comunidad, ya 

sea como personas individuales o como Estados que componen 

esa comunidad internacional. Es una condición o conjunto de 

condiciones que capacita al consumidor transfronterizo para 

alcanzar objetivos razonables.  

2. El sistema protectorio, al igual que todo sistema jurídico, estará 

constituido por principios y reglas.  

2.1. Son necesarios ambos ya que los derechos básicos no pueden 

quedar como meros deseos y aspiraciones, debiendo ser regla-

mentados por la ley positiva de acuerdo a las posibilidades que 

la situación histórica permite. Algunos de los principios protec-

torios del consumidor transnacional son propios, otros son 

compartidos con otras ramas jurídicas, y otros serán aplicación 

de principios generales del derecho. 

2.2. El recurso a la tópica jurídica permite primero identificar el 

problema, para luego poder responder a la situación planteada. 

Los principios tienen una misión fundante y estructural del sis-

tema “en construcción”. Faltará un sistema hermético y absolu-

tamente previsible de todos los supuestos, pero es posible deli-

near un marco aproximado, capaz de brindar la solución en el 

caso concreto.  

2.3. Entre los principios fueron tenidos en cuenta los generales del 

derecho, los propios del derecho internacional público, del De-

recho Internacional Privado, de las relaciones entre particula-

res y del derecho del comercio internacional. Cada una de estas 
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disciplinas hará su aporte su aporte, con directa injerencia en 

las soluciones regulatorias. Deberá ser considerada la metodo-

logía intrasistemática: reconocimiento, jerarquía, colisión, pre-

ferencias. Y esto último, tanto para el funcionamiento de los 

principios entre sí como en su interacción con las normas o pa-

ra la validación de estas. 

3. Entre los principios generales, a modo de estructura de todo el sis-

tema protectivo, propongo el favor debilis junto con su aplicación 

concreta del in dubio pro consumptore.  

3.1. Esta prioridad fundante se manifiesta, por ejemplo, en la distin-

ción entre contratos de consumo y comerciales. Afirmo que no 

se trata de un diferente conjunto de principios, sino más bien en 

una distinta gradación de ellos, que es receptada por las deci-

siones de política legislativa. Sostengo que el favor debilis es un 

principio general de todo el sistema jurídico y no sólo del régi-

men contractual ni tampoco exclusivo del sistema protectorio 

del consumidor. Por tanto, hay un punto de encuentro que 

permite aplicar soluciones del derecho del comercio interna-

cional a la protección del consumidor transfronterizo. Fuera de 

la incidencia preponderante que corresponde al principio pro-

tectorio, el sistema continúa siendo uno.  

3.2. Nada impide que los principios y reglas de la lex mercatoria 

coadyuven a lograr los objetivos de la protección del consumi-

dor transfronterizo, esto es: a) proporcionarles protección legal 

en sus relaciones con los proveedores; b) proporcionarles bene-

ficios económicos aumentando la disponibilidad y disminuyen-

do los costos de los productos; c) brindarles mayor confianza 

en el mercado. Estos objetivos pueden ser compatibles con los 

propios de la lex mercatoria, a modo de relación de lo particular 

que restringe lo general. Estos últimos fines o características 

deseables son: a) el carácter universal; b) flexibilidad y dina-

mismo en su conformación, a fin de adaptarse a las cambiantes 
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circunstancias; c) informalidad y agilidad en la celebración de 

los negocios; d) confianza en los usos y prácticas 

3.3. El cuadro general entonces sería el siguiente: a) de existir una 

regulación expresa en el ámbito internacional a favor del con-

sumidor se aplica esta, por su carácter imperativo; por ejemplo, 

la autorización de la cláusula de prorrogatio fori sólo post litem 

natam (Protocolo de Santa María); b) si la regulación interna-

cional no existiera, las partes pueden establecer los derechos 

correspectivos —tarea por lo general a cargo del empresario—, 

pero los principios protectorios tendrán la virtualidad de modi-

ficar lo que las partes establecieron, cuando se afecte indebi-

damente los intereses del consumidor; por ejemplo, permitien-

do al consumidor invalidar la cláusula de prórroga si se afectara 

gravemente su defensa en juicio; c) si las partes nada han esta-

blecido en una cuestión determinada, se resolverá por las cos-

tumbres, insufladas por los principios protectorios; es decir que 

se aplica en subsidio la lex mercatoria en lo que no fuera in-

compatible; por ejemplo, la validez de una cláusula compromi-

soria a favor de un sitio de mediación en línea. 

4. Una vez identificados los principios informadores del sistema, fue 

necesario dar un paso adelante, y en vista de la pretendida seguri-

dad jurídica, establecer los derechos subjetivos del consumidor 

transfronterizo. 

4.1.  Fue necesario aclarar la virtualidad jurídica de las profusas de-

claraciones, recomendaciones y cláusulas constitucionales pro-

tectorias. Quedó claro que no toda expresión de deseos o nor-

mas programáticas pueden dar lugar a derechos subjetivos. De 

los valores que trasuntan los principios hubo que hacer explíci-

tos y en algunos casos educir los derechos subjetivos del con-

sumidor. Ya que estos son un justo reparto, las directivas del 

ordenamiento deberán formalizarse como potestades o dere-

chos subjetivos: qué condiciones se requieren para que cada 
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una de las partes pueda considerarse como titular de una potes-

tad reclamable. La solución llega a través de la enunciación de 

los derechos en “tres términos”: una persona determinada, una 

descripción de un tipo de acto y otra persona determinada. 

4.2. Un primer aspecto consistió en aclarar que los derechos fun-

damentales no tienen la misma virtualidad ni se aplicarán en 

igual medida si el caso tiene relación con un derecho o tribunal 

extranjero. De modo general —al menos en sus orígenes—, las 

garantías fundamentales se dirigen principalmente a la protec-

ción del ciudadano frente al Estado, y no a la realización de polí-

ticas estatales en situaciones privadas transfronterizas. Por tan-

to, se requiere un esfuerzo adicional para incluir la característi-

ca de la internacionalidad en el razonamiento jurídico que 

aplica o se deriva de derechos fundamentales. 

4.3. La tarea de concreción buscó tanto no caer en la proliferación 

indiscriminada o “inflación” de derechos humanos, como en la 

falta de concreción de los derechos fundamentales. Como resul-

tado se pudo establecer que los derechos del consumidor trans-

fronterizo, en el marco de la relación de consumo, no pueden 

ser considerados derechos humanos, ni públicos, ni políticos. 

No derivan de su condición de persona ni de ciudadano, sino de 

su capacidad de obrar. Son derechos secundarios adscritos a 

todas las personas humanas capaces de obrar, sin distinguir en-

tre nacionales o extranjeros. La distinción tiene consecuencias 

muy importantes en el plano internacional, especialmente en 

cuanto a la distinción del orden público interno e internacional.  

4.4. Por tanto, se puede predicar de los derechos fundamentales del 

consumidor y como consecuencia de su estructura normativa y 

la efectividad que de allí se deriva, que constituyen por sí mis-

mos un mínimo inderogable, sin que la reglamentación o un 

contrato puedan ignorarlos. A su vez, tienen pretensiones de 

operatividad; esto permitiría reclamar al Estado la puesta en 
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ejecución en la medida de los recursos disponibles. También 

brindan pautas para su aplicación por los tribunales si están su-

ficientemente especificados. Algunos de estos derechos pueden 

fundamentar la declaración de inconstitucionalidad de una 

norma que se les opone en un grado tal que implica su deroga-

ción. Adicionalmente, su ejercicio puede implicar la ineficacia 

contractual, tal como la aplicación del principio favor debilis 

contenido en los arts. 3 y 37 de la LDC.  

4.5. En el caso que nos ocupa, para el consumidor esta garantía sig-

nifica que no podrá ser privado de la propiedad sin la previa 

tramitación de un proceso desenvuelto en la forma que estable-

ce una ley dotada de todas las garantías del proceso de sanción 

parlamentario, aun cuando esta misma ley les haya permitido 

elegir el tribunal extranjero, estatal o privado. Entre los princi-

pios procesales a considerar, tiene especial importancia la bila-

teralidad en el proceso contradictorio, que en su expresión fun-

damental requiere la audiencia de la otra parte. Por tanto, se 

deberá considerar si es razonable que un consumidor que re-

clama por un monto económicamente poco relevante, sea cons-

treñido a defenderse o a demandar en otra jurisdicción distinta 

a la de su propio domicilio.  

4.6. Estas conclusiones tienen especial impacto en la validez de la 

cláusula de prórroga de jurisdicción, tan usual en la práctica. 

Entre otros aspectos, se valorará si del caso resulta patente que 

litigar en otra jurisdicción le ocasiona graves e irreparables per-

juicios, por la distancia y el costo de la defensa con relación al 

reclamo; o si resulta onerosa en demasía la presentación de la 

prueba o el traslado de los testigos; si el tiempo que demandará 

la obtención de una sentencia es excesivo o perjudica la eficacia 

del resultado; si será factible la presentación de la prueba con-

ducente a conocer la verdad objetiva; si resultará imposible 

compeler a los testigos a presentarse; si él mismo podrá pre-



 CONCLUSIONES 777 

 

sentarse útilmente para su participación en el proceso; si existe 

posibilidad en la jurisdicción en la que es demandado de pro-

veerse los medios de defensa, como un patrocinio letrado acor-

de a su situación económica, así como el reconocimiento del 

beneficio de litigar sin gastos; si los plazos del proceso incoado 

permiten una adecuada defensa, etc.  

5. También es posible derivar derechos subjetivos para la protección 

del consumidor transfronterizo mediante la aplicación del orden 

público internacional.  

5.1. La LDC establece en su art. 65 que es una norma de orden pú-

blico, sin discriminar entre el orden público interno del inter-

nacional. Pero este análisis es insuficiente, ya que el orden pú-

blico interno se aplica a casos nacionales, mientras que el inter-

nacional tiene vocación extraterritorial. Pero la legislación 

interna —al menos en algunas de sus disposiciones— debe ser 

considerada preponderante para el orden público internacional 

porque hay un especial interés en los ordenamientos en res-

guardar la defensa del consumidor. Su inclusión como una sal-

vaguarda con rango constitucional puede ser vista como parte 

del “espíritu de la legislación” en toda la amplitud que le otorga 

el art. 14 inc. 2 del Código Civil, lo cual la convierte en una ba-

rrera para la aplicación del Derecho extranjero o como caracte-

rística negativa que rechaza una jurisdicción inicialmente com-

petente.  

5.2. En todos los casos debe quedar claro que si bien las disposicio-

nes protectorias pueden ser consideradas de Derecho Público o 

normas del orden público interno o como normas coactivas, las 

mismas no pueden ser ‘exportadas’ y aplicadas a casos extran-

jeros, aunque sí lo sean a casos internos. A su vez deben ser dis-

tinguidas de las “normas de policía”, ya que estas sólo contem-

plan casos multinacionales típicos, específicos, que en nuestra 

LDC no existen, aún cuando podrían constituirse en una solu-
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ción deseable. Deberá quedar claro para el operador jurídico 

que, al menos desde la legislación protectiva actual en Argenti-

na, no contamos con normas de policía, entendidas como aque-

llas que captan en su tipo legal un caso jusprivatista multina-

cional y lo somete al derecho material propio delimitando ex-

presamente su ámbito de aplicación espacial. Si tuviéramos este 

tipo de normas, no habría posibilidad de aplicar derecho ex-

tranjero ni lugar a la autonomía de las partes.  

5.3. En cambio, sí podemos asegurar que nuestra LDC, siendo una 

norma imperativa o de orden público, no capta un tipo legal con 

elemento multinacional, de allí que su coactividad no tenga —

en principio— efectos transfronterizos. Sin embargo, de las 

normas imperativas pueden desprenderse principios, y así se 

podrá dejar de aplicar derecho extranjero en virtud de la cláu-

sula de reserva. Todas estas distinciones están adecuadamente 

delineadas en la Propuesta de CIDIP VII. 

5.4. También, en este proceso de concretización, fue necesario re-

solver las mal llamadas “antinomias” entre derechos fundamen-

tales.  

5.5. Dentro del sistema protectorio, y de acuerdo a las prácticas co-

merciales, cobran especial relevancia las conductas de los em-

presarios, quienes habitualmente tienen a cargo estandarizar la 

relación jurídica. Por tal motivo, también cupo analizar el rol de 

las buenas prácticas empresarias, los códigos de conducta y las 

leyes modelo, tratando de determinar la obligatoriedad de sus 

disposiciones. Como conclusión, se puede establecer que en la 

medida que las asociaciones de consumidores han participado 

en la elaboración de directrices de buenas prácticas, acordadas 

con una industria determinada, o los formularios fueron pre-

viamente aprobados por la autoridad de contralor, es posible 

determinar derechos subjetivos en el orden internacional. 
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5.6. Como conclusiones de la primera parte de esta tesis, enuncié un 

catálogo conceptual de derechos subjetivos del consumidor 

transnacional en la relación de consumo, ya sea que se trate de 

obligaciones nucleares o deberes colaterales a cargo del pro-

veedor 

6. Definidos los derechos subjetivos del consumidor en el marco del 

sistema protectorio, cupo establecer el ámbito de aplicación de este 

sistema.  

6.1. En Argentina y otros países el marco de protección del consu-

midor está dado por la relación de consumo. A ella hace refe-

rencia el art. 42 CN y la LDC. De estos artículos se desprende 

que la disciplina de la defensa del consumidor transfronterizo 

se estructura y fundamenta sobre la relación de consumo y no 

sobre el consumidor en sí mismo considerado, aún cuando éste 

sea el sujeto de derecho tenido en cuenta por el microsistema. 

6.2. Para la aplicación del régimen protectorio debe existir una rela-

ción de consumo con un régimen particular de Derecho Inter-

nacional Privado, con características distintivas. Esta relación 

de consumo transfronterizo no ha sido hasta ahora determina-

da de modo uniforme, y la disparidad de criterios es notable. 

Resultará relevante cuál es el sistema jurídico donde la relación 

de consumo se desarrolla, cuál es su ‘hábitat’ natural. La debili-

dad del consumidor no puede deslocalizar una relación jurídica, 

de manera que una situación en la que no hay contacto razona-

ble entre el juez y el foro, en virtud de la lex fori quede sustraída 

de la realidad. Si por el lugar de celebración, de cumplimiento o 

cualquier otro contacto relevante la relación era de derecho 

común, sería abusivo aplicar un régimen protectorio por el solo 

hecho de abrir la jurisdicción en un país no relacionado con el 

caso. 

6.3. La definición de la relación de consumo —o la presencia de un 

consumidor, en su caso— establecerá el marco objetivo y subje-
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tivo para la aplicación del régimen protectorio internacional. Es 

preciso delimitar quiénes y en qué situaciones serán protegi-

dos. Si existen dudas en cuanto a la caracterización de una ope-

ración determinada como de consumo, la calificación deberá ser 

establecida de acuerdo a la lex fori.  

6.4. Respecto de la categoría de proveedor, su definición es relacio-

nal: sólo lo será cuando actúe vinculado a un consumidor. Un 

punto particular se presenta para los proveedores que actúan 

en conexidad contractual. Aquí se abre la posibilidad de esta-

blecer una calificación autárquica: “Revestirán igualmente la ca-

lidad de proveedores quienes, sin haber celebrado el contrato 

con el consumidor o sin ser los directos obligados, han partici-

pado de un negocio jurídico complejo, en el cual sus obligacio-

nes respecto del contratante principal han sido determinantes 

del cumplimiento de la prestación”. Esta calificación será útil 

tanto a los fines sustanciales como procesales. 

6.5. La condición de consumidor de las personas jurídicas, o bien la 

situación de los proveedores que son subsidiarias o sucursales 

de la casa matriz, también presentan problemas de calificacio-

nes o de cuestión previa, según los casos.  

6.6. También estará a cargo de la lex fori establecer cuando un titu-

lar de un derecho de propiedad intelectual será proveedor en 

una relación de consumo transfronteriza.  

7. A los fines de elaborar una calificación autárquica, parece difícil en-

casillar el amplio universo de alternativas.  

7.1. Por este motivo, resulta más práctico dejar abierta la posibili-

dad de que todo tipo de prestaciones pueda ser objeto de la re-

lación jurídica, y, eventualmente, hacer luego los “recortes” ne-

cesarios a la rica realidad. Resultarán relevantes sólo aquellos 

bienes o prestaciones que puedan ser objeto de relaciones 

transfronterizas, ya sea por el lugar de entrega, fabricación, co-



 CONCLUSIONES 781 

 

bertura, lugar de pago, etc., circunstancia que habilitará un ré-

gimen protectorio internacional de excepción.  

7.2. Razones de política legislativa y la posibilidad que tengan los 

Estados de llegar a un acuerdo permitirán establecer los pará-

metros para definir la relación de consumo transfronteriza en 

Tratados y Convenios. Sería este un buen paso.  

8. Quedó establecido que el supuesto de hecho consistirá en la existen-

cia de una relación de consumo transfronteriza. Luego, queda de-

terminar la consecuencia jurídica: qué tribunales son competentes.  

8.1. Ante la carencia de normas de fuente interna o internacional 

que califiquen los contactos en su referencia a relaciones de 

consumo transfronterizo, deberemos integrarlos analógicamen-

te, siempre teniendo en cuenta una valoración finalista. La con-

sideración del favor debilis, el in dubio pro consumptore, los 

principios generales de la jurisdicción y, de modo amplio, todos 

los topoi, tienen en vista lograr una justa asignación de jurisdic-

ción. De aquí que las conexiones deberán ser valorativamente 

orientadas, ya que el uso de los términos implica de por sí un 

reparto. 

8.2. Los criterios de competencia interna no son equiparables a los 

propios de la jurisdicción internacional, debido a la falta de 

consideración del elemento extranjero. Sin embargo, ante algu-

nos problemas puede ser importante evaluar la capacidad de 

actuación de los órganos administrativos, cuando el asunto 

haya sido legítimamente nacionalizado, o bien cuando el con-

sumidor extranjero pueda acudir a las oficinas regulatorias lo-

cales. Es importante dejar claro la necesidad de que exista co-

nexión razonable del caso con el foro. Son bienvenidas las re-

comendaciones de la Ley Modelo Interamericana que presentó 

Estados Unidos para ser considerada en al CIDIP VII.  
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8.3. Un principio general a tener en cuenta en el diseño de conexio-

nes jurisdiccionales es el hecho de que debe existir certeza del 

tribunal competente, antes de que se entable la demanda. Este 

aspecto, en conflictos que involucran a una parte débil, es fun-

damental, en razón también de economía procesal. Hay que re-

ducir al máximo las posibles excepciones de incompetencia. En-

tonces, el primer elemento a considerar es la seguridad de con-

tar con un juez competente en la esfera internacional, 

claramente establecido.  

8.4. Asimismo, los problemas generales de la jurisdicción interna-

cional, deberán ser modalizados cuando nos encontremos con 

una relación de consumo transfronteriza. Para resolver los pro-

blemas de calificaciones o cuestiones previas, acudiremos una 

vez más al in dubio pro consumptore. Atendiendo a la debilidad 

del consumidor, se deberán minimizar los casos de forum shop-

ping, la litispendencia o la conexidad jurisdiccional. En los su-

puestos de jurisdicción exclusiva, no deberá convertirse en un 

obstáculo a la garantía de defensa en juicio, entendida esta de 

modo amplio. Por el contrario, las jurisdicciones concurrentes, 

alternativas o subsidiarias, deberían establecerse a favor del 

consumidor, de modo de favorecer su acceso a los tribunales. 

Los límites —flexibles por cierto— estarán dados por el forum 

non conveniens y el forum necessitatis. Respecto de estas dos úl-

timas instituciones, es recomendable su regulación internacio-

nal. 

9. Al momento de evaluar la jurisdicción más adecuada al consumidor 

no se pueden dejar de lado los aspectos procesales, vinculados al 

principio lex fori regit processum.  

9.1. Los problemas que plantean los procesos colectivos, el benefi-

cio de litigar sin gastos, el cumplimiento de los recaudos proba-

torios, la tramitación de medidas cautelares o diligencias proba-

torias anticipadas, los costos de ejecución de la eventual sen-
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tencia, son todos aspectos a considerar por el juez a los fines de 

asumir o rechazar la jurisdicción.  

9.2. El problema particular de la participación de consumidores ex-

tranjeros en class actions iniciadas en el domicilio del provee-

dor, puede facilitar el acceso a la jurisdicción y a una efectiva 

protección del consumidor. 

10. En cuanto a cuál sea la jurisdicción que más tenga en cuenta la ex-

traterritorialidad y la debilidad, se hace necesario considerar las 

propuestas existentes, las que en su mayoría se orientan hacia los 

tribunales domiciliarios del consumidor. Esta conclusión, lejos de 

ser un lugar común, tiene sustento en distintos principios. Sin em-

bargo, esta preferencia valorativa no deberá crear foros exorbitan-

tes.  

10.1. Las conexiones jurisdiccionales valorativamente orienta-

das, como el foro domiciliario del consumidor, favorece la justi-

cia sustancial. Por tanto los motivos y razones que sustentan los 

puntos de conexión de las normas de conflicto servirán también 

para sostener los contactos jurisdiccionales. En la elaboración 

de las normas se tendrán en cuenta estos criterios, pero el juez 

podrá luego efectuar correcciones en vistas del resultado de la 

aplicación práctica. Nuevamente el favor debilis deberá terciar a 

fin de evitar la denegación de justicia.  

10.2. Un esquema similar se propone para la validez de las 

cláusulas de prórroga. La autonomía de la voluntad es de por sí 

un criterio valioso, ya que respeta la libertad de las partes, 

siempre que esta sea efectiva y no ficta u obtenida de modo 

abusiva. Por tanto la autonomía deberá ejercerse de modo limi-

tado: en relación a tribunales que se presuponen ventajosos pa-

ra el consumidor o con relación directa al tipo de negocio que 

involucra a las partes. Las propuestas del Protocolo de Santa 

María o la Propuesta canadiense de CIDIP VII resultan adecua-

das.  
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10.3. Es consistente con la apreciación anterior el hecho de que 

no se puedan evaluar con el mismo criterio o estrictez las cláu-

sulas prorrogatorias en el plano interno que en el internacional. 

No toda cláusula de prórroga vulnerará el principio constitu-

cional de defensa en jucio, sino cuando se torne gravoso en de-

masía para el consumidor el hecho de acudir a otro tribunal, ya 

sea privado o estatal. En cada caso habrá que verificar estos su-

puestos, y si se llegase a esos extremos, el demandante podrá 

abrir la jurisdicción ante el juez del Derecho aplicable al fondo 

del asunto (forum causae) o del lugar de cumplimiento o de ce-

lebración, coincidentes con el domicilio del consumidor.  

11. Finalmente, se han analizado conexiones particulares. 

11.1. Se debe confirmar la validez universal del criterio juris-

diccional del domicilio del demandado, más aún tratándose del 

proveedor. La facilidad de ejecución de la sentencia, la existen-

cia de bienes, la sede de los negocios, son todos elementos que 

favorecerán la situación del consumidor. La propuesta del Pro-

tocolo de Santa María es adecuada a estos fines.  

11.2. Faltaría agregar alguna aclaración para el caso de deman-

dados en razón de conexidad contractual. La existencia de uno 

de los proveedores en el domicilio del consumidor permitiría 

localizar la relación, y atraer hacia allí a los otros proveedores 

conexados.  

11.3. Los tribunales domiciliarios del consumidor toman espe-

cial relevancia cuando son coincidentes con el lugar de cumpli-

miento de la prestación. Por el contrario, el lugar de celebra-

ción, que puede ser contingente, resulta adecuado cuando es co-

incidente con otro criterio, como el de cumplimiento o de pago.  

11.4. El domicilio del consumidor suele ir relacionado con la 

categoría de “pasivo”, es decir, cuando los actos previos, la cele-

bración o la ejecución han ocurrido en su país, o bien cuando el 
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proveedor dirigió acciones comerciales hacia esa plaza. Es un 

buen indicador del riesgo que quiso asumir el comerciante al 

desarrollar negocios en ese mercado. La actividad del empresa-

rio, en el contexto digital, deberá calificarse de modo especial, 

tal como lo hace la UE. También resultan admisibles los crite-

rios jurisprudenciales norteamericanos, expresados en el “Zip-

po test”. 

11.5. El denominado foro de patrimonio puede también ser útil 

a los fines protectorios. Al respecto, la situación de la matriz 

que controla la subsidiaria, o la sede de la compañía asegurado-

ra, son buenos ejemplos.  

11.6. La situación de los bienes, cuando se trata de relaciones 

de consumo reales, es también un criterio localizador y que 

permite asignar la jurisdicción. Habrá que estar atentos a que 

esa jurisdicción, en principio exclusiva por razón del forum rei 

sitae, no se confunda con aspectos contractuales que originen 

reclamos personales. De lo contrario, un criterio absoluto po-

dría provocar la indefensión. El criterio general deberá ser, de 

acuerdo al principio protectorio, la interpretación restrictiva de 

los foros exclusivos. La razón de ser de la exclusividad, la parti-

cular política pública involucrada, deberá balancearse con otra 

política pública: la protección de la parte débil.  

11.7. El lugar de celebración no arroja precisión localizadora a 

los fines jurisdiccionales, pero puede ser complementario de 

otros, como el domiciliario, o el lugar de pago o de cumplimien-

to de la prestación reclamada. La incertidumbre mayor se pre-

senta en el contexto digital, debido a que el proveedor puede 

predeterminar el lugar de celebración y así establecer a su favor 

la localización de los tribunales. Como principio general, se de-

ben evitar los conflictos móviles, a fin de otorgar certeza a la re-

lación jurídica establecida y poder asignar indubitablemente la 

jurisdicción. 



786 LAS RELACIONES DE CONSUMO TRANSFRONTERIZAS 

 

11.8. El lugar de cumplimiento es más adecuado que el de cele-

bración para asignar jurisdicción, siempre que esté localizado 

donde haya efectiva ejecución: esto es, aquel lugar donde ser 

recibe la prestación destinada al consumo. La causa de la rela-

ción jurídica radica en el “consumir”, en el uso final, y hasta tan-

to el bien o servicio no esté disponible bajo este criterio, no se 

puede hablar de efectivo cumplimiento. De aquí que haya pro-

puesto modificar los términos comerciales uniformes (Inco-

terms) de tal modo de adaptarlos a la realidad de este tipo par-

ticular de operaciones. El lugar de entrega, por ejemplo, en una 

venta por Internet, será la del domicilio del consumidor, o al 

menos en el despacho de aduana de su país, y no el lugar de en-

trega al courier que hará el transporte transfronterizo.  

11.9. Queda establecido que el lugar de cumplimiento, será 

cualquier lugar de cumplimiento, para permitir la disponibili-

dad de jurisdicciones concurrentes. Resulta limitativo e incon-

veniente el criterio de “cumplimiento de la prestación más ca-

racterística”. Por el contrario, es útil la opción por “el domicilio 

del demandante que demostró haber cumplido (Protocolo de 

Buenos Aires)”, cuando el consumidor cumplió, generalmente 

mediante el pago, en su propio domicilio.  

11.10. El lugar de cumplimiento en los contratos on line, podrá 

estar dado tanto por el lugar de descarga de los archivos, como 

de disfrute del servicio en línea, ambos en el domicilio del con-

sumidor.  

11.11. Un lugar especial de cumplimiento es el de pago, gene-

ralmente en el mismo domicilio del consumidor. Lo mismo se 

puede afirmar en el caso de pagos mediante tarjeta de crédito u 

otros instrumentos cancelatorios. A esto se agrega el domicilio 

del banco que emite la tarjeta u organiza el sistema, también co-

incidente con el domicilio del consumidor.  
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12. Finalmente, en cuanto a la localización de las relaciones extracon-

tractuales, los tradicionales foros de acaecimiento del hecho dañoso 

o de sufrimiento de las consecuencias son adecuados para proteger 

al consumidor damnificado. En el caso de daños producidos por 

productos elaborados, el lugar de fabricación debería agregarse en-

tre los foros disponibles. En este sentido, las normas y regulaciones 

del lugar de producción, obligatorias para el productor, junto con la 

indicación distintiva de la “marca país”, que genera una expectativa 

razonable, tienen suficiente peso localizador.  

13. En definitiva, queda patente la necesidad de establecer un sistema 

protectorio específico para las relaciones de consumo transfronteri-

zas, como requerimiento del bien común de la comunidad interna-

cional. Este sistema se sostendrá en principios y reglas. Estas últi-

mas, ante su ausencia, ya sea de fuente interna como internacional, 

deberán considerar tanto la debilidad del consumidor como la rele-

vancia del elemento extranjero. La necesidad de asegurar una juris-

dicción efectiva se presenta como más urgente y a la vez asequible. 

La experiencia de la Unión Europea, aun siendo limitada, es relevan-

te. Las soluciones a los conflictos de jurisdicción llegaron antes que 

los de derecho aplicable: Bruselas vino antes que Roma; la Directiva 

44/2001 antes que los Reglamentos Roma I y Roma II. A su vez, el 

MERCOSUR logró antes un Protocolo de Buenos Aires para resolver 

los conflictos jurisdiccionales relativos a contratos internacionales, 

sin lograr acuerdos en cuando a derecho aplicable o normas mate-

riales. Del mismo modo, esperamos con ansia la aprobación del Pro-

tocolo de Santa María o alguna norma semejante. 
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